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RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  EL  SENADO 


CORTE  SUPREMA  FEDERAL 


Efi  MRCiCIO  DS  LAS  FACüIiTACES  QGS  1<ÍS  SOHFIIBIH  LOS  ARTIGÓLOS  51 1 72  DI  LA  GOISTIIUGIOlf. 


ACOERDOS  DE  LA  BUSIHA  COBtE, 


E  INFORMES  DE  LAS  RESPECTIVAS  COMISIONES  DEL  SENADO. 

^  ¿  V%  ?^  á  O  . 


PRIMER   TOMO. 

« 

QUE  COMFBENDK  LOS  ^OS  D£  1864  A  1899. 


EDICIÓN   OFICIAL. 


BOGOTÁ. 
IMf BENTA  DE  MEDARDO  BIVAS.  —  1875. 


C" 


•  a 


EL  SENADO  DE  PLENIPOTENOIAfilOS  BESUELVE : 

Que  se  codifiquen  todas  las  resoluciones  que  ha  dictado  en 
ejecución  de  la  facultad  que  le  confieren  los  artículos  51  i  72 
de  la  Coastítucion,  de  decidir  sobre  la  validez  o  nulidad  de  las 
leyes  de  los  Estados  que  han  sido  acusadas  como  contrarias  a 
la  Constitución  i  leyes  de  la  República.  El  Código  compren- 
derá todos  los  informes  redactados  por  las  respectivas  comisio- 
nes de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  i  se  im- 
primirá bajo  la  inspección  de  dos  miembros  del  Senado  nom- 
brados por  mayoría  relativa  de  votos. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  señor  Secretario,  de  lo 
Interior  i  Relaciones  Esteriores,  para  que  tenga  su  debido 
cumplimiento. 

£1  Presidente,   Pedeo  Cortés  Holguin. 

,     El  Secretarip,  Ernesto  del  Villar. 


\ 
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Esta  resGílucion,  dictada  en  1869,  tuvo  su  cumplimiento  habiéndose 

"^  pobüeadola  primera  edición  del  C<5digo  de  las  Resoluciones  derSenado 

^  de  Plenipotenciarios  hasta  aquel  afío  ;  peA>  como  no  se  comprendieron 

!  eB  ella  los  Acuerdos  ue  la  Suprema  Corte  federal  sobre  los  Actos  lejísla. 

^  ti?os  que  motivaron  dichas  Resoluciones,  el  Senado,  en  sus  sesiones  de 

K  1875,  ha  dispuesto  se  haga  esta  segunda  edición  del  primer  tomo,  inclu- 

k    ;  yendo  los  respectivos  Acuerdos  del  Tribunal  Supremo,  como  se  ha  hecho 

\^  en  el  segundo  tomo,  que  comp];^nde  los  afíos  de  1870  a  1874. 
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RESOLUCIONES  DEL  SENADO 

ACUERDOS  DE  U  CORTE  SUPREMA  FEDERAL 


En  eíercicio  de  las  facultades  que  les  dan  los 
artículos  51  i  72  de  la  Constitución  nacional. 


L 

HCLIDAD  de  los  artfcnlos  I.*  1  M'áe  la  €oii«tÍtncloH  del  Cttado 
9«l»eraDe  de  Cniídlnamarcat  e§pedlda  el  8  de  Jallo  de  1§63« 


Acuerdo  db  la  Sttfbexa  Cobteu 

En  Bogotá,  a  quince^  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres, 
lennidos  los  señores  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal  en  sala 
de  acnerdo,  procedieron  a  conferenciat  acerca  de  la  solicitad  que  ha 
elevado  el  señor  Procarador  jeneral  de  la  Nación,  pidiendo  que  so 
snspendan  los  artículos  1.^  i  48  de  la  Constitución  espedida  en  8  de 
jnlio  próximo  pasado  por  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  sobera- 
no de  Cundinamarca. 

I  resaltando,  despuds  de  una  detenida  discusión,  notable  disenti- 
miento en  la  opinión  que  cada  uno  de  los  señores  Majistrados  tiene 
respecto  de  este  negocio,  el  señor  Presidente  dispuso  que  cada  Majis- 
trado  consigne  su  voto  por  escrito,  el  cual  se  inserta»  al  pié  de  este 
acuerdo ;  que  se  notifique  el  resultado  de  su  solicitud  al  señor  Proca- 
rador jeneral ;  i  que  se  saque  copia  de  todo  lo  conducente  para  su 
fablicacion  en  el  periódico  oficial,  i  para  dar  cuenta  al  Senaao  de  la 
ínion  en  sus  próxunas  sesiones. 

Con  lo  cual  se  concluyó  esta  dilijencia,  que  firman  los  señores  Ma- 
jistrados, por  ante  mí  el  ^cretario,  de  que  certifico. 

Cebbeleok  Pinzoh— Juan  Manubl  Pébez— BafaeIi  E,  Saktakdeil 

Sectmdino  Jíharez  if.,  Secretario; 

Es  copia — Secretaria  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bc^qtá,  cuatro 
de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres — Secundino  Mvarez  M. 


—  6  — 
Votos  de  los  seflores  X^Jistrados. 

■ 

El  señor  M ajistrado  doctor  Oerbeleon  PiíuEoii  espresó  SQ  concepto 
en  estos  táriAiAos : 

**  Vistos— El  señor  Procumdor  jeoeral  de  la  ünion  ha  ocurrido  a 
esta  Oorte  solicitando  la  sos^nsion  de  los  artíctdos  1.^  i  48  de  la  Oons- 
titñcion  poKtica  espedida  tiltimamente  por  la  Lejislatora  del  Estado 
de  Cimdmainaroa. 

'^  Sin  entrar  en  el  fondo  del  negocio,  estima  esta  Oorte  qne  no  tiene 
iacnltad  para  acordar  la  suspensión  pedida,  fundando  este  concepto 
en  las  consideraciones  signientes : 

^'  Primera.  La  facultad  que  a  este  respecto  concede  a  la  Oorte  Su- 
prema federal  el  artículo  72  de  la  Oonstitacion,  se  refiere  espresamente 
a  los  actos  lejislatiyos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  entre  los  coalee 
es  por  lo  meaos  dndoso  si  comprende  las  Oonstitaciones  sancionadas 
por  las  mismas  Asambleas. 

^'  Se^pnda.  Qne  ezistieBdoi  como  existe,  esta  duda  respecto  de 
estos  áltmios  actos,  esta  Oorte  Suprema  federal,  haciendo  parte  del 
Qobiemo  jeneral,  no  podría  atribuirse  facultad  para  anular  dichos 
actos,  atendido  el  artículo  16,  según  el  cual  el  Gobierno  jeneral  no 
puede  ejercer  otras  fnnciones  que  las  que  espresa,  especial  i  claramen- 
te le  deleguen  los  Estados. 

^'  Por  estas  consideraciones,  esta  Oorte  declara  ^ue  no  tiene  facul- 
tad para  anular  las  Oonstituciones  de  los  Estados,  m  cdguno  o  algunos 
artículos  de  éstas;  creyéndose,  en  consecuencia,  incompetente  para 
resolver  en  la  referida  solicitud  del  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Union." 


El  señor  Majistrado  doctor  Juan  Manuel  Pérez  espres^  su  con- 
cepto en  estos  táminos : 

''  Por  ^1  artículo  1.^  de  la  Oonstitucion  federal,  sancionada  en  8 
de  mayo  último,  quedó  tmido  i  confederado  el  Estado  de  Oundinamar- 
ca  a  los  demás  ae  la  Bepública,  por  los  límites  que  le  señaló  el  acto 
lejislativo  de  15  de  junio  de  1857,  alterados  únicamente  por  los  decre- 
tos de  12  de  abnl  i  3  de  setiembre  de  1861,  sobre  creación  del  Estado 
del  Tolima,  que  también  hace  parte  de  la  ünion  Oolombiana. 

'^  Si  pues  la  ciudad  de  Bogotá  era  parte  inte^ante  del  Estado  de 
Oundinamarca,  se^un  el  acto  lejislatiyó  citado,  i  si  los  decretos  que 
crearon  el  del  Tohma  no  alteraron  en  ese  punto  la  demarcación  terri- 
torial de  aquél,  parece  claro  que  el  lejislador  consiátuyente,  o  sea  la 
Oonyencion  de  Bionegro,  quiso  comprender,  i  en  efecto  comprendió,  a 
Bogotá  en  el  territorio  del  referido  Estado  de  Oundinamarca. 

"  Pero  sinembar^o  de  esa  disposición  tan  clara  i  tan  fuera  de  toda 
duda  i  cuestión,  el  mismo  lejislador  constituyente  declaró  necesaria  la 
incorporación  a  Oundinamarca,  por  un  acto  de  la*  Asamblea  lejislatiya 
de  dicho  Estado,  del  territorio  que  formaba  el  Distrito  federal,  o  sea 
la  ciudad  de  Bogotá.  Tal  es  lo  que  dispone  el  artículo  7.^  del  Acto 
constitucional  transitorio,  sancionado  el  mismo  dia  8  de  mayo,  que 
dice  así : 


-  7  — 

*ArL7.^  El  territ(mo'que  luí  servido  de  DisM^ 
lo  ddemdne  su  mtmdpalidaoí,  hasta  qtte  la  ABarntíea  dd  Estado  sóberamo 
de  CtmSiÑamaroa  h  incorpore  legcdmade  a  dicho  Estado.  La  Corte  Sur 
prema  conocerá  de  los  recursos  de  apdatcicn  que  hasta  entonces  se  hayan 
amoedidopor  los  Jueces  dd  Disírüo/ederaL 

^'Si  pn68  esa  disposíoion,  oonstitacíonal  también,  hace  necéfiaiia  la 
]]iOQKpor»QÍon  de  B<^otá  a  OondinamaTca,  por  disposición  de  la  Asam- 
blea de  dioho  Estado,  si  esa  incorporación  no  es  obligatoria,  ni  se  fijó 
tiempo  para  decretarla,  no  puede  sostenerse  qné  sea  inconstiiacional 
la  OBchudon  que  de  dicha  dadad  se  hace  en  la  parte  final  dd  artícnlo 
primero  de  la  Oonstitadon  condinamarqnesa,  sandonada  d  8  de  julio 
óttimo. 

''£$a  escinden  es  evidenf^menie  contraria  al  artícnlo  primero  de 
la  Constitacion  federal ;  pero  la  Corte  no  pnede  declararlo  sm  declarar, 
al  mismo  tiempo,  no  solo  que  la  incorporación  ha  sido  obligatoria  para 
la  Asamblea  de  Cundinamarea,  sino  que  debió  decretarla  en  sns  sedo- 
nes  anteriores,  i  ya  se  ve  qae  esas  declaratorias  de  carácter  lejidatiyo, 
poraae  serian  esplicatíyas  del  artícnlo  7.^  dtado,  no  corresponden  a 
la  Corte.  ^ 

<<Mm  anómala  es  por  cierto  la  dtnadon  en  lo  relatiyo  al  pnnto  qne 
se  examina^  i  mni  sensible  ^a  la  Corte  no  poder  dar  d  remedio  que 
86  le  pide ;  pero  la  impodbilidad  en  que  para  ello  se  encuentra  emana 
de  la  Constitndon  misma,  i  parece  ya  haberlo  demostrado. 

"Esdnyendo  a  Bogotá  de  la  comprendon  dd  Estado  de  Cundina- 
marca,  la  Asamblea  hizo  tal  vez  lo  que  no  debió ;  pero  sí  lo  que  pudo 
hacer  constitudonalmente,  porque  aun  suponiendo  obligatoria  la  espe- 
dicion  del  acto  de  incorporación,  para  ello  no  se  ha  semilado  tiempo  a 
la  Asamblea. 

.  ''Contrayendo  ahora  la  Corte  su  condderadon  al  artículo  48  de  la 
Constitución  de  Cundinamarea,  ella  encuentra  oue  tal  artículo  tiene 
por  objeto  establecer  la  tramitadon  que  deba  observarse  para  refor- 
mar la  misma  Constitudon,  i  esa  facultad,  que  incuestionablemente 
oonespondia  a  la  Asamblea  Constituyente,  la  ejerdó  sin  contrariar 
niDgmia  de  las  dispoddones  de  la  Constitudon  feaeral,  pues  en  nada 
«e  opone  a  los  preceptos  de  ósta  lo  estatuido  en  el  artículo  48  citado. 

^  Que  esa  tramitación  dificulte  la  reforma  de  la  Constitudon  cundí* 
nimaiquesa,  i  que,  por  condguiente,  mayor  será  la  duración  de  la  d- 
toadon  anómala  e  inmerecida  que  le  ha  tocado  a  la  benemérita  ciudad 
de  Bogotá,  esto  será  derto  i  deplorable ;  pero  por  mas  que  lo  sea,  todo 
dio  es  una  creadon  de  la  misma  Constitución  nadonal,  que  en  este 
ponto  no  ha  sido  tan  clara  i  tan  esplídta  como  debió  serlo. 

^Quiera  Dios  aue  esta  grave  dificultad  sea  la  £nica  que  surja  de  la 
piáctica  de  ese  Cóaigo  que  se  ha  dado  la  Nadoü  como  prenda  de 
paz,  de  seguridad  i  de  bienestar,  después  de  cuatro  años  de  combates, 
de  omento  martirio,  de  suprema  agonía  i  de  Tcrdádera  descompoddon 
aocid." 

El  señor  Majistrado  doctor  Batad  E.  Santander  espreeó  su  con- 
OQpto  en  estos  tórminos : 

^Vistos— El  Procurador  jeneral  de  la  Nadon  ha  solidtado  de  la 
Corte  Suprema  que  suspenda  la  parte  final  del  articulo  1.°  de  la  Cons- 
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titacion  espedida  por  la  Asamblea  del  Edtado  soberano  de  Cundina- 
marca,  que  dice  lo  siguiente  :  '  I  eaceptuarídb  d  territorio  dd  Distrito 
fed&rcdy  (xm.  los  limites  asignados  a  éste  por  los  decretos  de23  de  julio  i  7  de 
agosto  de  1861/ 

"  El  Procarador  jeneral  pretende  que  por  este  acto  la  Asamblea  se 
ha  salido  de  su  esfera  de  acción  constitacional,  i  que  debe  ser  suspen- 
dido por  la  Corte,  en  ejercicio  del  artículo  72  de  la  Constitución  políti- 
ca,  dada  en  Bionegro  a  8  de  mayo  próximo  pasado.  El  Procurador 
jeneral  sostiene  que  la  Asamblea  ha  trasgredido  el  artículo  1.^  de  la 
Constitución  federal,  con  el  hecho  de  haber  escluido  del  territorio  del 
Estado  de  Cundbamarca  el  que  ha  servido  de  Distrito  federal. 

"  La  Corte  ha  estudiado  con  la  debida  atención  lo  espuesto  por  el 
Procurador,  i  ha  concluido  que  sus  razonamientos  están  fundados  en 
las  disposiciones  constitucionales  que  ha  aducido,  i  que  presentan  un 
sentido  claro.  La  lei  de  15  de  junio  de  1857  que  creó  el  Estado  de 
Cun^amarca,  en  su  artículo  1.  espresó  que  se  compondría  de  las 
antiguas  provincias  de  Bogotá,  Mariquita  i  Neiva.  Bogotá  fué  la  capi- 
tal de  la  provincia  de  bu  nombre,,  como  aparece  del  cuadro  de  la  divi- 
sión territorial  que  corre  en  la  Becopilacion  Granadina,  formado  según 
i  como  existia  dicha  división  por  las  disposiciones  entonces  víjentes, 
sobre  lo  cual  puede  verse  el  artículo  7.*^  de  la  lei  de  25  de  junio  de  1824. 

"Por  el  artículo  1.^  de  la  Constitución,  el  Estado  de  Cundinamarca 
entró  en  la  Union  i  Confederación  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 
conforme  a  la  lei  de  15  de  junio  de  1857,  que  lo  creó;  sin  otra  escep- 
cion  que  la  ^ue  se  colije  de  la  desmembración  de  las  antiguas  proyin- 
cias  de  Mariquita  i  Neiva,  que  vinieron  a  formar  el  Estado  del  Tolima, 
con  arreglo  a  los  decretos  de  doce  de  abril  i  tres  de  setiembre  de  1861. 
Besulta,  pues,  cjue  el  Estado  de  Cundinamarca  fué  incorporado  en  la 
Union  Colombiana,  en  la  capacidad  que  Je  dio  la  lei  de  l5  de  junio  de 
1857,  con  escepcion  de  las  provincias  de  Neiv^  i  Mariquita.  Luego 
dicho  Estado  quedó  formado  de  la  provincia  de  Bogotá,  la  que  tema 
por  capital  la  ciudad  de  este  nombre ;  i  por  consiguiente,  esta  ciudad 
quedó  siendo  paite  integrante  del  Estado  de  Cundinamarca  ;  i,  por  el 
mismo  hecho,  virtualmente  derogados  los  decretos  por  los  que  aabia 
sido  erijida  en  Distrito  federal. 

"Por  el  artículo  67  de  la  Constitución  política  del  Estado  de  Cun- 
dinamarca, se  dice  que  dicho  Estado  se  h'ga  a  los  demás  Estados  de  la 
Union  Colombiana,  en  los  términos  que  establece  la  Constitución  je- 
neral, ratificada  por  los  Bepresentantes  de  dichos  Estados  el  8  de 
majo  de  1863.  Esta  declaratoria  es  un  reconocimiento  esplícito  de  las 
disposiciones  de  la  Constitución  jeneral,  entre  las  que  figura  el  articulo 
1.^,  que  tiene  al  Estado  de  Cundinamarca  como  parte  constitutiva  de 
la  Nación  Colombiana,  según  fué  creado  por  la  lei  de  15  de  junio  de 
1857.  I  como  por  esta  lei  la  antigua  provincia  de  Bogotá  es  la  que  ha 
quedado  formando  el  Estado  de  Cundinamarca,  i  la  ciudad  de  Bosotá 
estuvo  comprendida  en  el  territorio  de  aquella  provincia,  es  fuera  de 
toda  duda  que  al  tener  la  citada  lei  de  15  de  junio  como  él  acto  en 
virtud  del  cual  fué  erijido  el  Estado,  se  sigue  que  dicho  acto  ha  debido 
aceptarse  en  todo  lo  que  él  comprendía  i  quedó  vijente,  a  saber,  con  la 
ciudad  de  Bogotá,  que  era  pai-te  integrante  de  la  antigua  provinoia  de 
este  nombre,  como  queda  demostrado. 
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^'La  disposicio;a  del  artículo  7.^  del  Acto  constitucional  transitorio 
de  8  de  mayo  último,  en  nada  tocó  a  lo  espresamente  declarado  en  el 
artículo  1.**  de  lá  Oonstitaoion  jeneral.  Por  aquel  articulo  no  se  quiso 
otra  cosa  sino  atender  provisionalmente  a  la  suerte  de  Bogotá,  en  el 
tiempo  que  trascurriera  desde  que  se  promulgai*a  la  Constitución  jene- 
ral,  i  el  en  que  la  Asamblea  de  Oundinamarca,  al  poner  en  concordan- 
cia la  Constitución  política  del  Estado  con  la  de  la  Confederación, 
incorporara  al  Estado  de  Cundinamaroa  el  territorio  que  babia  servido 
de  Distrito  federal.  Esta  entidad  dejaba  de  existir  al  promulgarse  la 
Constitución  federal.  Pero  como  hasta  que  la  Asamblea  de  Cundina- 
maroa no  reformase  su  Constitución  politice^  en  el  sentido  del  artículo 
1.*  de  la  Constitución  general,  no  podia,  constitucionalmente  hablando, 
reputar  que  aquel  territorio  era  parte  integrante  del  de  Cundinamaroa; 
por  esto  se  espidió  la  disposición  del  artículo  7.®  citado,  que  definió  la 
manera  de  ser  de  lo  que  fuó  Distrito  federal,  hasta  que  la  Asamblea 
de  Cundinamaroa  lo  incorporara  a  su  Estado. 

"Ni  la  Convención  nacional  podia  hacer  o¿ra  cosa  en  el  particular, 
pnesto  que  a  ella  no  le  era  lícito  determinar  la  categoría  en  que  el 
territorio  del  estinguido  Distrito  federal  entrase  a  figurar  en  el  réjimen 
político  del  Estado  de  Cundinamarca. 

"La  Corte  no  entra  a  hacerse  cargo  de  si  aquella  A^samblea  ha  de- 
bido o  no  incorporar  al  Estado  el  territorio  que  ha  servido  de  Distrito 
federal.  Lo  mas  que  podría  decir  sobre  e3to  seria  que  en  la  mente  del 
lejislador  constituyente  de  Colombia  obró  la  confianza  de  que  la  Asam- 
blea cundinamarquesa  nunca  llegaría  a  desconocer  que  debiendo  el 
Estado  su  existencia  a  ]a  lei  de  15  de  junio  de  1857,  que  en  su  artículo 
1.^  caso  2.®  espresó  que  el  Estado  de  Cundinamarca  se  compondría 
enfcre  otras  de  la  provincia  de  Bogotá,  la  ciudad  de  este  nombre  viniese 
a  quedar  escluida  del  territorío  en  que  siempre  há  figuraÜo  en  prímer 
término. 

*'  I  volviendo  la  Corte  a  lo  que  es  de  su  resorte  declarar,  lo  hace 
suspendiendo  la  parte  final  del  artículo  1.^  de  la  Constitución  política 
del  Estado  de  Cundinamarca,  en  cuanto  esceptua  de  aquel  territorío 
el  que  constituyó  el  Distrito  federal,  por  ser  esta  esclusion  contraría  a 
la  lei  de  15  de  junio  de  18.*)7,  que  creó  el  Estado  de  Cundinamarca,  i 
consiguíeuteraente  contraria  al  artículo  1.°  de  la  Constitución  política 
de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  que  reconoció  la  existencia  de 
aquel  Estado  como  obra  de  la  espresada  lei." 

Dése  cuenta  al  Senado  para  los  efectos  del  ai'tículo  72  de  la  Cons- 
titución federal. 

I  firman  los  señores  Majistrados  por  ante  el  infrascríto  Secretario, 
de  que  doi  fe. 

CIÍRBI3LEON  Pinzón— Juan  Manuel  Pébe^— Kafael  E.  Santandeb. 

Secundino  Alvarez  JIf.,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — Bcgotá-,  cuatro 
de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres — Secundino  Mvarez'M. 
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iNFOBHfi  PB  hk  OOMIBION  DEL  SSKADO. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios* 

La  «iudad  de  Bogotá,  prescindiendo  de  la  época  de  la  dominación 
española,  i  tomando  solo  por  base  de  nuestra  independencia  para  acá, 
ha  sido  constantemente  parte  integrante  de  la  proTmcia  de  su  nombre, 
de  la  cual  siempre  fué  capital,  así  como,  por  su  reconocida  importancia, 
lo  fué  de  la  primitiva  EepúbÚca  de  Colombia,  luego  de  la  Nueva  Gra- 
nada, i  hoi  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 

Hallábase  dicha  ciudad  en  aquella  condición,  cuando  por  el  acto 
legislativo  de  15  de  junio  dé  1857  fueron  creados  varios  Estados,  entre 
euos  el  de  Cundinamaroa.  Se  compuso  éste  de  varias  provincias,  siendo 
una  de  ellas  la  de  Bogotá ;  i  al  constituirse  el  Estaao,  se  la  designó 
también  como  su  capital. 

Por  la  estipulación  12  del  Pacto  de  Union  celebrado  el  10  de  se- 
tiembre de  1860  entre  los  Estados  soberanos  del  Cauca  i  Bolívar,  i  al 
cual  se  adhirieron  los  de  Magdalena,  Santander,  Boyacá,  Cundinamaroa 
i  Tolima,  se  convino  espresamente  en  que  el  GoDÍemo  jeneral  debía 
residir  en  un  distrito  c^e  sellamaria  "Distrito  federal,"  rejido  por  dis- 
posiciones especiales,  i  <][ue  no  haria  parte  de  ningún  Estado. 

A  virtud  de  esta  estipulación,  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos 
de  Nueva  Granada,  por  decreto  de  23  de  julio  de  1861,  estableció  el 
**  Distrito  federal "  en  la  ciudad  de  Bogotá ;  i  desde  entonces  quedó 
ésta  segregada  del  Estado  soberano  de  Oundinamarca,  el  cual  trasladó 
a  Funza  su  capital,  i  luego  a  otros  lugares  diversos. 

El  Pacto  de  Union  celebrado  en  esta  ciudad  el  20  de  setiembre  de 
1861  ratificó,  en  el  artículo  42,  la  estipulación  2.^  del  de  10  de  setiembre 
de  1860,  defiriendo  su  organización  a  la  Convención  nacional.  Pero 
ésta,  en  la  Constitución  política  ^ue  espidió  el  8  de  mayo  de  1863,  no  ** 
reconoció  la  existencia  del  Distrito  feoeral,  i  se  limitó  a  atribuir  al 
Coi^reso,  por  el  inciso  9.^  del  artículo  49,  la  facultad  de  designar  la 
capital  de  la  Union  Colombiana,  i  espedir  la  lei  de  16  de  mayo  de  1863, 
disponiendo  ^ue  los  altos  poderes  federales  residan  en  la  ciudad  de 
Bogotá,  i  a  disponer,  por  el  artículo  7.^  del  "  Acto  constitucional  tran- 
sitorio," que  el  territorio  que  había  servido  de  Distrito  federal  se  rijiera 
como  lo  determinara  su  Municipalidad,  hasta  que  la  Asamblea  del  Es- 
tado soberano^  de  Cundinamarca  lo  incorporase  legalmente  a  dicho 
Estado,  es  decir,  la  Nación  devolvió  al  Estado  de  Cundinamarca  la 
ciudad  de  Bogotá,  que  habia  servido  hasta  entonces  de  Distrito  federal, 
i  el  cual  no  se  reconocía  ja  por  la  Constitución. 

.  Este  acto  era  cónsono  con  el  artículo  1.^  de  la  Constitución.  Por 
ese  articulo  se  formó  una  Nación  con  el  nombre  de  "  Estados  Unidos 
de  Colombia,"  compuesta  de  nueve  Estados,  entre  los  cuales  figura  el 
de  Cundinamarca  en  los  términos  de  la  lei  de  16  de  junio  de  lo57,  es 
decir,  con  inclusión  de  la  ciudad  de  Bogotá,  i  con  esclusion  únicamente 
del  térritorio^ue,  por  los  actos  de  12  de  abril  i  3  de  setiembre  de  1861, 
se  s^egó  de  él  para  formar  el  Estado  soberano  del  Tolima. 

Pero  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  lejos  de 
cumplir  con  el  precepto  del  artículo  7.**  del  "  Acto  constitucional  traj- 
sitono,"  Í7u¡orporando  legalmente  el  Estado  el  territorio  que  sirvió  de 
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Disfaito  federal,  dispuso  en  el  artíonlo  1.^  de  la  Oonstitaoion  del  Esta- 
do, espedida  en  8  de  jnlio  de  1863,  t»(Xf[ivaT  de  su  terrüorio  el  del  que 
fdá  Distrito  federal. 

Qne  esto  lo  hubiera  establecido,  como  lo  estableció,  en  el  artículo 
L«  de  su  Constitución  de  21  de  agosto  de  1862,  nada  tiene  de  censura- 
ble, porque  entonces  existia  el  Distrito  federal,  i  por  el  Pacto  de  Union 
no  debia  hacer  parte  de  ningún  Estado;  pero  después  que  la  Consti- 
tución nacional,  de  8  de  mayo  de  1863,  eliminó  el  Distrito  federal  i 
leccmoció  por  límites  del  de  Cmndinamarca  los  qne  le  dio  la  lei  de  16 
de  jnnio  de  1857,  con  solo  las  escepciones  contenidas  en  los  actos  de 
12  de  abril  i  3  de  setiembre  de  1861,  que  crearon  el  del  Tolima,  no  ha 
I)odido  repetir  tal  escepcion  en  la  Constitución  de  8  de  julio  de  1863, 
sm  salirse  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  dejando 
de  cumplir  i  ejecutar  la  Constitución  i  la  lei  de  la  Union. 

Estos  son  los  hechos,  bien  conocidos  de  todos,  pero  que  vuestras 
oomisíones  de  revisión  de  los  actos  de  la  Suprema  Corte  federal,  sobre 
suspensión  de  los  de  las  Asambleas  de  los  Estados  ^ue  sean  contrarios 
a  la  Constitución  o  a  las  leyes  de  la  Union,  ha  quendo  estampar  aquí, 
ponjue  ellos  deben  servirles  de  punto  de  partida  para  llegar  a  sus  con- 
closiones. 

Entrando  ahora  a  examinar  la  manera  como  despacharon  los  se- 
ñores Majistrados  de  la  Corte  Suprema  el  pedimento  del  señor  Pro- 
CQiador  jeneral  de  la  Nación,  de  21  de  julio  de  1863,  sobre  suspensión 
de  los  artículos  1.^  i4ñ^  de  la  Constitución  ddi  Estado  soberano  de 
Condinamarca,  vuestra  comisión  encuentra  que  no  lo  fué  de  un  modo 
satísfactoi^io. 

Uno  de  los  señores  Majistrados  no  entró  en  el  fondo  de  la  cuestión, 
porgue  juzgó  que  la  Corte  no  tenia  facultad  para  acordar  la  suspensión 
pedida,  fundándose  para  ello  en  que  el  articulo  72  de  la  Constitución 
86  r^Giere  precisamente  a  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los 
Estados,  i  en  que  para  él  era,  por  lo  monos,  dudoso  que  entre  esos 
actos  se  comprendan  las  Constituciones  sancionadas  .por  las  mismas 
Asambleas.  Acto,  se^pm  nuestro  idioma,  no  es  otra  cosa  que  las  deei- 
síoneB  o  providencias  ejecutadas  o  tomadas  por  la  autondad  pública 
en  desempeño  de  sus  fanciones ;  i  acto,  conforme  al  uso  que  se  ha 
lieeho  en  los  cuerpos  lejislativos  de  la  Nación,  es  el  nombre  que  se  da, 
indistintamente,  a  las  Constituciones,  a  las  leyes  o  a  los  decretos. 
Vóase  81  nó  el  que  se  dio  al  conjunto  de  los  artículos  transitorios  de  la 
Constitución  nacional,  espedida  en  Bionef2;ro  el  8  de  mayo  de  1863,  i 
otros  varios  de  la  misma  especie.  Si  así  no  debiera  entenderse,  i  hubie- 
ra de  prevalecer  la  opinión,  o  la  duda,  del  señor  Majistrado,  el  artículo 
U  de  la  Constitución  nacional,  la  atribución  6.^  del  artículo  51  i  el 
artículo  72,  serian  completamente  inútiles ;  porque  las  Asambleas  de 
los  Estados  que  quisieran  salirse  de  su  esfera  de  acción  constitucional, 
eonsignarian las  disposiciones  que  pudieran  encontrarse  en  ese  caso 
en  sus  Constituciones,  i  se  pondrian  así  a  cubierto  de  la  suspensión  i 
anulación.  Esto  nos  condudria  a  la  anarquía  i  traeria  al  país  todos 
los  mal^  que  le  son  consiguientes. 

Para  evitar  todo  esto,  vuestras  comisiones  se  permiten  presentaros 
on  proyecto  de  ^4S  sobre  suspensión  de  los  actos  de  las  Asambleas 
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lejialativas  de  los  Estados»"  i  espa*a  le  daréis  la  aprobación  en  sus  tres 
debates,  con  las  modificaciones  que  se  crean  mas  convenientes. 

Otro  de  los  señores  Magistrados  no  votó  tampoco  por  la  sospensíoni 

Sorqne,  en  su  concepto,  la  mcorporacion  no  era  obligatoria,  sino  que 
ebia  hacerse  por  disposición  de  la  Asamblea  del  Estado,  i  ésta  no  tenia 
tiempo  fijo  para  decretarla. 

El  artículo  7.®  del  "  Acto  constitucional  transitorio  "  no  tuvo  por 
objeto  estatuir  que  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca 
incorporase  a  su  territorio  el  que  había  servido  de  Distrito  federal, 

Eorque  esto  era  consiguiente  a  lo  estatuido  en  el  artículo  1.°  de  la  Cons- 
ittcion  nacional,  sino  que  se  contrajo  a  proveerle  de  administración 
mientras  tal  incorporación  se  hacia  legalmente ;  es  decir,  mientras  gue, 
determinándose  su  Qategoría  de  ciudad,  distrito,  aldea,  o  como  quiera 
llamársele,  i  la  sección  o  departamento  a  gue  debiera  pertenecer,  se 
sabia  su  manera  de  ser,  con  arreglo  a  la  lejislaeion  del  JEstado.   Pero 

3ue  la  incorporación  es  forzosa,  no  queda  duda  en  presencia  de  la  le! 
o  15  de  junio  de  1857,  del  artículo  I.**  de  la  Constitución  nac7onal,  i 
del  deber  que  los  mismos  E?tad©s  impusieron  a  las  autoridades  de  ellos 
por  el  artículo  9.**  de  la  Constitr.cion  nacional. 

Ahora,  por  lo  que  hace  al  tiempo  en  que  ha  debido  verificarse  la 
incorporación,  es  fuera  de  disputa  que,  por  lo  mismo  que  no  se  fijó 
tiempo,  debió  hacerse  inmediatamente,  con  arreglo  a  los  principios  del 
derecho. 

Solo  uno  de  los  señores  Majistrados  opinó  por  la  suspensión  de  la 
parte  final  del  artículo  1.®  de  la  Constitución  política  del  Estado  sobe- 
rano de  Cundinamarca,  en  cuanto  esceptiía  de  su  territorio  el  gue 
'  constituyó  el  Distritp  federal.  Pero  como  el  artículo  72  de  la.Constitu- 
cion  exijtí  la  unanimidad  de  votos  para  resolver  la  suspensión  de  los 
actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  la  Coi*te  Suprema  se 
limitó  a  hacer  consignar  por  escrito  el  voto  de  cada  Majistrado,  i  a  dar 
cuenta  al  Senado  en  sus  presentes  sesiones. 

El  Senado  no  necesita  que  la  suspensión  se  haja  decretado,  para 
decidir  definitivamente  sobre  la  nulidad  o  validez  de  los  actos  lejislati- 
vos de  las  Asambleas  de  los  Estados,  según  la  5.*  de  las  atribuciones 
que  le  da  el  artículo  15  de  la  Constitución  ;  i  por  tanto  vuestras  comi-. 
sienes  van  a  entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión. 

Para  ellas  es  evidente,  como  ya  lo  han  demostrado,  que  la  ciudad 
de  Bogotá  era  parte  integrante  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca, 
i  que  así  lo  esiuvo  siendo  hasta  el  23  de  julio  de  1881,  que  se  le  erijió 
en  Distrito  federal. 

Es  también  evidente  que  no  reconociendo  la  actual  Constitución 
el  Distrito  federal,  i  habiérdóse  unido  i  confederado  los  Estados  en 
los  términos  do  su  primitiva  creación,  la  espresada  ciudad,  que  estaba 
incluida  en  el  de  Cundinamarca,  con  arreglo  a  la  lei  de  su  creación  de 
15  de  junio  de  1857,  volvió  de  derecho  a  ser  parte  de  dicho  Estado. 
/  Es  i^almenle  evidente  que,  por  el  contesto  i  naturaleza  del  "Acto 
constitucional  transitorio,"  la  incorporación  legal  no  ha  debido  hacerse 
esperar. 

Es  así  mismo  evidente  que  la  Asamblea  de  Cundinamarca  era  i  ea 
competente  para  organizar  el  Estado,  pero  no  parist  darle  o  quitarle 
territorio,  supuesto  que  por  la  Constitución  jenetal;  en  materia  do 
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limiies  territoriales,  les  está  prohibido  a  los  Estados  alterar  o  variar 
los  teconocidos  en  el  artículo  1.*,  sino  en  el  caso  deformarse  otro  Esta- 
do, con  el  consentimiento  de  los  que  sean  interesados,  i  con  aprobación 
del  Gobierno  jeneral  (parágrafo  del  artículo  5.^  de  lá  Constitución). 

Es,  en  fin,  fuera  de  disputa  que  la  parte  final  del  artículo  í.^  de  la 
Oonstitucion  política  de  Cundinamarca,  en  cuanto  es&eptúa  de  su  terri- 
torio el  que  constituyó  el  Distrito  federal,  es  contrari'a  a  la  lei  de*  15  de 
jimio  de  1857  i  al  artículo  1.*  de  la  Constitución  nacional. 

I  por  estas  consideraciones,  vuestras  comisiones  concluyen  propo- 
niéndoos el  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

^' El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  unidos  de  Co- 
lombia^ en  uso  de  la  atribución  6.*  del  artículo  51  de  la  Constitución, 

resuelve:  , 

Que  el  artículo  1.^  de  la^  Constitución  del  Estado  soberano  de 
Candmamarca,  espedida  el  8  de  julio  de  1863,  es  nulo  en  cuanto  esclu- 
ye  de  su  territorio  el  que  siryió  de  Distrito  federal,  por  ser  contraria 
esta  esclusion  al  artículo  1.^  de  la  Constitución  nacional,  que  reconoció 
la  existencia  dé  diclio  Estado  eu  los  términos  de  la  lei  de  15  de  jnnio 
de  1857,  con  solo  las  reformas  producidas  por  varios  artículos  ae  las 
leyes  de  12  de  abril  i  3  de  setiembre  de  1861,  que  crearon  el  Estado 
sobeíano  del  Tolima. 

PubUquese  por  la  imprenta  junto  con  el  informe  de  la  comisión,  i 
deyuélvase  el  .espediente  orijinal  a  la  Corte  Suprema  federal." 

Bogotá,  í  de  abril  de  1864. 

Juan  A.  de  la  Espbiella--Juan  Yenqoechea. 


n. 

TALIDCZ  del  articulo  65  de  la  Constitución  del  £etado  sobe* 
rano  de  Cundluamarca,  de  8  de  Julio  do  1864. 


1        Aguebdo  de  la  Suprema  Cobte. 

En  la  ciudad  de  Bogotá,  a  nueve  de  setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  i  tres,  reimidos  los  señores  Majistrados  en  sala  de  acuerdo, 
procedieron  a  conferenciar  acerca  de  la  resolución  que  deba  dictarse 
en  la  solicitud  hecha  por  el  Procurador  jeneral  de  la  ünion,  para  que 
ae  suspenda  el  artículo  65  de  la  Constitución  política  del  Estado  sooe- 
nmo  de  Cundinamarca,  en  la  parte  que  dispone  que  la  Asamblea 
Constituyente  de  dicho  Estado  nombre  para  el  primer  periodo  los  Se- 
nadores rlenipotenciarios. 

Los  señores  Majistrados  doctores  Juan  Manuel  Pérez  i  Bafael  E. 
Santander  manifestaron  que,  siendo  la  presente  cuestión  idéntica  a  la 
promovida  por  el  mismo  señor  Procurador  jeneral  con  respecto  al 
inciso  4.^  del  artículo  109  de  la  Constitución  poKtica  de  Estado  sobe* 
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rano  de  Antioqtua,  i  en  la  ooál  decidieron  qae  no  habia  inconstitncio- 
n&lidad,  reproducian  las  rassones  allí  emitidas  para  fondar  igual  con- 
cepto en  eipnoente  n^ooio. 

El  señor  Majistrado  doctor  Oerbeleon  Pinzón  espnso :  que  habien- 
do manifestado  ya  én  otros  negocios  que,  en  su  concepto,  las  disposicio- 
nes constitucionales  de  los  Estados  no  están  incluidas  en  los  act^MS  Iqi»* 
lativos  (}ue  puedan  ser  suspendidos  por  la  Gorte  Suprema  federal,  emi- 
tía la  misma  opinión  en  el  presente  caso. 

Por  tanto,  el  señor  Presidente  declaró  que  no  habia  unaniuudad 
para  la  decisión,  i  que  con  copia  de  lo  conducente  se  de  cuenta  al  Se- 
nado de  la  Union  i  se  publique  por  la  prensa,  notificándose^este  acuer- 
do al  señor  Procurador  jeneral. 

I  firman  los  señores  Majistrados,  por  ante  mí  el  Secretario,  de  que 
certifico. 

Cerbeleon  Pinzón— Juan  M.  Pébez— Bafael  E.  Santakdeb — Se- 
cuTidino  Mvarez  i/..  Secretario. 

En  seguida  notifiqué  al  señor  Procuraiior  jeneral — ^Uriooechea. 
Mvarez  M.,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  íederal—Bogotá,  octu- 
bre siete  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ÍTeB.—J3ecundino  Mvarez  M, 


IimmicE  DE  LA  Comisión  bel  Senado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Examinado  por  vuestras  comisiones  de  revisión  de  los  actos  de  la 
Suprema  Corte  federal,  sobre  suspensión  de  los  de  las  Asambleas  de 
los  Estados,  contrarios  a  la  Constitución  o  a  las  leyes  de  la  ünion,  él 
espediente  relativo  a  la  solicitud  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación, 
para  que  suspendiera  el  artículo  65  de  la  Constitución  del  Estado  sobe- 
rano de  Cundinamarca,  en  la  parte  que  dispone  que  la  Asamblea  cons- 
tituyente nombre,  para  el  primer  periodo,  los  Senadores  Plenipotencia- 
rios, no  han  encontrado  razón  ninguna  que  demuestre  la  inconstitucio- 
nalidad  de  tal  disposición ;  i  en  tal  concepto  os  proponen  la  siguiente 
resolución : 

*'  El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  unidos  de  Colombia, 

En  USO  dé  la  atribución  6.^  del  articulo  61  de  la  Constitución, 

besüelve: 

En  la  Oonstitucion  nacional  no  se  rejistra  disposición  alguna  que 
prevenga  que  las  elecciones  de  los  Senadores  rlenipotencieuios  se 
verifiquen  por  medio  del  suf  rajio  universal  directo.  El  articulo  10  de 
ella  dejó  a  los  Estados  la  facultad  de  determinar  la  manera  de  hacer  el 
nombramiento  de  los  Senadores  Plenipotenciarios.  I  por  tanto,  el  ar- 
tículo 66  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  de  Cundiixamarca,  no 
es  contrario  a  la  Constitución  de  la  Bepública. 

Publiquese  por  la  imprenta,  junto  con  el  informe  de  la  comisión, 
i  devuélvase  el  espediente  orijinal  a  la  Corte  Suprema  federal." 

Bogotá,  9  de  abril  de  1864. 

J.  Yenooeohea— Juan  C.  bb  ia  Esprtblta— B.  Cobbeoso. 
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m. 


TALlDEas  de  loe  artícnlM  1.»  I  9.«  de  la  leí  del  Estado 
M  Caaea,  de  99  de  agosto  de  1963,  sobre  elección  de  Senadores 

I  Bepreseutantes. 


A0Ü£BDO  DE  LA  SUPBEMA  OOBTE. 
Corte  Saprema  federal — Bogotá,  enero  quince  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro. 

YisÍA  en  sala  de  acuerdo  la  solicitud  que  hacen  varios  ciudadanos 
dd  Estado  soberano  del  Oauca  para  que  se  suspendan  los  artículos  1.^ 
i  2.°  de  la  lei  de  22  de  agosto  próximo  pasado,  espedida  por  la  Lejisla- 
tora  de  aquel  Estado,  sobre  elección  de  Senadores  i  Representantes  al 
Ocmgieso  nacional ;  habiéndose  discutido  convenientemente  el  proyec- 
to de  resolución  que  debiera  acordarse,  no  se  obtuvo  unanimidad  en  la 
opinión  de  los  señores  Magistrados. 

*      Por  tanto,  se  resolvió  hacer  constar  en  seguida  los  respectivos 
Toiofi ;  que  se  dó  cuenta  al  Senado  en  su  próxima  reunión  i  que  se 

aae  coi>ia  de  lo  conducente  para  su  publicación  en  el  Bejistro  Ofi- 
I  previa  la  notificación  correspondiente  al  señor  Procurador  jenerál. 

Los  señores  Majistrados  Juan  Manuel  Pérez  i  Bafáel  E.  Santan- 
der,  espresaron  su  voto  en  estos  términos : 

''  Vistos — Por  el  memorial  de  folios  1  a  3  han  solicitado  de  esta 
Snprema  Corte,  varios  ciudadanos  del  Estado  del  Oauca,  la  suspensión 
íbíob  artículos  1.^  i  2.^  de  la  lei  de  dicho  Estado,  de  22  de  agosto 
prádmo  jasado,  sobre,  elección  de  Senadores  i  Bepreseutantes  al  Con* 
gieso  nacional 

"  Creen  los  peticionarios,  i  lo  mismo  el  señor  Procurador  jenerál, 
4ue  esos  artículos  son  inconstitucionales,  por  cuanto  atribuyen  a  la 
I«jÍBlatara  del  Estado,  i  no  al  pueblo  directamente»  la  referida  elección 
de  Senadores  i  Bepreseutantes. 

'^  La  Corte  ha  creido  i  decidido  va  lo  contrario  en  caeos  análogos, 
hadándose  en  razones  que  aquí  repetirá  someramente. 

''La  Constitución  de  8  de  mayo  último  no  ha  establecido  en  niu^- 
na  de  sus  disposiciones  el  sufrajio  directo  i  universal  para  la  elección 
de  los  altos  f  ancionarios  nacionales.  Esto  parecerá  esteaño,  pero  es  la 
verdad. 

''  El  artículo  8.^  de  dicha  Constitución,  que  citan  los  peticionarios 
en  apoyo  de  su  solicitud,  no  tiene  conexión  con  el  punto  de  que  se 
trata.  Ese  artículo  establece  los  deberes  a  que  los  Estados  quedaron 
flometidos,  siendo  el  primero  de  ellos  el  de  organizarse  conforme  a  los 
pniieq>ios  del  gobierno  popular,  electivo,  representativo,  alternativo  i 
lesponsable.  Como  se  ve,  esa  disposición  es  relativa  al  Gobierno  inte- 
rior de  los  Estados,  i  no  a  la  formación  de  los  altos  poderes  federales. 
Por  otra  parte,  en  ella  no  se  ha  establecido  el  sufrajio  directo,  lo  cual 
iio  puede  deducirse  rectamente  del  mandato  de  que  los  Gobiernos  de 
los  Justados  sean  populares^  porque  éstos  puedien  tener  ese  carácter, 
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aunque  adopten  el  sistema  de  eleccioDes.iudirecfcas.  Así  se  verificaban 
éstas  en  los  primeros  tiempos  de  la  Bepúblíca,  i  sinembargo  el  Qobier* 
no  era  i  se  llamaba  popular. 

"  El  razonamiento  que  acaba  de  hacerse  es  aplicable  exactamiente 
a  la  disposición  del  artículo  17  de  la  Constitución,  citado  también  en 
apoyo  de  la  solicitud  de  suspensión. 

"  Si  pues  el  sufrajio  directo  no  es  un  canon  constitucional,  si  por 
otra  parto  corresponde  a  los  Estados  determinar  la  manera  de  hacer 
el  nombramiento  de  sus  Senadores  i  Bepresentactes,  i  si  es  evidente, 
en  fin,  que  éstos  no  dejan  de  tener  un  oríjen  popular,  porque  sean 
nombrados  por  las  respectivas  Asambleas  o  Lejislaturas,  la  Corte  Su- 
prema concluye  i  resuelve : 

*^  Que  no  son  inconstitucionales  los  artículos  1.^  i  2.^  de  la  leí  del 
Estado  del  Cauca,  espedida  en  22  de  agosto  próximo  pasado,  no  ha- 
biendo, por  consiguiente,  lugar  a  la  suspensión  de  ellos. 

"  Comuniqúese  al  señor  Presidente  del  referido  Estado ;  dése  cuen- 
ta al  Senado  de  la  Bepública,  i  publiquese  en  el  Eejistro  0£ciaL" 

El  señor  Majistrado  José  María  Baraya  consignó  su  voto  en  estos 
términos :  « 

"  Vista  la  solicitud  de  varios  ciudadanos  del  Estado  del  Canea 
sobre  que  se  suspendan  por  la  Suprema  Corte  federal  los  artículos  1.^  i 
.2.^  de  la  lei  de  23  de  agosto  próximo  pasado,  espedida  por  la  Lejisla- 
tura  de  ese  Estado,  en  que  se  dispone  el  modo  de  verificar  las  eleccio- 
nes para  Senadores  i  Biepresentantes  al  Congreso  nacional,  el  infras- 
crito Majistrado  difiere  de  la  opinión  consignada  ya  por  los  otros  dos 
Majistrados,  relativa  a  ese  asunto,  i  por  lo  mismo,  acatando,  como 
debe,  esa  opinión,  espresa  aquí  la  razón  de  su  voto  afirmativo. 

"  Considera  el  infrascrito  ;  que  por  el  artículo  17  de  la  Constitu- 
ción federal  de  8  de  mayo  último,  convinieron  los  Estados  en  establecer 
nn  Gobierno  jeneral,  que  seria  popular,  electivo,  representativo,  alterna- 
tivo i  responsable ;  i  que,  de  acuerdo  con  los  prmcipios  del  derecho 
constitucional,  jeneralmente  reconocidos  por  los  publicistas  modernos, 
no  puede  llamarse  gobierno  popular  i  represeiiiativo  sino  el  que  emana 
del  sufrajio  público,  como  que  éste  es  la  espresion  de  la  soberanía  o 
del  derecho  que  tienen  los  pueblos  para  darse  leyes  i  administrar  sos 
intereses  como  a  bien  lo  tengan. 

'^  Como,  con  toda  propiedad,  han  dicho  los  ciudadanos  que  suscri- 
ben la  solicitud,  las  frases  gobierno  pomUar,  elección  j^opular  tienen  un 
sentido  claro,  preciso,  que  resiste  toda  interpretación  por  la  que  se 
quiera  colocar  otro  elector  en  lugar  del  pueblo,  i  fué  sin  duda  en  este 
sentido  que  por  el  articulo  1.^  del  Acto  constitucional  transitorio  se 
dispuso  que  en  el  presente  año  se  hicieran  las  decciones  jpopidares  de 
Presidente,  Senadores  i  Bepresentantes,  congruente  con  lo  ya  dispuesto 
por  el  artículo  17  citado. 

''  Considera :  que  aunque  por  el  artículo  40  de  la  misma  Constitu- 
ción corresponde  a  tos  Estados  a/dterminar  la  manera  de  ha^r  d  nombra^ 
mierUo  de  sus  Senadores  i  Bepresentantes,  esta  manera  no  puede  estar  en 
oposición  con  el  principio  ya  sancionado  de  que  el  Gobierno  jeneral 
sea  popvlar  i  representativo,  que,  como  ya  se  ha  dicho,  no  puede  serlo 
sino  por  la  elección  del  pueblo.  I  siendo  el  Congreso  nacional  la  rama 


—  17  — 

principal  de  ese  Oobiemo,  es  indudable,  en  concepto  del  infrascrito, 
qae  la  elección  de  Senadores  i  Representantes  debe  ser  hecha  por  el 
pueblo  de  la  manera  que  lo  determinen  los  Estados,  es  decir,  según  las 
reglas  que  ellos  establezcan  para  la  emisión  del  sufrajio  i  el  uso  de  este 
derecho,  que  es  como  debe  entenderse,  para  no  incurrir  en  absurdo^  el 
arÜciilo  4D  de  la  Constitución  federal. 

*'  I  no  puede  decirse  que  los  Estados  están  en  su  derecho  para 
disponer  que  solo  sean  electores  los  miembros  de  sus  Lejislaturas,  pof- 
qoe  ellos  tienen  el  deber  de  organizarse  (artículo  8/  de  la  Constitución) 
ccmforme  a  los  principios  del  gobierno  popular  y  representativo,  i  ese 
sobiemo  llama  al  ejercicio  del  derecho  de  sufrajio  a  todos  los  ciuda- 
danos, sin  privilejios  o  distinciones  en  favor  de  un  pequeño  numero  ; 
porque  en  este  caso  no  se  habria  establecido  sino  una  oligarquía  con 
el  nombre  de  Bej^ública,  el  gobierno  de  unos  pocos  en  lugar  del  go- 
bierno de  todos  1  para  todos,  del  gobierno  popular,  representativo, 
propiamente  dicho. 

^^  Tampoco  puede  decirse  que  porque  una  Lejislatura  sea  de  oiíjen 
popular,  lo  sean  también  los  Senadores  i  Bepresentantes  que  ella  elija; 
poinque  ampliando  el  argumento,  se  podría  decir  lo  mismo  de  los  que 
eüjiera  el  irresidente,  que  también  es  de  oríjen  popular,  i  de  este  modo 
liegaríase  al  despotismo  mas  absoluto. 

'^  Considera :  que  aunque  por  ninguna  disposición  constitucional 
se  haja  establecido  de  una  manera  es{>ncita  el  sufrajio  directo  pata  la 
elección  de  Senadores  i  Bepresentantes,  por  no  usar  de  esas  precisas 
palabras,  sí  se  ha  prevenido  de  una  manera  implícita  con  el  precepto 
xnequÍYOco  de  que  esa  elección  BesLpopidar^  porque  deja  de  serlo  si  no 
se  hace  por  el  sufrajio  de  los  ciudadanos.  I  no  es  razón  la  de  que  en  un 
üempo  se  hubiera  hecho  tal  elección  i  la  de  Presidente  de  la  Bepública 
por  el  sufrajio  indirecto,  esto  es,  por  el  voto  de  segundo  grado,  que  era 
el  de  los  electores  nombrados  por  los  sufragantes  parroquiales,  i  que, 
fiinembargo,  el  Cfobiemo  de  llamaba  i  era  popular.  Así  se  llamaba,  i  lo 
era  en  efecto,  aunque  no  con  rigurosa  propiedad;  pero  los  sufragantes, 
goe  lo  eran  todos  los  ciudadanos,  votaban  por  los  electores  que  debian 
elejir  al  Presidente  i  a  los  Senadores  i  Bepresentantes,  sabiendo  al 
Totar  ^ue  lo  hacian  de  una  manera  indirecta  por  sus  principales  fun- 
cionarios, votando  por^  electores  que  representaban  sus  opiniones  i  a 
quienes  daban  la  misión  especial  de  elejir  en  su  nombre,  lo  cual  no 
puede  decirse  que  suceda  respecto  de  las  Lejislaturas  de  los  Estados, 
cuya  misión  no  es  la  de  elejir,  ni  es  ni  puede  ser  otra  ^ue  la  de  lejislar 
de  acuerdo  con  la  Constitución  del  respectivo  Estado  i  la  Constitución 
nacional.  Así  lo  han  entendido  las  Lejislaturas  de  Boyacá,  Santander 
i  Tolima,  en  cujos  Estados  se  han  verificado  las  elecciones  de  Senado- 
res i  Bepresentantes  por  el  pueblo,  cumphéndose  así,  en  concepto  del 
infrascrito,  el  precepto  constitucional  de  qm fueran  popularea, 

^*  Considera :  que  en  la  misma  lei  de  que  se  trata  se  llama  popular 
(artíeulo  4.<»)  la  elección  del  Presidente  de  la  Union,  i  se  dispone  que 
se  ha^  de  ese  modó^  i  que  el  fundamento  que  se  tuvo  ^ara  llamarla 
así  i  Gusponer  qu^  se  hiciera  popularmente,  existía  también  para  llamar 
papulares  i  disponer  lo  mismo  respecto  de  las  elecciones  de  Senadores 
1  Kepresentantes.  Ese  fundamento  no  pudo  ser  otro  que  el  que  se  en- 
cuentra en  loe  artículos  constitucionales  que  se  han  citado,  i  en  todo 
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el  contesto  i  en  el  espirita  de  la  Constitución  jeneral,  que  estableció  xm 
gobierno  republicano,  es  decir,  popular,  representativo^  dectivo,  aUema^ 
tivo  i  responsable,  disponiendo  que  los  Estados  se  organicen  conforme  a 
los  mismos  principios. 

"  Hai  otra  consideración  que  se  desprende  del  artículo  6.^  del  Acto 
constitucional  transitorio.  Por  A  se  dispuso  que  las  Lejislaturas  de  los 
Estados  votaran  en  el  presente  año  por  Majistrados  de  la  Corte  Su- 
prema federal.  Si  el  lejiáador  constituyente  hubiera  querido  que  vota-» 
sen  igualmente,  aunque  solo  fuera  en  el  presente  año,  por  Senadores  i 
Bepresentantes,  habría  üicluido  esta  elección  en  la  disposición  transid 
torta;  pero  cuando  no  lo  hizo,  se  deduce  lójicamente  ^e  ni  transito- 
riamente quiso  que  se  hiciera  tal  elección  por  las  Lejislaturas  de  los 
Estados. 

"Las  razones  espresadas  militan  con  mas  fuerza  contraía  elección 
de  Bepresentantes  hecha  por  tales  Lejislaturas,  porque  el  artículo  38 
de  la  Constitución  dice  que  la  Cámara  de  Bepr€»ent<mtes  represerdara  al 
pfhueUo  colombiano,  i  mal  puede  llamarse  representante  o  apoderado  del 
pueblo  al  que  no  ha  sido  elejido  o  nombrado  por  ese  mismo  pueblo. 

"Por  tales  consideraciones,  el  infrascrito  es  de  concepto  que  deben 
suspenderse  los  artículos  1.^  i  2.^  de  la  lei  espedida  por  la  Legislatura 
del  Cauca  en  23  de  agosto  último,  determinando  el  modo  de  verificar 
las  elecciones  de  Senadores  i  Bepresentantes  al  Condeso  nacional." 

I  firman  los  señores  Majistrados  por  ante  mí  el  Secretario,  de  que 
certifico* 

Bapael  E.  Santander — Juan  M.  Pébez— José  M.  Babata — Secun^ 
diño  Alvarez  M.,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifi<]^ué  al  señor  Procurador  jeneral — ^Ubi- 
COEOHEA — Alvarez  M.,  Secretario. 

Con  fecha  27  de  los  mismos,  i  bajo  el  número  59,  se  remitió  copia 
autorizada  de  la  anterior  resolución  al  señor  Secretario  del  Senado. 

Alvarez  M. 

Nota — En  16  de  febrero  siguiente,  i  bajo  el  número  95,  se*envi6 
copia  de  la  anterior  resolución  a  la  oficina  de  publicaciones  oficiales. 

Alvarez  M,^  Secretario. 

Lm)BME  DE  LA  CoMISION  BEL  SENAIX). 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Vuestras  comisiones  reunidas  de  revisión  de  los  actos  de  la  Supre* 
má  Corte  federal,  sobre  suspensión  de  los  de  las  Asambleas  de  los 
Estados,  contrarios  a  la  Cfonstitucion  o  a  las  leyes  de  la  TJnion,  han 
examinp,do  los  articules  1.^  i  2.^  de  la  lei  del  Estado  del  Cauca,  de  22 
de  agosto  de  1863,  sobre  elección  de  Senadores  i  Bepresentantes  al 
Congreso  nacional,  cuya  suspensión  solicitaron  varios  ciudadanos  de 
aquel  Estado  i  coadyuvó  el  Procurador  de  la  Nación ;  i  habiendo 
comparado  las  razones  en  que  se  fundó  la  solicitud  i  las  que  tuvieron 
los  majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal  para  no  decretarla,  os 
propone  la  siguiente 
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BEBOLÜOION: 
"  El  Senado  de  Plenipótenciaríos  de  los  EstadoB  unidos  de  Colombia, 

En  nso  de  la  atribución  6/  del  artículo  51  de  la  Constitución^ 

besüelye: 

No  habiéndose  establecido  en  ninguna  de  las  disposiciones  de  la 
Constitución  nacional  que  las  elecciones  de  ios  altos  luncionarios  na- 
cionales se  hagan  por  medio  del  sufrajio  directo  i  universal ;  i  siendo, 
Er  el  artículo  40  de  la  misma  Constitución,  de  la  competencia  de  los 
tados  determinar  la  manera  de  hacer  el  nombramiento  de  sus  Se- 
nadores i  Bepresentantes,  los  artículos  1.^  i  2.^  de  la  lei  del  Estado  del 
Canea,  de  22  de  agosto  de  1863,  sobre  elección  de  Senadores  i  Bepre- 
seDtantes,  no  son  contraríos  a  la  Constitución  de  la  Bepública." 

Bogotá,  9  de  abril  de  1864. 

J.  YsNa010HBA--jrUAN  C.  BE  LA  EsPBISIirA— B.  COBBEOSO. 


IV. 

VALIDEZ  de  los  artículos  5.%  8  %  9.%  10, 11 1 13  de  la  leí  ld8  del 
Btímúo  soberano  del  Caaca,  8ol>re  estlncion,  reducción  i  amor* 

tizadon  de  censiM. 


Acuerdo  de  ia  Suprema  Corte. 

Corte  Saprema  federal^BogotA,  enero  diez  i  nueve  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro. 

El  Procarador  jeneral  de  la  Nación  i  varios  ciudadanos  residentes 
6Q  Oali  i  Popajan,  en  el  Estado  soberano  del  Cauca,  han  solicitado  de 
la  Corte  que,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  conñere  la  Constitución 

SoKtica  de  los  Estados  Unidos  en  su  artículo  72,  suspenda  la  ejecución 
6  los  artícoloB  8.^,  9.^,  10, 11  i  12  de  la  lei  128,  sobre  estincion,  reduc- 
don  i  redención  de  censos,  espedida  por  la  Lejislatura  de  dicho  Estado 
i  sancionada  en  veintidós  de  octubre  de  mil  ochocientos  seisenta  i  tres. 
Por  dichos  artículos  se  dispone  que  los  reconocedores  de  prínci- 
pales,  censos,  capdlanías,  &c.,  no  tendrán  obligación  de  pagar  las  res- 
pectivas pensiones  que  se  causasen  desde  primero  de  enero  de  mil 
ochocientos  sesenta  a  diez  i  seis  de  setiembre  de  mil  ochocientos  se*- 
Benta  i  tres :  q^xie  durante  este  término  no  habrá  obligación  de  pagar 
intereses  vencidos  de  una  deuda:  que  en  iguales  términos  no  podrá 
obligarse  a  los  colonos  o  arrendatarios  de  predios  rústicos  al  pago  de  los 
arrendamientos  estipulados  o  de  costumbre  :  aue  respecto  de  los  cen- 
sos te.  que  corresponden  a  bienes  desamortizaaos,  las  disposiciones  dé 
dicha  leí  no  tendran  efecto  sino  hasta  el  nueve  de  setiembre  de  mU 
ochocientos  sesenta  i  uno :  que  los  deudores  de  réditos  &c.  no  podrán 
fler  obligados  a  la  indemnización  de  perjuicios  ocasionados  por  no  haber 
pagado  los  réditos,  intereses  &c. 

También  se  ha  solicitado  la  suspensión  del  artículo  5.^  de  la  espre- 
ttda  lei,  por  la  que  se  permite  la  redención,  en  el  Tesoro  del  Estado, 
da  Io9  censos,  prmcipalea  &c.  que  no  pertcniezcan  a  manos  muertas ; 


-so- 
la qae  puede  hacerse  oon  dinero  o  con  toda  dase  de  docnmentos  de 
deuda  publica  del  Estado,  en  las  proporciones  allí  establecidas. 

Los  peticionarios  han  fundado  sus  solicitudes  en  que  por  los  cita- 
dos artículos  se  traspasan  las  disposiciones  contenidas  en  el  artículo 
15,  incisos  5°  i  10,  i  artículo  24  de  la  Constitución  nacional.  Ellos  han 
representado  que  al  eximir  a  los  reconocedores  del  pago  de  los  réditos, 
j  a  tos  deudores  del  pago  de  los  intereses  vencidos,  a  unos  i  otros  de  los 
perjuicios  provenientes  de  la  demora  en  los  pagos,  i  en  fin,  al  permitir 
b  redención  de  los  censos  &o.  en  terceras  manos  i  apesar  de  los  due- 
ños ;  con  todas  estas  permisiones  se  ha  violado  la  propiedad  i  laigual-- 
dad,  derechos  individuales  que,  tanto  la  Constitución  jenersJ  como  todas 
las  de  los  Estados,  han  asegurado  como  bases  esenciales  e  invariables 
de  la  Union. 

La  Corte  no  desconoce  que  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca 
se  ha  visto  impelida,  en  cierto  modo,  a  mitigar  los  estragos  que  la 
guerra  ha  causado  allí  a  todas  las  clases  de  la  sociedad,  en  los  tres 
últimos  años,  Con  las  disposiciones  contenidas  en  la  lei  128.  Sinembar- 
go,  esas  disposiciones  han  sido  reclamadas  por  decirse  que  hacen  pesar 
sobre  determinados  propietarios  obligaciones  especiales  que  los  per- 
judican en  sus  intereses ;  al  paso  que  exoneran  a  otros  del  cumplimien- 
to de  coiQpromisos  reconocidos  i  asegurados  por  la  lei.  En  efecto,  los 
deudores  quedan,  por  los  términos  de  dicha  lei,  libres  de  los  empeños 
contraidos  con  anterioridad ;  i  en  virtud  de  este  proceder,  los  acreedo- 
res vienen  a  encontrarse  privados  de  intereses  que  lejítimamente  les 
pertenecen.  La  necesidaa  pública,  por  mas  impenosa  que  se  la  supon- 
ga, no  puede  ser  remediada  con  perjuicio  de  tercero,  a  menos  ijue  a 
este  se  le  indemnice  del  menoscabo  que  se  le  infiera.  La  propiedad 
reposa  bajo  la  salvaguardia  de  la  garantía  definida  en  el  inciso  6.^  del 
artículo  15  de  la  Constitución,  que  asegura  la  inviolabilidad  de  la  pro- 
piedad, ni  aun  por  ^rave  motivo  de  necesidad  pública»  a  no  ser  que 
esta  se  declare  judicialmente  i  previa  la  indemnización. 

La  Corte  Suprema  ha  hallado  las  solicitudes  del  Procurador  i  de« 
mas  peticionarios  fundadas  en  las  enunciadas  disposiciones  constitu- 
cionales. 

Por  tanto,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  72 
de  la  Constitución  poUtica  de  los  Estados  Unidos,  dispone  por  unani- 
midad suspender  los  artículos  5,  8,  9, 10, 11  i  12  de  la  lei  1¿8  referida. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  del  Estado  soberano 
del  Cauca  i  dése  cuenta  con  ella  al  Senado,  para  los  efectos  de  dicho 
artículo  72. 

Bafasl  E.  Santakdeii— Juan  M.  Pébez— José  M.  Babaya— jSIstnm- 
dino  Alvarez  Jlf.,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral— ÜBI^ 
OOECHKA — Alvarez  Jlf.,  Secretario. 

Nota — Con  fecha  20  de  los  mismos,  i  bajo  el  número  4.^,  se  comu- 
nicó al  Presidente  del  Estado  soberano  del  Cauca  la  resolnoion  que 
antecede — Alvatez  M.^  Secretario. 

Nota — Con  fecha  29  de  los  mismos,  i  baio  el  numero  59,  se  envió 
copia  autorizada  de  la  anterior  resolución  a  la  Secretaría  del  Senado 

Mvareñ  M.f  Secretario. 
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LsiOBMBs  PE  lA  Comisión  del  Senado. 


CíndadanoB  Senadores. 

Ynesira  comisión  encargada  de  revisar  los  actos  de  la  Corte  Su- 
prema federal  que  suspenden  la  ejecución  de  las  leyes  de  los  Estados, 
Sasa  a  emitiros  su  conceprto  sobre  la  resolacion  de  dicha  Corte,  fecha- 
a  el  19  de  enero  del  corriente  ano,  suspendiendo  los  artículos  5.^,  8.% 
9.^  10, 11  i  12  de  la  lei  128  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  so- 
berano del  Cauca,  después  de  haber  estudiado  el  asunto  con  el  ínteres 
que  se  merece. 

La  soberanía  de  los  Estados,  ciudadanos  Senadores,  es  ilusoria 
porque  la  Corte  Suprema,  fundándose  en  la  atribución  que  le  confiere 
d  artículo  72  de  la  Constitución,  se  juzga  con  derecho  para  suspender 
actos  que,  en  concepto  de  vuestra  comisión,  son  de  la  esclusiva  compe- 
tencia de  los  mismos  Estados. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  25  i  26  de  la  Constitacion  son 
el  elemento  de  equilibrar  la  acción  lejislativa  de  los  Estados  con  el 
Poder  Lejislatiyo  nacional,  para  que  no  se  absorban  mutuamente  los 
Poderes  jenerales  de  la  ünion  i  especiales  de  los  Estados ;  i  es  esto  tan 
evidente,  que  el  artículo  25  determina  los  casos  en  que  pueden  anu- 
larse los  actos  del  Gobierno  jeneral  por  la  mayoría  de  las  Liejislaturas 
de  los  Estados,  i  que  la  atribución  conferida  a  la  Corte  por  el  inciso. 
14  del  artículo  71,  es  tan  solo  para  decidir  si  hai  tal  mayoría  i  cuáles 
son  los  actos  anulados.  Así,  para  anular  un  decreto  ejecutivo  i  del 
Congreso  nacional,  es  necesario  que  ata<jue  o  viole  los  derechos  garan- 
tizados en  el  artículo  15  de  la  Constitución.  Pero  para  suspender  los 
actos  de  los  Estados,  es  necesario  que  sean  contraríos  a  la  Constítu- 
eion  i  leyes  jenerales. 

Los  [Estados  en  su  plenitud  de  soberanía  pueden  lejislar  sobre  el 
desarrollo  i  modo  de  sostener  las  garantías  sociales,  i  soore  ellos  está 
fondado  el  Código  Civil  de  los  Estados.  Por  eso  lejislan  sobre  la  pro- 
piedad, el  modo  de  adquirirla  i  trasmitirla.  Una  contribución  jeneral 
es  también  un  modo  de  lejislar  sobre  la  propiedad  i  la  imposición  de 
penas.  Estos  dos  puntos  son  una  escepcion  de  la  garantía  6.^  del  ar- 
tíenlo  15  de  la  Constítuoion. 

Cuando  el  trastorno  de  la  sociedad  hace  desaparecer  el  orden  nor- 
mal en  un  psds,  se  confunden  los  derechos  i  se  anulan  las  obligaciones. 
Así  es  que,  en  la  revolución  del  Cauca,  fueron  llamados  al  servicio 
eoatro  mif  hombres  para  sostener  la  causa  de  la  federación  i  la  auto- 
nomía de  los  Estados ;  como  tres  mil  tomaron  las  armas  con  Julio 
Arboleda ;  la  industria  fué  paralizada,  i  el  comercio,  las  artes  i  oficios 
foeron  suspendidos.  En  aquella  terrible  época  de  prueba  a  que  se  vi6 
sometido  el  heroico  i  valeroso  Estado  del  Cauca,  no  se  respetaba  la 
inviolabilidad  de  la  vida  humana ;  la  propiedad  fué  arrebatada ;  el 
hogar  doméstico  allanado. 

Ahora  bien,  conduida  esa  crisis  anormal,  ¿quién  sino  la  Lejislatura 
del  Estado  puede  decir  cuáles  son  las  obligaciones  de  los  unos  habitan* 
tes  para  con  los  otros? 

En  la  lei  128  del  Canoa,  que  vuestra  comisión  ha  tenido  que  traer 
a  la  vista  para  evacuar  el  presente  informe,  no  hai  ataque  a  la  garantía 
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de  la  propiedad.  Es  la  regla  para  promediar  las  pérdidas  de  unos  con 
otros,  1  apoyándose,  como  se  apoya,  en  la  garantía  10.*,  tiene  por  objeto, 
tan  solo,  que  no  haya  unos  ciudadanos  de  peor  condición  que  otros. 

Los  servidores  de  la  federación  dejan  sus  mujeres  i  sus  hijos  en  un 
campo  que  ellos  cultivaban.  Los  unos  hacen  el  sacrificio  de  sus  vidas  en 
el  campo  de  batalla ;  los  otros  vuelven  mutilado?,  i  los  mas  regresan 
pobres  i  desnudos  a  encontrar  sus  familias  hambrientas  i  estenuadas  por 
falta  de  alimentos,  e  incendiadas  i  destruidas  sus  habitaciones.  Este  fué, 
sin  duda  alguna,  ciudadanos  Senadores,  el  triste  cuadro  que  tuvo  a  la 
vista  el  lejislador  cancano  para  espedir  la  disposición  consignada  en  el 
artículo  10  de  la  lei  128. 

Ademas,  los  agricfultores  i  arrendatarios  que  no  se  encuentran  en 
esa  categoría,  han  sido  robados  por  las  guerrillas,  i  sus  sementeras 
fueron  destruidas.  ¿  Puede  ezijirse,  pues,  que  cuando  el  labrador  ha 
perdido  su  trabajo,  el  fruto  de  sus  sementeras,  i  hasta  su  vida,  se  le 
conceda  derecho  al  propietario  que  arrienda  la  tierra  para  enpr  la 
remuneración  a  tales  infelices  ?  Esto  seria  inicuo. 

Por  el  artículo  6.°  de  la  Constitución  están  comprometidos  los 
Estados  a  establecer  en  la  Constitución  i  en  las  leyes,  por  punto  jene- 
ral,  que  la  propiedad  raíz  no  puede  adquirirse  con  otro  carácter  que  el 
de  enajenable  i  divisible  a  voluntad  del  propietario  esclusivaAiente,  i  de 
trasmisible  a  los  herederos  conforme  al  derecho  común.  Luego  la  leí 
hizo  bien  en  permitir  la  redención,  en  el  Tesoro  del  Estado,  de  los  cen- 
sos de  que  trata  el  artículo  5.°,  disposición  que  está  conforme  a  lo  dis- 
Í)uesto  por  la  lei  de  desamortización,  según  fo  preceptuado  en  el  artícu- 
o  10,  para  que  la  propiedad  sea  trasmisible  libremente.  La  Corte 
Suprema,  pues,  no  puede  injerirse  en  este  negocio  sin  atacar  la  sobe- 
ranía de  los  Estados  i  la  Constitución  nacional  Los  artículos  6.''  i  T."* 
de  la  misma  lei  128  del  Cauca  son  consignientes  al  6.^,  i  no  los  ha 
suspendido  la  Corte  Suprema,  en  lo  cual  hai  una  notable  contradicción, 
no  habiendo  sido  lójica  en  su  procedimiento. 

Loa  artículos  8.^  i  9.°  son  justos,  pues  es  de  notoriedad  pública  en 
el  Estado,  que  ninguna  finca  ha  producido  al  censatario  ni  el  interés  de 
^  por  100  anual,  i  lejos  de  eso,  todos  han  perdido  sus  muebles  i  semo- 
vientes i  menoscabádose  en  gran  parte  la  propiedad  raíz. 

La  disposición  del  artículo  11  es  concordante  con  las  otras,  pues 
antes  que  el  Gobierno  provisorio  lejislara  en  el  particular,  era  de  com- 
petencia de  los  Estados  este  negociado ;  i  el  artículo  12  es  de  la  misma 
naturaleza  de  los  artículos  que  eximen  del  pago  de  intereses.  En  estricta 
justicia,  esto  debían  disponerlos  tribunales ;  pero  habiendo  leyes  que  no 
tenían  la  escepcion,  toca  al  Poder  Lejislativo  disponer  lo  conveniente 
en  el  particular. 

El  fundamento  de  que  la  lei  no  puede  tener  efecto  retroactivo  en 
este  caso,  es  absurdo,  porque,  la  lei  es  para  esplicar  cuáles  son  los  de- 
rechos de  las  partes  en  materia  de  contratos,  cuando  fuerza  mayor  i 
on  cataclismo  político  ha  trastornado  todo  en  el  país,  siendo  necesario 
que  el  lejislador  determinara  como  se  debía  resolver  en  el  particular 
cualquiera  disputa  entre  partes. 

Por  tales  consideraciones,  vuestra  comisión  os  proppne  el  siguien- 
te proyecto  de 
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BESOLUOION 


DecUranse  váHdos  los  artículos  5.°,  8.°,  9.°,  10, 11  i  12  de  la  leí 
128  del  Estado  soberano  del  Cauca,  suspendidos  por  la  Corte  Supreiua 
federal  en  19  de  enero  del  corriente  año. 

Bogotá,  7  de  abril  de  1864. 

Ciudadanos  Senadores. 

Juan  A.  de  ia  Espbielia— B.  Cobreoso. 


Ciudadanos  Senadores- 

Vuestra  1.^  comiáion  de  revisión  de  los  actos  de  la  Corte  Suprema 
federal  que  suspenden  la  ejecución  de  las  leyes  de  los  Estados^  no  ha 
opinado  con  la  mayoría  de  la  cpmision  respecto  a  la  resolución  de  la 
espxesada  Corte,  fechada  el  19  de  enero  último,  suspendiendo  los  artí- 
ooloa  5.°,  8.**,  9.®,  10, 11  i  12  de  la  lei  128,  espedida  por  la  Lejislatura 
del  Estado  soberano  del  Cauca ;  i  de  conformidad  con  el  artículo  89 
del  reglamento,  emite  su  concepto  por  separado.' 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  i  varios  vecinos  del  Es- 
tado del  Cauca  pidieron  la  suspensión  de  los  artículos  indicados  de  la 
citada  lei  a  la  Corte  Suprema,  i  cuya  suspensión  fué  decretada  por 
nDADimidád.  Las  razones  en  que  se  fundan  ios  señores  Majistrados  son 
tan  solidas  que  no  dejan  duda  ninguna  de  que  los  artículos  en  cuestión 
de  la  lei  128  del  Estado  soberano  del  Cauca,  violan  los  incisos  5.^  i  10 
del  artículo  15  de  la  Constitución  jeneral,  así  como  el  artículo  24  de  la 
misma,  i  para  conocimiento  del  Senado,  pide  vuestra  comisión  se  dé 
lectora  ala  resolución  citada  de  la  Suprema  Corte,  al  tomarse  en  con- 
sideración el  presente  informe. 

Tal  vez,  ciudadanos  Senadores,  la  Lejislatura  del  Estado  soberano 
del  Cauca  tuvo  en  cuenta,  al  dictar  esa  lei,  los  estragos  causados  por  la 
nltíma  guerra,  cuyo  teatro  principal  fué  el  territorio  de  aquel  Estado, 
i  quiso  con  esto  hacer  un  bien  a  la  clase  pobre  de  la  sociedad,  que  es 
la  que  mas  sufre  en  tales  emerjencias ;  pero  aparte  de  que /semejante 
medida  tal  vez  no  habría  llenado  el  objeto  deseado,  porque  podría  mui 
bien  suceder  que  fuese  la  clase  acomodada  la  que  se  aprovechase  de 
tal  gracia,  puesto  míe  son  los  ricos  los  que  hacen  mayores  transaccio- 
nes, por  la  posibilidad  en  que  sus  capitales  los  colocan  para  el  efecto,  i 
por  consiguiente,  seguramente  ser^  los  deudores  de  réditos  &c.,  mien- 
tras c^ue  los  pobres  están  limitados  a  mui  escasas  operaciones  de  esta 
eapeoie,  debió  la  Lejislatura  del  Cauca  repartir  una  contribución  jene- 
ral, jpara  con  sus  productos  indemnizar  de  las  pérdidas  sufridas  a  los 
▼eroaderamente  necesitados.  Esto  habria  sido  lo  mas  equitativo,  i  seme- 
jante medida,  marcada  con  el  sello  de  la  justicia,  habria  hecho  acreedo- 
res a  los  Lejisladores  del  Cauca  a  la  ¿atitud  de  todos  sus  conciuda- 
danos* Concluye  la  comisión  sometiendo  a  vuestra  consideración  el 
siguiente  proyecto  de 

BESOLUOION: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  haciendo  uso  de  la  facultad  que 
le  confiere  la  atribución  6/  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara 
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nulos  los  artículos  S.**,  8.^,  9.°,  10, 11  i  12  de  la  lei  128  del  Estado  so- 
berano del  Cauca,  por  ser  contrarios  a  los  incisos  5°  i  10  del  artículo 
15  de  la  Constitución  jeneral,  i  al  artículo  21  de  la  misma. 

Bogotá,  30  de  abril  de  1864. 

Ciadadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Juan  Vengoechea. 


>        V. 

IVCJLIDAB  del  artículo  104  de  la  €ou§Ut ación  del  £«tado 

ftobcrauo  de  Aiitloquiu. 


ACUEBDO  DE  LA  SUFBEMA  CoBTE. 

En  la  ciudad  de  Bogotá,  a  cinco  de  setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  i  tres,  reunidos  los  señores  Majistrados  de  la  Corte  Suprema 
federal  en  sala  de  acuerdo,  procedieron  a  conferenciar  acerca  de  la 
solicitud  que  varios  vecinos  de  Medellin  han  dirijido  a  esta  Corte 
pidiendo  que  se  suspenda  la  ejecución  del  artículo  104  de  la  Constitu- 
ción política  del  Estado  de  Antioquia. 

I  no  siendo  unánime  la  opinión  de  los  señores  Magistrados  en  la 
resolución  que  debiera  dictarse,  el  señor  Presidente  dispuso  que  se 
consignen  los  votos  por  escrito,  al  pié  de  este  acuerdo ;  ^ue  se  saque 
copia  de  todo  lo  conducente  para  supublieacion  en  el  periódico  oficial 
i  para  dar  cuenta  al  Senado  de  la  Union  en  sus  próximas  sesiones ;  i 
que  se  notifique  al  señor  Procurador  jeneral. 

Con  lo  cual  se  concluyó  el  acuerdo,  que  firman  los  señores  Majis- 
trados  por  ante  mí  el  Secretario,  de  que  certifico. 

Cebbeleon  Pinzón— Juan  Manuel  Pérez— Katael  E.  Santandxb. 
SecuncUno  ALvarez  My  Secretario. 


Votos  de  los  sefiores  Majistrados. 

Los  señores  doctor  Juan  Manuel  Pérez  i  doctor  Bafiíel  E.  San*- 
tander  espresaron  su  concepto  en  estos  términos : 

"  Vistos — £1  artículo  15  de  la  Constitución  federal  declara :  que 
es  base  esencial  e  invariable  de  la  ünion  entre  los  Estados,  el  recono- 
cimiento i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral  i  de  los  Gbbiemos 
de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que 
el  mismo  artículo  sigue  espresando. 

"  En  este  punto  no  puede  hacerse  variación  alguna,  porqne  sa 
caiáter  de  invariable  está  establecido  en  la  Constitución,  i  ésta  no  pue- 
de ser  abrogada  ni  reformada  sino  por  el  Poder  jeneral  de  la  ünion  i  en 
los  términos  que  la  misma  Constitución  designa. 

^*  El  razonamiento  que  precede  es  concluiente,  para  el  efecto  de 
declarar,  como  declara  la  Corte,  que  es  inconstitucional  el  artículo  104 
de  la  Constitución  del  Estado  de  Antioquia,  sancionada  en  veintinueve 
de  mayo  último,  por  el  cual  se  faculta  al  Presidente  del  Estado  para 
suspender,  en  algún  caso^  la  garantía  de  los  derechos  individuales^ 
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leooBocidos  en  la  lei  fandamental  de  la  ünlon  i  en  la  misma  Oonstita- 
don  de  Antioquia,  en  su  articulo  13. 

**  En  conaeonencia,  la  Corte  Suprema,  haciendo  uso  de  la  atribución 
ane  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  federal,  i  de  conformi- 
oad  con  la  solicitud  que  han  elevado  a  esta  superioridad  Luis  María 
Aiango,  Bamon  Martínez  Benítez,  José  María  i)íaz  i  Valeriano  Yélez, 
caya  solicitud  ha  sido  coadyuvada  por  el  señor  Procurador  jeneral, 
suspende  el  artículo  104  ya  citado  de  la  Constitución  del  Estado  de 
Antioqnia. 

<<  fSn  cuanto  al  inciso  4.^  del  artículo  109  de  la  misma  Constitución, 
coya  suspensión  ha  pedido  también  el  señor  Procurador,  la  Corte  no 
enoueniro  contra  dicha  disposición  igual  razón  de  inconstitucionalidad 
para  suspenderla. 

"  En  efecto,  lo  que  en  el  referido  inciso  se  dispuso  fué  que  la  Asam- 
blea constituyente  hiciera,  eu  aquellas  sesiones,  los  nombramientos  de 
Senadores  i  representantes  al  CouRreso  nacional,  es  decir,  que  deter- 
minó la  manera  de  hacer  tales  nombramientos,  i  eso  es  estnctamente 
arreglado  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  40  de  la  Constitución  nacional. 

''No  obsta  a  lo  espuesto  la  disposición  del  artículo  1.^  del  Acto 
oonstitaoional  transitorio,  que  invoca  el  señor  Procurador ;  porque  si 
bien  es  cierto  que  en  dicha  disposición  se  llaman  populares  las  eleccio- 
nes de  Presidente,  Senadores  i  Representantes  que  deben  tener  lugar 
ea  este  año,  allí  no  se  dice  que  hayan  de  ser  directas  esas  elecciones,  i 
siendo  indirectas  no  dejan  de  ser  populares. 

''Por  esta  parte  seria  un  absurdo  admitir  que  el  acto  transitorio 
citado  reformara  alguna  de  las  disposiciones  de  la  Constitución  de  que 
es  parte  dicho  acto,  i  no  hai  duda  que,  aceptando  la  opinión  del  señor 
Procarador,  habria  que  tenerse  por  reformada,  en  virtud  del  inciso  1.^ 
de  dicho  acto,  la  disposición  del  artículo  40  de  la  Constitución,  que,  sin 
ümitacion  ni  condiciones,  declara  corresponder  a  los  Estados  la  deter- 
minación del  modo  como  deben  hacer  los  nombramientos  de  sus  Sena- 
dores i  Bepresentantes. 

"  Qomimíquese  esta  resolución  al  señor  Presidente  del  Estado  de 
Anüoquia,  al  señor  Procurador  jeneral  i  a  los  solicitantes  que  quedan 
meoicionados.  Dése  cuenta  de  ella  al  Senado  de  la  Bepúbhca,  i  publí- 
queBe  en  d  Bejistro  Oficial." 

USL  señor  Majistrado  doctor  Cerbeleon  Pinzón  espresó  su  concepto 
en  estos  témúnos : 

"Yistos — ^He  manifestado  ya,  con  ocasión  de  la  solicitud  del  señor 
Ptoenrador  nacional  para  que  se  suspendieran  los  artículos  1.^  i  48  de 
la  Constitución  espemda  por  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado 
soberano  de  Cundmamarca  el  dia  ocho  de  jrüio  último,  que  estimo  no 
tener  &cultad  esta  Corte  para  anular  las  Constituciones  de  los  Estados, 
ni  alguno  o  algunos  artículos  de  éstas ;  creyéndola,  en  consecuencia, 
incompetente  para  resolver  en  la  referida  solicitud.  Por  tanto,  repro- 
doseo  aquí  las  razones  en  que  fundé  aquel  concepto." 

I  firman  los  señores  Majistrados  por  ante  mi  el  Secretario,  de  que 
certifico. 

CSBULBON  PlKZON--JUAN  MaNUEL  PÉBEZ— AaFAEL  £.  SaMTAND£R. 

Secundino  JUvarez  M.,  Secretario.  & 
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En  nueve  de  los  mismcMS  notifiqué  al  señor  Procurador  |eneraL 
TjBX0OEüBa¡A.—Alvarez  Jf.,  Secretario. 

Es  copiar— Secretaría  de  la  CÜorte  Suprema  federal— Bogotá,  quin* 
ce  de  setiembre  de  mil  ochoGientos  sesenta  i  tres. 

Secundino  Jlvarez  Jf • 


IlOfOBMES  DX  LA.  OoMIHIOH  NSL  SENADO. 


Ciudadanos  Senadores* 

Vuestra  comisión  de  rerision  de  los  actos  de  la  Oorte  Suprema  fe- 
deral que  suspenden  la  ejecución  de  las  leyes  de  los  Estados,  al  abrir 
concepto  sobre  la  resolución  de  dicha  Corte,  de  fecha  6  de  setiembre 
ultimo,  que  suspende  el  cumplimiento  del  artículo  104  de  la  Constitu- 
ción del  Estado  soberano  de  Antioquia,  sancionada  en  29  de  mayo  de 
1863,  tiene  en  cuenta  los  siguientes  fundamentos  que  sirven  de  base  al 
proyecto  de  resolución  con  (jue  concluye  el  presente  informe*  I  al  6za« 
minar  con  el  debido  detenimiento  este  grave  i  delicado  asunto,  que  tanto 
se  roza  con  la  soberanía  i  gobierno  propio  de  los  Estados,  conviene 
averiguar  primero  cuáles  son  los  verdaderos  derechos  i  deberes  de  éstos. 

Él  artículo  8.^  de  la  sección  l.^  capítulo  2.^  de  la  Constitucicm  na- 
cional, fija  i  determina  bien  claramente  en  sus  nueve  incisos  cuáles  sos 
los  deberes  imprescindibles  de  los  Estados ;  i  en  ninguna  de  sus  dispo* 
siciones  se  halla  la  prohibición  espresa  de  mantener  inalterables  las 
garantías  individuales  contenidas  en  el  artículo  15  de  esa  misma  Cons* 
titucion.  Antes  bien  se  concibe,  por  el  tenor  de  este  texto  en  relación 
con  lo  que  dicen  los  parágrafos  5.^  i  8.^,  que  son  los  Gobiernos  de  lo» 
Estados,  en  los  distintos  casos  de  conmoción  int6ri<nr  en  cada  uno  de 
ellos,  los  que  pueden  apreciar  mejor  la  necesidad  de  suspender  una  a 
mas  de  las  garantías  allí  establecidas. 

Ni  podría  ser  otra  la  mente  del  lejislador  constituvente,  toda  ves 
que  son  esos  Gobiernos  los  que  deben  atender  por  sí  solos  a  su  pro* 

{)ia  conservación,  sin  aguardar  auxilio  del  Gobierno  jeneral  ni  del  de 
os  demás  Estados  de  la  ünion,  para  quienes  el  inciso  9.^  del  ya  citado 
artículo  previene  **  guardar  esiáncta  neutralidad  en  las  contiendas  que 
lleguen  a  suscitarse  entre  los  habitantes  i  Gk>biemo  de  un  Estado.  I 
¿  como  podrá  el  Gobierno  de  un  Estado  defenderse  de  una  agresioa 
armada,  si  comenzamos  por  imponerle  la  obligación  de  reconocer  est 
sus  adversarios  las  garantías  individuales,  concedidas  tan  solo  para 
situaciones  normales  i  como  recompensa  a  los  ciudadanos  leales  i  pá^ 
cíficos?  ¿  Cómo  podría  un  Gobierno,  en  ese  caso,  atender  a  su  seguri- 
dad i  defensa,  teniendo  que  esperar  que  el  Ejecutivo  nacional,  a  la 
larga  distancia  que  los  separe,  tenga  conocimiento  de  los  hechos^ 
decrete  la  suspensión  de  garantías  i  le  dé  así  medios  de  acción  contra 
los  insurrectos?  ¿  Cómo,  en  fin,  aplicaríamos  la  bella  i  constítucioni^ 
teoría  de  "  Estados  soberanos  i  gobierno  propio  ?  "  ^ 

De  seguro,  ciudadanos  S^ádores,  que  si  la  dictaminaoion  de  la 
Corte  Suprema  federal,  que  vuestra  comisión  examina,  hubiera  de 
aprobarse,  bastaría  para  que  de  un  solo  golpe  quedara  ediada  por 
tierra  la  obra  de  la  federación,  que  tantos  saonficios  ha  costado.  Pero 
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hú  mas  todavía :  el  artíonlo  16  de  la  Constítucion  dice :  "  Todos  los 
asuntos  de  gobierno  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados  espresa, 
especial  i  claramente  al  Gobierno  jeneral,  son  de  la  esclusiva  compe- 
tencia de  los  mismos  Estados/'  i  en  ninguno  de  los  asuntos  claramente 
determinados  en  el  artículo  17  se  encuentra  la  atribución  esclusiva  al 
Ck>bieiiio  jenerali  de  suspender  las  garantías  individuales,  de  manera 
que  los  Estados  se  hubieran  despercudido  de  esa  facultad.  ¿  De  dónde, 
puefiy  podría  deducirse  el  principio  que  sienta  la  Corte,  juntamente 
ooQ  el  señor  Procorador^  de  que  los  Grobiemos  seccionales  no  pueden 
gospender  dichas  garantÍ£U9  ?   ¿  O  se  pretende  que  la  invariabilidad  del 
xeeonoeimiento  de  las  garantías  indidduales  es  tal,  que  nadie,  autori- 
dad alguna,  puede  suspenderlas  ?  Esto  sí  no  tendría  espUcacion  posi- 
Ue,  si  es  que  no  se  qmere  desconocer  la  situación  difícil,  harto  azarosa 
i  de  graoi  peligro,    en  que   quedarían  los  Gobiernos  jeneral  i  de 
los  Bstados.   La  sola  .enumeración  de  este  caso  basta,  sin  mayor  espli- 
eacioii,  para  traer  a  la  mente  de  los  ciudadanos  Senadores  toda,  la 
importajiGia  i  gravedad  del  punto  que  ahora  nos  ocupa. 

Mas,  otra  es  la  verdadera  faz  de  esta  cuestión. 

Ija  Constitución  nacional  impone  la  obligación  del  reconocimiento 
de  las  garantías  individuales,  tanto  por  parte  del  Gobierno  jenersJ 
eomo  <&1  de  los  Estados,  es  decir,  prescribe,  ordena  que,  como  base 
esencial  e  invariable  de  XTnion,  será  obligatorio  reconocer  todas  las 
garantías  que  marca  el  artículo  13,  por  todos  i  cadauuo  de  los  Gobier- 
nos de  los  JEiStados.  Esto  ha  sido  fielmente  cumpUdo,  porque  esa  doo* 
iciiia  está  así  jabada  en  la  índole  del  partido  del  Gobierno ;  pero  de 
este  reoonocinuento,  como  punto  seguro,  en  las  respectivas  Constitucio- 
nes seccionales,  al  ejercicio  permanente  de  estos  derechos,  sin  interrup- 
cioa  f^IgHTiA.^  hai  una  enorme  distancia.  A  la  manera  que  el  ciudadano 
que  comete  nn  delito  común  queda  virtual  i  legalmente  sujeto  a  la  in- 
tempcáon  de  aquellas  garantías  que  están  en  relación  con  su  delito, 
el  rebdde,  el  insurrecto  también,  olvidando  el  deber  de  fiel  i  pacífico 
ciudadano,  hizo  especial  i  voluntaría  renuacia  de  los  derechos  que 
imesfara  Constitución  otoi^a  a  todos  los  leales  ciudadanos  i  a  los  hon- 
TBdoB  eskanjeros  ;  i  para  estos  precisos  casos  es  que  los  Gobiernos  pro- 
pios üanen  en  sí  mismos  la  natural  i  oonsig[niente  atribución  de  sus- 
pender una  o  mas  de  esas  garantías.  El  Gobierno,  que  tiene  que  aten- 
der por  sí  solo  a  su  conservación  i  a  su  seguridad,  tiene  necesidad 
imperiosa  de  prevenirse  contra  amagos  i  amenazas  de  sus  contrarios,' 
iesáendo  en  sus  manos  la  facultad  de  contenerlos  por  la  sola  suspen- 
maa  de  garantías. 

Por  todas  estas  consideraciones,  i  por  la  de  no  estar  bien  esplica- 
do  8Í  la  disposición  del  artículo  72  de  la  Constitución  nacional  com- 
prende también  los  actos  constitucionales  de  los  Estados,  vuestra 
cooiisioB  eonduye  proponiándoos  el  siguiente  proyecto  de 

B2S0LU0I0K: 

I>eol¿rase  válido  el  artículo  104  de  la  Constitución  del  Estado 
soberano  de  Antioqnia,  sancionada  en  29  de  mayo  de  1863. 
Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciaríos. 
Bogotá,  22  de  marso  del86á. 
JüAH  YEReoHcamL— Juan  A.  pe  lí  EsfboeUiA— B,  Cobbboso. 
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Ciudadanos  Senadores* 

La  Constítadon  del  Estado  soberano  de  Antíoqoia  estableció  en 
su  artículo  104  que  las  garantías  indiyiduales  consignadas  en  ella,  pu- 
diesen ser  suspensas  en  ciertos  casos  allí  espresados,  i  cumpliéndoso 
alconas  formalidades  que  también  allí  se  preTÍenen. 

Varios  ciudadanos  de  aquel  Estado  solicitaron  ante  la  Oorte  Su-' 
prema  federal  la  suspensión  de  aquel  artículo  constitacional,  cuya  sus- 
pensión podia  yeñfícar  según  el  artículo  72  de  la  Oonstituoion  nacional. 

Esta  solicitud  fué  coadyuvada  por  el  Procurador  jeneral  de  la  Na- 
ción, que  estimó  sóUdos  sus  fundamentos. 

Pero  la  Oorte  Suprema  federal  no  pudo  decretar  la  suspensión 
pedida,  porque  la  disposición  constitucional  que  le  da  facultad  para 
ello,  exije  que  en  tales  casos  se  resuelva  por  unanimidad. 

Dos  de  los  Majistrados  que  componían  aquel  Tribunal  Supremo 
opinaron  que  el  articulo  104  de  la  Constitución  del  Estado  soberano 
de  Antioquia  debía  ser  suspendido ;  pero  el  tercer  Majistrado  decidió, 

Sorque  en  tesis  jeneral  sostiene  la  doctrina  de  que  las  Constituciones 
e  los  Estados  no  están  comprendidas  entre  los  actos  lejislativos  cuya 
suspensión  i)udiera  ser  decretada  por  la  Corte  Suprema  federal. 

Este  ultimo  punto  ha  sido  va  resuelto  por  el  Senado,  i  está  fuera 
de  duda  que  todos  los  actos  lejieuativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados, 
contrarios  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  déla  ünion,  están  sujetos  a  ser 
suspendidos  i  anulados,  aunque  aquellos  actos  hagan  parte  de  la  Cons- 
titución de  los  mismos  Estados.  De  otro  modo  se  correria  el  peUgro  de 
?ue  quedasen  inútiles  el  artículo  72  i  el  inciso  5.^  del  artículo  61  de  la 
¡ODStitucion  nacional. 

No  se  trata  ya,  pues,  de  si  el  artículo  104  de  la  Constitución  del 
Estado  soberano  de  Antioquia  es  o  nó  anulable,  atendiendo  al  lugar  en 
que  se  encuentra  colocado,  sino  a  su  propia  esencia,  o  sea  a  la  doctrina 
que  contiene. 

Contrayéndose  vuestra  comisión  a  este  punto,  que  es  el  que  debe 
discutirse,  considerará:  1.^  la^ doctrina  jeneral  o  abstracta;  i  2.^  se  con- 
cretará al  texto  de  la  Constitución  nacional,  comparándolo  con  la  dis- 
posición contenida  en  el  artículo  104  de  la  Constitución  del  Estado 
soberano  de  Antioquia. 

1.^  Los  que,  ejerciendo  la  fuerza  de  su  intelijencia,  han  aplicado 
su  talento  al  análisis  de  las  t^rías  o  principios  de  gobierno  i  a  la 
organización  social,  han  llegado  a  establecer  como  doctrina  incontes- 
table que  las  garantiits  individuales  son  el  alma  de  la  sociedad,  que  no 
Sodria  existir  sin  ellas,  i  que  las  formas  de  gobierno  no  son  sino  medios 
e  asegurarla,  siendo  mejor  aquella  forma  que  les  da  mas  firmeza  i 
estabilidad.  I  por  lo  mismo  que  estas  proposiciones  sean  ciertas,  dejan 
libre  campo  para  que  el  republicano  como  el  monarquista,  el  paitidario 
del  sistema  constitucional  como  el  de  las  autocracias,  sostengan  que 
las  garantías  individuales  están  mas  aseguradas  bajo  los  sistemas  de 
sus  respectivas  creencias  políticas. 

La  jeneraUdad  de  los  hombres,  es  decir,  el  pueblo,  o  por  lo  monos 
el  pueblo  colombiano,  cree,  siente  vivamente  que  es  solo  en  la  Bepu- 


—  29  — 

Mica  míe  puede  haber  verdaderas  i  sólidas  garantías,  que  es  solo  en  la 
Bepábnca  que  las  fáooltades  naturales  del  nombre  pueden  ser  ejerei-' 
das  libremente,  sin  tropezar  con  obstáculo  alguno  que  las  aniquile  o 
debilite. 

Vuestra  oomiflion  no  vacila  en  su  creencia,  que  es  la  de  la  jenera- 
fidad  de  los  colombianos,  i  si  alguna  ves  hubiera  dudado,  su  duda 
habría  desaparecido  al  considerar  que  la  Bepública  reoonoce  en  d 
hombre  lo  que  bajo  otras  formas  de  gobierno  se  le  concede;  que  la  Be- 
publiea  reconoce  en  todos  lo  que  bajo  otras  formas  de  gobierno  no  es 
sino  ana  recompensa  a  algunos. 

^  I  como  no  puede  concebirse  la  sociedad  sin  las  garantías  de  los. 
individuos  que  la  componen ;  como  no  podria  haber  asociación  perma- 
nente i  tranquila  si  los  individuos  que  se  asocian  estuvieran  amenaza- 
dos de  privación  absoluta  del  ejercido  de  sus  facultades  naturales,  la 
doctrina  de  la  suspensión  de  las  garantías  individuales  es  inaceptaUe 
e  inconveniente,  i  no  se  sostiene  i  preconiza  sino  cuando  existiendo 
antagonismo  entre  la  sociedad  i  el  Gobierno,  se  pretende  hacer  preva- 
lecer los  intereses  de  éste. 

Pero  como  este  antagonismo  es  apenas  concebible  en  la  Bepábli- 
ea  en  donde  la  sociedad  entera  nombra  i  escojo  sus  gobernantes ;  como 
la  Bepública  no  da  ni  concede  las  garantías  individuales,  el  Gobierno 
no  paede  limitar  ni  suspender  lo  que  es  anterior  a  su  existencia.    ' 

Ija  teoría  contraria  es  de  oigros  tiempos  o  de  otros  luc ares,  en  don- 
de se  sostiene  aái  la  metáfora  de  la  paternidad  del  Gkmiemo  i  todas 
las  consecuencias  que  se  desprenden  de  semejante  ficción.  En  la  Be- 
púUica  la  sociedad  no  se  conserva  ni  se  salva  por  la  tutela  o  paterni- 
dad gubernativa :  se  conserva  i  se  salva  en  virtud  de  sus  propias  fuer- 
ce sus  propios  elementos,  entre  los  cuales  cuenta  sd  Gobierno ;  pero 
conserva  i  se  salva  a  veces  apesar  del  Gobierno  mismo,  9uando  éste 
ccmspira  contra  ella.  Así  lo  enseña  la  historia  de  otros  pueblos,  i  están 
adn  palpitantes  los  hechos  que  lo  han  demostrado  entre  nosotros. 

De  todo  lo  espuesto  i  reconociendo  que  la  soberanía  de  los  Estar 
dos  no  se  refiere  a  sus  gobiernos  sino  al  pueblo  de  dichos  Estados, 
vuestra  comisión  deduce  que  la  doctrina  de  la  suspensión  de  las  ga- 

'ddeiasmii 


zanÜas  individuales  es  incompatible  con  la  índole  délas  mismas  ^ran- 
tías»  con  ei  objeto  de  la  sociedad  i  con  el  fin  del  gobierno  republicano. 

%?  Las  garantías  que  el  artículo  lOá  de  la  Constitución  del  Esta- 
do soberano  de  Antíoquia  permite  suspender,  son  las  garantías  que 
debió  reconocer  como  base  esencial  e  invariable  de  la  Union  éntrelos 
Estados,  las  cuales  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  de  los 
Estados  unidos  de  Colombia. 

Estos  son  los  términos  precisos  de  la  Constitución  nacional  en  el 
arlfcalo  15,  i  el  artículo  lOé  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  de 
Antioquia,  comparado  con  dicho  artículo  15,  implica  la  idea  de  que  en 
el  Estado  de  Antioquia  pudieran  suspenderse  las  garantías  de  los  du- 
daáazios  de  otros  Estados,  e  implica  i^almente  la  idea  de  la  ruptura 
de  la  base  esendcde  invarúxbk  de  la  TJnion,  base  que,  reconocida  i  acra- 
iada  por  todos,  su  no  existencia  no  puede  depender  de  la  voluntad  de 
uno  solo. 

Ijos  t&minos  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  oalifioan- 
éo  el  reconocimiento  de  las  garantías  individuales  como  base  emuM  e 
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invariable  de  ümon  entre  los  Estados,  esplica  por  qaé  apesar  de  no 
haberse  delegado  al  Gobierno  jeneral  la  laoaltaa  de  snspendeilas,  no 
puede  entenderse  que  esta  facultad  quedara  en  los  Estados  conforme 
al  artículo  16.  Si  semejante  facultad  pudiera  entenderse  comprendida 
en  el  conjunto  de  las  facultades  (jue,  por  no  estar  delegadas  al  Gobier- 
no jeneral,  hubieran  quedado  a  disposición  de  ios  Estados,  el  reconoci- 
miento  de  las  ^antubs  individuales  habría  dejado  de  ser  base  edendal 
€  invariábUB  de  Union. 

Exajerando,  aunque  dentro  de  los  límites  de  lo  lícito,  se  comprende 
mejor  que  el  artículo  104  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  db 
Antioquia  es  contrario  a  la  Constitución  nacional. 

Supóngase  qae  las  Consfcitudiones  de  los  nueve  Estados  Unidos  de 
Colombia  contuviesen  una  disposición  igual  a  aqueÜa  de  que  sé  ocupa 
vuestra  comisión,  i  supóngase  igualmente  que  en  todos  los  Estados, 
con  razón  o  sin  ella,  pero  creyéndolo  conveniente  sus  respectivos  go« 
biemos,  se  decretase  al  mismo  tiempo,  o  durante  la  misma  época,  la 
suspensión  de  las  garantías  individuales ;  ¿cómo  i  dónde  campliria  el 
Gobierno  jeneral  con  el  deber  de  reconocer  esas  mismas  sarantíae? 

En  virtud  de  los  adelantos  hechos  en  las  prácticas  repubUcanas^  se 
ha  llegado  a  comprender  que,  si  hasta  hoi  se  na  provisto  de  remedio  a 
los  ataques  inferidos  por  los  individuos  contra  los  Gobiernos,  i  se  haa 
tomado  precauciones  contra  esos  ataques,  ha  llegado  el  caso  de  tomar 
precauciones  i  proveer  de  remedio  a  los  ataques  de  los  Gtobiemos  con- 
tra los  individuos,  i  esta  es  la  verdadera  clave,  el  verdadero  fundam^i* 
to  de  la  facultad  de  suspender  la  Corte  Suprema  federal,  i  de  anular  el 
Senado,  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  en  cuanto  estos  actos  pu- 
dieran afectar  las  garantías  individuales. 

El  ciudadano  colombiano  ha  sido  enaltecido,  ha  aumentado  de 
imijortancia  desde  la  Constitución  de  Bionegro.  Teniendo  antes  que 
limitarse  a  lamentar  la  espedicion  de  una  lei  que  ofendiese  sus  maa 
sagrados  derechos,  teniendo  que  limitarse  a  censurarla,  i  a  esperar  <}iie 
fd  sus  quejas  i  censuras  tenian  eco,  fuera  mas  tarde  derogada,  hoi  la 
Constitución  pone  al  ciudadano  a  la  altura  de  la  lei,  i  en  su  virtud 
puede  llevarla  ante  la  justicia  a  debatir  con  ella,  i  a  obtener  primeco 
su  suspensión  i  mas  tarde  su  anulación ;  i  esto,  en  concepto  de  que  al- 
giuios  pudieran  inferir  a  veces  agravio  a  los  Gbbiernos  de  los  Estados, 
para  vuestra  comisión  es  un  triunfo,  una  verdadera  conquista,  por 
cnanto  impUca  un  reconocimiento  mas  espreso  de  la  soberanía  d^ 
individuo. 

Estos  son,  ciudadanos  Senadores,  los  fundamentos  que  vuestra 
comisión  os  presenta  en  sostenimiento  de  la  proposición  aprobada  cü 
la  sesión  de  9  del  corriente,  declarando  nulo  el  cpftículo  lOé  de  la  Cons- 
tikuáxm  del  Estado  soberano  de  Antioquia. 

Sogotá,  majo  13  de  1864. 

Oiudadanos  Senadores. 

JofiÉ  An&tfjro. 
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VI. 

TIUPEZ  del  artículo  1.13  de  la  Gonstitacion  del  Catado  ftol»e-> 

rano  de  PamaiBá.» 


Agübbdo  be  Jji  Suprema  Cobte. 

Eü  la  ciudad  de  Bogotá»  a  diez  de  setiembre  de  mil  ochodeatos 
leieota  i  tres,  reimidoa  en  sala  de  acuerdo  los  señores  Majistradoa  de 
la  Oorte  Suprema  federal,  procedieron  a  conferenciar  acerca  de  la  re- 
aolocion  que  deba  dictarse  en  la  solicitud  hecha  por  los  señores  Jil 
ColtiDJe  i  Agustín  Arias»  para  que  se  suspéndala  eje^cucion  del  artículo 
112  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  de  Panamá,  i  la  lei  de^  14 
de  julio  último,  declarando  válidos  los  matrimonios  celebrados  en  el 
EstiMlo  conforme  a  la  lei  nacional  de  8  de  abril  de  1866,  cuja  aolicitad 
lia  coadyuvado  el  señor  Procurador  jeneral,  en  la  vista  que  se  le  did 
del  (mediente. 

m,  cuanto  a  la  cuestión  que  se  refiere  al  artículo  112  de  la  Consti* 
todon,  manifestó  el  señor  Majistrado  doctor  Oerbeleon  Pinzón  que  se 
waá&Bk  al  concepto  que  ya  en  otros  n^^os  habia  emitido,  de  que  laa 
ComEtitucioneB  ae  los  Estados  no  est£i  comprendidas  en  los  actos  Lbk 

Sativos  de  que  haUa  el  artículo  72  de  la  Constitución  federal.  Lda 
jisbudos  restantes  espusieron  concepto. sobre  el  fondo  de  la  cues^ 
tion,  en  los  términos  <^ue  adelanta  se  espresan. 

En  cuanto  a  la  leí  de  14  de  julio  éltimo,  la  Oorte  Suprema  resolvió 
por  unanimidad  lo  que  respectivamente  se  comprende  en  la  «¡guíente 
SfiBolacíon: 

Vistos — Se  ha  solicitado  de  esta  Oorte,  por  los  ciudadanos  Jil  Oo« 
koje  i  Agustín  Arias,  la  suspensión  del  articulo  112  de  la  Oonstitucíon 
dd  ErtMO  soberano  de  Panamá,  que  atribuye  a  la  Asamblea  actual 
de  aquel  Estado  votar  por  el  Presidente  de  los  Estados  unidos  de  Oor 
kuobia,  por  los  Majistrados  de  la  Oorte  Suprema .  federal,  i  elejir  asf 
ttiano  K)s  Senadores  Plenipotenciarios  i  Representantes  al  Congreso 
nacional  que,  conforme,  a  la  Constitución  federal,  corresponden  al  Es- 
tado para  el  próximo  período  l^al.  El  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Nación  ha  coadyuvado  esta  solicitud. 

Beq)e6to  de  tal  solicitud,  ya  esta  Oorte  ha  manifestado  en  casoa 
aDálogos  que  la  disposición  del  articulo  112  de  que  se  t3»,1tt,  no  es 
opuesta  a  la  Constitución  federal,  pues  ósta  solo  qniere  que  la  elección 
del  Presidente  de  la  ünion  i  las  de  los  Senadores  i  Bepresentantes  se 
bagan  popularmente,  sin  espresar  que  la  elección  sea  directa.  Ademas, 
respecto  de  la  elección  del  Presidente  de  la  XJnion,  el  artículo  75  de  la 
Constitución  federal  dispoqe  que  se  dó  por  cada  Estado  un  voto,  e»- 
presado  por  los  electores  del  Estado,  segon  su  lejislacion.  En  virtud 
od  lefiaiiao  artículo  112,  en  el  Estado  de  Panamá  tales  electores  lo  son 
los  miembros  de  la  Leüslatura,  i  en  esto  no  hai  oposición,  sino  conf  or- 
loidad  mas  bien,  con  el  artículo  75  de  la  Constitución  nacional. 

Por  lo  espuesto,  esta  Corte  no  halla  motivo  para  acordar  la  sus- 
pensbn  del  artículo  112  de  la  Constitución  del  Estado  de  Panamá,  es- 
pedida en  11  de  julio  del  presente  año. 
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También  se  ha  solicitado  por  los  espresados  Oolunje  i  Arias,  coad^ 

Í ovando  igualmente  su  solicitud  el  señor  Procarador  jeneral  de  la 
facion,  se  suspenda  por  esta  Corte  la  lei  de  14  de  julio  ultimo,  del 
mismo  Estado  de  Panamá,  declarando  válidos  los  matrimonios  celebra^ 
dos  en  su  territorio  conforme  a  la  lei  nacional  de  8  de  abril  de  mil 
ochocientos  cincuenta  i  seis.   Bespecto  de  esta  solicitud  se  considera: 

Primero  :  Que  si  la  lei  nacional  de  ocho  de  abril  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta  i  seis,  sobre  matrimonio  civil,  no  llegó  a  rejir  en  el  Estado 
de  Panamá,  i  no  obstante  se  celebraron  en  él  algunos  matrimonios 
conforme  a  las  disposiciones  de  dicha  lei,  por  lo  mismo,  para  que  esos 
matrimonios  sean  válidos  para  lo  sucesivo,  i  para  lo  sucesivo  produzcan 
efectos  civiles,  era  necesaria  una  disposición  espresa  del  Poder  Lejisla* 
tivo  del  Estado.  Si  la  citada  lei  nacional  de  ocho  4^  abril  hubiese 
tejido  en  el  Estado  de  Panamá,  los  matrimonios  celebrados  en  éste, 
conforme  a  ella,  para  ser  válidos  i  producir  sus  efectos  no  hubieran 
necesitado  de  una  disposición  lejislativa  posterior. 

Acerca  de  la  üiconstitucionalidad  ^  que  se  objeta  a  la  léi  cuja  sus- 
pensión se  pide,  se  hace  consistir  dicha  inconstítucionalidad  en  ser 
opuesta  al  artículo  24  de  la  Constitución  jeneral,  por  cuanto  aquella 
lei  es  de  carácter  i  efecto  retroactivo.  No  lo  entiende  asi  esta  Corte  : 
cree  que  las  disposiciones  de  la^  referida  lei,  aunque  hablen  de  matri- 
monios celebrados  con  anterioridad  a  ella,  no  retrotraen  por  esto  su 
acción  a  lo  pasado,  sino  que  se  refieren  a  lo  futuro,  esto  es,  que  los  ma- 
trimonios serán  válidos  i  producirán  sus  efectos^  después  de  la  sanción 
de  la  lei,  cuyo  concepto  es  corroborado  por  el  tiempo  futuro  en  que  se 
hallan  los  verbos  de  su  texto  principal,  i  serán  válidos,  prodtidrán  los 
€^ctos  civiles  i  políticos ;  i  en  el  artículo  4.^,  refiriéndose  a  los  Juicios 
de  nulidad  de  matrimonios,  dice  que  se  promoverán  i  decidirán  <jcc. 

Todo  esto  está  manifestando  que  las  disposiciones  de  la  lei  de  que 
se  trata  se  refieren  a  lo  futuro,  i,  por  consiguiente,  que  dicha  lei  no  es 
contraria  al  artícdio  24  de  la  Constitución  nacional,  que  prohibe  dar  a 
las  leyes  efecto  retroactivo. 

Por  lo  espuesto,  esta  Corte  no  halla  motivo  para  suspender  la  lei 
del  Estado  de  Panamá,  de  catorce  de  julio  áltimo,  cuya  suspensión  se 
ha  solicitado  i  de  que  arriba  se  hizo  referencia. 

Póngase  en  noticia  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  i 
dése  cuenta  al  Senado  en  su  próxima  reunión. 

Igualmente  saqúese  copia  para  su  publicación  en  el  periódico  oficial. 

I  firman  los  señores  Majistrados,  por  ante  mí  el  Secretcurio,  de  que 
•certifico. 

Cebbeleon  PmzoN— Juan  M.  Pébez— Bafael  E.  Sai^takbeb — ^^- 
cundino  Mvarez  M.y  Secretario. 

En  quince  de  los  mismos  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral — 
IJbicoechea. — Alvarez  M.y  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  ociu^ 
bre  siete  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres. — JSecundino  Moarez  M. 
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VI. 

Bbsolüoioh  dexi  Senado. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  nao  de  la  abibacion  3.^  del  artículo  51  dé  la  Oonstitaoion 

bbsublve: 

BedíaranaevaliSoa  d  artículo  112  de  Ja  Chnstüncioh  dd  JEdado  sobe- 
rano  de  Panamá  i  la  leí  de  oatoroe  de  julio  de  1863  declarando  válidos 
kw  matrimonios  oelefarados  conforme  a  la  lei  nacional  de  8  de  abril  de 
1866. 

El  Presidente,  Fbakoisoo  J.  ZaldCa. 
El  SeoretariOy  C.Senedettu 

NoiA. — No  se  ha  encontrado  en  el  archivo  del  Senado  A  informe 
idfttiyo  a  la  anterior  resolución^  ni  el  acuerdo  de  la  Suprema  Corte. 
El  artículo  112  de  la  Oonstitudon  de  Panamá  es'ei  edgoiente : 
''  Artículo  112.  La  actual  Asamblea  votará  por  el  Presidente  de 
loB  Estados  Unidos  de  Colombia  i  ^r  los  Majistrados  de  la  Corte  fe* 
doral,  conforme  a  los  artículos  76  i  76  de  la  Constitución  nacional. 
i36jiiá  así  mismo  los  Senadores  Plenipotenciarios  i  Bepresentantes  al 
Gof^reso  naoíonal  que  címfoime  a  la  Constitución  federal  correspon- 
dan al  Estado  para  el  próximo  período  legal." 


¿SI  DB  té  BB  JULIO  DE  1868, 

Mum^b^rátMBoñ  lo»  mstrimoiiiofi  celebrados  en  el  Estado  por  la  lél  nacional  de  8  de 

abril  de  1859, 

LA  AfiAlCBZiEA  UIJniATIYA  1>K£  SSTAta   SOftáBAKO  DB  SAITAKI 

DISPOHB: 

Arifeuia  üttico.  Zios  matrimonios  que  basta  el  80  de  abril  de  1882 
8»  hayan  celebrado  en  el  Estado  de  Panamá  por  la  lei  nacional  de  9 
de  abril  de  1866,  serán  válidos  i  producirán  los  efectos  civiles  i  políti- 
OQB  que  por  la  mencionada  lei  se  reconocen,  siempre  que  por  eUa  no 
80  bava  mcorridb  en  ntifidad. 

rarágrafo.  Los  juicios  de  nulidad  del  matrimonio  se  i>romoverán 
1  decuBrán  de  acuerdo  con  la  misma  lei,  i  los  cónvujes  e  mjos  quéda- 
la sqetoe'  a  los  efectos  civües  que  les  corresponden,  según  los  casos. 

Dada  en.  Panamái  a  ñete  de  julio  de  mil  ochodiwtos  sesenta  i  tres* 
EL  Fresidnte,  B«  €Iobbeosi>— El  Diputado  Secretario,  Q.  Mranda. 

Panamá,  a  H  de  julio  de  1863. 

I^eoátese^ 

ELPresidinto  del  IMado,  Pbdbó  GoEZU*-^M  Secretario  de  Gol^er- 
u>,  José  María  Alemán, 


u 


vn. 

JBl  Senado  declara  que  no  está  en  el  caso  de  bacer  nao  de  m 
atribución  con§tUnclonal  respecto  de  la  leí  del  Estado  de  JBolí- 
var»  de  !•*  de  diciembre  de  1857,  sobre  derecbos  de  consumo  de 

varios  efectos. 


AotTEBDO  DE  LA  SüFREMA  CiOBTE. 
Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  enero  veintiocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinoo. 

Vista  la  solicitad  del  señor  M.  Gómez  para  qae  se  suspenda  la 
ejecnoion  de  la  leí  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  primero  de  di- 
ciembre de  mil  ochocientos  cincuenta  i  siete,  "  sobre  derechos  de  con- 
sumo de  varios  efectos/'  en  cuanto  ella  impone  una  contribución  por 
el  consumo  del  caucho,  la  Oorte  considera : 

1.^  Que  la  atribución  que  tiene  por  el  artículo  72  de  la  Constitu- 
ción nacional,  es  la  de  suspender  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos 
de  las  Asambleas  de  los  Estados,  en  cuanto  ellos  sean  contrarios  a  la 
Constitución  o  a  las  leyes  de  la  Union. 

2.^  Que  el  ejercicio  de  esta  atribución  no  puede  entenderse  sino 
de  aquellos  actos  lejislativos  espedidos  con  posterioridad  a  la  Consti- 
tución nacional  i  a  las  lejes  de  la  Union  que  ellos  contraríen. 

3.°  Que  los  actos  lejislativos  espedidos  por  las  Asambleas  de  los 
Estados  ¿ites  de  haberse  espedido  la  Constitución  nacional  de  ocho  de 
mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres,  lejos  de  poder  ser  considerados 
vijentes  para  que  respecto  de  ellos  pudiera  ejercerse  la  facultad  de  sus- 
penderlos, que  la  Constitución  confiere  a  la  Corte  Suprema,  i  la  de 
anularlos,  que  la  misma  Constitución  confiere  al  Senado  de  la  Union, 
dichos  actos  quedaron  abrogados  por  la  Constitución  i^ma,  sin  €¡xie 
puedan  ni  deban  ctmiplirse  como  contrarios  a  una  disposición  postenor 
obligatbria  en  toda  la  JElepublica;  i 

4.^  Que  en  este  caso  se  encuentran  los  actos  lejislativos  del  Estado 
soberano  de  Bolívar,  cuya  suspensión  se  ha  pedido,  por  ser  contrarios 
a  las  garantías  consignadas  en  la  Constitución  nacional. 

roT  estas  consideraciones,  i  de  acuerdo  con  el  concepto  emitido 
por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  la  Corte  se  abstiene  de 
suspender  las  leyes  citadas,  considerando  que  respecto  de  ellas  no 
puede  ejercer  la  atribución  constitucional  va  citadusb,  por  cuanto  no 
puede  verificarse  la  suspensión  de  actos  lejislativos  que  la  misma  Corte 
considera  abrogados ;  i  así  lo  resuelve,  resolviendo  igualmente  i>asez]L 
los  espedientes  que  contienen  las  espresadas  solicitudes,  con  copia  de 
este  acuerdo,  al  Senado,  para  la  deqision  definitiva,  conforme  a  la  parte 
final  del  artículo  72,  i  al  inciso  6.°  del  artículo  61  de  la  Constitución 
nacional. 

José  Ajeul6jo — ^Andbes  Cebón — Mabgeuno  Gutiébbez  A. — ^Baiton 
G(^MEZ--Jos£  MABfA  BdJAs  Qabbido—  VíoenU  Vcmégas^  Secretario. 
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El  señor  Majistrado  doctor  José  María  Bójas  Garrido  consignó 
oiToto  en  loB  términos  siguientes  : 

<<  El  infrascrito  Majistrado  disiente  del  voto  anterior  de  los  otros 
Beñoies  Majistrados,  por  las  razones  que  pasa  a  indicar :  considera 
qae  aunque  las  leyes  contrarias  a  la  Constitución  sean  anteriores  a  ella, 
i  debieran  considerarse  abrogadas,  cuando  esto  no  sucede  en  un  Esta- 
do i  continúan  ejecutándose  como  si  estuvieran  vijentes,  la  Corte,  pre- 
TÍa  solicitud  constitucional,  como  sucede  en  este  caso,  debe  ejercer  la 
atribución  de  suspenderlas,  ^a  que  la  respectiya  Lejislatura  no  las  ha 
derogado,  i  que  los  funcionarios  del  Estado  las  ejecutan,  sin  que  obste 
la  oonsideracion  de  que  éstos  deban  ser  responsables  por  su  conducta, 
porque  esa  responsabilidad  no  llena  el  objeto  inmediato  que  se  ha  pro- 

Sesto  la  Constitución  nacional  al  conferirle  la  atribución  a  la  Corte, 
evitar  los  males  que  se  orijinan  de  la  ejecución  de  le  jes  contrarias  a 
ella.  Por  otra  parte,  la  lejislacion  de  cada  Estado  es  de  la  esclusiva 
competencia  de  su  Lejislatura,  la  cual  establece  trámites  para  espedir 
l^es  i  derogarlas :  si  no  derogan  las  quo  sean  contrarias  a  la  Consti- 
tacioa  nacional,  deben  suspenderse  por  la  Corte  i  anularse  por  el  Se- 
nado. La  idea  de  que  es  a  cada  autoridad  a  quien  corresponde,  en  d 
ejercicio  de  sus  funciones,  declarar  que  no  es  aplicable  una  lei  anterior 
a  la  Constitución,  por  ser  contraria  a  ella,  no  se  opone  a  que  la  Corte 
qeiza  la  atribución  de  suspenderla,  porque  esto  mismo  podria  aconte- 
cer con  ana  lei  posterior  a  la  Constitución,  que,  por  ser  evidentemente 
contraria  a  ella,  las  autoridades  de  .un  Estado  prescindieran  de  cum- 
pGr^  sinembaigo  de  lo  cual,  la  Corte  ejerceria  su  atribución  corres- 
pondiente. 

"  El  Majistrado  que  habla  comprende  que  contra  las  leyes  de  los 
Eatadoe,  contrarías  a  la  Constitución  nacional,  anteriores  o  posteriores 
a  ella,  fuera  de  los  casos  especiales  de  la  aplicación  que  de  ellas  hagan 
ke  respectiyos  funcionarios,  lo  cual  no  envuelve  su  abrogación,  no 
qoeda  mas  recurso  (jue  la  espresa  derogatoria  por  la  Lejislatura  del 
Estado,  o  la  suspensión  de  la  Corte  i  la  nulidad  ael  Senado. 

^^  Fuera  de  estos  recursos,  úoicos  establecidos  por  la  Constitución, 
el  principio  de  que  deben  considerarse  derogadas  las  leyes  anteriores 
a  la  Constitución,  por  opuestas  a  ella,  podria  suscitar  una  controversia 
entre  el  Gobierno  lenersQ,  que  las  creyera  contrarias,  i  por  consiguiente 
derogadas,  i  el  Gobierno  del  Estado,  que  las  juzgara  compatibles  con 
dicha  Constitución,  i  en  su  consecuencia  vijentes. 

"jEn  esta  controyersia  la  Corte  «s  la  única  autoridad  constitucional 
que  decide  si  deben  o  nó  suspenderse,  i  el  Senado  si  deben  o  nó 
anularse. 

*'  Por  estas  razones,  el  infrascrito  opina  que  debe  suspenderse  la  lei 
de  que  se  trata,  en  cuanto  es  contraria  a  la  Constitución  nacional." 

José  Abaújo — Aiídbes  Cerón — ^Mabcelino  Gutiébbez  A — José 
Había  Bójas  Gabbido— Eamon  wSkez— Vicente  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral — QnuA- 
3K)— Fcmágrcw,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal— B(^tá,  febre- 
<o  tres  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Vioente  Vcmégaa, 
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Infobhe  de  la  Oomisk^  bel  Sekabo. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarioé. 

Vuestra  oomision  de  inspección  délos  actos  lejislatiyos  de  los  Es- 
tados tiene  el  honor  de  informaros  lo  siguiente :  el  señor  "Sí.  Góme:^ 
en  uso  del  derecho  que  le  concede  el  artículo  72  de  la  Oonstitucion, 
ocurrió  a  la  Corte  Suprema  federal  pidiendo  la  suspensión  de  la  lei  de 
1.^  de  diciembre  de  lo67,  '^  sobre  derechos  de  consumo  de  varios  efec- 
tos "  espedida  por  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  de  Bolívar, 
por  cuanto  dicha  lei  impone  en  su  artículo  L^,  parágrafo  12|  una  con- 
tribución 4e  consumo  sobre  el  caucho  que  se  estrae  de  nuestros  bos- 
ques, estimando  que  esta  contribución  no  es  en  realidad  sino  un  im- 
Euesto  con  que  se  grava  la  esportacion  de  este  artículo,  contra  la  pro- 
ibicion  constitucional. 

En  sentir  de  vuestra  comisión,  no  haí  la  menor  duda  de  que  el 
impuesto  con  q^e  se  grava  el  caudio  por  la  lei  del  Estado  de  Bolívar, 
es  contrario  al  mciso  1.^,  articulo  8.^  de  la  Constitución  nacional  Se- 
gún este  inciso,  los  Estados  se  com^Hrometen  "a  no  gravar  con  impues- 
tos los  productos  destinados  a  laeroortacion,  cuja  libertad  mantendrá 
elGobiemojeneral;"isiendoun  hecho  de  notoriedad  que  el  caucho 
es  un  producto  que  no  se  consume^  en  el  país,  conservando  su  propia 
forma,  i  que  esta  tínicamente  destinado  a  la  esportacion,  es  claro,  es 
incontestable  que  el  impuesto  mencionado  no  es  de  consumo  síqo  de 
esportacion. 

La  Corte  Suprema  federal  se  abstuvo,  no  obstante,  de  hacer  uso, 
respecto  de  la  lei  denunciada  como  incenstitucional,  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  articulo  72  de  la  Constitución  nacional.  Oree  vuestra 
comisión  que  el  Senado  debe  abstenerse  de  decidir  sobre  la  nulidad 
o  validez  de  la  espresada  leí,  por  las  razones  que  pasa  a  eepresar : 

1.»  La  lei  de  1.^  de  diciembre  de  1867  se  saacioxió  con  anterioridad 
a  la  Constitución  nacional,  i  siendo  contraria  a  ésta  en  el  p(nnto  a  que 
se  refiere  la  solicitud  del  señor  M.  Gómez,  tal  lei  quedó  aí>rQgada  por 
la  Constitución,  dejó  de  ser  leí,  i  no  quedó,  por  taato,  sujeta  á  anula- 
ción, por  ser  verdad  inconcusa  que  la  lei  posterior  deroga  la  anterior. 
2.*  El  artículo  72  de  la  Constitución,  que  autcoisa  a  la  Corte  Suprema 
federal  para  que  suspenda  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos  de  las 
Asambleas  de  los  Estados,  en  cuanto  sean  contrarios  ala  Oonstitoieíon 
o  las  leyes  de  la  ünion,  i  el  párrafo  5.^  del  artíemo  G2,  que  atribuye 
al  Senado  la  facultad  de  decidir  defimtivamente  sóbrela  nulidad  o  vali- 
dez de  esos  mismos  actos,  se  refiere  a  actos  lejislativos  de  las  Asam- 
bleas de  los  Estados,  posteriores  a  la  Ccmstitncícm  i  a  las  leyes  jenera- 
les ;  se  refiere  a  actos  exequibles  hasta  que  se.  deol  are  su  nnhdad  o  sus- 
pensión, i  no  a  aotos  antaiores,  abrogados,  que  carecen,  por  lo  mismo, 
de  vi^r  i  efecto.  8,^  La  ejecución  i  A  cfimplimienio  de  los  primeros  son 
permitidos  hasta  que  se  decida  la  suspensioíi  o  se  decrete  la  nuHdad, 
mientras  que  el  cumplimiento  i  la  ejecudon  de  los  segundos  son  prohi- 
bidos. 4.^  Lo  que  se  hace  o  se  ejecuta  a  virtud  de  los  primeros  actos  es 
válido  i  produce  efectos  legdes  hasta  que  la  eu^ie&sion  o  nulidad  de 
ellos  se  decrete  por  la  autoridad  que  deternuse  la  Oonsttttieion;  al  pasé 
que  lo  que  se  hace  i  ejeeuia  a  virtud  de  los  segundos,  0S  nulo  i  carece  de 
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valor  i  efeeto.  6.*  La  anttlaoion  de  nn  acto  lejislatiyo  de  las  Agambleas  de 
Io6  Estados,  anterior  i  contrario  a  la  Constítaoion  nacional,  la  decreta  el 
Senado;  la  abrogación  de  ese  mismo  acto,  anterior  i  contrarío  a  la  Oons- 
títocíon,  la  declara,  en  los  casos  especiales  que  ocnrran,  el  funcionario  o 
empleado  encargado  de  su  ejecución.  6.*  £1  foncionario  que  aplica  nna 
lei  abíogada,  incurre  en  responsabilidad,  el  ^ue  aplica  nna  lei  anulable, 
pero  no  Suspendida  por  la  Ooi-te  Suprema  ni  declarada  aún  nula  por  el 
Senado,  por  hallarse  en  el  caso  del  artículo  72  de  la  Constitución,  cum- 
ple ocm  su  deber.  En  fin,  la  Convención  nacional  reunida  en  la  ciudad 
de  BioneOTO,  i  que  fué  la  primera  que  puso  en  ejercicio  la  atribución 
5.\aTtícnYo  62  de  la  Constitución,  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 5.°  del  acto  constitucional  transitorio,  di6  esta  misma  intelijencia  al 
parágrafo  6.*,  artículo  5Í2,  que  acaba  de  citarse,  según  aparece  del  acta 
de  la  sesión  del  dia  16  de  mayo  de  1863,  publicada  en  el  numero  26  de 
loe  ''Anales  de  la  Convención.  " 

Teniendo  en  cuenta  las  precedentes  consideraciones,  vuestra  comi- 
sión concluye  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

,     BESOI4UOION2 

**  Siendo  la  lei  de  1.®  de  diciembre  de  1857,  "  sobre  derechos  de 
consumo  de  varios  efectos,'*  espedida  por  la  Asamblea  Constituyente 
del  Estado  soberano  de  Bolívar,  anterior  i  contraria  al  parágrafo  6.^, 
artícnlo  S.^  de  la  Constitución  nacional,  en  cuanto  impone  por  el  ar- 
tículo L**,  parágrafo  12,  una  contribución*  de  elsportacion  sobre  el  cau- 
cho;  tal  leí  quedó  abrogada,  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios  no  está 
en  el  caso  de  hacer  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  pará^afo  6.% 
artículo  61  de  la  Constitución.  Devuélvase  el  espediente  orijinal  a  la 
Corte  Suprema." 

Bogotá,  20  de  febrero  de  1865. 

GüiLLEBico  PETJQiBá— Francisoo  J.  Zald6a— Maboo  A.  Esieada. 
Ibodqmibo  Llamo— S.  Outsébsez. 


vm. 


NULIBAD  de  los  artículos  I«%  d.*  i  3  •  de  la  leí  del  JEatado  de 
laataador,  de  5  de  octnlire  de  %W4^  qae  aclara  1  deternlBa  los 
«Ceetoe  del  artfcnlo  36  de  la  leí  de  di  de  dleleailNro  dé  1869,  del 

mi§aio  Salado^  tolere  Iw^uoHo. 

Acuerdo  ds  ia  Süí'bbxjl  Cornos. 

Corte  Boprema  federal-— Bogotá,  ececo  veintiocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  dnco* 

YarioB  ciudadanos  del  Estado  soberano  de  Santander  han  repre* 
ttatado  desde  Onzaga  a  la  Suprema  Corte  pidiendo  la  suspensión  de^ 
tttíeolo  26  de  la  lei  ae  yeintiuno  de  diciembre  de  mil  ochocientos  cia- 
coenta  inneve,  sobre  '^ impuesto/'  i  la  de  los  artículos  1.^,  2.^  i  3.^  de 
k  de  einoo  de  octubre  áltuno»  "  aclarando  i  determinando  los  efectos 
dd  aqpiA ";  i  oído  el  boboí  Procuradory  el  Tribunal  Supremo  pasa  a 
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InFOBHE  de  la  OomSIQN  DEL  Seixaix). 

Oiudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Es- 
tados tiene  el  honor  de  informaros  lo  siguiente :  el  señor  M.  Góme^ 
en  uso  del  derecho  que  le  concede  el  artículo  72  de  la  Oonstitacion, 
ocurrió  a  la  Corte  Suprema  federal  pidiendo  la  suspensión  de  la  lei  de 
1.^  de  diciembre  de  IwT,  "  sobre  derechos  de  consumo  de  varios  efec- 
tos/' espedida  por  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  de  Bolívar, 
por  cuanto  didui  lei  impone  en  su  artículo  L*',  parágrafo  12,  ima  con- 
tribución d,e  consumo  sobre  el  caucho  que  se  estrae  de  nuestros  bos- 
ques, estimando  que  esta  contribución  no  es  en  realidad  sino  un  im- 
Euesto  con  que  se  grava  la  esportacion  de  este  artículo»  contra  la  pro- 
ibidon  constitucional. 

Éa  sentir  de  vuestra  comisÍQn,  no  haí  la  menor  duda  de  que  el 
impuesto  con  (jxxe  se  grava  el  caudio  por  la  lei  del  Estado  de  BoUvari 
es  contrario  al  mciso  4.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional.  Se- 
ffun  este  inciso,  los  Estados  se  comprometen  "a  no  gravar  con  impues- 
tos los  productos  destinados  a  la  esportacion,  cuja  libertad  mantendrá 
el  Gobierno  jeneral ;"  i  siendo  un  hecho  de  notoriedad  que  el  caucho 
es  un  producto  que  no  se  consume^  en  el  país,  conservando  su  propia 
forma,  i  que  esta  únicamente  destinado  a  la  esportacion,  es  claro,  es 
incontestable  que  el  impuesto  mencionado  no  es  de  consumo  sino  de 
esportacion. 

La  Corto  Suprema  federal  se  abstuvo,  no  obstente,  de  hacer  uso, 
respecto  de  la  lei  denunciada  como  inconstitucional,  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional.  Oree  vuestra 
comisión  que  el  Senado  debe  abstenerse  de  deddir  sobre  la  nulidad 
o  validez  de  la  espresada  lei,  por  las  razones  que  pasa  a  eqxresar : 

1.^  La  lei  de  1.^  de  diciembre  de  1867  se  sancionó  con  anterioridad 
a  la  Constitución  nacional,  i  siendo  oontnuía  a  ésta  en  el  punto  a  que 
se  refiere  la  solicitud  del  señor  M.  Gomes,  tal  lei  quedó  abrogada  por 
la  Constitución,  dejó  de  ser  lei,  i  no  quedó,  por  tonto,  sujeta  a  anula- 
don,  por  ser  verdad  inconcusa  que  la  lei  postcorior  deroga  la  anterior. 
8.^  Él  artioido  72  de  la  Constitución,  que  autcoisa  a  la  Corta  fiumema 
federal  para  que  suspenda  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos  de  las 
Asambleas  de  los  Estados,  en  cuanto  sean  contrarios  a  la  OonstituoioDL 
o  las  leyes  de  la  ünion,  i  el  parágrafo  5.^  del  ariíeino  62,  que  atribuvé 
al  Senado  la  facultad  de  decidir  oefinitiTamento  sobre  la  nulidad  o  vali- 
des de  esos  mismos  actos,  se  refiere  a  actos  lejislativos  de  las  Aeam- 
bleas  de  los  Estados,  postoiiores  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  jenera- 
les ;  se  refiere  a  actos  exequíbleahaate  que  sedeolare  su  nuhdad  o  sus- 
peDfflon,  i  no  a  actos  anteriores,  abrogados,  que  carecen,  por  lo  mismo, 
de  vi^or  i  efecto.  8»^  La  ejecución  i  el  cftmplimiento  de  los  primeros  son 
penmtidos  hasta  que  se  decida  la  suspensión  o  se  decrete  la  nuUdad, 
mióntras  que  él  cumplimiento  i  la  ejecución  de  los  segundos  son  prohi- 
bidos. 4.*  Ix>  que  se  nace  o  se  ejecute  a  virtod  de  los  primeros  adx)s  ea 
válido  i  TOoduce  electos  k^es  haste  que  la  sucmiension  o  nulidad  de 
eDoB  se  decrete  por  la  autoridad  que  detenniae  k  Constittieion ;  fll  pasó 
que  lo  que  se  hace  i  ejeeuta  a  virtud  de  los  segundos,  es  nulo  i  carece  do 


^37  - 

▼alor  i  electo.  6.*  La  anulación  de  nn  acto  lejislativo  de  las  Asambleas  de 
los  Estados,  anterior  i  contrario  a  la  Constitución  nacional,  la  decreta  el 
Senado ;  la  abrogación  de  ese  mismo  acto,  anterior  i  contrario  a  la  Oons* 
titacion,  la  declara,  en  los  casos  especiales  que  ocnrran,  el  funcionario  o 
empleado  encargado  de  su  ejecución.  6.*  El  funcionario  que  aplica  una 
leí  abrogada,  incurre  en  responsabilidad,  el  que  aplica  una  lei  anulable, 
pero  no  isuspendida  por  la  Coi-te  Suprema  ni  declarada  aún  nula  por  el 
oenado,  por  hallarse  en  el  caso  del  artículo  72  de  la  Constitución,  cum- 
ple con  su  deber.  En  fin,  la  Convención  nacional  reunida  en  la  ciudad 
de  Bione^,  i  que  fué  la  primera  que  puso  en  ejercicio  la  atribución 
5.\  artículo  62  de  la  Constitución,  a  virtud  de  lo  mspuesto  en  el  artícu- 
lo 5.^  del  acto  constitucional  transitorio,  dio  esta  misma  intelijencia  al 
parágrafo  5.*,  artículo  62,  que  acaba  de  citarse,  según  aparece  del  acta 
de  la  sesión  del  dia  16  de  mayo  de  1863,  publicada  en  el  número  26  de 
los  ''Anales  de  la  Convención.  " 

Teniendo  en  cuenta  las  precedentes  consideraciones,  vuestra  comi- 
sión concluye  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

,    besoLíUoion: 

**  Siendo  la  lei  de  1.®  de  diciembre  de  1857,  "  sobre  derechos  de 
consumo  de  varios  efectos,"  espedida  por  la  Asamblea  Constituyente 
del  Estado  soberano  de  Bolívar,  anterior  i  contraria  al  parágrafo  6»^, 
artícolo  8.<>  de  la  Constitución  nacional,  en  cuanto  impone  por  el  ar- 
Ücnlo  1.^,  parágrafo  12,  una  contribución- de  el^portacion  sobre  el  can- 
olio ;  tal  leí  quedó  abrogada,  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios  no  estí 
en  el  caso  de  hacer  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  pará^afo  6.^, 
artículo  61  de  la  Constitución.  Devuélvase  el  espediente  orijinal  a  la 
Corte  Suprema." 

Bogotá,  20  de  febrero  de  1866. 

GUILLEBICO   PELBIBá— FbANCISOO   J.    ZaLDUA— MaBOO  A.  ESIBADA. 

Llano— S.  Gutiébbez. 


vin. 


9I7UDAII  de  los  airtícnlos  I«»,  d.*  i  3  •  de  la  lei  del  Cstado  de 
Saataader,  de  5  de  octobre  de  IW^  qae  aclara  I  detenDlna  los 
«fectoe  del  artfcnlo  36  de  la  lei  de  91  de  dtciemlnre  dé  I§59,  del 

mimie  fistado»  sol^e  laipnesto. 


Acuerdo  dü  la  Sufbexa  Corüb. 

Corte  Suprema  federal^-Bogotá,  enero  veintíocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco* 

Yarios  ciudadanos  del  Estado  soberimo  de  Santander  han  repre* 
flantado  desde  Onzasa  a  la  Suprema  Corte  pidiendo  la  Buspension  de^ 
«rtíeolo  26  de  la  lei  de  veintiuno  de  dioiemore  de  mil  ochocientos  cia- 
coenta  ijOLueye^  sobre  ''impuesto,"  i  la  de  los  artículos  1.^,  2.^  i  3.^  de 
la  de  oinoo  de  octubre  nltuno,  ''  aclarando  i  determinando  los  efectoe 
^  ¥pA  ^'f  i  oído  el  señor  Pcoourador,  el  Tribunal  Supremo  pasa  a 
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ejercer  la  atribución  qae  le  confiere  el  artfcnlo  72  de  la  Constitacion 
federal. 

Los  infraecriios  Majistrados  están  de  acuerdo  todos  en  que  la  dis- 
posición que  encama  el  citado  artículo  26,  es  de  todo  punto  incompa- 
tible con  la  contenida  en  el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  carta  funda- 
mental del  país :  la  simple  lectura  de  los  dos  conduce  al  conocimiento 
de  esa  verdad. 

La  Oonstitucion  fija  como  base  invariable  de  la  unión  entre  los  Es- 
tados, el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  j^eral  i 
de  I9S  Gbbiemos  de  cada  uno  de  aqu^os,  de  los  derechos  individuales 
que  clasifica  el  artíctúo  15,  pertenecientes  a  los  habitantes  i  transeún- 
tes en  los  Estados  unidos  de  Colombia;  i  en  este  reconocimiento 
aparece  comprendida  la  propiedad,  sin  otras  limitaciones  que  las  ^ue 
espresa  el  inciso  5.^  I  no  oostante  de  ser  demasiado  terminante  la  ins- 
titución, en  el  de  Santander  aun  se  reputa  vijente  i  continuase  aplican- 
do, en  consecuencia,  el  artículo  26  de  la  lei  tnbutaría,  sancionada,  como 
queda  dicho,  en  diciembre  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  nueve,  que 
autoriza  a  su  Gobierno  para  salvar  la  obligación  contraída,  de  asegurar 
por  estenso  la  propiedad  de  los  colombianos  residentes  en  el  territorio^ 
a  no  ser  bajo  conáciones  inadmisibles  por  su  naturaleza,  supuesto  que 
tienden  a  limitar  i  limitan,  en  efecto,  el  respeto  que  el  Gobierno  debe 
consa^arle  en  todos  sus  actos.  AUí  se  observa  que,  por  virtud  de  la 
disposición  en  alusión,  *'  el  Estado  no  proteje,  al  tenor  de  sus  leyes,  la 
riqueza  de  los  individuos  que,  no  estando  declarados  insolventes,  no 
paguen  la  contribución  establecida."  Si  el  pensamiento  en  abstracto 
es  ciertamente  inconstitucional,  porque  la  nueva  organización  política 
del  país  no  deja  a  los  Estados  potestad  para  escusarse  de  protejer  la 
propiedad,  sino  en  rarísimos  casos,  en  el  desarrollo  de  sus  pormenores 
el  vicio  se  ofrece  con  mayores  dimensiones. 

«Las  prescripciones  consignadas  en  las  partes  componentes  del 
precitado  artículo  26,  verdaderos  corolarios  de  la  idea  que  el  lejislador 
se  propuso  elevar  a  la  categoría  de  positiva  institución,  demuestran 
bien  Claramente  que  en  el  Espado  soberano  de  Santander  no  hai  "  mió  " 
ni  '*  tuvo,'*  mientras  no  se  satisfaga  el  importe  de  una  exacción ;  o  lo 

3ae  es  lo  mismo,  la  propiedad  en  esa  sección  de  la  ünion,  haciéndola 
epender  de  tan  continjentes  circunstancias,  no  tiene  la  s^nificacion 
que  debiera  tener,  i  lo  aue  es  peor  todavía,  en  ocasiones  mui  frecuenties 
puede  vérsele  en  completo  desamparo,  porque  los  acontecimientos  in- 
ciertos con  los  cuales  se  ha  unificado  su  existencia,  no  se  cumplan. 
Ello  es  indispensable  que  suceda,  toda  vez  que,  de  conformidad  con  lo 
estatuido  por  los  seis  incisos  agregados  al  artículo,  ni  es  lícito  rejistrar 
en  las  notarías,  para  que  no  tengan  valor  alguno  legal,  las  escrituras 
justificativas  de  los  contratos,  ni  oir  demanda  sobre  amparo  de  pose- 
sión o  dominioi  o  sobre  frutos,  arrendamientos  ¿c,  ni  entrar  en  pose- 
sión de  herencias  o  legados,  ni  dar  curso  en  los  tribunales  i  juzgados  a 
jestionee  que  versen  sobre  asuntos  civiles  &c.  ¿c. 

Sinembai^o  de  lo  espuesto,  el  artículo  en  referencia  no  se  suspen- 
de» porque  para  ese  efecto  no  ha  sido  posible  reunir  en  el  acuerdo  la 
unanimidad  de  votos  exijida  por  la  Constitución,  con  motivo  de  opinar 
cuatro  de  los  infrascritos  Majistrados,  José  Araújo,  Andrés  Oeron, 
Marcelino  Gutiérrez  A.  i  Bamon  Gtómez,  por  que  la  Ck>rte  se  abstenga 
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de  espedir  un  decreto  de  suspensión  en  el  oaso  que  la  ocupa,  i  por 
abrigar  tuiOy  José  M.  Bójas  Garrido,  el  parecer  opuesto.  Los  primeros, 
aceptando  la  esposicion  del  señor  Procurador,  fundan  su  concepto  en 
<^ae,  j^ngnando  el  mencionado  artículo  con  el  inciso  5.^  de  la  Oonstitu* 
oon,  1  faciendo  parto  de  una  lei  de  fecha  anterior  a  la  suya,  no  hai 
dnda  qae  ^1  percuó  su  fuerza  obligatoria  desde  la  publicación  de  aqué- 
lla, es  decir,  fué  abrogada  por  ella,  i  consiguientemento  hoi  no  puede 
ofrecer  materia  para  ejercitar  la  facultad  d^  suspenderlo,,  como  quiera 
qae  su  ejercicio  presupone,  desde  luego,  eídstiendo  con  vigor  legal 
actos  de  las  Lejislaturas  de  los  Estados  contrarios  a  la  Constitución  i 
lejes  de  la  ünion.  ¿  Oómó  suspender  una  lei  mas  vieja  que  la  Gonsti- 
tadon,  que  en  tal  o  cud  Estado  impusiera  la  pena  de  muerto  ?  ¿Cómo 
aospender  la  que,  en  igualdad  de  circunstancias,  restrinjiese  la  Iwertad 
de  imprenta  o  la  de  espresar  el  pensamiento  de  palabra  o  por  escri- 
to, Ac.  ?  LoB  Majistrados  que  hablan,  piensan  ^ue  en  casos  como  los 
apuntados,  todo  queda  reducido  a  dar  cumplimiento  en  los  Estados, 
por  medio  de  sus  autoridades  respectivas,  a  la  Constitución  i  leyes 
nacionales. 

^  En  cuanto  a  los  artículos  1.^,  2.^  i  3.^  de  la  lei  de  cinco  de  octubre 
p6ximo  pasado,  antes  relacionada,  la  cuestión  cambia  de  aspecto ;  i  ya 
qae  la  Suprema  Corte  federal  los  juzga  inconstitucionales,  ora  por  serlo 
OH  á  las  disposiciones  que  contienen,  i  ora  por  su  caracteristico  enlace 
oon  el  articulo  26  que  se  acaba  de  analizar,  obrando  de  acuerdo  con  lo 
pedido  con  el  señor  Procurador,  los  suspende. 
Dése  al  espediente  el  curso  correspondiente. 

,  José  Araüjo— Andrés  Cebón— Maboelino  Gutiébkrz  A.— ^Ramon 
G^iiEZ— José  MABfA  Bó^jas  Gakbido — Vicente  Fanegas,  Secretario. 


13  señor  Majistrado  doctor  José  María  Bójas  Garrido  votó  en 
estos  términos : 

"El  infrascrito  Majistrado  disiente  del  voto  anterior  de  los  otros 
señores  Majisiarado»,  en  la  parte  i  por  las  razones  que  pasa  a  indicar : 

''Considera  que  aunque  las  leyes  contrarias  a  la  Constitución  sean 
anteriores  a  ella,  i  debieran  considerarse  abrogadas,  cuando  esto  no 
socede  en  un  Estado  i  continúan  ejecutándose  como  si  estuvieran  vi- 
jentes,  la  Corto,  previa  solicitud  constitucional,  como  sucede  en  esto 
caso,  debe  ejercer  la  atribución  de  Suspenderlas,  ya  que  la  respectiva 
Ifejislatura  no  las  ha  derogado,  i  que  Jos  funcionarioe  del  Estado  las 
qecQtfm ;  sin  que  obste  la  consideración  de  que  éstos  deban  ser  res-» 
ponsables  por  su  conducta,  porque  esa  responsabilidad  no  llena  el 
objeto  inmediato  que  se  ha  propuesto  la  Constitución  nacional  al  con- 
fie la  atribución  a  la  Corte,  de  evitar  los  males  que  se  orijinan  de 
b  ejecución  de  leyes  contrarias  a  ella. 

^  Por  otra  parto,  la  lejislacion  de  cada  Estado  es  de  la  esclusiva 
<tompetencia  de  su  Lejislatura,  la  cual  esteblece  trámites  para  espedir 
lejres  i  derogarlas :  si  no  deroga  las  que  sean  contrarias  a  la  Constitu- 
ción nacional,  deben  suspenderse  por  la  Corto  i  anularse  por  el  Sena- 
do. La  idea  de  que  es  a  cada  autoridad  a  quien  corresponde,  en  el 
ejefoieio  de  sus  funciones,  declarar  que  no  es  aplicable  una  leí  a  la 
(constitución,  por  ser  contraria  a  ella,  no  se  opone  a  que  la  Corte  ejerza 
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la  atribadoii  de  fiospe&derla,  poique  esto  mismo  podría  acontecer  con 
una  leí  posterior  a  la  Constitacion,  que,  por  ser  eTÍaentemente  contraria 
a  ella,  las  autoridades  de  un  Estado  prescindieran  de  cumplirla,  sinam« 
bargo  de  lo  cual,  la  Corte  ejercería  su  atribución  correspondiente. 

"  El  Majistrado  que  habla  comprende  que  contra  las  leyes  de  loa 
Estados,  contrarias  ala  Oonstitucion  nacional,  anteriores  o  posteriorea 
a  ella,  fuera  de  los  casos  especiales  de  la  aplicación  que  de  ellas  bagan 
los  respectivos  f  ancionarios,  lo  cual  no  euTuelve  su  abrogación,  no  que- 
da mas  recurso  que  la  espresa  derogatoria  por  la  Lejislatura  del  Estado 
o  la  suspensión  de  la  Corte  i  la  nulidad  del  Senado. 

'^  Fuera  de  estos  recursos,  únicos  establecidos  por  la  Constitucío]i« 
^  principio  de  que  deben  considerarse  derogadas  las  leyes  anteriores 
a  la  Constitución,  por  opuestas  a  ella,  podria  suscitar  unacontroyersia 
entre  el  Gobierno  leueral,  que  las  creyera  contri^ías,  i  por  consiguiente 
derogadas,  i  el  Gobierno  del  Estado,  que  las  jugara  compatibles  con 
dicba  Constitución,  i  en  su  consecuencia  TÍientes. 

^^  En  esta  controyersia,  la  Corte  es  la  única  autoridad  constitudio- 
nal  que  decide  si  deben  o  nó  suspenderse,  i  el  Senado,  si  deben  o  nd 
anularse. 

'^  Por  estas  razones,  el  infrascrito  opina  que  debe  suspenderse  la 
lei  de  que  se  trata,  en  cuanto  es  contrana  a  la  Constitución  naoionaL" 

José  Abaüjo— Ahdbss  Cebón— Josfi  M.  ííójab  Oabbido— Mabob» 
UNO  GunÉBBBZ  A.— Bakon  Qómez—  Vícenie  Vamgaa^  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Nadon.— QuuANO —  VanégaSy  Becretario. 

Es  copia— Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  febre- 
ro cuatro  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cmco. 

Vioente  Vanégas. 


ImFOBME  BB  tk  COIOSION  PEL  SXKABO. 

Ora<ladanoB  Senadores- 

Los  infrascritos,  miembros  de  la  comiskm  nombrada  para  infor- 
maros sobre  la  nulidad  de  k»  actos  de  las  Asambleas  Lejislativas  da 
los  Estados,  que  han,  sido  suspendidos  por  la  Suprema  Corte  f ederaJ^ 
hemos  ea&aminado  el  espediente  fc*rmado  con  motivo  de  la  solicitad  ele- 
yada  a  aquel  Supremo  Tribunal  por  yarios  yeoinos  del  distrito  de  Qn* 
zaga,  del  Estado  soberano  de  Santander,  pidiendo  la  suspensión  de  loa 
ai^ículos  26  de  la  lei  de  21  de  Siembre  oe  1859  sobre  impuesto,  i  l.o, 
2.°  i  3.^  de  la  de  6  de  octubre  de  186é»  aclarando  i  determinando  loa 
efectos  del  referido  articulo  26,  i  pasamos  a  daros  el  sigjuiente  infcarme : 

La  Suprema  Corte  considero,  en  28  de  enero  ^tímo,  la  solicitud 
eepresada,  i,  hallándola  estrictaniente  justa,  dedard  que  todos  sus 
miembros  estaban  de  acuerdo  en  que  la  disposición  que  encama  el^ 
ar^ulo  26,  objeto  del  récliuno,  es  d^  todo  punto^  íncompatíblie  courki 
contenida  en  d  inciso  6.^,  articulo  16  de  la  Constitución. 

Sinembaigo,  fojudada  en  razones  de  incontestable  fuerza,  i  de. 
aoii^o  con  la  c^iaion  del  señor  Frocuradior  nacional,  resolyid»  pcNc  el 
yolo  de  cuatro  de  sus  miembros^  abstenerse  de  ejercer»  respecto  del 
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irtícolo  26|  la  atribución  de  snsf^nder  que  le  da  el  72  de  la  Constitu* 
don,  por  cnanto  a  qne  es  de  una  leí  'de  fecha  anterior  a  ésta,  i  por  lo 
mismo  ha  quedado  abrogado  e  insusceptible  de  ser  suspendido  i 
aimlado. 

Bespeoto  de  los  artículos  I.*',  2.^  i  3.^  de  la  lei  de  5  de  octubre  de 
1861^  que,  como  aclaratorios  i  determinantes  de  los  efectos  del  artículo 
26  dtaao,  se  hallan  en  oposición  también  con  el  inciso  5.^',  artículo  16 
de  la  Constitución,  la  Oorte  resolvió  por  xmanimidad  suspenderlos. 

Al  leer  la  resolución  de  la  Suprema  Oorte  sobre  el  reclamo  en 
eaestion,  publicada  en  el  "  Diario  Oficial "  numero  253,  cuyos  funda- 
meatos  creemos  innecesario  reproducir  aquí,  fácilmente  se  comprende 
que  los  artículos  reclamados  no  solo  pugnan  con  la  Oonstitucion  na* 
eional,  sino  con  el  buen  sentido  de  un  pueblo  esencialmente  libre  como 
d  de  Santander.  Tales  disposiciones  atacan  de  lleno  el  principio  del 
nspeto  por  la  propiedad,  sm  el  cual  no  es  concebible  la  existencia  de 
ima  sociedad  racionalmente  constituida,  ni  el  desarrollo  moral  i  mate* 
lial  del  país. 

Si  en  Santander  se  jus^ó  en  1859  que  le  era  potestativo  a  su  Gor 
Uono  establecer  como  base  de  reconocimiento  i  garantía  de  la  pro- 
piedad, i  como  condición  indi£^ensable  de  la  existencia  de  ésta,  el  pago 
oe  mía  cuota  con  que  ella  misma  se  contribuyera  j^ara  los  gastos 
PÚUieos,  hoi  aquel  Gobierno  tíené  que  calcar  sus  instituciones  sobre 
jas  bases  de  asociación  con  los  demás  Estados,  que,  por  mutuo  acuerdo 
i  OQQjaentimiento,  establecieron  en  Bionegro  en^  1863,  según  las  cuales 
8e  lecoQoce  i  garantiza  la  propiedad  de  los  asociados,  sin  otras  restric* 
dones  que  las  que  determma  el  inciso  5.^  del  artículo  16  tantas  veces 
nendonado. 

'Convencidos,  pues,  de  (jue  la  Suprema  Oorte  ha  dictado  una  reso- 
Indon  de  incontrovertible  justicia  i  legalidad  en  el  negocio  de  que  nos 
oenpamos,  os  proponemos  resolváis  lo  simiente : 

1.^  £1  Senado  considera  que  no  es  Uegado  el  caso  de  ejercer  la 
rtnbncion  5.^  del  artículo  61  de  lá  Oonstitucion  respecto  del  articulo 
26  de  la  lei  del  Estado  de  Santander,  de  21  de  diciembre  de  1859,  sobre 
impuesto,  poroue  tal  disposición,  anterior  a  la  Oonstitucion,  ha  sido 
fttxrogada  por  ésta. 

2.^  Dedáranse  nulos  i  de  ningún  valor  i  efecto  los  artículos  1.^, 
2.°  i  3.^  de  la  lei  del  Estado  de  Santander,  de  6  de  octubre  de  1864, 
^t^urando  1  determinando  los  efectos  del  artículo  26  de  la  lei  de  21  de 
dieiembre  de  1859,  sobre  impuesto,  por  ser  contrarios  al  inciso  5.^  ar- 
ttenlo  15  de  la  Oonstitucion  nacional 

Bogotá,  febrero  23  dé  1866. 

Ctudadanos  Senadores. 

IfABCO  A.  ESTBADA— GUILUEBMO  P£BEXSU— TSCDOIOBO  LUNO~ 
FraIK&DBOO  J.  ZiALDÜA— SaIíTOS  GimÉBBEZ. 
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IX. 


lICIilDAD  del  artículo  S.«  de  la  leí  del  Cstado  soberano  de 
Antloqnla,  de  Ift  de  Innio  de  1§64,  qne  arregló proTlsorlamente 

el  Crobiemo  del  JEttado. 


AgüEBDO  DB  la  SXTFBElCá  CoBTE. 

Corte  Suprema  federal—Bogotá,  agosto  yeinticuatro  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro. 

El  dadadano  C.  A.  Echererri,  en  nso  del  derecho  (jue  el  artículo 
72  de  la  Constitución  politica  de  ocho  de  mayo  de  mil  ochocientos 
sesenta  i  tres  confiere  a  cualquier  ciudadano  para  pedir  la  suspensión 
de  los  actos  lejislatiyos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  ha  ocurrido 
ante  la  Corte  solicitando  la  suspensión  de  la  lei  que  la  Asamblea  Cons* 
títuyente  del  Estado  soberano  de  Antioquia  espidió  en  quince  de  junio 
próximo  pasado,  en  la  parte  que  ordena  que  contintien  vijent^  los 
actos  del  Gbbiemo  proTisorio  que,  sobre  asuntos  de  la  competencia  de 
la  Lejvdatura,  haya  espedido  .desde  el  diez  de  enero  loltimo  hasta  la 
fecha,  i  estén  hoi  en  ol¿eryancia. 

La  Corte  ha  dado  -vista  al  señor  procurador  de  la  anterior  solici- 
tud i  de  los  adjuntos  documentos,  i  en  su  respuesta  de  diez  del  corrien- 
te ha  coadyuvado  el  pedimento  de  EchoYem,  i  ha  enxunerado  los  actos 
ane  en  su  concepto  deben  reputfurse  como  contrarios  a  la  Constítudon 
e  la  ünion.  Con  este  hecho,  el  señor  Procurador  ha  ejercido  el  deber 
aue  tiene  de  pjpmover  que  se  suspenda  la  ejecución  de  a<]^uellos  actos 
e  la  Asamblea  de  Antioquia  que,  en  su  concepto,  ha  estmiado  (?omo 
oontrarios  a  la  mencionada  Constitución.  , 

Por  el  artículo  2.^  de  la  referida  lei,  la  Asamblea  no  solo  ordenó 
que  continuaran  observándose  en  el  Estado  la  Constitución  i  las  leyes 
que  hoi  están  vijentes,  sino  también  los  actos  del  Gobierno  provisorio 
que,  sobre  asuntos  de  la  competenda  de  la  Lejislatura,  hubiera  espe- 
oido  desde  diez  de  enero  hasta  quince  de  junio  del  corriente  año.  Uou 
semejante  disposición  han  venido  a  tener  fuerza  de  Id  los  actos  del 
Gobierno  provisorio,  i,  por  consiguiente,  están  sujetos  a  estar  sus- 
pendidos. 

Para  verificar  hasta  qué  punto  los  espresados  actos,  señalados  por 
Echeverri  i  el  señor  Procurador,  son  contrarios  a  la  Constitución  po- 
lítica, la  Corte  contraerá  su  atendon  a  aquellos  que,  no  dendo  de  nu 
carácter  puramente  del  Estado,  se  háUen  &x  pugna  con  las  disposicio- 
nes constitucionales  de  la  Union. 

Entre  ios  deberes  de  los  Estados  se  encuentra  d  de  organizarse 
conforme  a  los  principios  del  gobierno  popular,  i  es  base  esencial  e 
invariable  de  la  Union  el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del 
Gobierno  jeneral  i  de  los  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales 
de  todos  los  colombianos. 

La  Asamblea  del  Estado  de  Antioquia  ha  reconocido  la  necesidad 
de  proveer  a  la  observancia  i  seguridad  de  estos  principios  constitu- 
cionales con  el  hecho  de  haber  espedido  el  artículo  2.^  de  la  lei  de 
quince  de  junio.  La  Asamblea  ha  estatuido  que,  mientras  se  espiden 
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la Consiitacion  i  las  leyes  qae  deben  rejir  en  los  negocios  del  Estado, 
continaaián  observándose  las  que  hoi  están  vijentes.  La  Corte  entien« 
de  qae  estas  disposiciones  no  pueden  ser  otras  que  las  qae  rqjian  en  el 
Estado  antes  de  los  lamentables  sucesos  de  diciembre  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  i  tres.  Por  estas  disposiciones  es  ^seguro  que  quedó  sentada 
la  base  esencial  e  invariable  de  la  ünion  entre  los  Estados,  a  saber : 
la  qae  reconoce  i  garantiza  los  derechos  individuales  de  los  colombia- 
nos. Skuese,  pues,  que  de  aquellos  actos,  que  por  dicho  artículo  2.^  se 
bao  declarado  vijentes,  solo  lo  estarán  los  que  no  sean  contrarios  a  la 
Constitución  i  leves  de  la  Union. 

El  decreto  del  Gobernador  provisorio,  de  doce  de  enero,  contiene, 
CQ  sa  artículo  1.^,  la  prevención  de  que  ninguna  persona  podi^  viajar 
en  el  Estado  ni  salir  de  ál  sin  pasaporte.  Las  demás  disposiciones  son 
relativas  a  la  ejecución  de  aquel  precepto.  Desde  el  establecimiento 
de  la  paz  pública  en  el  Estado,  debieron  desaparecer  todas  a€[uellas 
niedidig»  que  se  resintieran  de  los  tiemj^s  de  trastorno  i  violencia,  que 
son  inseparables  de  todo  cambio  político  que  se  efectúa  por  medio  de 
la  faena.  Una  de  esas  medidas  fué  la  de  coartar  la  libertad  de  viajar, 
imponiendo  la  necesidad  de  pasaporte,  la  que,  bajo  el  imperio  de  la 
paz,  es  incompatible  con  el  derecho  establjBcido  en  el  caso  8.^,  artículo 
15  de  la  Constitución  política. 

Ademas  de  la  contrariedad  que  resultaría  de  estar  rijiendo  en  el 
Estado  de  Antioquia  la  Constitución  i  las  leyes  que  hoi  están  vijentes, 
a  la  vez  que  el  decreto  de  trece  de  enero  último,  por  el  que  se  mandó 
ooe continuarían  suspendidas  las  garantías  individuales,  chocaría  esta 
disposición  contra  lo  definido  en  el  artículo  15  de  la  Constitución 
política,  que  es  el  pleno  reconocimiento  i  segurídad  de  esas  mismas 
garantías.^ 

En  seis  de  mayo  último  el  Gobernador  provisorío  declaró  estar 
restablecido  el  orden  público  en  el  Estado.  Con  todo,  el  mismo  Gobier« 
no  ge  reservó  el  derecho  de  suspender  las  garantías  individuales,  en 
caso  de  turbación  del  orden  interior  o  de  invasión  esteríor  contra  el 
Estado.  Esta  reservación  se  la  hacia  en  el  concepto  de  estar  vijente  el 
artículo  104  de  la  Constitución,  según  el  decreto  adicional  de  trece  de 
enero  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuako,  arreglando  provisionalmente 
A  Gobierno  del  Estado.  Pero  como  no  seria  posible  admitir  la  vijen- 
da  de  dicho  artículo,  ni  la  reserva  que  hizo  el  Gobierno  de  una  potes- 
tad que  de  un  golpe  daría  j^r  tierra  con  los  derechos  que  consagra  el 
artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  es  incontestable  que  el  pará- 
grafo único  del  artículo  2.°  de  dicho  decreto  de  seis  de  mayo,  es  con- 
trario a  la  Constitución. 

El  decreto  espedido  por  el  Gobernador  provisorío  en  doce  de 
enero,  sobre  fianzas,  es  contrarío  a  la  libertad  mdividual,  a  la  segurí- 
dad personal  i  a  la  igualdad,  que  rechaza  la  imposición  de  obligaciones 
especiales  sobre  determinados  individuos,  que  los  hace  de  peor  condi- 
ción que  el  resto  de  los  ciudadanos :  artículo  15^  de  la  Constitución 
política. 

Por  este  mismo  artículo  se  reconoce  la  Ubertad  de  tener  armas  i 
moniciones  i  la  de  hacer  el  comercio  de  ellas  en  tiempo  de  paz.  Es 
constante  que  en  el  Estado  de  Antioquia  se  goza  al  presente  de  este 
beneficio.  No  obstante,  por  el  sentido  de  la  lei  de  16  de  junio,  de  que 
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viene  oeapándose  la  Oortey  sejiria  en  dieho  Estado  el  artíoalo  3.^  del 
decreto  del  Gk)biemo  provisorio,  de  trece  de  enero,  que  prescribe  qne 
todo  individuo  que  tenga  en  su  poder  alguna  o  algunas  armas  propias 
para  la  guerra,  se  le  precisa  a  ponerlas  en  manos  de  la  autoridad  por 
via  de  deposito.  Ya  se  ve,  pues,  que  la  vijencia  de  esta  prevención  no 
es  compatible  con  la  refenaa  garantía  constitucionaL 

En  diez  i  nueve  de  energ  espidió  el  Gbbemador  provisorio  el  de- 
creto distribuyendo  un  empréstito  forzoso  de  doscientos  mil  pesos 
(1 200,000).  Este  acto  fué  adicionado  por  el  de  veintinueve  de  dicho 
mes.  En  ocho  de  abril  el  mismo  funcionario  ordei^ó  la  distribución  de 
otro  empréstito  forzoso  por  igual  cantidad.  En  seis  de  mayo  siguiente, 
este  empréstito  se  redujo  a  la  mitad  del  decretado  en  ocho  de  abrfl. 
Para  la  cumplida  ejecución  de  estas  providencias  se  espidieron  las  cir- 
culares de  primero,  siete,  diez  i  diez  i  ocho  de  mayo  i  la  de  veintitrés 
de  junio.  Todos  estos  actos  han  BÍdo  sometidos  a  La  consideración  de 
la  Corte^  para  que  acuerde  la  suspensión  de  ellos,  como  contrarios  a  lík 
Constitución  nacional.  Dichos  actos  han  sido  tachados  de  arbitrarios 
i  violentos,  oemo  que  conculcan  la  propiedad,  la  seguridad  i  la  igual- 
dad personal. 

Oon  la  idea  de  correjir  la  injusticia  que  se  dice  cometida  con  ha- 
ber hecho  recaer  las  contribuciones  i  espropiaciones  anteriores  sobre 
ciertos  individuos,  con  esclusion  de  otros,  se  decretó  el  empréstito  de 
diez  i  nueve  de  enero.  En  este  acto  es  notable  la  disposición  fincd  del 
artículo  6.^,  que  prescribe  que  '^  el  prestamista  será  reducido  a  prisión 
i  <}uedará  sujeto  a  los  apremios  discrecionales  que  imponga  el  Poder 
Ejecutivo.''  JPor  ei  artículo  7.^  se  previene  ^ue  los  gastos  de  la  guerra, 
en  caso  de  perturbación  del  orden  e  invasión,  se  harán  única  i  esdusi- 
vamente  de  las  propiedades  de  los  desafectos  al  actual  Gobierno.  En  él 
decreto  de  8  de  abril,  artículo  6.^,  se  dejó  al  arbitrio  de  la  Junta  de^ 

Í)artamental  la  distribución  del  empréstito  ^lentre  los  pudientes  de  todos 
os  partidos  políticos,  o  aób  entre  los  desafectos  al  Gk>biemo."  La  mis- 
ma desigualdad  predomina  en  los  artículos  1.%  11, 12|  16  i  18  de  aquel 
decreto.  Portel  artículo  4.<>  del  decreto  de  seis  de  mayo  ya  citado,  se 
dispone  que,  hasta  que  la  ABamblea  Constituyente  organice  el  Estado  i 
cree  los  arbitrios  rentísticos  necesarios,  secontinuar£i  haciendo  efec- 
tivos los  derechos  establecidos  por  decretos  del  Gobierno  provisorio. 

Todos  los  actos  que  quedan  mencionados  fueron  espedidos  según 
lo  aconsejaban  las  necesidades  del  momento  i  bajo  los  dictados  de  un 
gobierno  establecido  provisoriamente  para  dar  dirección  i  consistencia 
a  los  hechos  que  venian  cumpliéndose  por  obra  de  una  revolución  a 
mano  armada.  Los  espresados  actos,  como  queda  demostrado,  vulne- 
raban los  derechos  i  garantías  que  la  Constitución  política  tiene  esta- 
blecidos  como  bases  esenciales  de  la  Union  entre  los  Estados.  Pero 
restablecido  el  orden  i  hallándose  el  Estado  de  Antioquia  sujeto  al 
réjimen  jeneral  de  la  Constitución  política  de  la  Nación,  es  indispen- 
sable que  todo  acto  de  la  revolución,  en  aquella  parte,  que  de  algún 
modo  conculque  los  derechos  i  garantías  de  los  ciudadanos,  quede  sin 
efecto  a^uno. 

La  Corte  se  abstiene  de  tomar  en  consideración  lo  que  el  señor 
Procurador  pide  sobre  que  se  suspendan  los  actos  del  Gobierno  pro- 
visorio de  Ajitioquia,  de  doce  i  quince  de  en^ro,  por  los  qae  se  prooe- 
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d¡6  a  levocar  el  nombramiento  de  Senadores  i  Bepresentantes  al  Con- 
greso de  la  ünion,  i  a  la  elección  de  otros  individuos  para  los  mismos 
oficaigos. 

I^  Corte  comprende  que  la  potestad  que  tiene  para  suspender  los 
icios  lejislativos  de  los  Estados,  no  se  estiende  a  un  caso  especial  como 
el  presente,  en  que,  por  tratarse  de  la  variación  del  personal  que  re« 
presente  el  Estado  i  i)ueblo  de  Antioquia  en  el  Congreso,  se  refiere 
QDicamente  al  ejercicio  de  una  atribución  esclusiva  de  las  Cámaras, 
CQal  es  la  de  calificar  a  sus  propios  miembros. 

En  atención  a  las  razones  que  ha  aducido  ^ertadamente  el  señor 
Proeorador  jeneral,  la  Corte  acuerda  suspender  la  parte  del  artículo  2.^ 
de  la  lei  que  en  quince  de  junio  último  espidió  la  Asamblea  Constitu-* 
jente  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  en  la  que  espresa  que  conti- 
noarán  observándose  los  actos  del  Gobierno  provisorio  que,  sobre 
ttontos  de  la  competencia  de  la  Lejislatura,  baya  espedido  desde  el 
dies  de  enero  último.  Esta  suspensión  se  entenderá  respecto  de  los 
aetos  qae  en  esto  acuerdo  quedan  espresa  i  nominalmente  citados,  i  a; 
lo6  cuales,  tanto  el  Procurador  jeneral  como  C.  A.  Echeverri,  han  con* 
tnddo  BUS  respectivas  solicitudes  sobre  suspensión  de  dicha  lei,  en 
'  cnanto  afecta  a  los  actos  indicados. 

Dése  cuenta  de  esto  acuerdo  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  co- 
moníqnese  al  señor  Secretario  de  lo  Interior  i  Belaciones  Esteriores, 
i  también  a  C  A.  Echeverri. 

I  como  el  mismo  Echeverri  ha  espresado  en  su  solicitud  que  en  el 
btado  soberano  de  Antioquia  no  ha  sido  publicada  la  lei  sobre  ins- 
pección de  cnltos,  sobre  la  cual  el  señor  Procurador  pide  que  se  com* 
INibe  lo  conducente,  i  que  se  proceda  por  la  autoridaa  judicial  respec- 
tiva a  la  avjeriguacíon  del  hecno ;  la  Cforte  acuerda  que  se  tome  copia 
de  lo  conexionado  con  aquel  punto,  para  proveer  por  separado. 

José  Aba^jo— Andbes  Cerón— Maeceiino  GxmÉBBEz  A. — José 
)L  B6JAS  Gabbido  — Safael  E.  Santander—  Vioente  VanegaSy  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federaL 
Bogotá,  agosto  26  de  1864 —  Vicente  Vanégas^  Secretario. 

ÜnrOBME  DE  LA  COHISION  DEL  SeNADO. 

Señores  del  Senado. 

Vuestra  comisión  de  revisión  de  actos  lejislativos  de  los  Estados 
tiene  el  honor  de  informaros : 

Con  fecha  14  de  julio  último  elevó  el  señor  Camilo  A«  Echeverri  á 
la  Suprema  Corte  federal  un  memorial  documentado,  solicitando  la 
aupension  del  artículo  2.°  de  una  lei  espedida  por  la  Asamblea  Cons- 
tiiayento  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  en  16  de  junio  del  ano 

Sóximo  pasado,  en  la  parte  que  ordena  la  vijencia  de  todos  los  actos 
1  Gobierno  provisorio  de  aquel  Estado,  desde  el  10  de  enero  de  1864 
hasta  el  citado  15  de  junio  del  mismo  año. 

El  señor  Procurador  de  la  Nación,  conceptuando  que  por  el  artí^ 
coló  2.^  de  la  citada  lei  se  atropellaban  efectivamente  las  garantías  i 
doeehoB  que  a  todo  colombiano  garantiza  el  artículo  15  de  la  Consti- 
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tttcion,  cuadyavó  enérjicamente  la  petición  de  Echeyerri,  i  en  conse- 
caencia  enumeró  clara  i  prolijamente  los  actos  del  Gobierno  provisorio 
cuya  ejecución  debería  suspender  la  Corte  en  uso  de  la  atribución  que 
le  connere  el  artículo  72  de  la  Constitución. 

Aquel  Supremo  Tribunal,  considerando  estrictamente  la  petición 
del  señor  Echeyerri,  reforzada  por  el  concepto  luminoso  del  señor  Pro- 
curador, dictó  una  providencia  en  24  de  agosto  de  1864,  caya  parte 
resolutiva  es  textualmente  como  sigue : 

''En  atención  a  las  razones  que  ha  aducido  acertadamente  el  señor 
Procurador  jeneral,  la  Corte  acuerda  suspenderla  parte  del  artículo  2.^ 
de  1^  leí  que  en  15  de  junio  último  espidi<5  la  Asamblea  Constituyente 
del  Estaao  soberano  de  ^tioquia,  en  lo  que  espresa  que  continuarian 
observándose  los  actos  del  Gobierno  provisorio  que,  sobre  asuntos  de  la 
competencia  de  la  Lejislatura,  haya  espedido  d!esde  el  10  de  enero  ul- 
timo. Esta  suspensión  se  entenderá  respecto  de  los  actos  que  en  este 
acuerdo  quedan  espresa  i  nominalmente  citados  i  a  los  cuales,  tanto  el 
Procarador  jeneral  como  C.  A.  Echeverri,  han  contraído  sus  respecti- 
vas solicitudes  sobre  suspensión  de  dicha  leí,  en  cuanto  afecta  a  los 
actos  indicados." 

Tal  es,  señores  Senadores,  la  historia  breve  i  compendiosa  de  este 
asunto. 

La  comisión  conoce  bien  cuan  delicada  i  tremenda  es  la  facultad 

Jue  la  leí  fundamental  confiere  al  Senado  en  negocios  de  la  naturaleza 
el  presente.  La  soberanía  de  los  Estados,  solemnemente  consagrada 
en  nuestras  instituciones,  vendrá  a  ser  completamente  ilusoria,  si  un 
juicio  ilustrado  i  recto  no  impera  siempre  en  este  cuerpo  augusto.  Por 
eso  importa  en  gran  manera  que  el  Senado,  al  ejercer  tamañflT atribu- 
ción, proceda  con  toda  la  cordura  i  madurez,  con  todo  el  patriotismo 
que  requiere  la  gravedad  i  la  importancia  del  asunto. 

£1  caso  presente  es,  por  fortuna,  bien  sencillo,  i  poco  esfuerzo  es 
menester  para  que  cada  uno  de  vosotros  se  haga  cargo  de  él  perfec- 
tamente. 

El  Gobierno  que  surjió  en  Antioquia  mediante  la  revolución  que 
estalló  en  7  de  diciembre  de  1863  i  terminó  en  4  de  enero  de  1864, 
dictó  varias  providencias  notoriamente  opuestas  al  espíritu  i  letra  de 
la  Constitución  federal,  providencias  fuertes,  violentas  i  solamente 
disculpables  por  lo  escepcional  de  aquella  situación  i  la  recrudescencia 
de  pasiones  que  ésta  enjendró. 

Pero  en  el  acto  mismo  que  esa  situación  cesó  ;  en  el  acto  mismo 
que  entró  el  Estado  en  el  carril  constitucional ;  en  el  acto  mismo  que 
se  dio  por  fenecida  la  revolución  i  se  reanudaron  las  relaciones  de 
aquel  Estado  con  los  demás  de  la  Bepublica  i  con  el  Gobierno  jeneral, 
han  debido  caducar  todos  aquellos  actos  del  Gobierno  provisorio  que, 
de  cualquier  modo  i  baio  cualquiera  forma,  venían  a  turbar  al  ciuda- 
dano en  el  pleno  goce  de  las  garantías  que  le  otorga  la  ConstitucioD,  i 
l^e  los  derechoi^  naturales  inherentes  a  todo  ente  racional,  cualquiera 
que  sea  la  sociedad  en  que  viva  i  cualquiera  que  sea  el  Gobierno  que 
lo  ampare. 

El  imperio  de  la  fuerza  había  pasado,  i  empezaba  o  debía  empe- 
gar el  de  la  leí. 

Por  desgracia  no  fué  así.  La  Asamblea  Constituyente,  el  mismo 
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día  de  eu  mstalacion  i  pretennitiendo  las  fórmalas  reglamentarias,  es* 
pidió  tma  leí  en  cuyo  artículo  2.^  se  ordena  la  vijencia  de  los  actos  del 
I  Gobierno  proYÍsorio  que,  sobre  asuntos  de  la  competencia  de  la  Lejis- 
ktora,  haya  espedido  desde  el  10  de  enero  de  1864  hasta  la  fecha  de 
la  citada  leí. 

De  forma  que  por  aquella  leí  ce  ordenaba : 

L°  Viajar  con  pasaporte.  (Decreto  de  12  de  enero) ; 

2.^  Suspender  las  garantías  individuales,  al  tenor  del  decreto  de 
15  del  mismo  mes ; 

3.°  Otorgar  fianzas  de  buena  conducta.  (Decreto  de  12  del  mis- 
mo mes) ; 

4.^  La  presentación  de  armas  a  las  autoridades.  (Decreto  de  13 
del  mismo  mes) ; 
f  6.<»  La  revocatoria  de  los  nombramientos  hechos  para  Senadores 

i  Bepresentantes  al  Congreso  federal,  i  el  nombramiento  de  otros^ 
Pecretos  de  12  i  15  del  mismo) ; 

6.°  Eepartir  un  empréstito  forzoso  entre  determinados  individuos 
solamente.  (Decreto  de  19  del  mismo) ; 

7.^  Bepartir  otro  empréstito  forzoso,  sin  mas  regla  que  la  voluntad 
:      de  las  juntas  repartidoras.  (Decreto  de  8  de  abril) ; 

8.  Enajenar  en  i)ública  subasta  los  bienes  de  los  que  resistieron 
al  pago  de  los  empréstitos  mencionados.  (Oircnlar  número  30,  fecha  1.^ 
de  majo). 

Estos  i  otros  actos  ampliatorios  i  concordantes  con  ellos,  eran  los 

Se  deberian  quedar  con  fuerza  de  lei  con  arreglo  al  mandato  de  la 
iistitujente. 
Laitomision  teme  ofender  el  simple  buen  sentido  de  todos  i  cada 
uno  de  vosotros  al  demostraros  lo  atentatorio  de  aquellos  actos,  i  lo 
contrario  que  ellos  son  al  precepto  claro  i  terminante  de  la  Constitución 
en  su  articulo  15.  Hai  cosas  que  con  enunciarlas  quedan  demostradas. 
¿Qmén,  por  ejemplo,  podria  dudar  que  el  mismo  decreto  de  10  de 
enero,  en  que  el  señor  JDcrrío  asume  la  plenitud  del  poder,  es  una  vio- 
lación flagrante  del  inciso  1.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución,  en 
cnja  virtud  el  Gobierno  de  cada  Estado  debe  ser  popular,  electivo, 
alternativo  i  responsable  ? 

Así  que,  es  de  todo  punto  incuestionable  que  tales  actos  están 
foera  de  la  lei  fundamental,  i  que  la  Corte  federal,  al  suspender  su  eje- 
eacion,  ha  cuniplido  con  su  deber  estrictamente. 

Puédese  akgar  quizá,  que  cuando  se  espidió  la  lei  de  que  venimos 
tratando,  ya  no  se  hallaban  en  observancia  varios  de  los  actos  mencio- 
nados. Eso  es  verdad,  pero  también  lo  es  que  no  lo  estaban  por  la 
^luntad  del  Gobernador  provisorio,  pudiendo  éste  ponerlos  en  vigor  ad 
VbUum^  porque  a  ello  lo  autorizaba  la  precitada  lei,  que  reconocía  la 
Yijencia  de  tales  disposiciones.  I  habia  sobrado  fundamento  para  temer 
pe  el  Gobernador  procediera  en  tal  sentido ;  pues  a  la  sazón  en  que  se 
uó  la  lei  de  15  de  junio,  se  ocupaba  nada  menos  que  en  hacer  efectivo 
tm  empréstito  cuantioso,  dictando  para  ello  fuertes  providencias  viola- 
toñas  evidentemente  de  las  garantías  del  ciudadano.  Si  éstas  eran  de 
.im  modo  atropelladas,  razón  hábia  para  temer  que  lo  fueran  también 
de  muchos  modos,  i  que  lo  fueran,  no  por  el  capricho  del  gobernante, 
sino  por  ministerio  de  la  lei. 
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También  puede  objetarse  qae  tanto  la  lei  en  caestion  como  los  actos 
del  Gk>bierno  provisorio  que  ella  ponia  en  vigor,  quedaron  abrogados  por 
la  Constitución  espedida  en  Medellin  con  fecha  13  de  agosto  ultimo,  i 
que,  por  lo  tanto,  no  hai  materia  para  que  el  Senado  ejerza  la  atribución 
que  le  confiere  el  inciso  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución. 

Esta  argumentación  seria  de  mucha  fuerza,  si  la  miopía  Constitu- 
ción antioqueña  no  dispusiera  en  su  artículo  104  lo  que  sigue  :  "  Se 
declaran  vijentes  las  leyes,  ordenanzas  i  actos 'de  carácter  lejislatívo 
que  hoi  están  en  observancia  mientras  no  se  reformen  o  deroguen  por 
la  Asamblea  constituyente  o  por  la  Lejialatura." 

Se  ve,  pues,  que  no  se  usó  siquiera  de  la  fórmula  acostumbrada 
de  derogar  todo  lo  que  fuera  contrario  a  dicha  Constitución,  señalando 
espresamente  la  mayor  parte  de  los  actos  del  Gbbiemo  provisorio. 
Cualquiera  autoridad  puede  hoi  en  Antíoquia  cumplir  o  hacer  cumplir 
alguno  o  algunos  de  aq^uellos  actos,  apoyándose  en  el  citado  artículo 
que  les  da  fuerza  de  leí,  mientras  no  se  reformen  o  deroguen  por  la  Asam- 
otea  Constituyente  o  por  la  Lgislatura,, 

Pero  diráse  aún  que  los  actos  en  cuestión  han  quedado  virtual- 
mente  derogados  por  la  citada  Constitución,  aunque  ella  no  lo  dispone 
clara  i  espresamente.  Así  seria  si  en  su  artíoulo  penúltimo  ya  citado 
no  mandara  ella  clara  i  espresamente  lo  contrario. 

El  asxmto  es,  por  lo  menos,  dudoso,  i  siéndolo,  es  el  caso  de  que 
el  Senado  cumpla  con  el  debei^  que  la  Constitución  le  impone.  Solven- 
tar dudas,  demarcar  neta  i  claramente  la  esfera  constitucional  dentro 
de  la  cual  debe  i  puede  moverse  cada  Estado,  es  cabalmente  la  facul- 
tad preciosa  i  delicada  que  el  supremo  lejislador  constituyente  quiso 
aelegar  a  este  cuerpo.  ^ 

l^ingun  Estado  que  haya  espedido  una  lei  violatoria  de  la  Consti- 
tución federal  se  apresura  a  confesar  que  no  ha  tenido  razón.  Al  con- 
trario, cree  tenerla  por  el  solo  hecho  de  espedir  la  lei.  Es  preciso  (jua 
un  poíder  regulador,  de  un  orden  mas  elevado,  venga  a  fallar  en  última 
instancia  la  contienda.  Hé  aquí  lo  que  el  Senado  debe  hacer  en  el  pre- 
sente caso. 

Apoyado  en  tales  consideraciones,  vuestra  comisión  es  de  concep- 
to que  debéis  aprobar  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulo  i  de  ningún  valor  ni 
efecto  el  artículo  2.^  de  la  lei  de  15  de  junio  de  1864,  espedida  por  la 
Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  arre^ando 
provisoriamente  el  Gobierno  del  Estado.  La  nulidad  se  entiende  en  la 
parte  en  que  el  precitado  artículo  concede  fuerza  de  lei  a  los  actos  del 
Gobierno  provisorio,  espedidos  desde  el  10  de  enero  de  1864  hasta  el 
15  de  junio  del  mismo  año,  i  los  cuales  *  actos  son  los  misipos  que  ha 
determinado  el  señor  IVocurador  de  la  Nación  en  su  coQcepto  de  10 
de  agosto  último,  relativo  a  este  asunto,  que  suspendió  la  Suprema 
Corte  federal  por  acuerdo  dictado  con  fecha  24  de  agosto  del  año  próxi- 
mo pasado. 

Devuélvase  este  espediente  a  la  Secretaría  de  la  Corte  para  que  se 
archive  allí. 

Señores  Senadores.  —  Bogotá,  marzo  3  de  1866. 

S.  GtmÉBBfiZ--FBANGIS0O  J.    ZaIíD^A— GUILLERMO  PEBEIBA— Teo^ 

noMiBO  Llano — B.  Cobbeoso. 
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n  §eaaéo  M  alMllene  de  hacer  uto  de  su  atribaolon  comtita* 
ei«Bal  respecto  de  la  lei  del  Estado  de  BoKvar,  de  11  de  febrero 
4t  1869,  derogatoria  de  la  de  I.*"  de  diciembre  de  1§57  i  92  de 
febrero  de  1§60,  sobre  derecbos  de  consamo  de  varios  electos. 


AOUBBDO  DE  lA  SUFBEICA  ^CoBTE. 

Corte  Snprema  federal— Bogotá,  enero  veintiocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Yisios  —  Solicitó  Pedro  Palacio,  vecino  de  Barran(][tiilla,  que  la 
Corte  SaDrema  federal  declarase  nulo  el  decreto  de  veinticinco  de  no- 
viembre ae  mil  ochocienl^s  sesenta  i  tres,  espedido  por  el  Presidente 
del  Estado  soberano  de  Bolívar,  estableciendo  el  modo  como  habian 
de  conducirse  las  mercancías  por  la  aduana  de  Sabanilla,  con  destino 
s  Barranquilla ;  i  Habiéndose  dado  vista  de*  esta  solicitud  al  señor  Pro- 
carador jeneral  de  la  Nación,  se  pidió  copia  del  decreto  cuya  nulidad 
86  solicitaba,  i  de  la  lei  para  cuyo  cumplimiento  se  habia  espedido,  i 
con  Tista  de  dios,  el  señor  Procurador  na  sido  de  concepto  que  la  Cor- 
te^ en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el  articulo  72  de  la 
Coostitucioxi  nacional,  debe  suspender  la  lei  espedida  por  !a  Asamblea 
Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar  en  once  de  febrero  de  mu 
ochocientos  sesenta  i  dos,  salvando  únicamente  los  artículos  que  hacen 
relación  a  la  simple  imposición  del  derecho  de  consumo,  porque  el 
resto  de  ella  está  en  p^^&  con  el  artículo  8.^  de  la  Constitución  fede- 
ral, con  IOS  in^os  6.  ,  6.^  i  16  del  artículo  17  de  la  misma  Constitu- 
ción, \  oon  la  lei  de  veinticinco  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  i 
epafaro,  '^  adicional  a  la  de  veinticuatro  de  mavo  de  mil  ochocientos 
dncnenta  i  sei^,  sobre  navegación ; "  i  la  Coirte  Suprema  federal,  cons- 
titaida  en  sala  de  acuerdo,  considerando  que  no  tiene  facultad  com^ti- 
fauáonal  para  anular  los  decretos  ejecutivos  espedidos  por  los  Presi- 
dentes de  los  Estados,  que  es  lo  que  ha  pedido  redro  Palacio  respecto 
del  de  veinticinco  de  noviembre  de  iml  ochocientos  sesenta  1  tz^s ;  i 
que  respecto  de  los  actos  lejislativos  anteriores  a  la  Constitución  fede- 
ral, abrogados  por  ésta,  tampoco  puede  ejercer  la  facultad  que  le  con- 
fiere el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  resuelve  abstenerse  de 
detenxdnar  la  suspensión  pedida  por  el  señor  Procurador  jeneral,  dan- 
do cuenta  al  Senado  para  la  resolución  defluitiva,  conforme  a  la  parte 
final  del  artíccúo  72  de  la  Constitución  ya  citado. 

JosÉ^AjBiLtf  JO— Akdbes  Ceboit— Maboeliko  GunÉBBEZ  A. — ^BáiroN 
QtfKsz— 4fo8É  Masía  B^jab  QASsn>o^Vioentc  V<móga8,  Seoretaiio. 


El  sefior  Majistrado  doctor  José  María  Bójas  Garrido  votó  en 
tttoB  términos : 

''  El  infrascrito  Majistrado  disiente  del  voto  anterior  de  los  otros 
señores  Majistrado^,  en  la  parte  i  por  las  razones  que  pasa  a  indicar : 

<<  Considera  que  aunque  las  lej^es  contrarias  a  la  Constitución  sean 
ftnieiiores  a  ella,  i  debieran  considerarse  abrogadas,  cuando  esto  no 
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Baoede  en  on  Estado  i  oontiixúají  ejeeatándoee  como  si  estaviéran  vi- 
jantes,  la  Oorte,  previa  solicitad  oonstitucional,  oomo  sucede  en  este 
caso,  debe  ejercer  la  atribución  de  suspenderlas,  ya  que  la  respectÍTa 
Lejislatora  no  las  ha  derogado,  i  que  los  funcionarios  «del  Estado  las 
ejecutan,  sin  que  obste  la  consideración  de  que  ¿stos  daban  ser  respon«> 
sables  por  su  conducta,  porque  esa  responsabilids^  ^o  llena  el  objeto 
inmediato  que  se  ha  propuesto  la  Constitución  nacional  al  conferirle  la 
atribución  a  la  Oorte,  de  evitar  los  males  que  se  oríjinan  de  la  ejecución 
de  leyes  contrarias  a  ella.  Por  otra  parte,  la  lejislaoion  de  cada  Estada 
es  de  la  esclusiva  competencia  de  su  Liejislatura,  la  cual  establece  trámi- 
tes para  espedir  leyes  i  derc^arlas :  si  no  deroga  las  que  sean  contrarias 
a  la  Constitución  nacional,  deben  suspenderse  por  la  Corte  i  anularse 
por  el  Senado.  La  idea  de  que  es  a  cada  autoridad  a  quien  correspon- 
de, en  el  ejercido  de  sus  fcmciones,  declarar  que  no  es  aplicable  una  leí 
anterior  a  la  Constitución,  por  ser  contraria  a  ella,  no  se  opone  a  que  la 
Oorte  ejerza  la  atribución  de  suspenderla,  porque  esto  mismo  podria 
acontecer  con  una  lei  ppsterior  a  la  Constitacion,  que,  por  ser  evidente- 
mente contraria  a  ella,  las  autoridades  de  un  Estado  prescindieran  de 
cumplirla,  sinembaigo  de  lo  cuál,  la  Corte  ejerceria  su  atribución  eo- 
rtespondiente. 

"  El  Majistrado  que  habla  comprende  que  contra  las  leyes  de  los 
Estados,  contrarias  a  la  Constitución  nacional,  anteriores  o  posteriores 
a  ella,  fuera  de  los  casos  especiales  de  la  aplicación  que  de  ellas  hs^gan 
los  respectivos  funcionarios,  lo  cual  no  envuelve  su  abrogación,  no 

Seda  mas  recurso  cpxe  la  espresa  derogatoria  por  la  Lejiuatura  del 
tado,  o  la  suspensión  de  la  Corte  i  la  nulidad  del  Senado. 

**  Fuera  de  estos  recursos,  únicos  establecidos  por  la  Constitución» 
el  principio  de  que  deben  considerarse  derogadas  las  leyes  anteriores 
a  la  Constitución,  por  opuestas  a  ella,  podria  suscitar  una  controversia 
entre  el  Gobierno  jeneral,  que  las  creyera  contrarias,  i  por  consi^iente 
derogadas,  i  el  Gobierno  del  Estado,  que  las  instara  compatibles  com 
dicha  Constitución,  i  en  su  consecuencia  vijentes. 

"  En  esta  controversia  la  Corte  es  la  úmca  autoridad  constitucional 
que  decide  si  deben  o  nó  suspenderscí  i  el  Senado  si  deben  o  nó 
anularse. 

**  Por  estas  rassones,  el  infrascrito  opina  que  debe  suspenderse  la  lei 
de  que  se  trata,  en  cuanto  es  contraria  a  la  Constitución  nacional'* 

José  AnA.6jo— Aíidbes  Cebón— José  HABfA  BdjAS  Gabscdo— ^ 
Mabgxleno  Qvtséwxbz  a.— Baxon QóUJSZ^Vuxnte  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Ptocurador  jenaral  de  la 
Nadon— 4)uuANo-^  Vanégaa^  Secretario. 

Es  cernía— Secretaría  de  la  Oorte  Suprema  fedaral-^Bo^tá,  febre-- 
ro  cuatro  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco.  —  Vicente  Fcmgoi. 

Infobhb  be  ia  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Los  infrascritos,  miembros  de  la  comisión  de  inspección  de  loa 
actos  lejislatívos  de  los  Estados,  habiendo  sido  encarcados  de  examiziar 
la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  eq>edida  con  fecha  11  de  febrero  de  1862 
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diciembre  de  1857,  sobre  derechos  de  consumo  de  varios  efectos,  i  da 
la  de  22  de  febrero  de  1860,  estableciendo  un  derecho  sobre  los  efectos 
estran  jeros/'  i  a  la  vez  nn  decreto  dictado  por  el  Presidente  del  mismo 
JSstftdo,  a  ^  de  noviembre  de  1863,  ^con  el  objeto  de  asegurar  el  exao* 
to  Gomplüniento  de  tal  lei,"  tienen  el  honor  de  presentaros  el  informe  i 
moyecto  de  resolución  prevenidos  por  el  artíiculo  96  del  Beglamento 
del  Senado. 

1 

Ia  lei  citada  tiene  por  objeto  gravar  los  artículos  o  efectos  esiran-^ 
jeros  ^oe  se  den  al  consumo  en  el  territorio  del  Estado  de  Bolívar,  en 
im  vemticinoo  por  ciento  sobre  el  importo  total  que  los  espresado0 
efectos  hayan  pagado  o  debido  pagwr  por  cj  derecho  nacional  de  im-- 
portación  ;  determinando,  en  los  diez  i  ocho  artículos  que  la  componen^ 
los  trámites  i  medios  ^r  los  cuales  debe  hacerse  la  recaudación  dek 
impuesta)  a  la  par  que^vitwrae  el  fraude. 

"EL  decreto  ejecutivo  es.puramente  reglamentario  de  algunas  de  las 
disposiciones  de  esta  lei. 

ffl  señor  Pedro  Palacio,  ciudadano  colombiano,  vecino  del  Estado 
de  Bolívar,  elevó  a  la  Suprema  Corte  federal,  con  fecha  17  de  marzo  de 
1864,  un  memorial  solicitando  la  anulación  del  decreto  antes  menciona* 
do,  i  una  declaración  sobre  los  pimtos  siguientes :  "Si  el  Estado  de 
Bcdívar  puede  cobrar  derecho  alguno  por  fo  qué  se  vende,  aunque  no 
8e  consuma  dentro  de  él.  Si  el  Estado  de  ISblívar  tiene  derecho  de 
imponer  deb^íes  a  los  empleados  de  otros  Estados,  exijiendo  al  co- 
meiüio  tornaguías  despachÍEidas  por  aquéllos,  de  los  efectos  que  se 
eonduocan,  i  A  por  la  no  presentación  de  la  tornaguía  puede  obligar  a 
pagar  derecho  de  consumo  a  los  internadores." 

X3  señor  Majistrado  de  la  Suprema  Oorto  a  quien  fuá  repartido 
este  memorial,  oiaenó  dar  vista  de  él  al  señor  Procurador  general, 
míen,  para  esponer  su  concepto  en  el  fondo  del  asunto,  indicó  que 
debían  pedirse  al  Gobierno  de  Bolívar,  i  agregarse  al  espediente,  la  lei 
i  el  deereto  que  están  siendo  materia  de  e^  informe. 

Obtenidos  estos  documentos,  el  señor  Procurador  conceptuó,  dech 
putee  de  hacer  uña  detenida  esposicion  de  los  fundamentos  en  que  se 
apoyaba,  le  siguiento :  "  la  Corte  Suprema  federal  debe  suspender,  en 
nao  de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución 
Bao&cHial,  la  lei  de  que  se  trata,  espedidla  A 11  de  febrero  de  1862  por  la 
AcHuubtea  Legislativa  del  Estado  soberano  de  BoKvar,  salvando  única- 
mente los  arüculos  que  hacen  relaci<m  a  la  simple  imposioipa  del  dexe- 
dM>  de  co|iBumo. ' 

'  Hó  aquí  la  rásoludon  que,  en  sala  de  acuerdo,  diotó  la  Corte  Supre- 
ma federal :  **  Oonsiderando  que  no  tiene  (la  Corte)  facultad  oonstitn- 
«áonal  psra  anular  los  decretos  ejecutivos  espedidos  ]^r  los  Presidentes 
de  loe  listados,  que  es  lo  <|ue  ha  pedido  Pe^o  Palacuo  respecto  del  de 
26  de  noviembre  de  1863,  i  que  respecto  de  los  actos  lejisTativos  ante- 
xioEBS  a  la  Canstitucicm  federal,  abrogados  por  ésta,  tampoco  puede 
ejercer  la  faeultad  que  le  confiere  ei  artículo  72  de  la  Constitución 
lUMionel,  resuelve  abstenerse  de  determinar  la  suspensión  pedida  por 
«t  eeiór  TtooaSrador  ]éneral|  dundo  caentaal  Senado  para  la  resolución 
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definüáva,  oonfonne  a  la  parte  final  del  artíenló  72  de  la  Cíóiistiiaoíott, 
ya  diado.*'  ^ 

El  Majisixado  señor  Bójae  Garrido  disintió  del  Toto  anterior,  juz- 
gando que  aunque  las  le^es  contrarias  a  la  Constítnoion  sean  anterio-; 
res  a  ella,  i  debieran  considerarse  abrogadas,  cuando  esto  no  sucede  en 
un  Estado,  i  continúan  ejecutándose  como  si  estuvieran  Yijentes,.la 
Suprema  Corte  debe  ejercer  la  fancion  de  suspenderlas. 

n. 

Hecha  esta  breve  esposicion  del  curso  que  ha  traído  el  negocio, 

Í asamos  a  confrontar  la  lei  con  las  respectivas  disposiciones  de  la 
lonstitucion  nacional,  a  fin  denotar  cuáles  de  sus  artículos  son  contra- 
rios a  dichas  disposiciones  i  cuáles  no  lo  son. 

"  Art;  1.°  Para  completar  el  presupuesto  de  gastos  del  Estado,  se 
gravan  los  artículos  o  efectos  estranjeros  que  se  den  al  consumo  en  su 
territorio,  en  un  veinticinco  por  ciento  sobre  el  importe  total  que  los 
espresados  efectos  hayan  pagado  o  debido  pagar  por  el  derecho  nacio- 
nal de  importación.  \i 

'^Art.  2.°  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  para  que  en  el 
caso  de  que  el  derecho  de  importación  que  paguen  los  efectos  estranje- 
ros, sea  mayor,  por  el  nuevo  sistema  de  a4uanaSj  que  el  <}ue  actual- 
mente juaguen  dichos  efectos,  rebaje  el  veinticinco  por  ciento  en  la 
proporción  correspondiente,  de  manera  que  este  impuesto  no  sea  mayor 
que  el  actual. 

"  Art.  3.^  Para  que  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  tenj^a  efec- 
to, el  Poder  Ejecutivo,  tomando  por  base  los  manifiestos  de  las  impor- 
taciones que  se  hagan  en  los  meses  de  marzo,  abril,  mayo  i  junio  del 
presente  año,  i  sobre  estos  mismos  artículos  liquidados  conforme  a  la 
tarifa  actual  i  la  nueva,  averiguará  si  realmente  por  el  nuevo  sistema 
hai  aumento  del  nuevo  impuesto  en  los  efectos  que  se  consuman  en  el 
Estado,  i  acordará  entonces  la  rebaja  proporcional,  de  manera  que  esta 
rebaja  comience  a  tener  efecto  el  1.^  de  juUo  próximo. 

''  Art.  4.^  El  derecho  impuesto  a  los  efectos  esteanjeros  que  se 
consuman  en  el  Estado,  seguirá  precisamente  las  variaciones  o  reformas 
que  sufra  la  tari¿i  nacional  4  estajean  exentos  de  pagar  derechos  los 
electos  que  estén  esceptuados  o  que  se  esceptúen  por  la  tiurifa  de  la 
Nación. 

*'  Parágrafo  único.  Se  edceptúan  también  del  pago  del  derecho  de 
consumo  en  el  Estado,  la  brea,  el  alquitrán,  la  pez,  resina  i  las  sales 
de  sodio,  potasio,  magnesia  i  calcio." 

El  inciso  4.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional  compro- 
metió a  los  Estados  **  a  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haberse 
Crecido  cH  consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacio- 
nales, aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  deredios  de  impor- 
tación ;  ni  los  productos  destinados  a  la  esportacion,  cuya  libertad 
mantendrá  el  Gobierno  jeneral." 

Este  compromiso,  como  se  ve,  no  se  estiende  hasta  no  poder  gra- 
var con  impuestos,  al  darse  si  consumo,  o  de^ntes  de  haberse  dado  al 
consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales. 
Por  consciente,  los  artículos  arriba  copiados  no  son  contrarioB^  la 
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Consiítacion  nacional,  porque  tan  solo  se  dispone  en  ellos :  1.^  gravar 
k)6  efectos  estranjeros  (materia  del  impuesto  aduanero)  que  se  den  al 
cQMtmOf  lo  cual  es  permitido  a  los  Estados ;  i  2.^  hacer  uso  de  medios 
no  contrarios  a  la  Constitución  para  que  el  derecho  de  consumo  se 
lecaade  guardando  cierta  proporción  con  el  impuesto  aduanero. 

Pero  no  sucede  lo  mismo  respecto  de  casi  todos  los  demás  cíenlos 
de  la  lei  boliyiana,  los  cuales  dicen  así : 

''Art.  5.^  La  contribución  impuesta  por  esta  lei  se  causará  al 
introducir  los  efectos  en  el  Estado,  i  se  liquidará  a  cargo  del  respectivo 
introductor.  Pero  los  efectos  que  se  introduzcan  por  las  aduanas  o  por 
enalqniera  otro  puerto,  i  que  solo  transiten  por  el  Estado,  no  están 
SQJetos  a  esta  contribución,  debiendo  el  Poder  Ejecutivo  diotar  las 
disposiciones  convenientes  para  evitar  todo  fraude. 

"  Art  6.^  Será  de  cargo  de  los  que  importan  mercancías  por  las 
aduanas  establecidas  en  el  territorio  del  Estado,  presentar  el  ajusta- 
miento o  liquidación  que  conforme  a  la  lei  debe  pasarle  la  aduana, 
dentro  de  24  horas  despaes  de  su  recibo,  para  que  sobre  este  documen- 
to se  hBg^  la  cuenta  i  hquidacion  de  los  derechos  que  se  establecen  por 
dMaáo. 

**  Art.  7.^  Guando  la  introducción  se  haga  por  otros  puertos  del 
Estado  que  no  sean  las  aduanas,  los  introductores  deberán  presentar, 
dentro  ae  72  horas  de  la  libada  de  las  mercancías,  ante  el  empleado 
de  Hacienda  del  Estado  que  resida  en  el  primer  lugar  por  donde  se 
haga  la  introducción,  los  efectos  i  el  maninesto  de  ellos,  conforme  si 
modelo  que  arreglará  el  Poder  Ejecutivo,  de  la  manera  mas  sencilla  i 
dará  que  sea  posible. 

^'  Art.  8.^  Practicada  la  liquidación  de  la  contribución  impuesta 
por  esta  lei,  por  el  respectivo  empleado  de  Hacienda  del  Estado,  se 
pasará  copia  al  interesado,  el  cual  podrá  hacer  dentro  de  tercero  dia 
las  observaciones  que  estime  justas,  i  el  empleado  de  Hacienda  hará 
las  reformas  consiguientes  si  las  hallare  fundadas,  i  de  nó,  se  estará  por 
la  liquidación,  salvo  lo  que  resuelva  el  Poder  Ejecutivo,  ante  quien 
podrá  reclamar  el  interesado. 

**  Art.  9.^  La  recaudación  de  estos  derechos  se  hará  por  la  Admi- 
lustracion  de  Hacienda  en  que  se  causaren ;  pero  los  que  deban  pa- 
garlos, podrán  hacerlo  en  otras  oficinas  que  determine  el  Poder  Ejecu- 
tÍTo,  observando  las  reglas  que  para  este  caso  prescriba  la  misma 
«ntoridad. 

"  Art.  10.  El  pago  de  los  derechos  se  hará  de  contado. 

"Art.  11.  Para  que  los  efectos  que  han  pagado  el  derecho  esta- 
blecido por  esta  lei  puedan  transitar  por  el  Estado,  es  necesario  que  se 
^Msompañen  con  una  guia  espedida  por  la  Administración  donde  se 
hubiere  satisfecho,  o  colecturia  respectiva,  en  que  se  esprese  el  porme- 
nor de  dichos  efectos  i  que  se  han  pagado  los  derechos. 

"Parágrafo  único.  Cuando  el  valor  de  los  efectos  estranjeros  que 
transiten  por  el  Estado  no  alcance  a  cien  pesos,  bastará  que  lleve  el 
interesado  una  factura  finnada  por  el  comerciante  que  haya  hecho  la 
venta  o  consignación,  en  que  constará  que  aquellos  efectos  han  pagado 
el  derecho  en  el  Estado,  i  de  la  cual  pasará  en  la  misma  fecha  eií  co- 
merciante un  duplicado  ala  oficina  respectiva  ;  pero  no  serán  válidas 
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ÍBB  fáotaras  de  oomereiaiites  que  no  tengan  casa  de  oomeroio  eetable^ 
cida  en  el  Estado. 

*'  Ari  12.  Los  infractores  de  esta  lei  sufrirán  las  penas  que  por 
ella  se  establecen. 

**  1,^  Los  que  introduzcan  efectos  estranjeros  en  el  territorio  del 
Estado  i  no  cumplan  con  el  deber  que  se  les  impone  en  los  artículos  6 
i  7  de  esta  lei ; 

*^  2.^  Los  comerciantes  que  eetiendan  las  facturas  de  que  trata  el 
parágrafo  del  artículo  11,  sin  haber  pagado  el  derecho  de  las  respecti- 
vas mercancías ;  i 

''3.^  Los  qae  conduzcan  efectos  estranjeros  de  un  punto  a  otro 
del  Estado  sin  el  documento  exijido  por  el  artículo  11. 

**  Art.  13.  A  los  infractores  de  que  trata  el  artículo  anterior  se  les 
castigará,  en  los  casos  de  los  incisos  1.^  i  2.^,  con  una  multa  i^al  al 
doble  del  valor  de  los  derechos  que  se  ha  querido  defraudar ;  i  en  el 
caso  del  inciso  3.^,  con  la  detención  de  los  efectos  hasta  que  se  acredita 
haber  pagado  los  d^echos  en  la  oficina  respectiva  del  Estado ;  á  caso 
de  no  acreditarse  el  pago  de  los  derechos  en  el  tármino  que  la  autori* 
dad  que  conoce  del  negocio  le  señale,  se  les  considerará  comprendidos 
en  el  inciso  1.^  del  artículo  12. 

"  Art.  14.  Las  multas  que  se  imponen  en  los  casos  de  esta  lei  se 
aplicarán  por  mitad  al  Tesoro  del  Estado  i  al  denunciante  o  aprehensor. 

'^Art.  16.  Corresponde  al  Administrador  de  Hacienda  imponerlas 
multas  de  que  trata  el  artíctdo  13,  cuando  ellas  no  excedan  de  cien 
pesos.  Excediendo  de  esta  suma,  corresponde  al  Juez  de  la  provincia 
respectiva.  / 

"Art.  16.  Para  la  imposición  de  estas  multas  procederán  los 
Jueces  i  Administradores  de  Hacienda  sin  estrépito  de  juicio,  verdad 
sabida^  i  buena  fe  guardada,  i  dictarán  su  decisión  dentro  de  setenta  i 
dos  horas  deefpues  de  formulado  el  correspondiente  juicio  informativo, 
con  todos  los  comprobantes  que  tiendan  al  esclareomii^ato  del  hecho. 
CSontra  estas  decisiones  no  habrá  otro  recurso  ^ue  el  de  queja;  i  si  fuero 
dictada  por  xm  Juez  de  provincia,  se  trascribirá  inmematamente  a  la 
Administración  de  Hacienda^  para  que  se  le  dá  cumplimiento»  usando 
de  la  facultad  coactiva  que  le  concede  la  lei. 

''Art.  17.  El  Poder  Ejecutivo  dictará  los  decretos  i  disposiciones 
necesarios  púa  la  cumplida  ejecución  de  esta  lei,  que  comenzará  a  rejir 
desde  el  1.   de  marzo  del  presente  año.  ^ 

**  Art  18.  Desde  el  día  que   comience  a  reñir  la  presente  lei, 

3uedan  derogadas  las  leyes  de  1.^  de  diciembre  de  1857  sobre  derechos 
e  consumo  de  varios  efectos  en  su  artículo  1.^,  incisos  1.^  a  7.^,  i  to* 
talmente  la  de  22  de  febrero  de  1860,  estableciendo  un  derecho  sobre 
los  efectos  estranjeros  que  se  introduzcan  en  el  Estado  i  que  se  den  al 
consumo.  En  consecuencia,  quedan  suprimidos  los  derechos  diferen- 
ciales que  gravan  la  harina  i  otros  artículos  estranjeros  se^un  las  leyes.*' 
^  En  efecto,  casi  todos  estos  artículos  son  opuestos  al  inciso  consti- 
tucional arriba  mencionado,  i  al  inciso  5.^  del  mismo  artículo  8.^,  de 
que  hace  parte  aquél.  n 

Ningún  Estado  puede  imponer  contribuciones  sobre  los  productos 
que  transiten  por%l,  sin  destinarse  a  su  propio  consumo.  Tal  es  la  pres- 
cripción del  inciso  5.^ 
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Oaasáidose  la  contribadon  impuesta  por  la  leí  de  B(MyBT,  con 
8ob  introducir  los  efectos  estranjeros  en  el  Estado^  sin  las  condiciones 
de  contribución  de  consumo,  se  violan  abiertamente  dichos  dos  incisos. 

Embarazando  con  el  cobro  de  tal  impuesto  i  el  uso  de  medios  de 
recaudarlo,  incómodos,  engorrosos  i  aun  alarmantes,  la  navegación  del 
no  HagdaJena,  se  comete,  ademas,  una  violación  terminante  del  com- 

E)miso  3.®  del  mismo  artículo  8.^  de  la  Constitución,  que  obligó  a  los 
tados  "  a  no  restrinjir  con  impuestos,  ni  de  otro  modo,  la  navegación 
de  loe  nos  i  demás  aguas  navegaples  que  no  hayan  exijido  canalización 
artificial." 

Propiamente  hablando,  las  contribuciones  de  consumo  no  deben 
ezijirse  nunca  al  vendedor,  ni  tampoco  mas  que  a  una  clase  de  com- 
pradores, que  son  los  que  obtienen  el  producto  para  d  consumo  propio, 
1  no  para  volver  a  venderlo.  Cualquiera  otra  cosa  como  que  hace  variar 
el  nombre  i  la  naturaleza  de  estas  contribuciones.  El  tanto  por  ciento 
del  precio  de  la  cosa  vendida,  que  los  vendedores  pagaban  al  fisco  en 
tieinpo  del  vireináto,  no  se  llamó  nunca  derecho  de  consumo,  sino  aloo' 
la¡a,  I  si  la  alcabala  fuera  permitida  a  los  Estados  respecto  de  las 
mercanoias  estranjeras  i  de  otros  productos  que  no  se  destinasen  a  au 
profio  consumo,  seria  de  temer  que  el  comercio  llegara  a  sufrir  el  golpe 
mas  rodo  que  pueda  imajinarse. 

Sinemoargo,  se  llama  también  contribución  de  consumo  la  que 
pagan  al  fisco  las  tiendas  o  puestos  de  espedicion  o  despacho,  para  d 
CQDsomo  inmediato,  de  comestible,  ropas  u  otros  efectos.  En  estos 
puestos  o  establecimientos  pudiera  decirse  que  es  donde  se  ofrecen  ál 
eonsomo  las  mercancías  esfaranieras  i  los  artículos  de  comercio  interior; 
flieado,  por  tanto,  permitido  a  los  Estados,  desde  que  así  se  ofrecen  al 
eonsamo,  gravarlos  con  impuestos. 

En  suma,  siempre  que  los  Estados  pretendan  ^avar  con  impues- 
tos o  contribuciones  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  na- 
cionales, o  bien  los  productos  de  otros  Estados,  o  los  productos  estran- 
jeros libres  de  derechos  de  importación,  es  menester  que  escojiten  los 
medios  adecuados  i>ara  que  la  contribución  o  el  impuesto  sean  pagados 
tan  solo  por  los  vecinos  dd  respectivo  Estado,  Toda  obligación  i  toda 
formalidad  que  con  objetos  fiscales  se  ha^a  pesar  sobre  ios  productos 
916  transiten  por  el  Estado,  antes  de  destinarse  a  su  'propio  oovmmoA 
eon  mavor  razón  si  transitan  por  un  rio  nacional,  le  estíua  claramente 
prohibidos,  i  con  sobra  de  fundamento,  por  el  compromiso  que  recípro- 
ttmente  contrajeron  los  Estados  al  tenor  dd  cgrtículo  S.^*  de  la  Conch 
titnoían* 

m. 

Dos  caestiones  se  presentan  ahora,  a  saber : 

1.^  No  obstante  que  la  lei  del  Estado  de  Bolívar  es  contraria  a  la 
Constitución  nación^  en  su  mayor  parte,  ¿  se  halla  el  Senado  en  el 
caso  de  hacer  uso,  respecto  de  esa  lei,  de  la  atribución  que  le  confiere 
d  ar^ralo  72  de  la  OGmstitucion  de  8  de  mayo  de  1863  ? 

2.*  ¿  Se  hedía  en  el  caso  también  de  hacer  uso  de  la  misma  atribu- 
ción respecto  al  decreto  espedido  por  el  Presidente  del  Estado  de 
Bolívar,  a  26  de  noviembre  de  1863,  con  el  objeto  de  asegurar  el  exacto 
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cumplimiento  de  aqnella  lei,  i  acerca  del  cual  versó  la  solicitad  diríjida 
a  la  Suprema  Corte  por  el  señor  Pedro  Palacio  ? 

Jíespedo  de  la  pnmera,  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  espedida  con 
fecha  11  de  febrero  de  1862,  "  derogatoria  de  los  incisos  I.*'  a  7.*^  del 
artículo  1.®  de  la  lei  1.*,  de  diciembre  de  1857,  sobre  derecho  de  con- 
sumo de  varios  efectos,  i  de  la  de  21  de  febrero  de  1860,  estableciendo 
un  derecho  sobre  los  efectos  estranjeros,"  es  anterior  i  contraria  a  la 
Constitución  nacional ;  i  ya  el  Senado  de  Plenipotenciarios,  por  actos 
repetidos,  i  apoyados  en  razones  de  verdad  inconcusa,  ha  declarado 
que  las  leyes  que  se  encuentran  en  este  caso  se  hallan  derogadas,  i  que 
respecto  ae  ellas  no  puede  hacer  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el 
inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución  nacional. 

Respecto  de  la  segunda  cuestión.  Es  evidente  que  la  facultad  a  que 
se  refieren  los  artículos  14,  inciso  5.^  del  artículo  51  i  artículo  72  de  la 
Constitución,  no  comprende  sino  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas 
de  los  Estados. 

Pero  es  así  que  éstos  se  hallan  en  la  indeclinable  obligación  de 
organizarse  conforme  a  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo, 
representativo,  alternativo  i  responsable  (inciso  1.°  del  artículo  8.°); 
es  así  que,  seg|un  estos  principios,  las  leyes  deben  tener  oríjen  en  un 
cuerpo lejislativo  de  elección  popular;  luego  no  puede  haber  en  ellos 
otros  actos  lejislativos  que  los  espedidos  por  sus  Asambleas  o  Le- 
Jislaturas.  o 

Ma«,  al  paso  que  por  existir  en  la  Constitución  nacional  el  artículo 
22,  que  consagra  la  inmunidad  e  irresponsabilidad  de  los  miembros  de 
las  Lejislaturas  de  los  Estados,  i  porque  se  trataba,  al  proveer  sobre  la 
anulación  de  las  leyes  de  aquéllos,  de  anular  la  mas  importante  i  deli- 
cada manifestación  de  su  soberanía;  al  paso,  decimos,  que  por  estas 
razones  no  se  confió  sino  al  Senado  la  atribución  de  anular  las  disposi- 
ciones lejislativas  de  los  Estados  que  salgan  de  su  esfera  de  acciou 
constitucional,  se  estableció  en  el  inciso  4.**  del  artículo  71,  que  sienipre 
que  un  Gobernador,  Presidente,  Jefe  Superior  o  Majistrado  judicial 
de  Estado,  infrinja  la  Constitución  o  Wes  de  la  Union,  incurre  en  res- 
ponsabihdad,  siendo  competente  la  suprema  Corte  para  conocer  de 
esta  especie  de  causas. 

Con  todo,  al  tratarse  de  providencias  o  decretos  ejecutivos  de  los 
Estados,  contrarios  a  la  Constitución  o  leyes  de  la  Union,  debe  hacerse 
ima  justa  i  razonable  distinción,  que  se  desprende  de  la  soberanía  cons- 
titucional que  aquéllos  tienen. 

Si  los  decretos  o  providencias  son  dictados  en  virtud  de  leyes  con- 
trarias a  la  Constitución  o  leyes  de  la  Union,  una  vez  suspendidas  i 
anuladas  éstas,  quedan  sin  efecto  ni  valor  aquéllos,  i  en  tal  caso  no  debe 
exijirse  responsabilidad  al  majistrado  ejecutivo.  Guando  d  Presidente 
del  Estado  de  Bolívar  dictó  el  decreto  de  25  de  noviembre  de  1863, 
seguramente  lo  hizo  porque  habiendo  una  lei  en  el  Estado  que  le 
imponía  el  deber  de  dictarlo,  i  no  considerando  la  Lejislatura  contraria 
tal  lei  a  la  Constitución  nacional,  i  no  habiéndola  derogado  dicha 
Lejislatura,  i  no  habiéndola  suspendido  la  Corte  Suprema,  i  no  ha- 
biéndola anulado  el  Senado,  i  no  pudiendo  el  Presidente  del  Estado 
derogada  ni  suspenderla,  se  hallaba  en  la  forzosa  obligación  de  darle 
cumplimiento. 
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Peto  Á  los  decretos  o  providencias  no  son  complementarios  o  re- 
glamentarios de  leyes  contrarias  a  la  Constitución  o  leyes  nlaaiooM^les, 
o  son  dfcctadoB  en  virtad  de  amplias  antorizaciones  lejidativas  no  con- 
trarias a  la  Constitacion  i  leyes  nacionales»  entonces  la  Sapremai  Corte 
debe  hacer  ^ecÜTa  la  responsabilidadal infractor  o  a  los.iofractOrea 
de  la  Constifooion  i  leyes  de  la  Union. 

En  el  iNtimer  caso  no  se  ha  obrado  bien,  sin  dada ;  i  para  las 
anloridades  de  im  Estado  sen  leyes  de  él,  cuyo  complimiwto  no  pn^* 
de  eludirse,  todas  las  que  no  han  sido  a1:»x)gadas  por  el  Estado,  o  sne- 
pendidas  por  la  Suprema  Corte,  o  anuladas  por  el  Senado  de  Pleni^>o- 
tesiciarios«  En  él  segundo,  se  ha  procedido  conuCútera  libertad»  i  el 
magistrado  administeativo  ha  podido  evitar  el  auebrantamiento>d^  Ja 
Constitacion  o  leyes  nacionales  ; .  por  ta^to^  es  la  ocasicm  de  la  res- 
ponsabilidad. 

rv. 

Para  concluir,  la  comisión  tiene  el  honor  de  proponer  la  sigoSente 

bbsolvoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  no  está  en  el  caso  déT  hacer  uso 
de  la  atribución  que  le  confiere  el  parágrafo  6.^,  artículo  51  de  la  Cons- 
títncion,  respecto  de  los  artículos  5.  ,  6.°,  7.^  8.%  9.^  11,12, 18, 14,16, 
16, 17  i  18  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  fecha  11  de  febr^o  de 
1862,  derogatoria  de  los  incisos  l.o  a  7.^  de  la  lei  de  1.°  de  diciembre 
de  1857  **  sobre  derecho  de  consumo  de  varios  efectos ; "  i  de  la  de  22 
de  febrero  de  1860  '^  estableciendo  un  derecho  sobre  los  efectos  és- 
traojeros.  .  ^*'  * 

Devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema,  con  copia  de  esta 
leoolacion. 

Bogotá,  4  de  marzo  de  1866. 

Santos  Gutiébbeiz— Feanoiboo  J.  Zaldía— TiíODOMmo  Llano— 
Odxllebbio  Pebéiba* 


XI. 

«1  Senado  le  abstiene  de  ejercer  su  atribución  oonatltaclonal 
respecto  de  la  leí  del  estado  de  BoltTor^  de  199  de  diciembre  de 
19«9»  sobre  coatrataclon  de  empréstitos  forzosos  ea  lo»  lUstrltos, 
lisüN^rla  abrevado»  en  esta  parte»  la  Constitacion  nucl^iaal* 


AOÜSBOO  nS  LA  SuraEKA  COR£B« 
Corte  Suprema  federal— Bogotá,  enero  veintiocho  de  mjl  ocbocientoa  sesenta  I  clnca 

Vista  la  solicitud  de  Antonio  González  Carazo,  pidiendo  la  suspen^ 
sion  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar»  espedida  en  yeintinneye 
de  r^iciembre  de  mil  ochocientos.sesenta  i  dos,  *'  adicional  a  las  de  r^- 
sieii  |^>lítíco,"  por  cnanto  el  artículo  8.^  aotqpza  a  los  Gobernadores 
para  contratar  ciertos  empréstitos,  la  Corte  considera : 

1.^  Que  la  atribución  que  tiende  por  el  artículo  72  de  la  Constitu- 
don  nacional  es  la  de  suspender.  la  ejecución  de  los  actos  Iq'isIatiYos 

7* 


—  fig- 
de  las  ABftttbkoa  dd  iM  ÜfttedoS)  6ti  mttiilo  >6Uo0  8dan  cwiIráaioÉ^  a  Is 
OaiÉ^átisiáxm  o  a  las  le^  de  la  üfilcm^ 

2.^  Qaa  el  e|ereíeKy  de  érta  atribiceíon  no  puede  eirteiMli»fte^eteo' 
de  aqMUoa-iK^tiMí  l^idatívóB  eabgdidee  oon  po6terk»idad  a  la  Oonstl- 
tadMiiXiM^onál  i  « las  le^es  de  Ja  XJm^tw^fm  film  eoubarfeA ;  ^ 

3.°  Que  los  actos  lejislatíyos  e^pediddH  poit  las  Ásattfbleas  de  los 
BáádoiSfnites^de  haWse  ésp^fáido  laOc^Mstitack»!  aadotial  dé  ooho  de 
ma¡ft>'^  «ut  ódiboMtxtos  eeseí^  i  tres,  lé^  de'  ^loder  ser  oofisiderados 
i^limitec^  iMtfa  qtte  Tesbeoto  de  ellos  pam^n^  ejercerse  la  faenad  de 
stafiAMiidérlos^  «^oe  la  Oonstitacioii Mafiema la  Corta  Soptema,  i  la  d^ 
AmñAoñ,  cpfe  HBk  misma  OoAstiWmofi  oébflerf»  al  Setiádo  de  la  Union, 
éíd^s  aetós  qaedarbü^  abrogados  por  la  Oénstítsoión  misma,  sin  l|ae 
ptl^áii  fli^debatt^mpliíseí;  eomo  «({o&trarios  a  tittiad^spodioion  poste- 
rior obligatoria  en  toda  la  Bepública ;  i  ... 

4.^  Qae  en  este  caso  se  encuentran  los  actos  leiislatiyos  del  Est€^ 
45>  soberano  de  Bolíyar,  cnya  sospension  se  ha  ^dido,  por  ser  contra- 
rios a  las  garantías  consi^adas  en  la  Oonstitacion  nacional. 

Por  estas  consideracionesy  i  de  aeaerdo  con  el  concepto  emitido 
po]^  elisiQ^t.PVQGaradcur  jetifera^  de  la  Kacicm,  la  Corte  se  abstiesie  de 
soapeiufer  l$s  leyes  citadas,  considerando  que  respecto  de  ellas  no 
ptiede  ejfreer  }a.s.tribu6Íon  constitucional  ya  citada,  por  cuanto  no 
ptie<í»/?^^f£ieftrfie  la  sÚBpe&sioJ9vd^><^^  le{¡BlatÍYOs  que  la  misma  Ccxr- 
ieiloiKklera'abrogados ;  i  asi  lo  i^suelre,  resolviendo  igualmente  pasen 
los  $ilq[wídien!te&-que  contieMí^  las  e8i>re8adas  solicitudes,  Qon*  copia  de 
este  a4Ql9i¿ijOyiaÍSenado,  paia  la  decisiopí  ^^finitiya,  conforme  a  la  parte 
final  del  artículo  72,  i  al  inciso  6.^  del  artículo  51  de  la  CoiMita* 
QÍon  BJ^iol^aL  ..    '^  ^  .. 

José  AraGjo  — Ain>BEs  Cebón.  —  Marcelino  Gütiébbbk  A. — Ba- 
HON  Qáxssí. — José  Mabí'h  B(íjas  Oarbido. — Fiq^nte  Vanegas,  georetaro. 


El  señor  Majistrado  doctor  José  María  Bójas  Qairido  consignó 
su  voto  en  los  términos  siguientes : 

'^  El  infrascrito  Majistrado  disiente  del  Toto  anterior  de  los  otros 
señores  Magistrados,  por  las  razones' que  pasa  a  indicar : 

'^Considera,  ^ue  aunque  las  leyes  contrarias  a  la  Constitución  sean 
anteriores  a  ella,  i  debieran  consideirarse  abrogadas,  cuando  esto  no 
sucede  en  im  Estado  i  continúan  ejecutándose  como  si  esturieran  tÍ'í> 
jentes,  la  Cc^te,  preria  soUeitad  constitucional,  como  sucede  en  este 
eaAO,  debe  éj^i^óer  la  atribución  de  suspeiíderlas,  ya  que  la  respectrra 
Lejislatura  no  las  ha  derogado,  i  que  los  funcionarios  del  Estado  las 
ejecutan ;  sin  que  obste  la^  ccmsideracion  de  que  ástos  deban  ser  res- 
ponsables por  su  conducta,  porque  esa  responsabilidad  no  llena  el 
objeto  inmediato  que  se  ha  propuesto  la  Constitución  nacional  al  con- 
feririé  la  atribución  a  la  Corte,  de  eritar  los  males  que  sé  orijinan  de 
la  ejecución  de  leyes  contrarias  a  ella. 
•  "  Por  übbBL  parte,  la  leiishcion  de  cada  Estado  es  de  la  esclusíya 
competencia  dé  ehi  Lejislatura;  la  cual  é&tablece  trámites  para  espedir 
leyes  i  derogarlas :  si  nb  de^ga  las  qtfe  sean  contrarias  a  la  Constitu- 
ción tjitíjoíLál,  débeix  suspendiBrSé  pqr  la  Corte  i  anularse  por  el  Bena- 
db.  Cía  idea  de  que  es  a  cada  autoridad  a  quien  corresponde,  en  él 
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ejezcaisío  df  sos  fqncío^pies,  deoliu»Kr  ^  nó  es  ^pUcalde  viM,ki  jintetiav 
a  la  Constiiacioiiy  por  ser  contrsuria  a  ^ítifh  ^o  ise  opQijLe  a  qid^  UOorti) 
ejttza  Ici  atxibucian  de  Bujspen^^l^  porque  €^to  imamo  .f)iQdfia  apoótecer 
con  una  leí  postierior  a  la  OpnatitaoipiL,  que,  jpQr  «idr  &vid(^Tili^m&aiui  «oA*- 
tiearia  a  ella,  las  autoridad^  d»  un  ÍJstado  ,prQScii3tdi6)ML  de  timppliriht 
ffinembarffo  délo  coaly  la  Corte  ejeroeri^  su  aliibacioniOQrrcispmaieníot 

'*  £1  Majistcado  que  Kabla  cosipffc^^Q.qu^  o^iaitra  i$Alfi¡^j3íl  los 
Estados,  contrarias  ala  Const¡iucio9)inapipá¿l^  anli^rioií^sio  ppMHsri^iW 
a  día,  fáera  de  los  caaos  especiales  de  la  apJiíctHP^iozK  ^cf»  ^^aa  h^p^li 
loa  xeapectjlyos  f  unqionaciQi^  lo  cual  no  .enYU^lf  e;  mi  al^^r^ga^ípii»  moi  que* 
da  mas  recurso  que  la  espxesa  derogatcóia  pprila  {«^üilaturaíS^l  BoMdo» 
o  la  suspensión  dd  ^  Cort04  la  nulidad  del  Sq^  ¿ 

"Fuar^  de  estps  recurspa,  lanioo^  establec^dciá  tfiif  Ja  Qq^totittuáoaé 
el  prindíjao  de  que  deben  considerarle  d^Qgftdas  las  leyea  AtitóriOi»B 
a  la  Constitución,  por  opuestas  a  ella,  podría  suscitar  uno^eoD^rOYersic^ 
eatre  el  Gobierno  leneral,  que  la%<!pre7eracoa^a2^^ria%,  i  |m^ 
derogadas,  i  el  Gobierno  del  Estado,  que  tas  jijagara  oomplttiye&  coa 
dicha  Constitución,  i  en  su  consecueneiaj^iientesi 

"£n  está  controy^rsi^,  la  Corte  es  ía  única  autoridad  constitución 
nal  que  decide  si  debei^  p  np  ¿u^peaiderQ^,  i  el  S^oado»  si  deben  9l)Sí6 
anularse.  /  i 

^'  Por  estas  razones,  el  iníri^ri,to  opina  que  débjd  auspend^i^e.  la 
leí  de  que  se  trata,  en  oqapto  es  ccintra^  a  la  Consti|!UQÍ<MPL  nacionaL" 

José  Aba^jo — ^A2a>BSs  CfiBoir^Josfi  M.  Hójáb  OABao^^-MáBOfi* 
iflfo  GtJnÉB&ÉsA. — ^BAMONGáifEZ— Ftodnfe  Vimégas,  Se^etario."^  ^ 

En  la  misma  fecba  notifiqué  al  señor  Procurador  jenerál  de  la 

IfaoioB. — QuUANO — Fa?i^a¿,  Secretario.  '         i  •'    - 

•    •  •■  1'.  - 

Es  copia— Seqreta^d»  de  la  Cqrte  Si;^prema  ledeiral--%BQgotá,  febrén 
To  cuatro  de  mil  oQhocieoktps  sesenta  i  oinc^t  i —  Vicente  Vanégofi. 
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Iim}RBfE  ns  ]A  poMiaiaK.  nvzi  Sbñaik).       :    ':  ■■  ^    V 

C5iTidadanos  SeiLáulóres.  "  *'  /     ;  ., 

^^  -^  i.  ■  )^ ' 

Yueetra  comisión  de  reyi|^(pQ  4?r^^9®  lejislatívos  de  Ids  Estados 
tiene  d  honor  de  informaros :  .     .  .       .    ,., 

Ofm  iecha  29  dd  dicieiábré  dé  1868^  espigó  la  AsÉ^ 

BoU^atluba  lei, ^n  ^p  arMédcf  a^«e  áátoifíía'a  IcfáX^ 

pat»  úmtiña<tir  emptéstmié  ídtsósois  én  aqueflód  ^¿kteítoa  en  qub  íi^  de 
Uoiara  oon  puntualidad  la  remisión  de  cierta  eéntiiuénte.  ^   '  '  ' 

£1  aeSoif  Ántoiiio  Gón^álee  Oat^asso,  coq*  fédbi^  1.®  de  octtAre  dé! 
iAvprái^b  pasado,  n^cutrió  á  la  Stiprexáa  Corte  léflei^al  solicitándola 


>.  >  f 


•2j  á 


de  ut  Ocm8titncioiiiAaei<»ial.  ^^^     ., 

El  señor  Procurador  de  la  Nación/  en  9  dé  jenera^BtijaK) 
mmoépí»  tíoXfitQ  eát^asimto^  i  "^dió  la  no  suspenÉdon  dé  la  esprésada  leí, 
en  la  pwrte  qué  autoriza  a  los  Gobernadores  pa^a  ooifitfiüar  empréstitos 
forsoaos,  por  cuanto  qué  Ucfíi^a  disposición,  *^édi^^ 
del  dnm^Oodí^'TpimU^  oewfteraaa^tai^^inciao&^d^wtfiafio  15 
de  leióaáüidwm,  na  quedado  abrogada  por  ésta,  i<md,  porñiOLináb^ 
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no  habítt  materia  para  que  la  Corte  ejerciera  la  atribacioii  que  le  con- 
fiere ^  «riíotilo  72  de  la  leí  foBdamental. 

La  Suqpréma  Corte  federal  crejó  fondado  el  dictamen  del  señor 
Ptoeorador,  i  de  confcnmidad  con  el,  dictó  el  acaerdo  de  28  de  eneto 
ditíino,  labsteníéndbse  de  suspender  la  ejecncion  de  la  citada  lei  en  la 
paite  ^Eoeneionada,  por  considerarla  ja  insubsistente. 

lal^aejaerdo  ésta  perfectamente  conf cHrme  con  la  práctica  establecida 
ja-poír  el  Senado  en  los  casos  %mál<%os  a  éste,  práctica  que,  en  concepto. 
dd  Ja  comisioil^  está  fundada  en  la  buena  lójica,  en  el  derecho,  en  la  razón. 

PiOra  ftiestra  comisión  es  de  todo  punfo  clara  la  violación  consti- 
tooMiílhl  -que  envuelve  el  artíciúo  3.^  de  la  lei  a  que  este  informe  se^ 
refiere.  Basta  la  edmple  lectoira  de  ese  artículo  i  la  de  los  indsOs  6.^  i 
10  del  ávtíeolo  15  déla  Constitución  federal,  que  censaban  la  pro[>ie- 
dad  i  la  igualdad,  para  persuadirse  de  la  pugna  que  existe'  entre  tales 
dÍBpo6Íck>ne& 

De  la  propiedad  ^o  se  puede  privar  a  ningún  ciudadano  sino  con 
las  formalidades  que  prescribe  él  precitado  inciso  5.^  del  artículo  15  de 
la  Constitución  ja  mencionada  ;  i  el  artículo  3.^  de  la  lei  en  cuestión 
ha  pretermitido  dichas  formalidades.  Tckmpoco  es  permitido  hacer  a 
unos  eolombianoe  de  jpeor  condición  que  otros,  con  arreglo  al  inciso  10 
del  mismo  artículo  lo,  i  sínembai^o,  los  Gobernadores  de  Bolívar  po- 
dían hacerlo  por  ministerio  de  la  lei  de  29  de  diciembre  de  1862 ;  i 
podían  hacerlo,  porque  esa  lei  les  autorizaba  para  gravar  con  un  em- 
pir^stitp  iotssoQo  a  determinados  individuos  solamente. 

Pero  lo  mas  singular  de  aquella  lei'  es  que  empleara  la  palabra 
contratar  al  hablar  de  empréstitos  forzosos.  Todo  contrato  supone  «dos 
partes,  por  lo  menos,  i  supone  también  voluntad  libre  i  espontánea. 
Pero  aquí  no  hai  sído  un  Gobernador  armado  de  la  fuerza  liaciendo 
eiectíva  una  providencia  que  él  ha  dictado,  e  imponiendo  condiciones 
que  ninguno  acepta.  ¿  Dónde  estó,  pues,  el  contrato  ? 

Siendo,  pues,  notoriamente  opuesto  al  espíritu  i  letra  de  la  Cons- 
titución federal  el  artículo  3.^  de  la  lei  que  motiva  este  informe, 
i  deseando  la  comisión  que  el  Senado  sea  consecuente  con  los  prece- 
dentes que  ya  tiene  fundados,  se  atreve  a  proponeros  el  siguiente  pfX)- 
yecto  áe 
'''"    ■-  '  résolüoiok: 

,  ^, .  J^  Senado  se  abstíaae  de  ejercer  la  ateibucion  6.*  que  le  confiere 
el  arincólo  6\  ^  la  Copstitocion,  declarando  nula  o  válida  la  lei  de  SO 
de  di^i^mbr^  4c  18ÍS2»  a^cional  a  las  de  réjimen  municipal,  espada 
por  la  Asamblea  Lejidatíya  del  Estado  sobenuao  de  Bolívar,  en  la  parte 
que .af]iijálla  Autoriza. a  los  (Jpbemadores  para  contratar  etapréstitos 
iqrzqfK>^  en  ciertos  distritoSx.H  por  cuanto  que  es^  parte  de  la.  preoitadi^ 
lei,^o  se%  su  a;rtículo  3.^,  quedó  abrogado  en  lo  referente  a  empréstitos 
que  no  fueran  puramente  voluntarios,  por  la  Constitucioi^  espedida  en 
|^o?¡^Q>  8  de  mayo  de  1863. 

Devu|ályáse  esl^  espediente  a  la  Secretaria  de.  la  Suprema  Corte 
para  que  se  arch^ye. 
[  S<)ñores  del  Sanado.  —  Bogotá,  mar£o9  de  1866*       ... 

.IteODQIfiDBO   LlWO— SÍHTOB   QxmtBSEZ  —  QxmjtlESMoVsmS^*^ 
FnAKGlSOO  J;  ZaIDÍSA.  .      .      .    ; 
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En  dfioordanoia,  porqae  opino  que  eí  son  annlables  los  actos  an- 
teriores a  la  Constitución. — ^B.^  Cíobbeoso. 


xn. 

lffUEilI>A]>  de  la  lei  del  Eatado  toberiipo  de  Antioquia,  de  6  de 
•ctvbre  de  1864,  sobre  clausara  temporal  de  la  Casa  de  moneda 

de  Medellin. 


ACUEBDO  DE  LA  SXTFHEBIA  COKTE. 
Corte  Soprema  federal— Bogotá,  febr^q  veinte  de  tn.il  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Vistos — El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  solicita  que  se 
sospenda  la  lei  **  sobre  clausura  temporal  de  la  Oasa  de  moneda/^  es- 
pejada por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado  soberano  de  Antío- 
quia,  en  MedelHn,  a  seis  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro^ 
i  mandada  ejecutar  por  la  Gobernación  de  dicho  Estado  el  dia  ocho  del 
mismo  mes  i  ano. 

El  veinte  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  dos  decretó 
el  €k>biemo  jeneral  establecer  una  Casa  de  moneda  en  la  ciudad  de 
Medellin,  e  invitó  a  los  particulares  <}ue  quisieran  celebrar  tm  contrato 
al  efecto,  en  los  tórminos  que  allí  se  mdican,  a  dirijir  sus  propuestas  a 
Ul  Secretaría  dé  Hacienda. 

El  treinta  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres  se  celebró  xm 
contrato  entre  el  Secretario  de  Hacienda  del  Gobierno  jeneral  i  el  Pre- 
sidente del  Estado  soberano  de  Antioquia,  odmprometióndose  éste  a 
establecer  por  su  cuenta  la  Casa  de  moneda  oreada  por. el  decreto  ci- 
tado de  veinte  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  dos,  i  bajo  las 
eondiciones  que  en  él  se  prescriben. 

Ija  acuñación  de  moneda,  determinando  su  lei,  peso,  tipo,  forma  i 
denominación,  es  de  la  esclusiva  competencia  del  Gobierno  jeneral, 
segon  el  inciso  12,  artículo  17  de  la  Constitución  nacional ;  de  manera 
qae  al  disponer  la  lei  de  Ahtioquia,  como  dispone,  que  la  Casa  de  mo- 
neda 86  cierre  inmediatamente,  i  se  abra  de  nuevo  ciando  lo  orea  ne- 
oeaaido  el  Poder  ^ecutivo  de  aquel  Estado,  lia  invadido  la  ocultad 
eonetitacional  que  al  Gobie^o  de  la  Union  confiere  el  inciso  citado ; 
pues  fia  al  de  Antioquia  no  le  convenia  continuar  el  contrato,  ha  debido 
haoer  uso  de  los  reciursos  que  le  otorguen  las  leyes  jenerales,  pero  no 
lejíeLar,  como  lo  ha  hecho,  iuera.de  la  órbita  de  sus  atribuciones. 

Por  tales  fundamentos,  la  Corte  Suprema,  en  sala  de  acuerdo» 
tERispende  la  lei  *^  sobre  clausura  temporal  de  la  Casa  de  moneda,"  es- 
pedida por  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Antio- 
mia  en  sais  de  ortabre  de  mil  ocnocientos  sesenta  i  cuatro,  i  mandada 
egecatar  por  la  Gobernación  de  dicho  Estado  soberano  el  dia  ocho  del 
núsBoo  mes  i  año. 

En  onmplimiento  de  lo  prevenido  en  el  artículo  72  de  la  Constita- 


oioiDf  en  qna  se  fanda  la  Oorte,  4é0e  cuanta  al  SenadOr^con  los  docu- 
mentos respectivos,  para  los  electos  qoe  en  él  se  expresan. 

José  Araújo — Andbes  Cebón— Marcelino  Gutiébbez  A. — Baxon 
(jkJ'JCRz— José  MabÍa  Bóíjas  Gabbido— ^  FZííenfe  Vanégasy  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notiñqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación — QüuaKo — Fanegas,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  febre- 
ro TeintidOB  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco —  Vicente  Vcmégas. 


Infobiies  de  la  Comisión  del  Senado. 


Ciudadanos  Senadores. 

Vuestra  comisión  encargada  de  la  revisión  de  los  actos  legislativos 
de  I09  Estados,  pasa  á  informaros  respecto  de  la  lei  de  6  de  octubre  del 
año  pasado^  sobre  clausura  de  la  Casa  de  moneda  de  MedeUio,  espedida 

S)t  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Ántioquia. 
icha  léi,  suspendida  por  la  Corte  Suprema  a  solicitud  del  señor  Pro- 
icürador. jeneral,  es,  sin  duda  alguna,  contraria  al  inciso  1%  artículo  17 
de  la  Constitución  nacional,  i,  por  lo  mismo,  el  Senado  debe  anularla. 
Vosotros  sabéis»  ciudadanos  Senadores,  que  la  referida  Casa  de 
monada  debe^su  eíxistencia  a  un  contrato  celebrado  en  30  de  nxavo  de 
1863.  entre  el  Secretario  de  Hacienda  del  Gobierno  jeneral  i  el  Predi- 
jdente  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  comproiaetiéodose  áste  a 
establecerla  de  conformidad  en  todo  con  el  decreto  de  20  de  diciembre 
de  1862,  i  bajólas  condicioned  eh  él  prescritas.  I  como  la  acuñación 
de  moneda  es  da.esclusiva  competencia  del  Gbbierno  jeneral«  «eguu  el 
citado  inciso  12y  artículo  17.  de  la  Constitución,  i  como  poi  la  lei  de 
Antioquiay  de  que  se  trata,  he  dispone  que  la  Casa  de  moneda  se  cierre 
imaédiaiaínente  i  sé  abra  a  juicio  del  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  99 
incuestionable  que  dicha  lei  es  violatoria  del  inciso  i  artículo  citadofik 
Vuestra  coxaísioxl  es,  pues,  de  concepto  que  dicha  lei  debe  anularse, 
i  en  su  oonseoui^cia  os  proponed  aiguie&te  proyecto  d^ 


■  I 
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MiSkqiadQ  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  que 
le'Cbnfiere*  el  ittciso  5.^,  artículo  61  de  la  Conistítuoion,  declara  nula  la 
lei  de  6  de  octubre  de  1864,  espedida  por  la  Asamblea  Coñstitnjemte 
del  Estado  soberano  de  Antioquia,  sobre  clausura  temporal  de  la  Casa 
de  ^moneda  de  Medellin.  Devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Sapiema 
i  pubKquese  la  presente  determinación.  -^^ 

iBogotó,  nua-^q  IS'de  I^  * .     ;:  i 

Xüadadanoe  Senadores. 

.  1*^01800.  J.  ¿ALDfjA— GüíaaERMo  'Pebetra-^.  QvtitisáEZr-^: 

COBBEOSO, 
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no  acepfa  el  projeoto  de  resoliioion  con  qne  oon^Inje 
el  in£onne  que  anieoede,  i  eree  de  aa  deber  esponer  las  razones  que 
para  ello  le  asisten. 

Lia  lei  de  seis  de  octubre  último,  espedida  por  la  Asamblea  Oona- 
tUoyente  del  Estado  soberano  de  iíntioquia,  sobre  clausura  temporal 
de  ía  Casa  de  moneda  establecida  en  Meaellin,  puede  ser  viplatoriade 
la  ConstitaGion  nacional ;  puede  ser  yiolatoria  de  una  lei  igualmente 
nacional ;  puede  ser  yiolatoria  de  un  contrato,  o  puede  ser  perfecta- 
mente exequible,  inpcente.  Veamos  lo  que  puede  ser,  o  mas  bien  dicho> 
lo  que  es. 

¿  Afecta  en  algo  la  Constitución  aquella  lei  ?.  El  infrascrito  no  va- 
dla  en  contestar  negativamente.  Es  verdad  que  el  inciso  12  del  ariic^io 
17  constitucional  a&ibuje  al  Gobierno  jeneral  la  facultad  de  acucar 
moneda,  determinando  su  lei,  t^o,  forma  i  denominación ;  pero  a  nada 
de  esto  se  opone  la  precitada  lei.  El  Gobierno  nacional  puede  acuñar 
cuanta  moneda  quiera,  como  quiera  i  donde  quiera,  sin  que  aquella  leí 
venga  a  estorbárselo.  De  que  el  Gobierno  de  Antioquia  haya  dejado 
temporalmente  de  emitir  moneda,  no  puede  inferirse  que  arrebate 
amella  facultad  al  Gobieilio  jeneral,  ni  que  le  pon^a  embarazo  para 
ejercerla.  Allá  mismo  en  Antioquia  puede  el  Gobierno  déT  la  Tmioú 
montar  por  su  cuenta  una  Casa  de  moneda  el  dia  que  quiera,  O  comprar 
al  Estado  la  que  éste  está  montando,  i  administrarla  como  ló  crea  con- 
veniente. 

Emitir  moneda  sin  permiso  del  Gobierno  jeneral^  o  emitirla  sin 
las  condiciones  determinadas  por  él,  seria  el  único  caso  en  que  se  in- 
friiqia  el  mandato  constitucional;  pero  abstenerse  simplemepte  de 
entUdr  moneda  no  es  contrariar  aquel  mandato;  pues  sí  el  que  sé  abs- 
tiene está  obligado  a  emitirla,  esta  obligación  no  podría  emanar,  en  el 
presente  caso,  sino  de  una  lei  o  de  un  contrato,  i  entonces  serí'a  el  con- 
tato o  la  lei  lo  que  se  violaba,  pero  de  ningún  modo  la  Constitución. 
Pongamos  un  ejemplo  :  el  Congreso  espide  una  lei  autorizando  al  Po- 
der j^ecutivo  para  celebrar  un  contrato  sobre  la  emisión  mensual  de 
cierta  cantidad  de  moneda  i  con  ciertas  condiciones ;  pero  un  Estado 
caalqniera  espide  una  lei  resistiendo  o  contrariando  en  un  sentido  cual- 
quiera el  cumplimiento  de  aquel  contrato.  ¿  Se  violaba  con  esto  la 
Gonstitncion,  sinembargo  de  estar  efectivamente  a  cargo  del  Gobien^o 
jotierftl  el  ramo  de  monedas  ?  No  ciertamente,  i  el  remedio  seria  entona 
ees  llamar  a  juicio  al  Majisttado  que  resistía  o  impedia  el  cumplimiento 
de  la  lei  namonal  i  del  contrato  conforme  a  ella  celebrado. 

'Pero,  «i  no  se  lia  infiinjido  la  Constitución  ¿se  habrá  íbfrinjido 
a^dna  leí?  Kó,  porque  no  hai  ninguna  que  ordene  t>erentoriaíaente  la 
aoofiacicín  de  moneda  en  el  Estado  soberano  de  Antioquia'.'  Por  decreto 
ejecutivo  de  veinte  de  diciembre  de  1863,  se  dispuso  contratar  él  eMa- 
blecindento  de  una  Casa  de  moneda  en  Medellin ;  pero  eoínó  ningún 
particular  se  presentó  optando  a  aquel  contrato,  el  decreto  estuvo  a 
pfimto  de  qaeoarse  sin  efecto.  Aquel  decreto  era  mas  bien  una  ptopaesta 
que  UB  mandato.  Mas,  a  falta  de  otro,  eí  Gobierno  aceptó  la  propueeta» 
1  está  moati^do  la  Casa.:  la  lei;  pues,  se  está  cumpliendo..  lia  naeiobal, 
de  19  de  mayo  último,  tampodo  afeotó  eñ  nada  la  Oáiaa  mendotiada. 
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Esta  continaó  con  la  organización  que  antes  tenia,  i  solamente  oon  el 
aditamento  de  xm  inspector  nombraao  por  el  Gobierno  nacional.  Pero 
esta  lei  tampoco  preceptuaba  la  acuñación  forzosa  de  moneda  en  Me* 
delün :  tocopor  inoidenciala  organización  de  aquella  Casa,  i  nada  mas. 
Luego  la  clausura  temporal  &  aquel  establecimiento  no  implica  la 
violación  de  una  lei. 

Pero  demos  de  barato  que  efectivamente  se  ha  violado  una  lei  sobre 
este  asunto.  ¿Cuál  es  la  atribución  que  confiere  al  Senado  el  inciso  5.^ 
del  artículo  51  de  la  Constitución?  Esta :  "  decidir  definitivamente 
sobre  la  nudidad  o  validez  de  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas 
de  los  Estados,  que  de  denuncien  como  contrarios  a  la  Constitución  de 
la  Bepáblica." 

Ve  forma  que,  si  aquellos  actos,  en  vez  de  ser  contrarios  a  la  Cons- 
titución, lo  fueron  solamente  a  una  lei  nacional,  no  son  anulables  por 
el  Senado ;  porque  éste  no  puede  ejercer  función  ninguna  que  no  se 
le  haya  conferido  claramente  (artículo  89  de  la  Constitución). 

¿  Será,  en  fin,  violatoria  de  un  contrato  la  lei  de  que  venimos  tra" 
tando  ?  Tampoco.  Yéase  el  contrato  de  30  de  mayo  de  1863,  celebrado 
pbt  los  señores  Antonio  González  Carazo  i  Pascual  Bravo,  «1  primero 
como  Secretario  de  Hacienda  de  la  ünion,  i  el  s^undo  como  Presi- 
dente del  instado  soberano  de  Antioquia,  i  se  comprenderá  cuáles  fue- 
ron realmente  las  obligaciones  que  el  Gobierno  antioqueño  se  impuso 
por  virtud  del  contrato  mencionado.  Aquel  Gobierno  se  comprometió 
a  establecer  una  Casa  de  moneda  en  Medellin ;  pero  no  se  estipuló 
cuándo  debería  estar  la  Casa  establecida.  De  suerte  que,  miéntnikS  ella 
no  se  establezca  definitivamente,  no  puede  decirse  que  han  empez6ulo 
sus  obligaciones  para  con  el  Gk)biemo  jeneral.  Algunas  interrupciones 
puede  haber  en  el  montaje  de  aquella  Casa,  por  los  cuantiosos  gastos 
que  demanda,  gastos  que  no  puede  erogar  hoi  el  Gobierno.  Si  se  haa 
emitido  algunas  moned!as,  ha  sido  por  via  de  ensayo  puramente ;  pero 
aquella  empresa  dista  mucho  todavía  de  la  perfección  que  debe  tener 
para  llenar  cumptidamente  su  objeto.  I  ni  a  la  Nación,  ni  al  Estado  ni 
a  los  particulares  conviene  que  aquella  Casa  funcione  así  a  medio  mon- 
tar.^ Él  orffuUo  nacional  se  mortifica,  el  tráfico  se  embaraza  i  la  falsifi-. 
cacion  se  facilita  poniendo  en  circulación  pedazos  de  plata  u  oro  bien 
aquilatados  pero  mal  sellados,  cortados  i  acordonados. 

No  quiere  esto  decir  que  en  Antioquia  no  pueda  montarse  nn 
plantel  magnífico  de  esta  clase ;  pero  esta  es  obra  del  tiempo  i  de  fuertes 
caudales  con  que  el  Estado  no  cuenta  hoi,  porque  ha  quedado  exahusto 
a  consecuencia  de  los  enormes  gastos  causados  por  la  guerra.  Sin- 
embargo,  ya  están  en  Medellin  vanos  útUes  i  aparatos  que  se  pidieron 
al  estranjero,  i  oon  éstos  i  otros  que  se  pecUrán,  quedara  la  Oaaa  bien 
montada,  i  antes  de  un  par  de  años,  si  hubiere  materia  prima^  estará 
aquella  empresa  funcionando  a  susto  i  contentamiento  de  uno  i  otro 
Gobierno  i  de  todos  los  amigos  de  las  mejoras  materiales. 

No  ha  habido,  pues,  tal  violación  de  contrato.  Pero  supongamos^ 

Eor  via  de  ai^umentacion,  que  la  haya  habido.  ¿Qué  tiene  el  l^ufiSo  qaa 
aoer  en  esto  ?  Si  el  Gobierno  ejecutivo  de  Antioquia,  en  obedeoimien-^ 
to  de  una  leí,  ha  faltado  a  lo  estipulado  x^on  la  ilación,  ésta  debe  de« 
mandar  en  justicia  el  cumplimiento  de  lo  paotodo^  i  traer  a  su  contra^. 


pftrte  ante  km  Joseados  i  Triboiialea  de  I&  Union  para  que  responda 
ae  los  oaigo3  qne  formule  contra  ella. 

Si  paes  no  ha  habido  infracción  de  Constitución»  ni  de  lei,  ni  de 
contrato,  qué  ha  habido,  pues  ?  Nada :  ¿  Qué  debe  hacer  el  Senado  ? 
Nada.  ¿  Qué  es  entonces  la  lei  en  cuestión  ?  Perfectamente  exequible, 
inocente. 

£ntremos  ahora  en  consideraciones  de  otro  orden.  El  Gobierno 
jeneral  no  necesita  para  nada  de  aquella  Gasa  de  moneda :  tiene  las 
de  Bogotá  i  Popajan,  i  con  éstas  le  basta  i  le  sobra  para  subvenir  a  las 
neoesioades  del  cambio.  Fué  por  pura  gracia  que  el  Jeneral  Mosquera 
hizo  a  Antioquia  aquella  concesión.  Pero  hé  aquí  que  los  lejítmios 
Bepresentantes  de  aquel  Estado  dicen  :  que  no  aceptan  la  gracia  por 
ahora,  por  caanto  hace  mas  daño  que  provecho :  hé  aquí  que  los  mme- 
ros  de  Antioquia  han  dado  en  vender  su  oro  por  más  al  comercio,  que 
por  menos  al  Gobierno.  ¿  Qué  hacer  ?  Anular  la  leí  de  que  tratamos 
seria  obligar  a  aquel  Gobierno  i  a  aquellos  mineros  a  nacer  un  mal 
negocio,  i  esto  sí  seria  violar  la  Constitución,  porque  restrinjiriamos  la 
fibertad  de  industria.  Ademas,  solo  al  esclavo  i  al  criminal  se  obliga  a 
hacer  lo  que  no  le  conviene.  Pero  supongamos  que  sí  conviene  a  aque- 
BaB  jentes  tener  Casa  de  moneda;  talnpoco  se  les  puede  obligar  en  lei, 
en  justicia  i  en  razón  a  que  la  tengan.  A  nadie,  sino  al  niño,  al  mente- 
cato i  al  loco  se  debe  obligar  a  hacer  lo  que  le  conviene.  Desde  que 
uno  está  en  la  escuela  oye  decir  que  el  mejor  juez  de  sus  intereses  es 
él  mismo  interesado. 

Supongamos,  sinembarso,  que,  anulada  la  lei,  vuelve  a  abrirse  la 
Gasa  de  moneda  en  Medellm;  ¿pero  qué  se  adelanta  con  que  esté 
abierta  esa  medio  Casa  de  moneda,  si  no  hai  que  amonedar?  ¿  Obligar  sd 
tíobiemó  a  que  compre  plata  i  oro  a  cualquier  precio  para  dar  que 
hacer  a  sus  empleados  ?  ¿  I  si  no  tiene  con  qué  comprar  aquellos  me- 
ialesi  i  si  aunque  tenga,  es  el  precio  tan  subido  (jue  haya  de  perder 
ooBsiderablemente  ?  Cualquiera  de  estas  cosas  sena  horrible,  i  lo  serii^ 
nada  menos  fijar  el  precio  del  metal  i  obligar  al  minero  a  ajustarse  a 
dielio  precio,  aunque  el  comerciante  le  ofreciera  el  doble. 

JmL  tal  emerjenoia  no  queda  mas  camino  que  el  de  la  libertad,  es 
ir,  dejar  seguir  las  cosas  su  curso  natural,  léjico,  forzoso.  Ese  es  el 
camino  que  la  industria  humaüa  busca  i  sigue  siempre,  por  mas  artificio 
que  loa  economistas  de  cierta  escuela  empleen  en  detenerla.  No  sé 
cnden  ha  dicho  que  contra  natura  en  vano  se  litiga,  i  ha  dicho  la  verdad, 
poneos  a  recojer  todos  los  vientos  i  a  hacer  que  soplen  siempre  en  una 
misma  dirección,  i  pasareis  por  unos  necios :  la  oscilante  veleta  será 
cRiian  lo  demuestra.  La  historia  califica  justamente  de  imbécil  al  famoso 
Jéijea  poi  habe;r  pretendido  encadenar  las  olas  de  la  mar  embravecida. 
¡Loca  pretensión  a  la  verdad!  Siempre  naufragaron  la  naves  de  aquel 
guerrero  impío  i  orgulloso. 

Pero  volviendo  al  asunto,  ¿no  es,  en  verdad,  mui  peregrino  que  el 
Gobierno  haya  puesto  ^1  grito  en  el  cielo  por  la  espedicW  de  la  lei 
anüoquena  que  M  motivado  este  informe,  i  que,  bien  vista,  no  significa 
nn  aroite,  entre  tanto  que  pone  oreja  de  mercader  a  cosas  de  mayor 
Bustanoia  ?  |  Opánto  celo  i  cuánta  biula  por  un  pecado  venial  1 

Goncluvo,  señores :  perdonadme  que  haya  sido  en  derto  modo 
temerario  al  disentir  de  la  opinión  del  Gobierno  nacional,  del  Proeura- 

8 
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dor,  de  la  Corte»  i  en  fin,  de  los  cuatro  miembros  restantes  i  mni  respe* 
tabíesy  ciertamente,  qae  conmigo  forman  la  comisión  encargada  de 
despachar  estos  asuntos.  Si  el  Senado  no  hallare  fondadas  i  justas  mis 
razones,  confio  al  menos  en  que  las  hallará  since;:as.  No  me  hsonjeo  de 
haber  acertado,  pero  sí  de  haber  cumplido  mi  deber. 

Fecha  ut  supra.  Teodoicibo  Llano. 


xm. 


If  UlilDAD  de  la  leí  del  Estado  de  Bolívac,  de  9  de  Janlo  de 
1863,  reformatoria  de  la  de  3  de  enero  del  mismo  año* 


ACUEBDO  DB  LA.  SUPBEICA  OOBTE. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  enero  veintioobo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Manuel  Boman,  Antonio  B.  BeboUo,  José  Ignacio  de  Pombo,  M. 
Gómez,  Juan  Eckart  i  F.  de  Pombo,  solicitan  de  la  Corte  Suprema  la 
suspensión  dé  las  leyes  espedida3  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Es- 
tado soberano  de  [Bolívar,  en  tres  de  enero  i  nneve  de  julio  de  rnil 
ochocientos  sesenta  i  tres,  "  declarando  libre  el  área  de  la  cabecera  de 
los  distritos  parroquiales  situados  en  terrenos  de  propiedad  de  particu- 
lares, i  disponiendo  la  manera  de  pagarlos'' ;  i  oido  el  señor  Procurador 
jeneral,  la  Corte  pasa  a  ejercer  la  a&ibucion  que  le  confiere  el  articulo 
72  de  la  Constitución  nacional. 

Los  infrascritos  Majistrados  están  de  acuerdo  todos  en  que  las 
leyes  reclamadas  por  los  vecinos  de  Cartajena  que  suscribieron  el  me- 
morial que  corre  a  los  folios  ocho  i  nueve,  son  abiertamente  opuestas 
a  lo  dispuesto  en  el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  carta  fundamental  de 
la  Union  :  la  simple  lectura  de  dichas  leyes  i  de  la^disposicion  consti- 
tucional apuntada,  conduce  al  conocimiento  de  esta  verdad. 

La  Constitución  federal  fija  como  base  invariable  de  la  Union  de 
los  Estados  el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  je- 
n,eral  i  de  los  Gobiernos  de  cada  uno  de  aquéllos,  de  los  derechos  indi- 
viduales que  clasifica  el  artículo  16,  pertenecientes  a  los  habitantes  i 
transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia  ;  i  en  este  reconoci- 
miento aparece  comprendida  la  propiedad,  sin  otras  limitaciones  que 
las  que  espresa  el  inciso  5°;  i  no  obstante  de  ser  demasiado  clara  i 
terminante  la  institución,  en  el  de  Bolívar  aun  se  reputa  vijente  i  segu- 
ramente se  continua  apHcando  la  lei  de  tres  de  enero  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  i  tres,  puesto  que  se  ha  pedido  su  suspensión  por  los  indi- 
viduos que  se  han  mencionado,  lo  mismo  que  la  de  la  lei  de  nueve  de 
julio  del  mismo  año. 

La  garantía  constitucional  requiere,  para  que  un  individuo  sea 

Srivado  de  su  propiedad,  que  el  grave  motivo  de  necesidad  pública  sea 
eclarado  judicialmente,  i  que  la  indemnización  sea  previa,  i  en  las 
leyes  en  cuestión  se  dispone  diferente  procedimiento  para  quitar  los 
terrenos  de  propiedad  particular  en  que  estén  situadas  las  áreas  de  las 
cabeceras  de  los  distritos  parroquiales  ;  pues  sin  que  ninguna  autori- 
dad judicial  califique  i  declare  el  grave  motivo  de  necesidad  pública 
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para  privar  a  los  dueños  del  derecho  de  propiedad  sobre  dichos  terre^ 
nos,  la  lei  de  Bolívar  los  declara  libres  sin  previa  formalidad  algona, 
68  decir,  la  Asamblea  lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  por 
sí  i  ante  sí,  i  sin  intervención  jadicial,  despoja  i  priva  del  derecho  de 
propiedad  a  tedos  los  individuos  que  en  aquel  Estado  se  hallen  en  el 
caso  del  artícnlo  2.^  de  la  lei  de  tres  de  enero.  Ademas,  la  indemniza- 
ción a  los  dueños  es  posterior  a  la  esp^opiacion,  i  no  anterior^  como  lo 
previene  el  inciso  5.^  de  la  Constitución  jeneral.  Por  manera  que  a 
tedas  laces  es  evidente  e  incontrovertible  la  contrariedad  de  las  dos 
leyes  de  Bolívar  con  el  precepte  constitucional  últimamente  citado. 

Sinembargo  de  lo  espuesto,  la  lei  de  tres  de  enero  de  mil  ocho- 
cientos sesente  i  tres  no  se  suspende,  porque  para  tal  efecto  no  ha  sido 
posible  reunir  en  el  acuerdo  la  unanimidad  devotos  exijida  por  la  car- 
ta fundamental  de  la  Nación,  con  motivo  de  opinar  cuatro  de  los  hi- 
frascritos  Majistrados,  José  Araújo,  Andrés  Oeron,  Marcelino  Gntiérrez 
A.  i  Bamon  Gómez,  por  que  la  Corte  se  abstenga  de  espedir  decreto  de 
suspensión  de  la  lei  de  tres  de  enero  mencionada,  i  por  abrigar  uno, 
Jo^  María  Bdjas  Garrido,  el  parecer  opuesto.  Los  primeros,  aceptan- 
do la  esposicion  del  señor  Procurador,  fundan  su  concepto  en  que, 
pugnando  la  dicha  lei  «con  el  inciso  5.^  de  la  Constitución,  i  siendo  de 
fecüoa  anterior  a  ésta,  no  hai  duda  que  aquella.perdió  su  fuerza  obliga- 
toria desde  la  publicacion.de  la  enunciada  Constitución,  es  decir,  fué 
abrogada  por  ésta,  i  consiguientemente  hoi  no  puede  o&ecer  materia 
para  usar  de  la  faculted  de  suspenderla,  como  quiera  que  su  ejercicio 
presupone,  desde  luego,  existiendo  con  vigor  le^al  actos  de  las  Lejis- 
íaturas  de  los  Estados  contrarios  a  la  Constitución  i  leyes  de  la  ünion. 
¿  Cómo  suspender  una  lei  que  en  tal  o  cual  Estado  imj^usiera  la  pena 
de  muerte  ?  ¿  Cómo  suspender  la  que  en  igualdad  de  circunstencias 
restnnjiese  la  Ubertad  de  imprenta  o  la  de  espresar  el  pensamiento  de 
palabra  o  por  escrito  &c.  ?  Los  Majistrados  que  hablan  piensan  que, 
en  casos  como  los  apuntados,  todo  queda  reducido  a  dar  cumplimiento 
en  los  Estados,  por  medio  de  sus  autoridades  respectivas,  a  la  Constí- 
hicion  i  leyes  nacionales. 

En  cuanto  a  la  lei  de  nueve  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  i 
tres,  la  cuestión  cambia  de  aspecto,  i  puesto  que  la  Corte  Suprema  fe- 
deral la  ju^a  inconstitucional,  ora  por  ser  en  sí  los  dos  artículos  de 
que  consta,  i  ora  por  su  íntimo  enlace  i  conexión  con  la  de  tres  de 
eaero  del  año  espresado,  obrando  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  señor 
Procorador  jeneral,  la  suspende. 

liíbrese  la  correspondiente  provisión  i  dése  al  espediente  el  curso 
constitucional. . 

José  Aba^jo — ^Akdbes  Cebon-^Mábceiino  Gutiébrez  A. — ^Bamok 
i3í6iBSL  —José  Mabía  Bó'jas  Gabbido — FíoeTzfe  Vamgm^  Secretario. 


£3  señor  Majistrado  doctor  José  María  Bójas  Garrido  votó  en 
^tos  términos : 

'^  El  infrascrito  Majistrado  disiente  del  voto  anterior  de  los  otros 
taenores  Majistrados,  en  la  parte  i  por  las  razones  que  pasa  a  esponer  : 

^'Considera  que  aunque  las  leyes  contrarias  a  la  Constitución  sean 
anteriores  a  ella,  1  debieran  considerarse  abrogadas,  cuando  esto  no 
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sucede  en  un  Estodo  i  contin^ian  ejeoatándose  como  si  estavieran  vi* 
jentes,  la  Corte,  previa  solicitad  constitucional,  como  sucede  en  este 
caso,  debe  ejercer  la  atribución  de  suspenderlas,  ,ya  que  la  respectiva 
Lejislatura  no  las  ha  derogado,  i  que  los  funcionarios  del  Estado  las 
ejecutan,  sin  que  obste  la  consideración  de  que  éstos  deban  ser  respon- 
sables por  su  conducta,  porque  esa  responsabilidad  no  llena  el  objeto 
inmediato  que  se  ha  propuesto  la  Cionstitucion  nacional  al  conferirle  la 
atribución  aia  Corte,  de  evitar  los  males  que  se  orijinan  de  la  ejecución 
de  leyes  contrarias  a  ella.  Por  otra  parte,  la  lejislacion  de  cada  Estado 
es  de  la  esclusiva  competencia  de  su  Jjejislatura,  la  cual  ei^bableoe  trámi- 
tes para  espedir  leyes  i  derogarlas :  si  no  deroga  las  que  sean  contrarias 
a  la  Constitución  nacional,  deben  suspenderse  por  la  Corte  i  anularse 

Sor  el  Senado.  La  idea  de  que  es  a  cada  autoridad  a  quien  correspon- 
e,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  declarar  que  no  es  apUcabie  una  lei 
anterior  a  la  Constitución,  por  ser  contraria  a  ella,  no  se  opone  a  que  la 
Corte  ejerza  la  atribución  de  suspenderia,  porque  esto  mismo  podria 
acontecer  con  una  lei  posterior  a  la  Constitución,  que,  por  ser  evidente^ 
mente  contraria  a  ella,  las  autoridades  de  un  Estsuio  prescindieran  de 
cumplirla,  sinembargo  de  lo  cual,  la  Corte  ejercería  su  atribución  co- 
rrespondiente. 

"  El  Majistrado  que  habla  comprende  que  contra  las  leyes  de  los 
Estados,  contrarias  a  la  Constitución  nacional,  anteriores  o  posteriores 
a  ella,  fuera  de  los  casos  especiales  de  la  aplicación  que  de  ellas  hagan 
los  respectivos  funcionarios,  lo  cual  no  envuelve  su  abrogación,  no 

Íueda  mas  recurso  (jue  la  espresa  derogatoria  por  lá  Lejislatura  del 
¡stado,  o  la  suspensión  de  la  Corte  i  la  nulidad  del  Senado. 

"  Fuera  de  estos  recursos,  únicos  establecidos  por  la  Constitución^ 
el  principio  de  que  deben  considerarse  derogadas  las  leyes  anteriores 
A  la  Constitución,  por  opuestas  a  ella,  podria  suscitar  una  controversia 
entre  el  Gobierno  lenersu,  que  las  creyera  contrarias,  i  por  consiguiente 
derogadas,  i  el  Gobierno  del  Estado,  que  las  juzgara  compatibles  con 
dicha  Constitución,  i  en  su  consecuencia  vijentes.  - 

"  En  esta  controversia  la  Corte  es  la  úmca  autoridad  constitucional 
que  decide  si  deben  o  nó  suspenderse,  i  el  Senado  si  deben  o  nó 
anularse. 

"  Por  estas  Tazones,  el  infrascrito  opina  que  debe  suspenderse  la  lei 
de  que  se  trata,  en  cuanto  es  contraria  a  la  Constitución  nacional." 

José  Araújo— AiqnBEs  Oebok— Mabgeiino  Guteébrez  A. — Bamoh 
GdMEZ— José  MABfA  Bójas  Gabbibo —  Vicente  Fanegas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Nación — Quuano — Vanégas,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal— Bogotá,  enero 
treinta  i  uno  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. — Vicerde  Vcmégas. 

Infobue  db  la  CoicaioN  sgl  Senapo. 

Ciudadanos  Senadores- 

Varios  ciudadanos  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  en  uso  áA 
derecho  que  les  concede  el  artículo  72  de  la  Constitución,  elevaron  a 
la  Corte  Suprema  un  razonado  memorial  pidiendo  la  suspensión  de  las 


—  co- 
lees de  tres  de  enero  i  9  de  jtuíio  de  1863,  espedidas  por  la  Asamblea 
Lejialatiya  de  ese  mismo  Estado,  por  estimar  tales  leyes  contrarias  al 
inciao  6.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional.  En  efecto,  por  la 
pmnera  de  estas  leyes  se  declara  libre  el  área  de  las  cabeceras  de  dis* 
tEÍtOy  sátnada  en  terrenos  de  propiedad  de  particulares;  se  determina  el 
modo  de  justipreciar  esos  terrenos  i  de  indemnizar  el  valor  a  sus  due- 
Sos,  disponiéndose  que  esta  indemnización  se  verificj^ue  dentro  de  seis 
meses  a  un  año^  contados  desde  la  fecha  del  ayaláo,  i  que  se  haga  con 
el  producto  de  una  contribución  directa  que  al  efecto  se  repartiría 
entre  los  habitantes  de  los  distritos  fayorecid9S.  Por  la  secunda  de  las 
eitadas  lejes  se  amplían  las  disposiciones  de  la  anterior,  i  se  agrega: 
**  en  caso  en  que  sea  necesario  aumentar  la  población,  podrá  espro- 
piarse  a  los  dueños  de  los  terrenos  la  parte  del  terreno  que  se  necesite, 
iqjo  las  WMmas  reglas estaUeddaa  por  lá lei" 

£n  sentir  de  yuestra  comisión,  no  cabe  la  menor  duda  de  que  ambas 
lejes  son  abiertamente  opuestas  a  la  garantía  definida  en  el  inciso  6.^ 
del  artículo  16  de  la  Constitución  nacional.  Según  el  artículo  e  inciso 
citados,  "es  base  esencial  e  invariable  de  la  Union  entre  los  Estados 
él  reeanoeimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral  i  de  los 
Ckobiemos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  indivi- 
duales que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados 

Unidos  de  Colombia,  a  saber : 5.*  La  propiedad;  no  pudiendo 

aer  privado  de  ella  sino  por  pena  o  contribución  leneral,  con  arredo  a 

las  Wes,  o  cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  pública, 

jtidieíalmente  dedarado  i  previa  ivaemnizoLcioTu"   Ahora  bien :  por  las 

lejes  del  Estado  soberano  de  Bolívar  se  priva  de  su  propiedad  a  los 

daeños  de  las  áreas  de  las  poblaciones  situadas  en  terreno  de  su  esclu- 

anro  dominio,  sin  q¡ie  el  grave  motivo  de  necesidad  pública  en  que  se 

apoya  la  espropiacion,  se  declare  judicialmente,  i  sin  c[ue  a  ésta  preceda 

la  indemnización,  cual  lo  prescribe  el  artículo  constitucional.   Sinem- 

bargo,  la  lei  de  3  de  enero  de  1863,  aunque  contraria  a  la  Constitución, 

es  anterior  a  ella,  i  por  este  motivo  se  encuentra  derogada.  Por  lo  mismo, 

▼nestra  comisión  concluye  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

besolucioh: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  ^ue 
le  confiere  el  inciso  5.^  artículo  51,  i  el  artículo  72  de  la  Constitución, 
declara  nula  la  lei  de  9  de  junio  de  1863,  reformatoria  de  la  de  3  de 
enero  del  mismo  año,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
soberano  de  Bolívar.  Se  abstiene  de  hacer  igual  declaratoria  respecto 
de  la  lei  de  3  de  enero  de  1863,  espedida  por  la  misma  Asamblea 
Ije|i8lativa,  por  hallarse  derogada,  siendo,  como  es,  anterior  i  contraria 
a  lá  Constitución  nacional.  Devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Supre- 

oon  copia  de  esta  resolución. 


Bogotá,  U  de  abril  de  1865. 

Frahciboo  J.  Zaldí a— Guillebmo  Pebeieíl— Teodombbo  Llano— 
EL   OtmÉBBBZ — ^En  discordancia  en  la  2.*  parte— B.  Cobbeoso. 
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XIV. 

JEl  8«nado  ee  abftiene  del  eferclclo  de  sa  atribneion  constitu- 
cional respecto  de  algnna9  disposiciones  de  la  lei  del  Estado  de 
Bolívar,  de  d4de  diciembre  de  1863,  concediendo  antorizaclo- 
nes  al  Poder  Glecntivo,  que  fué  derogada  por  la  Constitución 

nacional. 


Acuerdo  de  la.  Sixpbema  Cobte. 

Corte  Suprema  federal — Bogotá,  enero  veintiocho  de  mil  ochocientos  sesenta !  cinco. 

Yista  la  solicitud  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  para 
que  se  suspenda  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  veinticuatro 
de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  dos,  ''  concediendo  al  Poder 
Ejecutivo  de  aquel  Estado  ciertas  autorizaciones,"  la  Corte  considera  : 

I,*"  Que  la  atribución  que  tiene  por  el  artículo  72  ie  la  Constitu- 
ción nacional,  es  la  de  suspender  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos 
de  las  Asambleas  de  los  Estados,  en  cuanto  ellos  sean  contrarios  a  la 
Constitución  o  a  las  leves  de  la  Ünion. 

2.^  Que  el  ejercicio  de  esta  atribución  no  puede  entenderse  sino 
de  aquellos  actos  lejislativos  espedidos  con  posterioridad  a  la  Consti-* 
tucion  nacional  i  a  las  leyes  de  la  Union  que  ellos  contraríen. 

3.^  Que  los  actos  lejislativos  espedidos  por  las  Asambleas  de  los 
Estados  antes  de  haberse  espedido  la  Constitución  nacional  de  ocho 
de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres,  lejos  de  poder  ser  conside- 
rados vijentes,  para  que  respecto  de  ellos  pudiera  ejercerse  la  facultad 
de  suspenderlos,  que  la  Constitución  confiere  a  la  Corte  Suprema,  i  la 
de  anularlos,  que  la  misma  Constitución  confiere  al  Senado  de  la  Union, 
dichos  actos  quedaron  abrogados  por  la  Constitución  misma,  sin  que 
puedan  ni  deban  cumplirse,  como  contrarios  a  una  disposición  poste- 
rior obligatoria  en  toda  la  Bepública ;  i 

4.^  Que  en  este  caso  se  encuentran  los  actos  lejislativos  del  Esta- 
do soberano  de  Bolívar,  cuya  suspensión  se  ha  pedido,  por  ser  contra- 
rios a  las  garantías  consignadas  en  la  Constitución  nacional. 

Por  estas  consideraciones,  i  de  acuerdo  con  el  concepto  emitido 
por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  en  la  solicitud  que  pre- 
cede, la  Corte  se  abstiene  de  suspender  las  leyes  citadas,  considerando 
que  respecto  de  ellas  no  puede  ejercer  la  atribución  constitucional  ya 
citada,  por  cuanto  no  puede  verificarse  la  suspensión  de  actos  lejislati- 
vos Que  la  misma  Corte  considera  abrogados ;  i  así  lo  resuelve,  resol- 
viendo igualmente  pasen  los  espedientes  que  contienen  las  esj^resadas 
solicitudes,  con  copia  de  este  acuerdo,  al  Senado  para  la  decisión  defi- 
nitiva, conforme  a  la  parte  final  del  artículo  72  i  al  inciso  5.°  del  artículo 
51  de  la  Constitución  nacional. 

José  Araújo— Andrés  Cerón — ^Marcelino  Gutiérrez  A. — Bamon 
G(^JiCEZ— José  M  ARfA  B^jas  Garrido —  Vicente  Vanégas,  Secretario. 

El  señor  Majistrado  doctor  José  María  Bójas  Garrido  consignó  su 
Toto  en  los  términos  siguientes : 
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"  El  infrascrito  Majistrado  disiente  del  voto  anterior  de  los  otros 
señores  Majistrados,  por  las  razones  que  pasa  a  indicar : 

'^OoDsidersi,  (jue  aunque  las  leyes  contrarias  a  la  Constitución  sean 
anteriores  a  ella,  i  debieran  considerarse  abrogadas,  cuando  esto  no 
sucede  en  un  Estado  i  continúan  ejecutándose  como  si  estuvieran  vi- 
jentes,  la  Corte,  previa  solicitud  constitucional,  como  sueede  en  este 
caso,  debe  ejercer  la  atribución  de  suspenderlas,  ya  que  la  respectiva 
Lejislatuta  no  las  ha  derogado  i  que  los  funcionarios  del  Estado  las 
ejecutan,  sin  que  obste  la  consideración  de  que  éstos  deban  ser  respon- 
sables por  su  conducta,  porque  esa  responsabilidad  no  llena  el  objeto 
inmediato  que  se  ha  propuesto  la  Constitución  nacional,  al  ceuferirle  la 
atribución  a  la  Corte,  de  evitar  los  males  que  se  orijinan  de  la  ejecución 
de  I^es  contrarias  a  ella.  Por  otra  parte,  la  l^jislacion  de  cada  Estado 
ee  de  la  esclusiva  competencia  de  su  Legislatura,  la  cual  establece  trá- 
mites para  espedir  leyes  i  derogarlas  :  si  no  derogan  las  que  sean  con- 
trarias a  la  Constitución  nacional,  deben  suspenderse  por  la  Corte  i 
anillarse  por  el  Senado.  La  idea  de  que  es  a  cada  autoridad  a  quien 
corresponde,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  declarar  <jue  no  es  aplica- 
ble una  lei  anterior  a  la  Constitución  por  ser  contrana  a  ella,  no  se 
opone  a  qne  la  Corte  ejerza  la  atribución  de  suspenderla,  porgue  esto 
mismo  podria  acontecer  con  una  lei  posterior  a  la  Constitución,  que, 
por  ser  evidentemente  contraria  a  ella,  las  autoridades  de  un  Estado 
prescindieran  de  cumplirla,  siuembargo  de  lo  cual,  la  Corte  ejerceria 
an  atribución  correspondiente. 

"  Eil  Majistrado  que  habla  comprende  que  contra  las  leyes  de  los 
astados  coniararias  a  la  Constitución  nacional,  anteriores  o  posteriores 
a  ella,  fuera  de  los  casos  especiales  de  la  aplicación  que  de  ellas  hagan 
loe  respectivos  funcionarios,  lo  cual  no  envuelve  su  abrogación,  no  que- 
da mas  recurso  que  la  espresa  derogatoria  por  la  Lejislatura  del  Estado, 
o  la  suspensión  de  la  Corte  i  la  nulidad  del  Senado. 

"  Fuera  de  estos  recursos,  únicos  establecidos  por  la  Constitución, 
el  principio  de  que  deben  considerarse  derogadas  las  leyes  anteriores 
a  la  Constitución,  por  opuestas  a  ella,  podria  suscitar  una  controversia 
entre  el  Gobierno  jeneral,  que  las  creyera  contrarias,  i  por  consiguiente 
derogadas,  i  el  Gobierno  del  Estado,  que  las  juzgara  compatibles  con 
dicha  Constitución,  i  en  su  consecuencia  vijentes. 

"  £n  esta  controversia  la  Corte  es  la  única  autoridad  constitucio- 
nal que  decide  si  deben  o  nó  suspenderse,  i  el  Senado  si  deben  o  nó 
anularse. 

*^  Por  estas  razones,  el  infrascrito  <^ina  que  debe  suspenderse  la 
leí  de  que  se  trata,  en  cuanto  es  contraria  a  la  Constitución  nacional." 

José  áLRAüJO— Andbes  Cebón — José  MABfA  "Eíójas  Gabbido — ^Mab- 
CEUNO  GüTLÉBREZ  A. — Ramon  Qóvez — Vioente  VanégaSy  Secretario. 

S¡n  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Procuradpr  jeneral  de  la 
Kacion — Quuano —  Fanegas^  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  febre- 
ro cuatro  áa  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Vioente^  Fanegas. 
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ImFOBICB  de  Ul  CiOlilSIOM  DEL  SeKJIDO. 

Ciudadanos  Senadores. 

El  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  excitado  i  requerido  por  el 
Poder  Ejecutivo,  ocurrió  a  la  Suprema  Corte  solicitando  la  suspensión 
de  varias  dispoeiciones  contenidas  en  la  lei  de  24  de  diciembre  de  1862, 
'^  concediendo  autorizaciones  al  Poder  Ejecutivo,"  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  BoÚvar,  por  creer  tales 
cQsposiciones  opuestas  a  terminantes  mandatos  de  la  Constitución 
nacional. 

Por  el  inciso  1.^  del  artículo  2.^  de  la  lei  citada,  se  autoriza  al 
Poder  Ejecutivo  ''para  declarar  suspenso  el  goce  de  las  garantías  quo 
concede  el  título  4.^  de  la  Constitución  deLEstado,  en  el  caso  de  que  se 
perturbe  el  orden;"  i  por  el  artículo  4.*^  se  dispone  que,  "hallándose  el 
Estado  en  completa  paz,  no  deberá  haber  en  él  otras  fuerzas  que  las 
suyas  prop>ias ;  i  aun  para  el  tránsito  deberá  preceder  el  consentimiento 
de  su  Gobierno."  Evidentemente  que  estas  dos  disposiciones  se  oponen 
al  artículo  15  i  al  párrafo  2.^,  artículo  17  de  la  Constitución  nacional ; 

gBro  como  la  lei  del  Estado  de  Bolívar  es  anterior  a  esa  misma  Cons- 
tucion,  el  Senado  de  Plenipotenciarios  no  puede  ejercer  resjpecto  de 
ella  la  atribución  que  le  confiere  el  parágrafo  S.'^,  ariiículo  61,  i  el  ar- 
ticulo 72  de  la  Constitución.  Por  este  motivo,  vuestra  comisión  de 
inspección  *de  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  os 
propone  el  siguiente  proyecto  de 

besolüoioh: 

Siendo  contrarios  i  anteriores  a  la  Constitución  el  par^^áfo  1.^ 
del  artículo  2.^  i  la  parte  final  del  artículo  4.^  de  la  lei  de  24  de  diciem* 
bxede  1862,  *' concediendo  autorizaciones  al  Poder  Ejecutivo,"  espedida 
por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  Soberano  de  Bolívar,  i  estando, 
por  esta  razón,  derogadas  estas  disposiciones,  el  Senado  de  Plenipoten- 
ciarios no  está  en  el  caso  de  ejercer  respecto  de  ellas  la  atribución  que 
le  confiere  el  parágrafo  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional. 

Bogotá,  14  de  abril  de  1865. 

Fbanosco  J.^  ¡Zaldüa— S.  Outiébhez---Giiiuíebico  PsasiBA-^En 
discordia— B.  Cobbeoso— Teodohibo  Jjlaso. 


XV. 

ItULlJDAD  del  artículo  l.«  del  de^^reto  efecntlvo  de  15  de  Hi» 
nio  de  1§64  del  Gobierno  provisorio  del  £stado  de  Antio^nia, 

sobre  la  renta  de  licores  destilados» 

(No  hubo  acuerdo  previo  de  la  Corte  Snpreiua  federal  sobre  este  asunto). 

Infohbíe  de  ia  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Vuestra  comisión  de  revisión  de  actos  lejislatiyos  de  los  Estados 
lia  estudiado^  detenida  i  concienzudamente  la  solicitad  qae  en  19  del 
corriente  dirijió  a  esta  corporación  el  señor  Dmiliano  Kestrepo  E., 
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deinandAndo  la  anulaoion  de  varias  disposiciones  lejislativas  vijentes 
en  el  Estado  soberano  de  Aniáo^uia,  en  cuya  virtud  se  monopoliza  por 

aael  Gobierno  la  introducción  i  venta  en  el  Estado  de  los  licores  des- 
shdos  estranjeros. 

lias  disposiciones  a  que  alude  el  señor  Bestrepo  son  las  siguientes: 

Decreto  ejecutivo  de  15  de  junio  último,  cuyo  ariácxdo  1.°  dice  así: 
''Declárase  renta  del  Estado  la  producción  i  venta  de  licores  destilados, 
así  estranjeros  como  del  país,  i  la  introducción  de  los  mismos  al  Estado." 

El  artículo  3.^  del  mismo  decreto  es  del  tenor  siguiente  : 

'*  Señálase  el  1.^  de  agosto  próximo  para  sacar  a  subasta  el  arren- 
danñento  de  la  espresada  renta.  El  decreto  citado  eslei  de  Antioquia 
por  mandato  de  la  Constituyente  de  aquel  Estado,  fechado  en  15  de 
}unio  último,  i  del  cual  tiene  ya  conocimiento  el  Senado,  habiéndose 
ocapado  ya  en  declararlo  nulo  en  parte,  como  en  efecto  lo  ha  declarado. 
Así  lo  reconoció  también  la  misma  Asamblea  Constituyente  por  la  leí 
de  28  del  misnío  mes  de  junio,  reformatoria  del  mencionado  decreto. 

El  artículo  1.^  de  la  referida  lei  está  concebido  en  estos  términos : 
"  Ia  renta  de  licores  destilados  en  el  país,  cuyo  remate  espira  en  el 
próximo  mes  de  agosto,  i  la  de  licores  destilaáos  estranjeros,  creada 
por  el  decreto  ejecutivo  de  15  del  actual,  se  arrendarán  hasta  por  el 
término  de  diez  i  seis  meses." 

La  lei  de  13  de  agosto  de  1864,  sobre  bienes  i  rentas  del  Estado, 
preceptúa: 

"  Artículo  2.^  Decláranse  rentas  del  Estado  : 

"^  3.^  Las  mercancías  que  se  introduzcan  en  el  Estado  para  su 
consumo  en  éL 


''9.^  El  impuesto  sobre  los  licores  destilados,  así  estranjeros  como 
del  país.'' 

Tales  son  los  fundamentos  legales  en  que  se  apoya  el  monopolio 
fiscal  de  los  licores  estranjeros  que  se  importan  hoi  en  Antioquia. 

Vuestra  comisión  pasa  ahora  a  examinar  si  aquel  monopolio,  está 
dentro  o  fuera  de  los  límites  a  que  se  estiende  la  potestad  lejislatíva  de 
los  Estados  con  arreglo  a  la  Constitución  federal. 

Ss  incuestionable  que  los  Estados  tienen  perfecto  derecho  para 
erear  las  rentas  i  contribuciones  que  juzguen  convenientes  para  el  sos- 
tenimiento de  sus  gobiemosi  i  para  imptusar  su  progreso  interno,  tanto 
en  lo  moral  como  en  lo  material.  Pueden  sin  duda  gravar  con  impues- 
tos i  contribuciones  las  personas  i  las  cosas  que  se  hallen  dentro  de  su 
jurisdicción. 

Pero  ¿  pueden  monopolizar  en  absoluto  una  mercancía  cualquie- 
n  ?    Teamós. 

Sn  el  caso  presente,  el  Gobierno  de  Antioquia  se  ha  reservado  el 
derecho  dd  introducir  i  espender  él  solo  licores  destilados  estranjeros. 
Nadie,  pues,  sin  su  permiso  puede  introducir  tal  mercancía.  Aquel  Go-* 
Uerno,  pues,  tomara  i  decomisará  un  cargamento  de  aquel  jénero  que 
haya  penetrado  al  Estado,  sin  saber  siquiera  qué  destino  lleva,  si  va 
deatitaido  de  la  guia  correspondiente. 

Tal  proceduniento  es  a  toda?  luces  violatorio  del  inciso  4°  del 
artíciilo  8.^  de  U  Constitución  nacional.  Los  Estados  se  comprometen : 
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4^  A  nogramr  con  impue8éo8¡  íanJbea  de  hcAerée  ofrecido  al 

constmo,  he  productos  que  sean  Tnateria  de  impibeetoa  nadancdes  &c  etc. 

De  forma  que,  al  amparo  de  tal  disposición,  puede  un  cargamento 
cualquiera,  que  ha^a  pagado  derechos  de  importación,  cruzar  un  Esta- 
do en  todas  direcciones  sin  que  nadie  tenga  facultad  de  gravarlo,  i 
menos  de  detenerlo,  i  menos  de  decomisarlo,  hasta  tanto  que  no  haya 
sido  ofrecido  al  consumo.  Pero  aun  en  este  caso  (el  de  ofrecerse  al 
consumo),  habría  derecho  para  imponerle  un  gravamen,  mas  no  para 
impedir  su  introducción. 

El  derecho  existe  en  Antíoquia  ($  8  por  car^a  de  ciento  a  ciento 
veinticinco  kilogramos),  i  ese  derecho  se  paga  sin  resistencia  alguna. 
Pero  si  ademas  de  pagado  ese  derecho,  quraa  el  Gbbiemo  con  facultad 
de  impedir  o  permitir  a  su  capricho  la  introducción  i  venta  del  artículo, 
se  cometo  una  troj^elía  que  pugna  violentamente  con  la  letra  i  el  espí- 
ritu del  precitado  mciso  4.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución. 

Que  los  licores  estranjeros  se  hallan  en  el  caso  del  inciso  mencio- 
nado, es  claro ;  porque  no  se  hallan  esceptuados  por  el  artículo  96  del 
Código  de  aduanas  hoi  vijente ;  sino  que,  antes  bien,  se  comprenden 
espresamente  en  la  2.^  clase  del  arancel  adjunto  a  dicho  Código.  Esta, 
es,  por  consiguiente,  una  mercancía  que  paga  derechos  a  la  Nación  i 
no  puede  ser  gravada  con  impuestos  en  ningún  Estado  áadee  de  haberse 
(fredd/o  óL  cmsumo.  Tal  es  el  texto  constitucional. 

Pero  aún  hai  mas.  Toda  mercancía  que  va  puramente  de  tránsito, 
debe  ser  perfectameoto  libre  con  arreglo  al  tenor  de  lo  dispuesto  por 
el  iiipíi^Q  5,^  del  referido,  artículo  8<^  &  la  Constitución ;  inciso  que  se 
conculca  abiertamente  toda  vez  que  un  cobiemo  seccional  se  declara 
con  derecho  de  impedir  la  introducción  de  cualquiera  mercancía  al 
territorio  de  su  mando. 

Bien  conocido  es  el  tráfico  activo  i  constanto  entre  los  Estados  de 
Cauca  i  Antioquia.  Las  mercancías  que  se  consumen  especialmente 
en  el  norte  del  Cauca,  transitan  por  territorio  antioquieño.  Pero  el 
Gobierno  de  Antioquia,  con  arreglo  al  monopolio  que  impugnamos,  i 
cualesquiera  otros  que  con  iguales  fundamentos  pudiera  ^ablecer^ 
podria  no  solo  gravar  con  impuestos  aquellas  mercancías,  sino  impe- 
dir su  tránsito  i  hasta  decomisarlas.  ¿  Podria  negarse  que  con  taJ  pro- 
cedimiento venia  por  tierra  el  memorado  inciso  6.^  ? 

El  comercio,  señores  Senadores,  es,  sin  disputa,  una.de  las  indus- 
trias mas  favorecidas  por  todos  los  gobiernos  que  conocen  bien  los  in- 
tereses de  los  pueblos  cuyos  destinos  rijen.  Nada  contribuye  tanto  al 
engrandecimiento,  al  bienestar  i  a  la  prosperidad  material  e  intelectual 
de  una  nación,  como  la  libertad,  aunque  no  el  fomento,  de  aquella 
industria  vital  i  poderosa.  Edte  es  un  principio  reconocido  ya  por  todo 
pueblo  medianamente  civilizado  i  que  comprende  medianamente  las 
causas  de  su  grandeza  i  poderío.  Es  a  este  principio,  llevado  al  terreno 
de  la  práctica  i  planteado  i  sostenido  con  lealtad,  firmeza  i  patriotismo^ 
que  la  Gran  Bretaña  i  los  Estados  Unidos  del  Norte  deben  la  graa 
suma  de  poder  i  bienandanza  que  i^canzan  el  dia  de  hoi 

I  este  orincipio  fué  el  que  consignó  el  lejislador  constituvento  en 
el  inciso  9.  del  artículo  16  de  la  carta  fundamentel  que  wora  rije* 
Pero  a  la  verdad  que  aquel  inciso  sería  letra  completamente  muerta,  si 
el  Gobierno  de  un  Estedo  pudiera  reducir  todo  su  qpmerció  a  mono* 
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polio.  I  decimos  qne  todo,  porque  si  admíiomos  qae  pneda  monopolissar 
nna  mercadeTÍa  cualquiera,  no  hai  absolutamente  fundamento  para 
dejar  de  admitir  que  podria  estender  a  todas  la  acción  absorbente  del 
mas  completo  monopolio. 

El  Crobieíruo  de  Antioquia  podria 'decir  entonces :  nadie  sino  yo 
puede  introducir  i  espender  ropas  aquí,  i  por  consiguiente  nadie  pomrá 
tirarse  una  manta  encima  si  yo  no  se  la  vendo,  i  si  no  se  la  vendo  al 

S recio  que  acomode  a  mi  voluntad  soberana.  Nadie  sino  jo  podrá  intro- 
ncir  i  vender  aquí  fierro  en  bruto  i  manufacturado  ;  por  consiguiente, 
la  minería  i  la  agricultura  vivirán  i  morirán  según  lo  dispozíga  yo.  Así 
podría  decir  en  todo  lo  demás,  i  así  podrian  decir  los  demás  Estados 
Igualmente.  I  ya  se  ve  que  iel  procedimiento,  eminentemente  retróg^a- 
i  do  i  ruinoso,  no  tendria  ningún  punto  de  apoyo  en  la  Constitución 
^  federal.  Lejos  de  eso,  61  venaria  a  ser  una  burla  del  inciso  9.^  de  que 
venimos  hablando,  i  que  consagra  entre  nosotros  la  libertad  de  industria. 
Verdad  es  que  aquella  garantía  se  halla  restrinjida  por  la  facultad 
que  se  concede  a  los  Estados  de  reservarse  algunas  industrias  como 
arbitrios  rentísticos ;  pero  lo  mas  racional  es  suponer  que  esta  facultad 
se  refiere  a  los  productos  naturales  del  Estado,  i  no  a  los  estranjeros. 
I  lo  creemos  así,  porque  solo  así  puede  armonizarse  esta  disposición 
con  la  del  inciso  4.  del  artículo  8.^,  i  porque  cualquiera  otra  intelijencia 
conduciría  a  un  absurdo,  i  esto  lo  recnazan  las  buenas  reglas  de  herme- 
néutica. Porqne  en  efecto,  ¿  cómo  conciliar  el  principio  liberal  i  alta- 
mente provechoso  que  consagra  la  primera  parte  ael  inciso,  con  el 
principio  despótico  i  represivo  entumo  grado  que  se  supone  consignado 
en  la  ultima  parte? 

libertad  de  industrias !  i  sinembargo  un  gobierno  puede  ejercerlas 
iodas  i  no  dejar  ninguna  al  ciudadano.  Jrero  suponiendo  que  sea  oscura 
la  letra  del  inciso,  el  espíritu  es  perfectamente  daro,  i  lo  es  tanto  más 
cuanto  que  se  halla  ampliado  i  corroborado  por  disposiciones  concor- 
dantes en  otras  partes  de  la  misma  Constitución ;  anterior  la  una  i 
posterior  la  otra.  La  anterior  es  el  inciso  4.^  del  artículo  8.^  que  hemos 
citado  tantas  veces,  en  consonancia  con  el  inciso  5.^  que  le  sigue ;  i 

1>osterior,  la  garantía  10.*  del  artículo  15.  que  consagra  el  dogma  de 
a  igualdad,  en  cuya  virtud  no  es  permitido  conceder  privilejios  i  dis- 
tinciones que  hagan  a  un  ciudadano  de  peor  condición  que  otro,  i  en  el 
presente  caso  no  hai  duda  que  un  inonppolista  de  todas  las  industrias 
seria  de  condición  infinitamente  mejor  que  la  de  aquellos  a  quienes 
esplotaba  a  su  sabor. 

Por  tales  consideraciones,  .vuestra  comisión  somete  respetuosa* 
mente  a  vuestro  juicio  el  siguientie  proyecto  de 

bssolüoio.n: 

SI  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  cuqxplimiento  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  inciso  5.°  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara 
imlo  i  Bin  efecto  alguno  el  artículo  1.^  del  decreto  ejecutivo  de  15  de 
junio  de  1864,  arreglando  la  renta  de  licores  destilados,  espedido  por 
él  Gobierno  provisorio  del  Estado  soberano  de  Antioquia  (el  cual  de- 
creto tiene  fuerza  de  lei  en  dicho  Estado),  en  la  parte  que  monopoliza 
loa  licores  destilados  estranjeros.  Quedan  igualmente  anuladas  las  dis- 
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posiciones  legales  posteriores  a  la  fecha  del  decreto  precitado  i  qao 
tengan  concordancia  i  analojía  con  él  en  lo  referente  ai  monopolio 
mencionado. 

Comuniqúese  a  quien  corresponda. 

Bogotá,  abril  21  de  1865. 

Ciudadanos  Senadores. 

Franchboo  J.  Zaloma — GttUiLbbmo  Pebeiba — Teodomibo  Llano — 

S.  GunÉBBEZ— B.  COBBEOSO. 


ACUOBSX)  ULTEBIOB  DE  LA  SUFBEMA  CoBTE. 

''        Corte  Suprema  federal — Bogotá,  agosto  doce  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Emiliano  Bestrepo  solicita  que  la  Corte  suspenda,  por  inconstita- 
cional,  el  decreto,  con  fuerza  de  lei,  espedido  por  el  Gobernador  pro- 
visorio del  Estado  soberano  de  Antíoquia  en  quince  de  junio  de  mil 
ochocientos  sesenta  i  cuatro,  "  arreglando  la  renta  de  licores  destila- 
dos, en  cuanto  por  ese  decreto  se  monopolizan  en  favor  del  Estado,  i 
como  renta  de  éste,  los  licores  destilados  estranjeros." 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  vista  ae  una  representación 
que  elevó  dicho  Bestrepo  sobre  el  mismo  asunto,  adopto,  en  los  deba- 
tes reglamentarios  que  tuvieron  lu^ar  en  los  dias  veinticiDco  i  veinti* 
siete  de  abril  próximo  pasado,  la  siguiente  resolución  : 

.  '^  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  cumplimiento  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  inciso  quinto  del  articulo  51  de  la  Constitución, 
decl^^ra  nulo  i  sin  efecto  alguno  el  artículo  primero  del  decreto  ejecu- 
tivo de  quince  de  junio  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro,  arreglando 
la  renta  de  licores  destilados,  espedido  por  el  Gobierno  provisorio  del 
Estado  soberano  de  Antioquia  (el  cual  decreto  tiene  fuerza  de  lei  en 
dicho  Estado),  en  la  parte  que  monopoliza  los  licores  destilados  estran- 
jeros.  Quedan  imalmente  anuladas  las  disposiciones  legales  posterio- 
res a  la  fecha  dd  decreto  precitado,  que  teugan  concordancia  i  analojía 
con  él  en  lo  referente  al  monopoHo  mencionado." 

Esta  resolución  fuó  comunicada  por  el  Poder  Ejecutivo  al  Go- 
bierno de  Antioquia,  i  éste  resolvió,  en  cinco  de  junio  ultimo,  manifes- 
tarle que,  para  dar  cumplimiento  a  esa  resolución,  necesitaba  saber  si  la 
Corte  Suprema  habia  d!ecretado  la  suspensión,  del  citado  artículo.  Co- 
mo a  la  Corte  no  se  habia  hecho  soUcitud  sobre  el  particular,  pues 
Bestrepo  ocurrió  directamente  al  Senado,  no  Ue^ó  el  caso  de  que  se 
dictara  resolución  alguna :  ahora  pide  que  se  ejerza  por  la  Corte  la 
atribución  constitucional  de  suspender  aquel  acto,  porque  el  Gobierno 
de  Antioquia  no  quiere  darle  cumplimiento  a  lo  que  resolvió  el  Senado, 
en  la  idea  de  que  debió  preceder  aquella  formalidad.  El  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación  apoya  la  soUcitud  de  Bestrepo,  i  considera 
fundadas  las  razones  del  GU)DÍemo  de  Antioquia. 

La  atribución  de  la  Corte  es  "  suspender  la  ejecución  de  los.  actos 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  en  cuanto  sean  contrarios 
a  la  Constitución  i  a  las  leyes  de  la  Union,"  i  la  del  Senado  es  decidir 
>'  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  dichos  actos  "  (articu- 
lo 72  de  la  Constituciou). 
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La  Corte,  pues,  no  tiene  atribución  para  suspender  un. acto,  des- 
pués de  que  el  Senado  lo  ha  declarado  nulo ;  i  como  en  el  caso  pre- 
sente ya  til  Senado  resolvió  la  nulidad,  es  evidente  que  la  Corte  no 
Soede  ocuparse  de  la  suspensión.  Ni  se  concibe  que  pueda  suspen- 
erse  lo  que  es  nulo ;  porque  la  suspensión  debe  ser  de  algún  acto  le- 
S"  lativo  vijente  qae  se  ejecuta,  i  lo  que  es  nulo  no  puede  ejecutarse. 
acto  de  que  se  trata  se  anuló  por  resolución  del  Senado. 
Si  la  Corte  entrara  a  decidir  sobre  la  suspensión  de  aquel  decreto, 
seria  pereque  consideraba  de  ningan  valor  ni  efecto  lo  resuelto  por  el 
Senado ;  i  la  Corte  no  tiene  atribución  constitucional  para  considerar 
semejante  cosa,  así  como  tampoco  la  tiene  para  resolver  si  el  Senado 
pudo  p  nó  declarar  la  nulidad  antes  de  que  la  Corte  decidiera  sobre  la 
suspensión  ;  pues  seria  preciso  que  este  Supremo  Tribunal  entrara  a 
lensar  las  resoluciones  del  Senado,  i  no  está  facultado  para  ello  por 
la  Constitución  ni  la  léi. 

Por  tales  fundamentos,  se  niega  la  solicitud  de  Emiliano  Bestrepo. 
Désele  cuenta  al  Poder  Ejecutivo  de  la  Union,  para  los  efectos 
legales. 

José  MABfA  Rojas  Garrido.  —  Marcelino  Gutiérrez  A.  —  José 
A&A0jro. — ^Andrés  Cerón. — Eamon  Gómez —  Vicente  Vanegas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
carador jeneral  de  la  Nacion-r-BARATA — Vanégas^  Secretario. 

Eb  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal. — ^Bogotá,  agos- 
to diez  i  nueve  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. —  Vicente  Vanegaa. 
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^AI^IDEZ  de  los  artícnlo§  15  i  16  de  la  lei  de  17  de  diciembre 
^e  18^49  sobre  réjimeH  de  ios  distritos,  espedida  por  la  Asam- 
blea d«l  £staao  de  Boyacá^* 


Agi7£Rdo  de  la  Supbema  Cobte. 

Corte  Suprema  federal— Bogotá,  marzo  nueve  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

4 

Vistos — El  señor  Arzobispo  de  Bogotá  ha  solicitado  la  suspen- 
aion  de  los  artículos  15  i  16  de  la  lei  "  sobre  réjimen  de  los  distritos/] 
eapedida  en  diez  i  siete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i 
coatro  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Boyacá. 
ILios  artículos  cuya  suspensión  se  i)ide  dicen  lo  s^iente : 
*'  Art.  15.  Declaranse  como  propiedad  de  los  distritos  las  áreas 
de  población,  los  cementerios  públicos  que  hasta  ahora  se  han  desti- 
nad para  inhumar  cadáveres  ae  católicos,  las  casas  de  los  párrocos  i 
loa  templos,  adoratorios  con  todos  sus  enseres  i  paramentos,  que,  no 
aieiido  de  particulares,  hayan  sido  construidos  para  el  ejercicio  del 

*  Véase  la  resolución  XXI,  aclaratoria  de  esta. 
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'*  §.  Los  Cabildos  diotarán  las  providencias  mas  oonyenientes  a 
fin  de  que  estos  edificios  i  sns  adornos  no  sean  distraidos  del  objeto  a 
que  esian  destinados. 

"  Art.  16.  Loa  bienes  i  rentas  pertenecientes  a  los  templos  i  que 
no  estén  comprendidos  en  los  bienes  desamortizados,  serán  adminis- 
trados por  los  Cabildos  para  que  tengan  su  debida  inversión." 

La  Corte,  para  resolver  acerca  de  la  nnlidad  solicitada,  considera : 

1.^  Qne  las  áreas  de  población  que  pertenecían  a  los  distritos 
fueron  declaradas  de  propiedad  de  la  Kacion  antes  de  espedirse  por  la 
Asamblea  de  Boyacá  la  lei  de  diez  i  siete  de  diciembre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  i  cuatro. 

El  artículo  1.°  del  decreto  de  nueve  de  setiembre  de  mil  ocl^ocien- 
tos  sesenta  i  uno,  "  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  muer- 
tas," adjudicó  a  la  Nación  todas  las  propiedades  rusticas  i  urbanas  de 
las  corporaciones  civiles  i  relijiosas.  i  si  las  áreas  de  población  no 

Íuedaron  comprendidas  en  estsk  disposición,  fué  porque  en  el  articulo 
.^  del  mencionado  decreto  se  puso  la  siguiente  esoepcion  en  su  parte 
final : 

'*  Se  esceptúan  también  de  la  adjudicación  las  propiedades  perte- 
necientes a  las  municipalidades,  los  edificios,  ejidos  i  terrenos  destina- 
dos esclusivamente  al  servicio  público  de  las  poblaciones  a  que  perte- 
nezcan. " 

Pero  en  el  año  pasado  espidió  el  Cotigreso  la  leí  de  veintinueve  de 
inayo,  sobre  bienes  desamortizados,  i  después  de  declarar  que  son 
bienes  nacionales  los  enumerados  en  el  artículo  1.^  del  decreto  de 
nueve  de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  uno,  al  establecer  las 
escepcíones  suprimió  la  contenida  en  la  parte  final  del  artículo  4.^  del 
mencionado  decreto ;  es  decir,  que  declaró  bienes  nacionales  las  pro- 
piedades rásticas  i  urbanas  de  los  distritos,  i  no  esceptuó  de  esta  dis- 
posición jeneral  los  edificios,  ejidos  i  terrenos  destinados  esclusiva- 
mente al  seiricio  público  de  las  poblaciones. 

Si  las  áreas  de  población  que  pertenecían  a  los  distritos  estaban 
declaradas  bienes  nacionales  antes  de  espedirse  por  la  Asamblea  del 
Estado  soberano  de  Boyacá  la  leí  de  diez  i  siete  de  diciembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  i  cuatro,  es  fuera  de  toda  duda  que  su  artículo  15, 
en  este  punto,  es  contrarío  a  una  lei  nacional.  I  si  el  mencionado  ar- 
tículo, por  los  términos  jenerales  en  que  está  redactado,  comprende  las 
áreas  de  población  que  son  de  propiedad  particular,  entonces  también 
debe  suspenderse,  por  ser  contetrio  al  inciso  6.°  del  artículo  16  de  la 
constitución  nacional. 

2.°  Que  los  cementerios  destinados  para  inhumar  cadáveres  de 
catóHcos  fueron  reconocidos,  después  de  la  separación  de  la  Iglesia  del 
Estado,  como  de  la  esclusiva  pertenencia  de  la  comunión  catóBca,  puea 
•el  artículo  3.®  de  la  lei  de  catorce  de  mayo  de  mil  ochocientos  cincuen- 
ta i  cinco,  sobre  libertad  rehjiosa,  dispone  lo  siguiente  : 

*'Los  cementerios  reconocidos  como  de  la,  comunión  católica  i 
bendecidos  por  sus  ritos,  serán  de  la  esclusiva  pertenencia  de  esa  co- 
munión para  la  inhumación  de  sus  cadáveres ;  pero  si  tales  cemente- 
rios hubieren  sido  construidos  con  la  concurrencia  de  las  rentas  mani-^ 
cipales  de  algún  distrito,  éstas  tendrán  derecho  a  ser  indemnizadas,  en 
la  part>e  respectiva,  por  las  rentas  de  aquella  comunión  relijiosa." 
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Como  se  Te,  por  este  artíctilo  se  declaró  que  los  cementerios  de 
católieoá  pertenecían  a  la  comunión  católica,  aun  cuando  hubiesen* 
sido  cons&nidos  con  parte  de  las  rentas  municipales  de  algún  di«%trito. 
Por  tanto,  el  articulo  de  la  lei  de  Bojacá,  de  cuya  suspensión  su  trata 
ea  este  punto,  es  contrario  al  inciso  6.^  del  artículo  15  de  la  Constitu- 
ción nacional. 

£jS  ci^iio  que  por  el  artículo  23  de  la  Constitución  jeneral,  tanto 
el  Gobierno  de  la  tlnion  como  el  de  los  Estados,  ejercen  el  derecho  da 
suprema  inspección  sobre  los  cultos  relijiosos  ;  pero  este  derecho  no 
enYuelye  la  lacultad  de  disponer  de  las  propiedades  i  rentas  de  una 
comunión  o  congregación  relijiosa ;  pues  conforme  a  dicho  articulo,  la 
inspección  éolamente  puede  ejercerse  para  sostener  la  soberanía  na- 
cional i  mantener  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas. 

3.^  Que  las  casas  de  los  párrocos  fueron  esceptuadaS  de  la  adju- 
dicación que  se  hizo  a  la  Nación  de  los  bienes  desamortizados  en  el 
decreto  de  nucTe  de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  uno,  i  en  la 
leí  de  yeintinueye  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro,  por 
razón  de  oficio,  esto  es,  por  estar  destinadas  a  una  institución  rehjiosaé 
lias  leyes  citadas  dicen :  "  quedan  esceptuados  de  la  desamortización, 
por  razón  de  oficio,  los  edificios  que  sirven  de  objeto  de  la  institución, 
como  las  casas  de  los  párrocos,  de  los  majistrados  i  locales  de  las  ofi- 
cinas públicaa"  I  como  las  casas  de  los  párrocos  no  pueden  ser  con- 
idderadas  como  destinadas  al  objeto  de  la  institución  política  de  los 
distritos,  es  claro  que  el  lejislador,  al  no  comprenderlas  en  los  bienes 
deeamoitizados,  fué  porcjue  las  tuvo  como  pertenedentes  a  la  comu- 
nidad católica,  i  quiso  dejarlas  a  ella  para  el  objeto  o  servicio  de  su 
instituto,  i  en  este  caso,  una  lei  de  un  Estado  no  puede  disponer  que 
pertenezcan  a  los  distritos,  porque  los  cabildos,  por  la  naturaleza  de 
nuestras  instituciones,  no  son  ni  pueden  ser  representantes  de  la  co- 
mimidad  católica  ni  de  ninguna  comunidad  relijiosa. 

4.^  Que  respecto  a  los  templos,  adoratorios,  enseres  i  paramentos 
que  no  son  propiedad  particular,  hai  que  distinguir  los  que  son  de  las 
parroquias,  o  los  que  pertenecian  a  las  comunidades  relijiosas  que 
antes  existían  en  el  país. 

Sespecto  a  los  primeros,  es  indudable  que  son  de  propiedad  de  los 
vecinoe  católicos  de  la  parroquia  respectiva,  i  el  decreto  de  nueve  de 
setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  uno  los  esceptuó  de  la  desamor- 
tización^ por  estar  destinados  inmediatamente  al  servicio  del  culto ;  i 
como  esos  templos  i  sus  enseres  los  han  obtenido  los  católicos  con 
contribuciones  que  han  dado  en  su  calidad  de  creyentes  i  miembros  de 
una  comunidad  relijiosa,  es  evidente  que  los  incisos  5.^  i  16  del  artículo 
15  de  la  Constitución  nacional  han  sido  violados  al  disponer  en  los 
artículos  15  i  16  de  la  lei  de  Boyacá,  que  se  considerasen  como  propie» 
dad  de  la  entidad  política  llamada  distrito,  i  que  los  Cabildos  adminis- 
trasen sos  rentas  i  bienes. 

Pero  no  sucede  lo  mismo  con  los  templos,  adoratorios,  enseres  i 
paramentos  que  eran  de  propiedad  de  las  comunidades  reUüosas  su- 
primidas por  el  decreto  ce  cinco  de  noviembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  i  uno  i  por  el  artículo  5.^  de  la  lei  de  veintitrés  de  abril  de 
mil  ochocientos  sesecta  i  tres.  Hoi  esos  templos,  con  todos  sus  oma- 
iBcntos^no  pertenecen  a  la  Nación,  por  estar  esceptuados  en  el  decreto 
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de  nueve  de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  uno,  i  en  la  leí  de 
Teintinueve  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro  ;  pero  tampo-* 
co  se  les  pueden  tener  como  pertenecientes  a  los  vecinos  católicos  de  la 
parroquia  donde  se  hallan  edificados,  porque  no  faé  con  rentas  de  los 
católicos,  sino  de  la  comunidad  relijiosa  respectiva,  que  se  construyeron. 

I  como  ninguna  lei  ha  determinado  a  quién  se  debe  reconocer 
como  dueño  de  las  propiedades  de  las  comunidades  relijiosas  suprimi- 
das que  no  están  declaradas  bienes  nacionales,  la  Corte  Suprema  no 
encuentra  motivo  para  suspender  la  disposición  acordada  acerca  de 
ellas  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Boy  acá,  por  no  existir 
mandiato  constitucional  o  legal  al  cual  sea  contraria. 

Por  estos  fundamentos,  la  Corte  Suprema  federal,  en  sala  de 
acuerdo,  i  haciendo  uso  de  la  facultad  que  le  concede  el  artículo  72  dé 
la  Constitución  nacional,  resuelve  suspender  los  artículos  15  i  16  de  la 
lei  de  diez  i  siete  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro^ 
'^  sobre  rójimen  de  los  distritos,"  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 
soberano  de  Boyacá,  en  lo  que  en  ellos  se  ordena  respecto  a  las  áreas 
de  población,  cementerios,  casas  de  los  párrocos  i  templos,  adoratorios 
con  sus  enseres  i  paramentos,  bienes  i  rentas  que  no  son  de  propiedad 
particular ;  esceptuando  de  la  suspensión  las  disposiciones  de  estos 
artículos,  en  lo  que  tienen  relación  con  los  templos,  adoratorios,  ense- 
res i  paramentos  que  antes  pertenecían  a  las  comunidades  relijiosas 
que  han  quedado  suprimidas. 

Pásese  el  espediente,  con  copia  de  este  acuerdo,  al  Senado  de  Ple- 
nipotenciarios, para  que  dicte  su  resolución  definitiva,  según  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  5.^  del  artículo  51  i  en  la  parte  final  &1  artículo 
72  de  la  Constitución  nacional. 

José  Araüjo — Akdbes  Cebón — Marcelino  Gutiérbez  A.—- Bamon 
GóitEZ^Josf:  MABfA  KdJAS  Garrido — VioerUe  Vcmegas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación. — Quüano — VanéaaSy  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  marzo 
diez  de  mii  ochocientos  sesenta  i  cinco.  —  Vicente  Fanegas. 

Nota.  —  Esta  misma  resolución  se  acordó  en  la  solicitud  del  señor 
Juan  de  Dios  Tavera  B.,  para  que  se  suspenda  la  lei  de  diez  i  siete  de 
diciembre  último,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
soberano  de  Bovacá,  en  la  parte  que  dispone  que  ''  los  cementerios, 
templos,  casas  de  párrocos  i  en  jeneral  los  bienes  i  rentas  de  los  <lat6-^ 
lieos  sean  propiedad  de  los  Cabildos,"  puesto  que  por  ella  se  pide  1& 
suspensión  de  los  mismos  artículos  de  la  lei  de  Boyacá  a  que  se  con^ 
trae  la  resolución  anterior.  Por  esta  razón  no  se  publica  por  separa- 
do.— Fanegas,  Secretario. 

Lcbormes  de  la  Comisión  del  Senado. 


Ciudadanos  Senadores* 

Vuestra  comisión  de  revisión  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados 
ha  examinado  detenidamente  los  dos  espedientes  que  ha  remitido  I3» 
Corte  Suprema  federal,  i  que  versan  ambos  sobre  la  suspensión  pedids^ 
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jGT  los .  señores  Axssohispo  doctor  Horran^  Juan  de  D.  Tavera  R  i 
jfannel  Jaime,  de  los  articnlos  15  i  16  de  la  lei  del  Estado  soberano  de 
Boyacá,  de  17  de  dioiembre  de  1864,  sobre  séjimen  de  los  distritos,  los 
cQñle&  artíctilos,  o  sea  su  ejecución,  han  sido  suspendidos  por  dicha 
Cortoi,  oon  el  acuerdo  del  señor  Procurador  jeneraL 

También  ha  examinado  la  nota  que  en  réplica  a  los  fundamentos 
en  que  apoya  la  Oorte  su  dictamen,  os  ha  dirijido  el  señor  Presidente 
de  aqnel  Estado,  con  fecha  25  de  marzo  último,  i  después  de  haber  re- 
TJsaao  ocm  debida  escrupulosidad  las  disposiciones  de  la  Constitución 
i  de  las  leyes  que  se  rozan  i  pudieran  rozarse  con  el  punto  en  cuestión, 
no  tarepida  en  avanzar  la  siguiente  opinión  : 

Ijob  artíceos  de  la  lei  arriba  citada  en  nada  pecan  contra  la  Cons- 
üfaicion  i  leyes  de  la  Union. 

Pero  este  concepto,  asi  lanzado,  bien  ezije  una  espresa  i  clara 
laaon  qne  lo  sostenga,  ya  que  está  en  oposición  con  el  mui  respetable 
de  nuestro  mas  alto  Tribunal  de  justicia,  i  ya,  así  mismo,  que  el  punto 
siqeiía  materia  es  de  suyo  bien  delicado. 

Para  comenzar,  pues,  preciso  se  hace  establecer  separadamente 
las  distint^fifl  cuestiones  que  se  desprenden,  para  dilucidarlas  una  en 
pos  de  otra. 

PROCERA  GUESnOM. 

¿  Los  distritos  .tienen  por  lei  área  de  población  ? 

SEOiÜSDjL  CÜE^ON. 

¿.Los  cementerios  públicos,  las  casas  de  los  párrocos,  los  templos 
i  adoratorios  con  todos  sus  enseres  i  paramentos  han  venido  a  ser  pro- 
piedad  iLacional  por  virtud  de  las  leyes  de  desamortización  ? 

TEBCESik  cinsfirnoN. 

¿  Ijos  bienes  i  rentas  pertenecientes  a  esos  templos,  i  que  no  han 
sido  comprendidos  en  la  desamortización,  eonstituy^i  una  propiedad 
partíenlar  ? 

CUARTA  CUESTIÓN. 

¿JTias  comunidades,  de  cualquier  (írden  que  sean,  i  bajo  cualquiera 
danominacion  que  aparezcan,  pueden  ser.  consideradas  como  indivi- 
duos? o  mas  claro,  ¿puede  considerársele^  como  comprendidas  bajo  el 
carácter  de  comunidad  eof  las  garantías  constitucionales  ? 


Reei>ecto  de  la  1.*  basta  leer  los  decretos  lejislatívos  de  8  de  marzo 
de  1863,  i  el  espedido  en  las  actuales  sesiones,  ae  17  de  marzo  del  pre- 
sente año,  "  dando  área  a  la  población  que  no  la  tenga,"  para  persuadir- 
se de  que  no  ha  querido  cometerse  la  enorme  injusticia  de  dejar  a  las 
poblacíoiies  sin  terreno  propio,  i  espuestas,  por  consiguiente,  a  multitud 
da  iiMSonvenientes  que  difioultarian  su  ensanche  i  progreso. 

Peco  como  bien  pudiera  suceder  que  una  población  se  hallara  situa- 
da ea  áraa  de  propiedad  parl^icalar,  i  la  porte  del  artículo  15,  reárente 
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a  esto,  no  hace  escepoion  ninguna,  allí  si  se  nota  un  o^aebrantamientcr 
al  precepto  del  inciso  6.°,  araculo  15  de  la  Constitución,  no  obstante 
que  bien  podrían  llenarse  las  condiciones  allí  presentas.  * 

Las  apreciaciones  que  sobre  este  ponto  nace  el  señor  Presidente 
de  Bo;acá  en  sa  citada  nota,  son  tan  justas  i  convincentes,  que  es  por 
demás  adicionarlas,  i  por  eso  es  oportuno  trascribir  aquí  la  parte  de 
eUa  que  a  esto  alude. 

^^Los  caseríos  de  las  poblaciones  que  poseen  terrenos  denominados 
'  área  de  población,'  G[ue  est^  ediñcados  sobre  aquellos  terrenos  des- 
amortianulos,  ¿  han  sido  éstos  adjudicados  a  la  Nación,  según  lo  con- 
ceptúa la  Corte  ?  " 

Entonces  esas  poblaciones  quedarán  forzosamente  situadas  en 
terrenos  de  propiedad  nacional.  Pero  el  decreto  -de  8  de  mayo  de  1863, 
espedido  por  la  Convención  de  Kionegro,  "  concede  a  íavor  de  las 
poblaciones,  ya  sean  ciudades,  villas,  distritos  o  aldeas,  según  la  deno- 
minación que  se  les  dé  en  la  lejislacion  de  cada  Estado,  que,  estando 
situadas  en  terrenos  de  propiedad  de  la  Nación,  no  tengan  área  de 
población,  hasta  cincuenta  hectaras  de  tierra.  Luego  las  áreas  de 
población  que  poseen  los  distritos  ¿habrían  de  espropiarse  hoi  para 
entregárseles  mañana,  i  volverse  a  desamortizar  al  día  siguiente  para 
tornar  a  amortizarse  de  nuevo?" 

n. 

Desde  que  se  espidieron  las  leyes  de  15  de  junio  de  1853  i  de  14 
de  mayo  de  1855,  sobre  libertad  relijiosa,  los  cementeríos  públicos, 
templos,  adoratoríos,  paramentos  &c.  quedaron  adjudicados,  unos  a  la 
comunidad  católica  i  otros  a  las  parroquias  donde  se  hallaren  radica- 
dos. El  artículo  4.^  de  la  primera  lei  mencionada  dice  lo  simiiente  : 

'^Los  templos  católicos  que  hoi  existen,  así  como  los  bienes  i  ren- 
tas o[ue  les  pertenecen,  corresponden  a  los  vecinos  católicos  de  la  res- 
pectiva parroquia,  con  escepcion :  1.^  de  las  catedrales,  que  pertenecen 
a  los.  vecinos  católicos  de  la  diócesis,  inclusive  sus  bienes  i  rentas ;  2.^ 
de  los  que  tengan  patrono  especial,  los  cuales  se  ríjen  conforme  a  la 
fundación ;  i  3.  de  los  templos  de  los  conventos  suprimidos,  que  per- 
tenecen a  la  provincia  o  a  los  colejios  nacionales,  como  todos  los  bie- 
nes, rentas  i  edificios  de  tales  conventos." 

I  aunque  esta  lei  fué  derogada  en  el  todo  por  la  de  1855,  dicha 
disposición  surtió  sus  naturales  efectos  i  quedó  admitida  como  príuci- 
pió  inconcuso,  siendo  por  eso  que  el  artículo  2.^  de  esta  otra  lei  vino  a 
espresarse  así : 

"  Art.  2.^  Las  respectivas  iglesias  i  las  congregaciones  de  cual- 
quiera comunión  que  sean,  serán  incorporadas  por  una  lei  que  les  d6 
43arácter  i  personería  para  manejar  sus  rentas,  bienes  muebles  e  inmue- 
bles, siemnre  que  farden  las  reglas  establecidas  por  la  lei  para  adqui- 
rir, o  que  hayan  sido  adquiridos  legalmente,  en  cuya  posesión  se  man- 
tiene a  loe  que  hoi  existen,  con  absoluta  independencia  de  todo  poder 
estraño  i  con  personería  conforme  a  sus- constituciones  i  estatutos." 

Luego  si  se  dejaba  a  una  lei  dar  carácter  i  personería  a  las  comu-- 
niones  para  el  manejo  de  sus  bienes  i  rentas,  siempre  que  hubiesen 
guardado  las  reglas  establecidas  para  adquirir,  i  hoi  se  les  ha  desceño- 
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cido  ese  justo  tUnlo  por  las  leyes  de  desamortización,  ¿cómo  consen- 
tirles la  propiedad  de  los  templos  i  adoratorios  ?  Indudablemente  que 
sí  esos  bienes  fueron  esceptuados  de  la  desamortización,  no  por  ello 
quiso  el  lejislador  que  continuaran  perteneciendo  a  la  comunidad  reU- 
jiosa  que  no  los  habia  adquirido  por  su  propia  i  sola  cuenta,  sino  que, 
basado  en  la  doctrina  ya  sentada  en  el  artículo  3.^  de  la  lei  de  53,  áey5 
esos  templos  como  de  propiedad  esclusiva  de  los  vecinos  católicos  de 
las  respectivas  parroquias,  puesto  que  a  ningún  otro  podrian  ni  debian 
pertenecer. 

I  si  es  así,  ciudadanos  Senadores,  que  nuestro  clero,  por  una 
mai  lamentable  desgracia,  se  mezcla  e  interviene  siniestramente  en 
tqdos  los  asuntos  del  orden  civil,  haciéndose  instrumento  de  mezquinas 
aspiraciones,  el  sagrado  templo  de  Cristo  se  verá  despojado  de  esa 
pcMJerosa  arma,  que  tan  bien  ha  sabido  manejar.  Que  los  templos, 
correspondiendo  a  los  respectivos  distritos,  vengan  a  ser  servidos  por 
párrocos  del  contentamiento  de  los  vecinos,  i  enl^nces  mucho  se  habrá 
estorbado,  i  mas  se  habrá  conseguido.  La  relijion,  así,  no  podrá  ser 
impuesta,  i  los  abusos  serán  eficazmente  prevenidos. 

En  cuanto  a  los  cementerios  bendecidos  por  los  ritos  católicos,  aun 
cuando  fueron  adjudicados  a  la  comunión  católica  por  la  misma  lei  de 
65,  respecto  de  éstos  debe  decirse  lo  mismo  que  de  los  templos.  Cons- 
truidos ellos  con  el  oontinjente  de  los  fieles  de  cada  población,  i  en 
machas  ocasiones  con  la  concurrancia  de  las  rentas  municipales,  no  hai 
razón  para  que  ellos  sean  de  propiedad  de  dicha  comunión,  i  monos 
para  que  queden  bajo  su  inmediata  administracipn.  Pena  da  decirlo, 
pero  mnclia  mayor  debe  causar  tener  que  reconocerlo  :  si  las  puertas  de 
K»  templos  se  han  cerrado  en  multitud  de  veces  a  individuos  i  familias 
enteras,  por  motivos  que  no  es  del  caso  'enunlerar,  ¿  con  cuánta  mas 
facilidad  i  menos  escrúpulos  se  cerrarán  tnmbien  a  cada  paso  las  puertas 
de  los  cementerios,  si  ellos  quedaran  bajo  el  dominio  de  las  dignidades 
eclesiásticas? 

Ahora,  no  habiéndose  dispuesto  en  ninguna  lei  que  las  casas  de 
los  párrocos,  templos,  cementerios  &c.  se  consideren  como  propiedad 
nacional,  i  no  reconocióndose  derecho  para  adquirir  ni  mantener  pro- 
piedad a  la  comunión  católica,  es  incuestionable  que  todos  esos  bienes 
corresponden  a  las  respectivas  poblaciones,  que  vienen- a  ser  represen- 
tadas por  entidades  políticas  que  se  denominan  distritos. 

m. 

Todos  los  bienes  i  rentas  de  los  templos  que  no  han  sido  compren- 
didos en  la  desamertizacion,  están  sujetos  a  la  lejislacion  especial  de 
los  £stados,  según  el  texto  del  artículo  2.^  de  la  lei  de  29  de  mayo  de 
1864 ;  i  como  la  lei  del  Estado  de  Boyacá,  de  cuya  validez  se  trata, 
precisamente  dispone  de  esos  bienes  i  rentas,  que  ni  son  de  la  Nación, 
ni  puede  considerárseles  como  de  propiedad  pai*ticular,  no  es  posible 
sostener  que  ella  sea  defectuosa.  Para  admitir  lo  contrarío  tondriamos 
que  entrar  en  el  siguiente  dilema  :  o  los  bienes  esceptuados  de  la  des- 
amortización deben  volver  a  pertenecer  a  la  comunidad  católica,  o 
están  bajo  el  dominio  absoluto  de  los  Estados.  Si  lo  primero,  como 
parece  ee  quiere  hacer  valer,  el  gran  prmcipio  de  desamortización  qne- 
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da profandamente  minado  por  sa  base,  i  este  no  ha  podido  ser  el 
pensamiento  del  lejislador.  Lo  segmido,  paes,  es  evidentemente  lo  mas 
natural  i  lójico,  i  eso  es  lo  que  se  ha  surtido  en  Boyaoá  con  relación 
a  esos  bienes.  Ni  podria  decirse  que  por  este  medio  se  estorbaba,  o 
no  se  protejia  en  el  ejercicio  del  culto  a  los  ministros  catóUcos,  porque 
en  nada  se  les  subordma  con  el  hecho  de  negarles  la  propiedaa  sobre 
dichos  bienes. 

rv. 

Que  las  comunidades,  de  cualquier  orden  que  sean,  no  están  com» 
prendidas  ni  amparadas  por  la  garantía  constitucional  que  habla  sobre 

{>ropiedad,  es  cosa  bien  definida  i  que  no  necesita  esfuerzo  alguno  en 
a  demostración.  Una  opinión  en  contrario  significaría  tanto  como  la 
destrucción  de  todas  las  conqmstas  hechas  hasta  ahora ;  pero  por  for- 
tuna, demostrar  esa  opinión  es  imposible,  estando  de  frente  el  espreeM> 
i  terminante  precepto  del  artículo  15  de  la  Constitución,  que  dice  :  ^^fSs 
base  esencial  e  invariable  de  la  ünion  entre  los  Estados  el  reconoci- 
miento i  la  garantía ......  de  los  derechos  indimdtuxles  dhc,  (£c."  I  ¿  ha- 

b^e  querido  hablar  ahí  de  los  derechos,  no  solo  i  esdusivamente  del 
individuo,  sino  también  de  los  de  las  comunidades,  asociaciones  &c.  dkc, 

Íue  no  constituyen  una  entidad  política,  reconocida  por  lei  espresa  ? 
>e  ninguna  manera ;  i  esta  deducción  es  tan  natural  i  precisa,  como 
que  no  de  otro  modo  podria  hacerse  efectiva  la  desamortización.  No 
apartamos,  pues,' de  esto,  que  es  lo  que  forma  la  esencia  i  punto  car- 
dinal de  toda  cuestipn  en  el  asunto,  es  lo  que  importa  en  todo  caso. 
Desde  gue  comencemos  por  desconocer  laestension  de  este  absoluto 
principio,  entrando  en  interpretaciones  mas  o  menos  libres,  todo  habrá 
venido  por  tierra,  i  la  obra  no  será  perfecta. 

Por  estas  consideraciones,  que  forman  el  parecer  de  vuestra  comi- 
sión en  el  asunto,  ella  termina  proponiáidoos  respetuosamente  el  si- 
guiente proyecto  de 

besoluoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
otorga  el  inciso  6.°,  artículo  61  de  la  Constitución,  declara  válidos  los 
artículos  15  i  16  de  la  lei  de  17  de  diciembre  de  1864,  sobre  rájimeu  de 
los  distritos,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  sobeiftno  de  Boya- 
cá,  en  todo  lo  que  ellos  no  puedan  referirse  a  las  áreas  de  población^ 
cementerios,  casas  de  párrocos,  templos,  adoratorios  con  sus  enseres  i 
paramentos,  bienes  i  rentas,  que  sean  de  propiedad  particular. 

B(^otá,  6  de  abril  de  1865. 

Ciudadanos  Senadores. 

Guillermo  PiausiBA—B.  Cobbeobo— S.  Gütiébbsz. 


Ciudadanos  Senadores. 

Los  infrascritos  no  aceptan  el  proyecto  de  resolución  presentado 
por  la  mayoría  de  la  comisión,  en  el  mforme  que  antecede,  i  pasan  a 
espresar  breyemente  su  concepto. 
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Todas  las  propiedades  rásticas  i  urbanas  qne  pertenecían  a  las 
eomnnidades  oiTÍIes  i  relijiosas,  fueron  adjudicadas  a  la  Nación  por  el 
artículo  1.^  del  decreto  de  9  de  setiembre  de  1861 ;  pero,  entre  otras 
escepcioneSy  se  puso  la  de  las  propiedades  pertenecientes  a  las  munici- 
palidadeSy  los  edificios,  ejidos  i  terrenos  destinados  esclusiyamente  al 
servicio  público  de  las  poblaciones  a  que  pertenecian. 

Esta  escepcion  quedó  suprimida  por  la  lei  de  29  de  mayo  de  1864, 
i,  x>or  consiguiente,  las  fincas  rusticas  i  urbanas  de  los  distritos  que- 
diuron  comprendidas  en  la  desamortización. 

Sinemoargo,  en  orden  a  áreas  de  poblaciones,  vuestra  comisión 
observa  que,  tanto  la  Convención  nacional,  reunida  en  la  ciudad  de 
Bionegro,  como  el  Congreso  en  sus  presentes  sesiones,  han  acordado 
leyes  por  las  cuales  se  ceden  a  favor  de  las  poblaciones,  ja  sean  ciuda- 
des, villas,  distritos  o  aldeas,  s^un  la  denominación  que  se  les  dé  en  la 
lejislacion  de  cada  Estado,  las  áreas  de  las  poblaciones  que  se  encuen- 
trían  en  terrenos  pertenecientes  a  la  Nación ;  lo  que  es  un  esplícito 
reconocimiento  de  que  las  demás  áreas  de  las  poblaciones  que  no  se 
hallen  en  terrenos  de  particulares,  pertenecen  a  los  distritos,  sea  cual 
fuere  sa  denominación. 

En  cuanto  a  los  cementerios  no  sucede  lo  propio ;  pues  no  hied 
dada  que  éstos  pertenecen  a  la  secta  relijiosa  que  los  nava  oendecido: 
asi  lo  preceptúa  el  articulo  3.^  de  la  lei  de  14  de  mayo  de  1866,  sobre 
libertad  rehjiosa.  Teniendo,  pues,  un  dueño  conocido  por  la  lei  aque- 
llos logares,  que  lo  es  entre  nosotros  la  comunión  católica,  no  puede 
^ta  ser  despojada  de  su  propiedad  sin  contravenir  al  inciso  6.  ,  ar- 
tículo 15  de  la  Constitución  federal 

Las  casas  de  los  párrocos,  por  razón  de  oficio,  es  decir,  por  estar 
destinadas  al  servicio  de  una  institución  relijiosa,  se  hallan  esceptuadas 
de  la  desamortización,  por  las  disposiciones  que  rijen  hoi  en  la  materia. 
Pero  sea  que  estos  edificios  se  coni^deren  de  la  comunidad  católica,  o 
de  simples  particulares,  ellos  tienen  dueño,  sin  duda,  i  a  éste  lo  ampara 
en  sa  propiedad  el  ya  citado  inciso  6.^,  artículo  16  de  la  Constitución 
nacional. 

Ijq  espuesto  debe  aplicarse  también  a  los  templos,  adoratoríos, 
paramentos  i  enseres  pertenecientes  a  los  católicos  de  Boyacá.  Por 
tanto,  éstos  no  deben  ser  privados  de  aquellos  bienes,  pasando  su  pro- 
piedad a  manos  de  la  autoridad  civil,  porque  ésta  no  es  la  llamada  a 
administrarlos  i  menos  a  ejercer  dominio  sobre  ellos,  aqui  donde  im- 
pera la  libertad  relijiosa,  i  donde  se  ha  consagrado  lá  propiedad  como 
im  canon  constitucional.  ^ 

Al  hablar  de  templos  comprendemos  también  los  que  pertenecian 
a  las  estínguidas  comunidades  relijiosas,  i  en  esto  disentimos  del  dic- 
tamen de  m  Corte  federal.  Estos  templos,  con  todos  sus  paramentos  i 
enaeres,  no  pertenecen  hoi  a  ninguna  entidad  política,  porque  ninguna 
tieoie  título  bastante  para  apellidarse  dueño  de  ellos.  ¿  Dedúcese  da 
mqaí  que  los  Estados  pueden  apropiárselos  ?  No ;  porque  aunq^ue  ellos 
estaban  destinados  inmediatamente  al  servicio  de  sus  respectivas  eo- 
mnnidades reHjiosas,  también  es  cierto  que  esas  mismas  comunidades 
telqiosas  eran  partes  componente»^  de  la  gran  comunidad  católica,  en 
COJO  servicio,  según  ellas,  se  habían  instituido. 

Tampoco  es  cierto  qne  aqueUoe  templos  i  sus  paramentos  i  enseres 
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hayan  eido  costeados  únicamente  por  las  comunidades  relijiosas,  no : 
toaa  la  comunidad  católica  los  levanto,  i  esa  misma  comunión  fué  la  que 
fuodó  las  rentas  con  que  debian  sostenerse  aquellos  establecimientos. 

El  dueño,  pues,  de  tales  templos  i  sus  enseres  i  paramentos, 
es  i  debe  ser  la  iglesia  colombiana,  según  el  espíritu  de  nuestras  insti- 
tuciones. 

Con  el  apo^o  de  las  breves  observaciones  que  dejamos  apuntadas^ 
sometemos  muí  respetuosamente  a  la  consideración  del  Senado  el 
siguiente  proyecto  de 

resolución: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  qa^  le 
confiere  el  inciso  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  federal,  declara 
nulos  i  sin  efecto  alguno  el  artículo  15,  con  escepcion  de  la  parte  que 
se  refiere  a  las  áreas  de  población,  i  el  16  de  la  lei  sobre  réjimen  de  los 
distritos,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano 
de  Bojacá  en  17  de  diciembre  de  1864. 

Devuélvase  este  espediente  a  la  Corte  Suprema. 

Bogotá,  mayo  5  de  1865. 

F.  J.  Zald6a— Teodohibo  Llano. 


xvn. 


TALIBEZ  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  1.*  de  abril  de 
1§65,  íiue  establece  una  coutribucloa  Jenerai  en  el  Estado* 


Acuerdo  de  la  Suprema  Corte. 

Corte  Suprema  federal— Bogotá,  jnnio  diez  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco. 

Vistos — ^Varios  negociantes  de  las  ciudades  de  Cartajena  i  Barran* 
quilla,  en  el  Estado  soberano  de  Bolívar,  han  ocurrido  a  esta  Corte 
Suprema  solicitando  la  suspensión  de  la  lei  espedida  por  la  Conreii- 
cion  Constituyente  en  primero  de  abril  ultimo,  "  sobre  contribución 
jeneral  en  el  Estado/'  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  72  de  la 
Constitución  nacional.  Estas  solicitudes,  que  vinieron  acompañadas 
de  la  copia  auténtica  de  la  lei  cuva  suspensión  se  pide,  del  decreto  dic- 
tado por  el  Presidente  de  aquel  Estado  para  la  ejecución  de  la  misma 
lei,  i  de  varios  otros  documentos  en  que  constan  las  reclamaciones  he- 
chas al  Gobierno  contra  la  lei  en  su  esencia  i  contra  el  modo  como  se 
estaba  cumpliendo  por  las  corporaciones  i  autoridades  que  tenian  ese 
encargo,  fueron  pasadas  al  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación, 
para  que  emitiese  su  concepto,  habiéndose  mas  tarde  acumulado  a  las 
mismas  solicitudes  una  sene  de  documentos  que  por  la  Secretaría  do 
lo  Interior  i  Relaciones  Esteriores  se  remitieron  al  mismo  señor  Proca- 
rador jeneral,  siendo  estos  comprobantes  de  los  mismos  hechos  que  so 
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refieren  a  los  reclamaciones  contra  la  leí  cuya  suspensión  se  ha  pedido» 
i  a  la  manera  injusta,  desigual  e  inequitativa  con  que,  según  se  espre- 
san  los  reclamantes,  se  le  ha  dado  cumplimiento,  conteniendo,  ademas, 
algunas  observaciones  contra  la  misma  lei,  por  no  creerla  conforme  los 
que  las  hacen  con  los  principias  económicos  que  debian  servir  de  nor- 
ma al  lejislador  al  imponer  contribuciones,  ni  con  la  práctica  que  en 
estas  materias  se  observa  en  otros  pueblos. 

El  señor  Procurador  jeneral  ha  espresado  su  concepto  en  su  vista 
de  veintidós  de  mayo  último,  en  el  sentido  de  que  no  siendo  inconsti- 
tacional  la  lei  de  1.^  de  abril  del  presente  ano,  estableciendo  una  con- 
tribución de  carácter  comercial,  no  puede  ser  suspendida,  aduciendo 
en  favor  de  su  concepto  algunos  razonamientos  que  la  Corte  estima 
de  rigorosa  exactitud. 

£1  señor  Procurador  ha  presentado  como  cuestión  que  debe  deci- 
dirse previamente,  si  la  suspensión  de  las  leyes  de  los  Estados  puede 
pedirse  por  los  estranjeros,  no  obstante  que  la  Constitución  nacional, 
al  hablar  de  este  derecho  en  su  artículo  72  citado,  parece  limitarlo  al 
Procurador  jeneral  o  a  cualquier  ciudadano.  Sinembargo,  el  mismo 
señor  Procurador  da  entrada  a  aquellas  peticiones  en  su  calidad  de 
denuncio  de  haberse  espedido  una  lei  inconstitucional ;  i  la  Corte,  ins- 

1>irada  por  las  mismas  ideas  i  principios  de  Ubertad  que  animaron  a 
os  constituyentes  de  Bionegro,  i  encontrando  entre  las  garantías 
individuales,  comunes  a  nacionales  i  estranjeros,  enumeradas  en  el  ar- 
ticulo 15  de  la  Constitución,  la  12,  que  consiste  en  ^'  el  derecho  de 
obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones  que  por  escrito  dirijan  a 
las  corporaciones,  autoridades  o  funcionarios  públicos,  sobre  cualquier 
asunto  de  interés  jeneral  o  particular,"  no  vacila  en  su  creencia  de  que 
el  derecho  de  que  habla  el  artículo  72  de  la  Constitución,  de  pedir  la 
suspensión  de  las  leyes  inconstitucionales  ante  la  Corte  Suprema  i  su 
consig^aiente  nulidad  ante  el  Senado  de  la  Bepública,  es  común  a  nacio- 
nales i  estranjeros,  por  lo  mismo  que  esos  actos  lejislativos  de  los  Es- 
tados pueden  afectar  de  alguna  manera  las  garantías  que  la  Constitu- 
ción ba  asegurado,  no  solo  a  los  nacionales,  sino  en  lo  jeneral  a  los  Ao- 
biianUs  i  transeúntes  en  ¡os  Estados  Unidos  de  Colombia. 

entrando  ahora  en  los  fundamentos  de  las  solicitudes  dirijidfts  por 
los  asociantes  estranjeros  de  Cartajena  i  Barranquilla,  la  Corte  los 
resuelve  a£Í : 

1.^  Por  no  ser  jeneral  la  contribución,  por  cuanto  no  grava  sino 
solo  a  los  comerciantes ; 

2,^  Por  ser  contraria  a  los  tratados  públicos  celebrados  con  na- 
ciones estranjeras,  citándose  espresamente  los  tratados  con  Yenezuelay 
con  Inglaterra  i  con  los  Estados  Unidos  del  Norte-América ; 

3.  Por  ser  contraría  a  los  principios  de  derecho  de  jentes,  que 
hacen  parte  de  la  lejislacion  nacional,  conforme  al  artículo  91  de  la 
Constitución  ; 

4J^  Por  ser  contraria  a  la  protección  que  el  Qobiemo  debe  pres- 
tar a  los  estranjeros ; 

5.^  Por  ser  para  objetos  estraordinarios ; 

6.^  Por  no  ser  donuciliados  los  estranjeros  que  piden  la  suspen- 
sión de  la  lei ; 

7.^  Por  decretarse  para  una  sola  vez ; 
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8.^  Por  la  desigoáldad  con  qne  ha  sido  repartida ; 

9.^  Porque  los  Gobiernos  estranjeros  no  la  han  aceptado ; 

10.  Por  estar  en  pugna  con  algunos  luminosos  principios  de  eco* 
nomía  social ;  i 

11.  Por  no  ser  conforme  con  las  prácticas  seguidas  en  otras  na^ 
dones  mas  adelantadas. 

Los  cinco  primeros  fundamentos  pueden  reducirse  a  uno  solo,  a 
saber:  si  la  lei  cuja  suspensión  se  solicita  no  tiene  el  carácter  de  íene- 
ral,  siendo,  por  tanto,  contraria  a  los  incisos  5.^  i  10,  artículo  15  de  la 
Constitución  nacional,  porque  seria  así  que  podría  también  conside- 
rarse como  contraría  a  los  principio^  de  aerecho  de  jentes  que,  confor- 
me al  artículo  91  de  la  Gonstituoion,  hacen  parte  de  la  lejislacion  ub^ 
cional,  i  sería  así  que  podría  considerarse  contraría  al  texto  de  los  tra- 
tados públicos  celebrados  con  Venezuela,  Inglaterra  i  los  Estados 
Unidos  del  Norte- Améríca,  citados  por  los  negociantes  de  la  ciudad  deí 
Barranquilia,  i  cuyas  disposiciones  están  contenidas  en  casi  todos  los 
demás. 

La  Corte  cree  que  la  lei  no  pierde  su  carácter  de  jeneralidad  por- 
que ella  no  se  refiera  espresa  i  directamente  a  la  universalidad  de  los 
habitantes  de  un  Estado,  creyendo,  por  el  contrarío,  que  la  conserva 
cuando  se  refiere  o  afecta  todo  un  género. 

Este  es  precisamente  el  caso  en  que  se  encuentra  la  lei  de  prímero 
de  abril  espedida  por  la  Oonvencion  del  Estado  soberano  de  iBolírar» 

E arando  con  una  contribución  a  todo  el  comercio  del  Estado,  a  todos 
3  que  ejercen  esa  industria,  i  definiendo  a  quiénes  considera  cozno 
comerciantes  para  los  efectos  de  la  contribución;  i  siendo  esto  así  i 
Bo  desprendiéndose  del  texto  de  la  lei,  ni  el  carácter  de  estraordinario 
de  la  misma  contribución,  ni  su  aplicación  a  objetos  estraordinarios, 
entendiéudose  mas  bien  que  su  producto  es  aplicable  en  su  totalidad  a 
las  necesidades  jenerales  del  Estado,  i  no  constituyendo  un  fondo  de 
aplicación  especial,  es  claoro  que  son  inapUcables  a  la  lei  de  que  se  trata 
todas  las  objeciones  que  se  han  hecho  contra  sujenercdidadf  para  con* 
siderarla  como  inconstitucional. 

Si  pudiera  raciocinarse  de  una  manera  contraria,  habria  que  con- 
siderar también  como  inconstitucionales  casi  todas  las  leyes  de  los 
Estados  sobre  contribuciones,  que  de  or^nario  se  limitan  a  todo  xm 
jenero  entre  los  asociados.  Así  sucederia,  por  ejemplo,  con  las  qae 
grayan  la  destilación  de  aguardiente,  i  que  pagan  sólo  todos  los  desti- 
ladores de  este  artículo ;  con  el  derecho  de  consumo  de  las  mercancías 
estranjeras,  que  inmediatamente  pagan  solo  todos  los  comerciantes  ; 
con  el  derecho  sobre  el  degüello  de  ganado,  que  pagan  sólo  todos  los 
eamiceros ;  sucediendo  lo  mismo  con  todos  los  derechos  o  contribu- 
ciones. I  como  tal  intelijencia,  que  no  ha  sido  alegada  por  nadie,  ni  ha 
servido  de  fundamento  para  considerar  como  inconstitucionales  las 
leyes  de  los  Estados  que  establecen  contribuciones,  conduciría  al  abis- 
mo, la  Oorte  se  afirma  en  su  creencia  de  qne  la  lei  de  primero  de  abril 
espedida  por  la  Convención  del  Estado  de  Bolívar,  *'  estableciendo  ana 
contríbucion  comercial,"  no  es  tampoco  inconstitucional. 

La  circunstancia  de  no  ser  domiciliados  en  el  Estado  de  Bolívar 
todos  los  estranjeros  que  han  hecho  la  solicitud  de  suspensión,  o  algu- 
nos de  ellos,  ademas  de  no  aparecer  demostrada  en  los  documentos 
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cnie  se  han  acompañado,  no  es  asonto  de  que  tayiera  (joe  ocuparse  la. 
Corte,  siendo  materia  de  la  lejislacion  de  aquel  Estado,  i  no  encontran- 
do, por  otra  parte,  la  Corte  exacto  ni  confiarme  con  los  principios  de 
derecho  de  jentes,  que  los  estranjeros  no  domiciliados  estén  en  todo 
caso  exentos  del  pago  de  las  contribuciones  públicas. 

Tampoco  puede  ponerse  en  duda  si  el  lejislador  que,  en  ejercicio 
de  la  soberanía  del  Estado,  puede  imponer  contribuciones  permanentes, 
pueda  haoerlo  también  por  tiemix)  mas  o  menos  limitado ;  de  modo 

£e  la  locución  usada  por  el  lejislador  constituyente  en  el  Estado  de 
^liyar,  "  por  una  sola  vez,"  al  decretar  la  contribución  comercial,  que 
en  nada  obliga  en  lo  ulterior  al  Poder  Ejecutivo  de  aquel  Estado,  no 
ofrece  amimento  de  inconstitucionalidad  contra  la  espresada  lei. 

La  desigualdad  o  la  falta  de  equidad  que  se  hace  notar  en  el  repar- 
timiento verificado  por  las  corporaciones  municipales,  no  es  tampoco 
materia  de  que  tenga  que  ocuparse  la  Corte,  cuya  atribución  no  es  otra 
que  la  de  suspender  el  acto  lejislativo  del  Estado  que  considere  incons- 
ütudonaL 

I  por  idénticos  motivos  no  puede  entrar  la  Corte,  para  juzgar 
la  lei,  en  consideraciones  especulativas  que  se  refieran  a  doctrinas  eco- 
nómicas, por  luminosas  que  ellas  sean,  ni  en  la  aplicación  que  de  ellas 
hagan  o  dejen  de  hacer  las  Lejislaturas  de  los  Estados.  Estas  consi- 
deraciones, que  son  de  otro  lugar  i  que  pueden  ser  hechas  con  suma 
justicia  i  exactitud,  no  hacen  parte  de  la  jurisdicción  de  la  Corte, 
debiendo  decirse  otro  tanto  de  Ja  observancia  de  las  prácticas  seffui- 
das  en  materia  de  contribuciones  por  otros  pueblos  mas  adelantados. 

I  en  cuanto  a  si  el  cumpUmiento  de  las  leyes  que  imponen  contri- 
lMick>ne8  a  ^ue  puedan  quediskr  sujetos  los  estranjeros,  dependa  de  que 
sos  respectivos  gobiernos  las  hayan  aceptado,  la  Corte  juzga  de  más, 
i  aun  inconveniente,  entrar  a.  decidir  acerca  de  lo  que  es  evidente  e 
inconcuso,  refiriéndose  al  ejercicio  de  la  soberanía  de  los  Estados. 

Por  todo  lo  relacionado,  la  Corte  Suprema  federal,  constituida  en 
sala  de  acuerdo,  unánimemente  resuelve  no  suspender  la  lei  espedida 
por  la  Convención  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Bolívar  en 
primero  de  abril  último,  sobre  contribución  jeneral  en  el  Estado. 

Publíquese  este  acuerdo  i  dése  cuenta  al  Senado  en  su  próxima 
xennion,  para  los  efectos  del  artículo  72  de  la  Constitución  nacional. 

José  MinfA  Bójas  Gabbido — ^Mabceuno  Guhébbez  A. — ^Bahon 
CkCijTg^ — ^AnDBEs  Oebon — José  Araújo — Vieente  Fanegas,  Secretario. 

£n  la  misma  fecha  notifiqué  el  acuerdo  anterior  al  señor  Pro- 
carador  jeneral  de  la  Nación — ^^ábata —  Fanegas,  Secretario. 

IBs  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — Bogotá,  junio 
diez  i  siete  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cmco. — Fioente  Fanegas. 


Informe  de  la  Comisión  del  Senado. 

dndadanos  Senadores- 
lia  Convención  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Bolívar  es- 
pidió, oon  fecha  1.^  de  abril  ultimo,  una  lei  sobre  contribución  jeneral,  ^ 
cuyo  urtículo  1.^  es  a^í :  n 
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**  Art.  1.^  Establécese  por  ana  sola  vez  tma  oontribuoíonde  oarác^ 
ter  comercial  en  el  Estado,  la  cnal  deberán  satisfacer  todos  los  que 
ejerzan  dicha  industria,  ya  sean  nacionales  o  estranjeros,  i  aonqne  no 
tengan  casa,  tienda  o  almacén  abiertos  para  ese  objeto* 

"  Parágrafo.  Para  los  efectos  de  esta  leí  se  entiende  por  comer- 
ciante todo  aquel  que  tenga  un  capital  en  jiro^  aplicado  a  cualquiera 
especulación  o  industria." 

Contra  estas  disposiciones  se  quejaron  varios  comerciantes  resi- 
dentes en  Barranquilla  i  Cartajena,  pidiendo  la  suspensión  de  la  citada 
lei,  como  contraria  a  las  garantías  de  la  {>ropiedad  i  de  la  igualdad, 

Íue  la  Constitución  federalreconoce,  en  los  incisos  5  i  10  de  su  artículo 
5,  a  los  habitantes  i  transeúntes  de  los  Estados  unidos  de  Colombia» 
Dióse  vista  al  señor  Procurador  de  la  Nación,  i  de  acuerdo  con  el  con- 
cepto de  este  funcionario,  la  Suprema  Corte  federal  resolvió  en  10  de 
junio  no  suspender  la  lei  espedida  por  la  Convención  del  Estado  sobe- 
rano de  Bolívar  en  1.^  de  abril  último,  sobre  contribución  comercial  en 
el  Estado  ;  i  cumpliendo  con  lo  que  dispone  el  artículo  72  de  la  Cons- 
titución; ha  dado  cuenta  al  Senado  para  que  éste  decida  definitivamen- 
te sobre  la  nulidad  o  validez  de  dicho  acto  lejislativo. 

Veamos  la  objeción  que  se  hace  al  articulo  1.^  de  la  lei  que  hemos 
copiado,  para  solicitar  su  suspensión. 

Dícese  que  la  contribución  que  por  él  se  decreta  no  es  jeneral,  i 
que,  en  consecuencia,  viola  el  derecho  de  propiedad  en  los  términos 
en  que  lo  garantiza  el  inciso  5.^  del  articulo  16  de  la  Constitución  fe- 
deral, i  el  principio  de  la  igualdad  que  define  el  inciso  10  del  mismo 
articulo. 

Nadie  puede  ser  privado  de  su  propiedad  por  vía  de  contribución, 
sí  estaño  tiene  el  carácter  de  jeneral.  Contribución  jeneral  es,  sin  duda, 
la  que  grava  a  todos;  pero  no  a  todoe  los- asociados,  sino  a  todos  los  que 
se  hallan  en  idénticas  condiciones.  Conforme  al  artículo  1.^  de  la  lei  de 
que  nos  ocupamos,  se  establece  una  contribución  comercial  que  grava 
todo  capital  aplicado  a  este  objeto,  i  por  tanto  están  sujetos  a  eUa  tocha 
Ids  habitantes  i  transeúntes,  nacionales  o  estranjeros,  que  ejerzan  tal 
especulación  o  industria.  La  contribución,  pues,  es  jeneral  en  el  sentido 
de  la  palabra,  i  en  nada  lastima  el  principio  de  la  igualdad,  puesto  que 
deben  pagarla  todos  aquellos  que  se  hallen  en  igímles  circunstancia». 

Son  tan  inconcusos  estos  principios  de  nuestra  organización 
constitucional,  que  cree  vuestra  comisión  no  debe  detenerse  en  otras 
consideraciones  para  demostrar  que  es  infundada  la  solicitud  que  se 
ha  elevado  pidiendo  la  suspensión  de  esta  lei. 

Por  tanto,  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLtrOION: 

El  Senado  declara  válido  el  acto  lejislativo  espedido  por  la  Con- 
vención constituyente  del  Estado  soberano  de  Boüvar  en  1.®  de  abril 
último,  estableciendo  una  contribución  jeneral  en  el  Estado. 

Bogotá,  20  de  febrero  de  1866. 

Pedbo  GoiTUr-IiiNO  Büns^BrajAMiH  NooCTSá-^AQtnLEX)  Pabba-~ 
Fboilam  Lajsoacha. 
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¥AJL1JI>KE  del  articulo  3.«  de  la  lei  161  del  Ettado  del  Cauca,  de 

SO  de  asesto  de  1865,  que  declara  subsistentes  los  remates  de 

Menes  para  los  fastos  de  la  pasada  guerra  civil* 


A0U£SB0  DE  la:  SuPBEMA  Ck)BTE. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  íébrero  primero  de  mil  ochocientos  sesenta  I  seis. 

Yisto&— La  Lejislatara  del  Estado  soberano  del  Cauca  espidió,  en 
treinta  de  agesto  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco,  la  lei  161,  decla- 
rando válidos  ciertos  actos,  i  en  su  artículo  2.^  dispone  que  ^^  son  igual- 
mente yáHdos  i  subsistentes  los  remates  que  de  cualquiera  clase  de 
bienes  se  hayan  hecho  por  orden  de  las  autoridades  leiítimas  del 
Estado  para  atender  a  los  gastos  de  la  guerra  civil  pasada. 

Yarios  ciudadanos  vecmos  de  Barbacoas  han  solicitado  la  suspen- 
sión de  esta  lei  en  la  parte  que  afecta  la  propiedad  de  los  colombianos, 
mientras  el  Congreso  federal  anula  tal  disposición,  "  por  creerla  así,  sin 
limitación  alguna,  contraria  a  la  Constitución  política  de  la  Union,  que 
garanti2a  la  propiedad  de  los  colombianos;  porque  muchos  se  encon- 
trarán en  el  caso  en  que  los  peticionarios  se  encuentran,  de  habérseles 
rematado  fincas  de  un  modo  violento,  clandestino  i  sin  guardar  ías 
íoimolas  i  prescripciones  legales,  i  por  precios  que  no  han  alcanzado 
a  cubrir  ni  la  décima  parte  de  su  valor ;  porque  tienen  pendientes  re- 
clamo^ ante  el  Poder  J  udicial  para  que  se  declaren  las  innumerables  i 
Sagrantes  nulidades  de  que  adolecen  los  procedimientos  inauditos  para 
efectoar  esos  remates,  i  porque  habiendo  el  Poder  Judicial  comenzado 
a  declararlos  nulos,  los  lejisladores  del  Estado  han  ocurrido  al  medio 
de  espedir  la  lei  relacionada,  burlando  sus  derechos  i  la  justicia  de  sus 
reclamos  i  atacando  la  propiedad  que  lejitimamente  les  corresponde.^ 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Ilación,  a  ^uien  se  dio  vista  do 
esta  solicitud  con  un  ejemplar  autentico  de  la  leí  cuya  suspensión  se 

Side,  ha  emitido  su  concepto  en  d  sentido  de  que  no  se  está  en  el  caso 
e  suspender  la  lei  de  treinta  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  i 
ozxcOy  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca,  por- 
que ¿Ucha  lei  no  se  encuentra  en  el  ca^o  definido  por  el  artículo  14  de 
ík  Constitución,  teniendo  los  Estados,  como  soberanos,  perfecto  dere- 
cho para  lejislar  en  todos  los  negocios  o  materias  que  espresa  i  clara- 
mente no  hayan  sido  delegados  al  Gobierno  federal;  porque  la  legisla- 
ción civil  i  penal  i  de  procedimiento  judicial^  en  los  asuntos  de  gobierno 
de  los  Estados,  no  está  delegada  en  parte  alguna  al  Gobierno  jeneral, 
i  porque  tampoco  es  contrario  al  inciso  5.^  del  artículo  15  de  }a  Cons- 
titución ;  porque  para  que  lo  fuese,  "  seria  necesario  que  la  lei  aumen- 
tase los  casos  establecidos  para  que  un  colombiano  pudiese  ser  privado 
de  su  propiedad,  o  los  disminuyese  de  tal  manera,  que  ni  por  pena, 
ni  por  contribución  jeneral,  ni  por  espropiacion  por  grave  motivo  de 
necesidad  pública,  pudiese  ser  ocupada  dicha  propiedad." 

,   Pero  la  Corte,  después  de  haber  estudiado  detenidamente  este 
asunto,  considera : 
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1.°  Que  el  artículo  caja  BÜspensíon  se  pide  se  refiere  a  los  gastos 
de  la  guerra  jeneral  pasada ; 

2.^  Que^el  incieo  5.^  d^l  artículo  15  de  la  Oonstitacion  nacional, 
al  garantizar  la  propiedad,  no  solo  ha  determinado  los  casos  en  que 
los  ciudadanos  pueden  ser  privados  de  ella  con  arralo  a  las  leyes,  sino 
el  modo  como  esa  privación  dejbe  verificarse ; 

3.^  Que  el  Gk)biemo  no  puede  responder,  ni  responde  en  efecto, 
con  su  tesoro,  sino  de  los  valores  que  nan  sido  empleados  en  su  ser- 
vicio, indemnizando  así  a  los  ciudadanos ;  pero  no  responde  ni  puede 
responder  de  las  pérdidas  que  los  mismos  ciudadanos  sufran  por  pro- 
cedimientos viciosos,  ilegales  i  atentatorios  de  las  autoridades ; 

4.^  Que  para  indemnizarse  de  estas  perdí  das,  los  ciudadanos  tienen 
el  derecho  de  ocurrir  a  los  tribunales,  bien  reclamando  civilmente  con- 
tra dichos  procedimientos,  apelando  de  ellos  para  ante  los  tribunales 
competentes,  en  los  casos  que  la  lei  lo  permita,  bien  ocurriendo  en 
queja  contra  los  mismos  funcionarios  para  que  se  les  exija  la  respon- 
sabilidad i  la  debida  indemnización  de  los  perjuicios  que  les  hubiesen 
ocasionado  con  sus  ilegales  procedimientos ; 

5.^  Que  estos  recursos,  en  cuanto  se  refieran  a  negocios  jenerales 
de  la  ünion,  son  de  la  competencia  del  Poder  Judicial  de  la  misma 
XJnion,  no  pudiendo,  por  lo  mismo,  la  Legislatura  de  un  Estado  decla- 
rar válidos  ni  subsistentes  actos  que  pertenecen  al  Gobierno  jeneral,  i 
cuvo  conocimiento  i  decisión  toca,  por  lo  mismo,  al  Poder  Judicial  de 
la  ünion;  i 

6.^  Que  el  mismo  señor  Procurador  jeneral  establece  en  su  vista 
de  diez  i  ocho  del  corriente,  que  "  bien  puede  suceder  ^ue  en  la  prác- 
tica i  ejecución  de  la  lei,  al  decidirse  las  cuestiones  judiciales  que  tie- 
nen pendientes  los  reclamantes,  se  cometa  la  injusticia  de  querer  leji- 
timar  lo  que  antes  era  nulo,  atacándose  así  el  derecho  de  propiedad ; 

{>ero  que  estas  son  cuestiones  de  hechos  de  que  deben  conocer  i  fallar 
os  tribunales,  contra  cuyos  injustos  fallos  las  leyes  conceden  los  re- 
cursos bastantes  para  que  puedan  correjirse  los  errores  cometidos  "; 
mas,  como  los  tribunales  que  debieran  conocer  de  estos  hechos  son  los 
tribunales  nacionales,  i  el  artículo  cqya  suspensión  se  pide,  declarando 
váUdos  i  subsistentes  esos  mismos  hechos,  tiende  a  hacer  nugatorios 
los  recursos  que  pudieran  intentarse  para  ante  dichos  tribunales,  es 
evidente  que  con  dicha  disposición  se  mvaden  las  leyes  de  la  Union. 

Por  estas  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal,  en  ejercicio 
de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacio- 
nal, resuelve,  por  unanimidad,  suspender,  el  artículo  2.^  de  la  lei  161 
del  Estado  soberano  del  Cauca,  en  cuanto  dicho  artículo  se  refiere  a 
actos  i  procedimientos  de  las  autoridades  del  mismo  Estado,  relaciona- 
dos con  la  guerra  civil  jeneral  pasada,  dando  cuenta  al  Senado  para  sa 
resolución  definitiva,  i  comunicándose  al  Gobierno  del  Estado  soberano 
del  Cauca  para  los  efectos  legales. 

José  M.*  BxSjáb  Garrido. — Maboelino  Gutiérrez  A. — José  Aba.^- 
jOc — ^Bamon  G<5mez. — Andrés  Cerón. — Carlos  María  Pérez,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procn** 
rador  jeneral — Gutiérrez  de  Jjara — Pérez,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  febre- 
ro siete  de  mil  ochocientos  sesento  i  seis.  —  Garios  María  Pwz. 
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Infobmes  be  ia  CioiciaioN  del  Senado. 


Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

A  solicitad  de  alganos  vecinos  del  Estado  soberano  del  Canea,  i 
contra  el  concepto  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  ünion,  la  Corte 
Soprema  de  Justicia,  por  acuerdo  de  1.°  del  presente  mes,  suspendió  el 
arhcalo  2.^  de  la  lei  161,  fecha  30  de  asesto  último,  espedida  por  la 
Lejislatnra  del  mismo  Estado,  que  declaró  válidos  i  subsistentes  los 
remates  dfo  oualqniera  clase  de  bienes,  hechos  por  orden  de  las  autoría 
dades  lejítimas  del  Estado  para  atender  a  los  gastos  de  la  gaerra  civil 
pasada ;  i  en  cumplimiento  del  artículo  72  de  la  Constitución  se  os  ha 
dado  cuenta  de  ese  acuerdo  para  que  decidáis  definitivamente  sobre  la 
Talidez  o  nulidad  del  mencionado  artículo. 

Vuestra  oomision  ha  examinado  con  toda  la  detención  e  imparcia- 
lidad que  el  asunto  merece,  tanto  las  razones  en  que  apoya  su  concepto 
el  Procrorador  jeneral,  como  las  que  sirven  de  fundamento  a  la  Suprema 
Corte,  i  ha  deducido  de  este  examen,  no  solo  que  el  artículo  de  cuya 
íRwpeiifiion  se  trata,  es  contrario  al  inciso  5.°,  artículo  15  de  la  Consti- 
tocion,  sino  que  con  semejante  disposición  la  Lejislatura  del  Cauca 
M  ha  injerido  en  asuntos  que  son  de  la  esclusiva  competencia  del 
Gobierno  jeneral. 

Garantizada  como  ha  estado  la  propiedad  de  los  colombianos, 
^tes  i  después  de  la  espedicion  del  Código  de  Bionegro,  es  claro  (jue 
de  esa  propiedad  no  han  podido  ser  privados  en  ningún  tiempo,  smo 
con  arreglo  a  las  leyes  preexistentes;  i  desde  el  momento  en  que  uu 
«^  lejisíativo,  de  cualquiera  naturaleza  que  sea,  pone  a  los  ciudadanos 
on  la  absoluta  incapacidad  de  defenderla  de  los  ataques  que  hayan  podi- 
do liacársele,  tan  preciosa  garantía  viene  a  quedar  convertida  en  una 
borla,  que  por  ningún  motivo  puede  tolerarse,  si  se  quiere  conservar 
^  toda  su  pureza  e  integridad  las  bases  de  unión  de  los  Estados 
colombianos. 

I  este  es  el  gran  vicio  de  qjue  adolece  el  artículo  2.^  de  la  lei  161 
leferida;  porque,  en  efecto,  ciudadanos  Senadores,  si  los  remates 
verificados  en  el  Estado  soberano  del  Cauca  para  atender  a  los  gastos 
de  la  ^erra  civil  pasada,  se  hicieron  observando  todas  las  formalidades  j 

prescritas  por  la  lejislacion  del  Estado  para  esa  clase  de  actos,  ^cpié 
nocesídad  na  tenido  la  Asamblea  Lejislativa  para  dictar  una  disposición  ¡ 

que  lejitime  lo  que  fué  por  su  naturaleza  leiitimo?  I  si,  al  contrario, 
Ües  remates  se  hicieron  de  una  manera  clandestina  i  violenta,  como 
lo  aseguran  los  interesados,  ¿por  qué  se  les  cierra  así  tan  rudamente  I 

1a  Duerta  para  que  puedan  ocurrir  ante  las  autoridades  competentes  a  | 

llamar  sus  derechos  vulnerados? 

El  acto  lejisíativo  de  <^U6  nos  ocupamos,  contra  todos  los  principios  * 

de  una  buena  administración,  ha  venido  a  cancelar  de  un  golpe  todos 
loe  juicios  pendientes  sobre  los  remates  a  que  se  refiere,  lo  cual,  por  I 

penoso  que  sea  decirlo,  entraña  la  inmoralidad  e  injusticia  de  privar  a 
los  ciudadanos  de  los  medios  de  hacer  efectivas  las  garantías  consig- 
nadas en  la  Constitución,  i  ademas  ha  producido  el  escándalo  de  que 
1a  Lejislatura  del  Cauca  haya  usurpado  las  funciones  propias  del  Poder 
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Judicial,  atacando  de  esta  manera  el  saludable  principio  de  la  indepen- 
dencia de  los  poderes  públicos.  Sobre  este  particular  es  mui  estraño 
que  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  después  de  convenir  en 
el  peligro  de  que  en  la  practica  i  ejecución  de  la  leí  pueda  cometerse  la 
injusticia  de  lejitimar  lo  que  era  nulo,  violándose  asi  el  derecho  de  pro- 
piedad, sostenga  al  mismo  tiempo  que  esa  no  es  razón,  constitucional- 
mente  hablando,  para  que  se  suspendan  los  actos  lejislativos  de  un  Esta- 
do soberano ;  porque  contra  los  injustos  fallos  que  los  tribunales  pro- 
nuncien en  semejantes  casos,  las  leyes  conceden  ios  recursos  bastantes 
para  que  se  corrijan  los  errores  cometidos;  pues  en  verdad,  vuestra  co- 
misión no  comprende,  caso  de  que  dejarais  subsistente  la  lei  del  Cauca, 
qué  clase  de  recursos  quedarian  a  los  ofendidos  contra  ella,  ni  qué  rea- 

Sonsabilidad  podría  exijirse  a  los  tribunales  que  fallaran,  como  no  po- 
nan menos  que  fallar,  de  acuerdo  con  xma  lei  espedida  por  autoridad 
lejítima  i  confirmada  por  el  Senado  de  Pienipotenciaríos. 

Si  los  remates,  pues,  que  tuvieron  lugar  en  el  Estado  soberano  del 
Cauca  para  hacer  efectivas  algunas  esproplaciones  o  empréstitos,  se 
ejecutaron  o  nó  de  acuerdo  con  las  leyes  que  allí  existían,  i  si  dichos 
remates  tienen  o  nó  el  carácter  de  hechos  consumados,  son  cuestíonies 
que  no  pueden  decidirse  sino  judicialmente,  para  que  en  juicio  seaa 
convencidos  los  interesados  i  no  por  medio  de  un  golpe  de  autoridad, 
indigno,  ciudadanos  Senadores,  enteramente  indigno  de  un  pais  repu- 
blicano i  Ubre. 

Que  la  Lejislatura  del  Cauca,  en  la  lei  que  se  examina,  se  ha  injerido 
en  asuntos  que  son  de  la  esdusiva  competencia  del  Gobierno  jeneral, 
es  un  hecho  que  no  puede  en  manera  alguna  desconocerse ;  i  para 
demostrarlo  así,  basta  la  simple  consideración  de  que  siendo  diclio 
Gobierno  quien  tiene  que  reconocer  los  créditos  provenientes  de  los 
remates  que  nos  ocupan,  son  las  autoridades  nsúcionales,  i  no  las  del 
Estado,  las  que  deben  calificar  esos  hechos,  pues  de  otra  manera  el 
Gobierno  jeneral  tendria  que  deferir  i  someterse,  en  casos  idénticos,  a 
las  decisiones  de  los  gobiernos  seccionales,  lo  cual  seria  evidentemente 
absurdo. 

Por  tales  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguien- 
te proyecto  de 

BES0LI7GI0N: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulo  el  artículo  2.^  de  la 
lei  161,  espedida^  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca  en 
30  de  agosto  de  1865,  como  contrario  al  inciso  5.^,  artículo  15  de  la 
Constitudion  nacional. 

Bogotá,  febrero  28  de  1866. 

Benjaion  NoauERA— Aqüileo  Pabba— Pedbo  Gorru. 


Ciudadanos  Senadores. 


La  Corte  Suprema  de  Justicia,  por  acuerdo  de  febrero  últinxo» 
suspendió  el  artículo  2.^  de  la  lei  161,  espedida  por  la  Lejislatura  deí 
Cauca,  que  declaró  *^  válidos  i  subsistentes  los  remates  de  caalquierok 
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elase  de  bíaies,  hechos  por  orden  de  las  autoridades  lejítírnaa  del 
Estedo,  para  atender  a  los  gastos  de  la  guerra  civil  pasada;"  i  en 
cumplimiento  del  artículo  72  de  la  Constitución,  os  dio  cuenta  con 
dicho  acuerdo  para  que  decidieseis  de£nitÍTamente  sobre  la  valúlez  o 
nulidad  del  mendonado  artículo. 

Aprobado  en  primer  debato  el  projecto  de  la  nünoria  de  la  comisión 
encalada  del  examen  de  los  actos  de  las  Lejislaturas  de  los  Estados, 
de  que  haMa  el  articulo  citado  de  la  Constitución,  han  sido  comisiona- 
dos los  infrascritos  para  formular  el  informe  regliamentaiio  con  que 
deba  pablicarse  la  resolución  del  Senado. 

Vuestra  comisión  acata  debidamente  el  juicio  del  tribunal  encalrga^ 
do  por  la  Constitución  de  mantener  el  equilibrio  entre  el  poder  naoionai 
i  el  de  los  Estados;  pero,  acorde  con  vuestro  solemne  voto,  emitido' 
€ñi  primer  debate,  llena  con  gusto  el  deber  que  os  habéis  servido 
imponerle.    . 

Si  los  actos  ejecutados  por  los  ciudadanos  revestidos  de  carácter 
páblieo,  durante  la  gloriosa  campana  que  dio  por  resultado  el  plantear* 
miento  del  réjimen  actual,  pudieran  ser  hoi  apreciados  bajo  la  severa 
norma  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  que  declara  las 

£:rantías  individuales  de  los  asociados,  no  seria  únicamente  la  lei  161 
1  Cauca  el  objeto  de  las  pesquizas  oficiales:  seria  necesario  empeasar 
Sor  llamar  a  cuenta  a  los  que  arrostraron  el  peligro  o  hicieron  el  sacri- 
cio  de  su  sai^e  para  fundar  el  Código  de  que  hoi  deriva  sus  títulos 
el  primer  tribunal  de  la  Bepública.  Hoi  no  puede  juzgarse  de  actos 
oficíales  ejecutados  durante  la  gloriosa  campaña  principiada  en  8  de 
majo  de  1860  i  terminada  en  el  año  de  1862,  por  las  disposiciones  de 
ana  Constítueion  que  vino  en  8  majo  de  1863  a  poner  el  sello  a  tantos 
saonficioa,  satisfaciendo  las  aspiraoionc^s  de  los  amigos  del  réjimen 
federal; 

Lias  medidas  de  carácter  anormal  que  hubo  necesidad  de  tomar 
pora  el  iariunío  de  la  causa  de  la  soberanía  de  los  Estedoe,  descansan  en 
una  base  de  legalidad  que  no  puede  debatirse :  el  derecho  internacional, 
único  que  purae  regular  los  actos  de  los_  belijerantes  en  guerra  civil ; 
i  esas  medidas  tienen,  ademas,  un  seUo  de  autoridad  que  hoi  no  nos  es 
permitido  violar :  el  de  ser  hechos  consumados. 

Sin  necesidad  de  un  acto  lejislativo  de  ratificación  de  aquellos 
hechos,  ellos,  buenos  o  malos,  moderados  o  violentos,  están  tras  el  velo 
del  olvido.  Desconocer  la  declaratoria  de  esta  verdad  práctica,  seria 
traer  a  difusión  todos  i  cada  uno  de  los  incidentes  de  la  evolución  po- 
Ktica  iniciada  el  8  de  mayo  de  1860  ;  ¿i  sobre  qué  bases?  sobre  las 
consignadas  en  un  Código  sancionado  tres  años  después  para  la  era 
de  la  paz. 

Pasando  de  estas  condiciones  jenerales  a  la  especialidad  de  los 
hechos  juzgados  por  la  Corte,  vuestra  comisión  estima  oportuno  some- 
teros las  siguientes  observaciones : 

£1  espediente  se  compone  únicamente  de  estos  documentos :  la 
petición  de  algunos  vecinos  de  Barbacoas  i  Pasto,  elevada  a  ^a  Corte, 
aobre  que  se  suspendiera  la  lei  mencionada ;  la  Gaceta  Oficial  del  Es- 
tado del  Cauca,  en  que  se  ^romulffó  la  lei ;  el  concepto  adverso-  del 
Procarador  jeneral  de  la  Umon,  i  el  fallo  &ivorable  de  la  Corte.  ¿  I  no 
natural  preguntar ;  qué  bases  ha  tenido  la  Corte  paxa  conocer  i  apre- 
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ciar  la  nataraleza  de  los  remates  que  hoi  condena  ?  ¿  Quién  puede  dis- 
putar a  la  Lejislatura  del  Oauca  el  derecho  ^ue  tuvo  en  1860  para 
espedir  unalei  adjetiva,  abreviando  los  procedimientos'ejecutivos,  para 
hacer  efectivos  los  impuestos  decretados  para  la  defensa  del  Estado  ? 
¿I  ha  podido  informarse  siquiera  la  Corte  de  la  tramitación  fijada  en 
esa  leí  adjetiva,  confrontándola  con  las  disposiciones  constitucionales 
que  rejian  en  el  año  de  1860? 

Prejuzgando  el  acuerdo  las  consecuencias  de  la  lei  del  Cauca, 
dice  que  el  Gobierno  no  puede  responder  ni  responde  con  su  Tesoro 
sino  ae  los  valores  que  han  sido  empleados  en  su  servicio  ;  pero  de 
ningún  modo  de  las  perdidas  ocasionadas  por  procedimientos  viciosos 
i  atentatorios  de  las  autoridades.  Sea  enhorabuena ;  pero  ¿de  aquí 
puede  deducirse  que  los  remates  de  fincas  efectuados  en  el  Cauca 

Sara  hacer  efectiva  una  contribución  que  resistió  tenazmente  un  dea- 
or,  no  han  sido  arreglados  a  una  lei  adjetiva  dictada  por  la  Lejislatu- 
ra del  Estado,  i  que  esta  corporación  ha  carecido  de  facultades  para 
dictarla  ?  Lo  repetimos :  ¿  ha  tenido  la  Corte  conocimiento  de  la  lei 
que  inbrepa  ? 

En  conclusión,  ciudadanos  Senadores,  o  los  actos  de  las  autoridades 
del  Cauca  que  se  han  tratado  de  traer  a  discusión,  fueron  conformes  a 
una  lei  escrita,  que  no  ha  conocido  la  Corte,  como  la  desconocéis 
vosotros,  i  entonces  habria  que  examinar  previamente  esa  lei  para 
juzgar  de  los  hechos  cumplidos  en  su  ejecución,  verificándose  el  exá^ 
men,  no  según  el  texto  de  la  Constitución  de  Bionegro,  sancionada  en 
fecha  posterior;  o  esos  actos  administrativos  fueron  arbitrarios,  i 
entonces  la  autoridad  única  que  tuvo  derecho  de  juzgarlos,  fué  el  G-o- 
biemo  del  Estado  del  Cauca,  que,  al  iniciarse  la  guerra,  asumió  su 
soberanía  para  resistir  a  los  que  rompieron  el  pacto  federal  i  violaron 
la  antigua  Constitución  granadina. 

Hallándose  el  provecto  de  resolución  en  estado  de  verse  en  segundo 
debata,  vuestra  comisión  os  propone  que  lo  adoptéis  definitivamente* 

Bogotá,  7  de  marzo  de  1866. 

Froilan  Laboacha— Lino  Buiz. 


XIX. 


R IJLIDAD  de  la  leí  del  Cstado  de  BolíTar,  de  4  de  mayo  4o 
i  §65,  sobre  constrncelou  de  un  ferrocarril  entre  BarraiE- 

quilla  I  Sabanilla. 


ACÜEBDO  DE  LA.  SUPKEMA  OoBTE. 
Corte  Suprema  federal — Bogotá,  febrero  diez  i  nueve  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis 

Vistos — Juan  A.  de  la  Espriella  solicita  la  suspensión  de  la  lei  del 
Estado  soberano  de  Bolívar,  de  cuatro  de  mayo  ultimo,  que  autorizó  al 
Poder  Ejecutivo  para  conceder  el  privilejio  de  construir  una  via  férroet 
entre  el  puerto  de  Sabanilla  i  la  ribera  occidental  del  rio  Magdalenct 
en  la  ciudad  de  Barranquilla^  fundándose  en  que  dicha  disposición      ' 
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TÍolaioiia  de  la  lei  oonstitaolonal  de  la  Bepáblioa  i  de  la  de  veintiocho 
de  majo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  coatro,  porqne  ya  se  habia  con* 
eedido  otro  privilejío  a  W>  F.  Kelly  para  constroir  una  via  de  igual 
dase  entre  el  puerto  de  Cartajena  í  1^  ribera  occidental  del  rio  es- 
presada 

EfectÍTamente,  por  la  lei  de  treinta  de  marzo  ultimo  se  autorizó 
d  Poder  Ejecutivo  pora  conceder  a  Kelly  el  privilejio  indicado,  dispo- 
juendo  en  el  articulo  3.^,  que  mientras  se  construía  el  camino  i  dorante 
eliármino  de  las  exenciones  establecidas  en  ella,  pudiera  el  empresario 
abrir  otras  vías  de  comunicación  de  la  misma  naturaleza,  entre  esa 
Enea  i  acunas  Doblaciones  o  puntos  del  Estado ;  de  donde  se  deduce 
qpe  el  dueño  del  priyilejio  tiene  derecho  perfecto  a  que  no  se  le  oponga 
ooefaículo  en  el  espacio  comprendido  entre  bI  puerto  de  Sabaiülla  i  la 
libera  occidental  del  rio  Magdalena  i  la  ciudad  de  BarranquIUa,  para 
poder,  8i  lo  cree  oonveniente,  unir  la  línea  de  su  privilejio  con  cual- 
^er  otro  punto  de  la  banda  occidental  del  rio  ;  i  este  derecho  de  pro- 
|Hedad  así  constituido,  en  yirtud  de  la  concesión  que  se  hizo  a  Kelly, 
en  los  términos  de  la  lei,  es  el  que  se  vulnera  con  la  de  cuatro  de  mayo 
fltimo,  en  cuya  virtud  han  sido  privilejiados  Santodomingo  Yila  i  lU- 
iDxm  B.  Jimeno  para  unir  con  una  vía  férrea  los  puntos  indicados ; 
paes  Tiene  a  quedar  menoscabado  el  privilejio  de  Kelly,  de  tal  manera, 

fe  no  podría  comunicar  con  su  línea  los  puntos  interceptados  por 
otra. 

Sin  duda  alguna,  pues,  la  lei  citada  de  cuatro  de  mayo  es  contra- 
ria al  numero  6.^,  artículo  15  de  la  Oonstitucion  de  la  Bepública,  que 
gantoiíza  el  derecho  de  propiedad. 

No  entra  la  Oorte  a  examinar  si  es  mui  amplio  o  inconveniente  en 
Mfr  términos  el  privilejio  concedido  a  Kelly,  ni  si  por  el  de  Santodo- 
nmgo  Yila  i  Jimeno  se  perjudican  los  intereses  del  otro,  a  causa  de  la 
Competencia  que  pudiera  proporcionarle,  atendido  el  movimiento  mer- 
tantil  de  la  Oosta ;  porque  nada  de  eso  conduce  a  demostrar  si  la  lei 
del  Estado  ea  contraria  ala  Oonstitucion  o  las  leyes  nacionales,  que  es 
b  que  la  Corte  debe  decidir  en  ejercicio  de  sus  facultades. 

Por  tales  fcmdamentos,  se  suspende  la  ejecución  de  la  lei  de  cua- 
tro de  ma^o  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco,  espedida  por  la  Con- 
vención del  Estado  soberano  de  Bolívar,  ''  autorizando  al  Poder  Eje- 
cotívo  del  "Bstado  para  conceder  priyilejio  a  cualquiera  persona  o 
oompañía  nacional  o  estranjera  para  la  construcción  de  un  camino  de 
ttmles  de  hierro,  servido  por  maquinas  de  vapor,  que  pon^a  en  comu- 
ucaoion  la  ciudad  de  Barranquilla  con  el  puerto  de  Sabanilla." 

Dése  cnenta  al  Senado,  con  los  documentos  respectivos,  para^  que 
&dda  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  dicho  acto,  i  co- 
numíquese  al  Gobierno  del  Estado  soberano  de  Bolívar. 

José  Mabü  Btf jas  Gabhido.— Maboeiino  Gtitiébbez  A.— Andbes 
OsaoH — Baxon  GtfMBZ-*-JosÉ  Arílújo — Carlos  M.^  Pérez,  Secretario. 

£n  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral  la  reso- 
hcion  anterior. — Gutiébbez  ns  Laba.— P^es;,  Secretario. 


'Eá  copia — ^Secretarf  a  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  febre- 
10  te&rte  oe  mil  ochodentos  sesenta  i  eeis^Cárha  María  Pérez. 
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IlOfOBMES  DE  LA.  COMISIÓN  D£L  SENADO. 


Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios* 

El  13  de  diciembre  del  año  próximo  pasado  ocorrió  a  la  Corta 
Suprema  federal  el  señor  Juan  Antonio  de  la  Espriella,  ciudadano  del 
Estado  soberano  de  Bolívar,  solicitando  la  suspensión  de  la  lei  que,  ean 
4  de  mayo  del  mismo  año,  espidió  la  Asamblea  Coustitujente  de  amiel 
Estado,  por  la  cual  se  autorizó  al  Poder  Ejecutiyo  para  concedear 
privilejio  a  cualquiera  compañía,  nacional  o  estraniera,  para  la  con£^ 
micción  de  un  camino  de  carriles  •  de  hierro,  servido  por  máquinas  da 
vapor,  que  pusiera  en  comunicación  la  ciudad  de  Barranquilla  con  ^ 
puerto  de  Sabanilla,  fundándose  en  que  dicho  privilejio  se  conoedióy 
en  efecto,  a  los  señores  Bamon  B.  JiiQeno  i  Eamon  Santodomingo  Vila, 
i  en  que,  habiéndose  concedido  anteriormente  otro  de  la  misma  natu- 
raleza i  por  la  misma  Asamblea  a  W;  F.  Kelly,  subdito  ingles,  para  penar 
en  comunicación  la  ciudad  de  Cartajena  con  cualquier  punto  déla  ri* 
bera  occidental  del  rio  Magdalena,  se  atacaba  de  esta  manera,  con  la 
lei  primeramente  citada,  la  propiedad  del  último,  violándose  así  el  in- 
ciso 5.^,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional.  Considerada  bajo  este 
aspecto  la  cuestión  por  la  Suprema  Corte,  dictó  su  acuerdo  de  19  da 
febrero  ultimo,  suspendiendo,  contra  el  concepto  del  señor  Procurador 

?*eneral,  la  mencionada  lei  de  4  de  mayo,  i,  en  cumplimiento  del  artículo 
!2  de  la  Constitución,  se  os  ha  dado  cuenta  de  este  asunto  para  vuostra 
resolución  definitiva. 

Tanto  la  prensa  del  Estado  de  BoUvar  como  la  de  esta  capital,  hasi 
tratado  de  poner  de  manifiesto,  con  sobra  de  exaltación  á  veces,  o  oon 
cuidadoso  esmero  otras,  la  superioridad  de  la  una  o  de  la  otra  empre* 
sa,  ya  considerando  la  menor  di^t^ancia,  el  mayor  o  menor  capital  qna 
debe  invertirse  en  ésta  o  en  aquélla,  las  mayores  seguridades  i  £acili«* 
dades  para  el  comercio,  i  la  fertilidad  o  esterilidad  de  las  zonas  qua 
ambas  líneas  tienen  que  atravesar,  i,  consiguientemente,  el  mayor  o 
menor  desarrollo  que  pueden  dar  a  la  producción  &c.  &c.;  pero  tales 
cuestiones  no  corresponden  en  manera  alguna  a  este  momento  i  Ingar^ 

Jorque  ellas  no  entrañan  puntos  que  puedan  ser  materia  de  violación, 
e  la  Constitución  o  leyes  nacionales,  únicos  casos  en  que  el  Senaido 
de  Plenipotenciarios  tiene  facultad  de  anular  las  leyes  espedidas  por 
las  Asambleas  lejislativas  de  los  Estados. 

Tampoco  cree  vuestra  comisión  que  sea  del  caso  examinar  si  el 
contrato  que  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Union  celebró  con  los  señores 
Jimeno  i  Santodomingo  (Diario  Oficial  número  458),  garantizándoles 
el  siete  por  ciento  anual  sobre  el  capital  que  inviertan  &c.,  está  o  nó 
conforme  con  las  prescripciones  de  la  lei  de  28  de  mayo  de  1864,  sobre 
fomento  de  varías  mejoras  materiales ;  porque  aparte  de  que  la  lei  da 
Bolívar,  que  autorizo  para  la  concesión  del  privilejio  adjudicado  a 
aquellos  señores,  no  hizo  ni  podia  hacer  forzoso  e  indispensable  el  ro* 
ferido  contrato,  sin  que,  por  lo  mismo,  pueda  haber  pugna  alcuna  enirci 


dicha 
res 


ha  lei  i  la  nacional  citada»  el  Gobierno  jeneral  nada  tema  que  vep 
pecto  de  la  nulidad  o  validez  de  aquélla,  siendo,  en  último  oaso^  al 
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Congreso,  i  no  al  Senado,  a  quien  corresponde  calificar  el  contrato  mis- 
mo e  impartirle  o  nó  su  aprobación. 

Abí,  pues,  prescindiendo,  como  debe  prescindir  vuestra  comisión, 
de  todas  esas  argumentaciones,  estériles  en  el  caso,  entra  a  considerar 
el  únioo  punto  sobre  que  debe  recaer  vuestra  decisión,  esto  es,  si  efec- 
tivamente la  leí  de  4  de  mayo  de  que  se  ha  hecho  mérito,  viola  los  de- 
rechos de  propiedad  del  señor  W.  F.  Kelly,  haciendo  del  todo  nugato- 
rio elpririlejio  que  antes  se  le  habia  concedido. 

veamos,  pues,  la  naturaleza  i  estension  de  los  derechos  del  señor 
Kelly,  para  deducir  si  el  privilejio  otorgado  posteriormente  a  los  señores 
Jimeno  i  Santodomingo,  los  menoscaba  de  alguna  manera. 

£1  artículo  1.^  de  la  lei  de  29  de  marzo  del  año  próximo  pasado, 
referente  al  privilejio  de  este  señor,  dice  así : 

**  Autorizase  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  para  conceder  privilejio 
ú  señor  William  Francis  Kelly  para  construir  yin  camino  de  carriles  de 
Uenoque  ponga  en  comunicación  la  ciudad  de  Cartajena  con  cualquier 
ponto  de  la  ribera  occidental  del  Magdalena  &c." 

Claramente  se  ve  por  esta  disposición  que  el  lejislador  de  Bolívar 
DO  tjjpiao  precisar  el  punto  de  la 'ribera  occidental  del  Magdalena  donde 
debiera  terminar  la  via  de  c[ue  se  trata,  sino  que  dejó  completamente 
esta  determinación  al  arbitrio  del  empresario;  luego  éste  tiene  perfecto 
deanebo  para  llevarla  a  Barranquilla,  o  para  pasarla  por  ese  punto  si- 
tuado en  la  banda  occidental  del  Magdalena ;  i  es  indisputable  que,  sin 
violar  ese  derecho,  no  se  ha  podido  hacer  posteriormente  concesión  al- 
guna para  otra  via  igual  que  llegue  o  parta  para  uno  de  los  mismos  pun- 
wB  comprendidos  en  el  privilejio  anterior,  porque  eso  seria  tanto  como 
proYOcar  la  competencia,  que  es  precisamente  lo  que  trata  de  evitarse 
eoft  todo  jaivilejio;  lueso  la  lei  posterior,  de  4  de  mayo,  por  virtud  de 
la  cual  se  oonoedió  también  privilejio  a  los  señores  Bamon  B.  Jimeno  i 
Bamon  Santodomingo  Tila  para  construir  un  ferrocarril  que  partiera 
de  Barranquilla,  ataca  la  empresa  del  señor  Kelly,  puesto  que  le  quita 
el  carácter  de  esclusiva  que  quiso  darle,  como  le  dio,  la  lei  de  29  de 
maizo,  I  como  al  señor  Kelly  se  le  puso  en  posesión  del  privilejio,  de 
la  manesa  que  lo  estableció  la  lei,  según  se  rejistra  de  las  letras  patentes 
oae  corren  al  folio  31  del  espediente,  es  incontestable  que  se  le  arrebata 
oe  ese  modo  una  pr^Dpiedad  suya,  con  manifiesto  quebrantamiento  del 
inciso  5.^,  artículo  16  de  la  Constitución,  de  obligatoria  fuerza  e  impres- 
emdible  observancia  para  nacionales  i  estranjeros  indistintamente. 

Vosotros  sabéis  bien  que  en  empresas  dh  esta  naturaleza,  en  que 
ae  trata  de  atraer  a  determmados  lugares  la  corriente  de  la  producción, 
de  la  riqueza  i  del  comercio,  i  en  que,  por  su  magnitud  i  por  los  prodi- 
jioeos  resultados  que  prometen,  se  requiere,  para  llevarlas  a  cabo,  el 
empleo  de  capitales  de  gran  significación,  conviene  muchísimo,  i  esta 
es  una  de  las  consideraciones  que  principalmente  entran  en  los  cálcu-^ 
loe  de  los  interesados,  el  determinar  o  asegurarse,  tanto  del  punto  de 
partida  como  del  fin  de  las  líneas  que  pretenden  establecer ;  de  manera 
que  sobre  estos  particulares,  i  cuando  se  trata  de  pri^ilejios  esclusivos, 
eomo  en  el  caso  presente,  es  que  debe  haber  mayores  garantías  en 
faror  de  los  agraciados;  por(]^ue  es  evidente  que  una  via  cuyos  estremos 
límetiin  a  enlazarse  o  a  estar  próximos  a  los  de  otra,  haría  inevitable- 
wnte  a  la  primera  una  fuerte  competencia,  pondría  en  peligro  su  es- 
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iabilidAd}  i  hatia  también  mas  insegura  la  ganancia;  único  fia  a  que  00 
dirijen  todas  las  estipulaciones  humanas. 

Es,  por  tanto,  clarísimo  que,  después  de  concedido  el  privilejio  al 
señor  Kellj  en  los  términos  en  que  se  acaba  de  ver,  no  se  ha  podido 
espedir  una  lei  para  conceder  otro  que  de  alguna  manera  viniera'  a 
rozarse  con  él,  porque  esto  equivale  a  producir  un  conflicto  entre  am- 
bos ;  i  el  del  señor  Kellj,  que  es  el  primitivo,  no  puede,  no  debe  estar 
sujeto  a  tales  conflictos  conforme  a  la  voluntad  misma  del  lejislador, 
que  quiso  premunirlo  contra  todo  accidente  que  pudiera  hacerlo  infe- 
liz. Acaso  se  dirá  que,  aunque  está  fuera  de  toda  disputa  el  derecho 
2ue  asiste  a  Kelly  para  estiablecer  en  Barran(^uilla  el  término  de  &a 
nea;  él  no  ha  hecno  todavía  declaratoria,  ni  ejecutado  acto  alguno 
que  demuestre  su  intención  de  verificarlo  así ;  pero  para  probar  lo 
pueril  del  argumento,  bastaría  retorcerlo  diciendo  que  tampoco  ha 
manifestado  una  voluntad  contraria,. i  que,  en  semejante  caso,  basta 
que  tenga  el  derecho  no  renunciado  tácita  ni  espresamente,  para  qno 
no  se  le  turbe  su  ejercicio,  para  que  se  le  mantenga  en  él  con  la  lealtad 
que  cumple  a  todo  gobierno  circunspecto  i  honrado. 

Estas  solas  reflexiones  serian  bastantes,  en  concepto  de  vueetza 
comisión,,  para  patentizar  la  nulidad  de  que  adolece  la  lei  suspenilida 
por  la  Corte;  pero  en  un  asunto  que  ha  llamado  tanto  la  atención 
pública,  no  deben  reputarse  de  más  algunas  oizas  consideraciones  qae, 
nacidas  del  texto  espreso  de  la  lei,  pueden  llevar  el  convencimiento  al 
ánimo  mas  prevenido. 

En  efecto,  ciudadanos  Senadores,  el  artículo  3.^  de  la  de  39  de 
marzo,  en  que  funda  sus  derechos  el  señor  Kelly,  está  concebido  de 
esta  manera :  - 

<'En  la  concesión  de  este  prívilejio  figurarán  las  siguientes  bases, 
ademas  de  las  que  por  el  Poder  Ejecutivo  se  estipulen  al  otorgarlo : 
• ' -•'• •••.••••• 

^^3.*  Tanto  mientras  se  construye  el  camino,  i  sin  perjuicio  de 
concluirlo  en  el  tiempo  estipulado,  como  durante  el  término  de  las 
exenciones  de  que  se  habla  en  este  artículo,  los  empres^urios  podrán 
abrir  otras  vias  de  comunicación  de  igual  naturaleza  que  la  línea  princi* 
pal,  que  una  esta  línea  con  algunas  poblaciones  o  puntos  del  Estado» 
l  dismitarán  en  ellas  de  las  mismas  exenciones  que  se  otoi^an»  i  hsfiita 
la  misma  época  que  se  concede  para  el  camino  principal.'' 

En  la  base  2.' del  mismo  articulo  se  dispone  que  el  término  de  la 
concesión  del  privilejio  no  puede  exceder  de  cincuenta  años,  contados 
desde  que  la  vía  sea  abierta  a  la  concun^encia  pública,  cuyo  térntiino, 
al  tenor  del  artículo  14  de  la .  misma  lei,  puede  ser  prorogable  a  26 
años  más. 

Ahora  bien :  ¿la  simple  lectura  de  esas  disposiciones  no  está  demos- 
trando, con  toda  la  claridad  deseable,  que  a  los  señoras  Santodomingo 
i  Jimeno  se  concedió  por  la  lei  de  4  de  mayo  un  derecho  que  ya  se  halna 
concedido  al  señor  Kelly  por  la  de  29  de  marzo?  Evidentemente  que 
el,  puesto  que  si  el  señor  Kelly  quedó  autorizado  para  abrir  otras  vías 
de  comunicación  de  igual  naturaleza  que  la  línea  principal,  i  para  unic 
esa  línea  con  algunas  poblaciones  o  puntos  del  Estado,  gozando  en  éstoa 
del  misino  privilejio  o  exenciones  que  para  aquélla,  sena  el  colmo  de  la 
obcecación  sostener  que  no  puede  estender  el  ferrocarxil  de  su  empi«aa 
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aOalamar^  Barranca»  Barranquilla,  SabanUla,  Las  Mercedes,  el  Carmen^ 
éc,  &c,,  pantos  todos  sujetos  a^la  jurisdicción  del  Esfcado  de  BoLívar,  i 
tfciles  de  enlazarse  o  unirse  con  la  linea  que  tenga  a  bien  establecer. 
I  como  de  ese  derecho»  espresa  i  terminantemente  concedido»  puede 
hacer  uso  no  solo  al  tiempo  de  construir  el  camino  i  después  de  con- 
dnido»  sino  durante  el  término  de  cincuenta  o  mas  años,  que  es  el  de  la 
dnracion  del  privilejío,  toda  otra  concesión  que  tenga  por  objeto  Hmi- 
kda»  es,  sin  disputa  alguna,  un  ataque  a  la  propiedad,  puesto  que  el 
pnvilejio  es  una  propiedad  como  cualquiera  otra. 

Tal  vez  puede  replicarse  que  eso  equiyaldria  a  encadenar  impru- 
dentemente el  progreso  del  Estado ;  pero  aparte  de  ^ue  ac^uí  no  se 
trata  sino  de  un  derecho  adquirido,  i  de  que  esa  consideración  debió 
liaber  obrado  en  el  ánimo  del  lejislador  para  no  espedir  la  leí  con  se* 
nejantes  condiciones,  no  debe  echarse  en  olvido  que  empresas  de  esta 
sipificacion  i  majgnitud,  en  que  se  comprometen  cantidades  exorbi- 
tttótes,  no  86  realizan,  ni  se  acometerán  jamas,  principalmente  en  un 
¡MÍs  atrasado  i  pobre  como  el  nuestro,  sino  contando  con  todas  lad 
Tentaias  i  garantías  de  una  probable  utilidad.  Así  fué  que  en  el  artícu- 
lo 7.  del  contrato  para  la  construcción  del  ferrocarril  de  Panamá,  se 
letípalé  espresamente  que  la  Compañía  tendría  también  el  derecho 
flBcbfflTO  de  establecer  a  través  del  Istmo  cualquiera  clase  de  caminos 
d^  Hiedas,  sin  que  el  Gobierno  pudiera  emprender  por  sí,  ni  permiidr 
cpa  otra  compañía  o  individuo  emprendiera,  ningún  otro  camino  carre- 
tero a  la  Mlao-Adams,  de  tablones,  ni  de  ninguna  otra  especie  &c.  &c.; 
oonaeaion,  en  sustancia,  enteramente  igual  a  la  que  se  ha  hecho  al  señor 
W.  P.  Kellj  por  la  lei  de  Bolívar,  calcada  en  sus  principales  disposi- 
ciones sobre  las  de  aquel  contrato. 

Vuestra  comisión  no  quiere  hacer  mención  de  los  considerables 
gtttoe  erogados  ya  por  el  señor  Kelly  en  la  eíeoucion  de  los  trabajos 
preparatorios  de  la  empresa,  contando,  como  ha  debido  contar,  con  la 
ptoteccion  del  Gobierno  i  eficacia  de  lá  lei  que  le  otorgó  el  privilejio ; 
bí  quiere  tampoco  detenerse  en  largas  reflexiones  sobre  los  reclamos 
stiamacionales  a  que  una  burla  de  sus  derechos  pudiera  dar  lugar^ 

aae  desea  i  ha  tenido  especial  cuidado  de  abtenerse  de  toda  oonsi- 
íáon  a  qne  pudiera  darse  el  carácter  de  apasionada,  i  concluyei  por 
MtoB  motivas,  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declÍEtra  nula  la  leí  espedida  por 
la  Asamblea  constituyente  del  Estado  de  Bolívar,  de  f^cha  4  de  mayo 
de  1865,  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  conceder  privilejio  a 
cualquiera  compañía,  nacional  o  eatranjera,  para  la  construcción  de 
nn  camino  de  carriles  de  hierro,  servido  por  máquinas  de  vapor,  que 
ponga  en  comunicación  la  ciudad  de  Barranquilla  con  el  puerto  de  ba- 
Du^la,  como  contrario  al  inciso  S.^i  artículo  15  de  la  Constitución 

nadonal. 

Bogotá,  marzo  22  de  1866. 

Ciudadanos  Senadores. 

lúaukoio  Ebb«¿io)íbz— EboíOiín  Laboáoha^Lino  Btriz^-BsuJAiaK 

HOQUIIBA* 
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Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  Convención  Constiiniy«inte  del  Estado  soberano  de  Bolívar 
espidió  dos  leyes  sobre  vias  férreas,  la  1/  el  30  de  marzo  del  año  próxi- 
mo pasado;  i  la  2/  el  4  de  mayo  de  ese  mismo  año,  autorizando  ambas 
al  Poder  Ejecutivo  seccional  a  fin  de  que  pudiera  conceder  privilejioB 
para  la  apertura  de  dos  caminos  de  carriles  de  hierro  servidos  por  má- 
quinas de  vapor :  uno  que  deberá  comunicar  la  ciudad  de  Cartajena 
con  cualquier  punto  de  la  ribera  occidental  del  rio  Magdalena,  i  el  otro 
destinado  a  poner  en  comunicación  la  ciudad  de  Barranquilla  con  el 
puerto  de  Sabanilla. 

Al  confeccionarse  dichas  leyes  por  una  misma  corporación,  com- 
puesta por  los  mismos  lejisladores,  con  el  intervalo  de  solo  35  días, 
Sarece  mdudable  que  U  Constituyente  de  Bolívar  i  el  ciudadano  Presi- 
ente de  ese  Estado,  como  Poder  colejislador,  que  foeron  los  únicos 
autorizados  para  fijar  la  intelijencia  de  ellas,  no  juzgaron  ni  podían 
juzgar  que  la  primera  escluyera  a  la  segunda,  por  cuanto  que  eran 
distintos  los  caminos  de  cuya  apertura  se  trataba,  distintos  los  puntos 
en  que  debian  principiar  i  concluirse,  i  acaso  distinto  también  el  objeto 
de  ambas  concesiones ;  distintos  los  caminos,  porque  fueron  dos  leyes 
diversas  las  que  dispusieron  su  apertura ;  distmtos  los  puntos  en  que 
esos  caminos  deberán  principiar  i  concluirse,  porque  el  primero  es 
abrible  entre  la  ribera  occidental  del  Magdalena  i  la  ciudad  de  Carta- 
jena, i  el  segundo  será  fundado  desde  la  ciudad  de  Barranquilla,  que 
no  está  situada  en  la  ribera  occidental  del  Magdalena,  sino  en  un  canal 
orijinario  de  ese  rio  i  el  puerto  de  Sabanilla,  i  mstinto  también  el  objeto 
de  ambas  concesiones ;  porque  parece  que  el  primer  camino  está  desti"» 
nado  al  trasporte  de  los  frutos  o  productos  bolivianos  o  de  otros  Esta- 
dos de  la  Union,  que  sean  enviados  a  Cartajena  para  su  consumo,  o  que 
se  esporten  de  ella ;  mientras  que  el  sesudo  camino,  el  de  Sabanilla, 

Sarece  ^ue  se  ha  tenido  en  mira  el  que  sirva  {)ara  la  esportacion  cómo- 
a  i  muí  barata  de  los  frutos  i  productos  nacionales  que  deban  consti* 
mirse  en  las  naciones  estranjeras,  o  que  vendan  de  ellas,  toda  vez  que 
termina  el  camino  en  uno  de  los  puertos  habilitados  de  la  Bepública. 
Desatendiendo  las  razones  que  dejo  aducidas,  sacadas  de  las  mm- 
mas  leyes  a  que  se  refiere  este  informe  i  que  podéis  examinar  autenti- 
cadas en  los  folios  23  i  27  del  espediente  respectivo,  el  señor  Juan  An- 
tonio de  la  Espriella,  el  13  de  diciembre  último,  en  su  calidad  de  ciuda- 
dano de  la  ünion,  solicitó  ante  los  Majistrados  de  la  Corte  Suprema 
federal  la  suspensión  de  la  lei  de  4  de  mayo  que  tengo  mencionada^ 
fundándose  para  ello  en  que  el  privilejio  a  que  se  refiere  la  lei  de  80  de 
marzo  del  próximo  pasado  año,  ya  citada,  espedida  para  la  apertura  de 
un  camino  de  la  riñera  occidental  del  rio  M^dalena  a  la  ciudad  de 
Cartajena,  le  fué  adjudicado  al  señor  William  F.  Kelly,  i  que  su  dere- 
cho de  pro{)iedad  en  el  camino,  que  no  ha  formado  aiin,  es  atacado  por 
el  que,  en  virtud  de  la  lei  cuya  suspensión  se  solicitó  de  la  Corte,  les 
fué  adjudicado  a  los  señores  Bamon  Santodomingo  Yüa  i  Beunon  C 
Jimeno  para  la  apertura  de  un  otro  camino,  el  de  la  cindad  de  BarraU'^ 
quilla  al  puerto  de  Sabanilla. 
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Oída  la  voz  del  Ministerio  piiblico^  eioitida,  como  era  natural,  en 
fayor  de  la  apertura  de  ambas  Yias  férreas^  sirviéndose  para  ello  de  la 
hermenáatíca  legal,  reconocida  por  Yattei  i  otros  publicistas ;  desaten- 
diendo los  filosóncos  razonamientos  del  señor  Procurador,  la  Cort«  Su- 
5 rema  decretó  la  suspensión  de  la  lei  de  mayo,  referente  al  camino  que 
ebe  abrirse  entre  Barranquilla  i  el  puerto  de  Sabanilla,  estableciendo 
al  efecto  el  argumento  insostenible  de  que  es  contraria  a  la  garantía 
individual  reconocida  en  favor  de  los  habitantes  i  transeúntes  de  los 
Estados  unidos  de  Colombia  por  el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Cons- 
titacioa  nacional ;  pero  os  dejo  lo  que  toca  a  vosotros,  de  conformidad 
eon  lo  prevenido  en  el  artículo  72  de  esa  misma  Constitución :  el  deci- 
dii  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  la  lei  suspendida ;  i  yo, 
qae  debo  emitir  en  este  particular  mi  humilde  concepto,  porc[ue  me 
cabe  el  honor  de  ser  uno  de  los  miembros  de  vuestra  comisión  inspec- 
tora de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  con  la  profunda  pena  con- 
fflgoiente  al  desacuerdo  en  que  me  encuentro  en  este  asunto  con  los 
(¿06  <ándadanos  Plenipotenciarios  que  la  componen,  i  el  respetable 
Baber  de  los  ciudadanos  Majistrados  de  la  Corte,  voi  a  espresaros  las 
lazones  en  que  fundo  la  diversidad  de  mi  opinión. 

La  garantía  constitucional  a  que  alude  la  Corte,  dice  así : 
"La propiedad,  no  pudiendo  ser  privado  de  ella  sino  por  pena  o 
eontribacion  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  así  lo  exija  un 
{[raye  motivo  de  necesidad  publica,  judicialmente  declarada,  i  previa 
mdemnizacioB." 

La  lei  cuya  suspensión  decretó  la  Corte,  en  virtud  de  la  garantía 
900  dejo  copiada,  está  concebida  en  estos  términos : 

"Art  1.^  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  para  que 
poeda^conceder  privilejio  a  cualquiera  persona  o  compañía,  nacional 
o  eeiranjera,  para  la  construcción  de  un  camino  de  carriles  de  hierro, 
Knido  por  máquinas  de  vapor,  que  pon^a  en  comunicación  la  ciudad 
de  Banranqoilla  con  el  puerto  de  Sabanilla,  en  los  mismos  términos  i 
condiciones  de  la  lei  de  30  de  marzo  del  corriente  año. 

"  Art  2.^  Ademas,  se  podrán  conceder,  a  beneficio  de  la  empresa^ 
veinte  mil  hectaras  de  tierras  baldías  de  las  pertenecientes  al  Estado, 
aendo  de  cargo  de  la  Compañía  empuresaria  su  medición,  probar  su 
calidad  de  tales,  i  levantar  ios  respectivos  planos/' 

Puestas  de  frente  la  garantía  constitucional  en  que  se  ha  fundado 
It  Corte  i  la  lei  cuya  suspensión  tuvo  a  bien  decretar,  ¿  qué  contrarié^ 
dad  se  encuentra  en  ellas  ?  No  hai  contrariedad  alguna,  ciudadanos 
Plenipotenciarios,  i  es  este  un  requisito  esencial  que  establece  el  artí* 
^  72  de  la  Constitución,  para  que  se  puedan,  en  virtud  de  él,  sus- 
pender i  anular  las  leyes  de  los  Estados ;  pero  se  dirá  :  es  que  la  lei 
nupendida  por  la  Corte  está  en  pugna  con  otra  lei  del  mismo  Estado, 
espedida  con  anterioridad  i  con  los  mismos  fines  :  la  lei  de  30  de  marzo 
de  1865,  sobre  vias  férreas ;  mas  a  esto  se  puede  redargüir  lójicament^ 
(pB  el  Senado  nada  tiene  que  hacer  con  las  contrariedades  que  resul- 
ta entre  dos  o  mas  leyes  de  un  Estado,  confeccionadas  para  asuntos 
de  su  competencia ;  que  es  al  Poder  Judicial  de  los  Estenios  a  quien 
toes  conocer  de  esas  contrariedades  i  terminarlas  en  el  mismo  Estado^ 
con  completa  independencia  i  sin  sujeción  al  examen  de  ninguna  otra 
aatoridad  o  corporación  nacional,  como  una  de  las  condiciones  jenera^ 
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les  de  la  Union,  establecidaB  en  el  articulo  21  de  la  Constitución  íiacio^ 
nal;  i  qae  es  por  esto  que  en  el  párrafo  único  de  ese  mismo  artículo  se 
dispone  que  las  indemnizaciones  que  tenga  que  acordar  la  Union  por 
actos  yiolatorios  de  las  garantías  indiyiduales  reconocidas  en  el  artícu- 
lo 16,  ejecutadas  por  funcionarios  de  los  Estados,  son  imputables  al 
Estado  respectivo,  el  que  se  hace  resi>onsable  para  con  el  Tesoro  fede« 
ral  por  el  importe  pecuniario  de  la  indemnizadon  o  indemnizaciones 
que  tengan  que  acordarse. 

Hai  más :  las  dos  leyes  bolivianas  sobre  vias  férreas,  de  cuyo  exa- 
men nos  estamos  ocupando,  no  son  contrarias  entre  sí,  atendiendo  las 
razones  que  dejo  aducidas,  de  ser  diversas  dichas  vias,  diversos  los 

S untos  donde  deben  principiar  i  concluirse,  i  diverso  también  el  olñeto 
e  ellas,  como  podéis  notarlo  con  la  simple  lectura  de  la  lei  de  30  de 
marzo,  cuyas  disposiciones,  reputadas  como  contrarias  a  las  que  ja 
quedan  insertas  jde  la  lei  suspendida,  dicen  así : 

^**  Art.  1.^  Autorízase  al  roder  Ejecutivo  del  Estado  para  conceder 
privilejio  al  señor  William  F.  KeH^  para  construir  un  camino  de  rieles 
de  hierro  que  ponga  en  comunicación  la  ciudad  de  Gartajena  con  cual- 
quier punto  de  la  ribera  occidental  del  Magdalena." 
i  ^  '^  Art.  8.^,  inciso  3.^  Tanto  mientras  se  construye  el  camino  (el  de 
la  ribera  occidental  del  rio  Magdalena  a  Cartajena)  i  sin  perjuicio  de 
eonduirlo  en  el  tiempo  estipulado  (cinco  años  contados  desde  el  11  de 
febrero  último),  como  durante  el  término  de  las  exenciones  de  que  ha- 
bla este  artículo  (cincuenta  años  contados  desde  que  esté  concluida  la 
via  férrea),  los  empresarios  podrán  abrir  otras  vias  de  comiyiicacion 
de  igual  naturaleza  que  la  línea  principal,  que  una  esta  línea  con  algu- 
nas poblaciones  o  puntos  del  Estado,  i  disfrutarán  en  ellas  de  las  mis- 
mas exenciones  que  se  otoi^an,  i  hasta  la  misma  época  que  se  concede 
para  el  camino  principal." 

Véase,  pues,  que  el  privilejio  del  señor  Kelly,  en  cuanto  cd  acto  de 
eonstruir,  se  limita  al  camino  principal,  por  la  obligación  en  que  se 
halla  de  establecerlo,  de  cuya  obligación  emana  el  privilejio ;  lo  cual 
no  resulta  con  las  líneas  intermedias  que,  conforme  al  mciso  3.®,  artículo 
8.®  de  la  lei,  no  está  obligado  a  establecer. 

Por  otra  parte,  suponiendo  las  leyes  contrarias  entre  sí,  en  este 
caso  la  postenor,  la  de  í  de  mayo,  derogaría  la  anterior,  la  de  30  de 
marzo,  i  seria  de  cargo  del  Est^o  soberano  de  Bolívar,  por  razón  do 
esa  soberanía  mal  usada,  responderle  al  Tesoro  federal  por  lo  que  se 
hiciera  preciso  abonar  al  señor  Kelly  en  virtud  del  reclamo  respectivo 
jue,  en  su  calidad  de  estraníero  i  suponiéndose  privilejiado,  podría 
intentar  ante  el  Gobierno  de  la  Union,  que  solo  para  este  efecto  tiene 
faneiones  constitucionales  en  el  asunto  de  que  nos  ocupamos. 

Nótese,  ademas,  que,  según  los  artículos  1.°,  8.°,  16  i  17  de  nuestra 
CJonstitttcion  federal,  tenemos  dos  soberanías  inmanentes,  establecidas 
mra  nuestra  sumidad  ^steríor  i  recíproco  auxilio,  que  constituyen  la 
Nación  en  su  conjunto,  a  saber :  una  orijinaria  i  seccional,  la  de  loa 
Estados ;  i  la  otra  jeneral  i  delgada,  la  del  (Jobiemo  de  la  Üniou  ; 
ambas  doberanías  ori^anizadas  bajo  los  principios  del  gobierno  popular* 
éleotiTO,  representativo,  alternativo  i  responsable^  pero  con  diversas 
idnciones,  que  forman  el  deslinde  perfecto  de  sus  &cultades'coiisti« 
tadonales. 
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Bajo  esto  lesponaftbilidad  estableoida,  los  EstadoB,  qoe  tepresentaii 
b  Boberasía  orijutaria  por  medio  de  sos  lejisladoreSy  pueden,  denixo 
de  loB  límites  de  su  territorio,  acordar  caanto  jtLZgaen  conveniente,  sin 
innidír  lo  atribuido  al  Gobierno  jeneral  delegado ;  el  onal,  a  sn  tomo, 
está  oircanscrito  a  los  negocios  que  se  puntualizan  en  los  16  incisos 
del  artíeálo  17  de  la  Oonstisacion  nacional,  i  a  vijilar  i  exigir  diplomáti- 
eemente  de  los  Estados  el  que  oonsimen  en  sus  Constituciones  las 
bases  de  imion  acordadas  para  con  el  Gobierno  jeneral ;  pudiendo, 
ademas,  lejislar,  aunque  no  con  esclusion  del  soberano  orijinario,  sobre 
loa  asimtoa  xoieiicionados  en  los  cuatro  incisos  del  artículo  18  de  su 
eoDsiítuGion. 

En  fuerza,  pnee,^  de  estos  incontroyertíbles  principios  de  nuestro 
modo  de  ser  politioo  i  social,  seguro  como  estol  de  que  no  ecmsentireis 
en  herir  de  muerte  la  soberanía  de  los  Estados  anulando  sus  leyes, 
enodo  éstas  no  sean  contrarias  a  la  Oonstitucion  nacional,  «n  los  asun- 
toB  de  su  competencia,  yo  terminaré  este  informe  proponiéndoos  que 
aetmieís  la  siguiente 

bjbsoluoiok: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válida  la  lei  de  4  de  mayo 
de  1866,  espedida  por  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano 
de  BolÍTar,  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  para  ooneeder 
pnirüejio  a  cualquiera  persona  o  componía,  nacional  o  estranjera,  para 
laeo&Btniccion  de  un  camino  de  carriles  de  hierro,  servido  por  mi^ui- 
aaa  de  vapor,  oueponga  en  oomtoicacion  la  dudad  de  Barranquilla 
M  el  puerto  4ie  Sabwilla ;  porque  dicha  lei  en  nada  afecta  las  atri- 
iweioDeB  del  Gobierno  de  la  Únion,  consignadas  en  él  artíonlo  17  de  la 
Geoetiinmon  nacional,  tínico  caso  en  que  seria  annlable,  como  oontra<- 
naadicha  Oonstitueíon  i  alas  leyes  áA  Gobierno  jeneroL 

Bogotá,  maitto  S8  de  1866. 

Prono  Qonu. 


iTAUímE  'ée  la  léi  14,  i^rte  1  tratado  9.*  de  la  Recopilación 
Oranadlna,  rtjente  en  el  Calado  de  Anf  ioqnia* 


AOÜSaSDO  DB  LA  SXTFKEUA  OOBIIB. 
Corte  Soprema  federal— BogoU,  jnUo  trece  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ciaoo. 

Yistos — Juan  dé  S.  Miurtínez,  vecinp  áA  Estado  soberano  de  An- 
(¡oquia,  dirijió  un  m^norial  al  señor  Procurador  ienenil  de  la  Nación, 
para  que  soucitara  ante  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  de  la 
Ibí  1^  parte  i  tratado  segundos  de  la  Biecopüadon  Gmnadina,  Tijente 
ea  aquel  Estado,  por  ser  contraria  a  los  incisos  quinto  i  dáoimo  del 
arüeolo  15  de  la  Oonstitudon  nacicmal. 

El  señor  Procurador  ha  pasado  a  la  Oorté  el  pedimento  Áe  Martí- 
a«Sy  manxCesiando  ^ue,  en  su  concepto,  no  bai  motivo  para,  decretar  la 
fnsgmsufmtA»  la  leí  mfndQiiada.  í<x  tanto,  este  supremo  Tribunal 

18 


—  106  — 

pasa  a  examinar  las  rassones  alegadas  por  el  petidonaiio  para  áse&r 
moonstitacional  la  leí  cuya  saspensíon  aesea,  con  el  objeto  oe  dictar  Im ' 
resolución  conveniente. 

Dos  son  las  razones  apuntadas  en  el  memorial  dirijido  al  señor 
I^rocurador : 

1>  Que  la  lei  14,  parte  i  tratado  segundos  de  la  Beoopiladon  Gra* 
nadina,  es  una  lei  de  priyilejio  que  favorece  únicamente  a  los  acree- 
dores, coutrariando  la  doctnna  de  la  igualdad  establecida  en  el  inoiao 
10  del  artículo  de  las  garantías  individuales ;  i 

SL«  Que  el  inciso  6.^  del  artículo  14  de  dicha  lei,  dando  facultad  aL 
acreedor  para  denunciar  como  de  propiedad  del  ejecutado  los  bienes  de^ 
un  tercero,  con  solo  prestar  el  juramento  de  no  proceder  de  malicia» 
ataca  la  garantía  ae  la  propiedad,  reconocida  en  la  Gonstituoíoxx 
nacional. 

Antes  de  todo,  la  Corte  advierte  que  se  oc!n>a  de  este  asunto  por 
ser  la  lei  cuya  suspensión  se  solicita,  lei  de  un  ^tado ;  pues  si  se  trat& 
de  la  suspensión  de  la  lei  14,  parte  i  tratado  segundos,  en  su  carácter 
de  lei  nacional,  serian  las  Lejislaturas  de  los  Estados  las  que  debian 
suspenderla,  en  el  caso  que  fuera  contraria  a  la  soberanía  de  los  Esta* 
dos  o  a  los  derechos  individuales  constados  en  el  artículo  15  de  la 
Oonstitucion  jeneral. 

La  lei  de  juicio  ejecutivo  del  Estado  de  Antioquia,  como  las  leyes 
de  la  misma  natursJessa  de  los  demás  Estados,  hace  distinción  entre  los 
derechos  del  acreedor  i  los  del  deudor,  i,  en  virtud  de  esta  distíncion, 
colitiene  las  disposiciones  que  el  lejislador  ha  juzgado  mas  acertadas^ 
para  que  el  acreedor  haga  efectivas  las  obligaciones  de  su  deudor.  Peix> 
calificar  esta  lei  i  las  otras  que  no  reconocen  a  los  deudores  los  mis- 
mos derechos  que  a  los  acreedores,  como  leyes  de  privilejio,  i,  en  oon-* 
secuencia,  suspenderlas  como  contrarias  al  principio  de  la  igualdad, 
seria  declarar  que  no  podía  existir  lejisladon  civil  en  los  Estados,  ni  en 
la  sociedad  medios  leales  para  hacer  efectivas  las  obligaciones  civiles* 
La  igualdad  constitucional  consiste  en  no  conceder  privilejios  o  distixi- 
cienes  legales  que  cedan  en  puro  favor  de  los  agraciados ;  pero  esfia 
doctrina  no  pugna  con  las  distinciones  que  forzosamente  tienen  que  ha* 
cerse  en  la  lejislacion  civil  en  atención  al  estado  i  condición  civil  de 
las  personas ;  los  mismos  derechos  civiles  no  se  pueden  otorgar  al 
varón  que  a  la  mujer,  al  padre  que  al  hijo,  al  mayor  que  al  menor,  i  al 
deudor  que  al  acreedor,  i  la  lei  civil,  al  establecer  estas  diferencias,  no 
concede  privilejios,  ni  reconoce  distinciones  que  cedan  en  puro  ÜLVor 
de  los  alaciados,  pues  su  objeto  no  es  favorecer  a  determinadas  per-* 
sonas,  smo  ormnizar  la  sociedad  civil  de  la  manera  mas  adecuada  i 
conforme  con  la  condición  natural  de  los  asociados. 

Guando  la  lei  faculta  al  acreedor  para  hacerse  pagar  ejecutÍTa» 
mente,  embalsándose  bienes  al  deudor  i  rematándolos  dentro  dé  los 
tárminos  que  el  lejislador  ha  fijado,  sin  que  al  deudor  le  sea  permitido 
usar  de  medios  semejantes  contra  el  ejecutante,  es  aporque  el  acreedor 
ha  presentado  un  documento  con  los  requisitos  correspondientes,  con 
el  cual  justifica  que  otro  le  debe  i  que  tiene  en  su  poder  algo  que  le 
pertenece,  i  tales  disposiciones,  que  tienden  a  hacer  que  los  aeudores 
paguen  lo  que  deben,  no  se  sancionan  únicamente  por  privileiio-  en 
mvor  del  acreedor,  sino  también  por  beneficio  del  orden  social^  el  caal 
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le  dtanria  notablemente  desde  qne  no  existiesen  en  las  ie jes  los  me- 
dios coercitivos  suficientes  para  qne  se  cumplieran  las  obligaciones 
lejítímas.  Si  la  lei  14,  parte  i  tratado  segundos,  no  rijiera  para,  todos 
Io8  acreedores,  habria  motivo  para  calificarla  de  lei  de  privüejio ;  pero 
siendo  sos  disposiciones  jenerales,  no  se  le  puede  tener  como  contraria 
al  inciso  10  del  artículo  o.^  de  la  Constitución  nacional. 

Tampoco  encuentra  la  Oorte  que  la  disposición  de  la  lei  de  juicio 
ejeoQÜvo,  que  permite  al  acreedor  denunciar  como  bienes  del  ejecuta- 
do los  que  se  hallan  en  poder  de  un  tercero,  siempre  que  jure,  al  hacer 
fll  denuncio,  no  proceder  de  malioia,  sea  contrana  al  derecho  de  pro- 
piedad reconociao  en  el  inciso  6.^  del  artículo  15  de  la  Constitución 
BajBÚmaL  El  espresado  inciso  lo  que  prohibe  es  que  ninguno  pueda  ser 
prirado  de  su  propiedad  sino  por  pena  o  contríDucion  jeneitJ,  o  por 
motivo  de  necesidad  páblica,  judicialmente  declarado ;  pero  cuando  se 
tenncia  como  del  deudor  la  propiedad  de  un  tercero,  no  se  priva  de 
cDa  a  su  Terdadero  dueño :  lo  que  se  hace  es  abrir  un  juicio  para 
m?88t¡gar  quién  es  ese  verdadero  dueño,  i  si  el  tercero  tiene  títulos  de 
propiedad :  si  él  efectivamente  es  el  señor  de  la  cosa,  la  lei  entonces 
ttdena  que  se  le  devuelva  i  no  lo  priva  de  ella. 

La  Corte  no  se  detiene  en  examinar  si  esta  disposición  puede  scur 
ineonve&íente,  si  causa  molestias  tales  que  pueda  calificarse  de  terri- 
Ue,  eomo  la  califica  el  Tribunal  del  Estado  de.  Antioquia,  o  si,  al  con- 
tnrio,  como  lo  hace  notar  el  señor  Procurador  de  la  Nación,  es  xma 
diiporieion  tutelar  para  que  los  acreedores  no  sean  burlados  en  el  ma- 
forndmero  de  casos,  ocultando  los  deudores  sus  bienes,  o  traspasán- 
dolos a  terceros  con  títulos  supuestos  de  dominio,  pues  este  examen  a 
9Ú1  corresponde  hacerlo  es  al  Poder  Lejislativo  de  aquel  Estado, 
flDGUgado  por  nuestras  instituciones  de  reformar  las  leyes  civiles  sus- 
tantrms  i  procedimentales,  en  el  sentido  que  den  a  los  asociados  mas 
ivokjas  para  la  seguridad  i  libre  ejercicio  de  sus  derechos,  ^ero 
^QRMpondiendo  a  la  Corte  solamente  averiguar  si  las  lejes  de  los  Es- 
iidoB  son  o  nó  contrarias  a  los  mandatos  ae  la  carta  fundamental  de 
laNaeiony  le  basta,  para  cumplir  con  su  deber,  el  saber  que  las  leyes 
de  k»  Estados,  como  la  lei  de  que  ahora  se  ocupa,  se  halla  dictada 
dniro  de  la  órbita  del  Poder  Lmislatívo  que  se  reservaron  dichos.  Es- 
tados por  el  artículo  16  de  la  Constitución  de  ocho  de  mayo  de  mU 
«dkoaentos  sesenta  i  tres. 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal  resuelve :  que  no  es  el  caso 
de  Iiacer  neo  de  la  facultad  que  le  otorga  el  artículo  72  de  la  Cons- 
ttacíoD. 

Pásese  este  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  en  sus 
pidximas  sesiones,  para  los  efectos  del  mismo  artículo. 

José  HabíI  IUíjas  Qabbido— Mabceuno  Gutiébbez  A. — José 
AbíSjo— Hamon  Qtf mbz  —  Akdbes  Cbbon —  Vicente  FanegoB,  Secretario. 

Eh  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
ndoT  jeneral  de  la  Kacion.— Bíjulta— Fan^ew,  Secretario. 

Es  oopia— Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal— Bogotá,  julio 
qimoe  da  mil  ochocientos  sesenta  i  dnco— Fioento  Vanégas. 
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Intobmb  de  la  CioiasioN  dkl  Sxnado. 

Oiudadanos  Senadores. 

A  la  Oorte  Suprema  federal  ocorrió,  por  oondüoto  del  Pkoeuador 
jeneral  de  la  Nación,  el  señor  Juan  S.  Martínez,  ciudadmo  del  Estado 
soberano  de  Antioquia,  denonoiando  como  inoonstitadonal  la  leí  14, 
parte  i  (anotado  2.^  de  la  Becopilaoion  Granadina»  vijenfo  en  aqnal 
Eistado,  i  solicitando  su  sospension. 

El  Procurador  nacional,  al  pasar  a  la  Oorte  la  referida  soHeifaid, 
acompañó  una  esposicion  en  que,  después  de  examinar  loe  fundamen- 
tos  del  denuncio,  comparándolos  con  las  disposiciones  oonstitocíonar 
les  que  se  consideran  violadas  ajuicio  del  denunciante,  termina  dañe* 
gándose  a  apoyar  lapretension  del  señor  Martínez  ante  la  Corte. 

Este  Supremo  Tribunal,  por  acuerdo  de  18  de  julio  de  1866,  de« 
claró,  en  coniormidad  con  lo  espuesto  por  el  señor  Procurador,  ^no  ser 
ese  el  caso  de  usar  de  la  fáculiad  que  le  concede  el  artículo  72  de  la 
Constitución." 

Formado  así  este  espediente,  ha  Tenido  al  Senado  de  PlenipoteiH 
oiarios  para  que,  ejerciendo  esta  corporación  una  de  sus  atribuciones 
constitucionales,  resuelva  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  da 
la  disposición  lejislativa  que  se  ha  venido  citando ;  i  es  con  tal  objeto 
que  vuestra  comisión  de  mspeccion  de  los  actos  lejislativos  de  los  JBb-» 
^os,  pasa  a  daros  el  informe  que  previene  el  reglamento  i  a  propone-* 
ros  el  proyecto  de  resolución  que,  en  su  concepto,  debéis  adoptar  aobín 
el  asunto. 

A  dos  están  reducidas  las  razones  en  que  se  apoya  la  reclamaoioaa 
del  señor  Martínez : 

1/  (^ne  la  lei  14,  parte  i  tratado  2.^  de  la  Recopilación  Granadina, 
es  una  leí  de  privilejio,  por  cuanto  favorece  únicamente  a  los  aereado* 
res,  i  contraria  al  principio  de  i^aldad  establecido  por  el  inciso  10  del 
artículo  15  de  la  Constitución ;  1 2/  Que  el  derecho  concedido  al  aorea^ 
dor  por  la  citada  lei  para  denunciar,  jurando  no  proceder  da  malioia, 
como  de  propiedad  del  ejecutado,  bienes  que  pueden  ser  da  un  teraaro^ 
pugna  con  la  garantía  de  la  propiedad  leconooída  an  la  anflna 
Constitución. 

A  primera  vista  no  más  resaltan,  ciudadauoa  Senadinaa,  loa 
sravísimos  inconvementes  a  que  daría  lu|^  una  interpretacjoa  de  las 
disposiciones  constitucionales  en  el  sentido  que.  pretende  al  aafior 
Martínez ;  pues  sin  entrar  en  detenidas  esplicaciones,  basta  obaamar 
que  k  lejislaoion  civil,  en  cuanto  reconoce  los  diferentes  estados  i 
condiciones  de  las  personas,  i  les  otorga,  según  ellos,  distintos  dere^ioe» 
se  haria  de  todo  punto  imposible,  puesto  que  no  habría  medio  alguno 
de  hacer  efectivos  tales  derechos.  Pretender,  por  ejemplo,  en  nombra 
de  la  igualdad,  que  el  deudor  tenga  los  mismos  derechos  del  acreedor, 
seria  tratar  de  hacer  completamente  nulas  las  obligaciones  da  aquél ; 
seria  trastornar  el  sentido  natural  de  las  oosaa>  i  echar  por  tiexra  I09 
fundamentos  sobre  que  reposa  el  orden  social,  creado  i  sostenido  por 
la  lejislacion  dé  todos  los  países  civilizados. 

La  igualdad  constitucional,  como  mui  bien  lo  ha  d»¿o  la  Oorie^ 
confiaste  en  no  conceder  privilejios  ni  distindones  legales  qua  oadan  an 
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pmo  favor  de  los  avadados ;  i  loe  derechos  reoonooidos  a  iávor  de  los 
aczeedozes  por  la  leí  antioqueña,  jamas  podrán  ser  considerados  como 
priTilejios,  puesto  que  farorecen  a  todas  las  personas  que  se  encuentren 
en  una  condición  determinada  :  la  de  aereraores. 

La  facultad  que  por  la  misma  leí  tiene  todo  acreedor  de  denunciar, 
como  de  propiedad  del  ejecutado,  bienes  que  pueden  hallarse  en  poder 
de  un  tercero,  jurando  no  proceder  de  malicia,  tampoco  es  contraria  al 
derecho  de  propiedad  garantizado  por  el  inciso^S.^,  artículo  16  de  la 
Constitueion ;  pues  este  derecho  consiste  en  no  ^der  ser  privado  ni 
de  la  menor  porción  de  dicha  propiedad,  sino  a  virtud  de  pena  o  con- 
tribución Jeneral,  o  por  motiyo  de  necesidad  pública,  judicialmente  de* 
darado.  I  cuando  se  denuncia  una  propiedad  como  perteneciente  a 
otra  persona  distinta  de  la  que  actualmente  la  posee,  no  se  priya  a  ésta 
de  su  derecho,  sino  que  se  suscita  un  juicio  para  averiguar  cuál  es  el 
verdadero  dueño  de  ella.  Del  mismo  modo,  i  no  obstante  la  garantía 
de  la  seguridad  personal  reconocida  por  la  Oonstitocion,  se  detiene  o 
arresta  a  un  individuo  sobre  quien  pesan  graves  sospechas  de  haber 
oometído  un  delito ;  i  este  procedimiento,  que  tiene  por  objeto  preve-i 
Qjr,  haeta  cierto  punto,  la  impunidad,  lejos  de  ser  violatorío  de  las  ga-> 
lantíaa  individuales,  tiíende,  por  el  contrario,  a  hacerlas  mas  efectivas. 

Por  tales  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente 
Inyecto  de 

bssoIíüoion: 

YSi  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válida  la  lei  14,  parte  I 
tratado  S^^  de  la  Recopilación  Granadina,  yijente  en  el  Estado  soperano 
de  Antíoquia,  en  lo  relativo  al  reclamo  del  señor  Martínez, 

Bogotá,  febrero  21  de  1866. 

Aí^^auBo  PABRA--BENJAMm  NoouBBiL«^Lmo  Bxtiz^EboiIíAH  Lab* 

aá£!BAr-*PMDBO  GOIIIA. 


fil  Wmmmá»  aclan  la  résolnclom  dictada  es  •  de  Maya 

4e  18115,  ndmera  XTT« 


y^ase  el  que  dictó  laTorte  en  9  de  marío  de  1866,  i  se  lee  ca  la  pajina  77); 

InOBME  BE  lA  OoiOHION  DEL  SSNADO. 

t 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

la  M.  B.  ArzobispoSdoctor  Antonio  Herran  i  los  ciudadanos  Juan 
de  DioB  Tavera  Barriga  i  Manuel  Jaime,  vecinos  de  la  dpdad  de  Tuii^ 
k.  oeaniaron  en  el  ano  próximo  pasado  ante  la  Corte  Suprema  federal, 
¿oíksiiando  la  suspensión  de  los  artículos  16  i  16  de  la  Iw  sobre  rtoe« 
dblos  distritos,  espedida  en  U  de  IBW por  la  AsMaWea 

ÍÁ  Estado  soberano  4e  Boyaeá,  por  considerarlos  oovímPfM 


~  lio  - 

al  inciso  6.°  del  artíotdp  15  de  lá  Gonstitocioii  nacional,  que  garantiza 
la  propiedad. 

Dichos  artículos  dicen  así  textualmente : 

''  Art.  15.  Decláranse  como  propiedad  de  los  distritos  las  áreas  de 
población,  los  cementerios  públicos  que  hasta  ahora  se  han  destinado 
para  inhumar  cadáveres  de  católicos,  las  casas  de  los  párrocos  i  loa 
templos,  adoratorios  con  todos  sus  enseres  i  paramentos  que,  no  siendo 
de  particulares,  hayan  sido  construidos  para  el  ejercicio  del  culto. 

^'Parágrafo.  Ijos  cabildos  dictarán  las  providencias  mas  conve- 
nientes a  £mi  de  oue  estos  edificios  i  sus  adornos  no  sean  distraídos  del 
objeto  a  que  están  destinados. 

''  Art.  16.  Los  bienes  i  rentas  pertenecientes  a  los  templos,  i  qoe 
no  están  comprendidos  en  los  bienes  desamortizados,  serán  adminicK 
Irados  por  los  cabildos,  para  que  tengan  su  debida  inversión.'' 

Versándose  tales  solicitudes  sobre  un  mismo  negocio,  la  Oorte 
mandó  que  se  acumularan,  para  despacharlas,  bajo  una  sola  cuerda  ; 
i  oido  el  concepto  razonado  i  favorable  a  la  nulidlad,  emitido  por  el 
señor  Procurador  ieneral  de  la  Nación,  la  Corte,  en  sala  de  acnerdo, 
después  de  haber  necho  la  elucidación  de  la  cuestión,  con  el  apoyo  de 
los  mas  sólidos  i  luminosos  principios,  resolvió,  con  fecha  9  de  marzo  de 
1865,  suspender  los  citados  artículos  16  i  16  de  ]a  lei  de  17  de  diciembre 
de  1864,  sobre  rájimen  de  los  distritos,  en  todo  lo  que  en  ellos  se  ordena 
respecto  a  las  áreas  de  población,  cementerios,  casas  de  párrocos  i 
templos,  adoratorios  con  sus  enseres  i  paramentos,  bienes  i  rentas  que 
no  son  de  propiedad  particular.  Pero  habiendo  dado  cuenta  con  el 
espediente  i  copia  ddí  acuerdo  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  para 
que  dictara  su  resolución  definitiva,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  inciso 
6.^  del  artículo  51,  i  en  la  parto  final  del  artículo  72  ae  la  Oonstítuciou 
nacional,  dicha  corporación  resolvió,  con  fecha  9  de  mayo  último,  que 
los  enunciados  artículos  15  i  16  de  la  espresada  leí,  eran  válidos  en  todo 
lo  que  ellos  no  pudieran  referirse  a  las  áreas  de  población,  cementerios, 
casas  de  párrocos,  templos,  adoratorios  con  sus  enseres  i  paramentos, 
bienes  i  rentas  que  sean  de  propiedad  particular. 

Tal  resolución,  así  concebida  i  redactada,  ha  dado  márjen  para 

Spe  elOábíldo  del  distrito  de  Ghiquinquirá  se  haya  creido  investido  de 
acuitadas  bastantes  para  mezclarse  en  los  negocios  concernientes  al 
culto  católico,  partiendo  del  supuesto  falso  de  que  dicha  resolución 
había  dejado  abierta  una  ancha  bredia  para  que  las  municipalidades 

Sudieran  ad^ninistrar  los  bienes  i  rentas  pertenecientes  a  los  templos 
e  la  comunidad  católica,  en  los  tárminos  que  lo  permitían  los  citados 
artículos  15  i  16.  El  espresado  cabildo  espidió  al  efecto  un  decreto  en 
el  cual  se  organiza,  entre  otras  cosas,  una  junta  titulada  *'  Junta  del 
culto,'!  ^  determinan  sus  facultades  i  se  le  atribuj[e,  por  decirlo  así,  la 
dirección  suprema  en  el  manejo,  administración  e  inversión  de  los  bie* 
nes  i  rentas  pertenecientes  a  Ía  iglesia. 

Estos  procedimient(M,  verdaderamente  festinados  e  incalificables 
del  Oabildo,  han  motivado  la  sentida  queja  que  el  vecindario  católioo 
de  Ghiquinquirá,  casi  en  masa,  os  ha  elevado  paní  que,  en  ejercicio  de 
las  augustas  funciones  de  que  estáis  investidos,  i  del  poder  regalador 
de  la  soberanía  e  independencia  de  los  Eatedos  que  la  Oonstitaeioir 
federal  ha  colocado  en  vuestras  manos,  resteUczoais  su  lejitimo  in&p^- 
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rio  i  el  de  laB  leyes  nacionales,  que  también  han  sido  lastimadas  por 
loB  citados  artíonlos  16  i  16  de  la  lei  de  Bojaoá;  haciendo  que  el  Ca^ 
bíldo  se  manten^¿  dentro  de  la  esfera  que  esa  misma  Constitución  i 
layes  le  han  señalado,  i  consigoientemente  os  pide  nna  aclaratoria  de 
la  citada  resolncion  de  9  de  mayo  ultimo. 

Yuestri  comisión,  ciudadanos^  Senadores,  ha  procurado  examinar 
detenida  i  concienzudamente  los  citados  artículos  15  i  16,  comparándo- 
los con  las  disposiciones  de  la  Constitución  nacional  aplicables  a  esta 
enestioii,  algon  tanto  escabrosa  i  delicada  de  suyo,  por  rozarse  con  la 
independencia  de  la  iglesia,  i  no  trepida  un  momento  en  manifestaros 
me  aquellos  dos  artículos  pugnan  abiertamente  con  la  absoluta  i  com- 
pbta  libertad  relijiosa  de  conciencia  i  de  culto,  otoi^ida  a  todos  los 
ocdombianos,  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  de  la  ünion.  En 
ooanto  a  la  resolución  del  Senado,  vuestra  comisión  es  también  de  sen- 
tir qoe  ella  no  ha  debido  referirse  únicamente,  como  parece  a  primera 
TÍsta,  a  los  templos,  adoratorios  con  sus  enseres  i  paramentos,  oienes  i 
rentas  que  sean  de  propiedad  particular,  sino  que  debió  comprender 
también  a  los  templos,  adoratorios,  enseres  i  paramentos,  bienes  i  ren- 
tas de  una  comumdad  relijiosa  cualquiera,  tamto  porque  estas  congre- 
gaoimieB  se  hallan  bajo  el  amparo  i  ejida  TH>derosa  de  la  garantía  defi- 
nida en  el  inciso  5.^,  articulo  15  de  la  Cfonstitucion  nacional,  cuanto 
porque  esto  mismo  es  lo  que  aconseja  el  principio  ya  inconcuso  de  la 
absoluta  libertad  relijiosa  i  de  la  completa  i  leal  preecindencia  del  Gfo- 
faiemo  en  puntos  de  dogma,  de  moral  i  de  culto,  tanto  interno  como 
eatemo,  asi  público  como  priyado. 

Ija  resolución  del  Senado,  en  concepto  de  vuestra  comisión,  cuan- 
do más  ha  debido  dejar  vijentes  los  dos  artículos  espresados,  en  lo  que 
niña  a  templos,  adoratorios,  enseres  i  paramentos  que  pertonecian  a 
las  eomunidades  reUjiosas  suprhnidas  por  el  decreto  de  5  de  noviembre 
da  1861,  i  por  el  articulo  6.  de  la  leí  de  23  de  abril  de  1863,  porcjue 
I  templos,  con  todos  sus  ornamentos,  no  pertenecen  hoi  a  la  Nación, 
▼ez  ^ue  están  esceptoados  en  el  decreto  de  9  de  setiembre  de  1861 
i  en  la  leí  de  29  de  mayo  de  1864  sobre  desamortización ;  i  supuesto 
que  tampoco  se  les  puede  considerar  (a  lo  máoios  es  cuestionable)  como 
pertenecientes  a  la  comunidad  católica,  porque  no  fué  con  rentas  o 
enfaydoneB  hechas  por  los  correlijionarios  que  se  edificaron,  sino  con 
las  ae  la  comunidad  religiosa  respectiva ;  i  en  atención  a  que  ninguna 
lei  ha  determinado  a  quién  debe  reconocerse  como  dueño  de  las  pro^ 
niedades  de  las  comunidades  reliüosas  suprimidais,  es  claro  que  la 
^aamblea  Xiejislativa  del  Estado  sooerano  de  Boyacá  pudo  disponer  de 
ialeB  propiedades  sin  violar  ninguna  disposición  legal.  Mas  no  así  res- 
pecto a  los  templos,  adoratorios,  enseres  i  paramentos,  bienes  i  rentas 
qoe  son  de  las  parroquias,  o  de  la  comunión  católica ;  pues  es  evidente 
qae  ellos  son  de  la  propiedad  esdusiva  de  los  vecinos^  católicos  de  la 
parroquia  respectiva,  puesto  que  el  decreto  de  9  de  setiembre  de  1861 
1  la  lat  de  29  de  mayo  de  1864,  los  esceptuaron  de  la  desamortización 
por  zason  de  oficio,  es  decir,  por  estar  destinados  a  una  institución  re- 
^oBa,  o  aplicados  inmediatemente  al  servicio^  del  culto,  i  por  cuanto 
qoe  estos  templos  i  sus  enseréis  los  han  obtenido  los  católicos  Como 
aerantes  i  nuembros  de  una  comunión  relijiosa.  Esos  templos  i  sus 
no  pueden  considerarse  como  destinados  al  objeto  de  la  instt* 
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taoion  política  de  los  distritos,  i,  por  oonsigaientey  es  olaro,  en  el  mas 
alto  grado,  qoe  cuando  faeron  esceptnados  de  la  desamortización,  foá 
porqae  se  quiso  ^ue  pertenecieran  a  la  comunión  católica,  i  se  les  dea^ 
tino  para  el  servicio  del  culto,  i,  por  tanto,  la  lei  de  un  Estado  no  pne- 
de  disponer  que  pasen  a  los  distritos  sin  violar  él  citado  inciso  5.^, 
artículo  15  de  la  Oonsütucion  federal,  <}ue.  garantiza  a  todos  los  habi- 
tantes i  transeúntes  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  la  propiedad, 
no  pudiendo  ser  priyados  de  ella  tíno  por  pena  o  contribución  leneral, 
con  arréalo  a  las  le^es,  o  cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  neoe- 
sídád  pública,  judicialmente  declarado  i  previa  indemnización. 

Tampoco  se  puede  sostener  ni  aseverar,  ciudadanos  Senadoree, 

3ae  los  cabildos,  como  representantes  de  los  distritos,  lo  son  también 
e  la  comunión  católica  existente  en  ellos,  pues  hai  gue  hacer  una 
esencial  distinción  entre  la  entidad  política  llamada  distrito  parroijnial, 
municipio  &c.,  i  la  sociedad  relijiosa  o  comunión  católica  del  mismo. 
La  primera,  como  lo  ha  dicho  con  su  acostumbrada  exactitud  i  maes- 
tria  el  señor  Procurador  jeneral,  puede  ser  rejida  i  administrada  ¡kmt 
hombres  de  distinta  creencia  relijiosa:  pueden  ser  (nrotestantes,  grie- 
gos, judíos  o  mahometanos,  i  hasta  ateos,  que  por  ci^o  no  administra- 
rian  mui  bien  los  bienes  de  cualqmera  otra  comunión.  Así  es  <}ue  él 
distrito  se  rije  i  administra  por  las  autoridades' creadas  por  la  sociedad 
oivil,  i  conforme  a  las  leyes,  mientras  que  una  secta  relijioto  se  dirije 
por  los  estatutos  i  constitución  de  su  iglesia. 

Las  creencias  reUjiosas  no  entran,  por  tanto,  como  elementos,  de 
las  corporaciones  denominadas  '"Cabildos,"  i  menos  de  la  entidad 
política  q^ue  éstos  representan ;  de  donde  se  sigue  que  no  pueden  traier 
mtervencion  alguna  en  ios  asuntos  que  digan  relación  con  las  creencias 
de  los  particulaxes,  ni  en  el  manejo  de  las  cantidades  con  que  óstos 
sontribuyen  para  el  sostenimiento  ael  culto. 

La  absoluta  libertad  relijiosa  i  la  tolerancia  completa  de  cteeiiola- 
i  de  esltos,  constituye  hoi  un  dLnon  de  la  República,  i  es  on  éogecok 
sagrado  e  inviolable,  consagrado  en  el  inciso  16  del  airtf  culo  16  ¿b  la 
carta  fundamental  que  rije  en  los  Estados  unidos  de  Oolombia.  l^a^ 
preciosa  garantía  lleva  y»  el  sello  del  asentimiento  de  los  düesentes 
partidos  políticos  que  han  gobernado  el  piás,  i  particularm^ite  el  partido 
liberal  se  precia,  con  sobra  de  razón,  de  haberla  defendido  con  lealtad, 
firmeza  i  patriotismo,  desde  d  año  de  1853  en  adelante,  como  el  único 
medio  de  dar  solución  completa  a  las  cuestiones  relijiosas  que  sunieron 
por  consecuencia  de  las  leyes  de  patronato  i  desatiero  eclesiastíooy 
espedidas  por  los  Congresos  de  los  años  de  1851  i  1852,  i  que  halñau 
puesto  en  choque  a  las  dos  potestades. 

Oon  tal  motivo,  vuestra  comisión  se  permite  recordaros  la  conaa* 
gradon  solemne  que  las  Ccmstituciones  políticas  que  han  rejido  deado 
aquella  ópoca  hasta  ahora,  han  dado  al  principio  de  la  absoluta  inde- 
pendencia de  la  ^lesia. 

La  Constitución  de  21  de  mayo  de  1853  garantizaba  a  todos  los 
granadinos,  en  su  inciso  5.^,  furtículo  5.^, ''  la  profesión  libre,  publica  o 
privada,  de  la  relqion  que  a  bien  ten^an^  oon  tal  que  no  turben  la  pas 
pública,  ni  ofendim  la  sana  moral,  ni  impidan  a  otros  el  ejeicieio  de  su 
culto.'*  La  de  22  de  mayo  de  1858  deoia  en  sn  incho  10,  articulo  66  r 
*' La  profesión  pública  o  privada  de  cualquier  xeiqícii ;  peronoasx^ 
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pennitído  el  ejeroioio  de  actos  qne  turben  la  paz  publioa,  o  que  sean 
oalificados  de  punibles  por  las  I^yes  preexistentes.'*  Esta  misma  Con&- 
títocion»  en  sa  artículo  ol,  dispuso  que  las  propiedades  i  rentas  desti- 
Badas  al  sostenimiento  del  culto,  gozaran  de  las  mismas  garantías  que 
las  de  los  particulares.  El  citado  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución 
Tqente,  garantiza  a  todos  los  colombianos  **  la  profesión  pública  o 
pdTada  de  cualquiera  relijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos 
moompatibks  con  la  soberanía  nacional^  o  que  tengan  por  objeto  tur- 
bar la  paz  pública»" 

Se  ye,  por  tanto,  ciudadanos  Senadores,  con  la  mayor  eyidencia, 
que  la  única  limitación  sustancial  que  tales  Oonstituciones  han  trazado 
a  la  lflt>eTtad  relijiosa,  ha  sido  la  de  poner  en  salvo  la  soberanía  nacio- 
nal i  la  paz  pública,  por  el  derecho  inmanente  que  corresponde  a  los 
gobernantes  civiles  para  mantener  ilesos  estos  objetos  importantes  de 
toda  sociedad  regularmente  oi^anizada. 

Ahora  mas,  ciudadanos  Senadores.  La  lei  de  15  de  junio  de  1853| 
eaplícatido  la  garantía  constitucional,  prohibió  la  intervención  de  las 
autoridades  civiles,  nacionales  i  municipales,  en  cualesquiera  arreglos  i 
Bflgoeios  relativos  al  ejercicio  del  culto  católico  o  de  cualquiera  otro ;  i 
en  sa  arÜcolo  ^^  declaróque  los  templos  católicos  i  los  bienes  i  rentiBbs 
qp»  las  pertenecían,  correspondían  a  los  vecinos  católicos  de  la  respec- 
tiva parroquia,  es  decir,  a  la  gecta  o  comunidad  reliiiosa.  Pero  como 
esta  W  aun  todavía  daba  orí  jen  a  complicaciones  i  dincultades  entre  la 
potestad  en  vil  i  la  eclesiástica,  con  el  fin  de  establecer  el  principio  sobre 
iSberiad  relijiosa  en  su  lejítima  i  jenuina  significación,  se  espidió  la  lei 
de  14  de  mayo  de  1856,  i  en  su  artículo  1.^  se  prohibe  a  las  autoridades 
públicas,  de  cualquiera  clase  i  categoría  que  sean,  el  intervenir  en  los 
aetofl^  airólos  i  negoeios  concernientes  a  la  creencia  i  culto  de  los  gra- 
nadinos ;  i  en  su  artículo 2.^  se  establece :  "  que  las  respectivas  i^esias 
i  Isa  eoEDgregaciones  de  cualquiera  comunión  que  sean,  serán  inoorpo- 
por  una  lei  aue  les  oe  carácter  i  péhionería  para  manejar  Boá 
,  bienes  mnebies  e  inmuebles,  siempre  que  farden  las  xef^ 
establecidas  pcnr  la  lei  pata  adquidir,  o  que  hayan  sido  adquiridos  le- 
galniente,  en  cuya  posesión  se  mantiene  a  las  que  hoi  existen,  con 
absoluta  independencia  de  todq  poder  estraño,  i  con  personería  confoi^* 
aae  a  sos  constituciones  i  estatutos." 

Todas  estas  premisas  guian  directamente  a  sacar  la  conclusión 
lejítisia  i  neeesana  de  que  el  poder  civil  no  puede  mezclarse,  en  ma- 
sera alguna,  con  los  asuntos  relijiosos  o  relativos  al  culto ;  lu^o  los 
flitados  artículos  16  i  16  de  la  leí  de  Boyacá,  q^ue  facultan  a  los  cabil- 
dos para  administrar  los  bienes  i  rentas  de  las  iglesias,  declarando  que 
ios  templos,  sus  enseres  i  paramentos,  son  propiedad  de  los  distiitosi 
despojan  a  la  comunión  católica  existente  en  los  distritos  parroquiales 
del  mismo  Estado,  de  sus  propiedades,  con  manifiesto  quebranta- 
miento del  inciso  5.^,  artículo  16  de  la  Constitución  federal ;  i  por  una 
eoosecnencia  iguahnente  lójioa,  socavan  también  por  sus  cimientos  la 
fibeortad  e  independencia  de  la  iglesia,  la  cual  tiene  en  su  j^ropia  cons- 
ttfcaeiGii  las  provisiones  necesarias  en  lo  relativo  a  la  posesión,  manejo 
e  isvarsion  de  los  bienes  i  rentas  que  la  piedad  de  los  fieles  ha  cbnsig- 
i  él  mantenimiento  de  su  culto.  Así,  en  concepto  de  vuestra 
la  garantía  coastítueional  sobre  libertad  relijiosa,  seria  letoa 
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maerta  toda  vez  que  las  aatoridades  oi-viles  pudieran  mezclarse  0&  los 
negocios  del  culto,  estorbando  a  sos  ministros  el  ejercicio  de  sns  fon- 
oiones  secadas.  No  es  esto,  en  yerdad,  lo  que  esta  establecido  por  el 
artículo  10  de  la  lei  de  17  de  mayo  de  1864,  sobre  inspección  de  caitos^ 
cuando  dice : 

*'  Los  funcionarios  de  la  Nación  i  de  los  Estados  tienen  el  deber 
de  protejer,  en  el  ejercicio  de  su  culto  respectiyo,  a  los  ministros  de 
cualquiera  relijion,  impidiendo  todo  acto  que  de  alguna  manera  tienda 
a  estorbarles  este  derecho." 

Considerad  ahora,  ciudadanos  Senadores,  la  situación  anormal  i  ti- 
rante en  a  ae  ya  a  quedar  colocado  el  yecindario  relijioso  i  esencialmente 
católico  del  distrito  de  Ghiquinquirá,  si  el  citado  decreto  del  Cabildo 
se  Ueya  a  cabo.  Tened  presente  que  está  acostumbrado,  desde  tiempos 
mui  rem9tos,  a  mirar  sus  templos,  sus  estatuas  i  sus  yasos  sagrados 
como  un  santuario  inyiolable  i  yenerado,  que  a  ninguna  mano  profana 
es  permitido  tocar. 

Por  último,  considerad,  ciudadanos  Senadores,  que,  en  la  hipótesis 
de  que  se  ejecute  tal  decreto,  será  infalible  la  clausura  de  sus  templos  i 
la  suspensión  del  culto  público  por  orden  del  prelado,  i  que  entonces 
un  yecindario  católico  que  diaria  i  colectiyamente  dirijo  las  adoraciones 
íntimas  del  alma  al  Ser  Supremo,  i  que,  prosternado  ante  los  alfares, 
eleya  sus  preces  al  Dios  de  bondad,  que  ruó  también  de  sus  majores, 
quedará  priyado  de  los  consuelos  inagotables  gue  brinda  la  reUjion. 

Por  estas  consideraciones,  yuesira  comisión  os  propone  mui  res- 
petuosamente el  siguiente  proyecto  de 

bbsoluoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  que  en  la  resolución  é&o^ 
tada  con  fecha  9  de  ma¡^  de  1866,  que  declaro  yálidos  los  artículos  15 
i  16  de  la  lei  de  17  de  mciembre  de  1864,  sobre  réjimen  de  los  distritos, 
espedida  por  la  Asamble^^  del^  Estado  soberano  de  Bojacá,  quedaran 
eeceptuados  de  la  administración  de  los  cabildos  los  templos,  adórate- 
rios  con  sns  enseres  i  paramentos,  bienes  i  rentas  que  pertenezcan  a 
una  comtmion  relijiosa  cualquiera,  a  la  cual,  según  la  Constitucioa  i 
leyes  de  la  Union,  corresponden  en  propiedad. 

Bogotá,  30  de  abril  de  1866. 

Ciudadanos  Senadores.  léNAOio  FbbnjÍndíez» 
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TALIDEZ  del  inciso  d.*,  artículo  15  de  la  lei  de  8  de  octubre  4o 
1869  del  Estado  de  Santander,  sobre  Tias  de  comunicación* 


AOÜEBDO  im  XA  SUFBEMA  COBTE. 
•  Corte  Suprema  federal— -BogoM,  quince  de  marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis. 

Vistos— El  personero  de  la  Corporación  mnnioipal  de  Jirón  soHoi^ 
ia  qae  se  suspenda  el  inciso  2.°  del  artículo  6.^  de  la  lei  del  Estado  de 
Santander,  sobre  caminos,  de  ocho  de  octubre  de  mil  ochocientos^ 


—  116  — 

Mita  i  do8y  i  1a  readaeion  ejeontiva  de  diez  i  ocho  de  diciembre  del 
mismo  año,  como  TÍolatorios  de  los  incisos  5.^  i  9°  del  artículo  15  de 
ia  Constitacion  nacional. 

lia  Corte  no  tiene  atribución  para  suspender  las  resoluciones  de  los 
Frefiidentes  de  los  Estados :  así,  solo  se  contrae  a  examinar  si  la  dispo- 
abioxi  lejislatíya  es  contraria  a  la  Constitución  o  leyes  de  la  Be^úbhca. 

Lia  Municipalidad  de  Jirón  dispuso  tek  apertura  de  un  camino  que 
oomanicara  a  ese  distrito  i  los  inmediatos  con  el  rio  Magdalena  por  la 
ribera  iz<]uierda  del  Sogamoso;  i  a  esa  obra  se  aplicaron  los  fondos 
del  oolejio  de  Floridablanca,  creados  por  donaciones  particulares  de 
loB  habitantes  de  Jirón,  Bucaramanga  i  Piedecuesta. 

£1  inciso  2.^  del  artículo  15,  cuya  suspensión  se  solicita,  dice  así : 
^  a  los  empresarios  del  camino  de  Sogamoso  se  les  ceden  los  bienes, 
derechos  i  acciones  que  hayan  sido  apropiados  para  abrir  dicho  cami- 
no;'' esto  en  virtud  de  que  por  el  inciso  4^,  artículo  13  de  la  misma 
ki,  88  autorizó  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  a  fin  de  conceder  privi- 
legio esclnsivo  para  la  apertura  de  la  via  de  comunicación  '^  de  Jirón  á 
la  Geiba  i  al  Pedregal,  a  juicio  del  Presidente  del  Estado,"  el  cual  se 
eoncedió  por  éste,  al  efecto,  aplicando  a  la  nueva  empresa  los  fondos 
del  camino  (pie  se  hallaba  a  cai^o  de  la  MunicipaUdad  de  Jirón. 

Los  incisos  5.^  i  9.^  del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional, 
flofare  **  garantías  de  derechos  individtudeSy'  es  decir,  del  individuo,  que 
aaeQporan  la  propiedad  en  tárminos  de  no  poder  ser  privado  de  eUa  el 
habitante  o  el  transeúnte,  sino  en  los  casos  allí  espresados,  i  la  Uber- 
tad  de  ejercer  toda  industria  i  de  trabajar,  sin  usurpar  la  industria  de 
otio,  cuya  propiedad  hayan  ^antido  temporalmente  las^  leyes  a  los 
aotoiBB  de  inventos  dtiles,  m  la  aue  se  reserven  la  ünion  i  los  Estados 
como  arbitrio  rentístico,  i  sin  emoarazar  las  vias  de  comunicación  ni 
atacar  la  salubridad  i  la  seguridad ;  esos  incisos  del  artículo  15  espro- 
aado^  no  se  refieren,  según  se  deduce  de  su  simple  lectura,  a  restnnjir 
el  derecho  de  soberanía  que  tiene  el  Estado  para  lejislar  sobre  objetos 
de  Ba  competencia,  como  son  las  vias  de  comunicación  i  los  fondos 
arcados  a  ellas,  con  tal  que,  estando  dentro  de  su  territorio,  no  sean 
vías  interoceánicas,  ni  nos  que  bañen  el  territorio  de  mas  de  un  Esta- 
do, o  ^ae  pasen  iJ  de  una  nación  limítrofe,  ánica  que  a  esto  respecto 
las  entidadeB  políticas  soberanas  de  la  ümon  han  delegado  al  Gk>biemo 
jaiipiral,  declarando  que  todo  asunto  de  gobienio  que  no  se  delegue 
espedid  i  claramente,  es  de  la  esclusiva  competencia  délos 

(artíccdo  16  de  la  Constitución). 

El  Estado  de  Santander,  pues,  ha  podido  lejislar,  como  lo  ha  he- 
ébOs  sobre  el  camino  de  Jirón  i  los  fondos  aplicados  a  él ;  sin  que  sirva 
de  objeción  el  provenir  de  donaciones  particulares  para  el  Colejio  de 
Floxioa-blanoa,  una  vez  que,  por  convenio  de  la  junta  de  los  respectivofl 
dkAritos,  se  apUcaron  esos  fondos  al  camino,  colocándolos  de  esta  ma- 
bajo  el  imperio  de  la  lejislacion  del  Estado,  de  una  manera  evidente. 
Aoemas  de  lo  espuesto,  está  va  resuelto  por  la  Corte  i  por  el  Se- 

í^  que  las  leyes  anteriores  a  la  Constitución,  si  son  contrarias  a 

eDa,  quedaron  abrogadas  desde  que  se  sancionó ;  de  manera  aue  cd  lo 
feera  el  inciso  2.^  del  artículo  15  de  que  se  trata,  como  esa  le!  se  espi- 
dió en  mil  ochocientos  sesenta  i  dos,  tampoco  deberia  la  Corto  sqsf- 
penderio.  'i 
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P<Mr  tales  fandamentos,  la  Caite  Simrema  declara :  que  no^  es 
Uegado  el  caso  de  ejercer  la  atribución  def  artículo  72  de  la  Oonstitu**' 
cion  nacional ;  i  por  eso  no  suspende  el  inciso  2.^  del  artícnlo  16  de  la 
leí  del  Estado  de  Santander,  sobre  caminos^  espedida  en  ocho  de 
octubre  de  inil  ochocientos  sesenta  i  dos. 

Dése  caenta  al  Senado  para  que  decida  definitiyamente  sobre  la 
TÜidez  o  nnUdad  de  dicho  acto. 

José  M.  B5jas  Gabbido— Mabceuno  OxmÉBBEZ  A.— José  Aba^jo. 
Bavon  Oómess— Andbes  Ov:bo^— Carlos  María  Férez^  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación— Qütiébbez  de  Lasa. — PéreRi  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  mar- 
zo veinte  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis — Cárloa  María  Pérez. 


No  aparece  publicado,  ni  existe  tampocd  en  el  archivo  de  la  Se- 
cretaría del  Senado,  el  informe  que  diera  sobre  este  asunto  la  comisión 
de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados ;  pero  en  el  acta  del 
Senado,  de  16  de  mayo  de  1866,  publicada  en  el  número  643  del  Diario 
Ofidd,  consta  que  se  aprobó  en  segundo  debate  la  siguiente 

besolüoioh: 

Bogotá,  19  de  mayo  de  1866. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  que 
le  confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara 
válido  el  inciso  2.®,  artículo  15  de  la  leí  de  8  de  octubre  de  1862,  sobr«^ 
vías  de  comunicación,  espedida  por  la  Asamblea  Constituyente  del  Es- 
tado soberano  de  Santander. 

El  Presidente  Aqüileo  Pabba. 

El  Secretario,  José  María  Cardovez  M. 


xxm. 


If  (JlilDAD  de  los  Incites  l.«,  3.*  i  3.*,  artícalo  33  de  la  leí  orgáumA^ 
ca  de  la  administración  I  comercio  del  Territorio  Goajiro»  c^poj, 
dida  en  35  de  enero  de  1§65  por  la  Convención  del  £ttado  ^ktíá 

magdalena. 


AOÜEBDO  DE  LA  SUPBEICA  COBTE. 
Corte  Suprema  federal — Bogotá,  veintiséis  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  I  seis. 

Vistos— La  Convención  del  Estado  soberano  del  Magdalena  espi- 
dió, el  veinticinco  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinoo,  la^i 
orgánica  de  la  administración  i  comercio  del  Territorio  Goajiro,  que 
corre  publicada  en  el  número  8.^  del  "  Mércorio  "  de  diez  i  nneve  de^ 
febrero  del  año  próximo  pasado,  periódico  oficial  del  Oobiemo  de 
aijuel  Estado,  según  la  comunicación  del  señor  Secretario  de  lo  Inte- 
rior i  Belaciones  Esteriores  de  diez  i  siete  de  febrero  último,  número 
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16,  depftrt&maato  de  Negocios  Estranjeros,  sección  l.»^  dirijida  al  señor 
Prooorador  jeneral  de  la  Nación.  El  artículo  33  de  la  enunciada  leí 
está  redactado  en  estos  ténninos : 

**  Artículo.  33.  Para  subvenir  a  los  gastos  del  servicio  publico  del 
Territorio  goajiro,  se  cobrarán  los  impuestos  siguientes: 

**  1.^  Cinco  centavos  de  peso  por  cada  carga  de  dividivi  que,  pro- 
cedente de  la  Qoajira,  llegue  por  mar  a  la  ciudad  de  Biohacha,  ya  sea 
en  baque  de  quilla  o  embarcadones  menores  sin  ella. 

**  Se  entiende  que  llega  a  Biohacha  el  dividivi  cuando  se  desem- 
barca, se  traslada  en  el  puerto,  o  cuando  el  buque  que  lo  conduce  per- 
manece mas  de  un  mes  en  éste. 

"  2.^  Oinco  centavos  de  peso  por  cada  carga  de  dividivi  que,  pro- 
cedente de  la  Goajira,  se  introduzca  por  tierra  al  mercado  de  Biohacha 
para  sa  venta. 

'^  3.^  Cuarenta  centavos  de  peso  por  cada  tonelada,  o  mil  kilégra- 
moB  de  brasilete  que,  procedente  de  la  Gbajira,  U^ue  por  mar  a  Bio- 
hacha, en  los  mismos  términos  del  inciso  primero  úid  este  artículo.'' 

^  £1  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  en  vista  de  la  comuni- 
cación del  señor  Secretario  de  lo  Interior  i  Belaciones  Esteriores,  de 
que  ae  ha  hablado,  exije  que  la  Corte  Suprema  federal,  en  ejercicio  de 
la  facoliad  otoi^da  por  el  artículo  72  de  la  Constitución  i)olítica  de 
la  Bepública,  suspenda  las  disposiciones  textualmente  copiadas,  por 
iseerUs  contrarias  a  los  incisos  3.°,  4^  i  6.^  del  artículo  b.°  de  dicha 
Coiifititacion* 

La  Corte  estima  ^ue  las  disposiciones  cuya  suspensión  se  pide,  no 
se  oponen  a  lo  estatmdo  en  los  mcisos  constitucionales  3.°  i  6.^  i  pri- 
mera parte  del  4^,  porque  conforme  al  artículo  8.^  citado,  los  Estadoa 
se  comprometieron,  en  obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  mar- 
eha  espedita  de  la  Union  idesm rdacionea  pac^caa  entre  dlos^  ano  res- 
fainiir  de  modo  alguno  la  navegación  de  los  rios  i  demás  aguas  nave- 
^bles  que  no  hayan  exijido  canalización  artificial ;  a  no  gravar  con 
impuestos,  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,  los  productos  que 
sean  materia  de  impuestos  nacionales,  aim  cuando  se  hayan  declarado 

fihres  de  los  derechos  de  importación i  a  no  imponer  contribu- 

eiones  sobre  los  productos  que  transiten  por  el  Estado,  sin  destinarse 
a  sa  propio  ^  consumo ;  de  donde  se  deduce  que  estos  compromisos 
deben  cumplirse  estrictamente  en  todos  los  casos  en  que  puedan  afee- 
tanse  las  relaciones  pacíficas  de  dichos  Estados ;  cosa  que  no  sucede 
cuando  uno  de  éstos,  en  uso  de  su  soberanía,  grava  con  Impuestos  los 
productos  de  su  suelo  que  no  van  para  otro  Estado  ni  por  tierra  ni  por 
agna,  sino  que  pasan  de  un  punto  a  otro  del  mismo  Estado  para  ser 
oondacidos  al  estranjero. 

£n  este  caso  es  incuestionable  que  el  Estado  que  así  proceda,  no 
se  sale  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  i  sus  actos  lejislativos  en 
relación  con  el  impuesto  de  la  msmera  que  se  deja  indicado,  no  están 
m  pueden  estar  sujetos  a  suspensión.  Bajo  este  aspecto,  la  corporación 
kjislativa  del  Estado  soberano  del  Magdalena  ha  estado  en  su  derecho 
nura  acordar  las  disposiciones  que  han  motivado  la  solicitud  del  señor 
Ptoonrador  Jeneral ;  pero  no  sucede  lo  mismo  al  comparar  Astas  con 
la  parte  fiíuü  del  inciso  4^  artículo  8.^  de  la  Constitución  federal ;  pues, 
el  compromiso  allí  estipulado  por  los  Estados,  no  pueden  áitos 
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gravar  con  .impuestos  los  productos  destinados  a  la  esportadon,  txxjtk 
bertad  mantendrá  el  Gobierno  jeneral ;  i  como  el  dividivi  i  el  brasile- 
te  que  se  conducen  de  la  Goajira  es  para  esportarlos,  porgue  estos  pro- 
ductos no  tienen  consumo  en  la  Bepública,  es  incuestionable  que  la 
Convención  del  Magdalena  no  pudo  gravarlos  en  los  términos  que  apa- 
rece de  los  incisos  1.^,  2,^  i  3.^  de  la  lei  de  veinticinco  de  enero  de  niil 
ochocientos  sesenta  i  cinco,  orgánica  de  la  administración  i  comercio 
del  Territorio  goajiro,  i  que,  por  tanto,  se  salió  evidentemente  de  la 
esfera  de  acción  constitucional  que  le  está  trazada.  De  la  manera  ^ue 
se  deja  indicado  entiende  la  Corte  Suprema  las  disposiciones  constitu- 
cionaies  en  que  ha  fundado  su  petición  el  señor  Procurador,  pues  juzga 
que  es  eso  lo  conforme  con  su  letra  i  espíritu.  En  tal  virtud,  declara 
que  los  incisos  1.°,  2.^  i  3.^  de  la  lei  espedida  i)or  la  Convención  del' 
Estado  soberano  del  Magdalena,  orgánica  de  la  administración  i  co- 
mercio del  Territorio  goajiro,  son  abiertamente  contrarios  a  la  parte 
final  del  inciso  4^,  articulo  8.  de  la  t)arta  fundamental  de  la  Union 
Colombiana,  los  que  suspende  este  Tribunal  Supremo  en  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  connere  el  artículo  72  de  la  mencionada  carta. 

Dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  que  decida  defi- 
nitivamente sobre  la  validez  o  nulidad  de  las  disposiciones  que  se  sus- 
penden,  i  comuniqúese  al  Gobierno  del  Magdalena  para  el  cumplimiento 
de  esta  resolución. 

Bahon  GtÓMEz— Andbes  Cebón— José  Aba6jo->Mabceleno  Gu- 
lüEBBEZ  A. — Emiliano  Besteepo  E. — Garlos  María  Peras,  Secretario» 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Proon- 
rador  jeneral  de  la  Nación. 

GüTiEBBEZ  DE  Laba — Pérez,  Secretario. 

Es  copia — Secretaria  de  la  Corte  Suprema  federal---Bogotá,  abril 
veintiséis  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis — Garlos  María  Pérez. 


Imtobme  x)E  la  Comisión  del  Senado.  . 

Oiiidadanos  Senadores. 

Los  incisos  1.%  2.^  i  3.°,  artículo  83  de  la  lei  orgánica  de  la  ad^ 
xninistracion  i  comercio  del  Territorio  goajiro,  espedida  por  la  Conven- 
ción del  Estado  soberano  del  Magdalena  con  lecha  25  de  enero  del 
año  próximo  pasado,  fueron  suspendidos  por  la  Corte  Suprema  federal 
en  26  de  abril  último,  como  abiertamente  contrarios  a  la  parte  final  del 
inciso  4.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional ;  i  de  ese  fallo,  dio- 
tado con  acuerdo  del  Procurador  jeneral  de  la  ünion,  se  os  ha  dado 
cuenta  para  los  fines  espresados  en  la  última  parte  ád.  artículo  72  de 
la  misma  Constitución. 

Los  Estados,  en  obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marcha 
espedita  de  la  ünion  i  de  fas  relaciones  pacíficas  entre  sí,  se  compro- 
metieron, a  mas  de  otras  cosas,  por  él  inciso  4.^,  artículo  8.^  ya  citado» 
a  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,  los 

Íroductos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales,  aun  cuando,  se 
ayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  importación ;  ni  los  produo- 
to8  destinados  a  la  esportacion,  cuya  libertad  debe  mantener  el  Qo^ 


"^ 
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biemo  jeneral ;  i  de  ese  deber  espreso  i  solemne  no  pueden  en  ningún 
caso  eximirse,  por  grayes  que  sean  las  dificultades  que  su  cumpli- 
miento apareje  para  la  marena  de  su  propia  administración. 

Ahora  bien  :  los  incisos  suspendidos  por  la  Corte,  que  establecen 
ciertos  impuestos  para  subvenir  a  los  gastos  del  servicio  público  en  el 
Territorio  goajiro,  dicen  así : 

"1.^  Cinco  centavos  de  peso  por  cada  carga  de  dividivi  que,  pro- 
cedente de  la  Goajira,  llegue  por  mar  a  }a  ciudad  de  Biohacha,  já  sea 
en  buques  de  quilla  o  embart^acionos  menores  sin  ella.  Se  entiende 
que  llega  a  Bionacha  el  dividivi  cuando  se  desembarca,  se  traslada  en 
Á  puerto,  o  cuando  el  buque  que  lo  conduce  permaiiece  mas  de  un 
mes  en  éste ; 

**  2.®  Cinco  centavos  de  peso  por  cada  carga  do  dividivi  que,  pro- 
cedente de  la  Goajira,  se  introduzca  por  tierra  al  mercado  de  ^ohacha 
pata  su  venta ; 

**  3.^  Cuarenta  centavos  de  peso  por  cada  tonelada  o  mil  kil^^a- 
moB  de  brasilete  que,  procedente  de  la  Goajira,  llegue  por  mar  a  Bio- 
liacha  en  los  mismos  términos  del  inciso  1.  " 

Como  se  ve  claramente,  no  solo  se  grava  con  esas  disposiciones  la 
introducción  a  Biohacha  del  dividivi  i  brasilete,  sino  también  el  simple 
transito  de  esos  artículos,  de  la  Goajira  a  la  espresada  ciudad,  puesto 
que  el  derecho  se  causa,  tanto  cuando  se  desembarcan  en  ftquel  puerto, 
como  cuando  estando  en  él  se  trasladan  a  otro  buque,  o  cuando  el 
boque  que  los  conduce  permanece  mas  de  un  mes  en  el  mismo  puerto, 
«mi^iie  de  aquí  sean  conducidos  a  otro  puerto  nacional  o  estranjero  ; 
pero  como  los  Estados  no  pueden  restrinjir  con  impuestos  la  navega^ 
ckm  de  loe  rios  i  demás  aguas  que  no  hayan  exiiido  canalización  arti- 
ficial; oomo  el  tránsito  de  la  Goajira  a  Iliohacha  se  verifica  por  mar, 
i  oomo  el  dividivi  i  el  brasilete  son  productos  naturales  que,  lejos  de 
tener  aplicación  activa  en  el  país,  constituyen  dos  de  los  principales 
ttlíoalos  de  nuestra  esportacion,  es  fuera  de  toda  duda  que  las  <nspo- 
i&noneB  de  la  lei  del  Magdalena,  a  que  se  contrae  el  presente  informe, 
están  en  absoluta  contradicción  con  lo  que  sobre  el  particular  estatuye 
la  oarta  fundamental  de  la  Bepública. 

Por  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  de  inspección  de  los 
motoB  lejislativos  de  los  Estados,  a  quien  fué  pasado  el  espediente  par& 
m  examen,  termina  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

TU  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  6.% 
artfieolo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulos  los  incisos  1.^, 
2,^  i  3.^,  artículo  33  de  la  lei  orgánica  de  la  administración  i  comercio 
del  Territorio  goajiro,  espedida  con  fecha  25  de  enero  de  1865  ^or  la 
Gon vención  del  Estado  soberano  del  Magdalena,  como  contrarios  al 
inciso  3.^  i  parte  final  del  I.**,  artículo  8.^  de  la  citada  Constitución. 

Bogotá,  mayo  17  de  1866. 

Gindadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Pbdbo  GomA— Lmo  Büiz— Proilan  LABaACHA— Benjamín  Nooufi^ 
BA — Aquil»)  Pabba. 
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XXIV. 

TALI  l>l-<Z  de  varios  artículos  de  la  lei  del  Estado  de  Antioqulat 
de  93  de  diciembre  de  1859,  sobre  caminos  públicos. 


(No  hubo  aouerdo  de  la  Corte  Saprema). 


Informe  de  la.  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

El  señor  Gabriel  Ecbeyerri  solicitó  la  anulación  del  capitilo  11  de 
la  lei  de  22  de  diciembre  de  1859,  espedida  por  la  Lejislatora  del  Eatado 
soberano  de  Antioquia,  sobre  caminos  públicos. 

La  comisión  permanente  encargaoa  de  examinar  los  actos  de  las 
Asambleas  de  los  Estados  que  se  denuncien  como  contrarios  a  la  COI10-* 
titucion  nacional,  juzgó  que  el  citado  capítulo  11  es  contrario  id  inoifiO 
3^^,  artículo  8.^,  i  a  la  parte  final  del  inciso  6.^,  articulo  17  de  la  Cons- 
titución, i  propuso  se  declarase  nulo. 

Después  de  una  detenida  discusión,  el  Senado  n¿gó  la  resolución 

S repuesta  por  la  comisión  ;  i  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  97 
el  reglamento,  se  nombró  la  especial  aue  debe  presentar  el  informe 
que  ha  de  pubÚcarse  con  la  resolución  oefinitÍYa  que  adopte  el  Senado. 

Pasa,  por  tanto,  vuestra  comisión  a  esponeros,  en  resumen,  lae 
razones  que  se  hicieron  valer  en  la  discusión,  i  que  decidiero;n  al  Senado 
a  no  anular  el  capitulo  11  de  la  lei  de  Antioquia  que  declaró  no  ser 
libres  los  pasos  ae  los  rios  que  cortan  los  caminos,  organizando  so 
remate  por  cuenta  del  Gobierno  del  Estado. 

El  artículo  8.^  de  la  Constitución :   "  En  obsequio  de ... .  i  de  las 

relaciones  pacíficas  entre  los  Estados,  óstos  se  comprometen 3.^  ü 

no  restrin jur  con  impuestos,  id  de  otro  modo,  la  navegación  de  los  rios  i 
demás  aguas  navegsibles  que  no  hayan  ezijido  canalización  artificial . . « ** 

Basta  la  simple  lectura  de  esta  disposición,  para  comprender  qitd 
las  restricciones  de  que  habla  son  las  que  embarazan  la  navegación  de 
un  rio  que  pone  en  comunicación  dos  o  mas  Estados,  ya  sea  imponiexi- 
do  contribuciones  a  los  buques  que  suban  o  bajen,  ya  construyendo 
puentes  u  otras  obras  que  hagan  imposible  el  paso  de  las  embarcacio- 
nes. Si  por  un  favor  de  la  Providencia  fuese  el  Cauca  navegable  des- 
de Popayan  hasta  Tacaloa,  no  podria  el  Estado  de  Antioquia  ixnponer 
contribuciones  a  los  buques  del  Cauca,  de  Bolívar  i  del  Magdalena 
que  pasasen  por  su  territorio,  a^  como  le  estaria  prohibido  constroir 
puentes  tan  bajos  que  no  dejasen  el  suficiente  espacio  para  el  fiUdl 
paso  de  las  embarcacionea 

I  tal  disposición  es  eminentemente  justa  i  conveniente.  Los  lioe 
son  caminos  que  pertenecen  ,a  todos  los  Estados  i  que  deben  ser  com- 
pletamente francos,  sin  que  haya  autoridad  que  pueda  imponer  ninni- 
na  clase  de  contribución,  porque  tampoco  presta  ninguna  clase  de 
servicio;  que  tal  no  puede  llamarse  el  hedió  de  ^ue  una  corriente  de 
agua  pase  por  su  territorio.  Si  el  rio  es  común  i^ratdito,  gratáito  i 
oomun  debe  ser  el  uso  inocente  que  de  ól  se  haga.  De  otro  modo,  eatH^^ 
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quiera  de  los  Estados  podría  impedir  que  los  baques  de  los  otros  j^asen 
por  sa  temiarioy  preteoision  que  no  es  admisible  ni  aun  entre  naciones 
independientes,  entre  las  cuales  es  principio  admitido,  desde  la  mas 
lemota  antigüedad^  *^  Usua  aquarum  oomumaP 

¿Debezá  estenderse  la  prohibición  del  inciso  3.^,  artículo  8.^,  al 
paso  de  una  ribera  a  otra  en  el  territorio  de  un  Estado ?  ¿Se  puede 
Oamar  contribución .  la  pequeña  cuota  (cinco  centayos)  que  se  exije  al 
transeúnte  por  el  serricio  que  se  le  presta  ?  ¿  Cambia  la  naturaleza 
de  1a  reetrícdon,  en  caso  de  haberla,  la  circunstancia  de  (jue  la  remu- 
neración del  servido  sea  pedida  por  el  empleado  del  Gobierno  o  por 


Stroueeto  que  el  simple  paso  de  un  lado  a  otro  de  un  rio,  no  opone» 
ai  poede  oponer,  obstáculo  algano  material  a  la  navegación,  no  se 
ocmoibe  que  pueda  estar  comprendido  en  la  prohibición  que  tuvo  por 
objeto  mantener  las  relaciones  pacificas  entre  los  Estados.  ¿  En  qué 
poede  afectar  a  los  del  Cauca  i  del  Magdalena  <]ue  los  habitantes  de 
^tioqnia  crucen  el  Cauca  en  cuantos  puntos  quieran,  i  aunque  cons- 
tmyaii  cuantos  puentes  tengan  a  bien  ?  ¿  Se  impide  con  esto  la  libre 
navegación  del  no?  En  Popayan,  sobre  el  Cauca,  existe  el  mas  hermoso 
puente  de  la  Bepública,  i  nadie  ha  dicho  hasta  hoi  que  embaraza  la 
navegaoion,^  ni  ^ue  está  en  pi^  con  infracción  del  inciso  3.^,  artículo  8.° 
de  la  ConstituoM>n. 

Has  no  sei^  el  hecho  de  pasar  de  una  a  otra  márjen  lo  que  viola 
la  disposición  citada,  sino  la  remuneración  que  se  exije. 

Apariye  de  que  tal  remuneración  no  i^ecta  en  nada  á  los  otros 
Satedús,  ni  a  las  relaciones  pacíficas  que  entre  ellos  debe  haber,  es 
indodaUe  ^ue  eael  paso. de  los  rios  no  se  cobra  contribución  alguna. 
05bn8e  nnicamente  el  precio  del  servicio  que  prestan  tanto  los  barque- 
loe  como,  la  barca,  del  mismo  modo  que  se  cobra  el  precio  de  una 
eaballería  o  da  cualquiera  otra  cosa  que  se  pone  al  servicio  del  viajero. 

tSe  pretende  acaso  aue  en  los  puntos  en  que  un  rio  corte  el  camino, 
aya  constantemente  nombres  i  oarcas  i  aparatos  para  pasar  gratuita- 
mente a  cuantos  se  presenten  ?  Entre  nosotros,  como  en  todo  el  mundo 
babitado,  quien  pide  un  servicio  lo  paga,  i  en  ninguna  parte  toma  el 
sombre  de  contribución  tal  pago. 

I  el  precio  que  se  exije  por  el  servicio  que  qe  presta  en  el  paso  de 
loB  zioB,  ademas  de  ser  sumamente  módico,  sirve  para  facilitar  las 
comunicaciones  i  para  que  no  sea  estorsionado  el  viajero.  El  derecho 
de  cobrar  una  peG[ueña  suma  por  su  trabajo,  impone  al  empresario  el 
deber  de  construir  una  casa  i  de  contratar  hombres  intelijentes  en  su 
íAiÁo  que  residas  siempre  en  donde  son  necesarios.  Si  cesaran  los 
«cmtratoB  de  remate  de  los  pasos,  quedarían  desiertos  éstos,  i  el  viajero 
ae  Teria  obligado  a  detenerse  indefinidamente  delante  de  un  río,  o  a 
erogar  lo  que  se  le  pidiese  por  pasarlo,  siempre  con  ríesgo^  al  menos, 
da  0DS  intereses  i  aun  de  su.vida. 

Setos  no  son  yanos  temores :  la  esperíencia,  en  una  época  recien- 
te^ probó  que  la  absoluta  libertad  en  los  pasos  de  los  ríos  hacia  poco 
monnnqnt^  imposible  la  comumcacion  enfare  pueblos  separados  por  una 
coniente  proranda  de  agua,  i  la  Constitución  nacional  no  ha  podido 
onecer  que  vuelva  la  incomutücaoion  i  que  renassoan  las  insuperables 
Sfiooltades.  i5 
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Mas  supóngase,  en  gracia  de  diaonsioniqae  los  diico  oentavos  que 
se  ezíjen  en  los  pasos  de  los  rios  no  son  simplemente  nna  remnnera- 
cion  del  servicio  prestado,  sino  una  verdadera  contribución,  i  qne,  cornea 
tal,  está  comprendida  en  la  prohibición  constitucional.  ¿  Qne  se  harA 
para  pasar  los  rios?  Si  el  Gobierno  del  Estado  no  se  encarga  de  po* 
ner  personas  aptas  que  pasen  a  los  pasajeros,  lo  harán  los  ciudadanos, 
O  se  interrumpini  completamente  la  comunicación.  Mas  los  ciudada- 
nos cobrarán  lo  que  a  Ibien  tengan  por  su  trabajo,  i  el  viajero  habrá  do 
pagarlo,  so  pena  de  no  pasar  nunca  a  la  orilla  opuesta.  Pero  si  se 
cobra  i  se  paga,  habrá  contribución,  i  se  infrinjirá  el  inciso  6.^  del  ar* 
tículo  8.°  de  la  Constitución,  i  se  restrinjirá  la  libre  navegación  de  los 
rios,  debiendo  evitarse  tal  abuso,  i  ordenarse  que  el  paso  sea  gratuito. 
Mas,  como  esto  es  imposible,  se  convertirán  los  rios  en  muraUas,  que 
es  constitucionalmente  imposible  pasar. 

Oq^orme  al  inciso  6.^  artículo  17  de  la  Oonstitucion,  los  Estado» 
se  someten  a  la  autoridad  del  Gobierno  jeneral  en  loe  negocios  siguien- 
tes :  6.^  El  arreglo  de  las  vias  interoceánicas  que  exi$tan,  o 

que  se  abran,  en  el  territorio  de  la  Union,  i  la  navegación  de  los  tioft 
que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  o  que  pasan  al  de  una 
nación  limítrofe. 

Corresponde,  i  debe  corresponder,  al  Gobierno  jeneral  el  arrezo 
de  la  navegación  de  los  rios  que  ponen  en  comunicación  a  los  Estados, 
porque  no  podia  dejarse  a  estos  la  facultad  de  haoerse  esdnsiva  la 
navegación  con  pretesto  de  arreglarla.       ^  ' 

Claramente  se  ve  que  en  el  inciso  citado,  la  palabra  navegación 
está  tomada  en  su  sentido  propio,  esto  es,  ''  la  aocicoi  de  naveoar,  o  el 
viaje  que  se  hace  con  la  nave ;"  i  que,  por  tanto^no  se  habló  del  ñmple 
hecho  de  fletar  una  btvroa,  o  un  cuerpo  cualquiera,  para  pasar  de  tuui 
m&rjen  a  otra.  Si  así  no  fuera,  inútiles  serian  las  pambraÁ^^ .  * : .  Vqtua 
bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,^  pues  lastriberas  del  Canoa, 
en  Antioquia,  por  ejemplo,  ninguna  relacicm  tienen  con  otros  Estados. 

Tan  claro  aparece  el  sentido  de  las  disposiciones  oonstifaicionaleiy 

2ue  todos  los  Estados  las  han  entendido  de  la  misma  manera.  Eln 
lundinamarca,  Cauca,  Tolima,  &c.,  se  han  establecido  barcas  para  él 
paso  de  los  rios,  i  se  ha  rematado  el  derecho  de  exijir  una  pequeña 
remuneración.  Anulándose  la  lei  de  Antioquia,  quedarian  anuladas  las 
semejantes  de  los  otros  Estados,  i,  sin  duda  alguna,  mía  reclamación 
unánmie  se  haria  oir  en  el  recinto  del  Senado.* 

Ni  se  diga  que  con  el  remate  de  los  pasos  se  concede  privilejio 
atacándose  la  libertad  de  industria  que  garantiza  d  inciso  9.°,  artículo 
61  de  la  Constitución ;  pues  en  la  parte  nnal  del  mismo  inciso  se  escep* 
túa  la  industria  que  la  ünion  i  los  Estados  se  reserven  como  arbimo 
rentístico,  i  como  tal  se  ha  reservado  el  Estado  de  Antioquia  el  paso 
de  los  rios. 

Hé  aquí,  ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios,  algunas  de  las 
rassones  que  se  tuvieron  en  endita  para  negar  la  resolución  propuesta 
por  la  comisión  permanente ;  negativa  que  implícitamente  lleva  oonsugo 
isk  aprobacicm  de  la  s^uiente  resolución,  que  vuestra  comÍBion  eqpe^Stl 
os  somete  respetuosamente : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  ^ua  le 
confiere  el  inciso  6.^,  Qxtículo  51  de  la  Constitución  nación^,  ^nlni^ 
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fáUdoB  los  artíoiiloa  113,  Ui,  115, 116»  121^22, 123  i  124  de  la  Id 
Ertado  soberano  de  Antioquia,  espedida  el  22  de  diciembre  de  1 
soloe  caminos  públicos. 

Bogotá»  4  de  jimio  de  1866. 

Giadadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

M.  M.  Mat.TiAKTNO. 


XXV. 


TAI«IDSZ  4^1  incito  3.»  del  artículo  4*  i  los  aitfcnlo§  dT  i  81  de 
la  UbA  del  Gttado  del  Toiima,  de  11  de  agosto  de  1866,  orgiínica 

del  «tatema  rentístico  del  £stado. 


ACCKBDO  BE  lA  SUPBEMA  CoBTE. 
Corte  Suprema  feder^. — ^Bogotá,  noviembre  Teintiocho  de  mil  ochocientos  seeenta  i  seis, 

"Vistos — Han  solicitado  Marcelo  Barrios  i  Lorenzo  A.  Yiana  la 
«nspension  de  los  artícnlos  27  i  31  de  la  lei  del  Estado  soberano  del 
Toiima,  de  U  de  agosto'  de  1866,  como  contrarios,  segon  uno  de  los 
netíoioBarios,  a  lo  establecido  en  el  artícalo  24  i  en  el  inciso  6.°,  artícn- 
K>  16  de  la  Oonstitacion,  i  segon  el  otro,  como  contrarios  a  la  igaaldad 
garantizada  en  la  disposición  qae  acaba  de  citarse,  i  como  contrarios 
j^aahnente  al  inciso  4.^,  artíctúoS.^  de  la  Oonstitacion  nacional. 

Lias  dísposioiones  onya  suspensión  se  solicita,  tienen  por  objeto 
gravar  las  mortaorias  en  beneficio  de  las  rentas  del  Estado,  como  lo 
eofca^eron  desde  mil  ochoóientos  veintitmo  hasta  treinta  i  uno  de  di- 
ciembre de  pil  od^ooientos  sesenta  i  uno,  a  favor  de  las  rentas  de  la 
Nación,  habiendo  tenido  por  objeto  este  cra-rómen  la  manumisión  de 
]¿B  esclavos  que  ésástian  en  el  territorio  colombiano. 

Jjas  disposiciones  lejislativ'ás  que  gravaban  las  mortuorias,  conser- 
vando la  venia  de  manumisión  aun  mucho  después  de  haber  siáo 
mantumüdos  todos  los  esclavos,  fueron  felizmente  derogadas  por  el 
decreto  del  (Gobierno  provisorio  de  nueve  de  setiembre  de  mil  ocho- 
cientoB  sesenta  i  uno,  lo  cual  destruye  completamente  el  argumento 
hecho  por  uno  de  los  solibitantes,  basado  en  que  la  contribución  esta- 
Uecicla  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  del  lolüna  es  también 
XQia  contribución  nacional. 

El  impuesta  sobre  las  mortuorias  es,  propiamente  hablando,  como 
en  términos  claros  lo  dice  el  artículo  27  de  la  lei  cuya  suspensión  se 
■oUeita,  un  impuesto  sobre  los  herederos,  que  deben  pagar  un  tanto 
por  ciento  sobre  lo  que  hereden,  según  sus  distintas  condiciones ;  i 
eomo  ese  impuesto  se  pausa  a  deber,  según  la  misma  lei,  cuando  se 
praotiqae  o  apruebe  pot  el  juez  el  inventario  que  los  herederos  o  in- 
texesados  Seben  hacer  o  pedir  que  se  haga,  es  también  daro  que  esta 


coninbncion  establecidA  para  todas  las  mortaorias  cayo  inventario  no 
86  haja  practicado  o  aprobado  por  d  jaez,  es  una  disposioion  jeneral, 
aplicable  ignabnente  a  todas  las  mortaorias  qae  se  encuentran  en  ese 
caso,  habiendo  querido  el  lejislador,  sin  oponerse  a  derecho^  alguno, 
gravar  la  riqueza  adquirida  por  sucesión  antes  de  entrar  a  manos  del 
^quirientei  en  lo  cual,  sin  duda,  quiso  consultar  un  buen  principio  de 
lejislacion  civil. 

Verdad  es  que  el  impuesto  sobre  las  mortuorias  no  seri  de  fácil  i 
cumplida  recf^udacion,  como  no  lo  fué  el  derecho  de  manumisión  es- 
tablecido desde  el  Oongreso  constituyente  de  Oúcuta ;  verdad  es  que 
esa  disposición,  como  la  de  1821,  dará  lugar  a  fraudes  i  ocultaciones  da 
la  riqueza  mueble,  i  sobre  todo  de  la  que  consista  en  numerario,  que 
no  figurará  en  los  inventarios,  para  no  pagar  la  contribución  del  Esta- 
do ;  verdad  es  que  esta  ocultación  perjudicará  a  muchos  interesados 
que  no  puedan  iestionar  contra  ella,  o  por  falta  de  conocimiento,  o  por 
¿ata  de  medios,  i  principalmente  pue«f^  pequdipar  a  los  menores  W 
rederos,  que  no  pueden  saber  lo  que  su  padre  difunto  dejó  para  ellocí, 
siendo  víctimas,  mas  tarde,  de  nuevos  afectos  contraidos  por  el  padre 
sobreviviente. 

Pero  estas  consideraciones,  por  incontestables  que  sean  para  que 
las  tenga  en  cuenta  el  lejislador  del  Estado  del  Tolima  en  beneficio  de 
los  asociados  de  aquel  Estado,  no  son  bastantes  para  que  se  entienda 
que  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  del  Tolima  se  haya  salido  de  sa 
esfera  de  acción  constitucional  espidiendo  la  lei  de  ll  ^e  agosto  de 
1866,  cuya  suspensión  se  ha  solicitado  ;  por  lo  cual,  la  Corte  Suprenoa 
federal,  de  acuerdo  con  el  concepto  del  señor  Procurador  jenerál  de  la 
Nación,  se  abstiene  de  suspender  los  artículos  de  la  lei  citada  a  queee 
refieren  los  peticionarios. 

.  Envíese  copia  de  esta  resolución  al  Presidente  del  Estado  sobera- 
no del  Tolima^ublíquese  en  el  *'  Bejistro  Oficial,'*  déjese  copia  en  el 
archivo  de  la  Corte  i  remítase  el  espediente^a  la  Cámara  del  Senado* 
para  los  efectos  de  la.  parte  final  del  artículo  72  de  la  Constitución, 

Bakon  G^mxz  —  Andbes  Cebón— José  Abaujo— Maboelino  Gutié- 
BÉEZ  A. — ^EmuANO  Bestbepo  E. — Vicente  Fanegas,  Seteretftrio. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procn^ 
rador  jeneral  de  la  Nación. — Gütlébbbz  de  Liba— Fan^o^,  Secretario. 

Es  copia — Secretaria  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  di* 
ciembre  cinco  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis — Vioenie  Fanegas. 


Infobme  de  la  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Tolima  espidió» 
en  11  de  agosto  de  1866,  una  lei  orgánica  del  sistema  rentístico  del 
Estado,  en  la  cual  declaró,  por  el  inciso  3.°  del  artículo  4.^  como  renten 
suya,  el  producto  del  impuesto  sobre  las  mortuorias,  cuya  cuantía  de- 
tenninó  por  el  artículo  27,  espresando  en  el  31  que  este  impuesto  se 
causa  desde  que  gfi  practique  o  apruebe  por  d  «Mies  el  inventario  que 
los  herederos  o  interesados  deben  nacer  o  pedir  que  se.hagí^. 


—  126  — 

TUbs  dispoeioioiiés  han  sido  objetadas  de  inconstitaeionales  por 
106  cíadadanos  Marcelo  Barrios  i  Lorenzo  A.  Viana,  los  cuales,  para 
el  efecto  de  obtener  la  suspensión  de  ellas,  ocumeron  a  la  Corte  Su- 
prama  federal,  quien,  por  acuerdo  de  28  de  noviembre  del  año  próximo 
puado,  declaró,  de  conformidad  con  el  concepto  del  señor  Procurador 
jeneoral  de  la  Nación,  que  la  Asamblea  Lejislatiya  del  Estado  del  Toli- 
nta  no  se  habia  salido,  con  tales  disposiciones,  de  su  esfera  de  acción 
oonstítaGional,  i  que  en  tal  virtud  se  abstenía  de  suspenderlas. ' 

liOB  fundamentos  que  en  apoyo  de  su  opinión  han  alegado  los  de- 
teiioiantes,  i9cm  estos : 

1.^  Que  estando  las  mortuorias  actualmente  gravadas  por  la  Na- 
don  con  nn  impuesto  para  la  fundación  de  lazaretos,  i  habiéndolo 
estado  antes  para  la  manumisión,  no  ha  podido  crearse  esa  renta  por 
h  Asamblea  del  Tolima,  porque,  según  el  inciso  é,°  del  artículo  8.  de 
la  Constitución,  existe  entie  los  Estados  el  compromiso  de  no  gravar 
oon  impuestos  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales; 

2.^  Que  habiéndose  dispuesto  que  el  derecho  se  cause  cuando  se 
practiqaen  o  se  hayan  aprobado  por  el  Juez  los  inventarios  c[ue  los 
nerederos  deben  hacer  o  pedir  que  se  hagan,  se  le  ha  dado  a  la  lei  efecto 
retroactivo,  contra  lo  dispuesto  en  el  articulo  24  de  la  Constitución,  por 
cuanto  a  que  han  quedado  comprendidas  en  el  pago  del  impuesto  las 
mortuorias  anteriores  a  la  sanción  de  la  lei,  i  en  las  cuales  aun  no  se 
hubiera  verificado  la  formación  de  los  inventarios;  i  " 

3.*^  Que  el  impuesto  no  es  igual  para  todos,  toda  vez  que  se  hace 
can  é¡  dfi  peor  condición  a  los  que  heredan,  sujetándolos  a  un  pago  a 
qae  no  lo  están  los  que  no  heredan,  i  que  en  tal  virtud  se  viola  la  ga- 
rantía constitucional  de  la  igualdad. 

Esta  aij^umentaoion  es  absolutamente  infundada,  en  concepto  de 
vuestra  comisión,  como  pasa  a  demostrarlo. 

En  primer  lugar,  no  es  exacto  que  la  Bepública  tenga  en  Ja  actúa- 
lidad  gravadas  las  mortuorias  con  alguna  clase  de  impuesto  para  la 
Amidacion  de  lazaretos,  ni  para  zángun  otro  fin ;  i  aunque  es  cierto 
que  esa  fué  renta  suya,  destinada  a  la  manumisión  hasta  el  ano  de  1861, 
esio  en  nada  menoscaba  la  autonomía  de  los  Estados,  por  cuanto  que 
a  éstos,  el  compromiso  <][ue  los  liga  constitucionalmente  a  ese  respecto, 
68  el  de  no  gravar  con  impuestos  los  productos  que  sean  materia  de 
ioq^uestos  nacionales ;  pero  de  ningún  modo  loa  que  hayan  sido  objeto 
de  tales  oonkibudones. 

Bien  puede  suceder  que  en  virtud  de  la  cesión,  hecha  por  el 
Gobiemo  nacional  al  de  los  Estados,  de  la  renta  de  manumisión  causada 
a  deber  i  no  cobrada  hasta  el  31  de  diciembre  de  1861|  así  como  del 
li<M»ho  de  existir  mortuorias  anteriores  a  esa  época,  en  las  cuales  no  se 
kayaxipracticado  o  aprobado  por  el  juez  los  inventarios,  los  herederos, 
en  el  ^tado  del  Tolima,  vengan  a  verse  gravados  con  una  contribución 
exoibitttnte,  insoportable  i  antieconómica ;  pero  como  los  Estados  en 
esa  materia  no  tienen  otra  limitación  que  la  apuntada^  ^mejante 
xacioeánio  de  ningún  modo  puede  afectar  de  nulidad  el  acto  lejislativo 
qoa  tai  cosa  permite,  aunoue,  por  otra  parte,  constituya  un  poderoso 
Botivo  para  que  la  Asamblea  del  Tolima,  penetrándose  del  espíritu 
qae  aconsejan  los  mas  sanos  principios  en  materia  de  lejislacicoi,  escla-> 
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Íá  de  los  efectos  de  aquella  posibilidad  peroiciosa  a  los  herederos  en  él 
¡stado  que  llegaen  a  eticontrarse  en  ella. 

Eq  segundo  lugar,  el  hecho  de  quedar  comi>rendido8  en  la  disposi- 
ción legal  aquellos  herederos  que,  habiendo  tenido  el  carácter  de  talas 
antes  de  su  sanción,  lo  sean  en  mortuorias  cuyos  inTentarios  aun  no  se 
hubieran  practicado  i  aprobado  después  de  ese  acto,  es  nn  aKumttito 
contraproducente  para  el  efecto  de  probar  la  retroactiyidad  de  la  lei, 
porque  ésta,  en  su  artículo  27,  ha  declarado  que  el  impuesto  sobre  las 
mortuorias  consiste  en  el  tanto  por  ciento  que  los  herederos  deben 
pagar  por  el  monto  líquido  de  los  bienes  hereditarios;  i  oomo  éste  no  se 
conoce  sino  cuando  se  han  formado  los  inventarios,  o  han  sido  i^pcoba- 
dos  por  el  juez,  en  su  caso,  evidentemente  la  lei  no  comprende  otros 
hechos  que  los  que  se  verifiquen  con  posterioridad  a  su  sanción. 

Por  último,  si  en  la  clase  de  los  herederos  en  el  Tolima,  i  entre  loa 
calificados  para  el  pago  de  ese  impuesto,  hubiera  algunos  que,  por 
virtud  de  las  disposiciones  que  se  examinan,  fueran  de  peor  condición 
que  los  otros,  razón  habría  para  estimar  tales  disposiciones  como  vio- 
latorias  de  la  garantía  constitucional  de  la  igualdad;  pero  apoyar  el 
raciocinio  de  que  lo  son,  en  que  los  que  heredan  están  sujetos  a  tm 
pago  a  que  no  lo  están  los  que  no  heredan,  es  hacer  uso  de  un  ai^a- 
mentó  de  tanta  ampliación,  que  no  dejaría  en  piá,  como  lejítima,  ttna 
sola  de  las  contribuciones  actuales. 

En  efecto,  respecto  del  derecho  de  importación  podria  decirse  que 
hacia  de  peor  conoicion  a  los  que  importaiban  que  a  los  que  no  impor- 
taban ;  en  el  de  destilación,  que  sucedía  esto  mismo  entre  el  destilador 
i  el  no  destilador,  i  por  último,  que  entre  los  diferentes  clasificados 
para  el  pago  de  un  impuesto,  bien  como  el  establecido  por  la  lei  del 
Tolima,  o  el  directo,  si  se  G[uiere,  todo  el  que  figurara  en  alguna  de  esas 
clases  seria  de  peor  condición  que  el  que  no  figurara  en  ellas,  i  san 
entre  los  mismos  clasificados  podría  decirse  también  que  lo  eran  aqoe^ 
líos  que  estuvieran  gravados  con  el  mas  alto  derecho  establecido  en  la 
lei,  resultando  de  aquí,  como  lo  ha  espresado  con  mucha  oportunidad, 
el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  que  solo  el  bárbaro  impuesta 
de  la  capitación  gravaria  a  todos  aquellos  a  quienes  se  han  garantizado 
los  derechos  incuviduales,  debiendo  comprenderse  hasta  los  niños, 
porque  también  son  colombianos,  i  al  esdmirios  de  ¿1,  quedarían  ds 
peor  condición  los  mayores  de  edad. 

En  materia  de  impuestos,  es  doctrina  muí  rec<moeíds  que  la  ga^* 
rantía  de  la  igualdad  queda  satisfecha  desde  que  los  que  se  enenentran 
colocados  en  idéntica  condición  quedan  comprendidos  an  el  pago  de  la 
contribución  establecida.  Así  es  que  basta  que,  tratándose  del  impoesia 
comercial,  lo  paguen  todos  los  que  hacen  el  comercio,  como  tratíoidoss 
de  un  derecho  sobre  la  industria  aj^icola,  todos  los  agricultores,  i  finali- 
mente,  como  tratándose  de  cualqmera  otro  impuesto  con  que  se  grsT» 
alguna  de  las  tantas  clases  en  que  la  sociedad  está  dividida  para  el 
trabajo,  lo  están  todos  los  que  la  compongan,  para  que  tal  impuesto  se 
considere  como  jeneral,  i,  por  lo  mismo,  en  nada  atentatorio  de  la  spa» 
rantía  de  la  igualdad.  Apoyada  en  las  razones  que  vienen  ccmsigna&Sy. 
la  comisión  encargada  del  examen  de  los  actos  lejislatiyos  de  los  Esfca» 
dos,  tiene  el  honor  de  someter  a  vuestra  consideración  el  HÍgoieiita 
proyecto  de 
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BESOLÜCION: 


£3  Senado  de  Plenipptenoiarios  declara  válidos  el  inciso  3.^  del 
arlíoiilo  4.^  i  los  artículos  ^7  i  31  de  la  lei  del  Estado  soberano  del 
ToUma,  espedida  el  11  de  agosto  de  1866,  orgánica  del  sistema  rentís- 
tloo  del  Estado. 

Bogotá,  febrero  18  de  1867. 

dudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

M.  AicADOB  Fierro — ^Bafael  Buenaventura — Agustín  Arias — 

SlLTBKCBB  SSBBANO — R.  SaNTODOMINGO   YiLA. 


XXVI. 


HinLÜ^AD  del  artículo  §.•  de  la  leí  140  del  Estado  del  Canea,  en 
canato  grvLVwt  la  e«portaclon  del  cacao,  1  validez  del  mismo 
nrlicnlo  i  del  o.*  i  lO  de  la  misma  leí,  en  cnanto  grava  la  estrac» 

clon  de  los  prodnctos  del  mismo  JEstado. 


Acuerdo  de  la  Suprema  Corte. 

Baprema  federal — Bogotá,  YeiDtiseis  de  noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis. 

yktos — ^El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  ocurrió  denun-- 
oomo  contrarios  a  la  Oonstituoion  nacional  los  ^artículos  1.^,  2.°, 
8k%  &^,  9.^  i  10  de  la  lei  140  del  Estado  soberano  del  Cauca,  sanciona-- 
da  A  tres  de  noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  tres,  i  pidiendo, 
en  oqmsecüencia,  que  ]a  Corte  Suprema  federal  los  suspendiese. 

tarde  ocurrió  desistiendo  de  su  solicitud  en  cuanto  a  Jos  ar* 
1.^,  2.^  i  SSy  por  haber  tenido  conocimiento  de  que  ja  hablan 
tído  suspendidos  por  la  Corte  en  su  acuerdo  de  veintiocho  de  enero  de 
sil  odbocientos  seeenta  i  cinco,  limitando,  en  tal  virtud,  su  sohcitud  de 
suspensión  a  los  artículos  8.^,  9."  i  10. 

Ix>8  artículos  cuja  suspensión  se  sohcita  son  del  tenor  siguiente : 

^  Art  8.'  Por  cada  carga  de  cacao  que  se  e^portCy  o  que  se  estrai- 
'gft  a  otro  Estado,  se  pagarán  cuatro  pesos. 

f  Art  9."  Por  las  cabaUeríaB  i  ganado  mayor  que  se  estraigan  del 
>,  se  pagará  a  razón  de  un  peso  por  cada  cabeza. 

'.*  Árt.  10.  Por  cada  carga  de  anis  que  6e  estraiga  del  Estado,  se 
cuatro  pesos." 

'El  señor  Pn>curador  estima  que  estos  artículos  están  en  pugna^ 

el  inciso  6.^^  airtículo  8.^  de  la  Constitución  federal;  porque  estando 

ncoliifaido  a  los  Estados  el  ^avar  con  impuestos  los  productos  que 
«aaattBn  por  su  territorio,  sm  destinarse  a  su  propio  consumo,  estima 
me  por  dichos  artículos  se  grava  con  un  impuesto  el  mero  tránsito  de 
MBineicaderias  destinadas  para  el  consumo  de  otros  Estados  diversos 
^sl  Canoa. 

£stima  as!  mismo  el  señor  Procurador  que  el  artículo  8.^,  en  cuan«- 
tapor  A  se  grava  la  esportacion  del  cacao  destinado  a  mercados  es- 
tranjeros»  es  contrario  al  inciso  4.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución^  que 
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prohibe  a  los  Estados  gravar  con  impuestos  de  coalqaiera  ciase  ios 
productos  destinados  a  ia  esportacion. 

Pero  la  Corte  no  considera  fundadas  las  razones  en  qae  se  apoya 
el  señor  Procurador,  en  lo  que  respecta  al  impuesto  con  que  se  gravan 
los  productos  del  Estado  del  Oauca  que  se  estraen  de  A  con  destino  a 
otros  Estados  de  la  Union.  Verdad  es  que  la  Constítacion  prohibe  a 
los  Estados  gravar  con  contribuciones  los  productos  que  transiten  por 
BU  territorio,  sin  destinarse  a  su  propio  consumo ;  pero  también  lo  es 
que  por  los  artículos  8.^,  9.°  i  10  citados,  en  cuanto  por  ellos  se  grava 
al  comercio  que  el  Estado  del  Cauca  hace  con  otros  Estados  de  la 
Union,  no  se  cobra  un  impuesto  de  tránsito,  sino  un  impuesto  por  la 
estraccion  de  los  productos  de  aquel  Estado  para  otro  u  otros.^ 

El  comercio  de  tránsito  es  el  que  se  hace  a  través  del  territorio  de 
un  Estado  o  nación,  conduciendo  productos  mercantiles  destinadcMS 
para  el  consumo  de  otro  Estado  o  nación,  i  que  no  proceden  del  país 
por  el  cual  se  hace  el  tránsito.  Este  comercio  es  el  que  haee  la  Union 
Colombiana  con  productos  estranjeros  que  importa  para  su  consumo. 

Basando  por  el  territorio  de  Venezuela.  Pero  el  comercio  que  hace  él 
leñador,  por  ejemplo,  con  el  Estado  del  Cauca,  introduciendo  a  éste 
productos  naturales  o  manufacturados  en  aquel  pais,  no  se  llama,,  ni 
científica  ni  legalmente,  comercio  de  tránsito. 

En  tal  virtud,  es  evidente  que  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca 
no  salió  de  su  esfera  constitucional  al  gravar  con  un  impuesto  la  estrac- 
cion de  artículos  i  productos  de  su  suelo,  destinados  al  comercio  de 
otrbs  Estados  de  la  Union.  Al  establecer  ese  impuesto  sobre  la  estrac- 
cion de  sus  productos,  no  cobra  un  derecho  de  traneúto,  sino  un  impues- 
to sobre  el  comercio  interior,  i  la  Constitución  no  prcdiibe  a  los  Estados 
el  gravar  con  impuestos  dicho  comercio.  Pero  el  artículo  8.°,  en  cuanto 

Sor  él  se  grava  la  esportacion  del  cacao  producido  en  el  Estado  del 
auca,  sí  es  contrario  al  inciso  4.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución 
federal,  según  el  cual  no  es  lícito  a  los  Estados  el  gravar  con  impuestos 
los  productos  destinados  a  la  esportacion,  ent^diendo  por  ésta  la 
estraccion  del  país,  con  destino  a  mercados  estranjeros,  de  los  produoi^ 
tos  naturales  o  manufacturados  de  aquél. 
'        Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal  resuelve: 

1.^  Los  artículos  8.°,  9.^  i  10  de  la  lei  140  del  Estado  soberano  del 
Cauca,  no  son  contrarios  a  la  Constitución  nacional,  en  cuanto  por 
ellos  se  grava  con  impuestos  el  comercio  interior  del  Estado  del  Clau- 
ca, con  otro  u  otros  de  la  Union  Colombiana,  i  por  lo  nñsmo^  la  Oorte 
se  abstiene  de  suspenderlos ;  i 

2.^  El  artículo  8.'  de  la  citada  lei  es  contrario  al  inciso  4.^,  artion*- 
lo  8.^  de  la  Constitución  nacional,  en  cuanto  por  él  se  grava  la  esjxyrtcír- 
don  del  cacao  producido  en  dicho  Estado,  con  destino  a  mercados  e»» 
tranjeros,  i  por  lo  tanto,  la  Corte  Suprema  federal,  en  ejercicio  de  la 
atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional, 
suspende  en  esa  parte  el  referido  artículo. 

Comuniqúese  al  Gobierno  del  Estado  soberano  del  Cauca  esi^ 
resolución,  i  dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  en  sus  pr6u- 
mas  sesiones. 

Bamon  OdicBZ— A2n)BEs  Cebón — José  AsaCjo — ^Maboelino  Ghmf>> 
BBEZ  A.— Emiliano  Bestbepo  'E.—VictTde  Fanegas,  Secretario* 
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En  la  misma  f eoha  noti^qué  la  resoludon  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación. 

GunÉBBEZ  DE  liABi* — Vanegos^  Secretario. 

Efi  copia. — Secretaría  de  la  Corte  Saprema  federal. — ^Bogotá,  no< 
veintinaeTe  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis. 

Vicxfide  Vanégaa. 


Imtobme  db  la  Oomision  del  Senado. 

Cindadajios  Senadores  Plenipotenciarios^ 

Por  resolución  de  26  de  noTiembre  de  1866  declaró  la  Oorte  Su- 
prema federal  válidos  los  artículos  8.^,  9.^  i  10  de  la  lei  140  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  en  cuanto  por  ellos  se  grava  con  impuestos  el  co- 
mercio interior  del  Estado  del  Cauca  con  otro  u  otros  ae  la  tjnion^  i 
contrario  al  inciso  4.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución,  el  artículo  8.^ 
de  dicba  leí,  en  cuanto  por  él  se  grava  la  esportacion  del  cacao  produci- 
do en  dicbo  Estado. 

La  comisión,  al  examinar  los  artículos  8.^,  9.^  i  10  de  la  lei  citada, 
i  cuya  suspensión  solicitó  el  señor  Procurador  de  la  Nación,  ha  encon- 
trado arreglada  a  derecho  la  resolución  de  la  Corte. 

El  arnculo  8.°  dice  lo  siguiente  :  "Por  cada  carga  de  cacao  que  se 
esparte  o  que  se  estraiga  a  otro  Estado,  se  pagarán  cuatro  pesos. 

El  derecho  impuesto  por  la  esportacion  es  contrario  a  la  iSltima 
parte  del  inciso  4.  ,  artículo  8.^  de  la  Constitución,  que  dice  :  ni  (se 
podrán  gravar)  los  productoá  destinados  a  la  esportacion,  cuya  libertad 
mantendrá  el  Gobierno  jeneral.  En  presencia  de  esta  disposición  cons- 
fitucionaly  la  Corte  Suprema  suspendió  el  artículo  8.^  de  la  lei,  en  cuan- 
to grava  con  un  impuesto  la  esportacion  del  cacao. 

Bespecto  de  los  artículos  9.^  i  10,  la  comisión  opina  que  son  váli- 
dos, lo  mismo  qp.e  el  8.^  en  su  segunda  parte,  porque  el  impuesto  que 
grava  la  estraccion  del  cacao,  el  ganado,  las  caballerías  i  el  anís,  no  se 
opone  a  ningún  precepto  constitucional  ni  legal,  i  los  Estados  están 
bcnltados  para  crearse  las  rentas  que  crean  convenientes,  siempre  qnie 
éstas  no  se  opongan  a  lo  dispuesto  en  los  incisos  3.^,  4.^,  5.<>  i  7."  del 
artíctüo  8.^  de  la  Constitución. 

El  señor  Procurador  ha  creido  que  la  contribución  impuesta  por 
la  estraccion  del  Estado  de  las  especies  señaladas,  es  contraria  al  in- 
dso  6.^,  artículo  8.*'  de  la  Constitución,  por  cuanto  a  que,  no  olriBción- 
dose  al  consumo  dichas  especies,  la  contnbucion  por  la  estraccion  equi- 
valía a  imponerla  por  el  tránsito,  lo  que  no  es  exacto,  porque  la  dife- 
rencia entre  el  tránsito  i  la  estraccion  es  notable.  Los  Estados  pueden 
imponar  la  contribución  de  tránsito  de  los  efectos  que  se  produzcan  eñ 
su  territorio,  pero  no  de  los  que  vengan  de  otros  Estados  sin  ofrecerse 
al  eonstunq ;  i  como  la  contribución  establecida  por  los  artículos  8.^^ 
9J^  i  10  es  sobre  los  productos  del  Estado,  óste  tiene  perfecto  derecha 
para  gravar  sus  proauctos,  ja  sea  por  el  tránsito,  o  ya  sea  por  la  es- 
faaccion. 

Por  estas  consideraciones;  vo^sb^a  comimon  os  propone  el  s^uieñte 
pvojecto  de  is 
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bbsolüoioh; 


El  Sexutdo  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  le  con- 
fiere el  inciso  5.^  del  artícnlo  41  de  la  Oonstitncion,  declara  nulo  el 
artícnlo  8.^  de  la  leí  140  del  Estado  soberano  del  Cauca,  en  cuanto 
grava  con  la  suma  de  cuatro  pesos  la  esportacíon  de  cada  carga  de 
cacao,  i  válido  el  mismo  artículo  i  el  9.^  i  10  de  dicha  lei,  en  cuanto 
gravan  la  estraccion  de  los  productos  del  mismo  Estado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Bafael  Buekaventuba— M.  AmBoB  Eixbbo^Acfubtin  Auas — B» 

SANTODOmNOO  YlLA— SSÜVESTBB  SEBBANa 


xxvn. 


Cl  Senado  se  alMtlene  de  ejercer  su  atribaoi<Hi  consUtncioiial 
respecto  de  la  iei  del  Estado  del  Magdalena,  de  31  de  diciembre 
de  1M4,  que  cre6  fondos  para  la  apertura  del  camino  real 

el  departamento  de  Padilla* 


AOUIBDO   DE  LA  SüPBElCA  CoBTE. 
Corte  Suprema  federal— Bogotá,  octubre  yeinUcnatro  de  mil  ochodentos  sesenta  i  seis. 

Vistos — ^En  veintinueye  de  mayo  del  comente  ano  resolvió  esto 
Supremo  Tribunal  suspender  los  incisos  1.^,  2.^  i  3.*,  artículo  33  de  la 
Iei  es^dida  por  la  Convención  del  Estado  soberano^  del  Magdalena^ 
oi^amzando  la  administración  i  comercio  del  territorio  goajiro,  coiqo 
absolutamente  contrarios  a  la  parte  final  del  inciso  4J^  del  artículo  8.^ 
de  la  carta  fundamental  de  la  Union  Colombiana,  procediendo  así  en 
virtud  de  la  atribución  conferida  por  el  artículo  y2  de  la  mencionada 
carta,  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios  declaró  nulas  las  mismas  dis- 
posiciones por  el  mismo  motivo^  i  ademas,  como  contrarias  al  inoiso 
3.^  de  la  misma  Constitución. 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  solicita  ahora  la  suspen- 
sión del  artículo  7.^  de  la  Iei  espedida  por  la  misma  Convención  del 
Estado  soberano  del  Magdalena  el  31  de  diciembre  de  1964,  redactado 
en  estos  términos : 

'^  En  todo  el  ano  próximo  se  continuará  cobrando  el  derecho  de 
diez  centavos  por  cada  carga  de  palo  brasil  que  se  consuma  o  venda 
en  el  mercado  de  Biohacha,  destinado  su  producido,  junto  con  lo  ya 
recaudado,  al  mismo  esclusivo  objeto  que  le  señaló  el  Poder  Ejecutivo 
dd  Estado  en  su  decreto  sobre  la  materia." 

I  como  ya  se  dijo  en  la  resolución  citada  de^  veintiséis  de  abril 
áltimo,  i  confirmada  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios,  "  que,  según 
el  compromiso  estipulado  por  los  Estados,  no  pueden  éstos  gravar  con 
impuestos  los  productos  destinados  a  la  esportacion,  cuya  libertad 
mantendrá  el  Gobierno  jeneral ;  i  como  el  dividivi  i  bracilete  que  ee 
conduce  de  la  Qoajira  es  para  exportarlo,  porque  estos  produeios  no 
tienen  consumo  en  la  Bepública,  es  evidente  que  esta  consideración 
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es  c^^moBamante  aplicable  al  artíonlo  7.^  dé  la  lei  espedida  por  la 
Conyendon  del  Estado  soberano  del  líCagdáléna  en  31  de  diciembre  de 
mil  ochopientoB  sesenta  i  cuatro,  caya  saspension  solicita  el  señor  Pro- 
onrador  general  de  la  Nación,  i  a  la  cual  accede  la  Corte  Suprema  fede- 
nl,  en  ejercicio  de  la  facultad  conferida  por  el  artículo  72  de  la  Cons- 
titución, considerando  el  artículo  de  la  lei  citada  como  confarario  al 
inciso  4L^y  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional. 

Dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  en  su  próxima  reunión, 
enTÍese  copia  de  esta  resolución  al  señor  Presidente  del  Estado  sobe- 
rano del  Magdalena,  i  pubK^uese  en  el  periódico  oficial,  como  lo  cUs- 
pone  el  artículo  140  de  la  leí  de  22  de  mayo  ultimo. 

Baxon  QtfMEZ— Akdbes  Cebón— José  Anif jo — ^Maboeuno  GunÉ- 
S8EZ  A. — ^Emiliano  Bestbepo  E.— >-  Vioerdt  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
xador  jeneral  de  la  Nación — Guixébbez  de  Laba — Vanégaa^  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — Bogotá,  octu- 
bre treinta  i  uno  de  mil  oJchocientos  sesenta  i  seis. 

VicefnJte  Vimégas. 


iMFOItME  DB  LA  COMISION  DEL  SeNADO. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios- 

El  15  de  setiembre  del  año  próximo  pasado,  el  señor  Procurador 
jeoeral  de  la  Nación,  empleando  la  facultad  aue  le  confiere  el  artículo 
72  de  la  lei  fundamental  de  la  Union,  ocurrió  a  la  Corte  Suprema  fe- 
deral solicitando  la  suspensión  del  artículo  7.^  de  la  lei  que  espidió  1^ 
Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  del  Magdalena  en  31  de 
diciembre  de  1864,  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  del  mismo  Estado 
para  contratar  la  apertura  del  camino  real  desde  el  distrito  de  Bioha- 
cha  hasta  el  caserío  denominado  **  Papayal, "  en  la  jurisdicción  del 
distrito  de  Barrancas. 

Dispúsose  por  ese  artículo  que  en  todo  el  año  de  1865  se  conti* 
nnars  cobrando  el  derecho  de  diez  centavos  por  cada  carga  de  palo 
brasil  que  se  consumiera  o  vendiera  en  el  mercado  de  Biohacha,  i  que 
su  producto,  junto  con  lo  anteriormente  recaudado,  se  destinara  al 
mismo  esclusivo  objeto  que  le  había  señalado  el  Poder  Ejecutivo  en  un 
decreto  espedido  sobre  la  materia.  ^ 

Lios  fandamentos  en  que  el  señor  Procurador  de  la  Nación  fondo 
la  solicitad  de  que  vuestra  comisión  se  ocupa,  fueron  los  siguientes : 

1.^  Que  no  teniendo  consumo  en  el  país  el  palo  brasil,  i  siendo 
WDL  producto  destinado  a  la  esportacion,  la  Convención  del  Magdalena 
ao  podo  gravarlo,  como  lo  hizo,  con  un  impuesto,  sin  violar  el  compro- 
miso contraído  por  los  Estados  en  la  s^pmda  parte  del  inciso  é,^  del 
axtícnlo  8.^  de  b  Constitución ;  i 

2."  Que  habiendo  la  Corte  suspendido,  i  el  Senado  anulado, 
por  sa  resolución  de  29  de  mayo  de  1866,  los  incisos  1.^,  2.^  i  3.^  del 
srtícalo  33  de  la  lei  del  mismo  Estado,  de  25  de  enero  de  1865,  orgá- 
aica  de  la  adminisfaracion  i  comercio  del  Territorio  goajiro,  en  cuyos 
se  establecieron  los  impuestos  de  cinco  centavos  por  cada  car** 
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f%  dé  dÍTidivi  me,  pTocedieyído  de  la  Qoajira,  Uegiura  por  mar  o  por 
erra  a  Bíoliacliay  i  de  cuarenta  centavos  por  cada  tonelada  de  brasi- 
lete  ^ue^  con  igaal  {irocedencia,  llegara  al  mismo  lugar,  debía  adoptarse 
el  mismo  procedimiento  respecto  del  artículo  7.®  de  la  lei  espedida  en 
diciembre  de  1864,  por  cuanto  a  que,  según  él,  se  establecía  el  propio 
impuesto  sobre  el  palo  brasil ;  *^  porque  si  bien  es  cierto,  continua  el 
señor  Procurador,  que  en  el  ultimo  acto  lo  aue  se  grava  es  el  consaiao 
o  la  venta  en  Biohacha,  i  en  el  primero  el  mismo  artículo,  pero  solo 

Eor  el  hecbo  de  llegar  a  dicha  ciudad,  no  lo  es  menos  que  teniendo  qae 
egar  antes  ese  artículo  de  comercio  para  que  pueda  ser  consumido  o 
vendido,  no  puede  constitucionalmente  gravársele." 

La  Corte  Suprema  federal,  estimando  bastantes  tales  argumentos, 
i  prescindiendo  de  otros,  resolvió  suspender  el  artículo  7.^  de  la  lei  ya 
citada,  en  acuerdo  de  24  de  octubre  del  i  año  próximo  pasado,  dispo- 
niendo que  se  le  diera  cuenta  al  Senado,  sin  duda  por  creer  la  Corte 
que  éste  estaba  en  el  caso  de  hacer  uso  de  la  atribución  5/  del  artículo 
61  de  la  Constitución. 

Esta  es,  ciudadanos  Senadores,  la  historia  de  este  asunto,  de  la 
cual  parto  vuestra  comisión  para  emitiros  su  concepto. 

Que  los  productos  destinados  a  la  esportacion  están  declarados 
libres  de  toda  clase  de  impuestos,  i  que  esa  libertad  está  solemnemente 
obligado  a  mantenerla  el  Gobierno  jeneral,  son  cosas  que  claramente 
estatuye  la  segunda  parto  del  inciso  4^  del  artículo  8.^  de  la  Constitu- 
ción ;  siendo  de  tanta  importancia  lo  primero,  que  se  elevó  a  la  catego- 
ría de  compromiso  entre  los  Estados,  incluyáidolo  al  propio  tiempo 
en  el  numero  de  aquellos  que  se  estimaron  como  necesarios  para  man- 
tener la  integridad  nacional,  la  marcha  espedite  de  la  ünion  i  las  rela- 
ciones pacíficas  entre  los  mismos  Estados. 

Por  consiguiente,  los  actos  de  las  Asambleas  de  los  Estedos  que, 
teniendo  el  carácter  de  lejislativos,  pongan  trabas  a  aquella  libertad, 
bien  gravando  los  artículos  destinados  a  la  esportadon,  bien  la  venta 
de  ellos,  o,  finalmente,  su  consumo  o  el  tránsito  para  su  consumo,  cuan- 
do éste  no  puedan  teles  artículos  tenerlo  realmente  en  el  país,  salen 
evidentemente  de  su  órbita  constitucional,  i  están  sujetos  a  suspensión 
i  anulación,  es  decir,  a  no  poder  continuar  surtiendo  sus  efectos  provi- 
ñonai  o  interinamente  en  el  primer  caso,  i  a  dejar  de  surtirlos  definiti- 
va o  perpetuamente  en  el  segundo. 

Dedúcese  rectamente  de  tales  premisas  que,  para  que  un  acto 
lejislativo  de  tal  carácter  pueda  ser  suspendido  i  anulado,  es  indispen- 
sable que  tenga  o  pueda  tener  algún  efecto,  pues  de  otro  modo,  como 
seria  en  el  de  que  no  lo  tuviese,  la  suspensión  i  anulación  carecerian 
de  objeto  a  que  poder  referirse,  i  consiguientemente  vendrian  a  ser,  en 
semejante  caso,  remedios  legales  impropiamente  aplicados. 

Este  es  precisamente  la  doctrina  constante  e  invariablemente  se- 

fuida  por  la  Corte  Suprema  federal  i  confirmada  por  el  Senado  al  no 
eclarar  la  suspensión  i  anulación  de  aquellos  actos  que,  siendo  ante- 
riores i  céntranos  a  la  Constitución,  han  quedado  por  ésta  virtuahnente 
derogados,  es  decir,  sin  existencia  i)ropia,  sin  fuerza  lejítíma  u  oblisa. 
toria  para  producir  efecto  alguno ;  i  es  esa  tembien  la  que  ha  debido 
aplicarse  en  el  presente  caso,  si  se  atiende  a  cpie  los  efectos  del  artíonlo 
7.^  de  la  lei  dd  Magdalena,  espedida  en  ld64,  tenían  nueve  i  medio 
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meeeB  de  haber  cesado  onando  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación 
oemnó  a  la  Oorte  para  que  se  sospendiera,  i  oonsigaieiitemexite  mucho 
mas  tiempo  cuando  este  Supremo  TríbunsJ  accedió  a  su  solicitud. 

En  Terdad,  el  artículo  t.^  de  la  citada  lei,  literalmente  copiado, 
dice  así : 

^  En  UA>  d  año  pr&ümo  se  continuará  cobrando  el  derecho  de  diez 
centavos  por  cada  carga  de  palo  brasil  que  se  consuma  o  venda  en  el 
mercado  de  Biohacha,  destinando  su  producido,  junto  con  lo  ya  recau- 
dado, al  mismo  esclusivo  objeto  que  le  señ^ó  el  roder  Ejecutivo  en  su 
decreto  sobre  la  materia." 

Es  así  que  ese  artículo  es  parte  de  una  lei  sancionada  el  31  de 
didembre  de  1864 ;  luego  su  disposición  solo  debia  cumplirse  en  todo 
daño  de  1865,  que  fué  al  que  se  refirió  al  decir :  ''  En  todo  daOopróonr 
mo  8e  oontínuará  cobrando  ckc.  dkc,*';  de  manera  que,  trascurrido  dicho 
ano,  tal  disposición  dejó  de  tener  efecto  legal,  fuerza  algana  obligatoria, 
exigencia  propia  o  lejitima,  i,  en  consecuencia,  de  ser  n^teria  de  sus- 
pensión en  18o6  i  de  anulación  en  1867. 

El  artículo  7.^  de  la  lei  del  Magdalena  de  1864,  indudablemente 

Sie  fué  vicioso  en  su  oríjen ;  pero  habiendo  perdido  toda  su  fuerza  con 
trascurso  del  tiempo,  o  no  teniendo  ya  ninguna  desde  la  espiración 
del  año  de  1866,  evidentemente  no  ha  podido,  en  1866,  ni  se  puede  en 
1867,  aplicársele  los  remedios  de  la  suspensión  i  anulación,  de  los  cua- 
les no  debe,  por  otra  parte,  prescindirae  en  sus  casos,  saludablemente 
destinados  como  están  a  mantener  el  equilibrio  de  los  poderes  públicos 
•nafiíonal  i  de  los  Estados,  segura  base  de  la  unidad  cdombiana. 

Aquí  terminaría  vuestra  comisión  estimando,  como  estima,  sufi- 
cientes las  razones  aducidas  para  fundar  el  proyecto  de  resolución  con 
que  debe  finalizar  el  presente  informe ;  pero  deseando,  apesar  de  su 
ereencia,  abundar  en  ellas,  ocupándose  desde  ahora  en  repÚcar  alguna 
objeción  que  pudiera  hacerse,  por  especiosa  que  ella  seria,  vuestra  co- 
misión concluye  preguntando : 

¿Existe  siqtuera  la  sospecha  de  que  la  disposición  del  artículo  7.^, 
tantas  veces  citado,  se  este  cumpliendo  actualmente,  se  cumpla  en  lo 
sacesivo,  i  se  haya  cumplido  de  julio  de  1866  en  adelante? 

En  primer  lugar,  la  simple  sospecha  de  que  surta,  haya  surtido  o 
pueda  surtir  efecto  un  acto  que  en  sí  mismo  no  tiene  razón  de  ser,  no 
es  motivo  con  que  podría  justificarse  el  ejercicio  de  la  atribución  de 
suspenderlo  o  de  anularlo ;  porque  de  ser  así,  esa  misma  sospecha, 
acaso  ñmdada,  respecto  de  algunos  actos  anteriores  i  contrarios  a  la 
Constitución,  habna  servido  para  proceder  en  tales  términos,  i,  sinem- 
baiigo,  ni  la  Oorte  ha  suspendido  ni  el  Senado  ha  anulado  semejantes 

aetos. 

I  en  segundo  lusar,  el  hecho  de  haberse  suspendido  i  anulado  los 
ieoisos  de  nna  lei  del  mismo  Estado  del  Magdalena,  espedida  en  enero 
de  1866,  gravando  el  palo  brasil,  por  la  simple  llegada  de  ese  producto 
a  Biohacha,  empleándose,  para  dictar  aquellas  resoluciones,  los  mismoa 
aigiunentos  que  podrían  aducirse  ahora,  si  fuera  el  caso  de  anular  el 
artículo  7.^  de  la  lei  de  1864,  aleja  toda  sospecha  de  que  áste  tenga 
eetoalmente,  pueda  tener  o  haya  tenido,  de  jujio  de  1866  en  adelante, 
alguno. 


1 
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Fimdada  en  Mes  racio<»iup8,  qae  a  YiMstn  oomi^^ 
dayentesi  es  que  -ella  tenmna  piopomándoos  el  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  resaelye  que  no  está  en  el  caso  de 
ejercer  en  este  asonto  la  5.*  de  las  atribaciones  constitacionales. 

Bogotá,  febiero  27  de  1867.  « 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarioa 

M.  AlCADOB  FlEBBO— BaFAEL  BüENAYEamiRA — SlLYESIXE  SeBBAKO. 

Agustín  Abias— B.  Sakto]x>minoo  Yiul 


xxvm. 


TAIilDfiZ  del  artículo  4.«  de  la  lei  del  JBttado  de  Bolívar»  de  9 

de  octubre  de  l§6e,  sobre  orden  público. 

AOü£BDO  DI  LA  SUFKEMA  OOBTE. 
Corta.  Suprema  federal— Bogotá,  didembre  diez  de  mil  ochocieDtor  Mienta  i  seis. 

El  señor  Procurador  ha  representado  a  la  Suprema  Corte,  solici* 
tando  la  suspensión  del  artículo  4.^  de  la  lei  sobre  orden  público,  espe- 
dida por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  de  BolÍTar  con  f ecba  naeve 
de  octubre  ultimo,  por  creerlo  contrario  al  inciso  6.^,  artículo  8.^  de  la 
Constitución.  El  señor  Procurador  ha  echado  de  menos,  en  ese  artículo, 
la  escepcion  que  librara  a  los  empleados  nacionales  de  servir  en  la 
fuerza  publica  del  Estado,  cuando,  por  otra^  parte,  en  él  se  encuentran 
esceptuados  de  prestar  servicio  igual  los  minislros  de  cualquiera  relijion 
o  culto  i  los  empleados  en  la  instrucción  pública. 

Los  hechos,  así  enunciados,  son  exactos ;  pero  juzgando  la  Supre- 
ma Corte  que  el  silencio  guardado  por  la  Lejislatura  del  Estado  sobe- 
rano de  Bolívar,  no  puede  traducirse  por  haber  lejislado  contra  lo 
estatuido  por  el  inciso  6.^  citado,  más  cuando  no  habia  necesidad  de 
dictar  una  disposición  especial  respecto  de  los  empleados  de  la  Union, 
supuesto  Que  la  escepcion  que  dejó  de  incluirse  en  el  artículo  de  que 
se  trata,  sí  se  contiene  en  el  mismo  inciso  mencionado  por  el  señor 
Pjrocurfiídor. 

Por  tanto,  la  Suprema  Corte  federal  declara  que  no  es  el  caso  de 
ejercer  la  facultad  que  tiene  de  suspender  los  actos  lejislativos  de  las 
Asambleas  de  los  Espiados,  siendo  contrarios  a  la  carta  fundamental  o 
a  las  leyes  de  la  Bepública. 

Comuniqúese  esto  resolución  al  señor  Presidente  del  Estado  res- 
pectivo, publiquese  por  la  imprenta,  i'dejándose  co^ia  en  la  Secretaría, 
remítase  el  espediente  si  Senado  de  Plenipotenciarios. 

Ain>BEs  Cebón— Maboelino  Gutdsbbez  A. — José  Aba0jo — Ein- 
UANo  Bestbkpo  E.— AouerEEN  NdfiBZ— Ftoenfe  VanegaSy  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  el  señor  Procm- 
rador  jeneral  de  la  Nación.— Uuhebbbz  db  Líbi—  VanegaUf  Secretario. 
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« 

Ep  Yeiniííooho  de  los  mismos,  i  con  nota  690,  se  remitió  copia 
auténtica  de  la  resolución  anterior  al  señor  Secretario  jenerai  del  Esta- 
do soberano  de  Bolívar. 

VanegaSy  Secretario. 


Intobmes  db  la  Comisión  dxl  Sienádo. 


Cindadanos  Senadores  Plenipotenoiario& 

Con  feclia  9  de  octubre  de  1866  espidió  la  Asamblea  Lejislatiya  del 
Estado  soberano  de  Bolívar  una  lei  soore  orden  público,  la  cual,  en  su 
artícalo  4.^,  dispone :  que  todos  los  colombianos  capaces  de  llevar  las 
annas,  con  escepcion  de  los  ministros  de  los  cultos  i  los  empleados  de 
instnicoion  púbüca,  tienen  obligación  de  servir  en  la  fuerza  pública 
cuando  se  baile  perturbado  el  orden. 

El  señor  Procurador  jenerai,  estimando  violado  el  inciso  6.^  del 
artícalo  8.^  de  la  Constitución,  por  el  artículo  4.°  citado,  pidió  a  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  la  suspensión  de  éste,  fundándose  en  que, 
por  haber  esceptuado  solo  a  los  miniskos  de  los  cultos  i  a  los  empleados 
de  instrucción  pública,  obligaba  a  los  empleados  nacionales  a  prestar 
sos  servicios  al  Estado,  siendo  incompatible  el  servicio  de  las  armas 
con  las  funciones  de  los  empleados  nacionales.  La  Corte  Suprema  fe- 
deral, en  acuerdo  de  10  de  diciembre  último,  resolvió :  que  el  silencio 
goardado  por  el  artículo  4.°  de  la  lei  de  9  de  octubre  respecto  a  los 
empleados  nacionales,  nó  puede  traducirse  como  que  ha  sometido  a  los 
empleados  nacionales  al  servicio  de  las  armas  en  el  caso  de  perturba- 
ción del  orden,  pues  que  dichos  empleados  estén  esceptuados  conforme 
al  inciso  6.°,  artículo  8.^  de  la  Constitución. 

Vuestra  comisión  cree  que,  al  esceptuar  especialmente  la  lei  de 
Bolívar  del  servicio  délas  armas  a  los  ministros  de  los  cultos  i  emplea- 
dos de  instrucción  pública,  claramente  obliga  a  los  demás  colombianos 
residentes  en  el  Estado  a  prestar  sus  servicios,  inclusive  los  empleados 
nacionales,  lo  cual  esconteario  al  inciso  6.^,  artículo  8.^  de  la  Constitu- 
ción, porque  el  servicio  de  las  armas  es  incompatible  con  cualquiera 
otro  empleo.  El  inciso  6.^  citado  prohibe  imponer  deberes  a  los  em- 
pleados nacionales,  en  su  calidad  de  miembros  del  Estado,^  cuando 
estoB  deberes  sean  incompatibles  con  el  servicio  público  nacional ;  i^ 
eomo  no  puede  n^arse  que  el  servicio  de  las  armas  es  incompatible 
con  cualquiera  otro  empleo,  es  indudable  que  los  empleados  nacionales 
en  el  JSstado  de  BoUvar  no  deben  estar  comprendidos  en  el  artículo 
4.^  referido,  como  lo  están. 

Por  todas  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  propone  el  si- 
gideiite  proyecto  de 

besolucion: 

X|  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  le  con- 
fiere el  inciso  5.^  del  articulo  61  de  la  Constitución,  declara  nulo  el  ar- 
tfeoio  V"  de  la  lei  de  9  de  octubre  de  1866,  sobre  orden  público,  espe- 
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dida  por  la  Asamblea  Lejislaiiva  del  Estado  soberano  de  Bolívar»  por 
ser  contrarío  al  inciso  6.^  del  artículo  8/"  de  la  Constitución  nacional. 

Ciudadanos  Senadores. 

RArAÍLBüENAVENTÜBl--AaUSTIN  ABIAS--ja.  SaüTODOXIKOO  TjLk 

SlLTESXBE  SeBBANO. 


Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

El  23  de  noyiembre  del  año  próximo  pasado  ocurrió  el  señor  Pro- 
curador jenerál  de  la  Nación  a  la  Corte  Suprema  federal  solicitando  la 
suspensión  del  artículo  4.°  de  la  lei  de  9  de  octubre  del  mismo  año, 
sobre  orden  público,  dictada  por  la  Asamblea  Lejislatiya  del  Estado 
soberano  de  Bolívar ;  porque  habiéndose  dispuesto  en  dicho  artículo 
que  todos  los  colombianos,  escepto  los  ministros  de  cualquiera  relijion 
o  culto,  i  los  empleados  en  la  instrucción  primaria,  est£a  en  el  deber 
de  servir  en  la  tuerza  pública  cuando  se  nalle  turbado  el  orden,  tal 
artículo  vulnera  el  inciso  6.°  del  artículo  8.^  de  la  Constitución,  según 
el  cual  los  gobiernos  seccionales  están  comprometidos  a  no  imponer 
deberes  a  los  empleados  del  orden  federal,  smo  en  su  calidad  de  miem- 
bros del  Estado,  i  en  cuanto  esos  deberes  no  sean  incompatibles  con  el 
servicio  público  nacional. 

Es  decir  que  el  señor  Procurador*)  apoyado  en  la  creencia  de  que 
en  ese  artículo  se  sujeta  a  los  empleados  nacionales  a  la  obligación  de 
prestar  servicios  de  carácter  militar  en  los  casos  de  turbación  del  orden 
público  jeneral  o  del  Estado,  elevó  a  la  Corte  Suprema  la  preindicada 
solicitud. 

En  acuerdo  de  10  de  diciembre  del  citado  año  resolvió  la  Corte  qtoLe 
no  era  el  caso  de  ejercer  la  facultad  que  tiene  de  suspender  loe  actos 
lejislatívos  de  los  Estados  cuando  son  contrarios  a  la  Constitución  o  a 
las  leyes  de  la  Bepública ;  porque  si  bien  eran  ciertos  los  hechos  en 
referencia  con  la  lei  de  Bolívar,  tal  como  los  habia  enunciado  el  señor 
Procurador,  el  silencio  guardado  por  el  lejialador  del  Estado  no  podia 
tradtusir 86  como  el  hecho  de  haber  lejislado  contra  lo  estatuido  por  el 
inciso  6.^,  artículo  4^  de  la  Constitución ;  tanto  más  para  juzgar  aeí, 
cuanto  que  no  habia  necesidad  de  dictar  una  disposición  especisd  res- 
pecto de  los  empleados  nacionales,  si  se  consideraba  ^ue  la  escepoion 
que  dejó  de  com])renderse  en  el  articulo  de  la  lei  boliviana,  está  in/didda 
en  el  inciso  del  citado  artículo  constitncionaL 

I  como  la  mayoría  de  la  comisión  encargada  de  la  inspección  de 
los  actos  lejislatívos  de  los  Estados,  ha  sido  de  opinión  distinta  a  la  de 
la  Corte,  i  conduje,  por  tal  motivo,  proponiéndoos  la  nulidad  del 
artículo  4.^ de  la  leí  de  Bolívar,  el  infrascnto,  miembro  déla  mÍRt^ift 
comisión,  que  no  participa  de  esta  idea,  i  cuyo  juicio  está  en  completa 
armonía  con  el  de  la  Corte,  háse  visto  en  la  necesidad  de  formular  por 
separado  el  presente  informe,  que  funda  en  las  siguientes  razones : 

El  artículo  4é^,  de  cuyo  e¿men  se  inita,  dice  así : 

''Con  esoepoíon  de  los  ministros  de  cualquiera  rdijion  o  culto,  i  de 
los  empleados  an  la  iastraooioii  primaria,  toaos  los  coKunbianos  capa- 
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ees  de  llevar  Iss  armas  tienen  la  obligación  de  servir  en  la  faerza  públi- 
ca, cuando  se  halle  perturbado  el  orden*" 

Si  el  encargado  de  la  ejecución  de  este  precepto  legal  hubiera  de 
ajustarse  para  ello  a  las  palabras  textuales  del  artículo,  sin  duda  que, 
libado  el  caso,  declararía  que  en  su  disposición  estaban  comprendi- 
dos los  empleados  nacionales ;  pero  si  ilntes  que  proceder  de  esa  ma- 
nera, entra,  como  es  de  su  deber,  a  penetrar  en  el  espíritu  de  la  lei, 
valiéndose  para  ello  de  las  reglas  de  hermenéutica,  necesariamente 
terminaría  por  decidir  que  a  los  empleados  nacionales  no  alcanzaba  ese 
mandato  del  lejislador. 

En  efecto,  si  todos  los  que  en  el  referido  artículo  no  se  esceptuan 
del  deber  de  servir  militarmente  en  los  casos  que  él  espresa,  hubieran 
de  considerarse  comprendidos  en  semejante  obligación,  tendríamos  que 
lo  estarían  todos  los  empleados  en  jeneral  del  mismo  i^^stado,  desde  el 
Presidente  hasta  el  mas  ínfimo  de  sus  fancionaríos  civiles,  resultando 
de  aquí  forzosamente  un  absurdo,  como  sería  el  de  que  el  lejislador  de 
Bolívar  habia  ordenado  la*  desaparícion  absoluta  de  la  acción  guberna- 
tiva, precisamente  para  una  época  en  que,  mas  que  ninguna  o&a,  tiene 
de  ella  imperíosa  necesidad  la  sociedad. 

Pero  se  aigumentará  quiza  preguntando  por  cfaé  motivo  fué  nece- 
aarío  entonces  esceptuar  espresamente  a  los  ministros  de  cualquiera 
lehjion  o  culto  i  a  los  empleados  en  la  instrucción  prímaría  ? ;  i  el  in- 
frascríto  oree  dejar  satisfecha  esta  objeción  contestando  que  porque  los 
unos  i  los  otros,  pudiendo  mui  bien  ser  ocupados  en  el  servicio  militar, 
sin  que  de  este  hecho  surjiera  entorpecimiento  alguno  para  la  marcha 
del  Gobierno,  el  lejislador  quiso  hacer  de  ellos  uua  escepcion  termi- 
nante, exijida  por  el  sagrado  ministerio  a  que  se  encuentran  dedicados* 

lías  leyes  de  todos  los  Est-ados  destinadas  a  la  organización  de  sus 
mificias,  han  principiado  siempre  por  declarar  que  éstas  se  componen 
de  la  totalidad  de  los  varones  residentes  en  el  mismo  Estado,  desde 
una  edad  determinada,  sin  que  el  hecho  de  no  esceptuar  de  ese  precep- 
to a  loa  empleados  del  orden  federal,  haya  servido  nunca  de  motivo  para 
objetar  de  inconstitucionaleé  semejantes  actos,  como  no  lo  ha  servido 
tampoco  para  estimarlos  contraríos  a  varíes  tratados  públicos  el  hecho 
de  no  esceptuar  los  estranjeros. 

De  lo  espuesto  se  deduce  rectamente,  en  el  humilde  concepto  del 
infrascrito,  que,  al  discutirse  sobre  la  validez  o  nulidad  de  los  preceptos 
legales  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  no  es  bastante  fijarse  en  sus 
palaJbras,  sino  que  es  indispensable  también  investigar  su  espírítu^ 
puesto  que  de  otro  modo,  ni  podría  conservarse  en  toda  su  plemtud  la 
anioBomía  de  los  mismos  Estados,  ni  dársele,  en  consecuencia,  a  esa 
acumulación  de  poderes  toda  la  importancia  que  constitucionálmente 
tiene. 

I  es  sin  duda  en  fuerza  de  tales  argumentos  que  la  Constitución 
federal,  al  sujetar  a  suspensión  i  anulación  los  actos  lejislativos  de  las 
Asambleas  de  los  Estados,  ha  ezijido  que  ellos  salgan  de  su  esfera  de 
aooion  constitucional,  evidentemente,  es  decir,  con  evidencia^  o,  lo  que  es 
lo  mismo,  ooncertem  tan  pei'ceptible  qm  no  pueda  dudarse  de  día. 

En  semejante  daso,  cree  el  in&ascríto  haber  demostrado  que  no 
ae  encuentra  elj^a^^culo  4.°,  a  cuyo  examen  se  ha  contráido,  mucho  má^ 

Á  ae  considera  que,  no  pudiendo  negarse,  como  lo  establece  la  mayoría 

itt 


! 
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de  la  oomisíon,  que  el  servioío  de  las  armas  es  incompatible  con  cual- 
qtáer  otro  empleo,  el  lejislador  de  Bolívar  aparecería  dictando  disposi- 
ciones que,  entrañando  un  verdadero  absurdo,  necesariamente  babrian 
de  quedarse  escritas. 

En  resumen,  ciudadanos  Senadores,  no  existiendo  evidencia,  pero 
ni  siquiera  motivo  para  sospecbar  que  por  el  artículo  4.®  de  la  lei  sobre 
órdén  publico  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  estén  obligados  en  éste 
a  prestar  servicios  de  carácter  militar  los  empleados  nacionales,  no 
puede,  en  justicia,  declararse  la  nulidad  de  tal  precepto,  i  es  por  esto 
que  el  infrascrito  concluye  su  informe  sometiendo  a  vuestra  ilustrada 
smdéresis  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLÜOIOK: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  atribución  que^  le 
confiere  la  parte  6.^  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  váUdo 
el  articulo  1.^  de  la  lei  de  9  de  octubre  de  1866,  sobre  orden  público, 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar. 

Bc^otá,  febrero  21  de  1867. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

M.  AvAnoB  Fierro. 


TAIilBEZ  de  las  bases  9.s  5.«,  6.%  7,*  1  0.*  del  artículo  I.»,  1 
del  artículo  4.*  de  la. leí  de  19  de  enero  de  1865,  del  JBstado  del 

magdalena,  sobre  Inmigración. 


AOUERDO  DE  LA.  SUPREUA  GORTR. 
Corte  Suprema  federal— 'Bogotá,  noviembre  Teintítres  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis. 

Vistos — ^El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  solicita  de  la 
Suprema  Corte  suspenda  las  bases  2.*,  6.^  6.^,  7.*  i  9.^  del  artículo  1>  i 
también  el  artículo  4.^  de  la  lei  de  12  de  enero  de  1865,  *'  sobre  innuA 
gracion/'  espedida  por  la  Convención  del  Estado  soberano  del  Mag- 
dalena. 

Estas  bases  i  el  artículo  citado,  en  copia  textual»  son  como  sigue  : 
"  2.*  Se  le  abonará  por  todo  gasto  hasta  $  100  por  familia,  del  Te- 
soro de  la  Nación. 

"  5.*  A  cada  familia  se  le  entregarán  en  propiedad  las  hectaras  de 
tierra  destinadas  para  este  objeto  por  las  leyes  nacionales,  siendo  de 
cargo  del  Tesoro  del  Estado  los  gastos  de  mensura  i  adjudicación,  des* 
linde  i  demás  que  sean  necesarios  hasta  poner  a  las  fanúlias  inmigra- 
das en  quieta  i  pacífica  posesión  del  terreno  que  se  les  adjudique. 

^^  6.^*  Los  inmi^ados  quedan  esceptuados  de  toda  oontribacion 
directa  i  servicio  militar,  én  caso  de  guerra  interior,  por  el  término  de 
diez  años. 
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"  9;*  Las  herramientas»  máquinas  i  útiles  de  labor  qae  se  impor^ 
ten  para  uso  de  los  inmigrados,  serán  esceptaados  del  pago  de  derechos 
de  Aduana  i  consumo  en  el  Estado. 

^*  Art.  4.^  El  Poder  Ejecatiyo  solicitará  igualmente  del  de  la  ünion 
qne,  al  hacerse  nuevas  concesiones  del  derecho  de  toneladas  a  los  va* 
peres  estaranjeroB,  sea  una  de  sus  condiciones  la  de  trasportar  gratis 
de  una  a  tres  familias  de  inmigrados  en  cada  viaje,  que  reúnan  1m  con- 
didoDes  de  la  base  3.*  del  articulo  1.^  " 

No  obstante  las  razones  apuntadas  por  el  señor  Procurador  en  su 
anterior  esposicion,  la  Corte  estima  que  las  disposiciones  mencionadas 
no  son  contrarias  a  la  Constitución,  pues  que  todas  ellas  se  encuentran 
concebidas  en  términos  condicionales,  de  tal  modo  que  no  podrán  cum- 

£Hrse  mientras  que  el  Gobierno  de  la  IJnion  no  consienta  en  prestar 
\  protecoion  necesaria  al  efecto,  la  cual  es  posible  se  obten^  a  virtud 
de  los  arreglos  o  de  las  autorizaciones  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Es- 
tado debe  recabar  del  Gobierno  nacional,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  1.^  de  dicha  lei ;  de  donde  se  infiere  que  la  Con- 
vención del  Estado  soberano  del  Magdalena  no  ha  lejislado  sobre  cosas 
0  asuntos  que  no  le  corresponden,  sino  que  puramente  se  limito  a  pedir 
del  Gobierno  jeneral  los  auxilios  que  creyó  indispensaHes  para  llevar 
a  cabo  una  obra  determinada,  siendo  a  este  respecto  su  derecho  indis- 
putable. 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal  se  abstiene  de  decretar  la 
suspensión  de  las  bases  i  artículos  antes  relacionados. 

Envíese  copia  de  esta  resolución  al  Presidente  del  Estado  sobera- 
no del  Magdalena;  publíquese  en  el  "  Bejistro  Oficial,"  déjese  copia  en 
el  archivo  de  la  Corte,  i  remítase  el  espediente  a  la  Cámara  del  Senado. 

Bahon  Gómez— Akdees  CEfiON--JosÉ  Aba^jo^-Mabgelino  Gu- 
TnrgRTT.?:  A. — ^Emuiano  Eestbepo  E. — Vioente  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación — Gütieebez  de  Laba — Vanégasy  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal— Bogotá,  di- 
ciembre seis  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis — Vicente  Vanégcu. 


Infobue  db  la  Comisión  del  Senado. 

Cindadaiios  Senadores  Plenipotenciarios. 

En  la  lei  de  12  de  enero  de  1865,  espedida  por  la  Convención  del 
Estado  soberano  del  MagdsJena,  se  dispuso,  entre  otras  cosas,  ^ue  el 
Poder  Ejecutivo  del  Estado  solicitara  del  de  la  Union  las  autorizaoio- 
nea  bastantes  para  contratar  con  cualquier  individuo,  nacional  o  es- 
tnmjero,  la  inmigración  al  Estado  hasta  de  2,000  familias  europeas, 
bqo  diferentes  bases  o  condiciones,  de  las  cuales  se  mencionarán  a 
oonünaacion  las  que  han  inspirado  temores  de  ser  contrarias  al  Código 
fundamental.  ^  ,  m 

•'  1.»  Se  abonará  al  contratista  hasta  la  suma  de  1 100  del  Tesoro 
nacianal  por  cada  familia.  . 

**2-*  A  cada  familia  se  le  entregarán  en  propiedad  las  hectaras  a^ 
tinadas  para  este  objeto  por  las  leyes  nacionales,  siendo  de  cargo  aei 
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Tesoro  del  Eetado  Iob  gastos  de  mensura  i  adjndíeacion^  deslinde  i  de- 
mas  que  sean  necesanos  hasta  poner  a  las  familias  inmigradas  en 
quieta  i  pacífica  posesión  del  terreno  que  se  les  adjudique. 

*'  3.^  Los  inmi^adofl  quedan  esoeptnados  de  toda  contribución 
directa  i  servicio  militar,  en  caso  de  guerra  interior,  por  el  término 
de  10  anoa 

'^á/  Los  inmigrados  vendrán  bajo  la  candieian*de  hacerse  ciudada- 
nos de  la  Bepública,  i  con  renunciación,  mientras  permanezcan  en  ella, 
de  toda  protección  distinta  de  la  que  por  las  leyes  de  la  Nación  i  del 
Estado  se  concede  a  los  individuos  nacionales.  . 

'^5.*  Las  herramientas,  máquinas  i  útiles  de  labor  que  se  importen 

Sara  uso  de  los  inmigrados,  seiun  esceptuados  del  pago  de  derechos 
e  Aduana  i  consumo  en  el  Estado ;  i 

^'6.*  Se  solicitará  del  Poder  Ejecutivo  de  la  ünion  que,  al  hacerse 
nuevas  concesiones  del  derecho  de  toneladas  a  los  vapores  estranjeros, 
sea  una  de  sus  condiciones  la  de  trasporte»  gratis  de  una  a  tres  fami- 
lias de  inmigrados  en  cada  viaje." 

El  señor  Procurador  de  la  Nación  solicitó  la  suspensión  de  las  ei« 
tadas  bases,  fundándose  para  ello  en  que,  contrayéndose  sus  disposi- 
ciones a  objetos  de  la  competencia  del  Qobiemo  nacional,  i  no  pudiendo 
Uevarse  a  efecto  sin  consentimiento  de  éste,  son  manifiestamente  con- 
trarias a  la  Constitución;  resultando,  ademas,  que,  negando  tal  consen-* 
ümiento,  quedaría  reducida  la  lei  que  autoriza  el  contrato  sobre  inmi- 
gración, a  un  simple  documento  incapaz  de  crear  derechos  o  de  imponer 
obligaciones,  lo  que  prueba  desde  luego  que  el  asunto  sobre  que  versa 
dicluklei,  no  es  de  la  competencia  del  Estado. 

Sinembargo  de  los  anteriores  fundamentos,  la  Corte  Suprema 
federal  juzgó  que  las  mencionadas  disposiciones  no  son  contrarías  a  la 
Constitución,  por  cuanto  se  haUan  concebidas  en  términos  condiciona- 
les, de  manera  que  no  podrán  cumplirse  mientras  que  el  Gobierno  de 
la  ünion  no  convenga  en  prestar  la  protección  necesaria  al  efecto,  la 
eoal  puede,  acaso,  obtenerse  a  virtud  de  las  autorizaciones  que  el 
Poder  Ejecutivo  del  Estado  debe  recabar  del  Gobierno  nacional,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  por  la  misma  lei.   Por  tales  razones,  la  Corte 
Suprema  se  abstuvo  de  decretar  la  suspensión  de  las  bases  referidas. 
Como  la  Convención  del  Estado  del  Magdalena,  lejos  de  lejislar 
sobre  asuntos  que  corresponden  al  Gobierno  de  la  Union,  ha  recono- 
cido implícitamente  que  no  puede  ni  debe  hacerlo,  en  el  hecho  de  soli- 
citar las  suficientes  autorizaciones  o  la  protección  del  mismo  Gobierno 
para  celebrar  un  contrato  de  inmigración,  pudiendo  aplicarse  para  sa 
ejecución  los  objetos  nacionales  que  indican  las  citadas  bases  de  la  lei, 
no  hai  duda  que  ha  procedido  en  la  esfera  de  su  acción  constitucional, 
haciendo  únicamente  uso  del  derecho  de  petición  que  tienen  todos  los 
colombianos,  sobre  asuntos  de  interés  jeneral  i  particular.  • 

En  virtud  de  las  razones  indicadas,  vuestra  comisión  encardada  de 
inspeccionar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  cumple  con  eL  deber 
de  proponeros  el  siguiente  proyectó  de 


'El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  5.^  de  sus  atríbuoio- 
constitucionales,  declara  válidas  las  bases  2.»,  5.^  6.\  7.«  i  9.»  del 
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•itícnlo  1.^  i  el  artículo  4.^  de  la  leí  de  12  de  enero  de  1866,  sobre  in^ 
miración,  espedida  por  la  ConTenoion  del  Estado  soberano  del  Mag* 
dalana« 

Bc^otá,  19  de  febrero  de  1865. 

SüiTEfirrEE  Serrano — ^M.  Amador  Fierro — ^Agustín  Artas — "Rafájel 
BüKNAVMmiRA.— R.  Santodomingo  Vila. 


/ 


A  A  A« 


TAE.IO'fiZ  de  lo9  incisos  4«<',   artículo  I.',  i  4.«,  articulo  9.*  de 
\  la  leí  33  del  Estado  del  Cauca,  de  9  de  enero  de  18599  sobre' 

rentas  I  contribuciones. 


Acuerdo  de  la.  Sufreiia  Corte. 

Corte  Snprema  federal — Rogotá,  noviembre  veintiocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  sei8« 

Yistos — Habiendo  tenido  conocimiento  el  Poder  Ejecativo  de  ^ne 
en  el  Estado  soberano  del  Canoa  se  exijia  por  derecho  de  importación 
la  soma  de  cuatro  pesos  por  cada  carga  de  productos  naturales  i  ma- 
nn&cturados,  procedentes  del  Ecuador,  tuvo  a  bien  excitar  al  señor 
Procorador  a  nn  de  que,  en  cuanto  hubiera  alguna  lei  en  el  Estado  in- 
dicado que  autorizase  el  cobro  de  tal  contribución,  promoviese  su  sus- 
pensión. I  el  señor  Procurador,  en  virtud  de  esta  excitación,  i  haciendo 
máiio  con  especialidad  del  contenido  de  la  nota  que  se  le  pas<f  por  la 
Secretaría  de  Hacienda  i  Fomento,  con  fecha  diez  de  julio  ultimo,  nú- 
mero 20^  sección  2.*,  ramo  de  Aduanas,  en  la  cual  se  inserta  otra,  su 
fecha  veinticinco  de  majo  próximo  pasado,  número  18,  suscrita  por  el 
Secretario  de  Hacienda  del  Estado  soberano  del  Cauca,  en  la  que,  para 
demostrar  que  dentro  de  su  territorio  no  se  cobran  derechos  indebidos, 
se  permitió  copiar  varias  disposiciones  de  la  lei  33  de  9  de  enero  de 
185S»  sobre  rentas  i  contribuciones,  a  saber:  '^Son  rentas  i  contribucio- 

neB  del  Estado:. , 4.^  Los  derechos  de  consumo.  Art.  2.^  Gravan 

anifórmemente  a  todos  los  habitantes  del  Estado : 4.^  La  (con- 
tribución) de  deredios  de  consumo  de  los  efectos  manufacturados  en 
cualquiera  de  los  otros  Estados  de  la  República  o  en  la  del  Ecuador, 
a  razón  de  cuatro  pesos  por  oar^a ; "  concluye  su  esposicion  en  los 
aiguienteB  términos:  ^'Este  Ministerio  solicitaría  espresamente  la 
suspensión  de  las  disposiciones  trascritas,  si  la  fecha  de  la  lei  fuese 
|x>6teríoír  a  la  de  la  Constitución ;  pero  como  es  anterior,  creo  que  de- 
béis limitaros  a  declarar  que  está  virtnalmente  derogada  en  la  parte 
qae  le  es  contraria,  es  decir,  en  el  inciso  4.^  del  articulo  L°  i  en  el 
inciso  marcado  con  igual  número  del  artículo  2.^  "       ^ 

La  circunstancia,  pues,  de  tratarse  ahora  de  una  lei  qae  es  anterior 
a  la  Constitución,  hace  comprender  a  la  Corte  que  no  es  el  caso  de 
ejercer  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  ;^  porque  suponiendo 
qoB  entre  las  dos  meme  alguna  contrariedad,  la  primera,  por  el  mismo 
neohoy  ha  debido  quedar  abrogada  por  la  segunda»  i  lo  que  no  existe 
no  puede  'suspenderse. 
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Es  posible  qae  el  mal  que  se  ha  querido  evitar  sé  sienta  en  la 
actaalidad,  porque  en  el  Estado  soberano  del  Cauca  se  cobren  indebi- 
damente, con  el  nombre  de  derechos  de  consumo,  verdaderos  derechos 
de  importación,  lo  cual  no  puede  dejar  de  ser  exacto  al  estar  derogada 
la  lei  de  9  de  enero  citada,  cuya  declaratoria  no  cumple  hacerla  a  la 
Corte  ;  pero  entonces  el  remedio  debe  buscarse,  ora  en  la  disposición 
del  artículo  201  del  "  Código  de  Aduanas,"  ora  en  los  preceptos  que 
contienen  el  artículo  9.^  i  los  incisos  2.^  del  artículo  20  i  1.^  del  artíca«- 
lo  66  de  la  Constitución,  que  es  forzoso  se  ejecute  en  los  Estados ;  i  ya 
se  ve  que  a  la  consecución  de  este  resultado  se  opoue  en  el  del  Cauca 
el  cumplimiento  que  allí  se  le  está  dando  a  la  espresada  lei  33,  aun  en 
la  parte  que  pugna  con  el  Pacto  de  Union. 

Por  tanto,  Jb  Corte  Suprema  federal  se  abstiene  de  ejercitar  la 
facultad  que  le  confiere  el  precitado  artículo  72  de  la  Constitución. 

Envíese  copia  de  esta  resolución  al  Presidente  del  Estado  sobera- 
no del  Cauca,  pubUquese  en  el  '^  Bejistro  Oficial  *'  i  remítase  el  espe- 
diente al  Senado. 

Bahon  Gó'kEz  —  Ain>BEs  Cebon-~José  Aba6jo— Mabceiino  Gtjti6- 
BKEzA. — ^Ehuiano  Bestbepo  E. — Vicenie  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Proca- 
rador jeneral  de  la  Nación. — &ütiébrbz  de  Lara — Vanégas,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — Bogotá,  di- 
ciembre siete  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis —  Vicente  Vanégasm 


Infobhes  de  la  Comisión  del  Senado. 


Ciudadanos  Senadores  IPlenipoteixciarios. 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Cauca  espidió, 
en  9  de  enero  de  1858,  una  lei  sobre  rentas  i  contribuciones,  la  cual 
contiene  las  siguientes  disposiciones: 

'^Art.  1.^  Son  rentas  i  contribuciones 4.^  La  de  derechos 

de  consumo. 

"  Art.  2.°  Grayan  uniformemente  a  todos  los  habitantes  del  Es- 
tado  4.*  La  contribución  de  derechos  de  consumo  de  los  efec- 
tos manufacturados  en  cualquiera  de  los  Estados  de  la  Bepública,  o 
en  la  del  Ecuador,  a  razón  de  cuatro  pesos  por  cada  cojcga,. 

El  señor  Procurador  ieneral,  a  excitaéion  del  señor  Secretario 
de  Hacienda  i  Fomento  de  la  ünion,  solicito  de  la  Suprema  Corte  fe- 
deral que  declarara  virtualmente  derogadas  las  disposiciones  conteni- 
das en  el  inciso  4^  de  los  artículos  1.^  i  2.^  de  la  lei  33  del  Cauca,  fun- 
dándose en  las  razones  siguientes : 

"  El  derecho-de  consumo  establecido  por  el  inciso  4.*^  del  articulo 
2.^  se  cobra  antes  que  las  manufacturas  introducidas  del  Ecuador  se 
ofrezcan  al  consumo,  lo  que  equivale  a  ezijir  el  derecho  de  introdao-« 
cion,  lo  cual  se  opone  al  inciso  4,°  del  artículo  8.°  de  la  Constitución. 

**^  La  lei  del  Cauca  es  anterior  a  la  Constitución ;  por  consiguiente, 
oponiéndose  sus  disposiciones  a  las  de  aquélla,  deben  declararse  vir- 
tualmente derogadas  las  de  la  lei." 
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Lft'CQmifflOQ,  al  examinar  los  dos  inoisos  referidos,  los  encuentra 
arreglados  a  la  Constatación. 

Zios  Estados  pueden  imponer  contribución  sóbrelos  efectos  que  se 
inirodnzcan.a  su  territorio,  siempre  que  se  d^n  al  consumo  ;  la  dispo- 
sición del  inciso  4.^,  artículo  2.^  de  la  lei.del  Cauca,  grava  las  manu- 
ÍActoras  que  se  introducen  al  Estado  para  su  consumo ;  luego  no  es 
eontrario  dicho  inciso  al  4.°  del  artículo  8.^  de  la  Constitución. 

lias  mercancías  introducidas  por  la  frontera  del  Ecuador,  que 
pAsan  a  los  Estados  de  Antioquia  i  Tolima,  para  ser  consumidas  en 
ellos,  pagan  en  el  Cauca  el  derecho  de  consumo;  porque  siendo  los  in- 
troductores negociantes  del  Ecuador  o  del  Cauca,  para  que  éstas  pue- 
dan salir  a  los  Estados  de  Antioquia  i  Tolima,  se  han  ofrecido  antes 
al  consnino  dentro  de  aquel  Estado,  i  es  sabido'  que  de  Antioquia  i 
Tolima  no  hai  negociantes  que  directamente  introduzcan  a  sus  Esta- 
dos manniacturas  procedentes  del  Ecuador.  Si  las  manufacturas 
introducidas  del  Ecuador  vienen  a  consumirse  en  los  Estados  de  An- 
tioquia i  Tolima,  primero  se  han  ofrecido  al  consumo  en  el  Estado  del 
Cauca,  i  en  este  caso  se  ha  cumplido  con  la  condición  del  inciso  4*^9 
artículo  8.^  de  la  Constitución. 

El  ciudadano  Presidente  del  Estado  soberano  del  Cauca,  al  regla- 
mentar la  lei  citada,  dispuso  que  los  introductores  de  efectos  estranjeros 
o  manufacturados  manifestasen  al  recaudador  de  los  derechos  de  con- 
smno  cuáles  de  dichos  efectos  se  daban  al  consumo  en  dicho  Estado,  i 
cuáles  nó,  para  el  efecto  de  no  cobrar  derecho  de  importación  o  consu- 
mo de  las  manufacturas  que  van  de  tránsito. 

Como  la  razón  fundamental  del  señor  Procurador  para  pedir  que 
se  declare  virtualmente  derogada  la  lei  del  Cauca  referida,  es  la  de  que 
la  contribución  de  consumo  se  cobra  antes  de  que  los  efectos  estranje- 
ros i  manufacturados  sean  ofrecidos  al  consumo,  asta  desaparece  al 
examinar  la  lei  citada,  puss  en  ella  no  se  encuentra  ninguna  disposi- 
eüm  que  contenga  tal  precepto ;  i  si  al  ser  introducidos  los  efectos  o 
manufacturas  por  la  frontera  ecuatoriana,  se  cobran  los  derechos  de 
consamo  antes  de  que  se  hayan  ofrecido  al  público  dichos  efectos,  esto 
depoiderá  de  algún  abuso. 

Por  todas  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone  el 
siguiente  proyecto  de 

BESOLÜOION: 

£3  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  6.^  del 
artículo  15  de  la  Constitución,  declara  válidos  los*  incisos  4.^,  artículo 
L^,  i  4.°,  artículo  2.^  de  la  lei  33  del  Estado  soberano  del  Cauca,  sobre 
lentas  i  contribuciones,  espedida  en  9  de  enero  de  1858. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

JlkVkja.  BUENAVENTUBA— M.  AhADOB  FIEBBO — SANTODOlONaO  YlLA. 
A0D83XN  AeEAS. 


* 


^  144  — 


Ciudadanos  Senadores  Pleniix>tenciarios 

Una  parte  de  la  leí  de  9  de  enero  de  1858,  sobre  rentas  i  contri- 
buciones^ espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  del  Cauca, 
contiene  las  siguientes  disposiciones : 

"  Art.  1.^  Son  rentas  i  contribuciones  del  Estado : 

"  4^  La  de  derechos  de  consumo. 

^' Art.  2.°  Gravan  uniformemente  a  todos  los  habitantes  del  Estado. 

"  4.°  La  contribución  de  derechos  de  consumo  de  los  efectos  ma* 
nufacturados  en  cualquiera  de  los  otros  Estados  de  la  Bepública  o  en 
la  del  Ecuador,  a  razón  de  cuatro  pesos  cada  carga." 

Habiendo  recibido  algunos  informes  el  Poder  EjecutiTO  nacional, 
de  que  en  el  puerto  de  Carlosama  habia  un  recaudador  especial  de  las 
rentas  de  ¿cno  Estado,  que  cobra  por  cada  carga  de  efectos  naturales 
o  manufacturados  del  Ecuador,  i  aun  por  la  sal,  la  suma/le  cuatro 

Íesos,  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo  estos  productos,  excitó  al 
Procurador  jeneral  de  la  Nación  para  que  promoviese  la  suspensión  de 
las  citadas  disposiciones,  por  considerarlas  contrarías  a  lo  determinado 
en  los  incisos  4^  i  5.^  del  artículo  8.°  de  la  Constitución. 

Solicitada  por  el  señor  Procurador,  no  la  suspensión,  sino  la  decla- 
ratoria de  hallarse  virtualmente  derogados  por  la  Constitución  nacional 
el  inciso  4.^  del  artículo  1.^  i  el  inciso  marcado  con  igual  número  del 
artículo  2.^  de  la  mencionada  lei,  a  virtud  de  haber  sido  espedida  ÁatoB 
de  rejir  la  precitada  Constitución,  la  Corte  Suprema  declaró  no  ser  el 
caso  de  ejercer  la  atribución  que  le  confiare  el  artículo  7is,  porgue, 
suponiendo  que  hubiera  contrariedad  entre  la  lei  de  que  se  trata  i  la 
lei  fundamental,  aquélla,  por  su  anterioridad,  ha  quedado  virtualmente 
abrogada  por  ésta,  i  lo  que  no  existe  no  puedo  su8pend,6rse. 

Vuestra  comisión  encargada  de  inspeccionar  los  actos  lejislaÜTOS 
de  los  Estados,  es  de  concepto  que  la  leí  del  Cauca,  en  la  parte  trascri- 
ta, no  merece  objeción  alguna  de  inconstitucionaUdad  por  el  hecho  de 
gravar  con  impuestos  los  efectos  manufacturados  en  cualquiera  de  los 
otros  Estados  de  la  Bepública  o  en  la  del  Ecuador  que  se  consuman  en 
aquel  Estado;  pues  según  los  incisos  4.^  i  5.^  del  artículo  8.^  de  la  Cons- 
titución federal,  solamente  es  prohibido  a  dichos  Estados  gravar  con 
impuestos  o  contribuciones  los  productos  que  sean  materia  de  impues*' 
tos  nacionales  i  los  que  transiten  por  ellos,  antes  de  haberse  ofrecido 
al  consumo. 

Si  en  lugar  de  los  impuestos  acordados  en  el  Cauca  se  han  cobrado 
derechos,  no  por  el  consumo,  sino  por  la  importación  de  los  productos 
ecuatorianos  i  la  sal,  como  se  dice  lo  ha  hecho  el  recaudador  de  rentas 
de  aquel  Estado,  situado  en  Carlosama,  ese  mal  ha  procedido,  sin  duda 
de  abuso  o  mala  intelijencia  de  la  lei  precitada,  en  cuyo  caso  ha  corres- 
pondido al  Poder  Ejecutivo  nacional  i  a  las  autoridades^  del  mjsmo  as- 
tado aplicar  el  remedio  conveniente,  haciendo  que  se  cumplan  i  ejecu- 
ten la  Constitución  i  leyes  de  la  ünion. 
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A  Tirtad  délas  raaonea  meiioionadafl,  vnertrft  camiskto  oí 
el  «¡gnieate  pxojeoto  de 

besolüoiok: 

El  Senado  de  Henipotenciarios  declara  que  no  es  Ilegadd  d  casoí 
á»  ejercer  la  iUribacion  &«  que  le  confiere  el  artículo  51  de  la  Gonstíta- 
cion,  relaüyamente  a  la  citada  leí  de  9  de  ^neio  de  18fi8|  espedida  por 
lii  Asamblea  del  Estado  soberano  del  Cauca. 

Cindadanos  Senadores, 
Bogotá,  26  de  febrero  de  1867. 


HUIilJDAA  del  ariíeiile  !«•  de  la  leí  del  JBstado  del  Tollma,  de  7 
de  affosto  de  1866,  que  declaró  ciertpe  bieaes  I  reatas  como  fon- 
dos del  Catado. 


Acuerdo  de  la,  Supbeiu  Oosie. 

Corto  Bapmna  federal— Bogóla,  febrero  once  de  nül  ochodentos  sesenta  i  aiete. 

TistoB — "HÁSB  solidtado  por  José  Joaqtdn  Patria,  por  sí  i  como 
sipoéstado  de  la  Junta  admimstrátiva  de  la  aldea  de  Manqaita,  la  stis- 
masioii  del  artículo  1.^  de  la  lei  espedida  por  la  Aaunblea  dd  Estaáp 
«I  ToMma  en  7  de  agosto  de  1866,  declarando  ciertos  bienes  i  rentas 
cono  fondos  dd  Estado. 

Sprtida  la  tramitación  ordenada  para  estos  casos  por  la  lei  de  prd- 
osdBmiento  civil  de  la  Union,  la  Corte,  para  resolver,  considera : 

1.^  Que  el  artícolo  caja  suspensión  se  solicita  dice :  ^  Déclír^nso 
Uoaeseomnnes  del  Estado,  i  destíñanse  consiguientemente  a  sus  gas- 
tos ordinarios,  los  de  los  hospitales  o  casas  de  oeneficenoia  de  Hond$ 
i  Mariquita  o  de  caalqnier  obro  In^ar  del  Estado." 

2.^  Qné  el  artícolo  que  se  deja  copiado  reconoce  a  los  hospitales 
o  oaoiM  de  beneficencia  de  Honda  i  Mañanita  como  personas  jurídicas, 
puesto  que  se  les  tiene  como  dueños  de  bienes  que,  por  virtud  del 
artículo  citado,  deben  pasar  a  ser  del  Estado,  destinados  para  los  gas^ 
tos  eomnñes. 

3.^  Qfie  toda  disposición  que  arrebate  a  cualquiera  individuo  o  per- 
san*  jttiidica  lo  que  le  pertenece,  para  dárselo  a  otra  entidad  o  indiyí- 
dso,  es  contraria  a  la  garantía  déla  propiedad  establecida  en  el  inciso 
6.^  del  sjrtículo  15  de  la  Constitución. 

4.''  Que  no'  hai  necesidad  de  entrar  en  examinar  qué  clase  de  bie- 
Bss  écfn  los  eme  poctoen  o  tienen  los  hospitales  o  caisas  de  beneficencia 
As  Honda  i  Manquifa  i  de  otros,  llagares  del  Estado  del  Tolima,  para 
deereiiar  la  suspensión  sóKcitada,  pues  sean  de  la  clase  que  fuer^ 
pcmelpsles  o  rentas,  están  comprendidos  en  hipsÍBhTA  propiedad. 

Por  estos  fundamentos,  la  Corte  Suprema  federal,  naciendo  uso  de 
la  wUSjwAoú.  que  te  confiere  el  artículo  7^  de  la  Constitución  nacional, 
i  da  aaMCdooon  b  soliaítado  por  el  señor  Procurador  jeneral  de  lai  Na- 
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dó  pagar  en  dinero  sus  créditos  de  iffitai  naAoraleza,  esto  no  ii 
una  Mta  a  lo  dispuesto  en  el  inciso  lü  del  artículo  16  de  la  Oonstita-* 
cien  nacional,  como  lo  demuestra  perentoriamente  el  señor  Procurador 
jeneral  de  la  Nación;  porque  tratándose  de  créditos  de  estranjeros  bai 
que  atender  a  los  compromisos  que  tiene  la  Nación  en  TÍrtud  de  los 
tratados  DÚblicos  i  de  las  doctrinas  del  Derecho  de  jeñtes. 

8.^  Que,  ademas  de  los  sólidos  razonamientos  del  señor  Proeora* 
dor  jeneral,  la  Constitución  nacional  no  prohibe  ni  entraba  en  manera 
alguna  el  poder  que  los  Estados  tienen  por  su  propia  soberanía  para 
«neolar  su  crédito  publico,  atendiendo  a  sus  recursos  fiscales  i  a  la  na- 
turaleza de  cada  deuda.  Si  se  entendiera  el  inciso  10  ,áel  articulo  15 
de  la  Constitución  de  la  Union  como  lo  entiende  el  solicitante,  resolta- 
ría que  los  Estados  no  podrían  clasificar  sus  deudas,  ni  fijar  el  modo  i 
términos  de  ir  pagando  a  sus  acreedores,  según  los  recursos  de  sus  Te» 
soros,  pues  cualquiera  disposición  que  contrariase  este  pensamiento^se 
diría  que  pecaba  contra  la  igualdaa  constitucional.. 

Por  estos  fundamentos,  la  Corte  Suprema  federal  no  accede  a  la 
solicitud  del  señor  Juan  N.  Glomez,  pidiendo  la  suspensión  del  artículo^ 
4S  de  la  lei  de  seis  de  noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis,  so- 
bre crédito  público,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano 
de  Bolívar. 

Bamítase  este  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  los 
efectos  de  la  parte  final  del  artículo  72  de  la  Constítucion  nadional. 

Bahon  Gó'mez — ^Andbes  Cerón— José  Abiíjo — ^Mabceuno  (íxmÉr 
HBEZ  A.— Emiliano  Bestbepo  1E.— Carlos  María  Pérez,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Proou* 
rador  jeneral  de  la  Nación — Gutiébbez  de  Laba— P^es,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  mansa 
trece  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

CárJoa  María  Pérez. 


IntoBME  de  la  COIOBION  DEL  SeNADO. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  comisión  encargada  de  la  ineipeccion  de  los  actos  lejislatiTOB  do 
ios  Estados  cumple  el  deber  de  presentar  el  informe  que  preyiene  él 
Beglamento,  en  el  espediente  sustanciado  por  la  Corte  Suprema  fede^ 
nd,  a  petición  del  señor  Juan  N.  Gómez,  de  Cartajena,  para  que  se  sos-^ 
peikdael  artículo  48  de  la  lei  de  6  de  noviembre  del  ano  próximo- 
pasado,  fundamental  del  crédito  páblioo,  espedido  por  la  Asamblea'' 
Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar. 

El  argnmento  empleado  por  el  denuncifinte  en  apoyo  de  su  opi« 
nion,  es  de  que,  estando  igualados  en  derechos  los  estranjeros  a  tos 
colombianos,  ja  sean  aquellos  domiciliados  o  transeúntes,  por  la  Oons-i^ 
títucion  nacional  i  la  del  Estado  de  Bolívar,  la  Asamblea  Lejislathra  de 
arte,  al  disponer,  por  el  artículo  16  de  aquella  lei,<}ue  la  deuda  púbUea 
esté  representada  por  billetes  al  portador,  amortizables  en  lo^  tarad* 
nos  acordados  por  el  artículo  21,  no  pudo  sancionar  la  disposioioitt 
contenida  en  el  artículo  4By  conforme  a  la  cual  los  créditos  psoceden- 
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tos  da  suministros,  empiiástitoa  i  espropiaciones,  hechos  desde  el  26  de 
julio  de  1859  hasta  el  8  de  mayo  de  1860,  que  correspondan  orijinaria- 
mente  a  estranjeros,  deben  ser  pagados  en  (Uñero,  porque  esto  alagase 
que  es  liolatono  del  inciso  10  del  artículo  16  de  la  Constitacion  nació* 
oaly  que  reconoce  la  garantía  de  la  igualdad,  según  la  cual  no  es  lícito 
oonoeder  pñvilejios  o  distinciones  legales  que  c^n  en  puro  provecho 
o  beneficio  dalos  agraciados,  ni  imponer  obligaciones  especiales  que 
hagan  a  los  indÍTÍdaos  a  ellas  sujetos,  de  peor  condición  que  a  los 

lia  Corte,  de  acuerdo  con  el  concepto  del  señor  Procurador  jene- 
zil  de  la  Nación,  resolvió  no  acceder  a  la  solicitud  de  GhSmez,  i  lo  hizo 
fondadamente,  s^un  la  opinión  de  los  infrascritos,  por  las  siguientes 
nusones: 

L*  Porque,  aunque  es  cierto  que  los  estranjeros  gozan  en  el  Estado 
de  Bolívar,  por  la  Constitución  jeneral  i  la  peculiar  del  mismo  Estado^ 
de  los  derechos  reconocidos  a  los  nacionales,  no  se  infiere  de  aquí  que 
baja  en  ese  punto  igualdad  perfecta  entre  ellos,  porque  esto  equivid- 
dna  a  n^acion^de  las  exenciones  que  a  los  primeros  les  han  sido  otor- 
fladas  por  los  tratados  públicos,  que  son  le^es  obli^torias  para  los 
Estados  de  la  TJnion,  así  como  a  la  de  vanos  principios  del  derecho 
poUieo,  qae  hace  parte  de  la  misma  lejislacion,  i  conforme  a  los  cuales, 
a  los  estranjeros  debe  otorgárseles  una  indemnización  justa  i  suficiente 
en  casos  como. los  de  que  trata  el  artículo  de  la  leí  de  Bolívar  que  se 
ha  objetado  de  inconstitucional ; 

¿^  Poraue  si  la  garantía  de  la  igualdad  hubiera  de  interpretarse 
como  lo  ha  hecho  el  denunciante,  indudablemente  que  el  Grobiemo 
jcDeral  i  el  de  cada  uno  de  los  Estados  quedarían  privados  del  poder 
qpm  tienen  como  soberanos,  i  de  que  han  venido  usando  sin  contradic- 
mm,  hasta  aquí,  para  disponer  los  términos  en  que  deben  ser  satisfechos 
ns  respectivos  ¿Wor^,tárminosque nunca  ^  los  mismos,  porque 
OflOBdo  distinto  el  oríjen  i  la  naturaleza  de  cada  crédito,  tiene  que  serla 
en  justicia,  virtnalmente,  el  modo  legal  de  estinguirlos ;  i 

3.*  Porque  aunque  la  lei  de  19  de  abril  de  1866,  definiendo  la  con** 
didon  de  esteanjero,  sus  derechos  i  obligaciones,  citada  en  su  apoyo 

Kel  denunciante,  sancionó  en  su  articulo  6.^  el  principio  de  no  ser  la 
ñon  responsable  especialmente  por  los  daños  i  peijuicios  que  se 
ocasionen  a  los  estiranjeros  en  tiempo  de  guerra  i  por  causa  de  ésta, 
posB  en  tales  casos  tendrán  los  mismos  derechos  i  obligaciones  que .  los 
nacionales^  ese  principio  ni  las  demás  disposiciones  de  la  lei  en  que 
e^  comprendido,  alteran  en  nada  lo  estipulado  en  los  tratados  pábli* 
eos,  ni  podxian  tampoco  tener  efectos  retroactivos,  para  ser  aplicados 
%  casos  ocurridos  de  1869  a  1860,  pero  ni  de  este  lÚtimo  año  al  de  1863^ 
nendoy  sin  duda,  por  la  fuerza  de  tales  razones,  que  trece  días  después 
de  eapedida  aquella  lei  se  sancionaba  la  de  2  de  mavo  sobre  suminis- 
tsoBy  empréstitos  i  espropiaciones,  en  cuyo  artículo  16  se  dispuso  que 
los  crécutos  que  se  reconocieran  en  definitiva  a  cargo  del  Gobierno  a 
Tesoro  nacional  a  virtud  de  esa  lei,  se  pagaran  en  bonos  flotantes  del 
tyes  por  ciento  anual ;  pero  que  en  cuanto  a  los  que  correspondieran 
quinariamente  a  subditos  o  ciudadanos  estranjeros,  se  pagaran  confor* 
míalos  términos  de  los  convenios  o  tratados  públicos  vijentes  en  la  BepíMi* 
o^  i  a/áUa  de  éstos^  segm  hs  preceptos  dd  tierecho  de  Jentes. 
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Apoyada  en  tales  razonatnieotos,  mestra  comisioii  tennina  él  pre- 
sente informe  sometiendo  respetuosamente  a  mestro  examen  el  6i^ 
guíente  proyecto  de 

resolución: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  atribución  cpie  le 
confiere  el  inciso  6.^,  ai-ticulo  61  de  la  Constitución,  declara  Táhdo  el 
artículo  48  de  la  lei  fundamental  del  crédito  público,  de  6  de  noviem- 
bre de  1866,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano 
de  Bolívar. 

Bogotá,  marzo  22  de  1867. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

M.  Amadob  Fiebbo — Bafabl  Buenaventusa— B.  Sastodoiovqo 
Yiu— Agustín  Abia&-Silv£81!be  Serrano. 


xxxm. 


TALIDfiZ  del  deeneto  de  30  de  Jall«  de  1866,  espedid»  |^r  te 
Asaaiblea  Lejislativa  del  £siado  del  Tollnia,  qae  fija  los  limites 

de  iQs  distritos  de  Melgar  I  el  CArmen. 


Acuerdo  de  la  Suprema  Corte. 

.  Corte  Snprema  federal — Bogotá,  febrero  trece  de  mil  ocl^íeQtos  seseoU  I  sfels. 

Yistos— El  Alcalde,  los  miembros  del  Cabildo  i  algunos  veeinos 
del  distrito  parroquial  del  "  Carmen/'  en  el  Estado  soberano  del  Tofi- 
ma^  piden,  en  uso  del  derecho  que  concede  el  artículo  72  de  la  Consti- 
tución nacional,  la  suspensión  del  decreto  de  treinta  de  julio  áltímo, 
espedido  por  la  Asamblea  Lejislativa  de  aquel  Estado,  fijando  los  limi- 
tes entre  el  enunciado  distrito  i  el  de  "  Melgar." 

Fundase  la  petición :  1.®  en  que  la  fijación  de  los  límites  en  Iob 
tárminos  del  decreto  lejidatiTo,  quita  una  ^an  porción  de  terreno  ai 
Carmen  para  agregarlo  a  Melgar,  segr^acion  que,  según  se  asegara. 
perjudica  notablemente  los  intereses  del  distrito  de  loe  petíeíonarioB 
puesto  que  la  porción  segregada  es  relatiramente  la  mas  rica  de  toda 
M  ostensión  que  constituía  el  distrito :  2.^  en  que  la  Asamblea,  id  es- 
pedir el  decreto  de  que  se  trata,  no  cumplió  con  el  deber  ^ue  le  mponia 
el  articulo  10  del  Código  político  i  municipal,  pues  no  enjió  al  Oa^do 
i  Alcalde  los  informes  que  allí  se  previenen ;  i  3.°  que  a  virtud  del  se- 
ñalamiento de  límites  entre  los  Estados  de  Cundiiuonaroa  i  ToKma,  el 
distrito  de  M^gar  dispone  de  un  vasto  i  rico  territorio  que  le  oolooa 
en  una  situación  superior  al  del  Carmen.  Estas  scm,  en  res&nen,  las 
zmsones  en  que  se  tundan  los  ^ue  piden  la  suspensión  del  decreto  ett 
eoestion ;  i  con  la  simple  esposicion  de  ellas  es  Mcil  comprender  míe 
el  cuerpo  lejislativo  ael  Estado  soberano  del  Tolima,  acordando  i  e»- 

Sidiendo  d  acto  de  que  se  ocupa  la  Corte  Suprema  federal,  no  se  selló 
el  campo  constitueraml  i  legal  dentro  dd  cual  iiuusionó  en  ejereiolo 
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de  sa  soberanía  i  fueros ;  pues  para  que  se  hubiese  estralimitado  de 
la  órbita  que  se  le  trazó  desde  et  ooho  de  majo  de  mil  ochocientos  se* 
senta  i  tres,  habría  sido  preciso  que  en  el  decreto  lejislativo  cuya  sus-* 
pensión  se  pide,  se  violase  la  Constitución  o  alguna  lei  de  la  Union,  lo 
cual  no  aparece  de  este  espediente. 

En  fuerza  de  lo  espuésto,  i  de  acuerdo  con  el  concepto  del  señor 
Procurador  jeneral  ^e  la  Nación,  la  Corte, Suprema  federal  declara  (jue 
no  paede  ni  debe  suspender  el  decreto  de  30  de  julio  de  1866,  espe(hdo 
por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Tolima,  fijando 
tos  límites  entre  los  distritos  de  Melgar  i  Carmen. 

Dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  los  efectos  de  la 
parte  final  del  artículo  72  de  la  Constitución  política  de  la  Bepública* 

I  Bakon  GtfMEZ— Andbes  Cerón — José  AbaCjo — ^Marcelino  Gtj- 

f       TTKBBRZ  A. — ^Emiliano  Restrepo  E. — Carlos  María  Pérez,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolucioh  anterior  al  señor  Piro- 
curador  jeneral  de  la  Nación. 

i  GunERHEz  DE  Lara — Pérez,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  febre* 
ro  veintiséis  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Vicenlc  Vimégat. 

IinfORlCE  DE  LA  COHISION  DEL  SeHADO, 

CíGdadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  Corporación  municipal  i  varios  vecinos  del  distrito  del  Cáis 
men  solicitaron  de  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  del  decreto 
de  30  de  julio  de  1866,  espedido  por  la  Asamblea  Lejidativa  del  Estado 
soberano  del  Tolima,  fijando  los  limites  entre  los  distritos  de  Melgar  i 
el  CÁrmen,  Los  fundamentos  en  que  apoyan  su  solicitud  son  los  si-» 
goientes  :  que  los  límites  que  tenia  el  distrito  antes  de  la  nueva  fijación, 
80Q  los  mas  naturales  i  ventajosos  para  el  engrandecimiento  del  dis* 
I  trito  i  comodidad  de  sus  vecinos  ;  que  al  espedirse  el  decreto,  la  Asam- 
blea no  cumplió  con  el  deber  que  le  impone  el  artículo  10  del  Código 
político  i  municipal,  pidiendo  el  informe  al  Cabildo  sobre  la  convenien- 
cia de  alterar  los  límites.  Como  veis,  la  Asamblea  no  ha  dictado  una 
disposición  que  sea  contraria  a  la  Constitución  nacional  o  a  las  leves 
de  Ja  Union,  sino  que  ha  obrado  dentro  de  la  órbita  de  sus  facultades, 
conforme  al  artículo  16  de  la  Constitución. 

Por  estas  consideraciones,  vuestra  qomision  os  propone  el  siguiexn-^ 
te  proyecto  de 

RESOLUCIÓN: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.*,^  artícu- 
lo 61  de  la  Constitución,  declara  válido  el  decrcíto  de  30  de  julio  <)e 
1866,  espedido  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  del 
Tolima,  fijando  los  límites  entre  los  distritos  de  Mejgá?  i  el  Cármeii. 

Ba^^?^-  Buenaventüba— -M.  Amador  ypauao-r- Afiuprní  Abias-^ 

SlLTESnue  SBI^RANO— R.  SáNTODOIIINGO  YiLA,  18 
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XXXIV. 

TALIDBZ  de  la  Ici  148  de  37  de  fatio  de  1865,  del  £§ta)do  «el 
Caiica,  MHI»i*e  Impneftio  de  destilación  de  a^nardleAte. 


AOÜEKDO  DE  lA  SUFHEMA.  COBTC. 
Corte  Snprema  federal— Bogotá,  febrero  trece  de  mil  ochocientos  seflenta  i  siete.  . 

Yístos — Senio  Arboleda  ha  solicitado  la  suspensión  de  la  lei  148 
del  Estado  del  Cauca,  estableciendo  el  impuesto  sobre  destilación  de 
aguardiente,  i  con  especialidad  la  del  artículo  41  i  de  los  incisos  4.^  i 
6.  del  artículo  54  del  decreto  ejecutivo  de  10  de  diciembre  de  mil 
ochocientos  cincuenta  i  nueve,  mandado  observar  para  la  tecaadacion 
de  dicho  impuesto. 

Surtida  la  tramitación  ordenada  para  estos  casos  por  la  lei  de  pro- 
cedimiento civü  de  la  Union,  la  Corte  Suprema  federal,  para  resolver, 
considera : 

1.^  Que  la  lei  148  del  Estado  soberano  del  Cauca,  espedida  el 
veintisiete  de  julio  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco,  en  nada  es  con- 
traria a  la  Constitución  i  leyes  nacionales,  pues  en  ella  lo  que  se  dis- 
pone es  que  vuelva  a  ser  renta  del  Estado,  en  los  muniéipios  de  Oaldas, 
Obando,  JPasto  i  Tuquerres,  el  impuesto  sobre  el  aguardiente  de  caña  i 
BUS  compuestos,  i  que  dicho  impuesto  se  recaude  con  arreglo  al  decreto 
ejecutivo  de  diez  de  diciembre  de  mU  ochocientos  cincuenta  i  nueve. 

2.^  Que  habiéndose  dado  al  espresado  decreto  fuerza  de  lei,  i  dis- 
puesto su  observancia  por  el  Poder  Lejislativo  de  aquel  Estado,  para 
el  cobro  de  una  contribución,  la  Corte  juzga  que  si  él  contiene  disposí- 
ciones  oontrarias  a  la  Constitución  i  leyes  nacionales,  deben  ser  sus- 
pendidas. 

8.^  Que  las  únicas  disposiciones  que  el  mismo  solicitante  ha  ha- 
llado que  pueden  ser  contrarias  a  la  garantía  de  la  propiedad,  son  las 
contenidas  en  el  artículo  41  i  en  los  incisc^  4.®  i  5.°  del  artículo  64 ; 
pero  basta  leerlos  para  comprender  que,  teniendo  facultad  los  Estados 
para  establecer  el  monopoUo  del  aguardiente,  también  la  tienen  para 
imponer  las  restricciones  que  a  bien  tengan  con  el  objeto  de  organizar 
i  recaudar  como  les  convenga  esta  renta. 

4.^  Que  aun  cuando  las  disposiciones  de  los  artículos  41  i  54  del 
decreto  mencionado  sean  contrarias  a  la  libertad  de  industria,  no  por 
tid  motivo  se  puede  suspender ;  pues  por  el  inciso  9.^  del  artículo  15^ 
esa  libertad  está  limitada  cuando^  los  Estados  quieran  establecer  im- 
puestos para  subvenir  a  sus  propios  gastos. 

Por  estos  fundamentos,  la  Corte  Suprema  federal  se  abstiene,  en 
el  presente  casó,  de  hacer  uso  de  la  f aculti^d  que  le  confiere  el  articulo 
72  de  la  Constitución  jeneral.  Pásese  este  espediente  al  Senado  para 
los  efectos  de  la  parte  final  del  artículo  72  de  la  Constitución. 

Bamon  G^TifEZ— Andbes  Cebon-^ose  Aba^jo— Mabceuno  Outie- 
BBEZ  A.— EmiiíANo  Bestbepo  K—Cárioa  María  Pérez,  Secretario. 
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£n  la  misma  fecha  notificmé  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación.— Outiebkez  be  Liba — Pérez^  Secretario. 

Eb  co]9Ía — Secretaria  de  la  C!orte  Suprema  federal — Bogotá,  febre- 
ro veintiséis  de  mil  ochocientos  sesenta  i  úeie— Garlos  María  Pérez. 


Infobme  db  la.  Comisión  del  Seiiado. 
CindaidaGaos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Solicitada  por  el  señor  Seijio  Arboleda  la  suspensión  de  la  lei  148, 
de  27  de  julio  de  1865,  del  Estado  del  Cauca,  estableciendo  en  los 
mmiici  uios  de  Caldas,  Obando,  Pasto  i  Tuquerres  un  impuesto  sobre 
la  destilación,  introducción  i  yenta  de  aguardientes,  i  especialmente  la 
del  artículo  41  i  de  los  incisos  4.^  i  5.^  del  articulo  54  del  decreto  eje- 
cptiYO  de  10  de  diciembre  de  1859,  mandado  observar  para  la  recauda- 
don  del  citado  impuesto,  a  virtud  de  considerar  estas  disposiciones 
fiolatorias  de  los  derechos  de  propiedad  i  libertad  garantizados  por  la 
Constitución  federal ;  la  Corte  Suprema  resolvió  no  hacer  uso  de  la 
facultad  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  espresada  Constitución, 
apoyando  su  declaratoria  en  las  »guientes  razones  : 

^  '*  1/  Que  la  citada  lei  en  nada  es  contraria  a  la  Constitución  i  leyes 
nacionales,  pues  en  ésta  lo  que  se  dispone  es  que  vuelva  a  ser  renta  del 
Estado,  en  los  citados  municipios,  el  mipuesto  sobre  el  aguardiente  de 
cana  i  sos  compuestos,  i  que  aicho  impuesto  se  recaude  con  arreglo  al 
decreto  ejecutivo  de  10  de  diciembre  de  1859. 

^2/  Que  habiéndose  dado  a  este  decreto  fuerza  de  lei  i  dispuesto  su 
observaacia  por  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  para  el  cobro  de  una 
eontribncion,  la  Corte  juzga  que  si  él  contiene  disposiciones  contrarias 
a  la  Constitución  i  leyes  nacionales,  deben  ser  suspendidas. 

''3/  Que  las  únicas  disposiciones  que  el  miiámo  solicitante  ha  halla- 
do que  pueden  ser  contranas  a  la  garantía  de  la  propiedad,  son  las 
contenidas  en  el  artículo  41  i  en  los  iacisos  4.^  i  5.  del  artículo  54 ; 
pero  basta  leerlas  para  comprender  que,  teniendo  facultad  los  Estados 
para  establecer  el  monopoUo  del  aguardiente,  también  la  tienen  para 
mponer  bis  restricciones  que  juzguen  necesarias  con  el  objeto  de  or- 
^yiígAr  1  recaudar  como  les  convenga  esta  renta ;  i 

''4.*  Que  aun  cuando  tales  disposiciones  sean  contrarias  a  la  liber- 
tad dé  industria,  no  por  tal  motivo  se  pueden  suspender ;  pues  por  el 
inciso  9.^  del  artículo  15  de  la  Constitucicm,  esa  libertad  está  limitada 
enando  los  Estados  quieran  establecer  impuestos  para,  subvenir  a  sus 
propios  gastos." 

liOB  fundamentos  indicados  son  tan  claros>  precisos  i  convincen- 
tes, que  basta  solamente  reproducirlos  para  demostrar  la  constitucio- 
^frjíifríí  de  la  lei  i  de  las  demás  disposiciones  cuya  insubsistencia  se 
solicita ;  i  no  siendo  preciso  ni  conveniente,  por  lo  mismo,  darles  mar 
TOT  anaplitud,  o  presentar  nuevos  razonamientos,  la  comisión  encalca- 
da de  examinar  ios  actos  lejislativos  de  los  Estados  os  propone  el  ot- 
goiente  proyecto  de 

bssoluoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  de  acuerdo  con  la  atribución  6.* 
dd  artÍMlo  51  de  la  Gonstituciott,  deelara  válidas  las  ditqpoiiekHiea  de 


L 
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la  lei  148  de  27  de  galio  de  1865,  del  Estado  soberano  del  Cancft,  esta* 
bleciendo  el  impuesto  sobre  destilación  de  aguardiente,  i  las  del  ar- 
tículo 41  i  de  los  incisos  4.°  i  5.°  del  artículo  54  del  decreto  ejecutiyo 
de  10  de  diciembre  de  1857,  mandado  observar  por  dicha  lei. 

Bogotá,  marzo  27  de  1867. 

Ciudadanos  Senadores. 

Silvestre  Sebbano. — ^Rafael  Bijemaventuba— M.  Akadob  Fiebbo* 
Ájoiüffsm  Abias— B.  Santodomikqo  Yila. 


XXXV. 


N UIiIDAD  de  la  bate  3.*,  artículo  9.«  del  decreto  lejitlatlvo  del 

£§tado  de  Santander,  de  3§  de  octubre  de  ISOd,  sobre  prlTlleJIo 

para  bacer  carretero  el  camino  de  San  José  de  Cuenta  al  rio 

Tácblra. 


ACUEBDO  DE  LA.  SUPBEMA  CiOBTE. 
Corto  Suprema  federal— Bogotá,  noTiembre  trejota  de  mil  ochocientos  seaenta  1  seis. 

Vistos — ^Ha  solicitado  Felipe  Arocha  de  esta  Corte  Suprema  fede- 
ral la  suspensión  de  la  base  3.*,  artículo  2.°  de  la  lei  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Santander,  concemendo 
prívil^o  para  hacer  carretero  el  camino  de  San  José  de  Cúcuta  hasta 
el  rio  Tácnira,  en  la  yia  para  San  Antonio.  El  artículo  1.^  de  dicha  lei 
dice  así : 

'^  ArL  1.^  Concédese  privilejio  esclusivo  al  ciudadano  colombiano 
'^  Joije  Briceño  para  hacer  carretero  el  camino  que,  partiendo  de  San 
^'  José  de  Cúcuta  en  via  para  San  Antonio  del  Tachira,  termine  en  la 
"  orilla  occidental  del  rio  Táchira." 

I  la  base  3.*  del  artículo  2.^  cuya  suspensión  se  solicita,  está  re- 
dactada en  estos  términos : 

''  3.'  Que  si  fuere  aceptada  alguna  propuesta  que  ofaro  individuo  o 
"  compañía  hiciere,  Briceño  tiene  el  mejor  derecho  por  iguales  condi- 
*^  cienes."  La  fecha  de  esta  lei  es  la  de  28  de  octubre  de  1865^ 

Ta  antes,  en  quince  de  junio  del  mismo  año,  se  habia  celebrado 
entre  el  Poder  Ejecutiyo  de  aquel  Estado  i  Domingo  Díaz,  a  nombre  i 
en  representación  de  la  Compañía  del  camino  a  San  Buenayentura, 
constituida  en  San  José  de  Cuenta,  un  contrato  para  el  cual  estaba  le- 
galmente  autorizado,  en  el  cual  se  encuentra  la  siguiente  cláusula : 

**  Art.  21:  La  Compañía  del  camino  a  San  Buenayentura  tendrá 
derecho  a  ser  preferida  en  el  caso  de  que  durante  la  construcción  de 
la  obra,  o  después  de  concluida,  se  solicitare  priyilejio  del  Gobierno 
del  Estado  para  construir  un  camino  de  ruedas  de  San  José  a  la  fron- 
tera de  Venezuela,  a  cuyo  efecto  el  Gbbiemo  le  coniunicará  la  pro- 
puesta que  hubiere  de  ser  aceptada ; "  i  la  leí  que  dio  al  Poder  Eje- 
cutiyo del  Estado  de  Santander  tal  autorización,  fué  la  sancionada  en 
ilde  noyiembre  de  186é,  '^  haciendo  nneyas  concesiones  al  empresa- 
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no  que  solicite  prÍTÍleno  para  abrir  un  cacaino  oarretero  del  puerto  de 
San  José  de  Cuenta  al  puerto  de  San  Buenaventura." 

Celebrado,  pues^  el  contrato  de  que  se  ha  hecho  referencia,  esti- 
pulada la  cláusoJa  que  da  a  la  Compañía  representada  por  Domingo 
DísLZ  la  pfelaeion  para  la  construcción  del  camino  de  ruedas  de  San 
José  a  la  frontera  de  Venezuela,  se  adquirió  por  dicha  Compañía  un 
derecho  perfecto,  que  vino  a  ser  una  propiedad  suya  garantizada,  como 
fe  está  toda  propiedad  por  el  inciso  6.^,  artículo  Í5  de  la  Constitución 
nacional,  cujo  derecho  vino  indudablemente  a  ser  conculcado  por  la 
lei  de  28  de  octubre  de  1866. 

Por  lo  que  la  Corte  Suprema  federal,  haciendo  uso  de  la  facultad 
que  le  concede  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  de  acuerdo 
con  el  concepto  del  señor  Procurador  jeneral,  procediendo  con  la  una- 
nimidad que  dicha  disposición  ezije,  suspende  la  base  3.^  del  artículo 
S.^  de  la  lei  de  28  de  octubre  de  1865,  espedida  por  la  Asamblea  Lejis- 
lativa  del  Estado  soberano  de  Santander,  como  ha  sido  solicitado  por 
Fdipe  Arocha. 

jSnvíese  copia  de  esta  resolución  al  Presidente  de  aquel  Estado, 
publíquese  ec  el  Eejistro  Oficial,  déjese  copia  en  el  archivo  de  la  Cor- 
te i  remítase  el  espediente  a  la  Cámara  del  Senado  para  los  efectos  de 
la  parte  final  del  artículo  72  de  la  Constitución. 

Bamon  Gómez — ^Andbes  Cerón — José  Araüjo  — MABCELmo  Gu- 
TIEBBEZ  A. — ^Emuiano  Eestbepo  E. —  Vicente  Vanégas,  Secretario. 

vEn  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación— Gütiebbez  de  Laba —  Fanegas,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Supre^na  federal— Bogotá,  di- 
ciembre cinco  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis — Vicenie  Fanegas» 


Infobues  de  la  Coiosion  del  Senado. 


Cindaidaiios  Senadores  Plenipotenciarios^ 

M  15  de  junio  de  1865  celebró  el  señor  Secretario  jeneral  de  Es- 
tado, con  autorización  espresa  del  ciudadano  Presidente  del  Estado 
soberano  de  Santander^  un  contrato  con  el  representante  de  la  Com- 

Eañia  del  camino  de  San  Buenaventura,  concediéndole  privileiio  para 
k  apertura  de  un  camino  carretero  de  San  José  de  Cuenta  al  puerto 
de  San  Buenaventura.  Entre  las  estipulaciones  del  contrato  se  encuen** 
ira  la  siguiente : 

'^  Ija  Compañía  del  camino  de  San  Buenaventura  tendrá  derecho 
a  B6T  preferida  en  el  caso  de  q[ue,  durante  la  construccicn  de  la  obra  o 
después  de  concluida,  se  solicitare  privilejio  del  Cobiemo  del  Estado 
para  construir  un  camino  de  ruedas  de  San  José  a  la  frontera  de  Ye- 
nezuela,  a  cuyo  efecto  el  Gobierno  le  comunicará  la  propuesta  que 
hubiere  de  ser  adoptada." 

Posterior  a  la  celebración  de  este  contrato,  la  Asamblea  Lejis^ 
lativa  del  Estado  soberano  de  Santander  espidió  la  lei  de  28  de  oc- 
tubre del  mismo  año,  concediendo  privüejio  esolusivo  al  ciudadano 
Jojje  Briceno  para  hacer  carretero  el  camino  que,  partiendo  desde 
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San  José  de  Cuenta  en  vía  para  San  Antonio  del  Táchira,  termina  en 
la  orilla  occidental  del  rio  Táchira,  siendo  preferido  el  señor  Briceño 
a  cualquier  otro  individuo  o  compañía  que  mejore  las  bases  del  pri- 
vilejio. 

El  señor  Felipe  Arocha,  socio  de  la  Compañía  del  camino  de  San 
Buenaventura,  solicitó  de  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  de 
la  base  3/,  artículo  2.^  del  citado  decreto,  por  cuanto  a  que  esta  dis- 
posición anula  el  derecho  que  tiene  la  Compañía  para  hacer  ella,  i  no 
otro  individuo  o  compañía  preferida  en  la  concesión  del  privilejio,  ca- 
rretero el  camino  de  ISan  Josa  al  Táchira,  derecho  adquirido  a  virtud 
de  un  contrato  celebrado  con  todas  las  formalidades  i  aprobado  por 
el  Presidente  del  Estado. 

No  hai  duda  de  que  el  decreto  de  28  de  octubre  referido  ataca  un 
derecho  lejítimamente  adquirido,  el  cual  es  una  propiedad  de.la  Com- 
pañía del  camino  de  San  Éuenavei^tura. 

Es  base  esencial  de  la  ünion  entre  los  Estados  i  el  Gobierno  jene- 
ral  el  reconocimiento  de  los  derechos  individuales  reconocidos  en  el 
artículo  16  de  la  Constitución,  entre  los  cuales  figura  el  derecho  de 
propiedad,  el  cual  deben  respetar  las  Lejislaturas  de  los  Estados  al 
espedir  sus  leves. 

La  Asamblea  de  Santander,  al  conceder  el  privilejio  al  señor  Bri* 
ceño,  i  dándole  la  preferencia  a  éste  sobre  el  derecho  que  tiene  la 
Compañía  del  camino  de  San  Buenaventura,  le  ha  arrebatado  un  dere- 
cho de  que  estaba  en  posesión  la  Compañía,  i  que  podia  trasmitir  como 
cualquiera  propiedad. 

Jüa  Corte  Suprema  federal,  por  resolución  de  30  de  noviembre 
último,  acordó  la  suspensión  de  la  base  3.*  citada,  por  creer  infrinjido 
el  incido  5.^,  artículo  15  de  la  Constitución. 

Algunos  opinan  que  corresponde  al  Poder  Judicial  de  los  Estados 
el  resolver  sobre  la  validez  o  nulidad  de  los  actos  de  las  Lejislaturas, 
cuando  éstos  atacan  un  contrato;  pero  como  a  esos  mismos  tribunales 
i  juzgados  les  toca  apUcar  las  leyes  que  violan  los  derechos,  por  ser  la 
mtíma  manifestación  del  lejislador,  quedan  los  derechos  de  los  ciuda- 
danos a  merced  de  las  Lejislaturas. 

Por  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone  el  águiente 
proyecto  de 

eesolüoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.^,  articulo 
61  de  la  Constitución,  declara  nula  la  base  8.^  artículo  2.^  del  decreto 
de  28  de  octubre  de  1865,  concediendo  privilejio  para  hacer  carretero 
el  camino  de  San  José  de  Cúcuta  hasta  el  rio  oe  Táchira,  en  la  vía 
para  San  Antonio,  espedido  por  la  Asamblea  Lelislativa  del  Estado 
soberano  de  Santander. 

Bafael  Bü£NÁ.VEim7BA— Silvestre  Sebbano— M.  Avadob  FiEbiio. 


Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

El  señor  Felipe  Arocha,  en  ea  carácter  de  Presidente  de  la  Com- 
pañía anónima  denominada  ^'  Compañía  del  camino  da  San  Boenaven* 
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tura»*'  solicitó  de  la  Corte  Suprema  federal,  en  2  de  lebrero  del  año 
I>r6xímo  pasado,  la  suspensión  del  inciso  3.^,  art.  2.^  del  decreto  lejisla- 
tÍTO  espedido  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Santander  en  28 
de  ootabrede  1865,  concediendo  privilejio  para  hacer  carretero  el  cami- 
no de  San  José  de  Cuenta  hasta  el  Táchira,  en  la  vía  para  San  Antonio. 

En  a^yo  de  su  solicitud,  el  señor  Arocha  adujo  las  siguientes 
consideraciones : 

1/  Que  la  Compañía  del  camino  de  San  Buenaventura  entró  desde 
1.^  de  setiembre  de  Í865,  por  virtud  de  declaratoria  hecha  por  el  Jefe 
departamental  de  Cuenta,  debidamente  autorizado,  en  posesión  de 
toaos  los  derechos  que  le  concedió  el  contrato  celebrado  con  el  Go- 
bierno del  Estado  soberano  de  Santander  en  16  de  junio  del  mismo 
año,  sobre  la  construcción  de  un  camino  carretero  de  San  Josó  de  Cu- 
enta al  puerto  de  San  Buenaventura  sobre  el  rio  Zulia. 

2.*  Que  es  uno  de  esos  derechos  el  otoi^ado  espresa  i  claramente 
a  la  Compañía  por  el  artículo  21  del  contrato  citado,  de  ser  preferida 
en  el  caso  de  aue,  durante  la  construcción  de  la  obra  o  después  de 
concluida,  se  solicitase  privilejio  del  Gobierno  de  Santander  para  cons- 
truir un  camino  de  ruedas  de  San  José  a  la  frontera  de  Venezuela. 

3.*  Que  por  el  inciso  3.*^,  artículo  2.°  del  decreto  lejislativo  de  28 
de  octubre  de  1865,  ya  citado,  se  da  al  señor  Jorje  Briceño  el  derecho 
de  ser  preferido,  en  igualdad  de  circunstancias,  a  cualquiera  individuo 
o  compañía  que  desee  emprender  la  obra  de  hacer  carretero  el  camino 
que  conduce  de  San  José  de  Cuenta  a  San  Antonio  del  Táchira. 

4.*  Que  el  camino  (|ue  conduce  de  San  Josó  de  Cuenta  a  San  An- 
iofíáo  del  Táchira  i  termma  en  la  frontera  de  Venezuela,  se  halla,  por 
lo  mismo,  comprendido  en  la  previsión  del  artículo  21  del  contrato  de 
15  de  junio ;  i 

5.'  Que,  en  consecuencia,  la  concesión  hecha  al  señor  Briceño 
arrebata  un  derecho  ya  otorgado  a  la  Compañía  del  camino  de  San 
Buenarentura,  de  que  ésta  estaba  en  posesión ;  viola  la  garantía  cons- 
titucional  de  la  propiedad,  i  debe  ser  suspendida .  po^  la  Coite  Supre- 
ma federal,  i  anulado  luego  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios  el  in- 
ciso 3.^  que  tal  concesión  otorgó  al  señor  Briceño. 

Estáis  mismas  razones  son  el  fundamento  de  la  providencia  dic- 
tada por  la  Corte  Suprema  federal  de  la  ünion  en  30  de  noviembre  de 
1866,  suspendiendo  el  inciso  3.^,  artículo  2.^  del  decreto  de  28  de  oc- 
tubre de  1865,  de  que  se  ha  hecho  mérito,  por  considerar  llegado  el 
caso  de  ejercer  la  atribución  conferida  a  ese  alto  tribunal  por  el  ar- 
tículo 72  de  la  Constitución. 

Aun  cuando  tanto  la  Corte  Suprema  como  el  Senado  dé  Plenipo- 
tenciarios, suspendiendo  la  una  i  anulando  el  otro,  en  1866,  la  leí  del 
Estado  soberano  de  Bolívar,  de  4  de  mayo  de  1865,  que  autoriza  la 
concesión  de  un  privilejio  para  construir  una  via  forrea  de  Sabanilla  al 
rio  Magdalena,  *  tienen  decidid^  competencia  de  ambas  corporaciones 
para  suspender  i  anular  aquellos  actos  de  las  Lejislaturas  de  los  Esta- 
dos que  sean  violatorios  de  las  garantías  constitucionales,  vuestra  co- 
misión, que  profesa  opiniones  £stintas,  pasa  a  esi)on€ar  el  fundamento 
de  ellas,  seducida  por  la  importancia  del  punto  constitucional  en  examen. 

*  Véase  la  pajina  96. 
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Tratándose  de  fijar  la  esfera  de  acción  de  los  Estados,  esto  es,  de 
definir  su  soberanía,  principio  que  los  llevó  al  campo  de  batalla  en 
1860 ;  bandera  que  en  1863  los  condujo  a  un  triunfo  definitivo  i  glo- 
rioso después  de  la  lucha  mas  encarnizada  i  cruenta  que  rejistran 
nuestros  anales,  el  Gobierno  jeneral,  cuyas  facultades  han  sido  dele- 

fadaspor  las  entidades  que  constituyen  la  Union,  debe  ser  escrupuloso 
asta  la  nimiedad  para  no  correr  el  riesgo  de  destruir  las  tendencias 
jenerales  de  la  revolución  victoriosa. 

El  respeto  profundo  a  esas  tendencias  ha  venido  a  set,  ciudada- 
nos Senadores,  prenda  segura  de  paz  i  de  estabilidad,  pues  aun  el  par- 
tido político  que  la  última  convulsión  popular  arrojó  de  las  rejiones 
del  poder,  acata  i  defiende  la  Constitución  de  8  de  mayo  de  1863,  cu- 
yos preceptos  jenerosos  no  parecen  escritos  en  papel  ennegrecido  por 
el  humo  de  mil  combates  sangrientos. 

Procediendo  con  inetodo,  para  U^ar  a  la  verdad,  vuestra  comisión 
se  permite  copiar  textualmente  las  disposiciones  constitucionales  qae 
deben  tenerse  en  cuenta  para  esclarecer  el  punto  que  se  dilucida. 

'^  Art.  14.  Los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados 
que  salgan  evidentemerUe  de  su  esfera  de  aodon  constitucional,  se  hallan 
sujetos  a  suspensión  i  anulación,  conforme  a  lo  dispuesto  en  esta  Cons- 
titución; pero  nunca  traerán  al  Estado  responsabilidad  de  ningún 
jónero  cuando  no  se  hayan  ejecutado  i  surtido  sus  naturales  efectos. 

"  kxt.  16.  Es  base  esencial  e  invariable  de  la  ünion  entre  los  Es- 
tados d  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gbbiemo  jeneral  i  de 
los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  deiechos  in- 
dividuales que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados 
Unidos  de  Colombia,  a  saber : 
••••••■•«•••.>«•••«••■«•■••• ••••«•••••••■*•.••••••■•••*•«.•••• 

"5.*  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella,  &c. 

"  Art,  51.  Son  atribuciones  del  Senado  : 

*^  5.^  Decidir  definitivamente  sobre  la  nulidad  o  validez  de  los 
actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  i  que  se  denuncien 
como  contrarios  a  la  Constitución  de  la  Bepública." 

"  Art.  72.  Corresponde  a  la  Corte  Suprema  susoender,  por  una- 
nimidad de  votos,  a  pedimento  del  Procurador  jeneral  o  de  cualquier 
ciudadano,  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de 
los  Estados,  en  cuanto  sean  contrarios  a  la  Constitución  o  a  las  leyes 
de  la  Union  &c." 

Como  se  ve,  es  el  artículo  14  el  que  determina  cuáles  son  los  actos 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  que  se  hallan  sujetos  a 
suspensión  i  anulación ;  pues  la  atribución  6.'  del  artículo  61 1  el  72, 
solo  tuvieron  por  objeto  señalar  la  autoridad  a  que  correspondía  deci- 
dir lo  uno  o  lo  otro. 

Estas  ultimas  disposiciones  se  refieren  a  la  primera,  que  es  especial 
i  terminante. 

I  conforme  al  articulo  14  citado  ¿cuáles  son  los  actos  lejislativos 
de  las  Asambleas  de  los  Estados  que  se  hallen  sujetos  a  suspensión  ? 
Esos  actos  son  los  que  salgan  evidentemente  de  su  esfera  de  acción 
oonstítucionaL 

La  esfera  de  acción  constitucional  de  las  Lejislaturas  de  los  Esta- 
dos está  determinada  en  los  artículos  8, 16  i  17  de  la  Constitución.  Los 
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actos  qne  salTea  esos  linderos»  para  invadir  el  campo  reservado  a  las 
autoridades  federales,  son  los  sujetos  a  suspensión  i  anulación.  Se 
haUaiian  en  ese  caso  todos  los  actos  de  las  Asambleas  de  los  Estados 
que  tuvieran  por  objeto  las  relaciones  esteríores,  ]a  organización  dei 
crédito  público^  el  rejimen  i  la  administración  del  comercio,  el  ajrreglo 
de  las  vías  interoceánicas,  &c.  &c.,  pues  los  Estados  han  consentido  en 
flometerse  a  la  autoridad  del  Gobierno  federal  en  estos  negocios.  En  el 
núsmo  caso  se  encontraría  lalei  de  un  Estado  que  violase  el  compromiso 
contraído  por  el'  surtículo  8.^  de  la  Constitución. 

Ese  compromiso  solemne,  contraído  en  obsequio  de  la  integridad 
nacional,  de  la  m,arclia  espedita  de  la  Union  i  de  las  relaciones  pacifi-* 
cas  entre  los  Estados,  se  ha  cumplido  por  el  de  Santander,  que,  reco- 
nociendo i  garantizando  en  su  código  fundamental  los  derechos  indi- 
viduales, deja  también  en  pié  la  base  esencial  e  invariable  de  la  con- 
federación. 

El  inciso  3.°,  artículo  2.^  de  la  leí  de  Santander,  de  28  de  octubre 
de  1865,  de  caja  anulación  se  trata,  no  es  contrario  a  la  Constitución 
federal,  porque  versa  sobre  un  punto  de  lejíslacion  civil  que  es  de  la 
esdaaiva  competencia  de  los  Estados.  Al  sancionar  ese  inciso,  la  Le^ 
jislatora  de  Santander  se  mantuvo  evidentemente  dentro  de  la  órbitf^ 
de  su  acción  constitucional. 

I  no  se  objetó  <}ue  el  referido  inciso  viola  la  garantía  de  la  propie- 
dad, otorgada  también  por  el  Gobierno  jeneral ;  porque  esta  cuestión 
debe  ser  considerada  i  decidida  por  los  tribunales  del  Estado  de  San- 
tander, de  conformidad *con  las  leyes  de  dicho  Estado. 

Otra  intéiij  encía  de  los  preceptos  del  Código  de  Bionegro,  en  ma- 
teria de  tanta  gravedad  i  trascendencia,  nos  llevaría  al  absurdo  de 
colocar  bajo  la  censura  de  la  Corte  Suprema  i  del  Senado  de  Plenii)0- 
tenciarios  la  lejíslacion  entera  de  los  Estados  en  todas  sus  ramificacio- 
nes. Laa  disposiciones  sobre  contratos,  herencias  &c.,  las  leyes  de 
policía,  las  que  se  refieren  a  la  organización  militar,  que  quizá  no  se 
oanforman  en  muchos  casos  con  la  garantía  de  la  propiedad,  o  de  la 
libertad,  o  de  cualquiera  otra  délas  consagradas  con  tanto  lujo  por 
nuestra  Constitución,  deberían  ser  inmediatamente  objeto  del  examen 
de  las  dos  altas  corporaciones  referidas,  al  adoptarse  como  regla  futura 
de  conducta  la  doctrina  de  su  intervención  en  estos  asuntos,  que  vues» 
toa  comisión  rechaza. 

No  debe  perderse  de  vista  que  la  anulación  del  inciso  objetado 
como  contrario  a  la  Constitución  nacional,  implicaria  el  deaoonocimiento 
del  derecho  que  por  él  cree  haber  adquirido  el  señor  Jone  Brioeno.  El 
Senado  de  Flempotenciarios,  convertido  en  tribunal  de  justicia,  en 
materia  civil,  carácter  de  que  no  está  investido,  vendría  a  fallar  entre 
dod  derechos  en  pugna,  sin  oír  siquiera  a  una  de  las  partes.  Esta  con* 
docta  sí  seria  violatoria  del  inciso  á.^,  artículo  15  de  la  Constitución. 
Conforme  al  artículo  25  del  contrato  celebrado  por  el  Gobierno 
del  Estado  de  Santander  con  la  Compañía  del  camino  de  San  Bueña- 
ventora,  el  privllejio  otorgado  a  dicha  OompaSia  e^uea  en  ciertos 
easoB  ^ue  alia  se  neñalan^  ¿TÍMíd  el  Senado  la  s^^dad  de  ^ue  ese 
privüejio  no  ha  caducado  ?   rorque  la  caducidad  del  privilejio  haria 
daio,  valedero,  incontrovertible  el  derecho  que  concedió  al  señor  Jone 
Briceño  el  inciso  8.^,  artículo  2.^  del  decreto  de  28  de  octubre  de  1865 
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2ae  ha  motivado  esta  oaestion.  De  manera  que  el  Senado  puede  correr 
I  riesgo  de  echar  por  tierra  un  derecho  pertecto. 

AI  poner  ténmno  a  este  informe,  vuestra  comisión  se  permite 
llamar  de  nuevo  la  atención  de  los  honorables  Senadores  Plenipoten- 
ciarios h&cia  los  términos  en  que  está  concebido  el  artículo  14  de  la 
Oonstitucion,  que  determina  cimles  actos  de  las  Lejislatoras  de  los 
Estados  están  sujetos  a  suspensión  i  anulación.  Estos  actos  son  los 
aue  salgan  eviderUemenie  de  su  esfera  de  acción  constitucionaL  En  caso 
oe  duda,  la  cuestión  debe,  pues,  decidirse  en  favor  de  las  Lejislaturas. 
Por  todas  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  termina  propo- 
zJátidoos  el  siguiente  proyecto  de 

besoluoiok: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  le  con- 
fiere el  número  6.^,  articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válido  el 
inciso  3.^,  artículo  2.^  del  decreto  lejislativo  espedido  por  la  Asamblea 
del  Estado  soberano  de  Santander  en  28  de  octubre  de  1865,  conce- 
diendo privilcnio  esclusivo  a  Jorje  Briileño  para  hacer  carretero  el  ca- 
mino de  San  José  de  Oiicuta  hasta  el  rio  Táchira,  en  la  via  para  San 
Antonio* 

Bogotá,  nwrzo  14  de  1867. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Aausxm  Abias— Bajcon  Sastoboxinqo  Yujl. 


XXXVI. 


TAIilDEZ  del  capitulo  5.»  de  la  lei  de  11  de  agosto  de  1866, 
orgáJüca  del  sliteina  rentístico  del  Catado  del  Tollina. 


En  la  solicitud  que  hizo  el  señor  Luis  María  Silvestre  se  dictó  el 
signiente  ^ 

ACUEHDO  DE  lA  BVPBBMA,  OOBTE. 
Corta  Suprema  federal — ^Bogotá,  siete  de  marzo  de  mil  ochocientos  Sesenta  i  siete. 

Befiriéndose  la  presente  solicitud  al  mismo  asunto  que  ha  sido  ya 
resuelto  por  providencia  de  veintiocho  de  noviembre  del  ano  próximo 
pasado,  *  se  reproduce  dicha  providencia,  i  enviese  a  la  Cámara  del  Se- 
nado para  los  efectos  del  artículo  72  de  la  Constitución  nacional. 

Bamon  Gómez— Akdses  Cebón— Ehüiano  Bestbefo  E. — Josfi 
Abaüjo— Maboeiino  GunÉBBBZ  A.— Carlos  María  Pérez,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  anterior  resolución  al  señor  Pro- 
curador jeneral^GunÉEBBz  de  Lam— P^  Secretario. 


*  Véase  la  piyina  128,  ntbnero  XXV. 
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INFOBHE  D8  la  CiOHISION  IXEZi  BENADO. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

El  señor  Imis  María  Silvestre  representó  ante  la  Corte  Suprema 
federal,  solicitando  la  suspensión  del  capítulo  5.^  de  la  lei  de  11  de 
tigosbo  de  1866,  orgánica  del  sistema  rentístico  del  Estado  del  Tolima, 
en  YÍrtad  de  que,  contrayéndose^sus  dispodciones  a  gravar  las  mortuo- 
rias con  el  impuesto  de  un  tanto  por  ciento  que  deben  pagar  los  here- 
deros i>or  el  monto  líquido  de  los  oienes,  i  determinar  los  medios  ooer- 
citiyos  conyenientes  para  hacer  efectiro  dicho  impuesto,  ha  creído  el 
solicitante  que  ellas  atacan  la  garantía  constitucional  de  la  igualdad, 
por  el  hecho  de  afectar  solamente  a  los  herederos,  cuyo  n^ero  es  muí 
hmitado,  sin  atender  a  que  tal  contribución  es  jeneral,  supuesto  que 
eomprende  a  todos  los  individuos  colocados  en  idénticas  condiciones. 

Como  esta  solicitud  es  sustancialmente  i^ual  a  la- que  Mcieron  so- 
bre elparticular  los  ciudadanos  Marcelo  Barrios  iXorenzo  A.  Yiana,  i 
va  el  ^nado  declaró  válidos  el  inciso  8.^  del  artículo  L^  i  los  artícu- 
los 27  i  31,  comprendidos  en  el  capítulo  5.^  de  la  citada  lei,  cuyas  dis- 
posieiones  han  sido  el  objeto  de  ambos  reclamos,  la  comisión  encargada 
de  examinar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  se  refiere  en  todas 
sos  partes  al  informe  evacuado  sobre  este  mismo  asunto  con  fecha  18 
de  febrero  último,  i  que  se  halla  publicado  en  el  Beiistro  Oficial  de  7 
de  marzo,  numero  874.  En  consecuencia,  tiene  el  honor  de  someter  a 
mestra  consideración  el  siguiente  proyecto  de 


El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  capítulo  6J 
lá  de  11  de  agosto  de  1866,  oig^ca  del  sistema  rentístico  del  I 


BESOLUOION: 

.""déla 

Estado 

del  Tolima« 

Bogotá,  3  de  abril  de  1867. 

Cüudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

SiLVESTBE  SzBBANo— M.  Amabob  Fiebbo— B.  SAinx)noHiNOo  Yha— 
Bafael  BuEMAVENTuai— Agustín  Abias. 


xxxvn. 


H1JliIl>AD  de  la  !•*  parte  del  artícnlo  tínico,  1  las  bases  8«*  1 4. ' 
de  la  leí  155,  de  18  de  agosto  de  1865,  del  JBttado  del  Canea, 
•obre  valor  1  Jnstipreclo  de  los  objetos  esproplados  por  cansa 

de  necesidad  pública. 


AOUEBDO  DE  LA.  SüFBEHA  OoBTE. 
Corte  Snprama  fe^ral— BogotA,  febrero  quince  de  mil  ochocientos  sesenta !  siete. 

Vistos — La  Lejislatnia  del  Estado  soberano  del  Oanca  espidió,  en 
diez  i  oclio  de[agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cinco,  la  lei  marcada 
con  el  námerd  155,  '^  fijando  reglas  para  determinar  i  decidir  el  yalor  i 
justiprecio  de  los  objetos  espropiados  por  cansa  de  necesidad  pública.'* 


i 
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VaríoB  vecinos  de  la  ciadad  de  Cali  han  ocurrido  a  esta  Corte 
Suprema  solicitando  la  suspensión  de  dicha  leí  ]  56  del  Estado  sobera-* 
no  del  Cauca,  por  considerarla  contraría  a  la  garantía  5.',  artículo  15 
de  la  Ccmstitueion  nacional,  cuja  solicitud  ha  sido  coadyuvada  en  par- 
te por  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación. 

Los  peticionarios  alegan,  al  solicitar  la  suspensión  de  la  lei  citada, 
la  gran  diferencia  que  existe  entre  el  texto  de  ésta  i  la  garantía  cona- 
titucíon^l ;  pues  según  la  Constitucióh,  ningún  colombiano  podrá  ser 
privado  de  su  propiedad  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  con  arra- 
lo a  las  leyes  i  cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  púr^ 
li/xijiL^uAdmente  declarado  i  previa  indemnización,  mientras  que  la  lei 
euya  suspensión  se  pide,  dispone  que,  '^  en  caso  que  los  interesados 
en  la  construcción  de  una  obra  reccmocida  por  la  lei  i  por  la  autoridad, 
de  utilidad  púUicay  no  conyengan  con  el  propietario  en  el  precio  del 
objeto  espropiado,  ocurrirán  al  Tribunal  del  departamento  en  que  esté 
ubicada,  para  que  conozca  o  decida,  observándlose  ciertas  reglas. 

I  entre  éstas  se  encuentra  la  que  lleva  el  número  3.*^,  que  dice  así  ; 
'^  Si  la  obra  se  construye  en  las  riberas  del  mar  o  de  los  tíos,  q 
pasa  por  ellas,  debe  tenerse  presente  que  dichas  riberas  son  de  uso 
público,  con  arreglo  a  las  leyes,  aun  cuando  sean  de  propiedad  partí- 
eular ;  de  modo  que  el  justiprecio  e  indemnización  consiguientes  en 
este  caso,  se  harán  únicamente  del  valor  de  las  obras  construidas  i  de 
las  sementeras  plantadas  anteriormente,  conforme  a  las  leyes  que  re- 
glamenten el  uso  de  dichas  riberas." 

Para  la  mayoría  de  la  Corte  es  claro  que,  garantizándose  la  pro- 
piedad de  los  colombianos  en  los  términos  que  lo  dispone  el  inciso  5.^, 
artículo.  15  de  la  Constitución  nacional,  todo  acto  o  disposición  qae 
afecte  la  propiedad  en  términos  distintos  de  los  que  la  misma  Consti- 
tución permite,  es  contrario  a  ella ;  de  manera  que,  no  permitiéndos<9 
>or  ésta  que  los  colombianos  sean  privados  de  su  propiedad  sino  en 
os  casos  i  en  los  términos  dispuestos  en  el  inciso  5.^,  aitículo  15  cita- 
do, lo  dispuesto  en  la  lei  15a  del  JBstado  del  Cauca,  que  es  distinto  de 
lo  que  la  Constitución  permite,  es  inconstitucional.  ' 

I  lo  es  igualmente  que,  reconocida  la  propiedad  particular  con 
aireólo  a  las  leyes,  en  las  riberas  del  mar  o  de  los'rios  en  que  la  obra 
pública  se  construya  o  pase  por  ellas^  el  justiprecio  e  indemnización 
consiguientes  se  hagan  únicamente  del  valor  de  las  obras  construidas  i 
de  las  sementeras  plantadas  anteriormente  i  del  suelo  que  hace  parte 
de  la  propiedad  particular ;  pues  la  indemnización  de  que  habla  la  dis- 
posición constitucional,  no  tiene  ni  puede  tener  Umitacion  alguna,  no 
conteniendo  mas  gravamen  al  propietario  que  el  que  la  indemnización 
sea  o  nó  previa,  según  que  la  espropiacion  sea  decretada  en  tiempo  de 
paz  o  de  guerra. 

Pero  como  la  Corte  no  puede  suspender  la  leí  165  del  Cauca,  como 
lo  han  solicitado  varios  vecinos  de  Cab,  ni  parte,|de  ella,  como  lo  ha  soli- 
citado el  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  sino  por  unanimidad  de  votos,  con- 
forme al  artículo  72  de  la  Constitucicm,  se  limita,  como  la  misma  Oons- 
tituaíon  lo  dispone,  a  dar  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para 
que  éste  decida  definitivamente  sobre  la  nulidad  o  validez  de  dicha  lei. 
Bamo^  Qómeí;  —  Akdkbs  Cbbon— José  Abávío^Máwesixño  Qwié^^ 
EBjEZ  A.— Emhjaho  ItesTKEPO  E. — C&ríos  María  Pérez fSecrebmo. 
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ISn  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
tador  jeneral— GuTLÉBEEZ  de  Lara— P¿r«8,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal—Bogotá,  febre- 
ro Teintiocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Carlos  María  Pérez. 


iKrOBHES  DI  LA  CoMISION  DEL  SeNADO. 


Ciadadajios  Senadores  Plenipotenciarios* 

Varios  vecinos  del  distrito  de  Cali  ocarríeron  a  la  Corte  Suprema 
federal  el  22  de  setiembre  de  1865,  solicitando  la  suspensión  de  la  leí 
155,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislatira  del  Estado  soberano  del 
Canea  el  18  de  agosto  del  mismo  año,  "  fijando  bases  para  determinar 
i  decidir  el  valor  o  justiprecio  de  los  objetos  espropiadoe  por  causa  de 
necesidad  publica,'  por  considerarla  los  denunciantes  como  contraria 
a  los  derechos  garantizados  por  el  artículo  15  de  la  Constitución 
naeionaL 

Cuatro  de  los  señores  Majistrados  de  la  Corte  opinaron  qae^  en 
efeeto,  la  lei  denunciada  era  inconstitucional ;  pero  como  no  participara 
de  esta  opinión,  sino  de  la  contraria,  el  otro  señor  Majistrado,  faltó  la 
unanimidad  requerida  por  el  artículo  72  de  la  Constitución  para  sus- 
pender los  actos  lejislatívos  de  los  Estados  que  se  denuncien  como 
contrarios  a  ella  o  a  las  leyes  de  la  ünion.  Por  consiguiente,  toca  al 
Senado  decidir  definitivamente  acerca  de  la  validéis  o  nulidad  de  la  lei 
del  Cauca,  cuyo  artículo  único  dice  así : 

''En  caso  de  que  los  interesados  en  la  construcción  de  una  obra 
reconocida  por  la  lei,  o  por  la  autoridad,  como  de  utilidad  pública,  no 
eonvengan  con  el  propietario  en  el  precio  del  objeto  espropiado,  ocurri* 
fin  al  Tribunal  del  departamento  en  que  este  ubicado,  para  que  conoz- 
ca i  decida,  observando  las  reglas  silentes " 

Gomo  se  comprende  de  la  simple  lectura  de  esta  disposición,  ella 
aaneiona  un  principio  evidentemente  contrario  al  inciso  5.^,  artículo  15 
de  la  Constitución  nacional,  porque  establece  que  la  lei,  o  la  autoridad, 
puiede  reocmoeer  como  de  utilidad  pública  la  construcción  de  una  obra,. 
1  qae  este  reconocimiento  es  bastante  para  que,  presentado  el  caso  de 
qae  los  interesados  en  ella  no  se  convengan  con  el  propietario  en  el 
precio  del  objerto  espropiado,  se  observen  ciertas  formalidades  que  al 
^ecto  determina. 

El  reconocimiento  que  la  lei  haga  de  ser  una  obra  de  utilidad  pú- 
blica, como  mui  bien  puede  hacerlo,  no  constituye  el  hecho  que  la 
CoBstitacion  ha  <}uerido  que  preceda  a  la  espropiacion  en  tiempo  de 
paz.  Tal  reconocimiento  daria  derecho  para  ocurrir  al  Poder  Judicial, 
solicitando  que  por  éste  se  declarara  haber  ocurrido  el  caso  de  grave 
motivo  de  necesidad  pública,  i  de  poderse  proceder,  en  consecuencia,  a 
la  espropiacion. 

JSn  cuanto  al  reconocimiento  por  parte  de  la  autoridad,  de  tener 
nna  obra  aquel  mismo  carácter,  los  infrascritos  no  conocen  la  autoriza- 
ción en  qne  pudiera  fundarse ;  pero  dándola  por  conferida,  juzgan  que 
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86  encontraría  en  el  mismo  idéntico  caso  qne  si  el  reconocimiento 
hubiera  hecho  por  la  lei. 

La  Asamblea  Lejislativa  de  ttn  Estado  pnede,  en  concepto  de  los 
qae  suscriben  este  imorme,  declarar  por  medio  de  un  acto  lejislativo 
buyoi  dictado  con  el  objeto  de  llegar  a  efecto  alguna  obra^  pública,  i 
que,  en  consecuencia,  mteresa  a  la  jeneralidad  de  los  habitantes  del 
iSistado,  lo  siguiente : 

"  La  obra  de  que  trata  la  presente  lei  se  reputa  como  de  utilidad 
pública,  i  en  consecuencia  da  derecho  a  los  empresarios  para  ocuzrir 
al  Poder  Judicial,  con  el  fin  de  obtener,  previo  cumplimiento  de  las 
formalidades  legales,  la  espropiacion  de  tales  objetos." 

Pero  como  no  es  esto  lo  que  dice  la  lei  del  Cauca,  sino  que,  leco-» 
nociéndose  por  otra  lei  como  de  utilidad  pública  una  obra,  o  reconooi* 
da  del  mismo  modo  por  la  autoridad,  es  lo  suficiente^  para  que  pueda 
precederse  a  la  espropiacion,  indudablemente  se  prescinde  de  la  decla- 
ratoria del  grave  motivo  de  necesidad  pública,  conferida  al  Poder 
Judicial,  i  en  consecuencia  se  ataca  de  ese  modo  la  garantía  5/  del  ar* 
tículo  15  de  la  Constitución. 

Los  infrascritos  no  aceptan  la  doctrina  empleada  como  argumento 
por  los  denunciantes,  de  que  la  propiedad  sea  un  derecho  nacional,,! 
que  solo  el  Congreso  tiene  facultad  para  fijar  las  reglas  que  deban 
observarse  en  caso  de  espropiacion.  Para  ellos  la  propiedad  es  nn 
derecho  civil,  cuya  importancia  i  naturaleza  ha  hecho  que  se  le  reco- 
nozca como  derecho  individual ;  por  consiguiente,  todo  lo  que  se  reñera 
al  modo  de  adquirirlo,  como  a  la  manera  de  perderlo,  aun  en  los  casos 
de  que  trata  la  Constitución,  tiene  que  ser  de  la  lejiálacion  civil  de  los 
Estados. 

De  lo  dicho  se  sigue  que,  en  el  caso  de  que  en  tiempo  de  paz  deba 

Srocederse  a  la  espropiacion  de  un  objeto  cualquiera,  por  grave  motivo 
e  necesidad  pública  para  la  Nación,  aquélla  tiene  que  ser  decretada 
por  el  Poder  Judicial  del  Estado  en  que  se  encuentre  ubicado  el  objeto 
que  trate  de  espropiarse,  i,  consiguientemente,  de  conformidad  con  el 
procedimiento  que  para  el  efecto  havan  establecido  sus  leyes. 

Otra  de  las  disposiciones  de  la  Icii,  que  se  objeta  como  inconstita- 
cional,  es  la  base  3.  del  artículo  único,  la  cual,  literahnente  copiada, 
dice  así : 

"  Si  la  obra  se  construye  en  las  riberas  del  mar  o  de  los  rios^  o 
pasa  por  ellos,  debe  tenerse  presente  ,que  las  dichas  riberas  son  de  nso 
público,  con  arreglo  a  las  leyes,  aun  cuando  sean  de  propiedad  parti- 
cular ;  de  modo  que  el  justiprecio  e  indenmizacion  consigmente  en  este 
caso,  se  harán  únicamente  del  valor  de  las  obras  construidas,  i  de  las 
sementeras  plantadas  anteriormente,  conforme  a  las  leyes  que  regla- 
menten el  uso  de  dichas  riberas." 

La  circunstancia  de  ser  de  uso  público  las  riberas  del  mar  o  de 
los  rios,  aun  cuando  ambas  lleguen  a  ser  de  propiedad  particular,  obliga 
a  los  propietarios  a  soportar  esa  servidumbre  legal  constituida  en  esa 
dase  de  propiedades,  a  favor  del  público  i  para  los  efectos  que  las 
mismas  leyes  espresan ;  pero  de  que  exista  una  servidumbre  de  esa 
especie,  no  se  sigue  que  la  cosa  en  que  esté  constituida  pueda  tomarse^ 
sin  indemnización,  por  grave  motivo  de  necesidad  pública,  aun  judicial- 
mente declarado,  porque  esto  establecería  un  caso  especial  díe  espío- 
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S'iaoíoii,  no  comprendido,  por  consimiente,  en  el  inciso  5.^,  artículo  15 
6  la  lei  f andamental  de  la  BepÚDlica.  Es  por  esto  que  oreen  los 
in&asciitos  miembros  de  vuestra  comisión,  que  esa  base  es  también 
contraria  a  la  Constitución. 

£n  idéntico  caso  se  eucuentra  la  base  4.*  de  la  lei  que  se  examina, 
ai  se  atiende  a  ^ue  en  ella  se  dispone  que  el  tribunal  tenga  en  cuenta, 
al  fallar  determmando  el  justiprecio  o  valor  del  objeto  espropiado,  que 
la  obra  que  se  pretende  construir  como  de  utilidad  púbnca,  beneficia 
smgnlar  i  directamente  a  los  mismos  dueños  del  territorio  en  que  se 
construya  la  obra  nueva,  i  a  sus  vecinos  i  colindantes ;  pues  es  claro  que 
de  eBte  modo  la  indemnización  no  es  completa,  como  quiere  que  lo  sea 
la  Constitacion,  i  ademas,  teniendo  tanto  derecho  para  ser  beneficiados 
con  la  obra  de  que  se  trata  los  espropiados,  vecinos  i  colindantes, 
como  loB  demás  cancanos,  evidentemente  se  haría  a  los  primeros  de 
peor  condición  que  a  los  étimos,  i  se  les  sujetaría  a  un  gravamen  a 
aue  no  lo  serian  los  demás,  violándose  así  la  garantía  10  defartículo  15 
ae  la  Constitución. 

fiS,  por  tanto,  con  el  apojo  de  los  argumentos  que  vienen  hechos» 
que  loe  infrascritos  terminan  el  presente  informe,  sometiendo  respetuo- 
samente a  vuestro  examen  el  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

£1  Senado  de  Plenipoténdaríos,  en  uso  de  la  autorización  que  le 
oonfiexe  el  inciso  6.^,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulas  la 

frimera  parte  del  artículo  único,  i  las  bases  3.'  i  4.^  de  la  lei  155  de 
8  de  agento  de  1865,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  "  njando  bases  para  determinar  i  decidir  el  valor 
o  jnstífMrecio  de  los  objetos  espropiados  por  causa  de  necesidad  públi- 
ca»" como  contrarias  tales  dis^siciones  a  los  incisos  5.^  i  10  del  ar- 
tfcolo  15  de  la  Constitución  nacional. 

Bogotá,  abril  15  de  1867. 

Gindadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

H.  Ahadob  Fiebbo— B.  SAKTODoMmoo  YiiA— Aaüsrm  ábias. 


Ciixdadaxios  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca  espidió,  en  18  de 
agosto  de  1865,  la  lei  155  fijando  reglas  para  determinar  i  decidir  el 
valor  o  justiprecio  de  los  objetos  espropiados  por  causa  de  necesidad 
pública.  Esta  lei  fué  reclamada  por  varios  vecmos  del  distrito  de  Cali, 
quienes  solicitaron  de  la  Corte  Suprema  su  suspensión,  por  creerla 
atentatoria  aJ  derecho  de  propiedad. 

No  habiendo  estado  unánimes  los  Majistrados  de  la  Corte  Supre- 
ma en  la  suspensión,  toca  al  Senado  resolver  definitivamente  sobre  la 
nolidad  o  vaudez  de  dicha  leL 

Conforme  al  artículo  16  de  la  Constitución,  todos  los  asuntos  de 
gobiemo  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados  espresa,  especial  i 
claramente  al  dobiemo  jen^al,  son  de  la  escluaiva  competencia  de  los 


~  168  — 

Estados ;  en  esta  virtud,  la  Lejislatura  del  Cauca  estuvo  eu  su  dereclio 
para  lejislar  sobre  la  materia  de  que  se  trata,  i  aun  cuando  se  alega 
que  el  articulo  único  de  la  lei  citada  establece  un  nuevo  medio  de  es- 
propiacion,  esto  no  es  exacto. 

Dicho.artículo  dice :  "  En  caso  de  que  los  interesados  en  la  con»- 
^  truccion  de  una  obra  reconocida  por  la  lei  o  por  la  autoridad  ootao  do 
utilidad  púbKca,  no  convengan  con  el  propietario  en  el  precio  del  obje- 
to espropiado,  ocurrirán  «tí  Tribunal  del  Departamento  en  que  esté 
ubicada,  para  que  conozca  i  decida,  observándose  las  reglas  si- 
guientes  " 

Por  la  lectura  de  este  artículo  se  ve  claramente  que  la  Lejislatura 
ha  tratado  de  zanjar  el  inconveniente  ^ue  podia  tocarse  en  el  caso  de 
que,  declarado  por  la  lei  o  por  la  autoridad  el  grave  motivo  de  neceei- 
dad  publica  para  espropiar,  no  se  avinieren  los  propietarios  con  el 
Gobierno  o  los  particulares  en  el  precio  de  la  indemnización.  Conse- 
cuente con  la  garantía  consignada  en  el  inciso  6.^,  artículo  15  de  la 
Constitución,  Ja  lei  ha  designado  la  autoridad  judicial  que  debe 
declarar  si  se  está  o  no  en  el  caso  de  la  espropiacion,  i  cuál  debe  ser 
la  indemnización. 

Las  bases  que  fija  la  ]ei  para  la  declaratoria  de  ser  llegado  el  caso 
de  decretar  la  espropiacion,  dan  a  los  propietarios  el  derecho  de 
producir  pruebas  en  contrario,  de  manera  que  se  sigue  un  juicio  previa- 
mente, de  acuerdo  con  la  garantía  constitucionaL 

La  Lejislatura  ha  estado  en  su  derecho  para  reglamentar  los  jui- 
cios (jue  se  sigan  sobre  espropiacion,  en  virtud  del  artículo  16  de  la 
Constitución. 

Bespecto  de  la  base  3.^  del  artículo  único,  vuestra  comisión  cree 
que  debe  anularse,  porque  ataca  el  derecho  de  propiedad  al  disponer 
que  las  riberas  del  mar  o  de  los  nos  son  de  uso  público,  i  que  los  due- 
ños del  territorio  no  tienen  derecho  a  mas  indemnización  que  a  la  del 
valor  de  las  obras  construidas  i  de  las  sementeras  plantadas. 

En  fuerza  de  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone 
el  siguiente  proyecto  de  . 

besolucion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.^,  ar- 
tículo 51  de  la  Constitución,  declara  válida  la  lei  165,  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislatíva  del  Estado  soberano  del  Cauca  en  18  de  agosto 
de  1865,  fijando  reglas  para  determinar  i  decidir  el  valor  o  jnstipreoio 
de  los  objetos  espropiados  por  causa  de  necesidad  pública,  i  nula  la 
base  3.*  del  artículo  único  de  la  citada  lei,  por  ser  contraria  al  iaciao 
5.^;  artículo  15  de  la  Constitución. 

Rafael  BuENAVENTUBA^SnLiVBsüntE  Sebbano. 
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xxxvm. 

Kl^UDAD  ae  lo«  incisos  5.*  i  6.*,  artícalo  9.*  de  la  lei  de  30  de 
•cf»ge  de  1866,  del  Estada  de  Bolívar,  sobre  Impuesto  a  la 
^dMiiia  eeaserclal,  1  del  capítulo  9.*^  artículo  Id  de  la  leí  de 
4t  da  aLOFleuibre  de  1866,  del  mismo  Estado,  sobre  presupuesto 

^e  rentas  1  gastos» 


AOUSBDO   DE  lA  SXTPBUBIA  GoBTE. 
Covt»  Bttprema  federal. — Bogotá,  marzo  doce  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Tarios  comerciantes  del  Estado  de  Bolívar  han  solicitado  la 
Bospenfiion  de  la  lei  espedida  por  la  Asamblea  de  aquel  Estado,  de 
treinta  de  octabre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  láeis,  estableciendo  nn 
impuesto  en  la  industria  comercial,  i  la  cual  se  halla  publicada  en  el 
número  458  de  la  **  Gaceta  de  Bolívar." 

^La  Corte  Suprjemaj^  para  resolver  ficerca  de  estas   peticiones, 
OQDfliderft  t 

1.^  Que  por  el  artículo  I.^  de  la  lei  xaencíonada  se  esiabíe0Íó  na 
inmaceto  sobre  la  industria  comercial,  el  cual,  según  el  artículo  2.^, 
deSe  gravar  a  todiai  persona  o  compañía  nacional  o  estranjera  que  se 
ocupe  de  operaciones  de  comercio  dentro  del  territOTio  del  litado;  i 
■MBui  el  amculo  6.%  se  fijará  su  cuantía  en  el  presupuesto  de  rentas, 
dmiendo  distribuirse  con  equidad  i  justicia  entre  las  provincias. 

2  ^  Oonsiderando :  que  la  creación  dp  este  impuesto  i  la  manera 
de  distribuirlo  se  ataoaú  de  inconstitcicionales,  por  no  tener  el  carácter 
de  jeneral,  como  se  previene  por  el  ii^ciso  5.^,  artículo  15  de  la  Oonsti- 
toeion  nacional ;  pero  la  Corte  no  haUa  fundadas  las  razones  en  que 
loB  solicitantes  apoyan  su  concepto.  En  el  caso  presente  no  se  trata 
de  un  impuesto  que  ataque  la  propiedad,  sino  al  ejercicio  de  ima  indus- 
tria ;  i  si  faera  inconstitucional  el  gravamen  a  una  industria  cuando  no 
afeotaae  %  todas  las  industrias,  quedaria  sin  significado  ni  aplicación  d 
pennisQ  otoi|¡^o  a  la  Uqion  i  a,  los  Estados  por  el  inciso  9.^  del  aa;- 
ttrmlo  Ifi  ya  citado,  para  restrinjir  la  libertad  oe  industria,  pudiendo 
iiMiimiiHti  el  ejercicio  de  una  o  iQás  como  arbitrio  rentístiQo. 

3.^  Que  aun  cuando  se  aleea  que  loi  cuota  del  impuesto  comercial 
no  QB 1^  misma  en  el  territorio  del  Estado,  pues  en  unas  provincias  vino 
m  fQSoltar  que  es  el  ocho  por  ciento  i  en  otras  el  cuarenta,  la  Corte  no 
eneaentra  en  la  lei  cuva  suspensioi^  se  ha  solicitado,  ningún  artículo 
qae  establezca  esa  diferencia  de  rata  del  impuesto  para  las  provincias; 
por  al  contrario,  en  la  parte  final  del  artículo  5,^  se  ordena  que  la  disr 
faibi^Gion  se  haga  justa  i  equitativamente  ;  i  si  al  practicarse  la  lei  no 
8B  luí  llevado  a  cabo  el  pensamiento  del  lejislador,  será  buena  razoii 
para  que  se  dicten  disposiciones  adecuadas  a  tal  fin,  mas  no  para  susr 
pender  una  lei  por  el  motivo  de  que  ^la  no  es  apÚcada  i  practicadf^ 
Qomo  debiera  serlo. 

4^  Que  las  demás  restricciones  al  ejercicio  de  la  industria  comar.- 
útl  q«o  contiene  la  lei,  i  sobre  las  cuales  se  ha  formulado  otro  capítulo 
da  KeoI^fOfoioi^  por  los  solicitantesi  tampoco  prueban  la  inoonstilucio- 
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nalidad  de  la  lei,  porque  esas  restricciones  tienen  por  objeto  hñoer 
efectíro  el  cobro  del  impuesto,  i,  como  ya  se  deja  esplicado,  si  los  Esta- 
dos tienen  facultad  constitucional  para  reservarse  una  industria  como 
arbitrio  rentístico,  indudablemente  en  tal  facultad  está  cbiáinrénSBd» 
la  de  limitar,  en  el  mismo  caso,  el  ejerdoio  de  la  industzia»  puuilo  4p>^ 
puede  liasta  prohibir  del  todo  que  los  particulares  hagan  auKdasa&Ay 
reseryándosela  el  Estado  como  arbitrio  reni&tíco.  ^  #  i . 

6.^  Que  la  Corte  no  se  opone  a  que  el  impuesto  establecido  por  la 
lei  cuya  suspensión  se  ha  soUcitado,  sea  mui  grayoeo  i  perjudicial  para 
los  comerciantes  i  aun  para  el  Estado  de  Solívar ;  pero  esas  ser^Ln. 
buenas  razones  para  que  Ja  lei  sea  derogada  o  reformada  por  el  Poder 
LejislatiTO  del  Estado,  mas  no  para  que  la  Oorte  Suprema  Buywicla 
una  lei  por  inconveniente,  no  siendo  contraria  a  la  Constitucioiv^leyoe 
nacionales. 

Por  estas  consideraciones,  la  Oorte  Suprema  federal  se  abstiene 
de  ejercer,  en  el  presente  caso^  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo 
72  de  la  Constitución  jeneral.  Déjese  copia  de  esta  resolución  i  pásense 
orijinates  al  Senado  los  espedientes  relativos  a  este  negociado^  para  loa 
efectos  de  la  parte  final  del  mencionado  artículo  72. 

Bak ON  Od^cBZ— Amdbes  Cebón— José  Abi^jo— Mabcbuho  OártXÉi^ 
BBBZ  A.— Emiliano  Bkstbepo  B.— Carlos  María  Pérez,  Secreteó:. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  seaor  Proo%> 
rador  jeneral — Gutiébbez  de  Laba — Pérez,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá, 
trece  de  mü  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Cirios  María  Pérez, 


Infobmes  de  la  Comisión  uíel  Senado. 


Xa  Tin#>i 
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Honorables  Senadores  Plénipotenoiarios. 

Varios  comerciantes  de  la  ciudad  de  Barranquilla  i  el  señor  7<Mje 
D.  Henriquez  de  la  de  Cartajena,  ocurrieron  a  la  Corto  Suprema  fede- 
ral solicitando  la  suspensión  de  la  lei  espedida,  por  la  Asamblea  jbeji». 
lativa  del  Estado  i^oberano  de  BolÍTar  en  30  de  octubre  del  año  ptmtl^ 
mo  pasado,  "  de  impuesto  a  la  industria  comercial,"  i  la  del  á^ctdo 
12  de  la  lei  dictada  por  la  misma  Asamblea  el  23  de  noyiembre  del  ^<ai>. 
iado  ano,  **  de  Presupuestos  de  rentas  i  gastos  para  el  senriei^  ISLtil 
aip  económico  de  1.°  de  enero  a  31  de  diciembre  de  1867.** 

La  Corte  Suprema  federal,  de  conformidad  con  el  concepto  del 
aefior  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  resoMó  abstenerse  de  auspj^. 
der  la  primera  délas  leyes  indicadas,  por  las  razones  espuesta^  e^  mi 
aeoerdo  de  12  de  mano  último ;  pm>  tanto  ella  como  aquel  altó  rait» 
donario  guardaron  completo  silencio  respecto  a  la  suroension  d^  as- 
ifoulo  12  de  la  lei  de  Presupuestos.  I  como  el  Senadoba  sancioiíado 
el  precedente  de  que  no  esta  en  sus  facultades  anular  el  acto  lejiglativo 
de  un  Estado  denunciado  como  contrario  a  la  Constítudon,  si  ánie^.x^o 
se  ha  resuelto  acerca  deál  por  la  Corte  Suprema  federal,  los  in^aaérih 
tos  miembros  de  U  oomisíon  encargada  de  la  inspeocíoii  de  talMaékM» 
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esa  decisioii  del  Senado,  no  se  consideran  en  el  deber  de 
ocaíiraer  su  examen  al  artíoulo  12  de  la  indicada  leí,  sino  nnicamente 
a  ]a  de  impuesto  a  la  indostria  comercial,  punto  acerca  del  cual  laa 
opiniones  de  ellos  están  en  desacuerdo  con  las  del  otro  miembro,  ciu- 
dadano Senador  B.  Santodomingo  Tila. 

Ijas  xasonea  alegadas  por  los  denunciantes  para  demostrar  la  in- 
oanstítncionalidad  de  dicho  acto,  se  reducen  a  las  siguientes : 

L^  Que  la  lei  no  tiene  el  carácter  de  jeneral,  porque  sujeta  a  con- 
tobnoion  directa,  aparte  de  las  indirectas  que  soporta,  a  una  de  laa 
olases  que  en  el  Estodo  ejercen  la  profesión  de  comerciante ;  i  ademas» 
porqne  permite  que  los  comerciantes  en  una  provincia  vengan  a  ser 
maa-  gsayados  por  razón  del  impuesto  que  en  otea,  si  se  atiende  a  que 
la  anma  que  el  comercio  del  Estado  debe  pagar,  se  fija,  asignándose  a 
cada  provincia  una  cantidad  determinada,  sin  mas  consideración  ni 
regla  que  la  de  completar  lo  que  en  el  Presupuesto  de  rentas  se  señala 
al  comercio. 

2/  Que  no  cargándose  a  las  demás  clases  el  mismo  impuesto,  se 
eetableee  una  distinción,  haciendo  a  ciertos  individuos  de  peor  condi^ 
don  que  a  otros  que  trabajan  quizás  con  mayor  comodidad,  seguridad 
i  proirecho. 

3/  Que  aun  los  mismos  comerciantes  de  una  provincia  determinar 
da  j^iedan  ser  desigualmente  gravados,  una  vez  que  la  lei  crea  una 
reata  que  reparte  discredonalmente  el  impuesto,  i  que  no  se  le  sujeta 
a  la  obligación  de  atenerse  para  ello  al  capital  o  ala  renta  que  cada 
uno  tiene ;  i 

4.*  Que  mandándose  por  la  lei  citada  que  nadie  pueda  ejercer  el 
oficio  do  comerciante  en  el  Estado  sin  obtener  antes  ima  patente,' so 
pena  de  pagar^  un  veinticinco  por  ciento  más  sobre  la  cantidad  que  a 
n  antojo  le  asigne  una  junta  oncial,  se  entraba  de  esta  manera  o  se 
viola  la  libertad  de  industria  garantizada  por  el  inciso  9.^  del  articulo 
16  de  la  Constitución. 

Sjpuiminemos  ahora  si  tales  razones  tienen  la  fuerza  que  les  dan 
loB  denunciantes,  i  si  ellas  pueden  considerarse  como  argumentos  im- 
parcialmente  hechos,  i  en  consecuencia  fielmente  deducidos  del  espíritu 
o  del  texto  espreso  de  la  lei  que  se  examina. 

Xhi  cnanto  a  la  primera  de  tales  razones,  referente  a  la  no  jenera* 
fidad  de  la  contribución,  por  el  hecho  de  gravar  a  aolo  una  clase  del 
ppáblo  de  BoUvar,  bastaría  a  los  infrascritos  hacer  observar  que,  .en 
aiferentes  épocas,  la  Corte  Suprema  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios 
han.  decidido  que  un  impuesto  tiene  el  carácter  de  jeneral  requerido 
Mía  aajFaUdez  por  la  Constitución,  desde  que  todos  los  que  se  encuen* 
«en  en  i^ñticas  condiciones  a  las  exijidas  para  su  imposición,  queden 
comprendidos  en  su  pago ;  pues  a  no  ser  ad,  solo  tenoha  el  enunciadd 
Hiraffjlrtff  c4  bárbaro  impuesto  de  la  capitación. 

TcBotros  mismos  habéis  reconocido  toda  la  fuerza  de  -ese  temai 
oaandp  aprobasteis  en  sus  dos  debates  parlamentarios  el  proyecto  de 
leaolácion  con  que  la  comisión  encargada  de  la  inspección  de  los  actos 
Iqisiatívoe  de  los  Estados,  terminó  su  informe  de  18  de  febrero,  inserto 
ea  el  ''JE^)istro  Oficial "  número  874,  pues  en  ese  documento,  <jue  está 
msorito  por  todos  los  miembros  de  la  espresada  comisión,  se  induje* 
ron  loB  ogmentes  conceptos.:  ^ 
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^  **  ^  Qiaiiena  de  impn6Bto8,  ee  dodrina  jra^ 
)a  garantía  de  la  igaaldad  queda  satísfeclia  desde  qne  los  qué  seeii^ 
énentraU  eolocados  en  idéntica  condición,  quedan  compreñdidofi  en  ei 
ptt^o  de  la  contribución  establecida.  Asi  es  que  basta  que,  tratándose 
de  impuesto  comercial,  lo  pasuen  todos  los  que  hacen  el  comercio^  cohm) 
datándose  de  un  derecho  soore  la  industria  agrícola,  todos  los  i^rictil<- 
tores,  como  tratándose  de  cualquiera  otrb  empresa  con  que  «e  gra^re 
algunas  de  las  tantas  clases  en  que  la  sociedad  está  dÍTidida  para  el 
trabajo,  lo  estén  todos  los  que  la  con^pongan,  para  que  tal  impuesto  se 
considere  como  jeneral,  i,  por  lo  mismo,  en  nada  atentatorio  de  la  gi^ 
rantía  de  la  igualdad/' 

I  tal  doctrina  ha  sido  fielmente  aplicada  eü  la  lei  de  IBblítKt, 
puesto  que  en  su  articulo  2.^  dispone :  que  el  impuesto  de  <^e  elBk 
trata  gravará  a  toda  persona  o  compañia,  nacional  ó  estránjera,  que  se 
ocupe  de  operaciones  de  comercio  dentro  del  territorio  del  Ei^do  ;  de 
manera  que,  no  esceptuándose  uno  solo  de  los  que  se  encMntren  peiy 
manente  o  accidentalmente  ocupados  en  el  ejercicio  db  esa  iñdustriaip 
el  impuesto  tiene  evidentemente  el  tsarácter  de  jeneral  esdjido  p6t  la 
Oonstítucion. 

I  no  es  exacto  que  la  lei  permita  que  un  comerciante  sea  mlfifs  IgflL- 
Tado  en  una  provincia  que  en  otra.  Ella  ha  didio  pdtsu  artículo  6.^ 
^ue  al  votar  la  Asamblea  el  presupueíito  de  rentas,  nj'e  la  cantidad  del 
impuesto  de  que  trata  el  artículo  1.^  no  sin  regla,  cómo  aseteran  los 
denunciantes,  sino  tomando  por  baiare,  shx  excederla,  el  rendimiento  qtie 
tuvo  en  el  último  año  el  impuesto  sobre  el  consumo  de  los  efectos  év^ 
{ranjeros,  i  haciendo  la  distribución  ehtre  las  provincias  áeH  Estado, 
con  la  mayor  equidad  i  justicia.  Por  consiguiente,  teniendo,  bOAotiene, 
una  base  fija  para  proceder  la  Asamblea  Lejislativa,  i  habiéndose  es- 
tablecido por  el  articulo  9.^  realas  también  fijas  para  el  procedimieiito 
de  la  Junta  comercial,  que  el  ejecutor  impárcial  i  hoflradb  de  esa  lei  hsk 
hecho  ig|ualmente  obligatorias  para  la  Junta  oficial,tio  puede «ddtenebr* 
se,  sino  incurriendo  en  una  injustida,  que  sea  ella  qtuen  permita  qae 
unos  comerciantes  sean  mas  gravados  en  una  provincia  que  en  otra. 

Verdad  es  que  se  han  acompañado  dos  distribuciones  hechas  por 
la  Junta  oficial  en  las  provincias  de  BarranquiUa  i  Sabanalarga,  ooitieti-^ 
tes  a  fojas  42  i  43  del  espediente,  de  las  cuales  aparece  que  en  M  prir 
mera  el  comerdo  ha  sido  gravado  con  un  10  por  ciento,  i  en  la  segunda 
oon  solo  4  por  ciento,  por  razón  del  impuesto  comercial ;  pero  aparto 
de  que  el  primero  de  tales  repartos  fué  improbado  por  el  ciudadano 
Presidente  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  como  consta  de  la  r^éelti- 
don  dictada  por  la  Secretaría  jeneral  en  25  de  enero  último,.  pulAoada 
en  la  Gaceta  de  dicho  Estado,  número  472,  ¿  se  prueba  con  eso  '¿(ao  la 
lei  ha  permitido  esa  desigualdad  ? 

¿  Por  qué  d  en  la  distribución  de  la  suma  total  de  la  '■  eoitttftm^éSMi 
comercial  entre  las  provincias  del  Estado  se  tomó  por  htíae  d^ndi* 
miento  del  impuesto  sobre  el  consumo  de  las  mercancías  estratojeíM^ 
no  se  deduce,  o  que  la  Junta  oficial  de  BarranquiUa  hizo  una  ex^oa 
apreciadon  de  la  renta  de  sus  comerciantes,  o  que  no  ha  incluido  a 
todos  los  que  se  encuentran  dedicados  allí  al  comercio,  moiivos  por 
alguno  de  los  que  han  podido  aparecer  gravados  los  tres  comiércittbteía 
que  figuran  en  el  reparto  anulado,  cqn  un  6  por  100  más  que  loB-^te 


^  m  - 

IHrtifeiiili>¿a^  isitio  que  se  afirma  qae  esa  desigualdad  TíeBd  necédarid^ 

fle.de  la  lei? 

BUb,  señores,  no  ha  querido  ^ue  la  Junta  oficial  haga  la  distribu- 

■de  la  sama  asignada  a  la  provincia,  sino  cuando  la-de  comerciantes 
hiM  dejado  de  verificarlo  oportnnamente;  de  modo  que  b\  deferir,  como 
to  mice  por  el  inciso  1.^  de  su  artículo  O.^»,  a  la  honradez  de  ellos  la  deM* 
elsitttona  de  la  renta  anual  probable  de  sus  operaciones  mercanlóleS) 
kÉt-bvMado  ki  igualdad  real,  de  tal  manera  que  la  desigualdad  que  pu- 
diera reeultar  en  algún  caso,  tenga  aue  ser  aparente  o  ficticia,  i,  por  lo 
BÍBiftOj  de  xiiiigan  modo  imputable  a  la  intencioa  del  lejislador,  sin  cons- 
iitair  tampoco  un  argumento  contra  la  validez  de  semejante  ai3to. 
'-«  '  I  éí9  tanto  mas  notable,  señores,  el  espíritu  de  equidad  i  justicia 
ole*  ha  dominado  en  la  espedicion  de  esa  lei,  (|ue  por  su  artículo  3«^ 
dedara  que  las  personas  obligadas  a  pagar  el  impuesto  de  que  ella 
itata,  1  que  lo  pairen  en  efecto,  estaían  exentas  ellas  i  sus  estableci- 
fldfntos  mercantiles  de  toda  contribución  impuesta  por  los  distritos. 

Por  cfonsiguiente,  si  en  el  año  próximo  pasado  el  solo  distrito  de 
BfttMnhuilla  estaba  gravado  con  una  subvención  de  tres  mil  pesos 

males,  como  aptirece  del  decreto  dictado  por  el  Presidente  del 
de  BoKvar  el  1.^  de  diciembre  de  1866,  de  tal  manera  que 
0nfi  comerciantes,  ademas  de  satisfacer  una  contribución  para 
atender  al  pago  de  aquel  subsidio,  estaban  sujetos  al  de  otras  muchas 
eMKtañboeiQnes  distritoriales,  ¿  podrá  sostenerse  impareialmente  que  es 
insoportable  la  condición  de  ^os,  hoi  que  toda  la  provincia  lo  ha  sido 
an  la  cantidad  de  treinta  i  tres  mil  pesos  por  año? 

Las  rentas  de  q[ue  el  Gobierno  del  Estado  de  Bolívar  deriva  su 

^enoia,  son  las  siguientes : 

J./"  Destilación  i  rectificación  de  aguardientes. 

%*  Derecho  de  degüello. 

'8.^  Gontribucion  pecuaria. 

4J*  CSontribucion  comercial. 

5.*  Dique  i  sus  pasos. 

6^  Estampillas ;  i 

7J*  Bejistro  de  instrumentos  públicos  i  anotación  de  hipotecas. 

•De  'átftas,  la  segunda  está  calculada  en  la  suma  de  sesenta  i  dos  mil 
i  la  enarta  en  la  de  setenta  i  cinco  mil  pesos.  Gomo  se  ve,  la  clase 
loaeamioeros  paga  en  Bolívar  una  suma  casi  iguala  la  que  satisface 
la 'Ua&mda  de  comerciantes. 

Pero  se  4ioe  con  la  sesuda  de  las  razones  alegadas,  que,  no  car- 
flfeDdooa  a  los  carniceros  m  a  los  destiladores  i  rectificadores  de  aguar- 
ibedke  la  ootutribucion  que  pagan  los  comerciantes,  se  hace  a  é&tOB  de 
peor  condición  que  a  los  otíos  que  trabajan  con  mas  comodidad,  segu- 
liBaH  i  próTOcho. 

•:-W  Aaa  taxao  podrían  también  emplear  esta  graciosa  argumentación 
bséasaaioeros,  los  destiladores  i  rectificadores  de  a^ardientes,  siendo 
MÍ-gne^hai  mayor  razón  para  creer  que  los  comerciantes  trabajan  con 
mas  comodidaa,  seguridad  i  provecho  que  aquéllos ;  pero  no  lo  haa 
hecbOy  acaso  porque  saben  lo  que  no  es  de  suponerse  que  ignoren  los 
demmciantes,  a  saber:  que  todo  impuesto  que  grava  una  industria 
attdqideirai  es  un  casto  de  producción  que  aumenta  el  valor  del  pro-' 
dudo,  i  que  en  demiitíva  no  paga  sino  el  oonsmaudor  de  éste.  Es  decir 
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SQíe^tflí  como  loB  denimciaiites  afirman  me  ellos  pBjf¡BaífirimMkoji0 
egüello  oaando  oonsomen  las  carnes,!  íbí  de  destilación  i  rectífioaoiov: 
d»  licores  cuando  consamen  estos  artículos,  porque  los  empresétrios 
caigan  el  impuesto  al  valor  de  tales  productos,  esto  mismo  pwAak^ 
afirmar  los  matadores,  destiladores  i  rectificadores  al  conajumr  Imm 
OMreancías^con  las  cuales  se  ejecutan  las  espaeulaoíonee  eomerotalM; 
I>ueS  no  se  alcanza  a  comprender  la  razón  que  exista  para  queióihtil-w 
timos  sean  mas  celosos  de  sus  intereses  que  los  primeros ;  pero  m  uií 
sucecUera  hasta  el  caso  de  que  en  el  valor  de  las  mercancías  no  fiígnra** 
ra  el  del  impuesto  con  que  se  sravara  la  industria  c<MQereial,  el  mal  jom^ 
se  podria  atribuir  a  la  lei  que  nubiera  establecido  la  contribadiom,  8iil0 
a  neg^ijencia  de  parte  de  los  señores  comerciantes,  que  los  infieasótitos 
han  supuesto  en  gracia  de  discusión,  pero  en  la  que,  de  seguro,  no  U9b-» 
currirán  jamas. 

La  tercera  de  las  razones  alegadas  la  contesta  por  los  inüraacñtcMl 
el  artículo  9.^  de  la  lei  que  se  examina,  i  la  resolución  ejecutiva  de^  a: 
s6  ha  hecho  mérito,  dictada  de  acuerdo  con  el  espíritu  ae  ella»  Oohk 
me  a  tales  diaposiciones,  la  junta  de  comerciantes,  i,  en  su  caso^  la  jwtili 
oficial,  no  puede  proceder  a  practicar  el  reparto  de  la  cuota  asignada  <li 
la  provincia,  discrecionalmente  o  a  su  antojo,  como  dicen  los  da¡RMIrt 
cianteS)  sino  observando  varias  reglas,  que  solo  una  estadiatíca  compIbMta^ 
o  un  catastro  perfecto  podrían  mejorar. 

Por  ultimo,  honorables  Senadores,  si  la  libertad  de  inditfifcriA 
garantizada  por  el  inciso  9.^  del  artículo  16  de  la  Oonatitadon,  Tim^asm 
consigo  la  exención  de  impuestos  para  atender  a  loe  gastos  p^U4K>i^ 
bien  pudiera  sostenerse  que  la  formalidad  de  la  patente  exijiaa  ppr  £a 
lei  de  Bolívar  para  el  ejercicio  de  la  industria  comercial,  i  cujrO'fivi^ü^ 
comprende  que  no  es  otro  que  evitar  el  fraude  de  la  contribuei<%il,  era 
contraria  a  dicha  libertad;  pero  como  semejante  doctrina  no  p|i0de 
sostenerse  ni  en  el  terreno  de  la  Constitución,  ni  en  d  de  las  conv^mien* 
cias  sociales,  es  forzoso  convenir  en  que  esa  formdidad  está  denttp  de 
los  límites  del  poder  de  los  Estados,  como  está  en  los  de  la  Nación  ^xijir 
manifiestos,  facturas  certificadas  i  demás  requisitos  prevenidos  ha  el 
Código  de  Aduanas  para  el  comercio  de  impc^tacion,  prohibido  con 
la  detención  de  los  efectos  cuando  se  ha  faltado  a  alguna  de.  tales 
ezijencias.  La  patente  paf  a  ejercer  la  industria  comeroicd,  es  lo 
que  la  patente  para  ejercer  la  industiia  fabril  de  la  destilamon-^ 
cacion  de  licores,  i  lo  mismo  también  que  la  licencia  paraoaosttÉ  de 
una  manera  lejítima  el  derecho  de  degüello,  puesto  que  sin  talee  docn,* 
mantos  no  pueden  ejercerse  dichas  industrias,  siendo  de  letame 
o<mtra  tales  formalidades  ninguna  voz  se  haya  levanfa 
en  la  Bei)ública  para  calificarlas  de  inoonstítucionid0S« 

Partiendo  de  tales  argumentos,  los  infrascritos,  ndemliroa  Saifiá 
conúsion  encalcada  de  la  inspección  de  los  actos  lejie^tíros^daiahr  Es* 
tados,  no  vacilan  en  considerar  estrictamente  constihuáond  faiBlai  lí 
cuyo  examen  se  han  contaraido,  i  en  terminar,  en  oonseonflUflíá,  rJijptsi  i 
settte  informe  con  el  siguiente  proyecto  de 
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,|£l  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  facultad  gne  leOotia 
eed«  el  inciso  S.'',  artículo  61  de  la  Constitución»  doriára  váUda  \ér  *    ~ 
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a  b^  indiutda  eomeicial,  espedida  en  90  de  octabrd  de 
1866  por  la  Asamblea  Legislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar.  AI 
devolv^ise  *el  eepedÍMte,  llámese  la  atención  de  la  Oorfce  hidk  el  hecho 
da  no  habeisa  ooapado  del  artícnlo  12  de  la  lei  de  presupuestos  ^ara 
el  aña  eoottómúso  en  eorso,  dictada  por  la  misma  Asamblea  el  28  de 
atfviembie^  Atímo,  i  denimciado  también  como  contrarío  a  la  Constita- 
oBmnadonal. 

Bc^otá,  abril  25  de  1867. 

Bonorables  Senadores  Plenipotcmciarios. 

IC  Abcadob  Fierbo— B^asl  Büei^vektub/L'-Silvestbs  Ssbbano. 
AcHjsxiK  Abias. 
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Otodadanos  Senadores  Flexüpotenciarios. 

No  bábiendo  podido  acordarse*  todos  los  miembros  de  la  comisión 
de  mepeeoion  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  el  infrascrito,  des- 
poes  de  haber  estudiado  con  el  mayor  (Ceñimiento  el  delicado  asunto 
tckxe  que  versa  este  informe,  pasa  a  someter  a  vuestro  examen  la  reía- 
Otón  de  los  hechos  i  el  juicio  que  de  ellos  ha  formado. 

lia  Asamblea  del  Estado  de  Bolívar  espidió  una  lei,  sancionada 
en  90  de  octubre  de  1866,  estableciendo  un  impuesto  sobre  la  renta 
comercial  i  reglamentando  su  recaudación.  En  esa  lei  se  encuentran 
1«  diqpoeicíones  siguientes : 

^  AxL  SJ^  AI  votar  la  Asamblea  el  Presupuesto  de  rentas,  fijaiá  en 
día  cantidad  del  impuesto  de  que  trata  el  artículo  1.^,  la  cual  no  po- 
día exceder  de  los  rendimientos  que  tuvo  en  el  último  año  de  su  exis- 
tencia el  impuesto  sobre  el  consumo  de  las  mercancías  estran|eras,  dis- 
tr&nyéhdola  con  la  mayor  equidad  i  justicia  entre  las  provincias  del 
Estado. 

**  Art.  9.^  La  Junta  (es  decir,  la  de  cada  provincia)  se  ocupará 
inmediatameíiie  en  distribuir  la  cantidad  asignada  a  la  provincia^  entre 
íI|Ads  i  cada  uno  de  los  que  en  ella  se  ocupen  de  la  industria  coojier- 
c^  'dhservando  las  reglas  siguientes : 

'«V 


^á," 

H^«*  Ckttooido  asi  el  valor  de  la  renta  provenittite  de  la  indfurinria 
Miieaa9Íal>  se  averigofró  cuál  es  el  tanto  por  ciento  que  oosrespoiide 
paiaa  que  producá  la  cantidad  asignada  a  la  provincia  por  coidsriba«- 

^&*  Heclia  esta  averiguación,  se  aplicará  el  tanto  por  oientoJba- 
Sado  *  la  xenta  de  cada  uno,  i  su  producto  se  colocaca  al  lado  de  la 

«to.  da  la  tanta."  .    ^    ,    ^      ui 

,.  jXtek  aoMido  oaa  lo  dj^uesto  en  el  artículo  5.®  crtado,  la  •osamiiHaft 
filó  oi  el  oapítiüo  2A  BxtíjBSÚo  18  del  ptesnpaesto  de  rentas,  en  IrTfi^OlK) 
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d  monto  del  iinpnesto,  i  Iob  distiíbayó  arbikariameate  eatnt  las.dki^ 
proTinoiaB  del  Elstado. 

La  sospension  de  ese  espítalo  d^  la  lei  de  presapaesio,  i  k  do  la 
)ei  de  30  de  octutee,  fué  solicitada  por  varios  comeroiantes  de  Barran- 
quilla,  Mas  la  Corte  federal,  sin  haberse  detenido  a  examinar  la  eaaih 
bon  promoTida  respecto  del  capitulo  2.^,  artículo  19  de  la  primera  <k 
dichas  lejeSy  sin  dada  por  una  distracción  involuntaria,  dedard  m 
12  de  marzo  último  que  la  lei  de  30  de  octubre  no  estaba  en  el  caso  de 
aer  suspendida. 

Lamentan  los  infrascritos  miembros  de  la  comisión  d&  inspección 
de  los  actos  legislativos  de  los  Estados,  que  la  Oorte  no  se  hubiera  ocu- 
pado en  el  eicámen  de  la  inconstitucioncLlidad  del  capítulo  2.S  at^calp 
12  de  la  lei  de  presupuesto,  porque  al  haberlo  hecho  así,  hubiera  iltúh 
trado  con  sus  autorizados  razonamientos  el  punto  mas  importante  de 
la  cuestión,  que  fué  precisamente  el  olvidado  por  ella. 

Entre  los  derechos  individuales  garantizados  en  el  artículo  15  de 
la  Ck)n8titucion,  se  encuentra  el  de  la  igualdad,  no  siendo  Kcito  ''  con«^ 
ceder  privilejios  o  distinciones  legales  o[ue  cedan  en  puro  favor  o  be- 
neficio do  los  agraciados ;  ni  imponer  obligaciones  especiales  que)iaga& 
a  Iqs  individuos  a  ellas  sujetos  do  peor  condición  qu^  a  lo3  demasi'' 

^  inciso  6.^  del  mismo  artículo  conseja  esta  obra  garáotí^ :  ^1a 
propiedad ;  no  pudiendo  ser  f)rivado  de  ella  sino  por  pena  o  por,  ffcio- 
bibucion  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  ífce.  4fec."  '   .  , 

De  la  combinación  de  estas  dos  garantías  se  deduce»  puos^^quo^  para 
quQ  una  lei  de  impuesto  sea  constitucional,  es  preciso  que  gra^ve  fgaÁ- 
mmto  a  todos  los  individuos  que  se  encuentran  en  las  mismas  ciroims- 
tancias.  Si  no  los  grava  a  todos,  o  si  los  grava  de  una  manera  deq^j^ 
la  lei  es  inconstitucional,  i  debe  ser  anulada  por  el  Senado,.  ei|L  ejeroiGLO 
do  la  atribución  5.\  artículo  51  de  la  Constitución. 

¿  Se  encuentran  las  leyes  de  Bolívar  en  alguno  de  los  dos  Qaaoa 
indicados  ?  Eso  es  lo  que  debe  examinarse.  .  ,,, 

Es  indudable  que  no  pecan  contra  la  jeneralidad,  porque  el  imr 
puesto  grava  sin  escepcion  a  todos  los  ^ue  se  ocupan  en  la  indusizía 
oomorcial.  Pero  no  puede  decirse  lo  mismo  respecto  a  la  justicia  Sár 
tributiva  del  impuesto,  .  .; 

J^n  efecto,  como  sabéis,  la  Asamblea  fijó  en  $  75,000  el  prówió 
del  impuesto,  i  lo  distrilDuyó  entre  las  diez  provincias  del  Estadc^  x(¿ 
la  naturaleza  de  las  cosas,  esta  distribución,  hecha  libremente  i  sa^rar^ 
Bosa  sujeción  a  reda  alguna,  tuvo  que  ser,  como  lo*  faé,  aveotojcadai 
desproporcional.  De  aquí  el  que  se  hubiera  gravado  a  una*  001^  pro- 
vincia, la  de  Barranquilla,  con  el  44  por  ciento  del  gravamen  tot^ 

La  lei  de  30  de  octubre,  previendo  i  permitiendo  la  desigualdad 
en  el  impuesto,  determinó  que  su  rata  seria  en  cada  protdñéia  Mí^neoe- 
Baria  para  que,  gravándose  con  ella  la  renta  comercial  de  la  brovineiai 
86  obtuviera  la  cantidad  que  le  asignara  la  Asamblea ;  es  decir  qoe, 
aegun  dicha  lei,  seria  una  misma  la  rata  del  impuesto  para  todos  los 
comerciantes  de  una  provincia,  pero  no  para  todos  los  del  Sstadd. 

^  Verificadas  con  escrupulosa  exactitud  en  cada  provincia  las  op^ 
raciones  prevenidas  por  la  lei  para  fijar  la  rata  del  impiiesto^l&aa 
resaltado  las  siguientes,  según  lo  podéis  ver  en  el  espediente^  j  en  l^s 
pímeíos  469  i  474  de  la  "  Gaceta  de  Bolívar :  "  '    -•«■•^ 
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Mompos 11-19  por  dentó.  á 

Sacranqnilla 10  ..     *-^--  ^ 

Cariñena 10  .•     

Cánaen 4  •.    ¡ 

gabanalaiga. á  . .    I 

Lojáca 1  . .  por  dentó.  *    ] 

Bn  tanto,  pues,  qne  nnos  comerciantes  pagan  por  oontribuoicni  en 
d  Estado  el  uno  por  dentó  de  sa  renta,  otios  pagan  el  4,  otros  el  10  i 
dros  el  11-19  por  ciento. 

El  contribuyente  del  Carmen  pa^  cuatro  veces  i  d  de  Bana&qnl» 
lia  diez  Teces  mas  que  d  de  Lorica ;  i,  no  obstante,  se  sostiene  pot  el* 
pmos  qne  no  es  patente  la  inconstitudonalidad  de  un  iap«eSto  que 
exije  a  un  contribuyente  la  centédma  parte  de  su  renta,  enando  a  rao 
exijo  mas  de  la  décima !  ¿No  es  verdad  que  hoi  es  de  peor  condidon 
ante  la  lei  de  Bolívar  el  comerciante  de  Mdmpos  pagando  el  11-19  per 
dentó  de  su  renta,  qi^  el  de  Lorica  que  solo  paga  d  uno  p>or  dentó  ? 
Diez  comerciantes  de  Lorica  con  los  mismos  recursos  i  la  misma  renta 
cada  UBOL  que  uno  de  Mompos,  no  alcanzarán  a  pagar  entre  todos  tanh 
tocomoesto.. 

Esta  violadon  constitucional  se  halSía  evitado  d  en  vea  de  asignafr 
]a  lei  una  cuota  a  cada  provincia,  hubiera  dispuesto,  como  la  OcmMi» 
tadon  i  la  justida  lo  exijen,  que  el  impuesto  se  repartiera  entre  tckios 
los  comerciantes  del  Estado  en  pn>pordon  a  la  renta  de  cada  ouaL  > 

Para  que  os  penetréis  de  las  innumerables  injustídivs  que  entraña 
la  forma  en  que  está  r^amentacta  por  la  lei  la  contirtt^údon  comerdal 
40  Bolívar,  os  llamaré  la  atendon  nácia  los  siguienles  hechos  queak 
doQcubsen  a  primera  vista  :        ^ 

I>e  setenta  i  déte  comerciantes  inscritos  en  Ba^ranqniQa,  doce 
mgw  ioas^e  las  dos  terceras  partes  de  la  cuota  de  la  provincia^  i  cerca 
Cbia  tercera  parte  dd  impuesto  comercial  de  todo  d  JESstado. 

Un  eolo  comardanto  de  Barranqnilla  paga  mas  que  dnéd  proviur 
cías  de  las  diez  en  que  está  dividido  d  Estado  t 

Para  que  la  provincia  de  Barranquilla,  cuya  renta  comeidal»  segna 
tficolo  d&  personas  competentes,  apenas  alcanaaiá  a  dento  ochenta 
aA  pesos,  hubiera  quedado  gravada  con  solo  al  dos  i  medio  por  ciento 
de  su  renta  para  el  pa^o  de  Xa  cuota  que  se  le  asi^ó,  habría  necedta- 
do  una  renta  comercial  de  |  1.320,000  al  ano.  1  para  producir  esta 
renta,  calculada  al  10  por  100,  supondría  un  capital  de  trece  millones 
doscientos  mil  pesos ! 

La  Oorte  federal,  tratando  de  la  desigualdad  eon  que  apaxeoen 
gravadas  las  provincias,  dice : 

'^S.^  Que  aun  cuando  soalza  que  la  cuota  dd  impuesto  comerdal    \ 

no  es  la  misma  en  todo  el  territorio  del  Estado,  pues  en  unas  provincias 

Tino  a  resultar  que  es  d  ocho  por  dento  i  en  otras  el  cuarenta,  la  Corto 

no  encuentra  en  la  lei  cuya  suspensión  se.ha  solicitado,  niegan  articulo 

que  estoblezca  esa  diferenda  de  rata  del  impuesto  paralas  provincias.'* 

Como  ae^os  ha  dicho  antes,  dudadanos  8enaaor0E|,4a~CoVto  no  s^ 
4etnvo  *  oonddentr  la  solidtud  paira  que  se  suspaoidierala  distdi>ucioti 

hfldhftfKtir  la  kni  entre  las  provincias,  distribueite  que  drve  de  funda- 

ai 
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mento  a  la  defligoAldad  en  la  rata  del  impuesto.  Porqne  si  la  proTÍziaw 
de  Lorioa  no  necesita  i)ara  pagar .  la  caota  que  se  le  asigno»  sino  de 

gravar  su  xenta  comeroíal  con  el  1  por  100,  en  tanto  qne  la  de  Mompos 
ene  que  gravarla,  para  el  mismo  efecto,  con  el  11-19  por  100,  i  las 
de  Barranqnilla  iOartajena  con  el  10,  ¿cómo  evitar  esta  desígaáldad  ? 
Claro  es  que,  mientras  subsista  la  injusta  distribución  hecha  por  la 
Asamblea,  en  la  lei  de  presupuesto,  subsistirá  la  diferencia  de  las  ratas. 
El  ¿rror  de  la  Corte  ha  conestido  principahnente,  a  nuestro  entender, 
en  no  haberse  apercibido  de  este  hecho. 

Por  otra  parte,  si  la  leí  de  30  de  octubre  que  creó  el  impuesto  no 
establece  forzosamente  la  diferencia  de  rata,  si  la  permite  i  la  regla- 
menta, puesto  que  atribuye  a  la  Asamblea  la  distnbucion  de  cuotas 
eotee  las  provincias,  i  determina  que  para  cada  una  la  rata' será,  no  la 
fnisnuiy  no  wia  sola,  sino  ¡a  que  resuUe  tomando  por  términos  proporcionar- 
ha,  8U  renta  oomercialilacv/ciad^  Ipara 

que  una  lei  sea  inconstitucional  no  es  preciso  que  establezca  forzosa» 
mente  la  desigualdad :  basta  que  la  permita. 

No  hai  lugar  a  la  menor  duda  sobre  la  inconstitucionalidad  en  los   ' 
resultados  de  la  distribución  del  impuesto;  esos  resultados  se  han 
obtenido  sigpiendo  literalmente  las  prescripciones  de  la  lei ;  luego  la 
lei  los  permite,  los  acepta,  i  ^  por  consi^ente,  inconstitucionaL 

En  méiito  de  lo  espuest^  el  infrascrito  miembro  de  la  comisión  de 
inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  os  propone  el  si- 
.  guíente  proyecto  de 

besolüoion: 

• 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulos,  i  de  ningún  valor  ni 
efecto,  los  incisos  5.^  i  6.°  del  artículo  9.^  de  la  lei  de  30  de  octubre  de 
1866,  ''  de  impuesto  a  la  industria  comercial,"  espedida  por  la  Asam^ 
blea  Leiislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  i  el  capitulo  2.^,  ar- 
tículo 12  de  la  lei  de  23  de  noviembre  de  1866,  de  '^  presupuesto  de 
rentas  i  gastos  para  el  servicio  de]  año  económico  de  1.  de  enero'  a  31 
de  diciembre  de  1867,  espedida  por  la  misma  Asamblea,^^  por  ser  oon- 
traríos  al  inciso  10,  artículo  15  de  la  Constitución. 

Bogotá,  8  de  abril  de  1867. 

Honorables  Senadores  Plenipotenciarios. -^B.  SáiiTonoicmQO  Vtt^    ' 


JIlJv  Ai  A* 


HIJJLIDAD  de  la  lei  del  JBstado  de  Clnndlnamarca,  de  99  de  4i. 
ciembre  de  ISSS,  adicional  i  reformatoria  del  Código  Jadíela,! 


AOUEBDO  DE  LA.  SUPBEía  CoBTB. 


Oorte  Suprema  federal — ^Bogotá,  marzo  dpce  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Tistes— El  doctor  Manuel  I.  Narváez  ha  solicitado  de  esta  Corte 
la  suspensión  del  artículo  4.o  de  la  lei  de  29  de  diciembre  ultimo,  adi* 
cionali  reformatoria  del  Código  Judíciali  espedida  por  la  Asamblea 
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Lepblatíya  del  Estado  soberana  de  Omidinamaxoa,  si  es  que  la  Oorte  la 
oonsídera  con  efecto  retroaotiyo  como  leí  adjetiva,  i,  por  lo  ndMio,  vio- 
latoria  de  una  de  las  mas  preciosas  garantías  indivi^ales  qne  la  Oorte 
está  llamada  a  protejer. 

£3  artícnlo  cnja  suspensión  se  ha  solicitado,  está  redactado  en 
esfeOB  Cénainos : 

**  Art,  4.^  Los  acreedores  hipotecarios  nb  podrán  denunciar  para 
d  pago  de  sus  deudas  sino  las  fincas  hipotecadas,  i  solamente  se  tra- 
bará ejecución  en  los  demás  bienes  del  ejecutado,  cuando  se  haja  ad- 
mitido tercería  esclujente  a  la  finca  hipotecada  o  a  una  parte  de  ella.'* 

Como  se  ve  en  el  epílogo  d.e  la  solicitud  del  doctor  Manuel  I.  Nar-. 
¿1  no  asienta  que  el  artículo  de  la  lei  cuya  suspensión  pide,  sea 
contrario  a  la  Oonstítucion,  i  su  razonamiento,  como  su  conclusión,  tiene 
d  carácter  de  hipotético  i  condicional.  '^ 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  a  quien  se  di6  vista,  con 
arreglo  a  la  lei,  de  la  solicitud  del  doctor  Narváez,  ha  coadyuvado  ésta 
.  en  su  alegato  de  veintiocho  del  pasado,  esponiendo  que  la  disposición  a 
que  se  alude  seria  inconstitucional  si  hubiera  de  aplicarse  a  los  juicios 
flejS^dos  en  virtud  de  contratos  celebrados  antes  de  la  sanción  de  la 
iei;  pero  que  dejaria  de  serlo  respecto  a  los  juicios  referentes  a  contra- 
tos posteriores  a  ella,  i  a^e^a :  "  pero  copo  no  puede  suspenderse  una 
dSspoflícian,  dándole  un  significado,  i  dejl^dola  al  mismo  tiempo  en  piá 
sí  se  le  da  otro,  creo  conveniente  pediros,  por  las  razones  espnestas,  la 
BQspeDsson  absoluta." 

£n  resumen,  pues,  el  concepto  del  señor  Procurador  tiene  el  mis- 
mo carácter  de  condicional  que  la  soUcitud  del  doctor  Narváez. 

Pero  la  Corte^- examinando  detenidamente  la  cuestión  qué  se  le 
inopone,  i  teniendo  a  la  Vista  la'  Constitución  nacional,  la  Constitución 
del  Eiatado  de  Oundinainarca  i  el  C(^digo  Olvfl  del  mismo  Estado,  con- 
sidera por  una  parte  que,  tanto  el  artículo  2528  del  Código  Civil  citado, 
eamo  el  artíealo  2667  del  milimo  Código,  da  derechos  a  ios  acreedores, 
que  no  podrán  ser  destruidos  per  disposiciones  lejislativas  espedidas 
con  posterioridad  a  las' estipulaciones  que  les  hubiesen  dado  aquellos 
derechos,  i  por  otra,  que  el  lejislador  de  Cundinamarca,  teniendo  pro- 
el articulo  27  de  la  Constitución  nacional,  i  el  60  de  la  Constita- 

del  Estado,  que  terminantemente  declararon  que  ningona  dispo- 

n  leiislativa  tendrá  efecto  iletroaotivo,  escepto  en  materia  platal, 
cotudo  la  leí  posterior  imponga  menor  pena,  no  ha  podido  dictar- una 
disposición  que  tuviera  este  efecto,  i  sí  llegara  el  caso  de  que  se  pre- 
tendiese dar  al  articulo  cuya  suspensión  se  solicita,  la  ostensión  que  se 
supone,  cree  la  Corte  que  el  Poder  Judicial  del  Estado  de  Cundinamar- 
ca reaistiria  esta  pretensión  en  virtud  de  las  disposiciones  constitucio- 
nales que  acaban  de  citarse,  o  seria  justiciable  por  una  aplicación 
ineoDstitoeioníal  de  la  lei,  si  procediese  a  aplicarla  en  los  términos  que 
aesirooEie.  >     * 

Pero  no  cree  la  Corte,  en  virtud  áe  lo  que  deja  expuesto,  siendo 
tan  duras  las  disposicicmes  de  la  Constitución  nacional  i  de  la  del  Es- 
tado, qnie  la  mera  suposición  de  una  viciosa  intelijencia  de  una  lei  por 
parte  de  los  jueces,  sea  bastante  para  considerarla  como  inconstitucio- 
nal ;  por  lo  cual  no  cree  que  está  en  el  caso  de  ejercer,  respecto  de  la 
leí  del  Estado  soberano  de  CundinamlEurca,  sandonada  en  veintinueve 


/ 
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ile  cKei0iahre  ílUaíOf  la  faonltad  qiie  b  confiere  d  artáeolo  79  dé  la 
Oengütoeioii  áe  los  Estados  unidos  de  Colombia,  fimitándoae  a  dar 
cae&ta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  los  efectos  de  la  última 
parte  de  dicho  artículo  constitüci(mal. 

Ihiideee  copia  de  esta  resolución  al  señor  Preñdmte  del  Estado 
soberano  de  Condinamarca,  i  déjese  también  copia  en  el  Bxcbí^ú  ótí 
laCoEie« 

Bamon  GkAcBz— Ahdbes  Cebón— Jóse  Araujo— Mabcislino  Gutie- 
BáflZ  A.— Emiuano  Bestbepo  B.— Carlos  María  Pérez,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación. 

t  GunÉBBBz  DX  Laiui.— Per»,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — Bogotá^  mar- 
zo catorce  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete — Carlos  M.  Peras. 


Infobiu:  ps  la.  Comisión  del  Senado. 

CÍTidadaiios  Senadores  Plenipotenoiarios. 

E]  doctor  Manuel  I.  Narvllez  solicitó  de  la  Suprema  Corte  federal 
1^  Suspensión  del  artículo  4^  de  la  lei  de  29  de  diciembre  del  ano  prózi«- 
mo  pasado,  que  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  de  CundínaTn aerea 
cispidié^en  adición  i  reforma  del  Código  Judicial  del  mismo  Estado.  Tal 
artículo  estík  concebido  así :  *'  Los  acreedores  hipotecarios  no  podrán 
denunciar  para  el  pago  de  sus  deudas  sino  las  fincas  hipotecadas,  i 
solamente  sé  trabara  ejecución  en  los  demás  Iñenesdet  ejecutado^ 
enando  se  haya  admitido  tercería  escluyente  a  la  finca  hipotecada^  o  a 
una  parte  de  ella." 

La  sohcitttd  se  fundaba  en  que,  debiendo  las  le^yes  adjetivas  o  de 
procedimiento  rejír  i  aplicarse  desde  su  promulgacioui  a  no  ser  €jm  en 
Qssos  especiales  se  disponga  lo  contrario.  Tendría  la  disposición  atadifta 
a  privar  a  los  acreedores  hipotecarios,  anteriores  a  ella,  del  defieolu» 

aae  les  otorga  el  artículo  2628  del  Código  Civil  cundinamarqnAs^  segnit 
I  cual  la  acción  hipotecaria  no  pemdica  a  la  acción  paraoaal  ^M 
acreedor,  para  haoerse  pagar  con  loe  bienes  del  deudor  que  nó  le  haK 
lado  hipotecados.  I  que  en  tal  sentido,  la  lei  vendria  a  tener  eleoAo 
retroactivo,  i  violaría  el  artículo  24  de  la  Constitución  nacional 

El  señor  Procurador  jeneral  coadyuvó  la  solicitud  e«pr«|8aday 
insistiendo  en  <}ue  el  artículo  4^  de  que  se  trata  destmia  aeréclioa 
legalmento  adquiridos,  tanto  por  los  términos  absolutos  en  que  eakí 
concebido,  como  por  la  drcuntancia  de  hacer  parte  de  una  lei  prooe- 
dimental  que  debe  aplicarse  indistintamente  a  todos  los  juioioa  que  aa 
sustancien  desde  su  sanción.  Pero  la  Corte  Suprema,  aunque  aceptó, 
como  debia,  los  principios  alegados,  se  abstuvo  de  decretar  la  sospen* 
sion,  fundándose  para  ello  en  que,  en  su  concepto,  el  Poder  Jndioial 
de  Cundinamarca  resistiria,  llegado  el  caso,  la  ai>licaoioa  xétroacMira 
de  la  disposición,  siendo,  como  era,  tal  aplicación  eoabraaSa  a  loa 
píncipios  constitucionAles. .  O  en.  otros  tónninos,  ju^ó  laOorie  atm 
h  lei  cuya  suspensión  00  pediai  no  tema  el  citfáctor  de  retroMtitáaafil 
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^{116  la  hiderá  anulable  en  sos  efectos,  como  contraria  a  la  Concltitucion 
nacional. 

Con  posterioridad  a  la  decisión  de  la  Corte  Suprema,  el  doctdr 

icisco  £.  Alvarez,  Sector  del  coleíio  del  Bosarío,  i  por  Ip  que  la  lei 
puede  afectar  a  los  intereses  de  aquel  establecimiento,  ha  ocurrido  al 
Smado  pidiendo  la  nulidad  del  articulo  4.^  supracitado.  Asegura  este 
señor  ^ue,  como  miembro  de  la  Lejislatura  de  Onndinamarca,  se  opuso 
a  la  leí  considerándola  de  efecto  retroactiTo,  i  que  la  mayoría  que  la 
Totó  aceptaba  que  ella  tendría  aquel  efecto,  de  tai  manera  que,  intei^pe- 
lado  por  él  un  juez  que  ocupaba  un  asiento  como  diputado,  sobre  si 
Uegadoel  caso  aplicaría  la  leí  a  las  obligaciones  anteriores  a  ella,  res- 
pondió afirmativamente. 

Vuestra  comisión  no  ve  la  cuestión  como  la  ha  considerado  la 
Oorte  Suprema.  Este  Suprenio  Tribunal  supone  que  solo  por  una  vi- 
ciosa interpretación  pudiera  llegar  el  caso  de  que  se  aplicara  l£^  lei  con 
efecto  retroactivo  por  los  jueces  del  Estado ;  pero  para  vuestra  comi- 
sión no  es  la  manera  como  la  lei  puede  ser  interpretada  i  aplicada,  sino 
E  loB  términos  i  disposiciones  de  ella,  a  lo  que  debe  atenderse  para  co- 
nocer si  es  o  nó  opuesta  a  los  principios  de  la  Constitución  nacional. 
Baoonando  del  modo  como  lo  ha  hecho  la  Oorte  Suprema,  piikdiera  de^ 
cirse  ^ue,  por  esplicita  que  fuera  la  lei  de  un  Estado  en  contra  de  la 
Ccmstitoeion  federal,  no  podria  suspenderse  i  anularse,  puesto  que 
Biempre  debe  suponerse  que  sus  disposiciones  no  didben  oontrariar  en 
la  practica  a  los  preceptos  constitucionales.  I  si  los  jueces  i  autorida* 
des  del  Estado  no  tienen  sobre  el  asunto  la  misma  opinión  que  la  Oorte 
Soprema,  ¿no  es  cierto  que  no  están  obligados  a  conformarse  con  ella? 
I  entonces  ¿cómo  remediar  los  males  que  de  las  decisiones  de  éstoa 
pueden  resultar  ? 

Ynestra  comisión  ve  claramente  que  el  artículo  4^  de  que  se  trata, 
por  los  términos  absolutos  en  que  está  concebido,  i  formando,  como 
lorma,  parte  de  una  lei  de  cumplimiento  inmediato,  afecta,  desconocién- 
dolos, los  intereses,  de  los  acreedores  liipoteoarios  anteriores,  es  decir, 
qoe  produce  un  efecto  retroactivo,  i  es,  por  consiguiente,  costruio  al 
urtioiüo  24  de  la  Oonstitucion  federal 

No  entra  vuestra  comisión  a  considerar  si,  conforme  a  los  principios 
de  leüálacioii,  jenerabnente  aceptados  por  las  naciones  civuzadas,  la 
novedad  ^ae  establece  la  reciente  disposición  cundinamarqnesa,  sea  o 
nó  eonvemente.  Los  Estados  pueden  libremente  disponer,  en  lo  relativo 
a  su  jarisprudenoia  civil,  lo  que  juisguen  mas  acertaao ;  pero  desde  ^ue, 
al  cjeroer  ese  derecho,  tirmasan,  como  en  el  caso  presente,  los  límites 
oae  a  esa  libertad  han  sido  fijados  por  la  Oonstitucion  nacional,  sus 
diq^osiciones  son  anulables  por  el  Senado. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone 
él  si|;oiente  proyecto  de 

BSSOLÜCroH 

>  I 

"Éí  Sraado  de  Plenipotüiciarios^  usando  de  la  facnliüd  que  le 
eciMe4&  bL  incisos.^ del  artículo 61  de  la  Oosstítudon,  amia  elanículo 
d.^dela]eide28d9  diGwnbce  de  ISfSy  adicional  i  reionnatoria  del 
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CóAkto  Jadioial,  espedida  por  la  Lejislatnra  del  Estado  soberano  de 
Oanduiamarca. 

Bbgotá,  26  de  abrU  de  1867. 

.  Ciadadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

A^üAmr  Arias — ^R.  SAinx)D0MiNG0  Vila — ^Bapasl  Buenaventüka — 

SlLVESTSE  SbRBANO. 


XL. 

ItULIDAD  del  artícnlo  4§5  del  €6dl|ro  de  Policía  del  Estado  de 
Boyaclk,  espedido  en  30  de  setiembre  de  1866. 


ACÜEBDO  DE  LA  SUPBEMA  COKTE.       ' 

■ 

Corta  Saprema  federal— Bogotá,  abril  veintiséis  de  mil  odiooíentps  sesenta  i  steia. 

YÍ0to&— Varios  vecinos  de  Ohiqninqairá'  presentaron,  en  once  de 
marzo  del  presente  año,  nna  solicitud  a  este  Sapremo  Tribnnal  para 
qne  faesen  suspendidas  las  disposiciones  del  Código  de  Policía  del  Es- 
tado soberano  de  Bojacá,  espedido  i  sancionado  en  treinta  de  setíem- 
bre  del  a&o  próximo  pasado,  cjue  faesen  contrarias  a  la  Constitución 
nacional ;  i  nabióndose  sustanciado  esta  solicitud  como  lo  previene  la 
lei,  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  en  su  yista  de  veinte  del 
mismo  mes,  ha  manifestado  que  se  abstiene  de  coadyuvarla  por  no 
encontrar  en  el  espresado  Código  disposición  alguna  que  pueda  razo^ 
nablemente  suspenderse ;  i  aunque  hace  notar  que  en  e&ita  solicitud  no 
aparece  comprobado  el  carácter  de  ciudadanos  de  los  que  la  dirijen, 
como  parece  ezijirlo  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  la  Corte 
ha  decidido  va  que  debe  considerarse  esta  espresion  en  el  sentido  maa 
lato,  conoordandola  con  el  artículo  15  de  la  misma  Concrtituciotí  que, 
al  xeoonoeer  los  derechos  individuales  como  base  esencial  e  invariable' 
de  la  Union  entre  los  Estados,  declara  que  pertenecen  a  los  Jmbitaniea  i 
troñseuntea  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia. 

.^  La  Corte,  pues,  acepta  i  se  ocupa  de  todo  denuncio  conlara  los  actos 
lejislatívos  de  los  Estados,  para  examinar  si  en  efecto  son  contrarios  a 
la  Ooilstitacion  nacional  o  a  alguna  de  las  leyes  de  la  Union,  para  poder 
cumplir  con  la  atribución  constitucioníil  que  tiene  encargada. 

Con  este  fin  ha  examinado  todo  el  Código  de  Policía  del  Estado 
soberano  de  Boyacá  que,  según  los  denunciantes  Femando  Forero, 
Martin  David  Bodríguez,  Domingo  Salazar,  Nazario  Galindo  e  Isidoro 
Fáezi  contiene  disposiciones  inconstitucionales,  i  ha  encontrado  que  el 
artículo  485  del  mencionado  Código,  inserto  en  '*  El  Boyacense  "  de  14 
de  diciembre  áltimo,  n^ero  60,  contiene  la  siguiente  disposición : 

"Art.  485.  Cuando  el  individuo  fuere  tomado  infraganti^  i  en  cual« 
quiera  otro  caso  en  que  sea  evidente  su  culpabilidad,  el  jefe  de  policía 
podrá  resolver  en  el  acto,  sin  conceder  el  tiármiao  de  prueba,  siempre 
qa^se  ccmozca  ^e  óste  se  pide  con  solo  el  objeto  de  eludir  la  pena.'* 

Bata  disposición,  que  limita  la  defensa  del  reo,  profaibióndole  adacir 
pruebas  en  su .  justificación  o  defensa,  cuando  en  el  misino  Código  se 
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establecen  las  penas  de  arresto  i  multa,  estableciéndose  mÁrímnm  { 
mínimum  para  la  imposición  de  estas  penas,  según  las  diferentes  cir- 
ctQístancias  que  acompañen  a  la  contravención  de  que  se  ocupa  la  po- 
licía, i  cuando  aparecen  como  descartados  del  Código  penal  los  hurtos 
i  estafas  de  objetos  cuyo  valor  no  exceda  de  diez  pesos,  e  incorporados 
en  el  Código  de  Policía  (artículos  121  i  122) ;  siendo  castigados  estos 
hechos  con  la  pena  de  arresto  de  diez  a  cuarenta  dias,  la  Corte  la 
estima  inconstitucional ;  porque  aun  el  hecho  de  ser  tomado  in/raganti 
un  individuo,  que  es  la  circunstancia  que  mas  puede  aproximar  a  la 
eridencia,  seria  aun  capaz  de  justificación  o  por  lo  menos  de  defensa ; 
i  negar  al  reo  un  tórmino  de  prueba  para  esta  justificación  o  defensa, 
solo  en  virtud  del  capricho  del  juez,  seria  contrarío  al  inciso  4.^,  ariáot>- 
k)  16  de  la  Constitución  nacional  que,  hablando  de  la  segundad  perso- 
nal, establece  que  ninguno  pueda  ser  penado  sin  ser  oí<k)  i  yeúcvio  en 
jaicio,  e  indudablemente,  ni  se  surte  audiencia,  ni  puede  considerarse 
vanmdo  en  juicio,  neg^dose  al  reo  un  término  de  prueba  para  su 

La  Corte  encuentra,  en  sostenimiento  de  la  precedente  doctrina,  los 
artículos  832  i  883  del  Código  Penal  de  la  Nación^  que  dicen  así : 

'' Artículo  832.  La  absoluta  necesidad  justificada  por  el  reo,  de 
alimentarsQ  o  de  alimentar  a  su  &miha  en  circunstancias  calamitosas, 
en  que  por  medio  de  un  trabajo  honesta  no  hubiere  podido  adquirir  lo 
neoesano,  seiá  esoepcion  bastante  para  eximirse  de  la  pena,  siempre 
qne  la  santidad  no  pase  de  un  peso  i  que  no  se  haya  hecho  violencia  a 
iaspersona^. 

"  Artícxdo  833.  La  indijencia  i  necesidad  del  reo,  i  la  grande  difi- 
oiltftd  de  obtener,  por  medio  de  su  trabajo,  con  qué  alimentarse  o  ves- 
tirse, aalinocADitar  i  vestir  a  su  familia,  será  una  chrcunstancia  para  que 
86  imponga»  al  reo  la  mitad  de  la  pena  en  que  ha  ja  incurrido,  siempre 
C^  la  caAtidad  hurtada  o  su  valor  no  pase  de  cuatro  pesos  i  no  se  nu- 
Bare  hecho  violei¥sia  a  las  personas.'* 

Pues  la  Corte  oree  que  mui  bien  puede  presentarse  én  el  Estado 
soberano  de  Bojacá  un  caso  igual  o  semejante  al  que  define  la  primera 
de  las  disposiciones  copiadas,  no  siendo  justo  que  el  reo  fuese  conde- 
sado solo  por  ser  tomado  ir^raganti,  sin  oirle  la  prueba  de  su  posible 
Í¡Bití&)acioii ;  i  cree  también  que  en  el  mismo  Estado  soberano  de 
ooTBici,  apesar  de.  ser  tomado  un  reo  infragarUi,  puede  probar  algunas 
délas  circunstancias  espresadas  en  él  segundo  artículo, que  se  ha  co- 
piado, i  que  hubieran  de  servir  para  que  se  le  aplicase  soló  el  mínimum 
dolapena. 

l^as  di^>08Íciones  citadas,  solo  por  via  de  ^'emplo,  esplican  satis- 
factoriamente la  necedad  de  que  antes  de  la  aplicación  dé  ulia  pena 
&ea  siempre  oido  i  vencido  el  reo,  como  lo  erijo  la  Constitución ;  i  la 
neceaLdad  consiguiente  de  que  se  le  oigan,  en  todo  caso,  sus  descargos  i 
las  pruebas  §n  que  los  funde. 

Por  estas  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal  acuerda,  con 
la  unanimidad  requerida  por  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional, 
fiospender  el  artículo|485  ael  Código  de  Policía  del  Estado  soberano  de 
Bojacá,  dando  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  su  resolu'- 
éaa  definitiva»  conforme  a  la  misma  disposición  citada. 

Déjese  copia  de  esta  resolución,  publiquese  en  el  '^  Bejistro  Ofi* 
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cial "  i  envíese  al  Presidente  del  Estado  soberano  de  Bojacá,  como 
dispone  en  él  artículo  140  de  la  lei  de  22  de  majo  de  1866. 

Mabobuno  GunBBBEz  A. — José  Aea^jo— Juan  Maotbl  Pébez — 
AiQ>BES  Obbon — ^Bamon  G^mez Carlos  María  Férez^  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pvooa* 
rador  jeneral  de  la  Nación,  i  firma. 

GuTiERBicz  BB  liKRk— Pérez  Secretario. 


Infobme  ds  la  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

A  pedimento  de  cinco  Teeinos  de  Ghiquin^uiriy  contraído  a  que 
suspendan  las  disposiciones  del  C<kUgo  de  Pohda  del  BstadooolieraiDO 
de  Boyacá,  sancionado  en  30  de  setiembre  de  1866,  que  i9ea&  contra»* 
rías  ala  Constitución  nacicaxal,  i  sin  esponer  razón  alguna  en  su  apoyo^ 
ni  citar  siquiera  los  artículos  que  merezcan  ser  comprendidos  en  1* 
medida  solicitada,  la  Corte  Suprema  federal  se  ocupó  dd  labario06 
examen  de  todo  el  Código,  i  resolvió  suspender,  por  ser  contrario  a  la 
Constitución,  el  articulo  485  del  citado  Código  de  Polida,  que  dice  acá : 
**  Cuando  el  individuo  fuere  tomado  inframnii^  i  en  cualquiera  otro 
caso  en  que  sea  evidente  su  culpabilidad,  el  jefe  de  poMoía  podrá  toooF- 
ver  en  el  acto,  sin  conceder  el  t^mino  de  prueba,  siempre  que  se  oo- 
ñozca  que  óste  se  pide  con  solo  el  objeto  de  eludir  la  i>ena." 

Aaviórtese  a  primera  vista  que  por  esta  di^>o6Í(¿on  queda  supri- 
mido el  tórmino  de  prueba  i  se  impide  al  reo  hacer  uso  del  derecltó 
natural  q|ue  tiene  para  defenderse  i  presentar  los  fnndammitoB  de  su 
mstificacion ;  pues  aunque  ella  se  contrae  solamente  al  intUvidno  qué 
mere  tomado  en  el  acto  de  perpetrar  un  delito,  cuya  circonstanoía  ^ 
bastante  luz  para  evidenciar  el  heclio,  aun  en  este  caso  puede  contor 
en  ocasiones  ei  reo  con  medios  legales,  ya  para  justificarse  completa* 
mente,  o  ya  para  atenuar  la  gravedad  del  delito  i  hacer  que  se  soavíoe 
o  mitigue  la  pena ;  por  lo  cual  se  ve  que  la  eí^esadfl  disposición,  poh 
niendo  al  ddmcuente  en  la  incapacidad  de  justificarse,  bien  Degánaol0 
su  defensa,  o  bien  dejándola  eoneesion  de  &taa  la  voluntad oa^^riehéea 
del  juez,  estaUece  que  sea  penado  sin  ser  oido  i  vencido  en  juicio,  i, 

£or  consiguiente,  ataca  la  seguridad  personal  garantizada  por  el  incteo 
?t  artículo  16  de  la  Constitución  nacional. 

Es  t.an  clara  i  terminante  la  violación  de  esta  garantía  por  $S^  tí^ 
tículo  á85  d^  citado  Código,  que  desde  luego  es  innecesario  nacer  nue- 
vos razonamientos  para  demostrarla,  ni  repetir  las  justas  consideracio- 
nes que  tuvo  presentes  la  Suprema  Corte  para  suspenderio. 

±¡u  virtud  de  lo  espuesto,  vuestra  comisión  encargada  de  ins^pec^ 
cionar  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  tiene  la  honrt^  de  propone** 
ros  el  siguiente  proyecto  de 

besolugiok: 

El  Senado  de  Plenipotenoiarioe,  de  aeuaido  ooh  k  aibibjDcion  5«« 
del  artículo  61  de  la  Constitueioa,  dedara  adk>  el  artfeiflo  4Í96  d^I  ^S¿. 
digo  de  PoUoía,  espedido  ea^SO  dé  setiembre  de  1866  rx^  li»  Asamblea 
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Cejialaihra  dol  Estado  soberano  de  Boyacá,  a  Virtad  de  ser  ooñtrario 
al  moiso  4>?f  artícido  16  de  la  misma  OoDstitucion. 

Bogotá,  17  de  julio*  de  1867.  —  Oindadanos  Senadores. 

SiLYESTBE  Serrako— B.  Santodomingo  Viul— Juan  Aguotin  Uri- 
ooaoHXA-— Bapael  Buenayektuba— Agustín  Abias. 


XLI- 


ido  se  abstiene  de  aclarar  la  resolución  dictada  el  97  de 
so  de  1866  (XIX),  qne  annió  la  lei  de  4  de  mayo  de  186^ 
espndidn  por  la  Asamblea  JLe|islatlTa  del  JBstado  soberano  de 
Volitar,  poi^  ser  clara  i  terminante  diclia  resolnclon* 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Oorte)« 


LilOBMES  DE  LA  OoMIBION  BEL  SHUDO. 


OiTidadanos  Senadores  Plenipotenciarios^ 

IiOB  amores  Bamou  B.  Jimeuo  por  sí,  i  Peroj  Branden  a  nombre 
de  los  señores  E.  B.  Webb  i  Standish  Motte,  solicitan  de  vosotrois  aclar 
reís  la  resolución  dictada  en  27  de  marzo  del  año  pasado,  declarando 
nula  la  lei  de  4  de  mayo  de  1865/  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 
de  Bolívar,  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  de  dicho  Estado.para  con- 
ceder un  priyilejio  para  el  establecimiento  de  un  ferrocarril  entre  la 
dodad  de  Barranquilla  i  el  puerto  de  Sabanilla. 

Los  solicitantes  han  presentado  los  estatutos  de  la  compañía  for- 
mada en  lióndres  para  el  establecimiento  del  ferrocarril  i  la  junta  de 
Bolívar,  en  que  se  encuentran  las  notas  relativas  al  ferrocarril  referido, 
cruzadas  entre  los  señores  E.  A.  Dakdn,  Secretario  de  la  compañía,  G. 
Siepheard,  Procurador  jeneral  de  los  señores  E.  B.  Webb  i  S.  Motte, 
i  el  señor  Secretario  jeneral  del  Estado  de  Bolívar,  de  las  cuales  resul- 
ta <fae,  habiéndose  sustituido  la  Compañía  referida  en  los  derechos  i 
acciones  que  tenían  los  señores  Bamon  Santodomingo  Yila  i  Bamon 
B.  Jimeno  por  el  contrato  de  privilejio  celebrado  entre  él  Gobierno  de 
Bolívar  i  los  últimos,  la  Compañía  reclama  del  citado  Gobierno  la  suma 
de  treinta  mil  libras  esterhnas  como  indemnización  de  los  perjuicios 
que  ha  recibido  la  Compañía  por  la  anulación  del  contrato  referido ;  el 
señor  Secretario  jeneral,  al  rechazar  el  reclamo,  manifiesta  que  el  con- 
trato ha  sido  anulado  por  derivarse  de  una  lei  anulada,  i  que  este  re- 
sultado alcanza  a  los  cesionarios  de  los  señores  Santodomingo  Yila  i 
Jimeno* 

Ck>mo  se  ve  de  lo  espuesto,  la  pretensión  de  los  solicitantes  tiene 
por  obieto  el  que  el  Senado  revoque  la  resolución  del  Poder  Ejecutivo 
de  Bolívar, 

•  ^ésselsp^insM  do  este  Código.  as 
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Oomo  el  Senftdo,  ftl  diotar  sa  reflolncicm  de  S7  de  manso  anulando 
la  dtada  lei,  en  nada  tocó  el  contrato  celebrado  enlare  los  señorea  San- 
todomingo  Yila  i  Jimeno  con  el  Gobierno  de  Bolívar,  no  está  en  el 
oaso  de  espedir  aclaratoria  al^nna  a  este  respecto^  i  ademas,  carece  do 
facultad  espresa  por  la  Consbtacion. 

Si  la  Compara  cree  gue  tiene  algonos  derechos  que  reclamar, 
debe  dirijirse  al  Poder  Jadicial  del  Estado  de  Bolívar  para  hacerlos 
efectíyos. 

En  vista  de  las  razones  espnestas,  vuestra  comisión  os  propone  el 
siguiente  proyecto  de 

beboluoion: 

Siendo  clara  i  terminante  la  resolución  de  27  de  marzo  de  1866 
anulaoido  la  lei  de  4  de  mayo  de  1866,  espedida  por  la  Asamblea  dol 
Estado  soberano  de  Bolívar,  el  Senado  se  abstiene  de  aclararla. 

Ciudadanos  Senadores. 

TtAFAUffi  BTTENAVEMTUBA. — SíLVESTSE  SSBBANO — AOiOffnS  AbIAS. 


Honorables  Senadores  Plenipotenciarios- 

Vuestra  comisión  de .  inspección  de  los  actos  lejislativos  d^  los 
Estados  no  ha  logrado  uniformar  su  juicio  en  el  asunto  relacionado 
oon  las  solicitudes  elevadas  al  Senado  de  Plenipotenciarios  por.  los 
señores  Bamon  B.  Jimeno  i  Percy  Branden,  en  213  de  febrero  de  1867 
i  10  de  abril  del  mismo  corriente  año ;  i  es  por  esto  que  los  infrascritOB 
miembros  de  la  comisión  se  ven  en  el  caso  de  presentar  por  separado 
808  quimones,  en  cumplimiento  de  la  disposición  reglamentaria. 

Pespues  de  un  detenido  examen,  pues  se  trata  nada  menos  que  de 
una  resolución  del  Senado,  en  su  calidad  de  Supremo  Tribunal,  pasan 
los  infrascritos  a  emitir  concepto. 

Bamon  B.  Jimeno,  en  su  carácter  de  miembro  de  la  Oompañía  del 
ferrocanril  de  Barranquilla  i  Sabanilla,  limitada,  i  Percy  ¿randoiiy 
eomo  representante  de  los  señores  E.  B.  Webb  i  Standish  Motte, 
cesionanos  de  los  concesionarios  del  privilejio  en  cuestión,  solicitaxi 
reconsideración,  revocatoria  o  aclaración  de  la  resolución  dictada  por 
el  Senado  en  27  de  marzo  de  1866,  que  anuló  la  lei  espedida  en  4  de 
mayo  de  1865  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  ¿olivar. 

Los  infrascritos  encuentran  sobrada  justicia  para  revocar  la 
resolución  dictada  por  el  Senado  en  sus  sesiones  pasadas,  i  a  la  cual 
se  refieren  las  solicitudes ;  pero  creen  que  no  debe  establecerse  el  preoe- 
dente  de  que  resoluciones  que  llevan  el  carácter  de  definitivas  i  que  se 
dictan  por  un  Supremo  Tribunal,  puedan  ser  revocables,  no  obstante 
la  injusticia  reconocida  que  ellas  envuelvan.  Ademas,  las  leyes  de  un 
EstMO,  una  vez  anuladas  por  los  tribunales  competentes,  no  pued^íx 
revalidarse  sino  por  los  lejisladores  del  mismo  Estado,  pues  la  facultad 
de  suspender  i  anular  no  lleva  consigo  la  de  revalidar.  Por  tanto,  creen 
los  miembros  que  firman  este  informe,  que  la  revocatoria  de  lo  ya 
resuelto  por  el  Senado,  en  el  asunto  deque  se  trata,  no  vendría  a  reTÍ- 
vir  una  leí  que  ya  no  existe,  i  seria,  por  consiguióte  mu  objetos  PeíOa 
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si  Uen  0B  merto  qoe  no  deben  ser  revooftdas  las  resoluoíones  que  fie 
diotanpor  el  Senado  con  el  carácter  de  definitivas,  también  lo  es  qn^ 
ai  pneoe  i  debe  adarar  las  qae  al  ejecutarse  sean  ecjnivocada  o  mali- 
dosamente  interpretadas.  1  movidos  por  tal  convicción,  entran  los 
in&Bsoiitos  a  tratar  de  demostrar  la  legalidad,  justicia  i  conveniencia 
de  ima  aclaratoria  en  el  caso  que  los  ocupa. 

lok  legalidad  de  ^ue  un  tribunal  o  autoridad  cualquiera  puede. 
adarar  sus  fallos  o  disposiciones,  cuando  ellos  no  son  debidamente^ 
«nplidoB,  existe  con  él  derecho  de  iallar  o  disponer ;  pues  de  lo  contra- 
ño  se  arrebataria  al  juez  el  derecho  de  fallar  para  trasmitirlo  al  que 
solo  tiene  el  deber  de  ejecutar  la  voluntad  de  aquél,  i  no  es  posiole 
admitir  tamaño  absurdo. 

Sí  el  sentido  común  nol3astara  para  demostrar  lo  que  nos  propo- 
BsmoSy  recordariamos  al  Seuado  que  en  sus  sesiones  del  año  pasada 
entendió  i  practico,  como  lo  entendemos  nosotros,  su  derecho  perfecto» 
a  aclarar  sus  actos,  en  un  asunto  relacionado  con  d.  Estado  soberano^ 
de  Boyacá.  Así,  el  precedente  de  legalidad  está  ya  sancionado  por  el 
Senacu). 

También  encuentran  los  miembros  de  la  comisión  justicia  en  la 
aclaratoria,  porque  entienden  que  la  resolución  dictada  por  el  Senado 
en  27  de  marzo  de  1866,  si  bien  anulaba  la  lei  de  Bolívar,  no  podia 
estenderse  lo  resuelto  hasta  anular  un  contrato  celebrado  con  estricta 
ariecÍQn  a  una  lei  vijente,  contrato  que  daba  un  derecho  legalmente 
adqiiirido  i  <jue  había  surtido  sus  naturales  efectos  ^tes  de  que  la  lei 
me  lo  autorizara  hubiese  sido  anulada.  La  resolución  del  Senado  de* 
daró  nula  la  lei  de  5  de  mayo  de  1866,  espedida  por  la  Asamblea  del 
Estado  de  Bolívar,  por  considerarla  contraria  al  mciso  6.^,  artículo  16 
de  la  Ckvnstitucion  nacional.  Pero  entre  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado 
i  los  empresarios  del  ferrocarril,  se  habia  celebrado  un  contrato  en  34; 
da  agosk)  de  1866,  por  el  cual  el  Gobierno  del  Estado  as^^ó  ciertos 
derechos  a  la  otra  parte  contratante,  i  ésta  se  comprometió  a  llevar  a 
eabo  la  obra  del  ferrocarril  bajo  las  condiciones  prefijadas.  Aquél  con*, 
iraio,  según  consta  de  él  mismo,  no  estaba  sujeto  a  la  aprobación  de 
iñngiiTni.  otra  autoridad  en  el  Estado  o  fuera  de  él  I  no  estando  sujetos, 
a  suspensión  por  la  Oorte  federal,  ni  a  anulación  por  el  Senado  do 
nmipotenciarios  los  contratos  que  celebren  los  Presidentes  de  los  Es-. 
tados,  es  evidente  que  la  resolución  dictada  por  el  Senado  ten  27  de. 
de  1866,  no  podia  anular  el  contrato  celebrado  hacia  siete  me-; 
por  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  ni  mucha 
nanos  los  efectos  que  estuvieran  ya  surtidos. 

Sa  cierto  qoe  el  contrato  se  celebró  en  virtud  de  autorizaciones» 
cúofBiridas  en  la  lei  anulada ;  pero  es  preciso  no  olvidar  que  cuando  se 
idso  oso  de  tales  autorizaciones,  la  leí  estaba  vijente,  i  no  se  habia  80«- 
lÍBÍtado  siquiera  la  suspensión,  no  obstante  que  tenia  tres  meses  de' 
haber  año  espedida  i  publicada.  Tengase  presente,  ademas^  que  la 
ká  no  dio  ningún  derecho  a  los  empresarios  del  ferrocarril  de  Barran- 
qoiBa  a  Sabanilla.  I  si  el  contrato  que  les  dio,  atacó  derecho  de  ter- 
eero,  no  es  a  la  Oorte  Suprema  ni  al  Senado  a  quien  corresponde  co- 
nocer de  tal  negocio,  sino  únicamente  a  los  tribunales  de  los  Estados. 
Esta  doctrinal  aceptada  ya  por  el  Senado,  se  encuentra  brillantemente 
aostenida  ep  otaro  informe  de  la  comisión  de  inspección  de  actos*  " 
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lativofi  de  km  EstadoB,  eaotito  por  el  oitidAdaiio  Amador  lieno,  que 
dice :  **  Loe  infrasoiitos  no  aceptan  la  docixina  empleada  como  az|^- 
mentó  por  los  denunciantes,  de  que  la  propiedad  es  tm  derecho  nacio- 
nal, i  que  solo  el  Congreso  tiene  £aonltad  para  fijar  las  reglas  qne  de- 
ban obeervarse  en  el  caso  de  esproi)iacion.  Para  ellos,  la  propiedad  es 
wx  derecho  civil,  cnya  importancia  i  naturaleza  ha  hecho  qne  ee  le  ve- 
conozca  como  derecho  individual.  Por  consigaiente,  todo  lo  que  se 
refiere  al  modo  de  adqjdriiiOf  así' como  a  la  manera  de  perderlo  aunen  los 
casos  de  <rue  trata  la  ChnsHtuciony  tiene  que  ser  déla  Igtslacion  dvil  de  los 
Esfúdosr 

Es  nn  hecho  que,  por  el  contrato  celebrado  entre  el  Poder  ISjeoa- 
tÍTO  de  BoUyar  i  los  empresarios  del  ferrocarril  de  Barranqnilla  a  Sa- 
banilla, artos  adquirieron  la  propiedad  de  un  privilejio,  i,  por  tanto,  no 
pueden  ser  despojados  de  esa  propiedad  legaunente  adquirida,  sino  de 
acuerdo  con  la  lejislacion  civil  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  conao 
queda  antes  demostrado. 

Así  opinan  i  entienden  los  infrascritos  la  resolución  del  Senado 
de  27  de  marzo  de  1866 ;  pero,  como  se  ve  de  la  nota  oficial  número 
882,  inserta  en  la  Gaceta  de  Bolívar  ntimero  4C7,  dirijida  por  el  señor 
8e(ú:etario  jeneral  del  Estado  de  Bolívar  al  señor  E.  A.  Dakin,  Secre- 
tario de  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Sabanilla  i  BarranquiUa,  limi- 
tada, el  señor  Presidente  del  Estado  soberano  de  Bolívar  hace  notifi- 
car a  dicha  Ciompañía  que,  por  el  solo  hecho  de  la  resolución  del  Se- 
nado anulando  la  lei,él  considera  insubsistente  el  contrato,  i  do  paede 
permitir  su  cumplimiento.  Esta  inteUiencia  insostenible,  dada  por  el 
Presidente  de  Bolívar  a  la  resolución  del  Senado,  prueba  bien  la  justi- 
cia qne  tienen  los  que  soHcitan  una  aclaración. 

Fácilmente  creen  los  suscritos  miembros,  que  pueden  haceros  pre- 
sente la  convenienda  de  una  aclaratoria  en  el  grave  asunto  que  se  ha 
oonfiado  a  su  examen. 

Es  un  hecho  comprobado  oue  la  patente  de  privilejio  para  el  f erro- 
oarril  de  BarranquiUa  a  Sabanilla  fué  espedida  en  25  de  agosto  de  1865, 
i  que  la  lei  de  Bolívar  que  autorizó  la  espedicion  de  tal  patente,  no  fué 
anulada  por  el  Senado  sino  hasta  el  27  de  marzo  de  1866,  es  decir,  siete 
meses  después  de  espedida  la  patente,  i  diez  después  de  sancionada  la 
lei ;  i  la  resolución  del  Senado  no  se  notificó  a  la  Oompañia  sino  cator- 
ce meses  desi>ues  de  espedida  la  patente,  i  cuando  el  contrato  celebra- 
do habia  surtido  sus  naturales  efectos,  tales  como  la  formación  de  la 
compañí  a,  envío  de  injenieros,  compra  de  materiales  i  otros  desembolsos. 

Los  estatutos  que  los  solicitantes  han  acompañado,  prueban  la 
existencia  de  la  Oompañia,  o  sea  las  probabilidades  de  que  la  obra  de 
comunicar  el  Atlántico  con  el  Magdalena,  por  medio  de  rieles,  se  realice 
pronta 

No  existe,  pues,  otro  inconveniente  para  la  realización  de  obra  tan 
importante,  sino  la  mtelijencia  errónea  que  el  Presidente  de  Bolívar 
hadado  a  la  resolución  del  Senado,  error  que,  sostenido,  compromete- 
ría al  Estado  i  a  la  Nación  en  una  reclamación*  por  perjuicios,  a  la  cual 
tienen  perfecto  derecho  aquellos  a  quienes  se  pretende  despojar  de 
una  propiedad  l^almente  ad<iniiida. 

¿  Será  acaso  mas  conveniente  para  el  Estado  de  Bolívar  i  para  la 
Nación  entera,  que  el  Senado  deje  de  hacer  una  tan  justa  como  legal 
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adiraiofia,  para  con  sa  áleocio  abrir  campo  a  una  redamación  de  loa 
actoaleB  tenedorelB  del  prívilejio,  privando  al  mismo  tiempo  a  los  gran- 
des intereses  comeroíales  del  desarrollo  que  les  proporciona  una  linea 
iSrrea  barata  i  rápida?  O  ¿  será  mucho  mas  justo  i  benéfico  para  el 

SSb  entero,  que  se  aclare  la  resolución  del  Senado  de  fecha  27  de  marzo 
1  año  tütimoy  para  con  tal  procedimiento  destruir  toda  posibilidad  de 
redamar  contra  el  Tesoro,  i  contribuir  también  a  la  pronta  realización 
de  nna  obra  importante,  (pie  tantos  bienes  producirá,  i  que  solo  está* 
detenida  por  la  notificación  que  d  Presidente  de  Bolívar  ha  hecho  a 
la  Compañía  empresaría,  basándose  en  la  resolución  del  Senado  tantas 
Teces  apuntada? 

Hoi  que  los  ciudadanos  Senadores  se  encuentran  desimpresionados 
de  la  esperanza  de  ver  realizar  la  comunicación  del  Atlántico  con  el 
Magdalena  por  la  vía  de  Cartaje^a,  hoi  pueden  con  toda  calma  resol- 
ver i^al,  conveniente  i  justamente  la  cuestión  que  sometemos  a  su 
examen  i  decisión. 

Considerando,  pues  :  1.^  Que  antes  de  que  la  lei  de  Bolívar  hu- 
biese fiado  suspendida  por  la  Corte  i  anulada  por  el  Senado  de  Flenipo- 
iendaríos,  ya  el  Presidente  de  dicho  Estado  habia  celebrado  un  con- 
trato para  la  construcción  del  ferrocarril  de  Barranquilla,^  cuyo  contrato 
es  incnestionable  que  dio  derechos  a  los  empresarios;  2.°  Que  los 
contratos  que  cdebren  los  Presidentes  de  Estado  en  cumplimiento  de 
leyea  vijentes  en  su  respectivo  Estado,  no  están  sujetos  a  suspensión 
de  la  Corte,  ni  pueden  ser  anulados  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios ; 
3.^  Que  la  Compañía,  para  llevar  a  cabo  la  obra  del  ferrocarril  de 
Barranquilla,  se  formó  en  Londres  desde  el  mes  de  mayo  de  1866,  como 
ocmsta  de  los  estatutos  que  han  sido  presentados  al  Senado ;  4.^  Que 
BO  existiendo  ni  la  mas  remota  esperanza  de  que  se  emprenda  la  obra 
de  comtmicar  la  ciudad  de  Cartagena  con  el  Magdalena,  es  el  ferro- 
CBitü  de  Barranquilla  lo  único  roahzable  i  de  pronto  provecho ;  i  qué 
la  Nación  i  el  Estado  de  Bolívar,  lejos  de  gravamen  alguno,  reportarán 
incalenlables  beneficios ;  i  6.^  Que  habiendo  los  empresarios  adquirido 
derechos  lejítímamente  i  desembolsado  fuertes  sumas  antes  de  notifi* 
eárseles  que  la  leí  habia  sido  anulada,  no  puede  privárseles  de  una 
propiedad  sin  la  indemnización  que  reconoce  el  artículo  14  de  la  Cons- 
títacion,  i  que  quiere  que  sea  previa  el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  mis- 
ma Constitución;  terminan  los  infrascritos  miembros  de  vuestra  comi- 
sión sometiendo  a  vuestra  aprobación  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLUOION: 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios  declara :  aue  al  dictar  su  resolu- 
ción de  fecha  27  de  marzo  de  1866,  que  anulo  la  lei  espedida  por  la 
Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  fecha  4  de 
mayo  de  1865,  q^e  autorizo  al  Poder  Ejecutivo  de  dicho  Estado  para 
conceder  privüeiio  a  cualq[uiera  compañía,  nacional  o  estranjera,  para 
la  oonstmcoion  de  un  cammo  de  rieles  servido  por  máquinas  de  vapor, 

Saepusiera  en  comunicación  la  ciudad  de  Barranquilla  con  el  puerto 
e  l&banilla,  se  ha  referido  simplemente  a  la  lei  i  no  a  los  contratos 
ene  pudiera  haber  eelebrado  el  roder  Ejecutivo  del  Estado  de  Bolívar 
oarante  la  vijencía  de  la  lei  andada,  pues  los  contratos  que  celebren 
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lofl  Presidentes  de  Estado,  jamas  entran  al  examen  del  tSenado  de  He^ 

nipotenciarios. 

Bogotá,  27  de  abril  de  1867. 

B.  Santodoiohoo  Y  iza— Juah  A.  übioobohiu. 


XLn. 


MlJIilDAD  de  la  let  del  Estada  de  Bolfvar,  de  30defmilode 

1867,  «obre  orden  público. 


(No  hnbo  aonerdo  de  la  Suprema  Corte). 


ISFOBME  DE  LA.  OoMISION  DEL  SeNADO. 

Honorables  Senadores. 

El  señor  Prooorador  jeneral  de  la  Nación  ha  ocurrido  anie  el 
Senado  pidiendo  se  declare  nulo  el  artículo  1.^  de  la  lei  del  Estado  de 
Bolívar,  sobre  "orden  púbUco,"  sancionada  en  30  de  junio  del  corriente 
año,  por  considerarlo  contrario  a  la  Constitución  de  lá  Bepública. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados» 
teniendo  a  la  vista  la  lei  de  que  se  trata,  inserta  en  el "  Diario  Oficial " 
de  23  del  corriente  julio,  número  983,  ha  examinado  i  comparado  con 
las  disposiciones  constitucionales  cada  uno  de  los  siete  artículos  de  qae 
se  compone  la  lei  de  cu^a  nulidad  se  trata,  i  ha  encontrado  que  sua 
artículos  1.°  i  4.^  son  evidentemente  inconstitucionales,  porque  se  salen 
de  la  esfera  de  acción  que  la  Constitución  ha  trazado  a  la  lejislaoion 
de  los  Estados. 

La  lejítima  posesión  del  Jeneral  Santos^  Acosta  de  la  Presidenoia 
de  la  Bepública,  como  2.^  Designado  para  ejercer  el  Poder  Ejecutíyo, 
en  los  casos  del  articulo  65  de  la  Constitución,  ha  sido  reconocida  por 
la  Corte  Suprema  federal,  por  el  Congreso  nacional  i  por  todos  los 
Estados  de  la  BepúbÜca,  menos  el  de  Bolívar. 

Es  evidente,  pues,  que  el  Qobiemo  de  un  Estado  que  pretende 
desobedecer,  por  medio  de  una  lei,  al  Presidente  lejítímo  de  la  ünion, 
rompe  las  bases  de  unión  entre  los  Estados,  i  se  pone,  en  consecuenoia, 
fuera  del  carril  constitucional. 

El  articulo  9.^  del  capítulo  2.^  que  trata  de  las  bases  de  Union, 
entre  los  Estados,  dice : 

"  Las  autoridades  de  cada  uno  de  los  Estados  tienen  el  deber  de 
cumplir  i  hacer  que  se  cumplan  i  ejecuten  la  Constitución  i  las  l&yeB 
de  la  ünion,  ¡os  decretos  i  órdenes  dd  Presidente  de  tíla,  i  los  manda- 
mientos de  los  tribunales  i  juzgados  nacionales." 

El  párrafo  2."^  del  articulo  20  dice : 

«Dichas  autoridades  (las  de  los  Estados)  lo  son  también  del 
orden  federal  en  todo  lo  que  requiera  mando  o  jurisdiocion ;  i  deben. 
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por  tanioy  ctiinpliri  bajo  eetriota  ree^Bsabilidad,  que  les  eziiirán  los 
altos  poderes  federales  conforme  a  esta  Constitaoion  i  a  las  leyes  de 
la  materia,  los  deberes  que  aquéllos  les  impongan  seffun  sus  facultades." 

De  la  lectura  de  las  disposiciones  insertas  se  ve  oien  que  el  artículo 
L^  de  la  lei  de  Bolívar  ^'  sobre  orden  público/'  que  impone  al  Presi- 
dente del  Estado  el  deber  de  desobedecer  las  órdenes  que  emanen  del 
dudodano  Jeneral  Santos  Acosta,  Presidente  constitucional  de  la 
Urnon^  es  contraria-  al  artículo  9.^  i  al  parágrafo  2.^  del  artículo  20 
de  la  Gonstituciony  que  exijen  de  las  autoridades  de  los  Estados  el 
oomplimiento  de  los  decretos  i  órdenes  del  Presidente  de  la  Bepúplica, 
haciéndolos  responsables  ante  los  altos  poderes  federales  por  omisión 
de  tal  deber.  I  es  por  tan  dará  violación  ae  la  Constitución  que  vuestra 
oomision  es  de  concepto  que  anuléis  el  artículo  1.^  de  la  lei  citada. 

El  artículo  á.^  de  la  lei  que  autoriza  al  Presidente  del  Estado  para 
dietar  accidentalmente  resoluciones  de  carácter  nacional,  es  violatorio 
del  artículo  66  de  la  Constitución,  que  atribuye  únicamente  al  Presi- 
dente de  la  ünion  la  &cultad.de  dictar  las  disposiciones  convenientes 
paia  la  cumplida  ejecución  de  las  leyes  nacionales. 

El  dtado  artículo  4.^  constituye,  pues,  una  usurpación  de  facultades 
q[iie  xechasa  el  artículo  89  de  la  Constitución,  cuando  prohibe  termi- 
nantemente a  todo  fiancionario  o  corporación  pública  el  ejercicio  de 
eaak|QÍera  función  o  autoridad  que  claramente  no  se  le  haya  conferido. 
I  oomo  se  ve  del  contenido  del  artículo  4.^,  pretende  la  Jjejislatura  de 
B^Krar  tener  poder  bastante  para  encargar  al  Presidente  del  Estado 
él  ejercicio  de  una  función  que  la  Constitución  atribuye  espresa  i 
únicamente  al  Majistrado  que  se  denomina  "Presidente  de  los  Estados 
Unidos  de  Colombia.'* 

Es  por  tales  i  tan  poderosas  razones  que  vuestra  comisión  de 
insf^eccion  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  termina  proponiéndoos 
A  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5/ 
del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulos  los  artículos 
"L?  i  4.^  de  la  lei  de  30  de  junio  del  corriente  ano,  sobre  "  orden  públi- 
co/' espedida  por  la  Asamolea  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  por 
ser  contrarios  al  artículo  9.^  al  párrafo  2.^  del  articulo  20  i  articulo  66 
de  la  Constitución  nacional. 

Bogotá,  81  de  julio  de  1867. 

CSudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

B.  Santodohingo  Vela— Agustín  Amas— Juan  A.  Ubiooechea — 
SüjVEtfi'KB  Sm&ANo— Bafael  Buenaventura. 


IKFOnMl  ADICIONAL  DE  UNO  DE  LOS  lOEKBSOS  DE  LA  COMISIÓN. 

Honorables  Senadores.   . 

Se  me  lia  encargado  de  examinar  el  proyecto  de  resolución  para 
amilar  la  lei  de  80  de  junio  ultimo,  espedida  por  la  Asamblea  Lejisla- 
tiva  del  E0ted0  de  BdÍTari  que  tiene  por  tftalo  *'  lei  sobre  arden  públi- 
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co/'  i  por  límco  objeto  desconocer  el  Gobierno  oonstiiacional  de  1* 
ÜDÍon. 

Muí  sencilla  es  la  cuestión  qne  debe  resolverse.  ¿  Pnede  nn  Esta» 
do,  por  medio  de  una  lei,  desconocer  al  Gobierno  jeneral  ?  Indudable* 
mente  que  no.  Un  acto  semejante  rómpelos  vínculos  que  deben  existir 
entre  el  Gobierno  jeneral  i  los  de  los  ¿jstadosy  i  viola,  no  un  artículo 
de  la  (Constitución,  la  viola  toda,  acabando  con  su  principio  funda- 
mental, la  XJnion.  Sobre  esto,  que  es  tan  claro,  no  pueden  hacerse 
razonamientos. 

Siendo  esto  así,  evidente  es  que  ba  llegado  el  caso  de  usar  de  la 
atribución  5.*  de  las  que  al  Senado  da  el  artículo  61  de  la  Constitooion. 

No  es  uno  o  algimos  artículos  de  esa  lei  los  que  son  nulos  :  es 
toda  ella. 

Si  bien  los  artículos  1.^  i  4.^  hablan  del  desconocimiento  del  Go- 
bierno constitucional  de  la  Union,  las  demás  disposiciones  que  contie- 
ne son  consecuencia  de  ese  desconocimiento.  Én  una  lei  como  la  de 
que  se  trata,  nulo  el  artículo  principal,  lo  son  todos. 

En  la  discusión  que  tuvo  lugar  en  el  primer  debate,  se  hicieron  al- 
gunas observaciones,  no  para  sostener  la  constítucionalidad  de  la  lei  de 
que  se  trata,  esto  seria  imposible,  sino  mui  lejos  de  eso,  para  demos- 
trar que,  siendo  esa  lei  un  acto  escandaloso  de  rebelión,  no  debia  adop- 
tarse el  camino  de  anularla»  sino  de  reducir  por  las  anuas  al  Estaao 
rebelde.  Que  no  se  trataba  de  un  acto  simple  contrario  a  la  Constitu- 
ción^ sujeto  a  la  nulidad :  aue,  en  consecuencia,  debería  el  Gk>bie]*no 
obrar  por  sí  solo,  pues  anular  seria  reconocer  que  se  habia  podido 
lejislar  sobre  la  materia. 

Evidentemente  que  tal  lei  es  un  acto  de  rebelión ;  i  eso  es  preci- 
samente  lo  que  constituye  al  Senado  en  el  imprescindible  deber  de 
anularla.  La  Constitución  ha  determinado  espfesamente  lo  que  debe 
hacerse  cuando  la  Asamblea  de  un  Estado  se  sale  de  su  esfera  de  acción 
constitucional.  Si  en  el  caso  presente  la  Asamblea  de  Bolívar  se  ha 
salido  de  ahí,  fuerza  es  que  el  Senado  cumpla  con  el  deber  que  tiene 

Eor  su  parte.  BoUvar,  es  verdad,  ha  ido  mas  allá :  no  es  tan  solo  que 
a  obrado  fuera  de  sus  facultades :  es  que  desconoce  al  Presidente  cons- 
titucional ;  es  que  desconoce  al  Con^so  de  la  Union ;  es  que  se  separa 
de  ésta.  Es  verdad  que  el  Poder  Ejecutivo,  guardián  del  orden  publi- 
co, tiene  el  deber  de  reducir  por  la  fuerza  al  Estado  rebelde  ;  pero 
también  el  Senado,  por  su  parte,  tiene  el  de  declarar  nula  la  lei  que  ha 
servido  para  espresar  la  rebelión.  Mientras  esto  no  se  haga,  los  ciuda- 
danos de  Bolívar  tienen  el  deber  de  obedecerla  ;  i  se  les  pondría  en  la 
alternativa,  o  de  ser  rebeldes  al  Gbbierno  jeneral  obedeciendo  la  lei  del 
Sstado,  o  de  serlo  a  éste  ayudando  al  Gbbiemo  jeneral. 

La  Constitución  señala  el  camino  que  debe  seguirse,  que  no  es  otro 
que  el  de  anular  la  lei. 

Vuestra  comisión  termina  proponiendo  que  se  apruebe  en  segundo 
debate  la  proposición  acordada  en  el  primero. 

Juan  Ajsüsrnn  Usiooeghba» 


(La  resolución  fué  aprobada  en  12  de  agosto  de  1867). 
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MCLIPAD  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  10  dé 
■oTiembre  de  1860,  sobre  estinclon  de  patronatos  I  cáiÑellanías 

laicales  o  colativas. 


ACTTBBBO   BE  LA  SüFREHA  OoBTE. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  marzo  doce  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Vistos — ^Por  el  arlíealo  72  de  la  Constítucion  nacional  se  xeqpiere^ 
INura  qae  la  Corte  Suprema  suspenda  la  ejecución  de  los  actos  lejisla- 
tÍTOs  de  las  Asambleas  de  los  listados,  en  cuanto  sean  contrarios -a  la 
Oonstitacion  o  a  las  leves  de  la  Union,  que  sea  unánime  el  concepto  de 
los  Maiistrados  de  la  Oorte ;  i  no  habiendo  esta  unanimidad  respebto 
a  la  soUcitnd  hecha  por  "ML  M.  Espinosa  i  Francisco  de  P.  Pimentel, 
coadyuvada-  por  el  s^or  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  eñ  cuanto 
dicha  soUoitud  se  refiere  a  los  artículos  1.°  i  2.°  de  la  lei  de  dien  dé 
noviembre  del  año  próximo  pasado,  espedida  por  la  Asamblea  Lejisla* 
tiva  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  "  sobre  estincion  de  patronatos  i 
eapeQaaíaa  laicales  o  colativas/'  no  puede  hacerse  uso  de  la  facultcui 
constitucional  indicada. 

Pero  sí  suspende  los  artículos  3.^  i  5.^  de  la  misma  leí,  reSMdto  do 
los  cuales-  existe  la  unanimidad  de  votos  o  conceptos  exijidiL  por  la* 
Constitución,  como  se  patentiza  por  los  votos  que  en  segvddai  se  con-' 
signan. 

I  se  dispone  enviar  el  espediente  al  Senado  de  Plémpotonciaños, 
dejándose  copia  de  esta  resolución  i  délos  votos  de  los  Majistrados ; 
di%K)niéndoee  igualmente  su  publicación  etí  el  periódico  oficial,  i  que 
66  envíe  copia  ai  Presidente  del  Estado  sobercmo  de  BóKTaiV  como  lo 
pieTienen  los  artículos  140  i  141  de  la  lei  de  veiAtídos  de  lítayo  de  mflr 
ochocientos  sesenta  i  seis. 

Bakon  CkíMEz— Andbes  Obkon— Jos*  AnAtÍJo— Mabceuno  OtrttÉ- 
XBEZ  A. — ^EmiluSo  BifiSTBSPo  E.—Cárh8  María  Pénsz,  Si3oreti%rio.  . 

En  la  misma  fecha  notifiqué  ía  resolución  anterior  al  señor  Procu* 
lador  jeneral  de  la  Nación — Crui^nKEZ  ns  TjABA — Pérez^  Secretario, 


Voto  de  los  señores  ICaJlstrados  doctores  (jfómez,  Ceroñ  i  AxáA}o.' 

IJa  Asamblea'  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar  espidió; 
ea  sos  sesiones  del  ano  próximo  pasado,  la  lei ''  sobre  estincion  de  pá-^ 
tronatos  i  capellimías  laicales  o  colativas/'  que  se  encaeniáE^a  en  el  n^ 
mero  401  de  la  Gaceta  de  aqud  Estado,  i  sus  tres  primeros  artículos 
están  redactados  así : 

''  Art  1.^  Pesde  la  pubHeácion  de  la  preseüto  lei  quedan  estiüigu^'  * 
das  en  el  Eflbado  todas  las  fundaciones  conocidas  con  el  i»>mbYe  de 
patronatos  de  legos  i  óspellanias laicales  ocdatiras  que  esfón  vaeatites 
1  ie^>eoto  de  las  cnadee  los  que  debieran  ocuparlas  nó  se  enouentreti 
dentro  ieü  caavtogrado.eiYil  de:  consaiogmnidaa  cbn  él  fi¿KÍadbr. 
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l^acíon  a  vírtod  de  las  leyes  sobre  bienes  desamortúsados.  íínnlmefúiñf 
el  artículo  5.^  viene  a  desenvolver  completamente  la  idea  del  lejifiladar 
de  Bolívar,  encarnada  en  aquella  leí,  determinando  cuáles  son  los 
alcances  i  cuál  el  resultado  de  la  estincion  de  aquellas  fandacioneB,  lo 
cual  no  es  otra  cosa  que  la  sustitución  del  Estado  a  los  llaim,^^^  por 
las  fundaciones  en  el  goce  de  éstas. 

Así  es  que,  real  i  verdaderamente,  la  lei  en  ouestion  no  viene  a 
versar  **  sobre  estincion  de  los  patronatos  de  legos  i  ca^Uanias  laicales 
o  colativas,"  como  lo  indica  su  título,  sino  la  sustitución  de  un  nuevo 

$  atronó  o  capellán,  cual  seria  el  Estado,  a  los  patronos  i  capellanes 
amados  al  ^oce  por  ministerio  de  las  fundaciones»  las  cuales  conür 
nuarán  existiendo  indefinidamente  en  favor  del  nuevo  patrono  o  cape- 
llán creado  por  la  lei.  Esto  quiere  decir  que  la  Asamblea  LiejislatiYa 
de  Bolívar,  sin  estinguir  en  manera  alguna  las  capellanías  colativas, 
laicales  i  los  patronatos  de  legos,  se  apodera  del  usufructo  perpetuo  de 
éstos,  con  esclusion  de  los  patronos  o  capellanes  llamados  a  su  gooe 
por  virtud  de  la^  voluntad  de  los  respectivos  fundadores,  autorizada 
por  las  leyes  que  rejian  a  la  sazón  en  que  se  hizo  la  fundación,  i  per* 
Initida  por  éstas. 

'  Según  lo  espuesto,  la  lei  de  Bolívar  priva  a  los  llamados  por  las 
escrituras  de  fundación  de  los  patronatos  de  l^os  i  capellanías  laicales 
o  colativas  que  estén  fuera  del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad 
con  el  fundador^  dd  derecho  de  vsvfrvctvar  las  fundaciones  vacantes,  o 
del  de  entrar  en  el  goce  de  las  que,  teniendo  usufructuario  actual,  Ta^ 
quen  en  lo  sucesivo;  derecho  que  tendrian  por  miaisterío  de  las   mis- 
mas fundaciones  si  la  lei  de  Bolívar  no  se  lo  arrebatara.  Pero  este 
derecho,  que  es  una  propiedad,  como  lo  es  una  casa,  un  fardo,  un  bien 
mobiliario  cualquiera,  no  puede  ser  arrebatado  ni  a  aquellos  que,  por 
la  vacante  actual  de  algunas  fundaciones,  sean  los  llamados  a  su  goce, 
según  las  cláusulas  de  la  fundación,  ni  a  los  que  les  venga  por  razón  de 
la  muerte  del  actual  usufructuario,  sino  en  los  términos  i  con  las  con- 
diciones que  para  la  privación  de  la  propiedad  requiere  el  inciso  5.**, 
artípulo  15  de  la  Constitución ;  es  decir,  por  via  de  pena  o  contribución 
jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes;  o  por  via  de  es^opiacion  judicial- 
mente  declarada  i  previa  indemnización ;  ninguna  de  cuyas  condicio- 
nes llena  tal  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar- 
Es  verdad  que  es  del  resorte  de  la  lejislacion  civil  de  los  Estados 
el  determinar  la  manera  como  se  trasmite  la  propiedad  por  via  de  su- 
cesión ;  pero  es  pseciso  observar  que,  respecto  de  fundaciones  hecbas, 
tal  propiedad  ya  está  trasmitida,  i,  por  consiguiente,  ya  se  han  jenera- 
do  acerca  de  ella  derechos  perfectos.  Cuando  las  fundaciones  a  <^ue  se 
refiere  la  lei  de  BoHvar  se  niciaron,  los  fundadored  debieron  ceñirse  a 
las  disposiciones  sustantivas  que  a  la  sainan  rejian  para  esa  materia  ;  i 
las  que  s^au  conformes  con  ellas,  han  venido  a  ser  fuente  de  derechos 
lejíbmos  \  perfcQtos,  que  no  pueden  ser  an^ebatados  bajo  un  rójimen 
Aonst^tudüon^,  sLaa  en  los  casos  en  que  la  autoridad  pública  puede 
tomar  legajanente  la  propiedad  individual. 

A  juicio  de  los  infrascritos  se  padece  un  error  al  suponerse  que, 
a  la  ];^uerte  de  cada  usufructuario  de  una  capellanía  o  de  un  patronato, 
éstos  se.  hallen  bajo  el  imperio  de  las  leyes  civiles  que  rüan  al  tiempo 
4e  la  vaofynte.  !^ta  suposiínxm  parece  que  se  fiínda  en  la  oreenoia  da 
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cpie  el  que  entra  en  el  goce  de  álgcma  fundación  hereda  al  anterior  tísu* 
frwÉmrio.  Sí  esa  fuera  la  verdad,  incuestionable  seria  que  estaba  den^ 
tro  de  la  esfera  de  acción  del  lejislador  el  determinar,  para  los  casos 
Altaros  de  yaoante,  el  orden  de  sucesión  en  el  goce  del  patronato.  Pero 
d  he^o  cierto  és,  que  quien  entra  a  gozar  un  patronato,  no  hereda  ci 
mkrwr  UBfufrudtwxrio^  sino  al  'pnfMiivo  fvndador,  que  es  quien  lo  llama 
segan  las  cláusulas  de  la  fundación.  En  las  fundaciones  de  la  especie 
de  que  se  ocupa  la  lei  de  Bolívar,  la  propiedad  corresponde  a  todos 
loe  DantadoB  al  goce,  i  a  cada  patrono  o  capellán  en  particular,  el 
oscFBUCTo  desde  la  vacante  anterior  hasta  la  muerte.  Unos  en  pos  de 
otros  van  heredando  siempre  al  fundador  en  lo  que  éste  quisó  hacerlos 
herederos,  a  saber»  en  el  mero  usufructo  de  la  fundación.  Asi  es  que 
¿sU  ae  reffla  por  las  leves  que  rejian  cuando  se  la  hizo,  sin  que  sea  licito 
cftmbiar  el  orden  en  ella  establecido ;  porque  el  cambio  viene  a  atacar 
lejítimos  derechos  que  aquélla  creé.  I  como  la  lei  de  Bolívar  en  cues- 
tión cambia  el  orden  de  sucesión  en  las  fundaciones ;  como  ella  escluye 
ddgooe  a  los  que  la  fundación  llame  a  gozarlo;  como  ella  trasñere  al 
Esbido  el  derecho  a  ese  goce,  arrebatándolo  a  los  que  fueron  Uamados 
afl,  tal  lei,  que  envuelve  una  notoria  esi)oliacion,  conculca  la  doctrina 
del  inciso  6*  ,  artículo  15  de  la  Constitución  federal. 

En  virtud  de  lo  espuesto,  los  infrascritos  opinan  que  dicha  lei,  en 
SQ  totalidad,  se  halla  en  el  caso  del  artículo  14  de  la  Constitución  fede- 
ral, i  que  ella  debiera  ser  suspendida  por  la  Corte  Suprema  federal,  en 
oimiplimiento  del  artículo  72  de  la  misma  Constitución,  por  haber  sido 
deniinciada  como  inconstitucional. 

Mabcelino  GunÉEREZ  A.— Emüiano  Bestbepo  E. — Cárhe  María 
Pérez,  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — Bogotá,  marzo 
veintiocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Carlos  Marta  Pérez. 


Intobme  be  lá  Comisiok  del  Senado. 

CíTidadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  ^  la 
foe  86  pasó  el  espediente  de  la  solicitud  de  los  señores  Miguel  M.  Espi- 
QQfia  iÉrancisco  de  Porras  Pimentel,  para  que  se  suspendiera  la  lei  es- 
pedida por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de 
fecha  10  de  noviembre  de  1866,  sobre  estincion  de  patronatos  i  capella- 
nías laicales,  ha  examinado  este  asunto  con  la  consagración  que  era  de 
8Q  deber,  i  en  cumplimiento  de  él,  pasa  a  emitíios  su  conc^)to. 

El  Ministerio  publico,  con  vista  de  la  referida  solicitud  i  de  la  lei, 
W  de  concepto  que  se  suspendiera  por  la  Suprema  Corte  federal  el 
9asiío  lejislativo  de  que  nos  ocupamos,  de  conformidad  con  los  artículos 
U  i  72  de  la  Constitución  nacional ;  pero  la  Corte  se  limitó  a  declarar 
1»  suspensión  de  los  artículos  3.®  i  5.*^  de  la  lei  citada,  dejando  en  su 
bensa  i  vigor  las  disposiciones  de  los  artículos  1.^  i  2.^,  fundándose 
ptta  ello  en  que  la  Asamblea  del  Estado  de  Bolívar  no  habi^  lepslado 
i^<!nca  de  la  aeaamortizacioB,  ni  había  invadido  por  esas  disposiciones 
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ikStinto  alguno  que  faera  de  la  competencia  del  Gobierno  jeneral,  i  que 
siendo  la  lejislacion  civil  del  resorte  de  las  Asambleas  de  los  EstadoB,! 
la  de  Bolívar  pudo,  según  la  Constitución,  establecer  lo  que  estimara 
conveniente  por  lo  que  hace  a  la  sucesión  de  los  patronatos  i  capella-* 
nías  en  referencia. 

Como  la  Constitución  por  su  artículo  72  requiriese  la  nnanimidafil 
de  votos  para  qué  la  Corte  pueda  suspender  la  ejecución  de  los  aotod 
legislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  ella  no  pudo  ejercer  esta 
atribución  constitucional  respecto  a  todas  las  disposiciones  de  dieha 
leí,  por  haber  faltado  esa  unanimidad. 

Pero  vuestra  comisión  opina  que  la  lei  de  Bolívar  no  se  ocupa  de 
la  estincion  de  esas  fundaciones,  sino  de  la  sustitución  de  un  nuevo 
patrono  o  capellán  contra  la  voluntad  de  los  fundadores  i  a  beneficie 
esclusivo  del  Estado ;  que  por  ella,  a  virtud  de  esto,  se  cambia  el  orden 
de  sucesión,  escluyendo  del  goce  de  las  fundaciones  a  los  que  estas 
fundaciones  llaman ;  atacando  o  arrebatando  derechos  adquiridos ; 
todo  lo  cual  constituye  una  evidente  violación  del  inciso  6.^  del  artícu- 
lo 15  de  la  Constitución  nacional ;  i  es  por  estas  razones,  i  reprodu- 
ciendo las  emitidas  por  la  minoría  de  los  señores  Majistrados  que  1 
constituyen  la  Corte  Suprema  federal,  que  os  propone  vuestra  comisión 
el  siguiente 

PROYECTO  DE  RESOLUCIÓN, 

• 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atríbuclou  que  le 
confiere  el  inciso  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  decla- 
ra la  nulidad  de  la  lei  de  10  de  noviembre  de  1866,  espedida  por  la 
Asamblea  del  Estado  de  Bolívar,  sobre  estincion  de  patronatos  i  cape- 
llanías laicales  o  colativas,  por  considerarla  contraria  al  inciso  6.^,  ar- 
ticuló 15  de  la  Constitución. 

Bogotá,  julio  17  de  1867. 

Agustín  Amas — Silvestre  Serrano — Juan  A.  üriooedhea— B. 
Bantodomingo  Vila — ^Rapael  Buenaventura. 


XLIV. 


IfUIilDAD  de  la  leí  del  Justado  soberano  de  Panamá,  de  30 

de  octubre  de  1S66,  qne  autorizaba  al  Poder  Ejecutivo  paru 

contratar  el  establecimiento  de  telégrafos  submarinos. 

(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte). 


Iniorme  de  la  Comisión  del  Senado. 
Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Panamá  espididT 
en  30  de  octubre  de  1866,  una  lei  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para' 
coatratar  el  establecimiento  de  tel^afos  submarinos.  M  artículo  IJ^ 
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de  eaa  lei  autoriza  al  Poder  Ejecativo  para  que  conceda,  a  cualquiera 
compañía  o  persona  que  lo  solicite,  privüejio  esclosivo  para  fijar  en 
las  costas  del  Estado  el  estremo  de  cables  submarinos  que  pongan  al 
latmo  en  comunicación  con  otro  u  otros  puntds  del  globo. 

El  señor  Garlos  Bebello,  apoderado  de  la  Compañía  del  Telégrafo 
oceánico  internacional  de  Nueva  York,  solicita  del  Senado  la  anula- 
ción de  esa  lei. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislatiyos  de  los  Esta- 
dos cree  eTÍdentemente  nula  esa  lei..  Para  comprenderlo  bastará 
XBcordar  que  el  Congreso,  en  25  de  julio  próximo  pasado,  espidió  un 
decreto  ''  que  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  permitir  la  comunica- 

(áxm  telegráfica  del  territorio  de  la  Bepública  con  otrras  naciones."  Si 
la  lei  de  Panamá  de  que  se  ha  hablado,  no  fuera  declarada  nula,  los 
efectos  de  la  lei  nacional  serian  nulos. 
El  Cíongreso  nacional  procedió  por  virtud  de  la  delegación  de  fiin- 
eiones,  que  le  hicieron  los  Estados  i  que  se  encuentran  en  el  inciso  6.^ 
del  artículo  17  de  la  Constitución.  • 

Esta  razón  es  bastante  para  comprender  la  justicia  de  la  reclama- 
ción del  señor  Bebello.  I  si  a  esa  se  agregan  las  que  este  señor  alega, 
vaesba  eonásion  no  vacila  en  proponeros  el  siguiente  proyecto  de 

besolüoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  atribución  5.",  de  las 
que  le  dá  el  articulo  51  de  la  Constitución,  declara  definitivamente  nula 
la  lei  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
F&oama,  en  30  de  octubre  de  1866,  autorizando  al  Poder  Ejecutivo 
púa  contratar  el  establecimiento  de  telégrafos  submarinos. 

Bogotá,  2  de  setiembre  de  1867. 

•  Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Makuel  María  Mallamno — ^Eafael  Buenaventdba — Juan  Agus- 

BH  UbIOOEOHEA— SiLViSTBB   SERRANO— AoÜSTIN  AbIAS. 


XLV. 


roUDAO  de  los  artfcnlos  14  i  19  de  la  lel  del  Bstado  soberana 
.  M€aaea9de  98  desetiembre  de  ISOT»  orgáaica  del  Poder 

Jndlcial  del  Cstado. 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte) . 


Inforiee  de  la  Comisión  del  Senado. 

Cindadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

£1  Tribunal  del  departamento  del  Centro,  en  el  Estado  soberano 
dd  Cauca,  i  varios  vecinos  de  la  ciudad  de  Popavan,  han  solicitado  la 
^luidad  de  varios  artículos  del  capitulo  L""  de  la  lei  219,  de  fecha  28  de 


L 
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setiembre  último,  espedida  por  la  Lejislatnra  de  dicho  Estado  i  publi- 
cada en  el  periódico  oficial. 

Los  soiicitanteB  se  fondan  en  qne  aquellas  disposiciones  contra- 
vienen a  lo  dispuesto  en  los  artículos  14,  inciso  4.^  del  artículo  16  i  89 
de  la  Constitución  nacional. 

Vuestra  comisión  ha  examinado  con  atención  la  citada  lei,  i  solo 
ha  hallado  que  son  contrarios  al  inciso  4.^  del  artículo  16  de  la  Oons- 
titucion,  los  artículos  14  i  19,  i  que  las  demás  disposiciones  contemdas 
en  aquélla  no  se  oponen  a  la  Constitución  nacional  ni  a  las  leyes  jene- 
rales  de  la  ünion. 

Siendo  privativo  de  la  lejislacion  de  los  Estados,  conforme  al  ar- 
tículo 16  de  la  Constitución  nacional,  espedir  las  disposiciones  ^ae 
tengan  relación  con  su  gobierno  propio  en  aquellos  asuntos  cuyo  eier- 
cicio  no  deleguen  espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno  ieneral,  la 
Lejislatnra  del  Cauca,  al  espedir  la  lei  219,  ha  obrado  dentro  de  la 
órbita  de  sus  facultades,  no  ha  infnnjido  el  artículo  89  de  la  Constitu- 
oion  nacional:  ^ 

El  artículo  14  de  la  referida  lei  dice  así : 

*'  Cuando  se  trate  de  la  responsabüidad  de  los  Majistrados  por 
consecuencia  de  sentencia  o  auto,  bien  en  negocios  civiles  o  crimina- 
les, no  habrá  informe  ni  otros  documentos  que  el  espediente  en  que 
conste  el  auto  o  sentencia  objeto  de  la  responsabilidad,  bien  oriimal, 
si  el  pleito  estuviere  concluido,  o  el  testimonio  en  caso  contrario. 

A  la  simple  lectura  de  este  articulo  se  comprende  fácilmente  qne 
los  majistrados  de  los  tribunales  de  departamento  son  sentenciados 
sin  que  para  ello  preceda  un  juicio  en  que  se  les  haya  oido,  pues  el  ar- 
tículo id  de  la  mencionada  lei  solo  concede  el  derecho  al  acusado  de 
recusar  al  juez  que  debe  pronunciar  el  auto,  absolviéndolo  o  conde- 
nándolo. Estos  dos  artículos  son  abiertamente  contrarios  a  la  parte 
final  del  iuciso  4.^,  artículo  16  de  la  Constitución  nacional,  i  én  tal 
virtud  deben  anularse. 

Por  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguien- 
te proyecto  de 

BESOLÜOION: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  6.*,  artícu- 
lo 61  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulos,  como  oontrarios^  al 
inciso  4.^,  artículo  16  de  la  misma,  los  artículos  14  i  19  de  la  léi  de  28 
de  setiembre  de  1867,  orgánica  del  Poder  Judicial  del  Estado,  espedi- 
da por  la  Lejislatnra  del  Estado  soberano  del  Cauca. 

Ciudadanos  Senadores. 

M.  M.  Mallabino — ^Bafael  Buenaventuba — Silvestre  Sebbano— 
Juan  A.  Ueiooeohea— Agustín  Abiab. 


(Véase  la  resolución  XLIX). 
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XLVI. 

IfüLIDAD  de  los  artícnlos  40  i  106  de  la  leí  del  Estado  soberano 
de  Bofiftcá^  de  19  de  diciembre  de  I§64,  orgánica  de  las  conf ri» 

bnciones  i  rentas. 

AOÜEHDO  DE  lA  SUFBEICA  COBTE. 
Corte  Suprema  federal — Bogotá,  marzo  catorce  de  mil  ochocientos  Besenta  i  siete. 

Vistos — Algunos  vecinos  de  Sogamoso,  en  ejercicio  del  derecho 
qae  les  otoi^a  el  artículo  72  de  la  carta  fundamental  de  la  Bepúblicá, 
flolioitan  la  suspensión  de  los  artículos  40  i  106  de  la  lei  de  diez  i  nueve 
de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro,  orgánica  de  las  con- 
tribuciones i  rentas  del  Estado  soberano  de  Bojaca,  espedida  por  su 
Asamblea  Lejislativa. 

Los  artículos  de  la  lei.de  que  se  trata  dicen  así  : 

"  Art.  40.  La  Corte  del  Estado,  los  jueces  de  circuito,  los  de  dis- 
trito, los  notarios  i  los  rejistradores  de  instrumentos  públicos  i  privados, 
no  les  prestarán  su  oficio  a  los  contribuyentes  que  no  comprueben  ha- 
ber picado  el  impuesto.  El  comprobante  constará  del  recibo  del  recau- 
dador respectivo,  o  de  la  lista  de  contribuyentes  que  mensualmente 
remitirán  tos  recaudadores  alas  oficinas  publicas  del  respectivo  distriüp. 

"Cuando  los  individuos  que,  no  siendo  contribuyentes,  soliciten  de 
los  recaudadores  respectivos  el  comprobante  de  tales,  éstos  tienen  obli-» 
gacion  de  espedirles  una  boleta  que  testifique  que  no  son  contribuyentes. 

^'  Art.  106.  Los  empleados  o  funcionarios  públicos  que  presten  su 
oficio  a  los  contribuyentes  que  no  les  presenten  el  recibo  de  que  trata 
el  artículo  40>  serán  juzgados  como  defraudadores  de  las  rentas 
públicas." 

Para  disponer  la  suspensión  pedida,  es  necesaria  la  unanimidad 
requerida  por  el  precepto  constitucional ;  i  como  ésta  no  exista,  a 
virtad  dd  opinar  los  Majistrados  Bamon  Gómez,  José  Araújo,  Mareé- 
lino  Gutiérrez  A.  i  Andrés  Cerón  en  el  sentido  de  los  deseos  de  los 
petíekmarios,  i  el  Majistrado  Emiliano  Bestrepo  E.  por  la  no  suspen- 
sión, es  evidente  que  no  pueden  suspenderse  los  dos  artículos  que  han 
motiTado  la  solicitud  de  los  citados  vecinos  dé  So^amoso ;  i  así  lo 
declara  la  Corte  Suprema,  disponiendo,  en  consecuencia,  que  se  remita 
al  Beneulo  de  Flenipotenciarios  el  espediente,  para  lo  dé  su  caihgo,  i  se 
ponga  en  conocimiento  del  Presidente  del  astado  soberano  de  Boyacá 
esta  decisión,  en  observancia  de  lo  dispuesto  en  la  parte  final  del 
artfcnlo  140  de  la  lei  de  veintidós  de  mayo  de  mil  ochocientos  sesenta 
i  seis,  sobre  procedimiento  eh  los  negocios  civiles  cuyo  conocimiento 
corresponde  a  los  tribunales  de  la  Union. 

Bakok  G^mez^-Akbbes  Cebón— Jos£  Abaüjo— Ekiuano  Besiss- 
po  IL — Mabobuno  GunEBBEZ  A. — Cárloa  María  Pér^,  Secretario, 

Eti  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Proon» 
rador  jeneral  de  la  Nación. — Gutiébbez  de  Laka — Pérez,  Secretario, 
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Opinión  de  les  cuatro  Sres.  Ministrados. 

En  ooDcepto  de  los  cnatro  Majistrados  que  estamos  por  la  suspen- 
sión de  los  artículos  40  i  106  de  la  lei  de  Boyacá  a  que  se  refiere  la 
decisión  anterior,  la  simple  lectura  del  primero  de  dichos  artículos 
convence  que  lo  estatuido  en  él  es  absolutamente  contrario  a  la  doc- 
trina del  ¿Háculo  15  de  la  Constitución  nacional ;  pues  según  ésta,  el 
reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral  i  el  de 
todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que  per- 
tenecen a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  unidos  de  Co- 
lombia, i  que  allí  se  especifican  i  definen,  es  base  esencial  e  invariable 
de  la  ünion  entre  los  Estados,  no  pudiendo,  por  tanto,  el  Gobierno 
federal  ni  los  seccionales,  dejar  de  hacer  efectivas  esas  garantías,  cada 
vez  ^ue  algún  colombiano  o  transeúnte  lo  exija  de  las  autoridades  o 
funcionarios  públicos ;  mas  esta  terminante  doctrina  constitucional  no 
se  practica  en  el  Estado  de  Boyacá  mientras  esté  en  vigor  el  artículo 
40  de  la  lei  sobre  rentas  i  contribuciones :  así,  por  demplo,  caando 
se  presente  un  individuo  ante  la  autoridad  judicial  de  ¿oyacá  pidiendo 
la  restitución  de  la  propiedad  de  que  haya  sido  despojado  violenta- 
mente ;  exijiendo  la  nerencia  a  que  tenga  derecho  por  testamento  o 
abintestato ;  reclamando  los  objetos  que  se  le  hayan  hurtado  o  robado ; 
implorando  protección  por  hab>er  sido  atacada  su  seguridad  personal  o 
la  lacultad  de  ejercer  libremente  una  industria ;  ese  mdividuo  será  des- 
atendido en  tan  justas  i  constitucionales  exijencias,  si  no  acredita  el 
pago  del  impuesto  que  se  le  haya  asignado,  es  decir,  se  le  priva  de  las 
garantías  a  cuyo  goce  tiene  perfecto  derecho  i  de  que  no  puede  ser 
privado  mas  que  en  los  casos  fijados  por  la  misma  Constitución.  Se- 
mejante desconocimiento  de  los  derechos  inmanentes  del  individuo  no 
puede  existir  en  presencia  del  Código  fundamental,  que  tan  esplicito  i 
claro  es  respecto  al  goce  de  estas  garantías  reconocidas  a  las  personas 
que  forman  la  ünion  Colombiana  i  también  a  los  transeúntes  en  sa 
territorio ;  porque  si  así  fuese,  dichas  garantías,  en  vez  de  una  realidad, 
serian  una  ourla,  una  ilusión. 

Estas  o  semejantes  consideraciones  determinaron  el  voto  de  los 
Majistrados  Bamon  Gómez,  Marcelino  Gutiérrez  A.,  José  Aradjo  i 
Andrés  Cerón,  en  veintiocho  de  enero  de  mil  ochocientos  sesenta  i 
cinco  i  veintiocho  de  abril  de  mil  ochocientos  sesenta  i  seis,  *  suspeu» 
diendo  varios  artículos  de  dos  leyes  del  Estado  soberano  de  Santander, 
que  colocaban  a  sus  núembros,  respecto  a  garantías  individuales,  eu  tm 
predicamento  idéntico  al  en  que  han  sido  colocados  los  boyaoensea 

Sor  el  artículo  40  de  que  se  viene  hablando.  Así  es  que,  en  la  opinión 
e  los  cuatro  Majistrados  mencionados,  el  citado  artículo  40  es  eviden- 
temente inconstitucional,  porque  vulnera  i  desconoce  las  garantías 
individuales  que  los  Gobiernos  de  los  Estados,  lo  mismo  que  d  federal, 
tienen  el  deber  indeclinable  de  protejer  i  hacer  respetar.  Por  consi- 
guiente, debia  suspenderse  el  enunciado  articulo,  lo  mismo  que  el  106 
de  que  se  ha  hecho  mención,  porque  este  ultimo  no  es  mas  que  el 
corolario  de  aquél. 

Ramón  Qówsz—ÁmysEs  Cerón — José  Aea0jo — ^Mabceuno  Gdtib- 
-RSETt  A. — C&rícw  Jlíaría  Pérez,  Secretario. 

♦  Véaec  la  pajina  87. 
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Opinión  del  Sf .  Majistrado  doctor  Smlliano  Restrepo  S. 

El  infrascrito  Majistrado  no  ha  podido  convencerse  de  que  los 
ariícalos  40  i  106  de  la  leí  de  19  de  diciembre  de  1864,  ^'  orgánica  de 
las  oonfaribuciones  i  rentas  del  Estado  soberano  de  Boyacá/'  espedida 
por  la  Asamblea  Lejislativa  de  éste,  pugnen  con  la  doctrina  del  artículo 
15  de  la  Constitución  nacional;  i  por  lo  mismo  no  cree  que  dichos  artí- 
ealos  deban  ser  suspendidos  por  la  Corte  Suprema  federal,  en  ejercicio 
de  la  atribución  conferida  a  esta  corporación  por  el  artículo  72  de  la 
misma  Constitución. 

Las  razones  en  que  el  infrascrito  apoya  su  manera  de  pensar,  están 
consigiiadas  in  extenso  en  el  voto  que  emitió  con  motivo  de  la  solicitud 
hecha  por  Luis  Otero  Sarmiento  i  Zoilo  Villar  para  que  se  suspendiera 
una  lei  del  Estado  soberano  de  Santander,  que  contenia  disposiciones 
snálogas  a  las  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  B^acá  ya  citada.  Dicho 
Toto  aparece  publicado  en  el  número  697  del  "  Diario  Oficial,"  corres- 
pondiente al  21  de  julio  de  1866,  i  las  razones  que  lo  motivaron  se  re- 
producen en  el  presente  caso,  por  ser  en  un  todo  aplicables  a  éste. 

Ademas,  el  infrascrito  observa  que  la  disposición  contenida  en  el 
artículo  40  de  la  lei  en  referencia  no  implica  una  negación,  un  deseo- 
nodiDiento  de  las  garantías  individuales  que  corresponden  a  los  habi- 
tantes i  transeúntes  conforme  al  artículo  16  de  la  Constitución  nacional. 
Dicho  artícalo  se  limita  a  exijir  del  que  pretenda  hacer  valer  en  juicio 
sos  derechos,  o  del  q^ue  ocurra  a  los  notarios  o  rejistradores  de  instru- 
mentos públicos  i  pnvados  a  que  le  presten  el  concurso  de  su  oficio,  la 
piesentaeioim  del  correspondiente  recibo  en  que  conste  el  pago  del  im- 
pnesto.  Semejante- éxijencia  la  encuentra  el  infrascrito  dentro  de  la 
esleía  de  acción  del  !roder  Lejislativo  de  los  Estados.  Así  como  para 
Mstituir  apoderado  en  juicio  exijen  las  leyes  de  los  Estados  ciertas 
fonnalídadeB  precisas,  sin  las  cuales  no  tienen  los  habitantes  i  tran- 
cantes derecho  de  hacerse  representar  en  juicio ;  así  también  es  lícito 
a  los  Estados  el  exijir  de  los  habitantes  i  transeúntes  la  constancia  de 
haber  pagado  el  impuesto,  o  la  comprobación  de  no  ser  contribuyentes, 
para  ^ue  tensan  derecho  a  que  se  les  oiga  en  juicio  i  a  que  ciertK)s  fun- 
cionanos  públicos  les  presten  su  ministerio. 

Semejante  prescripción  no  escluve  el  pleno  goce  de  las  garantías 
¡derechos  individuales.  La  lei  no  desconoce  esas  garantías,  ni  les 
nic^  su  existencia.  Exije  para  ciertos  casos  la  presentación  de  una 
pniéba,  que  está  en  mano  del  interesado  presentar  cuando  (juiera. 

£1  artícalo  106  de  la  misma  lei  no  es  otra  cosa  que  la  impoeáción 
de  una  nena  a  los  funcionarios  del  Estado  que  falten  a  las  prevenciones 
dd  aquella.  Es  innegable  que  la  doctrina  ae  dicho  artículo  está  dentro 
de  la  esfera  de  acción  del  Poder  Lejislativo  del  Estado  soberano  de 
Sojacá,  i  que  con  ella  no  se  viola  ni  la  Constitución  ni  ninguna  lei 
jeaezal  de  la  Union. 

Exujáno  fiBSTBEPo  ^.—Carlos  María  Pérez^  Secretario. 

Es  copia — Secretaria  de  la  Corte  Sui>rema  federal— Bogotá,  marzo 
diai  i  ocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete — Carlos  M.  Pérez. 
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TSJfOfOíB  DB  Lk  COXISION  DEL  SeNABO« 

Oindadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Con  el  objeto  deiaformar,  se  me  ha  pasado,  con  el  espediente  res-^ 
pectivo,  la  petición  de  varios  vecinos  de  Sogamoso  para  que  se  decla- 
ren nulos  los  artículos  40  i  106  de  la  lei  de  19  de  diciembre  de  1864» 
orgánica  de  las  contribuciones  i  rentas,  espedida  por  la  Asamblea  Le-  * 
jislativa  del  Estado  soberano  de  Bojacá. 

Los  artículos  citados  estatuyen  lo  siguiente :  ^^ 

'*  Art.  40.  La  Corte  del  Estado,  los  Jueces  d^  circuito,  los  de  dis- 
trito, los  Notarios  i  los  Beiistradores  de  instrumentos  públicos  i  priva- 
dos, no  les  Drestarán  su  oficio  a  los  contribuyentes  que  no  comi>rueben 
haber  pagado  el  impuesto.  El  comprobante  constará  del  recibo  del 
Becauoador,  o  de  la  lista  de  contribuyentes  que  mensualmen te  remiti- 
rán loa  recaudadores. a  las  oficinas  publicas  del  respectivo  distrito. 

"Guando  los  individuos  que,  no  siendo  contribuyentes,  soliciten  de 
los  recaudadores  respectivos  el  comprobante  de  tales,  éstos  tienen 
obligación  de  espedirles  una  boleta  que  testifique  que  no  son  con- 
tribuyentes. 

"  Ari  106.  Los  empleados  o  funcionarios  públicos  que  presten  so 
oficio  a  los  contribuyentes  que  no  les  presenten  el  recibo  de  que  trata 
el  artículo  40,  serán  juzgados  como  defraudadores  de  las  rentas 
públicas.'* 

^  Los  que  dejfienden  la  constitucionalidad  de  estas  disposiciones,  las 
califican  como  \m  medio  coercitivo  empleado  para  llevar  a  efecto  el 
imi)ue3to  ;  i  ra^zonan  de  este  modo :  Si  los  Estados  tienen  la  facultad 
de  imppner  co«tribuciones  para  los  gastos  de  su  administración,  tienen 
la  con*elativa  de  establecer  alguna  saiicioft  para  los  (|ue  no  cuxnplaa 
con  el  deber  de  pagar.  Si  los  habitantes  de  Boyacá  tienen  el  derecho 
de  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones  que  dhíjan.a  los  funcio- 
narios públicos,  i  de  que  se  les  administre^  justicia^  también  tienen  el 
deber  de  paAar  el  servicio ;  i  ^uibien  .se  puiede,  como  un  medio  coer- 
citivo, es^siluecer,  no  que  se  les  quite  ese  derecho,  sino  que  no  se  les  . 
otorgue  hasta  que  prueben  haber  cumplido  por  su  parte  coa  uno  de 
sus  deberes. 

Si  se  sentarael  precedente,  agregan,  de  .anular  una  lei  como  la  da 
<^ue  se  trfita,  no  quedaria  a  los  Estados  medio  alsuno  para  hacer  efec- 
tivas las  coQtribuciones  :  cualqui.era  que  se  estableciera  seria,  tachado 
de  inconjstitucional.  Lo  seria  la  lei  que  impone  derechos  de.  aduana, 
porque  ^taca  la  libertad  de  industria;  lo  seria  la  de  papel  sellado,,  que. 
epsWen  algunoj^ ,  Estados,  porque  suspenda  el  dere<^o  de  obímer 
pfpn^  xeaoíücion,:  toda  vez  que  sin  pagar  este,  impuesto  no  pueden,  oir 
solicitudes  los., faucionarioB.p^blioos;  lo  serian . todas,  porque,  todaa 
limitan  alguna  libertad.  Las  disposiciones  de  que  se.tratano  implican 
la  negación  de  un  derecho  constitucional:  exigen  apenas  la  prueba  de 
haberse  cumplido  un  deber. 

Contra  loa  precedeAtes  razonamientos  hai  que  observar : 
L°  QuQ  es  Dase  esencial  e  invariable  de  la  Union  éntrelos  Esta- 
dos, el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gbbiemo  jeneral  i 
de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos 
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individuales  consagrados  en  los  diez  i  seis  incisos  del  articulo  15  de  la 
Constitacion  nacional; 

2.*'  Qae  en  el  catálogo  de  esos  derechos  fígnran  el  de  que  los  habi-' 
taotes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia  no  pueden  ser 
penados  sin  ser  oidos  i  vencidos  en  juicio,  i  el  de  obtener  pronta  reso* 
lacion  en  las  peticiones  que  por  escrito  dirijan  a  las  corporaciones, 
antoridades  o  funcionarios  públicos  sobre  pualquier  asunto  de  inferes 
jeneral  o  particular.  (Incisos  4^  i  12) ;  i      • 

3."  Que  el  medio  coercitivo  empleado  por  la  lei  de  Boyacá  para 
liacer  eficaces  las  contribuciones,  conculca  estas  dos  garantías.  En  efec- 
to, á  los  tribunales  de  justicia,  notarios  i  rejistradores  de  instrumentos 
públicos  niegan  su  oficio  a  los  contribuyentes  que  no  justifiquen  la 
soiacion  del  impuesto,  resulta  que  tales  contribuyentes  tienen  prohibi- 
ción temporal  de  ejercer  los  derechos  civiles  de  testar»  de  ser  nombra- 
dos herederos  o  legatarios,  de  contraer  matrimonio  civil,  de  nombrar  o 
ser  nombrados  tutores,  curadores,  arbitros,  apoderados,  &^  ;  de  hacer 
coDsbur  sus  contratos  por  escritura  pública,  de  demandar  en  juicio  sus 
derechos,  i'  de  ejercer,  en  fin,  todo  acto  civil  en  que,  por  razón  de  su 
oficio,  deben  intervenir  los  funcionarios  públicos  espresados.  I  como  la 
prohibición  temporal  de  ejercitar  tales  derechos,  o  sea  la  suspensión 
de  ellos,  es  una  verdadera  pena,  es  evidente  que  los  individuos  que  no 
jastífi(][aen  el  pago  de  la  contribución,  vienen  a  ser  penados  sin  ser 
oidos  1  vencidos  en  juicio. 

Si  la  no  satisfacción  del  impuesto  fuera  un  delito,  debe  preceder 
jmdo  para  la  imposición  de  la  pena ;  i  si  no  lo  es,  es  un  absurdo  em- 
plear una  coacción  que  tiene  todos  los  caracteres  de  una  verdadera 
pena.  No  se  alegue  que  está  en  manos  del  contribuyente  hacer  cesar  el 
entredicho  a  que  se  le  sujeta,  consignando  la  contribución ;  porque  no 
es  raro  que  se  le  impongan  gravámenes  superiores  a  sus  recursos,  o 
jne,  por  causas  independientes  d^  su  voluntad,  se  vea  reducido  a  la 
impotencia  absoluta  de  pagar,  ün  caso  práctico  demuestra  lo  absurdo 
de  la  coacción  :  impúsose  a  un  habitante  de  Boyacá  una  contribución 
proporcionada  a  la  renta  que  le  producía  su  único  capital,  consistente 
en  nna  yunta  de  bueyes  :  róbanle  los  bueyes  ;  se  presenta  redamán- 
dolos para  el  efecto  ae  venderlos  i  satisfacer  el  impuesto ;  pero  las 
antoriaades  no  le  administraron  justicia,  porque  no  exhibió  el  recibo 
del  recaudador. 

No  menos  es  violatoria  la  lei  de  Boyacá  del  derecho  de  obtener 
pronta  resolución  en  las  peticiones  po;  escrito  diríjidas  a  las  autoridades. 

Toda  vez  que  un  contribuyente  presente  un  memorial  reclamando 
nn  derecho  o  quejándose  de  cualquier  agravio  o  injusticia,  se  le  decreta- 
rí :  "  comprnebe  el  pago  de  la  contribución  i  se  proveerá ; "  o  "  venga  en 
toima  pata  proveer."  Con  cualquiera  de  estas  formulfts  o  sus  equivalen- 
tes, por  cierto  que  no  se  resuelve  prontamente  la  petición,  sino  que  se 
d^re  indefinidamente.  I  sucede  con  no  poca  frecuencia  que  de  esta 
gttaiitía  quedan  privados  aun  los  que  han  sido  puntuales  i  justifican  el 
pago  del  impuesto.'  Demanda  un  individuo,  acompañando  a  su  Hbelo 
6l  recibo  del  Becaudador,  a  otro  que  no  ha  pagado  la  contribución : 
entonces,  por  justo  que  sea  el  reclamo,  no  puede  adelantarse  el  juicio, 
i  queda  el  demandante  burlado  en  sus  lejítimos  derechos. 

Las  contribuciones  sobre  aduanas  i  papel  sellado,  que  se  presen- 
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ton  como  airgamento  de  analojía  en  apoyo  de  la  oonstitacionalidad  de 
la  lei  de  Bojacá,  no  vienen  al  caso ;  porque  la  primera  constituye  una 
renta  nacional  reservada  a  la  ünion  por  el  inciso  9.^  del  artículo  15 
citado ;  i  el  papel  sellado  es  un  articalo  venal  o  un  arbitrio  rentístioo 

Sae  pueden  reservarse  los  Estados  conforme  a  la  disposición  referida. 
is  cierto  c[ue  toda  contribución  afecta  a  la  propiedad  i  a  la  libertad 
de  alguna  industria ;  pero  la  misma  Constitución,  al  garantizar  los  de- 
rechos individuales,  establece  las  respectivas  limitaciones. 

La  cuestión  no  versa  sobre  si  los  Estados  pueden  imponer  tales  o 
cuales  ccntribaciones,  sino  sobre  si  les  es  potestativo  emplear  coaccio- 
nes que  violen  las  garantías  individuales. 

i^or  lo  espuesto,  tengo  el  honor  de  presentaros  el  siguiente  ])ro- 
yecto  de 

besolügion: 

El  Senado  de  Plenipotenciario?,  en  ejercicio  de  la  atribución  6.% 
artículo  51  de  la  Oonstitucion  déla  Bepuolica,  declara  definitivamente 
nulos  los  artículos  40  i  106  de  la  lei  de  19  de  diciembre  de  1864,  cró- 
nica de  contribuciones  i  rentas,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa 
del  Estado  soberano  de  Boyacá. 

Bogotá,  12  de  noviembre  de  1867. 

El  Senador  Plenipotenciario  por  el  Estado  soberano  del  Cauca, 

Manuel  W.  OabvajaIí. 


XLvn* 


lltJLIÍ>AI>  de  la  parte  final  del  artículo  56  de  la  leí  31§.  de  9T 
de  setiembre  del  afio  de  1867,  ««orgánica  de  la  Instrncclon 
ptibllca,^'  del  Estado  soberano  del  Canea» 


Acuerdo  de  ia  Supbema  Cobte* 

Corle  Suprema  federal— Bogotá,  febrero  diez  i  ocho  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho. 

No  estima  la  Corte  que  sea  contrario  a  la  Oonstitocion  ni  a  las 
leves  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  el  artículo  66  de  la  218,  "  or- 
eúJiica  de  la  instrucción  publica,"  espedida  por  la  Lejislatura  del  Esta- 
do soberano  del  Cauca  en  27  de  setiembre  lütimo,  cuya  suspensión  se 
pide  por  los  miembros  de  la  subdireccion  de  estudios  del  municipio  de 
Cali ;  porque  al  disponerse  por  él  que  cuanto  causen  a  deber  los  oole- 

*  En  la  primera  edición  de  este  C6di<?o  se  omitió  esU  resolución  del  Senado,  i  al  in- 
rJiiirla  en  la  presente,  ha  sido  necesario  duplicar  el  numero  con  qne  está  marcada,  nar» 
^10  alterar  In  sene  de  ías  qne  signen.  -^  f«  • 
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]¡06  a  pftrtíoalares,  hasta  la  aancion  de  la  lei  qae  lo  contiene,  se  pague 
en  docnmenfcos  de  crédito,  a  precio  de  mercado,  en  nada  se  desvirtúa 
la  naturaleza  del  pago,  supuesto  que  los  acreedores,  en  último  resulta» 
do,  vienen  a  recibir  lo  que  justamente  se  les  debe ;  i  al  disponerse  por 
el  mismo  artículo  '*  que  no  se  reconozcan  los  créditos  de  igual  calidad 
DO  reconocidos  hasta  el  31  de  diciembre,"  lejos  de  imponerse  obligación 
alguna  ofensiva  al  derecho  de  propiedad,  solo  se  establece  una  condi- 
áon  aceptable  o  no,  a  voluntad  de  los  que  se  quieran  consa^ar  a  la 
enseñanza  en  casas  públicas  de  aquellas  a  que  se  refiere  la  citada  lei. 

Por  tacto,  la  Corte  Suprema  federal  se  abstiene  de  ejercer  la  atri- 
bncioQ  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Oonstitucion. 

Publíquese  esta  resolución  i  remítase  el  espediente  al  Senado  de 
Plenipotenciarios. 

Mabcelino  GuTtÉBHEZ  A. — J.  M.  Pérez — José  Abaüjo — Bamon 
GóUEZ  -ANDRÉS  Cerón —  Vicente  Fanegas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  Señor  Froca* 
rador  jeneral  de  la  Nación — Uricoechea —  VanégaSy  Secretario. 

Es  copia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  febre- 
ro veintínueye  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho. 

Vicente  Vanégas. 


Informe  de  la.  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados 
lia  examinado  la  reclamación  de  nulidad  del  artículo  56  de  la  lei  218, 
de  27  de  setiembre  del  año  anterior,  "  orgánica  de  la  instrucción  públi- 
ca," espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca,  i  pasa  a  espone- 
ros su  concepto. 

El  artículo  en  cuestión  está  redactado  en  términos  que  se  prestan 
amterpretaciones  diferentes,  i  para  tomar  con  relación  a  él  una  deter- 
XDinacion  tan  grave  como  la  que  decide  de  su  nulidad  o  validez,  parece 
indispensable  fijar  la  intelijencia  en  que  se  le  considera  para  estimarlo 
^'do  o  para  juzmrlo  nulo. 

Dice  ese  articulo  a^ : 

"Art.  56.  Todo  lo  que  hasta  la  sanción  de  la  presente  lei  causen  a 
deber  los  colejios  a  particulares,  por  sueldos  o  cualesquiera  clases  de 
servicios,  se  pagará  en  papeles  de  deuda  publica  de  los  que  posea 
cada  colejio,  al  precio  que  estuvieren  en  el  mercado ;  i  si^al  llegar  el  31 
de  diciembre  próximo  tuvieren  todavía  dichos  establecimientos  créditos 
pasivos  de  esa  fiaturcdeza.  desde  esa  fecharen  adelante  no  se  reconocerán.** 

Como  la  lei  rije  desde  la  sanción,  i  lo  que  se  manda  pagar  es  lo  que 
los  colejios  causen  a  deber  hasta  entonces,  los  dos  estremos  del  término 
dentro  del  cual  se  causan  esos  créditos  se  confunden  en  una  misma 
feoha,  i  el  término  se  suprime  quedando  el  artículo  vacío  de  sentido. 

La  frase  "  se  pagarán  "  se  refiere  a  "  sueldos  o  servicios,"  porque 
no  hai  ooncordancia  con  las  frases  del  principio  del  artículo,  que  dicen: 
"  Todo  lo  que  hasta  la  sanción  de  la  presente  lei  &c." 
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Sinembargo,  vuestra  oomision  entiende  que  la  disposioion  del 
artículo  Be  refiere  a  créditos  ja  causados  i  cuyo  reconocimiento  i  pago 
no  habian  podido  hacerse  hasta  la  espedicion  de  la  lei  que  los  manda 
cubrir  en  documentos  al  precio  del  mercado. 

Hasta  aquí  la  lei  no  ofende  los  derechos  de  los  acreedores ;  pero 
luego  prohibe  el  reconocimiento  de  créditos  de  esa  naturaleza^  es  decir, 
de  crcditoi  causados  antes  de  la  sanción  de  la  lei,  pasado  que  fuere  el  dia 
31  de  diciembre  de  1867. 

La  Corte  Suprema  federal  ha  considerado  en  su  resolución  de  18 
de  febrero  ultimo,  sobre  este  asunto,  que  la  prohibición  contenida  en 
el  artículo,  se  refiere  a  créditos  que  se  causen  de  la  espedicion  de  la 
lei  en  adelante,  en-cuya  hipótesis  ios  individuos  que  prestaran  sus  ser- 
vicios  a  los  establecimientos  de  instrucción,  bien  podian  someterse  o  nó 
a  la  prescripción  legal  del  no  reconocimiento  de  sus  créditos,  aceptando  o 
nó  el  empleo  en  que  hubieran  de  prestar  esos  servicios.  Así  entendido 
el  artículo,  do  habría  derechos  vulnerados  de  particulares ;  pero  vues- 
tra comisión  uo  admite  la  fijación  de  esa  intelijencia  en  ese  artículo, 
que  nada  diría  de  aquella  manera  interpretado. 

Si  los  servicios  prestados  i  sueldos  devengados  después  de  la  san- 
ción de  la  lei  causan  un  crédito  que  la  lei  prohibe  reconocer,  es  muí 
claro  que  la  disposición  que  tal  diga  contiene  una  paradoja  en  evidencia, 
porque  lo  que  no  se  puede  reconocer  no  constituye  crédito,  i  lo  que  no 
se  reconoce  no  se  puede  pagar. 

La  pretensión  de  que  todo  servicio  a  los  establecimientos  de  edu- 
cación sea  gratuito  en  lo  sucesivo,  no  solo  no  está  en  el  pensamiento 
desarrollado  en  la  lei,  sino  que  es  contrarío  a  muchas  de  sus  disposi- 
ciones terminantes,  como  las  contenidas  en  los  seis  incisos  del  articulo 
55  ;  i  es  preciso  entender  el  artículo  reclamado  en  concordancia  con  el 
resto  de  la  lei  de  que  hace  parte. 

Por  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  piensa  qne  la  disposi- 
ción contenida  en  las  palabras  "  i  si  al  llegar  el  31  de  diciembre  próxi- 
mo tuvieren  todavía  dichos  establecimientos  créditos  .pasivos  de  esa 
naturaleza,  desde  esa  fecha  en  adelante  no  se  reconocerán,"  se  refiere  a 
los  créditos  de  que  trata  la  primera  parte  del  artículo  reclamado;  ataca 
derechos  adquiridos  lejítimamente,  i  es  contrarío  al  inciso  6.^,  artículo 
15  de  la  Constitución,  i  en  consecuencia  os  propone  el  siguiente  pro- 
yecto de 

besoltjoion: 

Declárase  nula  la  disposición  de  la  parte  final  del  artículo  56  de  la 
lei  218  del  Estado  del  Cauca,  de  27  de  setiembre  de  1867,  en  cuanto 
prohibe  el  reconocimiento  de  créditos  pasivos  a  cargo  de  los  estableci- 
mientos de  instrucción. 

Comuniqúese  esta  res<^ueion.  * 

Bogotá,  marzo  12  de  1868. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

EsTANiBiAo  Silva— A.  Gokzalez  Casazo— J.  Salgab— Migxjel  Ye- 
LAZOo  I  Yelízoo. 


■**> 


r 
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XLVn  (bis).* 

HÜLIDAD  de  las  artícnlos  9.«  i  16  de  la  leí  3M  del  Estado  sobe* 
nuMr  def  Canea,  de  19  de  setiembre  de  l§6r,  sobre  rentas  I 

contribuciones 


Acuerdo  de  la.  Süfbeua  Cobte. 

Corte  Suprema  federal— BogoU,  febrero  Teíntinaeye  de  mil  ochocientos  sesenta !  ocho. 

Visios — Ha  solicitado  Nicolás  Figneroa,  yecino  del  distrito  de 
Tá^norres,  Estado  soberano  del  Oaaca,  la  suspensión  de  los  arfócoloa 
8.^  1 16  de  la  lei  209  de  aqael  Estado, ''  sobre  rentas  i  contribuciones ; " 
i  sustanciada  esta  solicitud,  como  lo  dispone  la  lei  de  22  de  mayo  de 
1866,  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  en  su  alefato  de  veinte 
de  enero  último,  sostiene  con  mui  buenas  razones  que  deoe  rechazarse 
dicha  solicitud  en  cuanto  se  refiere  al  artículo  8.°  de  la  citada  lei,  i 
suspenderse  el  artículo  16 ;  i  considerando  : 

1.^  Que  el  gravamen  impuesto  a  la  estraocion  de  los  artículos 
producidos  en  el  Estado,  sea  para  el  estranjero,  sea  para  cualquiera 
otro  punto  fuera  del  Estado,  i  que,  por  la  misma  razón,  lo  sufren  dichos 
productos  sin  haberse  ofrecido  al  consumo,  es  contrario  al  compromiso 
oontiaido  por  los  Estados  en  el  inciso  4.^  ajrtículo  8.^  de  la  Constituí 
don  nacional ;  i 

2.^  Qae  en  cuanto  ^1  artículo  16  de  la  lei  cuja  suspensión  se  pide, 
66  todavía  mas  clara  su  inconstitucionalidad ;  pues  la  esplotacion  de 
^oína  i  caucho,  de  bosques  del  Estado  i  de  particulares,  no  puede  ve- 
nficarse  con  otro  objeto  que  con  el  de  llevar  estos  productos  al  estran- 

E),  cuyo  gravamen  es,  por  Jo  mismo,  contrario  al  propósito  del  lejis- 
or  nacional  constituyente,  espresado  en  la  disposición  citada ; 
La  Coxte  Suprema  federal,  en  ejercicio  de  la  atribución  4^  número 
V,  artículo  9.**  de  la  lei  de  16  de  mayo  de  1865,  adioional  i  reformato- 
ria de  la  de  30  de  abril  de  1864,  orgánica  del  Poder  Judicial  de  la 
Union,  resuelve :  suspender  el  artículo  16  de  la  lei  209  del  Estado  so- 
berano del  Gauca  i  el  artículo  8.^  de  la  misma  lei,  en  cuanto  los  produc- 
tos que  por  él  se  gravan  se  destinan  a  la  estraccion  o  a  la  esportacion. 
Bemítase  este  espediente  a  la  Cámara  del  Senado  para  los  efectos 
de  la  última  parte  del  artículo  72  de  la  Constitución,  i  déjese  copia. 
Pnbliquese  enél  '^  Diario  Oficial "  i  remítase  copia  auténtica  al  Gober- 
nador del  Estado  soberano  del  Cauca. 


Mábceuno  GunÉBBEz  A. — J.  M.  Pérez — Aiidbes  Cerón— Eamon 
OóiCEz — José  Araújo  —  Vtoente  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación — Umoobchea— Fa«^(M,  Secretario. 

Es  coi»a — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — Bogotá,  febror 
ro  veintiixaeve  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho. 

VuxnJk  Vanégas. 

*  VéMe  lá  resolnoion  L  esplicatoriá  de  ésta.  25 
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'    ImfOBMBS  de  la  CÍOlOfilOH  DEL  SeNADO. 

dndadanos  Sentadores  Plenipotenciarios* 

Vuestra  comisión  encargada  de  practicar  el  informe  que»  segnn  «1 
reglamento,  debe  publicarse  con  la  resolución  del  Senado,  que  anula 
los'  artículos  8.^  i  16  de  la  lei  209  del  Estado  soberano  del  Cauca,  de 
12  de  setiembre  de  1867,  sobre  rentas  i  contribuciones,  i  la  parte  o 
inciso  1.°  del  artículo  7.  de  la  misma  lei,  que  grava  con  cuatro  pesos 
cada  caiga  de  efectos  alimenticios  que  para  el  consumo  se  introduzca 
en  el  Estado,  lo  hace  en  estos  tárminos : 

No  hai  duda  alguna  de  que  los  artículos  8.^  en  parte,  i  16  en  su 
totalidad,  de  la  lei  209  del  Estado  soberano  del  Cauca,  son  contrarios 
a  la  terminante  disposición  del  inciso  4.°  del  artículo  8.^  de  la  Consti- 
tución de  aquel  Estado,  i  esto  lo  esplican  perfectamente  las  comisiones 
de  inspección  de  actos  lejislatiyos,  a  cargo  de  los  honorables  Senadores 
Silva,  Salgar  i  Yelazco  i  Yelazco,  en  el  informe  que  oportunamente 
rindieron. 

El  inciso  o  parte  1/  del  artículo  7.^  de  la  misma  lei,  cuja  anulación 
solicitó  el  infrascrito,  i  el  Senado  decretó,  viola  también  un  canon  cons- 
titucional de  los  mas  importantes,  tal  es  el  de  la  igualdad,  consignado 
en  el  inciso  10  del  artículo  15,  que  en  su  p&rte  final  dice  :  *'  ni  impcmer 
obligaciones  especiales  que  hagan  a  los  individuos  a  ellas  sujetos  de  peor  con-- 
didon  que  los  demos"  Parece  que  nadie  podrá  dudar  (jue  una  contri- 
bución es  especia],  i  como  es  especial  todo  lo  que  no  es  leneral,  es  claro 
que  la  contribución  establecida  por  el  inciso  í.^  del  artículo  7.^  de  la  lei 
citada,  es  inconstitucional,  porque  en  el  mismo  inciso  hai  un  precepto 
^ue  exime  de  la  obligación. o  contribución  que  en  ól  se  establece  a  los 
individuos  que  recíbanlos  efectos  alimenticios  por  determinado  puerto, 
i  para  demostrarlo  copiaré  el  inciso  L^  coa;i  el  artículo  2.^  anulados  : 

**  Art.  7.  La  introducción  para  el  consumo  en  el  Estado  se  grava 
con  los  derechos  siguientes : 

''  De  cuatro  pesos  por  toda  carga  de  efectos  alimenticios,  edcqoiuiin'- 
do  los  que  se  prodttzoan  en  la  RepúUica  dd  EcfuadoT^ique  se  introdtuxxin  al 
Estado  por  d  puerto  de  CarlosamaJ* 

Desi>ues  de  Atrato,  San  Juan  i  Buenaventura,  solo  reciben  efectos 
alimenticios  de  territorio  estraño  algunos  municipios  del  sur,  i  desde 
que  se  les  libra  de  la  contribución,  disponiendo  que  lo  que  se  introduz- 
ca por  Carlosama  no  pague  derecho  alguno,  el  gravamen  u  obligación 
viene  a  ser  mui  especial  para  los  tres  municipios  que  dejo  designados 
arriba. 

La  lei  209,  de  que  trato,  tiene  muchas  partes  que  lastiman  notable- 
mente los  principios  consignados  en  la  Constitacion  de  Bionegro,  i  seria 
de  desearse  que  los  lejisladores  de  los  Estados  no  se  desviaran  jamas 
de  las  reglas  de  ese  Código,  que  tantos  i  tan  cruentos  sacrificios  han 
costado  a  los  colombianos. 

La  desí jpialdad,  mirada  por  cualquiera  de  sus  faces,  es  uto  principio 
bírbaro  i  odioso,  que  los  verdaderos  republicanos  no  debemos  ptactioar 
jamas,  i  sí  exeerarlo  cual  merece. 

Fádl  me  seria  anaUzar  la  supracítada  lei  209,  i  demostrar  la  incons- 
titncionalidad  de  muchos  de  sus  artículos ;  pero  esto  seria  estrano  a 
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aii  deber,  i  por  ta&to,  termino  manifestando  qae  el  Senado  cumple  con 
un  deber  sagrado  dando  on  voto  de  anulación  a  todo  acto  lejíslatiYO  de 
k»  Estados  que  Yulnere  en  algo  la  Cíonstitucion  nacional. 

Bogotá^ marzo  25 delSQS. 

Ciudadanos  Senadores.  L.  Fehres. 


Ciudadanos  Senadores. 

Yf^estra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislatiyos  de  los  Estados 
ha  examinado  la  lei  209  del  Estado  del  Cauca,  sobre  rentas  i  contribu- 
ciones, cujos  artículos  8.^  i  16  han  sido  suspendidos  por  resolución  de 
la  Corte  Suprema  federal,  de  29  de  febrero  del  presente  año,  i  os  espone 
sa  concepto  sobre  la  anulaci6n  definitiva  de  tales  disposiciones. 

Quiso  el  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional  que  los  productos 
de  la  industria  del  país  no  pudieran  servir  de  materia  imponible  al 
sistema  tributario  de  la  Nación  i  del  Estado  que  los  produce,  sujetán- 
dolos a  dos  impuestos  de  distinto  orí  jen,  que  indudablemente  no  podrían 
soportar  a  la  vez,  i  con  tal  objeto  prohioe  el  inciso  4.^  que  se  puedan 
gravar  por  los  Estados  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos 
nacionales^  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,  lo  mismo  que  los 
destinados  a  la  esportacion. 

Los  artículos  8.°  i  16  de  la  lei  209  del  Cauca,  imponen  una 
contribución  a  la  estraccion  del  Estado  de  la  quina  i  el  caucbo,  i  a  la 
esplotacion  de  los  bosques  para  sacar  estos  productos,  que  solo  tienen 
consamo  en  los  mercados  estranjeros,  haciéndose,  por  esta  circunstan- 
cáa,  mui  clara  la  contraposición  del  impuesto  con  la  disposición  cons- 
tifaicionaL 

Igualmente  cree  vuestra  comisión,  de  acuerdo  con  lo  aprobado  por 
él  Senado  a  propuesta  del  ciudadano  Éerrer,  que  es  contraria  ailnciso  , 
10,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  lamparte  del  artículo  7.^  de 
h  menc|ona^  lei  209  del  Cauca,  que  dice :   "La  introducción,  para  el 
eonfiamboj^*  el  fjstado,  se  grava  con  los  derechos  siguientes: 

^De  oóatro  pesos  por  toda  carga  de  efectos  alimenticios,  esoeptuaifuZo 
los  jue  se  produsxxm  en  la  Bepútllioa  dd  Ihiador  i  que  ae  iríirodnm:<m  d 
Bstado  por  d  pveiio  de  CarlosamaJ*  Después  de  Atrato,  San  Joan  i  Bue* 
naventura,  solo  reciben  efectos  alimenticios  de  territorio  estraño  algunos 
moniolpios  del  sur,  i  desde  que  se  libra  de  la  contribución  a  loa  poehltiHi 
<p»  se  proveen  de  dichos  efectos  por  el  puerto  de  Carlosama,  se  impo- 
ne una  obligación  especial  ajos  demás  habitantes  que  no  se  hallen  en 
ese  caso  i  que  indudablemente  los  hace  de  peor  condición,  supaosto 
que  los  unos  pagan  un  impuesto  de  cuatro  pesos  por  cada  cai^a  de 
artículos  alimenticios  que  consuman,  i  los  otros  no  pagan  nada. 

Es,,  pues,  patente  la  contradicción  de  esta  disposición  de  la  lei 
cancana  ja  citada  con  la  parte  final  del  inciso  10,  articulo  15  de  la 
Constitución  nacional,  que  prohibe  "imponer  obligaciones  especiales 

3ne  hagan  a  los  individuos  a  ellas  sujetos  de  peor  condición  que  los 
temas. 

En  consecuencia,  vuestra  comisión  os  propone  el  sigoiente  pzo^ 
yoetode 
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besolvoiok: 


Decláranse  unios  los  artículos  8.°  i  16  de  la  leí  209  del  Estado  del 
Canoa,  de  12  de  setiembre  de  1867,  sobre  zontas  i  contribuciones,  en 
los  términos  en  que  tales  disposiciones  fueron  suspendidas  por  la  Ck>rie 
Suprema  federal. 

Comuniqúese  esta  resolución. 
Bogotá,  27  de  marzo  de  1868. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

EsTAMisiAo  Silva— J.  SaZíQab— MiatnZi  Yklizco  i  Vbiazcx). 


xLvm. 


lfU£iIDAD  del  arUcnlo  4.«  de  la  leí  del  JEttado  soberano  4e 

Antloqaia,  de  dd  de  diciembre  de  1§59,  sobre  caminos  públicos» 

I  de  los  ariíGulos  31  1  34  de  la  del  mismo  Bstado,  de  Xít  de 

setiembre  de  1§64,  reformatoria  de  la  anterior. 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte). 


IlOrOBME  DE  lA  COMISIOK  DEL  SeNADO. 

Ciudadanos  Senadores. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados 
ha  examinado,  con  la  atención  que  merece  el  asunto,  las  disposiciones 
sobre  ^as  de  comunicación  dictadas  en  el  Estado  de  Antiocftíia,  i  cuya 
anulación  se  solicita,  en  jeneral,  por  el  señor  Gabriel  EcheVerri,  como 
propietario  de  un  cammo  practicado  en  terrenos  de  su  dominio 
particular. 

La  comisión  estima  cjue,  para  esponer  su  concepto  con  la  claridad 
apetecible,  deben  ser  considerados  con  separación  los  puntos  siguientes: 

1.^  La  faciütad  concedida  al  Senaao  de  Plenipotenciarios  en  la 
atribución  5.*  del  artículo  61  de  la  Constitución,  ¿  se  refiera  solamente 
a  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  respecto  de  los  cuales  haya 
resuelto  la  Corte  Suprema  federal  sobre  la  suspensión  que  ante  ella  se 
haya  solicitado  ?  O  ¿se  refiere  a  todos  los  actos  lejislativos  anulablés, 
cualquiera  que  sea  el  hecho  que  los  lleve  ál  conocimiento^del  Senado  ? 

2.^  ¿Los  actos  lejislativos  délos  Estados,  anteriores  a  la  Coiistitú- 
cion  nacional,  son  anulables? 

3.^  ¿Los  actos  lejislativos  de  los  Estados  son  anulables  en  la  inte- 
lii'encia  que  se  les  haya  fijado  judicial  ü  oficialmente  en  los  mismos 
Estados  r  o  en  la  üitelijencia  que  les  asigne  la  entidad  constitucional 
que  los  puede  anular  o  resolver  sobre  su  validez  ? 
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Beaneltos  estos  puntos,  será  que  se  paede  considerar  la  reclama- 
don  a  que  se  refiere  este  informe. 


I. 


Vuestra  comisión  estima,  con  relación  al  primer  punto,  que  la  fa- 
cultad concedida  al  Senado  por  la  atribución  6/  del  artículo  51  de  la 
Constitución  i  la  concedida  a  la  Corte  Suprema  federal  por  el  artículo 
72  de  la  misma,  son  independientes  en  su  objeto,  i  que  la  de  la  Corte 
Suprema  federal  está  subordinada  a  la  conferida  al  Senado,  sin  que 
ésta  lo  e&tó  al  ejercicio  anterior  de  aquélla. 

La  Corte  Suprema  puede  suspender  la  ejecución  de  los  actos  lejís* 
laÜYos  de  los  Estados. 

El  Senado  resuelve  sobre  su  validez  o  nulidad. 

La  suspensión  í  la  anulación  se  determinan  por  el  mismo  motivo, 
por  la  contrariedad  de  esos  actos  a  la  Constitución  nacional ;  pero  el 
poder  ejercido  con  la  suspensión  es  distinto  del  ejercido  con  la  anula- 
ción :  el  uno  transitorio  i  referente  a  la  ejecución  del  acto  ;  el  otro,  ab- 
soluto, de  efecto  permanente  i  relativo  a  la  facultad  lejislativa  de  espe- 
dir el  acto  anulable. 

La  suspensión  se  decreta  a  virtud  de  petición  formal  del  Procura- 
dor jeneral  o  de  cualquier  ciudadano. 

La  anulación  se  decreta  a  virtud  de  un  simple  denuncio  de  un 
acto  lejislativo  como  contrario  a  la  Constitución  federal. 

Si  todos  los  actos  lejislativos  de  cuya  validez  pudiera  decidir  el 
Senado,  hubieran  de  haber  pasado  precisamente  por  el  conocimiento 
de  la  Corte  Suprema,  ¿  cuándo  podría  llegar  el  caso  del  simple  denun- 
cio que  autoriza  al  Senado  para  tomarlos  en  consideración  i  resolver 
sobre  su  validez  o  nulidad  ? 

Los  actos  lejislativos  de  los  Estados  que  se  denuTiden  como  contra- 
rios a  la  Constitución,  son  anulables. 

Que  se  denuncien,  ante  quién  ? 

Ante  el  que  tiene  el  poder  de  resolver  sobre  su  validez  o  nulidad 
qae  es  ante  el  que  puede  tener  efecto  constitucional  el  denuncio. 

.  Si  el  d^uncio  se  dirijo  a  la  Corte  Suprema,  por  él  solo  no  puede 
pro(ieder. 

Si  se  dirijo  al  Senado,  no  puede  él  dejar  de  considerarlo,  porque 
sa  facultad  se  refiere  a  los  actos  lejislativos  denunciados  como  contra- 
rios a  la  Constitución,  i  como  ellos  pueden  no  haber  estado  sometidos 
al  conocimiento  de  la  Corte,  es  claro  que  puede  resolver  sobre  su  vali- 
dez o  nulidad  en  todo  caso. 

Hai,  parece,  la  opinión  de  que  la  Constitución  ha  (][uerido  estable- 
cer dos  instancias  en  la  consideración  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Blstados:  la  primera  ante  la  Corte  Suprema,  en  que  se  pueda  suspender 
su  ejecución;  otra  ante  el  Senado,  que  resuelve  definüivamefide  sobre  su 
validez;  i  los  que  tal  opinión  espresan,  hacen  notar  que  el  adverbio 
^unitivamente  se  refiere  a  la  resolución  provüionaly  anterior,  que  la 
Corte  debe  dictar  sobre  la  suspensión.  Esta  objeción  se  destruye  con 
la  coQfflderacion  de  que  la  resolución  sobre  validez  o  nulidad  de  un  acto 
Iqislativo  no  es  revocable  por  otra  entidad  o  poder  constitucional,  i  en 
este  sentido  el  Senado  siempre  decide  en  estos  asuntos  definitivamente. 
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Conforme  al  artículo  61,  atribución  6.\  el  Senado  decide  sobre  la 
yalidez  o  nulidad  de  los  actos  legislativos  de  los  Estados  qvt  ae  áewan-^ 
cien  como  contrarios  a  la  Constitución  de  la  BepüUica. 

Conforme  al  artículo  72,  el  Senado  decide  de  la  validez  o  nulidad 
de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  cuya  suspensión  se  ba  solicitado 
ante  la  Corte  Suprema,  por  ser  contrarios  a  la  Constitución,  o  leyes  de 
la  Union. 

Los  casos  son  distintos.  Las  facultades  diversas  en  gravedad  i  en 
estension. 

Si  una  lei  de  un  Estado  es  contraria  a  una  lei  de  la  Union,  el  Se- 
nado no  la  puede  anular  sin  que  la  Corte  Suprema  baja  decidido  sobre 
la  suspensión  de  ella,  porque  es  conforme  al  artículo  72  que  tiene  esa 
facultad ;  en  tanto  que  si  es  contraría  a  la  Constitución  federal,  la  pue- 
de anular  por  denuncio  i  por  revisión  del  fallo  de  la  Corte  Suprema 
sobre  suspensión  de  su  ejecución,  porque  es  conforme  al  artículo  51  i 
al  artículo  72  que  puede  anular  en  este  caso. 

Vuestra  comisión  ve  mui  clara  la  facultad  del  Senado  para  tomar 
en  consideración  la  resolución  de  nulidad  de  los  actos  lejislativos  de 
los  Estados,  como  contrarios  a  la  Constitución  federal^  ya  directamente 
por  denuncio  o  solicitud  particular,  o  ya  por  baber  ;Eiido  considerado  el 
asunto  por  la  Corte  Suprema  i  remitido  por  ella  al  Senado  para  resol- 
ver sobre  su  validez  o  nulidad. 

n. 

^  ^  Bespecto  del  segundo  punto,  vuestra  comisión  juzga  que  la  enmi- 
ciacion  ae  la  cuestión  solamente,  ofrece  razón  decisiva  para  determinar 
el  convencimiento. 

Las  leyes  no  son  nulas  en  su  oríjen,  sino  cuando  se  espiden  en 
contravención  a  disposiciones  constitucionales ;  i  esto  solo  puede  suce- 
der con  las  leyes  posteriores  a  la  Constitución. 

Las  leyes  anteriores  a  la  Constitución,  i  cuyas  disposiciones  que- 
dan en  oposición  con  ella,  están  evidentemente  derogadas,  i  babiendo 
sido  espedidas  con  derecbo,  no  son  anulables,  sino  que  su  derogatoria 
o  abrogación  superviene  con  la  sanción  de  la  Constitución  que  contiene 
disposiciones  contrarias,  que  vienen  a  destruir  el  vigor  de  las  leyes 
anteriores  opuestas. 

m. 

La  intelijencia  que  se  da  a  las  leyes  en  el  Estado  que  las  espide» 
por  el  poder  que  las  ejecuta  o  por  el  que  las  aplica,  puiHle  diferir  esen- 
cialmente de  la  que  se  le  asigna  por  el  criterio  común,  o  por  el  poder 
constitucional  que  las  revisa  para  decidir  sobre  su  validez. 

La  Asamblea  Lejislativa  de  un  Estado  espide  una  lei ;  el  Poder 
Ejecutivo  la  pone  en  práctica,  i  el  Poder  Judicial  la  aplica  en  un  sentido 
que  ofende  las  garantías  individuales  protejidas  por  la  Constitución 
nacional.  El  Senado,  al  considerarla  para  decidir  sobre  su  validez,  le 
£ja  una  intelijencia  en  que  la  garantía  constitucional  se  respeta,  en  que 
el  derecbo  individual  no  se  afecta.  ¿  Se  puede  anular  esa  lei?  La  inte- 
ligencia en  que  ba  sido  considerada  para  decidir  de  su  validez,  ¿  quedü 
fijada  para  su  aplicación  i  ejecncion  en  lo  sucesivo  ? 
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Vuestra  comisión  cree  de  absolata  necesidad  que  el  Senado  re- 
saelra  estas  cuestiones,  en  que  .la  vs^edad  do  las  instituciones  protec- 
toras del  derecho  individual  ofrece  espacio  a  la  arbitrariedad  para 
eladirlas,  o  limita  su  alcance,  desamparando  el  objeto  a  que  su  f  brigo 
86  desuna  por  la  lei  fundamental. 

Bastaria  para  conculcar  todo  derecho  en  los  Estadps  espedir  las 
lejas  en  términos  ambiguos,  usando  de  un  lenguaje  anfíbolójico  que  se 
prestara  a  intelijencias  supresivas  de  las  garantías  individuales ;  porque 
entonces  las  ofensas  al  derecho  individu&l  no  parten  del  texto  de  la  lei 
directamente,  sino  de  la  intelijencia  fijada  a  sus  disposiciones,  i  la  lei  no 
es  la  contraria  a  la  Constitución,  sino  la  interpretación  que  fija  su  sen- 
tido. Así  podría  suprimirse  la  facultad  de  anular  las  leyes,  i  el  derecho 
3ae  se  ofende  en  su  nombre,  quedaría  abandonado  a  la  arbitrariedad  i 
estituido  de  la  protección  que  le  acuerdan  las  instituciones,  i  que  la 
sociedad  le  debe  conservar. 

El  efecto  trascendental  de  las  leyes  proviene  de  la  intelijencia  en 

3ne  se  apUcan  i  ejecutan,  i  es  en  esa  intelijencia  que  se  las  debe  consi- 
erar  al  someter  sus  disposiciones  al  mandato  constitucional  que  pro- 
teje  las  garantías  individuales  contra  las  violaciones  que  part¿  de  su 
t¿to ;  porgue  es  en  esa  intelijencia  que  producen  el  efecto  que  la  Cons- 
titncíon  qmere  impedir ;  porque  es  en  esa  intelijencia  que  ofenden  el 
derecho  que  la  Constitución  quiere  protejer. 

Puede  ser  ^ue  ¿el  texto  de  la  lei  se  desprenda  naturalmente  otra 
inteliíencia  distinta  de  la  que  los  poderes  del  Estado,  que  la  ejecutan  i 
la  aplican,  le  han  señaladlo,  i  que  en  ella  no  se  afecten  los  derechos 

JQe  la  Constitución  garantiza  ;  pero  no  es  en  ella  que  debe  ser  consi« 
erada  al  resolver  su  nalidad,  porque  no  es  en  ella  que  se  opone  a  la 
Constitución,  i  no  es  en  ella  que  se  conculca  el  derecho  que  se  trata 
de  protejer,  porque  no  es  en  ella  que  se  ejecuta  i  se  aplica  por  los  pode- 
res del  Estaao  que  le  dan  cumplimiento. 

^  Cuando  las  leyes  cuya  validez  o  nulidad  se  trata  de  examinar,  han 
tenido  aplicación  o  ejecución  en  el  Estado,  deben  ser  consideradas  en 
la  intelijencia  que  se  les  ha  fijado  para  darles  aplicación  i  para  ejecu- 
tarlas, porque  en  esa  intelijencia  es  que  pueden  ser  nocivas  al  dere- 
cho individual,  i  en  esa  intelijencia  es  que  el  pueblo  siente  sus  efectos 
inmediatos  i  directos.  De  otra  manera,  el  derecho  que  se  quiere  prote- 
jer 86  desampara,  i  la  arbitrariedad  se  introduce  en  las  instituciones  al 
&vor  de  un  sofisma  de  sustitución  en  las  ideas. 

£1  fondo  en  esta  materia  es  la  protección  de  las  garantías  indivi- 
duales, i  es  preciso  no  dejarlo  sustraer  ni  sustituir  con  distinciones 
sutiles^  entre  el  texto  de  la  lei  en  sí  mismo,  i  el  sentido  que  se  le  haya 
fijado  i  que  no  está  sujeto  a  ser  anulado  como  contrario  a  la  Constitu- 
ción. La  lei  es  el  sentido  en  que  se  la  aplica  i  ejecuta :  no  puede  ser 
otra  cosa,  porque  sus  efectos  sensibles  solo  se  manifiestan  en  ese  sentido. 

La  iei  como  no  se  ejecuta  i  como  no  se  aplica,  no  se  siente,  ni 
produce  bien  ni  mal,  ni  acata  ni  ofende  ningún  derecho.  Así,  no  existe, 
1  como  no  existe,  no  es  como  se  la  debe  considerar  para  juzgar  de  su 
vdidez  o  nulidad. 

Esto  sentado,  pasemos  a  la  reclamación  que  motiva  este  informe. 

El  señor  Gabriel  Echeverri  construyó  un  camino  en  terreno  de  su 
propiedad  particular  i  estuvo  en  la  posesión  i  uso  de  las  tierras  i  el 


—  216  — 

• 

camino  por  un  lai^o  espacio  de  tiempo,  pueeto  que  en  1838  j%  trabajar? 
ba  en  la  conetruccion  del  camino^  i  hasta  el  mes  de  febrero  del  presento 
año  se  resolvió  declarar  camino  público  el  camino  construido  por  el 
señor  Echeverri. 

Durante  este  tiempo  se  hicieron  varias  tenttttivas  contra  la  empre. 
sa  del  señor  Echeverri,  nasta  espedir  una  ordenanza,  que  iaé  reclamada 
e  invalidada,  quedando  el  derecho  del  empresario  subsistente  i 
respetado. 

En  1859  se  espidió  la  lei  de  22  de  diciembre,  determinando  la 
manera  de  administrarse  el  ramo  de  caminos.  Toda  la  lei  se  ocupa  de 
oamtno^  jpú&2zco9,  como  tenia  que  ser  precisamente,  porque  el  derecho 
de  los  particulares  para  construir  caminos  en  terrenos  de  su  propiedad 
i  administrarlos  a  su  voluntad,  a  su  capricho  si  se  quiere,  es  de  una 
evidencia  incontrovertible. 

La  Constitución  nacional  abrogó  después  las  disposiciones  de  esta 
lei,  relativas  a  ríos  navegables  que  atraviesan  el  territorio  de  mas  de  un 
Estado,  en  cuyo  caso  se  encuentra  el  rio  Oauca. 

En  1864  se  espidió  la  lei  de  12  de  setiembre,  adicional  a  la  ante- 
rior, sobre  el  mismo  objeto.  Toda  ella  se  refiere  a  caminos  pübliooSy  lo 
mismo  que  la  anterior,  sin  ofender  directamente  el  derecho  de  los  par- 
ticulares, dueños  de  empresas  de  este  jénero ;  pero  los  artículos  31 1  34 
autorizaron  al  Poder  Ejecutivo  para  dictar  disposiciones  en  su  ejecu- 
ción, i  aunque  las  autorizaciones  de  esta  especie  no  pueden  comprender 
por  su  naturaleza  sino  la  parte  adjetiva  de  las  leyes,  el  Poder  Ejecutivo 
se  ha  creido  autorizado,  primero  para  imponer  contribución  o  derecho 
de  pasaje  en  el  punto  donde  se  cortan  el  rio  Cauca  i  el  camino  privado 
del  señor  Echeverri,  i  después  para  apoderarse  del  camino  de  p^'opiedad 
particular  i  declarándolo  camino  público. 

Tal  es  el  hecho  ejecutado  en  el  Estado  donde  la  industria  presen- 
ta mayores  proporciones  de  desarrollo,  i,  por  eso,  donde  el  deredao  in- 
dividual pide  aquel  respeto  para  la  propiedad,  a  que  se  da  el  carácter 
de  un  dogma  social,  en  las  teorías  políticas  con  que  se  recomiendan 
ciertas  doctrinas  a  la  aceptación  popular. 

Suponed,  ciudadanos  Senadores,  que  no  es  sobre  caminos  la  lei 
en  cuya  ejecución  se  dicta  el  decreto  ejecutivo,  sino  de  rentas  ;  i  que 
halláis  un  artículo  que,  como  el  2.°  del  decreto  de  5  de  febrero  último 
del  Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Antioquia,  dijera : 

,   ''  Declárase  renta  pública  el  producto  de  los  bienes  de  tal  o  tales 
ciudadanos." 

Esto  no  se  haria,  porque  la  rearma  escandaliza;  pero  meditad  sí 
d fondo  seria  el  mismo  que  el  de  la  declaratoria  de  camino  púUioOydd 
un  camino  de  propiedad  particular. 

En  los  actos  de  este  jónero,  el  mismo  funcionario  que  los  dicta  se 
fascina  con  la  forma  en  que  se  presentan  a  sa  juicio  hechos  que,  mira- 
dos en  su  fondo,  jamas  ejecutaría. 

La  ciencia  administrativa  tiene  ya  proporciones  forenses,  i  se  hace 
ya  sutil  i  fascinadora,  de  algún  tiempo  a  esta  parte.  ¡  Ojalá  se  la  pudiera 
salvar  pronto  de  esta  lepra  intelectual  que  pervierte  el  juicio  i  desca- 
mina el  criterio  sin  advertirlo  uno  mismo! 

I  no  es  que  haya  intención  de  presentar  los  asuntos  bajo  formas 
algún  tanto  falaces  i  maliciosas,  sino  que  la  literatura  ofidal  ha  tomado 


jÉhi  jiua  (igy  uqiftdagwat^ri  ba.  veojMto  »  unpo^0r  opaionn»  6blk»r 
ytfroanftíniqfatoyflnqüe  el  fondo  se'  saorifica  &  lasNdTdiK^nes  siraléi^ 
dd  pensamiento. 

El  artíoalo  L^  de  la  lei  de  22  de  diciembre  de  1859,  qué  antorizó  al 
Foder  Ejecutiyo  para  declarar  cuáles  son  caminos  púbÚcos  del  fisfádó, 
bfé  declavado  Tícente  por  la  codificación  que  se  hizo  de  él  en  las  dispo- 
flckmes  viientes  sobre  caminos,  codificación  que  está  autorizada' por  el 
ariícalo  34  de  la  lei  de  12  de  setiembre  de  1864.  Así  qué,  aunque  fde^ 
.  eontrario  a  la  Oonstitueion  posteriormente  espedida,  por  contener  uixaf 
antoriaacíojQ  Yiólatoria  del  derecho  individual,  i  que  quedase  por  eOa 
derogado,  tído  a  revididarse  por  disposición  legal  posterior  a  la  <3o&í>f¡^ 
titaaion,  me  lo  sujetó  a  la  anulación  reccmocida'  por  los  artículos  fil  i 
72  de  la  Constitución ;  siendo  mui  de  notarse  que  esa  mismaHei  fué 
declarada  válida  en  algunas  de  sus  disposiciones  por  resolución'  SA 
Sanado  de  8  dé  junio  de  1866,  *  i  el  ejercicio  dé  la  facultad  de  AéAzXKt 
la  Yaüdez,  incluye  en  sí  la  idea  de  la  existmcia  de  la  facultad  de  resol^ 
ver  la  nufidad,  puesto  que  la  atribución  constitucional  es  la  misma'. 

En  consecuencia,  ía  comisión  os  propone : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ejerciendo  la  facultad  qué  le  cón«^ 
¥éA  la  atribuoion  ^.^^  artículo  61  de  la  Constitución  nacional,  declara 
Balo  el  artículo  4.^  de  la  lei  del  Estado  de  Antioquia,  sobre  cámi|iO]| 

t&fioost  espedida  en  22  de  diciembre  de  1859,  ilos  artículos  31  i  34  de 
\  Idi  óA  mismQ  Estado,  espedida  en  12  de  setiembre  de  1864  feíorma- 
tona  de  la  anterior,  en  cuanto  de  éHaa  se  haya  deducido  autorización 
Mía  considerar  como  caminoB  piáblioos  los  de  propiedad  particular,  sin 
wretar  laeroropiaeion  en  los  términos  en  que  la  autoriza  el  inciso 
5.^  artícalo  16  de  la  Ckmstituoion.   Comcuáquese  esta  resoliioToíi. 

Ohidadanos  Senadores  Plet^potenciaños. 

EsTAinautf  Silva— A.  GokzXlez  Gabazo— J.  Sánchez— J.  SaIíOAS. 
ItoJEL  Velazoo  i  Yblazoo.  —  Bogotá,  8  de  abril  de  1868. 
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n  tUiMdé  MMI^lre  ^[Ue  se  arclilTe  tá  espediente  IretaiÉtrfesiÉi 
MMMüeflí  áé  la  lei  ftlH  del  Botado  MlKwaiie  del  Caara^  iH^rim- 
kené  decfeftido  jra  la  aaüdad  de  des  de  sat  artiettfta eaí  W^i^« 

Ijacloii  XLT,  de  3f  de  octubre'  de  iMt. 

AOÜS&DO  BB  LA  SüPBElCA  OoWfL  /> 

OaC»  8i|naiit  M«al«-Bogoiá,  mano  vdntteinco  de  mu  ochodtntorMfcwlaf  óthou" 

Tbtos-^Los  miembros  dd  Superior  Tribunal  del  Def^aHttttittitD 
je  Oeddeate,  en  el  Estado  del  Oauca,  celebraron  aouetdo,  oOH'feehfc 
^^ttiados  de  octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete,  paia  8(dioitar 
de  esbd  Siqpremo  Tribunal  la  suspensión  de  los  incisos  L^  i  2.^  attfoáto 

^  Veas  UtMdBdonatXtTi  pajina  1».     ,  ,0 
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13  ié  U  lei  219,  ^oTgfijÁcA  del  Poder  Judicial/'  qne  espidió  la  Iiepda: 
tora  de  dicho  Estado,  con  fecha  veintiocho  de  setiembre  del  año  eitádol 

Elevada  a  este  despacho  la  solicitad  de  suspensión  que,  en  conse- 
oaeoaeiay  se  formólo,  i  sustanciada  debidamente,  la  Corte  tiene  en  cuenta» 
para  resolver,  las  siguientes  consideraciones : 

Por  la  leí  citada  se  crea  en  la  capital  del  Estado  dellDaifca  un 
justado  superior,  compuesto  de  tres  miembros,  el  cual  tiene,  entre  otras, 
las  siguientes  atribuciones : 

^*  1/  Sustanciar  las  causas  de  responsabilidad  que  se  sigan  contra 
los  Majisixados  de  los  Tribunales  de  departamento,  con  citación  del 
Procurador  jeneral  del  Estado. 

''2,*  Decretar  la  suspensión  de  los  Majistrados  de  los  Tribunales  de 
departamento,  siempre  que  claramente  aparezca  prueba  plena  de  ha- 
hemñ  cometido  dehto  que  merezca  pena  borporal  o  grave,  oyéndose 

Sreviamente  al  Procurador  jeneral  del  Estado  i  al  respectivo  Majistra- 
o,  quien  evacuará  su  informe,  dentro  de  veinte  dias  a  mas  tardar,  con- 
tados desde  que  se  le  entreguen  los  autos  que  constituyen  el  sumario, 
a  cuyo  informe  podrá  acompañarlos  documentos  que  estime  convenien- 
tes a  su  defensa." 

Cuyas  dos  atribuciones  son  las  mismas  contra  las  cuales  reclama 
el  Tribunal  de  Occidente  del  Estado  del  Cauca,  diciendo  que  con  ellas 
se  han  violado  las  siguientes  disposiciones  de  la  Constitución  nacional: 
el  inciso  1.^  del  artículo  8.^,  la  garantía  4.^  de  las  consiguadas  en  el 
artículo  15  i  los  artículos  87  i  89. 

'  Con  las  disposiciones  de  la  leí  219  citada,  la  Lejislatnra  del  Esta- 
do del  Catica  no  ha  faltado  en  nada  al  compromiso  de  organizar  el  Go- 
bierno de  dicho  Estado  conforme  a  los  principios  del  gobierno  popular, 
electivo,  representativo,  alternativo  i  responsable,  i,  por  confogoiente, 
no  hai  violación  de  la  1.^  de  las  dísposipíones  constitucionales  citadas. 

Tampoco  se  ha  dispuesto  en  la  lei  219  citada,  ^ue  los  Majistrados 
de  los  Tribunales  del  Cauca  sean  juzgados  por  comisiones  o  tribunales 
estraordinarios,  ni  penados  sin  ser  oídos  i  vencidos;  pues  ni  el  juzgado 
superior  establecido  en  la  capital  del  Cauca  es  un  tribunal  estraorSna- 
rio,  ni  la  suspensión  de  los  Majistrados,  que  dicho  juzgado  puede  de- 
cretar, es  una  pena  impuesta  definitivamente,  sino  un  medio  de  facili- 
tar el  procedimiento,  i  aum^.  ese  mismo  medio  no  puróe  sar  empleado 
flíno  habiendo  oido  previameiUe  al  Majistrado  procesada  Dedúcese  de 
loespaesto  en  este  pásrafo,  que^ampoco  ha  habidc^  violación  <}e  la  ga- 
rantía 4.*  de  las  conslg^ada8.  en  el  .artículo  Í5  de  la  Constitución  federal. 

No  la  habido  del  artículo  87,  porque  éste  habla  de  la  Corte  Supre- 
ma federal,  i  los  jueces  seccionales  i  los  tribunales  de  departamento 
del  Cauca  no  son  tribunales  nacionales. 

Últimamente,  no  habiendo  ejercido  la  Lejislatura  del  Cauca,  al 
saneióiiar'  las  disposicioned  reclamadas,  ninguna  función  o*  autoridad 
que  no'le  e^vimra  conferida,  tampoco;  ha  habido  violación  del  artículo 
.-oO  de  la  Constitución  federal*  ^ 

-  En  la  soUeitud  de  los  Majistrados  del  departamento  dé  Ooeidente 
jB^  habla  iap^ien  de  varias  disposiciones  de  la  Constitución  de  dicho 
Estado,  que  se  dice  han  sido  también  violadas  con  la  lei  219  citada ; 
pero  la  Uorte  se  abstiene  de  tomar  en  consideración  esas  violaciones, 
porque  \0a  /acuitad  de  suspender  las  leyes  de  los  Estados  to  limita  al 
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ü^  de  qjfB  esas  leyes  sean  contrarias  a  la  Constítaoion  o  a  las,  leyes 
nacionales. 

En  atención  a  las  consideraciones  espuestas,  la  Corte  Suprema  fe* 
deral  resuelve  abstenerse,  en  el  presente  caso,  de  ejercer  la  ocultad 
qae  le  confiere  el  articulo  72  de  la  Constitución  nacional. 

Notífíquese  i  cc^nuníquese  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  su 
ulterior  resolución,  remitiéndose  copia  de  la  presente  resoluaion  al  Pre- 
sidente del  Estado  soberano  del  Cauca. 

Maboeuno  GunÉBHEz  A. — J.  M.  Pébez— Bahon  GIóhez— Jo8¿ 
AfiAüJO — Andbes  Cerón— Fioenfe  Fanegas,  Secretario. 

En  la  misma  fecba  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación — Uricoeghea— Fan^o^,  Secretario. 

Es  xjopia — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — BoffMy  Teiáti- 
cinco  de  marzo 'de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho. 

Vtcente  VanégaSé 

Ikeobms  pe  ia  Comisión  del  í^teNÁix). 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Por  tercera  Tez  vuestras  comisiones  de  inspección  de  actos  lejisla- 
tÍT03  de  los  Estados  os  informan  acerca  de  la  lei  219  del  Cauca, 

El  Tribunal  del  departamento  del  Centro  i  yarios  vecinos  de  la 
cittdad  de  Popayan  se  dirijieron  al  Senado,  en  sus  sesiones  estraordina- 
lias  del  ano  anterior,  piííiendd  voto  de  nulidad  sobre  algunas  dispon- 
dones  dé  dicba  lei,^que  es  la  qué  organiza  el  Poder  Judicial  de  aquel 
Estado. 

El  Senado  anuló  los  artículos  14  i  19,  tínicos  que  estimó  inoonsti- 
fadonalés,  apoyando  su  decisión  en  las  disposiciones  de  la  Constitaoíoii 
que  vio  claramente  vulneradas  por  los  referidos  artículos. 

Mas  tarde,  én  las  presentes  sesiones,  el  mismo  Tribunal  ocurrió  de 
nnevo  al  Senado  pid;endp  la  rectificación  de  las  citas  que,  en  su  con- 
cepto, no  guardaban  congruencia  con  los  artículos  anulados :  vuestras 
actuales  comisiones  os  imormaron  que,  a  juicio  de  ellas,  no  se  hálna 
incurrido  en  tal  error ;  i  el  Senado  aprobó,  el  'Tespectivo  proyecto  de 
lesolncion  por  el  cual  se  hacia  dicba  declaratoria. 

Durante  el  propio  año  pasado,  otro  Tribunal  del  Cauca,  el  de^  Ocri» 
dente,  ocurtíó  a  la.Cdrto  Suprema  federal  ^diendo  la  suspensión  de 
las  atribuciones  1^  i  2.*  del  artículo  13  de  la  espresada  lei.  La  Corte 
ha  refutado  claramente  las  que,  como  razones  de  suspensión  de  dichas 
atribuciones,  adujera  el  Tribunal  de  Occidente,  abstenióndosej  por  lo 
tanto,  de  decretar  la  suspensión  i  remitiendo  al  Senado  el  espediente. 

Taestras  cotíiisiones  reunidas  han  vuelto,  pues,  a  revisar  la  lei  219 
del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  no  hallando  que  sean  contrarios  a  la 
Constitución  nacional  otros  artículos  que  los  14  i  19,  os  someten  respe- 
tuosamente él  siguiente  proyecto  de 

^  ftisoLUoroN: 

Habiéndose  .decretado  ya  por  el  Senado  la  nulidad  de  dos  de  los 
ttticulos  de  la  lei  219,  ^'  or^ca  M  Poder  Judicial  dd.  fiísita^a  ntíbe^ 


tañó  del  Canoa,"  i  no  ñando  contrarias  a  la  ConstítQoíon  íUM^^^tm 
damas  disposidones  en  ella  contenidas,  arohíyese  el  eQ)edient¿ 
Comuniqúese  esta  resolución  al  Tribunal  reclamante. 

Bogotá,  abril  2i  de  1668.  Ciadad^os  Senadores» 

Estanislao  Silta— A.  GomSxm  Gaba»)— Jaoobo  Sajkko&k^Mi- 
«mcL  VxLAZoo  iYklasboo— J*  Saiísab. 


|$|^  panado  esplica  sil  retolvcion  de  97  de  marzo  de  esto  rnüo» 
añmeíro  XI^TII,  relativa  a  la  leí  de  19  de  aeticpibre  d^  IMV^ 
del  Eilado  seberano  del  Cauca,  sobre  rentas  I  coatribacloMes. 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte)* 

ISFOBME  DE  LA  CoHISION  DEL  SeNADO. 

OLudadatnos  Senadores- 

£1  Gobierno  ejecutÍTo  del  Estado  del  Cauca  i  los  señores  Bepre- 
sentantes  al  Congreso  por  el  mismo  Estado,  )ian  representado  al  Sena- 
do da  Plenipot^nciaiios  pidiendo  que  esta  corporación  recpnsiderQ  1^ 
resolución  de  27  de  marzo  último,  por  la  cual  se  anularon,  en  los  mis- 
mQS'tértninos  en  que  fueron  suspendidos  por  la  Corte  Suprema  federal, 
)o0  urticiilos  8  i  16  de  la  lei  209  del  IJstaao  soberano  del  Caucft,  espe* 
dida  en  12  de  setiembre  de  1867,  sobre  rentas  i  contribuciones. 

La  le^ucion  de  la  Corte  Suprema,  a  que  se  refiere  la  del  Secado, 
es  de  ieolia  29  de  febrero  de  este  ano,  i  por  ella  se  suspenden  **  el  ar- 
tículo 16  de  la  leí  209  del  Estado  soberano  del  Cauca,  í  el  artículo  8.^ 
de  la  misma  lei,  en  cuanto  los  productos  que  por  él  se  gravan  se  desti- 
nan a  la  estraocion  o  a  la  esportauAon.** 

El  empleo  de  las  palalnsas  estraodon  i  eaportacion  ha  dado  lugar  a 
las  dudas  que  se  espresan  en  las  solicitudes  que  se  han  mencionado,  i 
vueintra  comisión  cree  que  el  Senado  debe  espucar  su  resolución,  espre- 
sando que  la  anulación  de  loa  mencionados  artículos  solo  comprende 
la  exención  de  todo  jénero  de  impuestos  en  el  Estado  a  los  productos 
destini^os  al  comercio  esterior  de  la  BepúbKca, 

TtíB  incisos  4.^  i  ^.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución  federal  pro- 
hiben a  los  Estados  gpravar  con  impuestos  los  siguientes  productos : 

1.^  A  los  quesean  materia  oe  impuestos  nacionales,  o  puedan 
serlo  4utes  de  hiftberse  ofrecido  al  consumo ; 

9.^  A  los  que  ^  destinen  para  la  esportadon  o  comercio  esterior» 
cuya  Mb^iad  mantendrá  el  Gobierno  jeneral ;  i 

8.^  A  los  que  transiten  por  un  Estado  sin  destinarse  a  su  propia 
oqnsump. 

^  VéMels-nsdiiehnUIíc^ltiiiintleL 


Brtis  NBiricoionaa  8on  espteBSB,  i  ellas  no  liJitd 
tienen  los  Estados  para  imponer  eontribaeiones  sobre  los  s^puentes 
productos: 

L^  A  los  del  mismo  Estado  i  que  se  destinen  a  sa  proiño  ooDfiomo ; 

8.^  A  los  que  se  estraigan  para  oonsomir  en  los  demás  Estados ; 

3.^  A  los  que  se  introdozoan  de  los  demás  Estados  para  el  consa- 
mo interior ;  i 

4.^  A  los  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales,  In^o  que  se 
hayan  ofrecido  al  consumo. 

Pero  los  artícnlos  8.^  i  16  de  la  lei  209  del  Estado  del  Oanca,  gra- 
tan la  estracdon  de  Varios  artícnlos  qne  se  destinan  para  la  esporta* 
oion  o  comercio  esierior»  como  la  qnina,  el  caadlo  i  una  gran  parte  del 
tabacOi  i  con  este  gravamen  se  viola  terminantemente  el  inciso  4.^  del 
artfcolo  8.^  de  la  Constitacion. 

Elartícalo  8.^  de  la  citada  lei  grava  oon  tres  pesos  cada  canga  de 
qoina  i  de  cancho  que  se  estraiga  del  Estado,  i  el  16  impone  una  con- 
faibaeion  de  $  150  por  cada  56  kilogramos  de  quina  o  caucho  que  se 
eqfdoten  en  los  bosques  de  los  particulares ;  i  como  estos  artículos  in- 
dnáablemieaite  se  destinan  al  comercio  eeterior,  cuya  libertad  debe 
mantener  el  Qobiemo  jeneral,  el  Senado  de  Plenipotenciarios  está  en 
el  deber  de  anular  las  disposiciones  ^ue  establezcan  esos  imjpuestoe. 

En  consecuencia,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguienti  pro- 
jeotode 

besolücion: 

Tista  la  solicitud  del  Gk>biemo  eiecntivo  del  ^Sstadó  del  €auca  i  la 
xepiüintaoion  de  los  honorables  diputados  a  la  Cámara  de  Bepresen- 
tantaspor  el  mismo  Estado,  sobre  anulación  de  los  articules  8.^  i  16  de 
la  hi  909,  de  12  de  setiembre  de  1867,  espedida  por  la  Lejislatura  del 
Setado  soberano  del  Cauca,  el  Senado  de  JPlenipotenciarios  esplica  su 
leeoluoion  de  27  de  marzo  del  presente  año,  determinando  que  las  pá- 
bfanis  ettraxicn  i  es^partacion  de  que  hizo  uso  la  C<nrte  Suprema  federal 
il  decretar  la  suspensión  de  aquellas  dii^siciones,  i  a  que  se  refirió  el 
Senado  para  anularlas,  solo  comprenden  la  exención  de  todo  jánero  de 
ísMestos  en  el  Estado  aloe  productos  destatisdoe  al  eomeftio  eíAwiar 
déla  Bepública^ 

Begotá,  mayo  19  de  1868. 

¿A0onoSCliOHEZ--EB!EAS]BLáO  SaD^TA-- A.  GonÍ9UBECáiai2K>-^  J« 

8A]XUiB--MiaüXL  YSLAZOO  I  YSLAZCO. 


m^m 


/ 


LI. 

NUJLI0AI>  de  variai  dUposioioues  de  la  leí  del  JEstado  del  Toll* 
na,  de  38  de  eaero  de  1868,  orgánica  del  «Istema  realístico  del 

£ftado. 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte). 


JmOWOSi  DB  lA  COIGSION  DBL  SENADa 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciainos^ 

• 

La  comisión  de  inspección  de  actos  lejislatívos  de  los  Estados  ha 
examinado  la  solicitud  en  que  se  denuncian  como  contrarios  a  la 
Constitución  nacional  el  inciso  6.^,  articulo  3.^,  i  los  artículos  31  i  32  de 
la  lei  de  23  de  enero  del  presente  año,  orgánica  del  sistema  rentístico, 
especBda  por  la  Asamblea  Lejislatíva  del  Estado  del  ToUma,  i  }>a.sa  a 
esponeros  su  concepto  sobre  la  nulidad  o  validez  de  tales  disposiciones, 
que  tenéis  atribución  constitucional  de  decretar. 

Entes  los  coxnpromisos  federales  de  los  Estados,  contraidos  por  el 
artículo  8.^  de  la  Constitución,  está  el  siguiente  : 

"  5.®  A  no  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  transi- 
ten por  el  Estado,  sin  destinarse  a  su  propio  consumo^" 

jSl  inciso  6.°  del  artículo  3.^  i  e^  artículo  31  de  la  lei  denunciada 
como  contraría  a  la  Constitución,  dice  : 

*^  Art.  3.^  Son  rentas  del  Estado ; 

**  6.^  El  producto  del  impuesto  sobre  la  introducción  de  ganado 
Qiayor  en  el  territorio  del  Estado, 

"  Art.  31.  El  impuesto  sobre  la  introducción  del  ganado  mayor  en 
él  Estadoi  será  de  un  peso  por  cada  res." 

De  loB  productos  <}ue  transitan  por  el  territorio  de  un  Estado,  solo 
pueden  servir  de  matena  imponible:  para  su  sistema  tributario,  aquellos 
que  se  destinan  a  su  propio  consumo. 

^  Estos  productos  están  exentos  de  contribuciones  en  todas  las  ope- 
taciones  industriales  que  con  eUos  se  ejecuten,  sin  destinarlos  al  consu- 
mo ;  i  están  sigetos  a  ser  gravados  con  impuestos  en  las  operaciones 
que  los  entregan  al  consumo. 

Entendiendo  por  **  consumo  "  la  destrucción  del  objeto  por  el  uso, 
la  destrucción  de  su  forma  por  la  aplicación  industrial  ala  creación  de 
otro  producto,  no  pueden  recaer  las  contribuciones  en  un  objeto  dado, 
sino  en  aquella  sola  operación  que  lo  ofrece  a  la  destrucción  por  el  uso 
o  a  la  desaparición  de  su  forma  en  la  producción  de  otro  u  otros  obje- 
tos,  que  es  la  operación  que  lo  dedica  al  ^'  consumo." 

Los  leñeros  empleados  en  el  vestido  se  destrujen  por  el  uso. 

£1  algodón  i  la  tana,  aplicados  a  las  manufacturas,  desaparecen  en 
su  forma  primitiva,  i  reaparecen  bajo  otra  distinta  en  los  productos 
que  con  ellos  se  &brican. 


La  Bal  qne  se  emplea  en  la  nutrición  de  los  animales  se  descompo- 
Depara  presentarse  laego  en  colidiciones  de  mejoramiento  para  la 
constitacion  física  de  los  animales  qne  la  consumen. 

TSoáaB  las  materias  primeras  en  la  obra  de  la  produociou  se  desifn» 
yoD  o  se  morcan  para  trasfigurarse  en  la  creación  del  producto  a 
coya  elaboración  se  aplican. 

La  química  presenta  la  mas  prodijiosa  diversidad  de  combinacio- 
nes en  que  el  producto  se  consume  en  la  reproducción  de  otros,  i  sus 
análisis  ofrecen,  en  la  descomposición  de  una  sustancia,  los  elementos 
que  concurren  a  {)roducirla  i  que  son  otros  tantos  productos  consumí- 
ao0  en  su  composición. 

El "  consumo/'  en  su  acepción  jenuina,  se  verifica  en  las  operacio* 
nes  en  que  el  producto  consumido  desaparece,  desoomponieiidúse  o 
oambiando.  sustancialmente  de  forma  o  de  estado. 

^  Los  actos  que  lo  destinan  a  estas  operaciones  son  los  que  oonsü- 
tucionalQiente  son  susceptibles  de  ser  gravados  con  impuestos  eu  los 
Estados.  Los  demás  actos  que  con  ese  producto  se  ejecutan  están 
exentos  de  contribuciones.    ^  '  V     ^ 

I  esto  es  mui  filosófico  así.  Si  el  objeto  final  de  la  producción  es  el 
de  alimentar  el  consumo,  los  actos  que  preparan  el  producto,  lo  modifi- 
can en  formas  adaptables  a  su  objeto  i  lo  perfeccionan  hasta  ponerlo 
en  el  estado  en  ^ue  debe  consumirse,  deben  ser  libres  para  no. detener 
la  combinación  mdustrial  de  operaciones  sucesivas  en  que  el  trabajo 
humano  se  ejercita,  i  que  tienen  por  resultado  definitivo  la  creación  de 
los  productos  en  la  forma  i  estado  que  el  '^  consumo  "  los  exije. 

Los  ganados  no  se  entregan  al  consumo  en  la  introducción  <}ue  da 
ellos  se  hace  al  territorio  de  un  Estado,  i  esta  sola  consideración  es 
decisiva  para  demostrar  la  contrariedad  entre  la  disposición  constitu- 
cional i  las  reclamadas  de  las  espedidas  por  la  Legislatura  del  Tolima. 

El  impuesto  sobre  degüello,  que  la  misma  lei  ha  establecido,  de- 
muestra que  la  operación  que  da  el  ganado  al  consumo,  está  gravada 
qr  él,  i  que  las  demás  operaciones  que  con  el  ganado  se  ejecutan  en 
Estado,  se  gravan  indebidamente,  por  no  ser  ellas  las  que  ^dan  ese 
producto  al  consumo. 

El  artículo  32  es  evidente  que  limita  las  garantías  de  la  libertad  de 
industria  i  de  locomoción,^  reconocidas  por  el  artículo  16  de  la  Consti- 
tacion, determinando  como  únicos  caminos  transitables  para  la  intro^ 
dnceton  de  ganados  al  Estado,  los  caminos  i  pasos  públicos  de.  rio8| 
esclayendo  los  de  empresas  particulares.  La  violación  del  derecho  in- 
dividual en  esta  disposición  es  flagrante. 

^  consecuencia,  vuestra  comisión  os*  propone : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  resuelve  anular  las  diapoacionea 
contenidas  en  los  artículos  S.'',  parágrafo  6.0,  i  31 1  82  de  la  leí  del  Es- 
tado, del  Tolima,  de  23  de  enero  del  presente  año,  crónica  del  sistema 
lentbtico  del  Estado,  como  contrarios  a  la  Constitución  nacional. 

'     Bogotá  26  de  majo  de  1868. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

EsTAiuBLAo  Silva-— J.  Sánchez— A.  González  Cabazo-^J.  Sal- 
<Uft-*MiacEL  Yelazoo  i  Yelazco. 


fi 


•#lnre  Tentei  1  oontiibnctotteti  * 


CttrtudimoB  Senadoreg* 

Varios  veoinos  de  la  chidad  de  Cali  solxottan  del  SeiUHio  tptflhdfirii^ 
re  xralo  el  artículo  10  de  la  leí  209  delEstado  del  Oaaca,  **  aorae rentas 
i  oontribacioQos;" 

M  artículo  citado  dice : 

I' El  almacenaje  en  el  puerto  de  Baenaventova  se  grata  con  d 
unpuento  sigaíente : 

*^  De  veinte  centayos  todo  bulto  de  electos  aSmonticibs ; 

"De  treinta  centavos  por  cada  bulto  destinado  al  consterno  cM 
Brtadb ; 

''  De  cuarenta  centavos  por  cada  bulto,  destinado  a  la  esiraeolon  ; 

"  De  un  peso  por  cualquiera  bulto  cnxe  se  deposite  de  It»  nikr  espre- 
ftadoe,  i  que  se  destine  a  cucuquiera  otro  ágelo" 

Los  comerciantes  de  Cau  presentan  a  esté  urtíéulo  dos  objeciones 
constitucionales  de  un  carácter  incontestable. 

Qoe  el  Gbbiemo  cancano  hsjse  forzoso  el  almacenaje;  en  la  bodega 
dd  Estado,  a  todos  los  brutos  que  se  importen  o  esporten  por  Buena^ 
ventura. 

Que  impone  el  derecho  de  almacenaje»  óUiaatoriOf  por  snpaestOt 
de  un  peso  por  cada  bulto  (que  se  deposite  en  el  almacén  áú  Estado) 
sobre  todos  los  otros  bultos  no  espresados  en  el  articulo  citado  i  que 
se  destirien  a  cudqvier  otro  óly'eto. 

Péspues  de  dictada  vuestra  resolución  de  12  del  corriente  qies» 
fiQ^eatoria  de  la  de  27  dé  marzo  último,  que  anula  los  artícdios  8.^  i 
l^de  la  lei  cancana  ''sobre  rentas  i  contribuciones/'  en  cuanto  se 
refieren  a  navar,  en  cualquier  sentido,  la  esportacion  (Diario  (HEldai 
número  1^6),  parecen  implícitamente  resueltas  las  dos  cueirtíanea  a 
que  se  refiere  el  memorial  de  los  vecinos  de  Oaü 

Si  el  Ctobienio  del  Cauca  no  puede  gravar  con  ningún  jé&ero  de 
u^puestos  los  productos  que  se  destinen  en  el  Estado  al  comercio 
esferior  ^'cuya  libertad  debe  mani^er  el  Gk>biemo  jeneral/*  esdaro,  a 
tildas  luces;  que  el  artículo  10  de  la  lói  citada  es  anulaUe  por  inóons- 
btudonal,  en  cuanto  hace/onxwo  el  almacenaje  de  los  bnlt^  en  deter^ 
nunada  bcalidad  i  en  cuanto  ezije  obUgatoriimente  un  d^redio  por  el 
depósito  de  cada  bulto  que  se  estivigao  eqK»rte  oondMtuio  alcomerdo 

*  VteiM li8 racdodooM  ZLTniJ^JcOittJaiDlfliDileL 
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Por  tanto,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

besolugion: 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  unidos  de  Colombia, 

Visto  el  memorial  de  los  vecinos  de  Oali,  de  29  de  abril  último  ; 
Vistas  las  resoluciones  del  Senado,  de  27  de  marzo  i  12  de  majo 
del  corriente  año, 

resuelve: 

Declárase  nulo  el  artícnlo  10  de  la  lei  209  del  Estado  soberano 
del  Cauca,  sobre  rentas  i  contribuciones,  en  cuanto  hace  óbiigatorio  el 
depósito  en  el  almacén  de  dicho  Estado,  establecido  en  el  puerto  de 
Bnenaventura,  de  los  productos  que  se  destinen  al  comercio  esterior 
delaBepúbliea.  Comuniqúese. 

Bogotá,  27  de  mayo  de  1868. 

Ciudadanos  Senadores. 

EsTANisiAo  Silva — A.  González  Gabazo — J.  Salgab — Jaoobo 
Sánchez — ^Miguel  Velazco  iVelazco. 

^  Nota.— ^Ann que  en  la  primera  edición  de  este  Código  8e  incluyó  en  la 
pajina  127  el  informe  de  la  comisión  del  Senado  sobre  anulación  del  artículo 
105  de  la  lei  del  Estado  de  Boyacá  de  12  de  noviembre  de  1867,  no  se  repro- 
duce en  la  presente,  porque  el  Senado  nada  resolvió  definitivamente  sobre 
««te  asunto  en  sus  sesiones  de  1868,  según  consta  de  sus  respectivas /actas.  ' 


Lm. 


JBI  Senado  se  abstiene  de  ejercer  «n  faealtad  constitucional 

reipecto  a  la  leí  del  Estado  de  Santander,   de  17  de  octubre 

de  l§67t  sobre  probiblclones  a  l€>s  goblemoy  municipales* 


AOÜXHDO   DE  LA  SXTPBEMA  OoBTE. 
Corte  Suprema  federal— Bogotá,  setiembre  diez  i  naere  de  mil  ochooientos  seeeDta  i  ocho. 

El  Personero  municipal  de  Bncaramanga,  en  el  Estado  de  Sanian* 
der,  ha  solicitado  la  suspensión  de  la  lei  12  del  mismo  Estado,  sancio- 
nada el  17  de  octabre  de  1867,  "  sobre  prohibiciones  a  los  Gbbiernos 
municipales,"  porque  el  artículo  2.^  de  dicha  lei  es,  en  coi^cepto  del 
peticionario,  víolatorio  de  las  garantías  5*^  i  9/  que  consagra  el  lurtículo 
16  de  la  Constitución  nacional  Bice  así  el  artículo  que  ha  motivada 
lasolicitud;  »7 
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**  Ariíoulo  2.^  Es  prohibido  a  los  cabildos  i  juntas  admimstrativas 
en  las  aldeas  el  cobro  de  mas  de  caarenta  centavos  como  arrendamien- 
to de  sus  carnicerías,  o  por  el  derecho  que  de  cualquiera  otra  manera 
impongan  sobre  cada  res  que  en  ellas  se  degüelle  o  se  dé  al  espendio." 

Esta  disposición  limita  ciertamente  el  ejercicio  del  derecho  de 

Eropiedad  que  la  lei  ha  reconocido  en  las  municipalidades  sobre  ciertos 
ienes ;  pero  tal  restricción  no  afecta  en  modo  alguno  las  garantías 
que  se  han  supuesto  conculcadas  por  ella,  pues  no  se  impone  a  los 
miembros  de  las  corporaciones  municipales,  consideradas  en  su  carác- 
ter de  individuos  de  la  sociedad  civil,  toda  vez  que  ningún  derecho  per- 
sonal tienen,  ni  individual  ni  colectivamente,  a  los  bienes  que  administra 
la  corporación,  los  cuales  pertenecen  al  distrito  o  a  la  aldea ;  entidades 
que  derivan  su  existencia  de  la  lejislacion  del  Estado.  Siendo  esto  así, 
la  lei,  que  puede  suprimirlas,  puede  también,  una  vez  creadas,  organi- 
zarías como  a  bien  ten^a,  señalar  los  ramos  del  servicio  publico  que 
confia  a  su  administración  propia,  establecer  las  reglas  conforme  a  las 
cuales  deben  ejercerla,  i  fijar,  en  suma,  todas  las  condiciones  de  exis- 
tencia de  dichas  entidades. 

En  este  sentido  ha  espresado  su  concepto  el  señor  Procurador 
jeneral  de  la  ünion,  i  la  Oorte,  de  acuerdo  con  él,  declara  que  ,1a  dis- 
posición cuya  suspensión  se  ha  sohcitado,  no  es  contraria  a  precepto 
alguno  constituoional,  i  por  tanto,  no  es  el  caso  de  hacer  uso  de  la 
aixibucion  que  le  da  el  artículo  72  de  la  Constitución  de  la  Bepública. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  ciudadano  Presidente  del  Estado 
de  Santander,  i  dése  cuenta  al  Senado. 

3 i  M.  Pérez — Juan  Agustín  Ubiooechea— Jil  Colünje— M. 
MüBiLLo — José  MAsfA  Villamizab  G. —  Vicente   Vanégas^  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Proca- 
rador jeneral  de  la  Nación — ^BoDBfouEZ —  VanégaSj  Secretario. 


Infobme  de  la  Comisión  del  Senado. 

Oindadanos  Senadores- 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Santander  espi- 
dió, bajo  el  número  12,  la  lei  de  17  de  octubre  de  1867,  "sobre  prohibi- 
ciones a  los  gobiernos  municipales,"  que  en  su  artículo  2.^  dispuso : 

"  Es  prohibido  a  los  cabildos  i  juntas  administrativas  en  la!s  aldeas 
el  cobro  de  mas  de  cuarenta  centavos  como  arrendamiento  de  sus  carni- 
cerías, o  por  el  derecho  que  de  cualquiera  otra  manera  impongan  sobre 
cada  res  que  en  ellas  se  degüelle  o  se  dé  al  espendio." 

I  juzgando  el  Personero  munici{)al  de  la  ciudad  de  Bucaramanga 
que  dicha  disposición  es  contraría  al  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Cons- 
titución de  Ibk  Union,  promovió  su  suspensión  ante  la  Corte  Suprema, 
suspensión  que  aquel  Supremo  Tribunal,  de  acuerdo  con  el  señor  Pro- 
curador nacional,  denegó  en  19  de  setiembre  de  1868,  remitiendo  el 
negocio  al  Senado  para  los  efectos  del  inciso  6.^,  artícido  61  i  articulo 
72  de  la  citada  Constitución. 

El  referido  artículo  no  paede  ser  considerado  aisladamente,  pues 
está  en  inmediata  relación  con  el  1.°  i  su  parágrafo  de  la  propia  lei. 
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Por  ella  se  proUbe  ^^  a  los  particulares  matar  las  reses  cuyas  carnes  se 
hayan  de  dar  al  consumo  público,  en  otro  lugar  que  no  sea  el  que  las 
corporaciones  municipales  hayan  designado  con  tal  fin/'  i  se  agrega : 
que  ''  los  infractores  de  esta  disposición  serán  considerados  como  de- 
éaadadóres  a  la  renta  de  degüello,  e  incurrirán  en  las  multas  que  les 
aplica  la  lei  de  rentas." 

Desde  que  se  limito  a  los  particulares  el  derecho  de  degollar  las 
leses  en  el  lugar  que  quisiesen,  i  se  les  compelió  a  hacerlo  en  las  carni- 
cerías de  los  distritos  o  de  las  aldeas,  se  restrinjió  su  libertad  para  ase- 
gurar el  pago  de  la  contdbucion,  i  se  dio  implícitamente  a  las  corpora- 
ciones municipales  el  derecho  de  cobrar,  con  título  de  arrendamiento 
o  de  otro  cualquiera,  alguna  cuota  por  el  uso  de  sus  carnicerías.  Esta 
forzada  erogación,  que  solo  a  título  de  contribución  permite  imponer 
el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Constitución,  podría  ascender  hasta  ser 
un  Terdadero  monopolio,  si  no  se  le  hubiera  fijado  tasa,  i  no  tiene  ni 
puede  tener  otro  carácter  que  el  de  contribución. 

Si  la  lei  hubiera  dejado  libertad  para  degollar  el  ganado  donde  los 
particulares  quisiesen,  habrían  ooncurrído  o  no  alas  carnicerías  de  los 
distritos,  i  la  competencia  hubiera  determinado  el  precio  por  sú  uso. 
Fijar  uno  caprichoso,  contraríando  los  principios  económicos,  habría 
sido  sin  duda  un  ataque  a  la  propiedad ;  pero  determinarlo  cuando  las 
carnicerías  de  los  distrítos  son  las  solas  habilitadas  para  aquel  ojbjeto, 
no  es.sino  restrínjir  el  derecho  que  por  tal  prívilejio  se  otorgó,  impi- 
diendo que  los  particulares  sean  gravados  a  merced  de  quien,  sin  com- 
petencia, podia  hacerlo.  Este  gravamen  no  es  ni  puede  ser  considerado 
smo  como  una  contribución :  con  él  no  se  ataca  la  propiedad,  pues  el 
derecho  que  la  lei  da,  lo  da  con  una  condición  que  lo  limita,  lo  que  eñ 
verdad  no  ofende  derecho  anterior,  que  seria  lo  que  podría  constituir 
el  ataque. 

Por  tanto,  vuestras  comisiones  os  proponen  : 

El  Senado  de  Plenipotenciaríos  se  abstiene  de  ejercer  la  facultad 
que  le  coiifiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución  de  la  Union, 
respecto  a  la  lei  12,  de  17  de  octubre  de  1867,  espedida  por  la  Asamblea 
Legislativa  del  Estado  de  Santander^  por  no  estimar  que  sea  contrarío 
al  mciso  5.^  artículo  15  de  la  propia  Constitución.  Comuniqúese,  pu- 
bUquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema. 

Bogotá,  febrero  12  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores. 

loKACio  Oshníl— Tomas  E.  Abello— Lbonoio  Fsbbeb — Jaooso 
Sánchez— J.  Salgar 


/ 
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LIV. 

H IJIilBAD  de  los  incisos  del  artículo  1.*  de  la  leí  37  del  Estado 

de  §aiitander,  de  9  de  noTlembre  de  1§689  adicional  I  reforaoia* 

torta  de  la  14  de  1965,  orgánica  de  las  rentas  del  JBstado» 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Snprema  Corte)« 


^Ineobme  de  la.  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Asamblea  Lejislatíva  de  Santander  espidió,  bajo  el  numero  27, 
la  lei  de  9  de  noviembre  de  1868,  *' adicional  i  reformatoria  a  la  orgáni- 
ca de  las  rentas  del  Estado,"  i  en  su  artículo  1.^  dispone : 

''Son  rentas  del  Estado,  ademas  de  las  que  señala  el  arÜculo  1.^ 
de  la  lei  14  de  1865,  orgánica  de  las  rentas,  las  siguientes : 

"  El  derecho  de  un  peso  cincuenta  centavos  por  cada  res  gorda 
que  se  introduzca  al  Estado. 

*^  El  derecho  de  ochenta  centavos  por  cualquiera  otra  de  ganado 
mayor  que  se  introduzca  al  Estado." 

La  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Bojacá,  en  uso  del  derecho 
que  le  coufíere  el  artículo  14  de  la  Constitución  de  la  ünion,  pide  al 
oenado  que,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  da  el  inciso  6.°,  artículo 
51  de  la  misma  Constitución,  declare  nulo  dicho  artículo,  como  contra- 
rio al  comi>romiso  contraído  por  el  artículo  S.""  de  la  propia  Constitu- 
ción en  su  inciso  6.° 

Ya  el  Senado,  en  casos  semejantes,  ha  declarado  que  la  facultad 

aue  tiene  para  anular  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  que  salgan 
e  su  esfera  de  acción  constitucional,  es  independiente  de  la  conferida 
a  la  Suprema  Corte  para  suspenderlos ;  i  respetando  esta  práctica, 
entra  la  comisión  a  considerar  el  negocio  en  el  fondo. 

Por  el  inciso  5.®,  artículo  8.**  citado,  los  Estados  se  comprometie- 
ron "  a  no  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  transiten 
I)or  el  Estado,  sin  destinarse  a  su  propio  consumo ;^^  por  manera  que  solo 
es  es  potestativo  gravarlos  cnan  se  consumau  en  el. 

El  consumo  consiste  en  el  gasto  o  destrucción  de  la  cosa,  bien  sea 
que  desaparezca  del  todo,  como  tendrá  que  suceder  en  los  ganados, 
bien  sea  que  reaparezca  en  otra  forma,  como  acontece  en  las  materias 
primas  destinadas  a  la  fabricación. 

El  tránsito  es  ''  el  paso  o  acto  de  pasar  de  un  lugar  a  otro  ";  i  como 
el  ^ue  introduce  es  "el  que  mete  adentro  o  da  entrada,"  esjclaro  que 
la  introducción  puede  tener  por  objeto,  o  dar  al  consumo  lo  introduci- 
do, o  simplemente  transitarlo ;  i,  por  lo  mismo,  la  lei  que  grava  la  in- 
troducción, grava  el  producto  en  un  caso  en  que  se  comprometió  a  no 
gravarlo. 

Cuál  fuera  la  operación  que  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de 
Santander  se  propuso  gravar,  es  bien  claro;  pues  sabido  es  que  solo  los 
ganados  gordos  se  destman  al  consumo,  i  no  obstante,  el  inciso  2.^  del 
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artícnTo  1.^  de  la  lei  en  cuestión  ^ava  **  coalquiera  oüra  (res)  de  gana* 
do  mayor  que  se  introduzca  en  el  Estado  ;  *'  disposición  que  no  puede 
tener  aplicación  sino  respecto  al  ganado  flaco,  toda  vez  que  el  gordo 
quedó  grayado  en  el  artículo  por  el  inciso  1.^ 

De  lo  espuesto  se  deduce  que  los  dos  incisos  del  artículo  1.^  de  la 
lei  27  de  9  de^noviembre  de-1868,  contrarían  la  disposición  constitucio- 
nal citada ;  i  vuestras  comisiones  os  proponen,  para  que  asi  lo  resol- 
vais,  si  lo  estimáis  a  bien,  lo  siguiente : 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.* 
del  artíciüo  51  de  la  Constitución,  declara  nulos  los  dos  incisos  del 
artículo  1.®  de  la  lei  27  de  9  de.  noviembre  de  1868,  "  adicional  i  refor- 
matoria de  la  14  de  1865,  orgáiíica  de  las  rentas  del  Estado  *';  lei  espe^ 
dida  por  la  Asamblea  Legislativa  del  Estado  soberano  de  Santander. 
Comuniqúese  i  publíquese." 

No  omiten  vuestras  comisiones  recordaros  que  en  un  caso  idéntico, 
referente  a  la  lei  orgánica  del  sistema  rentístico  del  Estaco  soberano 
del  Tolima,  resolvisteis  la  cuestión  en  el  mismo  sentido.  (Diario  Oficial 
de  29  de  mayo  de  1868,  número  1241). 

Bogotá,  febrero  12  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores. 

Ignacio  Ospina— Tomas  E.  Abello — J.  Sánchez— Leokcio  Ferber. 

J.  SALaAR, 


LV. 

ÜIJLIDAD  del  artículo  5.*  de  la  leí  del  Estado  de  Cnndlnamar* 
ea,  de  5  de  agosto  de  18659  sobre  rejlstro  de  las  dllifenclas  de 

embargo  de  fincas  raíces. 

ACÜEBDO  BE  LA  SüPEEMA  COBTE. 

Voto  de  los  señores  Majistrados  Pérez,  üricoeohea,  Ck>lui]je  i  Villamizar  G-. 

Ha  ocurrido  Antonio  Landinez  a  esta  Suprema  Corte  solicitando 
que,  en  ejercicio  de  sus  atribuciones  constitucionales,  suspenda  la  eje- 
cución del  articulo  6.^  de  la  lei  de  5  de  agosto  de  1868,  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Oundinamarca,  por  creerlo  con- 
trario al  artículo  24  de  la  Constitución  federal. 

£1  de  la  lei  de  Cundinamarca  cuya  suspensión  se  pide,  dispone  lo 
siguiente : 

"  Art.  5.°  Dentro  de  treinta  dias  después  de  publicada  la  presen- 
te lei,  se  rejistrarán  las  dilijencias  de  embargo  de  las  fincas  que  se 
hallen  embargadas,  i  si  pasado  este  término  no  se  rejistran,  tendrá 
logar  lo  dispuesto  en  el  artículo  3.o  " 

El  artículo  3.^  al  cual  se  refiere  el  que  acaba  de  copiarse,  dice  : 

'*  Ninguna  finca  raíz  se  tendrá  por  embargada,  ni  surtirá  efectos 
legales  la  dilijencía  de  embargo,  mientras  no  aparezca  rejistrada  dicha 
dittjencia." 
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I  el  precepto  constitucional  que  el  peticionario  cree  haber  6Ído 
contrariado  por  la  primera  de  las  disposiciones  insertas,  es  este  : 

"  Art.  24.  Ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  retroacti- 
vo én  el  Gobierno  general  ni  en  el  de  los  Estados ;  escepto  en  materia 
penal,  cuando  la  leí  posterior  imponga  menor  pena.'' 

Oido  el  señpr  Procurador  jeneral,  emitió  eu  concepto,  adverso  a 
la  solicitud  de  suspensión,  fundándolo  en  las  consideraciones  que  pa- 
san a  espresarse :  » 

"  Efecto  retroactivo  es,  según  la  acepción  jeneralmente  aceptada, 
*  el  producto  de  una,  causa  que  obra  sobre  lo  pasado.'  Retroactivo, 
según  el  diccionario  de  la  lengua,  es  un  adjetivo  que  ae  aplica  a  lo  que 
iryiuye,  recae  o  tiene/uerza  sobre  d  tiempo  anterior.  Si  esto  es  cierto,  el 
artículo  cuya  suspensión  se  solicita  no  tiene  efecto  retroactivo,  porque 
él  no  sujeta  las  dilijencias  de  embargo,  verificadas  ya  al  tiempo  de  la 
espedicion  de  la  lei,  a  una  formalidad  que  deba  producir  sus  efectos 
ei^  el  tiempo  pasado,  sino  a  una  formalidad  que  debe  llenarse  i  produ- 
cir sus  efectos  con  posterioridad  a  la  espedicion  de  la  lei,  quedando 
subsistentes  en  toda  su  fuerza  los  efectos  legales  producidos  por  dichas 
dilijencias  en  el  tiempo  anterior." 

La  definición  que  da  el  señor  Procurador  jeneral  del  termino 
retroactivo  es  exacta,  i  aceptándola  en  el  valor  jurídico  que  ella  tiene, 
llegan  los  infrascritos  Majistrados  a  conclusiones  diametralme^te 
opuestas  a  las  que  ha  deducido  aquel  funcionario. 

Si  retroactivo  "  es  un  adjetivo  que  se  aphca  a  lo  que  influye,  recae 
o  tiene  fuerza  sobre  el  tiempo  anterior,"  tal  calificativo  corresponde 
perfectamente  al  artículo  cuya  suspensión  se  solicita,  porque  debiendo, 
según  él,  rejistrarse,  dentro  de  treinta  dias  después  de  publicada  la  lei, 
las  dilijencias  de  embargo  de  las  fincas  qve  se  hallen  embargadas,  so 

{>ena  de  que,  si  no  se  verifica  así,  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
o  3.^,  es  decir,  que  "ninguna  finca  raíz  se  tendrá  por  embargada,  m 
surtirá  efectos  legales  la  dilijenda  de  embargo,''  es  incuestionable  que  de 
no  llenarse  la  condición  de  la  lei,  las  cosas  vuelven  al  estado  que  te- 
nían antes  de  efectuarse  el  embargo,  o,  lo  que  es  lo  mismo,  este  acto 
queda  anulado,  desapareciendo  así  los  derechos  como  las  obligaciones 
que  de  él  hubieran  podido  nacer.  I  no  se  diga  que  el  embargo  queda 
subsistente  siempre  que  se  llene  la  exijencia  de  la  lei,  porque  no  por 
eso  dejan  de  estenderse  sus  efectos  a  actos  anteriores  a  ella ;  actos  per- 
fectamente válidos  conforme  a  la  lejislacion  bajo  cuyo  imperio  se  cum- 
pHeron,  i  que  pueden  quedar  anulados  si  se  omite  una  formalidad  que 
no  existia  al  tiempo  en  que  tuvieron  lugar.  En  esto  consiste  la  fuerza 
retroactiva  del  artículo  que  se  examina,  pues  por  él  "  se  trae  al  tiempo 
presente  lo  que  sucedió  antes,"  con  el  fin  de  que  surta  sus  efectos  sobre 
hechos  anteriores,  como  si  la  lei  hubiera  rejido  ya  cuando  ellos 
sucedieron. 

La  lei  solo  puede  disponer  para  lo  futuro,  i  no  tiene  poder  ninguno 
sobre  lo  pasado,  es  el  principio  de  jurisprudencia  universalmente 
admitido  i  practicado  como  la  garantía  mas  eficaz  de  seguridad  en  el 

S;oce  de  los  derechos  adquiridos,  i  es  también  el  que  consagra  el  artícu- 
o  24  de  la  Constitución  nacional.  Evidentemente  contrario  a  este 
artículo  es  el  artículo  5.^  de  la  lei  de  Gundinamarca  de  6  de  agosto  de 
1868,  ^^  sobre  rejistro  de  las  dilijencias  de  embargo  de  fincas  raices,"  i 
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por  eso  los  Majistrados  qae  snsoriben  lian  sido  de  concepto  que  debe 
suspenderse  sa  ejecución. 

Bogotá,  febrero  11  de  1869. 

J.  M.  Pérez — Juan  A.  Ubicoechea— Jil  Colünje — José  M.  Vi- 
LLálozAB  G. —  Vicente  Vanégas,  Secretario. 


Voto  del  señor  Magistrado  doctor  Murillo. 

La  suspensión  del  artículo  5.^  de  la  lei  sobre  rejistro  de  las  dili* 
jencias  de  embargo  de  fincas  raíces,  espedida  por  la  Asamblea  Lejisla- 
tÍTa  del  Estado  de  Cundinamarca  en  5  de  agosto  último,  pedida  por  el 
señor  Antonio  Landínez,  sobre  la  base  de  que  la  disposición  allí  con- 
tenida es  contraria  a  la  garantía  consagrada  en  el  artículo  24  de  la 
Constitución  nacional,  de  que  ^^  ninguna  disposición  lejislativa  tendrá 
efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  jeneral  ni  en  el  de  los  Estados,"  es, 
en  mi  opinión,  infundada,  por  las  consideraciones  que  paso  a  espresar. 

El  artículo  o  disposición  de  que  se  trata,  dice  así :  "  Dentro  de 
treinta  dias  después  de  publicada  la  presente  lei,  se  rejistrarán  las  di- 
lijenciasde  embargo  de  las  fincas  que  se  hallen  embargadas,  i  si  pasado 
este  término  no  se  rejistran,  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  el  artículo  3.'" 

I  el  artículo  3.^  dice :  '^  Ninguna  finca  raíz  se  tendrá  por  embar- 
gada, ni  surtirá  efectos  legales  la  dilijencia  de  embargo,  mientras  no 
aparezca  rejistrada  dicha  (ülijencia." 

Es  decir  que  los  embargos  ya  decretados  al  tiempo  de  la  publica* 
cien  dé  la  lei,  perdieron  su  eficacia,  si  los  respectivos  interesados  no 
quisieron  obedecer  la  nueva  prescripción  que  el  lejislador  creyó  con* 
veniente  hacer  para  evitar  el  dolo  o  fraude  en  las  transacciones  sobre 
fincas  embargadas. 

La  disposición  es  de  una  utilidad  incontestable  i  muestra  la  soli* 
(ñtud  del  lejislador  por  combatir  el  dolo  en  los  contratos,  en  cuyo  sen- 
tido debe  considerársele  como  una  simple  reproducción  o  aclaración  de 
la  dirooslcion  sobre  rejistro  en  las  mutaciones  de  la  propiedad^  inmue- 
ble. Su  aspecto  retroactivo  está  en  el  mismo  caso  de  la  real  cédula  de 
1768  sobre  la  toma  de  razón  de  las  escrituras  de  censos  o  hipotecas  con 
la  instrucción  que  en  ello  se  habia  de  guardar  para  la  mejor  observan- 
cia de  la  lei,  señalando  el  término  de  un  año  para  la  presentación  de 
las  que  ya  estaban  otorgadas ;  "  bien  entendido,"  decia,  "  que,  sin  pre-r 
ceder  la  circunstancia  del  rejistro,  ningún  juez  podrá  juzgar  por  tales 
instrumentos,  ni  harán  fe  para  ^cho  efecto."  I  en  la  lejislacion  espa- 
ñola i  en  la  romana,  como  en  todas  las  del  mundo  regularmente  orga- 
lúzado,  el  principio  de  la  no  retroactividad  de  las  leyes,  consagrado 
en  la  Constitueion  nuestra,  ha  estado  siempre  en  vigor. 

'^  En  nuestros  códigos,  dice  Esciiche,  igualmente  se  halla  consa- 
grado este  principio  conservador  de  las  sociedades.  La  lei  1.*,  título  1*"» 
la  12,  título  L°,  la  8.*,  título  4.",  libro  2.»,  la  1.*,  título  5.%  libro  3.^,  i  la 
6.\  título  1.^,  libro  5.''  del  Fuero  Juzgo,  manifiestan  con  toda  daridad 

?ne  las  disposiciones  de  las  leyes  comprenden  los  pleitos  o  negocios 
Pitaros,  i  no  los  que  ya  han  acaecido. 
Pero  después  dice : 
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Annque  es  regla  jeneral  que  la  leí  no  debe  aplicarse  sino  a  los 
negocios  que  ocurran  después  de  su  promulgación,  hai,  sinembar^o, 
casos  en  que,  por  espresa  disposición,  puede  estenderse  su  imperio  a  Tos 
hechos  pasados.'* 

Cita  varios  casos  i  entre  ellos  el  siguiente : 

''  Don  Fernando  i  doña  Juana,  por  cédula  del  año  de  1611,  man- 
daron que  ]as  leyes  publicadas  en  la  ciudad  de  Toro  el  dia  7  de  marzo 
de  1505,  se  guardasen  i  cumpliesen  por  los  jueces  en  los  pleitos  i  cau- 
sas que  después  de  dicha  publicación  se  hubiesen  comenzado,  aunque 
los  casos  i  negocios  sobre  que  recaian  las  causas  i  pleitos  hubieran 
acaecido  i  pasado  antes  de  la  formación  de  dichas  leyes." 

Es  fuera  de  duda  que  en  todo  tiempo  se  ha  respetado  el  principio 
consagrado  en  el  artículo  24  de  la  Constitución,  el  cual  se  ha  mirado, 
dice  un  Dublicista  español,  como  '^  un  precepto  fundamental,  una  regla 
de  derecno,  una  máxima  de  jurisprudencia  i  una  garantía  individual ; " 

Sero  no  está  menos  f  aera  de  duda  que  solamente  se  le  ha  aplicado  al 
erecho,  no  a  las  formas  :  se  le  ha  seguido  i  debe  seguírsele  en  las  le- 
yes sustantivas,  pero  no  es  de  rigor  en  las  adjetivas.  Tal  ha  sido  la 
práctica  universalmente  adoptada. 

Boyer  Collard,  uno  de  los  mas  ilustrados  i  respetables  juriscon- 
sultos franceses,  comentando  el  artículo  del  código  francés  que  sienta 
el  mismo  principio,  dice :  '*  Cuando  la  lejislacion  introduce  cambia- 
mentoa  en  las  formas,  todo  lo  que  toca  a  la  instrucción  ^e  los  negocios, 
en  imito  que  están  pendientes,  se  regla  por  las  formas  nuevas,  sin  faltar 
al  principio  de  no  retroactividad,  el  caal  no  tiene  nunca  aplicación 
sino  en  cuanto  al  fondo  del  derecho." 

I.  Bogron,  otro  célebre  comentador  del  código  francés,  dice,  entre 
otras  observaciones  relativas  a  la  aplicación  de  este  principio,  i  que  no 
copio  íntegramente  por  no  causar/mayor  fastidio,  lo  siguiente :  ^'  Ob- 
servemos únicamente  aquí,  con  la  Corte  Suprema,  que  corresponde  a 
la  leí  derogar  la  anterior,  i  reglar  los  hechos  que  pasan  bajo  su  impe- 
no ;  que  puede,  por  consiguiente,  sin  que  por  ello  viole  la  no  retroac- 
tividad, hacer  cesar  el  curso  de  los  intereses  que  la  leí  anterior  hacia 
correr  de  oficio,  i  no  acordarles  fuerza  para  lo  futuro  sino  bajo  las  candi- 
Clones  prescritas  por  el  derecho  común  o  que  ella  encuentre  justo  pres- 
cribir.' 

Así,  es  para  mí  incuestionable  que  la  lei  ha  podido  i  puede,  en 
cualquier  tiempo,  hacer  las  prescripciones  procedimentales  que  juzgue 
convenientes  al  mejor  curso  de  los  negocios  o  transacciones  civiles; 

aue  esta  práctica  se  ha  seguido  invariablemente,  pudiéndose  citar  mi- 
ares de  casos  en  nuestra  lejislacion  enteramente  semejantes,  no  obs- 
tante que  el  principio  de  no  retroactividad  sea  tan  antiguo  como  las 
leyes  en  todos  los  países  regularmente  constituidos  o  que  no  están 
sometidos  a  un  caprichoso  despotismo ;  que  la  lejislacion  de  Cundina- 
marca,  dictando  esa  disposición  de  inconcusa  bondad  i  señalando  como 


suspensión  hecha  por 
Bogotá,  11  de  febrero  de  1869. 


M.  MuBnjiO —  Vicente  Vanegas,  Secretario. 


r 
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En  la  ifiismft  fecha  pnse  los  dos  votos  a&teriores  en  conocimiento 
del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación. 

BoDBÍGUEZ —  Vanegas,  Secretario. 


Infobme  de  la  ComsioN  del  Senado. 

CSndadanos  Senadores. 

A  6  de  agosto  de  1868  espidió  la  Asamblea  Lejislativa  de  Oondi- 
Damarca  una  lei  disponiendo  el  rejistro  de  todas  las  dilijencias  de  em- 
bargo de  las  fincas  raíces ;  i  entre  sos  disposiciones  se  hallan  las  si- 
gnientes : 

^'Art.  3.°  Ninguna  finca  raíz  se  tendrá  por  embargada,  ni  surtirá 
efectos  la  dilijenciade  embargo^  mientras  no  aparezca  rejistrada  dicha 
dilijencia. 

"  Art.  6.^  Dentro  de  treinta  dias  después  de  publicada  la  presente 
lei,  se  rejistraránlas  dilijencias  de  embaído  de  las  fincas  que  se  hallen 
embargadas,  i  si  pasado  este  término  no  se  rejistran,  tendrá  lagar  lo 
dispuesto  en  el  artículo  3.°*' 

1  por  cuanto  el  artículo  5.°  somete  a  rejistro  el  embaiffo  de  las  fin- 
cas que  estaban  embargadas  antes  de  la  espedicion  de  la  lei,  declaran- 
do qae,  por  la  omisión  de  esta  formalidad,  quedarían  sin  efecto  tales 
embargos,  pidió  el  seüor  Antonio  Landínez  la  suspensión  del  artículo 
6.^;  suspensión  que  acordó  la  Corte  Suprema  con  el  auto  de  los  seño- 
res Pérez,  ürícoechea,  YiUamizar  G.  i  Golunje,  i  qae  negó  con  el  del 
señor  Morillo,  ordenando  que  se  os  pasase  el  espediente  para  los  efec- 
tos constitucionales. 

Nadie  podrá  negar  la  conveniencia  de  una  medida  cuyo  objeto  ha 
sido  impedir  los  fraudes  que  constantemente  se  cometían  por  no  cons- 
tar el  embaído  de  las  fincas  de  una  manera  al  alcance  de  todos  :  ya  se 
yendian  fraudulentamente  para  prolongar  el  pleito  i  embarazar  el  pago, 
i  ya  ccm  ánimo  de  causar  al  comprador  de  buena  fe  un  perjuicio  que  no 
teiúa  medio  de  evitar,  i  siempre  burlando  la  acción  de  la  justicia ; 
peto  por  conveniente  que  sea  la  medida  ¿han  podido  comprenderse  en 
ella  los  actos  anteriores  ?  Há  aquí  la  cuestión  <jue  debéis  resolver. 
El  articulo  24  de  la  Oonstitucion  de  la  ümon  previene : 
"  Nin^na  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  retroactivo  en  el 
Gol»emo  ieneral  ni  en  el  de  los  Estados ;  escepto  en  materia  penal. 
Guando  la  lei  posterior  imponga  pena  menor." 

El  adjetivo  forense  "retroactivo"  viene  del  sustantivo  ^'retroac- 
ción," que  significa  '^  la  acción  o  efecto  que  nna  cosa  produce  con 
respecto  al  tiempo  pasado,"  e  indudable  es  que  el  rejisfaro  a  que  se 
someten  las  dilijencias  de  embargo,  anteriores  a  la  citada  lei,  cuando 
por  la  omiffion  ae  tal  rejistro  se  da  por  insubsistente  el  embargo,  da  a 
esta  ÍDimalidad  efectos  anteriores  ala  fecha  de  la  lei,  i  su  fuerza  es,  por 
k  xoisuio,  retroactiva. 

ün  embargo  da  al  acreed<»  derecho  a  pers^uir  io  embargado  i 
pagado  con  bol  valor,  iiegado^^l  caso ;  hace  nula  la  enaienacion  de  la 
mMa  embargada,  i  da  derecho  a  sus  frutos.  Estos  derechos  son  efecti- 
vos, aunque  vengan  de  una  lei  adjetiva,  a  la  manera  que  lo  son  los  que 
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provienen  de  remate,  que  trae  sa  oríjen  de  lei  adjetira  también^  i  por  lo 
mismo  deben  respetarse.  De  ellas  Tiene  a  quedar  privado  el  ciudadano 
que  obtuvo  una  orden  de  embargo,  aunque  este  embaído  se  hubiera 
efectuado  cuando  la  lei  no  prevenia  el  rejistro  para  su  validez  o  efecti- 
vidad ;  i  como  lo  que  el  artículo  2á  de  la  Constitución  prohibe  es  dar 
a  la  lei,  sobre  la  cosa  o  derecho  de  que  se  trate,  efectos  anteriores,  es 
claro  que  el  artículo  5.^  de  la  de  Cundinamarca  "  sobre  rejistro  de  las 
diligencias  de  embargo  de  las  fincas  raices,'*  peca  contra  dicha  disposi- 
ción constitucional,  i  por  tanto  os  proponemos  el  siguiente  proyecto  de 

besolucion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulo  el 
artículo  5.^  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  de  5  de 
agosto  de  1863,  por  ser  víolatorio  del  artículo  24  de  la  Constitución  de 
la  ünion.  Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espediente. 

.  Bogotá,  febrero  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores. 

ToKAs  E.  Abello— loNAao  OspiKA— Leoncio  Febbeb— J.  Saloab. 
Jacobo  Sánchez. 
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£1  Senado  no  estima  inconstitucional  la  leí  192^  de  3  de  agos» 
to  de  186T,  derogatoria  de  la  179,  ambas  del  C«tado  del  Canea, 

sobre  inftpnestos* 


ACUEBDO  DE  LA  SUPBEICA  COBTR. 
Corte  Suprema  federal— Bogotá,  setiembre  diez  i  nueve  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho. 

Seriio  Arboleda  ha  solicitado  la  suspensión  del  artículo  2.^  de  la 
lei  192  del  Estado  del  Cauca,  por  creerla  violatoria  de  las  garantías 
consagradas  en  los  incisos  6.^  i  10  del  artículo  15  de  la  Constitución 
nacional.  Dicen  éstos :  *[5°  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados 
de  ella  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  o 
cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  publica,  judicialmente 
declarado  i  previa  indemnización."  "  10.  La  igualdad ;  i,  en  conse- 
cuencia, no  es  lícito  conceder  privilejios  o  distinciones  legales  <jue  ce- 
dan en  puro  favor  o  beneficio  de  los  agraciados ;  ni  imponer  obligacio- 
nes especiales  que  hagan  a  los  individuos  a  ellas  sujetos  de  peor  con- 
dición que  los  demás. 

El  artículo  2.^  de  la  lei  192  del  Cauca  dice  :  '^  Las  Municipalidades 
no  podrán  imponer  gravamen  alguno  a  la  destilación,  venta  ni  impor- 
tación del  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos;  pero,  con  escepcion 
de  las  Municipalidades  de  Pasto,  Obando,  Tuquerres  i  Caldas,  podrán 
las  demás  imponer  derechos  sobre  la  destilación  en  alambique  perfec- 
cionado, o  cuando  ésta  se  ha^a  en  el  mismo  establecimiento  en  tres  o 
más  aparatos  comunes  a  un  tiempo." 
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Sostiene  el  solicitante  que  permitir  a  unas  Municipalidades  i  a 
otras  nó  la  imposición  de  derechoi^  sobre  la  destilación  del  aguardiente, 
€6  conceder  privilejios  e  imponer  obligaciones  especiales,  violándose  el 
inciso  10  copiado  al  principio ;  i  que  permitir  que  se  grave  la  destila- 
don  solamente  cuando  esto  se  haga  en  alambique  perfeccionado,  es 
atacarla  propiedad,  imponiéndose  una  contribución,  que  no  tie^e  el 
carácter  de  jeneral  exijido  por  el  inciso  5.*^  copiado. 

La  solicitud  de  Arboleda  se  ha  sustanciado  en  los  términos  legales, 
¡pora  resolver  sobre  ella  se  hacen  las  siguientes  consideraciones : 

1.^  La  lei  del  Cauca  no  ha  concedido  privilejios  o  exenciones  a 
individuos  señalados,  ni  ha  impuesto  obligaciones  a  otros.  Esa  dispo- 
sición permite  a  ciertas  Municipalidades  gravar  la  destilación  para 
atender  a  sus  gastos,  i  como  éstos  deben  hacerse  por  sus  respectivos 
habitantes,  nada  importa  que  en  unos  municipios  se  establezca  i  en 
otros  nó.  La  lei  no  establece  exención  personal,  que  es  a  lo  que  se  re- 
fiere la  garantía  constitucional. 

2.*  Por  contribución  jeneral  no  se  entiende  la  que  grava  a  todos 
bs  habitantes  sin  escepcion  alguna,  sino  la  que  grava  a  todos  los  que 
están  en  cierta  situación.  Si  la  disposición  constitucional  debiera 
estenderse  a  todas  las  contribuciones  que  no  gravan  la  totalidad  de  los 
¿iadadanos,  inconstitucional  seria  la  contribución  de  aduanas,  la  de 
papel  sellado,  los  peajes,  &c. :  no  hai  contribución  alguna  que  grave  la 
totalidad  de  los  habitantes.  Siendo  esto  así,  es  fuera  de  duda  que  la 
Ajsamblea  Lejislativa  del  Estado  del  Cauca  ha  podido  gravar  la  desti- 
lación del  aguardiente,  cuando  esta  operación  se  verifique  en  cierta 
clase  de  aparatos. 

La  Corte  Suprema  federal,  en  atención  a  las  razones  espuestas  i 
de  acuerdo  con  et  concepto  del  señor  Procurador  nacional,  declara  que 
la  disposición  cuya  suspensión  se  ha  solicitado,  no  es  contraria  a  pre- 
cepto alguno  constitucional,  i,  por  tanto,  no  es  el  caso  de  hacer  uso  de 
la  atribución  que  le  da  eT  artículo  72  de  la  Constitución  de  la  Bepublica. 

Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  del  Estado  del  Cauca, 
i  dése  cuenta  al  Senado. 

Juan  Agustín  Ubicoíichba— J.  M.  Péeez— José  Mabía  Villamizab 
G.— M.  MüEELLO — JilColxjnje — Vicenie  Fanegas,  Secretario. 

En  la  wsn^a  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
lador  jeneral  d^  la  N$icion — BoPBfauEZ — VanégaSy  Secretario. 

EuYeintidos  de  los  mismos,  i  bajo  el  numero  628,  se  remitió  copia 
auténtica  de  la  resolución  anterior  al  señor  Secretario  de  Gobierno  del 
Sotado  soberano  del  Cauca. 

'  Vanigcta. 


Infobme  de  la  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores* 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Cauca,  en  la  lei  192,  de  3  de  agosto 
^  1867,  derogatoria  de  la  179,  consignó  la  siguiente  disposición : 

**  Art  2.^  Las  Municipalidades  no  podrán  imponer  gravamen 
^igono  a  la  destilación;  venta  ni  importación  del  aguardiente  de  caña  i 


—  236  — 

BUS  compoestos;  pero,  con  eacepcion  de  las  Municipalidades  de  Pasto, 

Obando,  Tuquerres  i  Caldas,  podrán  las  demás  imponer  derechos  sobre 
la  destilación  en  alambique  perfeccionado,  o  cuando  ésta  se  haga  en  el 
mismo  establecimiento  en  tres  o  mas  aparatos  comunes  a  un  tiempo." 

I  estimando  el  señor  Serjio  Arboleda  que  esta  disposición  contra- 
ría los  incisos  5.^  i  10  del  artículo  15  de  la  Constitución  de  la  Union, 
Sidió  ú  la  Corte  Suprema  su  suspensión ;  suspensión  que  ne^  a^ael 
upremo  Tribunal,  de  acuerdo  con  el  señor  Procurador  de  la  i7aoion, 
ordenando  que  se  os  pasase  el  espediente  para  los  efectos  constita- 
cionales. 

El  inciso  5.^,  artículo  15,  garantiza  '^  la  propiedad ;  no  pudiendo  ser 

})riyados  de  ella  sino  por  peua  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las 
ejes ";  pero  como  la  citada  lei  no  impone  contribución  alguna,  sino 
que  autoriza  a  las  Municipalidades  para  imponerla  o  nó ;  como  hasta 
que  las  Municipalidades  hagan  uso  de  la  autorización  no  se  puede  co- 
nocer el  carácter  de  la  contribución,  i  como  al  imponerla  no  pueden 
gravar  individuos  de  otras  Municipalidades,  es  visto  que  hasta  noi  no 
puede  afirmarse  que  sea  o  deje  de  ser  jeneral,  i  menos  que  viole  el  in- 
ciso citado. 

Esto  mismo  puede  decirse  respecto  al  inciso  10,  que  también  se 
cree  violado,  pues  sin  estos  impuestos  no  se  sabe  el  caracter  que  tenga 
la  contribución ;  i  si  es  que  se  hace  uso  de  la  autorización,  el  gravamen 
de  la  contribución,  quedando,  como  debe  quedar,  permitida  a  todos  la 
destilación,  no  establece  privilejio  a  favor  de  nadie,  ni  le  otorga  distin- 
ción que  ceda  en  puro  favor  o  oen^cio  dd  agradado^  pues  el  beneficio, 
de  haberlo,  es  en  favor  de  las  rentas  municipales. 

Tampoco  encuentran  vuestras  comisiones  cuál  es  la  obligación  es- 
pecial que  impone  que  haga  a  unos  individuos  de  peor  condición  que 
otros,  a  no  ser  que  se  reñera  a  lo  que  algunos  destiladores  tienen  que 
pagar,  mientras  otros  no  lo  pagan ;  pero  esta  distinción  es  igual  en 
to&s  las  contribuciones.  Cuando  las  fincas  raíces,  por  ejemplo,  se 
gravan,  los  que  no  las  tienen,  aunque  posean  otros  valores,  no  pagan  la 
contribución  ;  los  introductores  pagan  derechos  de  importación  que  no 
pagan  los  que  no  son  introductores ;  i  ¿podrian  rechazarse  estas  con- 
tribuciones i  todas  las  que  puedan  imponerse,  porque  todas  no  cargan 
sino  sobre  la  cosa  o  jénero  de  industria  ^avado  ?  rTo,  porque  esta  des- 
igualdad proviene  de  la  institución,  institución  permitida  por  el  inciso 
5.^  citado ;  i  la  jeneralidad  está  en  gravar  a  todos  los*  que  ejerzan  o 
qi:(ieran  ejercer  el  ramo  de  industria  gravado,  o  a  todos  los  que  posean 
o  puedan  poseer  este  o  aquel  jénero  de  riqueza. 

Establecer  otra  cosa  seria  destruir  el  Gobierno,  pues  sin  rentas  no 
puede  existir ;  lo  que  basta  para  comprobar  lo  absurdo  de  una  inteli* 
jencia  contraria. 

Por  tanto,  vuestras  comisiones  someten  a  vuestra  consideración  el 
siguiente  proyecto  de 

BESOLÜOION: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  se  abstiene  de  ejeixiier  la  facultad 
que  le  confiere  el  inciso  5.^,  artículo  61  de  la  Constitución  de  la  Union, 
respecto  a  la  lei  192  de  3  de  agosto  de  1867»  ^'  derogando  la  179,  espe* 
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didtts  ambas  por  la  Lejislaiora  del  Estado  soberano  del  Caaca,  por  no 
Mtímar  inconstitacional  dicha  leu*' 

Bogotá,  febrero  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores. 

loNáLCio  OspiNA— ToiCAs  E.  Abeixo — ^Leoncio  Ferrer--J.  Salgah. 
Jaoobo  SImohbz. 


Lvn. 


HÜLIDAD  de  la«  leyes  del  Enfado  de  Bolívar,  de  33  de  setiem- 
bre de  1S67  1 T  de  octubre  de  1§68,  tobre  impnetto  a  la  industria 

comercial* 


Acuerdos  de  la  Stjfbema  Gobte. 

Corte  Saprema  federal^-Bogotá,  catorce  de  noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho. 

Con  fecha  de  octubre  del  año  en  curso  dictó  la  Asamblea  Lejisla- 
tiyadel  Estado  de  Bolívar  nna  resolución,  por  la  cual  ordenó  se  cobra- 
se ejecativamente  lo  que  adeudan  al  Estado  las  compañías  de  navega- 
cion  inglesa  i  nacional,  por  la  contribución  impuesta  sobre  la  industria 
eomercial  por  la  lei  de  la  misma  Asamblea,  de  fecha  veintitrés  de  se- 
tiembre de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete. 

Librada  ejecución  por  el  Administrado):  de  la  provincia  de  Barran- 
anilla,  en  virtud  del  acto  legislativo  citado,  contra  los  bienes  de  las 
Compañías  de  navegación  por  vapor  en  el  rio  Magdalena,  nacional  e 
inglesa,  los  ajentes  de  éstas,  Pedro  B.  Yengoechea,  i  Chapman  i  Mar- 
tínez i  P.  Wüson  Patterson,  han  solicitado  de  esta  Suprema  Corte  la 
iQspension  de  dicho  acto  legislativo,  por  considerarlo  contrario  a  la 
Constitacion  i  a  las  leyes  nacionales. 

Acamuladas  dichas  solicitudes,  i  sustanciadas  en  la  forma  legal^ 
la  Corte  considera  para  decidir : 

1.^  Que  es  terminante  la  prohibición  impuesta  a  los  Gobiernos  de 
los  Estados  de  gravar  con  contribuciones  los  buques  que  naveguen  en 
las  aguas  de  los  rios  sujetos  a  la  jurisdicción  nacional,  i  a  los  directores, 
ajentes  i  demás  empleados  de  dichos  buques  por  razón  del  servicio  que 
pnstén  como  tales.  (Incisos  1.^  i  3.^,  articulo  1.^  de  la  lei  de  veintinue- 
'Ve  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete,  '*  adicional  a  la  de  vein-» 
iieaatro  de  majo  de  mil  ochocientos  cincuenta  i  seis,  sobre  navegación 
de  loe  rios,  i  derogatoria  de  la  de  veinticinco  de  mayo  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  i, cuatro  que  la  adicionó  ");  i 

2.°  Que,  por  lo  mismo,  es  incuestionable  la  ilegalidad  del  acto  le- 
jislativo  reclamado,  pues  que  por  él  han  sido  comprendidas  en  la  lei 
sobre  impuesto  comercial  las  compañías  de  navegación,  i  precisamente 
por  razón  de  la  industria  que  ejercen. 

Por  tanto,  i  de  conformidad  con  el  concepto  del  señor  Procurador 
de  la  Union,  la  Corte  Suprema  federal,  en  ejercicio  de  la  atribución 
(pie  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  suspende  la 
iQBolucion  o  acto  lejislativo  de  la  Asamblea  del  Estado  de  Bolívar,  que 
88  ha  mencionado  en  las  precedentes  consideraciones. 
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Pablíqnese  esta  resolución  en  el  "  Diario  Oficial,"  envíese  en  co- 
pia al  Presidente  del  referido  Estado,  i,  dejando  otra  en  el  archivo, 
remítase  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  déla  Bepública. 

Juan  A.  Uricoechea— J.  M.  Pérez— Jn.  Colünje— José  MabíI 
YiLLAMiZAB  G. — M.  MumiiLO — Vicente  Fanegas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiaué  la  resolución  anterior  al  señor  ProcU"- 
rador  jeneral  de  la  Nación — ¿oDBfoüEZ —  VanégaSf  Secretario. 

En  diez  i  seis  de  los  mismos,  i  bajo  el  número  750,  se  comunico  al 
Oobierno  ejecutivo  del  Estado  de  Bouvar. 

Vanégcia. 

Corle  Suprema  federal — Bogotá,  diez  i  seis  de  noviembre  de  mil  ochocieulos  sesenta  i  ocho. 

Vista  la  solicitud  documentada  que  ha  dirijido  a  esta  Suprema 
Corte  el  señor  Procurador  de  la  Union,  para  que  se  suspenda  la  lei  del 
Estado  de  Bolívar,  de  veintitrés  de  setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  i  siete,  estableciendo  un  impuesto  sobre  la  industria  comerciaT, 
se  considera  para  decidir : 

Que  la  lei  citada  no  es  en  lo  jeneral  inconstitucional  ni  ilegal ; 
pero  como  en  ella  no  se  hacen  escepciones  de  ninguna  clase,  i  puede 
ser  entendida,  i  lo  ha  sido  ya  en  efecto,  de  una  manera  jeneral,  com- 
prendieudo  en  sus  disposiciones  a  las  compañías  de  navegación,  esta 
mtelijencia  sí  es  contraria  a  las  prohibiciones  contenidas  en  los  incisos 
1.^  i  3.°  de  la  lei  nacional  de  29  de  agosto  de  1867,  adicional  a  la  de  24 
de  mayo  de  1856,  sobre  navegación  de  los  rios,  i  derogatoria  de  la  de 
25  de  mayo  de  1861,  que  la  adicionó. 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal,  en  ejercicio  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  federal,  suspende  la 
lei  citada  del  Estado  de  Bolívar,  en  cuanto  ella  pueda  hacerse  estén* 
siva  a  las  compañías  de  navegación. 

Publíquese  esta  reéiolucion  en  el  ".Diario  Oficial,"  envíese  en  copia 
al  Presidente  de  dicho  Estado,  i,  dejando  otra  en  el  archivo,  remítase ' 
el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  de  la  Bepública. 

J.  M.  Pérez— Juan  Agustín  Uricoechea — Jil  Colunje— José  M. 
ViLLAMiZAB  G. — M.  MüRiLLO —  Vicente  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación.  -  ÉoDRfouBZ—  Fanegas,  Secretario. 

*  En  la  misma  fecha,  i  bajo  el  número  751,  se  remitió  la  respectiva 
copia  al  ciudadano  Presidente  del  Estado  soberano  de  Bolívar. 

Vanégas,  Secretario. 


Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  catorce  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho 

• 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  a  excitación  del  Poder 
Ejecutivo  federal,  ha  solicitado  de  esta  Suprema  Corte  la  suspensión 
de  la  lei  "  ^ue  aclara  las  de  treinta  de  octubre  de  mil  ochocientos  se- 
senta i  seis  1  veintitrés  de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete, 
de  impuesto  a  la  industria  comercial/'  espedida  por  la  Asamblea  del 
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Estado  de  Bolívar  en  siete  de  noTÍembre  áltiino  i  sancionada  por  el 
¿'residente  del  Estado  en  ocho  del  mismo  mes. 

Sustanciada  la  solicitad  en  la  forma  legal,  la  Corte  considera  para 
decidir: 

Que  estableciéndose  por  dicha  lei  que  las  compañías  de  navegación 
en  el  rio  Magdalena  están  sujetas  al  pago  del  impuesto  con  que  grava- 
ron la  industria  comercial  las  leyes  de  treinta  de  octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  i  seis  i  veintikes  de  setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  i  siete,  ella  es  manifiestamente  contraria  al  inciso  3.^,  artículo 
8.°  de  la  Constitución  federal,  i  al  inciso  3.°,  artículo  1.°  de  la  lei  nacio- 
nal de  yeintinueye  de  agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  i  siete, 
^  adicional  a  la  de  veinticuatro  de  mayo  de  mil  ochocientos  cincuenta  i 
seis,  sobre  navegación  de  los  ríos,  i  derogatoria  de  la  de  veinticinco  de 
mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  i  cuatro,  que  la  adicionó  ;^'  pues  por 
dichas  disposiciones  se  prohibe  a  los  Estados  gravar  con  impuestos  la 
navegación  de  los  ríos,  ni  en  los  buques  destinados  a  ella,  ni  en  las 
personas  de  sus  empleados. 

Por  tanto,  la  Suprema  Corte  federal,  haciendo  uso  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  suspen- 
de la  lei  citada  del  Estado  de  Bolívar,  de  fecha  ocho  de  noviembre 
ultimo. 

Pttblíquese  esta  resolución  en  el  "  Diario  Oficial,"  remítase  en 
copia  al  Presidente  de  dicho  Estado,  i,  dejando  otra  en  la  Secretaría, 
envíese  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  de  la  Bepública. 

Juan  Agustín  Ukicoeohea — J.  M.  Pérez — Jil  Colunje — M.  Mu- 
Bnix)— José  Makí a  Vulamizar  G. — Carlos  M.  Pérez,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación — Eodríguez — Pérez,  Secretario. 

En  catorce  de  los  mismos,  i  bajo  ^1  número  827,  se  remitió  copia  de 
la  anterior  resolución  al  Presidente  del  Estado  de  Bolívar. 

Pérez,  Secretario. 


En  las  solicitudes  sobre  el  mismo  asunto,  hechas  por  los  señores 
P.  Wilson  Patterson  i  José  María  Sojo,  la  Corte  resolvió  lo  siguiente  : 

Corte  Suprema  federal — Bo$rotá,  quioce  de  diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho. 

Estése  a  lo  resuelto  con  fecha  de  ayer  en  una  solicitud  del  Procu- 
rador nacional  sobre  el  mismo  asunto,  i  acumúlese. 

Pérez— ÜBicoECHEA—C  OLXJN  JE— MuBiLLo — Vtt.lamtzarG. — Pérez 
Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral. — Eodbíquez  ^JPérez,  Secretario. 


Informe  de  la  ooiosion  bel  Senado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios* 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislatívos  de  íos  Esta- 
doaha  examinado  atentamente  la  reclamación  sobre  nulidad  de  la  lie 
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de  28  de  setiembre  de  1867,  esplicada  por  un  acto  poeteeior  dek 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  qne  w  contieDe 
en  una  nota  de  7  de  ootabre  del  ano  anterior,  diiijida  por  el  PresKíente 
de  aquella  corporación  al  Presidente  del  Estado,  ordenando  que  se  pro- 
ceda al  cobro  de  la  contribución  establecida  por  la  lei  citada  sobre^  la 
industria  comercial,  i  causada  por  las  compañías  unidas  de  BOVi^ficixm 
inglesa  i  nacional. 

La  lei  de  Bolívar,  a  que  la  reclamación  se  refiere,  impone  una  oop- 
tribucion  a  las  personas  i  compañías  que  ejercen  la  industria  comercial 
en  el  Estado. 

El  artículo  8.''  de  la  Constitución  contiene,  entre  los  compromisos 
de  los  Estados,  el  de  "no  restrinjir  coii  impnekoSy  ni  de  otro  modo,  la 
navegación  de  los  rios  i  demás  t^as  nav^ables  que  no  hayan  ezijido 
canalización  artificial." 

El  impuesto  directo  ,/en«raZ  sobre  la  renta  de  que  disfrutan  los  que 
emprenden  operaciones  de  na^^acion,  ¿restrinjo  la  navegación  misma? 
Si  acaso  la  restriDJe,  es  como  todos  los  impuestos  restrinjen  la 
libertad  de  industria :  tomando  de  los  productos  de  la  que  se  ejerce, 
la  cuota  necesaria  para  satisfacer  la  necesidad  de  existencia  del  O^ 
bierno  que  le  da  s^urídad  i  administra  los  intereses  colectivos  de  la 
sociedad. 

Si  el  artículo  constitucional  se  entiende  de  manera  que  las  contri- 
buciones jenerales  i  las  demás  obligaciones  i  cargos  sociales  de  los  ha- 
bitantes de  cada  Estado,  son  restricciones  impuestas  a  la  navegación 
en  cuanto  afectan  las  personas  i  propiedades  de  los  individuos  que  se 
dedican  a  esta  especie  de  industria,  es  claro  también  que  en  las  paLa- 
bras  "  ni  de  otro  modo  "  con  que  el  artículo  prohibe  estas  restricciones, 
se  comprende  todo  acto  que  afecte,  grave,  interese  o  ataque  las  perso- 
nas o  las  propiedades  de  tos  empresarios  en  la  navegación. 

Los  procedimientos  judiciales  que  tienen  por  objeto  apoderarse  la 
autoridad  pública  de  los  bienes  del  deudor  para  satisfacer  sus  créditos 
pasivos,  i  someterlo  a  las  decisiones  que  se  dicten  por  el  Poder  Judicial 
en  controversias  sobre  derechos  civiles,  i  conforme  a  las  leyes  de  cada 
Estado,  serian  otras  tantas  restricciones  de  las  prohibidas  por  el  artícu- 
lo constitucional,  siempre  que  el  deudor  fuera  empresario  en  la  nave- 
gación. Los  embargos,  arraigos,  depósitos  forzados,  apremios  i  conde^ 
naciones  por  sentencia,  serian  inconstitucionales. 

En  materia  penal  son  innumerables  i  muchísimo  mas  graves  los 
casos  de  este  jénero. 

En  negocios  administrativos  i  de  policía  se  presentarían  los  mismos 
inconvenientes. 

El  pago  de  los  impuestos  jenerales,  ordinarios  i  de  efecto  perma- 
nente en  los  Estados,  es  una  condición  de  la  residencia,  de  la  habitación, 
del  establecimiento,  de  la  ciudadanía,  en  un  territorio  en  que  hai  preci- 
sión absoluta  de  fundar  i  sostener  un  gobierno  que  atienda,  proteja  i 
asegure  los  bienes  de  la  vida  sociaL  La  obligación  de  contribuir  para 
los  gastos  públicos  en  el  individuo,  que  lo  puede  hacer,  es  correspon- 
diente i  reciproca  con  la  obligación  del  Gobierno  de  presiÁrie  seguridad, 
administrarle  justicia  i  velar  por  la  conservación  i  goce  de  su  derecho. 
Si  se  impusiera  una  contribución  espacial  sobre  determinada  em- 
presa industrial,  como  una  compañía  de  vapores,  esa  contribución  seria 
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laocmstítciQioiíaly  no  solo  por  el  oaráoter  de  resiríocion  al  ejercicio  de 
aquella  indostiia  protejida  en  beneficio  jeneral  del  país  entero,  sino 

Sr  no  ser  nna  contribución  jeneral,  única  especie  de  impuesto  que  la 
ostituoion  permite  establecer  según  el  inciso  5.^,  artículo  16  de  ella. 
Pero  los  impuestos  de  carácter  jeneral  sobre  la  renta  proveniente  de 
eotlquiera  industria,  cree  vuestra  comisión  que  hai  derecho  en  los  Es- 
tados para  establecerlos,  i  que  si  restrinjiei^an  la  navegación  recayendo 
sobre  las  compañías  de  vapores,  restrinjirian  la  libertad  de  industria 
garantizada  por  el  inciso  9.^^  artículo  15  de  la  Constitución,  recayendo 
sobre  cualesquiera  individuos  o  compaaías  consagrados  a  otras  einpre- 
sas  industriales»  por  identidad  de  situación,  por  la  misma  razón  i  de  la 
misma  manera. 

El  que  ejerce  una  industria  no  se  debe  considerar  sometido  a  una 
lesiajccion  indebida,  cuando  le  exijen  una  contribución  que  se  destina 
a  darle  s^uridad  en  sus  derecbos  individuales,  entre  los  cuales  está  el 
sjercicío  de  esa  misma  industria. 

No  liai  rentas  inmunes  para  las  contribuciones  jenerales. 

Si  no  es  inconstitucional  el  impuesto  con  relación  a  lo  dispuesto 
e&  d  articulo  8.°  de  la  Constitución,  lo  es  mucho  monos  respeto  de  la 
disposición  del  inciso  6.°,  aitículo  17  de  la  misnia  Constitución. 

Entre  los  asuntos  reservados  al  Gobierno  jeneu'al  por  este  artículo, 

está  "  el  arreglo  de la  navegación  de  los  nos  que  bañan  el  terri-* 

torio  de  mas  de  un  Estado,  o  que  pasan  al  de  una  nación  limítrofe." 

El  impuesto  que  recae  en  la  renta  de  individuos  que  mantienen 
«mpies!^  ae  navegación,  en  nada  limita  esta  atribución  del  Gobierno 
jeneral,  ioda  vez  que  la  contribución  no  se  imponga  especial,  esclusiva 
1  precisamente  sobre  esas  empresas,  en  cuyo  caso  deja  de  ser  una  con** 
tubucion  jeneral. 

El  Gk>bierao  jenerral  siempre  puede  ^^  arreglar  la  navegación  de  los 
nos  que  batían  el  territorio  de  mas  de  un  Estado  o  que  pasan  al  de  una 
nación  limítrofe,"  aunque  los  individuos  o  compañías  empresarios  en 
eaa  navegaóion,  se  encuentren  gravados  en  sus  capitales  o  en  sus  rentas 
son  impuestos  de  carácter  jeneral  con  que  los  Estados  tienen  que  pro* 
poicíonarse  rentas  para  los  gastos  de  su  administración  pública. 

Si  un  ciudadano  de  Cundinamarca  tiene  acciones  en  una  empresa 
de  navegación  por  vapor  en  el  rio  Magdalena,  por  un  capital  de  diez 
mil  pesos,  que  le  produce  una  renta  anual  de  mu  pesos,  ¿  esos  diez  mil 
pesos  de  capital  o  esos  mil  pesos  de  renta  se  deben  computar  como 
nuiteria  imponible  en  Cundinamarca,  cuando  se  establece  una  contri- 
bución sobre  el  capital  o  sobre  la  renta  de  los  «individuos  residentes, 
domiciliados,  habitantes,  ciudadanos  del  Estado?  I  ¿este  gravamen 
lestrinje  la  navegación,  o  en  algún  sentido  afecta  la  facultad  del  Gbbiep- 
Ao  jeneral  para  "  el  arreglo  de  ella?  "  Vuestra  comisión  piensa  que  nó, 
i  por  eso  estima  qué  el  impuesto  no  es  inconstitucional,  siempre -que 
8sa  jeneral  en  todo  el  Estado  que  lo  establece. 

Peto  no  es  así  respecto  de  su  legalidad. 

El  Oobiemo  jeneral>  en  ejercicio  de  la  atribución  constituoio&ál 
(¿liada  del  inciso  6.^,  articulo  17  de  la  Constitución,  ha  "  arreglado  la 
lUT^gadon  de  los  rios  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado  o 
PtMi  al  de  mm  nadion  limílrdé/'  espidiendo  las  leyesf  de  25  d0  mayo 
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de  1864  adicicBfil  a  la  de  24  de  mayo  de  1856,  sobre  naTéa»M>&,  i  lá 
de  29  de  agosto  de  1867  ampliando  las  disposiciones  de  la  de  1864. 

La  úlbma  de  estas  lej^es  establece  una  exención  de  toda  especie  de 
contribuciones  a  cuanto  tiene  relación  con  la  navegación  de  los  ños 
que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado ;  así  que  toda  contribución 
que  en  alguna  manera  afecte  las  compañías  de  vapores^  sus  empleados, 
los  buques,  pasajeros  i  mercancías  &o.,  es  contraria  a  las  disposicioneB 
de  la  leí  espresada. 

En  consecuenciai  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente  pro- 
yecto de 

&ESOLU0IOH: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución,  declara  nulps  los  actos  lejía- 
lativos  de  23  de  setiembre  de  1867  i  7  de  octubre  de  1868,  del  Estado 
soberano  de  Bolívar,  en  cuanto  por  el  último  áe  estos  actos  se  hacen 
ostensivas  las  disposiciones  del  primero  a  las  compañías  de  vapores, 
sometiéndolas  al  pago  de  contribuciones  de  que  están  exentas  por  la  lei 
de  29  de  agosto  de  1867.  La  nulidad  de  los  actos  lejislativoe  espresados 
se  declara  por  ser  contraríos  a  la  lei  citada  de  29  de  agosto  de  1867» 
sobre  navegación  de  los  ríos  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  xol 
Estado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Toias  E.  ÁBELLo— J.  Salqab— J.  Sánchez— Leonoio  Fsbbeb — 
Ignaoio  Osfina. 

Bogotá,  marzo  2  de  1869. 


Lvin. 


MUIilDAD  de  lof  artículos  !••  a  5.*  i  7  .<>  de  la  lei  §.*  dd  £stado  dé 
Panamá,  de  16  de  enero  de  1S69,  que  establece  la  respansabUi» 
dad  pecuniaria  de  los  compronietldoe  en  la  últbna  rebelioa 

contra  el  OoMemo  del  Ctta^o# 

(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte). 


LOOBICE  DS  IiA.  OOIQBIOK  DEL  SmADO. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Panamá 
espidió  en  16  de  enero  último,  bajo  el  numero  8,  una  lei  disponiendo : 
(artículo  1.**)  la  creación  de  una  muta,  compuesta  del  Presidente  del 
Estado,  del  rresidente  de  la  Corte  Superior,  del  Procurador  defEstado; 
del  Administrador  jeneral  de  Hacienda,  de  dos  diputados  elejidos  por 
la  Asamblea  i  del  Secretario  de  Estado,  para  que  distribuya,  en  propor* 
don  de  sus  recursos,  entre  los  principalmente  comprometidos  en  la 
lebelion  pasada,  la  cantidad  que  resultebabecBe  gastado  por  el  Gobier« 
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to  en  pftcifiear'el  ^aís,  segan  los  datos  que  suministren  los  respectiros 
empleados  de  Hacienda :  (artículo  2.^)  que  los  individuos  a  quienes  se 
exiga  el  pago  de  una  suma,  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  leí,  deben 
ponerla  en  la  respectiva  administración  de  Hacienda  treinta  días  des* 
pues  de  notificados :  (artículo  3.^)  que  los  que  no  hagan  la  consignación 
en  el  termino  asimiado,  pagarán  el  doble  i  serán  ejecutados  para  el 
pago:  (artículo  4.  }  que  son  nulas  las  ventas  hechas  i  las  hipotecas 
constituidas  por  los  individuos  a  quienes  se  asigne  alguna  cuota,  si  la 
renta  la  hacen,  o  constituyen  la  hipoteca,  antes  de  pagar  la  cuota 
asignada :  (artículo  5.°)  que  al  efecto  se  haga  el  avalúo  de  los  bienes 
délos  individuos  a  quienes  dicha  leí  comprende:  (artículo 6.^)  que 
despnes  de  sancionada,  el  Poder  Ejecutivo  ordene  que  se  alce  el 
embargo  de  los  bienes  que  por  disposición  anterior  del  Presidenta 
estén  embargados;  (7.®)  i  que  el  Poder  Ejecutivo  dicto  los  reglamentos 
necesarios  para  su  ejecución. 

Los  señores^  J.  M.  Bodríguess,  Marcelino  Yillalaz  i  Juan  Bautista 
Amador  os  denuncian  la  espresadít  lei  como  contraría  a  los  incisos  4.^ 
i  6.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  de  la  Union,  i  os  piden  su  anu- 
laron. Examinar,  pues,  si  realmente  es  contraria  a  las  disposiciones 
oonstitooionalescitadas,  es  lo  que  os  toca,  i  a  este  examen  nos  contrae 
lemos  para  proponeros  lo  que  luere  justo,  a  nuestro  juicio. 

Por  el  artículo  16  de  la  Constitución  se  garantizó  a  los  habitantes 
i  transeúntes  el  ejercicio  de  los  derechos  individuales  que  el  mismo 
artícalo  detalla ;  i  como  base  invariable  de  la  XTnion,  se  comprometie- 
ron el  Qobiemo  jeneral  i  los  de  los  Estados  a  reconocerlos  i  mantener- 
kn.  Entre  estos  derechos  se  hallan : 

Inciso  i,?  La  seguridad  i)ersonal ......  que  comprende  el  no  ser 

'^joz^dos  por  comisiones  o  tribunales  estraordinaríos ;  ni  penados  síxi 
Btt  oídos  o  vencidos  en  juicio  ";  e 

Inciso  5.^  "  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  aino 
for  pena  o  contribución  jenerd,  con  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  así  lo 
elija  un  «ave  motivo  de  necesidad  pública,  judiciahnento  deelarado  i 
peria  indemnización." 

Según  esto  último  inciso,  la  propiedad  solo  puede  ser  tomada  en 
imo  de  tres  casos :  o  por  pena,  o  por  contribución  jeneral,  o  cuando  así 
lo  exija  nn  ^rave  motivo  de  conveniencia  pública.  I  puesto  que  la  lei 
de  caya  nulidad  se  trata  la  manda  tomcu*,  se  hace  necesario  examinar 
lí  se  encuentra  en  alguno  de  esos  tres  casos. 

Si  se  mira  oomo  pena,  el  inciso  4.^  no  permito  imponerla  sin  que 
los  penados  sean  previamento  oidos  i  vencidos  en  juicio  i  sin  detormi- 
uir  el  hecho  i  la  pena  consiguiento  a  su  ejecución  por  leyes  preexisten- 
tes ;  i  la  lei  en  cuestión  manda  solo,  sin  previo  juicio,  que  una  comisión 
«apecial  (joe  establece,  distribuya  en  proporción  de  sus  recursos,  entre 
los  prinoipalmento  comprometidos  en  la  rebelión,  la  cantidad  que  re- 
solte haberse  gastado  por  el  Gbbiemo  en  pacificar  el  país;  i  peca, 
contra  el  inciso  citado  bajo  dos  aspectos :  L^  por  imponer  la  pena  sin 
jmcio  previo,  sin  siquiera  oir  a  los  penados ;  i  2.^  por  serbia  pena  pos- 
tenor  al  hecho,  lo  que  es,  ademas,  contrario  a  lo  preceptuado  en  el  ar« 
tácalo  21  de  la  Constitución  nacional,  por  el  que  ninguna  lei  debe 
^er  efecto  retroactivo ;  i  peca  tombien  contra  el  inciso  5.^  del  articu* 


lo  16»  por  imponerse  dicha  pena  por  una  comisión  BBpbdMi,  contra  h 
en  él  garantizado. 

No  pnede  considerarse  como  contribución  desde  que  se  propone 
castigar  un  hecho  dado;  pero  considerada  asi,  carece  de  la  condición 
esencial  de  toda  contribución,  s^un  el  inciso  6.<>,  artículo  15 ;  pues  por 
¿1  toda  contribución  debe  ser  jeneral,  i  la  de  que  se  trata  grava  solo  a 
determinados  miembros  del  Elstado. 

I  menos  puede  mirarse  como  espropiacion,  porque  no  se  toma  con 
ese  carácter  la  propiedad,  sino  como  reparación  de  gastos  causados ;  i 
lo  que  es  más,  estando  ya  pacificado  el  Estado,  como  la  propia  lei  lo 
reconoce,  la  espropiacion  solo  por  la  autoridad  judicial,  i  previa  indem- 
nización, puede  hacerse. 

Consideraciones  políticas  de  otro  orden  podrian  aducir  vuestras 
comisiones  ei\  contra  de  una  medida  como  la  de  que  se  hao  ocupado ; 

Sero  no  son  de  las  que  deben  alegarse  a]  tratarse  de  la  validez  o  nuli- 
ad  de  un  acto  legislativo,  ni  de  las  que  el  Senado  debe  pesar  al  ejercer 
tan  delicada  función.  Se  abstienen,  pues,  de  ellas,  i  os  proponen,  para 
que  así  lo  resolváis,  si  a  bien  lo  tenéis  : 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución  de  la  Union,  declara 
nulos  los  artículos  I,"",  2.°,  3.'',  á.°,  5.°  i  7.°  de  la  lei  espedida  por  la 
Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Panamá  a  16  de  enero 
del  presente  año,  bajo  el  número  8,  ''que  establece  la  responsabilidad 

Eecuniaria  de  los  comprometidos  en  la  ultima  rebelión  contra  el  Oo- 
iemo  del  Estado,"  por  ser  dichos  artículos  contrarios  a  los  incisos  4.^ 
i  6.^  del  artículo  15  i  al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional.  No  se 
comprende  en  esta  anulación  el  artículo  6.^  de  la  misma  lei,  porgue  su 
validez  es  indudable  al  no  contrariar  ninguna  disposicionuconstituoio- 
Bal  ni  legal    Publíquese  i  comuniqúese. 

Bogotá,  marzo  2  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios* 

Tomas  £,  AbeoJíO— Ionaoio  Ospina--J.  Sanchsz— Lhohcoo  FmBSB. 
J.  Salgas. 


LIX. 
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TAIilDEZ  ilel  Inciso  4.%  artículo  l.«  de  la  leí  del  Estado  del 

magdalena,  de  5  de  octubre  de  1866,  sobre  Impuestos,  I  del 

Inciso  4.»  del  cnadro  R  de  la  leí  de  31  de  diciembre  de  1867,  del 

mismo  Estado,  sobre  presupuesto  de  rentas  i  gasto». 

AOÜEBDO  DB  LA  SüFBSKA  CoBTB. 
Corte  Stiprema  federal — ^Bogotá,  mayo  cinco  de  mil  ochocientoa  sesenta  i  ocho. 

Vistos— Varios  vecinos  de  Barranquflla  i  Soledad,  en  el  Estado  de 
BoKvar,  han  representado  ante  este  Supremo  Tribunal,  con  fecha  11 
de  abril  de  1867,  solicitando  la  suspensión  del  inciso  4.",  artículo  1.^  d« 
la  lei  de  impuestos,  espedida  por  la  Lejislatora  del  Estado  del  Magda* 
lena  en  6  de  octubre  de  1866, 
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Qido  el  cdkioepto  del  señor  Proenrftdor  nacional^  i  señalado  dia 
para  los  alegatos,  que  no  tavieron  logar  porque  las  partes  no  concurrie- 
ron, es  ll^^o  el  caso  de  resolrer  sobre  la  espresada  solicitud,  para  lo 
eaal  la  Corte  hace  previamente  las  siguientes  consideraciones : 

La  disposición  l^al  cu^a  suspensión  se  solicita,  establece  un  im* 

a»to  sobre  cada  embarcación  que  se  dedique  a  la  pesca  en  las  aguas 
Estado.  Basta  el  simple  enunciado  de  dicha  disposición,  para 
oomprender  que  esa  es  una  de  aquellas  materias  sobre  ^ue  ha  podido 
lejisfar  la  Asamblea  del  Magdalena,  puesto  que  se  ha  limitado  a  gravar 
en  el  territorio  del  Estado  una  industria  que  no  es  de  las  esceptuadas 
del  ejercicio  de  e^a  facultad. 

^  No  oree  la  Corte,  como  lo  creen  los  peticionarios,  que  con  la  dis« 
posición  citada  se  haja  usurpado  la  atribución  6.»  de  las  reservadas  al 
Gobierno  jeneral  por  el  artículo  17  de  la  Constitución  nacional,  pcnrque 
en  esa  atribución  se  habla  de  vias  interoceánicas  i  de  navegación  de 
loe  nos  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  o  que  pasen  al 
de  una  nación  limítrofe ;  i  en  el  presente  caso  se  trata  de  un  impuesto 
sobre  la  pesca  en  aguas  de  un  Estado.  Parece  clara  la  falta  de  relación 
entre  lo  uno  i  lo  otro. 

Tampoco  estima  la  Corte  aplicable  la  disposición  del  inciso  3.^, 
arÜcnlo  8.^  de  la  Constitución  nacional,  porque  con  el  referido  impues- 
to la  Asamblea  del  Magdalena  no  ha  restrinjido  la  nevegacion,  puesto 
qoe  asta  no  ha  quedado  prohibida  ni  entrabada. 

No  resulta  tampoco  la  violación  que  se  alega  de  las  garantías  4.^ 
SA  8.*  i  9.*  de  las  consignadas  en  el  artículo  15  de  la  Constitución, 
porque  el  hecho  de  imponer  una  contribución  publica,  no  debe  consi- 
derarse como  violatono  de  la  se^ridad,  la  propiedad  i  la  libertad  en 
ningmio  de  sus  ramos.  Si  así  debiera  considerarse,  no  habria  impuesto 
lÚDgono  permitido, porque  todos  ellos  i^ectan  en  algo  las  mencionadas 
prantáas.  Es  que  estas  se  as^uran  siempre  sin  perjuicio  de  las  facul- 
tades del  Gobierno,  relativas  a  su  sostenimiento,  una  de  las  cuales  es 
la  de  imponer  contribuciones. 

Se  aleffa  también  que  la  disposición  cuya  suspensión  se  solicita,  es 
eontraria  al  derecho  natural,  al  derecho  de  jentes  i  a  la  Ccmstitucion  i 
al  Código  Civil  del  Magdalena.  La  Corte  prescinde  de  entrar  en  consi- 
daraciones  acerca  de  este  punto,  porque  aunque  esa  aleación  resul- 
tara acreditada,  por  ella  no  habna  lugar  a  la  suspensión  solicitada, 
estando  Hmitada  la  facultad  de  la  Corte,  en  esta  materia,  al  caso  en 
qne  la  lei  de  algún  Estado  sea  contraria  a  la  Constitución  o  a  las  leyes 
nadonales. 

Por  estas  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal,  adminís- 
inündo  justicia  en  nombre  de  los  Estados  unidos  de  Colombia  i  por 
antoridad  de  la  lei,  de  c<mformidad  con  el  concepto  del  señor  Proou- 
ndor  nacional,  se  abstiene  de  ejercer,  en  el  presente  caso,  la  atribución 
qoB  le  confiere  él  artículo  72  de  la  Constitución  nacional. 

Dase  cumta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  su  resolución 
ulterior,  i  comuníauese  al  ciudadano  Presidente  del  Estado  del  Mag- 
dalena.—  JOBJE  GüTIÉBBEZ    DE   liABAr-^.  M.    PÉBEZ^JüAN  AOUSTOV 

Ubiooeohba— José  MAsfA  Yiiiamizab  G.— Jil  Colunjb— Fioenfe  Vane* 
90Bf  Secretario. 

Es  copia— El  Secretario  del  Senado»  Enrique  (krtés. 
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Informes  de  la  Coiobion  del  Benadó. 

lEixL    xsee. 

Oiudadanoa  Senadores. 

Hai  ec  el  Estado  soberano  del  Magdalena  nna  lei ''  sobre  impae0« 
tos,"  que  dice  lo  siguiente  en  el  inciso  4.°  del  artículo  1.^: 

''M  impuesto  sobre  la  pesca,  o  sea  el  de  diez  pesos  anuales  por 
cada  bote  que  se  ocupe  en  esta  industria  en  los  lagos  i  ciénagas  del  ESa- 
tado,  los  cuales  se  pagarán  al  acto  de  conceder  la  licencia." 

A  la  Suprema  Corte  de  la  ünion  ocurrieron  varios  ciudadanos 
que,  aunque  vecinos  de  Barránquilla  i  Soledad,  en  el  Estado  soberano 
de  Bolívar,  ejercen  la  industria  de  pescar  en  las  aguas  que  espresa  la 
dísi>osicion  copiada,  pidiendo  la  suspensión  de  sus  efectos,  por  ser  con- 
traria al  derecno  natural,  al  de  jentes,  a  la  Constitución  i  C<fdiffo  CSvil 
del  mismo  Estado  del  Magdalena,  i  a  la  Constitución  nacional  en  el 
inciso  3.  del  artículo  8.^  en  los  incisos  4.^  5.^,  8.°  i  9.^  del  artículo  16 
i  en  el  6.^  del  artículo  17. 

Como  la  Suprema  Corte  no  tiene  facultad  para  suspender  los  actoB 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  I03  Estados,  sino  en  el  único  caso  do 
que  ellos  sean  contrarios  a  la  Constitución  o  a  las  le^es  de  la  Union, 
prescindió,  acertadamente,  de  las  razones  que  los  peticionarios  fondas 
ron  en  los  principios  del  derecho  natural,  en  los  del  de  jentes  i  en  las 
disposiciones  de  la  Constitución  i  del  Código  Civil  del  Estado  del  Mi^- 
dalena,  contra  el  inciso  4.^  del  artículo  1.^  de  la  lei  "  sobre  impuestos  " 
del  mismo  Estado.  I  estimando  que  por  dicho  inciso  no  se  restrinje,  ni 
se  prohibe,  ni  se  entraba  la  navegación  por  las  a^as  a  que  ól  se  refie- 
re, ni  se  violan  las  garantías  individuales  contenidas  en  los  números 
4.^  5.^  8.^  i  9.^  del  artículo  15  de  la  Constitución,  ni  se  uburpa  la  6.* 
de  1^  funciones  reservadas  al  Gobierno  jeneral,  se  abstuvo,  en  su  re- 
solución de  5  del  presente  mes,  de  ejercer  la  facultad  constitucional  da 
suspender  los  efectos  de  dicho  inciso,  i  dispuso  dar  cuenta  al  Senado 
para  que  óste  decida  definitivamente  sobre  su  validez  o  nulidad. 

Cfumple  ahora  la  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos 
délos  Estados  el  deber  que  tiene  de  informaros  sobre  este  asunto,  i  de 
presentaros  el  correspondiente  proyecto  de  resolución ;  i  aunque  habría 
querido  que  ésta  fuese  favorable  a  la  constitucionalidad  de  la  disposi- 
ción reclamada  i  en  consonancia  con  el  concepto  unánime  de  la  Supre* 
ma  Corte  federal,  las  razones  ^ue  pasa  a  esponeros  la  han  deoidido  a 
opinar  de  una  manera  contraria. 

Los  lagos  i  ciénagas  en  que  se  ejerce  la  industria  de  pescar  en  el 
Estado  del  Magdalena,  i  a  los  cuales  se  refieren  los  ciudadanos  que  han 
reclamado  contra  el  impuesto  que  grava  dicha  industria,  son  formados 
por  aguas  del  rio  Mi^daleua  i  por  aguas  del  mar.  Aquel  rio,  desde  su 
orijen  hasta  su  desembocadura,  baña  los  Estados  del  Cauca,  Tolima, 
Cundinamarca,  Santand^,  Antioquia,  Bolívar  i  Magdalena,  por  lo  cual 
la  navegación  de  sus  aguas,  tanto  en  su  curso  prmcipal  como  en  los 
desvíos  que  toman  formando  caños,  lagos  i  ciénagas,  está  sometida  a 
la  jurisdicción  esclusiva  del  Gobierno  jeneral,  i  a  esa  misma  jurisdicción 
corresponden  las  aguas  del  mar  hasta  donde  alcance  el  tiro  de  canon 
desde  nuestras  costas,  i  con  mas  certeza  todavía  las. que  de  algún  modo 
entran  en  el  territorio  de  la  Bepública.  Esto  aentado,^  de  pr^gnatsne : 
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¿tiene  el  Estado  soberano  del  Magdalena  iaotdtad  constitacional  para 
gravar  con  impuestos  la  industria  de  pescar  en  aguas  que  no  están 
sujetas  a  su  jurisdicción  ?  Nó.  Una  de  las  garantías  individuales  que 
loe  colombianos  tienen  aseguradas  es  la  de  la  libertad  de  industria,  sin 
iisorpar  la  industria  de  otro,  ni  la  que  se  reserven  la  Union  i  los  Esta- 
dos como  arbitrios  rentísticos,  i  sin  embalsar  las  vias  de  comunicación ; 
i  como  el  Gobierno  del  Estado  soberano  del  Magdalena  carece  de 
ocultad  para  reservarse  como  arbitrio  rentístico  la  industria  de  pescar 
aa  aguas  que  no  están  sujetas  a  su  jurisdicción ;  i  como  la  Nación,  que 
sí  tiene  esa  jurisdicción,  tampoco  se  ha  reservado  esa  industria  para 
su  sistema  rentístico,  es  evidente  que  el  inciso  4°  del  articulo  1."*  oe  la 
leí  "  sobre  impuestos  "  del  Estado  soberano  del  Magdalena,  de  fecha  6 
de  octubre  de  1866,  es  contrario  al  inciso  9.°  del  artículo  15  de  la  Cons- 
titacion  nacional. 

El  impuesto  en  referencia  restrinje  también  la  navegación  por 
aguas  que  no  han  requerido  canalización  artificial,  por  lo  que  viola  el 
tercero  dejlos  compromisos  a  que  se  han  obligado  los  Estados  por  el 
artículo  8.°  de  la  Constitución,  i  al  mispio  tiempo  usurpa  en  algún 
??^^*  fe^<5i<>n  que  corresponde  al  Gobierno  jeneral  por  el  inciso  6.®, 
^1  Mtículo  17,  para  arreglar  la  navegación  de  los  nos  que,  como  d' 
Magdalena,  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado. 
•      La  navegación  tiene  infinitos  objetos  :  navegamos  para  instruir- 
nos, para  recobrar  la  salud,  para  comerciar,  para  pescar  &a  ;  i  si  una 
leí  grava  el  objeto  a  que  la  nav^acion  se  contrae,  grava  la  navegación 
nuama.  Esto  es  mas  claro  cuando  para  gravar  la  industria  de  pescar 
■e  toma  por  base  del  impuesto  el  vehículo  que  es  indispensable  para 
trasladarBe  al  lugar  de  la  pesca,  para  arrojar  lias  redes  i  para  recojer  los 
peces,  como  sucede  respecto  de  la  citada  lei  del  Estado  del  Magdalena. 

La  navegación,  en  cualquier  sentido  í  para  cualquier  objeto,  de 
loe  nos  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  es  uno  de  los 
asuntos  delegados  al  Gobierno  leneral.  I  como  ya  queda  demostrado 
el  gravamen  que  se  deriva  para  la  navegación  del  impuesto  que  deben 
pagar  las  embarcaciones  que  se  dediquen  a  la  industria  de  pescar  en  los 
lagos  i  ciénagas  que  forman  en  el  Estado  del  Magdalena  las  a^as  del 
inar  i  del  rio  de  aquel  nombre,  es  también  evidente  que  la  leí  que  tal 
mpuesto  establece,  consagra  en  ese  punto  una  clara  usurpación  de  una 
fanoKHi  que  corresponde  al  Gk>biemo  ieneral. 

lernas  de  lo  espuesto  hasta  aquí,  si  contempláis,  ciudadanos  Se- 
nadores, que  el  impuesto  de  que  se  trata  se  saca  a  remate,  que  es  in- 
dispensable obtener  la  respectiva  licencia  i  pagar  anticipadamente  el 
impuesto  por  un  año  para  ejercer  la  industria  de  pescar,  i  si  tenéis  en 
fX>nsíderaoion  a  cuánto  puede  conducir  el  interés  del  rematador,  com- 
prendereis los  embarazos,  las  ezijencias  indebidas  i  todos  los  demás 
peiijmcios  a  que  quedarían  sujetos  los  que  naveguen  por  los  lagos  i 
«ónagas  espresados  en  el  inciso  4''  del  artículo  I.""  de  la  lei  de  impues- 
tos del  Estado  del  Magdalena. 

Por  estas  consideraciones,  la  comisión  os  propone  el  siguiente 
proyecto  de 

besolucion: 
£1  Senado  de  Plenipotenciaiios,  en  ejeroído  de  la  atribución  6.^ 
del  artícub  51  de  la  Oonetitudon  nacional,  declara  nnlo  d  inciso  4J^ 
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del  artícolo  1.^  de  la  lei  "  sobre  impuestos/'  del  Estado  soberano  del 

Magdalena,  de  fecha  5  de  octubre  de  1866,  por  ser  contrario  al  inciso 
3.°  del  artículo  8.%  al  9.**  del  artículo  15  i  al  6.^  del  artículo  17  de  la 
citada  Constitución. 

Bogotá,  mayo  28  de  1868. 

Ciudadanos  Senadores. 

Estanislao  Silva — ^Aktonio  (Jonzalkz  Cabazo— J.  Salgar — Mi- 
guelYelazoo  lYiLAZco— Jacobo  Sánchez. 


Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios, 

Varios  ciudadanos  de  Sitio-nuevo  ocurrieron  ante  la  Corte  Supre- 
ma solicitando  la  suspensión  del  inciso  4.  ,  artículo  1.^  de  la  lei  del  as- 
tado soberano  del  Magdalena  "  sobre  impuestos  " ;  i  la  Corte,  estiman- 
do resuelta  esta  petición  con  la  providencia  dictada  por  consecuencia 
de  otra  solicitud  igual  diríjida  por  varios  vecinos  de  Barranquilla  i  So- 
ledad, dispuso  qae  se  estuviese  a  lo  entonces  resuelto  i  que  se  os 
pasase  el  espediente. 

En  efecto,  con  fecha  6  de  mayo  de  1868  se  dio  la  resolución  a  que 
se  hace  i-eferenoia,  como  se  ve  en  el  '^  Diario  Oficial "  de  6  de  junio, 
número  124S.  De  esta  resolución  i  de  la  solicitud  que  la  motivó,  os 
ocupasteis  el  aíío  anterior ;  i  aunqae  la  comisión  de  inspección  de  actos 
lejislativos  de  los  Estados  os  propuso  que  anulaseis  el  mencionado 
inciso  4.»  del  ai*tículo  1.°  de  la  lei  citada,  que  es  el  mismo  de  que  al 
presente  se  trata,  no  aprobasteis  lo  propuesto  por  la  comisión,  por  no 
estimar  que  dicho  inciso  ofenda  ninguna  disposición  constitucional, 
como  aparece  del  mismo  *'  Diario  Oficial "  citado. 

La  nueva  solicitud  se  estiende  a  que  anuléis  el  inciso  4.^,  '^  Esta- 
do B,*'  anexo  a  la  lei  de  31  de  diciembre  de  1867  "  sobre  presupuesto 
de  rentas  i  gastos  para  el  afio  de  1868,"  que  entre  las  rentas  computa 
el  "derecho  de  pesca,"  que  estima  en  dos  mil  pesos  ;  pero  como  esta 
lei  no  impone  la  contiribucion,  sino  que  la  computa  entre  las  rentas  por 
estar  sancionada  por  la  de  o  de  octubre  de  1866,  que  no  anulasteis,  es 
claro  que  no  tiene  por  qué  ser  considei^a  i  menos  anulada. 

Por  lo  espuesto,  vuestras  comisiones  os  proponen  que  resolvaiB : 

Respecto  a  la  lei  del  Estado  soberano  del  Mi^alena,  de  6  de  oc- 
tubre de  1866,  "  sobre  impuestos,"  estese  a  lo  resuelto  por  el  Senado  ^en 
2  de  junio  del  año  anterior ;  i  en  caanto  al  inciso  4.^  del  cuadro  B, 
anexo  a  la  lei  del  mismo  Estado  de  31  de  diciembre  de  1867,  "sobre 
presupuesto  de  rentas  i  gastos  para  el  ano  de  1868,"  se  abstiene  de 
ejercer  la  facultad  que  le  confine  el  inciso  5.  ,  artículo  61  de  la  Consti- 
tución de  la  ünion,  por  no  ser  contraria  a  esta  Constitución. 

Comuniqúese  i  publíquese,  devolviéndose  el  espediente  a  la  Oofte 
Suprema. 

Bogotá,  febrero  12  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores* 

loNAGio  OspiNá— Toma»  E.  Absllo— Leoncio  Fsbbuh-J.  SXnchez. 
J.  Sazmb. 


QodadanoB  Sexiadores- 

En  yaesiaras  sesiones  del  año  dltímo  tomasteis  en  consideración  nna 
fldicitud  qne  varios  vecinos  de  Barranqoilla  i  Soledad,  en  el  Estado  de 
Bolívar,  elevaron  a  la  Suprema  Oorte  de  la  ünion,  pidiendo  la  suspen- 
sión del  inciso  4.^  del  artículo  1.°  de  la  lei  del  Estado  del  Magdalenai 
sobre  imj>uestos,  de  6  de  octubre  de  1866,  cayo  citado  inciso  cuce  asi : 

^  El  impuesto  sobre  la  pesca,  o  sea  el  de  diez  pesos  anuales  por 
eada  boto  que  se  ocupe  en  esta  industria  en  los  lagos  i  ciénagas  del 
Estado,  los  cuales  se  pagarán  al  acto  de  conceder  la  licencia." 

Examinada  por  aquel  Supremo  Tribunal  la  referida  solicitud,  dic- 
tó respecto  de  ella,  en  6  de  mayo  de  1868,  la  siguiente  resolución : 

'' ror  estas  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal,  adminis- 
bando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por 
autoridad  de  la  lei,  de  conformidad  con  el  concepto  del  señor  Procura- 
dor nacional,  se  abstiene  de  ejercer,  en  el  presento  caso,  la  atribución 
que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional.  Dése  cuenta 
d  Senado  de  Plenipotonciarios  para  su  resolución  ulterior,  i  comuni- 
qúese al  ciudadano  Presidente  del  Estado  del  Magdalena." 

En  virtod  de  tal  resolución,  i  para  los  efectos  que  ella  indica,  vino 
a  vuestro  conocimiento  el  asunto.  Pasado  éste  a  la  comisión  de  ins- 
pección de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  se  os  propuso  por  ella  el 
proyecto  de  resolución  que  sigue : 

^'£1  Senado*  de  Plenipotonciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.* 
I  del  artícido  61  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulo  el  inciso  4.^ 
del  articulo  1.^  de  la  lei  "  sobre  impuestos,"  del  Estado  soberano  del 
magdalena,  de  fecha  5  de  octubre  de  1866,  por  ser  contrario  al  inciso 
r  del  artículo  8.°,  al  9.^  del  artículo  15  i  Á  6.°  del  artículo  17  de  la 
citada  Constitución." 

Discutido  en  2.^  debate  en  vuestra  sesión  de  2  de  junio  de  dicho 
aio>  resultó  negado. 

Así  las  cosas,  tuvo  la  misma  Suprema  Corte  que  ocuparse  poste- 
riormente^ de  otro  memorial  idéntico  al  de  ^ue  ya  se  os  ha  hablado,  que 
le  fué  dirnido  por  varios  vecinos  del  distrito  de  Sitio-nuevo,  en  el  Es- 
tado del  Magdalena,  solicitando  la  suspensión  del  mismo  caso  4.^  del 
artículo  1.^  de  la  lei  ya  mencionada,  i  tembien  la  del  inciso  4.^  del 
"cuadro  B,"  anexo  a  la  loi  del  mismo  Estedo  del  Magdalena,  de  31  de 
diciembre  de  1867,  sobre  presupuesto  de  rentas  i  gastos  para  el  año 
de  1868,  al  cual  recayó,  en  20  de  junio  del  mismo  año,  la  siguiento 
resolución : 

"Como  este  punto  está  ya  resuelto  a  propósito  de  una  solicitad 
kual  que  elevaron  a  esto  despacho  varios  v^inos  de  Barranq[uilla  i 
Soledad,  en  el  Estedo  de  BoHvar,  la  Corte  Suprema  federal  dispone 
que  se  esté  a  lo  resuelto  en  la  solicitud  últimamente  citada.  Comuní- 
fieee  al  Presidente  del  Magdalena,  i  dése  cuente  al  Senado  de  Pleni* 
poiencdarios  en  su  primera  reunión." 

Bien:  habiéndoos  ocupado  de  este  nueva  solicitud,  se  os  propuso 
por  la  comisión  respectiva  lo  siguiente : 

^  Bespecto  a  la  lei  del  Estado  soberano  del  Magdalena,  de  5  de 
ootabre  de  1866,  sobre  impuestos,  estése  a  lo  resuelto  por  el  Senado  en 
2  d«  junio  del  imo  anterior ;  i  en  cuanto  al  inciso  4.^  del  cuadro  B, 

80 
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anexo  a  la  leí  del  midmo  Estado,  de  31  de  diciembre  de  ISGT,  sobce 
presupuesto  de  rentas  i  gastos  para  el  año  de  1868,  se  abstiene  de  ejer- 
cer la  facultad  que  le  confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitu* 
oion  de  la  ünion,  por  no  ser  contraria  a  esta  Constitución.  Comuniqúese 
i  publíquese,  devolviéndose  el  espediente  a  la  Corte  Suprema." 

Discutiéndose  esta  resolución  en  vuestra  sesión  de  15  del  pasada 
febrero^  se  acordó  suspender  su  consideración  i  pasar  el  espediente  a 
nna  comisión  especial  para  que  formulase  un  nuevo  informe.  Cumplien- 
do con  este  deber,  vuestra  comisión  ha  creido  conveniente  haceros, 
como  lo  ha  hecho,  una  reseña  de  todo  lo  ocurrido  sobre  el  particnliur« 
a  fin  de  llegar  sin  tropiezo  al  objeto  de  vuestro  propósito. 

Como  nabreis  observado,  la  comisión  que  conoció  antes  de  este 
asunto,  partió  de  un  principio  falso  al  creer  que  sobre  él  habia  recaído 
una  resolución  directa  i  terminante,  cuando  no  ha  habido  otra  cosa 
que  el  espresar  el  Senado  su  opinión  por  medio  de  un  acto  o  hecho  ne- 
gativo, cual  lo  fué  la  improbación  dada  al  proyecto  de  resolución  de 
que  os  ocupasteis  en  vuestra  sesión  del  2  de  junio  del  año  anterior. 

Con  el  fin,  pues,  de  subsanar  la  falta  observada,  i  con  el  de  que  se 
cumpla  lo  dispuesto  en  el  artículo  102  del  reglamento,  vuestra  comisian 
actual  somete  a  vuestra  consideración  el  siguiente  proyecto  de. 

BESOLÜCIOK: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  5.*  de  sus  atribucio- 
nes constitucionales,  declara  válidos  el  inciso  4.^  del  artículo  1.^  de  la 
lei  "  sobre  impuestos,"  de  5  de  octubre  de  1866,  i  el  inciso,  también  4.**, 
del  "  cuadro  B,"  anexo  a  la  lei  de  31  de  diciembre  de  1867,  sobre  pre- 
supuesto de  rentas  i  gastos  para  el  año  de  1868,  ambas  del  Estado  del 
Magdalena,  por  no  ser  contrarias  dichas  disposiciones  a  la  Constitución 
de  la  Bepúbtica.  Comuní(][uese  i  publíquese,  i  devuélvase  el  espediente 
a  la  Corte  Suprema,  haciéndose  constar  que  los  antecedentes  relacio- 
nados con  este  asunto  se  encuentran  publicados  en  el "  Piario  Oficial  '** 
número  1248. 

Bogotá,  marzo  8  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores.  Dionisio  Faoio. 


LX 

f  ALiI0£Z  de  la  lei   del  JBstado  de  Cnndinamarca,  de  1,0  de 
ayoste  de  186§,  sobre  administración  de  los  cementerios. 


ACUEBDO  DE  LA  SüPBEUA  CoKp:. 
i  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  veintidós  de  enero  de  mil  ^ochocientos  sesenta  i  nneye. 

El  señor  Arzobispo  de  Bogotá,  por  memorial  dirijido  a  esta  Corte 
con  fecha  treinta  i  uno  de  agosto  del  año  próximo  pasado,  solicita  que 
ella,  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la 
Constitución  federal,  suspenda  la  ejecución  de  una  lei  del  Estado  de 
Cundinamarca,  "  sobre  administración  de  los  cementerios/'  sanciona* 
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éh  él  dia  diez  del  mismo  mes ;  i  el  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Nación,  a  qaien  se  dio  en  vista  el  espresado  memorial,  coadyuva 
tal  solicitud,  pidiendo  la  suspensión  del  primero  de  los  dos  artículos 
de  que'  esa  leí  consta.  / 

Esos  artículos  dicen  así  : 

'*  Art.  1.^  La  administración  de  los  cementerios,  como  objeto  de 
Ik  policía  especial  de  cada  distrito,  corresponde  a  las  corporaciones 
municipales. 

"  Art.  2.''  Se  derogan  los  artículos  415,  416  i  417  del  Código  de 
PoKcía." 

Los  artículos  que  se  declaran  derogados  por  el  segundo  de  los 
que  acaban  de  ser  insertos,  dicen  : 

"  Art.  415.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  po- 
drán sepultarse  los  cadáveres  de  las  monjas  en  bóvedas  construidas  en 
laa  huertas  de  los  respectivos  monasteifbs,  siempre  que  las  bóvedas  se 
construyan  de  modo  que  no  haya  lugar  a  la  infección. 

"Art.  416.  Los  cementerios  son  de  cargo  de  las  respectivas  con- 
gregaciones relijiosas,  i  a  ninguna  podrá  obligarse  a  dar  sepultura  en 
BU  cementerio  a  un  cadáver,  cuando  esto  sea  contrario  a  sus  respectivos 
estatutos. 

"Art.  417.  Cuando  muera  en  un  distrito  un  individuo  cuyo  cadá- 
ver no  pueda  ser  sepultado  en  el  cementerio  o  en  alguno  de  los  cemen- 
terios de  las  congregaciones  relijiosas  que  existan  en  ól,  el  Jefe  de 
policía  del  distrito  determinará  el  lugar  en  que  deba  hacerse  la  inhu- 
mación, si  de  antemano  no  se  hubiere  señalado  por  la  Corporación 
Municipal  un  cementerio  especial  para  los  cadáveres  de  los  individuos 
(pie  se  hallen  en  este  caso." 

El  articulo  a  ^ue  se  refiere  el-  primero  de  estos  tres,  es  como  si^e : 

"  Art.  414.  Nmgun  cadáver  podrá  inhumarse  dentro  del  recmto 
de  una  población. 

"  Iá  inhumación  délos  cadáveres  se  hará  en  cementerios  estableci- 
dos o  que  se  establezcan  fuera  de  las  poblaciones.  Cuando  esto  no 
podJa  verificarse,  se  hará  en  lugares  retirados  de  las  mismas  poblacio- 
nes, con  las  precauciones  necesarias  para  que  los  cadáveres  no  sean 
deseoterrados." 

El  señor  Arzobispo  considera  "  que  dicha  lei  és  contraria  a  la  na- 
cional de  14  de  mayo  de  1855,  que  concede  a  las  comuniones  relijiosas 
la  nropiedad  de  los  cementerios  ;  contraria  al  inciso  5.®  del  artículo  15 
déla  Constitución,  que  garantiza  esa  propiedad ;  i,  últimamente,  contra- 
ria al  inciso  16  del  mismo  articulo  15,  que  garantiza  la  libre  profesión  de 
mía  reüjion  cualquiera  ";  i  el  señor  Procurador  considera  que  el  ar- 
tfcak)  1.^  de  la  misma  lei  es  contrario  a  los  mismos  dos  espresados  in- 
cisos constitucionales. 

Tales  incisos,  con  la  parte  principal  del  artículo  a  que  correspon- 
den, dicen  textualmente : 

"Artículo  15.  Es  base  esencial  e  invariable  de  la  Union  entre  los 
Estados  el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gk>biemo  jene- 
lali  de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  dere- 
chos individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los 
Sfiiados  unidos  de  Colombia,  a  saber  : 

^5.^  La  propiedad;  nopudiendo  ser  privados  de  ella  siao  por 
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pena  aooniribndon  jeneral,  éon  «iredo  a  las  leyes,  o  cuando  asilo 
exija  \m  grave  motivo  de  necesidad  publica,  jadiciabnente  declarado  i 
previa  indemnización. 

"  16.  La  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cualquiera  relijion^ 
con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  na- 
cional, o  (}ue  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  púbUca." 

La  citada  lei  de  lá  de  mayo  de  1866  contiene  la  disposición 
siguiente: 

"  Art.  3*^  Los  cementerios  reconocidos  como  de  la  comunión 
católica,  i  bendecidos  por  sus  ritos,  serán  de  la  esclusiva  pertenencia 
de  esa  comunión,  para  la  inhumación  de  sus  cadáveres ;  pero  si  tales 
cementerios  hubieren  sido  construidos  con  la  concurrencia  de  las  ren- 
tas municipales  de  algún  distrito,  éstas  tendrán  derecho  a, ser  indemni- 
zadas, en  la  parte  respectiva,  por  las  rentas  de  aquella  comunión 
relijioea. 

"  Parágrafo.  Esta  disposición  es  estensiva  a  los  cementerios  da 
cualquiera  secta  o  asociación  relijiosa." 

Para  establecer  los  fundamentos  de  la  decisión  que  ha  de  dictar, 
la  Corte  tiene  que  examinar  estas  cuestiones : 

1.^  La  lei  cuya  suspensión  se  pide,  o,  mas  bien,  su  artículo  1.^, 
¿desconoce  en  las  comuniones  relijiosas  el  derecho  de  poseer  cemente- 
rios, i,  de  consiguiente,  las  priva  de  la  propiedad  que  les  reconoció  u 
otorgó^ el  artículo  3.°  de  la  lei  de  14  de  mayo  de  1856? 

2.*  ¿Ha  podido  la  Asamblea  Lejislativa  de  Gundinamarca,  obran- 
do dentro  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  espedir  la  disposición 
contenida  en  dicho  artículo  1.**  ? 

La  primera  de  tales  cuestiones  queda  resuelta  con  solo  la  lectura 
del  artículo  que  la  motiva.  La  administración  de  una  cosa,  como  dice 
el  señor  Procurador,  es  parte  integrante  del  derecho  de  propiedad,  i 
no  puede  despojarse  de  ella  al  dueño  sin  despojajrle  también  de  ese 
derecho.  En  efecto,  propiedad  o  dominio  es  el  derecho  que  se  tiene  en 
nna  cosa  para  gozar  i  disponer  de  ella  libremente,  no  causando  daño 
a  derecho  ajeno-;  i  es  claro  que  si  al  dueño  de  esa  cosa  se^  le  priva  de 
la  facultad  de  administrarla,  no  puede  decirse  que  ól  goza  i  dimone  de 
ella  con  libertad.  Si  pues  el  referido  artículo  1.®  declara,  como  lo  hace, 
que  la  administración  de  todos  los  cementerios  corresponde  a  las  cor- 
poraciones municipales,  es  evidente  que  desconoce  en  las  comuniones 
relijiosas  el  derecno  de  tenerlos,  i  que  les  quita  desde  luego,  en  parte, 
la  propiedad  que  les  reconoció  u  otoi^ó  la  citada  lei  de  cincuenta  i  cinco. 

Para  resolver  la  segunda  cuestión  hai  que  examinar  previamente 
esta  otra : 

¿^Hace  parte  del  derecho  de  profesar  una  relijion  cualquiera,  el 
de  que  los  respectivos  relijionarios  puedan  tener  un  lugar  destinado  a 
la  sepultura  desús  cadáveres,  con  separación  de  los  individuos  no 
pertenecientes  a  la  misma  comunión  reujiosa? 

Cuestión  es  esta  que  la  Corte  no  puede  resolver  atenióndose  a  lei 
alguna,  porque  en  la  materia  no  la  hai ;  mas,  sí  puede  resolverla  aten- 
diendo a  la  práctica  de  las  naciones  civilizadas.  Según  lo  que  en  ellas 
se  observa  a  este  respecto,  reconócese  en  dichas  comuniones  el  derecho 
de  tener  cementerios  propios,  como  lugares  bendecidos  por  sus  ritc^s. 
Esto  demuestra  que  ese  derecho  se  considera  inherente  af  del  ejercicio 
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d»  la  VQS^eotiva  reliíion,  aunque  por  él  tales  establecimientos  no  están 
inénoB  snjetos  que  los  otros  de  sa  jenero  a  los  reglamentos  de  policía 

S)  acerca  de  todos  ellos  exijan  los  intereses  jenerales  de  la  sociedad, 
lei»  pnes,  que  desconoce  el  un  derecho,  ataca  el  otro  y  i  mirando 
bajo  esta  luz  el  referido  artículo  1.^  de  la  lei  del  Estado  de  Oundina- 
marca,  debe  decirse  que  su  Asamblea,  al  espedirlo,  no  obró  dentro  de 
3a  esfera  de  acción,  limitada  en  este  asunto  por  el  inciso  16,  artículo 
16  de  la  Constitución  de  la  Bepública. 

Ademas  de  lo  que  se  acaba  de  esponer,  hai  que  considerar  también 
dicho  artículo  1.^  como  contrario  al  inciso  5.°  del  citado  artículo  15  de 
la  Constitución  federal ;  pues,  según  se  ha  demostrado,  el  primero  de 
estos  artículos  priya  pavcialmente  a  laS  comuniones  relijiosas  de  la 

Íropiedad  que  les  otorgó  el  3.^  de  la  lei  nacional  de  14  de  mayo  de 
855,  como  que,  aun  en  el  supuesto  de  qiie  esta  lei  hubiese  quedado 
yirtualmente  derogada  desde  el  establecimiento  del  sistema  federal  en 
la  Bepública,  por  ser  de  la  competencia  de  los  Estados  el  negociado  a 
que  se  contrae,  no  por  eso  habría  caducado  el  derecho  otoi^ado  por 
día.  Si,  por  otra  parte,  tal  lei  no  fuó  o  no  es  constitucional,  a  la  Corte 
no  le  toca  decidirlo.  Podría  decirse  qué,  correspondiendo  a  los  Estados, 
como  asunto  propio  de  su  lejislacion  civil,  la  reglamentación  del  ejer- 
düio  del  derecho  de  propiedad,  con  las  limitaciones  que  a  bien  tengan, 
la  Asamblea  de  Cundinamarca  ha  podido  restrinjir  ese  ejercicio  en  lo 
relativo  a  los  cementerios,  declarando  que  ellos  no  son  objeto  de  la 
propiedad  privada,  así  como  en  otro  tiempo  no  lo  fueron  las  armas  i 
las  municiones  de  guerra ;  pero  ni  el  principio  ni  la  consecuencia  son 
exactos  sino  hasta  cierto  punto.  Si  no  hubiera  de  por  medio  otro  de- 
recho, sin  duda  que  la  espresada  restricción  podría  tener  lugar  en  toda 
su  latitud,  porque  la  potestad  para  establecerla  existiría  del  mismo 
modo ;  mas  habióndolo,  esa  potestad,  i  a  su  turno  el  eíercicio  de  ella> 
tienen  im  límite  donde  aquel  derecho  comienza.  El  derecho  que  hai 
de  ñor  medio  no  es  otro  que  el  de  la  profesión  pública  o  privada  de 
cualquiera  reiijion,  al  cual  se  considera  inherente  el  de  poseer  cemen- 
terios. Así  como,  halUmdose  en  vigor  el  inciso  15,  articulo  15  de  la 
Oonstitucion  federal,  no  podrían  los  Estados  declarar  que  las  armas  i 
las  municiones  de  guerra  no  son  objeto  de  la  propiedad  privada,  tam- 
poco pueden  hacer  una  declaración  semejante  respecto  de  ios  cemen- 
terios, en  cuanto  ella  comprenda  a  las  comuniones  relijiosas,  mientras 
subsista  el  inciso  16  del  mismo  artículo.  I  aun  abrogados  uno  i  otro,  la 
lei  que  declarase  inhábiles  a  las  comuniones  relijiosas  para  poseer  ce- 
menterios, como  la  que  declarase  a  los  individuos  en  jeneral  inhábiles 
para  poseer  armas  i  municiones,  tendrían  que  conceder  indemnización, 
por  el  valor  de  los  cementerios  i  de  las  armas  i  municiones  que  a  la 
sazón  tuviesen  los  espropiados,  para  no  infrínjir  el  inciso  5.^  del  mismo 
artículo  constitucional. 

Quizás  se  diga  también  que  las  comuniones  relijiosas  no  pueden 
tener  cementerios,  atendida  la  letra  del  artículo  6.^  de  la  Constitución 
de  la  Bepública,  según  el  cual  "  los  Estados  convienen  en  consi^ar 
•n  sos  constituciones  i  en  su  lejislacion  civil  el  principio  de  incapacidad 
en  las  comunidades,  corporaciones,  asociaciones  i  entidades  relijiosas, 

Ka  adquirir  bienes  raíces  ";  pero  esta  disposición  o  regla,  tan  abso- 
^  como  se  halla  consagrada,  tiene,  sinembargo,  alguna  escepcion,  i 
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no  podría  menos  de  tenerla,  para  poder  estar  en  armonía  con  otra  u' 
otras  disposiciones  del  mismo  código.  En  esa  misma  Constitución  en 
que  se  estipula,  en  términos  tan  absolutos,  la  consagración  del  referido 
principio,  se  estipula  también,  como  base  esencial  e  invariable  de  la 
Union  entre  los  Estados,  el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del 
Gobierno  jeneral  i  de  los  de  ellos,  de  la  profesión  libre,  púbhca  o  pri- 
vada, de  cualquiera  relijion  ;  i  no  puede  concebirse  el  ejercicio  de  este 
derecho  sin  templos  u  otros  lugares  destinados  al  respectivo  coito 

Eúblico  o  privado.  Luego  las  comuniones  relijiosas  sí  pueden  adquirir 
ienes  raíces,  siempre  que  éstos  sean,  por  su  naturaleza,  de  los  indis* 
pensables  para  el  ejercicio  del  respectivo  culto.  Si  se  considera,  pues, 
talos  a  los  cementerios,  las  comuniones  relijiosas  pueden  tenerlos  i 
adquirirlos. 

De  lo  que  precede  se  sigue  que,  en  concepto  de  la  Corte,  hai  losar 
a  la  suspensión,  aunque  no  absoluta,  del  artículo  1.*^  de  la  lei  "  sobre 
administración  de  los  cementerios,"  espedida  por  la  Asamblea  Lejisla- 
tiva  del  Estado  de  Cundinamarca.  Mas  no  cree  lo  mismo  la  Corte  en 
cuanto  al  2."  La  derogación  que  por  éste  se  hace  de  los  artículos  415, 
416  i  417  del  Código  de  Policía,  no  envuelve  violación  de  lei  alguna 
nacional,  ni  de  la  Constitución  de  la  ünion.  La  del  415,  mas  que  on 
verdadero  acto  lejislativo,  es  la  supresión  de  una  disposición  ya  sin 
objeto,  supuesto  que  los  conventos  de  monjas,  como  todas  las  comuni- 
dades relijiosas,  se  hallan  estinguidos  en  la  Bepública;  i  cuando  eso 
no  fuera,  seria  un  mero  acto  de  policía  de  salubridad,  que  estaria  den- 
tro de  la  esfera  de  acción  de  la  Asamblea  que  lo  ha  decretado.  De  la 
del  416  no  habrá  de  ser  consecuencia,  suspendiéndose  el  artículo  1.^ 
de  la  lei  reclamada,  que  los  cementerios  de  las  comuniones  relijiosas 
no  estén  a  carso  de  ellas  mismas,  ni  que  se  las  obligue  a  dar  sepultara 
en  ellos  a  cadáveres  que  ellas  no  puedan  o  no  quieran  admitir.  I 
exactamente  lo  último  cabe  decir  también  de  la  del  417. 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal,  on  ejercicio  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  de  la  ünion,  resuelve : 

Suspéndese  la  ejecución  del  artículo  1.^  de  la  lei  del  Estado  de 
Cundinamarca,  ^' sobre  administración  de  los  cementerios,"  sancionada 
el  10  de  agosto  de  1868,  en  cuanto  ese  artículo  desconoce  en  las  comu- 
niones relijiosas  el  derecho  de  tener  establecimientos  de  aquel  nombre, 
i  en  cuanto  las  priva,  en  paite,  de  la  propiedad  que  les  otorgó  el  artí- 
culo 3.^  de  la  lei  nacional  de  14  de  mayo  de  1855,  "  sobre  libertad 
relijiosa." 

Publíquese  esta  resolución  en  el  "  Diario  Oficial,"  envíese  en  copia 
al  Presidente  de  dicho  Estado,  déjese,  en  copia  también,  en  el  archivo 
de  la  Corte,  i  remítase  el  espediente  orijínal  al  Senado  de  la  Union, 
para  los  efectos  de  la  última  parte  del  artículo  72  de  la  Constitución 
nacional. 

J.  M.  Pérez— -JiL  Colunje — José  MABfA  Villímizab  G. — Carlos 
M.  Pérez,  Secretario. 


Opinión  de  los  señores  Majlstrados  Uriooecliea  i  MuriUo. 
Pedida  por  el  señor  Arzobispo  de  Santafé  de  Bogotá,  i  por  el  Pro» 
curador  nacional,  la  suspensión  de  la  lei  espedida  el  10  de  agosto  «Ití- 
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QO  por  la  Asamblea  Lejislativa  ael  Estado  de  Candinamarca,  sobre 
adDunistracion  de  los  cementerios,  nuestro  voto  ha  sido  contrario  a 
dicha  suspensión,  separándonos  con  pena  de  la  opinión  adoptada  por 
k  maToria  de  la  Oorte.  En  consecuencia,  vamos  a  consignar  aquí  las 
OQ&fiideraciones  que  han  determinado  nuestro  voto. 

La  primera  i  fundamental  consiste  en  el  respeto  que,  por  nuestra 
confianza  i  devoción  al  sistema  político  desarrollado  en  la  Constitución, 
tenemos  por  el  poder  soberano  de  los  Estados.  La  dicha  Constitución, 
dücada  sobre  el  gran  principio  de  la  autonomía  seccional,  o  sea  del 
reconocimiento  de  la  capacidad  o  aptitud  de  los  Estados  para  gober- 
narse, inculca  en  casi  todas  las  disposiciones  el  respeto  a  esa  sobera- 
nía;  i  si  el  anhelo  de  que  en  toda  la  estension  del  territorio  que  debe 
cubrir  la  bandera  nacional  se  divise  una  misma  fisonomía  moral,  o  la 
semejanza  que  deben  dar  influencias  políticas  idénticas,  aconsejó  la 
oansignacion  de  los  derechos  inmanentes  del  individuo,  haciendo  de  su 
especificación  la  base  del  derecho  civil  en  los. Estados,  se  hizo  con  tal 
medida  que,  dando  a  la  Corte  federal  la  facultad  de  suspender  los  actos 
lejislaüvos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  denunciados  como  contra- 
rios a  la  Constitución  o  a  las  leyes  de  la  Union,  exijió  que  para  decre- 
tada concurriese  el  voto  unánime  de  los  miembros  de  la  Corto,'  califi- 
cando de  evidentemente  fuera  de  la  jurisdicción  de  las  Asambleas  el  acto 
de  cuva  suspensión  se  trate,  i  quedando  todavía  dicha  suspensión,  en 
caso  de  decretarse,  sujeta  al  ulterior  examen  i  voto  del  Senado  de  Ple- 
nipotenciarios. Así  que  el  ejercicio  de  esta  facultad  debe  hacerse  con 
escrupulosidad,  sin  que  el  majistrado  pueda  permitirse,  ni  por  los  mas 
jenerosos  propósitos,  sobreponer  sus  propias  opiniones  a  las  que  hayan 
triunfado  en  las  Asambleas.  Sin  esto,  esta  facultad  podria  herir  la 
autonomía  seccional,  desquiciar  el  sistema  i  dejenerar  en  una  tutela 

Sie  quitarla  a  la  lejislacion  de  los  Estados  la  elevación  que  debe  tener, 
e  flJií  viene  (jue  nosotros,  para  decidirnos  a  votar  por  la  suspensión 
de  un  acto  lejislativo  de  los  Estados,  pidamos  a  nuestro  entendimiento 
mía  luz  completa,  evidencia  total  de  que  el  acto  sale  de  la  esfera  de 
acción  del  Estado,  i  sin  perder  de  vista  que  ese  canapo  de  acción  está 
descrito  con  la  jeneralidad  que  sigue  (artículo  16) :  "  Todos  los  asuntos 
de  gobierno  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados  espresa,  especial 
i  churamente  al  Gobierno  jeneral,  son  de  la  esclusiva  competencia  de 
loe  mismos  Estados." 

Partiendo'  de  esta  apreciación  del  deber,  i  resueltos  a  no  separar- 
nos de  su  severo  cumplimiento,  aun  cuando  se  trate  de  disposiciones 
que  ofendan  doctrinas  de  nuestra  devoción  especial,  por  no  ser  menor 
la  que  profesamos  a  las  libertades  locales,  necesitaríamos  una  demos- 
tración completa  de  que  la  lei  «obre  administración  de  los  cementerios 
de  la  Asamblea  de  Cundinamarca,  traspasa  el  poder  del  Estado  en  la 
materia,  para  que  nos  decidiésemos  a  votar  por  su  suspensión ;  empe- 
lo, lejos  de  esa  evidencia,  hallamos  poderosas  consideraciones  en  justi- 
ficación de  la  potestad  con  que  ha  obrado  dicha  Asamblea. 

Ella  dijo  simplemente  en  el  artículo  de  la  lei  cuya  suspensión  se 
pide :  "  Lá  administración  de  los  cementerios,  como  objeto  de  la  poli- 
cía especial  de  cada  distrito,  corresponde  a  las  corporaciones  munici- 
pales. '  En  nada  se  refirió  al  derecho  de  propiedad  que  individuos 
ptttíicukures  o  comumdades  pudieran^  tener  en  determinados  terrenos 
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donde  hasta  entonces  se  hubiesen  inhmnado  cadáveres :  no  resolvió 
ningan  punto^  de  hecho ;  no  hizo  aplicación  de  la  doctrina :  apenas  pro- 
clamó o  sancionó  un  principio  incontestable  de  administración  pubuca, 
á  saber,  que  la  inhumación  de  los  cadáveres  debe  verificarse  conforme 
a  las  reglas  qua  dicte  el  poder  público,  ya  para  impedir  que  se  entierro 
precipitadamente  alguno,  ya  para  que,  en  todo  caso,  se  dá  sepultura 
a  los  cadáveres  i  no  queden  las  poblaciones  espuestas  a  inacción, 
porque  se  la  rehuse  a  algunos ;  ya  también  para  que  no  se  abran  in- 
consultamente las  sepulturas,  i  ya  para  hacer  respetar  los  restos. 

Si  en  la  ejecución  de  esa  leí  se  adoptare  algún  procedimiento  que 
viole  el  derecho  privado,  habrá  lugar  a  la  acción  correspondiente  ante 
los  tribunales  del  Estado;  mas,  no  es  dado  sentar  a  pnori  que  la  sim- 
ple consagración  de  esta  doctrina  sea  una  conculcación  del  derecho  de 
Sropiedad  que  se  dice  tiene  alguien  a  ciertos  cementerios  por  una  leí 
e  1855,  espedida  antes  de  la  adopción  del  sistema  federal,  es  decir, 
cuando  el  asunto  de  gobierno  "  inhumación  de  cadáveres,  o  cemente- 
rios," correspondía  al  Gobierno  nacional. 

Pues  que  la  materia  es  de  tanta  trascendencia,  i  que  este  punto 
ha  surjido  del  principio  de  la  emancipación  de  la  Iglesia  del  Estado, 
sm  estar  todavía  claramente  resuelto,  i  pues  que  nuestras  opiniones 
difieren  totalmente  sobre  él,  de  las  mui  respetables  de  los  tres  Majis- 
trados  en  mayoría,  de  la  del  señor  Procurador  nacional  i  de  la  del  senór 
Arzobispo,  nos  será  permitido  esponer  con  detención  nuestro  juicio. 

La  petición  de  suspensión  se  funda  en  que  la  aplicación  del  prin- 
cipio de  gue  "la  administración  de  los  cementerios  corresponde  a  las 
corporaciones  municipales,"  puede  afectar  el  derecho  de  propiedad 
que  la  comunión  católica  se  dice  tener  en  ciertos  cementerios,  con  lo  cual 
se  cree  violado,  o  que  puede  violarse,  el  derecho  de  propiedad  definido 
m  el  inciso  6.°,  articulo  15  de  la  Constitución  ;  i  porque  puede  tam- 
bién violarse  el  derecho  de  profesión  telijiosa,  definido  en  el  inciso  16 
del  mismo  artículo,  siempre  que  los  cadáveres  de  las  diferentes  relijio- 
nes  se  lleven  a  una  fosa  o  lugar  común. 

I^*  propiedad  en  conflicto,  i  que  reclama  el  Arzobispo  como  pteia- 
do  de  la  Iglesia  católica  en  Colombia,  es  la  que  se  dice  viene  a  la  c^wiíí- 
num  mtólica  sobre  ciertos  cementerios,  de  una  lei  sobre  libertad  relijiosa, 
espedida  en  14  de  mayo  de  1855  por  el  Congreso  nacional,  cuando  le 
OTa  potestativo  lejislar  sobre  la  materia,  es  decir,  antes  de  darse  a  1& 
Nación  la  estructura  política  federal,  i  cuyos  artículos  principales  o 
pertmentes  dicen :  "Artículo  a."*  Las  respectivas  iglesias  i  las  congrega- 
ciones de  cualquiera  comunión  que  sean,  serán  incorporadas  por  una  leí 
que  les  dá  carácter  i  personería  para  manejar  sus  rentas,  bienes  mue- 
bles e  mmuebles,  siempre  que  guarden  las  reglas  establecidas  por  la 
leí  para  adquirir,  o  que  hayan  sido  adquiridos  legalmente,  en  cujra 
posefflon  se  mantiene  a  las  que  hoi  existen,  con  absoluta  independencia 
de  todo  poder  estraño,  i  con  personería  conforme  a  sus  instituciones  i 
estatutos." 

Este  articuló  da  la  personería  a  las  iglesias  i  a  las  congregadmes 
de  cualquiera  comunión,  estableciendo  perfecta  diferencia  entre  la 
^!^-*'     •  congregación  i  la  comunión,  haciendo  aquellas  personas 

Siídicas  1  ésta  apenas  una  designación  janárica,  equivalente  a  la  de 
aexon  o  Estado.  ^  é  ?    ^ 
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"  Art.  9.^  Los  oemenifiíioB  reoonocidos  como  de  la  oomunion  cotó^ 
lica  i  bendecidos  por  sns  ritos,  serán  de  la  eaclusiya  pertenencia  de  esa 
comuidon  para  la  inhumación  de  sns  cadáveres;  pero  si  tales  cemente- 
rios hubieren  sido  construidos  con  las  rentas  municipales  de  algún 
distrito,  éstas  tendrán  derecho  a  ser  indemnizadas,  en  la  parte  respeo- 
ÜTa,  por  las  rentas  de  aquella  comunión  relijiosa." 

Irara  apreciar  la  fuerza  de  estos  fundamentos,  importa  estudiar 
ks  siguientes  cuestiones : 

1/  ¿  En  quá  casos  están  sujetos  a  suspensión  i  anulación  los  actos 
lejislativos  de  los  Estados  ? 

2/  ¿  Pueden  suspenderse  por  la  simple  hipótesis  de  que  en  su 
aplicación  puedaln  ofender  un  derecho  individual,  en  un  caso  particular? 

3.*  ¿  La  lei  de  1855  sobre  libertad  relijiosa,  está  vijente  en  la  Union? 

4.*  ¿  La  comunión  católica  a  la  cual  ella  dijo  pertenecer  los  cemen- 
terios, es  persona  jurídica  ? 

5/  ¿Cuál  es  la  propiedad  amenazada  con  el  hecho  de  que  el  Esta^ 
'  do  reivindiijue,  como  negocio  de  su  esclusiva  competencia,  el  de  cemen- 
terios o  de  inhumación  de  cadáveres  ? 

6.'  ¿  La  sepultura  de  los  cadáveres  es  asunto  reli jioso,  i  quiián  tiene 
facultad  para  decidirlo  ? 

7.*  ¿Lia  concentración  en  el  poder  publico  del  cuidado  de  los  ce- 
menterios, contraría  el  derecho  de  profesión  relijiosa,  o  lo  favorece  ? 

La  Constitución  nacional  contiene,  sobre  suspensión  i  anulación  de 
los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  las  tres  disposiciones  siguientes : 

*'  Artículo  14.  Los  actos  lejislativos  de  las  Ajsambleas  de  los  Esta- 
dos, que  salgan  eviderUemente  de  su  esfera  de  acción  amstitucional,  se  ha- 
llan sujetos  a  suspensión  i  anulación,  conforme  a  lo  dispuesto  en  esta 
Constitución ;  pero  nunca  traerán  al  Estado  responsabilidad  de  ningún 
jénero  cuando  no  se  hayan  ejecutado  i  surtido  sus  naturales  efectos.** 

"Artículo  51.  (Atnbuciones  del  Senado).  5.*  Decidir  definitiva- 
mente sobre  la  nulidad  o  validez  de  los  actos  lejislativos  de  las  Asam- 
bleas de  los  Estados,  que  se  denuncien  como  contrarios  a  la  Constitución 
de  la  Bqy&blicaJ** 

"Artículo  72.  Corresponde  a  la  Corte  Suprema  suspender,  por 
unanimidad  de  votos,  a  pedimento  del  Procurador  jeneral  o  de  cual- 
auier  ciudadano,  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas 
de  los  Estados,  en  cuanto  sean  contrarios  a  la  Constitución  o  alas  leyes  de 
Ja  Unionj  dando  en  todo  caso  cuenta  al  Senado  para  que  éste  decida 
definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  dichos  actos." 

Es,  pues,  necesario,  para  que  un  acto  lejialativo  caiga  bajo  la  facul- 
tad de  suspensión,  que  salga  evidentemente  de  la  esfera  de  acción  del 
listado,  i  que,  saliendo,  choque  con  la  Constitución  o  con  una  lei  de  la 
ünion,  sobre  asunto  que  haya  sido  delegado  especial  i  claramente  al 
Gobierno  jenerid. 

Obsérvase  que  hai  mía  diferencia  esencial  entre  las  condiciones 

Sie  pueden  determinar  lá  anulación  de  los  actos  del  Congreso  i  del 
oder  Ejecutivo  de  la  TTnion,  i  las  que,  como  se  ha  visto,  se  exijen 
pitfa  la  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados.  Aquéllos  son  anulables 
porque  violm  ha  derechos  garantizados  a  ht  individuos  o  la  soberanía  de 
ha  Estados,  i  éstos  porque  salgan  de  la  erfera  8i 
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Pero  eB  inenestionable  que  la  materia  de  ixJimnaoión  de  cadáyerai 
i  todo  lo  que  con  ella  tiene  relación,  en  la  policía,  en  el  Código  Jadidal, 
en  el  Oiyil  &a,  es  de  la  competencia  del  Estado,  i  de  ninguna  manera 
de  la  Union.  Esto  no  necesita  casi  demostración.  Así  es  que,  desde  el 
establecimiento  de  la  federación,  los  Estados  han  dispuesto  lo  que  han 
creído  conyeniente  en  el  particular.  En  este  mismo  de  Gundinamarca, 
ea  la  primera  Asamblea  Constituyente,  a  1.^  de  diciembie  de  1857,  se 
modinco  o  aclaró  la  leí  de  14  de  mayo  de  1855  (la  misma  que  sirve  de 
fundamento  a  la  reclamación  del  Arzobispo),  en  una  lei  que  lleva  este 
título :  '*  Lei  de  1.°  de  diciembre  de  1857,  aclaratoria  de  la  de  14  de 
mayo  de  1855,  sobre  libertad  relijiosa."  Leí  también  que  fué  suplanta- 
da por  varías  disposiciones  del  Código  Judicial  sobre  personería  de  las 
corporaciones  rehjiosas,  i  por  el  Código  de  Policía,  en  el  cual,  entro 
otras  disposiciones,  hai  las  siguientes,  qiie  demuestran  que  el  Gobierno 
ha  podido  siempre  encargar  de  los  ceméntenos  a  las  corporaciones  i 
faneionarios  que  ha  creído  conveniente.  Dice  a^ :  ^'  Los  cementerios 
son  de  cargo  de  las  respectivas  corporaciones  relijiosas."  I  con  el  mis- 
mo derecho  i  potestad  ha  podido  decir  el  cuerpo  lejislativo  de  1867: 
"  La  administración  de  IO0  cementerios  corresponde  a  las  corporacio- 
nes municipales."  El  ordenamiento  del  Código  es  exactamente,  por  la 
autoridad  que  revela,  el  mismo  de  la  leí  que  se  examina.  Quien  pudo 
decir :  "  los  cementerios  son  de  cargo  de  las  respectivas  corporaciones 
relijiosas,"  ha  podido  muí  bien  decir :  "  la  administración  de  los  ce- 
menterios pertenece  a  las  corporaciones  municipales  ";  a  no  ser  que  se 
diga  que  lo  que  se  puede  en  mvor  de  una  clase  de  funcionarios,  no  se 
puede  en  favor  de  otros. 

No  solamente  el  asunto  de  inhumación  de  cadáveres  no  sale  de  la 
esfera  de  acción  del  Estado,  sino  que  tampoco  sale  el  de  los  derechos 
individuales  ;  i  no  porque  una  lei  del  Estado  pueda  hipotéticamente 
eludir,  ofender  i  hasta  conculcar  tales  derechos,  está  sujeta  a  suspen- 
sión, si  esos  derechos  no  son  de  los  garantizados  de  un  modo  absoluto^ 
como  sucede  con  el  de  espresion  del  pensamiento. 

Los  Estados  están  obligados  a  consignar  en  sus  respectíyas  Cons- 
tituciones, i  a  desarrollar  en  sus  leyes,  el  reconocimiento  i  la  garantía 
de  los  derechos  individuales  que  especifica  el  artículo  15  de  la  Consti- 
tución federal ;  mas,  no  solamente  esos  derechos  entran  en  su  jurisdic- 
ción^ sino  que  son  la  materia  prima  de  su  lejislacion  interior,  i  muchos 
de  eUos,  el  de  la  profesión  relijiósa  por  ejemplo,  están  subordinados  a 
la  autoridad  del  Estado :  éste  tiene  por  límites  el  que  no  so  ejecuten 
hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  ob- 
jeto turbar  Ja  paz  púbHca.  JJe  forma  que  el  Estado  llena  su  ccmdicion 
con  hacer  ese  reconocimiento  i  procurar  la  garantía  organizando  los 
tribunales  i  determinando  cómo  se  han  de  hacer  respetar  esos  derechos. 
Los  casos  particulares  que  se  presenten,  son  de  su  esclusiva  jorisdio- 
cioU)  sin  Q[ue  las  causas  en  ellos  iniciadas,  conforme  a  su  lejislacioa 
especial,  1  en  asuntos  de  su  esclusiva  competencia,  queden  sujetos  al 
examen  de  otra  autoridad.  La  Union  no  ha  pretendido  ^rantízar»  i 
sería  absurdo  que  lo  pretendiera,  el  respeto  a  los  deredios  individnalea 
en  los  casos  p8a*ticulares,  sino  de  la  parte  de  su  Congreso  i  de  su  Poder 
Ejecutivo,  respecto  de  los  ataques  particulares  que  esos  derechos  su- 
fran en  el  Estaao/  el  Estado  debe  proyeer  al  r^m^^o  por  su  saisma 
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l^idaoioD.  Afiiy  en  el  caso  en  examen,  cd  la  lei  sobre  cementerios  en  su 
ejecución  hiriere  algún  derecho  particular,  el  de  propiedad  por  ejem- 
plo, eso  dará  lugar  a  una  controversia  que  decidirán  los  tribunales  del 
Estado.  Si  estuviera  probado  que  hai  cementerios  de  propiedad  partí- 
eiilar  (lo  que  no  consta  en  estas  dilí  jencias),  i  que  la  administración  por 
las  corporaciones  municipales  afectaba  esa  propiedad,  abiertas  deben 
estar  las  puertas  de  los  juzgados  i  tribunales  del  Estado  para  defender 
ese  derecho,  sin  necesidad  de  arrancar  apriori  de  la  Corte  federal  una 
decisión  para  un  caso  que  quizás  no  habrá  de  ocurrir. 

En  abstracto,  la  lei  del  Estado  sentando  simplemente  como  prind- 
{HO  de  gobierno  la  administración  de  los  cementerios  por  las  corpori^ 
oiones  municipales,  no  puede  considerarse  como  un  desconocimiento 
del  derecho  de  propiedad. 

La  lei  de  1855,  sobre  la  cual  hace  descansar  el  Arzobispo  la  pro- 
piedad que  estima  violada  i)or  la  lei  cuya  suspensión  pide,  no  es  una 
lei  nacional,  ni  está  vijente  siquiera  sea  en  el  Estado.  La  lejislacion  del 
Gobierno  central  que  versaba  sobre  los  asuntos  que,  por  la  estructura 
federal  adoptada  desde  1857,  pasaron  a  ser  de  los  Estados,  i  fueron 
todos  los  (jue  no  se  delegaron  espresamente  al  Gobierno  jeneral,  des- 
apartició  vnrtualmente  para  la  Union,  sin  que  en  ésta  fuera  necesario 
hacer  una  especial  derogatoria  :  la  subsistencia  o  derogatoria  fué  ya 
también  asunto  del  Estibo ;  i,  como  se  ha  visto,  el  de  Cundinamarca 
se  apresuró  a  hacer  uso  de  este  poder,  decretando,  en  forma  de  aclara- 
toria, modificaciones  sustanciales  de  dicha  lei,  i  finalmente,  derogándo- 
la por  la  de  5  de  enero  de  1859,  sobre  observancia  de  los  códigos.  Esa 
lei  no  es  nacional  desde  la  sanción  de  la  lei  de  15  de  junio  de  1857^ 
qne  erigió  en  Estados  diversas  porciones  del  territorio  nacional,  i  no 
está  vijente  en  el  Estado. 

Empero,  se  dice  que  la  propiedad  conferida  por  su  artículo  3.^  a 
la  comunión  católica,  no  ha  podido  derogarse  i  debe  subsistir.  Fuera 
de  que  esto  seria  materia  de  un  juicio  ante  los  tribunales  del  Estado, 
encargados  de  dar  a  cada  uno  lo  que  es  suyo,  cumple  hacer  notar  que 
el  punto  seria  bien  dudoso,  por  cuanto  la  lei  de  1855  no  dijo  que  los 
eementerios  fueran  propiedad  de  persona  alguna  jurídica,  sino  que  se 
limitó  a  decir  que  pertenecían  a  la  comunión  católica,  es  decir,^  a  lod 
^anadinos,  pues  hasta  el  momento  de  decretarse  la  tolerancia  relijiosa^ 
todos  los  granadinos  eran  de  la  comunión  católica.  Llámase  en  Cundi- 
namarca persona  jurídica  una  entidad  moral  o  persona  ficticia  capa2 
de  ejercer  derechos  i  contraer  obligaciones  civiles,  i  de  ser  representa^ 
da  judicial  o  estrajudicialmente.  I  son  personas  jurídicas  en  dicho  Es- 
tado las  iglesias  i  congregaciones  de  la  relijion  católica,  mas  no  la  co- 
imntion  caU^lica :  con  este  nombre  no  se  conoce  persona  j  urídica  alguna, 
i  por  tanto  no  hai  quien  pueda  reclamar  propiedad  con  ese  nombre. 

Sobre  este  ponto  esta  Suprema  Corte  federal  tiene  ya  espresada 
opinión  en  el  auto  dictado  en  12  de  marzo  de  1867,  a  virtud  de  un  in- 
terdicto posesorio  interpuesto  por  el  Arzobispo  de  Bogotá  a  nombre 
de  la  comunión  católica.  Entonces  ella  dijo : 

^  Desde  lu^o  es  preciso  observar  que  la  comunión  católica  i  la 
X^esia  granadina  no  son  la  niidma  cosa.  Que  la  Iglesia  católica  grana- 
^ma  no  es  sino  el  conjunto  de  cristianos  católicos  que  hacen  parte  de 
la  l^esia  universal,  cuya  cabeza  visible  es  el  Sumo  rontífice ;  i  que  la 
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oomnmon  católica,  de  la  cual  hacen  parte  los  católicoe  de  (Oolombiai 
no  es  única  i  solamente  la  Iglesia  granadina,  por  la  sencilla  razón  de 

2ae  la  parte  no  es  ni  pnede  ser  el  todo.  Así  es  que  el  Ilastrisimo  señor 
Tzobispo  de  Bogotá,  por  el  hecho  de  ser  el  Jefe  de  la  Iglesia  granadina, 
no  es  el  Jefe  de  la  comnnion  católica,  i  que,  por  lo  tanto,  suponiendo 
que  ésta  fuera  una  persona  jurídioay  no  seria  dicho  señor  Arzobispo  el 
llamado  a  representarla.  Jibero  es  que  el  catolicismo,  como  comunión, 
no  es  ni  puede  ser  una  persona  jurícUca :  no  tiene  ni  puede  tener  exis- 
tencia TÍtal  como'  corporación  o  congregación  a  los  ojos  de  la^lei.  M 
catolicismo  es,  o  las  creencias,  doctrina  i  dogmas  de  la  Iglesia  romana, 
o  el  conjunto  de  hombres  de  todos  los  países  que  profesan  i  siguen 
aquellas  creencias,  doctrina  i  dogmas. 

^  ''En  el  primer  sentido,  claro  es  que  el  catolicismo  no  puede  cons- 
tituir una  persona  jurídica,  una  entidad  con  yida  civil.  En  el  segundo, 
no  significando  sino  el  conjunto  de  hombres  que  profesan  una  doctrina 
determinada,  i  que,  por  lo  mismo,  no  tienen,  a  ese  respecto,  otro  vinculo 
que  la  comunidad  de  creencias  i  la  común  sujeción  a  esa  doctrina,  es 
también  evidente  que  esa  comunión  no  pasa  de  ser  una  entidad  pura- 
mente moral  i  abstracta,  sin  vida  i  sin  organización  civil  propiamente 
dichas.  ¿  Cómo,  pues,  considerarla  como  una  persona  jurídica  ?  " 

I  la  cosa  que  es  juzgada,  debe  ser  habida  por  verdad,  según  la 
regla  del  derecho. 

La  Asamblea  de  este  Estado  vio  por  esa  faz  la  cuestión,  i  consi- 
derando los  cementerios  como  res  nuUius,  o  como  pertenecientes  al  Es- 
tado, dispuso  ponerlo^  a  cargo  de  las  corporaciones  rdijiosaSf  i  no  habló 
mas  de  pertenencia. 

Si  pues  no  hai  quien  pueda  reclamar  la  propiedad  en  la  cosa, 
¿cómo  proceder  a  suspender  una  lei  por  solo  el  temor  de  que  ella  ofenda 
un  derecho  hipotético,  no  preestablecido  ni  probado  ? 

En  cuanto  a  la  violación  de  la  libertad  relijiosa,  fcodavía  nos  parece 
mas  infundada,  si  cabe,  la  pretensión  de  que  ella  surja  de  la  ejecución 
de  esa  lei.  Supondría  <jue  cada  individuo  tiene  derecho  de  que  se  le 
entierre  en  donde  él  quiera,  i  que  está  resuelto  c|ue  es  acto  reüjioso  la 
inhumación  de  los  cadáveres,  que  el  poder  púbhco  no  debe  mezclarse 
en  ello,  i  que  cada  comunión  de  las  que  hai  en  el  mundo  i  puede  haber 
en  Colombia,  tiene  en  Cundinamarca  cementerio  propio.  Lejos,  en 
nuestra  opinión,  de  que  la  libertad  reUjiosa  implique  esa  hbertad  de 
sepulturas,  juzgamos  que  un  gobierno  que  proclama  H  tolerancia  reli- 
jiosa, la  indiferencia  en  esta  materia,  i  promete  respetar  cualquiera 
creencia  i  todo  culto,  está  en  el  deber  de  asegurar  a  todos  xm  lusar 
respetable  para  sus  restos,  i  no  ofrecer  en  perspectiva  a  los  vivos  los 
cadáveres  de  sus  correlijionarios  espuestos  en  la  via  pública  a  todo 
linaje  de  injuria.  La  teolojía  de  algunas  sectas  puede  argüir  sostenien- 
do que  la  jurisdicción  de  su  Iglesia  se  estiende  hasta'  disponer  de  los 
restos  de  los  que  fueron  sus  adeptos ;  mas  el  sentido  común  rechazará 
siempre  tal  pretensión,  siendo  entre  nosotros  indisputable  que  el  úni- 
co juez  competente  para  decidir  la  disputa,  es  el  Gobierno  en  uso  de 
la  facultad  que  le  reconoce  el  artículo  23  de  la  Constitución,  el  cual 
dice :  "^  Para  sostener  la  soberanía  nacional  i  mantener  la  seguridad  i 
tranquilidad  púbUcas,  el  (Gobierno  nacional  i  los  de  los  Esticos  en  sa 
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,  qeiceián  el  derecho  de  suprema  inspección  sohre  los  caitos  xeíi^ 
jiosos,  se^oQ  lo  determine  la  lei." 

I  decidiéndolo,  como  lo  ha  decidido  la  Asamblea  de  Cundinamarca, 
ae  han  consaltado  los  deberes  de  la  autoridad  pública,  la  mas  justa 
apreciación  de  los  intereses  sociales,  i  la  práctica  de  las  naciones, 
sobre  todo  después  de  haber  palpado  que  la  intolerancia  unas  veces,  i 
otras  la  prosecución  de  miras  mundanas,  esponen  las  poblaciones  a  la 
infección  por  rehusarse  la  sepultura  a  los  cadáveres  no  solamente  de 
los  que  no  fueren  católicos,  si  que  también  de  los  católicos  que  por 
cualquiera  causa,  por  respetable  que  fuera,  como  obedecer  las  leyes  de 
la  Bepública,  incurrieron  en  el  desagrado  de  los  ministros  de  su  relijion; 
oon  lo  cual,  digámoslo  de  pa^o,  se  violaría  el  mismo  derecho  de  propie- 
dad que  ahora  se  implora,  pues  que  siendo  católicos  serían  comuneros 
en  la  pertenencia  de  esos  cementeríos  ;  i  si  la  propiedad  viene  de  una 
lei  civil,  no  puede  perderse  sído  po^Jos  medios  que  la  misma  lei  haya 
establecido,  ün  cadáver,  sinembargo,  no  es  mas  que  materia  en  des- 
composición i  putrefacción,  i  no  pertenece  en  puridad  ni  a  familia  ni  a 
reliiion  alguna.  Por  eso  el  poder  social  lo  arrebata  de  entre  las  familias 
en  llanto,  dentro  de  veinticuatro  horas,  i  aunaue  sea  seguido  por  los 
sacerdotes  i  por  los  deudos,  lo  lleva  inexorablemente  a  un  sitio,  fuera 
del  poblado,  donde  lo  entierra  i  se  encarga  de  cuidar  las  sepulturas 

Sara  que  no  sean  profanadas  i  para  que  no  se  comprometa  la  salubrí- 
ad  pública.  I  es  este  un  deber  indeclinable,  que  no  puede  dejarse  a 
merced  de  la  intolerancia  o  pretensiones  de  las  sectas  irresponsables, 
sin  abdicar  el  poder  público  en  un  punto  de  los  mas  interesantes  de  la 
vida  colectiva. 

"  La  necesidad  de  aleiar  los  peligros  de  la  putrefacción,  decia  un 
miembro  del  Instituto  de  Francia,  hizo  que  los  cementerios  se  situaran 
fuera  de  las  poblaciones,  i  los  romanos,  cuyas  instituciones,  culto  i  usos 
se  estendieron  de  un  estremo  a  otro  del  universo,  prescindieron  muí 
rara  vez  de  esta  regla,  cuya  violación  era  mirada  como  atentatoria  a 
las  leyes  sanitarías.  La  lei  de  las  doce  tablas  prohibió  espresamente 
quemar  o  sepultar  cadáveres  dentro  de  las  poblaciones :  hominem  mor- 
Umm  in  nube  ne  aqpelito  nevé  urito. 

"  Esta  prohibición  no  detuvo  siempre  la  emulación  de  la  vanidad, 
i  el  oontajio  del  ejemplo  forzó  frecuentemente  a  los  majistrados  a 
renovarla.  Los  cristianoSy  quienes  en  los  primeros  siglos  de  la  Igksia  no 
ienian sepvUurdS  distintas  délas  de  ¡os paganos,  i  a  quienes  se  inhumaba 
como  a  los  otros  subditos  del  imperío,  en  el  cementerio  de  Galisto,  el 
mas  grande  i  vasto  de  Boma,  o  sobre  la  vera  de  los 'grandes  caminos, 
siempre  fuera  del  poblado,  tuvieron  sus  campos  funeraríos  particula- 
res qvinien/os  años  después  del  establecimiento  del  cristianismo." 

Este  escritor,  haciendo  la  historia  de  los  actos  de  autorídad  en 
demostración  de  que  este  asunto  ha  estado  siempre  sometido  a  la  au- 
torídad pública,  a  despecho  de  las  pretensiones  de  las  congregaciones 
católicas-que,  después  de  los  prímeros  cinco  siglos,  quisieron  servirse 
del  poder  de  cerrar  los  cementeríos,  como  de  una  sanción  propia,  nos 
cuenta  la  acción  de  la  autorídad  pública  en  Francia,  i  por  conclu- 
sión dice : 

"En  1775  el  Parlamento  de  Paris,  comprendiendo  los  peligros  sin 
#eear  reproducidos  de  abrir  i  de  cerrar  a  cada  instante  tambas  en  las 
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oomnnion  católica,  de  la  cnal  hacen  parte  los  oatólioos  de  (y  '*4b' 
no  es  única  i  solamente  la  I^l^a  eranadina,  por  la  seDcU)'-  ^seu  en 
qtie  ]a  parte  no  es  ni  pnede  ser  el  todo.  Asi  es  que  el  Ilae^  iTaaen  los 
Arzobispo  de  Bogotá,  por  el  hecho  de  ser  el  Jefe  de  la  Ip'  Jento,  añade 
no  ea  el  Jefe  déla  comunión  católica,  i  que,  por  lo  *"  jro,  a  quien  no 
CTue  éata  /vera  una  feraona  jurídica,  no  seria  dicho 
flamado  a  representarla,  ¿"ero  es  que  el  catoUcÍE-'  vijente  hoi,  ae  dÍH- 
no  ea  ni  puede  ser  una  persona  jucídica  i  no  ti'  titiltura,  sin  e3cepcion 
tencia  vital  como  corporación  o  congregado-  -noia  de  las  administra- 
catolicismo  es,  o  las  creencias,  doctrina  id  io  mismo  que  ha  dicho  la 
o  el  conjunto  de  hombres  de  todos  lop 

aquellas  creencias,  doctrina  i  dogmas.    ,,ftcft  i  la  de  la  Iglesia,  ha  íavo- 

"En  el  primer  sentido,  claro  p     ,«"'»  i^tumacion  de  los  oadáre- 

tituir  una  p^sona  jurídica,  una  r    .,.<'"*«  q"«  en  muchos  pueblos  las 

no  significando  siní)  el  cocjuut      ..^"^  confraternidades,  han  ptetendi- 

determinada,  i  que,  por  lo  m "    -.v;>f  en  sus  cochos  o^por  sus   ajentes. 

que  la  comumdld  da  cree-      .■;pio^:  '««.  adoraos,  la  musioa  Ac.,  todo  lo 

íkmbien  evidente  que  e^     .-^i^P  >'  ^««°  ?«*?  í^í  ?^"^'°  11?^** 

mente  moral  i  abstrar-'      ^^'j/flesia  obraba  bajo  la  tuición  del  Estado, 

dichas.  jOÓmo,pur      ■  ¿¿«;  mientras  qoe  en  el  rejimen  de  la  pros- 

''yytB  las  cuestiones  relijioaas,  el  asunto  es  de 

■^  (ftl  caso  es  forzoso  asegurar  un  cementerio 

^  ,  tiempos  de  Boma,  antes  de  la  unión  de  la  I^le- 

,  laled  hemos  visto  que  todos  los  cadíveres  de  pa- 

^  »n  a  un  oementeño  común ;  o  hacer  lo  que  se 

**  Unidos  de  América,  en  los  cuales  el  Gobierno 

™  o  que  se  ha  adoptado  entre  nosotrM  en  materia 

jr  asegurar  un  oementerio  común,  que  es  siem- 

if  amenté  por  el  pueblo,  a  reserva  de  dar  licencia 

™  i  determinadas  congi^aciones  que  estén  rece- 

I  jurídicas. 

a  leí  de  que  se  trata  fuera  del  poder  constita- 
ando  contraria,  en  manera  alguna,  a  la  Conafñ- 
ual,  no  puede  hacerse  uso  por  la  Oorte  de  la 
lu  ejecución. 

^ EA— M.  JíüriUjO— Carlos  M.  Pérez,  Secretario. 

£n  la  misma  fecha  puse  en  conocimiento  del  señor  Frocoxadoi 
.^eial  de  la  Naeion  el  resultado  de  la  solicitud  anterior. 

BoDBfauBZ — Pfyrez,  Secretario. 


Imsobiees  de  ia.  Coinaios  del  Sekado. 

Ciudadanos  Senadores  Flenipotenciarios.. 

En  10  de  agosto  de  186S  eapidiá  la  Asamblea  Lejialativa  del  Es- 
tado de  Cundiuamarca  una  lei  que  en  su  artículo  1."  dispone  :  "  la  ad- 
"'i?^*^^?!!  de  los  cementerios,  como  objeto  de  la  policía  especial  de 
cada  distrito,  corresponde  a  las  corporaciones  municipales.  X  juz- 
gando el  fieveiendo  señor  Arzotaspo  de  Bogotá  que  con  tal  dispoei- 


t 
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ton  86  violan  las  garantías  5/  i  6/  del  artículo  15  de  la  Constitución 
Aeraly  promovió  ante  la  Corte  Suprema  su  suspensión. 

Aquel  Supremo  Tribunal,  con  el  voto  de  los  señores  Pérez,  Colun- 
^üUmizar  Gallardo  acordó  la  del  artículo  trascrito  ;  i  con  el  de 
\ores  Murillo  i  Uricoecbea  la  negó  ;  ordenando,  de  acuerdo  con 
lio  72  de  la  citada  Constitución,  que  se  os  pasase  el  asunto 
.  resolvieseis  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  la 


i  delicada  es  la  cuestión,  ya  porque  mira  a  la  soberanía  de 
^^  ya  porque  afecta  a  los  derechos  que,  como  base  esencial 

^  *e  la  Union,  garantiza  la  Constitución  a  los  ciudadanos, 

^  'era  como  ha  sido  considerada  i  resuelta  por  los  ilus- 

^.  ^  de  la  Corte  Suprema.    I  por  lo  mismo  que  es  delica- 

consagrado  a  su  examen  i  resolución  toda  nuestra 
^o  está  intimamente  ligado  con  la  lejislacion  nacional  i 
astado,  para  facilitaros  su  estudio,  os  trascribiremos  las  dis- 
tes que  con  ella  se  rozan,  i  trataremos  po{  separado  los  dos 
^u>s  que  motivan  la  solicitud  del  Beverendo  Arzobispo  de  Bogotá  : 
alaqae  a  la  propiedad,  i  ataque  a  la  profesión  libre,  pública  o  privada, 
de  la  relijion  catohca. 

Mas,  como  la  minoría  de  la  Corte  Suprema  há  pretendido  negar  la 
peraonexía  del  Beverendo  señor  Arzobispo,  estimamos  que  es  ei^a  la 
primera  cuestión  de  que  debemos  ocupamos ;  pues  si  bien  no  es  del 
todo  importante  para  el  caso,  sí  puede  influir  en  vuestro  ánimo,  J^  es 
preciso  desprevenirlo  para  que  seáis  justos.  ' 


4MMHMM«Ma 


EDUARDO  POSADA 


El  artículo  2."  de  la  leí  de  14  de  mayp  de  1855  dice :  "  Las  respec- 
tivas iglesias  i  congregaciones,  de  cualquiera  comunión  que  sean,  serán 
incorporadas  por  una  lei  que  les  dé  carácter  i  personería  para  mane- 
jar sos  rentas,  bienes  muebles  e  inmuebles,  siempre  que  ^uaVden  ¡as 
t^las  establecidas  por  la  lei  para  adquirir,  o  que  hayan  sido  adG[uirí- 
dos  legalmente,  en  cuya  posesión  se  mantiene  a  las  que  hoi  existen» 
con  absoluta  independencia  de  todo  poder  estraño  i  con  personería 
conforme  a  sus  constituciones  i  estatutos." 

^  I  el  artículo  3.^  añade :  "  Los  cementerios  reconocidos  como  de 
la  comunión  católica  i  bendecidos  por  sus  ritos,  serán  de  la  esclusiva 
pertenencia  de  esa  comunión  parala  inhumación  de  sus  cadáveres  &o/' 

Dícese  que  el  artículo  2.^  da  la  personería  a  las  iglesias  i  a  las 
isongregaciones  de  cualquiera  comunión,  i  que  establece  diferencia 
entre  iglesia,  congregación  i  comunión^  cuando  por  el  artículo  3.^  los 
eemeaterios católicos  se  declaran  de  la  comunión  católica:  que  así  se 
se  resolvió  ya  en  otro  caso  por  la  misma  Cortea,  tratándose  de  un  in- 
terdicto posesorio ;  i  que,  por  la  regla  de  derecho,  "  la  cosa  que  es  juz- 
fpula,  debe  ser  habida  por  verdad."  Veamos  qué  tuerza  tienen  estos 
Imidamentos* 

Nuestras  leyes 
literal,  i  para  fijs 
debemos  recurrir 
cog^regaoioa  de  íoe  fieles  lejida  por  Cristo  i  el  lPapa  su  vicario  en  la 
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tierra";  Oongregacion  es  '*  junta  de  diversas  personas  ";  i  Comtmion 
es  "  comunicación,  participación  de  lo  que  es  común  ";  i  bajo  tal  con- 
cepto, la  acepción  de  las  tres  palabras,  en  el  caso  dado,  es  sinónima ; 
pues,  o  denota  la  congregación  de  los  fieles,  o  la  junta  de  ellos,  o  que 
todps  ellos  participan  de  lo  que  en  común  les  pertenece.  I  como  puede 
estenderse  o  restnnjirse,  según  las  personas  de  que  se  trate,  si  se  nabla 
de  todos,  será  de  la  Iglesia  universal,  o  de  la  comunión  católica  en  je- 
neral ;  ^  si  se  habla  de  una  parte,  será,  ya  de  la  iglesia  o  de  la  comonion 
de  una  nación,  ya  de  la  de  un  lugar  determinado.  I  bajo  este  concepto, 
como  el  lejislador  de  la  Nueva  Granada,  hoi  Estados  unidos  de  Co- 
lombia, solo  para  la  Nueva  Granada  podia  lejislar,  no  habrá  quien 
dude  que  los  artículos  2.^  i  3.®  de  la  lei  de  10  de  mayo  de  1855  se  refie- 
ren a  la  Iglesia  granadina  o  a  la  comunión  de  católicos  granadinos,  que 
viene  a  ser  la  misma  cosa. 

Dada,  pues,  personería  a  la  Iglesia  granadina  por  el  artículo  2.^» 
se  da  a  la  comunión  católica  granadina ;  i  dada  conforme  ^'  a  sus  cons* 
tituciones  i  estatutos,"  que  confieren  la  representación  a  los  Obispos^ 
es  evidente  que  el  Arzobispo  de  Bogotá  la  tiene,  sin  que  sean  del  caso 
la  sentencia  dictada  en  un  juicio  posesorio  i  la  regla  de  derecho  ^ue  86 
cita,  ya  porque  por  nuestras  leyes  se  dispone  que  la  sentencia  dictad* 
en  un  jmcio,  solo  para  el  tenga  valor,  bajo  cuyo  concepto  lo  juzgado  en 
un  caso  dado,  solo  en  ese  caso.dado  debe  tenerse  por  verdad,  i  ya  porque 
ellas  mandan  que  a  ellas  se  conformen  las  sentencias,  prohibiendo  qao 
se  den  por  "  fazañas,"  o  por  casos  semejantes  ocurridos,  lo  que  solo 
estaría  oien  en  Inglaterra,  donde  la  lei  se  constituye  por  la  resolución 
igual  de  una  cuestión  en  dos  casos  anteriores. 

Pero  esta  personería  no  solo  la  tiene  la  Iglesia  católica  por  la  lei 
nacional :  la  tiene  también  por  la  del  Estado,  porque,  para  el  caso,  am- 
bas ejercen  la  suprema  inspección  por  el  artículo  23  de  la  Constitución 
de  la  Union.  Ved  si  nó  la  lei  de  1.®  de  diciembre  de  1857,  espedida 

Sor  la  primera  Lejislatura  del  Estado,  i  en  ella  hallareis  que  la  de  14 
e  mayo  de  1855  se  adicionó  dando  disposiciones  que  no  afectaron  en 
nada  las  de  esta  lei ;  ved  si  nó  el  articulo  661  del  Código  Civil,  que 
declara  "  personas  jurídicas  las  iglesias,  comunidades  i  congr^aciones 
relijiosas  de  la  relijion  católica,"  i  ved,  por  último,  el  artículo  1.°  de  la 
lei  de  30  de  agosto  de  1867,  <][ue  textualmente  dice :  "  Las  condena- 
ciones relijiosas  son  personas  jurídicas  i  pueden  comparecer  en  luioiOy 
representadas  en  los  términos  que  previene  el  ^artículo  669  del  Código 
Civil,"  esto  es,  "  por  los  personas  a  quienes  la  lei  o  las  (xyristüíÁcUmes  o 
estatutos  respectivos  hayan  corifeTido  d  ejercicio  de  la  personería  jurídioaJ** 
I  si  esta  personería  es  indudable  en  el  Estado,  tratándose  de  un  acto 
emanado  de  su  Lejislatura  i  que  en  el  Estado  debe  tener  v^r,  sus 
leyes  son  las  que  deben  aplicarse  para  esplícar  las  dudas  que  surcan 
de  las  disposiciones  nacionales,  caso  de  haberlas,  pues  la  Nación  i  él 
Estado  tienen  iguales  facultades,  como  queda  visto. 

Mas,  aun  dando  a  los  razonamientos  de  la  Corte  Suprema  la  fuer- 
za que  se  quiera,  no  son  del  caso  ante  las  disposiciones  constitucional 
les ;  pues  si  para  el  juicio  posesorio  a  que  se  alude  se  requería  perso- 
nería o  derecno  de  representar,  para  promover  la  suspensión  de  un 
acto  lejislatívo  de  un  listado,  por  ser  contrarío  a  la  Constitución  o  a  las 
leyes  de  la  ünion,  basta  ser  ciudadano,  calidad  que  no  puede  negarse 


h  xm  Obispo,  i  para  promover  su  nulidad  ante  el  Senado  basta  poder 
cdeyar  unaenuncio,  poder  que  todos  los  colombianos  tienen  (inciso  5.^, 
artículos  51  i  72- de  la  Constitución). 

Puesta  as!  en  claro  la  personería  del  Beverendo  señor  Arzobispo^ 
la  primera  cuestión  que  se  ofrece  es  la  siguiente :  ¿  el  artículo  1.^  de  la 
lei  de  Oundinamarca  ataca  el  inciso  5.^^  artículo  15  de  la  Constitución 
federal  que  garantiza  la  propiedad  ?  Propiamente  hablando,  la  existen- 
cia de  nuestros  cementerios'  fuera  de  los  poblados,  data  desde  1844,  i 
desde  entonces  se  fijaron  reglas  para  su  construcción.   La  lei  de  21  de 
abril  de  aquel  año,  que  es  la  23,^  Parte  2.^  Tratado  1.^,  Becopilacion 
Granadina,  hizo  diferencia  entre  el  distrito  i  la  parroquia  :  determinó 
lo  que  era  necesario  para  el  servicio  de  uno  i  otra,  i  entre  los  objetos 
necesarios  para  el  servicio  de  la  última,  designó  los  cementerios.  Para 
proveer  a  la  existencia  de  tales  objetos  mandó  establecer  una  contri- 
bución entre  los  vecinos,  i  detelinin<f  las  bases  de  su  repartimiento^ 
agregando  en  el  inciso  8.^,  artículo  3.  :   "Para  los  gastos  de  los 
objetos  necesarios  para  el  servicio  de  la  parroquia,  serán  obligados 
a  contribuir  los  habitantes  que,  ademas  de  hallarse  en  los  casos  de  las 
reglas  1.*  i  2.*,  profesen  la  rdijion  católica,  apostólica,  romana.^'   Los 
cementerios,  pues,  han  sido  construidos  por  los  católicos,  i  solo  éstos 
tienen  derecho  a  ellos ;  derecho  ^ue  les  reconoció  la  lei  de  14  de  mayo 
de  1856,  desde  que  la  Nación  dejó  de  tener  i  de  protejer  una  relijion, 
pues  en  su  artículo  3.°  espresamente  dijo  :   "  Los  cementerios  recono- 
cidos como  de  la  comunión  católica,  i  bendecidos  por  sus  ritos,  serán  de 
la  esdusiva  pertenenüia  de  esa  comunión  para  la  inhumación  de  sus  cadá- 
veres ;  pero  si  tales  cementerios  hubieren  sido  construidos  con  la  con- 
currencia de  las  rentas  municipales  de  algún  distrito,  éstas  tendrán 
derecho  a  ser  indemnizadas,  en  la  parte  respectiva,  pdr  las  rentas  de 
aquella  comunión  rélijiosa."  I  a  presencia  de  estas  disposiciones  ¿podrá 
dudarse  ^ue  el  dominio  de  los  cementerios  católicos  pertenece  a  la 
congregación  católica  ?  Nó,  i  menos  en  Cundinamarca,  donde  al  consti- 
tuirse el  Estado  les  reconoció  ese  derecho ;  primero  eñ  la  lei  de  1.°  de 
diciembre  de  1857,  i  luego  en  el  artículo  416  del  Código  de  Policía,  en 
el  que  se  dispuso  :  "  los  cemeterios  son  de  cargo  de  las  respectivas  comu- 
fáaades  rdijiosas"  i,  por  lo  mismo,  hasta  se  les  obligó  a  tenerlos.  Pero 
ae  oponen  algunos  argumentos,  que  trataremos  separadamente  para 
destruir  hasta  las  apariencias  de  razón. 

1.^  El  artículo  6.°  de  la  Constitución  de  la  Onion  no  permite  que 
las  comuniones  reHjiosas  tengan  bienes  raíces. 

Verdad  es  que  por  el  artículo  citado  "  convienen  los  Estados  en 
consignar  en  sus  Constituciones  i  en  su  lejislacion  civil  el  principio  de 
incapacidad  de  las'comunidades,  corporaciones  o  asociaciones  i  enti- 
dades relijiosas  para  adquirir  bienes  raíces,  i  en  consagrar  por  punto 
jeneral  que  la  propiedad  raíz  no  puede  adquirirse  con  otro  carácter  que 
el  de  enajenable  i  divisible  a  voluntad  esclusiva  del  propietario,  i  de 
trasmisible  a  los  herederos  conforme  al  derecho  común."  ^ero  se  des- 
prenden de  esta  disposición  algunas  cuestiones  que  es  preciso  examinar 
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para  fijarle  su  recia  íntelijencia.  ¿  De  qué  clase  de  bienes  raíces  trata  ? 
¿  Cuál  es  su  estension  ?  ¿  ror  e^Ia,  diíndosele  la  estensiofi  que  se  quiera, 
a  quiüues  conesponden  los  cementerios  ? 

Su  sola  leciuta  persuade  que  el  fin  que  se  propone  es  poner  en 
circulación  los  bienes  raíces  que  por  cualquiera  causa  se  hallaban  es- 
tancados, i  no  permitir  que  tales  bienes  volvieran  a  secuestrarse  a  la 
riqueza  pública.  Los  bienes  raíces,  que,  por  la  naturaleza  misma  de  su 
uso  i  por  ia  convüniencia  jeneral,  se  han  hallado  i  tienen  que  hallarse 
ñiera  del  comercio  de  los  hombtes,  no  están  en  ella  incluidos  ;  i  tan 
así  es,  que  los  lejisladores  mismos  que  dieron  dicha  Constitución,  de 
esta  manera  la  entendieron  i  dejaron  con  la  lei  de  19  de  mayo  de  1863, 
"  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas/'  establecido  tal 
principio. 

Por  el  artículo  1.^  de  aquella  lei  ratificaron  espresamente  el  decre- 
to sobre  desamortización,  espedido  por  el  Presidente  provisorio  de  los 
Estados  Unidos  de  Nueva  Granada  en  9  de  setiembre  de  1S61 ;  i  este 
decreto,  en  su  artículo  4.°,  esceptuó  de  la  desamortización  "los  edificios 
destinados  inmediata  i  diiBctamente  d  serc'i'Ho  h  ofijeto  dd  culto  o  del 
instituto,"  i  "  por  razón  de  oficio,  los  (\xi& sirvan  a^  cHijeto  de  la  irvstitudorC^ ; 
trayendo,  por  ejemplo,  entre  los  primeros  los  templos  i  otros,  i  entre  los 
segundos  las  casas  de  los  párrocos  i  algunos  más ;  i  como  los  cemente- 
rios están  destinados  inmediata  i  directamente  d  servicio  i  objeto  dd 
evito,  i  por  razón  de  su  oficio  sirven  cd  objelo  de  su  imtituciony  están  com- 
prendidos entre  los  escl  nidos. 

Estos  bienes,  por  respeto  a  la  relijion  respectiva  i  al  inciso  16,  ar- 
tículo 15  de  la  Constiturion,  o  por  la  conveniencia  pública,  quedaron 
escluidos  de  la  desamoriizacion  i  en  el  dominio  de  sus  respectivos  due- 
ños. La  prohibición  contenida  en  el  artículo  6.^  de  la  Constitución  no 
los  comprende  por  tanto. 

Pero  supongamos  que  los  comprenda  :  ¿  cuál  es  la  estension  <}ne 
tiene  ?  Esta  la  detennina  el  artículo  24  de  la  Constitución  de  la  Union: 
•*  Ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  rettoativo  en  el  Gobier- 
no jeneral  ni  en  el  de  los  Estados,  escepto  en  materia  penal,"  dice 
textualmente ;  i  si  así  es,  la  prohibición  mencionada  no  comprende  ni 
puede  comprender  los  bienes  ^que  hasta  el  8  de  mayo  de  1863  se  deja- 
ron a  las  entidades  llamadas  "'manos  muertas."  Por  esto,  sus  templos, 
casas  episcopales,  cúrales  i  cementerios  les  pertenecen  i  no  quedaron 
incluidos  en  la  disposición  del  artículo  6.°;  i  por  esto,  apesar  de  este 
articulo,  el  Gobierno  jeneral  no  los  tomó,  i  antes  bien  los  dejó  a  cargo 
de  sus  respectivos  dueños,  porque  dueños  eran  antes  de  aquella  fecha, 
i  porque  su  disposición  no  podia  tener  efecto  retroactivo. 

Vamos  mas  adelante,  i  supongamos  que  lo  dispuesto  en  el  artículo 
24  citado  no  ponga  a  cubierto  a  sus  dueños.  ¿De  quién  serian  enton- 
ces tales  bienes  ?  El  artículo  1.**  del  decreto  de  9  de  setiembre  de  1861, 
**  sobre  desamortización,"  ratificado  por  el  1.°  de  la  lei  de  19  de  mayo 
de  1863,  responde  a  esta  pregunta.  Pertenecerían  a  la  Nación :  no  serian 
res  nulliuSj  como  lo  ha  dicho  la  Corte^  Suprema,  i  de  todos  modos  la  lei 
de  Cundinamarca  sobre  cementerios,  reclamada  por  el  reverendo  señor 
Arzobispo  de  Bogotá,  seria  atentatoria  de  la  propiedad,  pues  lo  dicho 

Sersuade  que  los  cementerios  son  de  la  comunión  catóUcay  í»  en  au 
efecto,  caso  hipotótioo,  del  Gobierno  de  la  Union. 
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^  2.^  No  está  en  el  caso  en  qne  pueden  suspenderse  los  actos  lejis- 
latiyos  de  los  Estados. 

La  lei  de  14  de  mayo  de  1855  está  derogada. 

Las  disposiciones  constitucionales  son  las  que  resuelven  de  la 
faeiza  de  este  argumento,  i  empezaremos  por  trascribirlas. 

'^  Art.  14.  Los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados 
que  salgan  evidentemente  de  sh  esfera,  de  acción  consíitucionaly  se  hallan 
sujetos  a  suspensión  i  anulación,  conforme  a  lo  dispuesto  en  esta  Cons- 
titución  " 

"Art.  72.  Corresponde  a  la  Corte  Suprema  suspender,  por  unani- 
midad de  votas,  a  pedimento  del  Procurador  jeneral  o  de  cualquier  ciu- 
dadano,  la  ejecución  délos  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los 
Estados,  en  ovAxnfo  sean  contrarios  a  la  Constitución  o  a  las  leyes  de  la.  Unioriy 
dando  en  todo  caso  cuenta  al  Senado  para  que  éste  decida  definitiva- 
mente sobre  la  validez  o  nulidad  de  dichos  actos.'* 

"Art.  51.  Son  atribuciones  del  Senado Inciso  5.^  Decidir 

definitivamente  sobre  la  nulidad  o  validez  de  los  actos  lejislativos  de 
las  Asambleas  de  los  Estados,  qve  se  denuncien  como  contrarios  a  la 
Constitución  de  la  Republica.^^ 

Su  letra  no  puede  ser  mas  clara  i  espresa :  según  ella,  la  suspensión 
i  anulación  tienen  lugar  cuando  los  actos  de  las  Asambleas  sean  con- 
trarios a  la  Constitución  i  leyes  de  la  Union ;  i  su  comparación  con  el 
artículo  25  es  un  argumento  contraproducente.  Según  este  artículo, 
"  todo  acto  del  Congreso  nacional  o  del  Poder  Ej¡ecutivo  de  los  Estados 
Unidos,  que  viole  los  derechos  garantizados  en  el  artículo  15,  o  ataque 
la  soberanía  de  los  Estados,  es  anulable  por  el  voto  de  éstos,  espresado 
por  la  mavoría  de  sus  respectivas  Lejislaturas ; "  i  es  contraproducente, 
fNorque  tai  comparación  persuade  que  es  mas  amplia  la  facultad  confe- 
rida a  la  Corte  Suprema  i  al  Congreso,  que  la  dada  a  los  Estados ;  pues 
mientras  aquéllos  pueden .  suspender  i  anular  todo  acto  contrario  a 
cualquiera  disposición  de  la  Cfonstitucion  o  de  las  leyes  de  la  Union, 
ésbo&  solo  pueden  ejercer  tal  facultad  sobre  los  que  ataquen  los  dere- 
chos garantizados  por  el  artículo  15  o  su  soberanía.  La  facultad  de 
los  primeros  tiene  mayor  latitud :  su  esfera  de  acción  ^s  mayor ;  i  la 
limitación  hecha  a  los  segundos,  solo  prueba  que  jamas  pueden  obrar, 
ni  contra  la  Constitución  ni  contra  las  leves  de  la  Union;  i  como  la  lei 
de  Cundinamarca  "  sobre  cementerios  "  las  ofende  claramente,  se  halla 
en  el  caso  de  ser  anulada. 

Dícese,  empero :  "  la  materia  de  inhumación  de  los  cadáveres  i 
iodo  lo  que  con  ellos  tiene  relación  en  la  policía,  en  el  Código  Judicia], 
en  el  Civil,  £c.,  es  de  la  competencia  del  Estado,  i  de  ninguna  manera 
de  la  Union,"  lo  que  se  corrobora  con  la  lei  de  1.^  de  diciembre  de 
1857,  del  Estado  de  Cundinamarca  (que  ni  aun  indirectamente  trata  do 
esta  materia) ;  con  el  artículo  416  del  Código  de  Policía  (que  declara 
qne  los  cementerios  son  de  car^o  de  las  respectivas  comuniones  reli- 
^osas) ;  i  con  el  primero  de  la  leí  en  cuestión,  se  da  su  administración 
a  las  corporaciones  municipales.  La  doctrina  que  aquí  se  establece 
paede  aceptarse  en  parte,  no  en  el  todo,  pues  se  confun(^  el  derecho 
de  diotar  reglas  de  policía  sobre  inhumación  i  exhumación  de  cadáve- 
i  lo  relacionado  con  este  derecho  en  los  códigos  a  que  se  alude, 
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eoD  los  céme&teriofl  mismos,  su  conseryacioiiy  ornato,  &c.,  en  lo  qm  hal 

notable  diferencia.  ^        '     ^ 

Si  se  tratara  de  reglas  de  policía  sobre  dichas  materias,  nadie 
desconocería  la  potestad  aue  para  darlas  tienen  las  Lejislatnras  de  los 
Estados,  como  no  se  han  oispatado  las  que  antes  dieron  los  Congresos 
de  la  República,  i  las  que  después,  en  los  artículos  414  a  429  del  Código 
de  Policía,  dió«l  Estado  de  Cundinamarca :  si  se  tratara  de  los  cemen- 
terios que  en  adelante  se  fundasen  con  fondos  de  las  corporaciones 
municipales,  tampoco  habría  auien  les  desconociese  su  potestad;  pero 
al  tratarse  de  cementeríos  fundados  ya,  a  costa  de  determinadas  corpo- 
raciones reli jiosas,  cuyo  dominio  les  ha  sido  reconocido,  i  de  los  que  esas 
corporaciones  funden  a  su  costa,  a  TÍrtnd  del  derecho  que  les  garantiza 
el  inciso  16,  cu-tículo  15  de  la  Constitución,  la  cuestión  varia,  i  debe 
hacerse  diferencia. 

La  lei  23,  Parte  2.*,  Tratado  2.^  Eecopüacion  Granadina,  impuso 
a  los  católicos  el  deber  de  construir  a  su  costa  sus  cementeríos,  i  por 


Policía ;  ¿puede,  pues,  hoi  arrebatárseles  ese  derecho?  Ni  la  lei  de  la 
ünion,  ni  la  del  Estado  pueden  hacerlo  por  dos  razones :  1.*  porque 
ni  una  ni  otra  pueden  tener  efecto  retroactivo  (artículo  24  de  la  de 
la  Union  i  48  de  la  del  Estado) ;  i  2.*  porque,  aun  derogadas  las  leyes 
citadas,  que  confieren  el  dominio  a  las  comuniones  lelijiosas,  ellas  son 
las  aplicables  para  decidir  de  sus  derechos  anteriores,  porque  así  lo 
previenen  la  lei  de  la  Union  i  la  del  Estado. 

La  primera,  que  es  la  15,  título  14,  partida  3.',  ordena  a  este  res- 
pecto :  "  Otro  si  decimos,  que  si  sobre  el  pleito,  o  postura,  o  donación, 
o  yerro  que  fuese  fecho  en  alguna  temporal  ^ue  se  juzgaban  por  el  fuero 
viejo ;  fuese  fecha  demanda  en  juicio,  ©a  tiempo  de  otro  fuero  nuevo, 
que  es  contrario  del  primero  ;  i  sobre  tal  razón  como  ósta,  debe  ser 
probado  i  librado  el  pleito  por  el  fuero  viejo  e  non  por  el  nuevo.  Esto 
es  porque  el  tiempo  en  que  son  comenzados  i  fechas  las  cosas  debe 
siempre  ser  catado." 

I  la  segunda.  El  artículo  2770  del  Código  Civil  dispone :  *'  La» 
controrersias  i  los  pkitos  acerca  de  actos  ejecutados,  de  derechos  ad- 
quiridos, de  obligaciones  contraidas  o  de  contratos  celebrados  desde 
dicho  dia  (el  en  que  se  puso  en  vigor  el  citado  Código),  relativo  a  las 
espresadas  materias,  se  decidirán  con  arreglo  a  las  disposiciones  de 
este  Código ;  pero  las  controversias  i  los  pleitos  sobre  actos^  derechos, 
óbliga/dones  i  cmtratos  anteriores  a  la  referida  fecha,  se  decidirán  con  arre- 
gh  a  las  leyes  sustantivas  que  estaban  vijentes  cuando  se  efectuó  d  axto,  se 
adquirió  a  derecho,  se  contrajo  la  obligación  o  se  cdebró  d  contrato.^^ 

Si  pues  las  leyes  citadas  declararon  los  cementerios  de  la  pro^i®- 
dad  de  las  congregaciones  relijiosas ;  si  este  derecho  se  lo  reservó  el 
artículo  4.^  del  decreto  de  9  de  setiembre  de  1861,  ratificado  por  la  leí 
de  19  de  mayo  de  1863 ;  si  los  bienes  pertenecientes  a  las  entidades 
llamadas  '•'  manos  muertas  "  son  de  la  Nación  por  el  artículo  1.^  del 
citado  decreto,  .ratificado  por  el  30  de  la  Constitución  de  la  Union ;  ^ 
esta  es,  por  lo  tanto,  la  única  que  puede  disponer  lo  que  le  plazca  sobre 
tales  bienes  (inciso  2.^  axtícolo  49  de  la  misma),  se  deduce  reotamen* 
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t0 : 1.^  Que  los  cementerios  son  propiedad  de  las  mencionadas  con^ 
^regacíones ;  2.^  Que  siendo  nacionales,  caso  de  ser  espropiables  estos 
Bienes,  toc^a  a  la  Nación  i  no  al  Estado  disponer  de  eÚos  ;  3.^  Que  la 
]ei  de  14  de  majo  de  1855  está  vijente ;  i  qae  la  lei  de  Condinamaroa 

2ae  da  su  administración  a  las  corporaciones  municipales,  es  contraria 
1  inciso  6.^,  artículo  15  de  la  snpracitada  Constitución,  que  garantiza 
la  propiedad,  sin  mas  limitación  que  '^  la  contribución  jeneral  o  la  con- 
Teniencia  publica." 

3.^  Los  actos  lejislatiyos  de  los  Estados  no  pueden  suspenderse 
por  la  simple  hipótesis  de  que  en  su  aplicación  pueden  ofender  un  de- 
recho individual  en  un  caso  particular. 

Aquí  responde  el  Senado  de  Plenipotenciarios  en  la  resolución 
que  dictó,  a  solicitud  del  señor  Gabriel  Echeverrí,  a  21  de  abril  de  1868, 
para  que  se  anulasen,  como  se  anularon,  dos  leyes  sobre  caminos  del 
jBstado  soberano  de  Antioquia  (Diario  Oficial  de  27  de  los  mismos,  nú- 
mero 1214).  Aquellas  leyes  decian  cómo  se  clasificaban  los  caminos 
para  su  composición,  dando  facultad  al  Presidente  del  Estado  para 
reglamentar  su  ejecución  *^  en  el  reglamento  que  se  dio  se  afectó  un 
camino  de  la  propiedad  del  señor  Echeverrí,  i  no  obstante  que  de  la 
manera  como  se  entendió  la  lei  fué  que  se  derivó  el  ataque  a  la  propie- 
dad, el  Senado  resolvió :  "  declara  nulo  el  artículo  4.  de  la  lei  del 
Estado  de  Antioquia,  sobre  caminos  públicos,  espedida  en  22  de  di- 
eiembre  de  1859,  i  los  artículos  31  i  34  de  la  lei  del  mismo  Estado,  de 
12  de  setiembre  de  1864,  reformatoria  de  la  anterior,  en  cuardo  de  tcdea 
disposidoiiea  se  Jiaya  deducido  autorización  para  declarar  como  caminos 
púbUooshs  de  propiedad  particular  ^  sin  decretar  la  espropiacion  en  los 
tárminos  que  la  autoriza  el  inciso  5.^^  del  artícelo  51  de  la  Constitu- 
m>n."  #  ¿  Fuede  darse  un  Caso  mas  hipotético  ?  Se  reconoce  que  la  lei 
por  sí  no  ofende  espresamente  la  propiedad  particular :  que  solo  puede 
ofenderla  por  la  intelijencia  que  se  la  de ;  i  no  obstante,  para  premunir 
eea  mala  mtelijencia,  se  anula.  I  el  Senado,  que  ha  dado  este  paso 
hacia  el  respeto  por  las  garantías  indiviiuales,  no  puede  monos  que 
confirmarlo  en  el  caso  actual,  en  que  la  lei  ni  aun  nipótesis  admite, 

Srque  su  sentido  i  su  letra  son  claros,  i  tan  claros  que  el  primer  paso 
do  por  todas  las  corporaciones  municipales  ha  sido  apoderarse  de 
loe  cementerios  con  aprobación  de  los  Prefectos,  i  mandando  juzgar  a 
lofi  que  han  reclamado  contra  semejante  procedimiento. 

Pero  bien,  ¿cuál  es  la  hipótesis  r  se  dice.  La  lei,  en  el  artícido  cuya 
Bnspension  se  pide,  dispone :  '*  La  administración  de  los  cementerios, 
oomo  objeto  de  la  poHcía  especial  de  cada  distrito,  corresponde  a  las 
eorporaciones  municipales,  i  en  nada  se  refirió  al  derecho  de  propie- 
dad que  individuos  particulares  o  comunidades  pudieran  tener  en  de- 
termmados  terrenos  donde  hasta  entonces  se  hubiesen  inhumado  cada- 
Teres  :  no  resolvió  ningan  punto  de  hecho ;  no  hizo  aplicación  de  la 
doctrÍBa  :  apenas  proclama  un  principió  incontestable  de  administra- 
eion  pública,  a  saber :  que  la  innumacion  de  los  cadáveres  debe  verifi- 
oonforme  a  las  reglas  que  dicte  el  poder  público,  ya  para  impedir 


aUB  se  entierro  precipitadamente  a  alguno,  ya  para  que  en  todo  caso  se 
é  sepaltora  a  los  cadáveres,  i  no  queden  las  poolaciones  espuestas  a  in- 


*  Véase  la  pinina  212  de  este  Código. 
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feccion  porque  se  la  rebase  a  alganos ;  ja  también  para  qae  no  se  abran 
inconsaltamente  las  sepultaras,  i  ya  para  hacer  respetar  los  restos/' 

Si  el  fin  derla  lei  i  sa  letra  hubieran  tenido  el  objeto  aue  se  les 
atribuye  únicamente,  habría  sido  inútil,  porque  sobre  todos  tos  puntos 
que  se  espresan,  se  registran  disposiciones  claras  en  los  artículos  41á  a 
429  del  Codito  de  Pobcia ;  disposiciones  que  se  han  cumplido.  Su  fin 
fué  otro  :  (juitar  la  administrac'on  de  los  cementerios  a  las  congrega- 
ciones religiosas ;  i  desde  luego  es  indudable  que  resolvió  un  punto  de 
hecho,  quitando  a  estas  congregaciones  un  derecho  inherente  al  de 
propiedad  i  el  mas  importante. 

Administración  es  "  el  efecto  de  administrar,"  i  "  administrar  '| 
**  gobernar  o  cuidar,"  en  lo  que  se  comprende  la  posesión,  cuidado  i 
conservación  de  la  cosa :  la  posesión  hace  pai*te  del  dominio,  o  sea  de 
la  propiedad,  tanto  que  sin  ella  no  hai  dominio ;  i  así,  quitar  la  admi- 
nistracioQ  es  limitar  la  propiedad  i  atacarla  por  tanto.  I  si  esta  limi- 
tación viene  de  una  lei,  esa  lei  fija  un  precedente,  o  si  se  quiere  llamar 
así,  un  principio  que  de  hecho  afecta  inte:eses  peculiares  de  las  comu- 
niones relijiosas,  lei  que,  a|:]icada  en  los  casos  particulares  que  ocu- 
rran, tiene  que  confirmar  tal  hecho,  porque  los  jueces  en  todas  partes 
del  mundb  no  tienen  mas  función  qu3  la  de  aplicarla  en  tales  casos. 
Pretender,  pues,  que  al  Poder  Judicial  del  Estado  corresponde  deci- 
<di^,  en  cada  caso,  si  la  lei  viola  o  no  las  garantías  individúales,  es  un 
absurdo  q\ie  peca  contra  la  ciencia  constitucional  i  eontra  las  leyes  de 
la  Unioíx  1  del  Estado  en  materia  de  organización  judicial.  Mas,  es 
pecar  contra  vuestra  resolución  en  el  caso  del  señor  EcheTcrri,  porque 
allí,  donde  hasta  sentencia  del  Tribunal  del  E&tado  recayó  en  anoyo 
del  decreto  del  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  ni  esta  sentencia  os  ae^- 
vo  para  retraeros  de  ejercer  vuestras  facultades  constitucionales,  lo  que 
demuestra  que* para  tal  efecto  no  consideráis  competentes  los  tribuna- 
les de  los  Estados,  i  con  razón,  pues  lo  contrario  seria  dar  a  éstos  una 
facultad  que  no  tienen,  i  abdicar  el  Senado  de  las  que  con  tanta  clari- 
dad se  le  nan  conferido 

Considerada,  pues,  la  cuestión  por  todas  sus  faces,  es  evidente  que 
el  articulo  1.°  de  la  lei  del  Estado  de  Cundinamarca  de  10  de  agosto  de 
1868^  sobre  ''  administración  de  los  cementerios,"  es  contraria  a  una 
lei  nacional  i  conculca  el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Constitución  de  la 
Union.  Veamos  ahora  si  es  contraria  al  derecho  que  garantiza  el  ind- 
80  16,  artículo  15  de  la  propia  Constitución. 

m. 

Dicho  artículo,  en  el  inciso  citado,  se  espresa  así :  ''Es  base  inva- 
riable de  la  Union  &o.  La  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cual- 
quiera relijion,  con  tal  qu9  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la 
soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública." 

Profesar  una  relijion  es  no  solo  ejercerla,  sino  confesar,  reconocer 
i  s^uir  su  doctrina  :  ésta  entre  los  católicos  viene  de  su  Divino  Fun- 
dador ;  i  por  BU  mandato,  el  de  los  concilios  i  el  de  los  jefes  a  quienes 
dio  potestad  de  rejirla  i  gobernarla,  la  intervención  de  la  Iglesia  en  las 

5>reoes  por  los  difuntos  i  en  los  lugares  en  que  deben  sepultarse.  Estos 
ngares  deben  ser  consagrados  por  los  Obispos :  en  dílos  se  prohiben 
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adoiDOfl  i  juegos  profanos :  en  ello?  se  jantan  los  cristianos,  en  varios 
días  del  ano,  a  implorar  con  sus  oraciones  por  el  descanso  de  los  muer- 
tos; i  son  por  esto  considerados  como  accesorios  de  las  Iglesias. 

Véanse  si  nó  las  leyes  del  título  13,  partida  1.*,  que  asi  lo.disponen, 
fondadas  en  las  doctrinas  canónicas,  o  sea  en  los  estatutos,  que  en  sus 
notas  se  citan.  I  si  tal  es  el  carácter  de  los  cementerios ;  si  este  carác- 
ter lo  mandó  guardar  la  real  cédula  de  3  de  abril  de  1787  para  respe- 
tar las  disposiciones  canónicas  ;  si  por  esta  misma  real  cédula  sn  costo 
debia  hacerse  con  las  rentas  de  las  iglesias  i  con  los  diezmos,  ¿  quién 
podrá  dudaí  que  los  cementerios,  por  su  consagración  i  respeto,  a  la 
manera  que  las  iglesias,  son  necesarios  para  la  profesión  i  ejercicio  del 
culto? 

Su  institución  es  tan  antigua  casi  como  el  cristianismo.  Eusebio,  en 
sn  historia  eclesiástica,  L.  7,  capítulo  11,  lo  dice  así,  i  lo  confirman 
todos  los  historiadores  profanos  i  eclesiásticos,  pues  todos  refieren  que 
los  cuerpos  de  los  cristianos,  por  penf».,  o  por  respeto  a  los  dioses  del 
paganismo,  eran  escluidos  de  los  ceméntenos,  botados  á  los  campos  o 
a  las  aguas  para  que  sirviesen  de  pasto  a  las  fieras  o  a  los  peces,  i  que 
de  allí  ios  recojian  los  cristianos,  cuando  podian,  para  sepultarlos  en 
808  cementerios,  que  erao  en  los  mismos  lugares  en  donde  se  reunían 
a  orar.  ¿  Qué  de  estraño  tiene,  pues,  su  institución  i  que  se  hayan  de- 
dicado a  la  esclusiva  sepultura  de  los  correlijionaños  r 

Las  leyes  romanas,  en  tiempo  del  paganismo,  declaraban  sagrado 
el  campo  donde  se  enterraba  un  hombre,  o  por  lo  menos  su  cabeza,  i 
prohibían  labrarlo  o  cultivarlo :  todas  las  naciones  paganas  tributaban 
profundo  respeto  a  los  muertos  i  sus  sepulturas;  ¿i  tiene  algo  de  éstra- 
no  Que  los  cnstianos,  los  que  creemos  en  la  resurrección  i  que  en  el  dia 
final  nuestras  almas  se  han  de  volver  a  unir  a  los  mismos  cuerpos  que 
en  la  vida  mortal  animaron,  profesemos  ese  mismo  respeto  i  aun  mayor 
al  sitio  destinado  a  guardar  esos  cuerpos?  ¿  Esos  sitios  no  son  el  re- 
caerdo  constante  de  uno  de  loe  mas  grandes,  de  los  mas  adorables 
misterios  de  nuestra  creencia  ?  ¿  Cómo,  pues,  negar  que  ésta  se  ataca 
atacándolos  para  confundir  en  uno  los  restos  de  todos,  católicos  i  no 
católicos,  para  profanarlos  e  impedir,  las  preces  de  la  Iglesia  ? 

Los  Estados  Unidos  del  Norte,  país  que  tenemos  por  modelo,  por 
la  semejanza  de  instituciones ;  país  en  que  el  Gobierno  no  tiene  relijion 
i  en  que  la  tolerancia  es  una  realidad,  nos  enseña  lo  que  en  este  caso 
debemos  practicar.  Allí  cada  relijion  que  quiere,  tiene  su  cementerio 
costeado  por  ella  :  en  ese  cementerio  se  admiten  solo  los  cadáveres  de 
los  que  tienen  derecho  a  sepultura  conforme  a  sus  ritos;  i  la  autoridad 
publica  provee  de  cementerios  para  ios  que  no  quieren  o  no  pueden 
Ber  llevados  a  los  de  las  respectivas  congregaciones  rolijiosas.  Esta 
doctrina  es  la  justa,  porque  se  respetan  los  derechos  de  todos  i  se  provee 
a  la  necesidad  común ;  i  esta  doctrina,  ordenada  por  el  artículo  4.^  de 
la  lei  de  10  de  mayo  de  1855  i  confirmada  por  los  artículos  414  i  417 
del  Código  de  Policía  del  Estado,  es  la  que  quiere  suplantarse  con  la 
consignada  en  la  lei  de  cuya  anulación  se  trata. 

Pero  no  solo  los  Estados  Unidos  del  Norte  la  profesan :  la  profesan 
todas  las  naciones,  i  todas  procuran  asegurarla  en  los  tratados  de 
amistad  que  celebran.  Entre  nosotros,  pueden  verse  los  ajustados  con 
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Francia,  país  católico,  i  con  Inglaterra,  protestante.  En  el  artícnlo  77 
del  primero,  su  fecha  27  de  enero  de  1857,  se  lee  : 

"  Los  granadinos  en  Francia  i  los  ¿ranceses  en  la  Nueva  Granada 
gozarán  de  perfecta  e  ilimitada  libertad  de  conciencia,  i  podrán  ejercer 
su  culto,  pública  o  privadamente,  en  los  templos  o  capiUas  destinados 
a  las  funciones  relijiosas,  o  en  el  interior  de  sus  casas,  conforme  al 
sistema  de  tolerancia  establecido  en  ambos  países.  Tendrán^  así  ndamo^ 
la  libertad  de  enterrar  he  muertos  en  los  cementerios  de  su  oomvmon  rdir- 
jiosa,  o  en  los  qve  dios  designen  o  efitallezcan  con  asentimiento  de  las  axdorir 
dades  ¡ocales j  i  las  sepulturas  no  podrán  ser  trastornadas^  ni  interrumpidas 
las  ceremonias  rdijiosas  de  inhumación  o  exhumación^  de  ninguna  manera 
ni  bajo  ningún  pretesto" 

Esto  mismo  en  esencia,  i  acaso  con  las  mismas  palabras,  &e  lee  en 
el  2.^  (artículo  15),  su  fecha  16  de  febrero  de  1866 ;  i  así  se  lee  en  los 
tratados  con  los  Estados  Unidos,  de  12  de  diciembre  de  1846  (artículo 
11),  i  en  varios  otros. 

Si  pues  tal  doctrina  está  consagrada  por  nuestro  derecho  público; 
8Í  por  ella  se  acepta  el  principio  de  que  hace  parte  del  culto  lo  relativo 
a  cementerios ;  i  si  no  puede  alterarse,  como  la  lei  en  cuestión  la  altera, 
sin  esponernos  a  reclamaciones  diplomáticas,  es  fuera  de  duda  que  la 
lei  en  cuestión  ataca  la  libertad  relijiosa  garantizada  por  la  Constitu- 
ción i  por  los  tratados  ajustados  por  la  Nación,  i  que  para  ella  sonleyes 
que  los  Estados  deben  cumplir  i  respetar.   . 

En  resumen,  pues,  el  derecho  que  los  católicos  tienen  por  su  culto 
a  tener  a  su  cargo  los  cementerios  bendecidos  por  sus  ritos  i  costeados 
por  ellos,  es  claro ;  i  como  lejos  de  ser  este  hecho  contrario  a  la  sobe- 
ranía nacional  o  a  la  paz  publica,  es  consagrado  por  la  Constitución  i 
por  la  lei,  viene  a  ser  innegable  que  la  mencionada  lei  pugna  con  el 
inciso  16,  artículo  15  de  dicha  Constitución. 

Por  tanto,  vuestras  comisiones  os  proponen,  para  que  así  lo  resol- 
váis, si  lo  estimáis  a  bien : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  upo  de  la  facultad  que  le  con- 
fiere el  artículo  14,  el  inciso  5.°,  artículo  51,  i  el  artículo  72  de  la  Cons^ 
titucion  de  la  Union,  declara  nulo  el  artículo  1.^  de  la  lei  del  Estado  de 
Cundinamarca,  de  10  de  agosto  de  1868,  "  sobre  administración  de  los 
cementerios,"  por  cuanto  quita  su  administración  a  las  congregaciones 
o  comuniones  relijiosas,  por  ser  en  esto  contrario  dicho  artículo  a  loa 
incisos  5.°  i  16  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional ;  bien  enten- 
dido que  esto  no  implica  que  la  autoridad  no  pueda  dictar  reglas  de 
policía  referentes  a  la  inhumación  i  exhumación  de  los  cadáveres,  sobre 
todo  lo  que  pueda  afectar  a  la  salubridad  i  al  esclarecimiento  de  los 
hechos  crinunosos  i  su  castigo. 

Publíquese,  comuniqúese  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte 
Suprema  federal. 

Bogotá,  10  de  marzo  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores. 

Ignacio  Oshka— Leoncio  Febbeb. 


Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciaríos. 

El  Beyerendo  señor  Arzobispo  de  Bogotá  soUeita  de  vosotros 
espidáis  acto  de  nulidad  en  el  ai*tícalo  1°  de  la  lei  de  10  de  agosto  de 
1866,  del  Estado  soberano  de  Gandinamarca,  por  el  cual  se  dispone 
que  '^  la  administración  de  los  cementerios,  como  objeto  especial  de  la 
policía  de  cada  distrito,  corresponde  a  las  corporaciones  municipales/' 
1  se  funda  en  la  creencia  de  que  por  él  se  violan  las  garantías  5/  i  16 
del  artículo  15  de  la  Constitución  federal.  Mis  honorables  colegas  en  la 
comisión  de  inspección  i  revisión  de  actos  leiislativos  de  los  Estados, 
os  presentan  dos  luminosos  i  razonados  informes,  los  cuales  me  he 
abstenido  de  suscribir,  porque  su  lectura  ha  dejado  en  mi  ánimo  dudas 
afieroa  de  algunos  de  los  puntos  que  en  ellos,  con  suma  habilidad,  se 
oontroviei  ten ;  i  aunque  hubiera  deseado  salvar  mi  voto  en  este  delicado 
asunto  que  se  roza  con  las  ideas  reUjiosas  i  con  los  principios  del  pi- 
tido político  a  que  pertenezco,  circunstaiicias  amoas  que  pudieran 
coninbmr  a  darle,  un  tinte  de  parciaUdad  a  mi  opinión  en  él,  me  he 
resuelto  a  presentar  este  informe  separado,  en  el  que  espongo  la  razón 
del  voto  que  daré  en  la  discusión  de  la  mencionada  solicitud  del  Beve- 
xeodo  señor  Arzobispo  de  Bogotá. 

La  lei  del  Estado  soberano  de  Oundinamarca,  objeto  de  la  recles 
macion,  es  estrictamente  constitucional  i  no  viola,  en  mi  concepto, 
ninguna  de  las  garantías  de  los  colombianos,  pues  que  en  ninguna  de 
sos  disposiciones  afecta  los  derechos  adquiridos,  ja  sea  por  la  comu- 
moQ  católica  en  el  libre  ejercicio  de  su  culto  i  en  el  de  propiedad  sobre 
loe  cementerios  consagrados,  ya  sea  por  los  particulares  i  demás  sectas 
disidentes.  La  referida  leí  dispone  como  deben  ser  administrados  en 
lo  sucesivo  los  cementerios,  i  a  nadie  despoja  de  derechos  adquiridos, 
ni  en  parte  alguna  comprende  los  cementerios  que  actualmente  son 
administrados  por  católicos,  protestantes  &c.,  por  lo  cual  creo  c[ue  no 
debe  accederse  a  ta  solicitud  del  reverendo  señor  Arzobispo.  Si  en  la 
aplicación  de  esta  lei,  estos  derechos  que  se  creen  existentes  fuesen 
Tuberados  por  las  autoridades  de  Oundinamarca,  los^  tribunales  del 
Estado  son  los  competentes  para  decidir  en  el  asunto  i  no  el  Senado* 

Bogotá,  marzo  11  de  1869. 

Ciududanos  Senadores.  Tomas  E.  Abello. 


Oindadanos  Senadores. 

La  Asamblea  del  Estado  de  Cundioamarca  espidió,  en  10  de  agosto 
íb  1868,  una  lei  cuyo  artículo  1°  dice :  '*  La  administración  de  los  ce- 
meftteriosy  como  objeto  de  la  policía  especial  de  cada  distrito,  corres- 
ponde a  las  corporaciones  municipales.'^ 

El  señor  Arzobispo  de  Bogotá  solicitó  de  la  Corte  Suprema  federal 
k  suspensión  de  esa  íeá,.  diciendo  que  es  contraria  a  la  nacional  de  14 
és  mayo  de  1866,  que  concede  a  las  comunidades  reiijiosas  la  propiedad 
de  los  oemeateríos ;  contraría  at  inciso  6.^,  artículo  16  de  la  Constitu» 
áiMr  que  gorantissa  esa  propiedad,  i  últimamente  contraría  al  inciso  16 
del  mismo  artleofo  TArqne  garantÍBa  la  ISbte  profesión  de  una  relijion 
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El  señor  Procurador  de  la  Nación  apoyó  la  solicitad  del  ñmot 
Arzobispo  en  su  yista  fiscal  de  17  de  diciemore  último,  opinando  qae 
dicha  lei  es  contraria  a  los  incisos  5.^  i  16  del  artículo  16  de  la  Consti- 
tución, i  que,  en  consecuencia,  la  Corte  debia  suspender  el  artícnlo  1.° 
de  la  sobredicha  lei. 

El  fallo  de  la  Corte  Suprema  no  reunió  la  unanimidad  de  votos 
exijida  por  el  artículo  72  de  la  Constitución  para  suspender  los  actos 
lejislatiros  de  las  Asambleas  de  los  Estados ;  i,  en  consecuencia,  la  leí 
de  10  de  agosto  está  vijente  hasta  que  el  Senado  decida  definitivamente 
sobre  su  validez  o  nulidad. 

I  como  la  nulidad  de  los  actos  leiislativos  de  los  Estados  no  debe 
decidirse  por  el  Senado  conforme  a  la  6.*  de  sus  atribuciones,  sino 
cuando  sean  contrarios  a  la  Constitución,  vuestra  comisión  pasa  a  exami- 
nar si  la  lei  de  Cundinamarca,  sobre  administración  de  los  cementerios, 
es  o  nó  anulable. 

Los  ^ue  atacan  la  espresada  lei  sostienen  que  ella  viola  dos  de  los 
derechos  individuales  consignados  en  el  artículo  15  de  la  Constitución, 
a  saber,  el  5.°,  que  garantiza  la  propiedad,  no  pudiendo  ser  privad4)8  de 
éUa  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes/  o  ctuxmdo  h 
eodja  un  grave  motivo  de  necesidad  publica,  judicialmenie  declarado  i  f:revia 
inaemnizacion  ;  i  el  16,  que  garantiza  lajprofesion  libre,  piMica  o  privada, 
de  cualquiera  rdijion,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la 
soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública. 

Vuestra  comisión  es  de  concepto  que  nirguno  de  los  dos  espresa- 
dos derechos  ha  sido  atacado  por  la  lei  de  10  de  agosto,  i  pasa  a  de* 
mostrarlo. 

I. 

Los  derechos  individuales  que  reconoce  el  artículo  15  de  la  Cons- 
titución, son  garantizados  por  el  Gobierno  jeneral  i  por  los  Gobiernos 
de  los  Estados  a  los  individuos  que  sean  capaces  de  dichos  derechos, 
o  no  estén  privados  de  ellos  por  ministerio  de  la  lei. 

La  libertad  individual  i  la  seguridad  personal,  por  ejemplo,  que  se 

{>ierden  por  pena,  conforme  a  las  leyes,  no  pueden  ser  reclamadas  por 
os  individuos  a  quienes  la  autoridad  pública  detiene  o  impone  la  pena 
de  prisión. 

Si  los  mormojies  o  los  druidas  apareciesen  en  Colombia,  no  podrian 
reclamar  el  ejercicio  libre  de  su  respectiva  relijion,  porque  la  práctica 
de  ella  seria  incompatible  con  la  paz  pública  i  las  garantíais  de  los 
demás  individuos. 

La  incapacidad  de  las  comunidad!es,  asociaciones  i  entidades  rdir 
jiosas  para  adquirir*  bienes  raíces,  es  un  canon  en  nuestra  asociación 
política :  es  el  primero  de  los  deberes  que  han  contraido  los  EstadoSj 
espresado  en  el  articulo  6.°  con  estas  terminantes  palabras :  "Los 
Estados  convienen  en  consignar  en  sus  constituciones  i  en  su  lejisla- 
cion  civil  el  principio  de  incapacidad  en  las  comunidades,  asociaciones 
i  erUidades  rdijiosas  para  adquirir  bienes  raices,  i  en  consagrar  por  vosi' 
to  jeneral  que  la  propiedad  raíz  no  puede  adquirirse  con  otro  carácter 
que  el  de  enajenable  i  divisible,  a  voluntad  esclusiva  del  propietanOi  i 
de  trasmisible  a  los  herederos  conforme  al  derecha  común." 

Es,  pues,  evidente  que  si  la  lei  de  algún  Estado  permitiese  adqni^' 
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it  Kenu  rftioes  a  alj^ana  congregación  o  entidad  relijiosa,  esa  lei  seria 
tímiraria  a  la  GonstUvcíon,  i,  por  consiguiente,  sería  suspendida  por  la 
Corte  Suprema  federal  i  anulada  t)or  el  Senado. 

De  manera  que  todo  acto  lejislatiyo  de  los  Estados  que  reconozca 
directa  o  indirectamente  la  incapacidad  de  las  entidades  relijiosaa  para 
adquirir  bienes  raices,  es  arreglado  al  artículo  6°  de  la  Oonstitucion,  i 
de  consigoiente  no  puede  ser  suspendido  ni  anulado  por  los  poderes 
faderales. 

"Las  entidades  rdijiosas  no  pueden,  pues,  reclamar  la  garantía  oon- 
agoada  en  el  inciso  5.^  del  artículo  15  de  la  Constitución,  porque  son 
incapaces  del  derecho  declarado  en  dicho  artículo;  i  el  señor  Arzobis- 
po, reclamando  en  nombre  de  una  entidad  rdijiosa  el  derecho  de  pro- 
piedad en  una  finca  raíz,  ha  hecho  una  solicitud  inoficiosa. 

Se  dice,  sinembargo,  que  la  lei  nacional  de  14  de  mayo  de  1855 
dispone  eu  su  artículo  3.^  "  que  los  cementerios  reconocidos  como  de 
la  mmíonion  católica  i  bendecidos  por  sus  ritos,  serán  de  la  esclusiva 
pertenencia  de  esa  comunión  para  la  inhumación  de  sus  cadáveres  "; 
ide  esta  disposición  deducen :  1.^  que  esta  lei  está  yijente ;  2.^  que  es 
una  lei  nacional  que  no  ha  podido  derogarse  por  la  de  un  Estado ;  i 
3.^  que  ella  ha  declarado  el  derecho  de  propiedad  de  la  comunión  ca- 
tólica en  los  cementerios,  debiendo  ser  administrados  éstos  por  los 
lespectiyos  ministros. 

Mas  estas  conclu^ones  son  inexactas.  La  lei  de  14  de  mayo  de 
1855  no  está  rijente  como  lei  nacional,  ni  como  lei  del  Estado.  Como 
leí  nacional,  dejó  de  serlo  desde  que  se  organizó  el  sistema  federal  i 
pasó  a  ser  del  dominio  de  los  Estados  la  lejislaclon  civil,  judicial  i  de 
poEoía ;  i  como  lei  del  Estado,  quedó  derogada  desde  que  se  declaróla 
njencia  do  los  Códigos  de  Cundmamarca  que  abrogaron  i  reformaron 
toda  la  lejislacion  anterior,  dejando  solo  eñ  vigor  la  contenida  en  los 
iGpresados  Códigos. 

La  lei  de  14  de  mayo  no  declaró  ningún  derecho  de  dominio  ni  de 
propiedad  :  se  limitó  a  decir  que  los  cementerios  eran  de  la  perten/efricki 
de  la  comunión  católica  para  la  inhumación  de  sus  cadáveres.  Beconoció 
nmplemente  el  derecho  que  tienen  los  católicos  de  ser  enterrados  en 
dios;  pero  no  prohibió,  ni  podia  prohibir,  la  intervención  de  la  autori- 
dad publica  en  todas  las  operaciones  necesarias  para  dar  sepultura  a 
Io8  muertos,  a  fin  de  que  la  salubridad  pública  sea  preservada,  preve- 
nida la  profanación  de  los  restos  humanos,  i  asegurados  e  identíncados 
^6  para  el  caso  en  que  la  jurisdicción  civil  o  criminal  tenga  que  exa- 
minarlos.' Estas  operaciones  no  pueden  desempeñarse  eficazmente  si 
los  cementerios  públicos  no  están  b^jo  la  guarda  de  la  autoridad  civil, 
i  con  razón  la  leí  de  10  de  agosto  ha  confiado  a  las  municipalidades  la 
ftdministracion  de  ellos ;  pero  al  hacerlo,  ni  remotamonte  se  ha  pensa- 
do en  violar  el  derecho  que  tienen  los  católicos  de  ser  sepultados  en 
dios,  derecho  bien  distinto  del  de  propiedad  que  se  reclama. 

Deducir  del  contenido  de  la  leí  de  10  de  agosto,  que  ella  ha  arre- 
batado a  los  católicos  el  derecho  de  inhumar  los  cadáveres  de  los  miem- 
litoe  de  su  relijion  en  los  cementerios  bendecidos  por  sus  ritos,  es  una 
suposición  enteramente  gratuita. 

La  lei  cuya  anulación  se  pide  se  ha  dictado  de  acuerdo  con  la  na- 
Qooal  de  29  de  mayo  de  1864,  sobre  bienes  desamortizados,  que  en  su 
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«  ser  inhumados,  i  en  castigo  quizá  de  haber  obedecido  a  las  leyes  de  la 

Sepúblioa.  Mas  de  un  caso  podría  ya  citarse  en  apoyo  de  esta  aserción. 

Verdad  es  que  hai  muchos  espíritus  fuertes  que  poco  se  preocupan 
por  el  destino  que  tengan  sus  restos  mortales;  pero  no  se  trata  de  eUos, 
ano  de  sus  deudos  i  de  las  afecciones  que  dejan  en  la  tierra. 

La  ternura  paternal,  la  piedad  de  los  hijos,  los  vínculos  sagrados 
de  los  esposos,  el  amor  i  la  gratitud  exijen  que  los  despojos  humanos 
de  los  seres  que  nos  han  sido  queridos,  reposen  en  los  lugares  mismos 
donde  se  teñeran  las  reliquias  de  nuestros  antepasados,  deudos  o 
benefactores. 

El  corazón  humano  exije  estas  complacencias,  i  justo  es  satisfacerlo. 

De  lo  espuesto,  vuestra  comisión  ha  concluido  que  la  lei  de  10 
de  agosto,  tantas  veces  citada,  no  es  contraria  a  la  Constitución  ni 
a  las  leyes  de  la  Bepublica,  i,  en  consecuencia,  os  propone  el  siguiente 
preyecto  de 

besolucion: 

El  Senado  de  ÍPlenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  que 
le  confiere  el  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válida  la  lei  de  10 
de  agosto  de  1868,  sobre  administración  de  los  cementerios,  espedida 

1)or  la  Asamblea  del  Estado  de  Cuadinamarca,  en  cuanto  no  comprende 
08  cementerios  de  propiedad  particular. 

J.  Salg^ab— Jagobo  Sanokbz. 
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TALIDEZ  de  lo«  artículos  15  i  17  de  la  leí  36  del  Ettado   de 
Panamá)  de  15  de  noviembre  d«  1§66,  sobre  contribuciones* 

(No  hubo  acuerdo  previo  de  la  Suprema  Corte). 
Infobmes  de  la  Comisión  del  Senado. 


Ciudadanos  Senadores. 

Ocurre  a  vosotros  el  ciudadano  José  Araújo,  en  calidad  de  apo- 
derado de  los  señores  Pedro  Pablo  Pacheco  i  Schuber  i  hermanos, 
pidiéndoos  la  anulación  de  los  artículos  15  i  17  de  la  l^i  36,  de  15  de 
noviembre  de  1866,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
soberano  de  Panamá,  por  creerla  contraria  a  los  incisos  4.°  i  5.°,  ar- 
tículo 8.°  de  la  Constitución  de  la  Union. 

En  dichos  artículos  se  establece  : 

"  Art.  15.  La  contribución  pecuaria  de  consumo  grava  los  ganados 
vacuno,  de  cerda,  cabrío  o  lanar,  que  se  maten  para  el  consumo  público, 
para  d  de  los  buques  qm  salgan  de  los  puertos  dd  Estado,  o  anclen  en  dloSj 
o  para  sdoaoruts;  i  grava  tainbien  las  reses  de  las  especies  indicadas  que 
se  destinen  en  pié  para  provisiones  de  los  mismos  buques. 


I 
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"  Art.  17.  No  se  podrá  matar  ni  embarcar  ningún  animal  de  lo» 
graTados  con  la  contribución  de  consumo,  sin  dar  de  ello  aviso  previo 
al  respectivo  recaudador ;  i  el  que  no  observe  esta  formalidad,  pagará 
doble  el  derecho.  Pero  si  en  el  lugar  donde  se  verifica  la  matanza  o  el 
embarque,  o  donde  se  halla  el  que  dispone  la  una  o  el  otro,  no  existiere 
el  recaudador,  se  podrá  prescindir  de  la  espresada  formalidad,  con  tal 
que  se  dé  cuenta  del  hecho  a  dicho  recaudador,  tan  luego  como  éste  se 
presente ;  i  si  así  no  se  hace,  se  incurrirá  en  la  misma  pena  del  dobla^ 
miento  del  derecho." 

Que  el  Estado  de  Panamá  ha  podido  gravar  con  un  derecho  los 
ganados  dados  al  consumo  en  su  propio  territorio,  ni  dudarse  puede; 
pero  ¿ha  podido  gravar  con  ese  derecho  lop  que  se  destinan  al  consumo 
ae  los  buques  que  salgan  de  los  puertos  del  Estado  o  estén  anclados 
f  ea  ellos;  los  que  se  destinan  a  salazones  para  la  esportacion  o  para  el 
viaje  de  dichos  buques ;  o  los  que  en  pié  se  destinan  para  provisiones 
de  tales  buques?  Hé  aquí  la  cuestión  que  en  nuestro  concepto  debéis 
considerar  i  resolver ;  cuestión  deUcada  i  sobre  la  que  os  informaremos; 
aunque  no  con  la  plena  seguridad  de  hacerlo  con  el  acierto  que  qoi- 
neratuos. 

Dos  hechos  nos  servirán  de  punto  de  partida  en  el  examen  de  la 
enestion  propuesta :  1.^  Los  buques  todos,  mercantes  i  de  guerra,  se 
consideran  como  una  parte  del  territorio  de  la  nación  a  que  pertenecen; 
bien  que  respecto  de  los  mercantes  se  admiten  limitaciones  que  los 
SQJetan  a  visitas  i  otras  formalidades  que  aseguren  los  derechos  de  las 
naciones  a  donde  arriben ;  i  2.**  Por  los  incisos  1.®  i  5.°,  articulo  17  de 
la  Constitución  de  la  Union,  los  Estados  delegaron  al  Gobierno  jeneral 
i  86  sometieron  a  su  autoridad  en  las  relaciones  esteríores  i  en  el  réji- 
men  i  la  administración  del  comercio  esteríor,  de  cabotaje  i  costanero ; 
de  las  fortalezas,  puertos  marítimos,  fluviales  i  secos  en  las  fronteras, 
arsenales,  diques  i  demás  establecimientos  públicos  i  bienes  pertene- 
cientes a  la  tJnion. 

Por  el  hecho  de  ser  considerados  los  buques  como  parte  del  terri- 
torio de  la  nación  a  que  pertenecen,  los  derecnos  que  las  demás  nacio- 
nes ejercen  sobre  ellos,  traen  su  fuente,  o  del  derecho  de  jentes  con- 
suetudinario, o  del  convencional,  i  en  uno  i  otro  caso  pertenecen  al 
ramo  de  relaciones  esteriores,  reservado,  por  el  inciso  1.°,  artículo  17 
de  la  Constitución  de  la  ünion,  al  Gobierno  jeneral.  I  por  el  mismo 
hecho,  i  por  el  de  haberse  reservado  al  Gobierno  de  la  Union  "el  réji- 
men  i  administración  del  comercio  esterior,  de  cabotaje  i  costanero» 
de  las  fortalezas,  puertos  marítimos,  fluviales  i  secos  en  las  fronteras,*' 
la  autoridad  de  los  Estados  no  se  estiende,  ni  puede  estenderse,  a  los 
puertos  ni  a  los  buques  fondeados  en  ellos,  pues  ésta  se  la  reservaron 
al  Gobierno  de  la  Union  por  el  artículo  17  citado. 

Tan  evidente  es  lo  espuesto,  que  así  lo  confirman  todos  los  tratados 
de  comercio  celebrados  por  la  Bepública  con  los  gobiernos  estranjeros : 
ea  todos  ellos  se  arreglan  los  derechos  que  las  naciones  contratantes 
pueden  reciprocamente  ejercer  sobre  sus  buques,  las  carras  a  que  éstos 
ffiíedan  sujetos  i  todo  lo  relativo  a  su  arribo,  retirada,  embarque, 
^sembarqne,  &c.,  siendo,  sobre  todo,  de  notar  el  artículo  11  del  cele- 
brado a  á  de  abril  de  1S67  con  S.  M.  el  Bei  de  Portugal,  que,  mas  o 
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menos,  se  oontíene  en  los  otros  que  nos  ligan  con  otras  potenciaa  Este 
artículo  dice : 

"  Los  ciudadanos  o  subditos  do  cualquiera  de  las  partes  contcir 
tantes  que  se  viesen  obligados  a  buscar  rciujio  o  asilo  en  alguno  dekw 
rios,  puertos  o  lugares  del  territorio  de  la  otra  parte  con  sos  buques, 
sean  mercantes  o  de  guerra,  por  causa  de  te^T»oral,  persecución  de 
piratas  o  enemigos,  avería  en  el  casco  o  aparejos,  f(3i£oL  de  aguada  o 

?)rovÍ8Íones,  serán  recibidos  i  tratados  con  humanidad,  dándoseles  todo 
avor,  auxilio  i  protección  para  reparar  sus  buques,  acopiar  agua  i  ví- 
veres i  ponerse  en  estado  de  continuar  su  viaje,  sin  obstáculo  ni  moles- 
tia de  ningún  jénero,  ni  pago  de  derechos  de  puerto  o  cvalesquiera  otras 
cargas^  que  los  emolumentos  del  práctico  i  sin  exijirles  que  descarguen 
todo  o  parte  de  la  caiga  si  no  fuere  preciso." 

I  SI  un  buque  quearriba  por  solo  hacer  aguada  o  proveerse  de  víve- 
reSy  está  exento  de  toda  carga,  ¿no  lo  estarán  los  que,  arribando  por  caal- 
'  quiera  otro  motivo,  necesiten  proveerse  de  agua  i  víveres  ?  La  razón  es 
la  misma ;  pero  aunque  así  no  fuera,  la  exención  en  este  easo  demaestra 
que  la  nación  es  la  sola  que,  como  administradora  de  los  puertos,  f>iie- 
de  dispensarla.  A  lo  que  es  de  agregarse  que,  no  esceptuando  la  lei  en 
cuestión  este  caso  i  otros  especificados  en  los  tratados,  falta  a  ellos  i 
puede  comprometer  las  relaciones  esteríores  de  la  Bepablica,  énica 
encargada  de  couservurlos  i  responsable  do  los  hechos  que  los  afecten. 

Del  mismo  hecho  de  esterritoriaHdad  úe  los  buques  se  deduce  que 
los  efectos  embarcados  en  ellos  se  esportau,  pues  según  el  artículo  2.^» 
inciso  2.°  de  la  lei  de  7  de  julio  de  1866,  el  comercio  de  esportacion 
consiste  "  en  estraer  productos  de  la  Bepublica,  con  destino  a  países 
estranjeros ; "  i  como  por  el  artículo  201  de  hi  propia  lei,  toca  al  ±*oder 
Ejecutivo  ''  impedir  que  por  los  gobierno»  de  los  Estados  se  sajdten  a 
o¿ras  formalidades,  exi jencias  o  gravámenes  que  los  establecidos  en  ella^ 
las  operaciones  comerciales  que  están  sujetas  al  réjimen  de  las  adua- 
nas, antes  que  las  mercancías  hayan  sido  ofrecidas  al  consumo,"  6S 
claro  que  los  Estados  no  pueden,  fuera  de  dicho  caso  i  de  los  dos  men- 
cionados en  los  incisos  del  mismo  artículo  (peajes  o  indemnizaciones 
por  el  uso  de  las  vias  públicas  o  de  las  particulares  conforme  a  sus 
privilejios),  imponer  derechos  sobre  las  mercancías  que  se  esporten.  I 
como  el  consumo  en  los  buques  no  es  consumo  en  el  Estado,  la  ilega^ 
lidad  del  establecido  por  la  lei  del  EÍ3tado  de  Panamá  es  evidente ;  i 
es  evidente,  ademas,  ^u  inconstitucionalidad,  pues  por  el  inciso  4.**,  ar- 
tículo 8.^  do  la  Constitución  de  la  Union,  los  Estados  no  pueden  "  ^a- 

var  con  impuestos los  productos  destinados  a  la  esportacion, 

cuya  libertad  mantendrá  el  Gobierno  jeneral." 

Los  buques  nacionales,  se  dirá,  no  se  hallan  en  ninguno  de  los 
casos  espresados  ;  pero  aun  suponiendo  que  los  haya,  estos  bucfues  no 
pueden  consagrarse  sino  a  alguna  clase  de  comercio  de  las  especificadas 
en  el  artículo  2.*"  de  la  lei  de  7  de  julio  de  1866,  "  sobre  aduans»  ;"  no 
pneden  anclarse  ni  navegar  sino  en  puertos  o  en  aguas  nacionales, 
sometidos  a  la  Iqislacion  nacional  por  el  inciso  5.**,  artículo  17  de  Ift 
Constitución  de  la  Union ;  i  están,  por  lo  mismo,  al  amparo  del  artículo 
201  de  dicha  lei,  trascrito  arriba.  I  el  impuesto  sobre  efectos  de  tras- 
porte en  ellos,  o  destinados  a  su  propio  consumo,  viola  los  incisos  4°  1 
b.""  del  artículo  B."",  el  aftícrda  17 1  el  inciso  5.^  articula  19  de  la  CottS- 
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ttneion  de  la  Union ;  pues,  o  se  esportan,  i  sn  navegación  no  puede 
rertrinjirse  con  impuestos  de  ninguna  clase ;  o  solo  transitan  en  el 
tanrítorio  del  Estado  para  pasar  a  los  buques  i  consumirse  en  ellos,  i 
per  ño  consumirse  en  el  Estado  no  pueden  gravarse;  o  están  sometidos 
a  la  lejislacion  jeneral  sobre  aduanas,  i  como  delegada  al  Gk)biemo 
jeneral,  no  pueden  los  Estados  trasgredir. 

^  Por  lo  espuesto,  os  proponemos,  para  que  así  lo  resolváis,  si  lo 
«stímais  conveniente : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  6.^,  arnculo  51  de  la  Constitución  de  la  Union,  declata 
nulos  los  artículos  15  i  17  de  la  lei  36  del  Estado  de  Panamá,  de  15  de 
noviembre  de  1866,  '*  adicional  i  reformatoria  de  la  11/  de  1865,  sobre 
oontribuciones,"  en  la  parte  que  grava  con  la  contribución  pecuaria  de 
oonsumo  los  ganados  vacuno,  de  cerda,  cabrío  o  lanar,  que  se  maten 
para  el  consumo  de  los  buques  que  salgan  de  los  puertos  del  Estado  o 
estén  anclados  en  ellos,  i  en  la  que  grava,  bien  los  mismos  ganados  que 
enfoen  en  pié  a  dichos  buques  para  sus  provisiones,  o  bien  los  que  en- 
tran en  salazones  con  este  objeto  o  con  el  de  ser  esportados.  Igual- 
mente anula  las  disposiciones  de  dichos  artículos  que  reglamentan  el 
cobro  de  dicha  conmbucion,  por  ser  el  gravamen  referido  i  las  disposi* 
cienes  dictadas  para  asegurar  su  i)ago,  violatorias  de  los  incisos  4u^  i 
8.»  del  artículo  8.°  i  del  artículo  17  i  sus  incisos  1.*^  i  5.®  de  la  mencio- 
nada Constitución.  Publíquese  i  comuniqúese  al  Gobernador  del  men- 
cionado Estado. 

B(^otá,  &c. 

Ciudadanos  Senadores* 

Igkagio  Ospina — Tomas  E.  Abello— Leoncio  Fbbbeb— Jaoobo 
Sáikjhesí-J.  Saloab. 


Ciudadanos  Senadores. 

El  señor  doctor  José  Araújo,  como  apoderado  de  los  señores  Pedro 
Pablo  Pacheco  i  Schuber  hermanos,  ha  solicitado  del  Senado  la  anu- 
lación de  los  artículos  15  i  17  de  la  lei  36  del  Estado  de  Panamá,  san- 
ebnada  en  15  de  noviembre  de  1866,  como  contrarios  a  la  Constitución 
nacional. 

El  artículo  15  dice :  "  La  contribución  pecuaria  de  consumo  grava 
los  ganados  vacuno,  de  cerda,  cabrío  o  lanar,  que  se  maten  para  el 
consumo  público,  para  el  de  los  buques  que  salgan  de  los  puertos  del 
Estado  o  estén  anclados  en  ellos,  o  para  salazones,  i  gravan  también  las 
reses  de  las  especies  indicadas  que  se  destinen  en  pie  para  provisiones 
de  los  mismos  Duques." 

I  el  artículo  17  dice  :  "  No  se  podrá  matar  ni  embarcar  ningún 
animal  de  los  gravados  con  la  contribución  de  consumo,  sin  dar  de  ello 

Sevio  aviso  al  respectivo  recaudador ;  i  el  que  no  observe  esta  formalí- 
A  picará  el  derecho  doble.  Pero  si  en  el  lugar  donde  se  verifica  la 
matan?»  o  el  embarque,  o  donde  se  halla  el  aue  dispone  la  una  o  el  otro, 
no  exktíete  el  recaudador,  se  podrá  prescindir  de  ut  espresada  formali- 
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dad  con  tal  qne  se  dé  caenta  del  hecho  a  dicho  recandador,  tan  luego 
como  esté  presente  ;  i  si  así  no  se  hace,  se  iacorrirá  en  la  misma  pena 
del  doblamiento  del  derecho." 

Los  incisos  4^,  5.^  i  8.°  del  artículo  8.^  de  la  Constitución,  son  los 
que  limitan  las  facultades  que  tienem  los  Estados  en  materia  de  impues- 
tos i  contribuciones,  i  estas  prohibiciones  solo  se  refieren  a  los  siguientes 
productos  i  propiedades : 

1.^  A  los  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales,  o  puedan  serlo 
antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo ; 

2.^  A  los  que  se  destinen  para  la  esportacion  o  comercio  esterior, 
cuja  libertad  mantendrá  el  Gobierno  jeneral ;  i 

3.^  A  las  propiedades  de  la  ünion  Colombiana. 

Todos  los  demás  productos  i  propiedades  pueden  ser  gravados  por 
los  Estados,  porque  la  Constitución  no  establece  otras  escepoiones  que 
las  enunciadas,  i  porque  son  de  la  esclusiya  competencia  délos  Estados 
todos  los  asuntos  de  gobierno  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  mismos 
Estados  espresa,  especial  i  claramente  al  Gobierno  jeneral. 

En  presencia  de  esta  disposición  terminante,  consignada  en  el 
artículo  16  de  la  Constitución,  i  de  las  limitaciones  que  se  han  espre- 
sado, debe  examinarse  si  los  artículos  15  i  17  de  la  Jei  36  del  Estado 
de  Panamá,  que  han  sido  denunciados  como  contrarios  a  la  Constitu- 
ción federal,  lo  son  en  realidad,  para  ser  anulados  por  el  Senado. 

Es  indudable  que  los  artículos  denunciados  no  imponen  contribu- 
ción sobre  propiedades  nacionales;  pero  ¿gravarán  el  comercio  de 
tránsito  i  de  espartacicn  ? 

El  tenor  uteral  del  artículo  15  demuestra  que  no  se  gravan  sino  los 
ganados  que  se  maten  para  el  consumo  púUico  i  para  d  de  los  buques  que 
siJgan  de  los  puertos  del  Estado  o  estén  anclados  en  eUos»  i  también 
los  que  se  destinen  en  pié  para  provisiones  de  los  mismos  buques. 

jLa  lei  de  7  de  julio  de  1866  define  las  operaciones  comerciales  que 
se  llaman  de  esportacion  i  de  tránsito,  i  al  significado  legal  de  estas  pa- 
labras debemos  someter  las  disposiciones  de  la  lei  de  Jranamá. 

^^  La  esportacion  consiste  en  estraer  productos  de  la  Hepública  con 
destino  a  países  estranjeros." 

'^  El  tránsito  es  el  paso  de  las  mercancías  estranjeras  que  se  impor- 
tan a  la  Bepública  con  destino  a  otra  nación.'' 

Los  ganados  i  salazones  que  se  destinen  para  el  consumo  i  provi- 
siones de  los  buques  que  salgan  de  los  puertos  del  Estado  de  Panamá 
o  están.anclados  eñ  ellos,  ¿  son  mercancías  de  tránsito  o  de  esportacion? 
Conforme  a  las  definiciones  legales  que  se  acaban  de  ver,  es  claro  que  nó. 

Si  los  ganados  que  se  producen  en  el  Estado  de  Panamá  se  espor^ 
taran  con  destino  a  California,  por  ejemplo,  o  a  algún  otro  país  esfaran- 
jero,  o  si  pasaran  de  tránsito  con  el  mismo  objeto,  es  evidente  que  el 
gravamen  que  se  impusiera  sobre  estas  operaciones  seria  inconstitucio- 
nal ;  pero  en  los  casos  determinados  por  la  lei  de  aquel  Estado  no  bal 
violación  alguna  de  la  Constitución. 

Mas  es  posible  que  entre  las  carnes  saladas  i  ganados  que  se  em- 
barquen se  destinen  algunos  al  comercio  esterior :  de  cien  reses,  por 
qemplo,  que  se  embarcaren  en  un  buque  que  salga  de  Panamá  para 
California,  cincuenta  pueden  destinarse  para  provisiones  i  cincuenta 
para  vender  en  aquel  país.  Si  se  gravase  la  totalidad  de  los  ganados^ 
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M  indudable  qne  se  violaría  el  inciso  4.^  del  artíoolo  8.^  de  la  Consti- 
taeion ;  pero  en  este  caso,  como  en  otros  que  pueden  ocurrir,  el  comer* 
eío  tiene  reglas  establecidas,  i  el  Senado  no  puede  anular  un  acto 
IqisIatiTo  de  un  Estado,  porque  hipotéticamente  pueda  aplicarse  de 
un  modo  contrario  a  los  preceptos  constitucionales ;  pero  si  debe  pre* 
reñirse  este  caso,  i  con  tal  objeto  os  presenta  vuestra  comisión  el  si« 
goiente  proyecto  de 

besolüoion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  6/ 
del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los  artículos  15  i  17 
de  la  lei  36  del  Estado  de  Panamá,  de  15  de  noviembre  de  1866,  adicio- 
nal i  reformatoria  de  la  11/  de  1865  sobre  contribuciones,  m  cuanto  no 
grave  especialmente  el  comercio  esterior. 

Comtmíquese  i  publíquese. 

Bogotá,  marzo  19  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores.  Jacobo  Sanghbz. 


SeNTENOU  ULTEBIOB  DB  la.  SüFBElCA  COBTE. 
Corle  Saprema  federal— Bogotá,  diez  i  naove  de  j alio  de  mil  ochocientos  sesenta  i  nneve. 

Tistos — A  esta  Suprema  Corte  ha  ocurrido  J.  La&urie  Bravo,  de 
Panamá,  solicitando  la  suspensión  del  artículo  15  de  la  lei  36  de  aquel 
Estado,  espedida  el  15  de  noviembre  de  1866,  i  que  lleva  este  título : 
**  Adicional  i  reformatoria  de  la  11/  de  1865,  sobre  contribuciones." 
Jtxzga  el  peticionario  que  el  artículo  denunciado  como  inconstitucional 
lo  es  en  razón  a  que  por  él  se  ^rava  el  comercio  esterior  de  la  Bepública 
^Dtra  la  terminante  prohibición  del  inciso  4.°,  artículo  8.^  de  la  Cons- 
títacion  federal  Dicho  artículo  (el  de  la  lei  de  Panamá)  establece  lo 
sígoiente : 

^  Art.  15.  La  contribución  pecuaria  de  consumo  grava  los  ganados 
vacuno,  de  cerda,  cabrío  o  lanar,  que  se  maten  para  el  consumo  público, 
para  d  de  los  btiqnes  que  salgan  de  losrmertos  dd  Estado  o  estén  andados  en, 
eBúSy  o  para  salazones  ;  i  grava  también  las  reses  de  las  especies  indicadas^ 
que  se  destinen  en  pié  para  provisiones  de  los  mismos  buques.  Dicha  con- 
tribución no  se  coorará  por  razón  de  las  reses  ^ue  se  maten  o  destinen 
en  pié  para  otros  Estados  de  la  Union  Colombiana.  El  Poder  Ejecuti- 
vo dictará  los  reglamentos  conducentes  a  evitar  los  abusos  que  pudie- 
ran cometerse  en  perjuicio  del  Tesoro,  con  motivo  de  esta  disposición." 
El  señor  Procurador  jeneral,  a  quien  se  dio  vista  de  la  anterior 
solicitud,  ha  manifestado  que  se  abstiene  de  emitir  concepto  sobre  el 
negocio  de  que  ella  trata,  puesto  que  de  él  se  ocupó  ya  el  Senado  de 
Plenipotenciarios  en  las  sesiones  del  presente  año,  habiendo  dictado  la 
riguiente  resolución,  que  se  rejistra  en  el  "Diario  Oficial"  número  1520: 
*•  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.* 
del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  validos  los  artículos  15  i  17  de 
la  lei  36  del  Estado  de  Panamá,  de  15  de  noviembre  de  1866,  adicional 
i  reformatoria  de  la  11.*  de  1865,  sobre  contribuciones,  en  cuanto  no 
grava  especialmente  el  comercia  esterior/' 


No  estando  en  las  atribuciones  de  la  Oorte  reTÍsar  las  deeinJones 
del  Senado,  se  abstiene,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  señor  Pioca^ 
rador,  de  considerar  la  solicitud  sobre  suspensión  del  artículo  de  la  leí 
de  Panamá,  a  que  se  ha  hecho  refei64pia  al  principio  de  esta  esposicion* 

Comuniqúese  i  archívese  el  espediente. 

M.  MüBiLLO — José  MarTa  Yillamizab  G. — J.  M.  PéB3SZ — Jüax 

A.  Ubicoechea — Jiii  CoLUNJE —  Fícente  Vanegaa,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Frocii- 
rador  jeneral  de  la  Nación. 

BoDBfouEZ — Panegroa, 


TAI4IDCZ  de  los  ártica  los  1.*,  3.%  4.%  5.%  9.%  15  i  61  de  la  leí 
del  £stado  de  Boyacá,  de  23  de  agosto  de  1860,  sobre  proce- 
dimiento en  las  cansas  de  que  conoce  la  Asamblea* 


ACÜ£BD0  DE  LA  SUFBEMA  COBTE. 
Corte  Suprema  federal — Bogotá,  marzo  once  de  mil  ochocientos  sesenta  i  naeve. 

Por  escrito  fechado  en  Tunja,  a  ocho  de  octubre  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  i  siete,^se  presentó  Domingo  M.  Silva  ante  esta  Corte  Sa- 
Írema,  pidiéndole  la  suspensión  de  los  artículos  1.°,  2.°,  4®,  6.**,  9.® 
5  i  61  de  la  leí  del  Estado  de  Boyacá,  espedida  i  sancionada  el  22  de 
agosto  de  1866,  sobre  ^^  procedimiento  en  las  causas  de  que  conoce  la 
Asamblea." 

Los  citados  artículos  dicen  así : 

"  Art.  1.^  Todo  individuo  tiene  el  derecho  de  denunciar  ante  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  los  -  abusos  de  las  atribuciones  que 
les  corresponden,  o  las  faltas  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  come- 
tidas por  los  funcionarios  púbUcos  de  que  trata  la  atribución  lá  del 
artículo  30  de  la  Constitución  del  Estado. 

"  Art.  2.°  La  Asamblea  tiene  también  el  derecho  de  inquirir  direc- 
tamente los  hechos  criminosos  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  i 
promover  el  correspondiente  juicio  de  responsabilidad. 

^'  Art.  é.^  Luepo  que  ^se  presejite  a  la  Asamblea  algún  denuncio 
contra  cualquiera  de  los  funcionarios  públicos  relacionados  en  el  ar- 
tículo 1.°,  el  Presidente  dispondrá  que  se  pase,  con  los  documentoa 
comprobantes,  a  las  respecuvas  comisiones  de  infracción  de  Constitu- 
ción i  leyes,  para  que  propongan  o  nó  la  acusación,  ' 

",Art.  5.®  Las  comisiones  deben  presentar  su  informe  dentro  de 
tercero  dia,  en  el  caso  de  <}ue  hallen  suficientes  las  dilijencias  sumarias» 
Si  las  encontraren  insuficientes,  lo  informarán  asi  a  la  Asamblea  dentro 
del  enunciado  término,  i  sin  demora  mandarán  practicar  cuantas  dih- 
jencias  estimen  conducentes  al  esclarecimiento  del  delito  i  de  la  per- 
sona responsable. 

''Art.  9.^  Dos  dias  después  de  concluido  el  término  que  las  comi- 
siones tienen  para  perfeccionar  el  sumario,  presentarán  su  informe. 
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"  Art.  16.  Declarado  con  lagar  al  seguimiento  de  causa,  el  emplea- 
do comprendido  en  tal  declaratoria,  (]ueda  por  el  mismo  hecho  suspen* 
dido  de  su  destino.  La  Asamblea  dictará  las  providencias  necesarias 
paia  que  se  llene  la  vacante  en  los  términos  prevenidos  por  las  leyes. 

"  Art.  61.  Condenado  por  la  Asamblea  un  empleado  publico,  la 
demanda  de  que  trata  el  artículo  anterior  se  contraerá  únicamente  a 
fijar  la  cuantía  que  debe  pagar  el  empleado." 

Los  funcionarios  de  que  trata  la  atribución  constitucional  a  que 
86  refiere  el  primero  de  los  artículos  que  quedan  trascritos,  son :  el 
Presidente  del  Estado,  sus  Secretarios,  los  Majistrados  de  la  Corte  i  el 
Procurador  del  Estado. 

Sobre  los  artículos  1.**,  2.^  4.°,  5.°,  9."*  i  15,  hace  el  postulante 
estas  dos  observaciones : 

1.^  Que  reconociendo  el  artículo  69  de  la  Constitución  federal, 
como  parte  del  Poder  Judicial  de  la  Union,  a  los  tribunales  i  juzgados 
de  los  Estados,  i  concediendo  el  artículo  87  del  mismo  código,  a  los 
Majistrados  i  jueces,  la  garantía  de  que  no  podrán  ser  suspendidos  de 
sos  empleos  siño  por  acusación  legalmente  intentada  i  admitida,  los 
indicados  seis  artículos  de  la  lei  de  Boyacá  son  contrarios  a  dichos 
artículos  69  i  87,  pues  que  consagran  el  principio  de  que  los  Majistra- 
dos de  las  cortes  o  tribunales  de  los  Estados  pueden  ser  enjuiciados  a 
Tirtad  de  un  simple  denuncio,  i  aun  de  oficio,  i  suspendidos  de  sus  des* 
tinos  por  el  solo  necho  de  declararse  con  lugar  el  juicio. 

2.'  Que  los  mismos  seis  artículos  son  opuestos  también  al  385  del 
Código  nacional  de  procedimiento  en  los  negocios  criminales,  puesto 
que  el  ultimo  espresamente  prohibe  se  siga  de  oficio  juicio  de  respon- 
sabilidad cuando  éste  tenga  por  causa  una  sentencia  o  auto  dictado 
6Q  negocios  civiles  de  particulares,  mientras  que  los  primeros,  admi- 
tiendo, sin  distinción  de  ninguna  especie,  el  enjuiciamiento  de  los  em- 
Sleados  del  ramo  judicial,  invaden  las  prerogativas  que  a  los  Majistrados 
e  los  tribunales  de  los  Estados  corresponden  por  su  carácter  de 
miembros  del  Poder  Judicial  de  fa  Union. 

Sobre  el  artículo  61,  el  mismo  postulante  observa  que,  establecián- 
dose  allí  la  acción  civil  contra  un  empleado  público  del  orden  judicial, 

Saede  reducida  esclusivamente  a  fijar  la  cuantía  que  ese  empleado 
ebe  satisfacer  como  reparación  de  daños,  i  pudiendo  talfijacion  nacer- 
se por  el  juez,  de  una  manera  sumaria,  es  claro  c[ue,  en  acciones  de  la 
inmcada  naturaleza,  no  existirá  el  debate  judicial  que  garantizan  la 
Gonstitacion  federal  i  las  de  los  Estados;  i  así  los  tribunales  i  juzgados 
vendrán  a  quedar  constituidos  en  comisiones  especiales  de  justicia,  i 
sus  resoluciones  vendrán  a  causar  a  la  propiedad  de  los  ciudadanos 
ima  verdadera  espoliacion ;  de  donde  se  deduce  que  dicho  artículo  61 
es  contrario  a  los  incisos  4.°  i  5.°  del  artículo  15  de  la  Constitución  de 
la  Bepública. 

Ve  la  petición  que  contiene  las  observaciones  apuntadas,  se  di6 
▼iflta,  sin  demora,  al  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  i  este  fun- 
cionario emitió  su  concepto  acerca  de  ella  desde  el  9  de  noviembre  de 
1867 ;  pero  necesitándose,  para  resolver,  un  dato  que  el  espediente  no 
arrojaba,  la  Corte  tuvo  que  dictar,  para  obtenerlo,  diversas  providen- 
ciae,  i  no  es  hasta  hace  poco  que  ha  podido  ser  obtenido. 

Hoi  que  el  espediente  se  nalla  completo,  i  que  se  ha  surtido,  ade- 
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mas,  toda  la  tramitación  establecida  en  los  artíonlos  188  i  139  de  lalei 
de  22  de  mayo  de  1866  "  sobre  procedimiento  en  los  negocios  civiles 
cnyo  conocimiento  corresponde  a  los  tribunales  de  la  ümon,"  pasa  la 
Oorte  a  pronunciar  la  decisión  que  le  compete,  previas  las  siguientes 
consideraciones : 

1.*  Aunque  el  artículo  69  de  la  Constitución  federal,  al  echar  las 
bases  del  Poder  Judicial  de  la  Union,  dice  que  éste  ^*  se  ejerce  por  el 
Sedado,  por  una  Corte  Suprema  federal,  por  los  tribunales  i  ju2¿ados 
de  los  Estados,"  ¿c,  ninguna  lei  oi^nica  del  mismo  Poder  ha  necho 
entrar  en  su  composición,  precisamente,  a  esos  tribunales.  Lo  que  a 
este  respecto  dispone  el  artículo  22  de  la  lei  de  30  de  abril  de  1864, 
sobre  la  materia,  es  lo  siguiente :  "  En  los  Estados  en  que  no  haya 
jueces  de  circuito,  desempeñará  el  Tribunal  o  Corte  del  Estado  las  fun- 
ciones de  los  jueces  nacionales.  En  aquellos  Estados  en  que  habiendo 
jueces  de  circuito,  o  de  provincia,  o  de  cualquiera  otra  denominación, 
conocen,  pero  no  deciden,  en  los  negocios  de  mayor  cuantía,  se  ejerce- 
rán las  funciones  de  jueces  nacionales  ppr  los  funcionarios  espresados 
i  por  los  tribunales  superior^,  conforme  a  la  lejislacion  de  los  mismos 
Estados."  Es,  pues,  de  mera  continjencia  el  que  formen  parte  del  Po- 
der Judicial  de  la  Union  tales  tribunales. 

2.*  Aun  admitiendo  que  los  tribunales  superiores  de  los  Estados 
hacen  parte  del  Poder  Judicial  de  la  Union,  no  puede  decirse  que  los 
comprende,  en  su  carácter  peculiar  de  tribunales  de  aquellas  entida- 
des, el  artículo  87  de  la  Constitución  federal,  pues  la  letra  de  este  ar- 
tículo es  como  sigue :  **  Los  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal 
i  los  Jueces  de  los  demás  Tribunales  i  Juzgados  TioctoTioZes,  no  pueden 
ser  suspensos  sino  por  acusación  legalmente  intentada  i  admitida,  ni 
depuestos  sino  a  virtud  de  sentencia  judicial  conforme  a  las  leyes." 

3.*  Concediendo,  no  solo  que  los  tribunales  superiores  de  los  Es- 
tados hacen  parte  del  Poder  Judicial  de  la  Union,  sino  que  los  com- 
prende hasta  en  su  carácter  peculiar  de  tribunales  de  aquellas  entidades 
el  citado  artículo  87,  éste  no  puede  decifse  contrariado  por  los  referidos 
artículos  1.®,  2.^  4.*^  6.°,  9.°  il5  de  la  lei  de  Boyacá;  porque  la  sus- 
pensión de  que  trata  el  último,  debe  ser  precedida  de  acusación,  s^un 
la  última  parte  del  4.^,  i  según  el  10,  aue  el  postulante  no  menciona ; 
i  según  el  14,  que  tampoco  menciona  el  postulante,  es  preciso  también, 
para  que  la  suspensión  pueda  tener  lugar,  que  la  acusación  sea  admi- 
tida previamente.  Hé  aquí  los  artículos  10  i  14  de  aquella  lei : 

"  Art.  10.  Si  las  comisiones  resolvieron  acusar,  espondrán,  con 
toda  claridad,  los  cargos  que  se  deduzcan  de  los  autos  i  las  personas 
que  aparezcan  responsables;  i  al  fin  del  informe  propondrán  lo  conve^ 
niente,  declarando  que  hai  lugar  a  juicio  de  responsabilidad  contra  el 
individuo  o  individuos  sindicados  por  el  delito  o  delitos  que  se  espre- 
sarán, citando  la  respectiva  lei  penal. 

"  Arfc.  14.  Las  resoluciones  de  la  Asamblea  respecto  de  acusación 
o  sobreseimiento,  se  agregarán  a  los  autos,  a  mas  de  la  constancia  que 
debe  quedar  en  el  acta,  i  serán  autorizadas  por  el  Presidente  i  Secre- 
tario. 

4.*  Aun  admitiendo  que  los  referidos  tribunales  superiores  hacen 
parte  del  Poder  Judicial  de  la  Union,  no  puede  decirse  que  los  fijéis 
artículos  primeramente  mencionados  son  opuestos  al  385  del  Código 
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noional  de  procedimiento  en  los  negocios  criminales,  o  sea  a  la  lei  de 
11  de  mayo  de  1848 ;  porque  ella,  como  el  señor  Procurador  lo  indica, 
*'no  es  aplicable  sino  en  los  juicios  nacionales ;  de  manera  que,  cuando 
un  jaez  de  esta  clase  incurre  en  responsabilidad,  se  le  ju2ga  según  esa 
leí ;  pero  si  el  mismo  empleado  falta  a  sus  deberes  como  juez  del  Es- 
tado, puede  ser  llamado  a  juicio  conforme  alas  leyes  del  Estado  a  que 
pertenece." 

5/  Disponiendo  el  artículo  60  de  la  lei  reclamada,  que  '^  la  deman- 
da ciyil  para  la  reparación  del  daño  o  indemnización  de  perjuicios  a 
particulares,  se  podrá  intentar  por  éstos  ante  los  tribunales  i  justados 
ordinarios ;"  de  que  el  61  disponga  que  tal  demanda  se  contraerá  única- 
meóte  a  fijar  la  cuantía  que  el  empleado  debe  pi^ar,  no  se  sigue  que, 
al  hacer  esa  fijación,  aquellos  tribunales  i  juzgados  hayan  de  preter- 
mitir las  fórmulas  comunes  a  todos  los  juicios  civiles.  No  habrá,  desde 
luego,  espoliaciones  causadas  por  comisiones  especiales  de  justicia, 
eomo  dice  el  postulante. 

A  mérito,  pues,  de  las  consideraciones  que  preceden,  se  declara, 
de  acuerdo  con  el  concepto  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación: 

La  Corte  Suprema  federal  no  suspende  la  ejecución  de  los  artícu- 
los 1.^  2.^  4.^  5.^  9.°,  15  i  61  de  la  leí  del  Estado  de  Boyacá, espedida 
i  saAcionada  el  22  de  agosto  de  1866,  sobre  **  procedimiento  en  las 
cansas  de  que  conoce  la  Asamblea,"  porque  las  disppsiciones  conteni- 
das en  ellos  no  son  contrarias  a  la  Oonstitucion  ni  a  lei  alguna  de  la 
Bepáblica. 

Cúmplase  lo  prevenido  en  la  parte  final  del  articulo  140  i  en  el 
141  de  la  citada  lei  de  22  de  mayo. 

J.  M.  Pérez— Juan  A.  Umcoecha— Jil  Colunjb — ^M.  Mxjbillo — 
JoBÉ  MABfA  ViLLAMiZAR  G. —  Vicente  Fanegas,  Secretario. 

En  la.  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  ,1a  Nación.  —  BoDBfouEZ —  Vanegaa,  Secretario. 


Inpobme  de  IíA  Comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Ocurrió  ante  la  Corte  Suprema  de  la  Union  el  señor  Domingo  M. 
Suva  solicitando  la  suspensión  de  los  artículos  1.°,  2.^,  4^  5.^  9.^  15 
i  61  de  la  lei  del  Estado  de  Boyacá,  de  22  de  agosto  de  1866,  *'  sobre 

Srocedimiento  en  las  causas  de  que  conoce  la  Asamblea,"  por  estimar 
ichos  aitículos  contrarios  a  los  mcisos  4.°  i  5.^  del  artículo  15,  i  a  los 
aiÜculos  69  i  87  de  la  Constitución  federal,  i  al  artículo  385  del  Código 
de  procedimiento  en  los  negocios  criminales.  Dicho  Supremo  Tribunal 
denegó  lo  solicitado  por  no  creerlo  fundado,  i  os  ha  remitido  el  espe- 
dente para  los  efectos  constitucionales. 

Los  artículos  de  cuya  nulidad  se  Jarata,  disponen:  el  1.^  qtie  "todo 
individuo  tiene  derecho  de  denunciar  ante  la  Asamblea  del  Estado  los 
abusos  de  las  atribuciones  que  les  corresponden,  o  las  faltas  en  el 
complindento  de  sus  deberes,  cometidas  por  los  funcionarios  públicos 
de  que  trata  la  atribución  14  del  urtícmo  20  de  la  Constitución  del 
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Estado*'  (el  Presidente  del  Estado,  sos  Secretarios,  los  Majistrados  de 
lá  Oorte  i  el  Procurador  del  Estado) ;  el  2.^,  que  ''la  Asamblea  tiene 
también  el  derecho  de  inquirir  directamente  los  hechos  criminosoB  a 

3ae  se  refiere  el  articulo  anterior,  i  promover  el  correspondiente  juicio 
e  responsabilidad;"  el  4°  que,  '4uego  que  se  presente  a  la  Asamblea 
algún  denuncio  contra  cualouiera  de  los  funcionarios  públicos  relaoio- 
nados  en  el  artículo  1.^,  el  Presidente  dispondrá  que  se  pase,  con  los 
documentos  comprobantes,  a  las  respectivas  comisiones  de  infracción 
de  Constitución  i  leyes,  para  que  proponga  o  nó  la  acusación ; "  el  5.°, 

aue  ''  las  comisiones  deben  presentar  su  informe  dentro  de  tercero 
ia,  en  el  caso  de  que  hallen  suficientes  las  dilijencias  sumarias.  Si 
las  encontraren  insuficientes,  lo  informarán  así  a  la  Asamblea  dentro 
del  enunciado  termino,  i,  sin  demora,  mandarán  practicar  cuantas 
dilijencias  estimen  conducentes  al  esclarecimiento  del  delito  i  de  la 
persona  responsable  ; "  el  9.°,  que  "  dos  dias  después  de  concluido  el 
término  que  las  comisiones  tienen  para  perfeccionar  el  sumario,  pro* 
sentarán  su  informe ; "  el  15  que,  *'  declarado  con  lugar  el  segiiimicnto 
de  causa,  el  empleado  comprendido  en  tal  declaratoria  queda,  por  el 
mismo  hecho,  suspenso  de  su  destino,  i  la  Asamblea  dictará  las  provi- 
dencias necesarias  para  que  se  llene  la  vacante  en  los  términos  preve- 
nidos por  las  leyes ; "  i  el  61  que,  "  condenado  por  la  Asamblea  un 
empleado  DÚblico,  la  demanda  de  que  trata  el  artículo  anterior,  la  de 
daños  e  indemnización  de  perjuicios,  se  contraerá  únicamente  a  fijarla 
cuantía  que  debe  pasar  el  empleado." 

Los  artículos  1.  ,  2.®,  4.^,  5.^  9.°  i  15  se  creen  en  oposición^  con 
los  artículos  69  i  87  de  la  mencionada  Constitución  i  con  el  artículo 
885  del  Código  de  procedimi^to  en  los  negocios  criminales  de  la  Union; 
i  el  artículo  61  se  estima  violatorio  de  los  incisos  4°  i  5.°  del  artícuto 
15  de  la  misma  Constitución.  Veamos,  pues,  lo  que  estas  disposiciones 
establecen : 

"  Art.  69.  El  Poder  Judicial  se  ejerce  por  el  Senado,  por  la  Corte 
Suprema  federal,  por  loa  tribunales  i  juzgados  de  los  Estados ,  i  por  los  que 
se  establezcan  en  los  territorios  que  deban  rejirse  por  lejislacion  es- 
pecial 

"  Art.  87.  Los  Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal  i  losjv^ 
de  los  demos  tribunales  i  juzgados  nacionales  no  pueden  ser  suspensos  smo 
por  acusación  legalmente  intentada  i  admitida,  ni  depuestos  sino  a 
virtud  de  sentencia  Judicial  conforme  a  las  leyes." 

Art.  385.  Del  Código  de  procedimiento  criminal. 

"  No  podrá  seguirse  juicio  de  responsabilidad  de  oficio  cuando  solo 
se  trata  de  resarcimiento  de  daños  i  perjuicios  a  particulares,  o  de  la 
imposición  de  una  pena  pecuniaria,  ni  tampoco  cuando  la  responsabi- 
lidad verse  por  consecuencia  de  sentencia  o  auto  judicial  en  nego^^^^ 
oiviles  entre  particulares." 

Liciso  4.  ,  artículo  15  de  la  Constitución.  "  La  seguridad  personal, 
de  manera  que  no^  sea  atacada  impunemente  por  otro  individuo  o  por 

la  autoridad  ^  pública ni  ser  juzgados  por  comisiones  ni  tribunales 

estraordinarios ;  ni  penados  sin  ser  oidos  i  vencidos  en  juicio '* 

Liciso  5.°,  artículo  15  citado :  '*  La  propiedad,  no  pudiendo  eef 

Erivados  de  ella  sino  por  pena  o  contribución  jeneraJ,  con  arreglo  a  las 
tYQo  ■  •  •  • 
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Para  creer  el  señor  Silva  que  los  artículos  1.^,  2.^  4.^,  5.°,  9.°  i  Ifr 
ttm  opuestos  a  los  artículos  69  i  87  de  la  Constitución  i  al  385  del  06* 
ágo  de  procedimiento  en  negocios  criminales,  arguye  así :  el  artículo 
€9  establece  que  el  Poder  Judicial  de  la  Union  se  ejerce  por  los  tribu- 
ludes  i  jueces  de  los  Estados,  i  el  87  manda  que  no  sean  suspensos  sin 
acnsacion  intentada  i  admitida,  ni  depuestos  sqio  por  sentencia  judicial; 
luego  no  es  de  la  competencia  de  los  Estados,  sino  de  la  ünion,  cono* 
eer  de  las  causas  de  responsabilidad  que  contra  ellos  se  formen,  i  menos 
de^  oficio,  cuándo  el  artículo  385  del  Código  de  procedimiento  criminal 
¿o  permite  que  se  les  siga  causa  de  oficio  en  algunos  casos. 

La  respuesta  a  este  raciocinio  está  consignada  en  los  mismos  ar- 
tículos de  la  Constitución  que  se  invocan ;  pues  si  el  69  manda  que  el 
Poder  Judicial  se  ejerza  por  los  tiibunales  i  jueces  del  Estado,  no  eS: 
en  calidad  de  tribunales  i  ^u:^ados  nacionales,  lo  que  corroboran  los 
artículos  20  i  21  de  la  propia  Constitución;  pues  según  ellos,  "  el  Poder 
Judicial  de  los  Estados  es  independiente,"  i  las  autoridades  por  ellos 
establecidas,  en  calidad  de  tales,  *'  lo  son  también  del  orden  federal," 
bajo  cuyo  concepto  únicamente  son  responsables  ante  el  Gobierno  de 
la  Union  *'  por  imraccion  de  la  Constitución  i  leves  de  la  misma  ünion  " 
(inciso  4^,  articulo  71  de  la  Constitución,  reproducido  en  los  ineisos  S.^ 
1 10  del  artículo  8.^  de  la  lei  de  80  de  abril  de  1864  i  en  los  incisos  3.^ 
i  8.^  del  artículo  9.^  de  la  leí  de  16  de  mayo  da  1865,  ambas  org^cas 
de  los  tribunales  de  la  Union);  i  si  el  artículo  87  establece  q^ue  los  Ma- 
jistrados  i  Jueces  no  sean  suspendidos  sino  por  acusación  intentada  i 
admitida,  ni  depuestos  sino  por  sentencia  judicial,  es,  como  ¿1  lo  espre- 
ta,  en  su  calidad  de  '*  Tribunales  i  Juzgados  ncunonales,^*  calidad  que  no 
tienen  los  de  los  Estados  en  los  negocios  propios  de  éstos,  cuyas  fnn- 
ebnes  judiciales  son  independientes,  según  el  artículo  21  citado.  Así 
qoe,  i  por  no  tratarse  de  responsabilidad  por  infracción  de  las  leyes 
federales  ni  de  los  casos  en  que  el  conocimiento  toca  a  los  Tribunales 
i  Juzgados,  para  que  sea  aplicable  el  artículo  385  del  Código  de  pro- 
cedimientos criminales,  es  claro  que  los  artículos  de  la  lei  de  Boyacá  . 
conexionados  con  esta  parte  del  reclamo,  no  son  ni  inconstitucionalea 
ni  Urales. 

rara  creer  el  señor  Silva  que  el  artículo  61  de  la  lei  de  Boyacá  es 
contrario  a  los  incisos  4^  i  6.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  naci<>^ 
iial,  dice :  '^que  por  cuanto  establece  <}ue  la  acción  ciril  para  la  repa* 
ración  del  daño  e  indemnización  de  perjuicios  se  intente  ante  los  triW 
nales  i  jueces  ordinarios,  i  se  contraiga  únicamente  a  fijar  la  cuantía 
Que  debe  pa^  el  empleado,  se  establece  una  comisión  especial,  que  sin 
uebate  judicial  obliga  a  una  exacción  pecuniaria ;"  pero  no  se  concibe 
de  dónde  pueda  sacarse  semejante  consecuencia. 

En  toda  acción  por  perjuicios  se  envuelven  dos  cuestiones  i  son  s 
la  del  hecho  que  dé  derecho  a  la  indemnización,  i  la^del  valor  de  loa 
daños  que  por  ese  hecho  se  orijinen.  Cuando  el  hecho  es  criminoso^ 
una  de  las  penas  que  el  Código  iPenal  de  Boyacá  impone  es  la  de  pagar 
ks  danos  i  perjuicios  que  por  tal  hecho  sean  ocasionados ;  i  su9Í,  al 
condenarse,  se  resuélvela  primera  cuestión.  Queda  pendiente  la  segun- 
da para  la  fijación  del  precio  o  cuantía  del  perjuicio,  i  es  esta  la  que 
el  artículo  61  de  la  lei  de  Boyacá  manda  intentar  ante  los  tribunales 
i  jus^gadofi  ordiparios ;  pero  como  dicha  disposición  no  manda  que  sea 
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munaria,  ni  qae  Ele  sijga  un  procedimiento  especial,  es  claro  qne  tendrá 
^e  ser  por  los  trámites  de  todos  los  juicios,  previo  el  procedimiento 
i  d  debate  cfoe  para  ellos  establece  el  Código  Judicial ;  i  no  hai,  por 
lo  mismo,  m  comisión  especial,  ni  ataque  a  la  propiedad. 

Gomo  consecuencia  de  las  precedentes  observaciones,  i  con  repro- 
ducción de  las  aducidas  por  la  Corte  Suprema  federal,  vuestra  comisión 
propone,  para  que  así  lo  resolváis  si  lo  estimáis  justo : 

EU  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le 
confiere  el  inciso  6.^,  artículo  51  i  el  articulo  72  de  la  Constitución, 
declara  váHdos  los  artículos  1.°,  2.°,  4°,  5.^  9.°,  15  i  61  de  la  lei  del 
Estado  soberano  de  Boyacá,  de  22  de  agosto  de  1866,  "  sobre  procedi- 
miento en  las  causas  de  que  conoce  la  Asamblea,"  por  no  ser  contm- 
ríos  a  dicha  Constitución  ni  a  las  leyes  de  la  ünion. 

Comuniqúese,  publíquese  i  dev^^élvase  el  espediente  en  la  forma 
legal 

Bogotá,  abril  5  de  1869. 

Ciudadanos  Senadores. 

Tomas  E.  Abello— J.  Sanohez— Leoncio  Fbbbeb— J.  Saixsab^ 

IGHAOIO  OSPtKA. 


Lxm. 


nuiilDAD  del  artículo  3.«  de  la  lei  del  Cstado  de  Panamá,  de 
6  de  octubre  de  1§559  que  adoptó  como  lei  del  Estado  una  or- 
denanza de  la  Cámara  provincial  de  CUri^iní,  concediendo 
piiTlleiio  para  un  camino  de  ruedas  entre  David  i  €lilrii|nl« 


ACÜEBDO  DE  LA  SCFBEMA  COBTE. 

Oorte  Snprema  de  la  Confederación.— Bogotá,  veintinueve  de  mayo  de  mil  ochocientos 
aesenta. 

En  15  de  abril  de  1860  celebró  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nueva 
Granada  un  contrato  con  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Panamá,  a 
efecto  de  establecer  los  derecbos  i  obligaciones  consiguientes  al  privi- 
legio otorgado  a  dicha  Compañía  para  la  construcción  del  indicado 
ferrocarril  al  través  del  Istmo;  cuyo  contrato  fué  aprobado  por  el 
Congreso  a  virtud  del  acto  lejislativo  de  29  de  mavo  del  mismo  año. 

Iln  el  artículo  7.°  de  este  contrato  se  estipulo  que,  durante  el  tér- 
mino del  privilejio,  no  consentiría  el  Gobierno  granadino  que  otra  com- 
pañía o  individuo  "  emprendiera  otro  camino  carretero  a  la  Mac-Adams, 
de  tablones,  ni  de  ninguna  otra  clase,  propio  para  el  uso  de  vehículos 
de  ruedas  entre  los  dos  océanos  al  través  del  Btmo." 

'  En  20  d.e  febrero  de  1854  espidió  la  Lejislatura  provincial  de  Chi- 
riquí  una  ordenanza  concediendo  privilejio  esclusivo  a  Ambrosio  W. 
Thompson  para  mejorar  el  camino  provincial  de  David  a  la  laguna  de 
Obdriquí ;  cuyo  privilejio,  de  duración  de  sesenta  años,  tiene  por  objeto 
hacer  que  ese  camino  que,  partiendo  de  David  i  atravesado  la  cordi- 
llera, vaya  a  terminar  en  la  laguna  indicada  en  el  AtlántioQ,  quede  de 
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"cdmodo  tránsito  por  vehículos  do  ruedas."  Aquella  ordenanza  se  con- 
virtió mas  tarde  en  lei  del  Estado  de  Panamá^  a  virtud  del  artículo  2.^ 
del  acto  de  6  de  octubre  de  1855  ;  i  considerándola  el  señor  Procura- 
dor jeneral  contraria  al  ja  mencionado  contrato  sobre  el  ferrooiurril, 
ba  pedido  su  suspensión. 

La  Corte,  para  resolver,  considera  lo  siguiente  : 

La  ciudad  de  David  está  situada  sobre  el  Pacífico,  teniendo  a  Bo» 
cachica  por  puerto  principal  i  por  mas  inmediato  el  del  Pedregal,  no 
mediando  entre  ella  i  este  puerto  sino  una  corta  distancia  de  terreno 
llano,  que  hoi  mismo  se  atraviesa  en  carros ;  lo  cual  se  sabe  no  solé 
por  la  notoriedad  de  estos  hechos,  sino  también  por  la  carta  corográñr 
ca  formada  por  los  injenieros  oficiales  con  relación  al  Istmo  de  Pana* 
mí.  Por  consiguiente,  aquella  ciudad  está  en  comunicación  abierta  con 
d  grande  océano  i  pertenece,  diremos  así,  a  las  costas  de  éste ;  de 
donde  resulta  que  un  camino  que  una  a  David  con  la  laguna  de  Chiri- 

Saí,  esto  es,  con  los  puertos  del  Atlántico,  es  un  camino  que  induda- 
lemente  pasa  de  mar  a  mar. 

Ahora  bien :  si  ese  camino  es  un  vehículo  de  ruedas,  i  si  él  se  ha 
mandado  o  permitido  construir  en  esta  forma  (aparente  para  ruedas), 
eñ  un  tiempo  posterior  al  año  en  que  se  celebró  el  conkato  para  la 
construcción  del  ferrocarril,  ¿  el  acto  que  tal  permite  será  contrario  al 
artículo  7.^  de  este  último  contrato  ?  Difícilmente  se  encontrará  un  áni- 
mo imparcial  que  sostenga  la  negativa.  , 

Los  interesados  por  parte  de  Thompson  reflexionan  así :  s^un  la 
parte  final  del  memorado  artículo  7.^,  el  privilejio  relativo  al  ferrocarril 
no  |>aede  ni  debe  oponerse  en  manera  alguna  a  la  conclusión,  consez^ 
Tacion  i  mejora  de  los  Caminos  que  ya  existían  o  que  estuvieran  consr 
tmjéndose  el  año  de  1850 ;  i  como  el  camino  de  David  a  las  Bocas  del 
Toro  tenia  mas  de  catorce  años  de  existencia,  es  claro  que  él  está  oon^ 
prendido  en  la  escepcion  que  la  parte  final  de  aquel  articulo  establece* 

Pero  bien :  ¿  como  i  de  qué  clase  era  ese  camino  que  existia  hacia 
las  Bocaui  4^1  Toro,  bien  fuera  él  (lo  que  no  se  esplica)  a  la  bahía  del 
Almirante,  bien  tocara  solamente  con  alguna  de  las  ensenadas  de  la 
lacona  de  Ohiriquí  ?  ¿  Qué  clase  de  mejora  era  la  que,  según  la  natu- 
nleza  misma  de  ese  camino,  estaba  llamado  a  recibir  ? 

Ese  camino,  concediéndole  mucho,  seria  un  camino  de  herradura; 
i  bajo  tal  predicamento  i  con  ese  obieto  era  que  él  podía  mejorarse, 
para  no  contrariar  lo  pactado  con  la  Compañía  del  ferrocarril.  Pero 
desde  que  se  acomodaba  ya  como  vehículo  de  ruedas,  su  naturaleza 
cambiaba  enteramente :  no  era  un  camino  mejorado,  sino  trasformado: 
era  un  camino  nuevo,  susceptible  de  aquello  de  que  no  era  susceptible 
mta  via  de  herradura.  Por  una  via  de  carros  pueden  pasar  bestias ; 
pero  por  una  via  solo  de  paso  de  bestias,  no  pueden  pasar  carros.  Una 
cosa  cualquiera  se  mejora,  hablando  en  sentido  estricto,  cuando  eDa  se 
Imce  mas  aparente  para  su  primitivo  destino ;  mas  cuando  esa  cosa  se 
cablea  o  se  destina  pitra  un  s^rricio  distinto,  no  es  mejora  sino  cambio 
lo  que  ha  recibido. 

El  privilejio,  pues,  otorgado  a  favor  de  Thompson,  fué  en  realidad 
para  construir,  soore  el  viejo  camino,  un  camino  nuevo  que,  atrave- 
sando el  Istmo,  pusiera,  por  el  lado  de  Chiriquí,  en  comunicación  el 
Atlántico  con  el  Pacifico. 


—  asa- 
Pero  el  apoderado  de  Thompson  ha  representado  posterion&ento 
«esponiendo,  que  en  lo  que  se  llama  comunmente  el  Istmo  de  Panamá 
hai  mas  de  xm  Istmo,  o  mejor  dicho,  que  hai  también  el  de  Chiriqní  ; 

Snes  ^ne,  según  varios  jeógrafos,  el  de  Panamá  no  pasa  del  grado  81 
e  lonjitud  occidental,  i  qae  el  camino,  o  la  línea  del  camino  hada  Da* 
Tid,  pasa  entre  los  grados  82  i  84  de  Ion jitud  occidental.  Agrega  que» 
por  actos  lejislativos,  se  ha  reconocido  la  existencia  de  mas  de  nn  Istmo 
1  la  posibilidad  legal  de  practicar  varias  vias  de  comnnícacion  al  través 
de  la  garganta  que  une  las  dos  Amérícas,  pues  que  se  han  dado  auto- 
rizaciones sobre  ello  al  Poder  Ejecutivo  i  se  han  procurado  esplora-» 
talones  sobre  el  particular. 

Istmo  es,  según  los  jeógrafos,  una  estrecha  porción  de  tierra  si* 
tuada  entre  dos  mares,  que  une  por  sus  estremos  otras  dos  porciones 
de  tierra,  que  a  veces  son  dos  continentes.  El  de  Panamá  une  la  Amé- 
rica setentrional  con  la  meridional,  i  empieza  por  el  lado  de  ésta  en  el 
Dañen  i  termina  en  nuestros  coufínes  con  Costa-Bica,  en  la  dirección 
de  la  serranía  de  Las  Crucéis  hacia  el  rio  Culebras  o  Dorados,  según  el 
mapa  corográfíco  de  aquella  parte  de  la  Bepública.  Algunas  relaciones 
jeográficas  suelen  ser  equivocadas ;  i  si  fuera  cierto  que  el  Istmo  de 
Panamá  empezara  a  los  77  grados  i  terminara  a  los  81,  ni  la  ciudad  da 
Panamá  misma  estaría  dentro  del  Istmo. 

Jeneralmente  se  admite  que  el  termino  de  esta  lengua  de  tierra 

Íor  el  lado  occidental  es  el  punto  ^onde  empieza  el  territorio  de  Ciosta- 
lica  o  sea  de  Centro-Aménca ;  i  desde  que  esto  fie  reconozca,  como 
se  reconoce  en  efecto,  no  hai  lugar  para  admitir  el  Istmo  de  OlnriquL 
Si  estas  distinciones  caprichosas  pudieran  servir  para  fundar  un  dere- 
cho, se  abriria  un  campo  ilimitado  a  tales  distinciones.  Córtese  si  n6 
-a  Panamá  en  varias  f aias,  i  ja  con  esto  podremos  hacer  los  istmos,  por 
ejemplo,  de  Santiago,  de  Parita,  de  San  Miguel  &c. 

Pero,  aparte  de  esto,  hai  un  antecedente  legal,  que  para  la  Corte 
debe  ser  decisivo.  En  el  articulo  35  del  Tratado  celebrado  entre  la 
Nueva  Granada  i  el  €k)biemo  de  los  Estados  unidos,  a  12  de  diciem- 
bre dé  1846,  se  define  lo  que  es  el  Istmo  de  Panamá,  comprendiéndolo 
desde  *^  su  arranque  en  el  estremo  del  sud  hasta  la  frontera  de  Costa- 
Bica."  No  hai,  pues,  lugar  para  el  de  Chiriquí. 

Cierto  es  que  el  Congreso  ha  tratado  de  favorecer  las  vias  maríti-* 
mas  al  través  del  Istmo,  después  del  establecimiento  del  ferrocarril ; 
pero  también  lo  es  que  los  actos  lejislativos  que  de  esto  se  han  ocupado 
(con  escepcion  del  artículo  1.°  de  la  lei  de  6  de  mayo  de  1859,  que  no 
es  muí  claro),  se  han  referido  a  aquella  porción  cercana  al  Darien  que 
no  quedó  comprendida  en  el  territorio  sobre  que  adquiri(í  derechos  la 
Compañía  respecto  de  obras  de  esta  oíase,  según  el  artículo  6.^  del 
contrato.  I  que  esto  es  así,  se  deduce  del  decreto  g'ecutivo  de^  7  de 
agosto  de  1847,  que  señala  ^os  límites  del  territorio  ael  Darien,  i  cuyo 
decreto  se  encuentra  publicado  en  la  Gaceta  Oficial  número  902.  De 
ahí  viene  el  que  en  algunos  actos  lejislativos  se  haya  reconocido  el 
Jstmo  del  Darien ;  i  de  todos  modos  es  cierto  que  este  territorio  no  se 
tuvo  en  cuenta  en  las  estipulaciones  celebradas  con  la  Compañía  del 
ferrocarril.  Confirma  completamente  este  aserto  la  lei  de  22  de  junio 
de  1860,  que  suprimió  los  territorios  de  San  Andrés,  el  Darien  i  San 
Hartin ;  lei  por  la  cual  el  territorio  del  Darien  se  incorporó  a  la  pro- 
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viDcm  de  Panamá,  i  lei  que,  siendo  posterior  al  contrató  del  ferrocarril, 
prueba  bien  que  lo  que  ella  agreg(^  no  be  tuTo  en  cnenta,  como  porción 
del  Istmo,  cuando  se  hizo  aquel  contrato.  Por  iiltimo,  los  artículos  15 
i  17  de  este  mismo  contrato  manifiestan  plenamente  que  el  Darien  así 
eomo  las  Bocas  del  Toro,  no  fueron  comprendidos  en  las  estipulacio- 
nes sobre  concesión  de  tierras  baldías,  pues  que  entonces  formaban 
territorios  separados. 

Por  consiguiente,  bien  se  podria,  sin  contrariar  lo  estipulado  con 
Ia  CSompanía  del  ferrocarril,  pennitir  escavaciones  para  la  formación 
de  cansues  marítimos,  hacia  el  estremo  Sud  del  gran  golfo  de  Panamá, 
por  ejemplo,  entre  el  ^olfo  de  San  Miguel  o  Darien  del  Sud  i  el  canal 
de  Sasardi,  o  del  Dañen  del  Norte  o  golfo  de  Urabá,  por  las  bocas  del 
Atrato,  i  el  rio  Truandó  para  el  Pacínco. 

Pero  aun  admitiendo  que  esto  no  sea  del  todo  exacto,  lo  mas  que 
ia  concluirse  seria  que  tales  canales  no  podrian  llevarse  a  efecto 


sin  el  asentimiento  de  la  Compañía,  como  lo  dispuso  el  artículo  49  de 
la  lei  de  1.^  de  junio  de  1852,  ^e  concedió  privilejio  para  la  apertura 
de  un  canal  a  Patricio  Wilson  i  Eduai'do  Cullen ;  pero  ae  ahí  no  podria 
concluirse  nunca  la  limitación  del  Istmo  hacia  las  fronteras  de  Uosta- 
Biea,  para  establecer  el  Istmo  de  Chiriquí,  ni  menos  que  por  allí  pue- 
dan construirse  por  ahora  caminos  de  ruedas. 

De  lo  espuesto  hasta  aq^ií  puede  i  debe  concluirse  que  la  ordenanza 
o  lei  que  se  examina,  es  contraria  al  artículo  7.^  del  contrato  sobre  el 
ferrocarril ;  pero  aun  concediendo,  por  gracia  de  disputa,  que  esto  no 
fuera  cierto,  tal  lei  seria  siempre  inconstitucional,  ora  se  atienda  a  la 
^poca  en  que  se  espidió  como  ordenanza,  ora  se  atienda  a  la  época 
aeiiaal,  como  pasa  a  demostrarse. 

En  1854,  tiempo  de  la  espedicion  de  la  ordenanza,*  rejia  la  Cons- 
títacion  nacional  de  21  de  mayo  de  1853  ;  i  por  el  inciso  3.^  del  artículo 
10  estaba  reservado  al  Gobierno  jeneral  todo  lo  relativo  a  los  caminos 
i  canales  para  poner  en  comunicación  los  océanos  Atlántico  i  Pacífico  ; 
eaendo  áe  advertir  c^ue  por  el  artículo  58  quedaron  derogadas  todas  las 
cvdenanzas  i  disposiciones  municipales  que  fueran  contrarias  a  dicha 
Oonstitucion.  La  ordenanza,  pues,  espedida  por  la  Lejislatura  de  Chi- 
riquí, concediendo  privilejio  a  Ambrosio  W.  Thompson,  no  pudo  darse 
esa  Constitución,  porque  pujaba  con  ella. 
Posteriormente  se  dió  la  Constitución  de  la  Confederación,  de  22 
de  mayo  de  1858,  i  en  el  inciso  19  del  artículo  15  se  declararon  las  vias 
interoceánicas  que  existieran  o  se  abrieran  j)or  el  territorio  de  la  Con- 
federación, de  la  competencia  esclusiva  del  Gobierno  jeueral ;  decla- 
Taado  también  derogados,  por  el  artículo  76,  todos  los  actos  de  los 
Bstados  que  fueran  céntranos  a  dicha  Constitución.  Por  manera  que, 
en  rigor  de  verdad,  la  lei  de  Panamá  de  que  se  trata,  bie^  podria  con- 
siderarse como  no  existente,  si  no  fuera  porque  aun  se  pretende  llevarla 
a  efecto  i  fundar  en  ella  derechos  que,  se  dice,  se  han  trasmitido  a  un 
Qobiemo  estranjero,  hasta  contra  lo  estipulado  en  el  artículo  18  de  la 
misma  lei  u  ordenanza. 

De  todos  modos,  si  aun  hubiera  duda,  que  para  la  Oorte  no  la  hai, 
queda  el  Senado  como  tribunal  de  apelación,  el  que  en  su  fallo  decidirá 
k»  que  estime  conveniente,  corrijienoo  la  inconveniencia  que  encuentre 
en  esta  resolución. 
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Por  todos  estos  fundamentos,  la  Corte  Saprema  de  la  Confedera- 
clon,  haoiendo  uso  de  la  facultad  que  le  otorga  el  articulo  60  de  la 
Constitución,  suspende  el  articulo  2.  de  la  lei  de  6  de  octubre  de  1866, 
del  Estado  de  Panamá,  en  cuanto  adoptó  la  ordenanza  efif>edida  ea 
Da^id,  a  20  de  febrero  de  1854,  concediendo  priidlejio  a  Amprosio  W. 
Thompson  para  hacer  de  ruedas  el  camino  entre  dicha  ciudad  i  1^ 
laguna  de  Chiriquí,  por  ser  contraria  dicha  ordenanza  a  las  disposi* 
ciones  que  se  han  citado.  ^  - 

D&e  cuenta  al  Senado  para  la  resolución  definitiva,  i  publíqoeae 
la  presente  en  la  Gaceta  Oficial. 

R.  Antonio  Martínez— Alejandbo  Osomo — Benigno  Babbeto— 
Jtuzn  N.  Esguerra,  Secretario. 

En  el  mismo  dia  se  notificó  al  señor  Procurador  jeneral. 

^  "  Calvo — Esgverray  Secretario. 


Infobme  de  la  Cokision  del  Senado. 

Oiuda<iaiios  Senadores- 
Una  ordenanza  de  la  Cámara  provincial  de  Chiriquí,  de  fecha  20 
de  febrero  de  1854,  concedió  al  señor  Ambrosio  W.  Thompson  privi* 
lejio  esclusivo  para  hacer  un  camino  que,  partiendo  de  David  i  ateave* 
sando  la  cordillera,  terminase  en  la  Laguna  de  Chiriquí,  debiendo  que^. 
dar  dicho  camino  de  cómodo  tránsito  por  vehículos  de  ruedas.  Ija 
mencionada  ordenanza  vino  a  ser  lei  del  Estado  de  Panamá  por  d 
artículo  2/^  del  acto  lejislativo  de  6  de  octubre  de  1855. 

El  Gobierno  jeneral  ignoraba  la  trascendencia  de  ese  prívilejio, 
hasta  que  el  Ministro  de  la  Confederación  Granadina  en  Washington 
remitió  a  la  Secretaría  de  Belaciones  Esteríores  el  "  Herald  "  de  ^ew 
York,  de  28  de  diciembre  de  1859,  en  cuyo  diario  se  daba  cuenta  de 
xm  contrato  celebrado  en  1.^  de  mayo  del  mismo  año,  entre  el  Secre- 
tario de  la  Marina  i  la  "  Compañía  de  Mejoras  de  Chiriquí  i  Ambrosio 
W.  Thompson,"  con  el  fin  de  asegurar  para  los  Estados  unidos  privi- 
lejíos  mui  valiosos  en  la  provincia  de  Chiriquí. 

El  contrato  debia  someterse  a  la  aprobación  del  Congreso  de 
los  Estados  Unidos,  i  sus  principales  estipulaciones  eran  estaa: 
1/  Thompson  trasmitía  al  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  el  dere- 
cho de  via  o  tránsito  de  un  océano  a  otro,  que  le  habia  concedido  la 
provincia  de  Chiriquí  por  el  término  de  sesenta  años,  comprendiendo 
este  derecho  la  libertad  de  toda  clase  de  impuestos  i  contribuciones  i 
el  libre  tránsito  para  todas  las  personas  i  propiedades,  correspondien-»» 
tes  al  Gobierno  de  los  ^Estados  Unidos,  incluyendo^  iáropas,  municio- 
nes, &c.  &c.  2.^  Una  concesión  de  cinco  mil  acres  de  tierra  en  cada 
lado  del  Istmo,  ^ara  depósitos  i  estaciones  de  objetos  navales,  euyaa 
tierras  se  elejir^  en  las  márjenes  de  la  Laguna  de  Chiriquí  i  en  las 
del  Golfito.  3/  El  derecho  de  usar  como  puertos  las  aguas,  las  leo- 
nas, bahías  i  golfos  que  bañaran  las  tierras  de  la  Compañüi.  á.*  jEII 
derecho  a  usar  deP  carbón  que  se  hallara  de  buena  calidad  para  obje* 
tos  navales ;  i  5."  Thompson  recibiría  la  suma  de  $  300,000  sí  el  Con- 
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graso  aprobaba  el  contrato  i  apropiaba  la  partida  correspondiente, 
qvedando  insubsistente  dicho  contrato  si  no  se  llenaba  esta  condición. 

£1  Oobierno  de  la  Confederación  Granadina  consideró  la  grave- 
dad  del  asanto,  i  por  medio  de  la  Secretaría  de  Gobierno  excitó,  en  22 
de  marao  de  1860,  al  Procurador  de  la  Nación  para  que  solicitase  de 
la  Oorte  Suprema  la  suspensión  de  la  lei  del  Estado  de  Panamá  que 
declaró  vijente  el  privilejio  concedido  a  Ambrosio  W.  Thompson  por 
la  Cámara  proyincial  de  Chiriquí,  por  ser  dicho  priyilejio  contrario  a 
la  Constitución  i  leyes  de  la  ílepublica,  i  al  articulo  7.^  del  contrato 
eelebrádo  con  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Panamá. 

"El  Procurador  jeneral  solicitó  la  suspensión  de  la  lei  espresada,  i 
el  inicio  se  siguió  oyendo  al  apoderado  de  Thompson,  señor  t^rancisco 
P¿rafi^,  i  teniendo  a  la  vista  la  excitación  que  el  Ministro  de  los  Es- 
tados Unidos,  señor  Jeneral  Jones,  dirijió  ala  Secretaría  de  Belacio- 
nes  Esteñores  en  23  de  enero  de  1860,  solicitando  el  pronto  despacho 
de  la  petición  del  Coronel  Thompson  para  que  se  le  concediese  o  se 
eontratase  con  ól  la  construcción  de  un  ferrocarril  de  Bocas  del  Toro 
a  Pavid  o  las  aguas  del  Pacífico,  ademas  del  priyilejio  que  ya  le  habian 
concedido  las  autoridades  constituidas  de  la  provincia  de  Chiriquíy 
para  que  lo  que  se  resolviese  se  tuviese  presente  en  la  decisión  délas 
cuestiones  de  que  se  ocuparía  el  Condeso  de  los  Estados  Unidos,  reu- 
nido desde  el  5  del  mes  anterior.  También  tuvo  conocimiento  del 
juicio  el  comisionado  de  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Panamá,  sefíor 
Aeniy  S.  Sanford,  quien  pidió  que  a  su  costa  se  le  diese  copia  del  es- 
pediente i  de  la  sentencia  que  se  dictara  sobre  el  privilejio  concedido 
a  Thompson. 

La  Corte  Suprema  pronunció  su  fallo  en  29  de  mayo  de  1860  sus- 
pendiendo el  artículo  2.^  de  la  lei  de  6  de  octubre  de  1855  del  Estado 
de  Panamá,  en  cuanto  adoptó  la  ordenanza  espedida  en  David  en  20 
de  febrero  de  1854^  concediendo  privilejio  a  Ambrosio  W.  Thompson 
para^  hacer  de  ruedas  el  camino  entre  dicha  ciudad  i  la  laguna  de 
Ghiriqu!,  por  ser  contraria  al  inciso  3.°,  artículo  10  de  la  Constitución 
de  lB53y  que  rejia  cuando  se  espidió  la  ordenanza  i  se  sancionó  la  lei 
citada  del  Estado  de  Panamá,  contraria  al  inciso  19,  artículo  16  del 
eontrato  celebrado  con  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Panamá,  apro- 
bado por  decreto  lejislativo  de  29  de  mayo  de  1850,  en  cuyo  artículo 
se  estipuló  que,  durante  el  término  del  privilejio,  no  consentiria  el  Go^ 
bierno  granadino  que  6tra  compañía  o  individuo  emprendiera  -  otro 
camino  carretero  a  la  Mac-Adams,  de  tablones  ni  de  ninguna  otra 
dase,  propio  para  el  uso  de  vehículos  de  ruedas  entre  los  dos  océanos 
al  travos  del  ¿tmo. 

El  señor  Fraíucisco  Parraba,  como  apoderado  del  Corone4Thomp- 
8on,  pidió  en  30  de  mayo  siguiente  que  se  le  devolviese  el  poder  que 
háÚa  presentado  a  la  Corte,  por  haber  ya  surtido  sus  efectos. 

El  Congreso  de  1860  se  puso  en  receso  el  mismo  dia  en  que  la 
Oorte  dictó  el  &Ilo  espresado,  i  de  consiguiente  el  Senado  no  pudo 
conocer  de  la  validez  o  nulidad  del  acto  lejislativo  espresado,  en  cum- 
plimiento de  la  atribución  que  le  confirió  el  artículo  60  de  la  Consti- 
tución de  1858,  que  rejia  en  aquella  época. 

Cuatro  años  después,  en  1864,  se  volvió  a  rexmir  el  Condeso  en 
esta  dudad,  cuando  ya  había  díesaparecido  aquella  Constitución  i 
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hasta  la  memoria  de  mnohoe  actos  oficiales,  por  consecaeticia  de  \^ 
revolución  de  1860  a  1862,  i  el  acto  lejislativo  saspendido  por  la  Corte 
Suprema  habría  quedado  q^yidado  si  el  Senado  no  estuviera  hoi  exa- 
minándolo para  resolver  sobre  su  validez  o  nulidad,  si  el  señor  Thomp- 
son no  hubiera  conseguido  del  señor  Jeneral  Mosquera,  como  Ministro 
Plenipotenciario  de  Colombia  en  la  Gran  Bretaña,  la  celebración  de 
un  contrato  para  establecer  buques  de  vapor  en  los  mares  Atlántico  i 
Pacífico,  luego  que  ía  Compañía  de  Fomento  de  Chiriquí  concluyese^  d 
ferrocarril  al  través  dd  distrito  de  Bocas  dd  Toro  i  Costa-Bica^dd  ooéor 
no  AÜántico  al  Pac^icOy  i  lo  que  es  más,  si  ese  contrato  no  hubiera  sido 
aprobado  por  decreto  ieüslativo  de  22  de  junio  de  1866. 

Con  la  aprobación  de  ese  contrato,  el  Coronel  Thompson  dirijió  ni 
Poder  Ejecutivo  de  la  ünion  un  memorial  fechado  en  New  York  el  15 
de  abril  de  1868,  pidiendo  que  se  declarase  a  la  Compañía  de  Chiriquí 
en  el  goce  de  los  derechos  que  le  concede  el  espresado  contrato.  ^El 
Poder  Ejecutivo  accedió  a  esta  solicitud  en  6  de  julio  del  mismo  año  ; 
pero  como  en  el  contrato  se  habla  de  la  conclusión  de  un  ferrocarril 
mteroceánico  en  el  Istn^o  de  Panamá,  este  hecho  llamó  seriamente  la 
atención  del  Gobierno,  i  este  eiijió  como  condición  para  la  validez  del 
contrato  que  la  Compañía  compruebe  hallarse  en  el  goce  de  algún  pri-» 
vUejio,  permiso  i  concesión  legal  del  Gobierno  de  Colombia  para  1« 
construcción  de  un  ferrocarril  en  la  parte  correspondiente  al  territorio 
de  las  Bocas  del  Toro  o  en  las  tierras  adyacentes. 

No  podia  espUcarse  el  Poder  Ejecutivo  la  existencia  de  un  privi- 
lejio  o  concesión  para  construir  otro  ferrocarril  interoceánico  en  el 
territorio  de  Panamá,  mediando  las  estipulaciones  contenidas  en  los 
artículos  6  i  7  del  contrato  de  16  de  abril  de  1850  i  las  espresadas  en 
los  artículos  2.**  i  6.®  del  de  5  de  julio  de  1867,  sobre  privüejio  conce- 
dido a  la  "  Compañía  del  ferrocarril  de  Panamá,"  hasta  que,  después  de 
muchas  indagaciones,  se  supo,  por  indicación  de  un  buen  servidor  de  la 
patria,  que  la  Corte  Suprema  había  suspendido  en  29  de  mayo  de  1860 
el  acto  lejislativo  del  Estado  de  Panamá,  que  tantas  veces  se  ha  citado. 
En  virtud  de  esta  oportuna  indicación,  el  Secretario  de  Hacienda  se 
dirijió  eA  4  de  enero  del  presente  año  al  señor  Presidente  de  la  Corto 
Suprema  solicitando  de  ese  Tribunal  que  se  sometiese  a  la  resolución 
definitiva  del  Senado  el  auto  dictado  sobre  el  privilejio  concedido  a 
Thompson,  i  la  Corte  ha  remitido  el  espediente  para  que  el  Senado 
cumpla  con  sus  atribuciones  constitucionales. 

De  los  hechos  referidos  suijen  las  siguientes  cuestiones  : 
1.*  ¿Es  contrario  ala  Constitución  i  leves  de  la  Bepublica  el  ar- 
tículo 2.^  del  acto  lejislativo  del  Estado  de  Panamá,  de  fecha  6  de 
octubre  de  1855,  que  adoptó  la  ordenanza  espedida  en  David  en  20  de 
febrero  de  1854,  concediendo  privilejio  a  Amorosio  W.  TÍhompson  para 
hacer  de  ruedas  el  camino  entre  esa  ciudad  i  la  laguna  de  Chiriquí  ? 

2.*  ¿Tiene  facultad  el  Senado  para  resolver  sobre  la  validez  o 
nulidad  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  espedidos  antes  de 
haberse  promulgado  la  Constitución  de  Bionegro? 

El  decreto  lejislativo  de  22  de  junio  de  1866,  que  aprobó  el  con* 
trato  celebrado  en  Londres  entre  el  señor  Jeneral  Mosquera,  como 
Ministro  Plenipotenciario  de  Colombia,  i  Ambrosio  W.  Thompson, 
¿  testablecitf  el  privilejio  concedido  al  mismo  Thompson  por  la  Cunara 
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pio^rineial  dé  Ohiriquí,  a&okíndo  lo8  efectos  de  la  mispeotíon  deimladfe 
por  la  darte  Suprema? 

*  * 

I. 

La  GonstitoeioQ  de  1863»  en  el  inciso  3.^,  artículo  7.^,  atribnjr^  al 
Gobierno  jeneral  '^todolo  relativo  al  comercio  estranjero,  puertos  de 
importación  i  esportecion,  canales  i  rios  naregables  que  se  estíendan  a 
mas  de  nna  proyinoía,  i  los  ccuiales  i  caminos  que  ae  ocmatruyan  para  po^ 
ner  en  oomumoacion  los  océanos  JltUsntíco  i  Pací/ho" 

El  acto  adicional  a  la  Constitución  que  creó  el  Estado  de  Panamá, 
tmncionado  en  27  de  febrero  de  1865,  dice  en  su  artículo  10 :  ^'  Sean 
onales  fueren  las  yariaciones  que  en  lo  sucesivo  pueda  sufrir  el  presente 
acto  lejislativo,  i  las  consiguientes  disposiciones  de  la  Constitución  que 
espida  la  Lejislatura  Constituyente  del  Estado  de  Panamá,  en  ningw. 
easopodrán  aUerarse  los  derechos  que  la  BepúUioa  se  ka  reservado  sóbrelas 
trias  de comuTUoacion  interoceánicas" 

La  Constitución  federal  de  1858,  en  su  artículo  15,  declaró  cuáles 
eran  los  objetos  de  esdusiva  competencia  del  Gobierno  jeneral,  i  entre 
éstos  está  comprendido  el  inciso  19,  que  dice :  '*  Las  vias  interoceánicas 
que  existan  o  se  abran  por  el  territorio  de  la  Confederación,"  i  en  el 
luiáculo  50  atribuyó  a  la  Corte  Suprema  ^^la  suspensión  de  los  actos 
de  las  Lejislaturas  de  los  Estados,  en  cuanto  sean  contrarios  a  la  Cons;- 
tiiacion  i  leyes  de  la  Confederación,  dando  cuenta  al  Senado  para  que 
ásto  decida  definitivamente  sobre  la  validez  o  nulidad  de  dichos  actos»*' 
^  Estas  últimas  disposiciones  se  han  reproducido  en  el  artículo  l7» 
inciso  6.^,  artículos  52  i  73  de  la  Constitución  vijento. 

El  artículo  6.^  del  contrato  celebrado  con  la  Compañía  del  ferro- 
oariril  de  Panamá,  dice :  **  Durante  el  tiempo  que  permanezca  vijento 
él  privilejio  esclusivo  que  se  concede  a  los  empresarios  para  el  estable» 
cimiento  del  camino  de  carriles  de  hierro  de  uno  a  otro  ocóano,  el  Go- 
láemo  de  la  Bepública  se  comprometo  a  no  hacer  por  sí,  ni  conceder  a 
compañía  alguna,  por  cualquier  título  que  sea,  la  facultad  de  establecer 
ningún  otro  camino  de  carriles  de  hierro  en  el  Istmo  de  Panamá.'* 

I  el  artículo  7.^  dice :  ''Por  todo  el  término  señalado  en  el  artículo 
anterior,  sin  perjuicio  de  concluir  oportunamente  la  construcción  del 
ferrocarril,  la  Compañía  tendrá  taníb^  d  derecho  esdusivo  de  esteblecer 
al  través  del  Istmo  de  Panamá  cualquiera  clase  de  camino  de  ruedas, 
bimí  sea  de  océano  a  océano,  o  hasta  un  punto  cualquiera  del  río  Cha-r 
gres.  En  consecuencia,  el  Gobierno  granadino  se  compromete  a  no 
emprender  por  sí,  ni  permitir  que  otra  compañía  o  individuo  emprenda, 
dorante  el  término  espresado  en  el  presente  artículo,  ningún  obró 
eamino  carretero  a  la  Mac-Adams,  de  tablones,  ni  de  ninguna  otra 
olsse  que  sea  propia  para  el  uso  de  vehículos  de  ruedas  entre  los  dos 
océanos,  al  través  del  Istmo  de  Panamá ;  quedando,  sinembargo,  bien 
entendido  que  el  privilejio  de  que  trate  este  artículo  no  puede  ni  debe 
oponerse  en  manera  alguna  a  la  conelusíoni  conservación  i. mejora  de 
eaminos  que  ya  existen,  o  que  actualmente  estén  construyéndose  en  el 

cbCwio  Istmo* 

SI  privilejio  coácedido  por  la  Cámara  provincial  de  Ohimfuf  a 
&vor  de  Ambrosio  W*  Thompson  para  hacer  el  camino  ^  dé  cómodo 
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iK^^ttátopor  vehíeolofl  de  fnedas/'  desde  Dávid  a  la  lagtma  de  Ohiriqíá, 
es  la  concesión  para  construir  nna  yia  interoceánica/ porqne  sabida 
es  la  ubicación  de  los  lugares  que  se  designan  como  esixemos  del 
espresado  camino. 

La  ciudad  de  David  está  situada  sobre  la  costa  del  Pacífico,  i  la 
laguna  de  CSüriquí  está  formada  por  las  aguas  del  mar  de  las  AntiOas, 

aue  hace  parte  del  océano  Atlántico.  De  consiguiente,  el  acto  lejísIatiTO 
el  Estado  de  Panamá,  que  adoptó  el  espresado  prívilejio,  es  contrario 
al  inciso  3.^  del  artículo  7.^  de  la  Constitución  de  1853,  Tijente  cuando 
se  espidió  el  citado  acto ;  contrario  al  articulo  10  del  acto  adicional  a 
la  espresada  Constitución,  que  erijió  el  territorio  del  Istmo  de  Panamá 
en  Estado  federal ;  i  contrario  a  los  artículos  6  i  7  del  contrato  cele- 
•  brado  con  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Panamá ;  i  por  lo  tanto,  la 
Ciorte  Suprema  déla  Confederación  tuyo  fundamentos  incontroTertíbks 
para  suspender  el  artículo  2.^  del  espresado  acto  lejislatiyo. 

n. 

Antes  de  establecer  el  réjimen  federal,  era  la  Suprema  Corte  de  la 
Nación  el  poder  que  resolvía  sobre  la  nulidad  de  las  ordenanzas  mmii- 
cipales  que  fueran  contrarias  a  la  Constitución  i  leyes  de  la  Bepúblioa 
(inciso  €.^,  artículo  41  de  la  Constitución  de  1853),  de  manera  que  en 
el  tiempo  trascurrido  desde  el  20  de  febrero  de  1854,  fecha  en  que  se 
espidió  la  ordenanza  de  la  provincia  de  Chiriauí  que  se  ha  citado,  nasta 
que  se  promulgó  la  Constitución  de  1868,  la  Huprema  Corte  de  la  Na- 
ción pudo  anular  la  dicha  ordenanza. 

Después  de  promulgada  la  Constitución  de  1858,  la  Corte  Suprema 
solo  podía  suspender  los  actos  lejislativos  que  fuesen  contrarios  a  la 
Constitución  i  a  las  leyes,  de  manera  aue  si  la  referida  ordenanza  no  se 
hubiera  incoxporado  a  la  íejislacion  del  Estado  de  Panamá,  ni  la  Coria 
Suprema  ni  el  Senado  tendrian  facultad  para  resolver  sobre  su  validez 
o  nulidad. 

La  Suprema  Corte  ya  ha  suspendido  él  artículo  2.^  de  la  leí  de 
Panamá,  en  cuanto  adoptó  el  privilejio  concedido  a  Thompson,  i  ha 
llegado  el  caso  de  aue  el  Senado  ejerza  la  &cultad  que  le  confiere  el 
inciso  5.^  del  artículo  61  de  la  Constitución. 

La  suspensión  de  la  lei  de  Panamá  dejó  sin  efecto  alguno  el  privi* 
lejío  en  xeferencia,  i  el  que  habia  sido  agraciado  no  debia  considerarBe 
en  posesión  de  ninguno  de  los  derechos  que  se  le  habían  concedido 
liasta  que  el  Senado  no  declarase  la  validez  de  la  lei  que  habia  adop* 
iádo  el  privilejio. 

De  consiguiente,  si  el  contrato  que  el  señor  A.  W.  Thompson  ce» 
lebró  con  el  Ministro  de  Colombia,  se  fundó  en  aquel  privilejio,  esto 
fué  un  acto  de  subrepción  condenado  por  la  Íejislacion  universal,  por-' 
que  el  espresado  Thom{)son,  por  medio  de  su  apoderado  Párraca,  fuá 
oído  i  vencido  en  el  juicio  seguido  ante  la  Corte  Suprema  de  la  Na* 
don^  i  no  podia  ignorar  que  su  privilejio  no  tendria  valor  alguno  hasta 
que  el  Senado  dedarara  válido  d  acto  lejjUlAtivo  sojipwdido  por  U 
Corte  Suprema. 


Mas  8Í  el  dicho  contrato  se  fonda  sobre  otra  concesión  o  prÍTÍIe- 
jiOy  como  parece  dedacirse  de  las  palabras  del  artículo  1.^  del  referido 
contrato^  es  necesario  que  Thompson  compruebe  que  se  hallaba  la 
Compañía  de  Fomento  de  Chiriqíu  en  posesión  del  privilegio  al  ooal  se 
refiere  el  espresado  artícnlp  1.^^  cuyo  contenido  es  el  siguiente :  "  Una 
vez  aue  la  Compañía  de  Fomento  de  Chiriquí  hcvua  concluido  d  ferrch 
carru  cd  través  dd  distrito  de  Bocas  del  Taro  i  Uostor-Itica,  dd  océano 
AÜÁntíco  al  Pac^co^  la  dicha  Oompfmía  establecerá,  si  el  Gobierno  de 
los  £stados  ümdoa  de  Colombia  lo  exije/  una  línea  de  buques  de  va- 
por entre  el  término  del  ferrocarril  del  lado  del  Atlántico  i  Santamai^- 
ta,  tocando  en  Colon,  Cartajena  i  demás  puertos  que  el  dicho  Gobierno 

fueda  exijir.  Igualmente,  i  en  los  mismos  términos,  la  Compañía  esta* 
lecerá  otra  línea  de  buques  de  vapor  entre  el  término  del. camino  del 
lado  del  Pacífico  i  el  puerto  de  Baenaventura^  tocando  en  los  otros 
puertos  que  el  Gobierno  exija." 

El  priviiejio  a  qué  se^lrefiere  este  artículo,  si  existe,  debe  haberse 
eonoedido  por  algún  acto  lejislativo,  espedido  después  del  23  de  enero 
de  1860,  poique  en  esa  fecha  el  señor  Ministro  de  los  Ertados  Unidos 
de  América  se  dirijió  al  Gobierno  de  la  Confederación  Granadina  en- 
oaredendo  el  pronto  despacho  de  la  concesión  que  pedia  el  Corond 
Thompson  para  conatrtdr  unferrooarrü  de  Bocas  dd  Toro  a  David  o  las 

ras  dd  PaeíficOt  o  que  se  contratase  con  dicho  señor  la  oonstruccioá 
esa  obra. 
Pero  vuestra  comisión  no  ha  hallado  acto  lejislativo  algofiío  quo 
liaya  concedido  el  priviiejio  a  que  se  refiere  el  contrato  de  3  de  marzo 
de  1806,  aprobado  por  decreto  lejislativo  de  22  de  junio  del  mismo  año. 
Fundado  el  espresado  contrato  en  un  hecho  subrepticio,  cuyo  dolo 
SMTeoe  evidentemente  comprobado,  debe  ser  anulado  por  la  Corta 
fikiprenia  federal,  en  ejercicio  de  la  atribución  8.*  del  artículo  71  de  la 
Coiistitucion. 

Concretada  al  presente  la  facultad  del  Senado  a  declarar  la  vali* 
dea  5  nulidad  del  artículo  2.^  de  la  lei  del  Estado  de  Panamá,  vuestra 
eomisioa  os  propone  él  siguiente  proyecto  de 

BlsoLüoraH: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución 

ye  le  confiere  el  inciso  6.,  artículo  61  de  la  Constitución,  declara  nulo 
artícfnlo  2.^  de  la  lei  del  litado  de  Panamá,  de  fecha  6  de  octubre  de 
1856,  en  cuanto  adoptó  como  lei  del  Estado  la  ordenanza  de  la  Cámaxa 
provincial  de  Chiriquí  de  20  de  febrero  de  1864,  que  concedió  priviiejio 
a  Ambrosio  W.  Thompson  para  hacer  un  camino  *'  de  cómodo  tránsito 
por  vehículos  de  ruedas  '*  entre  David  i  la  Laguna  de  Chiriquí. 

Publíquese,  comuniqúese  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte 
8iq[>rema  federal 

Bogotá,  10  de  abril  da  1869. 

CSudadanos  Senadores. 

Ij,  SkBÍEB— ICBUOIO  OSTOÍA— J.  Samá^t-J*  Sakohez.  .       ,,  V    . 
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LXIV. 

£1  Besad*  declara  eaál  et  la  intelljencla  qae  debe  dañe  a  la 
refélii¿ld^  ÚT  qne  dictó. en  lé  de  febrero  de  este  afló  sobre 
la  leí  97  del  Ihtado  de  Santander,  de  O  dé  noviembre  de  1.86S# 

(No  hubo  acuerdo  de  la  Snprema  Ooita). 


i. 


IMTOBME  pe  la.  CoiOBION  ¿EL  SeKADO. 


OiudacLanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Yaestra  comisión  do  inspección  de  los  actos  lejislatívofli  de  los  Ea- 
tados  oís  pcopuso  en  doce  de  labrero  último  la  nulidad,  sin  re»kriccion, 
de  los  incisos  del  artículo  1.^  de  ía  lei  27  de  9  de  noTiemlxre  de  1868^ 
**  adicional  i  Reformatoria  de  la  14  de  1865,  orgánica  de  las  rentaa  <|el 
Estado/'  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  4ia 
Santander ;  pero  vosotros,  después  de  una  detenida  discusión,  modili- 
cásteis  la  proposición  de  la  comisión  con  esta  adición :  "  en  cuanto  la 
**  contribución  que  por  ellas  se  establece  g^rava  el  ganado  mayor  que  i^ 
^*  introduzca  en  el  Estado  i  que  no  se  destine  a  e(u  propio  consumo/'  ^ 

Pe  esta  adición  ha  deducido  el  ciudadano  Presidente  del  .mencio- 
nado Estado  que  los  referidos  incisos  ao  quedaron  aiuulados  ^'  en  cua|^to 
**  establecen  la  contribución  sobre  el  ganado  mayor  que  se  mtrodu^oft 
**  al  Estado  para  su  propio  consumo  ";  i  partiendo  de  allí,  ha  disoaesto 
en  su  decreto  de  1.°  de  marzo  que,  ''por  regla  jeneral,  todo  ganaoa  ma*- 
*'yor  que  se  introduzca  en  él,  esceptb  el  que  los  introductores  pruehea 
'^que  va  de  tránsito  para  otro  Estado,  es  de  consumo  "  (artícqlo  2.^): 
que  al  efecto,  ''  los  introductores  de  ganado  mayor  que  al  presentarlo 

''  al  Alcalde  q  al  Inspector manifiesten  que  va  de  tránsitoi  no  sa 

^  les  cobrará  el  derecl^o  sino  cuando  no  pruepen  dentro  de  veirUñ  diatu 
"  ante  el  Tesorero  municipal,  la  estraccion  del  ganado  del  Estado  ^ 
(artículo  4») ;  i  que  la  prueba  de  que  se  trata  es  la  tornaguía  que 
espedirá  el  Alcalde  del  distrito  por  donde  se  hace  la  estraccion  (pan* 
grafo  del  artículo  4*^) 

^./ Vi  con  tal  motivo  han  ocurrido  ante  vosotros  Andráde  hen^aups, 
pidiáüdoos  la  completa  anulación  de  los  incisos  del  artículo  1,.^«  dQ  ^a 
citada  lei  27  de  9  ae  noviembre  de  1868^  inndándose  para  ello :  1.^  eti 
ue  los  ganados  que  se  introducen  a  la  Bepública  como  prociedentj^ 
e  Venezuela,  no  están  sometidos  a  derechos,  por  parte  de  Tos  B^^ 
dos,  sino  después  de  ofrecidos  el  consumo  (inciso  4.^^  artículo  S."".  dé 
la  Oonstítucion  nacional) ;  i  2.^  porque  talea  ganados  pueden»  como 
muchas  veces  sucede,  reesportarse  o  sacarse  gordos  pbra  otro  Estado, 
i  solo  por  su  mansión  en  Santander  vienen  a  gra:varsé,  cuando  el  inci- 
so citado  i  el  5.°  del  propio  artículo,  solo  permiten  gravarlos  éñ^ cuanto 
son  destinados  al  consumo. 

En  verdad,  ciudadanos  Senadores,  los  g;anados  que  se  ilhpprten 
de  Venezuela,  por  él  hecho  de  ser  intaroduóidEba  A  Estado  de  Efintan- 
der,  no  pueden  ser  gravados  en  este  Estado  '<  antes  de  haberse  ofre- 
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áio  al  eonsnmo/'  porque  así  lo  dispone  el  inciso  4.^,  artícolo  8.^  oita- 
do :  tampoco  pueden  grayarse  los  ganados  que  transiten  por  el  mismo 
Estado  "  sin  aestinarse  a  su  propio  consumo,"  porque  así  lo  establece 
el  inciso  5.^  del  mismo  artículo ;  pero  ¿  pueden  gravarse  los  que  se  in- 
troduzcan i  se  detengan  en  el  Estado  para  engordarlos,  o  con  cualquiera 
otro  motivo,  si  después,  mas  o  menos  tarde,  se  reesportan  o  se  desti- 
nan a  otros  objetos  que  no  sean  su  consumo  en'  él  ?  Mejor  dicho,  ¿la 
simple  mansión  de  dichos  ganados  en  su  territorio,  da  derecho  a  gra- 
varlos? Oreemos  que  nó,  pues  las  disposiciones  citadas  dan  ese  dere- 
cho en  el  solo  caso  en  que  se  destinen  al  consumo. 

Así  que  el  artículo  2.^  del  decreto  que,  por  regla  jeneral,  declara 
de  consumo  todo  ganado  que  se  introduzca  en  el  Estado,  salvo  prueba 
oontraiia,  es  contrarío  a  las  disposiciones  citadas  i  a  vuestra  resolución 
que,  caso  de  duda,  en  armonía  con  ellas  debe  interpretarse ;  i  el  artícu- 
lo 4.^  del  decreto  se  halla  en  el  mismo  caso,  i  ademas  viola  el  inciso  9.^, 
artículo  16  de  la  Constitución,  que  garantiza  la  libertad  de  industria, 
pues  obliga  a  los  introductores  a  estraer  dentro  de  veinte  dias  sus  ga- 
nados, cuando  el  derecho  de  retenerlos  en  el  territorio  del  Estado  no 
está  limitadcr  por  la  espresada  Constitución,  i  antes  se  halla  garantido 
por  ella. 

¿Qué  se  dina  si  se  tratara  de  un  cargamento  de  mercancías  es- 
tranjeras  que,  por  sequedad  de  nos,  por  falta  de  medios  de  trasporte, 
por  una  revolución  o  por  otra  causa  cualquiera,  hubiera  de  detenerse 
en  los  puertos  por  mas  de  veinte  días,  si  por  este  solo  hecho  se  le  supu- 
siera de  oonsumo  i  se  le  sometiera  a  contribución  ?  No  habría  quien 
no  clamara  contra  una  medida  semejante,  calificándola,  i  con  razón,  de 
inoonstitacional ;  i  vuestras  comisiones  no  encuentran  diferencia  entre 
A  easo  que  suponen  i  el  que  ocurre  en  Santander,  pues  la  mansión  de 
toda  clase  de  productos  por  mas  o  menos  tiempo,  en  el  terrítorío  de 
un  Estado,  mientras  no  se  les  destine  al  consumo,  no  autoriza  para 
someterlos  a  contríbucion. 

Sinembargo,  como  el  mal  ha  dependido  de  la  mala  intelijencia 
dada  a  las  palabras  "  en  cuanto  la  contríbucion  que  por  ellas  se  esta- 
blece grava  el  ganado  mayor  que  se  introduzca  al  Estado  i  que  no  se 
deetine  a  su  propio  consumo,  bastará  aclararlas  en  armonía  con  las 
disposiciones  constituoionaleB ;  i  con  tal  objeto  os  proponen,  paia  qoa 
así  lo  resolváis : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara :  que  su  resolución  de  18 
de  febrero  último,  anulando  los  dos  incisos  del  artículo  1.^  de  la  lei  del 
Ibtado  soberano  de  Santander,  marcada  con  el  número  27,  espedida 
en  9  de  noviembre  de  1868,  ^*  adicional  i  reformatoria  de  la  14  de  1865, 
oigánica  de  las  rentas  del  Estado,"  debe  entenderse  en  el  sentido  de 
no  poder  ser  gravados  los  ganados  que  se  introduzcan  al  Estado,  sino 
en  d  único  caso  en  que  sean  destinados  a  su  propio  consumo ;  i  que,  por 
lo  mismo,  su  permanencia  en  él,  por  mas  o  m&ios  tiempo,  su  reespor- 
tacion  i  estracoion,  cuando  a  bien  lo  tengan  sus  dueños,  no  puedan 
lestrinjirse  con  ninguna  dase  de  contribución  de  consumo. 

Bogotá,  mayo  1.®  de  1869.  ^   > 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotendariosr 

J.  Saigas— Jaoobo  Sanoeks^*— laiuao  Osfina— Leoncio  FsBBxa— 

CUSPAB  ^UZ. 


I 

I  ¡ 


> 


RESOLUCIONES  DEL  SENADO 

SN  EJEHOICIO 

< 

DE  LA  ATRIBUCIÓN  5.'  DEL  ARTICULO  51 

DE  LA 
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AÑO  DE  1864. 


I 


BogoU,  17  de  abril  de  1864. . 

El  Sonado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  en  uso  de  la  atribución  5/  del  articulo  51  de  la  Cons* 
titacion,  resuelve :  que  el  artículo  1.^  de  la  Constitución  del 
&tado  soberano  de  Cundinamarca,  espedida  el  8  de  julio  de 
1863,  es  nulo,  en  cuanto  escluye  de  su  territorio  el  que  sirvió 
de  Distrítp  federal ;  por  ser  contraria  esta  esclusion  al  artículo 
1.°  de  la  Constitución  nacional,  que  reconoció  la  existencia  de 
dicho  Estado  en  los  términos  de  la  lei  de  15  de  junio  de  1857, 
con  solo  las  reformas  producidas  por  los  decretos  de  12  de  abril 
i  3  de  setiembre  de  1861,  que  crearon  el  Estado  soberano  del 
Tolíma. 

Publíquese  por  la  imprenta  junto  con  el  informe  de  la  co- 
nürion,  i  devuélvase  el  espediente  orijinal  a  la  Corte  Suprema 
federal. 

£1  Presidente,  Airromo  Fsbbo-^£1  Secretario,  C.  BenedMu 

(VteM  U  pijina  6.) 
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n. 

Bogotá,  7  áñ  mayo  do  1864. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  unidos  de 
Colombia,  en  uso  de  la  atribución  5/  del.  artículo  51  de  la  Cons- 
titución, resuelve :  en  la  Constitución  nacional  no  se  rejistra 
disposición  alguna  que  prevenga  que  las  elecciones  de  los  Se- 
nadores Plenipotenciarios  pe  verifiquen  por  medio  del  sufrajio 
universal  directo.  El  artículo  40  de  ella  dejd  a  los  Estados  la 
facultad  de  determinar  la  manera  de  hacer  el  nombramiento  de 
los  Senadores  Plenipotenciarios.  I  por  tanto,  el  artículp  65  de 
la  Constitución  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca  no  es 
contrario  a  la  Constitución  de  la  República. 

Publíquese  por  la  imprenta,  junto  con  el  informe  de  la  co- 
misión,  i  devuélvase  el  espediente  orijinal  a  la  Corte  Suprema 
federal. 

El  Presidente,  Antonio  Ferro— El  Secretario,  C.  BenedetU. 

(Véase  la  pajina  18.) 

m. 

Bogoti,  7  de  mayo  de  1864. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  en  uso  de  la  atribución  5.*  del  artículo  51  de  la 
Constitución,  resuelve:  no  habiéndose  establecido  en  ninguna 
de  las  disposiciones  de  la  Constitución  nacional  que  las  eleccio- 
nes de  los  altos  funcionarios  nacionales  se  hagan  por  medio  del 
suírajio  directo  i  universal,  i  sie^^do,  por  el  artículo  40  de  la 
misma  Constitución,  de  la  competencia  de  los  Estados  determi- 
nar la  manera  de  hacer  el  nombramiento  de  sus  Senadores  i 
Representantes,  los  artículos  1.**  i  2.®  de  la  lei  del  Estado  del 
Cauca,  de  22  de  agosto  de  186S,  sobre  elecciones  de  Senadores 
i  Representantes,  no  son  contrarios  a  la  Constitución  de  la 
República. 

El  Presidente,  Antonio  Ferro— El  Secretario,  C.  Benedetti. 

(Véase  la  pi^ioa  15.)    , 

IV. 

Bogotá,  11  de  mayo  de  1S8I. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  qtre 
le  confiere  la  atribución  5/  del  artículo  51  de  la  ConstítiieioBf 
resuelve : 


// 
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Decláranse  válidos  los  artículos  5.°,  8.*",  9.°,  10,  11  i  12 
de  la  lei  128  del  Estado  soberano  del  Cauca,  suspendidos  por 
la  Corte  Suprema  federal  ^n  19  de  enero  del  corriente  año. 

El  Presidente^  Antonio  Fsíuao — El  Secretario,  Ü.  Benedettu 

(Yéaae  la  pajina  19.) 

V. 

3ogotA,  mayo  15  de  1864w 

£1  Salado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  en  uso  de  la  atribución  5.*  del  artículo  51  de  la 
Constitución,  resuelve : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  anula  el  artículo  104  de  la 
Constitución  del  Estado  soberano  de  Antioquia. 

£1  Presidente,  Antonio  Feeeo — El  Secretario,  C.  BenedeHü 

(Véase  la  pajina  24L) 

VI. 

El  Senado  d^  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  3/ 
del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  resuelve  : 

Declárase  válido  él  articulo  112  de  la  Constitución  del  Estado  so- 
krane  de  Panamá^  i  la  lei  de  14  de  julio  de  1863,  declarando 
TÍlidos  los  matrimonios  celebrados  conforme  a  la  lei  nacional 
de  8  de  abril  de  1856. 

El  Presidente,  Francisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  C^  Benedeíti. 

Nota-— rNo  se  ha  encontrado  en  el  archivo  del  Senado  el 
informe  relativo  a  la  anterior  resolución, 

(Véase  la  pajina  81). 


AÑO  DE  1866. 


vn. 

Bogotá,  2á  de  febrero  de  1865. 

Siéndola  lei  de  1.°  de  diciembre  de  1857,  sobre  derechos 
de  consumo  de  varios  efectos,  espedida  por  la  Asamblea  Cons-r 
títayente  del  Estado  de  Bolívar,  anterior  i  contraria  al  paxi<» 

87 
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erafo  5.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional,  en  cnanto 
unpone  por  el  artículo  1.**,  parágrafo  12,  una  contribución  de 
esportacion  sobre  el  caucho,  tal  leí  quedó  abrogada,  i  el  Senado 
de  Plenipot^iciarios  no  está  en  el  caso  de  hacer  uso  de  la  atri- 
bución que  le  confiere  el  parágrafo  5.^,  artículo  51  de  la  Cons- 
titución.  Devuélvase  el  espediente  orijinal  a  la  Corte  Suprema. 

El  Presidente,  J.  Gvtjébbez  de  Laha. 
£1  Secretario,  Juan  de  D.  Eúmalo. 


VHL 

BogoU»  9  de  m^r?^  ú»  X9Wk 

El* Senado  considera  que  no  es  llegado  el  oaso  de  ejercer 
la  atribución  5/  del  artícub  51  de  la  Constitución,  respecto  del 
artículo  26  de  la  lei  del  Estado  de  Santander,  de  21  de  diciem- 
bre de  1859,  sobre  impuesto,  porque  tal  disposición,  anterior  a 
la  Constitución,  ha  sido  abrogada  por  ésta. 

Decláranse  nulos  i  de  ningún  valor  i  efecto  los  artículos 
I."",  2.''  i  3.°  de  la  lei  del  Estado  de  Santander,  de  5  de  octubre 
de  1864,  aclarando  i  determinando  los  efectos  del  artículo  26 
de  la  lei  de  21  de  diciembre  de  1859,  sobre  impueato,  por  ser 
contrarios  al  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Constitución  uacionaL 

El  Presidente,  Feanoisco  J.  Zaldúa. 
£1  Secretario,  Juan  de  D.  Rimnah. 

(Véase  la  páyina  870 


IX. 

Bogotá,  9  de  marzo  de  1866. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulo  i  de  ningon 
Talor  ni  efecto  el  artículo  2.°  de  la  lei  de  15  de  junio  dé  1864, 
espedida  por  la  Asamblea  Constitujente  del  Estado  de  Antio- 
quia,  arreglando  provisoriamente  el  Gobierno  del  Estado.  La 
nulidad  se  entiende  en  la  parte  que  el  precitado  artículo  conce- 
de fuerza  de  lei  a  los  actos  del  Gobierno  provisorio  espedidos 
desde  el  10  de  enero  de  1864  hasta  el  15  de  junio  del  mismo 
año>  1  Iqs  cuales  actos  son  los  mismos  que  ha  determinado  el 
señor  Procurador  de  la  Nación  en  su  concepto  de  10  de  agos- 
to últiino,  relativo  a  este  asunto,  que  suspendió  la  Suprema 
Corte  federal  por  acuerdo  dictado  con  fecha  24  de  agosto  dd 
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año  próximo  pasado.  Devuélvase  este  espediente  a  la  Secreta-- 
lia  de  la  Corte  Suprema  para  que  se  archive  allí. 

El  Presidente,  Francisco  J.  Zalpúa. 
El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomab. 

(Véase  1&  pijiná  fiL) 

X. 

Bogotá,  16  de  mano  de  1865. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  no  está  en  el  caso  de  ha^ 
oer  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  parágrafo  5.^,  artículo 
51  de  la  Constitución,  respecto  de  los  artículos  5.°,  6.°,  7.°,  8.^, 
r,  11,  12,  13, 14,  15,  16,  17  i  18  de  la  lei  del  Estado  de  Bo- 
lívar, do  fecha  11  de  febrero  de  1862,  derogatoria  de  los  incisos 
1.®  a  7.^  de  la  lei  de  1.^  de  diciembre  de  1857,  sobre  derecho 
de  coi^sumo  de  varios  efectos ;  i  de  la  de  22  de  febrero  de  ).860, 
estableciendo  un  derecho  sobre  los  efectos  estranjeros. 

El  ^Presidente,  Francisco  J.  Zaldúa. 
El  Secretario,  Juan  de  D,  Riomah. 

(Véase  la  p^ina  49.) 

XI. 

,     .  Bogotá,  17  de  marso  de  1866. 

El  Senado  se  abstiene  de  ejercer  la  atribución  5/  que  le 
confiere  el  artículo  51  de  la  Constitución,  declarando  nida  o 
válida  la  lei  de  29  de  diciembre  de  1862,  adicional  a  las  de  réji*- 
men  municipal,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
de  Bolívar,  en  la  parte  que  aquella  lei  autoriza  a  los  Goberna- 
dores para  contratar  empréstitos  forzosos  en  ciertos,  distritos ; 
por  cuanto  que  esa  parte  de  la  precitada  lei,  o  sea  su  artículo 
3.**,  quedó  abrogada,  en  lo  referente  a  empréstitos  que  no  fue- 
ran puramente  voluntarios,  por  la  Constitución  espedida  en  Bio* 
negro  a  8  de  mayo  de  1863. 

£1  Presidente,  Frajbtcisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomah. 

(Véaae  la  pajina  67<) 

xn. 

Bogotá,  26  de  marxo  de  1866. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
don  que  le  confiere  el  inciso  5."^,  artículo  51  de  la  Constitución^ 
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declara  nula  la  lei  de  6  de  octubre  de  1864,  espedida  pot  U 
Asamblea  Constituyente  del  Estado  de  Antioquia,  sobre  clau->^ 
mira  temporal  de  la  Casa  de  moneda  de  MedeUin.  Devuélvase 
el  espediente  a  la  Corte  Suprema,  i  publíquese  la  presente  de* 
terminación. 

El  Presidente,  Francisco  J.  Zaldúa. 
El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomah, 

(Véase  la  p^ina  61). 


xm. 

Bogotá,  27  de  abril  de  1865« 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu^^ 
cion  que  le  confiere  el  inciso  5.°,  artículo  51,  i  el  artículo  72  de 
la  Constitución,  declara  nula  la  lei  de  9  de  junio  de  1863,  re-* 
formatoria  de  la  de  3  de  enero  del  mismo  año,  espedida  por  la 
Asamblea  Lejistativa  del  Estado  de  Bolívar.  Se  abstiene  de 
hacer  igual  declaratoria  respecto  de  la  de  3  de  enero  de  1863, 
^espedida  por  la  misma  Asamblea  Lejislativa,  pot  halbúrse  dero- 
gada, siendo,  como  es,  anterior  i  contraria,  a  la  Constitución 
nacional.  Devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema  coa 
copia  de  esta  resolución. 

El  Presidente,  Fbakcisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomalo^ 

(Véase  la  pajina  66). 


XIV. 

Bogotá,  27  de  abril  da  1865. 

Siendo  contrarios  i  anteriores  á  la  Constitución  el  parágrtU 
fo  1.°  del  artículo  2.*^  i  la  parte  final  del  artículo  4.^  de  la  leí 
de  24  de  diciembre  de  1862,  ''concediendo  autorizaciones  ú 
Poder  Ejecutivo,"  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Es- 
tado soberano  de  Bolívar ;  i  estando,  por  esta  razón,  derogadas 
estas  disposiciones,  el  Senado  de  Plenipotenciarios  no  está  en 
el  caso  de  ejercer,  respecto  de  ellas,  la  atribución  que  le  confie-^ 
re  el  parágrafo  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacionaL 

El  Presidente,  Prííícisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomalo. 

("^éase  la  pajina  70% 
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XV. 

Bogotá,  27  de  abril  de  1865. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  cumplimiento  de  la 
litribucion  que  le  confiere  el  inciso  5.°  del  artículo  61  de  la 
Constitución,  declara  nido  i  sin  efecto  alguno  el  artículo  1.°  del 
decreto  ejecutivo  de  15  de  junio  de  1864,  arreglando  la  renta 
áe  licores  destilados,  espedido  por  el  Gobierno  provisorio  del 
Estado  soberano  de  Antioquia  (el  cual  decreto  tiene  fuerza  de 
lei  en  dicho  Estado),  en  la  parte  que  monopoliza  los  licores  des- 
tilados estranjeros.  Quedan  igualmente  anuladas  las  disposicio- 
nes legales  posteriores  a  la  fecha  del  decreto  precitado  i  que 
tengan  concordancia  i  analojía  con  él  en  lo  referente  al  mono- 
polio mencionado. 

El  Presidente,  Peanoisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  Jwm  de  D.  Riomah,  (v^ase  u  pajina  72.) 


XVI. 

Bogotá,  O  de  majo  de  1865. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  di^  la  atribución 
que  le  otorga  el  inciso  5.°,  artículo  61  de  la  Constitución,  de- 
dara  válidos  los  artículos  15  i  16  de  la  lei  de  17  de  diciembre 
de  1864,  sobre  réjimen  de  los  distritos,  espedida  por  la  Asam- 
blea del  Estado  de  Boyacá,  en  todo  lo  que  ellos  no  puedan  re- 
ferirse a  las  áreas  de  población,  cementerios,  casas  de  párrocos, 
templos,  adoratórios  con  sus  enseres  i  paramentos,  bienes  i  ren- 
tas que  sean  de  propiedad  particular. 

El  Presidente,  F&anoisco  J.  Zaldúa. 
El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomálo. 

(Véase  la  pajina  77)« 

AÑO  DE  1866. 


xvn. 

Bogotá,  26  de  febrero  de  1866. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  acto  lejis- 
lativo  espedido  por  la  Convención  Constituyente  del  Estado  so- 
Wano  de  Bolívar,  en  1.°  de  abril  último,  estableciendo  una  con- 
tribución jeneral  en  el  Estado. 

El  Presidente,  Manuel  db  J.  QxnjAKO. 

El  Secretario,  A.  Qomáleg.  (Véaae  la  pájiDa  860 
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declara  nula  la  leí  de  6  de  octubre  de  1864,  espedida  pot  lá 
Asamblea  Coastituyente  del  Estado  de  Antioquia,  sobre  clau<>' 
«ura  temporal  de  la  Casa  de  moneda  de  MedeUhi.  Devuélvase 
el  espediente  a  la  Corte  Suprema,  i  publíquese  la  presente  de- 
terminación. 

El  Presidente,  Francisco  J.  Zaldúa. 
El  Secretario,  Juan  de  D.  Miomalo. 

(Véase  U  pá¡iDML  61). 


xm. 

Bogotá,  27  de  abril  de  1865. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu^ 
cion  que  le  confiere  el  inciso  5.°,  artículo  51,  i  el  artículo  72  de 
la  Constitución,  declara  nula  la  lei  de  9  de  junio  de  1863,  re- 
formatoria de  la  de  3  de  enero  del  mismo  año,  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Bolívar.  Se  abstiene  de 
hacer  igual  declaratoria  respecto  de  la  de  3  de  enero  de  1863, 
espedida  por  la  misma  Asamblea  Lejislativa,  pot  hallaMe  dero- 
gada, siendo,  como  es,  anterior  i  contraria,  a  la  Constitución 
nacional.  Devuélvase  el  espediente  a  la  Corte  Suprema  con 
copia  de  esta  resolución. 

ISl  Presidente,  Fbancisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  Juan  de  D.  Ezamah. 

(Véase  la  pajina  66). 


XIV. 

Bogotá,  27  de  alml  da  1865. 

Siendo  contrarios  i  anteriores  á  la  Constitución  el  parágrtU 
ib  1.^  del  artículo  2.^  i  la  parte  final  del  artículo  4.^  de  la  leí 
de  24  de  diciembre  de  1862,  ''concediendo  autorizaciones  al 
Poder  Ejecutivo,"  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Es- 
tado soberano  de  Bolívar ;  i  estando,  por  esta  razón,  derogadas 
estas  disposiciones,  el  Senado  de  Plenipotenciarios  no  está  en 
el  caso  de  ejercer,  respecto  de  ellas,  la  atribución  que  le  confie-* 
re  el  parágrafo  5.°  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional 

El  Presidente,  Frííícisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  Juan  de  D.  Eiamalo, 

(^éure  U  pájiiía  70% 
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XV. 

Bogotá,  27  de  abril  de  1865. 

'EL  Senado  de  Fleuipotenciaríos»  en  cumplimiento  de  la 
iatribucion  que  le  confiere  el  inciso  5.°  del  artículo  61  de  la 
Constitución,  declara  nulo  i  sin  efecto  alguno  el  artículo  1.°  del 
decreto  ejecutivo  de  15  de  junio  de  1864,  arreglando  la  renta 
de  licores  destilados,  espedido  por  el  Gobierno  provisorio  del 
Estado  soberano  de  Antioquia  (el  cual  decreto  tiene  fuerza  de 
lei  en  dicho  Estado),  en  la  parte  que  monopoliza  los  licores  des- 
tilados estranjeros.  Quedan  igualmente  anuladas  las  disposicio- 
nes legales  posteriores  a  la  fecha  del  decreto  precitado  i  que 
ten^n  concordancia  i  analojía  con  él  en  lo  referente  al  mono- 
poho  mencionado. 

El  Presidente,  Peanoisco  J.  Zaldúa. 

El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomah.  (Véase  la  p^ína  72.) 


XVI. 

Bogotá,  9  de  mayo  de  1865. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de,  la  atribución 
que  le  otorga  el  inciso  5.°,  artículo  51  de  la  Constitución,  de- 
clara válidos  los  artículos  15  i  16  déla  lei  de  17  de  diciembre 
de  1864,  sobre  réjimen  de  los  distritos,  espedida  por  la  Asam- 
blea del  Estado  de  Boyacá,  en  todo  lo  que  ellod  no  puedan  re- 
ferirse a  las  áreas  de  población,  cementerios,  casas  de  párrocos, 
templos,  adoratórios  con  sus  enseres  i  paramentos,  bienes  i  ren- 
tas que  sean  de  propiedad  particular. 

El  Presidente,  F&anoisco  J.  Zaldúa. 
El  Secretario,  Juan  de  D.  Riomah. 

(Véase  la  pajina  77)> 

AÑO  DE  1866. 


xvn. 

Bogotá,  26  de  febrero  de  1866. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  acto  lejis- 
ktivo  espedido  por  la  Convención  Constituyente  del  Estado  so- 
l)erano  de  Bolívar,  en  1.""  de  abril  último,  estableciendo  una  con- 
tríbucion  jeneral  en  el  Estado. 

El  Presidente,  Manuel  de  J.  Quijano. 

£1  Secretario,  A.  Oortzález,  (Véaae  la  p^Ina  86.) 
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XVffl. 

Bogotá,  8  de  mano  de  1806. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  artículo 
2.®  de  la  lei  161,  espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  sobe- 
rano del  Cauca  en  30  de  agosto  de  1865,  cuya  suspensión  había 
acordado  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  1.^  de  febrero  del 
corriente  año. 

El  Presidente,  Lino  Rüiz — El  Secretario,  A.  Chneález. 

(Véase  la  pinina  91).     ^ 

XIX. 

Bogotá,  27  de  maneo  de  IM. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nula  la  lei  espedi- 
da por  la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  de  Bolívar,  de 
fecha  4  de  mayo  de  1865,  autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para 
conceder  privilejio  a  cualquiera  compañía,  nacional  o  estran- 
jera,  para  la  construcción  de  un  camino  de  carriles  de  hierro, 
servido  por  máquinas  de  vapor,  que  ponga  en  comunicación  la 
ciudad  de  Barranquilla  con  el  puerto  de  Sabanilla,  como  con- 
traria al  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

El  Presidente,  Manuel  db  J.  Quijano. 
El  Secretario,  AureUam  Gomález. 

(Véase  la  p^ina  90), 


Bogotá,  abril  13  de  1869. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válida  la  lei  14, 

Íarte  i  tratado  2.®  de  la  Recopilación  Granadina,  vijente  en  el 
¡stado  soberano  de  Antioquia. 

El  Presidente,  Fbcilan  Labgacha. 
El  Secretario,  Aureliano  González. 

(Véase  la  pajina  1C5). 


XXI. 

Bogotá,  14  de  taayo  de  18i9. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  que  en  la  i^ohi-* 
cion  dictada  con  fecha  9  de  mayo  de  1865,  que  declaró  válidos 
los  artículos  15  i  16  de  la  lei  de  17  de  didembre  de  1864,  sobre 
réjimen  de  los  distritos,  espedida  pw  la  Asamblea  Lejislativa 


—  311  — 

del  Bstado  soberano  de  Boyacá»  quedaron  esceptuados  de  la 
adnuiiistradioii  de  los  Cabildos  los  templos,  adoratoríos  con  sus 
enseres  i  paramentos,  bienes  i  rentas  que  pertenezcan  a  una 
comunión  relijiosa  cualquiera,  a  la  cual,  según  la  Constitución 
i  leyes  de  la  Ünion,  corresponden  en  propiedad. 

El  Presidente,  Aqitileo  Pabra. 

£1  Secretario,  Auréliano  Chnssález. 

(Véase  la  pajina  109). 


Bogotá,  16  de  mayo  de  1866. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución 
nafional,  declara  válido  el  inciso  2."^,  artículo  15  de  la  lei  de  8 
de  octubre  de  1862,  sobre  vias  de  comunicación,  espedida  por 
la  Asamblea  Constituyente  del  Estado  soberano  de  Santander. 

El  Presidente,  Aqxjileo  Parea. 

El  Secretario,  \Í08é  Maiia  Cardóme  M^ 

(Véase  la  pajina  114). 


xxm. 

Bogotá,  29  de  mayo  de  1866. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 5.\  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulos 
los  incisos  1.**,  2.°  i  3,**,  artículo  33  de  la  leí  orgánica  de  la  ad- 
ministración i  comercio  del  territorio  goajiro,  espedida  con 
feoha  25  de  enero  de  1865  por  la  Convención  del  Estado  sobe*»- 
jano  del  Magdalena,  como  contrarios  al  inciso  3.^  i  parte  final 
del  4.^,  artículo  8.^  de  la  citada  Constitución. 


El  Presidente,  Aquileo  Pabra. 
El  Secretario,  Aurelmm  Gomalee. 


(Véaae  la  pajina  116). 


XXIV. 

Bogotá,  6  de  junio  do  1866. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución  na^ 
otonaL  dedillo  válidos  los  artículos  113,  114, 115>  U6, 121» 
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122,  123  i  124  de  la  leí  del  Estado  soberano  de  Antíoqúia,  cb^ 
pedida  el  22  de  diciembre  de  1859,  sobre  caminos  púbHcos. 

El  Presidente,  Aquileo  Paeea. 
£1  Secretario,  AuréUam  Gomóles. 

(Véue  U  pijin*  120). 


AÑO  DE  1867. 


XXV. 

Bogotá;  febrero  18  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válidos  el  inciso  3.** 
del  artículo  4.^  i  los  artículos  27  i  31  de  la  lei  del  Estado  sobe-* 
rano  del  Tolima,  espedida  el  11  de  agosto  de  1866,  orgánica 
del  sistema  rentístico  del  Estado. 


El  Presidente,  ViCfENTE  Lohbana. 
El  Secretario^  Abelardo  Aldana. 


(Véaie  la  p^ina  128> 


XXVI. 

'  Bogotá,  febrero  28  de  18(^7. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que 
le  confiere  el  inciso  6.°  del  artículo  51  de  la  Constitución,  de- 
clara nulo  el  artículo  8.°  de  la  lei  140  del  Estado  ¿bberano  del  , 
Cauca,  en  cuanto  grava,  con  la  suma  de  cuatro  pesos,  la  espor- 
tacion  de  cada  carga  de  cacao,  i  válidos  el  mismo  artículo  i  el 
9.**  i  10.*^  de  dicba  lei,  en  cuanto  gravan  la  estraccion  de  los 
productos  del  mismo  Estado. 

El  Presidente,  Vicente  Lombana. 
El  Secretario,  Abelardo  Aldana. 

(Véase  la  pajina  127). 

xxvn. 

Bogotá,  febrero  28  de  1867.  • 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  resuelve  que  no  está  en  el 
caso  de  ejercer,  respecto  de  la  lei  de  21  de  diciembre  de  1864, 
sobre  la  apertura  del  camino  ** real"  en  el  departamento  de 
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''  Padilla/*  espedida  por  la  Convención  del  Estado  del  Magda- 
lena, la  5/  de  sus  atribuciones  constitucionales. 

El  Presidente,  Vicente  Lombana. 
El  Secretario,  Abelardo  AUana. 

(Véase  la  p^ina  180). 


xxvm. 

Bogotá,  4  de  manso  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ujsando  de  la  atribución 
que  le  confiere  la  parte  5.*  del  artículo  51  de  la  Constitución, 
declara  válido  el  artículo  4.°  de  la  lei  de  9  de  octubre  de  1866, 
sobre  orden  público,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del 
Estado  soberano  de  Bolívar. 


El  Presidente,  Vicente  Lombaha. 
El  Secretario,  Abelardo  Aldana. 


(Véase  la  pajina  181). 


Bogotá,  12.de  mano  de. 1887. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  5.*  de  sus 
atribuciones  constitucionales,  declara  válidas  las  bases  2.^  5.\ 
6;,  7:  i  9:  del  artículo  1.°,  i  el  artículo  4.^  de  la  lei  de  12  de 
enero  de  1865,  sobre  inmi^cion,  espedida  por  la  Convención 
del  Estado  soberano  del  msigásleusL. 

El  Presidente,  Vicente  Lombaka. 

El  Secretario,  Abelardo  Aldana. 

(Véase  la  piyma  188). 


BogoU,  marzo  14  de  1867. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución 
5.'  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válido^  los  inci- 
80fl  é."",  artículo  1.*",  i  el  artículo  2.''  de  la  lei  33  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  sobre  rentas  i  contribuciones,  espedida  en 
9  de  enero  de  1858. 

El  Presidente,  Vicente  Lombaiu. 
El  Secretario,  Abelardo  Aldana. 

(Véase  la  pajina  141).  8é 
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XXXI. 

Bogotá,  marzo  21  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  concede  el  articulo  72  de  la  Confititucion  nacional,  de- 
clara nulo  i  sin  efecto  alguno,  como  contrarío  al  inciso  5.^,  ar- 
tículo 15  de  la  misma  Constitución,  el  artículo  1.^  de  la  lei  que 
la  Asamblea  Constituyente  del  Tolima  espidió  en  7  de  agosto 
de  1866,  declarando  ciertos  bienes  i  rentas  como  fondos  del 
Estado. 

El  Presidente,  Vicente  Lombaha, 

£1  Secretario,  Abdurdo  Aldana. 

(Véase  la  p^lna  146). 


xxxn. 

Bogotá,  8  de  abril  de  1S67« 

El  Sexiado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  at^bucion 
que  le  cosiere  el  inciso  5.^»  artículo  51  de  la  Constitución,  de- 
clara válido  el  artículo  48  de  la  lei  fundamental  del  Crédito 
fúblico,  de  6  de  noviembre  de  1866,  espedida  por  la  Asamblea 
«ejislativa  del  Estadio  soberano  de  Bolívar. 

El  Presidente,  S.  Agosta — El  Secretario,  A.  Aldana. 

(Véase  la  pinina  149). 

xxxm. 

BogoU,  abra  8  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.\ 
artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válido  el  decreto  de  30 
de  julio  de  1866,  espedido  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Es- 
tado soberano  del  ToUma,  fijando  los  límites  entre  los  distritos 
de  Melgar  i  el  Carmen. 

El  Presidente,  S.  Agosta— El  Secretario,  A.  Aldana. 

.  ".  (Véase  la  pajina  162). 

.  XXXIV. 

Bogotá,  abril  8  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  de  acuerdo  con  la  atribu- 
ción 5.*,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidas  las  dis- 
posiciones de  la  lei  148,  de  27  de  juHo  de  1865,  del  Estado 
soberano  del  Cauca»  estableciendo  el  impuesto  sobre  destíladon 
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de  aguardiente,  i  las  del  artículo  41  i  de  los  incisos  4.^  i  5.^ 
del  artículo  54  del  decreto  ejecutivo  de  10  de  diciembre  de 
1857,  mandado  observar  por  dicha  lei. 

El  Presidente,  S.  Agosta — El  Secretario,  A.  Aldana. 

(Véaso  la  pajina  164). 

XXXV- 

(Bogotá,  abril  9de  1867). 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.*, 
artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nula  la  base  3.\  artículo 
2.**  del  decreto  de  28  de  octubre  de  1865,  concediendo  privile- 
jio  para  hacer  carretero  el  camino  de  San  José  de  Cúcuta  hasta 
el  rio  de  Táchira,  en  la  via  para  San  Antonio,  espedido  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Santander. 

El  Presidente,  Vicentb  Lombaista. 

El  Seci^^tario,  Aidardo  Aldana^ 

(Véase  Ib  p^ina  16^. 

XXiYl. 

Bogotá,  10  de  abril  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  ci^ítulo 
5.°  de  la  lei  de  11  de  agosto  de  1866,  orgánica  del  sistema  ren- 
tístico del  Estado  del  Tolima. 

El  Presidente,  S.  Agosta — El  Secretario,  A.  Aldana. 

(Véase  la  pajina  162). 

xxxvn- 

Bogotá,  abril  n  dé  18j87. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  eh  uso  dé  la  autorización 
rae  le  confiere  el  inciso  5.*^,  artículo  51  de  la  Constitución,  de- 
clara ntdas  la  primera  parte  del  artículo  único  i  liad  bases  3.*  i 
4.'  de  la  lei  155,  de  18  de  agosto  de  1865,  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estaco  soberano  del  Cauca,  ^ándo 
bases  para  determinar  i  decidir  el  valor  o  justiprecio  de  los 
objetos  espropiados  por  causa  dé  necesidad  pública,  como  con- 
trarias talea  (usposiciones  a  los  incisos  5.^  i  10  del  artíctdo  15 
de  la  Constitución  nacional.     * 

El  Presidente,  Santos  Agosta. 
£1  Secretario,  Áhetardo  Aldana, 

(Véase  la  pi]¡ink  168). 
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XXXVffl. 

Bogotá,  2  de  julio  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulos  i  de  ningún 
valor  ni  efecto  los  incisos  5,^  i  6.^  del  artículo  9.°  de  la  lei  de 
30  de  octubre  de  1866,  de  impuesto  a  la  industria  comercial, 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Bolívar,  i  el  capítulo  2.**,  artículo  12  de  la  lei  de  23  de  noviem- 
bre de  1866,  de  presupuesto  de  rentas  i  gastos  para  el  servicio 
del  año  económico  de  1.°  de  enero  a  31  de  diciembre  de  1867, 
espedida  por  la  misma  Asamblea,  por  ser  contrarios  al  inciso 
10,  artículo  15  de  la  Constitución. 

El  Presidente^  M.  Abello— El  Secretario,  Unrigue  Cortés. 

(Véase  Ja  piyixut  169). 


Bogotá,  2  de  jsUo  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  facultad  que 
le  concede  el  inciso  5.°  del  artículo  61  de  la  Constitución,  anu- 
la el  artículo  4.*^  de  la  lei  de  29  de  diciembre  de  1866,  adicio- 
nal i  reformatoria  del  Código  Judicial,  espedida  por  la  Lejisla- 
tura  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca. 

El  Presidente,  M.  Abbllo — ^El  Secretario,  Enrique  CotUb, 

(Véase  la  pajina  178). 


XL. 

Bogotá,  28  de  julio  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  de  acuerdo  con  la  atribu- 
ción 5.*  del  artículo  51  de  la  Constitución,,  declara  nulo  el  ar- 
tículo 485  del  Código  de  Policía,  espedido  en  30  de  setiembre 
de  1866  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Boyacá,  a  virtud  de  ser  contrario  al  inciso  4.**,  artículo  15  de 
la  misma  Constitución. 

El  Presidente,  M.  Abeclo — ^El  Secretario,  Dmdrio  Pérrca- 

(Véaae  la  p^ma  182). 

XLI. 

Bogotá,  agosto  2  de  1867. 

Siendo  clara  i  terminante  la  resolución  del  Senado,  de  27 
de  marzo  de  1866,  anulando  la  lei  de  4  de  mayo  de  1865,  es- 


T  ;. 
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pedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  sobe;*ano  de  Bo- 
üvar,  el  Senado  se  abstiene  de  aclararla. 


El  Presidente,  Pbdeo  Coetés  HoLGuriK. 
El  Secretario,  Enrique  Cortes. 


(TéaBe  la  pajina  185). 


XLn. 

Bogotá,  12  de  agosto  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 5/  del  articulo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara 
nula  i  sin  nin^n  valor  la  lei  sobre  orden  público,  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar  i  san- 
cionada por  el  rresidente  de  él  en  30  de  junio  de  este  año,  por 
ser  contraria  evidentemente  a  la  letra  i  al  espíritu  de  la  Cons- 
titución nacional,  envolviendo  un  acto  de  rebelión  contra  e1^*^* 


El  Presidente,  Juan  A.  übicoechea. 
El  Secretario,  Enrique  Cortés. 


(Véase  la  pajina  190). 


XLm. 

Bogotá,  14  de  agosto  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  inciso  5.°  del  artículo  51  de  la  Constitución 
nacional,  declara  la  nulidad  de  la  lei  de  3  de  noviembre  de 
1866,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Bolívar,  sobre 
estincion  de  patronatos  i  capellanías  laicales  o  colativas,  por 
considerarla  contraria  al  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  misma 
Constitución. 

El  Presidente,  Pbdeo  Coetís  Holgüik. 
El  Secretario,  Enrique  Cortés. 

(Véase  la  pajina  198). 


xuv. 

Bogotá,  7  de  setiembre  de  1887. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  atribución 
5.*  de  las  que  le  da  el  artículo  51  de  la  Constitución,  declara 
definitivamente  nula  la  lei  espedida  por  la  Asamblea  Leiislativa 
del  Estado  soberano  de  Panamá,  en  80  de  octubre  de  1866, 
«atorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  contratar  el  establecí- 
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miento  de  telégrafos  submarinos,  ^r  ser  contraria  al  inciso  10 
del  artículo  15,  i  a  los  incisos  1."*,  5.^  i  6.^  del  artículo  17  de  la 
Constitución  nacional. 

El  Presidente,  M.  M.  Mallabdío, 
El  Secretario,  Demetrio  Parras. 

(léasela  piyioai;^). 

XLV. 

Bogotá,  28  de  octubre  de  1867. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.\ 
artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulos,  como 
contrarios  al  inciso  4.^,  artículo  15  de  la  misma,  los  artículos 
14  i  19  de  la  lei  de  28  de  setiembre  de  1867,  orgánica  del  Po- 
der Judicial  del  Estado,  espedida  por  la  Lejislatum  del  Estídó 
soberano  del  Cauca. 

El  Presidente,  M.  M.  Mallabino. 

El  Secretario,  Enrigue  Cortés. 

(VéoM  la  p^ÍDa  199). 

XLVL 

BogotA,  noviembre  14  de  1867, 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 5.^,  artículo  51  de  la  Constitución  de  la  República,  declara 
definitivamente  nulos  los  artículos  40  i  106  de  la  lei  de  19  de 
diciembre  de  1864,  orgánica  de  los  contribuciones  i  rentas, 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Boyacá. 

El  Presidente,  M.  M.  Mallarino. 
El  Secretario,  Demeírio  Porras. 

(Véa&e  U  pAJina  201). 


AÑO  DE  1S68. 


XLVn. 

Bogotái  17  de  marzo  de  1868. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios^  en  ejercicio  de  la  £su;ultad 
que  le  confiere  el  inciso  5.^,  artícnilo  51  de  la  Constitución, 
resuelve :  declárase  nula  la  di^osicion  de  la  parte  final  del 
artículo  56  de  la  lei  218  del  Estado  del  Cauca,  de  27  de  setíem^ 
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bre  de  1867,  en  cuanto  *  prohibe  el  reconocimiento  de  créditos 
pasivos  a  cargo  de  los  establecimientos  de  instrucción.  Comu- 
niqúese esta  resolución. 

El  Presidente,  S.  Fébez — El  Secretario,  Enrique  Cortés. 

(Véase  la  pajina  206). 

XLVn  (bis). 

Bogotá,  27  de  marzo  de  1868. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  resuelve :  declaranse  nulos 
los  artículos  8.°  i  16  de  la  lei  209  del  Estado  soberano  del 
Cauca,  de  12  de  setiembre  de  1867,  sobre  rentas  i  contribucio- 
nes, en  los  términos  en  que  tales  disposiciones  fiíeron  suspendi- 
das por  la  Corte  Suprema  federal,  i  la  parte  o  inciso  L°  del 
artículo  7.°  dé  la  misma  lei.   Comuniqúese. 

El  Presidente,  S.  Pékez — El  Secretario,  Unrique  Cortés. 

(Véase  la  pajina  209). 

xLvni. 

Bogotá,  abril  21  de  1868. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ejerciendo  la  facultad  que 
le  concede  la  atribiicion  5.\  articulo  51  de  la  Constitución  na- 
cional, declara  nulo  el  artículo  4.°  de  la  lei  del  Estado  de  An- 
tioquia,  sobre  caminos  públicos,  espedida  en  22  de  diciembre  de 
1859,  i  los  artículos  31  i  34  de  la  lei  del  mismo  Estado,  de  12 
de  setiembre  de  1864,  reformatoria  de  la  anterior,  en  cuanto  de 
tales  disposiciones  se  haya  deducido  autorización  para  declarar 
como  caminos  públicos  los  de  propiedad  particular,  sin  decretar 
la  espropiacion  en  los  términos  en  que  la  autoriza  el  inciso  5.^, 
artículo  51  de  la  Constitución.   Comuniqúese  esta  resolución. 

El  Presidente,  EsTAmsLAO  Silva. 


El  Secretario,  Mmque  Cortés 


(Véase  la  pajina  212). 


XLIX. 

Bogotá,  28  de  abril  de  1868). 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  resuelve :  habiéndose  de- 
cretado ya  por  el  Senado  la  nulidad  de  dos  de  los  artículos  de 
la  lei  219,  orgánica  del  Poder  Judicial  del  Estado  soberano  del 
Cauca,  i  no  siendo  contrarias  a  la  Constitución  nacional  las 
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demás  c[isi>osiciones  en  ella  contenidas,  archívese  el  espediente. 
Comuniqúese  esta  resolución  al  Tribunal  reclamante. 

El  Presidente,  Estanislao  Silva. 

El  Secretario,  Enrique  Cortés. 

(Véate  la  pajina  217). 


L. 

BogotA,  12  de  mayo  de  1868. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  resuelve :  vistas  la  solici- 
tud del  Gobierno  Ejecutivo  del  Estado  soberano  del  Cauca  i  la 
representación  de  los  honorables  Diputados  a  la  Cámara  de 
Representantes  por  el  mismo  Estado,  sobre  anulación  de  los 
artículos  8.°  i  16  de  la  lei  209,  de  12  de  setiembre  de  1867, 
espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca,  el 
Senado  de  Plenipotenciarios  esplica  su  resolución  de  27  de 
marzo  del  presente  año,  determinando  que  las  palabras  esirac- 
don  i  esportaeion  de  que  hizo  uso  la  Corte  Suprema  federal  al 
decretar  la  suspensión  de  aquellas  disposiciones,  i  a  que  se  refi- 
rió el  Senado  para  anularlas,  solo  comprenden  la  exención  de 
todo  iénero  de  impuestos  en  el  Estado  a  los  productos  destina- 
dos al  comercio  esterior  de  la  Repáblica. 

El  Presidente,  Estanislao  Silva. 

El  Secretario,  Enrique  Cortés. 

(Véase  la  pajina  220). 


LI. 

Bogotá,  mayo  26  de  1868. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  resuelve :  anular  las  dispo- 
siciones contenidas  en  los  artículos  3.°,  parágrafo  6.*^,  i  31  i  32 
de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  de  23  de  enero  dd  presente 
año,  orgánica  del  sistema  rentístico  del  Estado,  como  contrarias 
a  la  Constitución  nacional. 


El  Presidente,  Estanislao  Silva. 
El  Secretario,  Enrique  Cortés. 


( Véaae  la  pinina  222). 


Ln. 

Bogotá,  2  de  jonio  de  1868. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  visto  el  memorial  de  los  vecijdos  de  Cali,  de  29  de 
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áfaiil  tlltímo;  vistas  las  resoluciones  del  Senado»  de  27  de  marzo 
i  12  de  mayo  del  corriente  año,  resuelve : 

Declárase  nulo  el  artículo  10  de  la  leí  209  del  Estado  so- 
berano del  Cauca,  sobre  rentas  i  contribuciones,  en  cuanto  hace 
oU^aiarío  el  depósito  en  el  almacén  de  dicho  Estado,  establecido 
en  el  puerto  de  Buenaventura,  de  los  productos  que  se  destinan 
al  comercio  esterior  de  la  República.   Comuniqúese. 

El  Presidente,  Estamslao  Silva. 

£1  Secretario,  Mmaue  Cortés. 

(Véaae  la  p^ixift  224). 

AÑO  DE  1869. 


Lm. 

Bog«tá,  U  de  febrero  de  1869. 

lü  Senado  de  Plenipotenciarios  se  abstiene  de  ejercer  la 
ÉUmltad  que  le  confiere  el  inciso  5,^,  artículo  51  de  la  Consti- 
tución de  la  ünion,  respecto  a  la  lei  12  de  17  de  octubre  dé 
1867,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  San^ 
tander,  por  no  estimar  que  sea  contraria  al  inciso  5.°,  articulo 
15  de  la  propia  Constitución. 

Comuniqúese^  pubUquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Corte -Suprema* 

El  Presidente,  EsiANistAO  Silva. 

El  Vicepresidente,  Miguel  Vblazoo  i  V. 

£1  Secretario.  Ernesto  del  Villar. 

(Véase  la  pajina  226> 


LIV. 

Bogotá,  18  de  febrero  de  1869. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu-^ 
cion  6.*  del  artículo  51  de  la  Constitución,  resuelve :  decláranse 
nulos  los  incisos  del  artículo  1.°  de  la  lei  27  del  Estado  sobera- 
no de  Santander,  de  9  de  noviembre  de  1868,  adicional  i  refor- 
matoria de  la  14  de  1865,  orgánica  de  las  rentas  del  Estado,  en 
eoanto  la  contribución  que  por  ellos  se  establece,  grava  el  ga- 
nado mayor  que  se  introduzca  al  Estado  i  que  no  se  destine  a 
su  propio  consumo. 

El  Presidente,  Estanislao  Silva. 
El  Secretario,  JSmesto  del  ViUar. 

(Véase  la  pijina  228>.  89* 


V 


LV. 

Bogotá,  2  d«  nano  dt  IMI. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  &cultad 
que  le  Confiere  el  inciso  5.*^,  artículo  51  de  la  Constitución,  de- 
clara nulo  el  artículo  5.°  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Cun- 
dinamarca,  de  5  de  agosto  de  1868,  por  ser  violatoria  del  ar- 
tículo 24  de  la  Constitución  de  la  ünion. 

Comuniqúese,  publiquese  i  devuélvase  el  ei^pediente. 

El  Presidente,  Estaiíislao  Silva. 
El  Secretario,  Ernesto  dd  Vülar. 

(Vóue  la  pajina  229). 


LVL 

Bogotá,  2  de  mano  delS69. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
clon  5/,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  valídala  lei  192 
de  3  de  agosto  de  1867,  derogatoria  de  la  179,  espedidas  ambafi 

Eor  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca,  por  estimar  aquella 
á  constitucional. 

El  Presidente,  EsTAnasLAO  Silva. 

El  Secretario,   Molesto  dd  ViUar. 

(V6aae  U  iiijima  2M). 


Lvn. 

Bo0otá,  mano  6  4lo  1890^ 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución,  declara  nulos 
los  actos  lejislativos  de  23  de  setiembre  de  1867  i  7  de  octubre 
de  1868,  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  en  cuanto  por  el  últi-' 
mo  da  estos  actos  se  hacen  estensivas  las  disposiciones  del  prí^ 
mero  a  las  compañías  de  vapores,  sometiéndolas  al  pago  ¿e 
contribuciones  de  que  están  exentas  por  la  lei  de  29  de  agosto 
de  1867.  La  nulidad  de  los  actos  lejislativos  espresadas  se  de^ 
clara  por  ser  contrarios  a  la  lei  citada  de  29  de  agosto  de  1867, 
sobre  navegación  de  los  rios  que  bañan  el  territorio  de  mas  de 
woL  Estado. 


El  Presidente,  JAmíARio  Salgab. 
El  Secretario,  Ernesto  dd  ViSar. 


( Váaie  U  pá|üu  287)» 


LTm. 

Bogotá,  5  de  tnsfzo  Ab  1M9. 

El  Sen^o  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  &culiad 
^  le  confiere  el  inciso  5.**,  artículo  51  de  la  Constitución  na- 
donal  de  la  Union,  declara  nulos  los  artículos  1.*»,  2.°,  8.^,  4,<>, 
5.«  i  7.**  de  la  lei  espedida  por  la  Asamblea  Constituyente'  deí 
Estado  soberano  de  Panamá  a  16  de  enero  del  presente  año, 
bajo  el  número  8,  "  que  establece  la  responsabilidad  pecuniaria 
de  los  comprometidos  en  la  última  rebelión  contra  el  Gobierno 
del  Estado,"  por  ser  dichos  artículos  contrarios  a  los  incisos  4.* 
i  5.®  del  artículo  15  i  al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional 
No  se  comprende  en  esta  anulación  el  artículo  6.*'  de  la  misma 
lei,  ponjue  su  validez  es  indudable  al  no  contrariar  ninguna 
disposición  constitucional  ni  legal. 

Publíquese  i  comuniqúese. 

£91  Presidente,  Jazhjabio  ISiai/Oab. 

SI  Seorotario,  Emetto  dd  FiZfor. 

(Yéafls  te  páJiM  242.) 

LDL 

Bogotá,  9  de  manso  de  1860.      ' 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  5.*  de  sus 
stríbuciones  constitucionales,  declara  válidos  el  inciso  4.^  del 
artículo  1.**  de  la  lei  "sobre  impuestos,"  de  5  de  octubre  de 
1866,  i  el  inciso  también  4.°  del  "  cuadro  R  "  anexo  a  la  lei  de 
¿1  de  diciembre  de  1867,  sobre  presupuesto  de  rentas  i  gastos 
para  el  año  de  1868,  ambos  del  Estado  der  Magdalena,  por  no 
ser  contrarias  dícbas  disposiciones  a  la  Constitución  de  la  Be- 
páblifiSv  '  ' 

Oomuníqutfie  i  pabUquése^  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Oqrte  j^prema,.  haciéndose  constar  que  loi»  «ntecedeHtes  irelacío*- 
ittdos  eoa  este  abanto  se  enojaentran  pabficados  en  el "  Diaria 
OfieU  "  Homero  1248. 

S  P^eakknte,  Jajtoikio  SíAlcpícB. 

El  Secretario,  Ernesto  dd  ViUar. 

BegoU,  15  de  nano  de  IS69b 

El  Ssenado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  artículo  51  de  la  Constitución,  declara 


^324  — 

"Válida  la  lei  de  10  de  agosto  de  1868,  sobre  admiiiistracion  de 
los  cementerios,  ei^dida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Cundi* 
namarca,  en  cuanto  no  comprenda  los  cementerios  de  propie- 
dad particular. 

El  Presidente,  Ja^üabio  Salgab. 
El  Secretario,  Ernesto  dd  Villar. 

(Téase  la  p^ina  250). 


LXL 

Bogotá,  24  de  marzo  de  1869. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 5.*  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los 
artículos  15  i  17  de  la  lei  36  ilel  Estado  de  Panamá,  de  15  de 
noviembre  de  1866,  adicional  i  reformatoria  de  la  de  11  de  ma- 
yo de  1865,  sobre  contribuciones,  en  cuanto  no  grave  espedaU 
mente  el  comercio  esterior. 

Comuniqúese  i  publíquese. 

El  Presidente,  Janüabio  Salgab. 

£1  Secretario,  Ernesto  del  Villar. 

(Véase  la  p^ma  278). 


Lxn. 

Bogotá,  9  de  abril  de  1889. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 

?ue  le  confiere  el  inciso  5.^  artículo  51,  i  el  artículo  72  de  la 
¡onstitucion,  declara  válidos  los  artículos  1.^,  2.^,  4.*^,  5.**,  9.*^, 
16  i  61  de  la  lei  del*  Estado  soberano  de  Boyacá,  de  22  de  agos- 
to de  1866,  ^^  sobre  procedimiento  en  las  causas  de  que  conoce 
la  Asamblea,"  por  no  ser  contrarios  a  dicha  Constitudon  ni  a 
las  leyes  de  la  Union. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espedirte  en 
forma  legal. 

El  Presidente,  Pbdbo  Cobt£s  HoLOtTnr. 

El  Secretario,  Ernesto  dd  ViUmr. 

(ViaMiapAitem). 


-826- 

Lxm. 

Bogotá,  17  de  abril  de  1869. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atríbu^ 
€Íon  que  le  confiere  el  inciso  5.^  artículo  51  de  la  Constitución, 
declara  nulo  el  artículo  2.''  de  la  lei  del  Estado  de  Panamá  de 
fecha  6  de  octubre  de  1855,  en  cuanto  adoptó  como  lei  del  Es- 
tado la  ordenanza  de  la  Cámara  provincial  de  Chiriquí  de  20  de 
febrero  de  1854,  que  concedió  prívilejio  a  Ambrosio  W.  Thom- 
pson para  hacer  un  camino  de  '^  cómodo  tránsito  por  vehículos 
de  ruedas ''  entré  David  i  la  laguna  de  Chiriquí. 

Publíquese,  comuniqúese  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente,  Pbdbo  Cobtís  Holguhí. 

El  Secretario,  Ernesto  del  Vülar. 

^     '  (Véase  k  pinina  200). 


Lxnr. 

BogoU,  18  de  mayo  de  1869. 

-El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  que  su  resolución 
de  18  de  febrero  último,  anulando  los  dos  incisos  del  artículo 
1.^  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Santander,  marcada  con  el 
niimero  27,  espedida  en  9  de  noviembre  de  1868,  '^  adicional  i 
reformatoria  de  la  14  de  1865,  orgánica  de  las  rentas  del  Esta- 
do,'' debe  entenderse  en  el  sentido  de  no  poder  ser  gravados  los 
guiados  que  se  introduzcan  al  Estado,  sino  en  el  único  caso  eu 
que  sean  destihados  a  su  propio  consumo. 

El  Presidente,  A.  Gtonzalez  Cabazo. 

El  SecreWio,  JSmesto  del  ViOar.  ^ 

(VéaM  la  p^ina  <00). 


±3^DICE. 
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y.*^Nulidad  del  artículo  104  de  la  Constitución  del  Estado  soberano 

de  Antioquia 24      806 

VI«— Validez  del  artículo  112  do  I9  OOnsÜtncion  del  Estado  soberano 

de  Panamá.... ........ ...... ......................    81      806 

Año  de  1865. 

VII.«<*B1  Benado  declara  que  no  está  en  el  case  de  hacer  uso  de  su  atri- 
budoD  oonatttucional  respecto  de  la  leí  del  Estado  de  Bolf  nur,  de 
1«*  de  diciembre  de  1867,  sobre  derechos  de  consumo  de  yarios 
efectos , 84     806 

TÜL-nNulidad  de  los  artículos  l.«,  2.*  i  8.*  de  la  lei  del  Estado  de  San- 
tander, de  6  de  octubre  de  1864,  que  aclara  1  determina  los  efec- 
tos del  artículo  26  de  la  lei  de  21  de  didembro  de  1859,  del  mismo 

Estado,  sobre  impuesto 87      806 

IZ.— Nulidad  del  artículo  2>  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  AnUo- 
quia,  de  15  de  junio  de  1864,  que  arregló  proTísoriamente  el  Go« 

biemo  del  Estado 1 42     806 

Z.-^El  Senado  se  abstiene  de  hacer  uso  de  su  atribución  constitucional 
respecto  de  la  lei  del  Estado  de  Bolírar,  de  11  de  febrero  de  1862, 
derogatoria  de  la  de  1.*  de  diciembre  de  1857  1 22  de  febrero  de 
1860,  sobre  derechos  de  consumo  de  Taños  efectos  .... . ...-  ....  ^  49     807 

XI.— El  Senado  se  abstiene  de  ejercer  su  atribución  constitucional  res- 
pecto de  la  lei  del  EsUdo  de  Bolívar,  de  29  de  diciembre  de  1862, 
sobre  contratación  de  empréstitos  forzosos  en  los  distritos,  por 

haberla  abrogado,  en  esta  parte,  la  Constitución  nacional .    67      807 

XIL-*-Nulidad  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Antioquia^  de  6  de  octu- 
bre de  1864,  sobre  clausura  temporal  de  la  Gasa  de  moneda  de 

Hedellin. 61      807 

Xm.— NuUdad  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  9  de  Junio  de  1868, 

refonnatoria  de  la  de  8  de  enero  del  mismo  afio... i.. 66      808 

ZIV.-V-EI  Senado  se  abstiene  del  ejercicio  de  su  atribución  constitucional 
fespeeto  de  algunas  disposieíones  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar, 
de  24  de  diciembre  de  1862,  concediendo  autorizaciones  al  Poder 
« l^iQCBtiTo»  que  fué  derogada  por  la  Oonstitaolon  nacional... 70     808 
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XV, — Nulidad  del  artículo  1.*  del  decreto  ejecutfyodel5dejuniodo 
1864  del  Oobierno  proTisorio  del  £8tado  de  Antioquia,  aobre  la 

renta  de  licores  destilados^ —.--—..—  -.—  ...-—..—.    72     8W 

XYI.— Valides  de  los  artículos  15  i  Í6  de  la  lei  de  17  de  diciembre  de  1864, 
sobre  réjimen  de  los  distritos,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 

de  Boyacá 77     W9 

XVII.— Valides  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  l.«  de  abril  de  1866,  que 

establece  una  contríbuciou  Jeneral  en  el  Estado........... ...    86     W9 

Xym.— Valides  del  artículo  2.«  de  la  leí  161  del  Estado  del  Cauca,  de  80 
de  agosto  de  1866,  que  declara  subsistentes  los  remates  de  bienes 

para  los  gastos  de  la  pasada  guerra  cítU....  .... .  ....  .... .. .    91     810 

XDL— Nulidad  de  la  lei  derEstado  de  Bolívar,  de  4  de  mayo  de  1866, 

sobre  construcción  de  un  ferrocarril  entre  Barranquilla  i  Sabanilla.    96     810 
XX.^Valides  de  )a  lei  14,  parte  i  tratado  2  •  da  la  Recopilación  Grana- 
dina, vijente  en  el  Estado  de  Antioquia....  ....  ....  ....  ....  ....  106     SlO 

XXI. — El  Senado  aclara  la  resolución  dictada  en  9  de  mayo  de  1866,  nú- 
mero XVI 109     810 

XXII.— Validez  del  inciso  2.*,  artículo  16  de  la  lei  de  8  de  octubre  de  1862 

del  Estado  de  Santander,  sobre  vías  de  comunicación.  ••........  114      811 

XXni.— Nulidad  de  los  incisos  1.*,  ^  i  8.*,  artículo  88  de  la  lei  orgánica 
de  la  administración  i  comercio  del  Territorio  Goajiro,  espedida  en 
26  de  enero  de  1866  por  la  Convención  del  Estado  del  Magdalena.  116     811 
XXIV. — ^Valides  de  varios  artículos  de  la  lei  del  Estado  de  Antioquia,  de 

22  de  diciembre  de  1869,  sobre  caminos  públicos.... ...........  120     811 

Año  de  1867. 

XXV.^Valides  del  inciso  8.*  del  artículo  4.*  i  los  artículos  27  i  81  de  la 
lei  del  Estado  del  Tolima,  de  11  de  agosto  de  1866,  orgánica  del 
sistema  rentístico  del  Estado . ....  128     812 

XXVI  —Nulidad  del  artículo  8.*  de  la  lei  140  del  Estado  del  Cauca,  en 
cuanto  grava  la  esportacion  del  cacao,  i  validez  del  mismo  artículo 
i  del  9.*  i  10  de  la  misma  lei,  >en  cuanto  grava  la  eatraccion  de  los 

^^      productos  del  mismo  Estado ....-.-—-.......-  127     812 

XXVII. — £l  Senado  se  abstiene  de  ejercer  su  atribución  constitucional  res- 
pecto de  la  lei  del  Estado  del  Magdalena,  de  SI  de  diciembre  de 
1864,  que  creó  fondos  para  la  apertura  del  camino  real  en  el  de- 
partamento de  Padilla 180     812 

XXVIII.— Validez  del  artículo  4.«  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  9  de 

octubre  de  1866,  sobre  orden  público. .. .. 184     818 

XXIX.— Validez  de  las  bases  2.*,  6.*,  6.*,  7.*  i  9.»  del  artículo  l.«,  i  del  ar- 
lículo  4.<>  de  la  lei  de  12  de  enero  de  1866,  del  Estado  del  Magda- 
lena, sobre  inmigración............... ...................  188     818 

XXX.— Validez  de  los  incisos  4.<>,  artículo  1.*,  i  4.*,  artículo  2.*  de  la  lei 
88  del  Estado  del  Cauca,  de  9  de  enero  de  1868,  sobre  rentas  i 
contribuciones....  .— ... .. .— .  .... .  ....  ....  141     8^^ 

XXXI.— Nulidad  del  artículo  !.•  de  la  lei  del  estado  del  Tolima,  de  7  de 

agosto  de  1866,  que  declaró  ciertos  bienes  i  rentas  come  fondos  . 

del  Estado v. 146     814 

XXXII  —Validez  del  artículo  48  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  6  de  no- 
viembre de  1866,  fundamental  del  Crédito  público 149     814 

XXXin.— Validez  del  decreto  de  80  de  julio  de  1866,  espedido  por  la  Asam- 
blea Lejislativa  del  Estado  del  Tolima,  que  ^ja  los  límites  de  los 

distritos  de  Melgar  i  el  Carmen 152     814 

XXXIV.— Validez  de  le  lei  148  de  27  de  julio  de  1866,  del  Estado  del  Cauca, 

sobre  impuesto  de  destilación  de  aguardiente .^.  164     814 

XXXV.— Nulidad  de  la  base  8.»,  artículo  2.»  del  decreto  lejislativo  del  Esta- 
do de  Santander,  de  28  de  octubre  de  1866,  sobre  privilejio  para 
bacer  carretero  el  oamino  de  Son  José  de  Cüoata  al  rio  Tácfaira..  ^^^     ^^^ 
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XXXyi.^Tandez  del  capítulo  $.<>  de  la  lei  de  11  de  agosto  do  1866|  orgánica 

del  sistema  rentístico  del  Estado  del  Tolimjft. «...  162      815 

XXXyn. — ^Nulidad  de  la  1  .*  parte  del  artículo  único,  i  las  ba^es  8.*  i  4.*  de  la 
lei  155,  de  18  de  agosto  de  1865,  del  Éstadjo  del  Cauca,  s^bre  valor  i 
justiprecio  de  los  objetos  espropíados  por  causa  de  necedid^d 

pública , - 163      315 

XXXVIII.— Nulidad  de  los  incisos  5.*  i  6.<»,  artículo  9.^  de  la  lei  de  30  de  octu- 
bre de  1866,  del  Estado  de  Bolívar,  sobre  impuesto  a  la  industria 
comercial;  i  del  capítulo  2,*>,  artículo  12  de  la  lei  de  28  de  noviem- 
bre de  1866,  del  mismo  Estado,  sobre  presupuesto  de  rentas  i  gastos.  169      816 
XXXIX.— Nulidad  de  la  lei  del  Estado  de  Oundinamarca,  de  29  de  diciembre 

de  1866,  adicional  i  reformatoria  del  Código  Judicial 178      816 

XL.— Nulidad  del  artículo  485  del  Código  de  Policía  del  Justado  de  Bo- 

jacá,  espedido  en  80  de  setiembre  de  1866..* —  «...  182      816 

XLI. — El  Senado  se  abstiene  de  aclarar  la  resolución  dictada  el  27  de 
marzo  de  1866  (XIX),  que  anuló  la  lei  de  4  de  mayo  de  1865,  es 
pedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar, 

por  ser  clara  i  terminante  dicha  resolución....... ... 185      816 

XLII.— Nulidad  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  80  de  juniq  de  1867, 

sobre  orden  público....... .. . .......... 190      817 

XLni — ^Nulidad  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  10  de  noviem- 
bre de  1866,  sobre  estincion  de  patronatos  i  capellanías  laicales  o 

colativas 198      817 

XLIV. — Nulidad  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Panamá,  de  30  de  octubre 
de  1866,  que  autorizaba  al  Poder  Ejecutivo  para  contratar  el  esta- 
blecimiento de  telégrafos  submarinos ....  ....  . ....  ......  198      817 

XLV. — ^Nulidad  de  los  artículos  14  i  19  de  la  lei  del  Estado  soberano  del 
Cauca,  de  28  de  setiembre  de  1867,  orgánica  del  Poder  Judicial 

del  Estado 199      818 

XLYI.— Nulidad  de  los  artículos  40  1106  de  la  lei  del  Estado  soberano 
de  Boyacá,  de  19  de  diciembre  de  1864,  orgánica  de  las  contribu- 
ciones i  rentas..-. ......... ........  . ........  ...#...... ..^.^  201      818 

Año  de  1868. 

XLYII.— Nulidad  de  la  parte  final  del  artículo  56  de  la  lei  218  de  27  de  se- 
tiembre del  aüo  de  1867,  ''  orgánica  de  la  instrucción  pública," 
del  Estado  soberano  del  Cauca 206      818 

XLVn  (bis).— Nulidad  de  los  artículos  8.«  i  16  de  la  lei  209  del  Estado  so- 
berano del  Cauca,  de  12  de  setiembre  de  1867,  sobre  rentas  i  con- 
tribuciones  209      819 

XLVni.— Nulidad  del  artículo  4.*  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Antio- 
quia,  de  22  de  diciembre  de  1859,  sobre  caminos  públicos,  i  de  los 
artículos  81  i  84  de  la  del  mismo  Estado,  de  12  de  setiembre  de 

1864,  reformatoria  de  la  anterior 212      319 

XLIX. — El  Senado  resuelve  que  se  archive  el  espediente  relativo  a  la  anu- 
lación de  la  lei  219  del  Estado  soberano  del  Cauca,  por  haberse 
decretado  ya  la  nulidad  de  dos  de  sus' artículos  en  la  resolución 

XLV,  de  28  de  octubre  de  1867 217      819 

L. — El  Senado  esplica  su  resolución  de  27  de  marzo  de  este  afío,  nú- 
mero XLVII,  relativa  a  la  lei  de  12  de  setiembre  de  1867,  del  Es- 
tado soberano  del  Cauca,  sobre  rentas  i  contribuciones 220      820 

LI.— Nulidad  de  varías  disposiciones  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  de 

28  desuero  de  1868,  orgánica  del  sistema  rentístico  del  Estado...  222      820 
LII.— Nulidad  del  artículo  10  de  la  lei  209  del  ^stadA.del  CjLUCA,  sobre 

re&USiioootribttCioiMa^«^.«,.. *•,,.--.,%-*? —  ^^      ^20 

Año  de  1869. 

Lin.— El  Senado  se  abstiene  de  ejercer  su  facultad  constitucional  respec- 
to a  la  lei  del  Estado  de  Santander,  de  17  de  octubre  de  1867,  so- 
bre prohibiciones  a  los  gobiernos  municip«ale8..- .-  — .  — —  225      321 

UV.— Nolidad'de  los  incisos  del  artículo  l.«  de  la  lei  27  del  Estado  de 


vúxiaoB. 
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Santander,  de  9  de  noriembre  de  1868,  adicional  i  reformatoria  de 

la  14  de  1666,  orgánica  de  las  rentas  del  Estado. ^...  228      821 

LV.— NnHdad  del  articulo  6.*  de  la  lei  del  Estado  de  Candinamarca,  de 
6  de  agoato  de  1865,  sobre  r^istro  de  las  dilijencias  de  embargo  de 

ancas  raicea 229      822 

LVI.— Bl  Senado  no  estima  inconstitucional  la  lei  192,  de  8  de  agosto  de 

1867,  derogatoria  de  la  179,  ambas  del  Estado  del  Cauca,  sobre 
impuestos  ^ ^ 234      322 

LVII. — ^Nulidad  de  las  leyes  del  Estado  de  Bolívar  de  23  de  setiembre  de 

1867  i  7  de  octubre  de  1868,  sobre  impuesto  a  la  industria  comercial.  287      322 
LVIIL— Nulidad  de  los  artículos  1.»  a  6.»  i  7.*  de  la  lei  8.*  del  EsUdo  de 
Panamá,  de  16  de  enero  de  1869,  que  establece  la  responsabilidad 
pecuniaria  de  los  comprometidos  en  la  última  rebelión  contra  el 

iGobiemodel  EsUdo ^ 242      823 

LIX.-£Validez  del  inciso  4,^,  artículo  1.*  de  la  lei  del  EsUdo  del  Magda- 
lena,  de  6  de  octubre  de  1866,  sobre  impuestos,  i  del  inciso  4.*  del 
cuadro  R  de  la  lei  de  81  de  diciembre  de  1867,  del  mismo  Estado, 

'     sobre  presupuesto  de  rentas  i  gastos 244      828 

L  A.<**VaHde£  de  la  lei  del  Kstado  de  Gundinamarca,  de  10  de  agosto  de 

1868,  sobre  administración  de  los  cementerios .... ..  ....  260      323 

LXI.— Yalidex  de  los  artículos  16  i  17  ¿Le  la  lei  86  del  Estado  de  Panfuná, 

de  16  de  noviembre  de  1866,  sobre  contribuciones...-  ....  .......  278      324 

LXII.— Valides  de  los  artículos  1.*,  2.*,  4.«,  6.%  9.*,  15 1  61  de  la  lei  del 
Estado  de  Boyacá,  de  22  de  agosto  de  1866t  sobre  procedi- 
miento en  las  causas  de  que  conoce  la  Asamblea ....  ....  .....  284      324 

JjXtIL— Nqlidad  del  artículo  2.*  de  la  leí  del  Estado  de  Panamá,  de  6  de 
octubre  de  1866,  que  adoptó  como  leí  del  Estado  una  ordenanza 
de  la  Cámara  prorincial  de  Ohiriquí,  concediendo  privilejio  para 
un  camino  de  ruedas  entre  David  i  Chiriquí ....  . 290      325 

^XIV.— El  Senado  declara  cuál  es  la  íntelijencia  que  debe  darse  a  la  reso- 
lución LIT  que  dictó  en  18  de  febrero  de  este  afio  sobre  la  lei  27 
del  Estado  4»  Santande|^  de  9  de  noviembra  de  1868 ,  ....  800     325 
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RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  EL  SENADO 


X  IPOR  Xi^ 


CORTE  SUPREMA  FEDERAL 


BDUaOO  J&  US  liCDLTlllB  QUE  Ifi  GOHIlEBa  LOS  ABUCDUS  9  i  72  DE  U  GQMTOGION, 

I 

r 

ACUERDOS  DE  Li  USpi  COBTE 


E  INFORMES  DE  LAS  RESPECTIVAS  COMISIONES  DEL  SENADO. 

4 

SEGUNDO  TOMO, 

QCQB  OOHPBBNÍDS  MS  AflOB  DE  1870  A  1874. 


m 


EDICIÓN  OFICIAL. 


BOGOTÁ. 

JMÍBWTA  DB  UStDÁSODO  Br7Aa-1874. 


artículos  del  reglamento  del  SENAfiO 


APROBADOS  EN  LA  SESIÓN  DEL  18  DE  MARZO  DE  1874. 


*??■      * 


Art  l.<>  El  Secretario  del  Senado,  al  terminar  las  sesiones  del 
Congreso,  i  después  de  haberse  cumplido  lo  dispuesto  en  el  articulo 
102  del  Reglamento,  pasará  a  la  Secretaría  de  lo  interior  i  Relaciones 
Esteriores  una  relación  exacta  de  las  resoluciones  qae  definitivamente 
Imbiere  adoptado  el  Senado,  anulando  o  declarando  válidos  algunos 
aetos  de  las  Liejislaturas  de  los  Estados,  con  la  cita  de  los  números  del 

Sríódico  oficial  en  que  hubieren  sido  publicadas,  para  que  por  dicha 
cretaría  se  disponga  que  las  espresadas  resoluciones,  así  como  los 
informes  de  las  comisiones  que  huoieren  examinado  dichos  actos  {  las 
dedsioTies  de  la  Corte  Suprema  federal,  sean  impresas  cada  año  a  conti- 
nuación de  la  respectiva  colección  de  leyes  nacionales. 

Art.  2.  (transitorio).  En  la  colección  de  leves  del  presente  año  se 
insertarán  las  decisiones  de  la  Corte  Suprema  jfederal,  los  informes  de 
las  comisiones  i  resoluciones  del  Senado,  correspondientes  a  los  años 
desde  1870  hasta  1874.  Esta  codificación  se  hará  siguiendo  el  mismo 
óstema  empleado  en  la  que  el  Senado  ordenó  formar  en  1869,  i  se 
luffá  bajo  la  inspección  de  dos  Senadores  nombrados  por  mayoria  re- 
lativa de  votos. 

Parágrafo.  Lo  dispuesto  en  este  artículo  i  en  el  anterior  se  comu- 
nicará al  Secretario  de  lo  Interior  i  Relaciones  Esteriores  para  que 
tenga  su  debido  cumplimiento. 


I       En  la  misma  sesión  fueron  nombrados  los  ciudadanos  Senadores 
t  Jacobo  Sánchez  e  Ignacio  Gutiérrez  Yergara  para  inspeccionar  la  pre- 
y  senté  codificación,  que  es  continuación  de  la  que  se  hizo  de  las  resolu- 
;  cienes  del  Senado  dictadas  en  los  años  de  1864  a  1869,  i  cuya  nume- 
i  ración  alcanzó  hasta  el  número  LXIV ;  por  lo  cual  empieza  con  el 
.fl  nnmero  LXV  la  serie  que  comprende  este  segundo  tomo,  correspon- 
diente a  los  años  de  1870  a  1874,  i  que,  ademas  de  los  informes  de  las 
comisiones  del  Senado  encargadas  de  examinar  la  constitucíonalidad 
^  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  contiene  los  acuerdos  de  la 
Corte  Suprema  federal,  conforme  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  regla- 
'  nientarios  preinsertos. 

"^  Los  ActuHlrdoa  e  líform/ea  preceden  como  antecedentes  de  las  Reso- 
\  UNCIONES  DEL  Sekado  marcadas  con  la  misma  serie  de  números,  que  se 
I  leen  al  fin  de  est-e  tomo. 


RESOLUCIONES  DEL  SENADO 


ACUERDOS  DE  U  CORTE  SUPREMA  FEDERAL 

En  ejercicio  de  las  facultades  que  les  dan  los 
artículos  51  i  72  de  la  Constitución  nacional. 


LXV. 


If  UlilDAD  del  artículo  a<*  de  la  leí  80,  de  90  de  octubre  de  1868, 
^pedida  por  la  Asamblea  JLeJlBlatlTa  del  Cfitado  soberano 
del  magdalena. 


ACÜEBDO  DBIA  SlTFBEMA  OOBTE. 
Corte  Saprema  /ederal. — ^Bogotá,  21  de  agosto  de  1869. 

Vistos. — José  Domingo  Jácome  ha  solicitado  la  suspensión  de  la 
Id  80  del  Estado  del  Magdalena^  espedida  en  30  de  abril  de  1868.  Tai 
solicitad  la  fonda  en  qne,  a  su  juicio,  tal  lei  es  contraria  a  la  Constitución 
BadonaL  Ouatro  de  los  infrascritos  Majistrados  (Colnnje,  Pérez,  üri- 
coediea  i  Yillamizar  G.)  son  de  concepto  que  debe  suspenderse  la  tütima 
parte  del  artículo  S.^*,  i  el  Majistrado  Murillo  opiua  que  no  es  inconsti- 
tndonal  la  dicha  lei  En  tal  concepto,  no  habiendo  la  unanimidad 
requerida  por  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  no  se  decreta 
la  suspensión  solicitada. 

Dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  remitiéndose  el  espe- 
diente orijinal  para  los  efectos  de  la  tíltima  parte  del  artículo  72  ya 
mencionado. 

M.  MüBiLLo.— José  MABfA  Villamizab  G.— Jil  Colunje. —  J.  M. 
Pébbz.— Juan  A.  Umooeohea.— Vicente  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación. 

EoDBfauEz.— Vanégas,  Secretario. 
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Voto  de  los  sefiores  Me^istrsulos  dootores  Ck)lui\je,  Pérez,  üriooecliea 

i  Villamizar  G. 

Corte  Suprema  federal.— Bogotá,  21  de  agosto  de  1869. 

En  la  solicitud  que  hace  José  Domingo  Jácome  para  que  se  sns- 

Íonda  la  leí  80  del  Estado  del  Magdalena,  espedida  en  30  ae  abril  de 
868,  los  infrascritos  Majistrados  de  la  Corte  ouprema  federal  encuen- 
tran que  si  bien  la  lei  no  es  inconstitucional  en  su  totalidad,  sí  lo  es  el 
artículo  3.^,  en  la  parte  que  grava  con  40  centavos  las  caicas  que  pasen 
fv/&ra  dd  oornmo  "  Acwto  wna  miUa  al  interior  desde  d  borde  de  cada  lado 
dd  mismo  camino^ 

El  gravamen  que  se  ponga  a  las  caigas  que  pasen  por  el  camino, 
no  será,  propiamente  hablando,  un  impuesto,  sino  la  remuneración  de 
un  servicio;  pero  el  que  se  ponga  a  las  cargas  que  pasen  fuera  del  camino, 
es  indudablemente  un  impuesto,  pues  que  esas  caigas  no  se  aprovechan 
del  camino,  i  por  consiguiente  lo  que  se  les  cobre  no  tiene  el  carácter  de 
remuneración.  Si  esto  es  así,  no  pueden  gravarse  el  café,  el  añil,  el 
marfil  vejetal  &.%  que  van  destinados  a  la  esportacion,  ni  los  ofoos 
objetos  que  pasen  i  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales.  Como 
los  términos  del  artículo  tercero  son  jenerales,  comprenden  todo  lo  que, 
conforme  al  inciso  4.»,  artículo  8.^  de  la  Constitución,  no  puede  ser  gra- 
vado por  los  Estados. 

Esta  rasson  han  tenido  en  cuenta  para  dar  su  voto  por  la  suspensión 
del  artículo  arriba  citado,  en  la  parte  espresada. 

José  M.  Yillaxizab  O.— Jil  Colunjs.— Juan  A.  ümaoEOHÍBA.— ^ 
J.  M.  Pébez.— YiCEMTE  Yanéoas,  Secretario. 


Voto  del  señor  Msdistrado  doctor  Murlllo. 
Corte  Suprema  federal.— Bogotá,  21  de  agosto  de  1869. 

El  impuesto  de  cuarenta  centavos  sobre  cada  carga  que  pas^  por 
la  zona  de  la  via  férrea,  a  que  se  contrae  el  artículo  3.°  de  la  lei  del 
Estado  del  Mc^dalena  cuya  suspensión  se  ha  pedido,  no  es,  en  mi 
opinión,  inconstitucional,  i  por  tanto  no  yjuedo  votar  por  la  suspensión. 
Juzgo  que  el  Estado  ha  podido  i  aun  debido,  para  obtener  una  obra  do 
importancia,  sin  duda,  i  adquirir  la  propiedad  al  cabo  de  treinta  años, 
hacer  esa  imposición,  la  cual  no  abraza  sino  una  zona  de  dos  millas,  a 
fin  de  que  no  se  haga  concurrencia  al  empresario  primero  i  después  al 
Estado  mismo.  Todos  los  privilejios  de  esta  especie  contienen  dispo- 
siciones semejantes  o  bastante  análogas.  En  el  privilejio  para  la  cons- 
trucción del  ferrocarril  de  Panamá  se  ve  que  desde  la  primitiva  concesión 
quedó  cautivo  todo  el  istmo  de  Panamá  a  esa  empresa,'  sin  que  fuera 
permitido  hac^r  otro  camino  de  océano  a  océano.  Gravar  con  una  cuota 
eliráñcoy  es  aun  menos  que  prohibir  la  construcción  de  una  nueva  via* 
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Por  lo  que  hace  a  la  exención  de  que  deben  gozar  los  efectos  desti- 
nados a  la  esportacion,  no  ha  llegado  el  easo  de  examinar  si  el  impuesto 
de  que  haU¡a  la  dis]M)sÍGÍon  de  que  se  trata,  el  cual,  en  realidad,  no 
puede  considerarse  smo  como  una  multa,  puede  afectiurlos  legalmente. 
LA  leí  nada  ha  dicho  con  relación  a  ellos,  acaso  porque  lo  creyera 
innecesario ;  i  no  puede  suspenderse  una  lei  por  meros  temores.  Cuando 
la  cuestión  este  regularmente  sometida  a  la  decisión  de  la  Corte,  habrá 
de  examinarse  la  estension  que  tiene  tal  ex^ioion,  i  yeremos  si  puede 
sustraer  dichos  efectos  del  pago  de  los  servicios  que  se  hacen  los  pairti- 
culaiea  o  las  secciotoes  para  facilitar  su  trasporte. 

M.  MuBiLLO.— ViGEETTE  Yanégas,  Secretario. 


Infobme  de  la.  ooiossm  del  Seet aixx 

Oiudadanos  Senadores» 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Magdalena  espi^ 
dio  una  lei  sobre  concesión  de  privilegio  para  constamir  un  ferrocaml 
desde  el  Puerto-nacional  hasta  el  distrito  de  Aguan^hiea,  cuyo  ar- 
tículo 3.^  dice : 

^'  Las  car^  que  pasen  por  el  camino  que  se  construya  a  virtud 
de  este  privilejio,  o  ave  transiten  por  fuera  de  ü  hasta  una  milla  al  inte- 
rior desde  el  borde  de  cada  lado  del  camino,  pa^min  al  empresario 
cuarenta  centavos  por  cada  una." 

A  solicitud  de  un  ciudadano,  la  Corte  Suprema  federal  examinó  si 
habia  mérito  para  la  suspensión  de  este  artículo,  en  cuanto  grava  las 
cargas  que  pasen  fuera  del  proyectado  ferrocarril  i  en  una  zona  deter- 
minada. Cuatro  MajistradoB,  de  acuerdo  con  el  Procurador  jeneral, 
opinaron  por  la  afirniativa,  i  el  quinto  Majistrado  por  la  negativa. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejidativos  de  ios  Estados 
piensa  como  la  mayoria  de  la  Corte,  i  se  refiere  a  los  fondamentoe  que 
ella  i  el  Procurador  esponen,  aunque  no  los  acepta  en  su  totalidad.  Los 
infrascritos  creen  que  la  citada  disposición,  en  virtud  de  la  cual,  se  gra- 
van efectos  que  no  pasan  por  ningún  camino  artificial,  impone  una 
verdadera  contribución,  puesto  que  no  se  trata  de  remunerar  un ,  serví* 
cío ;  i  como,  ademas,  ese  impuesto  recae  sobre  determinadas  cargas  i 
no  sobre  todas  las  que  transiten  por  los  caminos  del  Estado ;  como  las 
que  vayan  a  embarcarse  en  el  no  Magdalena  se  destinan,  bien  a  la 
eeportaeion,  o  bien  al  consumo  de  otros  Estados ;  i  como  el  producto 
del  impuesto  cede  en  beneficio  del  empresario  del  camino,  resulta  que 
eee  impuesto  adolece  de  los  defectos  que  han  querido  qvitar  los  incisos 
4.*  i  5.°,  artículo  8.^,  i  5/  i  10,  artículo  16  de  la  Constitución  nacionaL 
La  lei  del  Magdalena^  en  su  artículo  S.^^,  es,  por  consiguiente,  opuesta  a 
dicha  Constitución. 

El  inciso  4u^  det  artículo  8.°  exije  que  no  se  impongan  contribución 
aes  sobre  objetos  destinados  a  la  esportaeion,  i  es  claro  que  muchas  de 
las  easgaa  <pe  traasíton  por  la  zona  descrita  en  el  uÜculo  3.^  de  la  lei 
que  nos  oenpa»  tendrán  ese  destino. 
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El  inciso  6.0  del  mismo  artictilo  constátuoional  prohibe  ocie  se 
graven  con  impuestos  los  productos  que  transiten  por  el  Estado  aiii 
destinarse  a  su  consumo,  i  casi  todos  los  que  bajen  tu  rio  Magdalena  i 
no  se  destinen  a  la  esportaoiouy.  se  hallan  en  aquel  caso. 

Por  el  inciso  S.^*  del  artículo  15  de  ]a  Constitución  se  requiere» 
para  que  no  haya  ataque  a  la  propiedad,  que  las  contribuciones  sean 
jeneraleSy  i  la  de  que  se  trata  no  lo  es,  puesto  que  no  recae  sobre  todas 
las  .caigas  que  transiten  por  los  caminos.  Finafanente,  el  impuesto  de 
la  lei  del  Magdalena  peca  contra  la  igualdad  que  garantiza  el  inciso 
10  del  citado  artículo  16  constitucional,  puesto  que  benefida  a  un 
individuo  con  perjuicio  de  otros,  i  sin  que  a^uel  beneficio  sea  otra  cosa 
que  un  puro  favor.  Sobre  todo,  conculca  dicho  inciso,  porque  hace  a 
los  tranoajitos  por  la  zona  lateral  del  ferrocarril  de  peor  condición 
que  a  todos  los  demás. 

En  consecuencia,  vuestra  comisión  os  propone  resohjais : 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulo  el  amculo  S.®  de 
la  lei  80,  de  20  de  octubre  de  1868,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa 
del  Estado  soberano  del  Magdalena,  en  cuanto  grava  las  cargas  que 
transiten  fuera  del  ferrocarril  de  que  áUí  se  trata,  por  oponerse  esa 
disposición  a  los  incisos  4.^  i  6.<^,  artículo  8.<>,  i  6.°  i  10,  artícalo  15  de 
la  Constitución  nacional." 

Dada  &c. 

Propuesto  en  24  de  febrero  de  1870  por  los  infrascritos  Senadores 
Plenipotenciarios  miembros  de  la  comisión  de  inspección  de  actos  le* 
jislativos  de  los  Estados. 

Manuel  de  J.  Quuano.— Baicon  E.  Paiaü. 


Secretaría  dd  Senado  de  Flenipotenciarios» 

La' anterior  resolución  fué  aprobada  en  la  se6Í<m  de  esta  fecha,  en 
segundo  i  tUtimo  debate. 

Bogotá,  2  de  marzo  de  1870. 

Es  eopia.^El  Secretario,  Eustado  de  la  Torre  N. 


LXVI. 

TALIDBZ  de  la  lei  de  15  de  noviembre  de  18M,  espedida  por  la 
Asamblea  Ijejislativa  del  Bstado  soberano  de  Panamá. 

ACUEBDO  DE  LA  SuFBUIA  COBIE. 
Corte  Saprema  federal.^Bogot6, 19  dejolio  de  1869» 

Vistos.— A  esta  Suprema  Corte  ha  oonrrido  J.  LaEanrie  BiaTO,  da 
Panamá,  solicitando  la  suspensión  del  artícnlo  16  de  la  lei  36  de  aquel 
Estadoi  espedidfi^  el  15  de  noviembre  de  1866  i  que  Ueya  mte  ttbalo; 


^ 

^ 
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*' Adieíoiial  i  reformatoria  de  la  11.^  de  1865,  sobre  oontribucioiieB."  Juz- 
ga el  peticionario  ^e  el  artículo  denonciado  como  inconstitucional,  lo 
es  en  razón  a  <j^ae  por  él  se  ^ava  el  comercio  esterior  de  la  República 
contra  la  terminante  prohibición  del  inciso  4.",  artículo  8.<>  de  la  Cons- 
titución federal.  Dioho  artículo  (el  de  la  leí  de  Panamá)  establece  lo 
siguiente: 

'^  Art.  15.  Lft  contribución  pecuaria  de  consumo  grávalos  ganados 
Taouno,  de  cerda,  cabrio  o  lanar,  que  se  maten  para  el  consumo  públi- 
co, para  d  de  loa  buques  qve  salgaai  de  los  puertos  ad  Estcudo  o  estén  anda- 
dos en  dloSf  o  para  scdaxones;  i  grava  también  las  reses  de  las  especies 
indicadas^  qve  se  destinen  en  pié  para  protnsiones  délos  mismos  buques. 
Dicha  contribución  no  se  cobrata  por  razón  de  las  reses  que  se  maten, 
o  destinen  en  pié,  para  otros  Estados  de  la  ünion  Colombiana.  El 
Poder  Ejecutivo  dictai*á  los  reglamentos  conducentes  a  eyits^  los  abu- 
sos que  pudieran  cometerse  en  perjuicio  del  Tesoro,  con  motivo  de 
esta  disposición." 

El.  señor  Procurador  jeñeral,  a  cpúen  se  dio  vista  de  la  anterior 
BoUcitud,  ha.  manifestado  que  se  abstiene  de  emitir  concepto  sobre  el 
negocio  de  que  ella  trata,  puesto  que  de  éí  se  ocupé  ^a  el  Senado  de 
Plenipotenciarios  en  las  sesiones  del  presente  año,  habiendo  dictado  la 
siguiente  ^resolución,  que  se  rejistra  en  el  "  Diario  Oficial "  núm.  1520  : 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5,^ 
del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los  artículos  15  i  17 
de  la  leí  36  del  Estado  de  Panamá,  de  15  de  noviembre  de  1866,  adi- 
cional i  reformatoria  de  la  11.  <"  de  1865,  sobre  contribuciones,  en  cuanto 
no  grave  especialmente  el  comercio  esterior," 

No  estando  en  las  atribuciones  de  la  Corte  revisad  las  decisiones 
del  Senado,  se  abstiene,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  señor  Procu- 
rador, de  considerfir  la  solicitud  sobre  suspensión  del  artículo  de  la  leí 
de  Panamá  a  que  se  ha  hecho  referencia  al  principio  de  esta  esposicion. 

Comuniqúese  i  archívese  el  espediente. 

M.  MuBiLLo.— José  Mabía  Villlamizab  G — J.  M.  Pébez.— Juan 
A.URIOOE0HEA.— JiLCoLXJNJE.--Fícewfe  Vanégos,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor 
carador  jeñeral  de  la  Nación.  r*  ^ 

BoDBfGUEZ.—Faii¿ycw,  Secretario.  EDUARDO   POS^aA 


Infobue  de  la  oomision  del  Senaix). 

Ciudadanos  Senadores- 

Los  señores  J.  Lafaurie  B.  i  S.  Sénior  G.  D.  Jackson,  vecinos,  de 
Panamá  el  primero,  i  de  Colon  el  segundo,  solicitaron  de  la  Corte  Su- 
prema federal  que  suspendiese  cierta  lei  del  Estado  soberano  de  Pana- 
má sobre  contribuciones,  por  hallarse,  en  su  concepto,  en  contradicción 
con  la  lei  de  25  de  mayo  de  1835,  o  sea  la  20,  P.  2.*,  T.  l.o  de  la  Beco- 
pilacion  Granadina.  •   ^ 

Fundábanse  los  peticionarios  en  que  la  lei  nacional,  vijente  en  su 
concepto,  fijó  im  Tuáximum  para  los  impuestos  que,  en  reemplazo  de  las 
confaibuciones  por  ella  suprimidas,  se  estableciesen  por  las  Cámaras 

*  2 
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SroTÍnciales  del  Istmo ;  mientras  qtte  Iob  actaales  impnfi&tos  del  Estado 
e  Panamá  exceden  en  mnohos  casos  dicho  máaAmum. 

La  CArte  Suprema  federal,  un&nimemente,  i  de  acuerdo  con  el 
parecer  del  Procurador  jeneral,  declaxó  no  haber  mérito  para  la  sus- 
pensión, principalftiente  porque  después  de  establecido  el  sistema  fede- 
ral, como  lo  fue  en  el  Istmo  desde  i855,  la  leí  nacional  de  que  se  trata 
caducó  virtualmente»  puesto  que  ^a  no  podia  restrinjirse  la  facultad  de 
los  Estados  para  crear  sus  contnbuciones.  Tanto  en  la  esposicion  del 
Procurador,  como  en  la  resolución  de  la  Corte,  se  haUa  muí  bien  desen- 
vuelto el  razonamiento  anterior,  i  no  hai  para  qué  reproducir  aquí  sus 
observaciones. . 

Pero  hai  otro  mas  directo  aun  en  la  cuestión,  el  cual  demuestra 
que  la  lei  de  25  do  mayo  de  1835  quedó  derogada  por  leyes  neo-grana- 
dinas, mueho  antes  de  establecerse  el  réjimen  federaL  En  efecto,  la  de 
2  de  junio  de  1849  adelantó  la  época  en  que  debieran  gozarse  en  el 
territorio  del  Istmo  las  franquicias  que  decretó  para  un  tiempo  lejano  e 
incierto  la  lei  anteriormente  citada ;  i  no  solo  eso,  sino  que  las  estendió 
a  todo  el  territorio,  en  vez  de  limitarlas  a  los  cantones  de  Panamá  i 
Portobelo.  Hizo  mas.  Impuso  a  las  Cámaras  provinciales  la  obligación 
de  completar  con  impuestos  promnota2ea  ilimitados  las  contribuciones 
de  aduanas  i  do  tabacos  suprimidas;  por  manera  que  ya  no  hubo,  ni 
podria  haber,  mkxAmum  para  las  cuotfMS  que  se  fijasen,  i  por  ultimo,  en 
su  artículo  10,  dicha  lei  dé  1849  deroffó  todas  las  disposiciones  que  le 
fuesen  contrarias,  como  lo  era  indudamemente  la  lei  de  1835. 

Por  tanto,  i  siendo  fundada,  en  concepto  de  vuestra  comisión  de 
inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  la  resolución  de  la  Corte 
Suprema  federal  que  brevemente  ha  examinado  en  este  informe,  os 
propone  el  siguiente  proyecto : 

'^  El  Senado  de  rlenipotenciaños  declara  que  la  lei  de  16  de  no- 
viembre de  1866,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  sobe- 
rano deJPanamá,  sobre  contribuciones,  al  fijar  cuotas  superiores  a  las 
establecidas  por  la  lei  20,  P.  2>,  T.  1.^  de  la  Becopilacíon  Granadina, 
no  contrarió  ninguna  lei  nacional,  i  en  consecuencia  es  válida :  1.^,  por- 
que la  lei  recopilada  c[ue  se  al^a  quedó  derogada  por  la  de  2  de  junio 
de  1849  sobre  franqmcias  a  las  provincias  del  Istmo  de  Panamá ;  i  2.^, 

Jorque  en  todo  caso  la  erección  del  Estado  soberano  do  Panamá  en 
855  dio  a  éste  facultades  ilimitadas  para  establecer  sus  propias  con- 
tribuciones." 
Dada  &c. 

Propuesto  en  24  de  febrero  de  1870  por  los  infrascritos  Senadores 
Plenipotenciarios  que  forman  la  comisión  de  inspeccicm  de  actos  lejis- 
lativos de  los  Estados. 

Maiíijkl  jde  J.  Quuáko.— Samon  E.  Palaü.— Justo  AkosbmenAí— 
AiSToNio  Fekbo.— Maboo  a.  Estbáda. 


Ffbrtro  26  de  l^lO.^Sccreiarfa  del  Senado. 

Fué  aprobado  el  proyecto  de  resolución  en  primer  debate. 

Marzo  2  de  1870.  Aprobado  en  s^undo  debate. 

Es  copia. — ^El  Secretario  del  Senado  de  Plenipotenciarios, 

Ev^cio  de  la  Torre  N, 
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LXVII. 

TALIDCZ  del  artículo  1 1  de  la  ConsUtacion  del  JCstado  §obe- 

rano  del  Tollina. 


SoLicrruD  bel  seSob  Alejándbo  Agüdelo. 
Señores  Maíietrados  de  la  Corte  Suprema  federal. 

Alejandro  Agadelo,  colombiano  de  nacimiento  i  ciudadano  del 
Estado  soberano  del  Tolima,  tengo  el  honor  de  representaros  lo 
agoiente : 

Ayer,  dia  prefijado  para  las  votaciones  ele  Presidente  de  la  üiáon 
en  este  Estado,  no  se  me  permitió  depositar  mi  sufraüo,  por  decírseme 
qae  era  deador,  de  plazo  complido  a  las  rentas  del  Estado,  i  tener,  en 
oonsecaencia,  suspendido  el  derecbo  de  sufrajio,  con  arreglo  al  pará- 
grafo del  artículo  11  de  la  Oonstítucion  vijente  del  Estado,  que  es  la 
espedida  en  29  de  diciembre  de  1868. 

Ten^o  fundamentos  i)oderosos  para  creer  que  esta  disposición  es 
de  las  sujetas  a  suspensión  i  anulación,  según  el  surtículo  14  de  la  Cons- 
tatación nacional,  i  es  por  esto  que  ocurro  a  ydsotros,  en  uso  del  derecho 
^e  me  concede  el  ¿tículo  72  de  dicha  Constitución,  para  que  os 
sirváis  decretar  la  suspensión  del  citado  parágrafo  del  artículo  ll  de  la 
Constitución  del  litado  del  Tolima,  que  me  na  privado  de1»derecho  de 
snfrajio,  aun*  admitiendo  como  cierto  qué  yo  haya  sido  deudor  de  plazo 
cumplido  a  las  rentas  del  Estado. 

La  ciudadanía  es  inherente  a  la  calidad  de  colombiano  en  todo 
Taron  ma^or  do  21  años,  i  para  ser  colombiano  basta  haber  nacido  en 
el  territorio  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia.  (§  1.**,  articulo  31  de  la 
Oonatitacion  nacional).  No  se  concibe  que  siendo  elejible  con  estas 
solas  condiciones  de  ser  colombiano,  varón  i  mayor  de  21  años,  hasta 
parala  Presidencia  de  la  Ilepública,  no  pueda  ser  elector  en  la  elección 
oe  este  alto  majistrado,  solamente  porque  la  Constitución  de  un  JEstado 
exija  el  pago  de  contribuciones  para  poder  ejercitar  la  parte  de  sobe- 
ranía que  reside  en  mí,  por  el  solo  hecho  de  ser  miembro  de  esta 
asociación  que  se  llama  Colombia. 

¿Ko  halláis,  señores  Majistrados,  una  repugnante  contradicción 
entre  el  derecho  absoluto  do  la  elejibÚidad  que  concede  el  artículo  33 
de  la  Constitución  nacional  a  todo  colombiano,  varón  mayor  de  21  años, 
i  la  cortapisa,  la  restricción  que  al  derecho  electoral  establece  el  pará- 
grafo del  artículo  11  do  la  Constitución  tolimense  ?  Elector  i  elejible, 
sino  son  imá  misma  cosa,  son  forzosamente  derechos  correlativos, 
como  lo  indica  el  mismo  artículo  11,  i  en  principio,  donde  quiera  ^ae 
la  razón  i  la  doctrina  liberal  imperan,  así  sq  entiende;  pero  dejar, 
oomo  quiere  el  parágrafo  del  citado  artículo  11,  en  suspenso  la  ciuda- 
danía por  una  circunstancia  tan  eventual,  tan  caprichosa,  como  que  la 
deuda  a  las  rentas  del  Estado  puede  ser  insignificante,  puede  provenir 
de  un  descuido,'  i  con  toda  seguridad  es  solo  im  hecho  imputable  a  los 
recaudadores  públicos,  investidos  por  las  leyes  con  la  jurisdicción  i  los 
medios  necesarios  para  hacer  pagar  a  los  contribuyentes ;  eS;  señores 
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Majisirados,  ptoer  en  nmi  poca  estima  la  base  fandamenial  de  la  Be- 
pública,  asemejándola  a  nna  mercancía  que  se  compra  i  s'^  vende ;  es 
un  vergonzoso  retroceso  a  las  épocas  del  oscurantismo  político,  por  las 
cuales  na  venido  atravesando  este  pais  desde  la  colonia,  i  desde  el  sis- 
tema central.  Todas  esas  retrógradas  restricciones  de  otros  tiempos  a 
que  se  sujetaba  la  ciudadanía,  han  desaparecido  i  son  hoi  incompati- 
bles con  la  CoDstitncion  nacional. 

Por  tanto,  os  suplico  resolváis  la  suspensión  del  paijágrafo  del 
artículo  11  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  del  Tolima,  como 
contrsCrio  a  los  principios  republicanos  constitutivos  del  Gk)biemo  jene- 
ral,  según  el  artículo  36  de  la  Constitución  nacional,  i  como  opuesto  al 
artícelo  33,  sobre  elejibiüdad  de  los  colombianos  para  todos  los  destinos 
naoíonales.  Considerad,  señores  Majistrados,  que  si  de  este  modo  se 
permite  ahora  desvirtiiar  la  Bepública  en  lo  mas  esencial  de  sus  insti- 
tuciones,' mañana  podrá  ocunirsele  a  una  Asamblea  constituyente, 
compuesta  de  jente  retrógrada,  exijir,  como  en  el  Ecuador,  ser  católico 
para  ser  ciudadano,  o  declarar  sin  derechos  políticos  a  los  que  son 
miembros  de  sociedades  secretas  que  condena  la  Iglesia  romana. 

Honda,  23  de  agosto  de  1869. 

Señores  Majistrados,  Alejandro  Aoubelo. 


ACUEBDO  DE  LA  CoBTE  SUPREMA. 
•  Corte  Suprema  federal  —Bogotá,  15  da  febrero  do  1870.   - 

Alejandro  Agudelo,  ciudadano  del  Estado  soberano  del  Tolima,  ha 
solicitado  la  suspensión  del  parágrafo  único  del  artículo  11  de  la  Consti- 
tución de  aquel  Estado,  que  dice  así;  "  El  derecho  de  sufi*ajio  se  pierde 
•mientras  el  ciudadano  sea  deudor  a  las  rentas  del  Estado."  Los  Esta- 
dos tienen  plena  facaltad  para  fijar  los  recjuisitos  que  hayan  de  tener 
los  que  deban  usar  del  derecho  de  sufrajip.  Esto  se  deduce  de  una 
manera  clara  de  lo  que  el  artículo  75  de  la  Constitución  nacional 

S rescribe  para  la  elección  de  Presidente  de  la  Union :  este  artículo 
ice :  "'La  elección  de  Presidente  de  la  Union  se  hará  por  el  voto  de 
los  Estados,  teniendo  cada  Estado  un  voto,  que  será  el  de  la  mayoría 
relativa  de  sus  respectivos  electores  según  su  íejislacion." 

Es  la  lejidlacion  de  cada  Estado  la  que  está  llamada  a  decir  quié- 
nes son  los  electores  en  él,  cuándo  se  pierde  i  cuándo  se  suspende  ese 
derecho.  El  precepto  de  la  Constitución  del  Tolima  a  que  se  refiere  la 
solicitud  de  Agudelo,  fué  dado  en  uso  de  una  falcultad  constitucional- 
En  consecuencia,  la  Corte  Suprema  federal  ha  acordado  no  acceder 
ala  solicitud  sobre  suspensión.  Bemítase  el  espediente  al  Senado, 
dejándose  en  la  Secretaria  copia  de  esta  resolución. 

M.  MuRiLLO.— Jni  CoLUNJE.--J.  M.  Pérez.— Juan  Agustín  Ubi- 
ODechea. — Nicolás  Esquerra. —  Vioerde  Fanegas,  Secretario. 


Informe  de  la  comsioN  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores- 

Vuestra  comisión  encargada  del  examen  de  los  actos  lejislativos 
de  los  Estados  ha  examinado  el  espediente  promovido  ante  la  Corte 
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Saprema  federal  por  el  señor  Alejandro  Agudelo,  con  el  intento  uo  v^ 
86  suspenda  i  an^le  el  parágrafo  nnico  del  articulo  11  de  la  Constitución 
del  Estado  soberano  del  Tolima.  ' 

Fúndase  el  solicitante  en  que  las  autoridades  de  aquel  Estado  no 
le  permitieron  sufragar  en  las  ultimas  elecciones  para  Presidente  do 
la  Kepublíca,  |)or  ser  deudor  de  plazo  cumplido  a  las  rentas  del  Estado. 

La  disposición  constitucional  del  Tohma  dicelo  siguiente : 

"  Art.  11.  Son  electores  i  elejibles  todos  los  ciudadanos  del  Estado. 

"  Parágrafo.  El  derecho  de  sufrajio  se  suspende  mientras  el  ciu- 
dadano sea  deudor  de  plazo  cumplido  a  las  rentas  del  Estado." 

Pero  como  los  artículos  31  i  32  de  la  Constitución  nacional,  que 
tratan  de  las  condiciones  requeridas*  para  ser  ciudadano  colombiano, 
nada  dicen  respecto  a  las  de  sufragantes  de  los  Estados ;  i  siendo,  ade- 
mas, terminante  la  disposición  contenida  en  el  artículo  75,  a  saber : 
"  Que  la  elección  de  Presidente  de  la  Union  se  haga  por  el  sufrajio  de 
la  mayoría  relativa  de  los  electores,  en  cada  Estado,  según  su  lejisla- 
cion,"  e%  claro  que  nada  puede  objetarse  en  el  terreno  constitucional 
contra  la  disposición  de  que  se  trata." 

Vuestra  comisión  observa,  ademas,  que  entre  los  derechos  indi- 
TÍdnales  que  la  Constitución  federal  reconoce  i  garantiza,  no  están  com- 
prendidos los  derechos  políticos. 

Por  tanto,  os  propone  el  siguiente 

PROYECTO  DE  RESOLUCIÓN : 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válidos  el  artículo  1 1  i  su 
parágrafo  único  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  del  Tolima." 
Bogotá,  febrero  26  de  1870. 

Manuel  de  J.  Quüano.— Bamon  E.  Palaü.  -  Maboo  A.  Estrada. — 
Jumo  Abosemena.— Antonio  Ferro. 


Secretaría  del  SeDado  de  Plenipolenciaríos. — Bogotá,  5  de  marzo  de  18T0. 

La  anterior  resolución  fué  aprobada  en  segundo  debate  por  el 
Senado  de  Plenipotenciarios,  en  la  sesión  de  esta  fecha.   . 

El  Secretario  del  Senado  de  Plenipotenciarios, 

Uustcunode  la  Torre  Narváez. 


Lxvm. 


▼AIiIDEZ  de  la  lei  dé  13  de  agosto  de  I8699  espedida  por  la 
Asamblea  Iteilsiatira  del  Estado  soberano  de  Cnndlnamarca. 


Acuerdo  de  la  Suprema  Corte. 

Corte  Suprema  federal — Bogotá,  29  de  octubre  de  1869. 

Vistos. — José  Concepción  Somero,  en  sn  propio  nombre  i  como 
apoderado  del  Síndico  municipal  del  distrito  de  IHinza,  ha  solicitado  la 
suspensión  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  de  12  de 
agosto  último,  "adicional  a  la  de  11  de  setiembre  de  1862  sobre  recono- 
eimiento  del  distrito  Mosquera.'* 
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Tal  solicitad  la  fonda  on  qne,  a  su  juicio,  uicha  lei  es  contraría  a 
lo  dispuesto  en  el  inciso  5."  del  artículo  16  de  la  Gonsütucion  nacional, 
que  establece  el  precepto  de  qne  "ño  se  pneda  privar  a. nadie  de  la 
propiedad^  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  le^es, 
o  cuando  así  lo  exija  un  ^ave  motivo  de  necesidad  púclica,  judioial- 
ínente  declarado  i  previa  indemnización  *' &.* 

Tres  de  los  innrascritos  Majistrados  (MuriUo,  Pérez  i  Uricoechea) 
son  de  concepto  que  debe  suspenderse  la  ejecución  de  dicha  lei;  i  loB 
Majistrados  Yillamizar  OaUardo  i  Colunje  opinan  que  no  es  ineonsti- 
tuGional  la  mencionada  lei.  En  tal  virtud,  no  habiendo  la  unanimidad 
requerida  por  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  no  se  decreta 
la  suspensión  solicitada. 

Dése  cuenta  ai  Senado  de  Plenipotenciarios,  remitiéndose  el  espe- 
diente orijinal,  para  los  efectos  de  la  ultima  parte  del  artículo  72  de  la 
Constitución  nacional,  ya  mencionado. 

M.  MuEiLLo.— José  MABfA  ViLlamizar  G.— Jil  OoLUfWE.— J.  M. 
Pébez. — Juan  Agustín  TJmooechea.. —  Vicenie  Vanégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación. 

RoDBfGUBZ. — Vanégaa^  Secretario. 


Voto  de  loa  sefiores  Mi^^s^fados  dootores  Murillo,  Pérez  i  Uricoechea. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  29  de  octubre  de  1869. 

Vistos. — La  Asamblea  Lejislatiya  del  Estado  de  Oundinamarca  dis- 
puso, por  la  lei  de  12  de  agosto  tiltimo,  adicional  a  otra  que  reconoció 
el  nuevo  distrito  llamado  Mosquera,  que  **  la  renta  de  la  escuela  del 
antiguo  distrito  de  Funza  se  diridiese  en  dos  partes  iguales,  tomando 
una  el  distrito  de  Funza  i  otra  el  distrito  de  lUtosquera,  aplicable  cada 
una  a  la  escuela  de  su  respectivo  distrito."  Gomo  esta  disposición  priva 
al  distrito  de  Funza  de  una  porción  de  su  propiedad,  la  Oorporacion 
municipal  acordó  solicitar  la  suspensión  de  oicha  lei,  de  confonnidad 
con  el  recurso  que  ofrece  el  artículo  14  de  la  Cbnstiirucion  naeional.  En 
consecuencia,  el  Síndico  recibió  las  instrucciones  i  su  apoderado  ocurrió 
a  esta  Corte  pidiendo  la  dicha  susi)ension,  por  cuanto  la  lei  sale  eviden- 
temente de  la  esfera  de  acción  constitucional  del  Estado,  conculcando 
el  inciso  5.**  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  que  dice :  "  La 
propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  sino  por  pena  o  contri- 
bución jeneral,  con  arreglo  a  las  leves,  o  cuando  así  lo  exija  un  grave 
motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarado  i  previa  indem^ 
nizacion,"  pues  que,  dijo,  "  vosotros  sabéis  que  la  renta  de  la  escuela  do 
Ftmza  pertenece  al  común  del  distrito,  i  el  común  de  un  distrito  lo 
forman  todos  los  individuos  reunidos  por  las.  relaciones  que  nacen  de  su 
residencia  en  el  territorio  del  mismo  distrito." 

I  añadió,  refutando  la  consideración  que  dio  orijen  a  la  lei,.  a  saber, 
la  de  que  el  nuevo  distrito  Mosquera  se  formó  por  desmembración  del 
de  Funza :  que  no  fué  solo  del  territorio  i  habitantes  del  anticuo  Funza 
que  se  creó  el  de  Mosquera,  sí  gue  también  de  porciones  del  de  Serre- 
zuela,  Soacha,  Fontibon  i  Bojacá,  i  que  estando  los  bienes  de  los 
distritos,  como  personas  jurídicas,  sometidos  a  las  leyes  civiles  i  jenc- 
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rales,  ai  los  habitantes  del  noevo  distrito  se  consideran  con  doroclio  a 
una  cuota  parte  de  la  renta  de  la  escuela,  debían  procurar  una  decisión 
judicial,  i  no  una  resolución  lejislatiya,  que  no  puede  darse  en  asuntos 
de  derecho  común.  El  Procurador  nacional  dijo  que,  en  su  concepto, 
eran  mui  razonables  los  fundamentos  del  apoderado  del  distrito  de 
Funsuiy  José  G.  Bomero,  i  apoy(^,  por  tanto,  dicha  solicitud.' 

^  I  ios  infrascritos  Majistrados  piensan  igualmente  que  la  leí  ha 
salido  de  la  esfera  de  acción  constitucional  dd  Estado,  i  votan  por  su 
suspensión. 

No  puede  controvertirse  que  la  entidad  distrito  tiene  la  capacidad  . 
legal  de  poseer,  i  que  debe  ser  respetada  en  su  posesión,  como  en  todos 
los  dereonos  propios  de  las  personas  jurídicas  en  el  fuero  común.  En 
tal  concepto,  no  puede  revocarse  a  duda  que  la  lei  que  ha  dispuesto  do 
fondos  que  pertenecen  a  Funza,  de  tiempo  atrás,  viola  la  propiedad. 
La  lei  nacional  que  mandó  esceptuar  de  la  desamortización  los  bienes 
que  jpertenecian  a  los  distritos,  i  mui  especialmente  ^'  la  jeneralidad  de 
los  bienes  de  cualquiera  dase,  capitales  i  rentas  ^pertenecientes  a  los 
establecimientos  de  educación  primaria  i  secundaria,  sea  cuál  fuere  su 
denominación,"  muestra  el  respeto  que  merecen,  así  como  la  capacidad 
legal  que  tienen  los  distritos  para  poseer.  Es  verdad  que  el  distrito 
necesita  el  reconocimiento  de  la  leí,  reconocimiento  que  no  puede 
negarse,  en  justicia,  cuando  se  llenan  por  la  comunidad  las  condiciones ; 
pero  de  que  sea  potestativo  del  lejislador  reconocer  o  nó  dicho  caxájoter, 
no  se  s^e  que,  una  vez  hecho  el  reconocimiento,  quede  el  Estado  con 
poder  de  dsurle  o  quitarle  lo  que  le  pertenece,  a  su  grado ;  como  no 
puede  tampoco  privar  a  los  mdividuos,  aisladamente,  do  derechos 
concedidos  en  común. 

Nuestro  voto  es,  pues,  por  la  suspensión. 

M.  MüRiLLO.  —  J.  M.  Pébez.— Juan  A.  IJbiooeohea.—  Vto&nte  Va^ 
négcLS,  Secretaíno. 

Voto  de  los  señores  Mc^istrados  dootores  VlUamizar  G-.  i  Ck)luDje« 
Corte  Snprem»  federal.— Bogotá,  29  de  octubre  de  1869. 

Al  negar  nuestro  voto  los  infrascritos  Majistrados  a  la  suspensión 
que  ha  solicitado  José  O.  Bomero,  i  que  el  Procurador  jeneral  de  la 
Únion  pide  también,  de  la  leí  del  Estodo  de  Cundinamarca,  de  12  de 
agosto  del  presente  año,  por  la  cual  se  dispuso  la  divisionde  la  renta 
de  la  escuela  del  distrito  de  Funza  en  dos  partes  iguales,  una  para  esto 
mismo  distoito  i  otra,  para  el  de  Mosquera,  nos  hemos  fundado  enlas 
Augmentes  consideraciones : 

Se  alega  que  la  lei  es  contraria  al  inciso  6.*,  articulo  15  de  la  Gons- 
tíbicion  nacional,  que  garantiza  la  propiedad.  Veamos  lo  que  este  ar- 
tíeolo  dice,  i  si  en  el  presente  caso  puede  ser  invocado  con  razón  contra 
la  lei  de  que  nos  ocupamos. 

^  Art.  16.  Es  base  esencial  e  invariable  de  la  ünion  entre  los 
Estados,  el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jene- 
ral i  de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  dere- 
chos individíJKdea  que  pertenecen  a  loa  habitantes  i  transeúntes  en  los 
Estados  Unidos  de  Colombiana  saber: 


—  IC  — 

*'  5.^  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  priradoa  de  ella  sino  pov 
peca  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  lejes,  &.^  "  . 

Segtm  el  texto  constitacional,  son  ios  derechos  de  los  individuos 
los  que  están  bajo  la  protección  tanto  del  Gobierno  jeneral  como  de 
los  Gobiernos  de  los  Estados;  i  nosotros  entendemos  por  individvoSf 
en  la  acepción  constitucional  de  la  palabra,  no  solo  las  personas  nata- 
rales,  sino  también  las  jurídicas ;  pero  aquellas  personas  jorídicas  cuya 
existencia,  aunque  sujeta  a  reglas  establecidas  en  la  lei,  no  depende 
esclusivamente  de  ésta,  no  es  una  institución  de  derecho  público ;  por 
.  ejemplo,  las  compañías  o  sociedades  industriales  o  mercantiles,  que 
no  existen  sino  como  la  lei  quiere  que  existan,  pero  que  no  existen  por 
que  la  lei  lo  quiere,  sino  por  la  voluntad  de  los  individuos  que  las  com- 
ponen. En  nuestro  aentir,  pues,  la  protección  del  Gobierno  jeneral  no 
alcanza  a  aquellas  entidades  que,  como  el  distrito,  deben  su  existen- 
cia esclusivamente  a  la  lei,  que  así  como  las  crea  puede  suprimirlas,  i 
consi^ientemente  no  solo  umitar  el  derecho  de  propiedad  en  ellas, 
sino  declararlas  incapaces  de  poseer,  como  así  mismo  disponer  ad  lír 
büum  de  sus  bienes  i  rentas,  porque  éstas  i  aquéllos  hacen  parte  del 
Tesoro  público  creado  para  subvenir  a  los  gastos  que  demanda  la  exis- 
tencia del  Gobierno.  Corresponde,  en  consecuencia,  al  soberano  esta- 
tuir todo  lo  relativo  a  la  formación  e  inversión  de  los  caudales  desti- 
nados a  satisfacer  las  necesidades  públicas,  siendo  él  mismo  el  único 
llamado  a  fijarse  límites  en  él  ejercicio  de  este  poder,  que  es  inherente 
a  la  soberanía.  £l  puede  establecer  una  centralización  absoluta  en  este 
ramo,  o  descentralizarlo  entregando  a  las  entidades  municipales  la  ad- 
ministración de  ciertos  fondos,  sin  que    por  tal  delegación  adquie- 
ran el  derecho  a  que  el  poder  federal  intervenga,  para  mantenerlas  ea 
el  goce  de  semejante  concesión,  cuando  quiera  que  la  lei  del  Estado 
se  la  retire  en  absoluto,  o  de  cualquier  modo  la  menoscabe.  Si  la  doc- 
tiina  contraria  prevaleciera,  la  léjica  nos  conducirla  forzosamente  a 
reconocer  que  el  Gobierno  jeneral  debía  garantizar  la  existencia  misma 
de  los  distritos,  aldeas,  municipios  <&.>,  porque  una  vez  creados,-  han 
adquirido  el  derecho  perfecto  de  existir,  que  es  el  primero  i  principal 
de  los  derechos,  con^o  que  sin  él  es  imposible  gozar  de  ningnno   otro« 
Pero  aun  no  habría  de  detenerse  aquí  la  intervención  protectora  del 
poder  federal,  que  seria  ineficaz  si  no  alcanzase  a  conservar  la  inte- 
gridad territorial  de  aquellas  entidades,  premuniéndolas  contra  las 
alteraciones  de  limites,  yiQ  les  arrebatarían  una  parte  de  su  propiedad. 
Basta  a  nuestro  propósito  indicar  las  consecuencias  que  se  desprende* 
rían  del  principio  que  combatimos,  para  demostrar  que,  a  nuestro  jui- 
cio, él  no  está  de  acuerdo  ni  con  el  espíritu  ni  con  la  letra  de  las  ins- 
tituciones federales. 

Comprendiendo  s^uramente  el  apoderado  de  la  MunicipaUdad 
de  Funza  que  las  entidades  políticas  o  administrativas  llamadas  diatri- 
tosy  no  están  comprendidas  en  la  disposición  del  inciso  5.^,  articulo  15 
de  la  Constitución  nacional,  razona  en  el  supuesto  de  que  es  a  los 
habitantes  de  aquel  distrito  a  quienes  pertenece  la  renta  dividida, 
como  lo  demuestoan  los  siguientes  párrafos  de  su  solicitud  : 

"  La  lei  cuva  suspensión  reclamo,  priva  a  los  habitantes  de  Funza 
de  la  mitad  de  la  renta  que  tienen  para  sostener  la  escuela,  i  se  la  da  a 
los  habitantes  del  distrito  Mosquera^  lo  cual^  como  se  ye  de  su  simple 
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enumeración^  es  lo  que  constitnje  la  contrariedad  a  la  garantfa  del 
derecho  indÍTÍdual  espresado  en  el  inciso  5.^  que  dejo  trascrito. 

**Que  es  a  los  halbitantes  de  Funza  a  quienes  se  priva  de  uña  parte 
de  su  propiedad)  no  queda  duda,  porque  vosotros  sabéis  que  la  renta 
de  la  escuela  de  Funza  perteneot  al  común  del  distrito,  i  el  común  del 
distrito  lo  forman  todos  los  individuos  reunidos  por  las  relaciones  que 
nacen  de  su  residencia  op  el  territorio  del  mismo  distrito. 

Oon  la  misma  razón  podtía  sostenerse  que  las  rentas  nacionales 
pertenecen  a  los  habitantes  de  Colombia,  puesto  que  la  Nación  la  íot- 
man  "todos  los  individuos  reunidos  pOr  las  relaciones  que  nacen  de  su 
residencia  en  el  territorio  de  la  misma  nación;'*  i  ya  se  ve  que  seme- 
jante afirmación  está  mui  lejos  de  ser  verdadera.  Las  rentas  i  bienes 
due  forman  la  Hacienda  pública,  ya  sea  de  una  Nación,  de  un  Estado, 
«.',  pertenecen  a  quien  la  lei  quiere  que  pertenezcan,  o,  mejor  dicho, 
se  aplican  a  aquellos  objetos  del  servicio  público  a  que  el  soberano 
tenga  por  conveniente  destinarlos,  sin  que  los  q^ue  han  contribuido  a 
la  creación  de  esos  fondos  tengan  sobre  ellos^  mdiviual  ni  colectiva- 
mente, derecho  de  propiedad. 

Tales  son  las  razones  que  han  obrado  en  nuestco  ánimo  para  sepa- 
ramos de  la  opinión  mui  respetable  de  nuestros  honorables  colegas, 
en  el  asunto  a  que  se  contrae  la  precedente  esposicion ;  i,  en  corrobo- 
ración de  ellas,  podríamos  invocar  aún  la  misma  lei  nacional  que  espe- 
cialmente se  cita  en  contrario,  pues  en  tal  lei,  que  es  la  de  29  de  mayo 
de  1864,  se  lee  lo  que  sigue :  ''  Edceptúanse  de  la  adjudicación  de  que 
trata  el  artículo  anterior,  los  bienes  que  se  espresan  en  seguida,  los 
cuales  continuarán  a  cargo  de  sus  anteriores  amninistradores,  o  délos 
Estados  según  su  le/islacion.''  No  la  invocamos,  sinembargo,  porque  en 
el  sistema  político  que  rije  a  nuestro  pais,  no  es  la  leíislacion  nacionaJ, 
sino  la  de  los  Estados,  la  llamada  a  dar  o  a  negar  a  los  distritos  la  ca- 
pacidad de  poseer. 

José  Mabía  VniAMiZAB  G. — ^Jil  Colunje. — Vicente  Vaiiégas^  Se- 
cretaiáo. 


Informe  D£iA  ooiecsion  pel  SsKAna 

. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  lei  del  Estado  de  Gundinamaixsa,  de  12  de  agosto  de  1869, 
adicional  a  la  de  11  de  setiembre  de  1862,  sobre  reconocimiento  del 
distrito  Mosquera,  dispuso  lo  siguiente : 

"Art.  1."  Divídese  la  renta  del  antiguo  distrito  de  Funza  en  dos 

£  artes  iguales,  tomando  una  el  ^strito  de  Fimza  i  otra  el  distrito  de 
[osquera,  aplicables  cada  una  a  la  escuela  de  su  respectivo  distrito. 
'^  Art  2.0  El  Gobernador  dictará  las  prpvidencjas  que  estime  nece- 
sarias para  que  inmediatamente  queden   establecidas  ambas  escue- 
kus,  conveniei^mente,  en  cada  distrito." 

En  nombre  del  distrito  de  Funza,  como  su  apoderado,  i  en  el  suyo 
propio,  como  ciudadano,  reclamó  contra  esta  disposición  José  C.  Bio- 
mero,  solicitando  de  la  Corte  Suprema  federal  que  la  suspendiera,  por 
creerla  contraria  a  lo  establecido  en  el  inciso  5.'  del  artículo  15  de  la 
Constitución  nacional,  que  garantiza  la  propiedad  en  ciertos  términos. 
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Tres  de  los  seuolres  Majistrados  de  la  Corte  apoyaron  con  su  opí-^ 
nion  la  del  ciudadano  Bomero;  pero  como  los  dos  restantes  la  comba- 
tieron, la  lei  no  fué  suspendida. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de' actos  lejislativos  de  los  Esta- 
dos se  ha  heclio  cargo  de  esta  cuestión,  i  considera,  como  dos  señores 
Majistrados  de  la  Corte  Suprema  federal,  que  la  propiedad  de  los  dis- 
tritos  no  tiene  ante  el  Estado  respectivo  el  nusmo  carácter  que  la 
propiedad  individual. 

Los  distritos  son  entidades  poUtícas  que  la  lei  puede  crear, 
reformar  o  suprimir.  No  son  en  el  fondo  propietarios,  sino  administra- 
dores de  rentas  publicas  sometidos  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  del 
Estado  que  apoyan  su  existencia.  Su  situación  es,  por  la  naturaleza  de 
las  cosas,  precaria,  en  cuanto  se  les  permite  aparecer  como  dueños  de 
los  bienes  que  administran;  porcjue  el  Estado  puede  disminuir  o 
aumentar  la  estension  del  territorio  i  el  número  de  habitantes  a  q^e 
ten^a  por  conveniente  dar  el  nombre  de  distrito :  puede  estendar  o 
Umitar las  fuentes  de  sus  rentas,  con  la  determinación  d&  la  materia, 
imponible;  i  aim  mas,  puede  quitarles  la  facultad  de  imponer  contribu- 
ciones i  encargarse  de  nacer  directamente  todos  los  gastos  que  hoi  tie- 
ne a  su  cargo  cada  uñó  de  ellos. 

Todo  esto  lo  puede  hacer  el  Estado,  porque  los  distritos  son 
creaciones  suyas,  que  ño  tienen  mas  derechos  que  los  que  les  han  sido 
delegados  por  la  lei ;  al  contrario  de  lo  que  sucede  respecto  de  los. 
individuos,  que  ejercen  sus  propios  derecnos,  bien  directamente,  bien 

Sor  medio  de  asociaciones  a  quienes  ellos  mismos  han  dado  el  encalca 
e  que  los  representen. 

La  letra  dia  la  Constitución  se  aviene  perfectamente  con  la  admi- 
sión de  estos  principios;  pero  si  para  llegar  a  la  verdad  ^i  esta  impor- 
tante materia  se  necesitara  ocurrir  a  argumentos  de  inducción,  bastad- 
ría  darse  medianamente  cuenta  del  inmenso  poder  político  de  (jue 
nuestras  instituciones  han  querído  investir  a  los  Estados  de  la  ünion, 

Sara  convencerse  de  que  está  en  sus  facultades  constitucionales' la  db 
ividirse,  para  su  administración  municipal  i  poUtíca,  de  la  manera 
S[ue  lo  estimen  mas  conveniente,  dando  a  cada  una  de  las  secciones 
as  rentas  que  se  consideren  necesarías  para  la  obtención  de  los  fines 
con  que  se  establecen. 

ü  uzga,  pues,  vuestra  comisión,  que  la  espresada  lei  del  Estado  de 
Cundinamarca  no  es  contraría  a  la  Constitución  nacional ;  i^  en  conse- 
cuencia, os  presenta  el  siguiente  proyecto  de  resolución  : 

£1  Senado  de  PleDÍpotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia 

RESUELVEN: 

Declárase  válida  la  lei  del  Estado  de  Cundinamarca,  de  12  de 
agosto  de  1869,  adicional  a  la  de  11  de  setiembre  de  1Q62,  sobre  reco- 
nocimiento del  distrito  Mosquera. 

Bogotá,  febrero  26  de  1870. 

Manuel  de  J.  Qüijano.— Aktonio  Febrq.— Mabco  A.  Estrada. 

Bamon  E.  Palau. 
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Secretaria  del  Senado  de  Plenipotenciarios. — Bogotá,  5  de  marzo  de  1870. 

La  anterior  resolución  fué  aprobada  por  el  Senado  de  Plenipo^ 
ienciaiios  en  2.°  debate,  en  la  seaion'de  esta  fecha» 

El  Secretario  del  Senado,      Hustacio  de  ¡a  Torre  N. 


LXIX. 


TALIDEZ  del  artícnlo  30  de  la  leí  de  10  de  noviembre  de  1808, 
espedida  por  la  Asamblea  liellslatlFa  del  Estado  soberano 

de  Bolívar. 

ACUEBDO  DE  lA  SUFBEMA  CoBTE.     . 
Corte  Suprema  federaL^-Bogotá,  28  de  agosto  de  1869. 

Vistos. — La  Asamblea  Leiislatiya  del  Estado  soberano  de  Bolívar 
espidió  el  9  de  setiembre  de  1868  nna  lei  "  de  impuesto  sobre  la  renta," 
que  faé  sancionada  el  10  del  mismo  mes,  la  cual  contiene  entre  sus  dis- 
posiciones las  siguientes : 

"  Artículo  20.  El  Tribunal  Superior  de  justicia  del  Estado  i  los 
demás  Ju2^ados  no  podrán  oir  en  juicio  ni  prestar  sus  oficios  a  los  deu- 
dores del  impuesto  que  se  establece  por  esta  lei,  si  dichos  deudores  son 
actores  o  demandantes. 

"Los  Notarios  públicos  i  los  Rejistradores  de  instrumentos  tampo- 
co prestEirán  sus  oficios  a  los  que  sean  deudores  ál  Estado  por  el  refe- 
rido impuesto;  i,  en  consecuencia,  no  autorizarán  actos  o  contratos,  ni 
los  harán  constar  en  el  libro  de  rejistro,  cuando  los  que  de  ellos  apa- 
rezcan como  acreedores  o  f  avorecidos,  sean  deudores  al  Estado  por 
razón  del  impuesto  ya  mencionado. 

"Parágrafo.  En  los  autos,  en  los  instrumentos  i  en  las  notas  de 
rejistro  i  anotación  de  hipotecas,  se  hará  constar  la  presentación  que 
llaga  el  interesado  del  recibo  de  haber  satisfecho  el  impuesto ;  i  si  dicho 
comprobante  no  se  presentare,  será  responsable  el  empleado  omiso  en 
exijirlo,  de  las  cantidades  que  por  razón  del  impuesto  deba  al  Tesoro 
del  Estado  la  persona  que  debió  justificar  su  pa^o." 

El  colombiano  Antonio  J«  Tono  se  ha  dinjido  a  esta  Suprema 
Corte  solicitando  la  suspensión  del  artículo  copiado,  por  estimarlo 
TÍolatorio  de  la  jeneralidad  de  las  garantías  que  consagra  el  artículo  15 
de  la  Constitución  federal. 

Lejos  de  apoyar  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  esta  so- 
licitud,  ha  espresado  su  concepto  en  sentido  f ayorable  a  la  disposición 
que  se  deja  trascrita,  en  consonancia,  dice,  con  las  opiniones  emitidas 
ya  por  él  mismo  i  por  sus  predecesores,  al  tratarse  de  disposiciones 
idénticas  en  el  fondo  a  la  que  ahora  se  examina,  consignadas  en 
la  lejislacion  de  algunos  otros  Estados  i  denunciadas  tamoien  como 
inconstitucionales. 

La  Corte,  para  resolver,  considera: 

1.^  Que  no  puede  estimarse  como  una  denegación  de  amparo  o 

Eroteccion  de  autoridad  al  goce  de  los  derechos  individuales,  el  exijirse 
i  comprobación  del  pago  del  impuesto,  pues  que  esta  condición  es 
fiuál  de  llenar  i  ademas  por  ser  correlativa  al  goce  del  derecho.  No  se 
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TÍve  en  sociedad  para  gozar  únicamente :  hai  siempre  necesidad 
de  someterse  &  las  condiciones  á,e  existencia  de  esa  misma  sociedad.  í 
si  bien  es  cierto  que  la  lei  ha  impuesto  al  Gobierno  la  misión  de  prote- 
jer  los^derechos  del  ciudadano,  también  ha  impuesto  a  ésíotí  el  deber 
de  contribuir  para  los  gastos  que  ocasione  aquél,  con  la  circunstancia 
de  haberle  dado  la  facultad  de  cobrar  el  impuesto  sobre  los  objetos  i 
en  la  forma  o  por  los  procedimientos  que  estmie  mas  eficaces  i  menos 
dispendiosos.        \ 

Si  el  lejislador  ha  creído  conducente  establecer  como  un  medio 
coereitívo,  para  recaudar  las  cuotas  de  la  contribución,  notificar  a  los 
ciudadanos  que  es  inútil  que  soHciten  su  interycncion  si  antes  no  han 
cumplido  con  el  deber  de  pagar,  es  incontrovertible  que  ha  obrado 
conforme  a  las  mas  triviales  nociones  de  la  justicia  i  dentro  de  sus  fa- 
cultades. Es  la  práctica  jeneral  de  cambio  de  servicios  por  servicios ;  i 
la  Constitución  no  puede  interpretarse  conduciendo  al  absurdo  de  cons- 
tituir el  poder  público  en  ájente  activo  de  los  ciudadanos  sin  medios 
para  asegurar  su  propia  subsistencia.  Así  se  ha  entendido  siempre, 
como  puede  verse  por  la  aceptación  jeneral  que  ha  tenido  el  impuesto 
sobre  el  papel  i  otros  semejantes.  El  recibo  del  Becaudador,  en  el  caso 
de  la  lei  que  se  examina,  Uena  la  misma  función  que  la  estampilla  o  el 
sello  que  delbe  llevar,  conforme  a  la  lejislacion  fiscal  de  algunos  Estados, 
el  papel  en  que  van  escritos  los  memoriales,  documentos  &.*,  que  sin 
este  requisito  no  se  admiten  por  los  funcionarios  públicos,  ni  son  válidos 
ante  la  lei.  En  ambos  casos  lo  que  se  exije  es  el  comprobante  de  haberse 
satisfecho  el  impuesto,  o,  lo  que  es  lo  mismo,  de  haberse  pagado  el  va- 
lor del  servicio  que  se  pide  ;  la  forma  de  ese  comprobante  i  el  modo 
de  verificar  la  exacción,  es  lo  único  que  varia. 

2.0  Que  el  objeto  del  artículo  15  citado  es  Umitar  el  poder  de  los 
Gobiernos  sobre  los  individuos,  poniendo  los  derechos  de  éstos,  reco- 
nocidos inmanentes,  a  cubierto  de  la  acción  de  la  autoridad  en  cuanto 
pueda  menoscabarlos»  Pero  a  los  Estados  corresponde  decir  en  sus 
respectivas  lejislaciones  cómo  i  bajo  qué  condiciones  prestan  por  me- 
dio de  BUS  Gobiernos  la  protección  que  éstos  deben  a  los  asociados 
{)ara  mantenerlos  en  el  goce  de  sus  derechos;  o,  en  otros  términos,  son 
os  mismos  ciudadanos  los  llamados  a  proveer  a  esta  necesidad,  toda 
vez  que  los  Estados  deben  organizarse  en  la  forma  que  prescribe  ei 
inciso  1.' ,  artículo  8.^  de  la  Constitución. 

De  acuerdo  con  lo  espuesto,  la  Corte  Suprema  federal  declara : 
que  no  hai  li^ar  a  suspender  el  ajrtículo  20  de  la  lei  de  impuesto  sobre 
la  renta,  del  Estado  de  Bolívar,  sancionada  el  10  de  noviembre  de  1868^ 

Comuniqúese  i  dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  en  sus 
próximas  sesiones. 


M.  MuiuLLO.— José  M^RfA  Viliamizar  G. — J.  M.  Pérez.— JH' 
OoLCTíOTí. — Juan  A.  ÜRicoECñEA.. —  Vicente  Fon^cw,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro* 
curadoi:  jeneral  de  la  Nación. 

Boi^íbüEZ. —  VanágaSf  Secretario, 
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Iotobmes  de  las  comisiones  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Dice  el  artículo  20  de  la  lei  do  impuesto  sobre  la  renta,  espedida 
por  la  Asamblea  Lejislatíva  del  Estado  de  Bolívar,  lo  siguiente : 

"El  Tribunal  Superior  do  justicia  del  Estado  i  los  demás  Juzga- 
dos no  podrán  oir  en  juicio  ni  prestar  sus  oficios  a  los  deudores  del 
impuesto  que  se  establece  por  esta  leí,  si  dichos  deudores  son  actores 
ol  demandantes. 

"  Los  Notarios  públicos  i  los  Eejistradores  de  instrumentos  públi- 
cos tampoco  prestarán  sus  oficios  a  los  que  sean  deudores  al  Estado 
por  el  referido  impijesto;  i,  en  consecuencia,  no  autorizarán  actos  o  con- 
tratos, xxi  los  harán  constar  en  el  libro  de  rejistro,  cuando  los  que  do 
ellos  aparezcan  como  acreedores  o  favorecidos,  sean  deudores  al  Esta- 
do por  razón  del  impuesto  ya  mencionado.    * 

"  Parágrafo.  En  los  autos,  en  los  instrumentos  i  en  las  notas  de 
rejistro  i  anotación  de  hipoteca»,  se  hará  constar  la  presentación  que 
higsk  el  interesado  del  recibo  de  haber  satisfecho  el  impuesto ;  i  si  dicho 
comprobante  no  se  presentare,  será  responsable  el.  empleado  omiso  en 
exijií'lo,  de  las  cantidades  que  por  razón  del  impuesto  deba  al  Tesoro 
del  Estado  la  persona  que  debia  justificar  su  pago." 

Contra  esta  disposición  representó  el  ciudadano  Antonio  J.  Tono^ 
pidiendo  a  la  Corte  Suprema  federal  que  la  suspendiera,  como  contra- 
ría a  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia;  i  la  Corte 
Suprema,  de  acuerdo  con  el  concepto  espresado  por  él  Procurador  jene- 
,  ral,  resolvió  unánimemente  que  dicha  disposición  es  válida,  i  negó,  por 
consiguiente,  la  suspensión  solicitada. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados 
reconoce  la  fuerza  de  los  argumentos  en  qtle  la  Corte  Suprema  ha 
apoyado  su  fallo ;  por<g[ue  es  de  todo  punto  indisputable  que  los  ciuda- 
danos no  pueden  exijir  con  justicia  los  servicios  que  les  presta  la 
sociedad,  si  se  deniegan  a  pagar,  en  la  proporción  gue  les  toca,  el  valor  , 
de  esos  servicios ;  i  lo  es  tanibien,  que  a  las  condiciones  e^tablecidas 
para  que  la  fuerza  social  i  la  fe  púbuca  den  al  ciudadano  su  apoyo,  no 
se  les  puede  suponer  el  mismo  carácter  que  tenia  ía  denegación  absolu- 
ta que  un  Estado  hiciera  de  prestar  su  autoridad,  o  la  de  la  fe  pública, 
a  xm  ciudadano. 

Si  el  principio  contrario  hubiera  de  admitirse,  una  gran  parte,  casi 
la  totalidad  de  la  lejislacion  civil  de  los  Estados,  quedaria  sometida  ala 
tacha  de  nulidad,  por  violación  de  las  garantías  individuales  com- 
prendidas en  el  artículo  15  de  la  Constitución  nacional ;  pues  bien 
sabéis  que  tanto  las  leyes  sustantivas  como  las  adjetivas  hacen  depen- 
diente el  derecho  de  ciertos  trámites  i  condiciones  que  están  estable- 
cidos como  necesarios  para  su  ejercicio  i  reconocimiento. 

Por  las  razones  espuestas,  vuestra  comisión  os  presenta  la  si- 
guiente proposición: 

SI  Ser.&do  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  TJuidos  de  Colombia 

RESUELVE  : 

Declárase  válido  el  artículo  20  do  la  lei  de  impuesto  sobre  la  ren- 
ta, del  Estado  de  Bolívar,  sancionada  el  dia  10  de  noviembre  de  1868 ; 


22  -— 

artículo  cuya  suspensión  soliciÍ45  de  la  Corle  Suprema  federal  Antonio 
J.  Tono,  por  creer  sus  disposiciones  contrarias  al  artículo  15  de  la 
Constitución  de  la  Bepública. 

Bogotá,  febrero  23  de  1870, 

Eamon  E.  PaIíAU.— AiíTONio  Ferró. 

Marzo  11  d«  1870.— ^Senado  de  Plenipoteaciaríos. 

La  anterior  resolución  fué  aprobada  en  la  sesión  de  esta  fecha.    * 
El  Presidente,  Justo  Arosemeka.  —  El  Secretario,  Eustacio  de  la 
Torre  N. 


Ciudadanos  Senadores, 

Ante  la  Coil»  Suprema  federal  ocnírió  Antonio  J.  Tono,  en  31  de 
diciembre  de  1868,  solicitando  la  nulidad  del  artículo  20  de  la  "  lei  de 
impuesto  sobre  la  renta,"  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  fecha  10 
de  noviembre  de  aquel  año,  por  considerarlo  violatorio  de  la  jenerali- 
dad  de  las  garantías  consignadas  en  el  artículo  15  de  la  Constitución, 
i  dicho  Tribunal,  de  acuerdo  con  la  opinión  del  señor  Procurador  jeneral 
de  la  Nación,  resolvió  por  unanimidad  de  votos,  en  23  de  agosto  de 
1869,  que  no  habia  lugar  a  suspender  el  referido  artículo,  pasando  el 
espediente  al  Senado  para  que  se  resuelva  definitivamente  sobre  la 
niüidad  o  validez  del  acto. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados,  que  debe  presentaros  el  correspondiente  informe  sobre  este  * 
negocio,  se  halla  en  desacuerdo  en  lo  sustancial,  i  por  esto  los  infras^ 
'critos,  miembros  de  ella,  os  presentan  por  separado  su  opinión',  como 
lo  previene  el  Beglamento,  en  la  forma  siguiente  : 

El  artículo  20,  motivo  de  la  solicitud,  tomado  del  ^  Alcance  a  la 
Gaceta  de  Bolívar  "  número  690,  correspondiente  al  15  de  noviembre 
^e  1868,  dice  textualmente  : 

"  Art.  20.  El  Tribunal  Superior  de  justicia  del  Estado  ¡  los  demás 
Juzgados  no  podrán  oir  en  juicio  ni  plrestar  sus  oficios  a  los  deudores 
del  impuesto  que  se  establece  por  esta  lei,  si  dichos  deudores  son  acr 
tores  o  demandantes. 

"  Los  Notarios  públicos  i  los  Bejistradores  de  instrumentos  públi- 
cos tampoco  prestarán  sus  oficios  a  los  que  sean  deudores  al  Estado  por 
el  referido  impuesto  ;  i,  en  consecuencia,  no  autorizarán  actos  o  contra- 
tos, ni  los  harán  constar  en  el  libro  de  rejistro,  cuando  los  que  de  ellos 
aparezcan  como  acreedores  o  favorecidos,  sean  deudores  al  Estado  por 
razón  del  impuesto  ya  mencionado. 

"  Parágrafo.  En  los  autos,  en  los  instnímentos  i  en  las  notas  de 
rejistro  i  anotación  de  hipotecas,  se  hará  constar  la  presentación  (]ue 
haga  el  interesado  del  recibo  de  Haber  satisfecho  el  impuesto,  i  si 
dicho  comprobante  no  se  presentare,  será  responsable  el  empleado 
omiso  en  exijixio,  de  las  cantidades  que  por  razón  del  impuesto  deba 
al  Tesoro  del  Estado  la  persona  que  debió  justificar  su  pago." 

La  constitucionalidad  de  esta  disposición  se  ha  sostenido  por  el 
señor  Procurador,  manifestando  que  el  derecho  con  que  los  Estados 
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niegan  a  sns  dendores  el  oficio  de  los  Jueces  i  Notarios  es  el  mismo  con 
que  lo  niegan  a  los  menores  de  edad,  a  las  mujeres  casadas  en  ciertos 
casos,  a  los  individuos  que  están  bajo  interdicción  judicial,  i  a  los 
que  en  asuntos  públicos  o  judiciales  no  hacen  uso  del  papel  sellado  o 
cualquiera  otro  que  la  lei  determina ;  i  (jue  as!  como  no  se  ha  juzgado 
contraria  a  la  garantía  de  los  derechos  mdividuales  la  prohibición  que 
tiene  un  menor  de  edad  para  presentarse  en  juicio  i  para  otorgar  por 
sí  solo  escrituras  públicas  sobre  contratos  referentes  a  sus  bienes,  tam- 

Joco  debe  juzgarse  tal  la  misma  prohibición  cuando  se  impone  a  los 
eudores  del  Estado,  porque  tanto  éstos  como  aquéllos  gozan  de  igua- 
les garantías  constitucionales ;  que  el  derecho  que  los  ciudadanos 
tienen  para  exijir  el  pago  antes  o  después  de  prestado  el  servicio  ;  i 
últimamente  espone  ^ue  la  doctrina  consimiada  en  la  lei  de  Bolívar 
faé  sancionada  por  pnmera  vez  en  el  Estado  de  Santander  i' después 
en  los  de  Eojaca,  Tolima  i  Cundinamarca,  i  que,  aunque  sorprende  por 
su  novedad,  la  Suprema  Corte  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios  se 
han  abstenido  de  suspender  i  anular  las  leyes  en  que  está  consi^adá. 

Estos  razonamientos,  aceptados  por  la  Corte  Suprema  i  algún 
tanto  mas  desarrollados  por  ella  acerca  de  la  doctrina  establecida  por 
el  señor  Procurador,  del  cambio  obligado  de  servicios  entre  el  Gobier- 
no del  Estado  i  los  asociados,  se  han  reforzado  por  el  Tribimal  Supre- 
mo con  la  consideración  de  que  el  objeto  del  articulo  15  de  la  Cons- 
titución es  el  de  limitar  el  poder  de  los  Gbbiemos  sóbrelos  individuos, 
poniendo  los  derechos  de  éstos,  reconocidos  inmanentes,  a  cubierto 
de  la  acción  de  la  autoridad  en  cuanto  pueda  menoscabarlos,  i  que 
corresponde  a  los  Estados  decir  en  sus  respectivas  legislaciones  cómo  i 
tejo  qué  condiciones  prestan,  por  medio  de  sus  Gobremos,  la  protec- 
ción que  éstos  deben  a  los  asociados  para  mantenerlos  en  el  goce  de 
sus  derechos. 

Pudiera  acaso  ser  conveniente  que  un  Gobierno  se  constituyera 
bajo  el  principio  de  ^ue  los  asociados  no  tuvieran  derecho  a  obtener  los 
beneficios  de  la  administración  pública,  mientras  no  pagaran  el  valor  en 
que  el  Gobierno  estimara  esos  beneficio» ;  pero  no  se  ¿rata  ahora  de  lo 
que  seria  conveniente  establecer,  sino  de  lo  ya  establecido,  i  cómo  ha 
de  cumplirse. 

Los  Estados  Unidos  de  Colombia  se  constituyeron  bajo  la  base 
consignada  en  el  artículo  15  de  la  Constitución,  a  saber :  el  reconoci- 
miento i  la  garantía,  por  parte  del  Gcrbiemo  jeneral  i  de  los  Gobiernos 
de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que 
pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  dichos  Estados,- derechos 
que  allí  mismo  se  espresan ;  i  este  reconocimiento  i  garantía  se  han 
otorgado  sin  condiciones  esplícitas  de  ninguna  clase. 

De  consiguiente  han  quedado  los  Estados  en  el  deber  indeclina- 
ble de  mantener  a  los  asociados  en  el  goce  de  los  derechos  reconocidos; 
a  reserva  de  que  el  respectivo  Gobierno,  sin  menoscabar  el  goce  de 
esos  derechos  en  tanto  que  la  misma  Constitución  no  lo  permita  espre- 
sámente,  haga  a  su  vez  uso  del  poder  que  la  sociedad  le  ha  dado  ipara. 
atender  a  la  existencia  i  conservación  de  ella  misma.  Si  el  cumplimien- 
to de  esta  base  de  unión  entre  los  Estados  dependiera  de  lo  que  cada 
trno  de  éstos  quisiera  establecer  en  sus  respectivas  lejislaciones,  deter- 
minando cómo  i  bajo  qué  condiciones  prestan,  por  medio  de  sus  Go- 
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bienios,  la  protección  que  debe  a  los  asociados  para  mautenerlod  en  el 
goce  de  sus  derechos,  como  parece  ba  querido  reconocerlo  la  Corta 
Suprema,  es  evidente  que  esa  base  se  baria  ilusoria,  porque  serian 
tantas  i  tan  variadas  las  condiciones  que  se  impusieran  por  los  Go« 
biemos  de  los  Estados,  a  voluntad  del  partido  político  que  estuviera 
en  el  poder,  que  en  algunos  de  ellos  jamas  serian  efectivos  tales  dere- 
chos, dependiendo  únicamente  del  favor  i  capricho  de  los  gobernantes ; 
ni  podibii  de  esa  manera  alcanzarse  el  objeto  que  la  misma  Corie  atri- 
buye al  artículo  15  de  la  Constitución,  "  de  limitar  el  poder  de  los  Go* 
biernos  sobre  los  individuos,  poniendo  los  derechos  de  éstos  a  cubierta 
de  la  acción  de  la  autoridad  en  cuanto  pueda  menoscabarlos,"  porque 
es  claro  que  la  facultad  de  imponer  condiciones  ensancha  el  poder  con 
menoscabo  de  la  libertad  de  gozar  del  derecho,  objeto  o  cosa  sobre  que 
pesa  la  condición.  Beconocer  en  los  Estados  la  facultad  espresaaa, 
equivaldria  a  declarar  insubsistente  el  artículo  15  de  la  Constitución, 
dándoles  el  poder  tremendo,  bajo  el  cual  no  se  ha  constituido  la  Union, 
de  disponer  a  su  arbitrio  de  vidas  i  haciendas  de  los  colombianos.  En- 
horabuena que  los  Estados  estatuyan  lo  conveniente  para  dar  fuer- 
za i  estabiUdad  a  sus  Gobiernos,  pero  que  lo  hagan  sm  salirse  de  la 
esfera  de  sus  facultades  constitucionales,  sin  quebrantar  las  bases 
que  han  aceptado  de  unión  con  los  demás  Estados,  porque  de  otra  ma- 
nera la  integridad  nacional  no  podría  conservarse. 

Trayendo  a  examen  el  artículo  20  de  la  lei  del  Estado  soberano 
de  Bolívar,  motivo  del  reclamo,  fácil  es  reconocer  que  es  contrario  a  la 
disposición  consignada  en  el  artículo  15  de  la  Constitución,  porque  por 
él  se  exije  que  para  que  los  actos  de  la  vida  civil  de  las  personas  puedan 
gozar  del  amparo  i  protección  de  la  justicia  i  déla  autenticidad  pública 
que  les  dan  el  oficio  dé  los  Notarios  i  Bejistradores  de  instrumentos 
públicos,  es  preciso  no  ser  deudor  del  impuesto,  comprobando  haberlo 
pagado.  I  no  se  diga  que  esto  no  es  ima  denegación  de  amparo  o  pro- 
tección de  la  autoridad  al  goce  de  los  derechos  individuales,  porque 
la  condición  es  fácil  de  llenar,  como  lo  ha  dicho  la  Corte,  pues  miénkas 
no  se  llena,  la  denegación  es  efectiva  ;  i,  como  se  ha  visto,  la  Constitu- 
ción no  ha  dado  facultad  a  los  Estados  para  imponer  condiciou  da 
cuyo  cumplimiento  dependa  el  goce  de  los  derechos  individuales.  ^ 

Bastaría  lo  espuesto  para  que  pudiera  formularse  la  proposición 
con  que  debe  termmar  el  presente  informe ;  pero  el  señor  Procurador 
i  aun  la  Corte  han  apelado  a  argumentos  de  analojía,  i  el  primero  ha 
traído,  en  apoyo  de  su  opinión,  el  recuerdo  de  resoludones  diotadaa 

Sor  el  Senado  absteniéndose  de  anular  leyes  que  establecen  la  posma 
octrina  que  la  de  Bolívar;  i  siendo  este  negocio,  por  su  naturaleza,  dñ 
alguna  gravedad,  creen  conveniente  los  infrascritos  miembros  de  la  co^ 
;mision  manifestaros  la  solución  que  dan  a  esos  argumentos  i  cuál  es  la 
exactitud  de  las  citas  que  se  hacen. 

Ha  dicho  el  señor  JProcurador  que  el  derecho  con  que  los  Estados 
niegan  a  los  deudores  el  oficio  de  los  Jueces  i  Notarios,  es  el  mismo 
con  que  lo  niegan  a  los  menores  de  edad,  a  las  mujeres  casadas  en 
ciertos  casos,  a  ios  individuos  que  están  en  interdicción  judicial  i  a  los 
que  en  asuntos  públicos  o  judiciales  no  hacen  uso/del  papel  sellado. 
Esto,  en  concepto  de  vuestra  comisión,  no  es  exacto,  porque  no  es  que 
'la  lei  niegue  a  los  menores,  a  la  mujer  casada,  a  los  dementes,  el  oficio 
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ile los  Jaeces  i  Notarios,  sino  que  exija  que  para  que  se  les  preste^  cóxf 
corran  a  la  ejecución  de  los  respectivos  •actos  de  aquéllos,  el  tutor  o 
curador,  el  marido  o  su  consentimiento,  o  el  permiso  o  autorización 
del  Juez,  a  fin  de  que  esos  actos  no  sean  nulos  con  perjuicio  del  menor, 
de  la  mujer,  del  demente  i  de  las  personas  que  litigan  o  contratan  con 
elIoB,i  esto,  como  se  ve,  no  es  negarles  el  amparo  i  protección  de  la  lei, 
sÍQo  bacerlo  efectivo,  poniendo  las  personas  e  intereses  de  los  débiles 
e  inespettos  al  abrigo  de  las  maquinaciones  de  los  fuertes.  Idéntica 
cosa  sucede  con  la  exijencia  del  papel  sellado  en  los  actos  oficiales.  Es 
cierto  que  al  que  no  demanda  o  representa  en  papel  con  sello  o  estampi- 
lla, no  se  le  oye ;  pero  no  es  porque  no  haya  dejado  de  pagar  la  oontribu- 
oion  correspondiente,  sino  porque  el  Qobiemo  ha  creido  necesario,  o  sea 
dicho,  la  misma  sociedad,  dar  autenticidad  a  todos  los  actos  públicos 
en  beneficio  de  la  libertad  individual,  de  la  seguridad  personal,  de  la 

fropiedad  &.^  de  los  ciudadanos.  Por  manera  que  todo  lo  que  el  señor 
Procurador  x^ertifica  de  actos  de  denegación,  no  son  en  realidad  sino 
medios  establecidos  por  las  leyes  de  los  Estados  para  mejor  llenar 
la  misión  que  los  Gobiernos  seccionales  tienen  de  amparar  i  protejer  a 
los  habitantes  i  transeúntes  en  el  goce  de  los  derechos  constitucionales. 

En  cuanto  a  los  actos  de  los  Estados  de  Santander,  Boyacá,  Toli- 
mo,  i  Cundinamarca,  iguales  al  de  Bolívar,  que  dice  el  señor  Procurador 
se  ha  abstenido  el  Senado  de  declarar  nulos,  hácese  palpable  el  error 
en  que  ha  incurrido  dicho  funcionario,  con  referencia  a  los  dos  primeros 
Estados,  que  son  de  los  que  aparece  constancia  en  el  Código  oficial 
de  infomaes  i  resoluciones  del  Senado  que  se  ha*  publicado,  con  solo 
traer  a  \a  vista  las  piezas  que  se  rejistran  en  dicho  Código  a  las  pajinas 
45  i  199,  con  relación  a  Santander,  i  109, 147  i  209  con  referencia  al  do 
Boyacá.  I  para  que  no  quede  duda  acerca  de  que  lo  dispuesto  en  las 
leye3  de  los  espresados  Estados,  que  han  sido  anuladas,  es  1>  mismo 
que  lo  de  la  leí  de  Bolívar  de  que  ahora  se  trata,  se  copian  en  seguida: 

Art.  26  de  la  lei  del*  Estado  de  Santander  do  21  de  diciembre  de 
1859,  sobre  impiiesto : 

^ "  Art.  26.  El  Estado  no  garantiza  ni  protejo,  al  tenor  de  sus  leyes, 
la  riqueza  i  propiedad  de  los  mdividuos  que,  no  estando  declarados  in- 
solventes, no  paguen  la  contribución  de  que  trata  esta  lei. 

En  consecuencia : 

1.^  No  se  rejistrarán  en  las  Notarías,  ni  tendrán  valor  alguno  legal, 
las  escrituras  de  contrato,  de  venta,  de  donación,  permuta  o  de  arrenda* 
miento,  hipoteca,  imposición,  censo  o  gravamen  respecto  del  cual  no  se 
haya  pagado  contribución.  El  pago  de  ésta  debe  acreditarse  con  el  reci- 
bo del  Becaudador,  el  cual  se  insertará  en  la  escritura  que  se  otorgue ; 

2.^  Para  los  efectos  legales  solamente  será  considerado  poseedor  da 
una  finca  o  bien  cualcjuiera,  aquel  que  {)aga  la  cuota  del  impuesto  co- 
irespondiente  a  la  misma  finca  o  bien,  i  no  será  oida  demanda  sobre 
amparo  de  posesión  o  propiedad,  ni  sobre  frutos,  arrendamientos  o 
cualquiera  otro  derecho  derivado  del  de  posesión  o  propiedad,  sin 
qfxe  se  acredite  igualmente  el  pago  del  impuesto  sobre  la  nnca  o  bien 
hasta  el  semestre  anterior  a  la  jestíon  judicial  que  se  lutenta  o  prosigue; 

3.^  En  el  caso  de  demanda  reclamando  la  posesión  o  propiedad 
de  finca  raiz  o  bien  mueble  quo  otro  retiene,  debe  oirse  la  demanda  si 
el  demandante  es  insolvente  o  si  ha  picado  la  cuota  del  impuesto  por 
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ótrós  bienes,  o  si,  residiendo  faera  del  Estado,  no  ha  debido  pagar  ímr 
puesto  conforme  a  la  leí. 
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5.^  Ningún  heredero  o  legatario,  sea  de  la  clase  que  fuere,  entrara 
en  posesión  de  bien  alguno,  mueble  o  inmueble,  sin  que  se  acredite  el 
pago  del  impuesto.  Toda  traslación  de  dominio  presupone  el  pago  co- 
rriente del  impuesto  sobre  la  cosa  que  recae ;  i 

6.^  No  se  dará  curso  en  los  Tnbnnales  i  Juzgados  a  ninguna  soli- 
citud o  jestion  sobre  negocios  civiles,  si  el  que  lo  intenta  no  prueba 
que  se  halla  en  los  casos  en  que  debe  ser  oido  conforme  al  inciso  3.^ 
ae  este  artículo." 

Artículos  1.°,  2.""  i  3.°  de  la  lei  del  Estado  de  Santander,  de  5  de 
octubre  de  1864,  aclarando  i  determioando  los  efectos  del  artíccdo  26 
de  la  lei  de  21  de  diciembre  de  1859^  sobre  impuesto. 

'^  Art.  1.^  Una  vez  comprobado  el  pago  del  impuesto  al  iniciarse 
un  juicio  de  los  que  se  entablen  i  sigan  ante  los  Juzgados  del  Estado, 
respecto  del  semestre  en  curso,  no  se  exijirá  la  comprobación  del  pago 
de  los  demás  semestres  que  trascurran  durante  el  juicio,  sino  hasta  el 
tiempo  de  citar  a  la«  partes  para  sentencia. 

JParágrafo.  En  los  meses  de  enero  i  julio,,el  comprobante  que  debe 
presentarse  es  el  del  semestre  anterior. 

Art.  2.<>  Si  el  demandante  no  presenta  el  comprobante  del  paga 
del  impuesto  de  que  'se  trata  en  el  artículo  anterior,  o  la  certificación 
de  insolvencia,  no  se  dará  curso  al  juicio  hasta  que  cumpla  con  esta 
formahdad  ;.pero  cuando  deba  presentarse  el  recibo  al  tiempo  -de  citar 
las  partes  para  sentencia,  entonces  el  Juez  le  señalará  un  término, 
pasado  el  cual,  se  declarará  desierta  la  acción,  si  la  parte  contraria 
lo  solicita. 

Art.  3."*  Si  fuere  el  demandado  el  que  nó  cumpliere  a  su  tiempo 
con  esa  formalidad,  el  Juez  de  la  causa  le  señalará  un  termino  para  que 
lo  verifique;  i  si  cumplido  ése  no  comprobare  el  pago  del  impuesto  a 
su  condición  de  insolvente,  ae  fallará  en  eu  contra  d  jUi^,  sin  necesidad 
de  mas  actuación,  siempre  que  así  lo  solicite  la  parte  contraria." 

Artículos  40  i  106  de  la  leí  de  19  de  diciembre  de  1864,  orgánica 
de  las  contribuciones  i  rentas  del  Estado  de  Bojacá,  declarados  nulo» 
por  el  Senado  en  1867. 

"  Art.  40.  La  Corte  del  Estado,  los  Jueces  de  circuito,  los  de  dis- 
trito, los  Notarios  i  los  Rejistradores  de  instrumentos  públicos  i  piva- 
dos  no  les  prestarán  su  oficio  a  los  contribuyentes  que  no  comprueben 
haber  pagado  el  impuesto.  El  comprobante  oonstuiá  del  recibo  del  Be- 
oaudador  o  de  la  lista  de  contribuyentes  que  mensualmente  remitiráa 
los  Becaudadores  a  las  oficinas  publicas  del  respectivo  distrito 

"  Art.  106.  Los  empleados  o  funcionarios  públicos  que  presten  so, 
oficio  a  los  contribuyentes  que  no  les  presenten  el  recibo  de  que  trata  el 
artículo  40,  serán  juzgados  como  defraudadores  de  las  rentas  publicas." 

En  consecuencia,  vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejis- 
lativos  de  los  Estados  os  propone  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  déla  atribución  5.^, 
artículo  61  de  la  OouiBtitucion,  decliura  nulo  el  artícub  20  de  la  ^  lei  da 
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impuesto  sobre  la  renta/'  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  fecha  10 
de  noviembre  .de  1868,  por  considerarlo  violatocio  del  artículo  15  de  la 
misma  Constitución. 

Bogotá,  marzo  5  de  1870. 

Ciudadanos  Senadores. 

Manuel  DE  J.  QuuaHo. — ^Maboo  A.  EsmAni.— Justo  Abosbiosna.--* 
Baxoh  E.  Palau.-^Autonio  Febbo. 


Secretaría  del  Senado  de  PleDipotenciarios— Bogotá,  marzo  10  de  1870. 

£1  anteriot  proyecto  de  resolución  fué  negado  en  primer  debate 
eji  esta  fecha. 

El  Secretario,  Eustacio  de  la  Torre  N. 


LXX. 


HUUDAD'del  inciso  11,  artíevlo  9.«  de  la  lei  131  del  Estado 
soberano  del  Canea  de  93  de  octubre  de  1863,  sobre  dirlsiou 

territorial. 


ACUEBIX)  BE  LA  SuPBEKA  CoBTE. 
Oorte  Suprema  federal. — Bogotá,  18  de  junio  de  1869. 

Vistos. — ^Marcelino  Palacio,  vecino  de  Manizáles,  en  el  Estado  so- 
berano de  Antioquia,  solicita  de  esta  Suprema  Corte  que,  en  ejercicio 
de  la  facultad  que  le  da  el  artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  sus- 
penda la  parte  del  inciso  11,  artículo  2.^  de  la  lei  131  del  Estado  sobe- 
rano del  Cauca,  sobre  división  terrítoriaL  Alega  en  a{5oyo  de  tal  soli- 
citud, que.  dicha  lei,  en  la  parte  mencionada,  señalando  los  límites  del 
municipio  del  Quindío  '^  por  el  norte  de  dicho  páramo  de  Buiz,  a  tomar 
las  cabeceras  del  rio  Chinchiná,  que  son  las  aguas  que  componen  el 
espresado  rio  por  la  parte  del  norte  del  que  pasa  entre  Manizáles  i 
liaría  i  se  une  al  Cauca,"  está  en  oposición  con  los  límites  señalados 

Sor  el  artículo  tínico  de  la  lei  nacional  de  11  de  majo  de  1855,  punto 
6  partida  de  la  demarcación  territorial  constitucional  entre  los  Esta- 
dos del  Cauca  i  de  Antioquia.  No  acompaña  el  solicitante  copia  autén- 
tica de  la  lei,  sino  únicamente  un  simtdacro  de  plano  topográfico  que 
nada  autoriza ;  i  copia  de  dos  sentencias  pronunciadas  por  los  Jueces 
del  Estado  de  Antioquia  sobre  propiedad  de  terren^os  que,  en  virtud  de 
los  límites  señalados  al  municipio  de  Quindío,  quedaron  bajo  la  juris- 
dicción de  las  autoridades  del  Cauca. 

Dada  vista  ai  Procurador  nacional,  este  funcionario  estudió  la 
cuestión  i  espuso  a  la  Corte  que,  en  su  concepto,  la  disposición  legal 
del  Estado  del  Cauca  no  es  contraría  a  la  demarcación  territorial  he- 
eha  por  la  Nación  a  los  dos  Estados  i  no  debe  ser  suspendida ;  pero 
aSaae :  "  como  ella  prueba  que  este  Estado  cree  que  su  territorio  se 
eiitíande  por  la  base  de  la  cordillera  central  }iasta  el  Cfainchiná,  i  que 
las  autoridades  del  Estado  de  Antioquia  consideran  como  territorio 
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antioqneuo  el  que  .sé  estiende  al  snr  del  mismo  rio  hasta  el  Montana, 
soi  de  concepto  también  que  debéis  pedir  informe  al  Gobiemo.de  cada 
uno  de  ellos  acerca  de  sus  pretensiones,  antes  de  resolver  sobre  la 
fluspension  de  la  lei/' 

Señalado  dia  para  los  alegatos,  sin  que  las  partes  hubiesen  con- 
currido, i  trá45curriao  ya  el  termino  dentro  del  cual  debe  decidirse  el 
asunto,  la  Corte  ha  examinado  detenidamente  la  materia  i  ha  llegado 
al  convencimiento  de  que  entrañando  la  suspensión  solicitada  uua 
cuestión  de  límites  entre  dos  Estados,  la  atribución  que  la  Corte  estaría 
llamada  a  ejercer  es  la  del  número  6/ ,  artículo  71  de  la  Constitución 
federal,  que  dice :  "  Decidir  las  cuestiones  que  se  susciten  entre  los 
Estados,  o  entro  alguno  o  algunos  Estados  i  el  Gobierno  jeneral  déla 
ünion,  sobre  competencia  de  facultades,  propiedades,  límites  i  demás 
objetes  contenciosos '' ;  i  no  la  de  suspender  las  leyes,  para  lo  cual 
basta  una  simple  comparación  de  las  disposiciones  contenidas  en  la 
lei  del  Estado  denunciada  i  la  lejislacion  nacional.  En  el  caso  presente, 
como  que  la  decisión  ha  de  subordinarse  a  hechos  que  deben  conocerse 
con  toda  claridad,  la  Constitución  ha  querido  que  se  decidan,  i  la  leí 
orgánica*  del  Poder  Judicial,  en  consonancia  con  ella,  por  medio  de  un 

Í'uicio,  aunque  sea  en  una  sola  instancia,  en  el  cual  juicio  ocurriráu 
os  Estados,  por  medio  de  sus  representantes,  como  los  únicos  que 
tendrán  para  ello  personería,  i  se  debatirá  entre  ellos  la  materia  de  la 
controversia,  (^iliibiendo  las  pruebas  conducentes  a  ilustrar  el  juicio 
de  la  Corte.  Una  cuestión  de  límites  entre  los  Estados  no  es,  pues, 
una  simple  cuestión  de  derecho,  como  suponen  la  Constitución  i  la  lei 
que  son  las  que  abraza  el  ejercicio  de  la  facultad  de  susi)ender  las  leyes 
de  los  Estados,  i  por  eso  la  puso  con  anterioridad  bajo  la  protección 
de  las  atribuciones  del  artículo  71  ya  citado. 

En  fuerza  de  esta  convicción,  esta  Suprema  Corte  federal,  por 
unanimidad  de  votos,  resuelve  abstenerse  de  decidir  sobre  la  suspen- 
sión de  ía  lei  del  Cauca  de  la  cual  q^ueda  hecha  referencia. 

Publíquese  en  el  "  Diario  Oñcial "  i  envíese  copia  al  Presidente 
del  Estado  del  Cauca. 

M.  MuRiLLo. — José  MABfA  Vuxamizar  G. — Jil  Colunje.— Juan 
Agustín  Ubicoechea.— J.  M.  Pérez. —  Vicente  Vanégasy  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación. 

BoDBfauEZ.  —  Vanégaa^  Secretario. 


Informes  de  las  comisiones  del  Senado. 

Honorables  Senadores, 

La  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estar 
dos  ha  examinado  el  espediente  número  74  de  la  Corte  Suprema  fede- 
ral, pasado  con  nota  de  su  Secretario,  número  39,  fecha  2  del  presente 
mes,  a  virtud  de  la  solicitud  del  señor  Marcelino  Palacio,  vecino  de 
Manizáles,  pidiendo  la  suspensión  del  inciso  11  del  artículo  2.^  de  la 
lei  131  del  Estado  soberano  del  Cauca,  de  23  de  octubre  de  ^  1863, 
**  sobre  división  territorial,"  en  la  parte  que  hace  relación  a  los  límites 
del  municipio  de  Quindío  con  el  Estado  soberano  de  Antioquia. 
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Basta  la  lectura  de  lu  leí  nacional  de  11  de  mayo  de  1855,  fijando 
los  límites  de  las  antiguas  proyincias  del  Cauca  i  Antioquia,  para  con- 
vencerse de. que  la  solicitud  carece  de  fundamento  ;  i^ues  las  Jeyes  de 
11  de  junio  de  1856  i  15  de  junio  de  1857,  nacionales  también,  que 
crearon  los  Estados  de  Antioquia  i  el  Cauca,  respectiyamente,  se  rene- 
ren  a  los  límites  de  las  antiguas  provincias,  es  decir,  en  el  caso  en 
cuestión,  a  la  lei  de  11  de  mayo  de  1855  antes  citada. 

La  lectura  del  inciso  11,  artículo  2.^  de  la  lei  cancana  de  23  de 
octubre  de  1863,  cuy^r  nulidad  se  pretende,  igualmente  basta  para 
que  vuestro  juicio  se  incline  en  favor  de  la  validez  de  la  lei,  porque  en 
nada  altera  el  sentido  de  la  nacional.  Esta  señaló  por  límites  entre  las 
antiguas  provincias  de  Antioquia  i  el  Cauca  el  no  que  corre  al  norte 
de  la  aldea  de  María  desde  sus  vertientes  en  el  páramo  de  Buiz  hasta 
su  confluencia  con  el*  rio  Cauca;  i  la  lei  del  Estado  del  Cauca,  al  fijar 
los  límites  del  municipio  de  Quindío,  por  el  norte,  respetando  la  na- 
cional, fué  mas  precisa  en  los  términos,  sin  alterar  en  nada  lo  sustancial. 

I  asi  lo  ha  reconocido  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación 
en  su  vista  de  16  de  junio  de  1869. 

Pero  es  el  caso  que  la  Corte  Suprema  resolvió,  por  unanimidad  de 
votos,  abstenerse  de  decidir,  por  cuanto  puede  llegar  el  caso  de  hacer 
uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  inciso  6.^  del  artículo  71  de  la 
Constiiucion  federal,  para  decidir  las  cuestiones  que  se  susciten  entre 
los  Estaos,  o  entre  uno  o  algunos  Estados  i  el  Gobierno  jeneral  de 
la  Union,  sobre  competencia  de  facultades,  propiedades,  límites  i  demás 
objetoa  contenciosos. 

Prescinde  vuestra  comisión  del  procedimiento  de  la  Corte  Supre- 
ma federal,  absteniéndose  de  "suspender  o  no  suspender"  el  acto  de 
que  se  trata ;  pero  es  claro  que  al  Senado  de  Plenipotenciarios  corres- 
ponde decidir  d^nitivamente  sobre  su  validez  o  nulidad  conforme  al 
numero  5.^  de  sus  atribuciones  constitucionales ;  i  en  tal  virtud  os 
presenta,  de  acuerdo  con  el  reglamento,  el  siguiente 

PBOTECTO  DE    RESOLUCIÓN: 

*'E1  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  inciso  11.°  del 
artículo  2.0  de  la  lei  131  del  Estado  soberano  del  Cauca,  sobre  división 
temtorial,  de  23  de  octubre  de  1863,  en  la  parte  que  hace  relación  a 
los  límites,  por  el  norte,  del  municipio  del  Quindío  con  el  Estado  so- 
berano de  Antioquia,  por  no  estimarlo  contrario  a  la  Constitución  i 
leyes  nacionales. ' 

Dada  &c. 

Resolución  propuesta  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  Bogotá, 
a  28  de  "febrero  de  1870,  por  los  infrascritos  miembros  de  la  comisión 
de  ii^peecion  de  los  actos  lejislativos«de  los  Estados. 

Manuel  de  J  Quetano.— Eamon  E.  Palau.— Antonio  Ferro. — 
JuBTo  Arosemena. — Marco  a.  Estrada. 

C3iucladaiios  Senadores. 

En  desacuerdo  los  infrascritos  miembros  de  la  comisión  de  ins- 
pección de  los  actos  legislativos  de  los  Estados  con  sus  honorables  com- 
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S añeros,  señores  Quijano,  Palaa  i  Ferro,  acerca  del  reclamo  que  ainjio 
[arcelino  Palacio  a  la  Oorte  Suprema  federal,  pidiendo  la  Baspension 
de  la  parte  del  inciso  11,  artícolo  2/  de  la  lei  131  del  Estado  soberano 
del  Canoa,  de  t¿3  de  octubre  de  1863,  sobre  división  territorial,  qne 
dicho  Tribunal  ha  pasado  al  Senado  para  ^ue  resuelva  definitivamente 
sobre  la  nulidad  o  validez  de  la  disposición  reclamada,  os  presentan 
por  separado  el  siguiente  informe,  en  cumplimiento  del  articulo  96  del* 
ir^glamento. 

Fundado  el  reclamo  de  Palacio  en  que  por  el  inciso  11  citado  se 
alteran  los  límites  que  fijó  la  lei  nacional  de  11  de  mayo  de  1855  entre 
las  antiguas  provincias  del  Cauca  i  Antio^uia,  incluyéndose  dentro  de 
los  de  aquélla  una  posesión  de  terrítono  que  no  le  corresponde,  la 
Corte  Suprema  resolvió,  por  unanimidad  de  votos,  abstenerse  de  deci- 
dir sobre  la  suspensión,  porque,  dice,  entraña  una  cuestión  de  límites 
<jue  requiere  la  tramitación  de  un  juicio,  al  cual  ocurrirán  los  Estados 
interesados,  únicos  que  tendrán  para  ello  personería ;  que  ésta  no  es 
una  simple  cuestión  de  derecho,  como  suponen  la  Constitución  i  la 
lei,  que  son  las  que  abrazan  el  ejercicio  de  la  facultad  de  suspender 
las  leyes  de  los  Estados,  i  por  eso  se  halla  colocada,  con  anterioridad, 
bajo  la  {)roteccion  de  las  atribuciones  del  articuló  71  de  la  misma 
Constitución. 

Lo  que  se  ha  solicitado  es  pura  i  simplemente  la  suspensión  de 
ima  lei  del  Cauca,  por  considerarla  contraria  a  otra  nacional ;  mas,  coo 
mo  la  decisión  sobre  la  suspensión  comprendería  la  de  que  la  lei  del 
Cauca  altera  o  varía  los  límites  reconocidos  por  la  lei  nacional,  i  al 
declararse  esto  se  prejuzgaría  la  cuestión  que  luego  pudiera  suscitarse 
sobre  la  misma  cosa  entre  los  dos  Estados  interesados,  cree  vuestra 
comisión  que  bajo  este  punto  de  vista  ha  tenido  razón  la  Corte  para 
abstenerse  de  resolver,  i  con  mayor'razon,  cuanto  que  ni  la  Constitución 
ni  la  lei  dan  derecho  a  un  particular  para  obtener  decisiones  adminis^ 
trativas  ni  judiciales  sobre  límites  de  dos  Estados. 

Pero  la  lei  del  Cauca,  sea  que  disponga  o  no  una  cosa  contraría  a 
lo  que  establece  la  lei  nacional,  puede  no  hallarse  dentro  de  la  esfera 
de  acción  constitucional  de  la  AsambleaLejislativa  del  Estado,  i  en  este 
caso  en  incuestionable  la  competencia  del  Senado  para  resolver  sobre 
lanulidad  o  validez  del  acto,  sm  que  se  corra  el  riesgo  de  que  su  resolu» 
cion  sobre  este  punto  de  derecho  pueda  prejuzgar  la  cuestión  de  Hmi- 
tes  que  los  respectivos  Estados  quieran  luego  promover,  i  en  esta 
supuesto  debe  el  Senado  dar  su  resolución. 

Considerado  el  reclamo  bajo  la  faz  que  acaba  de  indicarse,  no 
dudan  los  infrascritos  establecer  que,  en  su  concepto,  la  disposición 
del  inciso  11,  artículo  2.'  de  la  lei  del  Cauca,  que  es  motivo  de  la  soli- 
citud, sale  evidentemente  de  su  esfera  de  acción .  constitucional,  i  hoai" 
dan  su  concepto  en  las  siguiente^  consideraciones : 

1.^  Que  los  límites  de  los  Estados  de  la  Union  han  sido  fijados  en 
el  artículo  1.*  de  la  Constitución  de  la  Bepública,  i,  de  consi^ente,  no 
pueden  determinarse,  aunque  se  establezcan  los  mismos,  ni  alterarse 
o  variarse  sino  por  un  acto  reformatorio  de  la  misma  Constitución^ 
acordado  en  los  términos  que  ella  previene  en  su  artículo  92;  o  por  la 
lei  fedisral  o  las  de  los  Estados,  conforme  a  la  del^acion  6i^>ecial  i 
espresa  que  por  la  Constituoion  hayan  recibido. 
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2.»  Que,  segon  el  parágrafo  del  artículo  5.^  de  la  Constitución,  los 
limites  de  los  Estados  reconocidos  en  el  artículo  1."  de  ella,  solo  pue- 
den' alterarse  i  variarse  por  acuerdo  i  consentimieuto  de  los  Estados 
interesados  i  con  aprobación  del  Gobiemoieneral;  lo  que  quiere  decir 
que  no  pertenece  ae  derecho  propio  a  los  Estados  la  facultad  de  lejis- 
lar  sobre  límites  que  los  separan  de  otros,  supuesto  que  los  actos  de 
sus  Asambleas  sobre  tal  negocio  son  ineficaces  por  sí  solos,  i  que 
teniendo  el  Gobierno  jeneral  la  facultad  de  aprobarlos  o  n6,  es  él  quien 
en  realidad  tiene  el  poder  de  lejislar  en  la  materia,  debiendo  mirarse  la 
participación  que  en  el  arreglo  de  límites  se  da  a  los  Estados  como  un 
medio  únicamente  de  consultar  la  división  mas  armónica  con  los  inte- 
reses locales  de  ellos. 

3.*  Que  el  mismo  artículo  S.»  citado,  atribuyendo  a  la  lei  federal 
la  potestad  de  decretar  la  creación  de  nuevos  Estados,  desmembrando 
la  población  i  el  territorio  de  los  existentes,  concurre  a  demostrar  (jue 
el  poder  o  facultad  de  lojislar  sobre  límites  de  los  Estados  es  esclusivo 
del  Qobiemo  jeneral.  Tal  atribución,  ejercida  por  las  Asambleas  de 
los  Estados  sin  delegación  espresa  de  la  Constitución,  seria  ineficaz, 
porque  sus  actos  no  tendrían  la  fuerza  constitucional  bastante  para 
0er  obedecidos  en  todo  el  territorio  de  la  ünion. 

4.*  Que  como  negocio  de  la  competencia  del  Gobierno  jeneral,  la 
fijación  de  límites  entre  los  Estados  se  atribuyó  también  a  la  Corte  Su- 
prema de  la  Nación,  en  el  artículo  71,  inciso  6/^  de  la  Carta  fundamen- 
tal, la  decisión  de  las  cuestiones  que  se  susciten  entre  los  Estados 
sobre  límites,  pues  no  conoce  la  Corte,  ni  puede  conocer,  de  otros  ne- 
gocios que  los  que  son  de  competencia  del  Gobierno  jeneral. 

Apoyada  la  comisión  en  las  precedentes  consideraciones,  os  pre- 
senta el  s^uiente 

PBOIECTO  DE  BESOLtJdON : 

'^1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  6.\ 
artículo  61  de  la  Constitución,  declara  nulo  el  inciso  11  del  artículo  2.^ 
de  la  iei  131  del  Estado  soberano  del  Cauca,  de  23  de  octubre  de  1863, 
sobre  división  territorial,  en  la  parte  que  hace  relación  a  los  límites, 
por  el  norte,  del  municipio  del  Quindio,  con  el  Estado  soberano  de  An- 
tioquia,  por  no  hallarse  dentro  de  su  esfera  de  acción  constitucional." 

Bogotá,  febrero  28  de  1870. 

Ciudadanos  Senadores. 

Mabco  a.  Estrada. — Jusro  Aboseiíen^ 


Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenciarios — Bogotá,  marzo  21  de  1870. 

En  esta  fecha  se  aprobó  en  segundo  debate  el  anterior  proyecto 
ele  resolución. 

El  Secretario,  Eustacio  de  la  Torre  N. 

Mensajgb  del  pBEsiDEirrE  DEL  Caxjca  al  Senado. 
Honorables  Senadores  Plenipotenciarios. 

Con  sorpresa  se  ha  impuesto  mi  Gbbiemo  de  que,  a  petición  de  un 
simple  ciudadano,  habéis  resuelto  anular  el  inciso  11 ,  artículo  2.<>  de  la 
lei  Í31y  en  la  parto  que  determina  los  límites  del  municipio  del  Quindio 
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con  el  Estado  soberano  de  Antioqma.  I  como  tal  resolución  vnlnera  IO0 
derechos  reconocidos  del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  es  ademas  abier- 
tamente contraría  ala  Constitución  federal,  faltaría  a  mis  deberes  como 
Presidente  del  Estado,  primer  guardián  de  su  soberanía  i  de  sus  leyes, 
si  no  me  apresurara  a  suplicaros,  como  en  efecto  lo  bago  respetuosa- 
mente, que  reconsideréis  i  revoquéis  la  resolución  de  que  me  ocupo. 

Comienzo,*  señores,  por  negar  al  Senado  de  Plenipotencianos  la 
competencia  i  facultad  constitucional  para  resolver  acerca  de  una  cues- 
tión de  límites  entre  dos  o  mas  Estados  :  esa  potestad  la  dio  la  Consti* 
tucion  a  la  Suprema  Corte  federal  en  el  núínero  6.  ,  artículo  71 ;  i  no 
podéis  vosotros  ejercerla,  aunque  sea  a  protesto  de  pronunciar  sobre  la 
validez  o  nulidad  de  la  lei  do  algún  Estado,  sin  violar  claramente  el 
tex'O  constitucional,  usurpando  facultades  que  los  Estados  delegaron 
esclusivamente  a  la  Suprema  Corte  federal. 

Una  cuestión  de  límites  no  es  cuestión  especulativa,  sino  de  he- 
chos que  necesitan  ser  verificados  con  audiencia  de  los  interesados : 
por  esta  razón  el  inciso  antes  citado  la  llamó  objeto  contencioso  i  atribu- 
yó su  conocimiento  al  Poder  Judicial,  creado  especialmente  para  fallar 
1  decidir  en  los  asuntos  materia  de  contienda  o  oisputa  entre  los  Esta- 
dos o  entre  el  Gobierno  de  la  Union  i  algunos  o  alguno  de  ellos.  Esa 
cuestión  promovida  por  un  particular,  i  no  por  el  Gobierno  del  Estado 
soberano  de  Antioquia,  tínico  que  tiene  personería  para  disputar  al 
Cauca  sus  límites  comunes,  la  habéis  decidido  sin  audiencia  del  Estado 
perjudicado  i  sin  reclamación  del  que  con  ella  habéis  favorecido,  po- 
niendo al  servicio  de  los  intereses  de  un  particular  los  intereses  políticos 
de  dos  Estados  soberanos.  Esta  cuestión  la  habéis  decidido  sin  respetar 
siquiera  la  posesión  no  contradicha  en  que  de  tiempo  atrás  está  el  Es- 
tado soberano  del  Cauca  en  la  parte  del  terrítorío  que  lo  limita  con  el 
de  Antioquia,  causando  así  un  despojo  de  terrítorío  i  de  soberanía  !• 
jurisdicción.  I  para  justificar  los  derechos  del  Cauca,  permitidme  os 
recuerde  los  fundamentos  en  que  se  apoyan. 

La  lei  de  11  de  mayo  de  1855  dijo  c  "  El  límite  entre  las  provincias 
del  Cauca  i  Antioquia  es  el  rio  que  corre  al  norte  de  la  aldea  de  María 
desde  sus  vertientes  en  el  páramo  de  Buiz  hasta  su  confluencia  enrel 
Cauca." 

La  lei  de  15  de  junio  de  1857  creó  el  Estado  del  Cauca,  compuesto 
de  las  provincias  de  Buenaventura,  Cauca,  &c. 

En  4  de  junio  de  1857,  el  Gobernador  del  Estado  de  Antioquia, 
mal  informado  sin  duda,  solicitó  del  Presidente  de  la  Bepúblicá,  que 
de  las  vertientes  de  Chinchiná  se  señalara  por  límite  la  de  menor  agua, 
por  cuanto  la  de  mayor  agua  no  salia  del  páramo  de  Buiz,  sino  del 

Eáramo  del  Aguacatal  El  Presidente  pidió  informe  al  Gobernador  de 
i  provincia  del  Cauca,  i,  por  orden  de  este  funcionario,  el  Bejidor  de 
la  aldea  de  María  practicó  im  reconocimiento  prolijo  de  los  lugares» 
asociado  de  personas  competentes  ;  levantó  un  plano  de  los  terrenos, 
dejando  comprobado  superabundantemente  que  el  páramo  del  Agua- 
catal está  en  la  vertiente  oríental  de  la  cordillera,  i  que  de  él  no  vienen 
ni  pueden  venir  aguas  al  río  de  Chinchiná,  límite  reconocido  por  la 
leí  entre  el  Estado  de  Antioquia  i  la  entonces  provincia  del  Cauca,  i 
luego  parte  integrante  del  Estado. 

Ese  ceconocimiento  oficial,  auténtico  i  ampliamente  comprobado, 
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como  el  informe  del  easo  dado  por  el  ilustrado  Bejidor  'de  la  aldea 
de  María,  señor  Bamon  María  Arana,  fué  trasmitido  xnmedktamente 
al  Gobierno  de  la  Bepública,  presidido  por  el  doctor  Mariano  Oficinal 
el  mal  dejó  sin  resolver  la  consulta  del  Uobemador  del  Estado  de  An- 
tíoquia,  que  debió  conocer  ese  informe,  por  lo  menos  en  1858;  a  yirtud 
de  ia  publicación  que  de  todo  lo  relacionado  con  ese  asunto  hizo  él 
aeSor  Aamon  Mana  Arana,  sin  que  hasta  ahora  haya  sido  contradicho 
el  mencionado  ixiforme,  ni  haya  hecho  reclamación  alguna  d  Bstadó 
soberano  de  Antioquia. 

Conocidos  bien  los  hechos,  i  estando  comprobado  que  la  vertknte  . 
de  mas  agua,  que  se  creia  venir  del  Aguacatal,  no  sale  ni  puede  salir 
de  ese  puramo  sino  del  Buiz,  procedió  el  Estado  soberano  del  Oauca  a 
dietfeff  la  1^  81,  de  11  de  oetuore  de  1869,  sobre  división  territorial, 
siendo  el  número  11,  artículo  2.<^,  sustancialmente  el  mismo  inciso  11, 
artículo  2.^  de  la  lei  131,  de  22  de  octubre  de  1863,  que  vosotros  habéis 
indebidamente  anulado.  Estas  dos  leyes  no  han  sido  reclamadas  por 
el  Gbbiemo  del  Estado  soberano  de  Antioquia^  el  cual  sabe  bien  que 
él  del  Cauca  se  habría  prestado  gustoso  a  debatir  amigablemente  toda 
cuestión  de  común  interés  con  ese  espíritu  de  liberalidad'  i  de  concor- 
dia que  debe  animar  a  pueblos  hermanos,  ligados  por  los  poderosos 
vínculos  del  comercio.  El  Estado  soberano  de  Antioquia  sabe  bien 
que  el  Cauca  no  solo  abre,  sino  que  brinda  sus  feraces  tierras  a  la 
exuberante  i  laboriosa  población  antioqueña,  i  que  dentarb  de  poco 
tiempo  no  podrá  conocer  el  viajero  en  dónde  acaba  el  un  Estado  i 
comienza  el  otro ;  tanto  asi  progresa  la  unificación  de  estos  dos 
pueblos. 

He  aquí,  honorables  Senadores  Plenipotenciarios,  los  títulos  del 
Estado  soberano  del  Cauca  para  fijar  sus  Emites  con  el  Estado  sobe- 
rano de  Antioquia:  la  lei,  los  hechos  comprobados  autóntioamente,  la 
posesión  de  muchos  anos>  el  asentimiento  del  Estado  soberano  de  An- 
tioquia, único  qu0  tiene  capacidad  legal  i  personería  bastante  para 
diputar  al  Estado  del  Cauca  la  posesión  del  terrítorio,  soberanía  i 
jurisdicción  en  que  se  encuentra. 

El  Senado  de  Plenipotenciaríos  puede  anular  los  actos  lejislatívoa 
de  los  Estados  que  salgan  evideTUemente  (notad  bien  esta  condicioH)  de 
su  esfera  de  acción  constitucional.  Los  Estados  tienen  la  facultad  de 
dividir  su  propio  terrítorio,  como  a  bien  lo  tengan,  para  su  réjimen  inte- 
rior. Si  al  señalar  los  límites  de  esas  divisiones  invaden  algunos  terri- 
torios, i  los  dueños  de  ellos  o  los  que  pretendan  serlo  reclaman  conka 
la  lei,  la  Suprema  Corte  federal  es  el  Juez  establecido  por  los  Estados 
para  decidir  el  punto  controvertido.  La  lei  del  Estado  puede  estar 
evidentemente  mera  de  la  acción  constitucional ;  pero  no  toca  decla- 
rado al  Senado,  sino  a  la  Corte  Suprema  federal.  Esta  será,  si  se  quiere, 
una  esce^ion  de  la  regla  jeneral  establecida  por  el  articulo  14  de  la 
Constitución ;  pero  por  lo  mismo  que  es  escepcion,  es  lei  especial,  i 
bien  sabéis  que  la  leí  jeneral  no  deroga  la  e8i>ecial,  sino  antes  bien, 
^sta  deroga  a  aquella.  Por  tiltimo.  Si  la  Constitución  no  señala  los  lí- 
mites de  K>s  Estados,  ¿  cómo  puede  decirse  que  la  lei  cancana  está  evi- 
dentemente foera  de  la  acción  dd  Estado  ?;  o,  en  otros  términos,  aunque 
no  equivalentes,  ¿cómo  puede  decirse  que  es  contraria  evidentemente 
a  la  Constitución  federal  ?  «5 
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Creo,  honorables  Senadores  Plenipotenciarios,  haber  establecido 
de  una  manera  indudable  estos  dos  puntosi:  1.^  Que  no  tenéis  facul* 
tad  para  anular  una  lei  que  se  refiera  a  límites  con  otro  u  otros  Esta- 
dos,  i  menos  por  esclusiYa  reclamación  de  un  particular,  que  carece  de 
personería  para  representar  el  Estado  que  se  supone  ofendido ;  2.* 
Qae  el  Estado  soberano  del  Cauca  está  en  posesión  legal  no  disputada, 

E)rmanente  i  continua  ¡)or  largos  años,  déla  línea  que  lo  separa  del 
stado  soberano  de  Antioquia,  conforme  al  número  11,  artículo  2.*  de 

k  lei  131. 

Al  terminar  esta  redamación,  debo  ser  franco.  El  Estado  soberano 
del  Cauca  no  reconoce  otra  autoridad  en  materia  de  límites  con  los 
Estados  fronterizos,  que  la  Suprema  Corte  federal.  Toda  resolución 
que  emane  de  otra  autoridad,  se  tendrá  como  nula,  sin  efecto  ni  valor 
alguno. 

Akbbes  Cebón— -El  Secretario  de  Gobierno,  Manvd  D.  Camad\x>^ 
El  Secretario  de  Hacienda,  Feáerkú  Bestrepo. 

Popayan,  6  de  abril  de  1870. 


Oiudadéinos  Senadores» 

Pasado  a  la  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los 
Estados  el  mensaje  que  os  ha  dinjido  el  señor  Presidente  del  Estado 
soberano  del  Cauca,  con  fecha  6  del  presente  mes,  solicitando  recen-» 
sidereis  i  revoquéis  la  resolución  adoptada  por  el  Senado,  a  virtud  de  la 
cual  se  anuló  el  inciso  11,  artículo  2.''  de  la  lei  131  de  dicho  Estado, 
que  determina  los  limites  del  municmio  del  (^uindío  con  el  Estado 
soberano  de  Antioquia,  los  que  suscribimos,  miembros  de  ella,  hemos 
disentido  de  la  opmion  de  ía  mayoría,  i  en  cumplimiento  del  Begla* 
mentó  os  presentamos  por  separado  el  siguiente  informe  : 

Del  mensaje  del  Poder  Ejecutivo  del  Cauca,  ya  espresado,  que,  de 
paso  sea  dicno,  no  corresponde  en  su  lenguaje  al  decoro  de  la  Corpo- 
ración a  que  se  dirijo  ni  al  de  la  oficina  de  que  procede,  se  comprende 
que  d  señor  Presidente  del  Estado  fué  sorprendido  con  informes  ine- 
xactos en  cuanto  a  los  fundamentos  qué  motivaron  dicha  resolución, 
haciéndosele  creer  que  el  Senado  habia  decidido  alguna  cuestión  de  lími- 
tes entre  los  Estados  del  Cauca  i  Antioquia,  puesto  que  por  la  resolu- 
ción a  que  se  alude  no  se  declara  que  los  límites  señalados  por  la  leí 
131  al  municipio  del  Quindio  sean  o  ño  legales,  ni  del  informe  de  la  co- 
misión respectiva  aparece  que  se  fundara  el  acto  en  otra  consideración 
3ue  en  la  de  no  ser  el  negocio  de  fijación  de  límites  ent^e  los  Estados 
e  competencia  de  éstos,  como  todo  puede  verse  en  los  informes  i  re- 
fiolucion  publicados  en  el  *'  Diario  '^  número  1856,  correspondiente  (J 
26  de  marzo. 

Esta  falta  dé  exactitud  del  motivo  que  diera  oríjen  al  mensaje  que 
Inconsideradamente  os  ha  dirijido  el  señor  Presidente  del  Cauca ;  el 
carácter  de  definitivas,  i,  de  consiguiente,  de  irrevocables  que  tienen  las 
resoluciones  de  la  naturaleza  de  la  de  que  se  trata,  en  concepto  de  los 
que  suscribimoSi  atendido  el  texto  del  inciso  6.*,  articulo  51  de  la  Cons* 
titudon,  i  a  que  no  son  legislativas  ni  reglamentarias ;  i  la  oonsidera- 
oion  de  que  m  la  Constitución  ni  la  lei  reconocen  en  los  Gobernadores  o 
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Fresidenies  de  los  Estados,  ni  en  ningún  otro  foncionario  o  coirpora- 
don  públicos,  el  derecho  de  reclamar  la  revocación  o  anulación  de /tales 
resoluciones,  nos -hace  proponeros  que  rechacéis  el  proyecto  que  os 
presenta  la  mayoría,  i  que  luego  consideréis  el  siguiente : 

'^  El  Senado  no  encuentra  motivo  para  ocuparse  en  la  reconside- 
ración que  solicita  el  señor  Presidente  del  Estado  soberano  del  Cauca, 
dé  la  resolución  declarando  nulo  el  inciso  11,  articulo  2."  de  la  lei  131 
de  dicho  Estado,  que  determina  los  límites  del  municipio  del  Quindio 
con  el  Estado  soberano  de  Antioquia. 

''  Publíquese  el  mensaje  de  que  se  trata,  los  informes  de  la  conúsion 
i  esta  resolución." 

Bogotá,  abril  29  de  1870.  ^ 

Ciudadanos  Senadores. 

JüffTO  Abosemena — Maboo  a.  Estbada. 


Secretaría  del  Senado  de  Plenipotencíaños — Bogotá,  81  de  mayo  de  1870. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  fué  aprobado  por  el  Senado  en 
esta  fecha. — Iksfacu)  de  la  Torre  N. 


Secretaría  del  Senado^Bogotá,  81  de  mayo  de  1870. 

Se  abrió  el  primer  debate.  Se  aprobó  la  primera  parte ;  la  segunda 
se  aprobó  igualmente. 
Cúmplase. 
El  Secretario^  Etistado  de  la  Torre  N. 

« 

Junio  16. — ^Aprobado  en  segundo  debate. 

Junio  22. — Comunicada  la  anterior  resolución  al  señor  Preddento 
del  Estado  del  Cauca,  en  mensaje  número  155, 

Oiudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

Los  Senadores  que«usoriben^  miembros  de  la  comisión  de  inspección 
de  actos  lejislativós  de  los  Estados^  a  cuyo  examen  ha  pasado  elmensaie 
del  Presidente  del  Estado  soberano  del  Cauca,  dirijido  a  suplicar  de  la 
honorable  Cámara  del  Senado  que  reconsidere  i  revoque  la  resolución 
eme  dictó  anulando  el  inciso  11  del  artículo  2.^  de  la  lei  131  de  aquel 
Estado,  sobre  división  territorial,  teniendo  en  cuenta  las  razones  alega- 
das por  aquel  alto  foncionario  en  el  documento  materia  de  esto  informe, 
i  las  mismas  opiniones  favorables  a  la  validez  de  dicha  lei,  que  espu- 
láeron  ea  aqueUa  ocasión,  tienen  el  honor  de  proponeros : 

*^  Beoonaidérese  la  decisión  prontmciada  por  la  honorable  Oámartt 
del  Senado,  anulando  el  inciso  11  del  articulo  2.«  de  la  lei  181  del  EíEh 
todo  soberano  del  Cauca,  sobre  división  territorial,  a  virtud  de  la  aoUr 
citad  elevad  por  el  ciudadano  Marcelino  Palacio.^' 

Bogotá,  abril  26  de  1870. 

Maoteii  pb  J.  QxnorANo.— Bahon  E.  Paulu.— AirroNio  F«B¡^ 

Secretaria  del  Senado — Bogotái  mayo  81  de  1870. 

Se  negó  en  primer  debate. 

JES  Seoretano,  Bustado  de  la  Torre  N. 
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LXXI. 

TAI^Ik^CZ  4él  incito  5.%  airtfculo  19  úe  la  leí  de  O  de  setiembre 
de  1967,  del  Bkado  «oberano  de  Candtaaniarfsa*  ^  «obre  contei^ 

YacloBL  1  metom  de  las  Tlat  centrales. '' 

SoLiorrox)  del  Scobstabio  de  Hacienda  al  Senado. 

Ettados  UnjcloB  de  Co1ombia.~Poder  BJecntlro  nacional.^SecrvUrfa  de  Estado  del  Des* 
pecbo  de  Hacienda  i  Fomento.^  Secdon  8.*--Bamo  de  Salinas.— Número  96.— Bogotá, 
febrero  17  de  1870. 

Seílor  Secretario  del  Senado  de  Plenipotenciarios- 
Para  que,  poniéndolo  en  conocimiento  del  señor  Presidente  del 
Sexwdp,  pueda  ser  sometido  a  la  deliberación  de  esa  honorable  Cáma- 
ra, paso  a  dar  cuenta,  por  medio  de  esta  nota,  de  un  asunto  importante. 
Llegó  al  conocimiento  del  Poder  Eiecatiyo  el  hecho  de  cobrarse 
un  impuesto  de  diez  centavos  por  carga  de  sal  en  el  Estado  de  Oundi- 
namaroa,  i  por  derecho  de  peaje,  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  lei  del 
Estado,  de  9  de  setiembre  de  1867,  *'  sobre  conservación  i  mejcxra  de 
las  vias  centrales,"  i  estimando  ser  evidentemente  inconstitucional  la 
exacción  de  este  impuesto,  se  instruyó  al  señor  Procurador  jeneral  de 
la  Nación  para  que  solicitase  de  la  Corte  Suprema  federal  ut  suspen- 
sión de  la  espresada  lei  de  Cundinamarca,  en  la  parte  del  inciso  6.*, 
artículo  19,  que  establece  el  impuesto  referido. 

El  señor  Procurador  jeneral,  en  nota  de  10  de  los  corrientes,  que 
en  copia  auténtica  acompaño,  contesta  denegándose  a  solicitar  la  sus- 
pensión indicada  por  el  Foder  Ejecutivo,  i  espresando  las  razones  en 
que  apoya  su  denegación. 

La  razón  principal  en  que  el  señor  Procurador  jeneral  se  apoya,  i 
que  ya  habia  aducido  el  Gobierno  de  Cundinamarca  en  satisuiecioa 
del  reclamo  que  el  Poder  Ejecutivo  nacnonal  le  diríjió  sobre  este 
asunto,  es  la  de  que  ''  el  derecho  de  peajes  no  es  impuesto  ni  contribu- 
ción, sino  que  mas  bien  debe  considerarse  como  la  retribución  de  un 
«ervidio  que  recibe  inmediatamente  el  que  lo  paga^  al  transiiar  por  el 
•camino  que  produce  la  renta." 

Al  Poder  Ejecutivo  ha  parecido  completamente  inexaeio  A  rado- 
oinio  empleado  para  lejitimar  el  establecimiento  de  esta  oontribuci<Mi : 
1.*  Porque  toda  contribución  no  es  otra  cosa  que  la  retribución 
<Ib1  servioio  público  a  cuya  inversión  se  destinan  sus  productos.  Las 
rentaB'de  aduanas,  salinas  Aa  están  destinadas  a  retribuir  el  servimo 
^oe  pvestan  a  la  liaeian  en  jeneral,  i  a  los  partieolareB  indmdualmeiitd» 
todos  los  empleados  en  el  ejereieio  de  los  poderes  nadondes.  Dedr, 
ipnes,  4ue  una  ezaocion  hecha  por  la  autoridad  pébUea  es  laieteibuoion 
-dé  «n>sertioio,  no  es  decir  que  no  sea  una  eontribueioiiy  sino  mas  bien 
as  afirmar  que  lo  es^  siempre  que  ese  servicio  es  de  carácter  pébfioo  i 
se prestapor  la  entidad  Oobiemo ; 

2.<^  m  el  servicio  que  prestan  los  caminos  fuera  de  la  misma  natu- 
raleza  qae  todos  los  demás  por  cuya  prestación  se  eaáje  alguna  suma, 
él  estaña  sujeto  a  soportar  la  concurrencia  de  servicios  dcd  mismo  jé* 
ñero  <}ue  dísminuirian  su  precio  con  la  competencia ;  el  precio  de  ese 
servido '  seria  convencional  i  no  de  ob%aiom  exaccion;i  elnsode 
otros  caminos  seria  completamente  Ubre.  Pero  el  dexedio  de  peajes  se 
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fija  por  la  autoridad  que  lo  establece,  oompromete  al  transeúnte  aluso 
do  camino  determinado  o  se  cobra  en  todos  los  caminos  i  se  obliga  a 
recibir  el  servicio  por  el  precio  fijado  o  a  renunciar  al  derecho  de 
locomoción.  Si  no  es  este  un  impuesto,  no  le  queda  que  ser  ;  i 

3.<*  La  estension  qae  puede  darse  a  la  disposición  constitucional, 
no  es  una  razón  para  violarla  en  los  casos  evidentemente  comprendi- 
dos en  su  mandato. 

Oree  el  Poder  Ejecutivo  que  la  disposición  legal  cuya  anulación 
tiene  el  deber  de  solicitar,  es  contraria  a  los  incisos  4.<*,  5.^  i  7.°  del  ar- 
tíoido  8.^  de  la  Constitución,  por  los  cuales  se  comprometen  los  Estados : 

**  Inciso  4.^  A  no  gravar- con  impuestos,  antes  de  haberse  ofrecido 
al  consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales, 
aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  importación ; 
ni  loB  productos  festinados  a  la  esportacion,  cuja  libertad  mantendrá 
el  €k)biemo  jeneral. 

^^  Inciso  5.^  A  no  imponer  contribuciones  sobre  productos  que 
transiten  por  el  Estado  sin  destinarse  a  su  propio  consumo. 

*^  Inciso  7.^  A  no  gravar  con  impuestos  los  productos  ni  las  pro- 
piedades de  la  Union  Colombiana." 

La  sal  es  un  producto  materia  de  impuestos  nacionales,  que  tran- 
sita por  el  Estado  de  Cundinamarca  para  ser  ofrecido  al  consumo  en 
ofaroB  Estados  de  la  Nación  a  donde  se  estiende  el  radio  de  su  natural 
consumo,  i  por  consigoiente  está  comprendida  en  el  inciso  4.^  citado. 

Por  la  nadsma  razón  está  comprendida  en  el  inciso  5.""  toda  la  sal 
que  para  consumirse  en- otaros  puntos  del  territorio  de  la  ünion  tiene 
que  salir  de  las  salinas  de  Cundinamarca  i  transitar  por  el  Estado  de 
este  nombre. 

La  sal  es  un  producto  de  propiedad  de  la  Nación  que  se  ha  reser- 
vado el  monopolio  de  su  producción  i  venta,  i  está  clara  i  terminante- 
mente comprendida  en  la  di^ósicion  del  inciso  7.<>,  que  la  escluje  de 
la  cualidad  de  ser  materia  imponible  para  los  Estados. 

Por  estas  consideraciones,  el  Poder  Ejecutivo  denuncia  como  con- 
traria a  la  Constitución  nacional  la  disposición  citada  de  la  lei  de  Cun- 
dinamarca que  establece  un  impuesto  sobre  la  sal  de  los  particulares, 
que  no  es  otra  que  la'  conocida  como  producto  de  la  Nadon  monopoli- 
zado por  día,  i  solicita  su  anulación  en  ejercicio  de  la  atribución  S."* 
del  artículo  51  de  la  Constitución. 

Soi  de  usted  atento  servidor.  J.  Saloab. 


LfnroBMES  db  las  ooMxsioiias  dbl  Bekado. 

dndadanos  Senadores* 

Yuestra  comisión  encargada  del  examen  de  los  actos  lejislativos 
de  los  Estados  pasa  a  informaros  sobre  la  lei  del  Estado  de  Cundina- 
nmrca,  de  9  de  setiembre  de  1867, ''  sobre  conservación  i  mejora  de  las 
viaa  centriJes,"  en  la  Darte  que  hace  relación  al  derecho  de  peaje  con 
aae  grava  la  sed  de  los  mrticulares  i  cuya  nulidad  solicita  el  señor 
Secretario  de  Hacienda  i  Fomento  en  nota  de  17  de  febrero  último,  nú- 
mfiío  96  de  la  sección  3.%  ramo  de  salinas,  dirijida  ál  señor  Secretario 
áA  Sanado. 
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'Fundase  la  solicitud  en  que  aqnella  parte  de  la  leí  de  Gnnduia* 
marca  es  contraria  a  los  incisos  4.<»,  S.*»  i  7.^  del  artículo  8.°  de  la  Cons^ 
tituoion  nacional.   Dicha  lei,  en  su  artícolo  19,  dice  lo  siguiente : 

"  Art.  19.  Los  peajes  que  las  Juntas  administradorasüarán  cobrar, 
serán" 

"  Inciso  5.^  Diez  centavos  por  cada  res  gorda  o  destinada  a  la 
ceba,  por  cada  muía,  caballo  o  yegua ;  i  por  cada  carga  de  arroz,  azú- 
car, panela,  miel,  trigo  o  harina  de  trigo,  cal,  cueros  secos,  garbanzos, 
habas,  arvejas,  lentejas,  sagú  o  almidón,  bocadillos  o  conserya,  ajos, 
carne,  sebo,  manteca  o  mantequilla,  i  salde  ha  particulares.^* 

Pero  como  los  particulares  compran  sal  al  Gbbiemo  nacional  en 
las  salinas  de  Cipaquirá,  Tausa,  Sesquilé,  Nemocon  i  Gacheta,  no  solo 
para  el  consumo  de  Cundinamarca,  sino  también,  i  en  sn  mayor  parte, 
para  conducirla  a  los  Estados  de  Santander  i  Boyacá,  Tolima  i  el  Cauca; 
es  claro,  acaso  evidente^  en  sentido  literal,  que  el  gravamen  de  que  se 
trata  saldña  de  la  esfera  constitucional  de  los  actos  lejislativos  de  loa 
Estados,  si  se  hubiere  impuesto  en  calidad  de  consumo.  Sin.  embargo, 
en  atención  a  la  ai)licadon  especial,  laudable  del  impuesto,  cnal  es  la 
mejora  i  conservación  de  los  caminos  centrales  del  Estado  de  Cundi- 
namarca, vuestra  comisión  es  de  concepto  que  tal  impuesto  debe  con- 
siderarse como  la  justa  retribución  de  un  servicio  útü  i  necesario  para 
todos  los  pueblos  consumidores  de  la  sal  que  procede  de  las  sáfinas 
espresadas  antes,  porque  sin  recursos  no  Duede  naber  caminos,  pasaies 
;ni  puentes,  i  es  en  esta  clara  e  imprescinoible  necesidad  que  se  funoui 
los  privilejioB  auxiliando  la  construcción  i  conservación  de  obras  seine* 
jantes  i  permitiendo  la  exacción  de  ciertos  derechos.  El  sentido  i  espí- 
ritu de  la  Constitución  no  es,  pues,  el  dejar  en  abandono  las  vias  de 
comunicación  de  que  se  sirven  todos  los  Estados,  reciprocamente,  para 
su  comercio  en  el  mteríor  de  la  Bepública  i  para  el  de  la  importación 
i  esportacion  con  el  estranjero« 

Por  tanto,  vuestra  comisión  se  atreve  a  proponeros  el  signienie 
proyecto  de 

BESOLUQION : 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  inciso  5.*  del 
artículo  19  de  la  lei  de  9  de  setiembre  de  1867,  del  Estado  soberano 
de  Cundinamarca,  "sobre  conservación  i  mejora  de  las  vias  centrales," 
en  cuanto  grava  por  razón  de  peaje  con  diez  centavos  de  peso  cada 
carga  de  sal  de  los  particulares,  por  no  estimarlo  contrario  al  espirita 
de  la  Constitución  nadonaL" 

Dada  &o. 

Propuesta  por  los  infrascritos  Senadores  miembros  de  la  ooimáon 
encai^aaa  del  examen  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  en  Bo» 
gota,  a  17  de  marzo  de  1870. 

Manuel  de  J.  Quuano. — Bamon  E.  Paiau. — Antonio  Febbo. — 
Justo  Abosemena. 


Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenciarios— Marzo  21  de  1870. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  fué  aprobado  en  primer  deb|te 
en  la  sesión  de  esta  fecha. 
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Mayo  81  de  1870— Aprobado  en  segundo  debate  en  la  sesión  de 
6sta  fecha. 

El  Secretario,  Eustacio  de  la  Torre  N. 


CiTidadanos  Senadores. 

Por  haberse  denegado  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Na<5Íon  a 
solicitar  de  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  del  inciso  5.<»,  ar- 
tÍGulo  19  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinaniarca^  de  9  de 
setiembre  de  1867,  ^' sobre  conservación  i  mejora  de  las  vias  centrales/' 
en  cuanto  por  él  se  grava  con  un  peaje  de  diez  centavos  cada  carga  de 
sal  de  particulares,  el  señor  Secretario  de  Hacienda  i  Fomento  de  la 
TJnion  na  ocurrido  a  vosotros  pidiendo  declaréis  nulo  dicho  inciso,  fun* 
dado  en  que  es  contrario  alas  estipulaciones  4«,  5.'  i  7.^  del  artículo  8.*" 
de  la  Constitución ;  i  en  el  estudio  de  este  negocio  por  vuestra  comisión 
de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  el  infrascrito  miembro 
de  ella  ha  tenido  la  pena  de  hallarse  en  desacuerdo  con  la  mayoria  de 
sus  honorables  compañeros,  por  lo  cual  os  presenta  por  separado  el 
informe  que  le  corresponde. 

El  señor  Procurador  rehusó  corresponder  a  la  excitación  que  le 
hizo  el  señor  Secretario  de  Hacienda  para  que' solicitara  la  suspensión 
del  referido  inciso  6.%  porque  opina  que  lo  que  la  Constitución  prohibe 
es  gsavar  con  impuestos  determinados  productos  i  propiedades^  i  que 
siendo  diferente  el  derecho  de  peaje,  que  es,  dice,  la  rembucíon  de  un 
servicio  que  recibe  inmediatamente  el  que  lo  paga,  de  los  impuestos 
propiamente  dichos,  la  prohibición  de  establecer  impuestos  no  puede 
considerarse  como  pronibicion  de  establecer  derecho  de  peaje  ;>  i  que 
tampoco  es  incompatible  este  impuesto  con  el  último  de  los  incisos 
constitucionales  citados,  porque  en  el  caso  presente  la  sal  de  particu- 
lares, aunque  haya  sido,  no  es  ya  propiedad  del  Gobierno. 

No  acepta  el  infrascrito  los  razonamientos  del  señor  Procurador ; 
porque,  en  primer  lugar,  el  peaje,  aunque  sea  la  retribución  de  un  ser- 
jiioio,  no  deja  por  esto  de  ser  un  impuesto  o  una  contribución  real  i 
efectiva  destinada  a  atender  a  gastos  públicos,  como  lo  son  el  derecho 
de  degüello  de  ganado,  el  de  depósito  en  las  aduanas,  el  de  importación 
de  mercancías  estranjeras,  el  de  rejistro  de  instrumentos  públicos  &.^  ; 

aie  todos,  bajo  de  una  u  otra  forma,  representan,  en  último  anáUsis, 
servicio  que  recibe  de  la  Administración  pública  el  particular  que  los 
paga ;  i,  en  segundo  lugar,  porque  la  sal  que  puede  comprender  el  pea- 
je no  puede  ser  otra  que  la  ae  producción  de  las  sahnas  que  la  Na- 
ción tiene  en  Cundinamarca  i  se  Ueva  a  los  Estados  vecinos,  pues  en 
dicho  Estado  no  hai  salinas  de  propiedad  particular,  ni  se  concibe 
que  de  fuera  pueda  traerse  a  ól,  i  porqu3  por  el  hecho  de  haber  pasado 
este  producto  de  manos  del  Gbbiemo  a  las  de  particulares,  no  pierde 
su  condición  de  producción  de  la  TJnion  Colombiana,  así  como  los  za- 

Satos  fabricados  en  el  taller  de  \m  particular  no  dejan  de  ser  producto 
e  ese  taller  por  solo  el  hecho  de  pasar  a  poder  do  otras  personas  que 
I6s  compran  para  consumirlos  o  revenderlos.  Que  el  peaje  es  en  su 
esencia  un  impuesto  como  cualquiera  otro  de  los  de  su  clase,  i  la  sal 
de  Cundinamarca  un  producto  de  la  XTnion  Colombiana,  parece  que  no- 
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ofrece  duda  alguna ;  i  siendo  asi,  el  inciso  S!^,  materia  de  la  reclamación 
del  señor  Secretario  de  Hacienda,  que  impone  nn  peaje  sobre  la  sal,  es 
opuesto  CTidentemente  a  la  obligación  que  en  absoluto  contrajeron  los 
iEístados  por  la  estipulación  7.*  del  articido  8.^  de  la  Constitución,  de 
;'  no  gravar  con  impuestos  los  productos  ni  las  propiedades  de  la  ünion 
Colombiana." 

Pero  el  señor  Procurador  4a>  a  entender,  ademas,  que  solo  ooná- 
dera  inconstitucional  el  impuesto  cuando  el  pro(7ucto  sobre  que  recae 
aun  está  en  manos,  o  es  de  la  propiedad  del  Gobierno ;  i  como  enten« 
diéndose  de  este  modo  la  estipulación  en  referencia  solo  serviria  de 
salvi^guardia  a  las  cosas  de  propiedad  de  la  ünion,  i  entendiéndose  así 
podria  anularse  el  monopolio  que  el  Gobierno  se  ha  reservado  para 
producir  i  vender  ciertos  efectos,  porque  los  impuestos  que  sobre  éstos 
tuvieron  libertad  de  establecer  los  listados,  bajo  cualquiera  forma  i 
denominación,  podrian  llegar  a  ser  tan  excesivos  que  hicieran  imposible 
el  espendio  de  los  productos  monopolizados,  cree  el  infrascrito  que  debe 
llamar  vuestra  atención  a  este  concepto  del  representante  del  nsco  na- 
cional, para  que  al  decidir  el  asunto  tengáis  en  cuenta  que  va  a  quedar 
determmado  el  sentido  de  la  disposición  constitucional  de  que  se  trata. 

A  este  respecto  opina  el  que  suscribe,  que  la  preposición  de  del  in- 
ciso 7.*  del  artículo  8.°  de  la  Constitución,  con  referencia  a  productos, 
no  indica  allí  posesión,  o  que  los  productos  pertenezcan  a  la  ünion, 
porque  si  esto  se  hubiera  querido,  no  se  habría  hecho  uso  de  la  dis- 
yunüva  sií  con  ^ue  se  han  unido  las  dos  proposiciones  n^ativas  ^e 
contiene  el  inciso,  sino   que  se  habria  cucho :  *^  a  no  gravar  con  im« 

Í)uestos  las  cosas  o  los  bienes  de  propiedad  de  la  ünion,  supuesto  que 
^6s  sustantivos  oosaa  i  tienes  comprenden,  como  es  bien  sabido,  muebles 
i  raices  i  los  derechos  o  cosas  incorporables.  La  preposición  dicha  no 

Suede  indicar  otra  cosa,  en  concepto  del  informante,  sino  el  autor  o  pro- 
uctor  del  artículo  o  efecto,  o  la  procedencia,  como  cuando  se  dice : 
las  mantas  de  Santander,  que  o  bien  puede  significar  las  mantas  pro- 
cedentes) de  Santander,  o  las  mantas  fabricadas  en  Santander,  pero  no 
que  la  posesión  o  propiedad  de  tal  producto  sea  de  este  Estado.  La 
prohibición  del  inciso  7.°  comprende,  a  no  dejar  duda,  dos  cosas  dis^ 
tintas ;  los  efectos  que  la  ünion  produce,  fabrica  o  elabora,  sean  o  dejen 
de  ser  de  su  propiedad,  i  las  propiedades  mismas  :^  la  sal,  por  ejemplo, 
i  los  terrenos,  casas,  hornos  ¿.^  donde  se  produce  i  elabora. 

Mas  en  el  supuesto  inadmisible  de  que  la  sal,  por  el  hecho  de 
pasar  a  ser  propieclad  de  particulares,  no  estuviera  libre  de  impuestos, 
según  la  opinión  del  señor  Procurador  jeneral,  sí  es  evidente  que  lo 
estíL  del  derecho  de  peaje  en  Cundinamarca,  porque  es  materia  oe  im- 
puesto nacional,  i  los  productos  que  son  materia  de  impuestos  nacio- 
nales no  pueden  gravarse  sino  por  razón  de  consumo,  según  el  inciso  4.^ 
anteriormente  citado.. 

No  obstante  lo  espuesto,  los  honorables  miembros  que  componen 
la  mayoría  de  la  comisión,  opinan  que  la  disposición  de  la  lei  de  Cun- 
dinamarca, motivo  del  reclamo,  debe  declararse  válida,  apoyando  su 
informe  en  consideraciones  de  otro  orden  que  el  infrascrito  no  puede 
aceptar  en  presencia  de  lo  dispuesto  en  los  incisos  4u'  i  7."  citados,  i  de 
las  razones  de  justicia  i  de  conveniencia  públicas  que  paso  a  esponeros. 

Laudable,  es,  sin  duda,  el  objeto  a  que  se  destinan  los  productos 
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del.  peaje,  porqae  la  conservación  i  mejora  de  las  vías  de  oomunicaeion 
es  nna  de  las  mayores  necesidades  que  tiene  el  país;  pero  cuando  el 
gravamen  para  alimentar  esas  vias  recae  sobre  un  articulo  de  primera 
necesidad  para  la  vida,  cuya  adquisición  se  dificulta  al  proletario  a 
proporción  que  sube  de  precio,  i  cuando  sobre  ese  artículo  pesa  ya  el 
monopolia  con  toda  la  enormidad  aue  le  es  peculiar,  i  gravitando  úni- 
camente sobre  una  parte  de  la  población  de  la  Bepúblioa,  desaparece 
la  santidad  de  la  imposición  i  se  presenta  en  toda  la  desnudez  la  in« 
justicia  que  ella  envuelve.  A  los  habitantes  de  Boyacá,  parte  de  los  de 
Santander,  Tolima  i  tal  vez  del  Cauca,  se  les  bace  pagar  a  mas  alto 
precio  la  sal  que  les  sustenta,  para  conservar  i  mejorarlas  vias  de  co- 
municación de  otro  Estado  que  no  paga  este  mas  alto  precio.  Es  ver- 
dad que  esas  vias  sirven  a  todo  colombiano  i  estranjero  que  pisa  el 
territorio  de  Oundinamarca ;  pero  también  es  cierto  que  no  dan  pro- 
vecho i  prosperidad  directos  sino  al  Estado  a  que  pertenecen  las  vias 
i  percibe  el  mapuesto.  Doloroso  es  tener  que  llamar  la  atención  a  con- 
sideraciones de  esta  naturaleza,  que  algunas  personas  podrán  cahficar 
de  mezquindades ;  pero  cuando  todos  los  miembros  de  un  cuerpo  social 
tienen  iguales  derechos  i  obligaciones,  cumple  al  funcionario  encargado 
de  administrarlo,  hacer  que  si  algunos  reciben  un  beneficio,  al  menos 
no  sea  con  perjuicio  de  otros. 

Hai,  ademas,  otva  razón  de  ínteres  publico  jeneral,  i  es  la  de  que 
el  alza  en  el  precio  de  la  sal,  que  necesariamente  debe  producir  el  de* 


_^ _^ algonc, , 

bace  mas  odioso  el  monopolio,  que  ya  en  Colombia  se  soporta  solo  por 
patriotismo. 

Termina  el  infrascrito  proponiéndoos  el  siguiente  proyecto  de 


BESOLUOION : 

4C  ^         -       ^^ 


El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en- ejercicio  déla  atribución  5**, 
artículo  61  de  la  Constitución,  declara  nulo  el  inciso  5.^  artículo  19  de 
la  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  de  9  de  setiembre  de 
1867,  sobre  conservación  i  mejora  de  las  vias  centrales,  en  cuanto  por 
él  se  grava  con  un  peaje  de  diez  centavos  cada  carga  de  sal  de  los  par- 
iieuhures,  por  considerar  esta  disposición  contraria  a  las  estípuladones 
de  los  incisos  4.^  i  7.°,  artículo  8.^  de  la  misma  Constitución. 

Bogotá,  marzo  21  de  1870. . 

Ciudadanos  Senadores.  Háboo  A.  Estbada. 

Es  copia.— El  Secretario  del  Senado  de  Plenipotenciarios,  Eus- 
todo  de  la   Torre  Ñ. 
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Lxxn. 

V  AlilDEZ  de  IM  artículos  5.%  33  1  3S  de  la  leí  de  33  de  noTleni' 
bre  de  isa§,  del  JBttado  soberano  del  Tollma,  *<  sobre  la  forma- 
ción del  catastro  de  la  riqueza  Inmueble  del  Estado.'^ 


ACUESDOS  DE  LA  SUPBEMA  COBTE. 
Corte  Suprema  federal — Bogot^^l,  18  de  agosto  de  1869. 

El  23  de  noviembre  de  1868  sancionó  el  Gobernador  del  Estado 
del  Tolima  una  lei  '*  sobre  la  formación  del  catasixo  de  la  riqueza  in- 
mueble del  Estado,"  la  cual  contienei  entre  otras,  las  siguientes  dispo- 
siciones : 

"  Art.  5.^  No  se  incluirán  en  el  catastro  las  fincas  urbanas  cuyo 
valor  no  pase  de  veinticinco  pesos,  ni  Isls  casas  de  los  campos,  situadas 
en  terreno  ajeno,  que  no  excedan  del  mismo  valor." 

"  Art.  23.  Los  comisionados  especiales  tienen  derecho,  por  toda 
remuneración  de  su  trabajo,  al  uno  por  mil,  si  el  valor  excede  de  cinco 
!mil  pesos ;  i  al  dos  cuando  baje  de  esta  cifra." 

"  Art.  28.  Concluido  el  catastro  jeneral  del  Estado,  será  sometido 
al  examen  de  la  Asamblea  Lejislativa  ;  i  si  lo  aprobare,  desde  la  fecha 
de  la  aprobación  no  otorgarán  los  Notarios  ninguna  escritura  pública» 
ni  los  Jueces  admitirán  demandad  que  se  refieran  a  fincas  que  no  están 
en  él,  esceptuando  aquellas  de  que  trata  el  articulo  6.^" 

Publicada  tal  lei  en  el  periódico  oficial  del  Estado  el  5  de  enero 
último,  varios  ciudadanos  del  mismo  se  dirijieron  a  esta  Corte,  por 
memorial  fechado  en  Neiva  a  22  del  siguiente  febrero,  solicitando  la  sus- 

?ension  de  las  disposiciones  trascritas,  por  creerlas  contrarias  a  1» 
íonstitucion  nacional ;  i  el  señor  Procxu*ador  jeneral  de  la  Nación,  a 
quien  se  dio  traslado  de  esa  .solicitud»  abrió  concepto  el  14  de  junio 
próximo  pasado,  en  el  sentido  de  que  no  se  está  en  el  caso  de  acceder 
a  ella. 

Los  postulantes  dicen,  atacando  el  articulo  28 : 

"  Muchas  son  las  razones  que  existen  para  que  no  quede  bien 
formado  el  catastro,  dejando  de  incluirse  algunas  fincas  sin  culpa  del 
propietario;  i  es  mui  posible,  casi  seguro,  que  esto  suceda.  En  t{d 
supuesto,  las  fincas  no  mscritas  quedan  fuera  de  la  lei :  ésta  no  garan* 
tiza  la  propiedad  adquirida  conforme  a  leyes  nacionales  i  del  Estado 
anteriores  a  la  formación  del  catastro,  i  en  consecuencia  se  infiere  un 
ataque  a  la  propiedad,  garantizada  por  el  inciso  5.^,  artículo  1&  de  la 
Constitución  federal,  en  virtud  del  cual  nadie  puede  ser  privado  de 
aquélla  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  o  cuando  lo  exija  algún 
grave  motivo  de  necesidad  pública,  circunsiÁncias  que  na  concurren 
en  elpresente  caso."  • 

También  dicen  los  bostulantes : 

"El  artículo  5.^  de  la  lei  en  referencia  dispone  que  en  el  catastro 
no  se  incluyan  las  fincas  urbanas  cuyo  valor  no  pase  de  veinticinco 
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jiesoB.  De  manera  que  las  fincas  niifales,  sea  cual  fuere  su  valor,  deben 
incluirse  en  el  catastro  i  quedan  comprendidas  en  la  disposición  del 
artículo  28,  sin  que  les  alcance  la  escepcion  que  allí  se  estaolece.  Esto 
envuelye  una  desigualdad  (jue  hace  a  los  dueños  de  fincas  urbanas 
cuyo  valor  no  exceda  de  vemticinco  pesos,  de  mejor  condición  que  a 
todos  los  demás  propietarios,  i,  por  tanto,  el  artículo  5.^  es  contrario 
al  inciso  10  del  citado  articulo  15  de  la  Constitución." 

Los  postulantes  dicen,  por  último : 

**  De  la  misma  inconstitucionalidad  adolece  el  artículo  23,  que 
establece  el  impuesto  de  im  peso  por  mil  sobre  las  fincas  cuyo  valor 
exceda  de  cinco  mü,  i  el  de  dos  por  mil,  cuando  ese  valor  baje  de  esta 
cifra.  Así,  la  lei  recarga  este  nuevo  .impuesto  sobre  los  propietarios 
cuyas  fincas  no  valgan  cinco  mil  pesos,  es  decir,  sobre  los  pobres,  i 
fevorece  a  los  ricos. 

Ninguna  de  las  razones  alegadas  en  los  párrafos  insertos  tiene 
fuerza  bastante,  a  los  ojos  de  la  Corte,  para  persuadir  de  la  inconsti- 
tucionalidad de  las  disposiciones  legales  <}ue  en  ellos  se  impugnan ;  ni 
este  Tribunal  ha  podido  adquirir  semejante  persuasión  después  del 
mas  detenido  examen  de  las  mismas  disposiciones. 

No  es  exacto  que  las  fincas  que,  debiendo  ser  incluidas  en  el  ca- 
tastro, no  lo  sean,  queden  fvet^a  ¿Ce  la  lei  a  virtud  de  lo  establecido  en 
el  artículo  28.  Lo  estarian  realmente  si  esa  disposición  significase  que 
Be  les  retiraba  toda  protección  legal :  que  podia  inferírseles  cualquiera 
especie  de  daños,  sin  incurrir  en  responsabilidad  alguna :  que  sus  due- 
ños dejaban  de  serlo  por  el  hecho  de  la  no  inclusión  en  el  catastro ;  o 
que,  cometida  esta  omisión,  ya  no  habia  medio  de  subsanarla,  i,  de 
consiguiente,  dichos  dueños,  si  llegaba  a  serles  necesario  otorgar  escri- 
toras o  entablar  demandas  referentes  a  tales  fincas,  no  podrian  en- 
contrar jamas  Notarios  o  Jueces  que  les  prestasen  su  oficio.  Pero  el 
artículo  en  cuestión  nd  significa  nada  de  eso :  significa  tan  solo  que, 
mientras  la  omisión  indicada  dure,  permanecerá  suspendido  el  derecho 
de  recurrir  a  los  espresados  funcionarios  públicos  para  los  objetos  que 
el  mismo  articulo  determina.  Es  esto  tan  cierto,  que,  para  que  no 
pueda  haber  sobre  ello  la  menor  duda,  la  misma  lei  que  contiene  el 
citado  artículo  28,  contiene  también  estos  dos : 

'*  Art.  17.  Las  fincas  ocultas  pueden  ser  denunciadas  por  cual- 
quier ciudadano,  i  el  denuncio  se  ventilará  en  juicio  ordinario  de  ma- 
yor o  de  menor  cueuitía,  según  el  valor  de  la  finca  denimciada.  En  este 
juicio  son'parte :  el  dueño  de  la  finca  como  demandado,  el  denun- 
ciante como  actor,  i  el  respectivo  ájente  del  Ministerio  público.  Si  por 
la  sentencia  se  declara  oculta  la  finca,  el  Poder  Ejecutivo  hará  en  el 
catastro  la  alteración  correspondiente. 

''Art.  Id.  Puede  incluirse  en  el  catastro  ima  finca  oculta,  sin 
previo  juicio,  cuando  se  presente  al  Poder  Ejecutivo  por  cualquier 
dadadano^o  funcionario  público  un  título  autentico  de  dominio  que 
haga  indispensable  tal  inclusión ;  pero  esto  no  tendrá  lugar  si  cuando 
88  presenta  dicho  título,  ha  sido  denunciada  la  finca  ante  un  Juez." 

Se  ve,  pues,  que  el  aWado  desamparo  en  que  pudiera  quedar  una 
finca  por  no  haber  sido  incluida  en  el  catastro,  seria  la  obra  del  des- 
cuido del  propietario,  o  del  deseo  de  evitar  eL  gago  del  impuesto ;  i 
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que  tal  desamparo  puede  hacerse  cesar,  a  voluntad  de  ese  mismo  pro- 

fnetario,  mediante  la  presentación  al  Poder  EjecutÍYO  del  Estado^  de 
os  respectivos  títulos  de  dominio,  a  fin  de  que,  inscrita  la  finca,  sea 
gravada  con  la  cuota  correspondiente  a  su  valor. 

El  artículo  5.°  de  la  lei  que  se  examina  no  es  contrario,  como 
oreen  los  postulantes,  al  inciso  lO,  artículo  16  de  la  Constitución  fede- 
ral. Según  ese  inciso,  *'  no  es  lícito  conceder  privilejios  o  distínciones 
legales  que  cedan  en  puro  favor  o  beneficio  de  los  agraciados,  ni  im- 

Soner  obligaciones  especiales  que  ha^an  a  los  individuos  a  ellas  sujetos 
e  peor  condición  que  los  demás ; "  i  aunque  es  cierto  que  la  disposi- 
ción le^al  que  acaba  de  ser  citada,  establece  un  verdadero  privilejio  o 
distinción  en  favor  de  ios  dueños  de  fincas,  así  urbanas  como  rurales, 
que  se  hallen  colocadas  en  determinadas  condiciones,  no  peca  contra 
el  referido  inciso  constitucional,  porque  tal  distinción  o  pnvilejio,  que 
comprende  a  todos  los  que  se  encuentren  en  igualdad  de  ciertas  cir- 
cunstancias que  la  misma  disposición  impugnada  indica,  no  cede  en 
puro  favor  o  oeneficio  de  esos  individuos,  sino  en  favor  también  de  la 
sociedad  en  jeneral,  interesada,  indudablemente,  en  que  el  gravamen 
de  los  impuestos  públicos  deje  de  pesar,  siempre  que  esto  sea  posible, 
sobre  la  parte  mas  desvalida  de  ella.  Al  dar  la  Corte  a  dicho  inciso  la 
intelijencia  que  aquí  se  ve,  tiene  en  cuenta  ^ue  otra  cuali^uiera  condu- 
ciría a  la  mas  absurda  aplicación  del  principio  constitucional  que  ¿1 
consagra ;  pues,  efectivamente,  si  no  pudieran  hacerse  distinciones 
legales  como  la  que  hace  la  reclamada  lei  del  Tolima,  no  podría  hacer- 
se distinción  legal  alguna  en  cuya  virtud  hubiera  de  dejar  de  ser 
común  a  todos  los  individuos  cualquiera  clase  de  obligaciones  de 
aquellas  que  imponen  las  leyes.  Así,  por  ejemplo,  no  podria  eximirse 
del  servicio  militar  a  las  mujeres,  los  niños  ^  los  ancianos.  Por  otra 

Earte,  la  exención  de  que  trata  el  referido  artículo  5.^  ha  podido  mni 
ien  ser  motivada  por  lo  insignificante  de  la  cuota  de  impuesto  que 
correspondería  a  las  fincas  esceptuadas;  cuota  acaso  inferior  a  los 
gastos  que  causaria  su  recaudación. 

En  cuanto  al  artículo  23  de  la  leí  mencionada,  la  inconstituciona- 
lidad  es  todavía  menos  incontrovertible.  Por  él  se  establece,  para  re- 
munerar el  trabajo  de  la  formación  del  catastro  (operación  encomendada 
a  los  comisionados  especiales  de  que  se  habla  allí),  un  impuesto  o  con- 
tribución que  ciertamente  no  es  proporcional  a  la  riqueza  de  todos  los 
propietarios  que  deben  satisfacerlo  ;  mas  la  falta  de  tal  proporcionali- 
dad nunca  se  ha  estimado  ni  podido  estimarse  como  contraria  a  la 
igualdad  que  consagra  el  inciso  10,  artículo  15  de  la  Constitución  de 
la  Bepúbhca,  sin  duda  por  la  imposibilidad  de  evitarla  en  muchos 
casos.  Ninguna  otra  esplicacion  puede  darse,  por  ejemplo,  a  la  hasta 
ahora  no  disputada  constitucionalidad  de  los  derechos  de  importación 
cobrados  al  peso  sobre  las  mercancías  estranjeras. 

Cree  la  Corte,  por  todo  lo  que  se  acaba  de  esponer,  que  ella  no 
está  en  el  caso  de  suspender  la  ejecución  de  las 'disposiciones  I^^es 
cuya  análisis  ha  hecho,  i  en  consecuencia  así  lo  declara. 

Cúmplase  loprevenido  en  la  ultima  parte  del  artículo  140  i  en  el 
lál  de  la  lei  de  2á  de  mayo  de  1866,  "  soore  procedimiento  en  los  ne- 
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SK5los  civiles  cuyo  conocimiento  corresponde  a  los  tribunales  de  la 
nion." 

M.  MüBiLLo. — José  M.  Villlajozab  G.— Jil  Coltjnje.— Juan  A. 
XJbiooeohea.— J.  M.  FÉBEZ. —  Vicente  Vahégas,  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación.— BoDEfGüEZ. —  Vanégas^  Secretario. 

Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  19  de  agosto  de  1869. 

Augusto  Luderitz,  diciéndose  ai  ente  de  Fruhling  i  Gtoschen, 
dirijió  un  memorial  a  esta  Corte,  fecnado  en  Ambalema  a  23  de  abril 
lUtimo,  pidiéndole  que  suspendiese,  previa  audiencia  del  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Nación,  la  ejecución  de  los  artículos  23  i  2p  de  la 
lei  del  Tolima,  sancionada  el  23  de  noviembre  de  1868,  "  sobre  la  for- 
mación del  catastro  de  la  riqueza  inmueble  del  Estado ; "  mas  no  cons- 
tando que  el  peticionario  sea  ciudadano  de  Colombia ;  revelando  mas 
bien  lo  contrario  la  indicación,  hecha  por  él,  de  que  se  oyese  acerca  de 
su  solicitud  al  funcionario  referido ;  no  habiendo  éste  coadyuvado 
esa  solicitud,  como  lo  espresa  en  la  vista  que  con  fecha  15  de  junio 
próximo  pasado  emitió  sobre  ella  ;  i  debiendo  atenderse  al  texto  del 
artículo  72  de  la  Constitución  federal,  la  Corte  está  en  el  caso  de  de- 
clarar, i  declara,  que  nada  puede  resolver  a  virtud  de  la  petición  de 
Luderitz,  relativamente  a  las  mencionadas  disposiciones  legales. 

MUBILLO.  — ■  VHiLAMIZAR  G.  —  COLUXÍJE.  —  PÉBEZ.  —  UbICOECHEA. — 

VaíiégaSy  Secretario. 

En  la  misma  fecha  notifique  lif  resolución  anterior  al  señor  Procu* 
rador  jeneral  de  la  Nación. 

RoDEfGUEZ. — Fanegas^  Secretario. 


^■^i**i 


lünroiOEES  DE  LAS  COMISIONES  BEL  SeKM>0* 

Ciudadanos  Senadores. 

En  memorial  elevado  a  la  Corte  Suprema  federal  con  fecha  22  de 
febrero  de  1869,  suscrito  por  Valentín  Trujillo,  Marco  A.  Bemal,  F. 
Suárez  D.  Eladio  C.  Gutiérrez,  Bamon  Montalvo,  Juan  Camacho  N.  i 
José  María  López  M.,  vecinos  de  Neiva,  se  solicitó  la  suspensión  de  los 
artículos  5.°,  23  i  28  de  la  lei  de  23  de  noviembre  del  año  anterior,  del 
Estado  soberano  del  Tolima,  mandando  formar  el  catastro  de  la  ri- 
queza inmueble  del  mismo,  por  considerarse  dichos  artículos  contrarios 
a  la  Constitución  nacional.  Posteriormente,  en  23  de  abril,  ocunió 
también  al  mismo  Supremo  Tribunal  Augusto  Luderitz,  titulándose 
ájente  de' los  señores  Pruhling  &  Qoschen  en  Ambalema,  haciendo  igual 
petición,  limitada  a  los  dos  últimos  artículos  anteriormente  espresados, 

Oida  par  la  Corte  Suprema  la  opinión  del  señor  Procurador  jene- 
ral, que  fué  adversa  a  una  i  otra  solicitud,  resolvió  dicha  Superioridad 
^  Id  de  i^osto  del  §ño  citado,  con  relación  al  primer  memorial,  lo 
mgoiesite: 
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*'  Cree  la  Corte,  por  todo  lo  ^iie  se  acaba  de  eeponer,  qae  ella  no 
ostá  en  el  caso  de  suspender  la  ejecacion  de  las  disposiciones  legales 
cnjo  análisis  ha  hecho,  i  en  consecuencia  así  lo  declara." 

I  respecto  de  la  segunda  petición,  después  de  establecer  como 
preliminares  que  no  h^^bia  constancia  de  que  el  señor  Luderitz  fueta 
ciudadano  colombiano,  revelando  mas  bien  (dice)  lo  contrario  la  indi- 
cación hecha  por  él  de  que  se  oyese  acerca  de  su  solicitud  al  funcio- 
nario referido  (el  Procurador  jen  eral  de  la  Nación);  que  éste  no 
coadyuvo  esa  solicitud,  i  aue  debia  atenderse  al  texto  del  artículo  72 
de  la  Constitución  federal,  declaró  que  nada  podia  resolver  a  virtud 
de  la  petición  de  Luderitz,  relativamente  a  las  mencionadas  disposi- 
ciones legales. 

.  Estos  son  los  hechos  resultantes  de  los  dos  espedientes  (yie  ha  pa- 
sado la  Corte  Suprema  al  Senado  para  que  éste  decida  definitivamente 
sobre  fa  validez  o  nulidad  de  las  disposiciones  lejislativas  del  Estado 
soberano  del  Tolima  que  han  sido  reclamadas,  espedientes  cuyo  estu- 
dio ha  hecho  detenidamente  vuestra  comisión  de  "  inspección  dé  los 
actos  lejislatívos  de  los  Estados,"  para  formular  el  presente  informe. 

Aun(][ue  a  la  solicitud  del  señor  Luderitz  comprende  en  su  esencia 
la  resolución  dictada  por  la  Corte  Suprema  respecto  de  la  petición  de 
los  vecinos  de  Neiva,  porque  son  unos  mismos  los  artículos  de  la  lei 
cuya  suspensión  se  pidió,  e  iguales  o  idénticos  los  motivos  en  que  se 
fundan,  sinembargo,  como  la  razón  .principal  qu^  tuvcTla  Corte  para 
declarar  que  no  podia  resolver  nada  acerca  del  reclamo  de  aquél,  fue 
el  considerarle  no  ciudadano  colombiano  i  de  consiguiente  sin  derecho 
a  proponer  tal  demanda  conforme  al  texto  del  artículo  72  de  la  Consti- 
tución, cree  vuestra  comisión  que  no  debe  dejar  pasar  desapercibido 
este  hecho,  una  vez  que  ambos  espedientes  se  han  enviado  por  la  Corte 
al  Senado  i  que  sobre  ambos  debe  éste  resolver.  Partiendo  de  este  su- 
puesto, forzoso  es  que,  antes  de  entrar  la  comisión  a  considerar  en  lo 
principal  el  asunto  materia  de  las  peticiones,  establezca  si  debe  o  no 
oir  a  íiuderitz,  i  con  mayor  razón,  es  necesario  esto,  cuanto  que  con  el 
silencio  del  Senado  sobre  el  particular  podría  suponerse  quedaba  con- 
sentido el  principio  establecido  por  la  Corte,  de  que  no  tiene  derecho  a 
reclamar  la.  suspensión  o  la  nuhdad  de  las  leyes  de  los  Estados  quien 
no  sea  ciudadano  colombiano. 

Verdad  es  que  el  artículo  72  de  la  Constitución,  al  dar  facultad  a 
la  Corte  para  suspender  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los 
Estados,  dice : "  a  pedimento  del  Procurador  jeneral  o  de  cualquier 
ciudadano;"  pero  si  se  atiende  a  que  la  Constitución  actual,  a  diferen- 
cia de  las  anteriores  que  .declaraban  la  condición  de  ciudadano,  no 
reconoce  ciudadanos  colombianos,  sino  meramente  colombianos  i  es- 
tranjeros  (capítulo  4.^),  se  convendrá  en  que  esa  palabra  ciudadano 
de  que  se  vale  el  artículo  citado,  no  tiene  significado  legal.  Mas  no  hai 
para  qué  entrar  en  apreciaciones  de  esta  naturaleza  :  basta  únicamente 
saber  qué  derechos  conceden  la  Constitución  i  las  leyes  a  los  estran- 
jeros,  una  vez  que  a  Luderitz  no  se  le  considera  como  colombiano. 

El  articulo  15  de  la  Constitución  concede  a  los  habitantes  i  tran- 
seúntes en  los  Estados  Unidos  de  Colombia  ciertos  derechos  individua- 
les, entre  los  que  se  halla  el  de  la  propiedad,  que  es  uno  de  los  que  dice 
el  reclamante  nan  sido  atacados  por  las  disposiciones  de  la  lei  doLTo- 
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lima  de  que  anteriormente  se  ha  hablado ;  i  como  «habitantes  i  tron-' 
seimtes  en  los  Estados  son  i  pueden  ser  colombianos  i  estranjeros,  es 
indudable  que  a  éstos  comprende  también  el  goce  de  esbs  derechos,  goce 
que  lleva  naturalmente  consigo  la  facultad  de  reclamar  que  se  hagan 
afectivos  en  caso  de  ser  vulnerados,  porque  conceder  el  derecho  sin 
dicha  facultad  es  un  absurdo  o  una  burla  (^ue  no  debe  suponerse  haya 
querido  consagrar  laConstitucion.en  perjuicio  de  los  estranjeros  que,  al 
amparo  de  nuestras  instituciones,  hacen  en  el  pais  el  empleo  de  sus 
capitales  e  industria.  Aparte  de  esto,  la  lei  de  19  de  abril  de  1865,  que 
denne  la  condición  de  estranjeros,  sus  derechos  i  obligaciones,  declara 
en  su  artículo  4.^  de  una  manera  terminante,  que  ja  sean  domiciliados, 
ja  transeúntes,  gozarán  de  los  mismos  derechos  i  gai'antías  que  por  la 
Constitución  i  las  leyes  de  la  Union  gozan  Iqs  colombianos,  oi  pues  se 
reconoce  por  el  señor  Procurador  de  la  Nación  i  por  la  Cortíe  que  a 
éstos  concede  el  artículo  72  de  la  Constitución  el  derecho  de  reclamar 
la  suspensión  de  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados, 
cuando  sean  contrarios  a  lá  Constitución  o  a  las  leyes  de  la  Union,  es 
indudable  que  ese  mismo  derecho  lo  tienen  los  estranjeros  a  virtud  del 
artículo  4.^  que  acaba  de  citarse,  sancionado  de  acuerdo  con  el  artículo 
25  de  la  misma  Constitución^  De  consiguiente,  vuestra  comisión  cypina 
qne  la  solicitud  de  Luderitz  debe  ser  resuelta  en  el  fondo  como  lo  ha 
sido  la  de  los  vecinos  de  Neiva,  porque  para  el  efecto  de  hacer  reclamos 
de  la  naturaleza  del  que  se  trata,  no  hai  diferencia  entre  nacionales  i 
estranjeros,  i  en  esta  virtud,  lo  que  en  el  presente  informe  os  espone, 
comprende  a  una  i  otra  {)eticion. 

Los  artículos  5.*,  23  i  28  de  la  lei  del  Estado  soberano  del  Tolima, 
de  23  de  noviembre  de  1868,  "  sobre  la  formación  del  catastro  de  la  ri- 
queza inmueble  del  Estado,"  cuya  nuUdad  ha  sido  reclamada,  disponen 
lo  siguiente : 

"  Art.  5.^  No  se  incluirán  en  el  catastro  las  fincas  urbanas  cuvo 
valor  no  pase  de  veinticinco  pesos,  ni  las  casas  de  los  campos  situadas 
en  terreno  ajeno  que  no  excedan  del  mismo  valor." 

Fácil  es  reconocer  que  este  artículo  en  nada  contraría  la  Constitu- 
ción, porque  con  el  simple  hecho  de  disponerse  q^ue  el  catastro  no  com- 
prenda fincas  de  cierto  valor  no  se  causa  perjuicio  a  nadie ;  siendo,  por 
otra  parte,  potestativo  del  Estado  hacer  que  el  catastro  se  levante  je- 
neral  o  parcialmente.  I  si  por^no  incluirse  en  él  las  fincas  urbanas  cuyo 
valor  no  exceda  de  veinticinco*  pesos,  son  favorecidos  o  beneficiados  los 
dueños  de  ellas  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  28  de  la  misma 
lei,  haciendo  de  peor  condición  a  los  que  son  dueños  de  propiedades 
mas  valiosas,  como  lo  espresan  los  peticionarios,  la  objeción  en  tal 
caso  podrá  ser  contra  este  último  artículo  que  contiene  la^  escepcion, 
no  contra  el  5.^  indicado,  cuyo  contexto  es  absolutamente  inocente. 

"  Art.  23.  Los  comisionados  especiales  tienen  derecho,  por  toda  re^ 
mnneracion  de  su  trabajo,  al  uno  por  mil,  si  el  valor  excede  de  cinco  mil 

Sesos,  i  al  dos  cuando  bajó  de  esta  cifra,  siendo  de  su  cargo  los  gastos 
e  útiles." 

No  encuentra  vuestra  comisión  que  este  artículo  sea  inconstitucio- 
nal, porgue  es  incuestionable  que  él  Estado  pueda  asignar  libremente  a 
sus  servidores  la  remuneración  que  estima  mjusta  en  relación  con  d 
trabajo  que  ejecutan,  i  no  se  hace  otra  cosa  al  disponerse  en  este  ar- 
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ticulo  qne  se  pa^ue  al  comisionado  para  hacer  el  catasiaro  uno  por  mil 
del  valor  del  trabajo,  si  éste  escode  de  cinco  mil  pesos,  i  el  des  cuando 
baje  de  esta  cifsa.  Se  comprende  mui  bien  que  no  se  establece  un  gra- 
Támen  especial  sobre  cada  finca  cuyo  valor  exceda  de  cinco  mil  pesos, 
sino  que  ese  tanto  por  mil  se  señala  como  base  para  el  pago  del  monto 
total  del  valor  del  trabajo  ejecutado  por  el  respectivo  comisionado, 
con  lo  cual  no  se  ataca  la  garantía  de  la  igualdad,  ni  ninguna  otra  de 
las  consignadas  en  el  artículo  15  de  la  Constitución. 

"  Art.  23.  Concluido  el  catastro  jeneral  del  Estado,  será  sometido 
al  examen  de  la  Asamblea^  Lejislativa,  i  si  lo  aprobare,  desde  la  fecha 
de  la  aprobación  no  otorgarán  los  Notarios  nino;una  escritura  pública, 
ni  los  Jueces  admitirán  demandas  que  se  refieran  a  fincas  que  no  estén 
en  el,  esceptuando  aquellas  de  que  ü'ata  el  artículo  5.*^*' 

ÍProhíbese  por  este  artículo  a  los  Notarios  el  otorgamiento  de  es- 
crituras públicas  i  a  los  Jueces  admitir  demandas  que  se  refieran  a  fin- 
cas que  no*  estén  en  el  catastro  aprobado  por  la  Asamblea  Lejislativa, 
con  la  escepcioii  que  en  el  se  contiene,  i  en  apoyo  de  la  resolución  dictada 
por  la  Corte  Supcema,  absteniéudose  de  suspeoder  esta  disposición, 
se  dice :  no  es  exacto  que  las  fincas  qne,  debiendo  sei*  incluidas  en  el 
catastro,  no  lo  sean,  quedan /?£era  de  hi  leí  a  virtud  de  lo  establecido 
en  el  artículo  23,  porque  esa  disposiciou  no  significa  que  se  les  retira 
toda  prote3ciou  legal ;  que  puede  inferírseles  cualquiera  especie  de  daño, 
sin  iiicamr  ea  responsabilidad  alguna  ;  que  sus  dueños  dejan  de  serlo 
por  el  hecho  de  la  no  inclusión  en  el  catastro,  o  que  cometida  esta 
omisión  ya  no  hubiera  medio  de  subsanarla,  que  serían  los  casos  en 

Sue  esas  fiacas  pudieran  considerarse  realmente  fuera  de  la  lei;  signi- 
ca,  dice,  tan  solo,  que  mientras  la  omisión  indicada  dure,  permanecerá 
suspendido  el  derecho  de  recurrir  a  los  espresados  funcionarios  públi* 
eos  para  los  objetos  que  el  mismo  articulo  determina. 

Aceptando  vuestra  comisión  que  el  articulo  indicado  solo  implique 
ima  suspensión  de  amparo  i  protección  a  la  propiedad  mientras  se 
llena  la  condición  de  ser  incluida  en  el  catastro  la  respectiva  finca, 
considera  que  tal  disposición  no  está  dentro  de  la  esfera  de  acción 
constitucional  de  la  Asamblea,  porque,  como  ya  os  lo  ha  manifestado 
en  el  informe  relativo  a  la  lei  de  impuesto  sobre  la  renta  del  Estado 
soberano  de  Bolívar,  que  le  es  semejante,  los  Estados  aceptaron  como 
base  de  unión  el  reconocimiento  i  la  garantía  de  los  derechos  indivi- 
dúales espresos  en  el  artículo  15  de  la  Constitución,  sin  otras  restric- 
<;iones  que  las  que  en  los  incisos  del  mismo  artículo  se  determinan 
espresamente,  i  en  ninguno  de  ellos  se  contiene  la  de  que  se  trata.  Si 
el  dueño  de  una  finca  urbana  o  rural,  que  por  cualquieí  motivo  no  se 
halla  rejistráda  en  el  catastro,  quiere  traspasar  el  dominio  de  ella  por  es- 
critura pública,  que  es  el  medio  legal  reconocido  jeneralmente  de  verifi- 
carlo, en  venta,  donación,  permuta  &c.,  porque  el  Notario  no  le  presta 
su  oficio,  ni  se  le  oye  al  propietario  la  demanda  que  ante  un  Juez 
intente  p^ra  recuperar  la  posesión  de  que  ha  sido  despojado  violenta- 
mente, o  el  uso  de  una  servidumbre  o  cualquier  otro  derecho  inherente 
al  inmueble,  es  indudable  que  en  estos  casos  la  propiedad  no  ^oza  del 
apoyo  i  protección  que  el  Gtobiemo  -le  debe,  aunque  el  desamparo  do 
la  lei  sea  temporal  a  virtud  de  que  pueda  hacerse  cesar  cOn  la  inclasion 
de  la  finca  en  el  catastro.  Basta  la  Buspension  de  loa  dereehos  i  garan- 
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iias  individnaleSy  en  concepto  de  Tneeta  comisioii,  para  que  el  acto  sea 
inoonstitacional,  porque  es  una  restricción  en  el  goce  de  los  derechos 
individuales  que  no  se  lialla  autorizada  por  el  artículo  16  de  la  Oonsti- 
tudon,  ya  citado. 

En  consecuencia,  vuestra  comimon  os  propone  el  s^uiente  pro- 
yecto de 

BESOLÜCION : 

El  Senado  de  Plenipotendaiios,  ejercitando,  la  atribución  5."  del 
«rtículo  51  de  la  Oonstitucion,  dedaca  yálidos  loe  artículos  6.^  i  23,  i 
nnlo  el  28  de  la  lei  del  Estado  soberano  del  Toluna,  de  23  de  noviem- 
bre de  1868,  sobre  la  formadon  del  catastro  de  la  riqueza  inmueble 
del  Estado,  por  considerar  que  los  dos  primeros  no  son  contrarios  a 
fdngnna  d¿3poddon  constitucional,  i  el  último  sí  lo  es  al  artículo  Í5 
del  pacto  federal. 

Bogotá,  marzo  9  de  1870. 

Cüudadanos  Senadores. 

Maitüxldb  J.  Qduano.— Maboo  A.  Esxbada.— Justo  Abosbbcena. 

Es  copia.-— El  Secretario,  Eustado  de  la  Torre  N. 
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Oiudadanos  Senadores- 
La  minoría  de  vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  Idiálativos 
de  los  Estados,  en  vista  de  las  solidtudes  de  varios  dudadanos  del 
Estado  del  ToÚma  i  de  un  estraigero,  para  que  se  dedaaien  nulos  lo» 
«riáculos  6.<>,  23  i  28  de  la  lei  de  23^  de  noviembre  de  1868,  en  que  se 
manda  formar  el  catasteo  de  la  riqueza  inmueble  del  Estado,  referido, 
os  informa  que  en  su  concepto  deben  dedararse  válidos  los  dos  pri- 
muoa  i  nulo  d  último^ 

lios  infrascritos  miembros  de  dicba  comisión  didenten,  en  ^arte, 
de  la  opinión  de  «as  honorables  compa^eros^  i  por  eso  os  diiijend 
presente  informe. 

Los  artículos  citados  de  la  lei  d^l  Tolima  dicen  lo  siguiente : 
"  Áxt.  5.*  No  se  incluirán  en  el  catastro  las  fincas,  urbanas  cu^o 
valor  no  pase  de  veinticinco  pesos,  ni  las  canas  de  los  campos  dtuadlas 
en  terreno  ajeno  que  no  excedan  dd.  mismo  valor. 

^  Art.  2Í3w  Jm9  epmidonados  espeoEÍales  tienen  derecho,  por  toda 
liemoneracion  de  su  trabajo,  al  uno  por  mil,  si  d  valor  excede  de  cinco 
mU  pesos,  i  al  dos  cuando  baje  de  esta  cifra,  dendo  de  su  cargo  los 
gastos  de  útiles. 

*'  AxU  28.  Concluido  el  catastro  jeneral  del  Estedo,  será  sometido 
al  examen  de  la  Asamblea  Lejidativa,  i  si  lo  aprobare,  desde  la  fecha 
de  la  aprobación  no  otorgara  los  Notarios  ninguna  escritura  pública, 
xd  los  Jueces  admitirán  demandas  que  se  refieran  a  fincas  que  no  estén 
#iL  élf  eseeptuaado  aquellas  de  que  xrata  el  artículo  5.^  " 

La  Gorte  Suprema  fedaral,  con  el  voto  unánime  délos  Maj[istrados 
que  la  componen,  resolvió  no  suspenden  las  disposiciones  premsertas, 
por  creer  que  estaba  la  Asamblea  Lejidativa  del  Estado  del  Tolima  en 
Qflo  de  su  oeredio  ioonstitudcmal  al  adoptarhu9.  7 
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Del  mismo  modo  han  opinado  todos  los  miembros  de  la  oomiaott 
de  inspección  de  actos  lejislatiyos  de  los .  Estados  en  cnanto  a  los  ar* 
tículos  5.^  i  23 ;  pero  en  cnanto  al  artículo  28  se  hallan  discordes.  Ja2sga 
la  mayoría  que  ese  artículo  debe  anularse,  i  la  minoría,  compuesta  de 
Iqs  infrascritos,  ^ue  debe  ser  declarado  válido. 

La  disposición  contenida  en  el  espresado  artículo  28  de  la  lei  del 
Tolima  es  análc^  a  la  del  artículo  20  de  la  lei  de  impuesto  sobre  la 
renta,  del  Estado  de  Bolívar,  que  el  Senado  ha  declarado  válido  en  sus 
sesiones  de  la  semana  anterior,  i  sobre  el  cual  los  infrascritos  informa- 
ron también  en  discrepancia  con  la  mayoría,  i  sostuvieron  después  sus 
opiniones  en  una  estensa  discusión  en  que  tomaron  parte  muchos  ho» 
norables  Senadores. 

Las  razones  que  sirven  al  pro  i  al  contra  en  esta  interesante  cues- 
tión eslán  frescas  en  d  ánimo  del  Senado,  i  sería  innecesario  i  tal  ves 
-inoportuno  el  repetirlas. 

Esto  no  obstante,  como  la  reclamación  de  que  ahora  vais  a  resol- 
ver se  refiere  también  a  otros  dos  artículos  con  los  cuales  se  suponen 
atacadas  otras  garantías  individuales,  i  sinembargo  de  <}ne  esto  se 
afirma  con  las  mismas  razones  que  se  han  empleado  para  impugnar  lo 
dispuesto  en  el  espresado  artícmo  28,  se  admite  su  fuerza  respecto  de 
éste  i  no  respecto  de  los  otros,  no  omitirán  los  infrascritos  el  llamar  la 
atención  hacia  este  hecho,*  como  un  comprobante  indirecto  de  que  las 
bases  en  que  se  auiere  apoyar  la  anulación  no  son  aceptables. 

Como  los  injnrascrítos  creen  que  a  los  Estados  les  está  atribuido^ 
con  el  amplio  derecho  de  lejislar  en  materias  civiles  i  criminales,  el  de 
definir  las  garantías  de  los  ciudadanos  i  determinar  la  manera  de  ha^ 
corlas  efectivas,  juzgan  que  el  Estado  del  Tolima  ha  estado  en  su  á^ 
techo  al  sancionar  todas  las  disposiciones  citadas. 

Pero  si  no  fuera  esta  su  creencia,  sino  la  de  que  los  principios  sobre 
garantías,  establecidos  en  la  Constitución,  no  pueden  ser  desarrollados 
por  la  lejislaoion  de  los  Estados,  entonces  no  solamente  impugnarían 
el  artículo  28,  sino  también  los  surtículos  5. '  i  23,  que  evidentemente 
no  están  concebidos  en  términos  de  igualdad  absoluta ;  i  para  ser  con- 
secuentes sostendrian  que  se  deben  anular  todas  las  leyes  de  los  Esta- 
dos que  imponen  condiciones  a  la  prestación  de  los  servicios  sociales. 

La  admisión  de  los  principios  opuestos  a  los  que  apocan  la  validez 
del  artículo  28  citado,  conduciría  lójicamente  al  cambio  de  nuestro 
actual  sistema  político,  comenzando  por  desconocer  en  los  Estados 
uno  de  los  mas  importantes  derechos  que  les  da  la  Constitución  federal 

Concluyen  los  infrascritos  proponiéndoos  que  adoptéis  la  sigoiezt- 
te  decisión : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  unidos  de  Colombia 

RESUELVE  : 

Decláranse  válidos  los  artículos  5.%  23  i  28  de  la  lei  del  Tolima^ 
de  23  de  noviembre  de  1868,  en  la  que  se  dispone  la  formación  del 
catastro  de  la  riqueza  inmueble  de  ese  Estado. 

Bogotá,  marzo  13  de  1870. 

Ciudadanos  Senadores.     Bamon  E.  T¿LíAV.--Á£nxmo  Febbo- 
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Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenciarios.— Mayo  81  de  1870l 

^  Fué  aprobado  en  segando  debate  el  anterior  proyecto  de  reso- 
lución, en  la  sesión  de  esta  f ^ha. 

El  Secretario,  Eustado  de  la  Twre  N. 


LXXIII. 


TALIIOEZ  de  tos  artícnlos  7.%  8.%  9.%  10 1 13  de  la  Ici  359,  de  35  de 
aetiembre  de  1  §69,  del  £stado  soberano  ;del  Canea,  <^  sobre 

rentas  1  contribuciones/' 


ACÜEBDO  DE  lA    SUPBEMA.  COBTB   FEDERAL. 
Corte  Suprema  Meral.~Bogotá,  25  de  enero  de  1870. 

SALA   DE  ACUEEDO. 

Vistos. — ^El  Procurador  jeneral  ¡)ide,  en  la  precedente  esposicion^ 
que  esta  Corte,  en  ejercicio  de  la  atribución  a  ella  conferida  en  el  ar- 
uoulo  72  de  la  Constitución  federal,  suspenda  la  ejecución  de  los 
artículos  7.^  8.^  9.^  10  i  13  de  la  lei  259,  del  Estado  del  Cauca,  "sobre 
rentas  i  contribuciones,"  por  cuanto  alega  que  en  dichos  artículos  se 
manda  cobrar  un  impuesto  que  no  se  sujeta  a  la  restricción  im- 
puesta eu  el  inciso  é.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución,  i  se  somete 
la  importación  de  mercaderías  estranjeras  a  formi^dades  adicionales 
a  las  que  prescribe  la  lei  de  Aduanas. 

"Laa  disposiciones  cuya  suspensión  se  pide  son  las  siguientes : 

"  Art.  7.^  Los  derechos  de  consumo  de  mercaderías  estranjeras  i 
de  productos  de  otros  Estados  de  la  Union,  de  que  tratan  las  partes 
1.*  1  2.'  de  la  tarifa,  se  liquidan  i  cobran  en  la  primera  oficina  fiscal 
fronteriza,  por  el  peso  bruto  de  cada  bulto,  según  su  clase,  i  sin  dedu- 
cir nada  por  el  forro  o  envase  de  la  mercadería,  sea  cual  faere." 

"Art.  8.^  La  liquidación  i  cobro  de  los  derechos  de  consumo  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  se  harán  en  el  puerto  de  Buenaventura 
por  el  Administrador  principal  de  Hacienda,  i  en  los  de  ;Tumaco,  Car- 
loeama  i  Turbo,  por  los  respectivos  Colectores.  Estos  empleados  po- 
drán presenciar  en  la  Aduana  el  peso  i  reconocimiento  de  los  bultos, 
tomando  nota  del  peso  i  contenido  de  cada  uno  i  de  los  hechos  que 
ocurran  para  lo  ulterior." 

"  Art.  9."  Los  introductores  de  mercaderías  estranjeras  sujetas  al  y^ 

derecho  de  consumo  tienen  el  deber  de  presentar  al  Administrador  de  ^  ^ 

Hacienda  de  Buenaventura,  i  a  los  Colectores  de  Carlosama,  Tumac6  i 
Turbo,  respectivamente,  un  manifiesto  en  dos  ejemplares,  exactamente 
igaales  a  los  presentados  en  la  Aduana,  i  uno  de  ellos  será  el  que  eí 
AdmínÍ£|trador  de  dicha  oficina  haja  liquidado  i  formado.  Sobre  este 
último  ejemplar  auténtico  se  hará  la  liquidación  i  será  el  comprobante 
{wincipal  que  se  acompaña  con  la  cuenta  del  mes.  El  otro  ejemplar  del 
manifiesto  quedará  liquidado,  como  el  auténtico,  ^i  el  duplicado  de  los 
documentos  comprobantes  de  la  cuenta  que  se  dejan  en  la  oficina." 


>v 
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*^  Parágrafo  1.^  En  las  liquidaciones  de  que  habla  este  artículo,  ios 
empleados  nar^  a  los  introductores  la  misma  rebaja  de  derechos  que 
hagan  los  A<bínnisfoadores  de  Aduana  por  el  demento  de  las  merca- 
derías averiadas.  Cuando  la  avería  fuer^iotal,  no  se  cobrará  ningmi 
derecho." 

'^  Parágrafo  2°  En  las  demás  oficinas,  el  avalúo  del  deterioro  de 
las  mercaderías  se  hará  por  dos  peritos  nombrados,  uno  por  el  emplea- 
do de  Hacienda  i  otro  por  el  interesado,  i  en  la  proporción  del  demérito 
se  rebajará  el  impuesto.  Si  los  peritos  discuerdan,  el  empleado  nom- 
brará un  tercero,  i  se  estará  por  tó  que  éste  resuelva,  o  por  el  término 
medio,  en  su  caso." 

*^Añ.  10.  En  las  demás  oficinas  fiscales  fronterizas  que  deban 
recaudar  el  derecho  de  consumo  de  mercaderías  estranjeras  o  de  pro- 
ductos de  los  otros  Estados  de  la  ünion,  los  introductores  presentarán 
al  respectivo  empleado  de  Hacienda  los  n^anifiestos  en  dos  ejemplares, 
i  ambos  serán  liquidados  para  cobrar  los  derechos:  un  ejemplar  será 
el  comprobante  principal  ae  la  cuenta  del  mes,  i  el  otro  quedará  en  el 
legajo  duplicado  de  la  oficina." 

^'Parágrafo  I.*»  líos  manifiestos  espresarán  siempre  el  peso  bruto 
de  cada  btilto  i  el  nombre  de  la  mercadería  que  contiene,  para  la  apli- 
cación de  la  tairi&.." 

*'  Parágrafo  2.<>  Pagados  o  asegurados  los  derechos,  si  puede  con- 
cederse plazo,  el  interesado  presentará  al  empleado  de  Hacienda,  en 
papel  connm,  un  memorial  pidiéndole  la  correspondiente  gtna,  espre* 
sando  el  námero  de  bultos  i  su  contenido,  i  el  Adminisira£)r  o  GoleC" 
tor  le  pondrá  el  ^'  pase,"  indicando  que  los  derechos  quedan  pagados  o 
as^urados.  Las  mercaderías  espresadas  en  la  guia  despachada,^  pue* 
den  transitar  libremente  i  venderse  sin  pagar  al  ^tado  ningún 
otro  derecho." 

*^ Parágrafo  8.**  Nunca  se  dará  guia  para  conducir  mercaderías 
por  las  cuales  no  se  hdyan  pagado  o  asegurado  los  imptiestos,  en  su 
oaso.  Entre  tanto,  no  sera  permitida  su  salida,  que  impedirán  los 
empleados." 

'*  Art.  13  Los  derechos  de  consumo  se  causan  a  deber  por  el  solo 
hecho  de  hacerse  la  introducción  de  las  mercaderías  por  cualquier 
punto  del  Estado ;  los  de  estraccion  por  el  hecho  de  sacarlas  por  cual- 
qmer  parte,  i  los  de  tabaco  i  aguardiente  por  el  de  introducir  estos 
luctículos  en  los  municipios  litorales,  según  xa  parte  2.^  de  la  tarifa.' 

El  Proottrador  £ce,  en  resumen,  lo  siguiente : 

"Es  inconstitucional  la  lei,  porque  las  mercancías  no  se  oítecm 
al  consumo  en  el  acto  en  que  se  inia-oducen,  acto  c[ue  es  lo  que  la  1^ 
gtova,  sino  deroues,  i  porque  solo  después  de  ofrecidas  al  consnmo  es 
cubando  el  Estada  las  puede  gravar  lícitameiíte;  i  es  contraria  al  Código 
de  Aduanas,  porque  entre  las  obligaciones  impuestas  por  este  Código 
a  los  introductores  no  se  encuentran  las  que  les  impone  la  men- 
cionada lei."  ^^ 

**En  cuanto.es  inconstitucional  lo  que  en  el  Cauca  se  llama  dermo 
de  comumo,  que  debiera  Damarse  propiamente  derccAo  de  iidrodwxüm  o 
iwfMrUjcUm^  deben  ser  suspendidos  por  la  Suprema  Corte  Ioc(  artfcmos 
de  la  lei  citada  que  lo  estaolecen  i  que  regilamentan  su  recaudación ;  i 
en  cuaaio  se  imponen  nuevos  gravámenes  o  se  hacen  nuoTas  exijenoias 
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á  ios  introdactores  de  mercancías  eskanjeras,  contrariando  el  Código 
de  Aduanas,  deben  también  ser  sospendiaos  los  artículos  cfjie  ofrecen 
tal  contrariedad,  porgue  las  leyes  de  los  Estados  están  sujetas  a  sns- 

Sension  cuando  son  mconstitucionales  i  cuando  se  oponen  a  las  leyes 
ela  Union." 

'^Besumiendo  mi  pensamiento,  os  diré,  señores  Majistrados,  que  el 
Estado  del  Cauca  ha  establecido  Aduanas,  por  su  cuenta,  detras  délas 
Aduanas  de  la  Nación,  i  sujetado  al  comercio  a  un  nuevo  orden  de 
formalidades,  infrinjiendo  ¿agrantemente  la  Constitución  i  las  leyes 
de  la  Union." 

La  disposición  constitucional  que  se  considera  vulnerada  dice  así: 

'^  A  no  gravar  con  impuestos,  ¿ites  de  haberse  ofrecido  al  consu- 
mo, los  productos  que  sean  materia  de  impuestas  nacionales,  aun 
cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  importación;  ni 
los  i)roductos  destinados  a  la  esportacion,  cuya  libertad  mantendrá  e^ 
Gbbierno  jeneral." 

La  del  Código  de  Aduanas  dice : 

"El  Poder  Ejecutivo  cuidará  de  impedir  que  por  los  Gobiernos  de 
los  Estados  se  sujeten  a  otras  formalidades,  exijencias  o  gravámenes 
que  los  establecidos  en  este  Código,  las  operaciones  comerciales  que 
que  están  sujetas  al  rójimen  de  las  Aduanas^  antes  de  que  las  mercan- 
cías hayan  sido  ofreció  al  consumo." 

I  C0K8IDERAin)0  : 

1.^  Que  si  bien  es  cierto  que  los  Estados  no  pueden  someter  tt 
impuestos  las  mercaderías  que  no  estén  destinadas  a  su  propio  consu- 
mo, es  decir,  las  de  tránsito  o  depósito^  no  lo  es  menos  que  les  está  en 
esa  misma  deposición  constitucional  espresament.e  reconocida  la  po* 
testad  de  gravar  sin  limitación  alguna,  a  su  juicio  i  supuesto  que  no  ha 
de  afectar  smo  a  sus  propios  habitantes  o  miembros,  el  consumo  de 
toda  especie  de  producción,  indijena  o  estranjera ;  i  que  a  esa  potestad 
6B  consiguiente  la  de  adoptar  el  sistema  mas  conducente  a  asegurar  el 
eobro;  de  forma  que,  en  el  caeip  sqjeta  materia,  lo  que  hai  que  exami- 
nar es  si  el  impuesto  alcanea  o  no  a  afectar  las  mercaderías  no  destina^ 
dafl  al  consumo  del  Estado. 

2.«  Que  la  frase  constitucional  *^&rUe8  de  haberse  ^reddo  al  bcyrtsttmo,^ 
no  está  en  parte  id^una  de  la  lejislacion  esplicada  de  manera  que  pue«' 
da  decirse  con  propiedad  cuándo  es  que  comienza  la  jurisdicción  weel 
del  Salado ;  i  como  toda  importación,  cuando  no  se  declara  como  de- 
pósito, se  supone  hecha  para  el  consumo,  i  así  lo  reconoce  el  inciso  L^ 
oel  artículo  z.*  del  Código  de  Aduanas,  queda  únicamente  por  saber,  i 
^llo  debe  dejarse  a  la  declaración  del  inü'oductor,  si  se  destina  o  no  al 
del  Estado,  quedando  inmune  la  de  tránsito  i  sujeta  al  impuesto  la 
ofara.  Por  regla  jeneral,  salvo  declaración  en  contrario,  la  mercadería 
importada  mbe  tenerse  por  ofrecida  si  consumo  de  toda  la  BepúbSca, 
inclusive  el  del  Estado  por  cuvo  territorio  se  hace  la  introducción. 

S.^  Que  sí  es  incuestionaDle  que  las  disposiciones  de  la  leí  del 
Oauca  cuya  suspensión  se  pide,  son  perfectamente  exequibles  en  cuanto 
se  refieran  a  efectos  destinados  al  consumo  del  Estado,  la  atendon 
del  Gofaieino,  federal,  conforme  al  espíritu  i  letra  de  \¿b  institucio- 
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nes» debo  limitarse  a  poner  a  cubierto  lamercanoia  de  tránsito; 
la  cual  no  puede  ser  en  ningún  caso  gravada  por  el  Estado  por  cuyo 
territorio  transite,  siendo  esa  la  estipulación  fundamental  de  LaXJnion, 
desenvuelta  en  los  incisos  3.^,  4.^  i  5.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución; 
i  esto  para  que  la  condición  topográfica  no  fuera  parte  a  soscitar 
complicaciones  pretendiendo  unos  Estados  esplotar  l£^  industria  o  el 
consumo  de  otros. 

4^  Que  para  servir  a  tal  interés  fundamental  basta,  en  el  presen- 
te caso,  suspender  la  ejecución  del  artículo  13,  por  cuanto  la  inconsti.- 
tuoional  dennicion  del  impuesto  de  consumo  que  él  contiene,  pudiera 
embarazar  en  algunos  casos  el  tránsito  de  mercancías  destinadas  al 
consumo  de  okos  Estados.  Dicho  artículo,  sin  hacer  la  distinción  que 
debiera»  declara  que  el  derecho  de  consumo  se  causa  a  deber  por  el 
solo  hecho  de  hacer»  la  introduodon  por  cualquier  pwnto  dd  Estado^  com- 

Írendiendo  así  hasta  lo  que  pudiera  declararse  de  tránsito  para  otro 
istado,  Tolima  o  Antioquia,  mas  probablemente. 

Esta  Corte,  por  unanimidad  de  votos,  en  Sala  de  acuerdo,  re- 
suelve :  suspender  la  ejecución  de  la  parte  del  artículo  13  de  la  leí  del 
Estado  del  Cauca,  niámero  259,  fecha  25  de  setiembre  de  1869, ''  sobre 
rentas  i  contribuciones,"  que  dice :  "  Los  derechos  de  consumo  se  cau- 
san a  deber  por  el  solo  hecho  de  hacerse  la  introducción  de  las  merca- 
derías por  cualquier  punto  del  Estado."  Comuníq^uese  al  Gobierno  del 
Estado  i  dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  la  deci- 
sión definitiva. 


M.  MUBILLO. — JiL  COLUNJE. — J.  M.  PÉBEZ. — JüAN  A.  ümCOECHEl. 

Nicolás  Esguerba. — VioerUe  Vanégas^  Secretario. 

Nota. — ^Los  señores  Majistrados  Colunje  i  Üricoechea  dieron  su 
voto  a  la  parte  dispositiva  de  esta  resolución,  pero  lo  salvaron  en  cuan- 
to a  los  considerandos  i  a  la  no  suspensión  de  los  artículos  7."  a  10. 

VanégaSf  Secretario. 

2AZ0K  BEL  VOTO    BB  LOS    SVÑOBfiS    KAJISXBABOt    DWTtOBSM  COLÜITJX  I  VBXOOBCHBl. 

Hemos  concurrido  con  nuestro  voto  a  formar  la  unanimidad  nece- 
saria para  que  la  Corte  pudiese  mandar  suspender,  como  lo  ha  hecho 
Í^aieidmentepor  resolucion.de  este  dia,  la  ejecución  del  articulo  13  de  la 
ei  259  del  Estado  del  Cauca,  ''  sobre  rentas  i  contribuciones,"  sancio- 
nada el  25  de  setiembre  de  1869 ;  pero  los  fundamentos  en  míe  aparece 
apoyada  esa  resolución,  no  son  los  que  nosotros  hemos  tenido  para  vo- 
tar por  ella,  ni  la  resolución  mismii  tiene  el  alcance  que,  en  nuestro 
concepto,  debiera  habérsele  dado. 

La  solicitud  que  ha  motivado  lo  resuelto  por  la  Corte,  no  se  limitó 
a  la  disposición  citada,  sino  que  se  estendió  a  los  artículos  7.%  8.*',  9.^ 
i  10  de  la  misma  lei,  aunque  con  la  siguiente  reserva,  tanto  respecto 
de  ^tos  como  de  aquélla :  que  la  suspensión  fuese  tan  solo  "«n  cuan- 
to dichos  articiilos  establecen  sobre  ckrechode  consumo  i  sobre  su  recau- 
dación ;  '*  i  nosotros  hemos  creído  que  se  ha  debido  acceder  a  esa  soli- 
citud en  todas  sus  partes.  Espondxemos  las  razones  que  obran  ea 
nuestro  ánimo  para  inducimos  a  pensar  de  este  modo. 
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No  hai  necesidad  de  detenerse  en  demostrar,  porque  salta  a  los 
Oíos  al  solo  recorrer  las  denunciadas  disposiciones,  la  e'xactiiud  de  esta 
observación,  hecha,  en  vista  de  ellas,  por  el  señor  Procurador  jeneral : 
'^  que  el  Estado  del  Cauca  ha  establecido  Aduanas,  por  su  cuenta,  de- 
tras de  las  Aduanas  de  la  Nación^"  Pues  bien,  esto  admitido,  nosotros 
decimos  que  los  artículos  7*^,  8.^,  9.^,  10  i  13  de  la  citada  lei  250,  son 
contrarios  a  la  Constitución  nacional,  porque  ésta  resiste  el  estableci- 
miento de  cualquier  réjimen  aduanero  a  beneficio  de  los  Estados.  Así 
se  deduce  de  la  siguiente  disposición  de  ese  Código  : 

**  Art  8.^  En  obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marcha  es* 

Sidita  de  la  ünion,  i  de  las  relaciones  pacíficas  entre  los  Estados, 
tos  se  comprometen : 

^'4.*  A  no  gravar  con  impuestos,  antes  de  haberse  ofrecido  al 
consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacionales,  aun 
cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  importación ;  ni 
los  productos  destinados  a  la  esportacion,  cuya  libertad  mantendrá  el 
Gobierno  jeneral/' 

S^un  el  inciso  trascrito,  las  mercaderías  estranjeras  no  pueden 
ser  gravadas  por  los  Estados  sino  después  de  haber  sido  ofrecidas  al  oonr 
sumo,  o  sea  después  de  haber  sido  puestas  a  disposición  de  los  consumidores, 
por  oferta  en  venta  o  de  cualquiera  otra  manera.  Luego  la  jurisdicción 
fiscal  de  los  Estados,  respecto  de  tales  mercaderías,  no  jprincipia  hasta 
entonces.  La  frase  constitucional  **ántes  de  haberse  (^reculo  al  cofnjsumo^* 
no  necesita  hallarse  eeplicada  en  parte  alguna  de  la  lejislacion,  porque 
es  clara,  terminantísima;  i,  a  no  ser  recta  la  intelijencia  que  le  damos 
nosotros,  seria  un  atentado  contra  la  soberanía  de  los  Estados  todo  lo 
^ue  contiene  de  prohibitivo  el  artículo  201  de  la  lei  nacional  de  7  de 
julio  de  1866,  "  sobre  Aduanas,"  mrtículo  que  a  la  letra  dice : 

*^  Art.  201.  El  Poder  Ejecutivo  cuidara  de  impedir  que  por  los  Gk>- 
biemos  de  los  Estados  se  sujeten  a  otras  formalidades,  exijencias  o  gra- 
vámenes que  los  establecidos  en  este  Código,  las  operaciones  comercia- 
les que  están  sujetas  al  réjimen  de  las  aduanas,  antes  de  que  las 
mercancías  hayan  sido  ofrecidas  al  (k>nsumo. 

*^  Parábalo  1.^  Esta  disposición  no  escluje  el  cobro  de  peajes  o 
indemnizaciones  por  el  uso  de  las  vias  públicas  que  se  sostei^gan  por 
cuenta  de  los  Estados. 

*^  ParágridFo  2.^  Tampoco  se  escluven  los  peajes  o  indemnizacio- 
nes por  el  uso  que  se  haga  de  obras  de  particulares,  como  bodegas, 
puentes,  canales,  caminos,  ¿.^,  siempre  que  los  ^avámenes  están  de 
^cuerdo  con  los  respectivos  privilejios  o  convemos,  i  que  el  uso  de 
tales  obras  no  se  haga  obligatorio,  sea  porque  así  se  imponga  en  con- 
venio o  privilejios,  sea  porque  las  obras  se  construyan  de  manera  que 
no  sea  posible  dejar  de  usarlas  en  el  trayecto  de  las  vias  públicas." 

Sea  como  fuere,  la  Corte,  en  nuestro  sentir,  no  ha  podido,  delante 
del  articulo  201  del  Código  de  Aduanas,  dejar  sin  suspensión  ninguno 
de  los  denunciados  por  ei  señor  Procurador  jeneral ;  porque  el  deber 
de  ella  es  suspender  la  ejecución  de  los  actos  lejislativos  de  las  Asam- 
bleas d9  los  Estados,  no  solo  cuando  eso9  actos  sean  contrarios  a  la 
Constitución  de  la  XJnion,  sino  también  cuando  lo  sean  a  sus  leyes. 
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He  allí  por  qué  nos  hemos  creído  obligadOB  a  escribir  las  pxesen* 
tes  líneas^  que  üuportan  un  verdadero  saLyaiue&to  de  voto. 

Bogoiáj  25  de  enero  de  1870. 

JilOolünjb.— Juan  A.Ubiooeoheíl— Ftoe^i^g  Fbn^^o^,  Secietaao. 


Infobmbs  de  las  comisiones  del  Senado. 

Giudadanos  Seixaclores  Plenipoteixciarios. 

Vuestra  comisión  r^lamentaria  encargada  de  la  inspección  de  los 
actos  lejislatiyos  de  los  Estados  que  sojuzguen  competentemente  como 
contrarios  a  la  Constitución  i  leyes  naoicoiales,  ha  examinado  con  el 
mayor  estudio  posible  el  espediente  que  contiene  la  solicitud  del  señor 
Procurador  ieneral  de  la  ITnion,  para  que  se  sui^ndieran  por  la  Oorte 
Suprema  federal  los  artículos  7.^,  8.o,  9.®,  10  i  13  de  la  lei  259  "  sobre 
rentas  i  contribuciones/'  espedida  en  25  de  setiembre  del  año  pasado 
por  la  Lejislatura  del  Estaao  soberano  del  Cauca,  i  a  la  cual  recayóla 
decisión  de  ese  Tribunal  Superior  nacicmal,  suspendiendo  únicamente 
la  ejecución  del  último  de  los  artículos  mencionados. 

En  cumplimiento  de  la  atribución  determinada  en  el  inciso  6-^  del 
artículo  51  de  la  Constitución,  os  corresponde,  ciudadanos  Senadores» 
fallar  definitiramente  en  este  asunto ;  i  es  para  venir  a  la  satisfacción 
de  ese  deber  que  la  minoría  de  vuestra  comisión,  en  desacuerdo,  pasa 
a  esponeros  mui  atentamente  sus  opiniones  i  a  presentaros  el  consi- 
guiente proyecto  de  resolución.  , 

A  primera  vista  parece  que  el  juicio  de  la  honorable  Cámara  del 
Senado  debiera  contraerse  solamente  al  artículo  13  del  acto  legislativo 
suspendido  por  la  Corte;  pero  acatando  severamente  el  texto  del  pre- 
cepto constitucional,  es  indudable  que  aquel  debe  estenderse  a  todas 
las  disposiciones  que  por  el  Procurador  jeneral  se  han  denuíuáado 
como  contrarias  a  la  Constitución. 

Establecido  este  antecedente,  entraya  en  materia  vuestra  comisión. 
^  Tanto  en  la  petición  del  señor  irrocurador  como  en  la  determi- 
nación de  la  Corte  se  hallan  fielmente  copiados  los^  artículos  de  la  lei 
cancana  sujeta  parcialmente  a  vuestro  criterio,  i  oiijinales  se  encuen- 
tran, ademas,  en  un  ejemplar  autentico  del .  periódico  oficicd  de  ese 
Estado  soberano,  en  el  que  está  publicado  dicho  acto.  Conoddos,  pues, 
aquellos  datos  previos,  la  tarea  de  vuestra  comisión  debe  concretarse 
aliacer  xm  análisis  comparativo  de  estos  actos  con  la  Constitución 
nacional,  en  la  parte  que  se  dice  vulnerada,  i  a  formar  su  concepto 
respecto  de  las  razones  que  se  tuvieron  en  cuenta  por  el  Procoraoor 
jeneral  i  la  Corte  Suprema  federal,  al  presentar  su  promoción  el  pri- 
mero, i  dicter  su  fallo  la  segunda^ 

Sostiene  en  sus  conclusiones  el  señor  Procurador,  ^ue  el  im^niesto 
o  derecho  de  consumo  que  esa  lei  establece»  grava  la  introducoum  en 
el  Estado  de  las  mercancías  eetranjeras,  i  que  impone  a  los  introducto- 
res de  esas  mercancías  determinadas  obli^elciones  para  facultar  la  re* 
caudacion  del  n^encionado  impuesto.  I  en  seguida  deduce  que  ella  es 
inconstitucional  i  pugna  con  la  lei  de  Ádnanaa^  por  cuanto  que*  es  con* 
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traria  al  inciso  4.^  del  arláctüo  8.^  de  la  Gonstítucion,  qtie  impuso  a  los 
Estados  el  deber  de  no  gravar  con  impuestos,  antes  dé  haberse  ofre- 
cido al  consumo,  los  productos  que  sean  materia  de  impuestos  nacio- 
nales, aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  derechos  de  impor- 
tación ;  i  una  vez  que  en  el  artículo  201  de  Ja  predicha  lei  de  Aduanas 
se  dispone  que  el  Poder  Ejecutivo  cuidará  de  impedir  que  por  los 
Gbbiemos  de  los  Estados  se  sujeten  a  otras  formalidades,  exijencias  i 
giav^enes  que  los  establecidos  en  ese  Oódigo,  las  operaciones  comer- 
ciales que  estén  sujetas  al  réjimen  de  las  Aduanas,  antes  que  las 
mercancías  hayan  sido  ofrecidas  al  consumo ;  agregando  que,  conforme 
al  Código  citaao,  una  de  las  operaciones  comerciales  sujetas  al  réjimen 
de  las  Aduanas  es  la  importación,  que  consiste  en  introducir  mercancías 
estranjeras  para  el  consumo  de  la  llepublica. 

En  el  desarrollo  del  anterior  aserto,  fijado  por  el  señor  Procurador 
jeneral,  alega  como  causas  del  carácter  inconstikicional  de  la  lei,  tesis  de 
este  informe,  las  consideraciones  de  que  las  mercancías  no  se  ofrecen  al 
consumo  en  el  acto  en  que  se  introducen,  que  es  el  hecho  que  la  lei 
grava,  sino  después,  i  porque  solo  después  de  ofrecidas  al  consumo  es 
cuando  el  Estado  las  puede  gravar  lícitamente ;  i  porque  entre,  las  obli- 
gaciones impuestas  por  el  Código  de  Aduanas  a  los  introductores,  no 
se  encuentran  las  que  les  impone  la  mencionada  lei. 

I  como  corolario  de  semejante  afirmación  hecha  por  ese  alto  fun- 
cionario, por  la  cual  se  asevera  llamarse  derecho  de  consumo  en  el 
Cacea  lo  que.  debiera  llamarse  propiamente  derecho  de  importación  o 
introducción,  formula  i  precisa  su  solicitud  a  la  Suprema  Corte  para 
^ue  suspenda  los  ai-ticulos  de  la  lei  citada,  que  asegura  lo  establecen 
i  reglamentan  su  recaudación,  conculcando  al  propio  tiempo  el  Código 
de  Aduanas  por  la  creación  que  de  nuevos  gravámenes  i  exijencias 
hacen  a  los  introductores ;  resumiendo  su  pensamiento  en  la  referencia 
de  que  el  Estado  del  Cauca  ha  establecido  Aduanas  por  su  cuenta 
detrás  de  las  Aduanas  de  la  Nación,  i  sujetado  al  comercio  a  un  nuevo 
orden  de  formalidades,  infrinjiendo  flagrantemente  la  Constitución  i 
leyes  de  la  Union. 

Tóase  ^ora,  ciudadanos  Senadores,  la  manera  como  trató  esta 
cuestión  la  Suprema  Corte  federal,  sometida  que  fué  a  su  ilustrado 
discernimiento  en  los  términos  en  que,  como  se  ha  visto  hasta  aquí, 
la  planteó  el  señor  Procurador  jeneral. 

Este  supremo  Tnbunal  sienta  como  fundamento  de  su  resolución 
ka  siguientes  reflexiones :  1.*  Que  si  bien  es  cierto  que  los  Estados  no 

Eed^  someter  a  impuestos  las  mercaderías  estranjeras  que  no  «stén 
stinadas  a  su  propio  consumo,  es  decir,  las  de  tzansito  o  depósito ; 
so  lo  es  menos,  que  les  está,  en  esa  misma  disposición  constitucional, 
aspresamente- reconocida  la  potestad  de  gravar  sin  limitación  algun^ 
a  su  juicio  i  supuesto  que  no  ha  de  afectar  sino  a  sus  propios  habitan- 
tes o  miembros,  el  consumo  de  toda  especie  de  producción,  indíjena  o 
«stranjera,  i  que  a  esa  potestad  es  consiguiente  la  de  adoptar  el  sistema 
loas  conducente  a  asegurar  el  cobro ;  de  forma  que,  en  el  caso  sujeta 
SULteria,  lo  que  hai  que  examinar  es  si  el  impuesto  alcanza  o  nó  a  afecn 
tar  las  mercaderías  no  destinadas  al  consumo  del  Estado ;  2.*  Que  la 
{rase  constitucional  "  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,"  no  está  en 
parte  alguna  de  la  leji^dacion  esplicada  de  manera  que  pueda  decirse 
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con  propiedad  Giiándo  es  que  oomienza  la  jutísdioeion  fiseal  del  fisfak 
dp ;  1  oomo  toda  importaoioQy  onando  no  se  j^edara  chhho  de  depááio, 
se  supoDe  becha  para  el  consumo  i  así  lo  reconoce  el  indso  1.^  oel  ar^ 
ticulo  2.^  del  OówMQ  de  Aduanas^  qneda  únicamente  por  saber  si  ello 
debe  dejarse  a  la*  dédaradon  del  introductor,  si  se  destina  o  nó  al  Es- 
tado, quedando  inmune  ladetránsitoiRUÍetaalimpuestolaotra.  Forreda 
jenorai,  salvo  declaradon  en  contrano,  la  meroadeiia  importoda  debe 
tenerse  por  oírecida  al  consumo  de  toda  la  BepúbUoa,  indndye  d  dd 
Estado  por  cuyo  territorio  se  hace  la  introducción ;  8.^  Que  si  es  in- 
cuestionable que  las  disposidoneB  de  la  Id  del  Oauca  cuya  snspendoa 
se  pide,  son  perfectamente  exequibles  en  cuanto  se  refieren  a  efectos 
destinados  al  consumo  del  Estado,  la  atención  del  Qobiemo  federal, 
conforme  al  espíritu  i  letra  de  las  instituciones,  debe  limitiEucse  a  poner 
a  cubierto  la  mercadería  de  trándto,  la  cual  no  puede  ser  en  nmgon 
caso  gravada  por  d  Estado  por  cuyo  territorio  trandte,  dendo  esa  h 
estipulación  fundamental  de  la  ünion,  desenvuelta  en  los  incisos  3.^ 
i.^  1  5.",  artículo' 8.°  de  la  Constitución,  i  esto  para  que  la  oondidoii 
topográfica  no  fuera  parte  a  susdtar  complicaciones,  pretendieadQ 
unos  Estados  esplotar  la  industria  i  d  comercio  de  los  otros ;  4.»  Que 

Sara  servir  a  tal  mteres  fundamental,  basta  en  el  presente  caso  suqpenr 
er  la  ejecución  del  artículo  13,  por  cuanto  la  inconstitudonal  ddbu- 
cion  del  impuesto  de  consumo  que  él  contiene,  pudiera  embarazar  ea 
algunos  casos  el  tnindto  de  mercaderías  destinadas  a  otros  Estados 

Sara  su  consumo.  Dicho  artículo,  sin  hacer  la  distinción  que  debiera» 
celara  que  el  derecho  de  consumo  se  causa  a  deber  por  el  solo  hecho 
de  hacerse  la  introducción  por  cualquier  punto  del  Estado,  cpmpreiH 
diendo  así  lo  que  pudiera  declararse  de  trándto  para  otro  Estado»  To- 
lima  i  Antioquia  mas  probablemente. 

Cerciorada,  pues,  vuestra  oomidon,  ciudadanos  Senadores,  de  los 
rckzonamientos  que  sirvieron  de  apoyo  a  la  Corto  federal  para  stt^enr 
der  la  ejecudon  dd  articulo  18  déla  lei  269»  eq>edida  por  la  Leiislataia 
del  Estado  soberano  del  Cauca,  réstale  hacerse  cargo  dd  mérito  qjO0 
tengan  a  su  juicio,  i  emitir  sus  conceptos  sobre  la  base  de  esas  reglas 
i  de  las  enunciadas  de  antemano  por  el  señor  Procurador. 

En  el  compromiso  mutuo  que  contrajeron  los  Estados  i  qae  esta 
consagrado  en  el  articulo  8.^  de  la  Constitudon  nacional,  ya  dtadoi 
quedaron  obligados,  en  las  estipuladones  4.*  i  6.^  a  no  gravar  con  i^i** 
puntos,  antes  de  haberse  ofrecido  al  consumo,  k»  productos  que  sean 
materia  de  impuestos  nadonales,  aun  cuando  se  hayan  dedaradolitMl 
de  los  derechos  de  importadon ;  i  a  no  imponer  contribuciones-  solM 
k)S  productos  qnetEanJaiten por  d Estado  sin  destina^rse  a  ^P'^^T^ 
consumo.  Pero  como  mui  bien  se  comprendedor  d  tenor  de  este  paom 
í|k  obligación  a  qne  por  él  se  sujetaron  los  Estados  en  grada  i  conv^ 
mencia  de  la  umdad  nacional,  i  de  los  fueros  comunes  i  propios  de 
esas  entidades,  produio  el  derecho  singular  en  cada  uno  de  ellos,  do 
gravar  los  valores  dirijidos  a  su  consumo  interior,  naoiendoi  por  k> 
tanto,  de  esta  prerogativala  facultad  de  dictar  re^as  cuya  observancia 
date  desde  que  aparezca  la  consumadon  de  ese  acontecinúento^  es 
d§dr,  la  afecta  al  consumo. 

Incontrovertible  es,  dudadanos  Senadores  Plenipotenciarios,  qne 
los  puertos  (pie  la  Bepública  ha  habilitado,  en  las  costes  de  su0  mares» 
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pán  hacer  por  elloB  m  comeTcio  de  importacioii,  e&i&A  sitoacíos  en  te- 
rritorio nacional)  i  su  Té|iiaen  i  administración  toca  al  Oobierüo  jeneral, 
Begoüi  el  inciso  6.^  del  adriiealo  17  de  la  Oonsütacion.  Pero  evidente  es 
también,  eindsdanos  Senadores,  qne  el  territorio  de  estos  puertos,  el 
de  la  ubicación  de  las  Axlnanas  nacionales,  está  bajo  la  soberanía  iu- 
riadieeional  i  fiscal  de  los  Estados  respectivos,  de  conformidad  con  los 
art£cnloiB  1.^  i  9°  de  la  mkma  Constitución. 

Aceptadas  est»  prenus»^,  ciudadanos  Senadores,  en  fuerza  de  su 
existencia  i  oxijen  constitueionales,  debe  vuestra  comisiiHi  investigar 
isacL  dilijente  cuidado  todo  lo  que  pueda  darle  luz  para  ver  cpn  dari&d 
tí.  terreno  del  derecho  de  cada  Estado,  i  evitar  así  las  coHsiones  que 
en  el  de  todos  vengan  a  producir  a  caso  la  vaguedad  e  indetermmacion 
ecntemdas  en  la  clave  constítucionar  que  los  encierra. 

Verdad  es  que  el  artículo  constitucional  no  espresa  cuándo  es  que 
se  entiende  dado  al  consumo  un  producto  importaÜo  del  estranjero ;  i 
«im  euando  el  inciso  1.^  del  artículo  2.°  del  Código  de  Aduanas  esta- 
Uece  que  la  importación  es  la  introducción  de  mercancías  estranjeras 
psm  ú  consumo  de  la  BepúbUca,  esto  ¿eja  las  cosas  en  el  mismo  es- 
tado i  sin  marcar  la  inmediata  i  definitiva  potestad  de  cada  Estado 
era  el  efecto  de  ejercitar  aquel  derecho  que  se  reservó,  toda  vez  que 
BéptSblica  es  la  espresion  colectiva  de  to^  los  Estados.  Mas,  de 
égt»  CQspofficipn  lÍBgai  si  sarje  algo  de  notable  i  conveniente  para  el 
ptoj^ólsíto  d»  vuestra  comisión^  i  es  que  para  cada^  Estado  que  puede 
eleónsteuno  de  los  prpduetoB  que  se  destinen  para  él,  nai ya 
una  léegla  jenerai :  que  las  meróancías  estranieras  que  se  intn>- 
á  a  su  territorio  se  rentan  por  el  mismo  hecho  como  ofrecidas 
al  consumo. 

Apficando,  ciudadanos  Senadores,  los  razonamientos  dilucidados 
harta  aquí  a  las  conclusiones  emitidas  por  el  señor  Procurador,  debe, 
por  ló  tanto,  establecer  desde  ahora  vuestra  comisión  el  siguiente 
paneipio :  que  el  impuesto  que  grava  la  introducción  grava  la  oferta 
af  oonsuiho. 

X  en  cuanto  a  que  haya  motivo  ]3lausible  para  invocarse  por  el 
señor  Procurador  jenerai^  fas  disposiciones  de  la  leí  de  Aduanas 
(artículo  301)  que  se  dicen  inñínjidas,  para  cooptar  por  ése  lado  a  la 
pieteuffiofi  de  la  nulidad  de  la  lei  del  Cauca,  vuestra  comisión  cree  que 
no  eídste,  si  se  atienden  las  reflexiones  que  pasa  a  haceros. 

La  lei  del  Cauca  no  aumenta  las  foimalidiades  que  señala  a  las 
op^raoiones'comeiteiales  el  réiimen  de  las  Aduanas,  ni  establece  gravá- 
menes i  exijencias  distintos  de  los  determinados  en  el  Código  supraci- 
tado.  Porque  la  liquidación  i  cobro  de  los  derechos  de  consumo  crea- 
dosTpor  aquella  lei  i  las  demás  dilijencias  detalladas  para  saber  el  peso 
de  los  bultos  i  hacer  su  reconocimiento,  tienen  lugar  después  de  haberse 
ejecutado  la  introducción,  formádose  los  manifiestos  i  satisfecho  el 
uitaM>duetor  todos  los  recjuisitos  que  las^leves  nacionales  previenen  para 
<d  eomercio  de  importación  i  aseguro  de  los  derechos  de  Aduana. 

De  suerte  que,  no  comenzando  a  tener  su  cumplimiento  lo  que  se 
mMUaye  eü  los  artículos  7.^,  8.%  d.^  i  10  de  la  lei  del  Cauca,  sino 
eoaiido  los  Administradores  de  Aduana  han  Uenado  sus  deberes,  i 
ttrtídóse  para  ese  fin  la  tramitación  i  formalidades  respectivas,  es  eví- 
pof  lo  mitmo,  que  ya  no  hsd  embarasso  que  detenga  el  ejercido 
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áó  la  jiirisdioóioii  fiscal  dé  ese  Estado^  ni  paede  sostenerse  qné  ésbef 
interrumpa  o  adidone  la  jorisdicoion  fiisoal  nacional  antes  de  ocuirir  la 
oportonidad  de  la  introducción  i  de  la  oferta  al  consumo* 

Para  llegar  a  la  decisión  final  que  cree  vuestra  comisión  debo 

J)oner  término  al  reclamo  contra  la  lei  del  Cauca,  sometido  al  juicio  de 
a  Cámara  del  Senado,  consideradas  que  han  sido  las  razones  aducidas 
por  el  señor  Procurador  i  la  Corte,  falta  únicamente  que  ella  se  deten-t 
ga,  aunque  brevemente,  en  el  cuarto  fundamento'  del  zallo  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  que  fije  la  atención  en  el  modo  cómo  pasan  los  hecbos 
en  ese.Estado  en  materia  de  importaciones  comerciales  i  de  consumo 
de  mercancías  estranjeras,  i  que  penetre  en  el  espíritu  del  Lejislador 
cancano  para  esplicarse  la  causa  de  poner  el  Cauca  sus  oficinas  fiscales 
o  de  recaudación  en  contacto  con 'las  de  la  Bepública,  una  vez  que  en 
el  seno  de  vuestra  comisión  i  en  de  la  honorable  C^ara  del  Senado, 
existen  dos  miembros  de  SMjuella  Lejislatura,  que  pueden  dar  esa  luz: 

La  Corto,  en  la  parte  de  la  resolución  de  que  acaba  de  hacer 
mérito,  dice  <^e,  por  servir  al  ínteres  fundamentsd  desenvuelto  en  los 
incisos  3.°,  4.  i  5.°  del  artículo  8.°  de  la  Constitución  i  para  premunir 
de  todo  gravamen  indebido  a  las  mercancias  de  tránsito,  basta  suspen- 
der la  ejecución  del  artículo  13  de  la  lei  del  Cauca,  por  cuanto  la 
inconstitucional  definición  del  impuesto  de  consumo  que  él  contiene 
pudiera  embarazar  en  algunos  casos  el  tránsito  de  mercadería.s  ai 
consumo  de  otros  Estados.  I  la  misma  Corte,  en  el  fundamento  2.°  de 
la  misma  decisión,  sentó  como  regla  jeneral,  salvo  deckuraeion  en 
contrario,  la  siguiente :  que  toda  mercadería  importada  debe  tenerse 
poT  o&ecida  al  consumo  de  toda  la  Bepáblica,  inclusive  el  del  Estado 
por  cuyo  territorio  se  hace  la  importación.    . 

La  comparación  lójica  i  concienzuda,  ciudadanos  Senadores,  de 
esas  dos  opiniones  de  la  Corte,  hace  surjir  esta  consecuencia :  cpe  el 
artículo  13  de  la  lei  del  Cauca  es  válido  si  hai  declaración  del  mtro- 
,  ductor  afirmando  que  los  productos  introducidos  son  para  el  consumo; 
i  que  es  nulo,  o  se  debe  justificar  su  suspensión  si  la  declaratoria  refet 
rida  niega  lo  anterior  i  sostiene  que  los  efectos  comerciales  vienen  de 
tránsito.  La  inseguridad  de  que  las  operaciones  comerciales  de  impor^- 
tacion  tengan  uno  u  otro  jiro  de  los  que  se  han  mencionado,  es,  pues, 
a  no  dejar  duda,  la  que  parece  implicar  el  supuesto  vicio  de  la  lei  del 
Cauca. 

Mas  el  conocimiento)  de  los  hechos  que  forman  esa  parte  de  la 
estadística  comercial  del  país  i  del  curso  del  movimiento  de  los  obje«- 
tos  de  esta  industria,  en  las  relaciones  de  ese  jénero,  de  los  Estados 
con  el  interior  de  la  Bepública  i  de  éstos  entre  sí,  parece,  ciudadanos 
Sonadores,  que  es  lo  que  debe  consultarse .  para  buscar  la  solución  de 
las  dificultades  que  se  han  sometido  a  vuestro  examen,  en  la  verdad  i 
no  en  la  hipótesis  que,  salvando  en  apariencia  los  intereses  de  la 
Union  i  de  algunos  Estados,  hieren  real  i  trascendentfdmente  los  de 
otro$  Estados,  i  con  ellos  lo  mas  sagrado  e importante  de  suso* 
beranía. 

Las  importaciones  de  mercaderías  estranjeras,  ciudadanos  Sena- 
dores, que  se  hacen  al  Cauca  por  cualquiera  de  los  puertos  que  indica 
la  lei,  como  mui  bien  lo  sabe  cada  uno  de  vosotros  i  lo  conoce  todo  el 
que  se  haya  cuidado  de  informarse  del  movimiento  de  nuestras  Aduar 
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nas,  i  de  las  eYolticiones  del  comercio  de  cada  Estado,  todas  son  desti- 
nadas para  el  consumo  interior  de  aquel  Estado,  i  ninguna,  con  rarisilDa 
i  fenomenal  escepcion,  trae  la  dirección  de  pasar  para  otro.  Lo  que 
8e  introduce.por  Buenaventura,  Tumaoo,  Oartosama  i  Turbo  tiene  siem- 
pre invariablemente  aquel  fin ;  i  aun  cuando  antes  ocurrian  los  singu- 
larísimos casos  de  que  algunas  cargas  de^  mercancías  que  se  interna- 
ban por  Oarlosama  venían  en  vía  para  Antioquia,  ya  hoi  lo  que  sucede 
es  que  Pasto  i  Popayan  son  los  mercados  en  donde  los  negociantes 
antíogueños  compran  esos  artículos  o  los  permutan  en  las  plazas  de 
Palmira  i  Oartago  por  efectos  de  ultramar. 

La  mira,  ciudadanos  Senadores,  que  ha  tenido  el  Lejislador  del 
Cauca  para  situar  sus  empleados  de  Hacienda  en  los  mismos  puertos, 
es  la  necesidad  en  que  se  ha  visto  de  evitar  asi  el  fraude,  el  dispendio 
en  los  medios  de  recaudación  i  la  mejor  eficacia  para  llevar  a  efecto 
esos  rendimientos  que  constituyen  la  parte  mas  significativa  en  las 
cifras  de  su  presupuesto. 

lia  manera  como  se  cumplen  los  acontecimientos  es,  pues,  ciuda- 
danos Senadores,  lo  que  se  ha  propuesto  vuestra  comisión  fijar  i  esta- 
blecer como  punto  de  partida  para  venir  a  formar  un  juicio  acertado. 
I  no  es  la  declaración  de  un  interesado  que,  obligado  por  sus  propias 
conveniencias,  se  ve  halagado  i  constreñido  a  faltar  a  la  verdad,  lo  que 
ha  debido  guiamos  en  asunto  tan  grave  como  el  presente,  en  el  que 
están  comprometidos  los  derechos  constitucionales  de  un  Estado  i  aun 
«su  misma  existencia  regular  i  espedita  como  entidad  soberana. 

^  Por  lo  tanto,  i  atendiendo  a  todas  las  consideraciones  que  han 
ífeispiradb  i  dirijidó  el  ánimo  de  la  minoría  de  vuestra  comisión,  es  que 
ella  os  presenta  el  siguiente  proyecto  de  1 

RESOLUCIÓN: 

Bl  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  unidos  de  Colom- 
bia, en  uso  de  la  atribución  que  le  señala  el  inciso  6.^  del  artículo  61 
de  la  Constitución  nacional,  declara  válidos  los  artículos  7."*,  8.°,  9.^,  10 
i  13  de  la  lei  259,  ''sobre  rentas  i  contribuciones,"  del  Estado  soberano 
del  Cauca,  levantando,  por  lo  mismo,  la  suspensión  de(»retada  por  la 
Corte  Suprema  federal  en  la  ejecución  del  ultimo  artículo.  Comuniqúese. 

Bogotá,  marzo  16  de  1870. 

Manuel  de  J.  Qttuano. — Bahon  E.  Palau.    * 

Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenciarios. — Bogotá,  mayo  80  de  1870.  * 

Después  de  negarse  el  proyecto  de  resolución  presentado  por  la 
mayoría,  se  abrió  el  primer  debate  del  anterior,  propuesto  por  la 
minoría  de  la  comisión,  i  fué  aprobado.  ^ 

El  Secretario,  Eustado  de  la  Torre  N.  . 

Mayo  31  de  1870. 

Se  aprobó  en  segundeo  debate,  en  la  sesión  de  esta  fecha. 

Es  copia.—El  Secretario, 

Hustacio  de  la  Torre  N. 


Ciudadanos  Senadores. 

El  señor  Procarador  jeneral  da  !&  Nación  oenrrió,  en  4  de  dieiemr 
bre  de  1869,  ante  la  Oorie  Suprema  federal,  pidiendo  la  suspensión  de 
los  artículos  ?.''>  S."",  9.^  10  i  13  de  la  leí  259  del  Estado  soberano  del 
Cauca,  sobre  rentas  i  contribuciones,  espedida  en  25  de  setiembre  del 
inismo  año,  por  ser  contrarios  al  inciso  4.",  artículo  8.^  de  la  Constito- 
eion,  i  al  arnculo  201  del  Oódigo  de  Aduanas.  La  Corte  resolvió  en  26 
de  enero  último,  con  el  voto  de  todos  los  Magistrados,  suspender  el  aap* 
tículo  19,  opinando  los  señores  Colun  je  i  Uncbeehea  que  ia  suspensión 
debiera  comprender  a  todos  los  artículos  motivo  de  la  soUcitudL  Traído 
el  espediente  al  Senado,  para  que  se  decida  definitivamente  de  la  nuli- 
dad o  validez  de  aquellas  disposiciones,  vuestra  comisión  de  inspeccioa 
de  actos  legislativos  de  los  Estados  no  ha  podido  acordarse  acerca  del 
proyecto  de  resolución  que  os  debe  presentar,  i  por  esto,  los  infrascritos 
znicoabros  de  ella  os  proponga  por  separado  el  que  les  corresponde. 

Bast^,  en  concepto  de  los  ÍAÍrascritos,  leer  k»  artículos  mateiia 
del  reclamo,  para  juzgar  que  son  contrarios  al  inciso  4°,  artículo  8.^  dé 
la  Constitución,  por  cuanto  por  dios  se  gravan,  antes  de  haberse  ofro- 
ddo  al  consumo,  productos  que  son  de  imposición  naeionaL  Los  fub- 
damentos  espresados  por  el  seoor  Procurador  jenaral  i  los  señoreé 
Majistiftdos  Cokinje  i  Urieoechea,  a  éste  respecto^  los  ju^a  vuestra 
comisión  exactos  i  quieve  86  teaogem  eomo  reproduoidoe  en  el  presento 
informe. 

Por  tanto,  la  mayoría  de  la  oomiáion  os  pcopoae  ¿1  sométete  pros- 
yectode 

BESOLDOION^ 

13  Senado  db  Plenipótenteiárioa,  en  ejercicio  de  la  áiribtlcii^  5.*, 
articulo  61  de  la  Constitución,  declara  nmos  los  artículos  7.^  8.^,  9.^» 
10  i  13  de  la  lei  259  del  Estado  soberano  del  Cauca/sobre  rentas  i  col^ 
tñbaciones,  espedida  en  25  de  setiembre  de  1869,  por  ser  contrarios  a 
los  incisos  4.^  1 5.^,.  artículo  8.^  de  la  Constitución. 

Bogotá,  abril  30  de  1870. 

Oindadoaiod  Senadores* 

KA3BOO  a.  ESTRáiDA.— Aim>NIO  FeRBO.— JuSTO  AbOSEMENA. 


SMcetería  del  Senado  >d«  PkD!t>oteDda!r!os.~Mayo  80  da  1870. 

En  esta  fecha  se  abrió  primer  debate  del  anterior  proyecto  de  re- 
solución, i  fué  negado. 

El  Secretario,  Eíistado  efe  la  Torte  N. 
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y  AI<IPJBZ  del  articulo  6.*  de  la  lei  de  19  de  novl^i:^bre  de  1869^ 
del  Celado  «ol^erano  de  Bolívar»  reformatoria  d^l  CMIgo  Penal 

del  £stado. 


«*" 


AOUSBDO  DE  lA  StTPBBMA  CoBTE  fEDBBAL. 
Corte  Suprema  federal.— Bogot A,  26  de  lebrero  de  1870. 

Vistos.— De  una  lei  "reformatoria  del  Código  Penal  del  Estado  de 
l^líyar»"  sancionada  el  18  de  noxiembre  de  lb69,  hace  parte,  bajo  el 
numero  6/\  el  siguiente  artículo,  cuja  suspensión  pide  el  dudajaoo 
)fanuel  Ezequiel<}orráles,  por  memorial  fechado  en  JSarranqiuUa  a  IT 
de  diciembre  del  mismo  año.  Dice  así: 

"La  garantía  constitucional  de  que  los  individuos  gozan  para  ncr 
ser  condenados  a  sufrir  una  pena  corporal  por  mas  de  diez  años^  no.lba 
exime  de  la  responsabilidad  en  el  caso  de  reincidencia,  o  en  el  de  co* 
misión  de  nuevos  i  distintos  delitos  o  culpas,  por  el  hecho  de  Ibiaber 
sido  condenados  a  sufrir  una  pena  de  dicha  especie,  i-  estarla  sufriendo 
o  haberla  sufrido  ya  por  ese  mismo  número  de  anos;  antes  bien,  serán 
juzgados  i  castigados  con  arreglo  a  las  leyes  del  Estado,  por  cualquier 
dehto  o  culpa  que  cometan  en  su  territorio  i  cuyo  conocimiento  i  deci-' 
aion  fuere  de  la  competencia  del  Poder  Judidai  del  Estado^  sin  atender 
a  las  condenaciones  a  que  anteriormente  se  hubieren  hecho  acreedores»^*' 

Oorrále»  ha  dicqido  su  solioitud  a  la  Corte,  no  porque  juzgue  que 
el  artículo  inserto  es  contrario  al  inciso  2.^,  artículo  16  de  la  Ccmstito- 
eion  de  la  Union,  a  a  otra  disposición  del  mismo  Código  o  de  alguna 
lei  nacional,  sino  por  preer  conveniente  que  este  Tribunal  contribuya 
cosa  stt  dictamen  a  fijar  la  intelijeneia  de  tal  inciso,  que  a  la  letra  es 
oomo  sigue: 

'^>No  869  cKmdenados  a  pena  corporal  por  mas  de  díes  años.** 

No  obstante  el  motrvo  de  la  solicitud,  la  Corte  se  ccmsídera  e&  el 
deber  de  atenderla,  decretando  o  negando  la  suspensioB  indicada,  por- 
ooo  la  referida  Constitución  no  restrinjo  de  modo  alguno  el  ej^cicio 
oA  derecho  qne  ella  misma  concede  por  su  artículo  7á ;  i,  deteniéndose 
en  el  ex^en  d»  la  dispoeícion  háciaia  cual  se  le  Rama  la  atención  por 
Condales,  nada  de  objetable  encuentra  en  ella. 

La  Orarte  opina,  eomo  el  Procuador  jeneral  de  la  Naekm,  según 
la  vista  qaa  este  iimoioiiario  há  piodaeido  en  este  negocio  eon  fecha  15 
del  mes  en  curso,  que  la  citada  garantía  constitucional  "consiste  lini- 
camente  en  no  ser  condenados  de  una  vez,  i  en  una  misma  sentencia, 
a  mas  de  dies^  años  de  pena  corporal;'-  de  donde  se  sigue  que  el  reo 
eme  lu^ya  sido  condenado  a  sufrir  cualauiera  cantidad  de  pena  de  esa 
dase,  inclusive  el  máximun,  puede  s^lo  otra  i  obras  veces,  haista  el 
máximan  también,  en  cualqmera  de  estos  dos  casos,  que  son  los  que 
abraza  el  mencionado  artículo  6.**: 

h?  Si  conchudo  el  tiempo  de  la  pena  corporal  anterior,  vuelve  a 
ser  reo  de  cualquier  delito  que  merezca  pena  de  la  misma  clase ; 
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."  ffi  mléDtras  no  haya  concluido  el  tiempo  de  la  pena  corporal 

or,  comete  coalqnier  delito  que  deba  aer  caatigado  con  pena 

ral. 

la  Corte  opina  así,  apojada  en  el  principio  de  que  laa  leyes  deben 

terpretadaa  de  manera  que  la  ¡ntorpretacion  no  conduzca  a  un 

[ido  absurdo ;  pues  absurdo  habría  de  ser  el  que  se  siguiese  a  una 

encia  contraria  del  inciso  constitucional  trascrito,  a  •  saber  :  que 

iminales  que  hubiesen  sufrido  pena  corporal  por  diez  años  i  los 

b  estuviesen  sufriendo  por  el  mismo  tiempo,  o  por  el  necesario 

completar  ese  máximun,  quedarían  autorizados  para  cometer  cua- 

era  delitos  oastigables  con  penas  de  aquella  clase. 

le  declara,  por  tanto,  que  no  hai  lugar  a  suspender  la  ejecoeíon 

tículo  6."  de  la  citada  lei  del  Estado  de  Bolívar, 

)i'Be  cuenta  al  Senado,  i  h^ase  todo  lo  demás  que  prescribe  el 

lo  141  de  la  lei  de  22  de  mayo  de  1866,  "  sobre  procedimiento  en 

igocios  civiles  cuyo  conocimiento  corresponde  a  los  tribunales  de 

ion,"  así  como  lo  que  prescribe  en  bu  segunda  i  última  parte  el 

lo  140  de  la  misma  leu 

1.  MdBILLO.  — JiL  COLUNJB.— J.  M.  PÉREZ. — JüAN  A.  ÜBIOOECHEA. 

SIaMÍ  Villamizae  G,—  Ftceafc  Vojiégas,  Secretario. 


Ikfobhe  de  ia  comisión  del  Senado. 

latíanos  Senadores. 

SI  señor  Manuel  £zequiel  Corrales  solicitó  ante  la  Corte  Sapre- 
deral  la  suspensión  del  artículo  6.°  de  la  lei  de  18  de  noviembre 
69,  espedida  por  la  ájsamblea  Lejislativa  del  ]EiStado  soberano  de 
ar,  reformatoria  de'  su  Código  Penal,  no  porque  lo  creyese  oon- 
I  al  inciso  2.''  del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional,  sino 
le  deseaba  que  an  contenido  fuese  ratificado  con  el  fallo  de  la 
i  el  del  S^ado,  toda  vez  que  algunas  peíaonas .  entendidas  i 
tables  de  aquel  Estado  eran  de  otro  sentir. 

Ja  Corte  Suprema  federal,  de  acuerdo  con  el  parecer  del  señor 
irador  jeneral  de  la  Nación,  resolvió  el  caso  délos  términos  pro- 
os  por  el  solicitante,  declarando  que  no  había  lugar  a  suspender 
bo  artículo  6.",  i  ordenando  se  diese  cuenta  al  Senado  para  los 
)a  ulteriores.  .  ; 

iJl  iooiso  2.",  ariáotilo  15  de  la  Oonslitucion  nacional,  al  defaUar  los 
hos  individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeonbeB  es- 
stados  Unidos  de  OolomlHa,  dice  lo  siguiente : 
'  2.°  ^o  ser  condenados  a  pena  corporal  por  mas  de  diez  años." 
í  el  articulo  6.°  de  la  lei  de  Bolívar  lo  esphoa  así : 
'  Art.  6.°  La  garantía  constitucional  de  que  los  individuos  gozan 
no  ser  condenados  a  sufrir  nna  pena  corporal  por  mas  de  diez  años, 
eexime  de«la  responsabihdad  en  el  caso  de  reincidencia  o  en  el  de 
líon  de  nuevos  i  distintos  delitos  o  culpas,  por  el  hecho  de  haber 
condenados  a  sufrir  una  pena  de  dicha  especie  i  estarla  sufriendo 
>erla  sufrido  ya  por  ese  mismo  uámero  de  años ;  antes  bien,  seráa 
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jaz^^adoa  i  casidgado»  con  arreglo  a  las  leyes  del  Estado,  por  cualquier 
delito  o  culpa  que  cometan  en  su  territorio  i  cuyo  conocimiento  i  deci- 
sión fuere  de  la  competencia  del  Poder  Judicial  del  Estado,  sin 
atender  a  las  condenaciones  a  que  anteriormente  se  hubieren  hecho 
acreedores." 

Vuestra  comisión  nada  nueyo  tiene  que  agregar  a  las  razones  muí 
fundadas  contenidas  en  el  n^norial  del  solicitante,  en  el  concepto  o 
parecer  del  señor  Procurado'eneral  i  en  el  fallo  de  la  Corte  Smprema; 

Sorque  es  claro,  a  todas  luces,  qtie  un  reo  condenado  a  sufrir  hasta 
iez  anos  de  pena  corporal,  no  puede  quedar  en  libertad,  cumplida  la 
pena,  para  cometer  impunemente  el  mismo  delito  por  aue  fuera  casti- 
gado, u  otros  mayores  o  menores,  ni  menos  durante  el  tiempo  de  su 
condena  primitiya. 

Os  propone,  pues,  el  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

^  El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  y^do  el  artículo  6.^  de  la 
lei  de  18  de  noyiembre  de  1869,  espedida  por  la  Asamblea  lejislatiya 
del  Estado  soberano  de  Bolíyar,  reformatoria  de  su  Código  Penal ;  por 
estar  el  dicho  articulo  conforme  a  la  letra  i  espíritu  de  la  Constitacion 
nacional." 

Propuesto  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  Bogotá,  a  18  de 
marzo  de  1870,  por  los  infrascritos  Senadores,  miembros  de  la  comisión 
encargada  del  examen  de  los  actos  lejislatiyos  de  los  Estados. 

Manuel  de  J.  Quuano. — ^Ramon  E.  Paiau. — AmoNio  Febbo.— 
Mabco  a.  Estrada.— Justo  Abosemena. 

Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenciarios.—- Junio  15  de  1870. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  fué  aprobado,  en  segundo  de* 
bate,  en  la  sesión  de  esta  fecha. 

El  Secretario,   Etistado  de  la  Torre  N. 


LXXV. 


TAIilDEZde  la  lei  XII  de  31  de  octubre  de  1861^,  del  C«tado 
soberano  de  Sautauder,  sobre  navegación  por  vapor  del 

rio  Carare. 


AOUSBDO  DE  LA  GoBTE  SUPBBMA. 
Corto  Suprema  federal.—Bogotá,  12  de  abril  de  1870. 

Vistos.— La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Santander  auto- 
rizo por  la  lei  12  de  1869  al  Presidente  del  mismo  Estado  "para 
conceder  privilejio  esclusiro  para  navegar  por  vapores  el  rio  Carare, 
desde  su  confluencia  con  el  Magdalena  basta  el  remolino  de  los 
"Botos,"  oJ^asta  el  puente  de  San  Fernando,  siempre  que  sea  necesario 
canalizarlo,  artificialmente."  (Artículo  1.°  de  la  lei  citada).  9 
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Felipe  Zapata  ha  solicitado  de  la  Suprema  Corte  la  süspensioiB 
de  esta  leí»  porque  ''aunque  la  parte  navegable  del  Carare,  dice,  se  en* 
ouentra  en  territorio  de  Santander,  como  dicho  rio  sirve  de  caoal  al 
comercio  de  una  porción  de  los  Estados  de  Santander  i  Boyacá  con  los 
demás  Estados  que  baña  el  Magdalena,  es  al  Congreso  de  la  Union  al 
que  corresponde  conceder  privüejio  para  su  navegación  por  vai>or, 
según  las  disposiciones  del  inciso  8.  ,  Artículo  49  de  la  Constitucioxf 
federal?'  *  , 

En  los  mismos  términos  ha  espresado  su  concepto  el  Procurador 
jeneral  de  la  Nación,  apoyando  la  solicitud  aúterior. 

La  Corte  para  resolver  hace  las  siguientes  consideraciones: 

Es  verdad  que  entre  las  atribuciones  esclusivas  del  Congreso  de 
la  Union  se  encuentra  la  de  conceder  privilejios  i  auxiUos  parala  nave- 
gación por  vapor  en  aquellos  rios  i  aguas  que  sirvan  de  canal  para  el 
comercu)  de  mas  de  un  Estado,  o  que  pasen  al  territorio  de  Nación 
limítrofe  (inciso  8.",  artículo  49  de  ía  Constitución  federal).  Pero  esta 
disposición  no  puede  referirse  sino  a  los  rios  navegables  que  bañan  el 
territorio  de  mas  de  un  Estado,  atendido  el  tenor  del  inciso  6.",  artículo 
17  de  la  misma  Constitución,  que  enumera  entre  los  negocios  ^ue  los 
Estados  delegaron  al  Gk)biemo  jeneral  "  el  arreglo  de  las  vias  rntero* 
ceánicas  que  existen,  o  que  se  abran,  en  el  territorio  de  la  Union,  i  la 
navegación  de  los  rios  qve  boñoit  d  territorio  de  mas  de  un  Estado^  o  que 
pa3e&  al  de  una  Nackm  Umítrofe." 

Si  en  materia  de  navegación  fluvial,  los  Estados  no  hicieron  al 

Gobierno  jeneral  otra  delegación  que  la  contenida  en  el  inciso  copiado, 

es  evidente  que  la  atribución  concedida  al  Congreso  no  puede  abrazar 

mas  de  lo  que  las  entidades  seccionales  concedieron  al  Poder  f ederaL 

j  '  Dedúcese  de  lo  espuesto  que,  a  juicio  de  la  Corte,  la  lei  deSantan- 

1  der  no  es  contraria  a  precepto  alarmo  de  la  Constitución  de  la  Bepú- 

1  blica,  puesto  que  la  parte  navegable  del  rio  Carare  solo  baña  el  terri- 

'I  torio  de  aquel  üBstado,  i,  en  consecuencia,  así  lo  declara. 

V  Pásese  copia  de  esta  resoluci<m  al  Presidente  del  Estado  de 

¡  Santander,  i  remítase  el  espediente  al  Senado. 

j  JiL  CoLUNJE. — Juan  A.  Ubiooeohea.— José  MabíI  ViMiIMIZar  G- 

M.  MüsOiLO.— Juan  Manuel  Pébsz. — Fioen¿e   Vanégas^  Secretario. 
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InFOBME  DB  LA  COMISIÓN  BEL  SeNAIK). 

A  CiTida<?.aiios  Senadora^. 

f '  Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Esta- 

*'j  dos,  con  vista  del  espediente  que  os  ha  pasado  la  Corte  Suprema  fede- 

|>i|  ral  sobre  la  suspensión  solicitada  por  el  ciudadano  Felipe  Zapata  de 

y\  la  lei  XTT,  de  21  de  octubre  de  1869,  del  Estado  Soberano  de  Santan- 

der, ^'  euitorizando  al  Presidente  del  Estado  para  conceda  pzivilejio 
para  navegar  por  vapor  el  rio  Carare,"  presenta  a  vuo^a  considera- 
ción el  iufonne  i  consiguiente  proyecto  de  resolución  que  en  seguida  se 
1  espresa. 

I  Aunque  la  parte  navegable  del  Carare,  dice  el  solicitlnte,  seen- 

f  i  cuentra  en  territorio  de  Santander,  sirve  dicho  rio  de  canal  al  comercio 
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de  ima  porción  de  los  Estados  de  Santander  i  Bojacá  con  los  demás 
Estados  que  baña  el  Magdalena,  i  esto  Lace  qne  sea  al  Congreso  de  la 
Union  al  (jne  corresponda  dar  priTÍlejio  para  su  nay^acion  por  vapor, 
seffcín  lo  dispuesto  en  el  inciso  8.^,  artículo  49  de  la  Constitución  fede- 
ral. Aceptado  este  fundamento  por  el  señor  Procurador  jeneral,  solici- 
tó de  la  Suprema  Corte  la  suspensión  de  la  referida  lei ;  pero  dicho 
Tribunal  no  accedió  a  la  solicitud,  teniendo  en  consideración  que  la 
disposición  del  inciso  8.^,  artículo  49  citados,  no  puede  referirse  sino  a 
los  rios  navegables  qjae  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  aten- 
dido el  tenor  del  inciso  6.^,  artículo  17  de  la  misma  Constitución,  que 
86  hallan  entre  los  que  determinan  los  negocios  delgados  por  los  Es- 
tados al  Gbbiemo  jeneral ;  i  que,  dejBonsaguiente,  la  atribución  conce- 
dida al  Congreso  en  materia  de.  nav^acion  fluvial,  no  puede  abrazar 
mas  de  lo  que  las  entidades  seccionales  delegaron  al  Poder  Ejecutivo. 

Este  razonamiento  de  la  Corte  Suprema  lo  halla  vuestra  comisión 
exacto,  porque  si  no  debiera  entenderse  que  la  atribución  delegada  al 
Congreso  se  refiera  únicamente  a  los  rios  cujas  aguas  navegables  bañen 
el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  es  evidente  que  comprendiera  a 
todos  los  rios  que,  navegables  en  parte,  afluyen  a  otros  de  mayor  con- 
sideración ;  pues  todos,  mas  o  m^os,  sirven  o  pueden  servir  de  cana- 
les para  el  comercio  con  otros  Estados  i  atifi  con  varias  naciones^  i 
esto  no  es  lo  que  parece  quiere  la  Constitución. 

En  consecuencia,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente  pro- 
yecto de 

BESOIilTOION: 

**  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  ^i  ejemcio  de  la  atribución 
6.*,  articulo  61  de  la  Constitución,  declara:  que  no  es  nula  la  lei  ^TT 
del  Estado  soberano  de  Santander,  de  21  de  octubre  de  1869,  ''  autori- 
zando al  Presidente  del  Estado  para  conceder  i>rivileüo  para  navegar 
por  vapor  el  rio  Carare,^  porque  no  viola  el  inciso  8.  ,  artículo  49  de 
la  Constitocion  federal,  ni  alguna  otra  de  sus  disposiciones." 

Bogotá,  abril  29  de  1870. 

Ciudadanos  Senadores. 

Manuel  de  J.  Quüano. — ^Ramon  E.  Palaü.— Maboo  A.  Estrada.— 
Justo  Aboseuena.— Antonio  Febbo. 


Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenciarios.— Junio  16  de  1870. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  se  adoptó  en  s^nndo  debate, 
en  la  sesión  de  esta  fecha. 

Es  copia.— El  Secretario,  Eustacio  de  la  T^orre  N. 
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T  AL.1BEZ  de  los  artículos  2,  3  i  4  de  la  leí  de  5  de  enero  de  ISCll, 
del  CUado  soberano  de  Panamá,  sobre  contribución  comerclaL 


Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  federal. 

Corte  Saprema  federal. — BogoUI,  28  de  marzo  de   1870. 

La  lei  2."  de  1869,  del  Estado  de  Panamá,  espedida  i  sancionada 
el  5  de  enero,  i  que  lleva  este  título :  "  Adicional  i  reformatoria  de  las 
de  contribución  comercial,"  contiene  las  siguientes  disposiciones : 

"Artículo  2.^  El  auto  ejecutivo  i  demás  providencias  que  se  dicten 
por  los  recaudadores  fiscales  del  Estado,  en  ejercicio  de  la  jurisdicción 
coactiva,  contra  los  deudores  al  Tesoro,  no  son  apelables,  i  contra 
talas  providencias  no  queda  mas  recurso  que  el  de  queja. 

"Artículo  3.^  No  son  admisibles  en  los  juicios  ejecutivos  que  se 
sigan  por  los  recaudadores  fiscales,  otras  escepciones  que  las  de  üejiti- 
midad  en  la  personería  i  pago,  las  cuales  serán  oidas  i  decididas  por  el 
empleado  ejecutor,  i  da  cuya  decisión  no  habrá  mas  recurso  qae 
el  de  queja. 

"§.  iüichas  escepciones  solo  son  adndsibles  dentro  de  las  cuarenta 
i  ocho  horas  siguientes  al  requerimiento  de  pago,  i  serán  decididas 
veintíeuatro  horas  después  de  presentadas  i  admitidas. 

"Artículo  4.^  El  remate  de  los  bienes  embalsados  a  un  deudor 
del  Tesoro,  tendrá  lugar  cinco  dias  después  de  trabado  el  embargo, 
cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  los  bienes ;  i  durante  ese  tiempo 
permanecerán  fijados  los  anuncios  del  caso  en  los  lugares  mas  pubUcos 
de  la  población.  Estos  anuncios  se  publicarán  también  por  la  imprenta, 
donde  la  hubiere,  a  costa  del  ejecutado." 

Considera  Nicolás  Pereira  Gamba  que  las  disposiciones  insertas 
son  contrarias  al  inciso  5.°,  artículo  15  de  la  Constitución  federal,  i  en 
tal  supuesto  ha  pedido  a  esta  Suprema  Corte  la  suspensión  de  ellas, 
por  memorial  presentado  el  15  de  noviembre  ultimo.  Mas  la  Corte,  de 
acuerdo  con  el  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  no  las  reputa  afectadas 
del  vicio  do  que  las  tacha  el  postulante. 

La  letra  de  la  citada  disposición  constitucional  es  ésta,  en  la  parto 
conducente : 

"  Artículo  15.  Es  base  esencial  e  invariable  de  la  UAÍon  entre  los 
Estados,  el  reconocimiento  i  la  garantía  por  parte  del  Gobierno  jene- 
ral i  de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  dere- 
chos individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los 
Estados  Unidos  de  Colombia  ;  a  saber  : 


"  5.°  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  sino  por 
pena  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  así  lo 
exija  un  grave  motivo  de  necesidad  publica  judicialmente  declarado." 


—  69  — 

Ahora  bien :  ninguna  do  las  disposiciones  copiadas  de  la  lei  del 
Estado  de  Panamá  autoriza  el  que  se  prive  de  la  propiedad  a  los  in- 
dividuos por  medios  distintos  de  los  que  el  inciso  trascrito  permite,  ni 
trata  tampoco  de  la  privación  de  la  propiedad  por  medio  alguno,  su- 

Suesto  que  el  objeto  de  ellas  no  es  imponer  gravámenes  a  la  riqueza 
e  los  particulares,  sino  hacer  efectivos  los  ja  impuestos  por  el  medio 
tributario  o  el  penal,  i  hacer  efectiva  también  cualquiera  recaudación 
correspondiente  a  los  empleados  fiscales  del  Estado,  tal  como  la  del 
'valor  del  arrendamiento  de  alguna  ñnca  pública.  Siendo  asi,  lo  mas 
que  puede  decirse  es  que  las  disposiciones  en  cuestión  se  rozan,  en 
parte,  con  la  privación  de  la  propiedad  individual  por  medio  de  con- 
tribución o  pena ;  pero  como  este  medio  de  privación  de  esa  propiedad 
se  halla  precisamente  autorizado  por  el  inciso  constitucional  que  se 
dice  infrinjido,  no  se  ve  en  qué  sean  contrarias  a  éste  tales  disposicio- 
nes. Ellas,  es  verdad,  introducen  grandes  novedades,  acaso  hasta  in- 
convenientes, en  la  naturaleza  del  juicio  ejecutivo,  cuando  la  ejecución 
es  librada  por  funcionarios  investidos  de  la  jurisdicción  coactiva ;  pero, 
"por  mas  inconveniente  que  ese  cambio  sea,  no  es  posible  desconocer 
que  el  Estado  que  lo  establece  obra  dentro  de  la  órbita  de  su  propia 
soberanía,"  según  lo  observa  el  Procurador. 

Por  tanto,  no  se  decreta  la  suspensión  solicitada. 
Cúmplase  lo  prescrito  en  la  última  parte  del  artículo  140,  i  en  el 
141,  de  la  lei  de  22  de  mayo  de  1866,  "  sobre  procedimiento  en  los 
negocios  civües  cuyo  conocimiento  corresponde  a  los  tribunales  de 
la  XJnion." 

■ 

M.  MüRiLLo.— José  M.  VilIíAmizab  G. — Jil  Colunje. — J.  ManüMi 
Pébez.— Juan  A.  Ubiooechea. —  Vicenie  VanégaSy  Secretario. 


Inpobmedelí  comsioN  del  SENAna 

Ciudadanos  Senadores. 

Ocurrió  a  la  Suprema  Corte  federal  el  señor .  Nicolás  Pereira 
Gamba,  solicitando  la  suspensión  de  los  artículos  2.°,  3.^  i  4."  de  la 
lei  2.",  "  adicional  i  reformatoria  déla  de  contribución  comercial,"  espe- 
dida en  5  de  enero  de  1869  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
soberano  de  Panamá,  i  fundándose  en  que  tales  artículos  se  oponen  al 
inciso  5.®,  artículo  15  de  la  Constitución,  que  garantiza  la  propiedad. 
La  Corte  resolvió  que  no  habia  mérito  para  la  suspensión,*  i  a  vosotros 
corresponde  acordar  en  definitiva  sobre  la  nulidad  o  validez  de  la 
citada  lei. 

El  escrito  del  señor  Pereira  Gamba  es  tan  lacónico,  que  apenas 
puede  colejirse  su  razonamiento  para  sostener  la  nulidad  de  la  lei 
denunciada.  Los  artículos  do  que  se  trata  versan  sobre  el  modo  de 
hacer  los  remates  en  los  juicios  ejecutivos  segui4os  en  virtud  Üe  la  ju- 
risdicción coactiva  do  los  empleados  fiscales,  i  se  infiere  del  citado 
escrito  que  el  peticionario  juzga  violentos  los  tiíámites  establecidos  por 
la  lei  de  Panamá,  i  que  por  lo  mismo  no  dan  a  la  propiedad  embargada 
a  los  contribuyentes  la  seguridad  bastante. 
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Pero  la  Constitucipn  nacional,  qne  en  el  mismo  inciso  invocado 
establece  los  casos  en  que  puede  tomarse  la  propiedad  por  via  de 
escepcion  al  principio  jeneral  de  inviolabilidad  aftí  consignado,  no  ha 
fijado,  como  no  podía  fijar,  los  trámites  para  llevar  a  efecto  las  escep- 
cíones.  No  ha  dicho  cómo  se  percibirian  las  multas  impuestas  como 
penas,  ni  cómo  se  harian  las  espropiaciones  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica, ni  én  fin,  cómo  se  harian  efectivas  las  contribuciones!  Todo  esto 
quedaba  naturalmente  sujeto  a  las  leyes  de  la  Nación  o  de  los  Estados 
en  sus  respectivos  casos ;  i  así  como  no  podria  llamarse  atentatorio  a. 
la  Constitución  un  impuesto  exajerado,  tampoco  puede  reputarse  tal 
un  medio  rápido  i  espeditiVo  de  percibir  las  contribuciones,  o  lo  que  es 
lo  mismo,  de  seguir  el  juicio  ejecutivo  instaurado  para  rematar  los 
bienes  de  los  deudores  morosos. 

No  hai  modelo  constitucional  de  procedimiento  para  los  juicios 
ejecutivos.  No  lo  hai  tampoco  científico ;  i  por  tanto  es  imposible  juz- 
gar cuál  es  mas  o  monos  conforme  a  la  Constitución,  i  aun  cuál  es  mas 
o  menos  conveniente.  Por  lo  tanto,  seria  dificil  aun  demostrar  que  el 
procedimiento  de  la  lei  del  Estado  de  Panamá  es  peor  que  los  estable- 
cidos por  otras  leyes,  o  indicados  por  los  principios  jenerales,  de  la 
lejislacion.  I  en  consecuencia,  reservándose  esplanar  estas  ideas  en  el 
debate,  si  necesario  fuera,  vuestra  comisión  de  inspección  de  actos 
lejislativos  de  los  Estados,  os  propone  resolváis  lo  siguiente : 

^' El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válidos  los  artículos  2.% 
3.^  i  4.^  de  la  lei  2/,  adicional  i  reformatoria  de  la  de  contribución 
comercial,  espedida  en  6  de  enero  de  1869  por  la  Asamblea  Lejislativa 
del  Estado  soberano  de  Panamá,  por  no  ser  contrarios  al  incido  5.^, 
artículo  16  de  la  Constitución  nacional." 

Bogotá,  abril  6  de  187a 

MAmTEL  DE  J.  QüUANO.— Eamon  E.  Paiau.— Justo  AsosEMBaíA. — 
Maboo  a.  Estrada. — ^Aim)Nio  Febbo. 


Becretarfa  del  Senado  de  Plenipotenciarios. — Junio  15  de  1870. 

Se  aprobó  en  segundo  debate,  en  la  sesión  de  esta  fecha. 


Es  copia. — ^El  Secretario, 


Eudacio  de  la  Torre  N. 
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niJIJIDAB  de  la  lei  del  Citado  soberano  de  Bolívar,  deSM  do 
oetabre  de  1866,  sobre  navegación  por  vapor  del  rio  Slnn. 


ACUEEOX)  DE  lA  CoBTE  SUPBEIIA. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  7  de  octubre  de  1870. 

yisio0.«-El  Procurador  jeneral  solicitó,  en  escrito  de  23  de  setiem- 
bre próximo  pasado,  la  suspensión  de  la  lei  del  Estado  soberano  de 
BdlTar,  de  fecha  26  de  octabre  de  1866,  por  la  cual  se  autorizó  al 
Pod^  Ejecutivo  del  mismo  Estado  para  conceder  priyilejio  'para  1& 
navegación  por  vapor  sobre  el  rio  Sinu,  hasta  por  el  término  de  veinte 
anos;  lei  que  sirvió  de  fundamento  a  dicho  Poder  Ejecutivo  para  otor- 

rtal  privílejio  eñ  9  de  abril  último  a  un  ciudadano  americano,  Horacio 
Drake  ((taceta  de  Bolívar  námero  686,  de  1.^  de  mayo  de  1870). 
Fúndase  la  solicitud  en  el  hecho  de  que  el  rio  Sinú  es  nav^able 
per  buques  de  vapor,  sin  que  su  lecho  haya  exijido  hasta  ahora  canali* 
Badon  afeuna  artificial,  a  tiempo  que  en  las  bases  de  unión  entre  lo» 
Estados  de  Ck>lombia,  definidas  en  el  artículo  8.^  de  la  CkmstitueíiHi 
federal,  está  reconocida  bajo  el  número  3.^  la  de  no  reeirinjir  con  im* 
puestos,  ni  de  otro  modo^  la  navegación  de  los  nos  i  demás  aguas  nave* 
gsMós  que  no  hayan  exijido  canalización  artificial  ;sur)Í6(Ddo  de  aquí, 
sb  esfuerzo  alguno  ^  razonamiento,  que  la  lei  mencionada  es  vicktaio^ 
ria  de  esta  base,  i  que  por  tanto  d^e'  suspenderse  la  ejecución. 

I  en  efecto,  no  solo  es  de  notoriedad  que  en  el  rio  Sinú  no  se  han 
^dúotftdo  Bnaaea  icabajoa  de  oanalizadon  para  apropiarlo  a  la  navega* 
Clon  a  vapor,  sino  que  lo  manifiesta  así  el  mismo  Poder  Ejecutivo  del 
Estado  de  Bolívar,  en  la  nota  de  29  julio  último,  remisoria  al  Poder 
Ejecutivo  de  la  ünion,  de  la  lei  i  de  la  concesión ;  cuya  nota  corre  en 
autos':  i  por  otrSi  ]^rte,  ni  en  la  lei  que  dio  la  autorización,  ni  en  el  acto 
del  Presidente  de^oliviur  que  consagra  el  privilejio,  se  dice  para  nada 
que  sobre  aquel  rio  se  haja  ejecutado  obra  alguna  de  la  especie  men- 
cionada, ni  que  el  privilejiado  tenga  el  deber  de  ejecutar  alguna. 

En  tal  concepto,  la  navegación  a  vapor  no  ha  podido  ni  puede  res- 
trinjirse  en  dicho  rio,  en  donde  desde  años  atrás  se  ha  efectuado,  s^un 
parece,  por  buques  de  aquel  motor ;  i  evidentemente  quedaria  restnn- 
jida  durante  la  vijencia  del  privilejio  dado  a  Drake. 

De  conformidad  con' la  facultad  dada  a  esta  Oorte  por  el  artículo 
72  de  la  Constitución  federal,  i  por  el  inciso  I.*"  de  la  sección  4.^  artícu- 


lo  9.°  (le  la  leí  de  1665,  reform&toria  i  adicional  a  la  oi^;ánica  del  Po- 
der Judicial  de  la  Uniou,  resuelve  por  unanimidad : 

Suspender  la  ejecución  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  26  de 
octubre  de  1866,  "  concediendo  privilejio  CBclusivo  para  la  navegación 
del  rio  Sinú  en  buques  de  vapor. ' 

Dése  cuenta  al  Senado  do  Plenipotenciarios  para  la  resolución  de- 
finitiva. 

Jn,  CoLüNJE.— Jdan  a.  Ubicoechea.— Juan  Manuel  Péiiez.~M. 
Mdbillo.— José  M.  Villamizab  G.— El  Secretario,  Rafad  E.  Saniander. 


Informe  de  la  cohision  del  Smado. 
Oiud.ad.anos  Senadores* 

A  excitación  del  Secretario  de  lo  Interior  i  Kelacionea  EsterioreB) 
)1  pL'ocurador  jeneral  promovió,  ante  la  Suprema  Corte  federal,  la  bus- 
jenaion  do  la  lei  del  Estado  Soberano  de  Bolívar,  de  26  de  octubre  da 
1866,  por  la  cual  se  autorizó  al  Poder  Ejecutivo  del  mismo  Estado  para 
¡onceder  privilejio  esclusivo,  hasta  por  20  años,  para  la  navegación  del 
'io  Sinú  en  buques  de  vapor,  por  considerarla  violatoria  del  inciso  3.°, 
irtículo  8."  de  la  Constitución  naciunal ;  i  la  Suprema  Corte,  de  acuerdo 
!on  la  opiníoD  del  Procurador  i  por  el  voto  unánime  de  sus  iniembroB, 
luspendió  la  ejecución  de  dicha  lei  en  7  de  octubre  de  1870. 

Por  jel  inciso  citado,  los  Estados  de  la  Union  están  comprometidoB: 
'  A  no  restrinjir  con  impuestos,  rá  de  otro  modo,  la  navegación  de  los 
ios  i  demás  i^uas  navegables  que  no  hayan  exijido  can&lizacion  arti- 
icial;"  i  como  ni  en  la  lei  a  que  se  hace  referencia,  ni  en  el  contrato 
celebrado  a  virtud  de  ella  por  el  Presidente  de  Bolívar,  se  establece 
:omo  condición  del  privilejio  la  ejecuciooL  de  obra  alguna  de  canaliza^ 
ion  artificial,  a  tiempo  que  es  notorio,  i  aun  hai  constancia  oficial  de 
[ue  aquel  rio  faé  navegado  por  vapores  antes  de  la  adjudicación  del  pii- 
ilejio,  se  deduce  realmente  que  la  lei  por  la  cual  se  ha  restrinjido  la 
laveeacion  del  rio  Sinú,  es  violatoria  de  una  de  las  bases  de  unión  de 
08  Estados  de  Colombia,  i  por  lo  tanto,  vuestra  comisión  os  propone 
1  siguiente  proyecto  de  resoíncion : 

"Beclárose  ñola  la  lei  del  Estado  Soberano  de  Bolívar,  de  26  de 
■otubre  de  1866,  ooncecUendo  pñrilejio  esclusivo  para  la  navegación 
leí  rio  Sinú  en  buques  de  vapor. ' 

Bogotá,  marzo  1."  de  1871. 

Ciudadanos  Senadores, 

Aqoíleo  Parea— M.  VEaBia.— Juan  Mehdoza— J.  Sánchez— D. 


Secretaifa  tlel  Senado  do  Pleii¡(ioLeDCiarius.— Bosotá,   marzo  9  de  1871. 

El  anterior  proyecto  do  resolución  fué  aprobado  por  el  Senado  de 
'lenipotenciarios  cu  las  dos  debates  constitucionales  tenidos  en  los 
ios  8  i  D  del  corriente  meí-. 

Por  oí  Secretario,  el  Oficial  mayor,  Julio  E.  Péiyx. 
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Lxxvm. 

liULIDAD  del  articule  91  de  la  leí  del  fistado  del  Magdalena  de 
99  de  octubre  de  1§6§,  orgánica  de  los  bienes  i  rentas  del  Estado* 


AOUEBDO  BE  LA  SüPSEOCA.  CiOBTE. 
Corte  Suprema  ÍSoderal.— Bogotá,  30  de  Julio  de  1870. 

Bije  en  el  Estado  del  Magdalena,  bajo  el  niSmero  83  i  el  títnlo  de 
^'  Oj^ánica  de  los  bienes,  rentos  i  eontríbuciones  del  litado,"  una  leí, 
sancionada  el  22  de  octubre  de  1868,  de  la  cual  Lace  purte  el  siguiente 
artíenlo  : 

^'Art.  21.  La  producción  del  aguardiente  de  cana,  la  reestilacion 
de  este  mismo  aguardiente,  la  introducción  del  estranjero,  i  de  estraño 
Estado,  de  toda  clase  de  aguardiente  i  de  licores  estraidos  de  la  caña, 
de  la  uva  i  de  todos  los  frutos  que  contienen  azúcar  i  que  son  suscep- 
tibles de  fermentación,  i  la  introducción,  de  un  distrito  a  otro  del  Es- 
tado, de  los  mismos  licores,  son  operaciones  que  se  reserva  el  Gobier- 
no del  Estado  como  arbitrio  rentístico,  i  que  ningún  individuo  puedo 
^ecutar,  dentro  del  territorio  del  Estado,  sin  autorización  espresa  del 
Vrobiemo." 

El  artículo  copiado  encierra,  como  se  ve,  varias  disposiciones,  dos 
de  las  cuales  afectan,  la  una  al  comercio  esterior,  la  otra  al  comercio 
entre  loe  Estados  colombianos ;  i  por  cuanto  estima  contraria  la  una 
al  inciso  5.^,  artículo  17  de  la  Constitución  federal,  i  la  otra  al  inciso 
5.^,  artículo  8.^  del  mismo  Código,  el  Procurador  jeneral  de  la  Nación 
pide  a  esta  Suprema  Corte,  por  memorial  fecha  diez  i  seis  del  próximo 
pasado  junio,  que  mande  suspender  la  ejecución  del  primero  de  los 
onencionados  soiiíoulos. 

El  referido  funcionario  dice,  entre  otras  cosas : 

^  La  parte  que  tiene  relación  con  el  comercio  esterior,  es  clara- 
mente opuesta  ái  inciso  5.^  del  artículo  17  de  la  Constitución  nacional ; 
porque,  aesde  el  momento  en  que  los  Estados  entren  a  declarar  que  la 
mtroduccion  de  las  mercancías  estranjeras  no  la  pueden,  hacer  los 
particulares  sino  sometiéndose  a  las  realas  i  condiciones  que  ellos 
establezcan,  es  evidente  que  pasaria  a  ellos  la  facultad,  que  la  Cons- 
titución reservó  al  Gobierno  jeneral,  de  determinar  el  réjimen  i  admi- 
nistración del  comercio  esterior.  No  se  puede  concebir  cómo,  recono- 
ciendo en  los  Estados  la  facultad  de  monopolizar  la  introducción  de 
mercancías  estranjeras  al  territorio  de  la  Union,  i  de  lejislar  en  esta 
materia  por  apropiarse  esta  operación  mercantil  como  arbitrio  rentís- 
tico, pudiera  el  Gobierno  jeneral  ejercer  la  atribución  5/  del  artículo 
17  de  la  Constitución." 

^  Bespecto  a  la  segunda  parte  del  articulo  21,  relativa  a  la  intro- 
ducción de  efectos  de  otros  Estados,  militan  casi  las  mismas  considera- 
•  clones  para  suspenderla  como  inconstitucional,  i  sobre  todo  si  se  atiende 
a  la  que  se  deduce  del  inciso  5.^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución. 
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Por  este  inoiso  se  comprometieron  los  Estados  a  no  imponer  contribuí 
dones  sobre  los  productos  que  transiten  por  el  respectivo  listado  sin 
darse  al  consamo.  Bien  se  comprende  que  este  compromiso  seria  com- 
pletamente ilusorio,  si  en  él  no  estuviese  incluida  la  libertad  de  comer- 
ciar, paes  el  tránsito  de  las  mercancías  es  incompatible  con  la  facultad 
de  monopolizar  la  introducción  de  los  efectos  de  los  otros  Estados  con 
el  protesto  de  crearse  un  arbitrio  rentístico." 

Hé  aquí,  en  lo  conducente,  la  letra  de  las  disposiciones  constitu- 
cionales que  el  Proámrador  cita : 

"  Art.  17.  Jjos  Estados  Unidos  de  Colombia  convienen  en  establecer 

un  Gobierno  jeneral a  cuja  autoridad  se  someten  en  los  nego^ 

cios  que  van  a  espresarse : 

"  5.**  El  réjimen  i  la  administración  del  comercio  esterior." 

*'  Ari  8.^  En  obsequio de  la  marcha  espedita  de  la  Union  i 

de  las  relaciones  pacíficas  entre  los  Estados,  éstos  se  comprometen  : 
"  5.^  A  no  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  tran- 
siten por  el  E^tado  sin  destinarse  a  su  propio  consumo." 

Lo  primei^o  que  ha  notado  la  Corte  al  examinar  el  artículo  cuja 
suspensión  se  pretende,  es  que,  aun  cuando  debieran  considerarse 
fundadas  las  observaciones  contra  él,  que  quedan  insertas,  i  las  demás 
que  contiene  el  mencionado  memorial,  fas  cuales  tienen  el  mismo  punto 
de  partida,  no  habria  por  quó  estender  la  suspensión  a  todas  las  parteB 
del  artículo,  tanto  porque  algunas  de  ellas  no  se  rozan  con  el  comercio 
esterior  ni  con  el  de  ios  Estados  entre  sí,  cuanto  porque  tampooo 
aparecen  en  pugna  con  disposición  alguna  constitucional  o  l^al  de  la 
Ilación.  Tal  es  el  caso  respecto  de  la  parte  relativa  a  la  producción 
del  aguardiente  de  caña,  i  respecto  de  la  relativa  a  la  reestUacum  del 
mismo  aguardiente. 

En  cuanto  a  las  otras  partes,  la  Corte  no  las  cree  contrarias  al 
citado  inciso  6.^,  artículo  8.%  pero  sí  a  la  primera  diiq[>o6Ícion  consti- 
tucional trascrita. 

No  las  cree  contrarias  al  inciso  que  se  acaba  de  espresar,  porqm 
aunque  la  prohibición  que  ellas  contienen,  o  el  monopolio  ^ue  permi- 
ten establecer,  pueda  equipararse  justamente  a  una  contribución,  i 
aun  se  convierta  en  tal,  que  es  lo  que  en  realidad  sucede,  medianterla 
autorización  de  que  habla  el  mismo  artículo  21,  no  puede  decirse  que 
esa  contribución  recae  sobre  el  tránsito  de  los  respectivos  productos 
por  el  Estado  del  Magdalena,  sino  sobre  su  consmno  en  el  mismo 
Estado,  según  lo  revela,  entre  otras  disposiciones  de  la  citada  lei  83,  la 
del  artículo  68,  que  es  ésta : 

'^ElPoder  Ejecutivo  dictará  los  reglamentos  que  estime  conve- 
nientes a  fin  de  impedir  la  introducción  de  los  licores  que,  como  do 
tránsito,  vengan  para  el  consumo." 

Las  cree  contrarías  al  inciso  5.^,  artículo  17,  por  la  incompatibiE- 
dad  que  indudablemente  hai  entre  ellas,  como  ¿tisposiciones  dictadas 
por  el  Gobierno  de  un  Estado,  i  la  facultad  de  rejimentar  i  administrar 
el  comercio  esterior,  que  es  privativa  del  Gobierno  jeneral  de  la  Be- 
publica.  Pero  semejante  incompatibilidad  no  es  absoluta,  como  que 
no  puedo  decirse  que  existe  sino  en  cuanto  se  tratero  licores  estran- 
jeros,  i,  de  oonsiguionte,  no  es  absoluta  tampoco  la  contrariedad  de 
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las  partes  en  cnestion  con  el  último  inciso  citado.  En  una  palabra,  la 
Ooite  cree  contraria  a  este  inciso  la  prohibición  que  contiene^  o  el 
monopolio  que  i)e|pnite  establecer  el  artíonlo  21  de  la  referida  lei,  en 
«oanto  esa  prohibición  o  monopolio  comprende  la  introducción  de  los 
licores  de  que  se  acaba  de  hablar,  no  solo  cuando  la  introducción  es 
hecha  del  estranjero  directamente,  sino  también  cuando  lo  es  de  otro 
JBstadOy  o  aun'  cuando  lo  sea  de  un  distrito  a  otro  del  Estado  del 
Magdalena. 

Mas  i  de  lo  que  precede  se  sigue  forzosamente  que  el  mencionado 
articulo  21  debe  ser  declarado  inexequible  en  todo  lo  que  condeme  a 
los  licores  estranjeros^i  exequible,  no  solo  en  cuanto  a  las  partes  relati- 
vas a  la  producción  i  a  la  reeaiikun^m  del  afi^ardiente  de  caña,  sino  tam- 
bién en  todo  lo  que  concierne  a  licores  de  otros  Estados,  i  los  del 
Estado  mismo  que  na  establecido  la  prohibición  o  monopolio  ? 

En  cuanto  a  lo  ultimo,  esto  es,  que  el  articulo  sea  exequible  en  lo 

3ue  concierne  a  la  introducción  de  licores  no  estranjeros,  háj^uie  ella 
e  otros  Estados,  o  de  un  distrito  a  otro  de  los  del  Estado  del  Magda- 
lena, la  Corte  cree  que  sL  La  Oorte  no  admite  que  en  el  compromiso 
de  que  trata  el  inciso  5.",  articulo  8.^  de  la  Oonstitucion  de  la  ünion, 
se  halle  incluida  la  libertad  de  comerciar.  Nada  hai  que  autorice  esta 
manera  de  entender  ese  inciso.  Con  el  tránsito  de  mercancías  por  el 
territorio  de  los  Estados  es  perfectamente  compatible  la  facultad  de 
monopolizar  la  introducción  de  una  mercancía  cualquiera  en  alguno  de 
ellos,  siempre  que  a  la  palabra  introdvccion  no  se  le  dé,  como  no  se  le 
ha  dado  en  la  lei  referida,  otra  significación  que  ésiek :  *^  introducción 
para  el  consumo  en  el  mismo  Estado  que  ha  establecido  el  monopolio." 
La  libertad  de  comerciar,  ora  entre  -ei  territorio  de  la  .ünion  i  los  de 
las  demás  naciones,  ora  entre  los  territorios  de  los  Estados  colom- 
bianos, ora  entre  los  territorios  de  los  distritos  de  uno  mism<»  de 
estos  Estados,  tiene  su  fuente  en  otra  parte.  La  tiene,  sin  duda  al- 
guna, en  el  inciso  9.^,  artículo  15  de  la  Constitución  citada,  la  cual 
disposición  estatuye  lo  que  sigue :  "  Es  base  esencial  e  invariable  de 
la  Ünion  entre  los  Estados  el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte 
del  Gobierno  jeneral  i  de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los 
Estados,  de  los  derechos  individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes 

i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  a  saber 9.^  La 

Ubertad  de  ejercer  toda  industria,  i  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria 
de  otro,  cuya  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes 
a  los  autores  de  inventos  útiles,  ni  la  que  se  reserven  la  Union  o  los 
Estados  como  arbitrio  rentístico."  &c.  l^ero,  según  se  observa  por  la 
última  parte  del  inciso,  la  libertad  en  cuestión  puede  ser  restrinjida  a* 
virtud  de  algún  monopolio  como  el  de  que  trata  la  mencionadla  lei  83. 
Es  cierto  que  la  facultad  de  reservarse  cualquiera  industria  no  es 
ilimitada  en  los  Estados.  No  lo  es  en  la  Nación  tampoco.  Natural- 
mente, el  ejercicio  de  semejante  facultad  tiene  que  circunscribirse  á  la 
respectiva  esfera  de  acción  de  la  entidad  que  nace  uso  de  ella.  Mas, 
como  no  puede  decirse  que,  eu  lo  referente  a  la  introducción  de  los 
licores  no  estranjeros,  el  Gobierno  d^l  Estado  del  Magdalena  ha  esta- 
blecido, por  medio  del  tantas  veces  citado  artículo  ^1,  una  prohibición 
o  un  monopolio  que  no  podria  establecer  sino  el  Gobierno  jeneral,  es 
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fiíera  de  duda  que,  en  el  punto  a  que  so  acaba  de  aludir,  el  artíctüo  es 
oom^etamente  exequible. 

£in  cuanto  a  las  partes  relativas  a  la  producciy  i  a  la  reestüacUm 
del  aguardiente  de  caña,  la  Oorte  no  puede  deiar  de  creerlas  exequibles 
también,  supuesto  que,  como  ae  dijo  arriba,  eUas  no  aparecen  en  pugna 
con  disposición  alguna  constitucional  oleeal  de  la  Nación. 

En  cuanto  a  lo  que  concierne  a  los  licores  estranieros,  la  Corte 
creería  absolutamente  inexe^uible  el  artículo,  atendida  la  oposición 
de  él,  en  esa  parte,  con  el  inciso  5.<>,  artículo  17  de  la  Oonstituoion  fe 
deral,  circunstancia  en  cuya  virtud  no  se  puede  considerar  aue  la  co- 
hibición o  el  monopolio,. en  la  misma  parte,  se  halle  dentro  de  la  lejití.- 
ma  esfera  de  acción  del  Estado ;  pero  tiene  que  creerla  exequible  en 
lo  que  respecta  al  ''  aguardiente .  de  caña  i  sus  compuestos,  por<jue 
la  lei  de  7  de  julio  de  1866,  "  sobre  Aduanas,"  trae  la  disposición 
siguiente : 

"Articulo  15 — Son  artículos  de  prohibida  inportacion 4.°  el 

aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos,  en  a<}uellos  Estados  en  que  la 
producción  de  este  artículo  esté  .monopolizada  por  sus  leves  ;  donde 
solo  se  permitirá  la  importación  de  acuerdo  con  éstas,  si  solo  estuviere 
sujeto  a  algún  impuesto,  la  introducción  será  permitida  pagando  el  de- 
recho establecido." 

De  lo  que  se  ha  dicho  en  cuanto  a  la  intrpduccion  de  licores  no 
estranjeros,  no  debe  inferirse  que,  en  concepto  de  la  Corte,  un  Estado, 
cuando  monopoliza  la  introducción  de  alguna  mercancía  no  estranj^ra, 
sea  para  hacer  tal  introducción  de  los  otros  Estados,  sea  para  hacerla 
de  uno  a  otro  de  sus  propios  distritos,  puede  poner  trabas  obligatorias 
de  algún  jénero  al  acto  de  esa  misma  introducción,  para  impedir,  por 
ejemplo,  que  la  mercancía  objeto  del  monopolio,  sea  introducida  como 
de  transito,  siendo  así  que  no  se  trate  de  introducirla  sino  para  el  con- 
Bunfo.  La  Corte  cree  precisamente  lo  contrario.  Ella  entiende  que  toda 
introducción  es  absolutamente  inmune,  escepto  para  la  Nación,  si  ésta 
en  el  rei^ectivo  territorio  tiene  algún  réjimen  aduanero ;  i  lo  entiende 
así,  porque  así  lo  dejan  com{)render  estas  tres  disposiciones :  el  citado 
inciso  5.®,  artículo  8.*^;  el  citado  inciso  6.**,  artículo  17;  i   el  inciso 
4.^  del  mismo  artículo  8.^,  inciso  que  a  la  letra  dice :   ( Los  Es- 
tados  se   comprometen):   ''4.^  A  no  gravar  con  impuestos,  antes 
de  haberse  ofrecido  al  consumo,  los  productos  que  sean  materia 
de   impuestos    nacionales,  aun   cuando  se   hayan   declarado  libres 
de  los  derechos  de  importación ;  ni  los  productos   destinados  a  la 
esportacion,  cuja  libertad  mantendrá  el  Gobierno  jeneral."    El  lejisla- 
dor  nacional  de  1866  lo  entendió,  sin  duda,  de  igual  manera,  cuando^ 
en  la  citada  lei  sobre  Aduanas,  dispuso  esto :  *'  Art.  201.  El  Poder 
Ejecutivo  cuidará  de  impedir  que  por  los  Gobiernos  de  los  Eístados  se 
sujeten  a  otras  formalidades,  exijenciás  o  gravámenes  que  los  estable- 
cidos en  este  código,  las  operaciones  comerciales  que  están  sujetas  al 
réjimen  de  las  Aduanas,  antes  de  que  las   mercancías  hayan  sido 
ofrecidas  al  consumo."   Mal  podria  cumplirse  una  disposición  seme- 
jante, teniendo  los  Estados  la  facultad  de  establecer,  de   un  modo 
obligatorio,  las  trabas  de  que  se  ha  hablado.  Para  impedir,  por  ejem- 
plo, con  trabas  así  establecidas,  la  introducción  de  mercancías  lejítí- 
mámente  monopolizadas  por  ellos,  tendrian  que  hacer  estensiyas  esas 
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formalidades  a  las  introducciones  que  olios  no  paeden  monopolizan 

Pero  ningún  inconveniente  hai  en  que  los  Estados,  cuando  sus 
intereses  fiscales  lo  exijan  por  cualquier  motivo,  establezcan  tales  for* 
malidades,  d^larándolas  de  voluntario  cumplimiento.  De  este  modo, 
la  inmunidad  de  las  introducciones  queda  respetada,  sin  que  pueda 
dejar  de  ser  ejercido  eficazmente  el  derecho  de  aquellas  entidades  po- 
líticas, ora  a  monopolizar  la  introducción  ( para  el  consumo  en  el 
respectivo  Estado )  de  derminada  mercancía,  ora  a  restrinjir,  o  impe- 
dir de  una  manera  absoluta,  esa  misma  introducción,  ora  a  gravar 
con  impuestos  de  consumo  las  mercancías  introducidas  en  el  respecti- 
▼o  Estado  para  ser  consumidas  en  él.  Un  ejemplo  aclarará  completa- 
mente la  ioea  de  la  Corte. 

El  artículo  40  déla  citada  lei  83  dispone  lo  que  sigue  : 

''Todo  el  que  quiera  introducir  ^aguardiente  de  un  distrito  a  otro 
del  Estado,  deberá  sacar  una  guia  del  Colector  de  Hacienda  del  dis- 
trito de  la  procedencia,"  &c. 

I  el  articulo  44  do  la  misma  dispone  esto  otro : 

''Cuando  el  aguardiente  proceda  de  estraño  Estado  o  del  estran- 
jero,  el  introductor  deberá  presentar  al  respectivo  colector  un  mani- 
fiesto," &c. 

Pues  bien,  si  estas  disposiciones  fuesen  de  cumplimiento  volunta- 
rio, no  tendrían  por  qué  cumplirlas  los  introductores  de  aguardiente 
estranjero,  cualquiera  que  fuese  la  procedencia  inmediata  de  éste,  ni 
los  introductores  de  aguardiente  del  país  que  no  hubiese  de  ser  con- 
snmido  en  el  Estado  del  Magdalena ;  pero  no  dejarian  de  ser  cumpli- 
das por  los  introductores  de  aguardiente  del  país  que  sí  hubiese  de 
ser  consumido  en  aquel  Estado,  siempre  que,  al  propio  tiempo,  estu- 
viese prohibido,  bajo  penas  eficaces,  el  dar  aÜi  al  consumo  tal  artículo 
ffin  que  se  hubiesen  llenado  las  formalidades  que  semejantes  disposi- 
eíones  req[nÍ6ren. 

La  curcunstancia  de  6er  de  carácter  obligatorio  las  disposieionei^ 
iSUimaimente  trascritas,  parece  que  debiera  inducir  a  la  Corte  a 
cmspender  la  ejecución  del  reclamado  artículo  21  en  todo  lo  que  se  re- 
fiare  a  introducciones,  por  la  íntima  relación  que  en  este  punto  tienen 
aquéllas  con  el  mismo  artículo ;  mas,  como  el  artículo  puede  subsistir 
independientemente,  la  circunstancia  notada  no  es  de  tenerse  en  cuenta 
para  el  efecto  de  declararlo  exequible  o  no.      ^ 

A  mérito,  pues,  de  todo  lo  que  se  ha  venido  esponiendo,  este 
Supremo  Tribunal  decide: 

Suspéndese  la  ejecución  del  artículo  21  de  la  lei  sancionada  en  el 
Estado  del  Magdalena,  bajo  el  número  83,  el  22  de  octubre  de  1868, 
-ánicamente  en  cuanto  él  se  refiere  a  licores  estranjeros  que  no  sean  el 
"  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos." 

Publíquese  esta  resolución  en  el  "  Diario  Oficial,"  remítase  copia 
de  ella  al  Presidente  del  Estado  del  Magdalena,  i  cúmplase,  ademas,  lo 
que  prescribe  el  artículo  141  de  la  lei  de  22  de  ma^io  de  1866. 

JiL  CoLUNJE.T-JUAN  A.  UrIOOECHEA.— JoSÉ  M.  ViLLAMIZAB  G.—  M. 

MuBUXO.— J.  M.  Pébez.— El  Secretario,  Rqfad  E.  SantaTtder. 

Es  copia—Bogotá,  agosto  veintiséis  de  mil  ochocientos  setenta. 

El  Secretario,  Bc/ad  E»  Santander. 
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Infobhe  de  la  ooxision  del  Senado. 


Cindddanos   Senadores  Plenipotenciarios. 

* 

En  22  de  octubre  de  1868  espidió  la  Asamblea  Lejislativa  del  Esta- 
do soberano  del  Magdalena  tinalei  ^  orgánica  de  los  bienes  i  rentas 
del  Estado/'  cuyo  araculo  21  dice  así : 

''  La  producción  del  aguardiente  de  cana,  la  reestüadon  de  este 
mismo  aguardiente,  la  introducción  del  estranjero,  i  de  estraño  Estado, 
de  toda  clase  de  aguardiente  i  de  licores  estraidos  de  la  caña,  de  la  uva 
i  de  todos  los  frutos  que  contienen  azúcar  i  que  son  susceptibles  de  fer- 
mentación, i  la  introducción,  de  un  distrito  a  otro  del  Estado,  de  los 
mismos  licores,  son  operaciones  que  se  reserva  el  Gbbiemo  del  Estado 
como  arbitrio  rentístico,  i  que  nin^n  individuo  puede  ejecutar  dentro 
del  territorio  del  Estado  sin  autorización  espresa  del  (Gobierno." 

El  señor  Procurador  jeneral  dQ  la  Union,  creyendo  una  parte  del 
artículo  trascrito  opuesta  a  lo  que  dispone  el  inciso  6.^,  artículo  17  de 
la  Constitución  nacional,  i  la  otra  opuesta  también  a. lo  dispuesto  en 
el  inciso  5.^,  urtículo  8.^  del  mismo  Uódigo,  solicitó  la  suspensión  del 
mencionado  artículo  21,  ante  la  Suprema  Corte  de  la  Nación,  con  fecha 
16  de  junio  de  1870. 

La  Corte  Suprema  federal,  apartímdose  de  la  opinión  del  señor  Pro- 
curador jeneral,  suspendió  el  citado  artículo  21  de  la  lei  del  Estado 
soberano  del  Masddlena,  ya  mencionada,  en  80  de.  julio  láltimo,  *'  úni- 
camente en  cuanto  A  se  refiere  a  licores  estranjeros  que  no  sean  A 
aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos." 

Pasado  este  asunto  a  vuestra  comisión  de  inspección  de  actos 
lejislativos  de  los  Estados,  pasa  a  esponeros  su  opinión. 

Como  con  mucha  razón  lo  ha  hecho  notar  la  Corte  Suprema  fede- 
ral, el  artículo  21  de  la  lei  del  Magdalena  tiene  varias  partes,  i  hai  que 
examinarlas  separadamente. 

1.*  La  parte  relativa  a  la  producción  i  reestiladon  del  aguardiente 
de  caña  i  de  sus  compuestos  no  solamente  no  es  opuesta  a  1íbu9  disposi* 
dones  constitucionales  citadas  por  el  señor  Procurador  jeneral,  sino 
que  ni  conexión  tiene  con  ellas;  i  como  no  hai  disposición  alguna 
constitucional  ni  legal  que  pugne  con  ella,  es  fuera  de  toda  duda  que 
no  debéis  suspenderla. 

2.*  La  parte  referente  a  la  introducción  del  estranjero  del  aguar- 
diente de  caña  i  sus  compuestos,  tampoco  debéis  suspenderla,  puesto 
que  su  gravamen  está  espresamente  permitido  por  la  lejislacion  nacio- 
nal. En  efecto,  el  artículo  15  de  la  lei  de  7  de  julio  de  1866,  "  sobre 
Aduanas,"  dice : 

"  Son  artículos  de  prohibida  importación : 

"  4®  El  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos,  on  aquellos  Esta- 
dos en  que  la  producción  de  este  artículo  esté  monopolizieCfla  por  sus 
leyes,  donde  solo  se  permitirá  la  importación  de  acuerdo  con  estas.  Si 
solo  estuviere  sujeto  a  algún  impuesto,  la  introducción  será  permitida 
pagando  el  derecho  establecido." 
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3.^  La  parto  rolatíva  a  la  introdaccion  do  licoros  ostranjoros  on  el 
Estado  soberano  del  Magdalena,  proveniente  de  otro  Estado  de  la 
Union  o  do  nn  distrito  a  otro  del  mismo  Estado. 

Esta  parte  no  la  cree  vuestra  comisión  contraría  al  inciso  6;^,  ar- 
tículo 8.^  de  la  Constitución  nacional,  como  lo  asevera  el  señor  Procurar 
dor  jeneral,  porque  del  conjunto  de  las  disposiciones  de  la  lei  del  Mag- 
dalena de  que  nos  ocupamos,  se  deduce  claramente  que  el  impuesto  no 
se  refiere  al  tránsito  por  el  Estado,  sino  al  consumo  en  él  de  los  licores 
estranjeros ;  así  es  que  el  artículo  58  de  la  mencionada  lei  dice  asi : 

"  El  Poder  Ejecutivo  dictará  los  r^lamentos  que  estime  conve- 
nientes a  fin  de  impedir  la  introducción  de  los  licores  que,  como  de 
tránsito,  vengan  para  el  consumo." 

Agregúese  a  lo  espuesto  que  el  inciso  9.°,  artículo  15  de  la  Cons- 
tiucion  federal,  garantiza  la  libertad  de  industria,  pero  ''sin  usurpar  la 
industria  de  otro,  cuya  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente  las 
lejos  a  los  autores  de  inventos  útiles,  m  la  que  se  reserven  la  Union  o 
los  Estados  como  arbitrio  rentístico,*'  i  os  acabareis  de  convencer  de 
qne  no  debéis  suspender  la  parte  del  artículo  21  de  la  lei  del  Magda- 
lena de  que  nos  ocupamos. 

4.^  En  fin.  La  parte  del  artículo  21  de  la  supracitada  lei  del  Mag- 
dalena, referente  a  prohibir  la  introducción  de  licores  estranjeros,  oree 
vuestra  comisión  que  es  contraría  al  inciso  5.^,  artículo  17  de  la  Cons- 
titución federal,  porque  mal  podría  la  Nación  ocuparse  "  del  réjimen  i 
administración  del  comercio  esteríor,"  si  los  Estados  pudiesen  lejislar, 
de  la  n^anera  que  lo  ha  hecho  el  Estado  soberano  del  Magdalena,  en 
la  parte  que  examinamos. 

Mas  :  cree  vuestra  comisión,  con  la  Corte  Suprema  federal,  que  la 
parte  citada  del  articulo  21  es  opuesta  también  a  los  incisos  4.^  i  5.^ 
del  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional.  Debéis,  pues,  suspender 
esta  parto  del  artículo  21. 

En  consecuencia  de  todo  lo  espuesto,  vuestra  comisión  os  propone 
que,  de  acuerdo  con  lo  declarado  por  la  Corte  Suprema  federal,  apro- 
béis la  siguiente 

BBSOLtTOION : 

'  *'  El  Senado  de  Plonipotenciaríos,  en  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  la  atribución  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  federal, 
declara  nulo  el  artículo  21  de  la  lei  del  Estado  soberano  del  Magdalena, 
fecha  22  de  octubre  de  1868,  orgánica  de  los  bienes  i  rentas  deiEstado, 
i  marcada  con  el  número  83,  úmcamente  en  cuanto  él  se  refiere  a  lico- 
res estranjeros  que  no  sean  el  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos*'' 
Bogotá,  febrero  22  de  1871. 
Aqüileo   Pabra.— Maumoio  Vbebel. — Juan   Mendoza.  -  Jagobo 

SiÍKOllEZ.— D.   VlANA.. 

Secretaría  del  Senado  de  Plenii>oleDCÍaríos. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  fué  aprobado  por  el  Senado  do 
Plenipotenciarios  en  dos  debatos,  sufridos  on  los  dias  8  i  9  del  corrien- 
to  mes. 

Bogotá,  marzo  10  do  1871. 

Por  el  Secretario,  eroficial  mayor,  Julio  E.  Férez. 


LXXIX. 

lirLVDADdola  leí  del  Estado  toberano  de  Bolívar,  de  93  de 


noviembre  de  1869,  sobre  limpia  i  canalización  del  cafioj 
de  Trnpíllo. 
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AOQBBDO  DB  U    SOPBEICA  COBTE. 
Corto  Suprema  fedrroI.-'Bogoti.  9  de  junio  da  1870. 

Vistos. — Ja  Mnnicipalidad  de  Barranqoilla  diiijió  a  esta  Corte  la 
iota  eigaiente: 

"  Por  resolaoion  del  Concejo  municipal  de  este  distrito,  qne  tei^ 
1  honor  de  presidir,  os  remito,  antenticado,  nn  ejemplar  de  la  "Gaceta 
e  Bolívar,"  número  658.  En  ella  se  micuentra  publicada  la  lei  espe- 
ida  por  la  Asamblea  LejislatiTa  de  este  Estado,  "sobre  limpia  i  cana- 
2acion  del  caño  de  Trapillo  i  ciénagas  de  la  ciudad  d»  Barranqnilla. 

"Como  esta  lei  tiene  por  objeto  conceder  privüejio  para  q.ne  se 
aalice  dicha  obra,  i  como  puede  suceder  qne  la  Corporación  municipal 
e  esta  ciodad  resaelva  optar  dicho  privilejio,  desea  saber  ai  la  men- 
ionsda  lei  do  es  contraria  a  la  Constitución  nacional  ni  a  la  lei  de  29 
e  ^osto  de  1867,  sobre  navegación  de  los  nos  ;  para  Lo  cual  se  per- 
lite  sometel:  a  la  censura-de  la  Corte  dicha  lei.  En  caso  de  serlo,  pido, 
.  nombre  de  la  Monioipalidad  que  presido,  que  la  Corte  se  sirva  ejet^ 
er  la  atribncioa  que  le  confiere  el  articulo  72  de  la  Constitocioi 
lacional." 

Pada  vista  al  Procurador  nacional,  este  funcionario  esposo  lo  á- 
[oiente : 

"  L'  El  objeto  de  dicha  leí  es  limpiar  i  canalizar  el  caño  de  Trapillo 
las  ciénagas  de  Barranquilla,  que  debe  verificarse  pont^ido  en  comvm- 
jcion  d  rio  Magdalena  con  las  ciénagas  de  la  ciudad  de  Barranquillai 
or  el  caño  de  Trapillo,  según  la  pnmera  de  loa  condiciones  de  aiáa 
ñ,  para  obtener  el  privilejio  que  se  concede  a  los  empresarios  de  la 
analizacion,  i  que  dice :  "  (?Me  d  empresario  se  comprometa  a  r~ 
omunicadon  d  rio  Afagdatena  con  ha  oéMgaa  de  la  ávdad  de  } 
jiíSapor  €Í  caiío  cmoaao  con  d  nombre  de  IrvjñUo." 

Hecho  que  demaestfa:  1.°  Que  Tas  f^as  del  Magdal«ia  no 
lacen  parte  ni  contribuyen  a  las  de  tal  can^  puesto  que  se  trata  de 
omunicar  las  aguas  de  áste  con  las  de  aquel ;  i  2."  Que,  por  la  misma 
azon,  no  puede  reputarse  el  canal,  por  circunstancia  alguna,  sujeto  a 
i  jurisdicción  nacional. 

"2.*  Queobtenidala  canalización  por  losmedios que  se  determinan 
n  los  incisos  del  artículo  3."  do  dicha  leí,  so  concede  a  la  Mnnicipali- 
ad  de  Barranquilla,  en  caso  de  que  ésta  sea  la  que  lleve  a  cabo  la 
mpreaa,  privilejio  por  quince  años  para  cobrar  los  derechos  que  sa 
eterminan  en  el  parágrafo  2.  "del  artículo  7.°,  que  no  podría  pasar  dd 
>^o  de  diez  centavos  de  peso  por  cada  caiga  de  efectos  estranjeros  í 
ie  cinco  centavos  de  peso  por  cada  carca  de  productos  del  pais,  nata- 
ales  o  manufacturados,  i  de  dos  i  medio  centavos  de  peso  por  cada 
arcado  efectos  alimenticios  de  primera  necesidad;  i  en  caso  de  no 
loderse  calcular  el  número  de  cargas  que  contenga  uns  embaroacioo. 


—  81  — 

el  de  oaarenta  centavos  de  peso  por  la  capacidad  de  la  embarcación  i 
estension  del  cargamento. 

*'  8.^  Que  en  caso  de  que  la  obra  se  lleve  a  cabo  por  sigjm  individuo 
o  compañía^  el  privilejio  consistirá  en  que  se  pueda  exijir  i  percibir, 
hasta  por  el  término  de  doce  años,  el  derecbo  que  ^or  el  uso  del.  canal 
i  de  las  ciénagas  se  prefije  en  la  correspondiente  tarifa. 

*'  4^  Que  si  es  una  compañía  anónima  la  que  UeVa  a  efecto  la  em- 

Í>resa,  su  duración  será  de  cuez  a  quince  años^  i  formará  una  tarifa  de 
os  derechos  que  puedan  imponerse. 

**  5.*  Que  en  el  privilejio  que  se  concede  rdoiÜvameráe  a  lo8  que  rea^ 
luxn  la  canalización,  no  se  afecta  lo  dispuesto  a  este  respecto  en  la 
Ck)nstitucion  nacional ;  pues  antes  bien,  se  encuentra  en  ella  la  si- 
guiente disposición  en  su  artículo  8.^ :  ''  A  no  restrinjir  con  impuestos, 
ni  de  otro  modo,  la  navefintcion  de  los  rios  i  demás  aguas  navegables 
que  no  hayan  exijido  eanmzacion  artificUd"  Es  así  que  la  canalización 
que  se  propone  por  la  lei  que  nos  ocupa,  debe  verificarse  artificialmen- 
te, luego  na  podido  mui  bien  establecerse  el  derecho  de  tránsito  de 
que  se  ha  hablado,  sin  contrariar  los  preceptos  constitucionales  i  no 
obstante  lo  dispuesto  en  los  parágrafos  4.°  i  6.^  de  dicho  artículo,  por 
<considerarse  aquel  caso  como  una  escepcion. 

«<  Tampoco  se  vulnera  con  la  lei  de  que  se  trata  lo  dispuesto  en  la 
lei  nadonat  de  29  de  agosto  de  1867,  sobre  navegación  délos  rios  &c.. 

Surque  el  privileiio  que  por  aquélla  se  concede,  se  contrae,  como  se 
na  dicho,  al  cobro  de  un  derecho  de  tránsito  por  el  canal  tínicamente 
«obre  efectos  estranj^os,  productos  del  país  manufacturados  o  natura- 
les i  Rectos  alimenticios  de  primera  necesidad. 

"  Fundado,  i)ues,  este  Ministerio  en  las  observaciones  espuestas, 
mo .  ju^a  contrarias  a  la  Oonstítucíon  nacional  ni  a  la  lea  de  29  de 
agosto  de  1867,  sobre  navegación  de  los  rios,  la  lei  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  con  fecha  23  do 
noviembre  del  año  próximo  pasado,  '^  sobre  limpia  i  canalización  del 
cano  de  l^piUo  i  ciénagas  de  la  ciudad  de  Barranquilla,'*  i  en  conse- 
jCoencia  os  pido  así  lo  declaréis.'* 

I  como  el  análisis  i  comparación  de  la  lei  con  las  disposiciones  ha- 
-Clónales,  que  acaba  de  leerse^  se  halla  exacto,  la  Corte  no  cree  necesa- 
TÍo  añadir  observación  alguna ;  i  resuelve :  "  No  ha  lugar  a  ejercer, 
respectó  de  la  lei  del  EstMO  de  Bolívar  ik  que  se  contrae  este  espe- 
diente, la'  atribncioi;!  conferida  por  d  articulo  72  de  la  Constitución 
federal" 

Dése  cuenta  al  Senadp  de  Plenipotenciarios. 

JiL  CoLüHJE-— Juan  A.  üriooechea.— J.  M.  PÉBBZ.-TMANUEti  Mu- 
BiLLO. — José  M.  Villaiozar  G.— El  Secretario,  Rqfad  E.  SanUmder. 

Es  copia.— Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal. — ^B<^otá,  junio 
veintiuno  de  mil  ochocientos  setenta.  -  Safad  E.  Sanlander. 


Infobme  de  ia  comisión  bel  Senado. 

Oiudadanos  Sonadores. 

Espidió  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolivar,  i 

fué  oancionada  en  23  de  noviembre  de  18§9,  una  "  lei  sobre  limpia  i 
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lacñon  del  .caño  del  Trapillo  i  ciénagas  de  la  ciudad  de  Barran. 
.."  La  obra  debe  ejecutarse  por  uno  de  varios  medios,  entre 
estos  doe ;  I.'*  poniéndola  bajo  la  dirección  i  administración  de 
Tporacion  mumcipal  de  la  misma  ciudad ;  3.°  concediendo  pri- 
>  a  algún  individuo  o  compañía  pata  que  la  Heve  a  cabo ;  i 
la  Corporación,  que  prevé  pueda  convenirle  optar  al  privilejío, 
|ue  tiene  probablemente  algunas  dudas  sobre  si  la  espresada  leí 
6  contraria  a  la  Constitución  nacional  i  a  la  lei  de  29  de  agosto 
57,  nacional  tambieut  sobre  navegación  de  los  ríos,  solicitó  de  la 
Suprema  fedenü  que  la  suspendiese,  caso  de  no  creerla  exeqaible. 
la  Corte  di6  vista  de  la  solicitud,  acomp^ada  de  la  lei  que  la  nootá. 
al  Procurador  jeneral  delaNacion,  i  este  funcionario,  partiendo  del 
ito  de  que  las  ñigaas  del  "  Trupillo  "  i  las  de  la  ciénaga  de  Barraiu 

no  proceden  del  "Magdalena,"  rio  nacional  (supuesto  que  descansa 
ivamente  ea  las  pal&bras  de  la  misma  lei :  "Que  el  «npreaario  se 
ometa  a  poner  en  comunicación  el  rio  Magdalena  con  laa  ciéa^as 
ciudad  de  Barranquilla  por  el  caño  conocido  con  el  nombre  de  Tru- 
'),  fué  de  dictamen  que  no  babia  lugar  a  ejercer  la  atribución  que 
re  el  artículo  72  de  la  Constitución  citada,  por  estas  dos  principsuei 
is;  1,*  porque  tratándose  de  i^uas  no  sujetas  a  la  jurisdicción nacio- 
i  leí  boliviana  en  manera  alguna  puede  ser  contraria  a  la  nación^ 

de  29  de  agosto  de  1867  ;  2.*  porque  la  prohibición  establecida  en 
iso  3.°,  articulo  8.°  del  mismo  GiSdigo  constitucional,  ¿nica  dispoei- 
acional  que  podria  haber  sido  quebrantada  por  la  lei  en  cuestión,  no 
sido  realmente,  como  quiera  que,  si  bien  esa  lei  añscta  con  cierto  im. 
j  la  navegación  de  las  aguas  a  que  se  reñere,  él  no  vendría  a  tener 
va  existencia  sLao  con  poeteríondad  a  la  terminación  de  la  obra. 
Ixeptando  la  Corte  el  mismo  supuesto  que  el  Procurador  jenendi 
ió  el  punto  de  acuerdo  con  éste  en  9  de  Junio  dltimo ;  i  remitido  al 
io  el  espediente,  lo  examinó,  i  coincidió  en  concepto  con  el  Procura, 
la  Corte  la  mayoría  de  1(»  miembros  que  constituían  en  1870  la 
ion  de  inspección  de  los  actos  legislativos  de  loe  Estados. 
Has  no  habiendo  el  Senado  alcanzado  en  aquel  aSo  a  decidir  la  oae». 
>or  su  parte,  i  debiendo  hacerlo  abora,  previo  un  nuevo  estudio  de 
K>r  la  actual  comisión  mencionada,  ésta,  que  ;a  se  ha  ociq)ado  del 
ío,  os  informa,  por  medio  del  presente  escrito,  que  su  parecer  es  diíe- 

de  todos  los  emitidos  hasta  aquí.  Así  lo  es,  porque  vuestra  tictual  o»- 
□  ju^a  equivocado  el  supuesto  bajo  cuya  impresión  se  ha  venido  pro. 
ado.  Vuestra  oomision  tiene  entendido  que  las  aguas  del  caño  de 
pillo  "i  las  de  las  ciénagaa  de  Eairanquilla  son  Us  mismas  aguas 
io  Magdalena,  o  sea  que  esas  ciénagas  i  aquel  cafCo  están  formados 
arte  de  las  aguas  de  este  rio,  como  sucede  con  las  ciénagas  i  cafios 
jitamarta,  sobre  los  cuales  lejisla  i  ejerce  autoridad  el  Gobierno  je- 
;  i  si  esto  es  exacto,  claro  es  que  el  precitado  cafio  del  "Trupillo"  i 
&iagas  se  hallan  bajo  la  jurisdicción  nacional-,  no  de  Estado  alguno, 

por  consiguiente,  el  de  Bolívar  ha  carecido  de  potestad  para  lejislar 

limpia  i  canalización. 

Sste  parecer  obliga  a  los  infraecritos  a  proponeros  que  declaréis  nula 
crida  lei  de  23  de  noviembre ;  pero  si  acaso  estimáis  dudoso  el  fun- 
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damento  en  que  éi  se  apoya,  haréis  bien  en  absteneros  de  decidir  cosa 
alguna,  porque  contra  vuestra  decisión  ningún  recurso  quedaría  a  ningún 
Estado  (esceptOy  tal  vez,  el  de  pediros  que  la  reconsideraseis),  como 
quiera  que  la  5/  de  vuestras  atribuciones  constitucionales  se  halla  con. 
«agrada  en  estos  términos:  *' Decidir  definüivcmiente  sobre  la  nulidad  o 
▼iSidez  de  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  que  se 
denuncien  como  contrarios  &c.  &c." 

En  el  concepto  de  ser  dudoso  si  las  aguas  del  ''Trupillo*'  i  las 
ciénagas  de  Barranquilla  corresponden  o  n6  al  rio  Magdalena,  lo  mas 
acertado  es  excitar  al  Procurador  jeneral  de  la  Nación  para  que,  sobre  la 
cuestión  lei  de  Bolívar,  promueva  controversia  judicial  a  ese. Estado,  de 
conformidad  con  lo  previsto  en  el  inciso  6.<>,  articulo  71  de  la  Constitu- 
áoD,  de  la  República. 

Puede  estimarse  mas  espedito  el  que  el  Senado  ordene  la  práctica 
de  dilijencias-que  pongan  en  claro  lo  que  él  acaso  considere  oscuro ;  pero 
dilijencias  semejantes,  cuya  fuerza  probatoria  solo  dejaria  de  ser  contro- 
vertible  después  que  hubiesen  pasado  por  un  debate  judicial,  no  parece 
deber  encontrar  cabida,  tratándose  del  ejercicio  de  una  atribución  de 
carácter  puramente  administrativo. 

Los  infrascritos  os  presentan,  pues,  en  conclusión,  el  proyecto  de 
resolución  siguiente,  con  cuva  adop¿ion'  o  simple  rechazo  haoreis  decla- 
rado, o  que  la  denimciada  lei  es  realmente  contraria  a  la  Constitución 
dic!ba,  o  que  se  está  en  el  caso  de  ocurrir  a  un  juicio  sobre  competencia 
de  facultades : 

''  El  Senado  de  PlenipotenciarioB  declara  nula  la  ^^  lei  del  Estado 
floborano  de  Bolívar,  de  23  de  noviembre  de  1869,  sobre  limpia  i  canali. 
mmeipn  del  caSo  del  '^Trupillo  "  i  dána^  de  la  ciudad  de  Barranquilla," 
por  s^Mitarla  contraria  a  los  inscisoa  6.  i  16  del  artículo  17  de  la  Cons. 
títaeion  federal." 

Bogotá,  manso  4  de  1871. 

Jttan  JUJCNDOZA — ^Maueioio  YsBBEii— D.  Yuna — Aquiubo  Pahba — 
Jaoobo  Sahches;. 

En  las  sesiones  de  los  dias  13  i  15  del  presente  mes  de  marzo  se 
aprobó  el  anterior  proyecto  de  resolución  en  los  dos  debates  regla, 
mentarios. — ^El  Secretario  del  Senado,  Julio  K  Férez. 


LXXX. 


MULIDADdela  let  del  Botado  soberano  de  Bolfrar  de  fil  de 
flctíembre  de  1870»  adieional  i  reformatoria  de  la  de  93  de 

noTiembre  de  1M9. 


Acuerdó  de  la  StxpBEiCA  Oobte* 

Corte  Suprema  federal.— Bogotá,  16  de  febrero  de  1871. 

Yistos  — Varios  oolombianos  i  estranjeros  residentes  en  Banran- 
qnilla,  Estado  de  Bolívar,  han  ocurrido  a  esta  Suprema  Corte  solioi- 
tando  la  suspensión  de  la  lei  espedida  por  la  Asamblea  de  dicho 
Estado  en  yomiiviQo  de  setiembre  de  mil  ochocientoB  setenta,  con  6&te 
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título :  '^  Bcformatork  del  canítalo  3.°  de  la  lei  sobre  limpia  i  canali- 
zación del  caño  del  *^  Trapillo  ^'  i  ciánicas  de  la  ciadad  de  Barranqni- 
11a/'  i  por  la  cual  se  autoriza  al  F(3er  Ejecutiyo  del  Estado  para 
conceder  privilpjio  a  los  señores  Palacio  i  Bjrne,  i,  en  su  defecto,  a 
cualauiera  otra  persona  o  compañía  que  lo  solicite,  para  la  limpia  i 
canalización  de  los  caños  del  **  TrupiUo,  de  '^¡Abajo*"  ola  ^'Tablaza,"  i 
la  ciénaga  del  frente  de  la  ciudad  de  Barranquilla. 

Jjos  peticionarios  fundan  su  solicitud : 

1.^  En  que  el  tal  príyilejio  es  contr&rio  a  la  garantía  de  la  imial- 
dad  consagrada  en  la  Constitución  federal,  por  cuanto  con  él  se  nace 
a  los  señores  Palacio  i  Byme  de  mejor  condición  respecto  de  los 
demás  colombianos  i  residentes  en  Colombia. 

2.^  En  que  no  habiendo  exijido  el  caño  de  la  Tablaza  canalización 
artificial,  la  navegación  por  él  no  puede  ser  gravada  o  restrínjida  con  im- 
puestos, ni  de  ningún  otro  modo,  por  la  Lejislatura  de  Bolívar,  se^la 
disposición  contenida  en  el  inciso  3.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución. 

3.^  En  que  siendo  via  nacional  el  caño  citado,  puesto  que  sus  aguas 
son  una  anexidad  de  las  del  rio  Magdalena,  la  mencionada  Lejislatora 
carece  de  facultad  para  imponer  contribuciones  sobre  los  buques  que' 
naveguen  el  espresado  caño,  segu^  la  lei  nacional  de  29  de  agosto 
de  1867;  i 

4,**  En  que  es  también  contrario  a  la  Constitución  nacionaíl  el 
parágrafo  del  artículo  6.^  de  la  lei  cuya  suspensión  se  solicita,  por 
cuanto  por  él  se  hacQ  obligatorio  el  tránsito  por  el  caño  del  Trapuk)) 
una  vez  que  sea  ofrecido  al  servicio  p^lico. 

Oido  el  poncepto  del  señor  Procurador  de  la  Union,  i  pasado  el 
dia  señalado  para  la  audiencia  DÚblica,  sin  que  las  partes  hayan  con- 
currido a  alegar,  procede  la  Corte  a  dictar  la  resolución  qae  le 
corresponde. 

Parece  a  éste  Supremo  Tribunal  incuestionable  la  razón  que  asiste 
a  los  peticionarios  con  respecto  al  parágrafo  del  artículo  6.  de  la  lei 
que  so  examina,  pues  él  es  evidentemente  contrario  a  la  libertad  de 
viajar  i  a  la  de  la  industria,  consignadas  en  los  incisos  8  i  9,  artículo  16 
de  la  Constitución  federal. 

En  cuanto  a  las  demás  disposiciones  de  la  lei,  la  Corte  no  ha  opi- 
nado unánimemente  por  la  suspensión  de  ellas,  pues  no  todos  los  ma- 
iistrados  están  de  acuerdo  en  considerar  como  vías  nacionales  los  ca- 
nos del  Trupillo  i  la  Tablaza  i  la  ciénaga  de  la  ciudad  de  Barranquilla, 
creyendo  algunos  de  ellos  qiie  las  <^as  de  dichos  caños  i  ciénagas 
pertenecen  i  están  sujetos  a  la  jurisdicción  del  Estado  de  Bolívar. 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando  justicia  en 
nombro  do  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei, 
i  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Cons- 
titución federal,  resuelve :  suspender,  como*en  efecto  suspende,  de  la  lei 
citada  del  Estado  de  Bolívar,  solamente  el  parágrafo  del  artículo  5. 

Bendtase  en  copia  esta  resolución  al  Presidente  de  dicho  Estado ; 
publíquese  en  el  "  Diario  Oficial "  i  dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipo- 
tenciarios. 

JiL  CoLüNJE- Juan  A.  Umcoechea— M.  Mürillo — J.  M.  Pébbz— - 
José  M.  Villamizar  G,— El  Secretario,  Ba/ad  K  Saniander* 
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Voto  do  los  seAorca  Magistrados  Oolnnje»  Uricocohoa  i  Villamizar. 

Los  infrascritos  Majistrados,  qno  han  concurrido  con  su  voto  a  la 
suspensión,  decretada  hoi  por  la  Corte,  del  parágrafo  del  artículo  5.^ 
do  La  lei  del  Estado  de  Bolívar,  de  21  de  setiembre  de  1870,  "  reforma- 
toria del  capítulo  3.^  de  la  lei  sobre  limpia  i  canaliza>cion  del  caño  del 
Trupillo  i  ciénagas  de  la  ciudad  de  Barranquilla,"  creen  que  aquella 
providencia  ha;  debido  hacerse  ostensiva  a  la  lei  toda,  por  esta  razón 
capital :  poique  siendo  parte  del  rio  Magdalena  los  canos  de  la  ''  Ta- 
biaza  "  i  el  '*  TrupiUo,"  así  como  la  ciénaga  del  frente  de  la  ciudad  do 
Barranquilla,  pues  que  esos  caños  i  ciénagas  los  forman  las  mismas 
aguas,  se  hallan  bajóla  autoridad  de  la  Nación,  de  conformidad  con 
lo  que  la  Constitución  federal  tiene  establecido  en  el  inciso  6.^  de  su 
articulo  17,  i  en  consecuencia,  ni  el  Estado  de  Bolívar,  ni  Edtado 
alguno,  puede  lejislar  acerca  de  los  unos  ni  de  la  otra. 

Si  los  caños  de  la  "Tablaza,"  el  "  Trupillo  "  i  la  ciénaga  dicha,  oa- 
taviesen  bajo  la  jurisdicción  del  Estado  ae  Bolívar,  es  f  aera  de  duda 
que  la  referida  leí  no  seria  objetable  en  cuanto  al  impuesto  de  que  tra- 
tan suÉ(  artículos  5.**  i  6.° ;  porque  no  debiendo  comenzar  a  rejir  ese  gra- 
vamen sino  después  de  terminada  la  canalización  que  se  proyecta,  en 
nada  se  (juebrantaria  la  prohibición  que  la  Constitución  citada  contie- 
ne en  el  mciso  3.^  de  su  artículo  8.^  Mas  hallándose  tales  caños  i  cié- 
naga bajo  la  autoridad  de  la  Nación,  como  se  ha  dicho,  un  impuesto 
semejanto  i  todo  lo  demás  sobre  que  versa  la  lei  boliviana,  no  puede 
tsev  decretado  sino  por  el  Congreso  nacional,  en  uso  de  la  facultad  a 
que  el  mencionado  artículo  17  se  refiere  en  su  inciso  16. 

Se  pretende  mejorar  la  navegación  por  vapor  del  caño  de  "  La 
Tablaza  "  i  de  dicha  ciénega,  i  hacer  navegable  del  mismo  modo  el  de 
el  "  Tropillo ; "  pero,  aun  cuando  así  no  fuese,  al  Congreso  nacional  en 
manera  alguna  podria  servirle  de  obstáculo  en  el  asunto  la  restricción 
t^ue  se  le  impone  en  la  8.*  de  sos  atribuciones  constitucionales  esclu- 
sivas  (artículo  49) ;  porque  de  que  él  no  pueda  conceder  privilejio  para 
la  navegación  de  las  aguas  nacionaJes,  smo  cuando  esa  nav^;acion  ha 
de  hacerse  por  vapor,  no  se  sigue  que  no  pueda  concederlo  para  obras 
de  canalización,  aunque  éstas  no  tengan  por  objeto  hacer  navegables 
aquéllas  con  el  auxiho  del  mismo  ájente. 

Tal  es  la  intelijencia  que  dan  los  infrascritos  a  las  disposiciones 
constitucionales  de  la  Nación  que  aparecen  relacionadas  con  el  nego- 
cio de  que  tiata  la  referida  lei  del  Estado  de  Bolívar. 

Bogotá,  16  de  febrero  de  1871. 

JiL  CoLUNJE. — Juan'  Agustín  Uricobchea.— José  MABfA  Villami- 
ZAB  G. — ^El  Secretario,  Ra/hd  K  Santander. 

/ 

4  ^^ 

En  la  misma  fecha  notíñquó  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador joneral  do  la  Union.-  -GtfMEZ. — SantaiideT^  Secretario. 

El  Secretario,  Rafnd  K  Santander- 


> 


t 
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Imfobme  de  ia  comisión  del  Senado. 

Oiudadanos  Senadores* 

En  el  mes  de  octubre  de  1870  se  solicitó  de  la  Corte  Buprema  fede* 
ral,  por  varios  ciudadanos  i  estranjeros,  la  suspensión  de  una  lei  del 
Estado  soberano  de  Bolívar,  de  21  de  setiembre  del  mismo  afio,  **  refor. 
matoria  del  capítulo  3.^  de  la  lei  sobre  limpia  i  canalización  del  cafio 
del  Trupillo  i  ciénagas  de  la  ciudad  de  Barranquilla,"  i  en  la  cual  se 
'  dispone,  entre  otras  cosas :  que  se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  (artículo 
1.**)  para  conceder  privilejio  a  Palacio  i  Byme,  o  a  cualquiera  otra  per- 
fiona  o  compañía,  para  la  limpia  i  canalización  del  espresado  cafio  i  del 
de  "Abajo"  o  "  Tablaza,"  asi  como  también  de  la  ciénaga  del  frente  de 
la  mencionada  ciudad :  que  los  empresarios  de  la  obra  fijarán  en  oporta. 
nidad  (articulo  6.®)  la  tarifa  de  lo  que  deba  pagarse  por  el  nao  de  los 
canales  i  ciénagas :  que  los  mismos  empresarios  tendrán  derecho  a  cobrar 
(artículo  5.°),  desde  que  esté  terminada  la  limpia  i  canalización  del  caño 
del  "Trupillo,"  i  éste,  examinado  por  una  comisión  del  Poder  Ejecutivo, 
haya  sido  dado  al  servicio  publico,  las  dos  terceras  partes  del  derecho  aue 
establezcan  en  la  tarifa  jeneral ;.  i  que  el  tránsito  de  embarcación  por  laa 
aguas  del  mismo  cafío  será  obligatorio  (parágrafo  del  mismo  artículo) 
tan  luego  como  esa  via  haya  sido  ofrecida  a  tal  servicio. 

La  solicitud  se  fundé,  entre  otras  razones,  en  que,  no  habiendo  exüido 
canalización  artificial  el  cafío  de  la  "  Tablaza,"  la  navegación  por  él  no 
puede  ser  gravada  o  restrinjida  con  impuestos,  ni  de  ningún  oijx>  modo, 
por  la  Lejislatura  de  Bolivar,  según  lo  establecido  en  el  inciso  3**»  artícu- 
lo 8.^  de  la  Constitución  de  la  Union;  puesto  que  lo  forman  las  miwmas 
aguas  del  Magdalena,  que  es  rio  nacional,  aquella  Lejifllatum  c^xepe  de 
fiMBultad  para  impcmer  oontribucion  sobre  los  buquecr  que  lo  naveguen,  i 
£obre  los  ree^)ectivo8  pasajeros,  mercancías  &c.,  según  lo  establecido  en  U 
Im  nacional  de  29  de  agosto  de  1867 ;  i  por  éltimo,  en  que  el  citado  pa? 
rágrafo  es  oontrarío  al  inciso  9.*,  articulo  16  de  la  misma  Constitacion. 
1^  La  Corte  decretó  la  suspensión  pedida,  tan  solo  en  lo  relativo  al  pa- 

rágrafo.  En  lo  demás  no  pudo  decretar  por  falta  de  unanimidad  en  los 
votos  de  sus  cinco  miembros.  Ties  de  ástos,  considerando  vias  nacionales 
todas  las  aguas  a  que  la  lei  boliviana  se  refiere,  por  proceder  todas  ellas 
del  río  Magdalena,  opinaron  desde  luego  por  la  suspensión  total  de  la  lei| 
por  carecer  el  Estado  de  jurífldiccion  sobro 'tales  aguas;  pero  los  otros  dos 
no  opinaron  del  mismo  modo, 

^  Ha  venido,  por  fin,  el  asunto  a  vuestro  estudio,  i  vuestra  comisión 
de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  que  tiene  que  infor- 
maros acerca  de  él,  no  puede  menos  de  deciros  que  está  de  acuerdo  con 
el  concepto  de  la  mayoría  dis  les  Majistrados  de  la  Corte.  La  razón  en 
que  esa  mayoría  se  apoya,  es  concluyente :  las  aguas  a  que  se  refiere  la 
lei  denimciada  son  nacionales.  •   ' 

Por  lo  mismo,  es  innecesario  inquirir  si  ellas  han  exijido  o  exíjen 
canalización  artificial,  o  si  el  parágrafo  del  artículo  5.^  es  contrario  al 
inciso  9.°  o  al  8.*^,  artículo  15  de  la  Constitución  de  la  Union. 

Vuestra  comisión  termina,  pues,  proponiéndoos  el  proyecto  de  reso- 
lución que  sigue : 
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**  El  Senado  de  Flenipotencianos  declara  nula  la  lei  del  Estado 
soberano  de  Bolívar,  de  21  de  setiembre  de  1870,  reformatoria  del  capí, 
tulo  3.^  de  la  lei  sobre  limpia  i  canalización  del  cafío  del  *'  TrupiUo  "  i 
ciéna^  de  la  ciudad  de  Barrasquilla,  por  reputarla  contraria  a  los  inci* 
806  6.   i  16,  artículo  17  de  la  Constitución  federal." 

Este  proyecto  de  resolución,  como  veis,  es  idéntico  al  que  vuestra 
comisión  os  tiene  propuesto  en  el  informe  que  os  ha  dado  con  fecha  4  de 
éste  mes,  acerca  de  la  lei  reformada  por  la  de  que  ahora  se  trata.  9e  os 
repite,  pues,  la  indicación  que  allí  se  os  hace,  para  el  caso  de  que  esti. 
meis  dudoso  si  las  mencionadas  aguas  corresponden  o  nó  al  río  Magdale- 
na,  hecho  que  vuestra  comisión  admite  como  cierto. 

Bogotá,  7  de  marzo  de  1871. 
IL  Vbbbeu— J.  Mendoza.*- D.  Viana.— Aquileo  Pabba,— J.  Sánchez 


Marzo  14  de  1871.-— Se  abrió  el  primer  debate  de  este  proyecto,  i 
86  aprobó.— J.  JE.  Pérez» 


Marzo  16  de  1871*< — Se  aprobó  en  segundo  debate  en  la  sesión  de 
esto  día. — El  Seoretaríó,  Jdio  K  Pérez. 


LXXXI. 


HdLIDAl>  del  artíonlo  73  de  la  Constltueten  del  Eslado  sobe- 
rano de  Candlnamarca,  de  S  de  noviembre  de  18Y0. 


Acuerdo  de  ul  BuíWMk  Oobte. 

'  Corte  Snporema  íederal — fiogotá,  10  delbbrero  de  1871. 

La  OonatitHeSoa  polítioa  imente  en  el  Estada  de  Cimdinamaiioa 

''Alt  T^H  Estado  de  Üundinamaroá»  por  sn  parte,  dedara  que 
en  BU  lejislacion  no  se  comurende  ^ue  la  garantía  cons^obada  en  di 
inoigD  7.^  del  artíoulo  15  de  la  Constitnoion  federal,  autorice  la  ejecn- 
eion  de  hechos  que  salen  evidentemente  de  la  esfera  de  acción  'del 
pensamiento  para  convertirse  en  hechos  positivos  de  violación  del 
oerecho  ajeno,  tales  como  la  falsedad,  la  falsiñcaoion,  el  peiiurio,  la 
estafa,  los  actos  de  resistencia  a  la  ejecución  de  las  leyes  i  a  las  pro- 
videnoiafi  de  los  funcionarios  públicos,  i  los  que  envuelven  usurpación 
de  funciones  públicas." 

El  inciso  7.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  federal,  a  que  se 
refiere  la  disposición  c[ue  acaba  de  copiarse,  dice :  "  La  libertad  de 
espresar  sus  pensamientos  de  palabra  o  por  escrito,  sin  linútacion 
alguna.^' 


I  jamando  Antotúo  LandÍBez  que  la  deolaratoria  oontenida  en 
[Oel  aitíoalo  de  la  Constítaeion  de  Oandinamarca  es  contraria  a  la 
iiistítuflion  federal,  solicitó  de  esta  Ckirie  sospendieae  la  ejeoaoion, 
«iendo  este  laoiooinio :  "  No  le  es  permitido  a  ningmia  corporaóon, 
lo  al  Congreso  nacional,  la  aclaratoria  de  las  disposioiones  conifiui' 
8  en  la  Oonatitnoion  federal."  Si  pnes  se  oree  qne  hai  dada  en  cnan- 
a  los  hechos  míe  pueda  autorizar  la  garantía  oonai^nada  en  el  inciso 
'  del  artíoolo  15  de  la  Oonstitacion  federal,  esa  duda  a  qnien  correa- 
inde  aclararla  es  al  Congreso  federal,  por  medio  de  an  acto  leüslatÍTO. 

El  Procnrador  jenera^  a  qnien  se  dio  vista  de  dicha  Bohdtad,  la 
adjnvá,  dando  por  razón  lo  qae  signe :  "Sin  dada  qne  las  Leiialatimu 
I  los  Estados  son  las  llamadas  a  desarrollar,  por  medio  de  leyes,  las 
rantías  constitucionales,  haciendo  efectivos  los  derechos  individnaleB 
>rohibiendo  eficazmente  los  actos  violatorios  del  derecho  ajeno,  qne 
el  objeto  de  la  lejislacion  civil  i  penal ;  pero  no  por  esto  tienen  las 
presadas  corporaciones  faonltad  para  esplioar  en  términos  jenerales 
aclarar  la  Constitución  nacional,  porqne  esto  solo  66  potestativo  del 
obiemo  jeneíal." 

I  considerando  para  resolver  : 

1."  Qne  ai  bien  cada  vez  qne  nn  fonoionarío,  nna  oorporaáon  o 
individuo,  al  proceder  a  oomplir  alguna  disposición  snperibr  o  a 
nformar  a  ella  su  conducta,  ha  de  formar  juicio  o  ñjar  para  si  la 
belijencia  qne  da  a  esa  dispodoion,  sujetándose  a  las  conseonenoiaB 
I  error  que  pneda  cometer  en  la  interpretación  o  intelijencia,  es  in- 
estionable  qne  sin  tener  para  ello  una  facultad  espresa,  no  puede 
ir  como  r^la  a  los  otros  su  propa  interpretación,  i  mucho  menos 
la  corporación  o  foncionaido  respecto  de  sos  subordinados. 

2."  Que  las  constituoiones  dictadas  por  Asambleas  oonstítuyeotes, 
ando  eUas  mismas  no  han  dado  facultad  a  las  Asambleas  snbea^a)" 
i,  o  a  algún  funcionario  determinado,  para  hacer  aclaraciones,  o  ínter* 
staciones,  o  adiciones,  no  pueden,  poi  principio  jeneral,  ser  adaradaBí 
beipretadas  o  adicionadas. 

3.°  Qne  la  federal  no  da  ni  al  Conoteso  de  la  Union  qne  ella  esta- 
3oió,  ese  poder  de  aclarar  e  interpr^or,  pues  que  aolo  antorizó  sa 
Forma  con  las  formalidades  qne  detalló  en  el  articulo  93. 

4.°  Que  una  Oonstitacion  como  ésta,  diotada  por  la  Convención 
unida  espresamente  en  Bion^ro,  ratáfioada,  como  Ío  fné,  por  loe 
enipotenoiarios  de  todos  los  Estadoa,  no  ee  en  el  fondo  otra  cosa  que 
tratado  público  entre  esas  entidades  soberanas,  la  cnol  debe  obsar- 
rse  i  cumplirse  por  cada  xma  de  ellas  con  fidehdad  uniforme  a  sa 
píritn  i  letra,  sin  qne  sea  dado  a  una  de  las  partes  d^nninar  la  fbr- 
a  o  estetision  en  qne,  por  su  piu^,  entiende  o  qniere  cumplir  las 
tipulociones  en  ellos  contenidas ;  i 

5°  Que  aceptando  el  precedente  de  que  un  Estado  fije  por  si 
lo  la  estenffiion  que  da  a  sos  compromisos,  se  abriría  nn  ancho  campo 
la  confusión  o  trastorno  del  derecho  público  de  la  Union,  i  a  la  dis- 
rdio,  lo  cual  es  radicalmente  opuesto  a  la  aspiración  fondamental  da 
Union ; 

Se  resuelve  por  unanimidad : 

Suspéndese  la  ejecución  del  articulo  73  do  la  Constitución  do 
indinomatca. 
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iMflo  ouenin  al  Gob^nador  del  Estado  de  Condinamalrca,  i  deján-^ 
dose  copia,  remitaso  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenoiarios..  - 

JiL  CoLUNJíi.-- JttaK  a.  Uhicoeohea.— Jf.  MuKnxo.— J.  M.  P£bez. 
José  M.  Villajozab  G,— El  Secretario,  Bc/ad  E.  SarUander. 

En  la  mieHua  fecha  xK>tifiquá  el  auto  anterior  al  señor  Prociúrador 
lie  la  Union. 

GtfXESL — M  Secretario,  SanUifuier. 

Es  copia '-^Secretaria  de  la  Corte  Suprema  federal. — ^Bogotá,  vein- 
tidós de  febrero  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno. 

El  Secretario,  Rtjfad  E.  Santander. 


IjXFOmCE  DE  LA.   OOÜOSION   DEL    SeNáDO. 

Honorables  Senadores* 

El  señor  Antonio  Landinez  ocurrió  a  la  Corte  Suprema  federal 
pidiendo  la  suspensión  del  artículo  73  de  la  Constitución  política  del 
Estado  soberano  de  Cundinamarcay  espedida  el  8  do  novicmoro  del  año 
anterior,  el  cual  dice : 

"  El  Estado  de  Cundinamarca,  por  su  parto,  declara  que  en  su 
lejislacion  no  se  comprende  que  la  garantía  consignada  en  el  inciso  7.^ 
del  artículo  15  de  la  Constitución  federal  autorice  la  ejecución  de 
hechos  que  salen  evidentemente  de  ta  esfera  de  acción  del  pensamiento 
para  convertirse  en  hechos  positivos  de  violación  del  derecho  ajeno, 
tales  como  la  falsedad,  la  falsificación,  el  perjurio,  la  estafa,  los  actos 
de  resistencia  a  la  ejecución  do  las  leyes  i  a  las  providencias  dé  los 
funcionarios  públicos  i  los  que  envuelven  usurpación  de  funciones 
públicas." 

El  señor  Procurador  jeneral  do  lá  Bepublica  coadyuvó  esta  soli- 
citad, i  la  Corte  Suprema  accedió  a  ella,  suspendiendo  dicho  artículo, 
i  disponiendo  a  la  vqz  que  se  pasara  el  espediente  orijinal  al  Senado 
do  Plenipotenciarios,  a  fin  de  que  vosotros  ejercitéis  la  atribución  que 
06  confiere  el  inciso  5.^  del  articulo  51  de  la  Constitución  nacional. 

Los  fundamentos  en  que  se  apoya  la  resolución  de  aquel  Supremo 
Tribunal  son  del  todo  exactos,  i  la  comisión  de  inspección  de  actos 
lejislativos  de  los  Estados  los  reproduce  integramente. 

No  podria  aceptarse,  sin  peli^o  para  las  instituciones,  es[>ecial- 
mente  para  la  garantía  de  los  derechos  reconocidos  a  los  colombianos, 
la  práctica  de  que  las  Asambleas  do  los  Estados  aclararan  o  esplicaran 
la  Uonstitucion  nacional,  arrogándose  así  una  facultad  que  ésta  no 
atribuyó  ni  a  las  Cámaras  Lejislativas  del  país.  Esta  práctica  ocasio- 
naria  una  ccnnpleta  anarqnizacion,  anularia  en  muchos  casos  los  dere- 
chos reconocidos  i  garantizados  por  el  artículo  15  do  nuestro  Código 
fandamental,  i  produciria  el  efecto  do  que  los  colombianos  no  gozaririoi' 
de  los  mismos  derechos  individuales  en  todos  los  Estados  de  la  ünion. 

Basta  enunciar  estos  peligros  para  comprender  que  es  de  todo 
punto  inaceptable  el  hecho  do  que  las  Asambleas  de  los  Estados  acla- 
ren o  espliquen  la  Constitución,  al  tenor  de  los  principiop,  doctrinas  u 
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(^limones  que  en  eUas  predominen,  i  acaso  también  de  los  interesa 
de  partido. 

El  lejislador  coostítfMrmito  quiso^r  mn  ¿oda,  poner  aqpel  paeto  al 
abrigo  de  toda  veleidad  piniiticay  i  por  eso  ni  ann  al  cuerpo  soborano 
le  confirió  el  derecho  de  mterpretarlo  o  aclararlo.  I  si  los  representan- 
tes de  todos  los  Estados,  signatarios  de  él,  no  pvMsden  aclararlo  o  espli- 
cario,  seria  absurdo  reconocer  esta  facultad  en  uno  solo  de^  dicnos 
litados,  por  mas  que,  como  en  el  presente  caso,  tales  aclaratorias  seim 
conformes  con  la  verdadera  garantía  de  los  derechos  i  con  los  princi- 

Eios  de  ihoral  universal,  salvaguardia  i  garantía  de  las  sociedades 
umanas. 

Por  estas  razones,  os  proponemos  el  siguiente  proyecto  de 

besolüoion: 

''  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  inciso  6.^  del  i^tículo  61  de  la  Ocmstitucion  nacional, 

resuelve: 

Declárase  nulo  el  artículo  73  de  la  Constitución  política  del  Es- 
tado soberano  de  Cundinamarca,  espedida  el  8  de  noviembre  de  187(L 
Bogotá,  marzo  10  de  1871. 

D.  ViAMA — ^M.  Vebbel.*-Aouileo  Pabba.— J.  Mendoza. — J.  Sanche?. 


Marzo  21  de  1871. — Se  aprobó  en  se^pndo  i  último  debate  el  pro- 
yecto de  resolución,  con  la  adición  sigmenta:  **  porque  la  Asamblea 
constituyente  de  dicho  Estado  no  ha  tenido  facultad  pora  hacer  tal 
declaratoria." 

El  Secretario,  Jtdio  E,  Pérez. 


Lxxxn. 


nULIDAD  dd  artículo  lft79  del  Código  Judicial  del    Citada 
soberano  de  Antloqula,  do  !.•  de  innlo  de  1860. 

AOÜE&DO  DE  LA^UPBEMA  CoinX. 
Corte  Suprema  federal.— Bogotá,  igr  de  noviembre  de  1868. 

Por  escrito  fechado  en  Santa  Bosa  de  Osos  acuatro de  marzo  del 
año  en  curso,  solicito  Santos  Jaramillo  J.  de  esta  Corte  Suprema,  que, 
haciendo  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Cons- 
titución federal,  suspendiese  la  ejecución  del  artículo  1579  del  Código 
Judicial  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  artículo  que  a  ta  letra 
dice  así :  •  ' 

"  Art.  1579.  Los  indiciados  contra  quienes  se  haya  dictado  auto 
de  prisión  por  delito  común,  que  sean  sostenidos  en  las  cárceles  públi- 
cas de  las  rentas  del  Estado  o  de  los  distritos,  podrán  ser  destinados 
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por  el  Poder  Ejecutivo  a  trabajar  fuera  de  dichas  cárcetes,  en  el  mismo 
oistritOy  cuando  en  el  interior  ae  eUas  no  haya  ocupación  que  darles." 

Becibida  en  la  Corte  la  solicitnd  de  JaramillOy  se  di6  {vista  de  ella 
al  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación ;  i  este  funcionario,  coad- 
yuvándola, dice  en  escrito  del  dia  6  deVpYesente  mes  : 

**  El  citado  artículo,  haciendo  obligatorio  para  los  indiciados  el 
trabajo,  les  impone  indudablemente  una  pena,  i  es,  por  tal  rason,  con- 
trario al  inciso  á.^,  artículo  16  de  la  Oonstitueion  de  la  Bepública, 
según  el  cual  ningún  individuo  puede  ser  penado  sm  haber  sido  oido  i 
Tencido  en  juicia*' 

Siendo  fundada  esta  observación  dol  señor  Procurador,  la  Corte, 
en  ejercicio  do  la  atribución  que  le  confiare  el  artículo  72  de  la  Constí*- 
tucion  federal,  i  el  incnso  1.  ,  parte  cuarta,  artículo  9.^  de  la  lei  de  16 
de  mavo  de  186S,  ''adieioBal  i  reformatoria  de  la  de  90  de  abril 
de  18o4,  orgánica  del  Poder  Judicial  de  la  Union,*'  i  tesáendo  en 
cuenta  las  dispoñeiones  contenidas  en  los  artículos  140  i  141  de  la  lei 
de  82  de  mayo  de  1866,  sobre  procedimiento  ea  los  negocios  civiles 
cuyo  conocimiento  corresponde  a  los  tribunales  nacionales, 

besüelvb: 

Suspéndese  la  ejecución  del  artículo  1579  del  Código  Judicial  del 
Estado  soberano  de  Antíoquia,  sancionado  el  dia  1.^  de  junio  de  1866, 
por  sor  contrario  eso  artículo  al  inciso  4.^,  artículo  15  de  la  Constitu- 
ción federal 

Publíqueae  esta  resoludon  en  el  '^Diario  Oficial  ;^'  envíese  en  copia 
al  Presidente  de  dicho  Estado ;  compúlsese  otra  copia  de  ella  para  que 
quede  en  el  archivo  de  la  Corte ;  i  remítase  el  espediente  al  Senado  de 
la  Bepáblica  para  los  efectos  de  la  ^tima  parte  del  citado  artículo  72. 

J.  M.  Pébez.— Juan  A.  übioobghea.— Jil  Colunjk.— Fibenfe  Va- 
négw^  Secretario.  * 

Voto  de  los  sefiores  ICoJlstrados  doctores  Murillo  i  Villamizar  G. 
Corte  Suprema  federal.— Bogotá,  19  de  noviembre  de  1868. 

Nuestro  voto  en  la  cuestión  do  si  se  accedo  o  nó  a  la  solicitud 
del  señor  Santos  Jaramillo,  coadyuvada  por  el  Procurador  nacional, 

Sara  que  so  suspenda  la  ejecución  ^Lel  artículo  1579  del  Código  Judi- 
icial  del  Estado  soberano  de  Antioquia,  es  negativo,  i  nos  f  andamos 
en  las  siguientes  consideraciones  : 

El  artículo  cuya  susponaíon  se  pide,  dice  así :  ^ 

"  Los  indiciados  contra  quienes  se  haya  dictado  aut<y  do  prisión 
I>or  delito  común,  que  sean  sostenidos  en  las  cárceles  públicas  de  las 
rentas  del  Estado  o  de  los  distritos,  podrán  ser  destinados  por  el  Po- 
der Ejecutivo  a  trabajar  fuera  de  dichas  cárceles,  en  el  mismo'  distiito, 
cuando  en  cl  interior  de  ellas  no  haya  ocupación  que  darles." 

La  disposición  constitucional  que  ha  de  tenerse  por  guia  al  tra- 
tarse de  una  suspensión  semejante,  es  la  del  artículo  14,  que  dice : 

"  Los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados,  qve  scdgan 
evidentemente  de  su  esfera  do  acción  con^tucional,  se  hallan  sujetos 
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ft  ftaspeosion  i  caiulaciou,  co^foime  a  lo  dispuesto  eu  esta  Coustikuciun; 
pero  nunca  traerán  al  Estado  reeponsabilidad  de  niugon  jenero  cuando 
no  Be  hayan  ejaoutado  i  surtido  sos  naturales  efectos/' 

I  el  artículo  72  de  la  misma  Oonstitucion,  al  atribuir  a  la  Corte  fe- 
deral la  facultad  de  suspender,  e^ije'unanimidfiMl  de  votos,  a  fin,  segura- 
mente, de  establece  la  evidancia  de  que  la  disposición  sujeÉa  materia, 
está  fuera  del  poder  constitiicional  del  Estado. 

I  ¿es  eTÍaente  que  esta  disposición  disciplinaria  de  los  estableci- 
mientos de  arresto  o  prisión  stüe  del  poder  constitucional  del  Estado  ? 
Para  nosotros  es  por  lo  menos  dudoso.  Los  Estados  soberanos  tieneu 
el  poder  de  lejislar  en  todo  lo  concemieüte  a  la  materia  criminal,  bien 
que  la  Constitución  les  imponga  el  cuidado  de  no  lastimar  u  ofender, 
en  cuanto  no  sea  rigurosamente  indispensable,  el  derecho  individual 
en  las  diferentes  faces  en  que  se  haua  consignado  en  el  artículo  16 ; 
pero  desde  el  momei^to  en  que  un  individuo,  aun  cuando  sea  por  cir- 
cunstancias ajenas  a  su  vohmtad,  está  bajo  el  peso  de  una  acusación 
criminal,  su  derecho  individual  tiene  que  subordinarse  al  derecho 
social,  i,  de  consiguiente,  a  )as  restricciones  que  la  lei  jeneral  establezca. 
Así  es  permitido  arrestarlo,  lo  que  implica  restricción  do  derecho  in- 
manente. Una  vez  detenido  ¿tipno  la  sociedad  el  deber  de  mantenerlo, 
aun  cuando  esté  sano  i  en  capacidad  de  prestar  a  la  misma  sociedad 
algunos  Rfírvicios  en  cambio  de  los  alimentos  que  recibe?  El  trabajo  es 
una  condición  de  la  vida ;  i  jamás,  por  sí  solo,  puede  considerársele 
cómo  pena  jurídica ;  ni  puecie  ser  motivo  de  vergüenza  si  no  es  im- 
puesto en  virtud  de  convicción  de  un  delito  vergonzoso. 

Pensamos  también  que  el  sistema  de  dar  trabajo  a  los  detenidos  i 

{)resos,  puede  ser  de  rigurosa  necesidad  para  mantener  la  disciplina  eu 
os  establecimientos,  i  que  llevar  hasta  esos  escrúpulos  el  deseo  de 
prótejer  a  los  individuos,  que  frecuentemente  no  han  cuidado  ellos 
mismos  de  protejerse  i)or  ima  conducta  que  no  se  preste  ni  a  la  aospc- 
cha  de  crimen,  conducirla  a  hacer  ineficaz  la  acción  de  la  sociedad  en 
el  castigo  do  los  delitos,  i  entrabaría  notablemente,  hasta  el  absurdo, 
el  poder  i  el  deber  de  los  soberanos  en  la  reglamentación  de  los  esta- 
blecimientos de  castigo. 

M.  MüRTLLo.— José  M.  Vhjlamizar  G.—  Vioejite  Vanégasy  Secretario. 


IlíFORHE  DE  hk  comisión  DEL  SfiNABO. 

Honorables  Senadores- 

El  señor  Santos  Jaramillo,  ciudadano  del  Estado  soberano  de 
Antioquia,  ocurrió,  por  medio  de  uu  memorial  fechado  en  Santa  Rosa 
a  4  de  marzo  do  1868,  a  la  Corte  Suprema  federal  pidiendo  la  suspen- 
sión del  artículo  1579  del  Código  Judicial,  espedido  por  la  Lejislatur^^ 
de  aquel  Estado,  el  cual  artículo  dice  así :  . 

''Los  indiciados  contra  quienes  se  haya  dictado  auto  de  prisión 
por  delito  común,  que  sean  sostenidos  en  las  cárceles  públicas  de  las 
rentas  del  Estado  o  de  los  distritos,  ix>drán  ser  destinados  por  el 
Poder  Ejecutivo  a  trabajar  fuera  de  dichas  cárceles,  en  el  mismo  dis- 
trito, cuando  en  el  interior  de  ellas  no  haya  ocupación  que  darles. 


I 
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El  señor  Procurador  joncral  de  la  Repúlilica  coadyuvó  la  pctícioii 
d^l  señor  Jaramñlo  por  vista  de  6  do  noviembre  do  1868. 

Poro  la  Ooi-te  Suprema  federal  lio  sucpendió  la  disposición  prein- 
serta, por  no  haberse  obtenido  la  unanimidad  requerida  por  él  artículo 
72  de' la  Oonstítuoion  nacional,  habiendo  estado  por  la  su^ension  los 
Majistrados  señores  Colunje,  Pérez  i  üriooechea>  i  eti  contra  los  Ma« 
jistrados  señores  Murillo  i  Yülamizar  Gallardo. 

Pasó  el  espodiente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  en  las  sesiones 
do  1869,  i  fue  estudiado  por  la  comisión  respectiva,  la  que  presentó  un 
informe  suscrito  por  cuatro  de  sus  miembros  i  tm  proyecto  de  resolu- 
ción que  la  declaraba  válida  con  ciertas  restricciones.  Pero  el  Senado 
no  resolvió  nada  sobre  este  asunto  en  aquel  año,  ni  tampoco  en  1870. 

En  el  presente  año  se  ha  pasado  a  nuestro  estudio  el  citado  de* 
nuncio,  i  vamos  a  cumplir  con  el  deber  do  informaros  i  proponeros  lo 
que  creemos  conveniente  respecto  de  él. 

Fundase  el  denuncio  dado  por  el  señor  Jaramillo,i  coadyuvado  por 
el  señor  Procurador  nacional,  en  que  al  destinar  a  los  presos  por  deli- 
to común  a  trabajar  fuera  de  la  cárcel,  se  les  impone  una  pena,  i  esto 
antes  de  ser  oidos  i  vencidos  en  juicio^  'lo  que  es  contrario  al  inciso  4" 
del  artículo  16  de  la  Constitución. 

Cree,  ademas,  el  señor  Jaramillo,que  con  lo  dispuesto  en  el  citado 
artículo  del  Código  Judicial  do  Antioquia  se  viola  el  inciso  10  dol 
miooio  artículo  15  de  la  Constitución,  por  cuanto  no  se  destina  a 
trabajar  a  todos  los  presos,  sino  únicamente  a  los  que  sean  i^ostenidos 
por  el  Estado  o  por  el  distrito,  lo  que  induce  una  desigualdad. 

Tanto  losHajisirados  señores  Morillo  i  Yillamizar  Gkillardo,  como 
ló6  miembros  de  la  comisión  del  Senado,  creen  que  el  artícnlo  antes 
referido  del  Código  Judicial  de  Antioquia  no  es  analable,por  no  saliese 
él  etnderUemente  do  la  esfera  de  acción  constitacional  de  los  Estados. 

A  pesar  de  estas  respetables  opiniones,  la  comisión  de  inspección 
de  actos  legislativos  de  los  Estados  cree  q[ue  el  articulo  1579  del  Código 
Judicial  del  Estado  soberano  de  Antioquia  es  inconstitucional,  i  pasa  a 
fundar  su  opinión. 

Según  dicho  artículo,  los  indiciados  contra  quienes  se  haya  dictado 
auto  de  prisión,  puedan  ser  destinados  a  trabajar  fuera  de  las  cárceles, 
esto  es,  pueden  ser  destinados  a  trabajar  en  las  calles,  en  los  caminos 
públicos  &c.  &c.,  ni  mas  ni  menos  que  los  reos  a  quienes  se  haya  con- 
denado a  trabajar  en  obras  públicas.  Al  ejecutar  ese  trabajo,  el  indi- 
viduo está  espuesto  a  las  miradas  de  todos,  sujeto  a  la  vijilancia  de  la 
policía,  i  muchas  veces,  acaso,  confundido  con  famosos  criminales. 
Todo  esto  es  una  verdadera  pena  moral,  una  verdadera  vergüenza 
púbUca,  tanto  mas  grave,  cuanto  mas  pundonoroso  sea  el  individuo  i 
cuanto  mas  convicción  tenga  de  su  inocencia.-  I  no  se  diga  que  el 
trabajo  en  sí  no  es  una  pena,  por  cuanto  es  una  condición  de  la  vida ; 
porque  eso  solo  puede  referirse  al  trabajo  que  se  ejecuta  voluntaria- 
mente, bajo  el  estímulo  de  la  necesidad  o  del  deber^  i  nó  al  que  se  nos 
obliga  a  ejecutar,  porque  no  podemos  resistir  a  un  poder  mas  fuerte 
que  nosotros. 

El  trabajo,  dicen  los  miembros  de  la  comisión  que  informó  en 
1869,  puede  ser  una  pena  natural  o  ser  una  pena  l^al,  por  cuanto  la 
voz  '^  pena  "  tiene  dos  acepciones,  la  castiza  i  la  legal.   En  la  acepción 
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castiza  comprondomos  ü1  trabajo  que  estamos  en  el  deber  de  ejecutar, 
como  ol  mooíoy  el  esfuerzo  para  satisfacer  nuestras  necesidades,  pero 
que  ejecutamos  siempre  de  propia  voluntad,  sin  mas  estímulo  que  la 
necesidad  o  el  deber»  i  sin  que  intervenga  mandatOi  eoeroion  o  fuerza 
de  la  autoridad  o  de  la  leL  Entre  trabajar  en  tm  camino  publico^  por 
ejemplo,  como  hombre  libre,  i  trabaiar  en  el  mismo  camino  como 
presidiario,  no  hai  mas  diferencia  que  la  que  resulta  de  obrar  bajo  la 

Sresion  de  la  fuerza  o  de  la  lei,  que  es  la  acdon  de  la  fuerza  oolectiva 
e  la  sociedad. 

M  trabajo,  por  lo  demás,  es  lo  mismo  en  su  esencia,  en  sus  mani- 
festaciones i  en  sus  resultados.  ¿  Qué  es,  pues,  lo  que  constituye  la 
Íena  en  el  sentido  jurídico?  No  el  trabajo  en  sí,  porcjue  entonces  el 
ombre  libre  que  trabajara  en  los  caminos  cetaria  sufnendo  una  pena 
jurídica,  lo  que^  es  absurdo.  Luego  tenemos  que  reconocer  que  la  pena 
viene  de  la  obligación  de  trabajar  en  tal  o  cual  caso,  oblación  im- 
puesta por  la  léi. 

Ahora  bien,  el  artículo*21  del  Código  Penal  del  Estado  de  Antío- 
quia,  al  designar  las  penas  no  corporales,  incluye  entre  éstos,  inciso  9.^, 
la  de  trabajo  m  obras  públicas*;  i  el  artículo  6Í  del  mismo  Código,  con 
referencia  al  36,  determina  que  esta  pena  se  Bviee  ^destinándose  loe 
reos  a  trabajos  en  obras  pábiicas,  como  ccHistmocion  o  refacción  de  la 
•cárcel,  apertura  o  composición  de  camino&** 

Debemos  observar  que  el  trabajo  en  obras  públicas  es,  conforma 
ti  lurtíoulp  36  citado,  una  pena  subsidiaria  para  los  condonados  a 
presidio  i  reclnsioUi  en  ciertos  casos,  esto  es,  cuando  estas  penas  no 
exeedaa  de  60  dias,  i  la  cabecera  del  drcúito  en  que  se  haya  liedlo  la 
ecmdenadon  está  a  mas  de  tres  miriámetros  del  respectivo  establecí- 
miento  o  de  una  sección  de  eL 

Está,  pues,  incluida  enfare  las  penas  legales  del  Estado  de  Antip- 
'Oaia  la  de  trabajar  en  obras  públicas,  i  como  por  mfaiisterio  do  lo 
.  oíspuesto  en  el  artículo  1679  del  Código  Judicdal  de  Antioquia,  los  presos 
pueden  ser  destinados  a  tnd)ajar  en  obras  públicas,  esto  es,  en  la 
limpia  de  calles,  construcción  de  puentes,  reparación  de  caminos,  i 
muchas  veces  pueden  estar  al  lado  de  verdaderos  criminales,  es  clsux> 

2ue  se  lea  inflijo  una  pena  l^al  antes  de  sor  oidos  i  vencidos  en  inicio, 
ates  de  que  la  sociedad  los  naya  convencido  del  delito  i  declorádolos 
merecedores  de  nn  castigo. 

I  como  por  ol  inciso  4.^  del  artículo  15  do  la  Constitución  nacional 
ss  les  reconoce  i  garantiza  a  los  colombianos  i  transeúntes  ol  derecho 
de  no  ser  penados  sin  haber  sido  oidos  i  vencidos  en  jiúcio ;  i  como 
por  este  artículo  so  declara  que  es  base  invariable  de  la  Union  entro 
(os  Estados  el  reconocimiento  i  garantía  de  este  i  otros  derechos,  es 
claro  que  el  Estado  que  lejisle  violando  estos  derechos,  en  vez  de  ga- 
rantizarlos se  salo  evidefU^mefUe  de  su  osfera  de  acción  conatitucional, 
porque  ningún  Estado,  ni  tampoco  el  Gobierno  nocional,  pueden 
atrepellar  los  derechos  individuales. 
-  ^  I  no  se  diga  que  los  Estados  tienen  la  fapultad  de  proscribir  el  rá- 
jimen  i  disciplina  de  las  cárceles  i  prisiones,  porquo  eso  no  implica 
que  para  reglamentar  éstos,  puedan  violar  los  derechos  individuales. 
Al  individuo  que  se  hace  reo  ao  la  trasgresion  de  la  lei,  de  la  lei  escrita 
i  preexistente,  so  le  inflijo  un  castigo,  después  que  la  sociedad  lo  ha 
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declarado  culpable  por  medio  de  un  juicio  en  quo  so  lo  hava  acor- 
dado  el  derecho  nafaím  de  la  defensa»  i  aun  esto  castigo  se  le  inflijo 
sin  violar  su  derecho  individual,  ya  porque  este  derecho  está  restrin- 
jido  por  la  misma  Cionsiitaoion»  resj^to  de  los  que  se  haUcn  en  la 
esoepcion  del  delito,  ja  porque  no  se  le  pueden  imponer  ciertas  penas  (la 
de  muerte),  ja  porque  la  dnracion  de  las  penas  corporales  no  puedo 
exceder  de  cierto  tiempo  (diez  años) ;  i  si  aun  el  qua  se  ha  puesto  en 
rebelión  contra  la  sociedad,  trasgrediendo  sus  leyes  i  violando  el  de*  ^ 
recho  ajeno,  goza  de  la  garantía  de  su  derecho  hasta  donde  éste  es 
compatible  con  su  condición  de  delincuente,  no  podría  aceptarse  sin 
absurdo,  que  el  que  apenas  está  bajo  el  peso  de  una  acusación,  que 
puede  desvanecer  probando  su  inocencia,  quede  sin  amparo  nJi  protec- 
ción en  sus  derechos,  solo  por  la  neoeoidiíd  de  mantener  el  rejimen  i  la 
cUsciplina  de  las  prisiones. 

Para  mantener  el  réjimen  interior  de  las  prisiones,  en  ínteres  mis- 
mo de  la  moralidad  de  ios  presos,  de  Su  vigor  i  de  su  salud,  pueden 
establecerse  en  ellas  trabajos ;  pero  no  es  permitido  obligar  a  k)s  presos 
a  ejecutar  trabajos  que  asumen  el  carácter  de  una  verdadera  pena 
legal,  reconocida  i  determinada  por  la  leí  penal  del  Estado ;  porque 
esto  e^uívaleí  en  el  hecho,  a  inflijirles  esa  pena,  lo  que,  como  ya  he- 
mos dicho,  es  contrarío  al  inciso  4.^  del  artículo  15  de  la  Constitución 
nacional 

Pugna,  i)ues,  en  nuestro  concepto,  el  artículo  1579  del  Código  Ju- 
dicial de  Antioquía  con  esta  disposición  constitucional.. 

Creemos  también  que  es  contraria  al  inciso  10.^  del  mismo  ar- 
tículo 15,  i  vamos  a  decir  porqué.  Por  la  disposición  que  examinamos 
se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  destinar  los  presos  por  delito 
común  a  trabajar  en  obras  públicas ;  i  si  esa  disposición  se  ha  dictado 
con  el  fin  de  mantener  la  disciplina  i  la  moralidad  de  las  prisiones,  i 
es  el  único  aspecto  defensable  de  ella,  debo  comprender  a  todos  los 
presos,  cualquiera  que  sea  el  delito  por  que  se  les  juzgue  i  cualesquiera 
que  sean  las  circunstancias  en  que  se  hallen. 

Todos  aquellos  contra  qmenesse  haya  dictado  auto  de  prisión, 
son  presos,  están  bajo  el  peso  de  una  acusación,  bajo  la  vijílancia  i  cus- 
todia de  la  autoridad,  son  presuntos  delincuentes ;  luego  las  disposi- 
ciones disciplinarias  que  se  dicten,  las  reglas  que  se  establezcan  para 
mantener  la  moralidad  de  los  establecimientos  de  prisión,  asi  como  Jas 

K ñas  correccionales  que  por  falta  de  subordinación  se  los  imponga  a 
3  presos,  deben  comprenderlos  a  todos.  I  si,  como  en  el  presente 
caso,  no  alcanzan  a  tpdos  los  presos  sino  a  los  que  están  en  pruáoii  poi^ 
delito  común,  i  de  ^tos  también  quedan  esoeptuados  los  que  no  sean 
pobres  de  solemnidad^  es  claro  que  se  sujeta  a  unos  presos  a  obliga** 
(sienes  especiales  que  los  hacen  de  peor  condición  que  a  los  otrqs^lo 
me  no  es  Dermitido,  según  el  derecho  de  la  igualdad  legal  definido  4}q 
el  inciso  10  del  artículo  15  de  la  Constitución. 

'EaiA  desigualdad  nos  parece  flagrante,  sobro  todo  si  se  considera 

?ue  presos,  es  decÍTi  presuntos  reos;  presuntos  delincuentes,  que  se 
alien  en  igualdad  de  circunstancias,  no  son  sometidos  a  la  misma  leí. 
Supongamos  que  haya  un  preso  por  delito  común  a  quien  el  Estado 
sostenga  con  sus  rentas,  i  otro  preso  do  delito  no  común,  a  quien  tam- 
bién sostenga  el  Estado ;  pues  en  este  caso,  el  primero  «^ntá  obligado  a 
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trabajar  en  obras  públicas,  i  el  segando  nó,  no  obstante  que  ambos 
son  presos,  quo  ambos  son  presuntos  delincuentes^  que  ambos  son 
pobres  de  solomnidad. 

Pero  podría  decirse  que  esa  desigualdad  es  orijinaria  de  la  des- 
igualdad del  delito.  Esto  no  es  sostenible,  ya  porque  ante  la  lei  no  son 
ddbínouentes  todavía^  no  están  convencidos  de  crimen ;  ^a  porque  pue- 
de suceder  que  el  acusado  por  delito  común  pruebe  su  inocencia  i  ob- 
tenga un  fallo  absolutorio,  i  el  otro  nó ;  i  entonces  el  verdadero  delin- 
cuente era  en  realidad  mas  criminal,  aunque  estuviese  acusado  do  un 
delito  menos  grave.  Esto  viene  a  probar  quo  la  lei  no  puede  dejar  de 
considerarlos  como  simples  presuntos  reos  para  el  efecto  del  artículo 
que  examinamos.  Ademas,  si  la  gravedad  del  delito  estableciera  esta 
desigualdad,  seria  preciso  establecerla  también  respecto  de  los  delitos 
comunes  entre  sí;  pues  es  claro  que  el  acusado  por  heridas  no  está 
en  la  misma  categoría  quo  el  acusado  por  homicidio  premeditado,  ni 
ésto  por  el  acusado  por  asesinato. 

I  debe  observarse  también  quo  osa  misma  diferencia  establecida 
en  la  lei,  prueba  que  el  trabajo  en  obras  públicas  se  estima  por  ella 
misma  como  una  pena,  puesto  que  no  quiso  sujetar  a  él  a  los  acusados 
por  delitos  no  comunes,  que  so  reputan  siempre  como  menos  graves, 
como  menos  deshonrosos,  especialmente  si  so  ürata  de  delitos  políticos. 

Bátanos  examinar,  i  lo  nacemos  rápidamente,  para  no  cansar  mas 
\  vuestra  atención,  una  opinión   emitida  por  los  Majistiados  señores 

JMurillo  i  Villamizar  G. 
Dicen  ellos:  "Una  vez  detenido  (el  dolincuonie)  ¿tiene  la  socie- 
dad el  deber  de  mantenerlo,  aun  cuando  esto  sano  i  en  capacidad  do 
prestar  a  la  misma  sociedad  algunos  servicios  en  cambio  de  los 
alimentos  que  recibe . . . .  ? 
3  Prescindamos  de  que  el  trabajo  de  un  hombre  puedo,  en  la  jenc- 

ralidad  de  los  casos,  valer  mas  que  lo  quo  so  le  suministra  en  una 
cárcel,  lo  cual  lo  quitaría  el  carácter  de  equidad  a  la  obligación 
do  trabajar, 
j»  ¿Es  equitativo  inflijir  una  pena,  ademas  de  la  que  implica  la  pri- 

sión misma?  Aquellos  que  están  acusados  de  delitos,  pero  respecto  do 
los  cuales  la  sociedad  no  ha  dictado  aún  un  fallo  definitivo  por  medio 
de  los  encargados  de  administrar  justicia,  son  privados  de  su  Ubertad, 
sepultados  oa  una  cárcel,  confundidos,  muchas  veces,  con  famosos 
j  delincuentes,  amenazados  de  un  funesto  contajio  moral,  están  espues- 

tOB  a  las  oontínjencias  de  un  juicio,  sujetos  a  las  privaciones  i  moles- 
tias de  una  furision.  Este  es  un  mal,  i  un  mal  grave,  que  la  sociedad  se 
ve  en  la  precisión  de  inflijirle  al  individuo  por  la  propia  seguridad,  por 
,  prevenirse  contra  los  estragos  del  crimen,  pera  quo  muchas  veces 
mflije  al  inocente»  Mas  aquí  debe  detenerse  la  sociedad  hasta  tanto  que 
^l|  convenza  do  delüto  al  arasado.  Cuando  se  le  inflijo  esto  mal,  no  se 

,<  viola  en  él  el  derecho  reconocido  i  garantizado  por  el  inciso  4.^,  ar- 

\  !;  tículo  15  do  la  Constitución  nacional,  porque  este  derecho  fué  rocono- 

r  oído  con  esta  restricción,  restricción  saludable  i  previsora,  puesto  que 

tiene  por  objeto  garantizar  el  derecho  de  la  sociedad  trasgredido  por 
el  delito. 

Si  la  sociedad  arranca  un  hombre  del  seno  do  su  familia,  si  lo 
pi'iva  de  su  Ubertad,  si  lo  sume  en  un  colaboao,  si  lo  pone  bajo  el  peso 
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de  una  áeasaoioB,  antes  de  haberlo  convencido  de  delbieueBoia ;  si 
hace  todo  ésto  por  sh  propia  segoridlskd  i  garantía,  i  aun  re&^>ecto  de 
hombres  que  Inego  deetaran  inocentes ....  ¿no  será  equitativo  que  le 
simiínistre  el  ¿margo  pan  de  las  prisiones?  ¿Será  cimíomie  con  los 
verdaderos  sentimientos  de  humanidad  qne  lo  obügoé  a  trabajar  ?  No 
lo  oreemos. 

I  no  se  diga  qiie  esa  es  tina  coásecnencia  del  delito,  porque  la 
reparación  del  delito  es  la  pena  que  se  inflijo  después  de  convencer  id 
delincuente ;  i  porque  si  este  trabajo  hace  parto  de  la  pena,  d  ^  es  un 
principio,  siquiera  sea  mínimo,  de  expiación,  se  comete  ün  atropello, 
porque  se  castiga  sin  los  reqüisitois  ^rotect^^s,  sin  guardar  las  formu* 
las  que  ^rantiizan  los  derechos. 

Por  todas  estas  consideraGiones,  os  proponemos  el  sigtdento 
proyecto  de 

bésolucion: 

''  £1  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de  Oo< 
lombia,  en  uso  de  la  ^atribución  que  le  confiere  d  inciso  5.^  del  artículo 
51  de  la  Constitución, 

Anula  el  artioulo  ISTd  del  Oódígo  Judicial  djel  Estado  soberano 
do  Aniáoquia,  sancionado  el  1.^  de  junio  de  1866,  por  ser  contrario  a 
los  ificisos  4.^  i  10.^  del  artículo  15  de  la  Cíonstítucion  nacional 

Bogotá,  marzo  23  de  1871. 

HonoraUeis  Senadores. 

M.  Vebbbl.— D.  ViANA.-— J.  Mendoza,— Aqüileo  Pabra.— J.  Sínohez. 

Maisso  23  de  1871. — ^Se  aprobó  el  proyecto  de  resolución  en 
primor  debate.  —  Jvlio  K  Pérez, 

Marzo  27. — Se  aprobó  on  segundo  i  último  debate. 

V  51  Secretario,  Jdio  K  Péirz. ' 


LXXXIII. 


Mt)t«IBAD  del  lin^iso  5^  artieillo  4.«,  I  anfcalos  61  a  05  de  la  leí 
ücí  Estado  sc^l^raiij»  del  iT^illiiia^  de  4  de  diciembre  de  1970^ 

■ 

*^  orgánica  del  idsítcÉna  reiitistleo  del  Kttad^.''^ 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte  federal.  ) 

9 

'híPCmVBa  D9&   LA  2CATOBIA  I  SONOniá  BE  hk  iCOMIBION  DEL  SENADO. 


Informe  de  la  minoría. 

Oiuda<lant>s  Senadores  ^Plenipotenciarios. 

tiOB  deñores  Lore&zana  e  hijo  i  Bernardo  Hornera  e  hijo,  eü  su 
propio  nombre  i  en  ol  de  su  socio  en  la  Compañía  de  Colombia,  señor 
^Francisco  Antonio  üribe,  en  memorial  fechado  en  esta  capital  él  2  deji 
mes  en  curso,  solicitan  del  Senado  de  Plenipotenciarios  que  declare  . 


l*>: 


íL 


v7;"«. 


I 


1    ''    1 
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nulos  el  inciso  5.^  del  articulo  4.°  i  los  artículos  61,  62,  63,  61  i  65  de  la 
"  Lei  orgánica  del  sistema  rentísiáco  del  Bstado  soberano  del  Tolima, 
de  é  de  diciembre  de  1870/*  publicada  en  el  número  119  de  ''  El  Gon»^ 
titucional,'*  periódico  de  aquel  Estado,  de  acuerdo  con  la  facultad  que 
concede  al  Senado  el  inciso  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  na- 
cional. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Es- 
tados ha  examinado  detenidamente  la  cuestión,  i  no  habiendo  podido 
acordarse  sobre  el  modo  de  apreciarla,  la  minoría  de  ella  pasa  a  espo- 
ñeros  su  opinión. 

El  artículo  4.^  de  la  lei  denunciada  dice  así : 

"  Art.  4.^  Son  rentas  procedentes  de  las  contribuciones 

0.^  Él'producto  del  impuesto  sobre  la  introducción  de  ganado  mayor 
en  el  territorio  del  Estado,  que  venga  destinado  al  consumo." 

Besulta,  pues,  que  el  ganado  mayor  que  vaya  destinado  al  consumo, 
antes  de  ofrecerse  a  el,  i  por  el  sób  hecho  de  introducirse  en  el  Estado 
del  Tolima,  tiene  un  gravamen,  s^un  la  disposición  trascrita,  apesar 
de'  ^ue  los  Estados  se  comprometieron  en  el  artículo  8.**  de  la  Consti- 
tución federal :  "  5.^  a  no  unponer  contribución  sobre  los  productos 
que  transiten  por  el  Estado,  sin  destinarse  a  su  propio  consumo."  I  no 
se  diga  que  el  gravamen  impuesto  en  el  inciso  5.°,  artículo  4.®  de  la  lei 
del  Tolima,  es  el  que  permite  imponer  la  parto  final  del  inciso  5.**,  ar- 
tículo 8.^  de  la  Constitución,  porque  el  impuesto  sobre  el  consumo  es 
el  que  recae  sobre  aquella  oj>eracion  que  prepara  el  objeto  de  que  se 
trata  para  cambiar  de  forma  i  para  ser  destruido:  operación  que  en  el 
ffanado  es  el  desello ;  i  esta  operación  está  gravada  en  la  lei  del 
Tolima  por  el  mismo  artículo  4.®  citado,  en  su  inciso  4.^,  que  dice :  "El 
producto  del  impuesto  de  d^uello  de  ganado  mayor."  Entender  Isa 
cosas  de  otra  manera,  equival<ma  a  decir  que  el  consumo  del  ganado 
mayor  en  el  Tolima  tenia  dos  impuestos :  uno  al  momento  de  introdu- 
cirse, i  otro  al  momento  de  ser  degollado,  lo  que  seria  un  absurdo, 
pues  siendo  uno  el  consumo,  uno  d^e  ser  el  impuesto. 

De  todo  lo  espuesto  resulta  que  el  inciso  5.  ,  artículo  4.*  de  la  leí 
del  Tolima,  tantas  veces  citada,  es  contrario  al  inciso  5.**  del  artículo 
8.°  de  la  Constitución  federal,  que  dice  así  :  "  5.°  A.  no  imponer  coií- 
tribuciones  sobre  los  productos  que  transiten  por  el  Estado,  sin  desti- 
narse a  su  propio  consumo ;"  por  lo  tanto  debéis  anularlo. 

Dice  el  artículo  61  de  la  lei  del  Tolima  : 

"  El  impuesto  sobre  la  introduocicm  de  ganado  mayor  en  el  Estado, 
será  de  un  peso  por  cada  res." 

En  este  artículo  no  hai  duda  siquiera  de  lo  que  se  propuso  el Jte- 
jislador  tolim^ise.  La  violación  del  inciso  5.*^,  artículo  8-  de  la  Consti- 
tución nacional,  es  evidente ;  debéis,  pues,  anularlo  también. 

Veamos  los  demás  fixtículos  cuya  nulidad  se  solicita.  . 

"  Art.  62.  El  individuo  que  introduzca  ganado  en  el  Estado  ^^^^\ 
fin  de  consumirlo  en  ¿1,  tiene  el  deber  de  avisar  al  Beoaudador  aei 
distrito  en  que  lo  introduzca,  el  número  de  ganado  que  va  a  introducir, 
i  el  dia  en  que  se  verifique  la  introducción.  /  * 

"  Art.  63.  Los  Alcaldes  i  los  Kecaudadores  de  los  distritos  coon- 
nantes  con  otros  Estados,  tienen  el  deber  de  vijilar  sobre  la  introduc- 
ción de  ganados  i  cobro  del  impuesto  fiscal,  i  de  adoptar  todas  la^ 
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provideucias  que  estén  en  la  esfera  de  sus  atribuciones  para  prevenir 
el  fraude  i  para  castigarlo." 

Estos  artículos,  considerados  aislados,  nada  tienen  de  censurable, 
pues  el  Estado  sí  tiene  derecho  para  exijir  que  un  individuo  que.intro- 
oiioe  ganado  con  el  objeto  de  darlo  al  consumo,  dé  cu^ita  al  Becau- 
dadoT  respectivo  del  dia  que  hace  la  introducción  i  del  número  de 
ganados  que  introduce  (artículo  62);  así  como  la  Nación,  por  ejemplo, 
tiene  derecho  para  exijir,  i  exije  en  efeScto,  que  el  individuo  c[ue  intro- 
duce mercancías  por  sus  Aduanas,  manifieste  cuándo  hace  la  mtroduc- 
clon,  i  el  peso,  calidad  &c.  de  las  mercancías  que  va  a  introducir. 

Tamoien  tiene  derecho  perfecto  el  Estado  para  disponer  que  sus 
empleados  cuiden  de  impedir  el  fraude  que  intente  cometerse,  con 
relación  a  un  impuesto  establecido;  i  tanto  mas  cuanto  que  dice 
espresamente  que  debe  usar  de  aquellas  providencias  "  que  estuvieren 
enlaesferadesus  atribuciones;"  lo  que  quiere  decir,  que  deben  ser 
leales. 

Los  artículos  62  i  63  seriaa,  pues,  exequibles  si  se  encontraran  en 
el  capítulo  3.^  de  la  lei  del  Tolima  de  que  nos  ocupamos,  pues  enton- 
ces se  referirían  a  un  impuesto  legal,  como  lo  es  el  de  degüello,  que  es 
el  de  consumo  del.ganado ;  pero  encontrándose,  como  se  enouentran, 
comprendidos  en  eí capituló  6.^,  o\v^  título  es  '^  Introducción  devana- 
do," cuyo  impuesto  es  inconstitucional,  no  pueden  declararse  vwdos, 
pues  no  siendo  l^gal  un  impuesto,  mal  pueden  serlo  las  formalidades 
que  se  establezcan  para  llevarlo  a  e£ecto. 

Finalmente,  los  artículos  64  i  65  dicen  así : ''  Artículo  64.  Guando 
el  introductor  de  ganado  mayor  sostenga  que  el  que  ha  introducido  en 
el  Estado  ne  es  para  el  consumo,  depositará  en  la  Eecaudacion  res- 
pectiva una  cantidad  igual  al  valor  del  impuesto  que  causaría  si  se 
destinara  al  consumo.  El  introductor  queaa  obligado  a  presentar  la 
prueba  de  habeirse  estraido  el  referido  ganado  un  mes  después  de  la 
lecha  de  su  introducción." 

'' §.  Si  cumpUdo  el  mes  no  se  comprobare  que  el  ganado  introdu- 
cido ha  seguido  efectivamente  para  otro  Estado,  se  presume  que  se 
destina  para  el  consumo  en  éste,  i  el  Recaudador  dará  entrada  en  su 
cuenta  a  la  cantidad  depositada,  como  si  fuera  consignada  en  pago  del 
impuesto." 

De  este  artículo  puede  decirse  también,  que  siendo  legal  el  impues- 
to a  Que  él  se  refiere,  no  pueden  serlo  las  formalidades  que  él  estaolece 
para  hacerlo  efectivo.  Pero  hai  mas ;  i  es,  que  por  él  se  grava  un  acto 
negativo,  el  no  hecho  de  una  cosa ;  es  decii-,  el  no  dar  el  ganado  al  con- 
sumo, por  cuyo  hecho  negativo  se  priva  temporalmente  a  un  individuo  • 
de  una  porción  de  su  propiedad,  o  sea  la  suma  depositada,  contra  lo 
que  dispone  el  inciso  5.°,  artículo  15  déla  Constitución. 

Hai  más,  ciudadanos  Senadores :  el  inciso  3.^  del  artículo  15  citado, 

garantiza  a  los  colombianos  "  la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aque- 
o  de  cuya  ejecución  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la 
comunidad,"  i  el  artículo  64  de  la  lei  del  Tolima  obliga  a  ciertos  indi- 
TÍduos  a  moverse  contra  su  voluntad  (dentro  del  mes  de  haber  hecho 
la  introducción  del  ganado)  i  cuando  su  estadía  en  el  Estado  no  causa 
daño  a  un  tercero,  ni  a  la  comunidad. 

Es  fuera  de  duda  que  el  artículo  64  citado  debe  declararse  nulo. 


Tombieo  debéis  anular  el  artículo  G5  'lo  U  leí  del  ToUma  qao  noi; 
íps,  pues  aparte  de  compreaderle  el  primero  de  los  alimentos 
«entadoB  contra  el  artículo  61,  contraria  la  libertad  do  iudnatrík 
siso  9,",  artfci^  15  de  la  Coustitacíon),  i  coarta  la  libertad  de  TÍsjar 
reí  teiritoiio  do  la  Union,  gartuitízada  en  el  ídcíbo  8. "  dá  artíoolo 
de  la  GoDBtitucíoD,  sin  contar  con  que  este  aoto,  como  el  anterior, 
aUeoea  nn  otmsnmo  nresonto,  qae  no  conoce  la  lejislacion  nacional. 

^eoto,  e)  memorado  artículo  65  dice  así : 

"E3  ganado  gordo,  introducido  de  otros  Sstados,  se  presume  que 
iestina  al  consumo,  i  pasará  el  impuesto  inmediatamente." 

Oee  TOoatra  ctHnision  naber  demostrado  la  inoonstitociionalidad 
todos  i  coda  uno  do  los  artículos  dennnciados  de  la  lei  del  Toüma. 
ide  qpe  el  artículo  61  de  la  lei  citada  hizo  parto  do  la  lei  del  miaino 
odo  del  Toüma,  "  orgiínioa  dd  sistema  rentístíoo  de!  Estado,"  le- 
da en  23  de  enero  de  1868,  i  lo  anulasteis  on  26  ^e  mayo  del  mismo 
I  (resolución  LI,  pdjiaa  211  del  Código  de  Besolnciones) ;  ■  i  que  ese 
mo  articulo  i  disposioiones  semejantes  a  la  del  oapitolo  6.*'  de  la  lei 
Toüma  que  nos  ocupa,  hicieron  parte  do  la  lei  27  del  Kstodo  sobe- 
o  de  Santander,  de  9  noTiembre  de  1868,  adicional  i  reformatoria 
la  14  de  1865.  orgánica  de  las  rentas  del  Estado,  i.  las  anulasteis  eP 
de  febrero  i  18  de  mayo  de  1869  (reaolucíraies  LIV  i  I*XIV,  pájisae 
i  215  del  Código  de  Resoluciones). 

^  En  consecuencia  de  iodo  lo  e^ueeto,  vuestra  comimon  os  prc^xme 
igoiente  proyecto  de 

RESOLUCIÓN : 

"£I  Senado  do  Flonipoteucíarioe,  eu  uso  de  lu  facultad  quo le 
cedei  la  atribución  5.',  artículo  51  de  la  Constitaciou  nacional, 
la^a  nulos  el  inciso  5."  del  artículo  4.",  i  loa  artículos  61,  62,  63, 6i 
■  de  la  lei  del  Tolima,  cogáuica  del  sie^m^  reatíaüeo  del  Ijjstado, 
»dida  por  la  Asamblea  constituyente  do  (Úobo  Estado  con  fecba* 
ÜoieiBore  de  1870." 
HonoraUes  Senadores. 

Mauricio  Veebel— Jacobo  Sínchez. 
.  Bo^otí;  21  de  febrero  do  1871. 

Secretarla  dol  Senado— Mnrzo  20  (Ic  18T1. 
Se  aprobó  on  primer  debate  i  pasó  a  segundo.  —  Julio  E.  Pérez. 
Marzo  27.    Se  aprobó  en  segando  i  último  debate. 

El  Secretorio,    Jvlio  E.  Férex. 


Infaraic  ét  la  MiyvrÍB. 
.iclada.no3  Senadores  Plenipotenciario  a. 
Los  señores  Lor^zana  e  hijo,  B.  Herrera  i  otros,  has  deaancú^o 
Q  Tdsotros,  como  inconstitnc^nal,  la  lei  de  4  de  dicieml^e  de  IbWr 
gánica  dd  sistema,  rentístieo  del  Estado,"  eeawdida  por  la  Asam- 
1  constituyente  del  Estado  soberano  del  Tolmia,  fundados  en  ei 
joamiento  que  pasamos  a  examinar. 
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Los  denunciantes  se  esprosan  así : 

'^£1  capitulo  6.^  Ae  la  lei  dico:  "Art.  61.  El  impuesto  sobre  la 
introduocion  de  ganado  mayor  én  el  Estado,  será  de  un  peso  por  cada 
res."  La  introducción  de  ganado  de  un  Estadp  a  otro^  es  una  opera- 
ción industrial,  que  no  puede  ser  gravada  con  impuesto  de  ningún 
jénero  en  los  Estados.  Aaí  lo  habéis  ya  decidido  por  vuestra  resolu- 
ción de  26  de  mayo  de  1368 " 

No  es  cierto,  honorables  Senadores,  que  el  Senado  haya  resuelto 
qne  la  introduccipn.  de  ganados  de  un  Estado  a  otro  de  la  Bepública 
es  una  operación  industrial  que  no  está  sujeta  a  impuesto  de  ningún 
jánero.  vuestra  resolución  de  26  de  mayo  citada  anula  ima  lei  del 
mismo  Estado  del  ToUmi».  que  gravaba,  la  introducci<$n  en  jcneral  del 
ganada  mayor,  pero  sin  hacer  la  declaratoria  referida.  Mas  tarde,  *pór 
resolución  del  Senado  de  18  de  febrero  de  1869,  so  anuló  una  lei  del 
Estado  de  Santander  que  contenia  disposiciones  análogas,  i  entonces  el 
Senado  djeclaró  espresamente  que  anulaba  ciertos  artículos  do  dicha 
lei,  **  en  cuanto  la  contribución  quo  por  ellos  se  establece  grava  el 
ganado  mayor  que  se  introduzca  al  JBstado  i  que  no  se  destino  a  su 
propio  consumo.  (Besoluoiones  LI  i  LIY).  Anulada  esta  lei,  se  ocurri(í 
una  dada  que  el  Senado  aclaró  por  resolución  de  18  de  mayo  de  1869, 
numero  LXIY,  diciendo  que  aquella,  anulación  debia  enteiaderse  en  el 
sentido  *^de  no  poder  sor  gravadoa  los  ganados  que  se  iatroduzoan  al 
Estado,  sino  en  el  uoico  caso  en  que  sean  destinadjos  a  su  propio 
consumo;"  habiendo  negado,  el  Senado  esta  parte  del  proyecto  do 
resolución  que  le  fue  propuesto :  ^'  i  que,  por  lo  mkmo,  su  permanancia 
en  él  por  mas  o  mmos  tiempo,  su  reesportacion  i  estraccion,  cuaiido  a 
bien  lo  tengan  sus  dueños,  no  puede  restrinjirse  con  ninguna  clase  de 
contribución  dé  consumo/' 

Como  veis,  el  Senado  do  Plenipotenciarios  no  ha  hecho  en  estas 
resoluciones  la  declaratoria  a  quo  se  refieren  los  denunmantes,  ano 
mas  bien  declaratorias  en  sentido  opuesto,  ^^a  implícita,  ya  eaplíeita- 
mente.  Pero:  aunque  tal  declaratoria  se  hubiera  necho,  creemos  que 
no  es  en  las  resoluciones  del  Senado,  que,  como  una  sentencia  de&ii** 
uva,  solo  resuelven  el  punto  sometido  a  su  examen,  sin  fundar  regla, 
aunque  sí  precedentes,  que  se  debe  buscar  fundamento  para  pedir  la 
anulación  de  una  lei ;  es  demostrando  con  razonamientos  mcontestables 

aue  esa  lei  se  sale  evidenlemmte  de  la  esfera  de  acción  constitucional 
e  los  Estados. 

¿  Sucede  esto  con  la  lei  que  se  os  ha  denunciado  como  inconstitu- 
cional ?  Veámodo. 

Lxdudablemente  lo  ^ue  los  leiisladores  constitujentes  de  Bionegro 
tuvieron  en  mira  al  consignar  en  la  Constitución  nacional  el  inciso  5." 
del  artículo  8.°,  fué  el  que  el  tránsito,  es  decir,  el  pasaje  de  productos  o 
efectos  por  un  Estado  con  destino  a  otro,  no  estuviera  sujeto  a  gra- 
vamen alguno.  Esta  disposición  se  esplica  por  sí  misma:  ella  tiene  por 
objeto  impedir  que  unos  Estados  vivan  a  espensas  de  otros,  ajjrove- 
chándose  de  su  ventajosa  situación  topográfica,  i  evitar  asi  colisiones, 
hostilidades  i  represalias,  que  pueden  comprometer  la  marcha  armóni- 
ca de  la  ünipn,  i  llegar  a  ser  una  amenaza  i  un  peligro  para  el  orden 
{)úblico  i  la  integridad  de  la  Nación.  Quo  este  fué  el  pensamiento,  del 
ejislador  constituyente,  lo  prueba  el  preámbulo  del  citado  artículo  8.^, 
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ane  dice  :  "  En  obso^quio  do  la  integridad  nacional,  de  la  marcha  espe- 
oita  de  la  Union  i  do  las  relaciones  pacíficas  de  4os  Estados,  éstos  se 
comprometen 5.^  A  no  imponer  contribuciones  sobre  loa  produc- 
tos que  transiten  por  el  Estado,  sin  destinarse  a  su  propio  consumo/' 
¿  De  este  compromiso  es  lójico  inferir  que  los  EÜstados  no  paeden 
imponer  mas  que  contribuciones  de  consumo,  como  lo  pretenden  los 
denunciantes  ?  Tal  conclusión  ^s  de  todo  punto  inaceptable  e  insos- 
tenible. Negar  a  los  Estados  la  facultad  constitucional  de  imponer  las 
contribuciones  que  a  bien  tengan,  sea  sobre  la  propiedaa  rural  o 
urbana,  sea  sobre  los  muebles,  capitales,  rentas  o  salarios,  seria  res- 
trinjir  lastimosamente  las  facultades  de  estas  entidades  <}ue  han  asomi- 
do  la  casi  plenitud  de  su  soberanía  interna }  i  chocana  con  nuestro 
derecho  constitucional  i  con  la  ciencia,  el  que  en  una  constitución  se 
echaran  las  bases  del  sistema  fiscal  de  las  entidades  confederadas^ 
cuando  precisamente  la  federación  tiene  por  objeto  i  por  razón  de 
existencia,  la  necesidad  i  conveniencia  de  no  sujetar  a  unas  mismas 
instituciones,  a  un  mismo  nivel,  a  pueblos  colocados  en  diversas  situa- 
ciones sociales,  económicas  i  topográficas. 

No  creemos,  pues,  que  la  disposición  constitucional  citada  tenga 
otro  objeto,  ni  mas  alcance  que  el  que  le  hemos  asignado.  A  nadie  se 
le  ocurre  razonablemente  que  el  hecho  de  cobrar  un  impoesto  sobre 
el  ganado  que  se  introduzca  en  un  Estado,  sea  para  •  venderlo  4JIÍ,  sea 
para  destinarlo  a  las  crias,  sea  para  cebarlo,  pueda  comprometer  las 
relaciones  pacíficas  de  los  Estaoos,  embarazar  la  marcha  de  la  UnioD, 
o  ser  una  amenaza  a  la  integridad  nacional ;  i  como  fué  con  el  objeto 
de  conjurar  estos  peligros  i  de  evitar  estos  males  que  \  se  consignó  el 
artículo  8.^  do  la  Cfonstitucion,  es  claro  que  (4  no  comprende  ei  caso 
de  que  acabamos  de  hablar,  i  que  no  pudo  tener  en  mira  determinar 
que  los  Estados  no  podrían  imponer  otras  contribuciones  que  las  de 
consumo ;  pero  sí  podia  sor  un  motivo  de  colisiones  entre  los  Estados, 
una  amenaza  para  la  marcha  espedita  de  la  Union  i  acaso  para  la  in- 
tegridad nacional,  el  que  un  Estado  sujetara  a  contribución,  por  el 
sgIo  hecho  de  pasar  por  su  territorio,  los  efectos  destinados  al  consu- 
mo en  otro  Estado. 

.  Esta  diferencia  de  efectos  marca  precisamente  la  diferencia  de 
casos;  i  nos  sirve  para  establecer  la  diferencia  que  hai  entre  los  dos 
hechor :  introducción  i  tránsito.  I  no  vale  decir  que  la  introducción  es 
un  elemento  del  tránsito,  porque  una  parte  no  es  el  todo,  i  porqne  si 
el  tránsito  supone  necesariamente  la  introducción,  la  introducción  no 
supone  necesariamente  el  tránsito ;  i  do  este  supuesto  falso,  insostenible, 
nacen  las  pretensiones  a  que  declaréis  inexequible  la  lei  que  se  os  ha 
denunciado  como  inconstitucional. 

Es  verdad  que  los  Estados  pueden  adoptar  un  sistema  rentístico 
defectuoso,  que  agobie  al  pueblo  bajo  el  fardo  ponderoso  del  impuesto; 

3ue  detenga  el  desarrollo  de  la  industria  i  de  la  ricjueza  publica;  que 
eteimine  la  fuga  de  los  capitales  i  la  ruina  i  la  miseria  de  las  clases 
laboriosas ;  que  choque,  en  una  palabra,  con  los  principios  de  la  cien- 
cia económica.  Eso  será  un  mal,  i  un  mal  deplorable,  mal  inherente  a 
la  descentralización  administrativa,  pero  que  vosotros  no  podéis  corre- 
jir  ni  remediar. 
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Fijada  la  intelijencia  recia  i  jentiina  del  inciso  5.^,  aitícnlo  8.^  do 
la  Constitución  nacional,  veamos  si  la  lei  del  Tolima  que  se  os  ha 
denunciado  como  inconstitucional,  lo  es  realmente. 

El  Estado  del  Tolima,  por  su  situación  respecto  de  los  demás  Es- 
tados, puede  servir  de  lugar  de  tránsito  entre  los  Estados  de  Ántioquia 
i  Cauca  de  una  parte,  i  los  demás  Estados  de  la  ünion  de  otra.  Si  aquel 
Estado  estableciera  un  impuesto  oualqtdera  sobre  los  objetos  que  rae- 
rán de  Cundinamarca,  por  ejemplo,  con  destino  al  Estado  de  Ántioquia, 
indudablemente  que  faltaiia  al  compromiso  contraido  en  el  inciso  5.^, 
articulo  8.^  de  la  Constitución  nacional,  en  virtud  del  cual  aceptó  vo- 
luntariamente una  restricción  a  su  soberanía ;  i  se  saldría  asi  evuienie- 
Tiiente  de  su  esfera  de  acción  constitucionaL  Pero  la  lei  que  se  os  ha 
denunciado  como  violatoria  de  aquel  inciso,  no  establece,  ni  en  la  forma 
ni  en  el  fondo,  impuesto  alguno  sobre  el  tránsito,  es  decir,  sobre  el  pa- 
saje de  objetos  que  va^an  destinados  al  consumo  en  otro  Estado.  El 
articiúo  ár  de  la  mencionada  lei  dice :  ^^  Son  rentas  del  Estado,  proce- 
dentes de  contribuciones 5.°  La  introducción  de  ganado  mayor 

que  venga  destinado  al  consumo." 

Ya  se  ve,  pues,  que  el  pensamiento  del  lejislador  tolimense  no 
fuó  gravar  el  tránsito  de  ganado  mayor.  Con  esta  restricción,  dicho 
EstMO  quiso  poner  en  armonía  con  las  resoluciones  del  Senado  a  que 
nos  hemos  referido  al  principio  de  este  informe,  el  gravamen  sobre  la 
introducción  del  ganado  mayor.  En  efecto,  el  Senado  habria  nulificado 
dos  leyes  que  imponían  tal  gravamen ;  pero  solo  en  cuanto  ellas 
pudieron  gravar  el  tránsito ;  la  lei  del  Tolima  grava  únicamente  la 
introducción  para  el  consumo ;  lu^o  es  claro  que  está  do  acuerdo  con 
aquellas  resoluciones  que  tuvieron  en  mira  impedir  que  se  gravara  el 
tránsito  puramente  tal. 

Ño  debe  olvidarse  que  los  actos  lejislatívos  de  las  Asambleas  de 
los  Estados  solo  están  sujetos  a  suspensión  i  anulación,  cuando  se  sid- 
gan  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional,  i  **  la  eviden- 
cia no  se  demuestra,  se  muestra."  De  manera  que  la  sola  duda  seria 
tm  motivo  para  declararlos  válidos. 

Ya  hemos  visto  que  la  mencionada  lei  no  establece  en  su  forma 
gravamen  alguno  sobre  el  tránsito.  Veamos  si  en  el  fondo  lo  establece. 

De  la  esposicion  misma  de  los  denunciantes  se  infiere  que  el  ga- 
nado mayor  que  se  introduce  al  Estado  del  Tolima  va  destinado  al 
consumo  en  dicho  Estado,  puesto  que  ellos  atribuyen  la  espedicion 
de  la  citada  lei  al  interés  de  evitarles  competencia,  de  darles  unja  pri- 
ma a  los  dueños  de  crias  en  el  liismo  Estado,  competencia  que  no 
puede  hacera  con  ganados  que  van  de  tránsito,  esto  es,  que  solo  pasan 
por  el  territorio  del  Tolima. 

En  el  hecho,  lo  que  aparece  claro  de  la  esposicion  de  los  denun- 
ciantes, es  que  el  ganado  que  se  introduce  al  Estado  del  Tolima  va 
destinado  a  venderse  allí,  ya  para  dorio  al  consumo,  destinarlo  o  lo 
alimentación  del  pueblo,  yo  poro  destinarlo  o  los  crios  o  o  los  cebos,  lo 
que  es  también  uno  especie  de  consumo,  entendiendo  por  consumo  el 
uso  que  hacemos  demno  coso  poro  satisfacer  .uno  necesidad;  i  tal  es  lo 
acepción  que  los  economistas  modernos  le  dan  a  la  palabra '' consumo." 

M.  J.  Qamier,  en  su  excelente  tratado  de  Economía  Política, 
social  o  industrial,  edición  de  Paris  de  1868,  dice :  '^  por  consumo,  es 


m 
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necesario  entender  d  vso,  d  empleo  de  la  utilidad  que  se  recibe  en  los 
productos." 

Si  el  consumo  fuera  únicamente  la  destrucción  de  la  toBA,  aplieada 
a  la  satisfacción  de  tina  necesidad,  las  cosas  no  funjibles  no  tendrían 
consumo.  Asi,' pues,  el  ganado  (me  se  destina  a  las  crías  o  las  cebas,  se 
consume  en  la  acepción  técnica  de  la  palabra,  porque  sdli  sufre  una  tras* 
formación  que  lo  hace  apto  para  satisfacer  tma  necesidad,  que  lo  hace 
aumentar  de  valor,  i  que  viene  a  ser  un  verdadero  consumo  reproduc- 
tivo. Es  claro,  pues,  que  no  puede  sostenerse  razonablemente  «jue  el 
ganado  que  se  introduce  en  el  Tolima,  sea  para  destinarlo  a  la  alimen- 
tación, sea  {)ara  las  crías  o  cebas,  va  do  tiánrito  por  aquel  Estado,  ni 
que  es  transito  la  permanencia  indefinida  en  ¿1. 

No  pudiéndose,  conforme  a  la  naturaleza  de  los  hechos,  llevar  ^- 
nado  del  Estado  de  Cundinamarca  para  los  del  Cauca  i  Antioqnia, 
transitando  con  él  por  el  Estado  del  Tolima,  es  claro  '  tataifai^L  que  el 
hecho  de  introducirlo  a  este  Estado  tiene  por  objeto  verificar  con  él 
alguna  operación  industrial  que,  como  ya  hemos  visto,  es  nn  verdadero 
consumo;;  pero  en  solo  casos  raros  i  oscepcionales  puede  ser  un  ver-* 
dadero  tránsito,  i  para  estos  casos  de  escepcion  hai  también  escepcio- 
nos  en  la  lei  que  examinamos,  puesto  que  ella  no  grava  el  tránsito  sino 
el  consumo. 

Para  que  se  vea  que  a  la  disposición  del  artículo  8.^,  inciso  5.*^,  no 
se  le  ^uedo  dar  la  amplitud  que  pretenden  los  denunciantes,  i  que  di- 
cha dusposicion  no  tuvo  en  mira  prohibir  que  se  impusieran  contribu- 
ciones que  no  sean  do  consumo,  sino  impedir  que  se  grave  el  tránsito, 
haremos  aun  algunas  consideraciimes* 

Supongamos  que  el  Estado  del  Tolima  gravara  con  un  impuesto 
cualquiera  la  industria  pecuaria  del  mismo  Éístado,  esto  es,  la  cria  i 
ceba  del  ganado :  ¿  habria  quien  sostuviera  razonablemente  que  ese 
impuesto  era  inconstitucional  i  que  debia  anulai'se.por  cuanto  ese 
ganado  que^  se  criara  o  cebara  en  el  territorio  de  aquel  Estado  podia 
ner  consumido  en  otro  Estado,  i  por  consiguiente  que  debia  reputarse 
como  puramente  de  tránsito  en  el  Tolima?  No  lo  creemoB;  por  el 
contrario,  creemos  que  cualquiera  rochazaria  esta  conclusión  como 
absurda ;  pero  al  rechazarla,  aceptaria  implícitamente  ceta  otra :  que 
los  Estados  sí  pueden  establecer  impuestos  que  no  graven  directamen- 
te el  consumo. 

Puede  suceder  que  el  ganado  introducido  al  Estado  del  Tolima 
para  ser  allí  objeto  dé  una  transacción,  o  de  una  operaiñon  industrial 
reproductiva^  como  la  ceba,  se  reUsporte  i  vaja  a  consumirse  a  otro 
Estado ;  pero  tambiíaii  puede  suceder,  i  es  lo  mas  conforme  con  h^  p^ 
turaleza  de  los  hechos,  que  se  consuma  en  el  mismo  Estado :  ¿quíán 
podria  sostener  razonablemente  que  en  uno  u  otro  caso,  tal  fS¡^f^^ 
solo  iba  de  tránsito,  esto  es,  que  pasaba  por  el  territorio  del  Tohm^ 
con  destinó  directo  a  otro^  Estado  r 

I  solo  en  esto  caso  seria  el  impuesto  inconstitucional  con  la  con- 
dición que  requiere  el  artículo  14  de  nuestra  Ck>nstítaoíon,  esto  es,  con 
la  evidencia ;  porque  sm  esta  condición,  sin  que  aparezca  "  la  certeza 
clara,  manifiesta,  perceptible  a  todos,  de  que  nadie  puede  dudar  ra- 
cionalmente "  de  que  el  acto  lejislativo  de  un  Estado  se  sale  de  su 
sfera  do  acción  constitucional,  tal  acto  no  puede  nuUficaEse. 


^ 


—  106  — 

I  en  esta  condición  fué  lójico  conejo  miaaoio  el  lejifilador  oonstítu- 
yante,  pnesto  qne  estatuyó  <me  todos  los  asuntos  de  gobierno  cuyo 
^ercido  no  deleguen  los  Estados  espresa,  especial  i  claramente  al  Gío- 
biemo  jeneral,  son  de  la  esclusiva  competencia  de  los  mismos  Estados ; 
luego  en  caso  de  duda,  cuando  no  haya  eyidencía,  cuando  no  aparezca 
clara  la  estralimitacion  de  funciones  por  parte  del  Estado,  no  puede 
resolveiHe  la  duda  en  contra  de  éste. 

Apliquemos  aun  mas  concretamente  estos  principios  a  la  cues- 
tión actual. 

¿Qué  es  lo  que  les  está  prohibido  a  los  !Bst&dos  por  el  inciso  6.^, 
artículo  8.^  de  la  Oonstítución  nacional....?  Establecer  impuestos 
por  el  tránsito  de  efectos  por  el  Estado,  sin  destinarse  a  su  propio 

consumo.  ¿Es  esto  lo  que  establece  la  lei  del  Tolima ?  No.  Ella 

graya  el  ganado  mayor  ^ue  se  introduzca  para  el  consumo  del  Estado, 
respetanoo  asi  la  disposición  constitucional.  Pero  ¿puede  suceder  que 
por  esas  disposiciones  resulte  en  algún  casograyado  el  üránsito?  Bí; 
pero  esta  posibilidad,  esta  continjencia  es  la  escepcion,  es  el  efecto  im- 
preyisto,  no  permanente,  de  la  lei,  i  la  posibilidad,  la  continjencia,  el 
campo  inmensurable  de  la  conjetura,  no  es  el  hecho  eVidente.  Lo 
eyidente  es  lo  real,  lo  efectiyo,  no  lo  continjente,  no  lo  posible. 

En  nuestra  actual  organización  política,  lo  primero  es  el  Estado : 
&  ejerce  la  plenitud  de  la  soberanía  interna,  con  las  escasas  restric- 
ciones contenidas  en  el  capítulo  2.^  de  la  Constitución  nacional ;  no 
tiene  por  esto  señalada  una  órbita  fija,  determinada,  de  acción,  como 
la  tiene  el  Gbbiemo  jeneral ;  obra  con  la  plenitud  de  poder  que  se  la 
reconoce  al  indiyiduo,  sin  que  le  esté  prohibido  mas  que  aquello  que 
p«iede  romper  la  unidad  nacional,  impedir  la  marcha  espedita  de  la 
Union  o  perturbar  sns  relaciones  pacíficas  con  los  demás  miembros  de 
esta  familia  política.  El  tiene  la  lejislacion  ciyil  i  penal :  aquella  que 
determina  i  regla  todas  las  relaciones  del  hombre,  en  su  triple  faz  de 
miembro  de  la  familia,  de  propietario  i  de  trabajador;  i  ésta  qne 
garantiza  todos  los  derechos  del  ciudadano,  inflijiendo  un£i  pena  al 
que  se  hace  reo  de  la  trasgresioi;|L  de  la  lei. 

I  cuando  tan  estenda  esfera  de  acción  recorre  aquella  entidad, 
cuando  se  ha  reseryado  las  mas  ai^ostas,  grayes  i  ^^licadas  funciones 
del  poder  público,  ¿  no  seria  absurdo  someterla  a  una  tarifa  mezquina 
i  estrecha  en  matena  de  impuestos  ?       ' 

Por  todas  estas  razones  i  otras  que  seria  prolijo  aducir,  ynestra 
comisión  de  inspección  de  actos  lejislatiyos  de  los  Estados  os  propone 
el  siguiente  proyecto  de 

BEBÓLUOION. 

El  Senado  de  Plenipotenciiarios  de  los  Estados  Unidos  de  Oo^ 
lombia» 

COKBIDSBAIQK)  : 

1.'  Que  el  inciso  5.^  del  artículo  4.^  de  la  lei  oi^ánica  del  sistema 
rentístico  del  Estado  del  Tolima,  espedida  el  4  de  diciembre  de  1870, 
no  establece  xm  derecho  de  tránsito  sino  de  introducción  para  el  con- 
sumo ;  i 

2.^  Que  el  capítulo  6.^  do  dicha  lei  es  un  desarrollo  ad jetiyo  de 
la  disposición  contenida  en  el  inciso  antes  citado,  desarrollo  que  no 

14 
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pn^a  et^¿fenfe9iie9ife  eon  el  inciso  5.^  del  artículo  8.^  de  la  Obnstitacioii 
nadkmal, 

-     En  tiso  de  la  atribución  qne  le  confiere  el  artículo  61,  inciso  6.^  de 
la  ndsma  Oonstítuoion, 

« 

BESUELYS  : 

Declárase  Tálida  la  lei  del  Tolima  de  4  de  diciembre  de  1870,  or- 
gánica  dd  edstema  rentísiáco  del  Estado. 

Bogotá,  marzo  8  4o  1871. 

DmsTsao  Yianíl.— Aottileo  Pahri.-*  J.  Mendoza. 

N.  i  Es  copia — ^EI  Secretario,  Julio  E.  Pérez, 

:  Marzo20del871. 

El  anterior  proyecto  de  resolución,  que  es  el  de  lá  mayoría  de  I» 
comisión,  se  negó  en  primer  debate. 

SI  Secretario,  JtMo  E.  Pérex* 


BeBOLÜQION  DEL    SeNADO  DE    PlENIPOTENCUBIOS, 
aprobada  en  segundo  debato  el  27  de  mars^o  de  1871. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  le  con- 
cede la  atribución  6.*,  artículo  61  de  la  Constitución  nacional,  declara 
nulos  el  inciso  6.^  del  artículo  4.^,  i  los  artículos  61, 62,  63,  64  i  65  de 
la  lei  del  Tolima,  orgánica  del  sistema  rentístico  del  Estado^  espedida 

Sor  la  Asamblea  constituyente  de  dicho  Estado  con  fecha  4  de  diciem- 
re  de  1870. 

El  Presidente,  Aqttilbo  Pabba. 
El  Secretario,  Jvlio  E.  Pérez. 


LXXXTY. 


TflJIilDAD  de  la  lei  del  BstlUlo  «oberano  de  Bolívar^deSl  de 

oetnbve  de  1870,  sobre  policfa  feneral. 


AOUEEDO  DE  JA  BWBSMk  GOBTE. 
Corte  Suprema  federal— Bogotá;  18  de  febrero  de  1871. 

Vistos — El  ciudadano  colombiano  José  Araujo  ha  solicitado  de 
este  Supremo  Tribunal  la  suspensión  de  la  lei  del  Estado  de  Bolívar, 
de  21  de  octubre  de  1870^ ''  adicional  a  la  de  2Q  de  octubre  de  1867, 
sobre  policía  jen^al,"  por  creer  contrarias  al  inciso  4.^^  artícido  15  de 
la  Constitudion  nacional,  las  silentes  disposieUmes  de  ella : 

'*  Art.  1.^  Siempre  que,  a  juicio  del  Poder  Ejecutivo,  existan  fnn^ 
dados  motivos  para  creer  que  se  trama  contra  el  orden  p^lico  del 
Estado  en  cualquiera  de  sus  secciones,  él  o  sus  ajenies  procedían  a  la 
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camprobacion  samaria  de  Ips  heohoB  qae  hayan  dado  máijen  a  aqaé- 
Uosy  i  una  vez  practicada,  se  hará  comparecer  a  los  que  resalten  colr 
pados,  se  les  leerá  lo  actaado  i  se  les  fijará  el  término  de  veinticuatro 
ñoras  para  que,  por  sí  o  por  inedio  de  la  perscma  que  designen,  pre- 
senten sos  descaxgos,  permaneciendo  arrestados  mientras  se  resuelva 
definitivamente  sobre  8u  culpabilidad.  Si  no  se  desvanecieren  los 
caigos,  se  les  exi jira  fianza  de  obedecer  a  la  Constitución  i  leyes  i  al 
Gobierno  establecido  por  ellas. 

'^  Art.  2.^  La  fian2»h  de  que  trata  el  artículo  anterior  será.personal 
i  a  satisfacción  del  empleado  encai^gado  de  esdjirla,  i  deberá  prestarse 
inmediatamente  por  la  cantidad  que  determine  el  mismo  empleado» 
teniendo  en  cuenta  la  mavor  o  menor  influenoiii  política  i  social  que 
para  trastornar  el  orden  publico  tenga  la  persona  de  que  se  trata. 

*^  Art  3.^  El  que  no  diere  la  fianza  de  que  trata  la  présbite  lei» 
continuará  arrestado  hasta  que  lo  verifi<pie,  o  hasta  que  hayan  desapa- 
recido los  motivos  para  cre^  que  persiste  en  sus  malos  propósitos. 

'^  Art  4^  Guando  el  Poder  Ejecutivo  delegue  las  mctutades  que 
le  confiere  la  presente  leí,  a  algunos  de  sus  ajtetea,  éstos  darán  cuenta 
de  sus  providencias,  las  cuales  pueden  ser  re&»inafdas  por  aquél. 

^  ^'Art  6.^  Las  disposiciones  de  la  presente  lei  no  podrán  ser 
_  licadas  ocho  dias  antes  ni  ocho  dias  después  de  los  señalados  por 
las  leyes  del  ramo  para  que  tengaai  lugar  votaciones  populares." 

La  soUcitud  de  suspensión  ha  sido  coadyuvada  por  A  Procurador 

Í'eneral  de  la  Nación,  que  estima  también  inconstitucional  la  referida 
ei,  por  las  razohes  consignadas  en  la  esposicion  con  que  devolvió  el 
^podiente  pasado  a  su  estudio  para  que  abriese  concepto. 

De  acuerdo  con  el  emitido  por  este  funcionario,  va  la  Corte  a 
dictar  su  resolución,  fundada  en  las  consideraciones  siguientes: 

La  seguridad  personal  que  por  el  inciso  4.°,  artículo  15  de  la  Cons- 
títudon  de  la  Bepublioa,  se  obbgaaron  a  reeonooer  i  garantizar  d  (Go- 
bierno jeneral  i  los  Gobiamos  de  los  Estados  a  los  habitantes  i  tran- 
seúntes en  Colombia,  consiste :  en  n^  ser  atacada  (dicha  s^uridad) 
impimemente  por  otro  individuo  ni  por  la  autoridad  publica :  ni  ser  pre- 
sos o  detenidos  sino  por  motivo  criminal  o  por  pena  correccional :  ni 
jugados  por  comisiones  o  tribunales  estraordinarios :  ni  penados  sin 
fler  oídos  i  vencidos  en  juido ;  i  todo  en  virtud  de  leyes  preexistentes. 

Sin  esfuerzo  alguno  de  razonamiento  se  advierte  la  incompatibi- 
lidad  de  la  lei  que  se  ha  copiado  con  el  precepto  constitucional  que 
acaba  de  trascribirse.  Basta  para  convencerse  de  ello  observar : 

1.^  Que  la  Oonstitucion  (inciso  copiado)  establece  el  principio  de 
la  responsabilidad  de  los  funcionarios  públicos  por  todo  atentado  que 
cometan  contra  la  seguridad  personal,  mientras  que  la  lei  consa^  el 
principio  contrario,  el  de  la  irresponsabilidad  del  Presidente  del  £Ssta- 
oo  i  de  sus  ajentes  a  quienes  delegue  las  facultades  que  aqueUa  leí 
concede,  cualquiera  que  sea  el  uso  que  hagan  de  ellas.  A  tanto  equi- 
vale la  autorissacion  de  que  se  les  ÍDviste  para  proceder  en  los  términos 
de  la  lei,  siempre  que,  a  su  juicio^  existan  fundados  motivos  para  creer 

aue  se  trama  contra  el  orden  publico ;  pues  no  se  concibe  cómo  haya 
e  ser  legalmente  responsable  un  empleado  cuya  libertad  de  acción  no 
tiene  otros  límites  que  los  que  él  mismo,  según  su  i»t)pio  juido, 
quiera  señalarle. 


2."  Qae  \A  garsutía  de  do  ser  preso  ni  det«iido  sino  por  motivo 
niiial  o  por  pena  eorreooioiial,  deja  do  Bor  efeotira  allí  donde  basta 
nera  sospecha  de  que  ee  proyecta  snbveTtár  el  órdea  público,  para 
i  la  autoridad  se  apodere  de  la  persona  de  aqael  sobre  q^iien  fail 
peoba  recae,  lo  mantenga  preso  entretanto  se  resaelve  sobre  sn 
pabilidad,  lo  obligue  a  prestar  fianza  de  observar  cierta  conducta, 
rolongue  indeñnidamente  sq  detención,  si  no  puede  o  no  quiere 
i^ar  la  fianza,  o  la  que  ofrece  no  satis^ce  al  empleado  que  se  la 
je.  I  debe  tenerse  en  cuenta,  para  apreciar  con  exaetítad  el  alcauce 
semejantes  disorecíonales  facultades,  qae  no  definiendo  la  lei  lo 
í  indica  con  las  palabras  de  "  trama  oontñi  el  orden  público,"  queda 
arbitrio  del  Presidente  del  Estado  determinar  en  cada  caso  loe 
ihofl  en  que  consiste  eso  que  se  designa  con  la  vaga  espresion  cíta- 
lo cual  entraña  nna  sería  amenaza  contra  la  seguridad  peráonEil ; 
que  acciones  no  probibidaspor  las  leyes,  mas  aún,  acciones  reoono- 
as  i  garantizados  como  el  ejercicio  de  on  derecho,  pueden,  oon  sido 
I  eausen  alarma  a'taa  autoridades,  atraer  sobre  los  que  las  ejecutan, 
Doipalmente  en  épocas  de  ajitacion  política,  los  rigurosos  prooedi- 
tntosque  establece  la  leí  de  que  se  ha  venido  tratando. 

En  mérito,  pues,  de  las  consideraciones  precedentes,  la  Corto  Sa- 
ma, rennida  en  Sala  de  acuerdo,  resaelve :  suspender  lá  leí  deJ  £s- 
o  de  Bolívar  de  31  de  octubre  de  1870,  "adicional  a  la  de  20  de 
abre  do  1867,  sobre  p<Jicía  jeneral." 

Cotnnníquese,  i  remítase  el  espediente  al  Senado  de  Pleni- 
leuoiaríos.  , 

Jn.  CoLDKJE.— Joan  Aaverm  Ubicoechea.-- José  MabíÍ  Vhíaii- 
;  G.— M.  Mdbillo.— J.  M.  Pébbz. — El  Secretario, 

S(/ad  K  Santander. 

Es  coijia.— Secretaría  de  la  Corte  Saprema  federal.  -  Bogotá,  fa- 
ro diez  i  ocho  de  mil  ochocientos  setenta  i  ano. 

Elflécretaño,   Bofad  E.  SaiUandef. 

Inforxe  de  u  cohisioh  del  Senado. 
adadanoR  Senadores. 

Habiendo  sido  denunciada  por  an  ciudadano  colombiano  la  lei  del 
ado  soberano  de  Bolívar,  de  21  de  octubre  de  1870,  "adicional  i 
nnatoria  de  la  de  20  de  octubre  de  1867,  sobre  poUcía  jeaeral," 
lo  contraria  al  inciso  4.°  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional, 
lupiema  Corte  federal,  de  conformidad  oon  lo  pedido  por  el  Frocu- 
or  de  la  Nación,  resolvió,  en  18  de  febrero  del  presente  año,  Bur- 
der la  mencionada  Iei  i  posar  el  espediente  al  Senado  de  Flenipo- 
íiarios,  pora  los  efectos  del  articulo  51  do  la  Constitución. 

Las  disposiciones  de  la  lei  que  se  acaba  de  citar,  son  las 
dentes : 

"Art.  1.°  Siempre  qno,  o  juicio  del  Poder  Ejecutivo,  existan 
lados  motiTOS  pora  creer  que  se  trama  contra  el  orden  público  del 
ido  en  cu^quiora  de  sos  secciones,  él  o  sus  ajentes  procederán  a  la 
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oomprobaciou  sumaria  do  los  hechos  que  hayan  dado  márjen  a 
aquellos,  i  ana  vez  practicada,  se  hará  comparecer  a  los  que  resulten 
cmpados,  se  les  leerá  lo  actuado  i  se  les  fijará  el  término  de  24  horas 

Sara  que  por  si,  o  por  medio  de  persona  que  designen,  representen  sus 
erechos,  permaneciendo  arrestados  mientras  se  resuelve  definitiva^ 
mente  sobre  su  culpabilidad.  Si  no  se  desvanecieren  los  cargos,  se  les 
exíjirá  fianza  de  obedecer  a  la  Constitución  i  leyes  i  al  Qobiemo 
establecido  por  ellas." 

"  Art.  %°  La  fianza  de  que  trata  el  artículo  anterior  será  personal 
i  a  satisfacción  del  empleado  encargado  de  exijirla,  i  deberá  presen- 
tarse inmediatamente  por  la  cantidad  que  determine  el  mismo  emplea- 
do, teniendo  en  cuenta  la  mayor  o  menor  infiuencia  poKtica  i  social 
que,  para  trastornar  el  orden  público,  téngala  persona  de  que  se  trata.'' 

^^*  Art.  3.^  El  aue  no  diere  la  fianza  de  que  trata  la  presente  leí, 
continuará  arrestado  hasta  que  lo  verifique,  o  hasta  que  hayan  desapa- 
recido los  motivos  para  creer  que  persiste  en  sus  malos  propósitos. 

^  Art.  4.^  Guando  el  Poder  Ejecutivo  delegue  las  facultades  que 
le  confiere  la  presente  lei  a  alguno  de  sus  ájente,  éstos  darán  cuenta 
de  sus  providencias,  las  cuales  pueden  ser  reformad&s  por  aquáL" 

"  Art.  S.*"  Las  disposiciones  de  la  presente  lei  no  podr^  ser  apli- 
cadas ocho  dias  antes  ni  ocho  dias  después  de  los  señalados  por  las 
leyes  del  ramo  para  que  tengan  lugar  votaciones  populares." 

La  Constitución  nacional  define  así  la  garantía  de  la  seguridad 
personal ....  '^  La  seguridad  personal ;  de  manera  que  no  sea  atacada 
impunemente  por  otros  individuos  o  por  la  autoridad  publica :  ni  ser 
presos  ni  detenidos  sino  por  motivo  cnminal  o  por  pena  correccional : 
ni  jugados  por  comisiones  o  tribunales  estraordinarios  :  ni  penados 
sin  ser  oidos  ni  vencidos  en  juicio ;  i  todo  esto  en  virtud  de  leyes 
preexistentes." 

Ahora  bien,  la  incompatibilidad  de  las  dos  disposiciones  preinser- 
tas, la  de  la  Oonstitnoion  nacional  i  la  de  la  lei  de  Bolívar,  no  puede 
aer  mas  evidente :  basta  una  simple  lectura  para  apercibirse  de  ella  de 
nn  modo  claro  e  indudable.  La  Constitudon  cpüere  que  la  seguridad 
personal  no  pueda  ser  atacada  imtmnemenie,  ni  por  los  individnoa  par- 
ticulares, ni  por  la  autoridad  pública,  i  ha9e  consistir  únicamente  en 
la  responsabilidad  que  toda  violación  apareja,  la  efectividad  de  dicha 
garantía ;  i  la  lei  de  Bolívar,  que  deja  b1  juicio  del  Presidente  del  Es- 
tado, o  al  de  sus  ajentes  delegatarios,  la  determinación  de  los  motivos 
que  deben  ocasionar  el  arresto  o  detención  dé  un  individuo  cualquiera, 
consagra  el  principio  contrario  al  de  la  Constitución,  el  de  la  mas  ab- 
soluta irresponsabilidad. 

Con  el  necho  de  no  determinarse  en ,  la  lei  cuáles  son  los  actos 
cuya  ejecución  debe  servir  de  motivo  al  Presidente  del  Estado  ''para 
juzgar  aue  se  trama  contra  el  orden  público,"  se  deja  a  este  funciona- 
rio en  Ubertad  para  calificar  como  tal  motivo,  no  solo  la  ejecución  de 
un  acto  inocente  cualquiera,  sino  hasta  el  ejercicio  mismo  de  citar 
derechos  garantizados  por  la  Constitución,  como  el  do  la  libre  espre- 
sion  del  pensamiento  de  palabra  o  por  la  prensa,  el  de  asociación,  i  el 
de  hacer  libremente  el  comercio  de  armas  o  municiones.  En  momentos 
de  alarma^  cuando  la  subversión  del  orden  público  se  crea  inminente 
en  Bolívar,  quizá  no  serían  otros  que  bs  anteriormente  espresados,  los 
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actoB  cara  ejecackm  podiia  loiidar  k»  prooedimientoB  qne  nxáoóxtk 
aquella  JeL 

La  garantía  de  no  ser  preso  ni  detenido  sino  por  motito  crinúnal, 
o  por  pena  eorreo6Íonal«  desaparece  completamente  allí  donde  basta 
nna  simple  sospecha  de  qne  se  trama  contra  el  orden  publico,  para 
qne  nn  indnridno  cualquiera  pueda  ser  privado  de  su  libertad,  obligado 
a  prestar  fianza  de  qne  obserrará  detemunada  conducta,  o  condenado 
a  permanecer  en  pruion  indefinidamente,  si  no  puede  prestar  la  fianza 
a  satisfacción  del  empleado  qne  la  exija.  Es  en  la  definición  clara  i  di»- 
tinta  de  los  hechos  que  constituyen  el  delito,  en  lo  que  c(msiste  princi- 
palmente la  garantía  de  la  segundad  personal,  en  cuanto  eUa  puede 
ser  violada  por  los  encargados  del  poder  público.  I  bien  se  com- 
prende que  nna  lei  ^ue  daja  <d  juicio  de  la  autoridad,  eia  cada  caso 
2ue  ocurra,  la  determmacíon  de  los  hechos  en  que  consiste  la  comisión 
0I  delito,  abre  el  mas  ancho  campo  a  la  arbitrariedad. 

Superfino  seria,  ciudadanos  Senadores,  aducir  mas  razonamientos 
para  demostrar  la  inoonstitucionalidad  de  la  lei  en  referencia,  i  por 
tanto,  vuestra  comisión  termina  el  presente  informe  con  el  siguiente 
proyecto  de 

besolucion: 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que 
le  concede  el  artículo  61  de  la  Constitución,  declara  nula  la  lei  del 
Estado  soberano  de  Bolívar,  de  21  de  octubre  de  1870,  adicional  a  Ja 
de  20  de  octubre  de  1867,  sobre  policía  jeneraL" 

Ciudadanos   Senadores. 
Aqujlbo  PiJEmA.-rM.  Ys&bsl.—  J.  Sánchez.— J.  Mendozju-^D.  Yiaiuu 

.  Secretaría  del  Senado  de  Plenipotenoiarioa.— Bogotá,  a^U  4  de  1871. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  ha  sido  aprobado  por  el  Sentid 
do  de  Plenipotenciarios  en  los  dos  debates  'Oc^stitucionales  tenidos  en 
las  sesiones  de  los  días  81  de  marzo  ^tíÉno  i  en  la  de  la  leclia* 

El  Secretario,  tMio  E.  Pérez 


LXXXV. 


liULIBAB  del  articulo  30d  del  Código  Jadiclal  del  fi§tad#de 
Cnndlnamarca,  de  11  de  noviembre  de  185S. 


Agüebdo  de  Ul  Cobte  Süpbema. 


'     I  Corto  Suprema  federal.^Bogot A,  diea  i  siete  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  une. 

Los  artículos  801  i  S02  del  Código  Judicial  del  Estado  de  Cundi- 
namarca,  la  ejecución  de  los  cuales,  i  de  sus  referentes,  pide  Yicente 
Castillo  que  i}e  suspenda,  '*  en  cuanto  disponen  la  prisión  por  deudas^**^ 
dicen  así : 


\ 
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'' Art.-301.  Heoha  la  petición  a  que  S9  contrae  el  anterior  artículo, 
él  Jties  mandará  e  intimará  inmediatamente  al  deudor,  pasando  a  su 
oasa  si  faete  necesario,  que  dé  fianza,  a  satisfacción  del  mismo  Juez, 
de  no  moverse  del  lu^ar  durante  el  juicio  i  mientras  no  satisfaga  sus 
resaltas )  o  que  oonsfatuya  apodenrádo  instruido,  espensado  i  sujeto  a 
las  resultas  del  pleito,  dando  un  fiador,  a  satisfacción  del  Juez,  de  que 
el  apoderado  cuxnplirá  con  los  deberes  que  se  impone. 

.  "  Art.  302.  Desde  qué  el  Juez  haga  esta  intimación  al  arraigado, 
no  lo  dejará  separar  de  su  presencia  hasta  que  cumpla  con  uno  á&  los 
términos  de  la  intimación ;  i  si  no  lo  hiciere  así,  el  deudor  será  redu- 
oido  a  prisión." 

I  el  artículo  800,  a  que  se  refiere  el  301,  dice : 

*'  Art.  300.  Antes  o  después  de  i)resentada  una  demanda,  sea  de 
mayor  o  de  menor  cuantía,  puede  el  interesado  pedir  que  se  arraigue 
al  demandado  o  a  quien  intenta  demandar,  siempre  que  compruebe, 
aunque  sea  sumariamente,  que  es  su  deudor,  i  que  se  teme  fundada- 
mente que  se  ausente  para  Burlar  las  consecuencias  del  juido,  o  con 
graye  perjuicio  de  su  acreedor." 

De  la  solicitud  de  Castillo,  fecha  nueye  de  diciembre  último,  se  did 
vista  al  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  i  este  funcionario,  en  escrita 
del  diez  de  enero,  hace  la  manifestación  que  sigue  : 

^*  Como  el  06digo  Judicial  de  Cundiimmarca  fué  e^edido  i  empe- 
zó *&  rejir  antes  de  que  se  sancionara  la  Constitución  nacional,  i  como 
ya  ese  Supremo  Tribunal  ha  declamado  que  las  leyes  de  los  Estados 
anteriores  a  la  Constitución  no  están  sujetas  a  la  suspensión  de  que 
trata  el  artículo  72,  me  contraigo  a  pediros  que  en  el  presente  caso 
dicteis  idéntica  resolución,  pues  sói  del  mismo  concepto,  a  saber,  que 
las  leyes  anteriores  a  la  Constitución  i  que  le  son  contrarias,  quedeoron 
virtualmente  derogadas  i  no  hai  necesidad  de  suspenderias^" 

Aunque  es  cierto,  como  el  Procurador  lo  hace  presente  en  la  ma- 
nifestación inserta,  que  este  Supremo  Tribunal  ha  declarado  que  las 
leyes  de  los  Estados,  é.  son  anteriores^  a  la  Constitución  nacional,  no 
están  sujetas  a  la  suspensión  de  que  trata  el  articulo  72  de'  la  misma^ 
no  se  accede  a  lo  que  ese  funcionario  pide,  porque  los  infrascritos  Mar- 
jistrados,  <}ue  no  nmcionaban  como  tales  cuando  se  dictó  semejante 
declaratona,  no  acepten,  por  su  parte,  el  fundamento  en  que  ésta  des^ 
cansa.  A  juicio  de  ellos,  las  leyes  de  los  Estados,  anteriores  i  contra- 
rias, O'nó,  a  la  Constitución  nacional,  no  pueden  menos  de  ser  consi- 
deradas vijentes.por  los  funcionarios  de  la  Nación,  si  éstos  las  ven  en 
apficaoíon  actual  por  los  de  aquellas  entidades,  pues  la  vijencia  de  las 
leyes  de  cada  Estado  es,  indudablemente,  asunto  de  la  esclusiva  c<mi- 
potencia  de  él  mismo ;  i  si  todo  esto  es  así,  mal  podria  ahora  este  Su- 
premo Tribunal  declarar  superfino;  en  el  caso,  el  ejercicio  de  la  atri- 
bución que  le  confiere  el  citado  articulo  72,  sobre  el  fundamento  do 
hallarse  virtualmente  derogadas  las  disposiciones  que  denuncia  Casti- 
llo, cuando  lo  contrario  es  lo  que  aparece,  según  se  ve  a  los  folios  2  £ 
&  En*  efecto^  en  et  primero  se  lee  esta  orden  dada  al  Alcaide  de  Is- 
Penitenciaría  del  Estado  de  Cundinamarca,  el  diez  de  noviembre  de 
mu  ochocientos  setente,  por  el  Juez  del  distrito  dé  Bogotá.  *'  Sírvase- 
usted  retener  en  calidad  de  preso  al  señor  Yicente  Castulo,  haste  nue^ 
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n.  El  motiTO  por  el  cual  ae  ordena  esta  pñsioD  es  el  de  h&iiei 
sho  señor  arraigado,  conforme  a  los  artícalos  300  i  301  del 
Jadicial ;  i  por  no  haber  cumplido  con  lo  c[ae  ellos  disponen,  el 
1,  oonforme  al  artíoolo  802  del  mismo  G6digo,  ordena  sea  ledo' 
)rision ;"  i  en  el  segundo  se  lee  este  informe,  dado  el  Beoietfr- 
ral  de  ese  Estado  por  el  Froonrador  del  mismo,  el  dia  2  del 
e  mes :  "  El  Poder  LejislatÍTO  del  £stado  no  ha  resuello, 
I  de  la  sanción  del  Códico  fundamental  de  la  Itepública,  si  se 
ran  o  nó  como  TJientes  los  artíonlos  301 }  302  del  Código  Judi* 
el  Tribunal  del  Estado  ha  resuelto  tampoco  esta  cuestión.  En 
gados  de  circiíito  de  esta  ciadad  se  ha  pedido,  en  distintos 
|ne  se  decrete  el  arraigo  en  la  forma  prevenida  en  dichos  ai- 
pero  los  Jueces  no  han  estado  de  acuerdo  en  cnanto  a  la  vijeo- 
ales  disposiciones,  i  han  resuelto  el  punto  en  distintos  sentidos; 
>mo  las  partes  se  han  conformado  con  las  decisiones  que  han 
o,  no  ha  llegado  el  caso  de  apelación." 

era  de  duda  que  la  derosaoion  virtual  de  las  lejes  de  los  Esta- 
puede  ni  debe,  por  si  soU,  servir  de  punto  de  partida  a  la  Corte 
A  al  tratarse  del  ejercicio  de  la  atríoacion  que  le  confiere  6l 
I  72  de  la  Oonstituoion  federal,  i  constando  que  los  artículos 
lados  surten,  aunque  no  por  práctica  uniforme,  efectos  de  vijep- 
|ue  haique  examinar  es  si  ellos,  como  dice  el  solicitante,  "die- 
a  prisión  por  deudas;"  porque  si  esto  es  cierto,  la  existencia  de 
rtículo9  es  incompatible  con  la  de  la  seguridad  personal,  tal 
ate  derecho  se  halla  definido  en  aquella  Constitución,  a  sabv 
i.",  artículo  15):  "La  segundad  personal;  de  manera  que  no 
Bada  impunemente  por  otro  individuo  o  por  la  autoridad  pá- 
li  ser  presos  o  detemaoa  sino  por  moHjío  cñvtinal  o  por  pena  oorrec 
,&o, 

ludiendo  a  las  palabras  marcadas  en  la  disposicioD  que  Be 
Le  trascribir,  no  puede  m^nos  de  reconocerse  que  el  artículo  30S 
l^o  JudicisJ  del  Estado  de  Qnndinamarca,  artícnlo  que  manda 
r  como  apremio  contra  los  deudores,  en  ciertos  casos,  primero 
le  detención,  i  la  prisión  lu^o,  pugna  con  la  Constitución  dicha, 
preceptúa  el  uso  de  la  una  i  de  la  otra  cuando  no  se  trata  de 
crimiDal  ni  de  pena  correccional  alguna.  Ki  de  esto  último  so 
porque  el  no  cumplimiento  con  ninguno  de  los  términos  4^  !& 
axm  a  que  se  refiere  el  artículo  301,  no  puede  estimarse  j^rea- 
e  como  un  acto  de  desobediencia  a  lo  ordenado  por  el  Jnes  en 
le  la  lei,  supuesto  que  puede  mni  bien  espUcarse  por  falta  de 
para  hacer  lo  que  allí  se  exije. 

ro  si  el  artículo  302  es  evidentamente  contrario  a  la  paite  mar- 
i  la  disposición  últimamente  trascrita,  no  puede  decirse  lo  mis- 
os artículos  301  i  300  ;  porque  en  éstos  no  solo  no  se  habla  de 
ni  de  detención,  sino  que  no  se  habla  de  apremio  de  ninguna 
.  Por  esos  dos  artículos  se  establece,  es  v^dad,  el  arraigo ;  nw^ 
presamente  permitido  por  el  inciso  8.°  del  citado  artículo  l^'^" 
sí  solo,  una  detención  propiamente  dicha,  en  el  sentido  leg^  de 
bra.  El  que  tonga  o  nó  ese  carácter,  depende  del  medio  que  0^ 
para  hacerlo  efectivo.    Por  tanto. 
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8S  BESUSLTE  : 


Suspéndese  la  ejecución  del  'artícalo  302  del  Código  Judicial  del 
Üstado  de  Cundinamarca,  sancionado  el  11  de  noviembre  de  1868. 

No  hai  lagar  a  suspender  la  ejecución  de  los  artículos  301  i  300 
del  mismo  Código. 

I  se  declara,  ademas^  que,  aunque  la  solicitud  de  Castillo  abraza 
los  referentes  al  301  i  302,  fa  Corte  no  se  ha  creido  en  el  deber  de  hacer 
la  busca  de  ellos,  para  lo  cual  le  habría  sido  necesario  leer  el  Código 
integro.  La  Corte  cree  que  es  a  los  respectivos  solicitantes  a  quienes  in- 
cumbe señalar,  con  la  claridad  apetecible',  las  disposiciones  legales 
<saya  suspensión  pretendan.  Ni  aun  en  el  examen  del  artículo  300  se 
habria  ella  ooupadp,  a  no  haberlo  creido  bastante  claramente  indicado 
en  la  solicitud,  por  referirse  a  él  el  301. 

Comuniqúese  al  Presidente  del  Estado  de  Cundinamarca,  dése 
cuenta  al  Senado  i  publiquese. 

JiL  CoLUMJS.— Juan  A.  XJbicobohbsa.~M.  Mubillo.— Juan  Manuel 
Pébez.— José  M.  YiUiAHIZAb  G. 

El  Secretario,  Bqfad  U.  Santander. 


Infobme  de  la  comisión  del  SENADa 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios- 
La  Corte  Suprema  federal,  a  solicitud  del  señor  Vicente  Castillo, 
dictó  en  17  del  próximo  pasado  mes  una  resolución  suspendiendo  la 
ejecución  del  articulo  802  del  Código  Judicial  del  Estado  de  Cundina- 
marca, sancionado  en  11  de  noviembre  de  1858,  i  declaró  sin  lugar  la 
suspensión,  igualmente  solicitada,  de  los  artículos  300  i  301  del  mismo 
C6&gp. 

El  artículo  cuya  ejecución  ha  sido  suspendida,  dispone  que,  cuan- 
do el  deudor,  arraigado  no  dó  la  fianza  ^ue  exije  el  citado  artículo  301, 
o  no  constüaja  un  apoderado  instruido,  esi>ensado  i  sujeto  a  las 
xescdtaB  del  jnicio,  danao  \xa  fiador  a  satisfacción  del  mismo  Juez  que 
le  haga  la  intimación  de  arraigo,  de  que  diclio  apoderado  cumplirá 
con  sus  deberes,  d  deudaí*  será  reducido  a  prisión. 

Las  poderosas  razones  en  que  se  funda  la  solicitud  i  la  resolución 
de  la  Corte  Suprema,  le  parecen  a  vuestra  comisión  verdaderamente 
indestructibles. 

Por  la  lejislacion  española  i  por  nuestras  propias  leyes,  el  deudor 
que  no  pagaba  sus  deudas,  debia  ser  hecho  preso  i  llevado  a  la  cárcel. 
Esceptuábanse  por  la  lei  12,  titulo  28,  libro  11  de  la  Novísima  Beco- 
pilacion,  ciertas  personas  que  no  podian  ser  presas  por  deudas  pura- 
mente civiles,  como  los  hijos-dalgos,  las  mujeres,  por  decoro  a  su  sexo, 
a  no  ser  conocidamente  deshonestas,  los  que  gozan  del  beneficio  de 
compotencia,  Ac,  &c,  Pero  hoi,  a  virtud  de  nuestras  instituciones 
republicanas,  que  consagran  el  principio  de  la  libertad  i  el  de  la  igual- 
dad, es  derecho  jeneral  el  que  nadie  sea  preso  puramente  por  deuda 
civil,  sino  por  motivo  criminal  o  por  pena  correccional. 

El  inciso  á.°  del  artículo  15  de  la  Constitución  política  de  la 
Union  dice :  15 
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''La  Seguridad  i)ersonaI;  de  manera  qne  no  sea  atacada  impune^ 
Itíente  por  otro  individuo  o  por  la  autoridad  pública :  ni  ser  presos  a 
detenidos  sino  por  motivo  criminal  o  por  pena  correccional,  &c.  ¿c.'* 

Siendo  como  es  ésta  una  garantía  constitucional,  es  *a  toda  I112 
evidente  que  el  enunciado  artículo  302  del  Código  Judicial  de  Oundi- 
namarca,  que  manda  emplear  como  apremióla  prisión  contra  los  deu- 
dores, en  caso  de  arraigo,  que  no  son  los  que  designa  el  artículo  de  la 
Constitución,  está  en  abierta  oposición  con  este  artículo,  i  por  tanto, 
vuestra  comisión  es  de  concepto  que  el  Senado  de  Plenipotenciarios 
debe  resolver  su  nulidad,  como  se  permite  proponerlo,  no  teniendo, 
como  no  tiene  por  ella,  fuerza  ninguna  la  observación  que  se  hace,  de 

2ue,  habiendo  comenzado  a  rejir  en  el  Estado  de  Cundinamarca  el 
lódígo  Judicial  antes  de  que  se  sancionara  la  Constitución  nacional, 
la  Corte  Suprema,  en  casos  análogos,  habia  declarado  que  las  leyes  de 
los  Estados  anteriores  a  la  dicha  Constitución  no  estaban  sujetas  a  la 
^j*^  ;  suspensión  de  que  trata  su  artículo  72.  Los  actuales  Majistrados  de  la 

'  ~  Corte  Suprema  no  han  aceptado  el  fundamento  en  que  descánsala 

aclaratona  que  en  este  sentido  hizo  la  Corte  anterior. 

A  juicio  de  ellos,  dice  la  resolución  (jue  suspende  el  citado  artículo 
302,  las  leyes  de  los  Estados,  anteriores  1  contrarias  o  nó  a  la  Consti- 
tución nacional,  no  pueden  menos  de  ser  consideradas  vijentes  por  los 
funcionarios  de  la  Nación,  si  éstos  las  ven  en  aplicación  actual  por  loa 
de  aqueUas  entidades,  porque  la  vijencia  de  las  leyes  de  cada  JSstado 
1 1  es  indudablemente  asunto  de  la  esclusiva  competencia  de  él  mis- 

mo &c.  &c. 

Eespecto  a  los  artículos  300  i  801  del  Código  Judicial  a  que 
también  se  refiere  la  petición  del  señor  Castillo  i  cuya  suspensión  no 
ha  decretado  la  Corte  Suprema,  no  militan  las  mismas  razones  que 
apoyan  la  suspensión  de  aquel  artículo,  pues  éstos  se  limitan  a  permi- 
tir el  arraigo,  1  no  hablando  de  prisión  ni  de  apremio  alguno.  Bien  ea 
verdad  que  sin  ningún  apremio,  el  arrsdgo  vendrá  a  ser  ifaiBOiio ;  pero 
el  lejislador  de  Cundinamarca,  anulado  el  artículo  802,  i  viendo  lia 
necesidad  de  establecer  algún  apremio  para  hacer  eficaces  las  oitadaa 
disposiciones  legales,  dispondrá  lo  que  estime  mas  convémente,  como 
lo  sería  el  embargo  de  bienes  suficientes  para  atender  a  las  resRdtaa 
del  juicio. 

En  consecuencia,  vuestra  comisión  termina  este  mforme  sometien- 
do a  vuestra  ilustrada  deliberación  la  siguiente  raoposicíon : 

'^  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.% 
artículo  51  de  la  Constitución  federal,  declara  la  nulidad  del  artículo 
302  del  Código  Judicial  del  Estado  soberano  de  CnndínaBUKroa,  san- 
cionado e^  ll  de  noviembre  de  1858,  por  ser  contrarío  al  inciso  4.^, 
artículo  15  de  la  Constitución  nacional. ' 

Bogotá,  3  de  abril  de  1871. 

J.  Mendoza — ^D.  Viana — M.  Verbel—Aqüileo  Pakra— J.  Sánchez. 

« 

« 

Secretaria  dd  Servado  de  PlempGbencmrws. — Bogotá,  abrü  3  de  1871. 
Aprobado  por  esta  Corporación  en  dos  debates,  en  las  sesiones  de 
las  noches  del  28  del  próximo  pasado  i  1.^  del  corriente  mes. 

El  Secretario,  Jdio  K  Pérez. 
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LXXXVI. 

liULlDAD  del  inciso  9.*,  artículo  1  <*  de  Im  lei  4  •  de  1§  de  enero 
^e  1871,  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado  so- 
iH^rano  de  Panamá,  i  validez  del  inciso  11  del  mismo  artículo* 


ACUBBDO  DE  LA.  SüPBEMA.  OoBTE. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  80  de  marzo  do  1871. 

Vistos. -rPor  solicitad  do  varios  vecinos  de  la  ciudad  de  Panamá 
debe  esta  Suprema  Oorte  resolver  si  son  o  nó  exequibles,  según  la 
Constitución  i  leyes  nacionales,  las  disposiciones  contenidas  en  los  in- 
cisos 9  i  11,  artículo  1.^  de  la  lei  4/  del  Estado  de  Panamá,  espedida 
en  18  de  enero  de  1871. 

Por  dicha  lei  se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  para  cele- 
brar un  contrato  sobre  concesión  de  privilejio  esclusivo  para  abastecer 
de  agua  la  ciudad  de  Panamá,  por  medio  ae  un  acueducto ;  i  entre  las 
bases  establecidas  para  la  celebración  del  contrato,  figuran  éstas,  que 
son  las  contenidas  en  los  incisos  9  i  11  del  artículo  1.^ 

"  9. '  Que  el  consumo  del  agua  que  suministre  la  empresa  sea  obli- 
gatorio para  todos  los  propietarios  de  casas  en  la  ciudad  de  Panamá ;"  i 

'^ll.^  Que  él  o  los  representantes  de  la  empresa,  para  la  percep- 
ción i  cobro  de  los  derechos  que  se  estipulan  por  el  consumo  del  agua^ 
puedan  usar  de  la  jurisdicción  coactiva  que  el  Gobierno  usa." 

La  primera  de  las  disposiciones  trascritas,  o  sea  el  inciso  9.^,  es 
evidentemente  contraria  a  la  libertad  individual,  garantizada  i  esplica- 
da  así  bajo  el  numero  3.^,  artículo  15  de  la  Constitución  federal 

**  3.^  La  libertad  individual,  que  no  tiene  mas  límites  que  la  liber- 
tad de  otro  individuo ;  es  decir,  la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo 
aquello  de  cuva  ejecución  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo 
o  a  la  comunidad." 

A  nin^^a  acción  humana  seria  aplicable  la  disposición  constitu- 
eional  copiada,  para  el  efecto  de  ampararla  como  inocente  i  permitida, 
si  no  lo  fuera  a  la  facultad  quQ  tienen  los  dueños  de  casas  para  proveer 
a  éstas  del  agua  necesaria,  tomando  i  conservando  en  depósitos  ade- 
cuados i  permanentes  la  de  las  lluvias,  trayéndola  de  los  nos  o  fuentes 
mas  próximas  a  la  ciudad,  estrayéndola  de  la  tierra  por  alguno  de 
tantos  medios  conocidos  para  ese  efecto,  o  de  cualquier  otro  modo  se- 
mejante a  los  espresados,  sin  tener  que  ocurrir  a  un  abastecedor  oficial 
privilejiado  por  la  lei. 

En  efecto,  ¿a  quién  causaria  daño  el  habitante  de  Panamá  que  se 
proveyera  del  agua  necesaria  por  alguno  de  los  medios  espresaaos  en 
el  páiíaf o  anterior? 

Seguramente  que  a  nadie. 

Se  dirá  que  el  daño  o  perjuicio  se  causaria  al  contratista,  porque 
la  libertad  de  presciadir  de  él  disminuiria  sus  provechos? 

Pero  esos  intereitos  artificialmente  creados  por  la  lei,  no  están 
comprendidos  en  la  disposición  constitucional,  para  el  efecto  de  opo- 
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serlos  como  obstáculo  legal  a  la  libertad  del  individuo ;  en  otros  tér- 
minos: la  libertad  que  sirve  de  límite  a  la  garantizada  por  la  Consti- 
tución, es  la  libertad  natural,  o  sea  el  ejercicio  de  los  derechos 
inmanentes  del  individuo* 

Con  semejante  argumento  no  liabria  privilejio  que  no  pudiera 
sostenerse,  por  mas  contrario  que  fuera  a  la  garantía  ae  la  libertad. 
Tampoco  podria  decirse  que  toda  la  ciudad  de  Panamá  seria  per- 
judicada sin  la  disposición  del  inciso  9.^,  por  cuanto  la  libertad  de 
{>rescindir  del  abastecedor  oficial  daria  por  resultado  la  inejecución  de 
a  lei,  con  la  cual  el  lejislador  se  propuso  hacer  un  positivo  bien  a  los 
habitantes  de  la  espresada  ciudad.  l7o  seria  aceptable  tal  modo  d« 
razonar,  porcme  el  daño  de  que  habla  la  disposición  constitucional  que 
consagra  la  libertad  individual,  no  es  el  daño  negativo  consistente  en 
la  no  realización  de  un  bien  apenas  previsto  o  proyectado,  sino  el  daño 
positivo  que  pueda  sufrir  el  individuo  o  la  comunidad,  con  la  pérdida 
o  menoscabo  de  lo  que  le  pertenece  i  posee  leiítimamente. 

En  cuanto  al  inciso  11,  artículo  1.^  de  la  lei  de  que  se  trata,  esta 
Suprema  Corte  no  ha  encontrado,  ni  los  peticionarios  la  citan,  la  lei 
nacional  a  la  cual  sea  contraria  la  disposición  contenida  en  di- 
cho inciso. 

Si  la  jurisdicción  coactiva  que  por  él  se  confiere  al  abastecedor 
del  agua,  puede  o  nó  ejercerla  éste,  cuando  sea  un  estraniero,  como 
puede  serlo,  es  una  cuestión  ^ue  debe  examinarse  i  decidirse  segon 
las  leyes  del  Estado,  i  suponiendo  que  alguna  de  estas  repugnara  la 
disposición  del  citado  inciso,  esto  no  seria  motivo  para  suspender  su 
ejecución  en  ejercicio  de  la  atribución  constitucional  invocada  por 
los  peticionarios. 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando  iusticia  m 
nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei, 
resuelve  por  unanimidad  de  votos : 

1.°  Suspéndese  la  ejecución  del  inciso  9.°,  artículo  1.°  de  la  lei  V 
del  Estado  de  Panamá,  sancionada  en  18  de  enero  de  1871 ;  i 

2°  No  ha  lugar  a  suspender  la  disposición  del  inciso  11,  ar- 
ticulo 1.°  de  la  misma  lei. 

Publíquese  en  el  "  Diario  Oficial,"  remítase  en  copia  al  Presidente 
del  Estado  de  Panamá,  i  envíese  el  espediente  al  Senado  de  Plenipo- 
tenciarios para  su  decisión  ulterior. 

JiL  COLUJSrJE.—JuAN  AgUOTINUrICOEOHEA.— M.    MUEILLO.-J.    M. 

Pérez— José  MARfA  Villamizar  G.— El  Secretario, 

Bc^ad  E.  Saidander 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador de  la  Union.— GtÍMEE.  -  Santander,  Secretario. 


Informe  de  la  comisión  del  Senado. 

Ciudadanos   Senadores  Plenipotenciarios. 

Varios  ciudadanos  i  vecinos  de  la  ciudad  de  Panamá  se  presenta- 
ron a  la  Corte  Suprema  federal  solicitando  la  suspensión  de  los  incisos 
9.0  1 11  drf  artículo  V  de  la  lei  4."  del  Estado,  de  fecha  18  de  enero  del 
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eomente  ano,  que  ha  publicado  la  Gaceta  de  dicho  Estado,  námero  26^ 
i  trata  de.  la  concesión  de  un  privüejio  parala  construcción  de  un  aoue^ 
ducto  en  la  misma  ciudad  de  jPanamá. 

Por  el  artículo  1.^  fué  autorizado  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado 

Sara  celebrar  un  contrato  para  la  concesión  de  un  priyilejio,  con  el  fin 
e  que  se  construya  el  referido  acueducto  para  abastecer  de  agua  a  la 
ciudad,  bajo  las  bases  generales  que  en  él  se  espresan,  entre  las  cuales 
figuran  las  que  determman  los  enunciados  números,  que  dicen  : 

"  9.°  Que  el  consumo  del  agua  que  suministra  la  empresa  sea  obli- 
gatorio para  todos  los  propietarios  de  casas  en  la  ciudad  de  Panamá ; 

"  11.  Que  él  o  los  representantes  de  la  empresa,  para  la  percepción 
i  cobro  de  los  derechos  que  se  estipulan  por  el  consumo  del  agua,  pue- 
dan usar  de  la  jurisdicción  coactiva  de  que  el  Gfobiemo  usa." 

Sancionada  la  lei  en  la  citada  fecha,  el  Poder  Ejecutivo  celebró  un 
contrato  con  el  señor  A.  J.  Oenter,  para  la  construcción  del  enunciado 
acueducto,  concediendo  al  empresario  los  derechos  del  privüejio  de 
que  trata  la  lei. 

Los  peticionarios  de  la  suspensión  i  de  la  nulidad  de  ella,  en  la 
parte  trascrita,  entre  otras  razones,  esponen  en  su  escrito  las  siguientes: 

'*  A  los  propietarios  en  la  ciudad  de  Panamá  se  les  obliga  a  tomar 
el  agua  del  privüejiado  de  una  manera  forzosa,  aunque  no  la  quieran, 
aunque  no  tengan  necesidad  de  ella.    Obligamos  a  hacer  lo  que  no 
queremos,  a  tomar  el  agua  que  no  necesitamos,  es  atacar  la  garantía, 
constitucional  que  hemos  indicado. 

"  Desde  ^ue  el  Gobierno  garantiza  un  interés  anual  sobre  el  capi- 
tal invertido,  i  desde  que  ese  ínteres  sale  del  dinero  público  formado 
délas  contribuciones  con  que  los  habitantes  dellstmo  estamos  gravados, 
so  hai  razón  para  obligamos  a  tomar  el  ama  i  a  pagar  una  alta  i  des- 
igual contribución ;  i  desde  que  el  privüejiado  tiene  garantizado  el  in- 
terés anual  de  su  capital,  no  sufre  perjuicio.  No  resul^do  daño  a  otro 
individuo  o  a  la  comunidad  de  qae  se  omüa  tomar  el  agua  del  privüejio 
por  los  que  no  la  quieran,  se  infnnje  la  garantía  constitucional  naciendo 
forzoBo  su  uso.** 

La  Oorte  Suprema  f ederal^  con  vista  de  esta  solicitud  i  de  los  do- 
eumentos  acompañados  a  ella,  en  30  de  marzo  próximo  pasado  resolvió, 
por  unanimidad  de  votos,  suspender  la  ejecución  del  citado  inciso  9.^, 
articulo  1.^  de  la  lei  de  que  nos  ocupamos,  i  declaró  sin  lugar  la  sus- 
pensión del  inciso  11,  articulo  1.^  de  la  misma  lei. 

Considera  la  Oorte  que  la  primera  de  las  disposiciones  trascritas, 
o  sea  el  inciso  9.^,  es  evidentemente  contraria  a  la  libertad  individual 

¡garantizada  bajo  el  número  3.^,  articulo  16  de  la  Constitución  nacicmal, 
a  cual  no  tiene  mas  limites  que  la  libertad  de  otro  individuo.  Es  decir, 
esa  libertad  consiste,  como  lo  esplica  el  mismo  artículo  citado,  en  la 
facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  cuya  ejecución  u  omisión  no 
resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad. 

La  Corte,  entrando  en  el  fondo  de  las  consideraciones  en  que 
funda  su  resolución,  dice : 

"  A  ninguna  acción  humana  seria  aplicable  ia  disposición  constitu- 
cional copiada,  para  el  efecto  de  ampararla  como  inocente  i  permitida, 
si  no  lo  fuera  a  la  facultad  (jue  tienen  los  dueños  de  casas  para  pro- 
veer a  éstos  del  agua  necesana,  tomando  i  conservando  en  depósitos 
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adecuados  i  permanentes  la  de  las  lluvias,  travéndolas  de  los  rios  o 
fuentes  mas  próximas  a  la.  ciudad,  extrayéndola  de  la  tierra  por  alguno 
de  tantos  medios  conocidos  para  ese  efecto,  o  de*' cualquier  otro  modo 
semejante  a  los  espresados,  sin  tener  que  ocurrir  a  un  abastecedor 
oñcial  privilejiado  por  la  lei*' 

Todas  estas  consideraciones  han  obrado  en  el  ánimo  de  Tuestra 
oomisiDn,  persuadiéndola  de  que  en  efecto  el  inciso  9.^,  artículo  1.*  de 
la  lei  citada,  está  en  abierta  oposición  con  la  garantía  de  la  libertad, 
i  de  que  el  inciso  11  del  mismo  artículo  no  se  opone  a  ninguna  dis- 

Eosicion  constitucional,  que  si  esiistiera,  los  mismos  peticionarios  se 
abrían  cuidado  de  indicarla. 

En  sostenimiento  de  lo  espuesto  por  la  Corte  Suprema  federal, 
en  el  sentido  de  no  declarar  la  suspensión  del  inciso  11,  artículo  1,^  de 
la  lei  de  Panamá  que  examinamos,  para  que  el  Senado  de  Plenipoten- 
ciarios proceda  taimbien  a  dictar  igual  declaratoria  en  el  de  la  nulidad, 
lá  comisión  se  permite  citar  el  artículo  15  de  la  Constitución  del 
Estado  de  Panamá,  que  dice  que  "  los  estranjeros,  ademas  de  los  dere- 
chos comunes  en  el  Estado  a  todos  los  individuos  que  se  encuentren 
en  su  territorio,  gozarán  en  el  mismo  de  todos  los  derechos  civiles  que 
los  colombianos;  de  los  que  la  Legislatura  de  la  Ünion  les  ha  conce- 
dido, i  en  lo  sucesivo  puede  concederles,  conforme  al  artículo  35  de  la 
Constitución  nacional,  i  de  los  que  teiígan  conforme  al  Derecho  de 
jentes  i  a  los  tratados  públicos." 

La  jurisdicción  no  es  solo  la  potestad  de  que  se  hallan  revestidos 
los  Jueces  para  administrar  justicia.  Ella,  en  su  mas  lata  significación, 
es  el  poder  que  tiene  alguno  para  poner  en  ejecución  las  leyes,  i  emana 
de  la  soberania  de  los  Estados,  en  todos  los  asuntos  de  gobierno  que 
eapresa  i  claramente  no  hayan  sido  dele^dos  al  Gobierno  jeneral.  La 
Asaniblea  del  Estado  de  Panamá  ha  podido,  en  consecuencia,  delegar 
la  jurisdicción  coactiva  a  los  empresarios,  sean  nacioncdes  o  estraryeroef 
para  poner  en  ejecución  las  disposiciones  de  un  contratp  celebEado  por 
el  Gobierno  nusmo,  que  es  ima  verdadera  lei,  en  el  presente  caso,  i 
que  en  su  carácter  de  tal  ha  podido  conceder  esa  facultad  o  ese  dere- 
ciio,  para  hacer  efectivo  ed  cobro  del  impuesto,  como  un  derecho  civü 
reconocido* 

No  es  nueva,  ciudadanos  Senadores,  la  existencia  6n  él  Estado  de 
Panamá  de  una  disposición  tal  como  la  contenida  en  el  inciso  11  de  la 
lei  4.*,  que  ha  sido  denunciado  como  contrario  a  la  Oonstítucion 
federal  Entre  las  leyes  fiscales. espedidas  por  su  Asamblea,  en  ¿pocas 
diversas,  se  encuentra  la  sancionada  el  20  de  octubre  de  1859,  ^*  aoicío- 
nal  i  reformatoria  de  la  de  19  de  setiembre  de  1857,  sobre  contri- 
buciones," en  la  que  se  rejistra  una  disposición  igual  o  semejante  a  la 
del  inciso  9.^  en  referencia;  i  es  la  del  artículo  15,  que  dice  así: 

1^  Articulo  16.  En  los  casos  de  remate  de  alguna  contribudon 
pública,  el  rematador  (no  distingue  entre  njocioncdea  o  estramerosjy  por 
el  recudimiento  que  le  sea  espedido,  tendrá  las  mismas  lacultaaes, 
para  verificar  el  cobro,  que  están  conferidas  (entre  ellas  se  halla  la  de 
^isar  de  la  jurisdicción  coactiva)  a  los  recaudadores  o  colectores  de  los 
impuestos  públicos." 

El  derecho,  pues,  del  Gobierno  de  Panamá  para  haber  espe- 
dido i  sancionado  el  inciso  11,  artículo  1.^  de  la  lei  4.'  de  1871,  es 
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•incontestable;  lejítimo,  i  no  hai  razcm  oonstitacíonal  en  que  pudiera 
apoyarse  su  anulación. 

Como  consecuencia  de  todo  lo  espuesto,  vuestra  comisión  de  ins- 
pección de  los  actos  lejislatiTos  de  los  tlstados  os  propone : 

"  Ei  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  6.% 
artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulo  el  inciso  9.% 
utículo  1.^  de  la  lei  4.*  de  18  de  enero  del  presente  año,  sobre  conce- 
sión de  un  privUejio  para  construir  un  acueducto  en  la  ciudad  de 
Panaioá,  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  de  dicho  Estado, 
por  ser  el  citado  inciso  contrario  a  la  garantía  dé  la  libertad  estable- 
cida en  el  número  3.^  artícuIo-15  de  la  Constitución  federal.  I  yálido 
el  inciso  11,  artículo  1.^  de  la  precitada  lei,  cuya  nulidad  ha  sido  tam- 
bién solicitada,  por  no  considerarlo  coutrwo  á  la  Constitución  i  leyes 
de  la  ünion.  Comuniqúese,  publíquese  i  deyuélvase  el  espediente  a  la 
Corte  Suprema  federal." 

Bogotá,  abril  28  de  1871. 
J.  Mendoza. — Jaoobo  Sánchez. — ^Aquileo  Pabra.^-D.  Viaka — M.  Yeebel. 

Majo  8  de  1871. — Secretaría  del  Senado. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  ha  sido  adoptado  por  el  Senado 
en  los  dos  debates  que  prescribe  el  Begiamento. 

El  Secretario,  Jdio  K  Pérez, 

Es  copia. — ^El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


Lxxxvn. 

iniUEDAlD  de  l««  incltofl  3.*  1 4.*  del  artlevlo  66, 1  1m  artfevlM  6^ 
171  de  la  leí  del  Estado  del  Tollmade  4  de  dlcleml^re  de  18T0, 1 
▼alldesE  de  los  demás  artfcalM  del  parágrafo  l.<»  delcapltnlo  7,» 

de  la  misma  leL 


AcxncBno  de  ia  SuPBxia  Cokce. 

Corte  Soprema  fedenil.--Bogotá,  14  detnarzode  1S71. 

José  Manuel  Paris  i  nueve  ciudadanos  mas  han  solicitado  de  este 
Supremo  Tribunal  la  suspensión  del  parágrafo  1.^  capítulo  7.°  de  la  lei 
orgánica  del  sistema  rentístico  del  Estado  del  Tolima,  de  4  de  diciem- 
bre de  1870,  que  trata  del  impuesto  sobre  los  licores. 

Los  artículos  66  i  67  de  la  espresada  lei,  de  los  cuales  son  desarro- 
llo los  68, 69,  70,  71  i  72,  i  a  que  también  se  estiende  la  solicitud  de 
suspensión,  dicen : 

**  Artículo  66.  El  impuesto  sobre  licores  graya  con  un  derecho 
cada  una  de  las  operaciones  siguiente^ : 

^*  1.^  lia  destilación  i  producción  del  aguardiente ; 

*'  2.^  La  introducción  del  aguardiente  destilado  en  el  Estado,  de 
un  distrito  parroquial  a  otro ; 

*'  3.^  La  venta  por  menor  o  en  porciones  que  no  alcancen  a  tres 
botellas ;  i 
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^*  4.*  La  introdaoeion  de  licores  eetranjeros  o  fabiicadoB  en  otro 
Estado. 

"  Articulo.  67.  El  derecho  sobre  la  producción  o  destilación  aeiá 
el  do  cincuenta  centavos  mensuales  por  cada  alambique  o  vasija  que 
pueda  producir  de  dos  a  seis  botellas  en  cada  operación,  cualesquiera 
que  sea  el  numero  de  operaciones  que  se  hagan. 

''ün  peso  por  cada  uno  de  los  que  puedan  producir  una  cantidad 
que  exceda  de  seis  botellas  i  no  pase  de  doce ;  i 

"  Dos  pesos  por  los  que  puedan  producir  una  cantidad  que  exceda 
de  doce  botellas  i  que  no  pase  de  una  cántara." 

Los  solicitante  atacan  estos  artícy^os,  sosteniendo  su  inconstita- 
cionalidad,  porque  dicen  son  contrarios  a  la  libertad  de  industria  i  a 
la  de  igualdad  garantizadas  en  los  incisos  9.^  i  10  del  artículo  15  de 
la  Constitución  nacional. 

En  cuanto  a  la  libertad  de  industria,  la  disposición  constitucional 
que  se  cree  atacada  dice :  "La  libertad  de  ejercer  toda  industria  i  de 
trabajar  sin  usurpar  la  industria  de  .otro,  cuya  propiedad  hayan  garan- 
tizado temporalmente  las  leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles,  ni  la 
que  se  reserven  la  ünion  o  los  Estados  como  arbitrio  rentístico  i  sin 
embarazar  las  vias  de  comunicacicn  ni  atacar  la  seguridad  i  la 
salubridad." 

Como  se  ve,  si  bieü  se  establece  la  libertad  de  industria,  ella  tiene 
la  espresa  limitación  que  se  refiere  a  las  industrias  que  se  reserven  los 
Estados  como  arbitrio  rentístico,  i  si  pueden  reservarse  una  industria 
estableciendo  un  monopolio,  con  mayor  razón  podrán  gravarla  deján- 
dola Ubre.  Basta  la  lectura  de  la  disposición  constihicional  que  se 
supone  violada,  para  convencerse  de  que  los  Estados  están  en  libertad 
de  gravar  la  industria. 

En  cuanto  a  la  garantía  de  la  igualdadi  no  es  aceptable  la  aivu* 
mentación  que  hacen  loa  solidjkantes ;  si  eUa  iuera  étaota,  se  estende- 
ría  a  todas  las  contribuciones^  pues  no  hai  una  sola  que  srave  igual- 
mente a  todos  los  ciudadanos.  El  mismo  ejemplo  de  que  ellos  se  viden 
demuestra  que  no  tienen  razón :  si  la  contnbucion  sobre  la  producción 
del  aguardiente  es  inconstitucional,  lo  seria  también  la  que  grava  el 
ganado,  la  de  papel  sellado  i  las  demás  que  no  pagan  todos. 

La  doctrina  establecida  por  la  Corte,  i  aceptad  por  el  Senado  en 
casos  semejantes  al  presente,  es  la  que  parece  mas  conforme  al  espí- 
ritu de  la  Constitución. 

"  La  garantía  de  la  igualdad  queda  satisfecha  desde  que  los  que 
se  encuentran  colocados  en  idéntica  situación  quedan  comprendidos  en 
el  pago  de  la  contribución  establecida." 

Esta  doctrina  qjue  cita  el  Procurador  nacional  es  exacta,  en  con- 
cepto de  la  Corte ;  si  de  otro  modo  fuera,  serian  mui  limitados  los  re- 
cursos que  se  dejaran  a  los  Estados. 

La  Corte,  en  atención  a  las  consideraciones  espucstas,  ha  resuelto, 
por  unanimidad,  no  acceder  a  la  solicitud  que  so  ha  hecho,  sobre,  sus- 
pensión de  la  lei  del  Tolima  citada  al  principio. 

Remítase  el  espediente  al  Senado,  dejándose  copia  de  esta  re-, 
solución. 

JiL  CoLüNJE. — JüAK  Agustín  Umcoechea. — ^M.  Mübitxo.— J.  -M. 
PÉiffiz,— José  M.Vill^mizab  G.  —  El  Secretario,  Ba/ad  E.  Santmder. 
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^Eñ  la  midma  léoha  notiñqné  la  recK^uoicm  oslerior  al  señor  Prootí* 
irador  jeneral.  —  QóiO^-- Santander^  Secretario. 

Es  copia.— Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal — ^Bogotá,  vein- 
titrés de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno. 

El  Secretario,  Bqfad  K  Saídander. 


Inxobhes  ds  ia  UAYoma  i  msoBiA  de  Ul  cobosiok  dbl  Senado. 

Infomw  tfe  la  mayoría. 

Honorables  Senadores- 

Los  señores  J.  Manuel  i  José  Joaquín  Paris  i  ocho  individuos 
mas,  ocurrieron  a  la  Suprema  Corte  federal  pidiéndole  la  suspensión 
del  capítulo  7.^  de  la  lei  orgánica  del  sistema  rentístico  del  Estado 
43oberano  del  Tolima,  sancionada  el  4  de  diciembre  de  1870,  por  creerle 
contrario  al  derecho  definido  en  el  inciso  9.%  artículo  15  de  la  Consti* 
tucion  nacional. 

La  Suprema  Corte  le  dio  vista  al  señor  Procurador  jeneral  de  la 
Hepública,  i  este  fnncionario  manifestó  que  no  creia  que  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  'citado  capítulo  7.°  de  la  referida  lei  fueran  in- 
constitucionales, i  se  abstuvo,  en  consecuencia^  de  coadyuvar  las 
pretensiones  de  los  peticionarios. 

La  Suprema  Corte,  por  auto  de  14  de  marzo  ultimo,  falló  por 
unanimidad,  de  acuerdo  con  las  opiniones  del  señor  Procurador, 
-absteniéndose  de  decretar  la  suspensión  pedida. 

El  asimto  ha  pasado  al  estudio  de  la  comisión  inspectora  de  los 
«ctos  de  las  Lejislaturas  de  los  Estados,  i  ella  cumple  su  deber  dándoos 
eí  presente  informe  i  proponiéndoos  lo  que  estima  justo. 

Los  argumentos  aducidos  por  la  Suprema  Corte  i  por  el  señor 
Procurador  jeneral  son  de  indisputable  fuerza  en  lo  que  se  refieren  a 
los  artículos  contenidos  en  el  citado  capítulo,  7.^  menos  al  marcado 
con  el  numero  71,  i  al  inciso  4.^  del  articulo  66»  i  la  comisión  se  limita 
a  reproducirlos. 

El  iiudso  9.^  del  articulo  15  de  la  Constitución  nacional  garantiza 
la líbertaa  de  industria;  pero  en  el  mismo  inciso  se  halla  la  limitación 
de  este  derecho,  limitación  que  les  permite  a  los  Estados  hasta  reser- 
varse en  su  propio  provecho,  i  como  arbitrio  rentístico,  el  ejercicio  de 
las  industrias  que  a  bien  tengan.  Es  indudable  que  gravar  una  indus* 
4ria  cualquiera,  o  su  ejercicio,  es  una  facultad  que  se  desprende  de  la 
de  reservarse  el  monoi)olio  de  esa  industria. 

Por  otra  parte,  si  todo  impuesto  se  mirara  como  una  restricción, 
como  nha  prohibición  del  ejercksio  de  una  industria  cualquiera,  los 
Estados  estarian  condenados  a  no  tener  impuestos  indirectos,  i  a 
carecer  de  los  recursos  necesarios  para  el  pago  oportuno  i  debido  dé 
los  gastos  públicos ;  i  en  tal  caso  no  podria  naber  gobierno,  i  los  dere- 
chos del  ciudadano  quedarian  sin  amparo  ni  protección. 

No  hai  impuesto  alguno  que  no  sea  una  restricción ;  el  carácter  del 
impuesto  es  esencialmente  restrictivo,  sea  que  grave  los  ca|)itales,  sea 
que  grave  la  renta,  sea  que  grave  los  consumos.  Si  a  la  hbertad  da 
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industria  se  le  diera  la  estension  (fie  pretenden  los  peticionarios,  todos 
los  impuestos  indirectos  serian  inconstitucionales.  Pero  la  libertad 
a^  entendida  nos  llevaria  al  absurdo.  ^ 

El  impuesto  que  cobra  la  Bepública  sobre  la  importación  de  mer- 
cancías estranjeras,  i  sobre  la  sal  que  se  produce  en  fas  salinas  nacio- 
nales, es  una  verdíulera  restricción ;  pero  ninguno  podría  sostener 
razonablemente  (jue  ese  impuesto  debe  desaparecer  por  la  sola  razón 
de  que  él  restrinjo  la  libertad  de  industria.  JBsta  libertad  no  implica 
en  mfiknera  alguna  la  exención  de  impuestos.  El  comercio  de  efectos 
importados  i  de  sales  es  ubre  en  la  iUepublica,  es  idecir,  pueden  ejer- 
cerlo todos,  no  obstante  el  impuesto  que  en  favor  de  la  Brepublica 
pagan  las  mercancías  importadas  i  las  sales. 

De  la  misma  manera  la  producción  de  licores  i  su  venta  es  libre 
en  el  Estado  del  Tolima,  es  decir,  pueden  ejercer  esta  industria  todos 
los  habitantes  de  aquel  Estado,  con  tal  de  que  paguen  cierto  impuesto  qae 

grava  proporcionalmente  aquellas  operaciones.  Que  el  impuesto  limite 
is  ganancias  de  los  que  se  consagren  a  esta  industria,  o  que  encarezca 
los  productos  i  sea  por  esto  gravoso  para  el  pueblo,  no  implica  la  pro- 
hibición de  ejercerla.  La  libertad  existe. 

Así,  pues,  la  comisión  no  cree  que  haya  razón  para  anular  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  capítulo  7.^  de  la  lei  citada,  con  escepcion 
de  la  del  inciso  4.°  del  artículo  66  i  del  artículo  71  que  le  es  correlativo. 

Por  estas  disposiciones  se  grava  la  introducción  de  licores  estran-. 
jeros  i  de  los  producidos  en  otros  Estados.  Bespecto  de  los  hcores 
estranjeros,es  claro,  conforme  al  inciso  4.°  del'artículo  8.°  de  la  Consti- 
tución, que  no  pueden  gravarse  con  impuestos  antes  de  haberse  ofrecido 
al  consumo ;  i  respecto  de  los  producidos  en  otros  Estados,  ya  el  Se- 
nado ha  resuelto  que  nó  puede  gravarse  la  introducción,  por  ser  con*' 
trario  al  inciso  5.°  del  mismo  artículo. 

Bespecto  de  la  primera  de  las  disposiciones  antes  citadas,  es  decir» 
del  inciso  4.^  del  artículo  66  de  la  lei  del  Tolima,  os  ha  elevado  una 
solicitud,  pidiéndoos  su  nulidad,  el  señor  Luis  S.  de  SBilvestre^i  otra  los 
señores  Mannsbach,  Deitelzweig  i  compañía,  i,  si  vosotros  adoptáis  la 
resolución  que  os  propone  la  comisión,  resolvereis  las  referidas  solici- 
tudes en  el  sentido  que  lo  desean  los  solicitantes. 

Por  estas  razones,  la  comisión  os  propone  el  siguiente  ptoyecto  de 

•  « 

besolügion: 

^'  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  déla  atribución  qne 
le  confiere  él  inciso  5.°,  artículo  61  de  la  Constitución  nacional,  anola 
el  inciso  4.^,  artículo  66,  i  el  artículo  71  de  la  lei  orgánica  del  sistema 
rentístico  del  Estado  soberano  del  Tolima,  sancionado  el  4  de  díoiem- 
bre  de  1870,  por  ser  contrario  a  los  üicisos  4.°  i  6.®  del  artículo  8.°  de 
la  misma  Constitución,  i  declara  válidas  las  demás  disposiciones  con- 
tenidas en  el  capítulo  7.^  de  la  referida  lei. 

Bogotá,  mayo  13  dei  1870. 

Honorables  Senadores. 
.  D.  VuNA.— J.  Mendoza.— Aqüileo  Pabra..— J.  Sánchez— Aotokio 
FeÍbo. 
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Informe  de  la  minoria. 

Oindadaixos  Senadores. 

El  capítulo  7.<»,  parágrafo  I.*»  de  la  leí  del  Estado  del  Tolima,  espe- 
dida en  4  de  díoiembre  de  1870,  orgánica  del  sistema  rentístíoo  del  Es- 
tado, ha  sido  deniuiciado  como  contrario  a  la  Constitución  nacional. 

El  capítulo  7.°  espresado  establece  d  impuesto  sobre  licores,  i  el 
sitíenlo  66  dice  lo  siguiente : 

"  El  impuesto  Eíobre  licores  grava  con  un  derecho  cada  una  de  las 
operaciones  siguientes : 

"1.»  La  destilación  i  producción  del  aguardiente ; 

'^  2.*  La  ifUroduodan  ad  agvardiente  destilado  en  d  Estado^  de  un 
distrito  parroquial  a  otro  ; 

*^  3.*  La  venta  por  menor  i  en  porciones  que  no  alcancen  a  tres 
botellas;  i 

"  4*  La  introdticcioft  de  licores  estranjeros,  o  fabricados  en  otro  EstadoJ'* 

Oonforme  al  artículo  8.^  de  la  Constitución,  el  derecho  que  tienen 
los  Estados  para  establecer  impuestos,  tiene  vajias  limitaciones,  i 
entre  ellas  la  de  no  imponer  etmtrimiciones  so6re  los  productos  que  tran- 
siten por  d  Estado  sin  destinarse  a  su  propio  consumo. 

lios  Estados  tienen,  ademas,  el  deber  de  reconocer  i  garantizar  el 
ejercicio  de  toda  industria  i  de  trabajar  sin  usurpar  la  industria  de 
otro,  cuya  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente  las  leyes  a  los 
autores  de  inventos  útiles,  nt  la  que  se  reserven  la  Union  o  los  Estados 
tomo  arbitrios  rentísticos  i  sin  embarazar  las  mas  de  comunicación. 

Tales  son  las  disposiciones  consignadas  en  los  incisos  6.^,  artículo 
8.^,  e  inciso  9.^  del  articulo  15  de  la  Constitución,  i  vuestra  comisión 
pasa  a  examinar  si  las  disposiciones  o  actos  lejislativos  acusados  son 
eontraríos  a  la  Constitución. 

Oravar  la  introducción  de  un  producto  de  Estado  a  Estado,  o  de 
distrito  a  distrito,  es  gravar  el  tránsito,  es  embarazar  las  vias  de  comu- 
nicación. 

El  derecho  de  consumo  que  los  Estados  pueden  imponer,  es  pre- 
ciso que  se  exija  en  alguna  de  las  operaciones  que  demuestren  que  el 
objeto  gravado  va  a  consumirse. 

•  Abí,  el  impuesto  sobre  el  desello  del  ganado  no  ha  tenido  obje- 
ción alguna ;  pero  el  que  imponía  la  misma  lei  del  Tolima  sobre  la 
introducción  del  ganado  mayor  fuá  anulado  por  el  Senado  por  resolu- 
ción del  presente  año  i  por  las  que  se  han  dictado  sobre  la  misma 
materia  en  años  anteriores. 

El  derecho  que  se  imponga  sobre  la  venta  del  aguardiente  tam- 
poco puede  objetara;  pero  el  q^ue  embarace  su  trasportación  de  Estado 
a  Estado  o  de  distrito  a  distrito,  no  puede  sostenerse  en  presencia  de 
las  disposiciones  constitucionales  citadas. 

Aun  cuando  el  Estado  se  hubiera  reservado  como  arbitrio  rentís- 
tico la  industria  del  aguardiente,  no  podría  gravar  el  tránsito  de  este 
producto,  porque  la  Constitución  quiere  que  estas  reservas  no  emba- 
racen las  vias  de  comunicación. 

Pero  si  el  Estado  del  Tolima  no  se  ha  reservado  la  industria  de 
prodoccion  i  espendio  del  aguardiente,  ha  debido  dejarlo  con  la  liber- 
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iad  <]u6  tienen  las  demás  industrias ;  i  no  se  comprende  cómo  pneds 
e3dstir  la  libertad  de  producir  i  Tender  licores  gravándose  la  producción, 
d  trasporte  i  la  venta.  Si  todas  las  industrias  estuviesen  sometidas  a 
tales  impuestos,  se  estinguirian  indudablemente. 

De  lo  espuesto  se  deduce :  1.°  que  son  nulos  los  incisos  2.^  i  4.^ 
del  artículo  66  citado,  i  nulos  también  los  artículos  69  i  71,  que  esta- 
blecen el  impuesto  i  modo  de  recaudarlo  ;  i  2.^  que  son  vflidas  hs 
demás  disposiciones  que  se  contienen  en  el  parágrafo  1.°  del  espresada 
capítulo  7.^  En  consecuencia,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguien- 
te proyecto  de 

HESOIiQGION : 

^*W  Senado  dePlenipotenciaríos»  eü  ejercicio  del  inciso  6.^,  artiea- 
lo  61  de  la  Constitución,  resuelve  : 

"1.^  Decláranse  nulos  los  incisos  2:^  i  4***  del  btÜooIo  66,  i  los 
artículos  69  i  71  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  orgánica  del  sistema 
rentístico  del  Estado,  espedida  en  4  de  diciembre  de  1870,  por  ser 
contraria  al  inciso  5.^  artículo  8.^,  e  inciso  9.^,  artículo  15  de  la  Oous- 
titucion ;  i 

*'  2.^  Decláranse  válidos  los  demás  artículos  dd  parágrafo  1.*^  del 
capítulo  7.°  de  la  misma  lei." 

Bogotá,  mayo  23  de  1871. 

J.  Sánchez. 


Secretaría  dd  Seriado  de  Plenipotenciarioa. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  ha  sido  aprobadp  por  el  Senado 
en  los  dos  debates  que  prescribe  su  Beglamento. 

Bogotá,  mayo  26  de  1871. 

El  Secretario,    Jvlio  E,  Pérez. 


Lxxxvm. 

lfCJL«TDAD  llevarlos  Incinos  del  artícvlo  3."  de  Im  leí  §^  del* 
Enfado  soberano  de  Boyac^,  de  6  de  novlf^mbre  do  1870. 


Acuerdo  de  ia  Supbema  Corte. 

Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  4  de  marzo  de  1871, 

El  Presidente  del  Estado  de  Boyacá  sancionó  el  6  de  noviembra 
liltimo,  bajo  el  mimero  LXXXVI,  nnalei  que  se  titala  ''adiciopal  i 
reformatoria  de  las  leyes  Y  i  XX,  sobre  ínstracdon  primaria  i  se- 
cundaría/' de  la  cual  hacen  parte  loa  dos  siguientes  artículos : 

'* Artículo  3.^  Es  de  cargo  de  la  Junta  jeneral  de  inaimccioo 
pública  primaria  i  secundaria:  1.^  Formar,  centralizar  i  publicar  la 
estadística  personal,  material  i  fiscal  de  los  colejios  i  escuelas  del 
jetado;  2,^  Sijar  los  textos  que  no  hubieren  sido  señalados* empresa- 
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mente  por  Ih  lei,  i  tmiíormar  los  métodos  de  su  ensoñanza;  3.^  Begla- 
mentar  el  servido  de  la  instmccion  de  las  escuelas  i  colejios;  4.^ 
Intervenir  en  la  averiguación,  reclamación  i  s^uridad  de  los  capitales 
pertenecientes  a  la  instrucción,  comunicando  ai  efecto,  en  oportunidad, 
las  instrucciones  i  órdenes  que  juzgue  necesarias;  5.^  Formar  el  rejís- 
tro  jeneral  de  los  capitales  aestinados  o  pertenecientes  a  la  instrucción, 
i  ejercer  la  suprema  inspección  sobre  la  recaudación  e  inversión  de 
sus  rentas;  6.  Crear  nuevas  escuelas;  7.^  Imponer  a  censo  los  capi- 
tales, de  conformidad  con  las  disposiciones  de  la  presente  lei;  8.^ 
*  Comprar  i  distribuir  los  útiles  que,  de  los  fondos  del  Estado,  deban 
distnbuinto  a  las  escuelas;  9.°  Mjar  el  sueldo  de  los  directores  de  las 
escuelas  públicas;  10.  Hacer  el  nombramiento  i  la  remoción,  en  su 
caso^  de  los  directores  de  las  escuelas  públicas;  11.  Nombrar  las 
personas  que  deban  recaudar  los  fondos  pertenecientes  a  la  instrucción^ 
pública,  i  señalarles  el  honorario  que  deba  corre^ponderles;  12.  Nom- 
brar los  catedráticos  i  demás  empleados  del  colejio  de  Jesus-María-i- 
José;  i  13.  Por  regla  jeneral,  todo  lo  correspondiente  al  ramo  do  ins* 
tracción  pública  del  Estado." 

'' Artículo  16.  En  el  Oolejio  de  Jesus~María-i-Jose  habrá  los 
mismos  empleados  i  las  mismas  cátedras  que  se  establecen  por  el  ar- 
tículo 14  de  esta  lei,  siempre  que  sus  fondos  especiales  fueren  suficien- 
tes ;  i  en  caso  de  que  no  lo  sean,  la  Junta  jeneral  de  instrucción  pública 
primaria  i  secundaria,  con  vista  de  los  fondos  efectivos,  determinará, 
tomando  siempre  por  base  lo  dispuesto  con  respecto  al  de  "Bojacá," 
los  empleados  que  debe  haber,  i  las  materias  que  deben  enseñarse." 

El  segundo  de  los  artículos  trascritos»  i  el  inciso  12  del  pri- 
mero, son  evidentemente  contrarios  al  inciso  11,  artículo  15  de  la 
Constitución  federal,  si  el  Oolejio  a  que  aquellas  dos  disposiciones  se 
refieren  es  un  establecimiento  de  carácter  privado ;  porque  el  citado  in^ 
oiso  11  señala,  éntrelos  derechos  individuales  que  pertenecen  a  los 
.  habitantes  i  transeúntes  en  los  litados  Unidos  de  (Jblombia,  "  la  li- 
bertad de  dar  o  recibir  la  instrucción  que  a  bien  tengan,  en  lod  esta- 
blecimientos que  no  sean  costeados  con  fondos  públicos ; "  de  modo  que 
esta  Corte  Suprema  parece  hallarse  en  el  caso  de  suspender  la  ejecu- 
ción de  tales  disposiciones,  por  haberlo  pedido  así,  en  memorial  fecha 
diez  de  enero,  varios  vecinos  de  Chiquinquirá,  a  quienes  apoya  el  Pro- 
oorador  jeneral  de  la  Nación,  diciendo  en  su  correspondiente  vista : 

"  El  motivo  que  tienen  para  hacer  esta  solicitud,  es  que  el  le^ 
jislador  de  Boyaca  interviene,  con  estas  disposiciones,  en  el  arreglo  i 
dirección  del  colejio  Jesus-María-i-José,  establecido  en  Chicjuinquirá,. 
i  que  es  de  fundación  particular,  como  lo  comprueban  los  peticionarios 
con  la  escritura  de  fundación  que  se  halla  publicada  en  el  número 
167  del  mismo  periódico  oficial. '  ("El  Boyacense.") 

La  solicitud  de  los  referidos  vecinos  de  Chiquinquirá,  que  lo  son 
los  ciudadanos  Nereo  Matallana,  Jesús  Mateus,  Vicente  Vargas,  Juan  N. 
Fajardo  i  Narciso  Vargas,  se  estiende  a  los  incisos  1.®,  2.°,  3.°,  4.°,  5.*^,  7.°, 
11  i  13  del  primero  de  los  artículos  copiados ;  i  acerca  de  esta  parte, 
el  Procurador  dice  que,  como  esos  incisos  "  están  redactados  de  una 
manera  tan  lata  que  puede  inferirse  que  en  sus  disposiciones  quedan 
comprendidos  los  colejios  de  carácter  particular,"  deben  estimarse  tam- 
bién, en  cierta  medida,  contrarios  al  constitucional  que  queda  inserto, 
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i  debe  ser  suspendida  sa  ejecución  **  en  cuanto  por  ellos  se.,  afectan  los 
establecimientos  de  instrucción  que  no  sean  costeados  con  fondos  pu- 
bUcos.". 

La  observación  que  hace  el  Procurador  sobre  los  incisos  última- 
mente citados  del  artículo  3.^  de  la  lei  de  Boyacá,  es  exacta.  No  lo 
seria  si  esos  incisos  fuesen  tan  solo  los  marcados  con  los  números  1.^, 
11  i  13,  en  que  se  habla  espresamente  de  "  los  colejios  i  escuelas  del 
Estado  "  o  de  "  la  instrucción  pública;"  o  si  en  todos  ellos  se  hiciese 
tma  especificación  semejante,  o  si  en  ninguno  de  ellos  se.  hiciese  la 
especincacion  j  pero  haciéndose  ésta  en  los  marcados  con  los  espresa-  ' 
dos  números,  i  nó  en  los  marcados  con  los  números  2.^,  3.^;  4.  ,  6.^  i 
7.^,  hai  motivo  fundado  para  creer  que  el  lejislador  bojacense  ha 
estralimitado  su  esfera  de  acción  en  la  materia.  La  Corte  se  halla, 
obli^da,  desde  luego,  a  decretar  en  esta  parte  la  suspensión  pedidal 
JPero  no  sucede  lo  mismo  respecto  de  la  otra.  Allá  se  trata,  en  e- 
fondo,  de  la  propiedad  sobre  el  "  Colejio  de  Jesus-María-i-José,"  pros 
piedad  que  parece  ser  disputada  entre  el  Estado  de  Boyacá  i  loo 
patronos  de  aquel  establecimiento;  i  siendo  así,  es  claro  que  respecte 
de  esa  otra  parte  la  Corte  no  está  llamada  a  ejercer  la  atribución  qus 
]é  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución  de  la  ünion,  porque  no  e- 
para  asuntos  de  naturaleza  contenciosa  para  los  que  aquella  atribu- 
ción ha  sido  conferida  a  este  Supremo  Tribunal,  según  lo  ha  hecho  él 
5 rósente  en  varias  resoluciones  que  ha  dictado  en  casos  análogos,- una 
e  ellas,  la  que  con  fecha  ci^toroe  de  octubre  de  mil  ochocientos  seten- 
ta se  halla  publicada  en  el  Diario  Oficial  número  2109,  motivada  p(« 
otra  lei  del  Estado  de  Boyacá,  también,  sobre  instrucción  primaria  i 
secundaria,  o  sea  la  XX,  una  de  las  dos  adicionadas  por  la  LXXXYL 
Ningún  mérito  puede,  pues,  dar  la  Corte  a  la  escritura  aducida  por  los 
solicitantes,  la  cual  no  tendría  alguno  efectivo  sino  pasando  .por  las 
formalidades  de  un  debate  judicial,  debato  que  no  encuentra  cabida 
en  el  br  eve  procedimiento  prescrito  para  suspender  la  ejecución  de  los  . 
actos  legislativos  de  los  Estados,  i  que  en  manera  alguna  es  de  ia  com- 
petencia de  los  Tribunales  de  la  Nación.^ 

Por  tanto,  no  se  decreta  la  suspensión  de  las  dos  disposiciones 
primeramente  mencionadas;  i  por  lo  tocante  a  las  otras,  o  sea  los  in- 
cisos I.*'  a  5.*^,  7.**,  11  i  13  del  referido  artículo  3.°,  sí  se  decrete,  en 
cuanto  ellos  afecten  los  establecimientos  de  instrucción  no  costeados 
con  fondos  públicos. 

Dése  cuenta  al  Senado,  comuniqúese  al  Presidente  del  Estado  de 
Boyacá,  i  publíquese. 

JtL  CoLUNJE. — Juan  Agustín  Urioobchea.  — M.  Muiollo.— José 
Maeíí  Villamizar  G. — J.  M.  Pérez.— El  Secretorio,  Rofad  E. 
Santander. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Procu- 
rador jeneral  de  la  Union.  — (Í5mez. — Santander,  Secretario. 

Es  copia. — Secretoria  de  la  Corte  Suprema  federal. — Bogotá, 
veintitrés  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno. 

El  Secretorio,    Rafad  E.   Santander. 
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Infobme  de  la.  comisión  del  Sünado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Abanos  vecinos  del  distrito  de  Chiquinquirá  han  pedido  nulidad 
de  los  siguientes  actos  lejislativos  del  Estado  de  Bo jacá  : 

1.0  Los  incisos  1.'%  2.<»,  3.' ,  4^5.^  7.^  11,  12  i  13  del  artículo  3,o 
de  la  lei  86,  sancionada  en  6  de  noviembre  de  1870 ;  i 

2.°  El  artículo  16  de  la  misma  lei. 

El  artículo  3."  es  el  siguiente : 

"•Art.  3.**  Es  de  cargo  de  la  Junta  jeneral  de  instrucción  pública 
primaria  i  secundaria  :  ' 

"  1.°  Formar,  centralizar  i  publicar  la  estadística  personal,  mate- 
rial i  fiscal  de  los  colejios  i  escuelas  del  Estado ; 

**  2."  Fijar  los  textoi^  que  no  hubieren  sido  señalados  espresamente 
por  la  lei,  i  uniformar  los  métodos  de  su  enseñanza  ; 

"3.^  Beglamentar  el  servicio  de  la  instrucción  en  las  escuelas 
i  colejios ; 

"  4.°  Intervenir  en  la  averiguación,  reclamación  i  seguridad  de  los 
capitales  pertenecientes  a  la  instrucción,  comunicando  al  efecto,  en 
oportunidad,  las  instrucciones  i  órdenes  que  juzguen  necesarias ; 

"  5.^  Formar  el  rejistro  jeneral  délos  capitales  destinados  o  perte- 
necientes a  la  instrucción,  i  ejercer  la  suprema  inspección  sobre  la  re- 
caudación e  inversión  de  sns  rentas ; 

"  6."  Orear  nuevas  escuelas ; 

**  7.^  Imponer  a  censo  los  capitales,  de  conformidad  con  las  dis* 
posiciones  de  la  presente  lei ; 

'^8.^  Comprar  i  distribuir  los  útiles  que,  de  los  fondos  del  Estado, 
deban  distribuirse  a  las  escuelas ; 

^*  9^  Fijar  el  sueldo  a  los  Directores  de  las  escuelas  publicas; 

**  10.  Hacer  el  nombramiento  i  la  remoción,  en  su  caso,  de  los 
Directores  de  las  escuelas  públicas ; 

**  11.  Nombrar  las  persoTias  qve  deban  reoavdar  los  fondos  pertene- 
cientes a  la  instrucción  pública,  i  señalarles  el  honorario  que  deba 
corresponderles ; 

'^  12.  Nombrar  los  oaJUdrátíeoa  i  demos  empleados  dd  Ocigio  de 
Jesus^Maria-^rJosé; 

"  13.  Por  regla  jeneral,  todo  lo  correspondiente  al  ramo  de  ins- 
trucción pública  del  Estado." 

El  artícxdo  16  es  el  siguiente : 

"  Artículo  16.  En  d  Üdejio  de  Jesus-Maria-t-José  habrá  los  rntsmos 
empleados  i  las  mismas  cátedras  que  se  estaUecen  por  d  articulo  14  (¿e  esta 
lei,  siempre  ave  stLS  fondos  especialesjfveren  si^cientes  ;  ien  caso  de  ^ve  no 
lo  sean,  la  Junta  jeneral  de  instrucción  publica  primaria  i  secundaria,  con 
vista  de  los  fondos  efectivos,  determinará,  tomando  siempre  por  base  lo  dis- 
puesto con  respecto  al  de  "  Boyacá,''  los  empleados  que  ad)e  haber,  i  las  wa- 
terias  que  deban  einseina/rsey 

La  doctrina  absoluta  consignada  en  los  incisos  1.^  a  5.^,  7.^  i  11 
del  citado  artículo  3.^,  es  opuesta  al  inciso  11  del  artículo  15  de  la 
Constitución,  porque  los  colombianos  tienen  el  derecho  "  de  dar  o  re^ 
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vibir  la  instrucción  que  a  bien  tengan  en  los  establecimientos  g/%  no  éean  co¿^ 
teados  oofíx fondos  piMicosJ" 

Bien  se  comprende  el  derecho,  o. mas  bien  el  deber  que  téngala 
autoridad  pública  de  dar  reglas  para  la  administración  de  los  estable- 
cimientos de  instrucción  pública,  fijar  los  textos  de  enseñanza,  deter- 
minar el  número  de  profesores,  intervenir  en  la  administración  de  los 
fondos,  &c,  &c,  <fec.  rero  en  las  instituciones  que  no  sean  costeadas 
con  fondos  públicos,  tal  intervención  es  un  atentado;  i  como  los  incisos 
citados  comprenden  a  los  institutos  ^ue  son  costeados  con  rentas  par- 
ticulares, es  claro  que  tales  disposiciones  son  contrarias  al  inciso  11 
del  artículo  15  de  la  Constitución,  en  cuanto  ordena  la  intervención  de 
la  autoridad  en  los  institutos  de  propiedad  pcurticular» 

El  inciso  12  del  artícido  3.°  i  el  artículo  16  laratan  del  nombra- 
miento de  profesores  i  demás  empleados  en  el  Colejio  de  Jesús-María 
i-Jos"^  i  de  la  designación  de  las  enseñanzas. 

Para  resolver  sobre  la  nulidad  de  estas  disposiciones,  seria  preciso 
que  se  comprobase  plenamente  que  el  referido  Colejio  de  Jesus-María- 
i-Jose  habia  vuelto  a  ser  un  establecimiento  privado  después  de  san- 
cionada la  lei  de  17  de  mayo  de  1836  (L.  5.',  P.2.',  T.  3.°  de  la  Iteco- 
pilacion  Granadina.) 

Esa  lei  declaró  que  el  espresado  Colejio  se  considerase  como  los 
demás  colejios  del  Estado,  i  que,  en  consecuencia,  la  sanción  de  sus 
reglamentos^  el  nombramiento  de  sus  superiores  (fec.  cfec,  se  hicieran  como 
lo  disponen  las  leyes  de  la  Bepúilica. 

En  el  mismo  año  ♦  se  cedieron  al  espresado  Colejio  el  edificio  del 
convento  que  se  suprimió  en  esa  ciudad  i  la  mitad  de  las  rentas  del 
mismo  convento  suprimido.  De  manera  que  la  espresada  lei  no  solo 
estinguió  los  estatutos  de  la  primitiva  fundación,  dd  mismo  nxodo  que 
se  estinguieron  los  conventos  menores,  sino  que  también  dio  lugar 
a  que  se  aumentasen  las  rentas  del  espresado  establecimiento  con 
los  bienes  que  se  cedieron  por  el  decreto  ejecutivo  de  9  de  julio  de  1836. 
Establecido  el  rójimen  federal,  los  institutos  de  instrucción,  coÉ*eados 
coD  fondos  públicos,  pasaron  a  ser  administrados  del  modo  como  lo 
determinasen  los  Estados ;  i  es  con  tú  fundamento  que  la  lejislatura 
del  Estado  de  Boy  acá  ha  estado  espidiendo  leyes  con  el  objeto  de  reji- 
mentar  el  Colejio  de  Jesus~Maria-i-José  de  CSiiquinqnirá. 

Hoi  se  controvierte  la  administración  de  este  Colejio  entre  las 
autoridades  del  Estado  de  Boyacá  i  los  que  se  titulan  ^atron(^  de  la 
fundación  que  se  estingnió  desde  1836,  i  esta  controversia  es  el  ún«K> 
hecho  que  aparece  demostrado  para  pedir  la  nulidad  de  las  disposi- 
ciones citadas. 

Si  el  Senado  decidiese  esta  nulidad,  resolvería  que  la  lei  nacional 
de  1836  estaba  derogada ;  que  loé  fondos  con  que  se  sostiene  ese  Cole- 
jio son  de  propiedad  particular,  apesar  de  haberse  estinguido  esa  fun- 
dación i  de  haberse  aplicado  a  ese  Colejio  la  mayor  parte  de  los  bienes 
del  convento  que  se  suprimió  en  esa  ciudad ;  i  que,  de  consiguiente,  el 
Estado  no  tenia  derecho  alguno  sobre  dicho  establecimiento. 

Pero  como  los  hechos  i  documentos  presentados  d^oiuestran  lo 
contrario,  o  por  lo  menos  es  mas  que  dudoso  el  derecho  que  aleguen 
los  titulados  patronos  do  la  estingwída  fundación,  es  claro  que  la  lei  de 
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Soyácá,  de  qae  dé  hace  mención,  ño  es  óontraris  a  la  Oonstitacion  ni  a 
las  lOTes  de  la  Bépúblioa. 

•En  fuerza  de  las  rabones  óspuestas,  el  miembro  de  la  comisión  qne 
suscribe  no  há  estado  de  acuerdo  con  sns  honorables  compañeros ;  i 
concluye  presentándoos  el  sigtdente  proyecto  de 

BSBOLÜÓtON: 

*^  El  Senado  de  Plenij^tendarios,  en  ejeroído  de  la  atribución  5.% 
artículo  51  de  la  Constitución  federal» 

SBSUELVB  : 

'^  1.^  Decláranse  nulos  los  incisoe  1.^  a  5.^,  7.^,  11  i  13  del  artículo 
3.^  de  la  leí  86  del  Estado  soberano  de  Boyacá,  sancionada  en  6  de 
noviembre  de  1870,  adicional  i  reformatoria  de  las  6/  i  20/,  sobre  ins- 
trucción primaria  i  secundaria,  en  cuanto  dichas  disposiciones  com- 
5 prendan  los  establecimientos  de  instrucción  que  no  sean  costeados  con 
Óndos  públicos ;  i 

^  2.^  Decláránse  yálidos  el  inciso  12  del  artículo  3.^  i  el  artículo  16 
de  la  misma  lei  citada,  por  cuanto  no  se  ha  comprobado  que  el-Colejio 
de  Jesus-María-i-José  de  Chiquinquirá  sea  un  establecimiento  de 
propiedad  particular  i  no  costeado  con  fondos  públicos. 

**  Comuniqúese  i  publíquese/'  ^ 

Bogotá,  18  de  mayo  de  1871.  Jaoobo  Sánchez. 


Secretaría  dd  Senado  de  Phnipoteíhiciañrioa* 

El  anterior  proyecto  de  resolución  ha  sido  aprobado  por  el  Se* 
aado  en  los  dos  debates  queprescribé  el  Reglamento. 
Bogotá,  mayo  26  de  1871. 

El  Secretario,  Jvlio  E.  Pérez. 


LXXXIX. 


▼AlilDXiSE  de  la  let  71  del  Estado  «obcrano  de  ttoryaed,  i  itiill« 

dad  de  lá  M  del  mlRttio  BMtoido. 

ACUSBDO  DE  ÍA  StJPBElCA  CoBTE. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  once  de  manso  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno. 

Pedida  por  el  Arzobispo  de  Bosotá  la  suspensión  de  las  leyes  qne 
bajo  los  números  71  i  85  sancionó  el  Presidente  del  Estado  de^óyadt 
en  26  de  octubre  i  4  de  noviembre  de  1870,  la  una  titulada  **  en  eje- 
cución del  parágrafo  del  artículo  23  de  la  Oonstíhicion  nacional,  i  por 
la  cual  se  ¿claran  nulas  ciertas  obligaciones,",  i  la  otra  ^'quedeélára 
ciertos  bienes  como  propiedad  de  los  distritos ;" 

Vistas  esas  leyes  i  oido  el  concepto  del  Procurador  general  de  la 
Nación,  favorable  a  la  solicitud  en  cuanto  a  la  segúáda,  mas  no  en 
cuanto  a  la  {)rimera ;  n 
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Be  acuerdo  los  cinoo  miembros  de  la  Corte  en  que  debe  ser  sus* 
pendida  la  leí  85,  porque,  al  mandar  asta  que  las  casas  cúrales  ee 
tengan  como  propiedad  de  los  distritos,  priva  de  esos  edificios  a  sus 
dueños,  sin  que  e&fta  medida  sea  motivada  por  algnna  de  las  causae^ 
que  determina  el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional ; 

Pero  haUándose  divididas  las  opiniones  de  los  cinco  Majistrados 
en  cuanto  a  la  lei  71,  en  térmiuos  ae  no  haber  unanimidad  para  la 
suspensión  ni  de  una  sola  de  las  disposiciones  que  ella  contiene,  segon 
aparece  de  los  respectivoer  votos  consignados  por  escrito, 

Se  está  en  el  caso  de  resolver,  i 

■ 

SE  BBST7ELVE  : 

No  hai  lugar  a  la  suspensión  de  la  lei  71. 

Suspéndese  la  ejecución  de  la  85,  por  ser  ésta  contraria  al  incisa 
5.^,  artículo  15  de  la  citada  Constitución. 

Comuniqúese  al  referido  Presidente,  dase  cuenta  al  Seiiado,*i 
publíquese. 

JiL  CoLUNJK.— Juan  Aoustin  Ubicoechea.— M.  MuBUiLa. — J.  ML 
Pébez.  —  José   MAsfA    Yillahizab  G. — El   Secretaria,    Eafad    E. 

Santander.     . 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor  Proca- 
rador jeneral  de  la  ünion.  ^ 

G<^MEZ — Santandery  Secretario. 

Es  copia.— Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal.— Bc^otá,  dies? 
i  ocho  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  uno. 

El  Secretario,   JRa/ad  K  Sardander. 


Voto  de  los  sefiores  Majistrados  Golux^e  i  Uriooecdiea» 

El  siguiente  proyecto  de  resolución  es  nuestro  voto  en  el  asunta 
de  que  trata : 

Con  fecha  26  de  octubre  de  1870,  i  bajo  el  número  71,  sancioné  el 
Presidente  del  Estado  de  Boyacá  una  lei  que  contiene  las  siguiente» 
disposiciones : . 

"  Art.  1.^  Hallándose  dispuesto  por  el  parágrafo  del  artículo  23 
de  la  Constitución  nacional,  que  todo  culto  se  sostenga  con  lo  que  los 
respectivos  relijionarios  summistren  voluntariamente,  está  prohibido 
a  todo  funcionario  público  o  autoridad  del  Estado  prestar  su  acción 
para  hacer  efectivo  el  pago  de  cantidades  que  directa  o  indirectamente 
tengan  port)bjeto  el  sostenimiento  de  un  cuitó,  o  que  tenga  por  orijen 
cualquiera  contribución  eclesiástica. 

''Art.  2.^  Serán  nulas  las  obligaciones  que  se  contraigan  coii  la& 
iglesias,  corporaciones,  entidades,  funcionarios  o  prelados  eclesiásticos, 
con  el  objeto  de  indemnizar  perjuicios  recibidos  por  la  lei  de  desamor- 
tización de  bienes  de  manos  muertas,  completar  el  valor  de  éstos  o 
reconocer  bajo  alguna  forma  cualquier  derecho  que  implique  el  de 
dominio  o  algún  otro  en  las  espresadas  ig|lesias,  corporaciones,  entida- 
des, funcionarios  p  prelados  eclesiásticos,  con  escepcion  de  los  que  se 
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le»  otorgan  por  el  decreto  de  9  dé  setiembre  de  1861,  sobre  desamorti- 
sacion  de  bienes  de  manos  muertas,  i  por  las  demás  leyes  que  con 
posterioridad  se  han  espedido  sobre  la  materia. 

^*  Art.  31^  Los  individuos  que  se  hagan  otorgar  documentos  por 
cantidades  destinadas  al  sostenimiento  del  culto,  con  el  objeto  de 
-eludir  las  disposiciones  de  esta  lei,  e  intenten  cobrarlos  judicialmente» 
serán  juzgados  por  el  delito  de  estafa,  i  castigados  de  conformidad  con 
el  Código  Penal. 

"  Axt.  4,°  La  persona,  natural  o  jurídica,  que  se  ha«a  otorgar 
documento  o  que  pretenda  cobrar  cantidad  alguna  por  cualquiera  de 
los  motivos  prohibidos  en  el  artículo  2.<>,  cometerá  el  delito  de  estafa^ 
i  por  él  será  juzgada  i  penada  conforme  a  las  leyes." 

Bajo  el  numero  85,  i  con  fecha  4  de  noviembre  del  mismo  año,  el 
mismo  Presidente  sancionó  otra  lei,  constante  de  dos  artículos^  que 
dicen  así : 

"Art.  1.^  Declaranseoomopropiedad.de  los  distritos  las  casas 
denominadas  "cúrales,"  que  no  siendo  de  particulares,hayan  sido  cons- 
truidas con  fondos  comunes  de  los  vecinos  de  los  respectivos  distritos 
para  servir  al  uso  o  habitación  de  los  párrocos. 

^  "Art.  2°  Las  municipalidades  dictarán  las  providencias  mas  con- 
venientes para  reglamentar  la  administración  i  conservación  de  tales 
edificios;  i  sus  usufructos  serán  destinados  esclusivamente  para  la  ins- 
trucción primaria  de  las  respectivas  localidades. 

"§.  Los  distritos  que  carezcan  de  locales  para  las  escuelas' podrán 
destinar  las  mencionadas  casas  para  tal  objeto." 

Estimando  contrarias  a  la  Constitución  nacional  las  disposiciones 
trascritas,  él  Arzobispo  de  Bogotá  se  dirijió  a  esta  Suprema  Corte,  én 
14  de  diciembre,  sohcitando  se  mandase  suspender  la  ejecución  de 
ellas ;  i  habiéndose  dado  vista  de  la  soUcitud  al  Procurador  jeneral  de 
la  Nación,  este  funcionario  la  devolvió  con  escrito  fecha  21  de  enero, 
apoyándola  en  cuanto  a  la  lei  85,  mas  nó  en  cuanto  a  la  71. 

La  Corte  no  está  enteramente  de  acuerdo  con  el  Procurador,  ni 
con  el  solicitante. 

Cree  ella,  como  ambos,  que  la  lei  85  es  contraria  a  la  citada 
Constitución;  i  cree  también,  como  el  segundo,  que  es  igualmente 
contraria  a  la  lei  nacional  de  29  de  mayo  de  1864, "  sobre  bienes 
desamortizados."     . 

La  lei  85  es  contraria  a  la  Constitución  nacional,  porque,  contra 
lo  establecido  en  el  inciso  5.°,  artículo  15  de  aquélla,  priva  de  la  pro- 
piedad sin  (jue  ello  sea  "por  pena  o  contribución,  jeneral,"  o  porque 
"  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  púbbca,  judicialmente 
declarado,^'  i  sin  el  requisito  de  "  previa  indemnización."  Verdad  es 
que  su  artículo  1.^,  que  es  el  que  contiene  la  disposición  fundamental 
en  el  asunto  a  que  ella  se  contrae,  habla  de  las  casas  cúrales  que 
** hayan  sido  construidas  con  fondos  comunes  de  los  vecinos  de  los 
respectivos  distritos,"  lo  cual  revela  que  el  lejislador  boyacense  no 
reputa  dueños  de  tales  edificios  a  los  católicos  en  cuyo  nombre  los 
poseen  los  respectivos  párrocos ;  pero  "  el  lejislador,"  como  el  Procu- 
rador lo  observa  en  su  vista,  "  no  tiene  facultad  para  decidir  de  la 
propiedad  por  medio  de  una  lei.  Si  los  distritos,  el  Estado,  o  cual- 
quiera otra  entidad,  se  creen  con  derechos  en  esas  casas^  deben  enta- 
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blar  su  reclamación  ante  el  Poder  Judicial,  i  éste,  dcRpaes  de  oir  a  los 
actuales  poseedores,  decidir  la  controversia." 

La  lei  85  es  contraria  a  la  nacional  de  29  de  mayo  de  1864,  ''sobre 
bienes  desamortizados,"  porqne  ésta,  al  esceptuar  de  la  desamortizar 
cion,  entre  otras  cosas,  **  las  casas  de  los  párrocos "  { inciso  !.**•  ar- 
tículo 2."),  reconoció,  por  el  mismo  hecho,  la  propiedad  délos  católicos, 
o  de  su  Iglesia,  sobre  tales  edificios.    I  no  se  S^  que  el  mismo  ar- 
tículo 2.^  declaró  que  los  bienes  esceptuados  contmuaiian  ''  a  cargo  de 
sus  anteriores  administradores,  o  délos  Estados,  según  su  Igidaeion^^ 
permitiendo  así  el  que  éstos  dispusiesen  de  ellos  como  tuviesen  a  bien; 
porque,  evidentemente,  la  libertad  de  acción  dejada  allí  a  esas  entida- 
des políticas,  según  las  palabras  marcadas,  no  se  refiere  a  clase  alguna 
de  los  objetos  eclesiásticos  que  allí  mismo  se  mencionan  (casas  dichas, 
casas  de  reunión  episcopales,  i  templos),  como  quiera  que  todos  ellos 
son  necesarios  al  servicio  del  respectivo  culto,  i  que,  pndiendo  dispo- 
ner de  ellos  los  Estados,  no  se  hallaria  debidamente  garantido,  para 
los  católicos,  el  derecho  que  consagra  el  inciso  16,  artículo  15  de  la 
Constitución  federaL    Tampoco  se  diffa  que  las  casas  cúrales  no  pue- 
den subsistir  como  propiedad  de  la  Iglesia  o  de  los  respectivos  feligre- 
ses, después  de  declarada,  por  el  artículo  6.°  de  la  misma  ConstitucioD, 
''  la  incapacidad,  en  las  comunidades,  corporaciones,  asociaciones  i  en- 
tidades reHjiosas,  para  adquirir  bienes  raíces  "  ;  porque,  evidentemente 
también,  semejante  incapacidad  no  se  refiere  sino  a  aquellos,  de  tales 
bienes,  que  se  hallan  en  el  comercio  de  los  hombres,  i  en  manera  siga- 
na  a  los  que  el  servicio  de  las  reUjiones  requiere  como  indispensables. 
A  no  ser  aiisí,  ni  aun  templos  podrían  poseer  las  diferentes  sectas ;  i  va  se 
ve- que  esto  equivaldría,  hasta  cierto  punto,  al  desconocimiento  d¿  den 
recho  aludido,  que  incluye  **  la  profesión  publica  de  cualquiera  relinon." 

Hai,  pues,  doble  mofdvo  para  estimar  inexequible  la  segun<^  de  las 
dos  leyes  contra  las  cuales  se  ha  reclamado. 

En  cuanto  a  la  primera,  la  Corte  no  cree,  como  el  Procurador,  que 
no  se  está  en  el  caso  de  ejercer  la  atríbucion  Cfxie  confiere  a  éste  Supre- 
mo Tríbunal  el  artículo  72  de  la  Constitución  dicha ;  pero  tampoco  cree, 
como  el  reclamante,  que  la  suspensión  deba  abrazar  todos  los  puntos 
que  la  lei  abraza. 

Por  lo  que  concierne  a  su  artículo  1 .°,  la  Corte  lo  creería  comple- 
tamente exequible,  si  ól  se  limitase  a  disponer  que  **  está  prohibido,  a 
todo  funoionarío  público  o  autorídad  del  listado,  prestar  su  acción  para 
hacer  efectivo  el  pago  de  cantidades  que,  para  objetos  cualesquiera  do 
un  culto,  se  digan  ser  de  cargo  de  alguno  o  algunos  de  los  respectivos 
relijionaríos,  en  su  Carácter  de  tales;  i  lo  creería  completamente  exe- 
quible si  éstos  o  semejantes  fuesen  sus  términos,  porque  entonces  él  se 
encontraría  en  perfecta  consonancia  con  el  parágrafo  del  artículo  23  de 
la  citada  Constitución,  parágrafo  que  dice  así : 

"Para  los  gastos  de  los  cultos  establecidos  o  que  se  establezoatt 
en  los  Estados  Unidos,  no  podrán  imjjonerse  contribuciones.  Todo 
culto  se  sostendrá  con  lo  que  ios  respectivos  relijionaríos  suministareu 
voluntaríamente." 

En  concepto  de  la  Corte,  el  principio  consignado  en  el  pará^afo 
inserto  es  el  de  que  las  ofrendas  para  los  cultos  jamas  caen  pajo  la 
acción  dd  Poder  civil. 
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Conira  eeia  manera  de  entender  el  parágrafo,  se  al^ :  qne  él 
habla  tan  solo  con  el  lejislador,  ''(jne  es  el  ánico  que  tiene  d.  poder  de 
dictar  leyes  imponiendo  contribuciones/'  a  efecto  de  prohibirle  que  las 
imponga  para  sostener  los  cultos :  que  su  parte  final  no  es  mas  que  un 
corolario  de  la  primera^  pues  la  consecuencia  de-  ésta  no  puede  ser 
otra  sino  que  toda  contribución  para  sost^ier  un  culto  sea  voluntaria; 
pero  que  ae  aquí  no  puede  deducirse  aue  la  Constitución  ha  querido 
anular  las  obligaciones  que  para  aquel  objeto  contraigan  voluntaria^ 
mente  los  relijionarios:  que  el  contrato  de  compraventa,  por  ejemplo, 
es  voluntario,  pues  la  lei,  que  da  reglas  para  celebrarlo,  a  nadie  le  un- 
pone,  como  precepto,  que  compre  o  que  venda  lo  que  no  quiere  vender 
o  comprar;  pero  que  no  por  eso  deja  de  surtir  sus  efectos  civiles,  desde 
que  se  perfecciona  Uenándose  todas  las  formalidades  que  la  lei  pres- 
cribe para  su  celebración;  i^  por  último,  que,  desde  el  momento  en  que 
la  lei  declara  nulas  las  obligaciones  que  tengan  por  objeto  dar  para 
el  sostenimiento  de  un  culto  una  parte  de  la  propiedad,  el  lejislador 
impone  a  ésta  un  límite  que  ataca  la  garantía  ofrecida  en  el  inciso  5.^, 
artículo  15  de  la  Constitución  citada. 

No  se  presenta  al  espíritu  de  la  Corte  como  una  cosa  induda- 
ble -  que  la  primera  parte  del  parágrafo  sea  tan  solo  una  advertencia  al 
lejislaaor,  a  fin  de  que  éste  sepa  que.no  debe  imponer  contribuciones 
para  el  sostenimiento  de  los  cultos  ni  de  culto  alguno ;  pero  es  lo  cierto 
que  esa' parte,  esplicada  i  complementada  por  la  segunda,  no  deja  duda 
en  cuanto  a  su  significación.  En  efecto,  de  que  toda  contribución 
(o  mas  bien  suminisiro^  pues  ésta  es  la  palabra  (^ue  la  Constitución  em- 

?lea),  para  sostener  un  culto,  deba  ser  voluntana,  no  se  deduce  que  la 
ionstitucion  ha  querido  anular  las  obligaciones  que  para  ese  objeto 
contraigan  voluntariamente  los  relijionanos;  pero  sí  se  deduce  que  no 
ha  querido  prestarles  el  apoyo  de  la  sanción  legal,  elevándolas  a  la  cate- 
goría de  obligaciones  civiles,  que  son  de  indeclinable  cumphmiento; 
Sorque  es  claro  que,  si  se  lo  prestase,  la  contiribucion,  el  suministro, 
ejeneraría  de  voluntario  en  lorzoso,  cuando  quiera  que  el  contribu-, 
yente  hubiese  dejado  de  tener  volundad  de  cumplir  lo  ofreoida  La 
comparación  ^ue  se  hace  con  el  contrato  de  compra-venta,  no  es  exacta. 
El  es  voluntario,  como  todos  los  contratos;  mas  la  entrega  de  la  cosa 
vendida  viene  a  ser  forzosa,  si  el  vendedor  la  rehusa,  porque  la  lei  no 
dice  que  sea  voluntaria  precisamente,  como  la  Constitución  dice  ^ue 
lo  sean  los  suministros  (entregas  de  ]as  cosas  ofrecidas  por  los  relijio- 
narios)  para  el  sostenimiento  de  los  cultos. 

La  Corte  creería  también  completamente  exequible  el  artículo  1.° 
de  la  lei  71  del  Estado  de  Boyacá,  sí  la  prohibición  que  él  contiene  se 
estendiese  tan  solo  al  pago  de  cantidades  procedentes  de  obligaciones 
nulas ;  pero  esa  prohibición  se  estiende  al  pago  de  todas  las  cantidades 
que  directa'  o  inturectamente  tengan  por  oojeto  el  sostenimiento  de  un 
eulto,  o  por  orí  jen  cualquiera  contribución  eclesiástica;  i  como  esta 
ampliación  carece  de  apojo  en  la  Constitución  referida,  es  claro  que 
quebranta  la  ohUgacion,  impuesta  a  los  Estados  por  ese  Código  en  su 
artículo  15,  de  garantir  la  propiedad.  Tal  es  el  caso,  por*  ejemplo, 
tratáhdose  de  cantidades  adeudadas  por  recaudadores  o  rematadores 
de  contribuciones  para  un  culto,  establecidas  por  la  respectiva,  Iglesia. 
Por  lo  que  concierne  al  artículo  SL^  del  mismo  acto  lejislativo,  la 
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Ck)Tt;e  lo  cree  exequible  en  cuanto  declara  "  nulas  las  obl^^iones  que 
se  contraigan  con  las  iglesias,  corporaciones,  entidades,  foncionarios  o 
prelados  eclesiásticos,  con  el  objeto  de  indemnizar  perjuicios  recibidos 
por  la  lei  de  desamortiz€icion  de  bienes  de  manos  muertas,'*  o  "  com- 
pletar el  valor  de  éstos ;"  pues  tales  obligaciones  envuelven  un  desco- 
nocimiento de  esa  lei,  i  este  desconocimiento,  como  el  de  todas  las 
leyes,  causa  daño  a  la  comunidad,  de  manera  que  no  puede  decirse 
garantido  por  el  inciso  3.^  del  citado  artículo  l6 ;  pero  no  lo  cree 
exequible  en  lo  que  sigue  declarando,  porque  no  es  cierto  que  las 
iglesias,  Ac.,  no  tengan  otros  derechos  que  "  los  que  se  les  otorgan  por 
el  decreto  de  9  de  setiembre  de  1861,  ^  sobre  desamortización  de 
bienes  de  manos  muertas,'  i  por  las  demás  legres  que  con  posterioridad 
se  han  espedido  sobre  la  materia."  Las  iglesias,  &c.,  tienen,  demás  de 
tales  derechos,  todos  los  que  la  Constitución  no  les  niega  ni  pueden 
negarles  las  le;^es ;  así  es  que  dicho  artículo  2.°  seria  completamente 
inobjetable,  a  juicio  de  la  Corte,  si  terminase  refiriéndose  a  cualquier 
derecho  negado  por  la  Constitución,  o  que  pudiera  negar  la  lei,  a  esas 
entidades. 

•  Por  lo  qae  concierne  al  3.°  i  al  4.",  este  Tribunal  no  alcanza  a  ver 
estafa  en  los  actos  de  que  ellos  se  ocupan,  pero  sí  hechos  que  la  lei  pue- 
de prohibir,  por  no  ser  inmunes  conforme  a  la  Constitución  nacional ;  i 
esto  basta  para  que  él  crea  exequibles  tales  artículos,  porque  lo  impro- 

Sio  de  la  denommacion  empleada  no  es  lo  que  podria  hacer  qíie  esas 
isposiciones  fuesen  contrarias  a  la  Constitución  o  a  las  leyes  nacio- 
nales j  sino  la  circunstancia  de  ser  inmunes  aquellos  hechos. 

A  mérito,  pues,  de  todo  lo  que  ha  venido  esponiendo  hasta  aquí, 
la  Corte  Suprema  federal 

BESUSLVE: 


1°  Suspéndese  la  ejecución  de  la  lei  de  4  de  noviembre  de  1870, 
número  85,  del  Estado  de  Boyacá,  ^*  que  declara  ciertos  "bienes  como 

Propiedad  de  los  distritos,"  por  ser  ella  contria  al  inciso  5.^,  artículo 
6  de  la  Constitución  de  la  tJnion. 

2.^  Suspéndese  la  ejecución  del  artículo  1.^  de  la  lei  de  26  de  octu- 
bre de  1870,  número  71,  del  mismo  Estado  de  Boyacá  (lei  dictada  ''  en 
ejecución  del  parágrafo  del  articulo  23  de  la  Constitución  nacional,  í 
por  la  cual  se  declaran  nulas  ciertas  obligaciones  " ),  en  cuanto  él  com- 
prende el  pago  de  cantidades  que  no  sean  de  las  que,  para  objetos 
cualesquiera  de  un  culto,  se  digan  de  cargo  de  los  respetivos  relijiona- 
ríos,  en  su  carácter  de  tales,  ni  de  las  que  procedan  de  las  obligaciones 
que  conf orine  a  la  misma  lei  queden  nulas ;  porque  tal  artículo,  en 
cuanto  comprende  el  pago  de  cantidades  de  oríjen  distinto  de  los  dos 
especificados,  es  contrario  a  la  obligación  de  garantir  la  propiedad, 
obligación  impuesta  a  los  Estados  por  el  artículo  15  de  la  misma 
Constitución. 

3.®  Suspéndese  la  ejecución  del  artículo  2.°  de  la 'misma  lei  71, 
desde  donde  dice :  "  o  reconocer  bajo  alguna  forma  cualquier  dercT- 
oho/'  hasta  el  fin  ;  porque  esa  parte  es  también  contraria  a  la  óbliga- 
cicMi  de  garantir  la  propiedad,  i  a  la  libertad  individual,  tal  como  la 
define  el  inciso  3.^  del  mismo  artículo  15. 


jyétíe  oueaita  al  Senado,  oomimíqaese  al  Presidente  del  Estado  de 
Boyacá,  i  pablíqnese. 

Bogotá,  11  de  marzo  de  1871. 

JiL  CoLUNJE— Juan  A.  Ubicobohba.  —  El  Secretario,   BqfaeL  F. 
Santander. 


Voto  de  los  flofiores  Magistrados  Uurillo  i  Vülamizar  O. 

Aceptamos  los  Majistrados  que  sascribiníos  el  proyecto  de  resolu- 
ción propuesto  por  los  Majistrados  señores  Colunje  i  Uricoecliea,  en 
cnanto  se  refiere  a  la  no  suspensión,  en  parte,  del  artículo  1.^  de  la 
lei  71  (año  de  1870)  del  Estado  soberano  de  Bo^acá ;  pero  no  opinamos 
por  la  suspensión  parcial  del  mismo  artículo,  ni  las  razones  que  moti- 
van nuestro  voto  en  lo  que  está  de  acuerdo  con  el  de  los  primeros,  son 
las  que  sirven  de  fundamento  a  éstos,  sino  las  que  pasamos  a  esponer 
brevemente. 

Aunque,  según  el  título  de  la  citada  lei  71  i  la  parte  motiva  de  su 
artículo  1.^,  ella  fu¿  espedida  '^  en  ejecución  del  parágrafo  del  artículo 
23  de  la  Constitución  nacional,"  es  lo  cierto  que  ni  este  artículo  ni  su 
parágrafo  imponen  a  las  Legislaturas  de  los  Estados  el  deber  de  dictar 
leyes  en  su  ejecución,  para  que  haya  de  examinarse  si  la  de  Bojacá 
es  congruente  o  nó  con  aquella  disposición  constitucional.  Semejante 
examen  seria  oportuno  i  aun  necesario  tratándose  de  una  lei  que  con- 
sagra el  principio  contrario,  el  de  la  eficacia  de  las  obligaciones  con- 
traidas para  proveer  al  sostenimiento  de  los  cultos  relijiosos:  entonces 
seria  forzoso  investigar  si  el  poder  de  los  Estados  para  lejislar  en  todo 
lo  concerniente  al  arreglo  de  las  relaciones  que  producen  derechos  u 
obligaciones  civiles  enfare  los  asociados,  se  halla  limitado,  i  hasta  dónde, 
en  lo  relativo  a  esas  relaciones  entre  las  iglesias  esMblecidas  o  que 
se  establezccm  en  el  país  i  los  respectivos  relijionarios. 

Por  lo  dicho,  i  atendido  el  contexto  del  artículo  14  de  la  Consti- 
tución, lo  que,  a  nuestro  juicio,  deba  averiguarse,  es  si  el  Estado  de 
Bojacá,  o  sea  su  Lejislatura,  obró  dentro  de  sus  facultades  constitu- 
cionales al  dictar  la  lei  en  referencia.  Pensamos  los  infrascritos  que  sí, 
en  fuerza  de  las  consideraciones  siguientes : 

La  prescripción  constitucional  de  reconocimiento  i  garantía  de  los 
derechos  inikianentes  del  individuo  no  va,  en  concepto  de  los  infrascri- 
tos, hast^  )a  obligación  en  el  Estado  de  establecer  los  medios  de  hacer- 
los efectivos.  Basta  ^ne  el  Estado  los  reconozca  i  respete ;  pero  es  Ubre 
de  protejerlos  o  pó,  i  en  el  primer  caso  obra,  nó  en  cumplimiento  de  un 
deoidr  legcJ,  sino  para  responder  a  una  necesidad  social  indeclinable  ; 

})uesto  que  es  condición  de  existencia  de  toda  sociedad  civilizada,  que 
os  miembros  de  ella  se  hallen  en  posesión  efectiva  de  sus  derechos  i 
se  sientan  eficazmente  amparados  por  el  poder  público,  cuyo  objeto,  si 
no  esdusivo,  sí  primordial,  es  el  de  dar  seguridad.  ¿I  quien  mas  com- 
petente para  escojitar  los  medios  adecuados  a  este  fin,  q[ue  el  mismo 
que  ha  de  recibir  los  beneficios  que  se  derivan  de  la  segundad,  o  sufrir 
los  males  consiguientes  a  la  falta  de  ella  ?  Por  eso  los  Estados,  al  pro- 
pio tiempo  que  se  reservaron  toda  la  suma  del  poder  inherente  al 
ejercicio  de  la  soberanía  interna,  se  comprometieron  también  a  organi- 
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zarse  conforme  a  los  principios  del  gobierno  popular,  electiTO,  represen- 
tativoy  alternativo  i  responsable ;  considerando,  sin  duda,  esta  forma  la 
mas  a  propósito  para  el  lo^o  de  los  fines  que  hacen  necesaria  la  ins- 
titución del  Gobierno.  En  virtad  de  tal  compromiso  auedó  encornuda- 
da al  paeblo  la  guarda  de  sus  propios  derechos,  i  el  cuidado  de  ase- 
gurarle el  goce  de  ellos. 

Creemos,  por  lo  mismo,  los  infrascritos,  que  el  único  llamado  a 
juzgar  de  la  conveniencia  o  necesidad  de  prestar  el  apoyo  de  la  fuerza 
social  para  mantener  al  ijidividuo  en  el  goce  de  sus  derechos,  asi  como 
para  determinar  los  casos  en  oue  lo  presta  i  las  condiciones  de  su 
intervención,  es  el  Estado.  Éf  puede,  para  valemos  de  un  ejemplo 
que  esplique  mejor  nuestro  pensamiento,  no  erijir  en  delito  el  robo ;  i 
por  absurdo  que  esto  parezca,  al  poder  federal  no  le  seria  dado  inteór- 
venir  para  protejer  la  propiedaa  abandonada  así  a  merced  de  los 
ladrones,  o  a  la  lei  del  mas  liierte.*  Del  mismo  modo,  decidir  si  convie- 
ne o  nó  dar  eficacia  legal  a  ciertas  fuentes  de  obligaciones,  entra  en  la 
supuesta  capacidad  de  los  Estados  para  gobernarse  a  sí  mismos  como 
entidades  soberanas.  Por  eso  los  Estados  pueden,  o  nó,  poner  bajo  el 
amparó  de  la  lei  los  contratos  ideatorios  i  dividir  las  obligaciones  en 
civiles  o  meramente  naturales,  es  decir,  en  las  que  no  se  adquiere 
derecho  para  exijir  su  cumplimiento,  pero  que  cumplidas  autorizan 
para  retener  lo  que  se  ha  dado  o  pagado  en  razón  de  ellas.  I  tal  es  el 
caso  en  la  lei  que  nos  ocupa  respecto  de  las  que  tengan  por  orijen  una 
ofrenda  de  carácter  relijioso. 

Así,  no  dar  sanción  legal  a  esa  como  a  cualquiera  otra  especie  dd 
obligaciones,  es  negocio  déla  privativa  competencia  del  Bstaob ;  i  por 
tanto,  la  disposición  que  nos  ocupa,  lejos  de  salir  evidentemente  de  la 
esfera  de  acdon  del  Estado,  es  rigurosamente  de  su  esdusiva  potestad. 

BogM,  11  de  nuozo  de  1871. 

José  Había  Yillauizab  G.— M.  Húbolo— El  Secretario,  Bc/ad 
K  Bantander. 


Voto  del  Mc^iatrado  doctor  Juan  Hsúiuel  Pérez,  respecto  de  la  sólióitud  del 

señor  Arzobispo  de  Bogotá  sobre  suspensión  de  las  leyes  711 86  del  Eirtado' 

de  Boyaoá,  espedidas  en  26  de  octubre  i  4  de  noviembre  de  Í870. 

Cuando  se  trata  de  contribuir  para  el  sostenimiento  de  un  culto, 
el  negocio  es  puramente  de  conciencia,  porque  es  consultando  sus 
dictados  que  el  mdividuo  debe  resolver  si  contribuye'  o  nó  para  tal 
objeto.  Ese  acto  debe  estar  exento  de  toda  clase  de  fuerza  o  estímulo 
oficial. 

Pero  una  vez  que,  libre  el  consentimiento  de  todo  coacción,  se  ha 
prometido  contribuir,  ofreciendo  una  cosa  cualquiera,  una  cantidad  de 
dinero,  por  ejemplo,  se  está  en  el  caso  de  una  obligación  civil  que  debe 
cumplirse  como  cualquiera  otra.  Ya  el  negocio  ha  salido  del  dominio 
esclusivo  de  la  conciencia  para  caer  bajo  el  de  la  lei;  i  ésta,  en  uñ! 
^rden  social  regularmente  establecido,  debe  protección  a  todos  lo* 
derechos  lejítimamente  adquiridos,  haciendo  eficaces  las  obligacionea 
que  les  son  correlativas. 
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* 

Qae  la  leí  se  retire  caando  se  trata  de  contraer  la  obli^ckm ;  qne 
líiegue  su  intervención  para  el  efecto  de  obligar  a  los  asociados  a  que 
sostengan  un  culto  determinado,  esto  se  comprende  bien ;  es  una  rigu- 
rosa consecuencia  de  la  absoluta  libertad  reujiosa  i  de  conciencia  que 
ha  consagrado  la  Constitución,  i  es  este  el  verdadero  sentido  del  pará- 
grafo del  artículo  23  de  aquel  Código. 

Pero  declarar  ineficaces,  como  lo  ba  hecho  la  Lejislatura  de  Bo- 
yaca  por  medio  de  la  leí  TL,  las  obligaciones  espontánea  i  libremente 
contraidas  para  un  objeto  o  con  un  na  relijioso,  por  personas  capaces 
de  prometer  i  de  obligarse,  eso  no  se  comprende,  ni  puede  aceptarse 
bajo  un  réjimen  liberal  i  justiciero  ;  porque  el  caso  es  el  de  un  contrato 
o  compromiso,  que  nada  tiene  j&  que  ver  con  la  inmunidad  de  la  con- 
ci^icia,  i  gue,  por  el  supuesto,  no  adolece  de  vicio  alguno  de  los  que 
anulan  o  mvahdan  el  consentimiento,  s^;un  las  reglas  jenerales  dé 
jurisprudencia  i  nuestras  leyes  civiles* 

Por  otra  parte,  a  toda  obligación  le  es  correlativo  un  derecho  ; 
este  derecho,  o  mera  esperanza,  si  se  quiere,  entra,  como  cualquiera 
oiax)  bien,  en  el  patrimonio  del  acreedor,  es  propiedad  suya.;  i  la  lei 
que,  sin  tener  nada  que  objetar  a  la  obligación,  ni  por  su  forma,  ni  por 
su  objeto,  desconozca  ese  derecho  i  le  niegue  su  protección,  es  una  lei 
contraria  a  la  garantía  de  la  propiedad,  una  de  las  muchas  a  cuyo 
reconocimiento  están  los  Estados  obligados  por  el  pacto  que  los  cons- 
tituye i  confedera. 

La  libertad  relijiosa,  garantizada  también  por  la  Constitución 
nacional,  ha  sido  igualmente  herida  por  el  lejislador  boyacense.  En 
efecto,  ¿  a  qué  queduaiá  reducida  esa  libertad  en  un  Estado  donde  a 
nadie  ligan  eficazmente  las  obligaciones  contraidas  en  favor  de  los 
cultos?  ¿Será  así  posible  el  ejercicio  de  éstos?  ¿Se  concibe  que  nada 
ni  naídie  pueda  estar  seguro  i  protejido  en  su  esfera  de  acción,  allí 
donde  sus  derechos  son  completamente  desconocidos?  ¿Qué  clase  de 
pioteécion  es  esa  ^  Con  la  misma  razón  de  prescindencia  absoluta  de 

Sarte  de  la  autoridad  en  los  asuntos  del  culto,  ¿no  podria  también 
eaconocerse  en  Boy  acá,  o  en  cualquier  otro  Estado,  ef  derecho  de  las 
comunidades  relijiosas  a  obtener  reparación  por  las  ofensas  o  daños 
xpe  sufrieran?  ¿1  no  quedarían  así^autorizados  muchos  actos  de  hos- 
tilidad, con  tal  que  la  víctima  escojida  fuera  un  culto,  o  sea  el  culto 
católico,  que  es  el  único  que  se  ejerce  en  este  país? 

I  esta  suposición  no  es  temeraria*  Atiéndase  a  que  esa  razón  de 
prescindencia  es  la  que  ha  servido  para  interpretar  el  parágrafo  del 
artículo  23  de  la  Constitución  federal,  en  eí  sentido  de  desconocer  los 
derechos  de  los  cultos  como  acreedores.  Así  también  se  puede  desco- 
nocer el  derecho  de  los  mismos  a  las  reparaciones  o  indemnizaciones 
aae  la  lei  concede  de  un  modo  jeneral  a  ios  demás  individuos  i  enti- 
adas  residentes  en  Colombia. 

Si  los  cultos  tienen  derecho  a  existir,  i  si  son  dueños  de  aquellas 
adquisiciones  que  la  lei  no  les  ha  vedado,  es  claro  que  el  Estado  que, 
como  el  de  Boyacá,  les  rehuse  el  oficio  de  sus  tribunales,  desconoce, 
en  vez  de  reconocer  i  garantir^  que  es  el  deber  constitucional  de  los 
£stadoB,  los  derechos  inmanentes  enumerados  en  el  articulo  16  de  1^ 
Constitución  federal.  18 
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Por  esto  el  infrascrito  no  ftoeptA  la  ieotía,  sostenida  por  dos  de 
los  señores  Májistrados,  de  qne  a  ios  Estados  les  es  potestativo,  i  na 
obligatorio,  el  recanocimiento  de  los  referidos  derechos. 

Sí  en  tin  Estado,  por  ejemplo,  i  adoptando  el  mismo  de  qne  liaee& 
nso  los  espresados  señores  Majislá-ados,  se  deja  de  ergir  el  robo  en 
delito,  ¿  podrá  decirse  que  en  dicho  Estado  está  reconocido  i  garanti- 
zado el  derecho  de  propiedad? 

Lo  que  deba  hacerse  en  el  caso  sopnesto,  no  lo  sabe  d  infrascrito, 
.porqne  dicho  caso  no  está  previsto  en  las  leyes,  seguramente  por  no 
haberlo  creido  posible  el  lejislador ;  pero  sí  se  alcanza  con  poco  esfuer- 
zo la  violación  de  una  de  las  condiciones  esenciales  de  la  Union  entre 
los  Estados. 

Por  las  consideraciones  qne  preceden,  el  infrasoíto  Magistrado  no 
ha  vacilado  en  negar  sa  voto  a  la  doctrina  qne  autoriza  la  vidadon  de 
las  promesas  i  la  ruptura  de  los  compromisos  por  la  sda  volun- 
tad de  las  personas  ooligadas,  opinando,  en  consecuencia,  que  debe 
suspenderse  la  lei  71  de  Boyacá,  espedida  en  26  de  octubre  de  1870* 

En  cuanto  a  la  85  del  mismo  Estado,  nada  tiene  el  infrascrito  que 
esponer  por  separado,  pues  ha  opinado,  como  los  demás  señores  Ma- 
jistrados,  que  dicha  lei  debe  ser  suspendida,  como  en  efecto  lo  ha  sído^ 
por  esto  Supremo  TribunaL 

Bogotá,  11  de  marzo  de  1871.  J.  M.  Pébez. 

El  Secretario,  Eafad  E.  Scrntander. 

Imfobub  0e  ia  oomsiOK  xxel  Sbnado. 

OLudadanos  Senadores, 

El  muí  reverendo  Arzobispo  de  Bpgotá  soEoitó  de  la  Boprem» 
Oorto  federal  la  suspensión  de  las  lejes  71  i  86,  espedidas  pto  laL^^»* 
latura  de  Boyacá  en  sus  sesiones  de  1870,  dennnciándoias,  la  primara 
como  contrana  al  articulo  23  i  a  los  incisos  S.^'  i  16  del  artículo  15  dé 
fa  Constítocion  de  la  Bepublica ;  i  la  segunda  tsomo  violatoria  del  mis- 
mo inciso  6.^  del  articulo  15  citado. 

El  JE^curador  de  la  Nación  pidió  la  suspensión  de  la  lei  85,  i  opi- 
nó por  la  validez  de  la  lei  71.  ^ 

La  Oorto  Suprema,  unánime  en  la  suspensión  de  la  lei  85,  se  divi-' 
dio  en  el  modo  de  apreciar  las  dis^siciones  de  la  lei  71.  Los  tres  to- 
ios  ¡emitidos  por  los  señores  Oolunje  i  üricoechea,  el  primero ;  por  los 
señores  Murillo  i  Yülamizar  ^llardo,  el  segundo,  i  por  el  señor  Fáré^ 
el  toroero,  dan  idea  de  la  gravedad  de  las  cuestiones  que  va  a  tesolver 
^  Senado. 

I. 

El  texto  de  la  primera  de  las  leyes  acusadas  es  el  siguiente : 
[*  Lei  LXXI,  en  ejecución  del  parágrafo  del  artículo  23  de  la  Cons- 
titución nacional,  i  por  la  cual  se  declaran  nulas  ciertas  óblig^iciones. 
*^  La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Bojacá 

begreta: 
''  Art.  1.^  HaUándoee  dispuesto  por  el  páiivfo  del  articulo  28  dd 
la  Oonstitucion  nacional,  que  todo  culto  se  sostenga  con  lo  qne  los 
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iqdo  tanoionarío  ptíblico  o  autoridiad  del  Estado  preistar  su  aocion  parat 
hacer  efectiyo  el  pago  de  cantidades  que  directa  o  indirectamente  ten^' 
gan  por  objeto  el  sostenimiento  de  un  culto,  o  que  tei^gan  por  oríjen 
caalqniera  contribacion  eclesiástica." 

II 

Se  sostiene  qae  este  aeto  lepslatiTO  es  contrario  a  las  siguientes 
disposiciones  constitacionales : 

1.^  Al  párrafo  del  artícnlo  23,  en  cnja  ejecndon  se  espidió  dicha  lei, 
porqm  el  espresado  párrafo  prohibe  al  lejislador  el  establecimiento  de 
contribncíones  para  el  sostemmiento  de  I09  cultos ;  pero  no  le  previene 
<pie  anule  las  obligaciones  ^ne  vdimJt<XTÍomefnJbe  contraigan  los  respec-, 
tiYos  relijioñaxios  para  la  existencia  de  los  mismos  cultos ; 

2.^  Al  inciso  0.^  del  articulo  15,  que  garantiza  el  derecho  de  pro- 
piedad, por  cnanto  dicha  lei  no  ampara  a  los  que  reclaman  el  cumpli- 
miento de  los  contratos  celebrados  para  el  sosxenimiento  del  culto,  ni 
a  los  prelados  que  exijan  con  derecho  los  fondos  recaudados  por  los 
rematisidorea  i  colectores,  provenientes  de  las  contribuciones  pagadas 
voluntariamente  por  los  religionarios ;  i 

3.^  Al  inciso  16  del  mismo  artículo  15,  porque  contraría  la  pro^ 
fesion  libre,  pública  i  privada  de  cualquiera  rehjion,  puesto  que  se 
le  quitan  los  medios  de  sostenerla  desde  que  la  autori^d  púbhca  no 
garantiza  la  eñeacia  de  las  obligaciones  que  contraen  los  miembros  de 
la  respectiva  comumon  rehjiosa. 

Antes  de  entrar  vuestra  comisión  en  el  examen  de  los  raciodnios 
¡precedentes,  preciso  es  fijar  la  intelijencia  del  artículo  16  de  la  Cons- 
titución i  la  estension  de  los  deberes  que  contraen  los  Estados  por 
dicho  artículo. 

Este  examen  es  necesario,  i  mucho  mas  desde  que  en  la  esposieion 
que  los  señores  Majistrados  Mmrillo  i  Yillamizar  Gallardo,  al  emitir  su 
voto  en  esta  grave  cuestión,^  se  consignan  los  siguientes  conceptos^: 

''La  prescripción  constitucional  de  reconocimiento  i  garantía  de 
los  derechos  inmanentes  del  individuo  no  va,  en  concepto  de  los  infras- 
critos, hasta  la  obligación  en  el  Estado  de  establecer  los  medios  de 
hacerlos  efectivos,  l^ta  que  el  Estado  los  reconozca  i  respete  ]  pero 
68  libre  de  prot^erloa  on¿,  i  en  el  primer  caso  obra,  no  en  cumplüniento 
de  un  deber  Ic^,  sino  para  responder  a  una  necesidad  social  indecli- 
nable ;  puesto  que  es  condición  de  existencia  de  toda  sociedad  civiliza- 
da, que  los  miembros  de  ella  se  hallen  en  posesión  efectiva  de  sus  de- 
rechos i  se  sientan  eficazmente  amparados  por  el  poder  público,  cuya 
objeto,  si  no  esclusivo,  sí  primordial,  es  el  de  dar  seguridad.  ¿  I  quién 
mas  competente  para  escojitar  los  medios  adecuados  a  este  fin,  que  el 
mismo  que  ha  de  recibir  los  beneficios  que  se  derivan  de  la  seguridad,  o 
sufrir  los  males  consiguientes  a  la  falta  de  ella  ?  Por  eso  los  Estados, 
al  proj^io  tiempo  que  se  reservaron  toda  la  suma  de  poder  inherente  al 
ejereicio  de  la  soberanía  interna,  se  comprometieron  también  a  orga- 
nizarse conforme  a  los  principios  del  gobierno  popular,  electiva,  repre- 
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Éentativo,  alternativo  i  responsable ;  considerando,  sin  duda,  esta  forma 
la  mas  a  propósito  para  ei  Ic^o  de  los  fines  que  hacen  necesaria  la 
institución  del  Gobierno.  En  virtud  de  tal  compromiso,  qnedó  eMxmenr 
dada  cd  pueblo  la  guarda  de  sus  propios  derechos,  i  d  cuidado  de  asegurarse 
d  goce  áe  eZíotf." 

"  Creemos,  por  lo  mismo,  los  infrascritos,  que  el  tínico  llamado  a 
juzgar  de  la  conveniencia  o  necesidad  de  prestar  el  apoyo  de  la  fuerza 
social  para  mantener  al  individuo  en  el  goce  de  sus  dereclios,  así  como 
para  determinar  los  casos  en  que  lo  presta  i  los  casos  de  su  interven- 
ción, es  el  Estado ;  él  puede,  para  valemos  de  un  ejemplo  que  esplique 
mejor  nuestro  pensamiento,  no  erijir  en  ddüo  d  robo;  i  por  absurdo 
que  esto  parezca,  al  poder  federal  no  le  seria  dado  intervenir  para 
protejer  la  propiedad  abandonada  así  a  merced  de  los  ladrones  o  la 
lei  del  mas  fuerte." 


Tuestra  comisión  cree  que  esta  teoría  se  opone  al  espirita  i  letra 
de  la  Constitución  federal. 

El  artículo  15  exije  como  "  base  esencial  e  invariable  de  la  ünion 
entre  los  Estados  el  reconocimiento  i  la  GABANTÍ A,  por  parte  del 
Gobierno  jeneral  i  de  los  gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados, 
de  los  derechos  individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  tran- 
seúntes en  los  Estados  Unidos  de  Colombia ;  "  i  en  los  16  incisos  que 
comprende  el  mismo  artículo,  se  enumeran  especialmente  los  espresa- 
dos derechos. 

Como  se  ve,  el  precepto  constitucional  comprende  no  solo  el  reco- 
nocimiento de  ios  derechos  inmanentes  del  individuo,  sino  también  la 
Sirantía  de  los  mismos  derechos  i  por  consiguiente  el  deber  de  los  go- 
emos  de  establecer  los  medios  necesanos  para  hecer  eficaz  esa 
garantía. 

No  basta  que  los  Estados  reconozcan  esos  derechos,  quedando  en 
libertad  de  protejerlos  o  nó,  como  opinan  los  señores  Majistrados  Murillo 
i  Villamizar  G.  Ni  es  menos  estraño  el  ejemplo  que  presentan  los 
mismos  señores  Majistrados  para  espücar  mejor  su  pensamiento,  sos- 
teniendo que  cualquier  Estado  puede  abstenerse  de  erijir  en  ddüo  d  roboj 
sin  que  al  jPoder  federal  le  sea  dado  intervenir  para  protejer  la  propie- 
dad abandonada  así  a  merced  de  los  ladrones. 

Este  modo  de  entender  la  Constitución  en  sus  mas  terminarte^ 
preceptos,  en  los  puntos  cardinales  de  la  organización  social  i  política 
creada  por  las  instituciones  vijentes,  es,  sin  duda,  una  de  las  causas 
de  que  se  desprestijie  la  obra  de  la  Convención  de  Rionegro,  i  se  rela- 
jen los  vínculos  de  la  unidad  nacional.  ¿Qué  misión  llenaría  esta  nacio- 
nalidad que  se  denomina  "Estados  Unidos  de  Colombia,"  si  los 
derechos  mmanentes  de  sus  miembros  no  fuesen  amparados  por  el 
Gobierno?  ¿A  qué  conduciría  el  reconocimiento  i  la  garantía  de  los 
derechos  del  hombre  en  la  Constitución  de  Rionegro  i  en  las  de  todos 
i  cada  uno  de  los  Estados  de  la  Union,  si  los  Gobiernos  no  tuvieran  el 
deber  de  ampararlos  empleando  la  fuerza  social  con  tal  objeto? 

¿Qué  significaría  el  derecho  de  propiedad,  si  el  robo  fuese  permitido; 
si  la  rapiña  fuese  un  medio  de  adquirir  el  dominio  de  las  cosas? 
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¿Qué  significación  tendrían  los  artículos  72  i  51  de  la  Constitución, 
qne  prescriben  la  interrencion  del  Gk>biemo  jeneral  en  todos  los  casos 
en  que  la  lejislacion  de  los  Estados  estralimite  sus  facultades  constitu- 
dónales  ? 

¿Es  que  la  Corte  Suprema^  suspendiendo  los  actos  lejislativos  que 
atacan  los  derechos  indÍTÍduales,  no  garantiza  i  ampara  estos  mismos 
derechos? 

'  ¿Es  que  el  Senado,  anulando  la  lejislacion  de  los  Estados,  en 
todo  cuanto  contraríe  la  Constitución  i  las  leyes  nacionales,  no  garan- 
tiza los  derechos  de  los  asociados  reconocidos  en  la  lei  fundamental  ? 

¿  Es  que  los  Estados,  anulando  los  actos  del  Congreso  nacional  i 
del  I^oder  Ejecutivo  de  la  Union,  que  ataquen  la  soberanía  de  los 
Estados  i  violen  los  derechos  individuales  garantizados  por  la  Consti- 
tución, no  cumplen  con  el  deber  de  amparar  esos  derechos? 

No  pueden  desconocerse  estos  preceptos  constitucionales,  i  por  lo 
tanto  no  están  en  libertad  la  Union  ni  los  Estados  de  prot^er  o  nó 
los  derechos  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transexmtes  en  los  Es- 
tados Unidos  de  Colombia,  porque  en  todos  los  casos  en  gue  las  leyes 
violen  esos  derechos,  la  Constitución  impone  a  los  respectivos  poderes 
públicos  el  deber  de  anular  esos  actos  lejislativos. 

De  consiguiente,  los  Estados  tienen  el  deber  estricto  de  garantizar 
en  su  lejislacion  la  eficacia  de  los  derechos  de  los  asociados,  no  sola 
porq^ue  así  lo  exije  esta  necesidad  social,  que  es  el  objeto  principal  del 
Gobierno,  sino  porque  las  instituciones  vijentes  lo  ordenan  termi- 
nantemente. 


Esta  doctrina,  que  para  vuesla'a  comisión  ed  inconcusa,  no  va, 
sm  embargo,  hasta  el  estremo  de  prescribir  a  los  Estados  la  determi- 
nación de  los  medios  conducentes  al  cumplimiento  del  artículo  15  de 
la  Constitución.  Los  Estados  están  en  plena  libertad  de  elejir  los 
medios  de  llenar  ese  deber,  i  en  la  elección  de  esos  medios  pueden 
obrar  «n  toda  la  latitud  que  tienen  como  lejisladores. 

Nadie  duda  que  los  Estados  pueden  declarar  qué  clase  de  actos 
humanos  deben  considerarse  como  obligaciones,  i  cuáles  los  que  por 
«H  naturaleza,  objeto  i  personas  que  las  contraen  deban  tener  eficacia 
legal. 

En  este  punto  los  señores  Murillo  iYillamizar  G.  esponen  la 
doctrina  constitucional  de  un  modo  claro  e  incontrovertible. 

Ellos  dicen:  "Por  eso  los  Estados  pueden  o  nó  poner  bajo  el 
amparo  de  la  lei  los  contratos  aleatorios,  i  dividir  las  obligaciones  en 
civfles  o  meramente  naturales,  es  decir,  en  las  que  no  se  adquiere 
derecho  para  exijir  su  cumplimiento." 

Al  aceptar  vuestra  comisión  esta  doctrina,  solo  tiene  que  agregar 

aue  no  es  un  principio  nuevo  en  la  leiislacion  el  desconocimiento  legal 
6  las  obligaciones  provenientes  de  la  presión  relijiosa  que  sobre  la 
conciencia  de  los  crecentes  dercen  los  ministros  del  culto  o  sus  ajen- 
tes.  Los  reyes  católicos  de  España  prohibieron  con  penas  severas  las 
mandas  i  donaciones  que  los  penitentes  hiciesen  a  sus  confesores,  igle- 
sias i  conventos  del  instituto  de  estos,  porque  creyeron  prevenir  así  los 
excesos  de  la  ambición  humana,  que  corrompía  ío  mas  sagrado,  i  pro- 
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tejer  Iob  derecho?  de  los  lejítímos  herederos,  la  jorisdiccion  rea}  i  los 
f  aeros  de  la  real  hacienda.  Esta  leí,  que  es  el  aato  acordado  3.^,  títalo 
10,  Ubro  5.^,  Beoopilacion  Castellana,  estuvo  vijente  en  Colombia  ha^ta 
que  se  estableció  el  réjímen  federal,  i  ha  sido  aceptada  en  la  lejisladon 
de  machos  Estados  de  la  Union. 

Los  Estados  que  en  su  lejislacion  declaren  que  no  pueden  obI>- 
garse  legalmente  los  menores  de  cierta  edad,  los  dementes,  los  despo- 
sados entre  ellos  mismos,  los  cónjujes,  los  jugadores,  los  relijionanos 
en  los  objetos  relativos  a  sus  creencias,  i  en  jeneral  todos  los  que  estén 
influenciados  por  alguna  causa  que  restrinja  su  libertad  de  obrara  los 
Estados,  decimos,  que  en  sus  leyes  desconozcan  estas  clases  de  com- 
promisos, Lijos  de  atacar  el  derecho  de  propiedad,  lo  protejen  eficaz- 
mente, porque  ponen  este  derecho  no  solo  bajo  la  salvaguardia  de  la 
lei,  sino  también  bajo  el  amparo  de  la  libre  i  espontánea  voluntad  de 
los  que  están  en  capacidad  de  disfrutarlo. 

i)e  consiguiente,  la  lei  71  de  Boyacá,  que  prohibe  a  todo  funcio- 
nario público  prestar  su  acción  parahacer  efectivo  el  cumplimiento  da 
las  obligaciones  contraidas  para  sostener  los  gastos  de  \o^  cultos^  es 
completamente  arreglada,  no  solo  a  las  instituciones  vijentes,  sino  tam- 
bién a  los  principios  de  lejislacion  universal. 

La  conciencia,  no  la  lei,  debe  ser  la  sanción  de  los  comprovusos 
que  se  contraen  en  materia  de  relijion. 

Las  obligaciones  que  contraen  los  relijionanos  de  sostener  el  culto 
de  sus  creencias  son,  como  los  votos  monásticos,  compromisos  para 
con  el  Ser  Supremo  a  auien  se  dirijen ;  i  así  como  seria  absurdo  obli- 
gar a  los  miembros  de  las  comunidades  relijiosas  a  observar  las  realas 
de  su  instituto,  del  mismo  modo  seria  estraño  que  la  autoridad  pública 
interviniese  en  hacer  eficaces  los  compromisos  que  en  materia  oe  relí- 
jion  contrajesen  los  habitantes  i  transeúntes  en  Colombia,  mediando  la 
completa  libertad  de  profesan  la  reliiion  que  a  bien  tengan,  con  tal  d0 
que  en  su  ejercicio  no  ataquen  la  soberanía  nacional  ni  oompvametio^ 
la  paz  pública, 

Esta  libertad  de  profesar  cualquiera  especie  de  relijion,  supone  el 
cambio  de  creencias ;  i  nada  seria  mas  injusto  que  obligar  a  un  individuo 
a  sostener  el  culto  de  la  relijion  que  hubiera  abandonado.  Esto  8er¡% 
obligarlo  a  profesar  i  mantener  la  relijion  que  su  conciencia  hubiere^ 
rechazado. 

IV. 

Con  lo  espuesto  se  han  contestado  esplícitamente  los  raciodnios 
empleados  por  el  mui  reverendo  Arzobispo  para  denunciar  como  iz^cons- 
titucional  la  lei  71  del  Estado  de  Boyacá. 

No  obstante  esto,  vuestra  comisión  va  a  ocuparse  de  ellos. 

1.^  Se  sostiene  que  la  espresada  lei  es  contraria  al  parágrafo  dd 
artículo  23  de  la  Constitución,  en  cuya  ejecución  se  dicto  ;  i  para  de* 
mostrar  que  no  existe  esa  contrariedad,  basta  leer  el  citado  parágrafo. 

"  Para  los  gastos  de  los  cultos  establecidos  o  oue  se  establezcan 
en  Colombia,  no  podrá  imponerse  contribuciones.  Todo  culto  se  sos- 
tendrá con  lo  que  los  respectivos  rehjionarios  suministren  vohm- 
tariamente" 

Aun  cuando  los  Estados  no  tuvieran  la  fáonttad  de  determinar 
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qxd  actos  eanstitayen  las  obligaciones  legales,  bastaría  la  disj^K^eion 
coustitiioional  qae  precede,  para  escluir  la  intervencicm  de  la  aütOTidad 

Íública  en  el  pi^o  de  las  contribuciones  para  los  gastos  de  loé  coitos, 
ístos  deben  sostenerse  con  suministros  voluntarios^  i  perderían  este 
carácter  desde  el  instante  en  que  la  lei  los  hiciese  obligatorios  o  forzosos. 

De  consiguiente,  lejos  de  violar  la  lei  71  de  l^oyacá  el  párrafo 
oonstituoional  que  se  ha  insertado,  lo  aplica  debidamente. 

2.^  Se  acusa  a  la  lei  de  Boyacá  como  contraria  al  inciso  5.^  del 
artículo  15  de  la  Constitución,  que  dice: 

"5.*  La  propiedad;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  sino  por 
"pena  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  lejes,  o  cuando  así  lo 
"e^ja  un  ^ave  motivo  de  necesidad  publica,  judicialmente  declarado 
"i  previa  indemnización. 

"En  caso  de  guerra,  la  indemnización  puede  no  ser  previa,  i  la  ne- 
"cesidad  de  la  espropiacion  puede  ser  declarada  por  autoridades  que 
"no  sean  del  orden  judicial. 

"§.^  Lo  dispuesto  en  este  inciso  no  autoriza  para  imponer  pena 
"de  confiscación  en  ningún  caso." 

Si  la  lejislacion  de  los  Estados  puede  determinar  los  medios  de 
adquirir,  i  desconocer  todos  aquellos  en  que  interviene  la  violencia, 
el  temor,  la  relijion  o  alguna  de  las  pasiones  que  restrinjen  la  libertad 
hxcmaina,  no  hed  razón  a^una  para  sostener  que  la  lei  de  Boyacá  viole 
el  derecho  de  propiedad ;  por  el  contrario,  será  amparado  encazmente 
negaar  la  fuerza  social  en  estos  casos,  a  fin  de  que  la  riqueza  pública 
no  se  disipe,  ni  la  propiedad  particular  se  acumule  en  manos  de  los 
^euinistros  de  los  cultos. 

Lo  repetiremos  una  vez  mas :  la  conciencia,  no  la  lei,  debe  ser  la 
Isancion  que  obligue  a  los  relijionarios  a  cumplir  con  los  deberes  que 
les  impongan  sus  respectivas  creencias. 

Lhnosna  es  el  nombre  que  la  Iglesia  católica  da  a  las  oblaciones 
de  sus  fíeles ;  i  desde  el  instante  en  que  la  lei  la  hiciese  obligatoria^ 
tMUDibiaria  de  carácter :  no  seria  limosna,  seria  impuesto, 
i       3.^  Mucho  menos  se  opone  la  lei  de  Boyacá  al  inciso  16  del  $a^ 
tíetúo  15  de  la  Cionstítucion,  que  dice  : 

•*  La  profesión  libre,  núbnca  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con 
tal  t¡Qe  no  se  ejecuten  hecnos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional, 
ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública." 

"  El  ejercicio  libre  de  una  rehjion  comprende  la  práctica  del  culto 

SúbUoo,  la  enseñanza  i  predicación  de  su  doctrina,  la  administración 
e  los  sacramentos,  los  ntos,  bendiciones,  exorcismos  i  todas  las  prác- 
iiéas  que  no  sean  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  o  que  tengan 
por  objeto  turbar  la  paz  pública," 

En  estos  téminos  aprobó  el  Senado  el  informe  de  la  comisión  de 
inspección  de  actos  lejislativos  de  los  Estados,  cuando  resolvió  la  vali- 
dez de  la  lei  de  Oundmamarca  que  adjudicó  la  administración  de  los 
cementerios  a  las  corj>oraciones  municipales.  La  misión  del  lejislador 
tonsiste  én  reconocer  i  garantizar  el  derecho  que  comprende  todos  los 
objetos  espresados,  sin  obligar  a  los  reUjionarios  a  la  ejecución  de 
ningún  acto  relativo  a  sus  creencias. 

Si  la  leí  hiciese  eficaces  los  compromisos  que  se  contrajesen  para 
Sost^snet  Im  cultos,  con  la  misma  razón  con  que  obligara  a  pagar  las 
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limosna?  o  impuestos  respectiyos,  obligaría  iambien  a  admiubtrar  i 
recibir  los  sacraiaentos,  aun  cuando  los  relijionarios  hubieran  cam- 
biado  de  creencias;  i  bien  se  comprende  a  cuantos  absurdos  conduciría 
la  intelijencia  de  la  Constitución  nacional  en  el  sentido  que  se  acusa 
la  leí  de  Bojacá. 

Espuesta  la  doctrina  constitucional  del  modo  como  vuestra  comi- 
sión la  comprende,  i  contestadas  las  obserraciones  que  el  mui  reve- 
rendo Arzobispo  ha  hecho  a  la  lei  71  de  Boyacá,  os  propone  que 
declaréis  su  validez. 

V. 

La  lei  85,  que  también  ha  sido  acusada  por  el  mui  reverendo 
Arzobispo,  dice: 

''Art.  1.^  Decláranse  como  propiedad  de  los  distritos  las  casas 
denominadas  "cúrales"  que,  no  siendo  de  particulares,  hayan  sido 
construidas  con  fondos  comunes  de  los  vecinos  de  los  respectivos  dis- 
tritos para  servir  al  uso  o  habitación  de  los  párrocos. 

"Art.  2.°  Las  Municipalidades  dictarán  las  providencias  mas 
convenientes  para  reglamentar  la  administración  i  coDservacion  de 
tales  edificios;  i  sus  usufructos  serán  destinados  esclusivamente  para 
la  instrucción  primaria  de  las  respectivas  localidades. 

"  §.  Los  distritos  que  carezcan  de  locales  para  las  escuelas,  podrán 
destinar  las  mencionadas  casas  para  tal  objeto." 

Este  acto  lejislativo,  que  la  Corte  ya  ha  suspendido,  debe  ser 
anulado  por  el  oenado,  porque  es  contrario  al  artículo  2.^  de  la  lei 
nacional  de  29  de  mayo  de  1864,  sobre  bienes  desamortizados,  cuyo 
tenor  es  el  siguiente: 

**  Art.  2.^  Esceptuanse  de  la  adjudicación  de  que  trata  el  articulo 
anterior,  los  bienes  que  se  espresan  en  seguida,  los  cuales  continuarán 
a  cargo  de  sus  anteriores  administradores,  o  de  los  Estados,  segon  su 
lejislacion : 

''  1.^  Los  edificios  destinados  inmediata  i  directamente  al  servicio 
u  objeto  de  la  fundación  o  instituto,  como  los  templos,  cementerios, 
casas  de  reunión,  episcopales  i  municipalidades,  colejios,  hospitales, 
hospicios,  mercados,  cárceles,  penitenciarías  i  casas  de  corrección ;  i, 
por  razón  de  oficio,  los  que  sirvan  al  objeto  de  la  institución,  como  las 
casas  de  los  párrocos,  de  los  majistrados,  i  locales  de  las  oficinas  publicas; 

*^2.°  La  jeneralidad  de  los  bienes  de  cualquiera  clase,  capitales  i 
rentas  pertenecientes  a  los  establecimientos  de  educación  primaria  i 
secundaría,  sea  cual  fuere  su  denominación : 

'*  3.^  Los  capitales  en  dinero  puestos  a  interés  por  tiempo  limitado, 
de  los  que  derivan  los  Estados  o  los  distritos  rentas  para  el  el  sosteni- 
miento de  hospitales  o  establecimientos  semejantes  de  beneficencia  i 
caridad." 

La  lei  de  bienes  desamortizados  que  adjudico  a  la  Nación  todaia 
las  propiedades,  derechos  i  acciones  que  pertenecían  a  las  entidades 
conocidas  bajo  la  denominación  de  "  manos  muertas,"  esceptuó  algunos 
de  esos  bienes,  dejando  unos  a  car^o  de  sus  anteriores  administradoreSj 
i  otros  a  los  Estados,  según  su  lejislacion. 

Los  Estados  tenían  que  lejislar  sobre  todo  lo  relativo  a  instrucción 
pública,  caridad  i  beneficencia,  pero  no  se  les  concedió  el  derecho  de 
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g disponer  de  esos  bienes  que»  yor  raaon  de  afidoy  debían  continuar  a  car- 
)  de  los  respecÜYOs  administradores,  para  que  sirviesen  al  objeto  de 
institución,  como  las  cxuo»  ¿fe  hs  'pwrroooB^  esceptuadas  espresamente 
por  el  inciso  1.^  del  artículo  2.^  citado. 

La  leí  de  Boyacá  aplica  a  la  instrucción  primaria  las  cajña»  de  los 
párrocos,  cambiándoles  el  objeto  de  su  institución ;  de  consiguiente,  ba 
violado  la  leí  nacional  citada. 

En  consecuencia  de  todas  las  razones  espuestas,  vuestra  comisión 
os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

BSSOLUOION: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  del  inciso  5.^,  ar-- 
tíoulo  51  de  la  Constitución, 

BESU£LV£ :     * 

1."  Declárase  válida  la  leí  71  del  Estado  de  Boyacá  espedida  en 
ejecución  del  artículo  23  de  la  Constitución,  i  por  la  cual  se  declaran 
nulas  ciertas  obligaciones ; 

2.^  Declárase  nula  la  leí  86  del  mismo  Estado  de  Boyacá,  que 
declara  ciertos  bienes  como  de  propiedad  de  los  distritos. 

Publíquése  i  comuniqúese. 

Bogotá,  abril  8  de  1871.  Jagobo  SaKohez. 

Secretaría  del  Senado. — Mayo  28  de  1871. 

Las  anteriores  resoluciones 'las  adoptó  el  Senado  de  Plenipoten- 
ciarios eA  los  dos  debates  que  ordena  su  TXé^mexito.^-Jtdto  E.  Pérez. 


Infobme  de  la.  matobu  db  XíA  comisiok  del  Senado. 

Oiudadanos  Senadores  Plenipotenciarios» 

La  Asamblea  Lejislativa  de  Boyacá  espidió  en  sus  sesiones  del 
año  próximo  pasado  dos  leyes,  marcadas  con  los  números  71  i  86^ 
las  cuales  fueron  publicadas  en  el  número  221  del  periódico  oficial  de 
aquel  Estado.  § 

El  Bevérendo  señor  Arzobispo  do  la  arquidiócesis  solicitó  ante  la 
Corte  Suprema  de  la  Nación  la  suspensión  de  dichas  leyes,  con  fecha 
14  de  noyiembre  de  1870;  i  aquel  Supremo  Tribunal  suspendió,  en  11 
de  mayo  último,  la  lei  71  citada,  no  habiendo  hecho  lo  mismo  con  la 
lei  85,  por  no  haber  habido  la  unanimidad  que  la  Constitución  de  la 
Bepúbuca  exije  para  tales  casos. 

Sometido  este  asunto  al  estudio  de  vuesta  comisión  de  inspección 
de  actos  lejislatívos  de  los  Estados,  los  infrascritos,  que  no  están  acor- 
des en  un  todo  con  sus  honorables  compañeros  de  comisión,  pasan  a 
daros  su  informe  separadamente. 

-   En  cuanto  a  lei  71,  el  Eeverendo  señor  Arzobispo  solo  se  ocupa  de 
su  artículo  1.°,  que  dice  así :  "Art.  1.° —  Hallándose  dispuesto  por  el  § 

del  artículo  23  de  la  Constitución  nacional,  que  todo  culto  se  sosten- 
ía 
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ga  con  lo  que  los  réspectiTOs  relijionarios  &TUxmiÍBtrm  TolantoriAuírafe, 
está  prohioido  a  todo  foncionario  pliblico  o  autoridad  áú  Emido 
prestar  su  acción  para  hacer  efectivo  el  pago  de  cantidades  que,  dxre^ 
ta  o  indirectamente,  tengan  ]^r  objeto  el  sostenimiento  de  un  cnlto,  o 
quo  tengan  por  oríjen  cualquiera  contribución  eclesiástica.** 

Contra  el  articulo  preinserto  se  han  presentado  dos  argumentos : 
1.^  que  solo  se  refiere  sQ  Lejislador,  como  que  es  el  ánioo  que  puede 
imponer  contribuciones ;  i  2.^  que  es  contrario  al  inciso  5.^,  artículo  15 
de  la  Constitución}  por  cuanto  limita  el  derecho  de  {«opiedad. 

Los  infrascritos  creen  infundados  ambos  logumentos. 

Es  infundado  el  1.^,  porque,  como  lo  hace  notar  con  sobra  de 
razón,  el  señor  Procurador  íeneial  de  la  Nación  en  su  al^ato  de 
fecha  21  de  enero  último,  el  Lejislador  constituyente  quiso  ''que  el 
'culto  se  sostuviese  independientemente  de  la  acción  del  poder  civil» 
para  que  fuese  obra  esclusiva  de  la  piedad  de  los  relijionarios.  Nada 
de  fuerza,  nada  de  apremios  del  poo^  temporal  para  que  el  creyente 
dispusiera  de  lo  suyo  en  sostenimiento  del  culto  de  su  reUjion." 

''Así,  al  relijionario  que  ofrece  un  suministro  para  el  eulto,  pero 
que  lue^o  se  arrepiente  i  no  quiere  enfadar  lo  que  ofreció^  no  se  le 
puede  obligar  por  la  autoridad  civil  a  que  cumpla  el  ofrecimiento,  por- 
que eso  seria  hacer  que,  contra  su  voluntad,  suministrase  fondos  para 
el  culto,  i  esto  es  lo  que  espresamente  prohibe  la  tiltima  parte  del  in* 
ciso  del  artículo  23  de  la  Constitución. 

Es  infundado  el  segundo  de  los  aigumentos  citados,  porque,  lejos 
de  atacar  el  artículo  a  que  nos  referimos,  el  derecho  de  propiedad,  lo 
ampara,  puesto  que  ]^r  él  se  impide  que  se  prive  a  los  coloxnbiaiioe  de 
una  parte  de  su  propiedad,  so  pretesto  de  que  es  para  el  sostenimiento 
de  un  culto. 

Que  el  creyente  dé  voluntariamente  una  parte  de  su  propiedad, 
bueno.  Mas:  que  la  dé  toda,  si  pudiere  disponei:  de  toda  ella  conforme 
a  la  lejislacion  civil  de  su  Estado ;  pero  que  se  le  prive  de  unía  parte  de 
su  propiedad  contra  su  voluntad  i  alegando  para  dio  que  la  ofreció,  esto 
no  solo  no  lo  ha  querido,  sino  que  lo  prohibe  la  Consti^oion ;  i  loB 
infrascritos  no  alcanzan  a  comprender  eémo  es  que  privarla  un  indi-' 
viduo  de  una  parte  de  su  propiedad,  que  es  lo  que  gígnj^^  obligarle  a 
dar  cuando  no  quiere  dar,  sea  ^aarantuMr  la  pxopie&d  ;  i  cénense  a 
que  aquello  s^haga,  sea  atacarla. 

Por  lo  espuestOy  i  mirada  la  cuestión  bajo  el  punto  de  visM  men- 
cionado, creen  los  infrascritos  que  la  lei  71  del  listado  sobeoáajio  de 
Boyacá  es  estrictamente  constitucional. 

Empero,  el  Beverendo  señor  Arzobispo  dice,  en  su  meioorial  de  lá 
de  noviembre  de  1870 :  "  Para  q^ue  no  os  falten  datos  para  resolver 
esta  cuestión  de  acuerdo  con  la  justicia,  me  p^mito  indicaros  que  los 
católicos,  en  su  mayor  parte,  no  oponen  ninguna  restsiencia  al  pago  de 
lo  que  les  corresponde  dar  para  el  sosteoiimiento  del  eulto:  la  resisten- 
cia se  encuentra  en  los  recaudadores  de  esas  coniaibucicAes,  a  quienes 
es  preciso  obligar,  cuando  dan  lu^ar  a  ello,  por  medio  de  la  autoridad 
civü,  a  que  paguen,  no  contribuciones  ofrecidas  por  elles,  sino  sumas 
que  ellos  han  recibido  de  los  fieles." 

Mirada  la  cuestiop  bajo  este  punto  de  vista,  varia  enteramente]  de 
aspecto,  a  juicio  de  los  infrascntos.   En  efecto,  los  colombianos  *  no 
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pneden  ser  obligados  a  entregar  cosa  alguna  para  sostenimiento  de 
ningnn  coito,  hAjo,  precedido  o  n6  promesa;  pero  desde  el  momento 
en  que  nn  relijionano  ha  entregado  voluntariamente  un  valor  cual- 
quiera para  sostener  un  culto,  el  o  los  que  lo  representen  adquieren 
prdpiecuui  i  dominio  sobre  dicho  v8¿or  (salvo  siempre  los  esceptua- 
aos  por  la  lei,  como  bienes  inmuebles,  &c.),  i  la  autoridad  civil 
debe  protejer  dicha  propiedad  como  cualquiera  otra;  de  manera  que, 
si  un  tercero  recibe  dichos  valores  de  los  fieles,  entregados  voluntaria- 
mente, i  después  pretendiere  alzarse  con  ellos,  la  autoridad  civil  debe 
intervenir  para  impedirlo. 

La  Constitución  ha  restringido  el  modo  de  adqtiirir  las  entidades 
relijiosas;  pero  no  ha  declarado  fuera  de  la  lei  la  propiedad  adquirida 
en  IOS  términos  prefijados  por  la  Oonstitucion.  Esta  ha  querido  que 
haya  separación  entre  la  Iglesia  i  el  Estado ;  pero  no  que  la  Iglesia  sea 
pexs^gQida  por  el  Estado. 

En  tal  virtud,  creen  los  infrascritos  que  el  artículo  1.^  de  la  lei  71 
del  Estado  de  Boyadi,  iaditas  veces  citado,  debe  anularse  en  cuanto 
pueda  comprenda  el  caso  últimamente  indicadc. 

En  cuanto  a  la  lei  85  del  mismo  Estado  de  Boyacá,  los  infrasona; 
tos  creen,  como  la  Oorte  Suprema  federal,  como  el  señor  Procurador 
jeneral  de  la  Nación,  i  como  todos  sus  honorables  compañeros  de  co-^ 
misión,  que  es  inconstitucional,  i  que  debéis  anularla. 

**  £3  Legislador,  dice  el  señor  Procurador  jeneral,  no  tiene  facultad 
para  decidir  de  la  propiedad  por  medio  de  una  leL  Si  los  distritos,  el 
Estado  o  cualquiera  c^a  entidad  se  creen  con  derecho  a  esas  casasy 
cotistroidas  con  fondos  comunes  de  los  vecinos  de  un  distrito,  deben 
establecer  su  redamación  ante  el  Poder  Judicial,  i  éste,  después  de  oír 
a  los  actuales  poseedores,  decidir  la  controversia." 

En  mérito  de  todo  lo  «apuesto,  los  infrascritos  os  proponen  el 
sígaiente  proyecto  de 

BES0LT7CION: 

13  Senado  de  Plenipotenciarios,  en.  uso  de  la  facrdtad  que  le  con- 
cede el  inciso  5.^  artículo  61  de  la  Constitución, 

RBSUHL7B: 

1.°  Declárase  nulo  el  artículo  1.*^  de  la  lei  71  del  Estado  soberano 
de  Boyacá,  sancionada  en  26  de  octubre  de  1870,  únicamente  en  cuan- 
to pueda  referirse  a  individuos  que,  por  cualquier  motivo,  hajran  reci- 
bido de  los  fieles  valores  que  éstos  hayan  entregado  voluntariamente 
para  gastos  de  algún  culto,  i  que  se  nieguen  después  a  entregarlos  a 
quien  o  a  quienes  corresponda. 

2.^  Anular,  como  anula,  la  lei  85  del  mismo  Estado  soberano  de 
Boyacá,  sancionada  en  4  de  noviembre  de  1870,  por  ser  contraria  al 
inciso  5.^,  articulo  15  de  la  Constitución  nacional. 

Bogotá,  abril  30  de  18T1. 

M.  Vebbel.— Aquileo  Pariml.— J.  Mbíowza.— D.  Viana. 


Mayo  28  de  1871. — El  Senado  de  Plenipotenciarios  adoptó  en  los 
dos  debates  que  ordena  el  Keglamento,  las  resoluciones  prepuestas  en 
él  informe  de  la  minería  de  la  comisión. — El  Secretario,  Jmio  E.  Pérez. 


—  148  — 


xc. 


nuIilDAD  del  articnlo  19 1  m  parágrafo  de  la  leí  XLIX  del 
tado  soberano  de  Bofaeá,  de  11  de  letlembre  de  1§99* 


ACUEBDODELA  SUFBEIÍA  OoBtE. 
Corte  Suprema  federal.— Bogotá,  febrero  20  de  1871.        ^ 

Vistos. — La  Lejislatora  del  Estado  de  Boyacá  espidió,  en  7  de 
diciembre  de  1869,  una  lei  que  lleya  el  número  49,  i  cuyo  artículo  19 
dice  así: 

"Siempre  que  se  proceda  contra  una  finca  hipotecada  a  favor  del 
Tesoro  del  Estado,  no  es  admisible  tercería  alguna  durante  la  secuela 
del  juicio  ejecutivo,  i  cualquiera  que  se  eren  con  derecho  a  ella,  puede 
ventilar  su  acción  separadamente. 

"§.  Tampoco  es  admisible  tercería  alguna  cuando>e  proceda  con- 
tra bienes  denunciados  por  el  representante  de  los  derechos  del  fisco, 
siempre  que  sumariamente  se  compruebe  que  pertenecen  al  ejecutado." 

I  estimando  Guillermo  Fróes  que  estas  disposiciones  conculcan  el 
derecho  de  propiedad  garantido  en  el  número  5.^  del  artículo  16  de  la 
Constitución  federal,  solicitó  de  esta  Corte  la  suspensión,  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  articulo  72  de  esa  misma  Constitución. 

Dada  vista,  con  copia  auténtica  de  la  lei,  al  Procurador  jeneral, 
éste  ha  espresado  el  concepto  de  ser  justa  la  petición,  i  pide  igualmente 
qiíe  se  suspenda  la  ejecución  del  artículo  principal,  en  cuanto  se  re- 
fiere a  tercerías  coad^vantes,  i  la  del  parágrafo  en  su  totalidad,  como 
contrarios  a  la  disposición  federal  antes  citada. 

Mas  esta  Corte,  después  de  detenido  examen,  no  hallaiido  en  las 
disposiciones  denunciadas  i  copiadas  otra  cosa  c^ue  un  nuevo  privilejio 
fiscal  para  el  cobro  de  las  deudas  al  Estado,  sm  efecto  retroactivo,  i 
sin  cerrar  en  manera  alguna  la  via  de  reivindicación  de  los  derechos 
de  tercero  en  juicio  separado,  ju^a  que  debe  abstenerse  de  decretar 
la  suspensión  solicitada,  i  así  lo  resuelve  por  unanimidad. 

Dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  los  efectos 
constitucionales. 

JiL  COLUNJE. — JUAM  AGUSTÍN  ÜBIOOEOHEA.— JoSÉ  M.  YlLLAMQSAB  Q. 

H-  MüKiLLO.— J.  M.  PÉREZ.— El  Secretario,  Bc/ad  E.  Soadander. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  el  auto  anterior  al  Procurador  jeneral 
de  la  Union.  —  G(Ímez. — Smdander^  Secretario. 

Es  jeopia. — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal.— Bogotá, 
febrero  23  de  1871. — ^El  Secretario,  Rafad  E.  Santander. 


IKFOBMES  DE    LA  ICATOBIA  I  MINORÍA  DE  LA    COMISIÓN   DEL  SeNABO. 

iBÍermc  4»  la  Mayoría. 

Oindadanos  Senadores. 

Se  ha  denunciado  como  contrario  al  derecho  consignado  en  el 
inciso  5.^  del  artículo  15  de  la  Constitución,  el' siguiente  acto  lejislativo 
del  Estado  de  Bojacá  : 
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'^  Art.  19  de  la  lei  49.  Siempre  que  se  proceda  contra  una  finca 
hipotecada  a  favor  del  Tesoro  del  Estado,  no  es  admisible  tercería  al- 
guna durante  la  secuela  del  juicio  ejecutivo,  i  cualquiera  que  se  crea 
con  derecho  a  ella,  puede  ventilar  su  acción  separadamente. 

^^  Parágrafo.  Tampoco  es  admisible  tercería  alguna  cuando  se 
proceda  contra  bienes  denunciados  por  el  representante  de  los  dere- 
chos del  fisco,  siempre  que  sumariamente  se  compruebe  que  pertene- 
cen al  ejecutado." 

El  mciso  5.^  del  artículo  16  de  la  Constitución,  dice : 

"  Inciso  6.^  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  sino 
por  i)ena  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leyes,  o  cuando  así 
lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente  declarado 
i  previa  indemnización." 

*^  En  caso  de  guerra,  la  indemnización  puede  no  ser  previa,  i  la 
necesidad  de  la  espropiacion  puede  ser  declarada  por  autoridades  que 
no  sean  del  orden  Judicial 

^'  Parágrafo.  Lo  dispuesto  en  este  inciso  no  autoriza  para  impo- 
ner pena  de  confiscación  en  ningún  caso." 

Debe,  pues,  examinarse  si  el  privilejio  que  la  lei.de  Boyacá  con- 
cede al  Tesoro  del  Estado  en  los  juicios  ejecutivos  que  se  siguen  para 
hacer  eficaces  sus  derechos,  es  contrario  al  derecho  individual  consig- 
nado en  el  inciso  que  se  ha  insertado. 

Oorrespondien(ío  a  los  Estados  la  lejislacion  civil,  ellos  pueden 
establecer  todas  las  reglas  de  procedimiento  que  sean  necesarias  para 
reclamar  los  derechos  individuales.  ' 

El  juicio  ejecutivo  es  uno  de  esos  procedimientos  en  que  los  dere- 
chos se  deciden  con  menos  demora,  en  virtud  de  las  pruebas  o  hechos 
S reconstituidos  que  demuestran  la  justicia  de  las  reclamaciones  del 
emandante.  Mas,  estos  juicios  no  tienen,  por  su  naturaleza,  un  carác- 
ter definitivo. 

La  admisión  de  tercerías  en  los  juicios  ejecutivos  hace  cambiar 
el  carácter  de  estos  procedimiemtos ;  i  con  frecuencia  se  emplea  ese 
recurso  en  los  casos  en  que  se  controvierten  los  intereses  fiscales,  por- 
que el  responsable  espera  obtener,  durante  un  juicio  dilatado,  una 
condonación  del  Poder  Lejislativo  del  Estado,  un  cambio  político  o 
cualquier  acontecimiento  que  lo  conduzca  a  una  transacción  ventajosa. 

La  disposición  lejislativa  del  Estado  de  Boyacá  consi^ada  en  el 
ftrtículo  19,  no  es  contiraria  a  la  Constitución,  porque  es  simplemente 
el»medio  eficaz  de  perseguir,  en  un  juicio  ejecutivo,  una  hipoteca  cons- 
tituida a  favor  del  Estado,  dejando  a  salvo  las  acciones  que  tengan 
los  particulares  para  reclamar,  por  un  procedimiento  separado,  los 
derechos  que  tengan  en  la  misma  finca  hipotecada. 

Si  el  espresado  articulo  19  dispusiese  que,  en  los  juicios  ejecutivos 
en  que  tiene  interés  el  Tesoro  del  Estado,  no  se  admitiesen  escepcio- 
nes  de  ninguna  clase,  o  que  la  decisión  de  eUos  fuese  definitiva,  sin 
duda  que  tal  acto  lejislativo  equivaldría  en  muchos  casos  a  una  con- 
fiscación ;  i  de  consiguiente,  el  Senado  estaría  en  el  deber  de  anularlo, 
por  ser  contrarío  al  inciso  5.^  citado  antes.  Pero  como  el  artículo  19 
espresamente  dispone  que  "  cualquiera  que  se  crea  con  derecho  (a  la 
finca  hipotecada  en  favor  del  Estado),  puede  ventilar  su  acción  sepa- 
radamente," es  claro  que  no  se  viola  el  derecho  de  propiedad. 
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El  parágrafo  esdnje  también  las  tercerías,  caando  se  procede 
contra  los  bienes  del  deudor  al  fisco,  siempre  que  suimariamente  se 
compruebe  qne  pertenecen  al  ejecutado. 

Esta  disposición  puede  dar  lugar  a  que  se  ocupen  los  bi^ies  del 
que  no  sea  deudor  al  nsco ;  pero  en  ningún  caso  escluje  las  reclama- 
ciones para  que  se  le  restituyan  mediante  las  pruebas  que  exhiba  en 
el  juicio  respectiva  No  se  yentüarán  estas  acciones  en  el  mismo  juicio 
ejecutiyo  que  sigue  el  representante  de  los  derechos  fiscales :  se  divi- 
dirá la  continencia  de  la  causa ;  el  procedimiento  vendrá  a  ser  irregu- 
lar i  contrarío  a  la  ciencia  de  la  le]islacion ;,  pero  no  puede  sostenerse 
que  dicho  parágrafo  viole  la  Constitución  federal.  «^ 

Por  estas  razones,  vuestra  comisión  os  prop<Mie  el  siguiente  |«o- 
yecto  de 

besolücion: 

'^El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejefcício  de  la  facultad  que 
le  confiere  el  inciso  5.^,  artículo  61  de  la  Oonstítucion,  declara  váhdo 
el  artículo  19  de  la  lei  49  del  Estado  de  Bojacá,  sancionada  en  11  de 
setiembre  de  1869,  por  no  ser  contraria  a  la  Constitución  ni  a  las  lejes 
de  la  Bepública." 

Bogotá,  marzo  29  de  1871. 

Aqüilbo  PABaí— Jaooeo  Sánchez— J.  Mendoz/i — ^D.  Viana. 

Es  copia— El  Secretario  del  Senado,   Jtilio  E.  Pérez. 


Informe  de  la  minoría. 
Ciudadanos  Senadores. 

El  señor  Guillermo  Fróes  solicitó  en  21  de  marzo  de  1870,  i  ante 
la  Corte  Suprema  federal,  la  suspensión  del  artículo  19  de  la  Id  de  II 
de  setiembre  de  1869,  del  Estado  soberano  de  Boj^acá,  marcada  con  el, 
nácnero  49,  i  que  adiciona  i  reforma  las  leyes  28  1 29  de  aqud  Estado» 
ftindando  su  petición  en  <}ue  cree  dicho  artículo  19  violatoño  del  de- 
recho de  propiedad  garantizado  por  el  articulo  15  de  la  Constitución 
nacional 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  con  fecha  31  de  didem- 
bre  de  1870,  discurrió  sobre  la  solicitud  del  señor  Fróes,  i  concluyó  su 
alegato  en  estos  términos :  ^ 

''En  consecuencia,  este  Ministerio  considera  justa  la  mencionada 
solicitud  del  señor  Fróes,  i  os  pide  que  suspendáis  la  ejecución  del 
artículo  19  de  la  citada  lei  del  Estado  ae  Boyacá,  en  cuanto  se  r^ere  a 
tercerías  coadyuvantes^  i  del  parágrafo  del  mismo  artículo,  en  su  Maüdady 
como  contrario  al  inciso  5.  ,  artículo  15  de  la  Constitución." 

La  Corte  Suprema  federal  falló  en  20  de  febrero  ultimo,  de  la 
manera  siguiente:  ''Mas  esta  Corte,  después  de  detenido  examen,  no 
hallando  en  las  disposiciones  denunciadas  i  copiadas  otra  cosa  que  un 
nuevo  privilejio  fiscal  para  el  cobro  de  las  deudas  al  Estado,  sin  ^edo 
retroactivo,  i  sin  cerrar  en  manera  alguna  la  vía  de  reivindicación  de 
los  derechos  de  tercero,  en  juicio  separado,  juzga  que  debe  ab^nersa 
de  dictar  la  suspensión  solicitada,  i  así  lo  resuelve  por  unanimidad.^' 
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Bi  leAo  del  soio  de  la  Corte  es  la  historia  del  espe  Jlcnie,  sin 
contener  xangim  otro  ai^ame&to  en  su  &vor. 

Pasado  este  e5|)ediente  al  estadio  de  vnestra  con^aion  de  inspeiv- 
don  de  ios  actos  lejislativos  de  los  Esti^dos,  euatro  de  uds  honoraDles 
componeros  de  «omisión  opinasi  eoino  la  Corte  Saprema,  es  decir,  • 
creen  ytíiéo,  por  sear  constitockHial»  el  artículo  19  de  la  iei  4S  de 
Sojaoáy  denunciado  poor  el  seSor  Fróes.  Mas,  el  infrascrito,  por  mas 
«flfaerzoB  qtae  ha  Iwcfao  para  participar  de  la  oonTÍccion  de  sus  ilns- 
4aradoB  ooiegas,  no^o  ha  conseguido,  i  persistiendo  en  sus  opiniones 
-contsanas  a  las  suyas,  cumple  con  el  deber  de  informaros  por  separckdo, 
moti^nnido  sus  opiniones. 

El  aciáoolo  19  denunciado  dice  así:  "Siempre  que  se  proceda 
oontra  una  finca  hipotecada  a  fayor  del  Tesoro  del  Estado,  lio  es  admi- 
sible teircegcía  alguna  durante  la  secuela  del  juicio  ejecutivo,  i  cualquiera 
:que  36.  ccea  con  dearedio  a  ella,  puede  veniüar  iu  amicm  BefKir<idame/U;e.*^ 

^  §.  Tcmfooo  ea  oAmisible  tercería  algwui  cuando  se  proceda  contra 
koBOí»  demmctados  por  los  representantes  de  los  derechos  del  fisco, 
meóme  que  tufimiariamesde  se  compruebe  que  pertenecen  ol  ejecutado." 

En  cuanto  a  la  parte  principal  del  asiícuio,  nada  tengo  que  decir^ 
pues  lo  juzgo  «zequiUe,  (creyendo  con  la  C<Nrte  Suprema,  que  "  no 
-iáerru  en  manera  alguna  ja  via  de  retinndiooGUm  ele  loe  derechos  de  tercera, 
enjuicio  e&parado;  '  i  con  mis  honorables  companeros  de  comisión,  que 
lo  dispuesto  en  dicho  artículo  "  es  simplemente  el  modo  eficaz  de  per- 
66^^  en  un  juicio  ejeoutÍYo  wna  Mpoteca  constituida  a/avw  dd  JSdixdo, 
d^omdo  a  salvo  las  accumes  que  tengan  loe  particdaree  para  r^iamar^por 
tm  farooedimieBto  ñsparado^  los  derechos  que  tengan  en  Ja  misma  jmxi 
tíipateoada,'' 

Eiopero,  no  sucede  lo  mismo  con  el  parágrafo  del  mencionado 
artículo  19, 1^  cual  creo  contrario  al  inciso  6.°,  ¿tículo  15  de  la  Cons* 
ütucion  nadional,  que  dice : ''  La  propiedad ;  ne  pudiendo  ser  mivado 
de  ella  sino  por  pena  o  eantríbudon  jeneral,  con  arreglo  a  las  £d yes,  i 
isomio  asi  lo  ex^a  un  grave  motivo  de  conveniencia  pública,  jmidcd^ 
mente  dedourado  i  previa  indemnización.  En  ocmo  de  guerra,  la  inoemniza- 
Máaa  puede  no  ser  previa,  i  la  necesidad  de  la  esi>ropiacion  puede  ser 
dudaarada  par  autccidades  que  no  sean  del  orden  judicial." 

^  Paragcalo.  Lo  dispuesto  en  este  inciso  no  autoriza  para  impa» 
ser  pena  de  oonAscacion  en  ningún  caso," 

Hablando  del  parágrafo  del  artículo  19  de  la  Iei  49  del  Estado  de 
Boyacá,  dicen  mis  honorables  cole^  (i  notad  bien  que  son  los  únicos 
argumentos  con  que  lo  apoyan)  lo  siguiente : ''  Esta  disposición  puede  dar 
lugar  a  que  se  ocupen  los  bienes  d^  que  no  sea  deudor  del  fisco ;  pero 
en  xuneun  caso  escluye  las  reclamadones  para  que  se  le  restituya  me* 
diante  las  pruebas  que  exhiba  en  el  juicio  respectivo.  No  se  ventilarán 
estas  acciones  en  el  mismo  juicio  ejecutivo  que  sigue  el  representante 
de  los  derechos  fiscales ;  se  dividirá  la  continencia  da  la  causa ;  el  pro- 
cedimiento vendrá  a  ser  singular  i  contrario  a  la  ciencia  de  la  lejislk- 
oion ;  pero  no  puede  sostenerse  que  el  parágrafo  viole  la  Constitución 
iederal." 

§i  las  cosas  fueran  como  las  refieren  en  el  acápite  anterior  mis 
companeros  de  comisión,  estaríamos  acordes :  el  parágrafo,  como  lo 
principal  del  articulo,  dejaría  a  los  dueños  de  los  bienes  denmciQdos  por 
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el  representante  del  fisco  el  derecho  de  reclamar  su  propiedad,  atmqae 
f  dividiendo  ¡a  continencia  dd  juicio  ;  i  por  un  procedimiento  llamado  por 

mis  honorables  colegas,  con  macha  razón,  *^  stnavlafír  i  canJbrario  a  la 
ciencia  de  la  lejidadon/*  es  decir,  les  quedaíia  a  los  ciudadanos  cnyag 

Sropiedades  han  garantizado  solemnemente  el  Gobierno  Jenerai  i  los 
e  los  Estados,  el  tristísimo  derecho  de  reivindicación,  derecho  que 
daría  logar  a  un  juicio  ordinario,  concluido  el  cual,  si  alguna  vez  sa 
concluia,  tendría  el  reclamante  por  resultado  que  el  remate  de  sog 
bienes,  por  q1  fisco,  en  pública  almoneda,  i  con  ei  a^oyo  de  una  leí  es- 
presa, ckdarada  valida  por  d  Senado  de  Pleni'potenciaríj08j  le  había  he- 
cho perder  sus  derechos,  pues  copia  de  la  dilijenoia  de  ese  remate,  de- 
bidamente rejistrada  (£c,  era  un  yerdadero  e  irrevocable  título  de 
S!f  opiedad;  que  sus  derechos  i  acciones  como  propietarío  hablan  pasa* 
o  al  rematador,  i  que  el  responsable  era  el  fisco  del  Estado,  que  le 
pagaría  su  propiedad  arrebatada  sin  motivo  de  pena  o  de  contríbucíon 
jeneral,  ni  de  espropiacion  judicialm^te  declazada,  ¿ar&,  mal  i  nunca* 

Este  seria  el  resultado  de  la  reivindicación,  pero  tendría  siquiera 
el  derecho  escrito.  Pero  tal  como  se  encuentra  el  parágrafo,  ¿  queda 
ese  derecho?  No,  ciudadanos  Senadores;  notadlo  bien:  de  este  pará- 
grafo se  ha  eliminado  esta  fiase :  "  i  cualquiera  que  se  crea  con  dere- 
cho a  ella  (aquí  serian  los  bienes)  puede  ventilar  su  acción  separa- 
damente." 

^  Si  pues  el  Lejislador  bojancense  eliminó  del  parájgrafo  la  frase 
preinserta,  que  tuvo  cuidado  de  agregar  al  artículo  principal,  lo  racio- 
nal es  creer  que  quiso  que  el  pará^raio  dijera  otra  cosa  que  el  artíoulow 
¿I  apoyado  en  qué  principios,  en  qué  reglas  de  hermenéutica,  puedea 
creer  mis  honorables  cole^  que  el  parágrafo,  sin  la  frase  copiada^ 
dice  lo  mismo  que  el  artícmo  con  ella?  ¿  Como  creer  que  las  autori- 
dades a  quienes  toque  aplicar  las  disposiciones  del  artículo  19  de  la 
lei  49  de  Boyaoá,  han  de  entender  i  cumplfr  el  parágrafo  como  lo 
entienden  i  c^mplinan  mis  compañeros  de  comisión? 

Mas,  ciudadanos  Senadores,  teniendo  mis  honorables  ccdegas  la 
convicción  profunda  de  que  el  parágrafo  debe  entenderse  como  lo  prin- 
cipal del  aríiículo,  i  que  entendido  de  otra  manera  seria  inconstitucio- 
nal, ¿por  c^ué  no  esplican  en  la  resolución  el  modo  como  lo  entiende 
el  Senado,  i  en  cuyo  término  solamente  es  que  se  declara  exequible? 

En  vista  de  lo  espueste  i  de  las  razones  que  vosotros  deduciréis 
de  ello,  el  infrascrito,  miembro  que  constituye  la  minoría  de  la  coHii- 
sion,'os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

KBSOLÜOION : 

'^  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  el  inciso  5.°,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válida  la 

Sarte  principal  del  artículo  19  de  la  lei  49  del  Estado  soberano  de 
•oyacá,  espedida  en  11  de  setiembre  de  1869,  i  que  adiciona  i  reforma 
las  leyes  28  i  29  de  dicho  Estado ;  i  declara  nulo  el  parágrafo  del  men- 
cionado artículo  19,  por  ser  contrario  al  inciso  5.  ,  amculo  15  de  la 
susodicha  Constitución  federal.'* 

Bogotá,  marzo  29  de  1871.  MAuíuao  Vebbel. 

Es  copia.— El  Secietario,  Julio  B.  Pérez. 
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hUFÚBOa  DS  XA  OOlflBRXH  WPBCUJi  Í>KL    SásHADO^ 

Ciudadanos  Senadores- 

El  Senado  adoptó  en  dos  debates  una  resolneion  por  la  Qaaí 
declaró  nulo  el  artícmo  19  i  su  parágrafo  de  la  leí  49  dd  ^tflkdo  sobe- 
rano de  Boyaoá^  i  su  Presidente  tuvo  a  bien  pasármela  en  coznisíon  para 
que  le  pusiese  su  parte  motiva. 

Esta  es  la  que  os  presento  en  los  términos  siguientes : 

El  aitíoúlo  IQide  la  leí  de  11  de  setiembre  de  1869»  del  astado  so- 
berano de  Boyao^marcada  con  el  número  79^  dice  así ;  "  Siempre  que 
se  proceda  contra  una  finca  hipotecada  a  favor  del  Tesoro  del  iBstado, 
no  es  admisible' tercería  iJguna  durante  la  secuela  del  juicio  ejecutivo,- 
i  cualquiera  que  se  crea  con  derecho  a  ella,  podrá  veiiitilaif  su  acción 
separadamente." 

"  §.  Tampoco  es  admisible  tercería  alguna  cuando  se  proceda  con- 
tra bienes  denunciados  por  el  representante  de  los  derechos  del  fisco,- 
siempre  que  sumi^iamente  se  compruebe  ^ue  pertenecen  ál  ejecutado.'* 

La  Constitución,  en  su  artículo  16,  dice : 

*^  Es  base  esencial  de  la  ünion  el  reconocimiento  i  garantía,  de  los 
derechos  individuales.  Entre  óstos  se  halla  la  propiedad :  no  pudiendo' 
ser  privados  de  ella  sino  por  pena  o  contribución  leneral,  con  arreglo  a 
las  fejes,  o  cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  páblica, 
judicii^ente  declarado  i  previa  indemnización.*'  De  estos  anteceden- 
tes surje  la  siguiente  cuestión :  ¿  La  lei  antes  copiada  es  contraria  al 
inciso  6.^  del  artículo  15  de  la  Constitución  ?  En  otros  términos :  ¿la 
espresada  lei  establece  medios  por  los  cuales  pueden  cometerse  verda- 
deras espoliaciones  de  sus  propiedades  a  los  habitantes  del  Estado 
de  Boya^  ? 

Para  resolver  esta  cuestión,  lo  que  se  necesita  es  ver  con  claridad 
los  hechos  que  la  lei  permite^  mejor  dicho,  los  hechos  que  la  lei  con- 
vierte en  derechos. 

Al  hacer  este  examen  se  descubre  inmediatamente,  i  con  toda 
evidencia,  que  haciendo  uso,  los  representantes  del  fisco  dpi  Estado^ 
del  privilejio  que  les  concede  la  espresada  lei  eii  su  primera  parte,  se 
despoja  de  su  prppiedad  a  toda  persona  que  tenga  hipoteca  anterior^ 
especial  o  le^al,  sobre  la  &ica  hipotecada  a  favor  del  fisco,  i  cuando 
ésta  no  es  áA  deudor  ejecutado,  se  despoja  de  ella  a  su  dueño :  hó 
aquí  la  demostración : 

Los  derechos  hacen  parte  de  los  bienes  de  los  hombres,  o  lo  que 
es  lo  mismo,  de  sus  propiedades :  esto  no  necfssita  demostración. 

Cuando  una  finca  ha  sido  hipotecada  especialmente  en  seguridad 
del  pago  de  distintos  créditos  pertenecientes  a  distintas  personas, 
éstas  tienen  derecho  a  ser  pagadas  con  el  precio  en  que  se  la  remata, 
en  el  orden  en  que  se  constitnven  las  hipotecas,  teniendo  prelacion  las 
primeras  en  tiempo  :  esta  es  ía  disposición  consignada  en  el  *  Código 
CivU  del  Estado  de  Boyacá,  i  en  todos  los  Códigos  en  que  está  esta- 
blecida la  institución  de  la  hipoteca. 

Luego,  cuando  en  dicho  Estado  se  hipoteca  una  finca  en  favor  de 
su  Tesoro,  i  sobre  ella  existe  una  hipoteca  anterior  a  favof  da  otra 
*  persona,  ésta  tiene  derecho  a  sor  pagada  con  el  precio  de  la  finca  antes 
que  dicho  Tesoro.  20 
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Imego  la  lei  en  onestíon,  establecieado  que  no  se  admita  teiceiiff 
algona,  es  decir,  que  no  se  admita  tercería  coadjnyante,  despoja  de  sa 
derecho  a  la  persona  qae  tenia  hipoteca  anterior ;  o  lo  qne  es  lo  mismo; 
la  despoja  de  su  propiedad ;  luego  viola  el  derecho  indiTÍdual  recono- 
cido i  garantizado  por  el  inciso  5.^  del  artículo  15  de  la  Ck)nstitucion^ 
Para  evitar  estos  atentados  i  estos  despojos  de  la  propiedad,  lo& 
reyes  absolutos  de  España  establecieron  garantías,  i  éstas  consistían' 
en  la  obligación  impuesta  a  los  iueces  de  admitir  tercerías  en  los  jui- 
cios ejecutivos,  cuando  sus  vasallps  reclamaban  con^  su^os  los  bienes 
embargados  para  pagar  deudas  de  otros,  o  cuan^  tenían  derecho  a 
ser  pagados  de  práerencia  al  ejecutante,  a  fin  de  que  no  se  les  privase 
de  susbienes ; mas  claro,  aquellos  monarcas  absolutos,  en  sus  leyes, 
reconocieron  i  declararon  que  privar  a  sus  vasallos  de  sus  pilopiedades, 
sin  que  preceda  juicio  en  que  sean  oídos  i  vencidos,  i  sin  que  precedan 
sentencias  pronunciadas,  previas  las  fórmulas  protectoras,  es  atentado 
contra  la  propiedad. 

Es  para  evitar  estas  espoliaciones  i  despojos  que  aquel  Qohiemo 
mandaba  i  manda  que  no  se  divida  la  continencia  de  la  causa,  i  esta- 
blece los  medios  adecuados  para  ello ;  i  es  por  esto  que  nada  significa, 
para  cuantos  ejercitan  i  entienden  el  arte  de  la  jurisprudencia,  la  sal- 
vedad puesta  en  la  lei,  de  que  el  que  se  considere  con  derecho  puede 
ventilar  su  acción  separadamente. 

Establecer  que  no  se  admita  tercería  algv/na,  cuando  se  procede 
contra  bienes  denunciados  por  los  representantes  de  los  derechos  del 
fiscoj  siempre  que  sumariamente  se  compruebe  <|ue  pertenecen  al  eje- 
cutado, es  mandar  que  el  fisco  sea  pagado  con  bienes  que  no  perec- 
een al  deudor,  aun  cuando  su  dueño  pueda  probar  plenamente  que 
aquellos  bienes  son  suyos  i  que  los  testimonios  de  los  testigos  son  fal- 
sos ;  es  poner  las  propiedades  de  los  particulares  a  disposición  de  los 
representantes  del  fisco  ;  es  tentar  i  provocar  a  éstos  para  abusar  de 
su  poder,  i  es  destituir  la  propiedad  de  la  garantía  que  el  Gbbiemo  debe 
dar:  esto  es  evidente :  la  prueba  testímomal  es  la  mas  falible  de  todas 
las  pruebas:  cuando  no  se  la  somete  a  las  correspondientes  garantías 
internas  i  estemas,  ella  no  puede  servir  de  base  para  f  andar  sentencias 
que  priven  a  los  hombres  de  sus  propiedades :  ella  está  destituida  de 
estas  garantías,  cuando  son  practicadas  sin  audiencia  i  citación  de  las 
personas  a  quienes  perjudican,  que  es  lo  que  sucederá  siendo  leí  el 
mciso  del  artículo  en  cuestión.  !ror  tales  fundamentos, 

*'  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que 
le  confiere  el  inciso  5.°  del  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulof 
el  artículo  19  i  su  parágrafo  delaleiXLIX  del  Estado  soberano  de 
Boyacá,  sancionada  el  11  de  setiembre  de  1869." 

Bogotá,  mayo  11  de  1871.  Ezequiel  B^jab. 

Secretaría  del  Senado. — Mayo  81  de  1871. 

El  anterior  informe  se  aprobó  en  esta  fecha,  i  la  resolución  con^ 
<^ue  termina  había  sido  ya  aprobada  por  el  Senado  de  Plenipotencia^ 
nos  en  los  dos  debates  que  prescribe  el  Bellamente. 

El  Secretario,  Mió  E.  Pérez. 
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TALIBEZ  de  la  lei  303  del  Estado  soberano  del  Canea,  de  99 

de  agosto  ñm  1879. 

AOCESDO  DE  ÍA  SUFBEICA.  GOBTE. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  18  de  enero  de  1872. 

Yaríos  vecinos  del  distrito  de  Palestina,  en  el  Estado  soberano  del 
Canea,  han  ocurrido  a  este  Snpremo  Tribunal  solicitando  la  suspensión 
fde  la  lei  número  303  de  aquel  Estado,  sancionada  en  29  de  agosto  dé 
1871,  con  ^1  título  de :  ^'  adicional  a  las  espedidas  en  virtud  de  la  lei 
Tn,  parte  5.^  tratado  1.^  de  la  Becopilacion  Granadina,"  publicada 
en  el  número  362  de  la  "  Gaceta  Oficial "  de  acjuel  Estado. 

El  Poder  Ejecutivo  de  aquel  Estado  habia  objetado  el  proyecto 
de  lei  que  tuvo  necesidad  de  sancionar,  sin  duda  porque  la  Lejislatura 
declaro  infundadas  sus  objeciones,  las  cuales  se  encuentran  también 
publicadas  en  la  misma  Gaceta  aludida. 

La  solicitud  ha  sido  sustanciada  con  arreglo  a  la  lei,  habiendo  oído 
el  concepto  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  quien  se  espresa  así 
en  la  p»rte  esencial  de  su  vista : 

"  Creen  los  peticionarios  que  esta  lei  es  contraria  a  las  nacionales 

3ue  hicieron  la  concesión  de  esos  terrenos  baldíos,  i  violatoria  de  los 
erechos  adquiridos  por  las  poblaciones  o  por  los  pobladores  a  cuyo 
favor  se  hizo  la  cesión.  Pero  el  examen  atento  de  las  disposiciones  de 
dicha  lei  convence  de  que  por  ellas  no  se  contraría  la  concesión  hecha 
por  actos  lejislativos  de  la  ilación,  puesto  que^  los  terrenos  cedidos  se 
aplican  al  fomento  de  las  poblaciones  favorecidas  por  esos  actos;  ni  se 
violan  los  derechos  adquiridos  por  los  agraciados,  porque  los  terrenos 
cedidos  a  determinada  entidad  territorial,  distrito,  aldea,  ¿c,  pertene- 
cen a  todos  los  miembros  de  ella,  i  si  una  porción  de  éstos  se  agresa 
para  formar  una  nueva  entidad,  dentro  del  mismo  territorio,  natural  i 

Iusto  es  que  lleve  parte  en  la  concesión,  sin  que  por  esto  se  menoscaben 
os  derechos  de  la  primitiva  entidad,  i  menos  si  con  los  terrenos  del 
Estado  se  le  indemnizan  los  ocupados  por  los  nuevos  pobladores ;  ni 
se  vulneran  tampoco  los  derechos  de  los  pobladores  primitivos^  porque 
están  escluidos  espresamente  los  terrenos  que  antes  de  la  erección  de 
la  nueva  entidad  nubiesen  sido  entregados  a  los  pobladores  de  la 
antigua,  a  no  ser  que  éstos  hubiesen  vanado  de  domicilio  o  perdido 
su  derecho." 

I  la  Corte,  considerando  exactas  las  observaciones  del  Procurador 
jeneral  de  la  Nación,  i  creyendo,  ademas,  que,  una  vez  verificado  el 
cumplimiento  de  la  lei  nacional  con  el  repartimiento  de  los  terrenos 
baldíos  a  poblaciones  o  a  individuos,  aquellos  terrenos  han  perdido  el 
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i^aráoier  de  nacionales,  habiendo  quedado  apropiados,  sujetos,  por 
tanto^  como  cualquiera  otra  propiedad,  a  la  lejislacion  del  Estado ;  en 
ejercicio  de  la  facultad  que  le  confiere  la  Constitución  nacional,  se 
abstiene  de  decretar  la  suspensión  solicitada. 

Publíquese  esta  determinación  en  el  "  Diario  Oficial,"  envíese 
copia  de  ella  al  Presidente  del  Estado  soberano  del  Cauca,  i  remítase 
el  espediente  al  Senado  para  lo9  efectos  de  la  parte  final  del  artículo 
72  de  la  Constitución. 

Déjese  copia. 

José  M,  Villamizak  G.— J.*M.  Pérez.— Jil  Coltjnje. — Juan  Aoüs- 
TOSf  Uriooechea.— José  Araüjo.— El  Secretario,  Bofad  E.  Sardander. 

Es  copia  conforme —Bogotá,  febrero  cinco  de  mil  ochocientos  se- 
tenta i  dos. 

El  Secretario,  Bqfad  E,  Santander. 


Infobme  de  la  comisión  del  Senado. 

GiudadaDios  Senadores^ 

Varios  vecinos  del  distrito  de  Palestina,  del  Estado  del  Cauca, 
denunciaron  desde  octubre  del  año  próximo  pasado,  como  contrarias  a 
la  Constitución  i  leves  nacionales,  las  disposiciones  de  la  que  bajo  el 
número  303  espidió  la  Lejislatura  de  aquel  Estado,  de  fecha  2§  de 
agosto  dj6Í  mismo  año,  adicional  a  las  sancionadas  en  virtud  de  la  lei 
7.*,  Parte  5.*,  Tratado  !.•  de  la  Kecopilacion  Granadina,  i  solicitaron 
ante  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  de  dicha  lei,  que  veréis 
publicada  en  el  numero  362  de  la  "Gaceta  Oficial,"  i  que  contiene  las 
siguientes  disposiciones : 

"  Art.  ].^  Cuando  las  Municipalidades,  en  virtud  de  sus  facultades 
constitucionales  i  legales,  erijan  nuevas  entidades  territoriales  sobre 
terrenos  concedidos  por  la  Nación  a  otras  poblaciones  ya  establecidas, 
se  repcurtirán  éstos  entre  los  vecinos  de  aquéllas,  por  los  agrimensores 
respectivos,  i  conforme  a  las  mismas  reglas  que  debian  observarse  res- 
pecto de  las  de  estas  últimas,  siempre  que  no  hubiesen  sido  entregadas 
á&tes  de  ía  erecci<m  a  los  pobladores  del  antiguo  lugar  i  que  éstos  no 
hubiesen  variado  de  domicilio  o  perdido,  por  decisión  judicial,  el  dere- 
cho que  se  les  otorgó  entonces." 

'**  Art.  2.**  Si  la  primitiva  población  estuviese  situada  en  teiritorios 
de  los  cedidos  por  la  Convención  de  Bionegro  al  Cauca,  se  le  indemni- 
zará »  una  estension  igu€d  a  la  que  ocupe  la  nueva  entidad  territorial, 
>  de  los  sobrantes  que  haya  del  globo  cedido  por  dicha  Convención,  al 

*  Estado,** 

^*  Árt.  3.°  Las  poroíones  de  terrenos  incluidas  hoi  dentro  de  los  H- 
ttHes  de  1^  aldea  de  San  Francisco,  correspondientes  a  los  terrenos  ce- 
didos por  la  Nación  a  las  villas  de  ''  María  "  i  ^'  Santa  Bosa  de  Cabal/* 
efi  el  municipio  delQdndío,  serán  indemnizadas  a  estas  poblaciones  de 
los  terrenos  sobrantes  que  tenga  el  Estado,  dentro  de  los  rios  ^^  Otim  "  i 
^  Cbinohiná,"*  i  en  el  punto  que  determine  la  Corporación  municipal  de 
la  PM^)ectíva  villa.*' 
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Divísele  vista  al  señor  Procnrador  jeneral  de  la  Nación  de  la  ennn- 
ciada  solicitad,  i  fué  de  concepto  que  no  se  accediera  a  ella,  fundándose 
en  qne  por  las  disposiciones  ae  la  citada  lei  '^no  se  contraría  la  cesión 
becna  por  actos  lejislatívos  de  la  Nación,  pnesto  (fie  los  terrenos  cedidos 
se  aplican  al  fomento  de  las  poolaciones  favorecidas  por  esos  actos ;  ni 
se  violan  los  derechos  adquiridos  por  los  agraciados,  porque  los  terre- 
nos cedidos  a  determinada  entidad  territorial,  distrito,  aldea,  &c.,  perte- 
necen a  todos  los  miembros  de  ella,  i  si  trna  porción  de  éstos  se  segp'ega 
para  formar  una  nueva  entidad  dentro  dd  m%smo  distrüoy  natural  i  justo 
es  que  lleve  parte  en  la  concesión,  sin  que  por  esto  se  menoscaben  los 
derechos  de  la  primitiva  entidad,  i  menos  si  con  los  terrenos  del  Esta- 
do se  le  indemnizan  los  ocupados  por  los  nuevos  pobladores  ;^ni  se  vul- 
neran tampoco  los  derechos  de  los  pobladores  primitivos,  porque  están 
escluidos  eapresam&nJte  los  terrenos  que  antes  dé  la  erección  de  la  nueva 
entidad  hubiesen  sido  entregados  a  los  pobladores  d^»  la  antigua,  a  no 
ser  que  éstos  hubiesen  variado  de  domicñio  o  perdido  su  derecho." 

lia  Corte,  estimando  fundadas  estas  observaciones,  se  abstuvo  de 
decretar  la  suspensión  solicitada ;  i  vuestra  comisión  de  inspección  de 
los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  que  ha  hecho  un  detenido  examen 
del  espediente,  juzga  del  mismo  modo,  que  las  referidas  disposiciones 
de  la  lei  denunciada  en. nada  se  oponen  a  la  Constitución  nacional,  ni 
al  decreto  lejislatívo  de  29  de  abril  de  1863,  que  cedió  tierras  baldías  al 
Estado  soberano  del  Cauca  para  que  las  repartiera  entre  los  habitantes 
de  las  aldeas  de  "  María,*'  /*  Santa  Eosa  de  Cabal,"  "  San  Erancisco  " 
i  "  Palestina."  Cree  mas  bien  vuestra  comisión  que  la  citada  lei,  de 
cuya  suspensión  i  nulidad  se  trata,  viene  en  desarrollo  de  la  vplxmtad 
del  lejislador,  en  el  sentido  de  fomentar  la  población  en  la  estension 
snpernciaría  de  los  terrenos  cedidos  por  dicho  decreto  i  que  lo  fueron 

{)ara  su  adjudicación  i  repartimiento,  no  solo  entre  los  habitantes  de 
as  enumeradas  aldeas,  sino  ^ue  se  hizo  estensiva  a  los  (}ue  en  adelan- 
te fueran  a  poblar  ese  territorio  comprendido  entre  los  nos  Chinchiná 
i  Otun,  desde  sus  cabeceras  hasta  la  confluencia  con  el  rio  Cauca.  La 
concesión  se  hizo  al  Estado  del  Cauca,  i  su  Lejislatura,  según  el  artículo 
2.^  del  mismo  decreto  que  la  otorgó,  quedó  autorizada  para  disponer  lo 
conveniente  para  el  levantamiento  délos  planos  i  medición  de  los  terre- 
nos, i  para  que  so  cumplan  las  condiciones  con  que  se  hizo  la  cesión. 
Que  la  Lejislatura  del  Cauca,  sin  estraUmitar  su  esfera  de  acción  cons- 
titucional, ha  podido,  por  otra  parte,  espedir  la  referida  lei,  sin  menos- 
cabar los  derechos  adauiridos,  le  parece  evidente  a  vuestra  comisión  ; 
pero  si  a  virtud  de  no  haberse  levantado  el  plano  topográfico  de  los  te- 
rrenos cedidos  i  no  saberse  si  en  efecto  resultan  los  sobrantes  suficien- 
tes a  ^ue  se  refiere  la  nueva  lei,  llegara  a  sobrevenir  al^un  peijuicio  a 
los  primitivos  pobladores  o  a  los  deudores  i  herederos  lejítimos  de  ios 
que  perecieron  en  la  tiltima  guerra  civil  defendiendo  la  causa  de  la 
federación,  lo  que  no  es  presumible,  la  lejislacion  civil  del  Estado  es  la 
que  podrá  dirimir  cualquiera  controversia  que  surja  de  la  ejecución  de 
la  lei,  porque  desde  que  los  enunciados  terrenos  fueron  cedidos,  per- 
dieron su  calidad  de  nacionales,  i  por  lo  mismo  toda  controversia  sobre 
derechos  adquiridos  que  se  derive  del  repartimiento  de  los  terrenos  o 
de  la  lei  denunciada,  es  de  la  esclusíva  competencia  del  mismo  Estado, 
o  sea  de  su  administración  de  justicia. 
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La  lei,  ademas,  en  previsión  del  peijnicio  a  que  se  alade,^  dispone 
la  indemnizaoion  correspondiente  con  terrenos  baldíos  del  mismo  Es- 
tado, en  el  caso  de  que  resalte  ese  perjuicio,  i  nada  mas  justo. 

Así,  vueska  comisión  os  propong  (jne,  en  ejercicio  de  Tuestra 
atribución  constitucional,  aprobéis  el  siguiente  proyecto  de 

besolüoion: 

m 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válida  la  lei  803,  espe- 
dida por  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca,  sancionada  en  29  de 
agosto  de  1871,  adicional  a  la  espedida  en  virtud  de  la  lei  7.*,  Parte 
6.*,  Tratado  1.®  de  la  Recopilación  Granadina,  sobre  adjudicación  i 
repartimiento  de  tierras  baldías  para  nuevos  pobladores,  por  no  esti- 
marla contraria  a  la  Constitución  i  leyes  federales. 

Bogotá,  marzo  19  de  1872. 

J.  M.  Mendoza— EujENio  Baéna— M.  Plata  Azübbo— D.  Caicedo 
— Cablos  Mabtin. 

Secretaría  del  Senado^Abril  8  de  1872. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  se  aprobó  por  el  Senado  do 
Pl^potenciarios  en  los  debates  que  establece  su  xleglamento.  En 
esta  fecha  se  comunicó  a  la  Corte  Suprema  federal. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


xcn. 


TAIiTDEZ  del  artícnlo  10  I  el  parágrafo  del  artículo  19  de  la 
lei  149,  del  Estado  soberano  del  magdalena,  de  18  de  mayo 

de  1S71. 


ActTEBBO  DE  LA  SUPBEMA  CoBTE. 

En  Bogotá,  a  cuatro  de  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  i 
uno,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con 
asistencia  del  señor  Majistrado  Presidente  i  demás  señores  M^istra- 
dos,  a  saber :  José  María  Yillamizar  G.,  Juan  Manuel  Pérez,  Jil  Co- 
lunje,  Manuel  Muriilo  i  Juan  Agustín  üricoeohea ;  i  se  tomó  en  consi- 
deración el  espediente  en  que  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación 
solicita  la  suspensión  del  artículo  10,  i  el  parásrafo  del  artículo  12,  de 
la  lei  142,  espe<Uda  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  del  Magda- 
lena, sobre  "  división  territorial."  El  señor  Yillamizar  G.  presentó  el 
proyecto  de  resolución,  que  a  la  letra  es  como  sigue  : 

"Vistos — La  Asamblea  Lejislatiya  del  Estado  del  Magdalena 
espidió  la  lei  142,  de  18  de  marzo  de  1871,  sobre  ^  división  territorial/ 
que  entre  sus  disposiciones  contiene  las  siguientes : 

^  '  Artícnlo  10.  Para  los  efectos  judiciales  habrá  circuitos  que  coin- 
cidirán con  la  división  política  del  Estado,  i  cuyas  capitales  serán  laa 
mismas  de  los  departamentos  políticos. 
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^  Artículo  12.  Es  de  la  competencia  de  la  Asamblea  los  nombra^ 
mientos  de  Jaeces  principales  i  suplentes  para  los  círculos  judiciales 
creados  por  esta  lei. 

*  Parágrafo.  La  duración  de  los  Jueces  de  circuito  que  se  nombren  en 
Tirtud  de  la  presente  lei,  será  hasta  concluir  el  período  legal  en  curso.' 

'^  La  misma  Asamblea  que  espidió  esta  lei,  hizo,  en  virtud  de  la 
ultima  disposición  trascrita,  el  nombramiento  de  Jueces ;  pero  mas 
tarde,  creyendo  inconstitucionales  esos  nombramientos,  los  declaró 
insubsistentes  por  medio  de  una  proposición  que  fué  comunicada  al 
Presidente  del  Estado,  quien  dicto,  con  fecha  3Í  de  marzo,  una  resolu- 
ción concebida  asi: 

'  Los  Jueces  nombrados  por  la  Asamblea  Leíislativa  para  los  cir- 
cuitos que  se  han  creado  por  el  artículo  10  de  la  lei  142,  de  18  del  que 
fina,  deben  funcionar  como  tales  Jueces,^  no  obstante  la  resolución  de 
la  misma  Asamblea  en  que  se  han  declarado  insubsistentes  sus  nom- 
bramientos i  mandádose  que  i)rosi^an  desempeñando  las  funciones  de 
Jaeces  los  que  lo  eran  en  los  circuitos  que  han  quedado  eliminados.' 

"  Por  una  lei  anterior  (1870)  se  habia  fijado  en  dos  años  el  perfo- 
do  de  duración  de  los  Jueces  de  circuito. 

*'  Oonsta  lo  referido  de  una  documentación  que  remitió  el  Juez  del 
circáito  de  Santamarta  al  Procurador  jeneral  de  la  Nación  con  una  nota 
en  que  le  manifiesta  que  siendo  la  resolución  del  Presidente  del  Mag- 
dalena contrariaba  los  artículos  72,  87  i  89  de  la  Constitución  nación^, 
en  cumplimiento  del  artículo  13  del  Código  de  procedÍEnienÍTo  en  los 
negocios  criminales,  de  11  de  majo  de  18Í8,  le  pasaba  copia  de  lo  con- 
ducente para  que  promoviera  ante  la  Corte  Suprema  federal  lo  que 
creyese  mas  arreglado. 

**  El  Procurador  jeneral  se  abstuvo  de  emitir  concepto  sobre  la- 
legalidad  de  la  resolución  ejecutiva  que  se  deja  trascrita,  por  tratarse, 
dice,  de  un  asunto  en  que  solo  el  Poder  Judicial  del  Estado  es  com- 
petente para  examinarlo  i  declarar  lo  que  crea  de  justicia.  Pero  sí  cree 
que  la  Corte  debe  resolver  un  punto  importante  dé  derecho  constitu- 
cional, de  que  se  ocupa  en  la  parte  que  en  seguida  se  copia  de  la  es-^ 
posición  que  ha  presentado  a  esta  superiorida^l.  Dice  asi : 

^  Con  efecto,  por  el  artículo  69  de  la  Constitución  se  determina  que 
el  Poder  Judicial  de  la  Union  se  ejerce  por  el  Senado,  por  una  Corte 
Suprema  federal,  por  los  Tribunales  i  Juzgados  de  los  Estados,  i  por 
los  que  se  establezcan  en  los  Territorios  que  deban  rejirse  por  lejiáa- 
eion  especial.  Por  el  artículo  87  se  ordena  que  los  Majistrados  de  la 
Corte  buprema  federal  i  los  Jueces  de  los  demás  Tribunales  i  Juzga- 
dos nacionales  no  pueden  ser  suspensos  sino  por  acusación  legalmente 
intentada  i  admitida,  ni  depuestos  sino  a  virtud  de  sentencia  judicial 
conforme  a  las  leyes. 

'  Por  la  lei  orgánica  del  Poder  Judicial  de  la  Union  i  sus  adiciona- 
les están  reconocidos  como  Jueces  nacionales  de  primera  instancia  los" 
Jueces  de  circuito  de  los  Estados,  o  sean  los  Jueces  que  conocen  de 
demandas  de  mayor  cuantía. 

'  Se  presenta  ahora  esta  grave  cuestión :  ¿  Serán  contrarias  a  la 
Constitución  nacional  las  leyes  de  los  Estados  que  privan  a  los  Jueces 
de  circuito  del  ejercicio  de  sus  funciones  antes  do  terminar  el  período» 
para  que  fueron  nombrados  ? 
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'Confieso  que  para  xoí  no  es  clara  la  doctrina  ccmstiti&suxaal  que 
se  halla  consignada  a  este  respecto  en  las  disposiciones  que  dejo 
citadas ;  pues  aun  cuando  de  su  sentido  literal  se  deducen  ra8ane& 
fuertes  en  apoyo  de  los  que  sostienen  que  la  soberanía  de  los  Estados 
está  restriniída  por  el  artículo  87  de  la  Constitución  respecto  de  los 
Jueces  de  ciroáito  que  ejercen  funciones  de  Jueces  nacionales,  también 
es  cierto  que  la  opinión  contraria  tiene  solidos  apoyos,  atendiendo  al 
espíritu  de  la  Constitución  nacional  i  a  la  circuxistancia  de  que  la  lei 
oi^ánica  del  Poder  Judicial  de  la  ünion  i  sus  adicionales,  al  reconocer 
como  Jueces  nacionales  a  los  Jueces  de  cLccuito,  no  entran,  ni  pódríaii 
entrar,  a  examinar  si  los  Jueces  de  circuito  de  los  Estados  están  bien, 
o  mal  nombrados,  si  les  di6  mas*  o  menos  duración,  si  se  Tario  o  n6, 
durante  su  periodo,  el  territorio  en  que  ejerccm  su  jurisdicción.  Todos 
estos  incidentes  son  materia  d^  esclusi  va  competencia  de  los  Estados^ 
en  virtud  de  la  facultad  que  tienen  para  o]^;aniJEar  su  Poder  Judicial 
como  a  bien  tengan. 

•  'Mas,  como  conviene  que  la  Corte  Suprema  fdderal  emita  sa 
opinión  en  tan  delicado  negocio,  pues  los  casos  semejantes  al  ocurrido 
en  el  Estado  del  Magdalena  pueden  presentarse  con  frecuencia,  i  como 
la  manera  de  que  ese  Supremo  Tribunal  tenga  que  ocuparse  del  asunto 
es  poniéndolo  en  la  necesidad  de  manifestar  si  hace  o  nó  uso  de  la 
facultad  que  le  otorga  el  artículo  72  de  la  Constitución,  yo  os  pido  que 
suspendáis  el  artícmo  10  i  el  parágrafo  del  articulo- 12  de  la  lei  142^ 
espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  del  Magdalena  con  fecha  18  de 
marzo  de  1871,  en  cuanto  por  ellos  no  se  deja  funcionar  a  los  Jueces 
de  circtiito  por  todo  el  período  legal  para  que  fueron  nombrados.' 

"  Desde  luego  reconoce  la  Corte  con  el  señor  Procurador,  que  es 
de  la  esclusíva  competencia  de  los  Estados  todo  lo  relativo  a  la  orga- 
nización de  8U  Poder  Judicial,  esto  es,  al  nombramiento  o  elección  de 
los  Jueces,  su  duración,  atribuciones,  fijación  del  territorio  a  que  estien- 
den sus  funciones  &^  í?ero,  a  inicio  de  la  Corte,  la  soberanía  de  aque- 
llas entidades,  por  16  tocante  al  ramo  de  que  se  trata,  no  es  ablenta 
sino  en  cuanto  dice  relación  a  los  funcionarios  del  orden  judicial  qae> 
lo  son  esclusivamente  del  Estado ;  mas,  respecto  de  aq^uwos  que  ai 

Í)ropio  tiempo  forman  parte  del  Poder  Jucicial  de  la  ünion,  existen  en 
a  lejisladon  de  la  Bepública  disposiciones  que  les  conciemen,  i  que  de^ 
belútcer  guardar  el  Gobierno  jeneral. 

^  Esas  disposiciones  son  las  mismas  que  cita  el  señor  Procurador 
en  su  esposicion,  a  saber :  los  artículo  69  i  87  de  la  Constitución  nacio' 
nal,  el  22  de  la  lei  de  30  de  abril  de  1864,  orgánica  del  Poder  Judicial 
de  la  ünion,  i  el  13  de  la  de  16  de  mayo  de  1866,  adicional  a  la  ante- 
rior i  reformatoria  de  la  misma. 

'^  Ahora  bien :  si  por  precepto  constitucional  son  llamados  a  admi- 
nistrar la  justicia,  en  los  asuntos  delegados  al  Gobierno  jeneral,  los 
Tribuná.les  i  Juzgados  de  los  Estados ;  si  la  lei  menciona  entre  los 
funcionarios  judiciales  de  la  ünion  a  los  Jueces  de  los  Estados  que 
conocen  en  lo  civil  de  los  pleitos  de  mayor  cuantía,  i  a  los  que  conocen 
esclusivamente  de  los  negocios  criminales,  asignándoles  sus  respectivas 
atribuciones ;  si  el  carácter  de  Juez  del  Estado  es  inseparable  del  de 
Juez  nacionfíl,  para  la  Corte  es  doro  i  evidente  que  lo  dispuesto  en  el 
articulo  87  do  la  Constitución  federal  se  refiere  también  a  estos  úl- 
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timos  ñmoianarioBy  siendo  así  que  en  él  no  se  hace  distinción  ninguna 
en  el  sentido  de  limitar  el  precepto  allí  consignado  a  los  Majistrados 
de  la  Corte  Suprema  federal  i  a  los  Jueces  de  los  Territorios,  únicos 
que  lo  son  esclusivamente  nacionales.  í  no  se  objete  que  la  distinción 
era  innecesaria,  puesto  que  el  lejislador  constituyente  no  se  ocupó,  ni 
podia  ocuparse,  sino  de  fijar  las  bases  para  la  organización  del  Go- 
bierno federal  en  sus  diferentes  ramas;  porque  una  de  esas  ramas  es  el 
Poder  Judicial,  que  lo  ejercen,  ademas  del  Senado  i  la  Corte  Suprema, 
los  Tribunales  i  Juzgados  de  los  Estados.  De  los  últimos  son  nacio- 
nales los  llamados  por  la  lei  a  conocer  en  asuntos  de  la  competencia 
del  Gobierno  jeneral;  luego  les  comprenden  las  disposiciones  constitu- 
cionales que  se  refieren  a  la  organización  del  mismo  Gobierno,  en  lo 
relativo  a  la  administración  de  justicia,  entre  las  cuales  se  rejisfara  la 
del  articulo  87. 

'*  A  esta  conclusión  se  llega  sin  esfuerzo  alguno  de  razonamiento, 
mediante  la  simple  lectura  de  los  artículos  conducentes  de  la  lei 
fundamental ;  mientras  que  para  sostener  la  tesis  contraría  sería  pre- 
ciso ocurrir  a  interpretaciones  mas  o  menos  razonables,  deducidas  de 
la  doctrinare  la  soberanía  de  los  Estados ;  pero  la  interpretación  no 
es  permitida  en  el  presente  caso,  por  existir  disposiciones  tan  claras  i 
terminantes  como  las  que  se  dejan  trascritas.  Dado  que  ellas  restrin- 
jan la  soberanía  de  las  secciones,  esa  no  seria  razón  para  desconocer 
el  alcancé  que  tienen,  cuando,  por  otra  parte,  aquellas  mismas  entida- 
des aceptaron  la  restricción  por  el  órgano  de  sus  representantes  lejíti- 
mos,  autores  de  la  Constitución  política  de  la  Bepública,  de  8  de  mayo 
de  1863. 

"  Siendo  el  fin  del  articulo  87  que  se  viene  citando,  asegurar  la  inde- 
pendencia del  Poder  Judicial,  no  fo  Ilenaria  por  completo  si  se  le  diese 
una  intelijencia  restrictiva  contraria  a  la  que  se  desprende  de  su 
literal  contexto ;  resultando,  ademas,  de  semejante  modo  de  entenderlo, 
el  contrasentido  manifiesto  de  que  ciertos  funcionarios  del  ramo  judi- 
cial quedaran  bajo  el  amparo  de  aquella  garantía  i  otros  nó,  cuando 
al  consagrarla  no  se  tuvo  en  mira  la  categoría  del  empleo  sino  la  natu- 
raleza de  las  funciones  que  están  llamados  a  ejercer  los  Majistrados  i 
Jueces  de  los  Tribunales  de  la  Union. 

*'  Besta' ahora  examinar  si  las  disposiciones  de  la  lei  142  del  Esta- 
do del  Magdalena,  que  el  Procurador  solicita  se  suspendan,  son  contra- 
rias a  la  Constitución  de  la  República. 

^^  El  artículo  10  de  esa  lei  dispone  que,  para  los  efectos  judiciales, 
habrá  circuitos  que  coincidirán  con  la  división  poKtica  del  Estado,  i 
cuyas  capitales  serán  las  mismas  de  los  departamentos  políticos. 

'^  Nada  encuentra  la  Corte  en  este  artículo  que  sea  contrario  a 
precepto  alguno  de  la  Constitución  federal,  pudiendo,  como  pueden,  los 
£iSte(£>s,  dividir  su  territorio  como  a  bien  lo  tengan,  para  los  efectos 
administrativos,  supuesto  que  ninguna  delegación  se  tiizo  a  este  res- 
pecto al  Gobierno  jeneral 

''  Mas,  el  parágrafo  del  artículo  12,  por  el  cual  se  dispone  que  la 
duración  de  los  Jueces  de  circuito  que  se  nombren  en  virtud  de  la 
misma  lei,  sea  hasta  concluir  el  período  legal  en  curso,  sí  lo  considera 
la  Corte  violatorio  del  artículo  87  de  la  Constitución.  Disponer  él 
reemplazo  de  los  Jueces  que  se  hallaban  en  actual  ejercicio,  antes  de 
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oonoluir  el  petíodo  para  qae  habían  sido  nombrados,  e^nivale  eviden- 
temente a  aestitoirlos  de  sns  empleos,  contra  lo  presento  en  el  citado 
artícolo  87,  qne  no  consiente  la  destitacion  sino  por  -virtud  de  senten- 
cia judicial  conforme  a  las  leyes.  Así  lo  entendió  también  la  misma 
Asamblea  que  espidió  la  lei,  al  declarar,  como  declaró,  insubsistentes 
los  nombramientos  de  Jueces  que  ella  bizo,  por  creer  este  acto  contra- 
rio al  artículo  64  de  la  Constitución  del  Estado,  que  consagra  el  mismo 
principio  consignado  en  el  87  de  la  nacional. 

''Por  tanto,  la  Oorte  Suprema  federal,  administrando  justicia  en 
nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  leí, 
resuelve  en  Sala  de  acuerdo : 

''  1.^  Abstenerse  de  suspender  la  ejecución  del  artículo  10  de  la 
lei  142,  de  18  de  marzo  de  1871, '  sobre  división  territorial/  espedida 
por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  del  Magdidena ;  i 

''2.*^  Suspender,  como  en  efecto  suspende,  el  parágrafo  dd  artículo 
12  de  la  misma  lei,  por  ser  contrario  al  artículo  87  de  la  Oonstituoian 
nacional. 

**  Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  del  Estado  del  Mag- 
dalena, i  remítase  el  espediente  al  Senado." 

Se  abrió  la  discusión  de  este  proyecto,  i  después  de  haber  sido 
debatido,  votaron  por  él  los  Majistra^  Yillamizar  O.  i  Párez,  i  en 
contra  los  Majistrados  Colunje,  Muiillo  i  üriooechea,  quienes  motivar 
ron  su  voto  en  las  razones  que  aparecen  de  la  siguiente  esposidon, 
presentada  por  el  primero  (Cfolunje): 

'^n  nuestro  concepto^  ni  el  artículo  10,  ni  el  i>arágrafo  del  12» 
de  la  lei  142,  de  18  de  majrzo  de  1871,  'sobre  división  territorial,' 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  del  Magdalena,  son 
contrarios  a  la  C(nistitucion  federal,  ni  a  lei  alguna  de  la  Union. 

''El  artículo  10  dice  así:  /Pora  los  efectos  Judiciales,  habrá  circ^- 
tos  que  coincidirán  con  la  división  política  del  Estado,  i  cuyas  capitales 
serán  las  mismas  de  los  departamentos  políticos.' 
*'E1  artículo  12  dice  por  entero: 

'  Artículo  12.  Es  de  la  competencia  de  la  Asamblea  los  nombra- 
mientos de  Jueces  principales  i  suplentes  para  los  círculos  judiciales 
creados  por  esta  lei.' 

'  Parágrafo.  La  duración  de  los  Jueces  de  circuito  que  se  nombren 
en  virtud  &  la  presente  lei,  será  hasta  concluir  el  período  l^al  en 
curso.' 

*'  Los  que  creen  que  h>  disposición  del  artículo  10  i  la  del  parágra- 
fo, o  por  lómenos  la  del  parágrafo,  no  se  encuentran  denbo  de  la  esfera 
de  acción  de  los  Estados,  se  fondan  principalmente  en  el  trato  de  los 
artí(ndos  69  i  87  de  la  citada  Uonstitucion,  artículos  coya  letra 
es  esta: 

*  Artículo  69.  El  Todec  Judicial  se  ejerce  por  el  Senado,  por  una 
Oorte  Suprema  federal,  por  los  Tribunales  i  Jumados  de  los  Estados^  i 
por  los  que  se  establezcan  en  los  territorios  que  deban  rejirse  por  lejia* 
lacion  especial.' 

^  Articulo  87.  Los  Majistrados  de  la  Oorte  Suprema  federal,  i  los 
Jueces  de  los  demás  Tribunales  i  Juzgados  nacionales,  no  pueden  ser 
suspensos  sino  por  acusación  l^lmente  intentada  i  admitida,  ni  do* 
puestos  sino  a  vurtud  de  sentencia  judicial  conforme  a  las  leyes/ 
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'' Deducen  de  estos  artículos,  en  virtad  del  primero  de  los  cuales 
las  leyes  orgnánipas  del  Poder  Judioial  de  la  ünion  han  declarado  Jue- 
ces naoiondes  de  primera  instancia  a  ciertos  Jueces  de  los  Estados, 
que  estos  Jueces,  no  solo  en  cuanto  nacionales,  sino  en  cuanto  de  los 
Justados  también,  no  pueden,  como  no  pueden  los  Majistrados  de  la 
Corte  Suprema  federal,  ser  suspendidos  ni  depuestos  de  sus  funciones, 
sino  mediante  las  formalidades  que  en  el  segundo  se  determinan ;  i, 
llevando  demasiado  l^os  el  alcance  que  atribuyen  al  último,  van  hasta 
esta  conclusión :  que  ni  en  la  Nación  ni  en  los  Estados  puede  el  lejisla- 
dor  introducir  reforma  alguna,  si  uno  de  los  resultados  de  ella  ha  de 
ser  la  cesación  de  aquellos  Jueces  i  Majistrados  antee  del  término 
natural  de  su  pcoiiodo  de  nombramiento. 

'^Nosotros  no  hemos  podido  persuadirnos  de  que  tengan  razón  los 
que  así  piensan.  Mui  al  contrario ;  i^  sobre  todo,  nos  parece  que  la 
conclusión  a  que  llegan  es  enteramente  inaceptable. 

"A  nuesfaro  modo  de  ver,  el  artículo  87  no  habla  de  los  Jueces 
sino  en  cuanto  nacionales;  es  decir,  q^e  lo  que  prohibe  es  el  que  ellos 
sean  suspendidos  q  depuestos,  si  no  median  las  formalidades  aludidas, 
por  hechos  que  les  aparejen  responsabilidad  ante  la  Nación.  Ese  ar- 
tículo, según  lo  entendemos  nosotros,  no  restrinjo  la  soberanía  de  los 
Estados.  Se  estableció  en  él,  en  cuanto  a  los  Jueces,  la  misma  prohibi- 
ción que  en  cuanto  a  los  Majistrados,  porque,  queriendo  el  lejislador 
nacional  constituyente  dar  a  todo  el  !Foder  Judicial  permanente  de  la 
ünion  aquella  garantía  de  independencia,  era  preciso  consagrar  tal 
garantía  en  la  Constitución  jeneral  del  país,  para  qué  en  ningún  caso 
pudiese  ser  desconocida  en  las  leyes  nacionales  comunes,  como  podría 
serlo  aun  respecto  de  los  Majistrados  mismos,  si  la  prohibición  no 
estuviese  donde  está ;  i  no  se  hizo  alU  distinción  alguna  para  el  efecto 
de  indicar,  de  algún  modo,  que  se  hablaba  de  los  Jueces  tan  solo  en 
cuanto  nacionales,  porque  no  habia  necesidad  de  ella,  supuesto  que 
dicha  Constitución  no  tenia  ni  podia  tener  por  objeto,  en  lo  jenerál, 
echar  otras  bases  de  organizacioi»  que  las  requeridas  para  el  estable- 
dmiento  del  Qobiemo  federal  en  sus  diversas  ramas.  Cuando  por 
escepcion  se  juzgó  oportuno  disponer  otra  cosa,  se  hizo  así  espresa- 
mente.  Abí  se  hizo,  por  ejemplo,  en  el  artículo  SÉ2,*el  cual  dice :  ^Los 
miembros  de  las  Lejislatutas  de  los  Estados  Son  inmunes  por  el  tiempo 
que  su  respectiva  Constitución  determine,  i  no  serán  jamas  responsa- 
bles por  los  votos  ni  por  las  opinianes  que  emitan  en  desempeño 
de  BUS  fnciones.' 

^  Ahora,  prescindiendo,  por  un  momento,  de  la  doctrina  que  aca- 
bamos de  sentEur,  i  pasando  a  la  conclusión  ¿ites  mencionada,  no  po- 
demos manos  de  decir  que  juzgamos  ósta  tan  insostenible,  que  unas 
breves  reflexiones  bast¡:n  p¿a^esmostrarIo. 

^  HáUase  establecido  esto  en  el  artículo  92  del  referido  Código : 

*  Esta  Constitución  podrá  ser  reformada,  total  o  parcialmente,  con 
las  formalidades  siguienties : 

*  1.*  Que  la  reforma  sea  solicitada  por  la  mayoría  de  las  Lejidatu- 
ras  de  los  Estados :  . 

*  2.*  Que  la  reforma  sea  discutida  i  aprobada  en  ambas  Cámaras 
conforme  a  lo  establecido  para  la^spedicion  d»  las  leydb;  i 


I 


—  164  — 

^  3/  Qae  la  reforma  sea  ratificada  i>or  el  voto  unánime  del  Senado 
de  Plenipotenciarios,  teniendo  un  voto  cada  Estado. 

*  También  pnede  ser  reformada  por  ana  Conyencion  convocada  al 
efecto  por  el  Congreso,  a  solicitad  de  la  totalidad  de  las  Lejislataras 
de  los  Estados,  i  compuesta  de  igual  numero  de  diputados  por  cada 
Estado.' 

"  Propónese,  conforme  al  artículo  inserto,  una  reforma  que  con- 
siste, verbigracia,  en  el  reemplazo  de  la  Corte  Suprema  por  tm  Senado 
permanente,  i  llénanse,  para  sancionarla,  todos  los  requisitos  que  él 
exije :  ¿para  llevarla  a  cabo,  habría  que  aguardar  a  que  espirase  el 
penodo  de  los  Majistrados  que  estuviesen  funcionando  -a  la  sazón  ? 

'*  O  bien  la  reforma  consiste  en  la  creación  de  Jaeces  propios 
para  los  asuntos  de  carácter  nacional :  llenados  aquellos  requisitos, 
¿  habria  que  a^ardarlo  aún,  para  llevarlo  a  cabo,  a  que  caducase  el 
período  de  los  individuos  que  a  la  sazón  estuviesen  desempeñando  lae 
fcmciones  de  Jueces  nacionales  ? 

<<  De  ninguna  parte  del  artículo  puede  inferirse  que  tengan  apoyo 
en  él  condiciones  de  reforma  iguales  o  semejantes  a  las  dos  que  acaban 
de  ser  apuntadas ;  i  no  hai  necesidad  de  advertir  que  el  artículo  9iy 
posterior,  desde  luego,  al  87,  consagra  disposiciones  de  la  misma  espe- 
cialidad, por  lo  menos,  que  la  consagrada  en  el  último. 

'<  Con  pavísimos  embarazos  tropezaria  el  mejoramiento  de  la 
administración  pública  en  el  ramo  judicial,  si  fuesen  admisibles  inter- 
pretaciones constitucionales  como  las  que  rechazamos :  no  se  podria, 
por  ejemplo,  cuando  mas  conveniente  pareciera,  llevar  a  efecto  la 
supresión  de  un  circuito,  su  incorporación  en  otro,  o  bien  su  elevación 
a  mayor  categoría  administrativa. 

"  Inclinámonos  a  creer  que  el  errpr  en  que  a  nuestro  juicio  están 
los  ^ue  sostienen  la  referida  tesis,  procede  de  un  símil  poco  o  nada 
justificado.  Consiste  ese  símil  en  estimar  como  actos  equivalentes  a 
deposición  o  destitución,  reformas  ^e  la  naturaleza  de  las  indicadas. 

"  No  negamos  que  tales  reformas  son  inspiradas,  a  las  veces,  por 
algún  móvil  que  tiende  a  aquel  fin ;  pero  damos  a  esto  mui  escasa 
importancia,  por^e  los  abusos  que  se  cometen  a  la  sombra  de  un 
principio  cualquiera,  nada  arguyen  contra  el  principio  mismo. 

**  En  suma,  para  nosotros  es  evidente  que,  al  ser  habilitados  de 
Jueces  nacionales  los  Jueces  de  los  Estados,  o  una  parte  de  ellos, 
según  lo  establecido  en  el  citado  artículo  69,  la  Nación  se  somete  a 
todas  las  eventualidades  de  réjimen  interior  local  que  puedan  sobre- 
venir. Si  se  estableció  también  lo^  que  se  lee  en  el  o7,  fué  por  lo  que 
yá  dijimos  arriba,  i  porque,  no  siendo  Jueces  propios,  los  que  de 
aqueua  manera  habihtaba  la  Nación,  la  suspensión  o  destitución  de 
éstos  por  ella  no  debía  quedar  espuesta  a  aparecer  alguna  vez  como 
la  nulificación  de  la  soberanía  de  las  secciones  en  el  importaxxte  ramo 
de  su  organización  judicial. 

"  Tales  son  las  razones  que  motivan  nuestro  voto  contra  el  ejer- 
cicio, en  el  presente  caso,  de  la  atribución  que  da  a  la  Corte  el  artículo 
72  de  la  Constitución  de  la  Eepública." 

La  Corte  adopto  en  seguida  la  ¿iguiente 
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BESOLÜOION  : 

''  La  Corte  Suprema  federal  se  abstiene  de  suspender  el  ariicuTo 
10  i  el  parágrafo  del  artículo  12  de  la  lei  142,  espedida  por  la  Asam- 
blea lejialativa  del  Estado  del  Magdalena,  "  sobre  dÍTÍsion  territorial," 
por  no  reunir  la  proposición  de  suspensión  la  unanimidad  de  votos 
que  exije  el  artículo  72  de  la  Constitución  de  la  BepúbUca." 

"  Agregúese  copia  del  presente  acuerdo  al  espediente  respectivo, 
remítase  éste  al  Senado  de  plenipotenciarios^  i  comuniqúese  lo  resuelto 
al  Presidente  del  Estado  del  Magdalena." 

Con  lo  cual  concluyó  el  presente  acuerdo,  que  firman  el  señor 
Majistrado  Presidente  i  demás  señores  Majistrados,  con  el  infrascrito 
Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  Vtt.t.amtoar  G. — J.  M.  Pébez— Jil  Co- 
LUKJE — ^M.  Mumujo.— JuAií  A.  XJeicoechea— El  Secretario,  JRc/ad  E. 
Santander. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  18  de  setiembre  de  1871. 

El  Secretario,  Bafod  E.  SaTdxmder. 


Ikpobme  de  la  comisión  del  Sehado. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  solicitó  ante  la  Corte 
Suprema  federal  la  suspensión  del  artículo  10  i  la  del  parágrafo  del 
artículo  12  de  la  lei  espedida  en  18  de  marzo  de  1871  por  la  Asamblea 
Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Magdalena,  que  lleva  este  título: 
^ '  Lei  142,  sobre  división  territorial." 

Dichas  disposiciones,  copiadas  a  la  letra,  dicen  así: 

'^  Art  10.  Para  los  efectos  'judiciales,  habrá  circuitos  que  coinci- 
dirán con  la  división  política  del  Esta4o  i  cuyas  capitales  serán  las 
mismas  de  los  departamentos  poUticos." 

^' Art.  12.  Es  de  la  competencia  de  la  Asamblea  los  nombramien- 
tos de  Jueces  principales  i  suplentes  para  los  círculos  judiciales  crea- 
dos por  esta  lei." 

^'  Parágrafo.  La  duración  de  los  Jueces  de  circuito  que  sé  nom- 
bren en  virmd  de  la  presente  lei,  será  hasta  concluir  el  período  legal 


en  curso." 


La.  Corte  no  accedió  a  la  solicitud  de  suspensión,  porque  los  Ma- 
gistrados que  la  componen  opinaron  dos  por  xa  suspensión  i  tres  por 
la  vaUdez  de  las  disposiciones  acusadas. 

El  espediente  ha  sido  pasado  al  Senado  para  que  resuelva  sobre 
la  anulación ;  i  con  el  objeto  de  que  podáis  ejercer  esta  función,  os 
presentamos  el  siguiente  informe. 

La  cuestión  sometida  a  vuestra  decisión  es  la  que  sigue : 

¿Son  contrarias  a  la  Constitución  nacional  las  leyes  de  los  Esta* 
dos  que  privan  a  los  Jaeces  de  los  mismos  del  ejercicio  de-sos  fundones 
antes  de  terminar  el  período  para  que  fu^n  nombrados  ? . . . . 

Los  €|ae  afirman  que  sí  son  contrarias»  se  apojan  en  que  los  tri- 
bunales i  ym^Qñ  de  los  Estados,  conforme  al  aitíeiilo  69  de  la  Oons- 
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titaoion,  hacen  parte  del  Poder  Jadioial  de  la  Union ;  i  por  oonsignieiite 
«a  personal  goza  de  la  garantía  que  espresa  el  artíonlo  87  de  la  migma, 
de  no  poder  ser  snspensos  sino  por  acusación  le^lmente  intentada  i 
admitida,  ni  depuestos  sino  a  virtud  de  sentencia  judicial,  conforme  a 
la8  leyes. 

V  uestra  comisión  es  de  concepto  que  lo  que  eepresan  los  artículos 
69  i  87  de  la  Constitución  no  puede  entenderse  del  modo  indicado. 
El  artículo  87  no  habla  de  los  Jueces  sino  en  cuanto  son  nacionales ; 
i  la  garantía  del  artículo  69  se  refiere  solamente  a  que  no  pueden  ser 
suspensos  ni  depuestos  sin  acusación  i  sentencia  de  parte  ae  las  auto- 
xidades  federales.  Teniendo  los  Estados  el  derecho  de  lejislar  libre- 
mente sobre  la  organización  de  sus  tribunales  i  justados,  es  eyidente 
que  pueden  crearlos  que  quieran,  i  hacer  cesar,  como  en  el  presente 
caso,  los  que  estimen  convenientes,  o  darles  xma  nueva  forma,  aumen- 
tando o  restrínjiendo  los  puntos  a  donde  estiendan  su  jurisdicción,  i 
ordenando  nueva  elección  de  Majistrados  i  Jueces. 

Por  estas  razones,  os  proponemos  que  adoptéis  el  siguiente  pro- 
jectbde 

BESOLUaON  : 

'^  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  6.*, 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  el  artículo  10  i  el  para- 

Srafo  del  artículo  12  de  la  '^  lei  142,  sobre  división  territorial,'*  espedi- 
a  el  18  de  mayo  de  1871  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Est&do 
soberano  del  Magdalena.*' 

Ciudadanos  Senadores. 

EuJENio  Baéna— J.  Mendoza.— D.  Caioedo— M.  Piata  Azuebo — 
Cáelos  Mastín. 

Bogotá,  abril  ^  de  1872. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  fuá  adoptado  por  el  Senado  de 
Plenipotenciarios  en  las  sesiones  de  los  días  4  i  6  de  los  corrientes. 

El  Presidente,  M.  Plata  Azuebo.  —  El  Secretario,  JtiUo  E.  Pérez. 


xcm. 


TALIDEZ  4e  la  lei  9§8  del  Estado  «oberano  del  Canea,  que  did 
na  voto  de  nulidad  a  la  lei  nacional   de  1871  «'sobre 

empleos  militares.'^ 


AOUEBDO  DE  LA  SCPBEXA  OOBIB. 
Corte  Suprema  federal.— Bogotá,  18  de  enero  de  1872. ' 

IHsta  la  solicitad  del  ciadadano  colombiano  Leoncio  Ferrer,  diri- 
jida  a  esta  Suprema^  Corte  con  fecha  primero  de  noviembre  de  mil 
ochocientos  setenta  i  nno,  para  qm  se  suspenda,  por  inconstitacíonal, 
la  lei  288  del  Estado  del  Canea»  dando  xm  Totó  de  nnlidad  a  la  leí  na- 
cional de  25  de  abril  de  1871»  ^' sobre  empleos  militares  " ; 
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I  OONSmEBANDO  : 


L^  Qae  las  Lejislatnras  de  los  Estados  están  autorizadas  para  dar 
▼otos  de  nulidad  respecto  de  los  actos  del  Congreso  nacional^  o  del 
Poder  Ejecntivo  de  los  Estados  Unidos,  qne  violen  los  derechos  indi- 
viduales o  ataquen  la  soberanía  de  los  Estados.  (Artíoulo  25  de  la 
Oonstitucion  nacional) ; 

2.^  Que  las  mismas  Asambleas  de  los  Estados  son  los  unióos 

Jueces  llamados  a  decidir  en  cada  caso  si  se  está  o  nó  en  el  de  ejercer 
a  atribución  constitucional  citada,  no  siendo  suroendibles  los  actos 
de  dichas  Asambleas  que  tengan  por  objeto  la  anulación  de  las  leyes 
nacionales  i  de  los  decretos  del  Poder  Ejecutivo  federal,  pues  si  lo 
fueran  seria  este  Tribunal  quien  en  realidad  vendria  a  ejercer  en 
primera  instancia  la  mencionada  atribución ; 

3.^  Que  debiendo  el  Senado  de  PlenipotenciarioB  conocer  de  las 
solicitudes  sobre  suspensión  de  las  leyes  ^e  los  Estados,  despachadas 
por  esto  Suprema  Oorte,  i  pudiendo  anular  en  áltima  instancia  las 
leves  acusadas,  resultarla  que  la  prerogativa  concedida  a  las  Asaih- 
bleas  de  los  Estados  respecto  de  las  leves  nacionales,  quedaría  a  la 
merced  de  uno  de  los  dos  cuerpos  oolejisladores,  naturalmente  intere- 
sados ambos  en  el  sostenimiento  de  sus  propios  actos,  que  son  los  mis- 
mos sobre  que  pueden  recaer  los  votos  ae  nulidad  de  que  se  viene 
hablando; 

4.^  Que  por  las  consideraciones  que  preceden,  la  Oorte  cree  no 
tener,  respecto  de  los  actos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  sobre 
nulidad  de  las  leyes  nacionales  i  de  los  decretos  del  Poder  l^ecutivo 
federal,  oh»  atribución  que  la  de  escrutar  los  votos  emitidos,  i  declarar 
cuáles  son  los  actos  que  nan  sido  anulados  por  la  mayoría  de  las  Asam- 
bleas de  los  Estados.  (Atribución  14,  artículo  71  de  la  Oonstitucion) ; 

Por  tanto,  la  Oorte  Suprema  federal,  administrando  (ustioia  én 
nombre  de  los  Estados  unidos  de  Oolombia  i  por  autoridad  de  la  lei, 
declara  que  la  lei  288  del  Estado  del  Oauca,  dando  un  voto  de  nulidad 
a  la  lei  nacional  de  25  de  abril  de  1871,  '^  sobre  empleos  militares,"  no 
está  en  el  caso  de  ser  suspendida  por  este  Supremo  Tribunal  en  qer- 
oicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Oonstitucion. 

Oomuníquese  al  Poier  Ejecutivo  del  Estado  del  Oauca ;  pubUquese 
en  el ''  Diario  Oficial,"  i  dase  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios. 

José  MabíI  Vn.T.AMTgAB  G.— J.  M.  Pérez.-- Jil  Oolünje.— José 
Ab^^jo.— Juan  A.  übigoeoeea.— El  Secretario,  Bafad  E.  Santander. 

En  vemtidos  de  los  mismos  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral  la 
resolución  anterior.r-GtfiCEZ. — SaínUmUer^  Secretario. 

Es  copia. — Secretaría  de  la  Oorte  Suprema  federal. —  Bogotá^ 
treinta  de  enero  de  1872. — £1  SeOTetario^  Mofad  JE.  Santander.  • 

"haoVISE  DE  LA.  OOMIBION  DEL  SeNADO. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios» 

El  señor  Leoncio  Ferrer,  ciudadano  de  Oolombia,  ocurrió  a  Ia^ 
Oorte  Suprema  f edend  solicitando  la  suspensión  de  la  lei  288  espe- 
dida por  la  Lejislatura  del  E8t%do  soberano  del  Oauca,  dando  un  vota 
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de  nulidad  a  la  leí  nacional  de  26  da  abril  de  1871,  sobre  empleos 
militares. 

La  Corte  Saprema,  en  acuerdo  de  13  de  enero  del  comente  año, 
resolvió  que  no  estaba  en  el  caso  de  decretar  la  suspensiony  por  las 
siguientes  razones : 

Primera.  Porque  Tas  Lejislaturas  de  los  Estados  tienen  la  fanciom 
de  dar  esos  votos  de  nulidad  (artículo  25  de  la  Constitución  federal)» 
aunque  con  la  restricción  de  hacerlo  solamente  cuando  los  actos  del 
Congreso  o  del  Poder  Ejecutivo  violen  los  derechos  individuátee  o 
ataquen  la  soberanía  de  los  Estados ; 

Segunda.  Que  son  las  Lejislaturas  las  llamadas  a  jumar  en  eada 
caso  si  están  o  no  en  el  de  ejercer  la  atribución  constitucional  espiesada, 
no  siendo  suspendibles  las  leyes  aue  espidan  en  uso  de  ese  derecho,  por- 
que si  lo  fueran,  resultaría  en  dennitiva  que  sería  la  Corte  Suprema  la 
que  vendria  a  ejercer  dicha  atribución ;  ^  ' 

Tercera.  Que  debiendo  el  Senado  conocer  de  las  solicitudes  de 
suspensión  de  las  leyes  de  los  Estados,  para  resolver  sobre  su  anula- 
ción, tratándose  del  voto  dado  en  contra  de  una  leí  nacional,  quedaría 
la  prerogativa  concedida  a  los  Estados,  a  merced  de  uno  de  los  dos 
cuerpos  colejisladores,  interesado  en  el  sostenimiento  de  sus  propios 
actos;  i 

Cuarta.  Que  respecto  de  las  leyes  de  los  Estados  espedidas  con 
el  objeto  de  dar  votos  de  nulidad  contra  los  actos  del  Congreso  o  del 
Poder  Ejecutivo  federal,  la  Corte  Suprema  no  tiene  mas  función  que 
la  que  le  señala  el  inciso  14,  artículo  71  de  la  Constitución ;  es  decir, 
la  de  escrutar  los  votos  emitidos  i  decl£u:ar  cuáles  son  los  actos  que  han 
sido  anulados. 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados,  a  cai^o  de  los  que  suscribimos,  encuentra  perfectamente 
a^rreglada^a  la  Constitución  la  doctrina  desarrollada  en  el  acuerdo  de 
la  Corte  Suprema  federal;  porque  si  no  se  entendiera  así,  el  derecho 
^ue  se  reservaron  los  Estados  para  impedir  los  ataques  del  Poder 
jeneral  a  los  derechos  individuales  i  a  la  soberanía  de  dichos  Estados, 
es  decir,  al  poder  soberano  que  se  reservaron  para  lejislar  libremente 
sobre  varios  asuntos  de  gobierno,  vendria  a  ser  nulo  desde  q^e  cual- 
quiera corporación  federal  tuviera  la  atribución  de  resolver  si  habían 
hecho  o  no  buen  uso  de  la  facultad  de  dar  votos  de  nulidad  a  deter- 
minados actos  del  Gobierno  de  la  ünion. 

La  Constitución  federal  ha  establecido  sabiamente  un  justo  equi- 
librio entre  los  Gobiernos  seccionales  i  el  jeneral,  que  produce  la  armo- 
nía entre  ellos,  i  hace  imposibles  los  casos  de  coÚsion.  Cuando  las  Le- 
jislaturas de  ^06  Estados  se  salen  evidentemente  de  la  órbita  de  sus 
atribuciones,  la  Corte  Suprema  suspende  i  el  Senado  anula  los  actos 
de  aquéllas ;  i  cuando  el  Congreso  o  el  Poder  Ejecutivo  federal  violan 
en  sus  actos  las  garantías  individuales,  o  invaden  la  órbita  en  que  consti- 
tucionalmente  pueden  jírar  los  Gobiernos  seccionales,  o,  lo  que  es  lo 
mismo,  cuando  atacan  la  soberanía  de  éstos,  la  mayoría  de  las  Lejislap- 
turas  de  los  Estados  dan  voto  do  nulidad  contra  aquellos  actos,  i  la 
Corte  Suprema  escruta  esos  votos  i  declara  su  resultado.  Así  como  la 
Corte  Suprema  i  el  Senado  juzgan  libremente  cuándo  es  que  los  actos 
de  los  Estados  no  son  constitucionales^)  legales,  del  mismo  modo  son 
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Ias  LejiAlatúras  I&s  uxúcas  llamadas  a  decidir  cuándo  es  que  los  aetes 
del  Oongreso  o  del  Poder  Ejecutivo  federal  atacan  las  garantías  indi- 
TÍduales  o  la  soberanía  de  los  Estados. 

Es,  pues,  una  consecuencia  necesaria  de  esta  doctrina  constitucio- 
nal, que  las  leyes  de  los  Estados  dando  Totos  de  nulidad,  no  están  su- 
jetas a  suspensión  i  anulación ;  i  que  los  actos  de  la  Corte  Suf^ema  i 
del  Oongreso  suspendiendo  i  anulando  los  de  los  Estados^  no  están 
tampoco  sujetos  a  ser  anulados  por  el  voto  de  la  mayoría  de  las-Lejis- 
latnras  de  los  Estados. 

Antes  de  concluir  cree  Tuestra  comisión  rehusar,  como  abierta- 
mente inconstitucional,  un  pensamiento  emitido  por  el  señor  Procura- 
dor jeneral  de  La  Kacion,  en  la  vista  que  estendio  a  propósito  de  este 
asunto,  i  que  figura  en  el  espediente. 

Dice  aquel  empleado,  al  referirse  a  la  atribución  que  tiene  la 
Corte  Suprema  de  escrutar  los  votos  dp  nulidad  dados  por  las  Lejisla-; 
turas  de  ios  Estados,  que  esta  Corporación  es  la  llamada  a  deoiair  si 
esos  votos  sonó  nó  fundados. 

Como  no  existe  todavía  ningún  caso  práctico,  es  conveniente  que 
desde  antes  que  se  presente  se  vaya  fijando  la  intelijencia  que  debe 
darse  al  inciso  14,  artículo  71  de  la  Constitución. 

Como  lo  dice  claramente  la  disposición  citada,  la  Corte  solo  tiene 
esta  función ;  "  declarar  cuáles  son  los  actos  del  Consreso  nacional,  o 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  Union,  que  han  sido*  anulados  por  la  mayo- 
tísk  de  las  Lejislaturas  de  los  Estados." 

Ese  Supremo  Tribunal  no  puede,  pues,  hacer  otra  cosa  que  reco- 
nocer i  pubucar  un  resultado,  sin  entrar  a  juzgar  sobre  las  causas  que 
lo  {Produzcan. 

Si  se  exceptara  la  teoria  del  Jefe  del  Ministerio  publico,  resultaria 
ue  el  juicio  de  la  Corte  Suprema  estaria  por  encima  del  de  la  mayó- 
la de  las  Lejislaturas  de  los  Estados,  respecto  de  Jos  actos  del  Con- 
greso i  del  Poder  Ejecutivo  nacional ;  i  la  importantísima  función  que 
se  reservaron  los  Estados  de  anular  esos  actos,  seria  ineficaz  deóde  que 
la  esp^esada  Corporación  federal  tuviera  el  poder  de  de<á<I¿í  cuándo 
era  que  las  Lejislaturas  procedian  bien  o  mal. 

Entiende  vuestra  comiflíon  que  la  Corte  Suprema  ño  tiene  la 
misma  opinión  que  el  señor  Procurador  jeneral,  porqué  én  el  avluerdo 
hace  uso  de  estas  palabras :  "  la  Corte  cree  no  tener  l?es|)4dcio  de  los 
actos  de  las  Ai^ambleas  de  los  Estados,  sobre  nulidad  de  láá  leyes 
xtadumales  i  de  los  decretos  del  Poder  Ejecutivo  federal,  otíra  función 
que  la  de  **  escrutar  los  votos  emitidos  i  dedarar  dtíies  sóti  hs  éiatas  -fue 
han  sido  amUados  por  la  mayoría  de  hs  AsMhleas  de  los  JEséados**' 

^  Hecha  esta  refatacion  necesaria,  porque  la  práctica  de  las  insti-* 
tuciones  i>or  los  funcionarios  i  corporaciones  pÚMitsás  viene  a  formar 
una  especie  de  criterio,  concluye  vuestra  comisióti  /t)ropóni&idoos  qué 
adoptéis  el  eáguiente  proyecto  de 


bksoluoion: 
•  *'E1  Seudo  de  Piempotetecitfáos  daelam  iráKda  la  ki  ÜSjBi,'^^;^ 
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un  Toto  de  nulidad  a  la  lei  naoional  de  26  de  abril  de  1871|  sobre 
empleos  militares." 

Bogotá,  13  de  abril  de  1872. 

Oiudadanos  Senadores.  Vuestra  comisión. 

EtKTENio  Baéna— J.  Mendoza— CXblos  Mabtin— M.  Plata  Aote- 
Bo— 'D.  Oaicedo. 

Secretaría  dd  Senado  de  PlenipotenúiaTÍo8'-Jbrü  18  de  1872. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  se  aprobó  por  el  Senado  en 
los  debates  que  fija  el  Beglamento^  los  cuales  tuyieron  lugar,  en  las 
sesiones  de  los  días  17  i  18  del  mes  que  cursa.  En  esta  fecha  se 
comunicó  a  la  Oorte  Suprema  federal  i  al  Gobierno  del  Edtado  sobe- 
fimo  del  Cauca. 

El  Secretario,  Jídio  E.  Pérez. 


XCIV. 


TAI^IDEZ  del  arlícnlo  4.'>  de  la  lei  de  30  de  octubre  de  1871,  del 
Estado  «oberaiio  del  Tollina,  reformatoria  del  Código  Jodicial 

del  £ttado« 


Acuerdo  de  xa  Süfbema  Cobte. 

Corte  Snprema  federal — Bogotá,  8  de  febrero  de  1872. 

Vistos — ^Los  ciudadanos  Emilio  Hacías  Escorar  i  José  Maria  Villo- 
ría, en  nso  del  derecho  que  les  concede  el  artículo  72  de  la  Oonstitucicn 
nacional,  solicitan  de  este  Supremo  Tribunal  la  suspensión  del  articulo 
4.^  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  de  30  de  octubre  último,  adicional 
i  reformatoria  del  Código  Judicial  del  Estado,  que  dice : 

"  El  periodo  constitucional  de  los  Majistrados  del  Tribunal  Supe- 
rior se  empezará  a  contar  desde  el  1.^  de  enero  de  1872,  época  en  que 
terminsurá  el  primer  periodo  establecido  por  el  artículo  71  de  la  Consti- 
tución de  29  de  diciembre  de  1867.  Ouando  por  cualquier  causa  tenga 
que  nombrar  nuevos  Majistrados,  antes  de  que  se  completen  los  cuatro 
años  del  periodo  constitucional,  se  entiende  que  los  nuevamente  nom- 
brados lo  son  por  el  tiempo  que  falte  para  terminar  el  referido 
periodo." 

Los  peticionarios  hacen  largas  observaciones  para  demostrar  que 
las  disposiciones  copiadas  son  violatorias  de  la  Constitución  i  leyes  dd 
Estado ;  i  después  intentan  probar  que  esas  disposiciones  son  también 
contrarias  a  la  Constitución  federal. 

La  Corte  no  tiene  para  qué  entrar  en  el  examen  de  si  la  disposi- 
oion  cuya  suspensión  se  pide  es  o  nó  contraria  a  la  Constitución  o 
leyes  del  Estado.  No  están  sujetos  a  suspensión  o  anulación  los  actos  . 
lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  cuando  sean  contrarios 
a  la  Oonstitacion  o  leyes  del  mismo  Estado,  sino  cuando  lo  sean 
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a  la  Constitacion  o  leyes  de  la  ümon;  ni  puede  deducirse  que  por  ser 
contrarios  a  la  Constitución  del  Estado  resi)ectíTo  lo  sean  a  la  Oons- 
titucíon  nacional.  Lo  línico  que  la  Oorte  tiene  (^ue  examinar,  aten- 
didas las  disposiciones  de  los  artículos  14,  61,  inciso  5.°,  i  72  de  la 
Constitacion,  es  si  la  disposición  de  que  se  trata  es  contraria  a  la 
Constitución  o  leyes  nacionales. 

Los  peticionarios  dan  a  este  propósito  varias  razones  que  la 
Corte,  para  examinarlas,  co^ia  en  el  áAen  en  que  ellos  las  espresan. 

"Primera:  La  Constitución  federal,  en  su  artícalo  14,  declara 
sujetos  a  suspensión  i  anulsbcion  aquellos  actos  lejislatiyos  de  las 
Asambleas  de  los  Estados  que  *sakan  eyidentemente  de  su  esfera  de 
acción  constitucional ;  i  como  esa  esfera  de  acción  está  trazada  por  la 
Constitución  del  Estado  respectivo,  la  cual  en  el  Tolima  t>rohibe 
alterar  (artículo  47)  por  leyes  el  período  de  los  funcionarios  del  Poder 
Judicial,  i  por  lo  mismo  de  los  Magistrados  del  Tribunal,  es  cierto  <}u^ 
el  acto  lejislativo  contra  el  cuál  reclamamos  i  que  se  altera,  ha  salido 
de  su  esfera  de  acción  constitucional,  violando  así  el  citado  artículo  14 
i  el  21  de  la  misma  Constitución  federal,  que  garantiza  la  indepen- 
dencia del  Poder  Judicial  de  los  Estados." 

La  Corte  no  acepta  este  razonamiento.  La  esfera  de  acción  a  que 
se  refiere  el  citado  artículo  14,  es  evidentemente  la  que  se  trazaron  en 
común  los  mismos  Estados,  desde  que,  habiendo  hecho  en  la  Constitu- 
ción nacional  sus  delegaciones  al  Gobierno  jeneral,  se  reservaron  todo 
el  poder  no  comprendido  en  esas  delegaciones.   I  en  cuanto  a  la  inde- 

Sendencia  a  que  se  refiere  el  también  citado  articulo  21,  él  mismo  la 
efine  en  térmhxos  que  están  mui  lájos  de  prestarse  a  la  inteligencia 
3ue  le  dan  los  peticionarios,  pues  ese  artículo  dice  así :  ^'  El  r oder 
udicial  de  los  Estados  es  independiente.  Las  causas  en  ellos  iniciadas 
conforme  a  su  lejislacion  especial,  i  en  asuntos  de  su  esclusiya  compe- 
tencia, terminaran  en  los  mismos  Estados,  sin  sujeción  al  examen  de 
ninguna  autoridad' estraña." 

"  Segunda :  La  cuarta  garantía  concedida  a  los  colombianos  por  el 
artículo  15  de  la  Constitución  federal,  es  la  de  no  ser  juagados  por  tri- 
bunales estraordinarios;  de  modo  míe  habiendo  establecido  la  Consti- 
tución del  Estado  del  Tolima  el  tribunal  ordinario  constitucional  que 
existe,  con  determinados  Majistrados  de  período  inalterable  en  cuatro 
años,  el  personal  nuevo,  contrario  a  la  Constitución  del  Estado,  cons- 
tituirá un  tribunal  estraor<^nario  a  cuyos  juicios  quedan  sujetos  los 
toKmenses,  violándose  así  con  ello  nuevamente  la  Constitución  de  la 
Union." 

Esta  razón  es  m^nos  aceptable  aáa  que  la  anterior.  Un  ^  tribunal 
no  es  ordinario  o  estraordinario  en  el  sentido  del  artículo  16,  inciso  4.^ 
de  la  Constitución,  por  el  personal  que  tenga,  ni  porque  este  personal 
dure  mas  o  menos,  ni  porcjue  para  crearlo  o  variarlo  se  viole  una  leí ; 
será  ordinario  o  estraordinano  por  la  institución  que  lo  establecCi 
Siendo  ordinario  el  tribunsJ  del  Tolima,  i  de  institución  permanente, 
no  pasa  a  ser  estraordinario  solo  porque  una  lei  haga  variar  su  personal 
i  acorte  o  alargue  unperíodo.^  lik  institución  siempre  será  la  misma. 
''Tercera:  La*  Constitución  federali  en  su  articulo  24,  establece 
que  '  ninguna  disposición  l^islátiva  tenga  efecto  retroactivo  en  el  Go- 
bierno jeneral,  m  en  el  de  los  Estados,  escepto  en  materia  penal, 
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caando  la  ká  posterior  impoiua  menor  pena.'  Luego,  estando  determi- 
nado en  ti  aitícolo  8.°  de  la  íei  de  28  de  noviembre  de  1869,  adicional 
i  reformatoria  del  Código  Judicial,  i  garantido  por  Iob  42,  41  i  77  de  ía 
Oonstitooion  del  Estado,  que  ese  pemnlo  es  de  "cuatro  años  contados 
desda  el  primero  de  enero  Edgaiente  a  la  elección,  bíu  qae  leí  algona 
paeda  alterarle,"  ea  cierto  que  habiendo  sido  hecha  la  elección  en 
nosotros  en  mil  ochocientos  sesenta  i  nueve,  nuestro  periodo,  como 
Uevamos  dicho,  &ializa  el  treinta  i  tino  de  diciembre  de  mil  ochocien- 
tos setenta  i  tres,  i  la  lei  que  viene  a  iniciar  un  período  nuevo  el 
primero  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  dos,  decidiendo  que  el 
anterior  termina  el  tremta  i  uno  dé  diciembre  próximo  vesidero,  con- 
vierte en  bienal  nuestzo  periodo  de  cuatro  años,  lo  qne  no  le  es  lícito, 
por  no  poder  lejislarae  retroaotivomente." 

En  contestación  a  semejante  argumento,  la  Corte  reproduce  estas 
observaciones  del  Procurador  nacional:  "I  tampoco  la  tubera,  porque 
la  retroactividad  vedada  por  el  articulo  24  de  la  Constitución  no  se  ve- 
rifioa  en  realidad  por  la  lei  de}  Tolima  qae  fija  la  ¿poca  en  que  debe 
terminarse  el  actual  i  comenzar  el  siguiente  período  constitucional  de 
loa-Majistrados  del  Tribunal,  puesto  que  esa  disposición  ha  de  rejir  i 
tener  aplicación  en  lo  futuro;  i  si  por  ella  se  altera  el  periodo  de  dura- 
ción de  loe  aotuales  Majistrados,  i  esto  es  contrario  a  la  Constitución 
del  Estado,  no  correq)onde  a  la  Corte  Suprema  federal  examinarlo 
ni  resolverlo  con  arr^o  al  citado  artículo  72  de  la  Constitaoion 
naoionaL" 

Por  lo  espneeto,  la  Corte  resuelve  abstenerse  de  decretar  la  sna- 
pensión  solicitada. 

Comuniqúese  al  Presidente  del  Estado  del  Tolima  i  remítase  el 
espediente  al  Senado  de  Plenipotencñarioe. 

José  M.  VniiAmzABG—J.  M.  Pérez— JilCohjnje — Juak  A.TJbi- 
OOEOTEA — José  AraUjo— El  Secretario,  Bafad  E.  Santander. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Frocoradoi  jeneral  de  la 
Nadon  la  resolución  anterior.  —  QóUEZ.—'Sankouier,  Secretario. 

"Ea  copia  conforme.    Bogotá,  doce  de  febrero  de  mil  ochocientos 
■    '     os. 

El  Secretario,  Mofad  E.  Santander. 


InTOBM!    de    Li    0OMISION  DEL  SENADO. 


El  28  de  noviembre  de  1871  se  presentaron  ante  la  Corte  Suprema 

federal  los  señores  Emilio  M.  Escobar  i  Jo8¿  M.  Yilloria,  solicitando 

'  >n  del  artículo  4."  de  la  lei  del  Estado  soberano  del  Tolima, 

tubre  del  mismo  año,  adicional  i  reformatoria  del  Código 

vao  contrario  al  artioulo  47  de  la  Coustitiioion  de  di(£o 

articulo  de  la  mencionada  lei  dice  así : 

^  Hodo  conatUiuMmil  de  loa  Mcái^radoe  áeí  2Vt6i«!flI  Superior 

se  «mpemrá  a  <xmtar  dme  d  1.»  de  esaero  de  1872,  época  en  ^^  terminará 

a  pnaur  período  estídkcido  por  dartUndo  71  de  la  CmtíUvcion  de  29  de 
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diderrü/re  de  1867.  Cnandopor  ctudquier  causa  tenga  que  nomirar  nuevos 
Majistradoa,  míes  de  que  se  completen  los  cuatro  años  dd  período  constitu- 
cional, se  entiende  que  hs  nuevamente  nombrados  h  son  por  d  tiempo  que 
folie  para  termiTiar  d  r^erído  periodo^ 

La  Corte  Saprema  federal  se  abstnyo  de  decretar  la  suspensión 
solicitada,  de  aoaerdo  con  la  opinión  del  señor  Procurador  nacional,  i 
pasó  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios.  Es,  pues,  sobre 
este  asunto  que  vuestra  comisión  pasa  a  espresaros  su  concepto. 

De  los  razonamientos  aducidos  .por  los  señores  peticionarios, 
aun<^ue  apareciera  efectivamente  probado  que  el  citado  artículo  4.°  de 
la  leí  de  30  de  octubre  de  1871,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 
soberano  del  lolima,  es  contrario  a  disposiciones  tenmnantes  de  la 
Constitución  del  Estado,  no  se  sigue  que  sea  violatario  de  la  Consti- 
tución nacional.  En  efecto;  por  dicha  lei,  aunque  se  altera  la  duración 
de  los  Ministros  del  Tribunal  del  Estado,  no  se  creó  un  Tribunal 
estraordinario,  puesto  que  la  variación  del  personal  que  lo  constituía 
no  altera  en  nada  la  institución  misma  que  lo  creó,  i  él  ha  conservado 
su  carácter  de  Tribunal  ordinario  i  permanente;  luego  no  se  ha  violado 
la  garantía  4/  concedida  a  los  colombianos  por  el  articulo  15  de  la 
Constitución  nacional. 

Por  otra  parte,  la  disposición  cuya  suspensión  se  pide  no  tiene 
efecto  retroactivo,  puesto  que  su  ejecución  no  se  llevaba  a  efecto  sino 
en  una  época  posterior  a  la  espedicion  de  la  lei,  i  si  ella  es  contraria  a 
un  artículo  de  la  Constitución  de  aquel  Estado,  no  lo  es  a  la  Consti» 
tucion  nacional. 

Últimamente,  el  solo  caso  en  que  puede  suspenderse  una  lei,  según 
lo  disponen  los  artículos  14  i  72,  i  el  inciso  5.°  del  articulo  51  de  la 
Constitución  nacional,  es  aquel  en  que  dicha  lei  sea  contraria  a  esta 
Constitución  i  a  las  leyes  nacionales,  i  no  cuando  lo  sea  a  la  Constitu- 
ción del  Estado ;  por  tanto,  vuestra  comisión  cree  deber  someter  a 
vuestra  consideración  el  siguiente  proyecto  de 

besolüoion: 

•  

''El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  unidos  de  Co- 
lombia, en  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  inciso  5.^  del  artículo 
51  de  la  Constitución  nacional,  declara  válido  el  artículo  4.^  de  la  lei 
de  80  de  octubre  de  1871,  a(Ucionaf  i  reformatoria  del  Código  Judicial, 
espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  del  Tolima." 

Honorables  Senadores. 

EujENio  Baéna — ^M.  Plata  Azüebo — P.  Caicedo — J.  Mendoza — 
CXhlos  Mabtin. 

Bogotá,  abril  3  de  1872. 

Secretarla  dd  Senado  "Abrü  18  de  1872. 

El  anterior  provecto  de  resolución  se  aprobó  por  el  Senado  en  los 
debates  que  fija  el  Éefflam^nto,  los  cuales  tuvieron  Insar  en  las  sesio- 
nes de  los  días  17  i  1&  del  mes  que  cursa.  En  esta  fecha  se  comunicó 
a  la  Corte  Suprema  federal  i  A  Gobierno  del  Estado  del  Tolíma. 

El  Secretario,  JtMo  E.  Pérez. 
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xcv. 

n CLiIDAD  del  Inclfo  1  •,  articulo  l.«  de  la  leí  de  14  de  noTieiiibr« 
de  1870,  del  Citado  soberano  de  CnafUnamarca. 


(No  hubo  aoaerdo  de  la  Suprema  Corte  federaL) 

Pboposioion  afbobada  pob  £l  Senado,  e  Intobme  de  la.  oomsioN. 

^£1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  su  atribución  6.*, 
artículo  61  de  la  Constitución  federal,  declara  nulo  el  inciso  1.^,  artículo 
1.^  de  la  lei  de  14  de  noviembre  de  1870,  sobre  vias  de  comunicación, 
espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  en 
cuanto  de  tal  disposición  se  pueda  deducir  autorización  para  declarar 
como  yias  centrales  del  Estado,  o  como  camino^  públicos  del  mismo, 
los  de  propiedad  particular,  sin  decretar  la  espropiacion  en  los  térmi- 
nos en  que  la  autoriza  el  inciso  6.^,  artículo  51  de  la  Constitución. 
Comuniqúese." 

Bogotá,  1.°  de  mayo  de  1872. 

El  Presidente,  M.  Plata  Azuebo. —El  Secretario,  JvlioE.  Pérez. 


Intobme  de  la  oohision  especial  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Habiendo  propuesto  el  que  suscribe  que  volviera  a  primer  debate 
el  proyecto  de  resolución  presentado  por  la  "comisión  de  inspección 
de  actos  leiislativos  de  los  litados,"  declarando  nulo  el  inciso  1.^  del 
artículo  1.  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  de  14  de 
noviembre  de  1870,  "sobre  vias  de  comunicación,"  i  habiéndose  apro- 
bado por  el  Senado  el  proyecto  de  resolución  que  tuve  el  honor  de 
someter  a  su  consideración,  se  me  ha  pasado  en  comisión  especial  el 
espediente  relativo  a  este  asunto,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  97  del  Beglamento,  para  que  formule  un  informe  en  el  que 
se  consignen  las  razones  que  motiven  la  decisión  del  Senado. 

Este  tiene,  conforme  a  la  atribución  6.^,  articulo  61  de  la  Cons- 
titución, facultad  de  decidir  definitivamente  sobre  la  nulidad  o  validez 
de  los  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  que  se 
denuncien  como  contrarios  a  la  misma  Constitución.  Podéis,  pues, 
conocer  del  asunto  que  ha  motivado  la  solicitud  del  señor  Alejandro 
Weckbecker,  como  apoderado  de  los  señores  Fruhling  &  Gbschen. 

No  se  puede  ^  disputar  a  los  Estados  el  derecho  de  lejislar  sobre 
vias  de  comunicación,  toda  vez  que  no  delegaron  al  Gbbiemo  jeneral 
esta  atribución,  i  en  tal  sentido,  el  de  Cundmamarca  tuvo  la  facultad 
constitucional  suficiente  para  espedir,  por  medio  de  su  Asamblea  Lejis- 
lativa,  la  lei  de  14  de  noviembre  de  18y0,  ya  mencionada. 

Es  verdad  que  el  Estado  no  puede  declarar  como  caminos  i>áblieos 
los  de  propiedad  particular,  porque  esto  seria  contrario  al  imiso  6.^, 
artículo  lo  de  la  Constitución,  que  garantiza  la  propiedad ;  pero  tam- 
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bien  es  cierto  qne  el  inciso  cuya  anulación  se  pide,  está  redactado  en 
términos  jenerales,  dedürando  únicamente  como  una  de  las  viaaoenJbra- 
les  dd  Estado  la  de  occidente,  que  partiendo  de  la  capital  ya  a  terminar 
en  las  *'  Bodegas  de  Bogotá  "en  el  rio  Magdalena. 

En  vista  de  esta' disposición^  tal  como  está  redactada,  claró  es  que 
la  lei  no  ha  declarado  como  caminos  públicos  los  de  los  particulares 
que  puedan  estar  comprendidos  en  la  via  que  señala  el  inciso  1.^  ya 
espresado.  Si  la  autoridad  política,  al  poner  en  ejecucio;i  la  lei  en  re- 
ferencia, ataca  la  propiedad  de  dicnos  particulares,  campo  tienen 
éstos  Dará  hacer  valer  sus  derechos,  en  juicio  contradictorio,  ante 
los  Tribunales  del  Estado  o  ante  la  autoridad  respectiva  del  mismo, 
sin  que  en  tal  asunto,  es  decir,  en  lo  que  pudiera  tener  por  objeto 
decidir  sobre  los  hechos^  le  sea  permitido  inmiscuirse  al  Senado  de 
Plenipotenciarios,  toda  vez  que  la  leiislacion  civil  i  penal  es  de  la  com- 
petencia de  los  Estados  conforme  a  la  Constitución  vijente. 

Gomo  sabéis,  ciudadanos  Senadores,  entre  los  poderdantes  del 
peticionario  i  el  Estado  de  Cundinamarca  está  pendiente  la  cuestión 
que  el  primero  quiere  que  el  Senado  decida.  El  Estado  se  cree  con 
derecho  a  usar  del  cammo  que  el  solicitante  manifiesta  ser  propiedad 
de  sus  poderdantes.  Hai,  pues,  un  verdadero  litijio,  que  el  Senado  no 
puede  decidir  sin  sentar  un  precedente  de  graves  consecuencias  en  lo 
porvenir,  pues  ^'esto  equivaldria  a  declarar  que  los  pleitos  que  sobre 
tales  asuntos  se  siguieran,  serian  decididos  por  el  Senado,  i  nó  por  los 
Jueces  competentes,  anulando,  al  anular  ima  lei,  los  derechos  que 
habrían  podido  hacerse  valer  ante  el  Poder  Judicial,"  como  tan  acer- 
tadamente se  espresa  el  Gbbiemo  ejecutivo  de  Cundinamarca  al  pedi- 
ros que  desechéis  las  pretensiones  del  señor  Weckbecker :  con  un  proce- 
dimiento semejante  no  solo  se  anidarían  esos  derechos,  sino  la  soberanía 
de  los  Estados,  tal  como  se  halla  establecida  en  la  Constitución  nacional. 

Pos  estas  consideraciones,  os  pido  que  aprobéis  en  segundo  i 
áltímo  debate,  sin  varíadon  alguna,  el  proyecto  de  resolución  que  tuve 
el  honor  de  proponeros,'  i  que  aprobasteis  en  primero  en  la  sesión 
del  25  de  los  corríentes. 

Bogotá,  abríl  de  1872.  Abbáham  GlBCfÍL 

Es  €opia. — Mió  E.  Pérez. 


XCVI. 


lfVI^IDAJ>de  los  artículos  108  1  1197  del  Código  Judicial  del 

Estado  soberano  de  Cundinamarca* 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Gorte,) 
SOUOIJUD  DEL  PbOODBADOB  JENEBAL  DE  lA  NaOION. 

dndadanos  Senadores  Plenipotendarios. 

El  Poder  Ejecntívo,  en  el  Despacho  del  Tesoro  i  Crédito  sacional, 
por  resolución  de  18  de  marzp  ^timo,  adjunta  en  copia  auténtica,  dis- 

5 uso  excitar  a  este  Ministerio  para  que  Dromueva  ante  vosotros  la 
edaracion  de  nulidad  de  los  artículos  108  i  1197  del  Código  Judicial 
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de  Cnndinamarcay  como  contrarios  a  la  Constitacion,  por  disponerse 
en  ellos  que  ios  ^bíbnnales  i  Jaeces  del  Estado  son  incompetentes  para 
resolyer  sobre  provisión  de  capellanías  colativas,  las  cuales  deben  pro- 
veerse como  lo  dispongan  los  estatutos  de  la  respectiva  comunión 
relijiosa,  i  los  títulos  que  se  confieran  deben  ser  reputados  como 
documentos  suficientes  para  la  posesión. 

Dichos  artículos,  copiados  literalmente,  son  como  sigue : 

"  Artículo  108.  Los  Tribunales  i  Jueces  del  Estado  no  son  compe- 
tentes para  resolver  sobre  el  derecho  de  los  particulares  a  que  seles 
confieran  los  beneficios  eclesiásticos  denominados  oapdtanías  cciativas, 
pues  tales  beneficios  deben  ser  provistos  con  arreglo  a  lo  que  dispon- 
gan los  estatutos  de  la  respectiva  comunión  reUjiosa ;  i  los  títulos  que 
se  confieran  serán  tenidos  por  los  Tribunales  i  Jueces  del  Estaap 
como  suficiente  documento  para  entrar  en  la  posesión  i  en  el  goce  de 
los  bienes  que  a  tales  beneficios  pertenezcan. 

"  Artículo  1197.  El  mismo  procedimiento  que  para  la '  provisión 
de  capellanías  laicales  se  ha  de  seguir,  se  observará  cuando  se  deman- 
de la  declaratoria  de  que  a  uno  le  corresponde  el  derecho  de  disfrutar 
de  ciertos  bienes  o  derechos,  en  virtud  de  cláusulas  de  testamento  o 
de  contrato  que  llamen  personas  indeterminadas  a  su  goce  perpetuo  o 
temporal;  esoeptnando  de  esta  disposición  las  capellanías  cclalivas  u  otros 
beneficios  eclesiásticos  o  relijiosoSy  respecto  de  los  cuales  se  estará  a  lo  cKí- 
puesto  en  d  articulo  108." 

Estima  el  Poder  Ejecutivo  inconstitucionales  estas  disposiciones, 
porque  ^'  considera  la  existencia  de  tribunales  eclesiásticos  con  juris- 
dicción i  autoridad,  incompatible  con  el  sistema  político  adoptado  en 
el  país  i  con  la  organización  de  los  Poderes  públicos  de  la  Union  i  los 
Estados,  entre  otras  razones  porgue  tales  tribunales  son  irresponsa- 
bles, contra  lo  dispuesto  en  el  inciso  1.^,  artículo  8.**  de  la  Constitu- 
ción." I  el  infrascrito  cree  que  el  reconocimiento  o  la  delegación  de 
autoridad  i  jurisdicción  para  decidir  acerca  de  ciertos  derechos  de  los 

ÍarticidareSf  que  se  hace  por  dichas  disposiciones  a  los  mencionados 
ribunales  ecl^dásticos,  cuya  creación  i  organización  no  emana  de  la 
lei  civil,  pugna  no  solo  con  los  principios  del  gobierno  popular,  elec- 
tivo, representativo,  alternativo  i  responsable,  a  que  se  refiere  el  Poder 
Ejecutivo,  sino  también  con  el  de  la  independencia  del  Poder  Judicial 
respectivo,  contra  lo  estatuido  ¿n  los  artículos  8.°  citado  i  21  de  la 
Constitución. 

En  consecuencia,  este  Ministerio  os  denuncia  como  inconstitucio- 
nales, i  solicita  que  anuléis,  el  artículo  108  i  la  pute  final  del  1197  del 
Código  Judicial  del  Estado  de  Cnndinamaroa. 

Bc^otá,  abril  9  de  1872.  José  Araüjo. 


Ihfobmb  de  ia  cosasiON  "del  Senado. 
Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios- 

El  señor  Procurador  jeneral  de  la  TJnion,  de  orden  del  Poder  Eje- 
cativo,  locurre  al  S^ado  denundiuido.  como  ineoústituéionales  los 
artlciabs  108  i  1,197  del  O&ügo  Judidál  de  Ottiiclindiúaroa  q«e,  copia- 
dos^ }a  tetea,  dicen  así : 
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"Axi.  108.  Los  triboDales  i  jaeces  del  Estado  no  son  competentes 
para  resolver  sobre  el  derecho  de  los  particulares  a  que  se  les  confie- 
ran los  beneficios  eclesiásticos  denommados  "  OapeUanías  colativas/' 
pues  tales  beneficios  deben  ser  provistos  con  arreglo  a  lo  que  dispon- 
gan los  estatutos  de  la  respectiva  comunión  relijiosa ;  i  los  títulos  que 
se  confieran  serán  tenidos  por  los  tribunales  i  jueces  del  Estado  como 
suficiente  documento  para  entrar  en  la  posesión  i  en  el  goce  de  los  bie- 
nes que  a  tales  beneficios  pertenezcan." 

"  Art.  1197.  El  mismo  procedimiento  que  para  la  provisión  de 
capellanías  laiccJes  se  ha  de  seguir,  se  observara  cuando  se  demande 
la  declaratoria  de  que  a  uno  le  corresponde  el  derecho  de  disfrutar  de 
ciertos  bienes  o  derechos,  en  virtud  de  cláusulas  de  testamento  o  de 
contrato  que  llamen  personas  indeterminadas  a  su  goce  perpetuo  o 
iemporsl;  e8(xptua7ido  ae  esta  disposi^^  colativas  n  otros 

ien^icios  edesiásticos  o  rdijiosos^  respecto  de  los  cuales  se  estará  a  lo  dispues- 
to en  d  artículo  108." 

El  Procurador  jeneral,  en  su  solicitud,  se  espresa  en  estos  términos : 

'^  Estima  el  Poder  Ejecutivo  inconstitucionales  estas  disposiciones, 
porque  considera  la  existencia  de  tribunales  eclesiásticos  con  jurisdic- 
eion  i  autoridad,  \noompatible  con  el  sistema  político  adoptado  en  el 
país  i  con  la  organización  de  los  poderes  públicos  de  la  Union  i  los 
^Estados,  entre  otras  razones,  porque  tales  tribunales  son  irresponsables, 
contra  lo  dispuesto  en  el  inciso  1*°,  artículo  8.^  de  la  Constitución.  I  el 
infrascrito  cree,  ademas,  que  el  reconocimiento  i  la  delegación  ée  au- 
toridad i  jurisdicción  para  decidir  acerca  de  ciertos  derecnos  de  los  par- 
¿zczíZare^,.  que  se  hace  por  dichas  disposiciones  a  los  mencionados  tri- 
bunales eclesiásticos,  cuya  creación  i  organización  no  emanan  de  la  leí 
civil,  pugna  no  solo  con  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo, 
representativo,  alternativo  i  responsable,  a  que  se  refiere  el  Poder 
Ejecutivo,  sino  también  con  el  de  la  independencia  del  Poder  Judicial 
respectivo,  contra  lo  estatuido  en  los  artículos  8.^  citado  i  21  de  la 
Constitución." 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados,  coincidiendo  con  estas  opiniones  del-  Poder  Ejecutivo  i  ád 
Procurador  jeneral  de  la  Union,  os  propone  que  adoptéis  el  proyecto 
de  resolución  que  sigue : 

'*  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución 
5.^  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  nulos  los  artículos  108  i 
1197  del  Código  Judicial  de  Cundinamarca,  por  ser  opuestos  al  inciso 
L°,  artículo  8.  ,  i  al  21  de  la  espresada  Constitución. 

Bogotá,  abril  15  de  1872. 

Ciudadanos  Senadores  PlenipoteDciaríos. 

EüJENio  BaJsna — Carlos  Martin— Juan  Mendoza— M,  Plata  Azuero. 

Senado  de  Plenipotenciarios. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  fué  adoptado  por  el  Senado  de 
Plenipotenciarios  en  dos  debates,  que  tuvieron  lugar  en  las  sesiones 
de  los  dias  29  de  abril  próximo  pasado  i  1.^  de  mayo. 

El  Presidente,  M.  Plata  Azumo, — ^El  Secretario,  Julio  E-  Pérez. 

23 


—  178  — 


xcvn. 

T ALÍDfiáS  4e  Tariás  leyes  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  rehUi- 
▼as  a  la  naTe^Acloit  por  vapor  del  dique  de  Cartafena. 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Saprema  Corte.) 
INFOBMS  be  la  C0HI8I0N  DEL  SeNADO. 

« 

Oindadanos  Senadores- 

El  señor  Francisco  García  Rico  ha  solicitado  e:samineís  alganaa 


)glo  a  la  5/  atribución  que 
la  Constitución,  declaréis  si  son  o  nó  contrarias  a  lo  dispuesto  en  la 
Oonstitucion  de  la  Bepública. 

La  comisión  encargada  del  examen  de  los  actos  Jejislatíros  de  los 
Estados,  lo  ha  hecho  escrupulosamente  de  los  que  se  le  presentan,  i 
ha  tenido  en  cuenta :  las  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Union  • 
de  5  de  agosto  i  ^8  de  noviembre  del  año  último ;  las  reclaraáciones 

Sie  s¿  han  publicado  del  Poder  Ejecutiyo  i  Asamblea  Lejislativa  de 
olivar;  el  concepto  emitido  por  el  Procurador  jeneral  de  la  Nación, 
i  otras  muchas  publicaciones,  porque  el  asunto  se  ha  debatido  mucho 
en  los  tiltimos  meses,  i  después  de  una  madura  meditación,  descartan- 
do todo  lo  que  es  inconducente  o  de  poca  utilidad  para  resolver  con 
justicia,  i  trabajando  por  concretar  la  controversia  a  su  parte  esencial, 
pasa  a  esponeros  su  concef)tOc 

Es  evidente,  por  las  mismas  leyes  de  Bolívar  presentadas  por  el 
señor  García,  que  la  Legislatura  de  aquel  Estado  se  ha  creido  siempre 
con  derecho  para  dictar  reglas  para  la  navegación  de  aquel  canal  i 
para  conceder  privilejio  para  su  navegación  por  vapor ;  derechos  de 

3ue,  prescindiendo  del  tiempo  anterior  a  la  federación,  ha  hecho  uso 
esde  1862  hasta  1870,  sin  que  jamas  el  Gobierno  nacional  le  hayár 
contradicho.  Váasé,  si  nó,  que  la  lei  de  26  de  diciembre  de  1862  pro- 
mueve el  estaUecimiento  de  compañías  que  establezcan  la  navegación 
por  vapor  del  Dique  i  de  los  nos  Sihú,  Magdalena,  Cauca  i  Kechi ;  i 
mientras  que,  con  respecto  a  los  áttiinos,  solo  trata  de  ftióilitár  la  na- 
v^acion  en  fomento  del  comercio  jeneral,  sin  arrogarse  ni  ^oúóeder 
derecho  alguno  que  no  sea  común  a  todos  los  habitantes,  respecto  del 
Dique  dice  su  articulo  5.^:  '^Se  concede  a  la  Compañía  de  vapores 
de  que  trata  esta  lei,  d  uso  esdttóivo  del  canal  del  Dique." 

El  Estado,  pues,  se  consideró  autorizado  para  esto,  respecto  del 
canal  del  Dique,  cuando  no  tuvo  tal  pretensión  respecto  de  los  rios. 

En  igual  sentido  se  sancionaron  las  leyes  que  presenta  el  señor 
Gar($ía,  en  los  años  de  1866, 1868, 1869  i  1870,  i  otras  muchas  de  que 
el  peticionario  no  se  ocupa. 

Nq  se  trata,  t)ues,  de  xma  corUroversia  de  fcumUades  que  pudiera 
dirimir  la  Corte  Suprema  íedertfl  coníorme  al  fitrtíciÜo  71,  mciso  6.'  de 
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la  Constitución,  &ino  de  actos  de  la  Lejislatura  de  xin  Estado,  sobre 
los  cuales  apenas  podría  fallar  la  Corte  Suprema,  suspenáiéndolos 
según  el  artículo  72,  í  dando  cuenta  al  Senado,  única  autoridad  com- 
petente para  decidir  en  definitiva  si  son  nulos  por  contrarios  a  la 
Constitución,  o  sí  son  yálidos  por  no  oponerse  a  ninguna  de  sus  dis- 
posiciones. 

Si,  conforme  lo  han  pretendido  el  Ppder  Ejecutivo  federal  i  el  del 
Estado  de  Bolívar,  debiera  conocer  la  Suprema  Corte,  según  la  atribu- 
ción 6/,  artículo  71,  quedaría  el  asunto  sustraído  de  la  autoridad  del 
Senado,  contrariando  la  Constitución ;  o,  lo  ^ue  seria  peor,  el  fallo  de 
la  Corte  Suprema,  aunque  definitivo,  quedaría  sujeto  a  reforma,  por- 
que cualquier  ciudadano  ocurriria  al  Senado,  i  el  fallo  de  éste  podria 
ser  contrario  al  de  la  Corte,  resultando  opuestas  dos  decisiones,  ambas 
definitivas,  según  la  atribución  constitucional  en  que  se  fundaron  para 
dictarlas  la  Corte  i  el  Senado. 

Mas  conforme  con  su  espíritu  i  con  su  letra,  mas  natural  es  que 
los  actos  lejislatívos  de  un  Estado  solo  puedan  anularse  por  el  Senado 
i  por  ser  contrarios  a  la  Constitución  de  la  Bepública. 

Dilucidado  así  el  punto  primordial  que  establece  la  jurisdicción 
esclusiva  del  Senado  en  el  asunto,  pasa  la  comisión  a  fundar  su  con- 
cepto en  la  cuestión  de  fondo. 

¿Son  contrarios  a  la  Constitución  federal  los  actos  lejislatívos  del 
Estado  soberano  de  Bolívar  que  conceden  privüejio  para  navegar 
por  vapor  el  Dique  de  Cartajena  ? 

La  Asamblea  L^jislativa  de  aquel  Estado,  desde  su  creación  al 
establecerse  el  sistema  federal,  ha  lejislado  sobre  la  navegación  por 
vapor  del  Dique,  i  tenéis  a  la  vista  las  leyes  presentadas  por  el  señor 
García  Rico,  de  1862, 1866, 1868, 1869  i  1870,  sin  obras  muchas  que  él 
no  ha  presentado.  El  Gobierno  jeneral  ha  reconocido  como  lejítimo  el 
derecho  del  Estado  para  diotar  esas  leyes,  por  actos  piui  repetidos. 
Véanse  las  siguientes  leyes  federales :  "  La  de  19  de  mayo  de  1863, 
autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para  contratar  un  empréstito  con  el 
objeto  de  fomentar  varias  mejoras  materiales,"  que  en  su  artículo  5.**, 
inciso  3.^,  manda  aplicar  el  sobrante  de  ese  empréstito  *'  a  tomEu:  ac- 
ciones en  la  Compañía  formada  para  la  canalización  i  navegación  del 
Dique  de  Cartajena."  Esa  Compañía  era  la  que  se  mandó  formar  por 
la  leí  de  Bolívar  de  26  de  diciembre  de  1862,  que  se  os  ha  pre- 
sentado. 

El  decreto  de  12  de  marzo  de  1868,  que  cede  temporalmente  el 
uso  de  varias  propiedades  nacionales  a  la  «Compañía  de  navegación 
por  vappr  del  "  Dique  de  Cartajena,**  es  un  acto  de  lo  mas  espKcito 
posible,  cuya  lectura  recomienda  la  pomision,  i  sobre  él  no  puede 
quedar  la  menor  oscuridad,  pues  se  llevó  a  efecto  por^  órd$n  de  la  S,e- 
cretaría  de  Hacienda  i  Fomento,  de  20  de  abril  del  mismo  ano,  quo  se 
rejistra  en  el  ''Diario  Oficial"  número  1215u  El  Congreso  i  el ]Poder 
Ejecutivo  auxiliaron  a  la  Compañía  fundada  por  xma  lei  del  Estado  i 
al  piivilejio  otorgado  en  m  virt^d  por  el  Poder  ipSjecutfvo  del  misáio; 
lu^o  el  Congreso  i  el  roder  Ejecutivo  nacionales  reconocieron  la 
validez  de  los  actos  lejislativos  í  ejecutivos  de  Bolívar  sobre  la  |iave- 
gacion  por  vapor  del  Dique  dé  Cartajena. 

El  decreto  de  %d  de  mayo  de  1869,  que  prot^e  la  navegación  por 
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vapor,  del  Oiqne  de  Cariajena,  hace  otra  Tez  concesiones  al  individao  o 
compañía  que  sostenga  i  regularice  la  navegación  por  vapor  de  aquel 
canal,  i  ya  por  la  lei  anterior,  el  Congreso  sabia  que  el  Estado  hskbi^ 
concedido  privilejio  esclusivo  para  esas  obras. 

Tenemos,  pues,  dos  hechos  evidentes : 

1.^  Que  el  Estado  de  Bolívar,  desde  1862,  se  ha  considerado  coñ, 
autoridad  para  lejislar,  i  que  ha  lejislado  en  efecto,  repetidas  veces, 
"concediendo  privilejio  para  la  navegación  por  vapor  del  "Dique 
de  Cartajena." 

2.°  Que  el  Gobierno  nacional,  por  sus  mas  elevados  Poderes  (Le- 
jislatívo  i  Ejecutivo),  ha  conocido  esos  actos,  i  ha  dado  auxilio  a  las 
compañías  privilejiadas  por  el  Estado. 

¿  Puede  admitirse  que  ocho  años  mas  tarde  ese  mismo  Poder  Eje* 
iivo  federal,  por  sí  solo,  desconozca  esas  leyes  cuya  validez  habia  ánted 
reconocido,  i  las  anule  arrobándose  la  facultad  que,  no  a  él  sino  al  Se- 
seado, concedió  la  Constitución  ? 

Alégase  que  el  artículo  49,  inciso  8.^  de  la  Constitución  federal, 
atribuye  al  Congreso  la  facultad  eadudva  de  *'  conceder  privilejio  para 
la  navegación  por  vapor  de  los  rios  i  aguas  que  sirvan  de  canal  para  el 
comercio  de  mas  de  un  Estado,"  i  que  ese  carácter  tiene  el  Dique  de 
Cartajena. 

Tal  declaratoria  implica  un  cargo  de  ignorancia  de  la  Constitu- 
ción hecho  a  la  Convención  constituyente  i  a  los  Congresos  de  1868  i 
1869,  lo  mismo  que  a  los  que  ejercieron  en  esas  fechas  el  Poder 
Ejecutivo  federal ;  a  menos  que  se  les  haga  el  de  abandono  de  sus  atri- 
buciones, que  seria  mas  grande. 

Por  fortuna  el  cargo  es  injusto. 

El  inciso  8.^,  artículo  49  citado,  no  habla  sino  de  los  rios  i  aguas 
que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  que  sirven  de  cansLi  di- 
recto para  el  comercio  de  ellos ;  i  no  puede  entenderse,  sin  caer  en  un 
absurdo,  qae  basta  para  el  precepto  constitucional  que  presten  ese 
servicio  indirectamente ;  que  es  suficiente  que  de  esos  rios  i  aguas  se 
pueda  pasar  a  otro  Estado,  aunque  sea  atravesando  rios  o  ag^as  dife- 
rentes; porque  si  se  entendiese  de  este  último  modo  ¿qué  rios  o  a^as, 
tlo  diremos  en  Colombia,  sino  en  el  mundo,  quedarian  fuera  de  la  juris- 
dicción del  Congreso  federal?  ¿  Cuál  será  el  rio,  canal  o  lago  desde  el 
cual  no  se  puede  llegar  a  varios  Estados  de  la  ünion  atravesando  otros 
rios  u  otras  aguas? 

La  comisión  encargada  de  este  examen  os  suplica,  ciudadanos 
Senadores,  consideréis  que  la  Constitución  colombiana  no  es  el  con- 
fuso hacinamiento  de  disposiciones  incoherentes,  sino  un  conjunto 
armonioso,  cada  una  de  cuyas  partes  tiene  relación  con  las  demás : 
un  Código  sabiamente  combinado,  en  el  que  no  se  hallan  contradic- 
ciones que  se  opongan  entre  sí. 

Ved  el  plan  jeneral  de  esa  obra  de  la  sabiduría  de  los  lejisladores 
de  1863. 

Los  Estados,  entidades  ya  formadas  por  le;^es  anteriores,  sobe- 
ranos e  independientes  en  aquel  instante,  se  unen  i  confederan  consul- 
tando su  seguridad  esteríor  i  recíproco  auxilio,  i  forman  una  Nación, 
&o.  (Artículo  I.*») 

Esos  Estados  se  reservan  derechos  i  se  imponen  deberes,  i  esta- 
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blecón  las  bases  de  la  Union  (capítulo  2.'),  entre  las  que  se  enumeran 
(sección  3/  del  mismo  capítulo)  losfuTicUmes  que  ellos  ddegan  al  Gobier- 
no jeneral;  porque  este  Gobierno  jeneral  es  un  ente  nuevo  que 
entonces  se  creó  i  que  por  necesidad  está  subordinado  a  sus  funda- 
dores :  los  Estados,  anteriores  en  tiempo,  anteriores  en  soberanía.  Ese 
Oobierno  jeneral  es  su  simple  delegado  i  no  tiene  sino  lo  que  los 
Estados  le  han  cedido  por  el  pacto  constitucional:  todo  lo  que  no  se 
le  delegue  espresa,  especial  i  daramente,  corresponde  a  los  Estados. 
(Artículo  16). 

En  seguida,  las  diversas  partes  del  Código  de  Bionegro  desarrollan 
estos  principios  fundamentales,  i  asignan  las  atribuciones  de  cada  una 
de  las  partes  del  Gobierno  federal,  atribuciones  que  por  necesidad 
lójica,  por  consecuencia  indispensable  de  la  manera  especial  con  que 
se  fundó  esta  Nación,  tienen  que  subordinarse  a  la  delegación  de  facul- 
tades que  hicieron  los  Estados,  no  debiendo  olvidarse  que  a  ellos,  i  nó 
al  Gobierno  federal,  corresponde  todo  1q  que  no  se  le  delegara  a  éste 
espresa,  especial  i  duramente. 

Veamos  ahora  cuáles  son  las  facultades  que  sobre  navegación 
se  delegaron  al  Gobierno  federal,  i  cuáles  son  las  atríbvüiones  que,  como 
consecuencia  de  esa  delegación^  se  conceden  a  los  diversos  ramos  del 
Poder  federaL 

Los  Estados  se  obligaron :  ^'a  no  restinjir  con  impuestos,  ni  de 
otro  modo,  la  navegación  de  los  ríos  i  demás  aguas  navegables  que 
no  hayan  exijido  canalización  artificial."  (Artículo  8.°,  inciso  3.^)  Para 
la  navegación  de  esos  rios  i  aguas  no  se  puede  otorgar  privilegio  que 
restrinja  el  derecho  de  navegado,  i  por  eso  se  anuló  la  lei  de  Bolívar 
que  concedió  privilejio  para  navegar  el  rio  Sinu. 

Los  Estados  delegaron  al  Gobierno  nacional:  "El  arreglo  de  las 
vias  interoceánicas  que  existen  o  que  se  abran  en  el  territorio  de  la 
Union,  {  la  navegación  de  los  rios  que  bañan  d  territorio  de  m^xs  de  un 
JEstado,  o  que  pasan  al  de  una  nación  limítrofe^  (Artículo  17,  inciso  6,^) 

Dióse  al  Congreso  de  la  Union  la  facultad  esclusiva  de  ^^  conceder 
privUejios  i  auxilios  para  la  navegación  por  vapor  en  aqudlos  rios  i  aguas 
gue  sirvan  de  canal  para  d  comei'do  de  mcjs  de  un  Estado,  o  que  pasen  al 
territorio  de  una  nación  limítrofe.''  (Artículo  49,  inciso  8.") 

No  es  preciso  meditar  mucho  para  decidir  que  las  pocas  palabras 
en  que  difiere  esta  última  disposición  de  la  primera,  deben  entenderse 
con  subordinación  a  las  de  ésta;  porque  el  artículo  17  es  la  delegación; 
el  49  enumera  las  facultades  que  tiene  uno  de  los  poderes  federales  en 
consecuencia  de  esa  delegación. 

Si  pues  la  simple  lectura  no  rechazara  el  sentido  que  se  le  quiera 
dar  al  inciso  8.^,  artículo  49,  suponiendo  que  él  comprende  a  todas  las 
aguas  navegables  del  mundo,  su  comparación  con  el  inciso  6.°,  ar- 
tículo 17,  del  cual  procede,  lo  limita  necesariamente  a  los  rios  i  aguas 
que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un  Estado,  o  que  pasan  al  de  una 
nación  limítrofe,  sirviendo  así  de  canal  para  su  comercio. 

Sosténgase  lo  contrario  i  resultará  este  absurdo:  "cí  Congreso  fe- 
deral tiene  una  atribución  que  los  Estados  no  le  ddegaron'' 

Por  clara  que  sea  esta  demostración,  la  miraríamos  con  cierta 
desconfianza,  siquiera  por  el  resi)eto  que  merece  una  decisión  del 
Poder  Ejecutivo  i  la  justa  reputación  de  que  gozan  como  intelijentes 
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el  Secretario  de  Hacienda  que  la  dictó  i  el  Procurador  jeneral  que  dio 
UQ  concepto  en  idéutico  sentido.  Pero  sobre  que  loa  fueros  de  la  ver- 
dad merecen  mas  acatamiento  que  cualquiera  consideración  personal, 
la  fortuna  nos  ha  presentado  un  argumento  decisivo,  un  hecho 
solemne  que  demuestra  que  nuestra  manera  de  entender  la  Consti- 
tución federal  no  es  nueva;  que  así  la  han  entendido  i  aplicado  no  solo 
hombres  de  igual  o  mayor  nombradla,  sino  la,s  mas  altas  corporaciones 
del  país ;  i,  lo  que  vale  mas,  las  corporjaciones  a  quienes  da  la  Consti- 
tución facultad  esclusiva  para  decidir  las  cuestiones  de  esta  especie, 
la  Sitprema  Corte  federal  i  el  Senado  de  Plenipotenciarios. 

La  lei  12  de  1869,  dictada  por  el  Estado  soberano  de  Santander, 
autorizó  al  Poder  I^ecutivo  del  mismo  para  conceder  privilejio  para 
la  navegación  por  vapor  del  rio  Carare,  siempre  que  fuese  necesario 
canalizarlo  artificialmente. 

La  parte  navegable  de  ese  río,  que  para  serlo  necesita,  como  el 
Dique  de  Cartajena,  trabajos  previos  de  canalización,  queda  compren- 
dida dentro  del  terrítorío  de  Santander,  como  lo  está  el  Dique  dentro 
del  territorio  de  Bolítar. 

Pero  pueden  pasar  por  ese  trayecto  mercancías  que  antes  o  des- 

Sues  se  dirijan,  ejecutando  una  operación  comercial,  para  el  consumo 
e  los  Estados  de  Boyacá,  Antioquia,  BoUvar,  Magdalena,  Cauca  o 
Panamá,  del  mismo  modo  que  las  mercancías  que  pasan  por  el  Dique 
se  pueden  llevar  o  traer  de  los  mismos  Estados 

El  caso  era  absolutamente  idóntioOi  i  se  solicitó  la  nulidad  de  esa 
lei  de  Santander  con  los  mismos  argumentos,  fundándose  en  el  mismo 
inciso  8.^,  artículo  49  de  la  Constitución,  casi  con  las  mismas  palabras 
con  que  se  han  desconocido  mas  tarde  las  leyes  de  Bolívar. 

piqídera  en  el  caso  de  la  lei  de  Santander  se  buscó  el  medio  cons- 
titucional, se  acudit^  a  la  Suprema  Corte  i  al  Senado ;  siquiera  se  hizo 
el  reclamo  inmediatainente  i  no  se  aguardaron  ocho  años  para  la  im- 
pugnación. Siquiera  ^e  trataba  de  una  lei  única,  que  no  fué  conocida 
ni  aprobada  por  los  Altos  Poderes  federales,  como  lo  fueron  las  de 
Bolívar,  tan  repetidamente  sancionadas. 

^  En  ese  caso  rigurosamente  idéntico,  interpretando  la  misma  dis- 

Sosicion  constitucional,  a  la  que  se  suponen  contrarias  las  leyes  de 
bolívar,  la  Suprema  Corte  federal  decidió,  en  12  de  abril  de  1870,  que 
la  lei  de  Santander  no  es  contraria  a  precepto  almino  de  la  Constitur 
cion  de  la  República,  puesto  qu^  la  parte  navegable  del  rio  Carare  solo 
baña  el  territorio  de  a<][uel  Estado. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  sus  Be3Íones  de  31  d^  mayo  i 
15  de  junio  del  mismo  año  (Diario  Oficial  nú^leros  1961  i  1972),  cpnfir- 
mó  este  fallo. 

Os  recomendamos  mucho  el  siguiente  concepto  del  fallo  de  la 
Corte,  que  encierra  todo  el  principio  constitucional:  ''Si  en  materia  de 
navegación  fluvial  los  Estados  no  hicieron  al  Gobierno  jeneral  otra 
delegación  que  la  contenida  en  el  inciso  copiado  (6.°,  artículo  17),  es 
evidente  que  la  atribución  concedida  al  Congreso  no  puede  obrosMír  mas 
de  lo  aue  las  entidades  seccionales  co^cedie^on  al  Poder  federal." 

El  estudio  de  los  preceptos  cpnstitudoi^ales,  los  hechos  consu- 
mados de  tiempo  atrás  por  el  Gobierno  de  Bolívar  i  por  el  Gobierno 
jeneral  en  todos  sus  jarnos,  dan  el  mismo  resultado  que  sancionara  la 
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Corte  Suprema  federal  i  el  S^iado  dó  Plenipotenciarios,  diciendo  que 
solo  corresponde  al  Congreso  concedet  privilejios  de  navegación  por 
yapor  en  aquellos  nos  i  aguas  que  bañan  el  territorio  de  mas  de  un 
Estado,  sirviendo  dé  canal  para  su  comercio,  o  que  pasan  al  territorio 
de  una  nación  limítrofe.  * 

Concluimos  proponiendo  el  siguiente  proyecto  de 


IIES0LUC5I0N  : 


'El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.*,  ar- 
tículo 51  de  la  Constitución,  declara  : 

"El  artículo  5.°  de  la  lei'de  16  de  diciembre  de  1862,  sancionada 
por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar : 

''  Los  artículos  9, 10  i  11  de  la  leí  de  23  de  noviembre  de  1866,  del 
mismo  Estado; 

"Las  leyes  de  17  de  noviembre  de  1868; 

"De  26  de  octubre  de  1869; 

"De  14  de  setiembre  de  1870,- 

"  Cuyas  disposiciones  todas  son  relativas  a  la  navegación  por 
vapor  del  Dique  de  Cartajena,  para  la  cual  aquel  Estado  ha  concedi- 
do privilejios  esolusivos,  o  auxilios,  o  lo  ba  reglamentado  como  lo  ha 
creído  conveniente,  no  contrarían  precepto  alguno  de  la  Constitución 
de  la  Bepúbhca,  por  cuanto  aquel  canal  ha  exijido  canalización  artifi- 
cial i  solo  baña  el  territorio  del  mismo  Estado." 

Bogotá,  abril  28  de  1872.  Ciudadanos  Senadores. 

EUJENIO  BaÉNA— JtTAN  MENDOZA — M.  PlATA  AzüEBO— D.  CaIOEDO. 

El  infrascrito  discrepa  de  la  mayoría  de  la  comisión  en  algunas 
de  las  ideas  contenidas  en  el  anterior  informe,  pero  lo  suscribe  en 
cumplimiento  del  Beglamento  del  Senado.— Cáelos  Mautik. 

Secretaría  del  Senado — Mayo  4  de  1872. 

La  anterior  resolución  fue  aprobada  por  el  Senado  de  Plenipo- 
tenciarios en  los  debates  que  establece  el  Beslamento,  los  cudes 
tuvieron  lugar  en  las  sesiones  de  los  dias  2  i  á  de  los  corrientes. 

Comuniqúese.  Julio  E.  Pétez. 
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MUIilDAO  del  parágrafo  únl<^o  d«l  artícolo  l.«  de  la  leí  de  99 
de  o^ttbre  de  187*0,  del  Bstado  soberano  de  BolÍFár,  sobre 

dlrlsion  tieH-itorial. 


AODEBBO  DE  LA  Su;PBEKA  CoRTB. 
Corte  Suprema  federal. — Bogotá,  Tointicnátro  de  agosto  mil  ochocientos  setenio  i  tiiio. 

Vistos.— -En  sus  sesiones  del  año  anterior  espidió  la  Asamblea  Le- 
jislativa del  Estado  de  Bolívar  un'a  lei,  que  fué  sancionada  en  veinti- 
nueve de  octubre  de  dicbo  año,  en  la  cual  se  enctiefeitra  la  siguiente 
disposición,  que  es  el  parágrafo  del  artículo  1.^: 
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''  §.  Las  islas  situadas  cerca  de  la  ribera  occidental  del  Magdale* 
na,  conocidas  con  los  nombres  de  *  San  Agaton,'  *  Palito/  i  *  Tamacal/ 
i  la  que  queda  frente  a  San  Femando  de  Oriente,  así  como  las  que  se 
encuentran  cercanas  a  la  ribera  oriental  del  Cauca,  hasta  el  punto 
denominado  '  Los  Tobillos,'  pertenecen  al  distrito  de  Talaigua." 

Contradicha  disposición  protesto  el  Gobierno  del  Magdalena, 
asegurando  pertenecer  a  este  Estado,  según  una  lei  de  Indias,  i  estar  i 
haber  estado  en  posesión  de  ellas,  las  islas  que  se  adjudican  al  de 
Bolívar  por  la  disposición  trascrita. 

Al  mismo  tiempo  resolvió  excitar,  i  excitó  en  efecto,  al  señor  Pro- 
curador jeneral  de  la  Nación  para  que  promoviese  el  correspondiente 
reclamo  sobre  límites,  atendida  la  variación  que,  en  los  de  dicho  Estado 
con  el  de  Bolívar,  ha  establecido  la  lei  citada. 

El  Procurador  no  ha  promovido  jestion  alguna  sobre  límites,  fun- 
dándose en  que  el  no  tiene  la  misión  legal  de  representar  a  ninguno  de 
dichos  Estados.  Pero  sí  ha  pedido  la  suspensión  de  la  disposición  ci- 
tada, jpor  considerarla  contraria  al  parágrafo  del  artículo  5.^  de  la 
Constitución  federal. 

En  casos  de  la  misma  naturaleza  que  el  que  es  olqeto  de  esta  de- 
cisión, la  Corte  ha  creido  que  la  cuestión  de  limites  entre  dos  Estados 
de  la  ünion  no  puede  ser  materia  de  la  facultad  conferida  a  ella  en  el 
artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  sino  objeto  de  una  formal  con- 
troversia, que  toca  a  la  Corte  juzgar  en  ejercicio  de  la  atribución  6.% 
artículo  71  del  Código  citado. 

Las  cuestiones  de  esa  naturaleza  son  siempre  de  carácter  conten- 
cioso, i  su  decisión  depende  de  hechos  que  hai  necesidad  de  acreditar 
en  un  verdadero  debate  judicial,  a  lo  cual  no  se  presta  la  tramitación, 
breve  i  sumarísima  que  la  lei  ha  establecido  para  decidir  sobre  la 
suspensión  de  las  leyes  de  los  Estados,  por  considerar  seguramente 
que  la  sujeta  materia  de  la  decisión  en  estos  «casos  es  siempre  un 
punto  de  derecho  reducido  a  un  trabajo  de  comparación  entre  la  lei 
acusada  i  las  de  la  Nación. 

En  el  présente  caso,  por  ejemplo,  la  Corte  no  sabria  en  <juó  sen- 
tido decidir,  porque  para  hacerlo  con  acierto  tendria  necesidad  da 
ciertos  ^atos  o  pruebas,  de  que  la  actuación  carece,  i  que  la  lei  no 
permite  producir  en  la  secuela  de  este  especiaKsimo  procedimiento. 

Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando  justicia  en 
nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei, 
declara  que  el  caso  sobre  que  versan  estas  dilijencias  no  ■  es  de  aque- 
llos en  que  este  Tribunal  puede  ejercer  la  facultad  que  le  confiere  el 
artículo  72  de  la  Constitución  federal. 

Publíquese :  comuniqúese  «al  Presidente  del  Estado  del  Magdale- 
na, i  dése  cuenta,  con  remisión  del  espediente,  al  Senado  de  Plenipo- 
tenciarios. 

José  M.  Vuxamizab  G— J.  M.  Pérez— Jil  Colunje—B.  Bocha. 
Gutiérrez— Juan  A.  TJriooechea — El  Secretario,  Rafael  E.  Santunder^ 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  sentencia  anterior  al  señor  Procu- 
rador nacional. — G<5m£Z — Santander^  Secretario. 

Es  copia  conforme— Bogotá,  trece  de  diciembre  de  mil  ochocien^ 
toa  setenta  i  uno. — El  Secretario,  Eofad  E,  Sarda'nder, 
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I»^HBCES  DE  LA  COMISIÓN  BEL  SeNADO. 

De  la  minoría. 
Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

A  excitación  del  Gobierno  del  Estado  soberano  del  Magdaléüíay  el 
señor  ProenradoT  jeneral  de  la  Union  ocurrió  a  la  Corte  Suprema  fe- 
deral solicitando  la  suspensión  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar, 
de  29  de  octubre  de  1870,  reformatoria  de  las  de  división  territorial,  en 
cuanto  dispone  qué  laS  islas  situadas  cerca  de  la  ribera  occidental  del 
lio  Magdalena,  conocidas  con  los  nombres  de  *'  San  Agaton,"  ^'  Palito  " 
i  '^  Tamacal/*  i  la  que  queda  frente  a  San  Femando  de  Oriente,  así 
como  las  que  se  encuentran  cercanas  a  la  ribera  oriental  del  Caucá^ 
hasta  el  punto  denominado  *^  Los  Tobillos,"  pertenecen  al  cü^trito  de 
Talaba. 

lia  solicitud  se  apoya  en  que»  estando  el  Estado  del  Magdalena  en 

Íosesion  de  dichas  islas  (hecho  que  necesita  comprobación),  la  lei  de 
lolivar  viene  a  ser  contraria  al  parágrafo. del  artículo  S.-^  de  la  Oonstíl- 
tucion,  que  establece  que  los  límites  de  los  Estados  no  pueden  alterar- 
se ni  variarse  sino  de  acuerdo  i  por  consentimiento  de  los  Estados 
interesados  en  ello,  i  con  aprobación  del  Gobierno  jeneral. 

'  La  Corte  Suprema  federal,  al  ocuparse  de  este  negocio,  resolvió 
que  no  estaba  en  el  caso  de  suspender  la  lei  acusada ;  cuya  resolución 
apoyó  en  el  siguiente  razonamiento  : 

*'En  casos  de  la  misma  naturaleza  que  el  que  es  objeto  de  esta  de- 
cisión, la  Corte  ha  creído  que  la  cuestión  de  límites  enixe  dos  Estados 
de  la  Union  no  puede  ser  materia  de  la  facultad  conferida  á  ella  en  ej 
artículo  72  de  la  Constitución  nacional,  sino,  objeto  de  una  formal  con- 
troversia que  toca  a  la  Corte  ju^ar,  en  ejercicio  de  la  atribución  6.^ 
articulo  71  del  Código  citado. 

*'  Las  cuestiones  de  esa  naturaleza  son  siempre  de  óarácter  Con- 
tencioso, i  su  decisión  depende  de  hechas  que  hai  necesidad  de  acreditar 
en  un  verdadero  debate  judicial,  a  lo  cual  no  se  presta  la  tramitación 
breve  i^umarisima  que  la  lei  ha  establecido  para  decidir  sobre  la  sus- 
pensión de  las  leyes  de  los  Estados,  por  considerar  seguramente  qué 
la  sujeta  materia  de  la  decisión  en  estos  casos,  es  siempre  ún  punto  de 
derecho,  reducido  a  un  trabajo  de  comparación  enfare  la  lei  acusada  i 
las  de  la  Nación. 

*'  En  el  presente  caso,  por  ejemplo^  Ja  Corte  no  sabría  en  qné  sen- 
tido decidir,  porque-  para  hacerlo  con  acierto  tendria  necesidad  dé 
ciertos  datos  o  pruebas  de  que  la  actuación  carece,  i  que  la  lei  no  per- 
mite producir  en  la  secuela  de  este  espepialísimo  procedimiento/' 

Óomo  vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  dé 
los  Estados  estima  la  doctrina  desarrollada  por  la  Corte  Duprema  fe- 
deral arreglada  al  texto  constitucional»  ooncluje  este  informe  propo- 
niéndoos respetuosamente  que  adoptéis  el  siguiente  proyecto  de 

besolücion: 

'^  El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara :  que  no  está  en  el  caso 

de  ejercer  la  atribución  6.\  artículo  61  de  la  Constitaoían,  remecto  de 
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la  Id  del  Estado  soberano  de  Bolivar,  de  29  de  oofaibre  de  1870»  nltxp- 
matoria  de  las  de  4  de  mayo  de  1865  i  de  L^  d^  diciembre  de  1869, 
sobre  división  tenitoriaL" 

Bc^otá,  15  de  abril  de  1872. 

OiodadanoB  Senadotes  Plenipoiendaños. 

Eüjiaiio  BAÉirA.--*D.  Oaiqsdo. 


Secretaría  del  Senado  de  Plenipoienciarios.— Bogotá,  mayo  17  de  1872. 

El  anterior  proyecto  de  resolndon  no  se  cmurideró,  por  haberse 
adoptado  el  de  la  mayoría  de  la  comisión. 

El  Secretario,  Jviio  E.  Pérez. 


De  la  mayoría. 

Honorables  Senadores. 

El  I^oder  EjecntiTo  del  Estado  soberano  del  Magdalena  excitó  al 
señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación  a  qae  solicitara  de  la  Oórte  Su- 

}>rema  federal  la  suspensión  del  párrafo  tínico  del  artículo  1.^  de  la 
ei  de  29  de  octubre  de  1870,  sobre  división  temtoriali  espedida  por 
la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  porque  tal 
disposición  afecto  los  limites  del  primero  de  los  mencionados  Estados. 
La  Oorte  Suprema  federal  consideró  i  resolvió  que^por  haber  sur- 
jido  de  la  lei  citada  una  cuestión  sobre  límites  entre  dos  Estados  fede- 
rales, había  llegado  el  caso  de  ejercer  la  atribución  6.»  del  artículo  71 
de  la  Oonstitucion  nacional,  que  le  da  jurisdicción  para  decidir,  previa 
tma  formad  controversia,  las  cuestiones  de  límites  que  se  susciten  entre 
los  Estados ;  pero  que,  por  lo  mismo,  no  estaba  en  el  caso  de  ejercer  la 
facultad  de  suspender  las  leyes^  inconstitucionales  de  los  Estados, 
conforme  al  articulo  72  de  la  misma  Oonstitucion,  aun  supuesta  la 
inconstitucionalidad  del  memorado  parágrafo  de  la  dtaaa   leí  de 

Bolívar. 

Yuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Esta- 
dos juzga  que  la  circunstancia  de  que  pueda  llegar  el  caso  de  que  la 
Üorto  Suprema  federal  decida  una  conteoveraia  sobre  límites,  suscitada 
entre  Bolívar  i  él  Magdelena,  no  es  razón  para  abstenerse  de  suspen- 
der una  lei  que  puede  dar  motvFo  a  esa  controversia,  si  la  juzga  incons- 
titucional ;  como  tampoco  es  razón  para  que  el  Senado,  supuesta  la 
inconi^tucionalidad  (£cha,  se  abstenga  de  anular  la  leL  Esika  quedará,  i 
debe  quedar,  anulada,  sin  que  por  tal  motivo  deje  de  suscitarse  i  deci- 
dirse la  confooversia  sobre  limites  a  que  haya  lugar.  Al  contrario,  es 
claro  que  lo  conveniente  i  lo  debido  es  que  la  leí.  inconstituoional  sea 
suspendida  i  anulada,  |>ára  que  noproausN$a  efectos  algunos  mióntrafi 
se  decide  la  controversia  con  arreglo  a  las  4ispo8Ídones  de  la  Ooasü- 
tucion  federal 

Que  el  parágrafo  citado  de  la  lei  de  Bolívar  es  inconstitucional, 
parece  induMtaUe  a  los  infras<^tos.  Aunque  tal  disposición  no  tiene 
por  priaioipal  objeto  iqparente  Ajar  limites  del  Magdalena  con  Bolfvaí^ 
sino  adscribir  caseríos  o  iddeas  o  islas  desiertas  a  determinados  distri- 


ioB  parroquiales,  es  derto  qne,  al  prociirar  hacer  esto  respecto  de  por- 
ciones de  territorio  situadas  en  los  límites  de  los  Estados  ribereños 
del  rio  Magdalena»  se  ha  po(Hdo  invadir  por  una  lei  de  nno  de  ellos  el 
territorio  del  otro. 

Conforme  a  la  disposición  del  parágrafo  del  artículo  5.^  de  la 
Constitución  colombiana,  los  límites  oe  los  Estados  no  pueden  alterar- 
se sino  de  acuerdo  por  los  Estados  interesados  i  con  consentimiento 
del  Gobierno  jeneral  Por  consiguiente,  cualquiera  leí  de  un  Estado 
que  pueda  afectar  los  límites  de  otro,  es  inconstitucional  en  cuanto 
produzca  tal  resultado,  i  está  en  el  caso  de  ser  anulada  por  el  Senado, 
con  arreglo  al  inciso  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  de  la 
^República. 

En  fuerza  de  lo  espuesto,  vuestra  comisión  de  inspección  de  los 
actos  lejislatívos  de  los  Estados  tiene  la  honra  de  proponeros  que 
aprobáis  el  siguiente  proyecto  de  resolución : 

*'  El  Senado  de  Henipotenciarios  declara  nulo  el  párrafo  único 
del  artículo  1.°  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  "  sobre  divi- 
sión territorial,''  espedida  en  29  de  octubre  de  1870,  en  cuanto  dicho 
parágrafo  pueda  afectar  los  límites  territoriales  de  los  Estados  de  Bo- 
lívar i  el  Magdalena,  cuestión  que  corresponde  decidir  a  la  Suprema 
Corte,  conforme  al  inciso  6.?  del  artículo  71  de  la  Constitución." 

Bogotá,  29  de  abril  dd%72. 

Honorables  Senadores. 

Cáelos  Mabtin— M.  Plata  Azxjebo — J.  Mendoza-- A  reserva  de 
informar  por  separado,  D.  Caioedo— A  reserva  de  infomlar  por  separa- 
do, EujENio  Baéha. 


Senado  de  Plenipotenciarios. 

La  anterior  resolución  fué  adoptada  por  el  Senado  en  dos  debates 
que  tuvieron  lugar  en  las  sesiones  de  los  dias  16  i  17  del  mes  que  cursa 

Bogotá,  mayo  18  de  1872.  ^ 

El  Presidente,  CXhlos  Mastín.         El  Secretario,  JúUo  E.  Péretu 


XOIX. 


niTIiIBAB  del  artícnlo  11  de  la  leí  de  19  de  octnbre  de  1959  del 
Sitado  toberano  del  Cauca,  sobre  protección  de  ladllenas. 


ACUEBDO  DK  LA  SUPBEICA  OoBTB. 
Corte  Suprema  federal,— Bogoti,  16  de  enero  drl872. 

Manuel  Banavídez  Oami>os  oonrrió  ante  esta  Saprama  Corte  soE- 
dtaado  la  suspensión  de  li^  lei  90  del  Estado  soberano  del  Canoa,  ''so* 
fare  proteodon  de  indijenas,"  espedida  en  dies  i  nueve  de  ootabre  de 
mil  ochocientos  cincuenta  i  nueveí  i  aunque  su  solicitud  tuvo  lugar  a 
prindpios  del  año  próximo  pasadoi  no  pudo  ser  resuelta^  poique  d 
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solicitante  no  acompañó  la  copia  de  la  mencionada  leí,  i  hubo  necesidad 
4e  pedirla  al  Poder  Ejecatiyo  de  a^juel  Estado. 

Examinada  detenidamente  dicha  leí  para  poder  apreciar  los  fun- 
damentos de  la  solicitad  de  suspensión,  se  consideran  separadamente 
sus  artículos  10."*  i  11.'' 

El  10.^  dice  así: 

"  Son  nulos  los  contratos  de  enajenación  de  todo  o  parte  de  los 
resguardos  de  indíjenas  que  se  hayan  hecho  sin  autorización  de  las 
Cámaras  de  provincia,  comorme  al  artículo  4.^  de  la  lei  de  22  de  junio 
de  1850,  o  a  virtud  de  autorizaciones  dadas  por  lejres  anteriores ;  lo 
mismo  que  los  contratos  de  imposición  de  censo  o  hipoteca  sobre  los 
mismos  resguardos,  aunque  tales  negociaciones  se  hayan  efectuado  a 

Eretesto  de  venta  o  donación  de  las  mejoras  que  en  ellos  se  hayan 
echo  por  los  indíjenas  u  otros  poseedores. 

*'§.  La  disposición  del  artículo  anterior  no  afecta  las  enajena- 
ciones que,  conforme  a  derecho,  deban  reputarse  válidas  a  tiempo  de 
la  publicación  de  esta  lei." 

Esta  disposición  la  considera  la  Oorte  inconstitucional,  primero, 
porque  se  refiere  a  hechos  verificados  antes  de  la  espedicion  de  la 
misma  lei,  dando  a  ésta  un  efecto  retroactivo,  contra  lo  dispuesto  en 
el  artículo  24  de  la  Constitución  nación^;  i  segundo,  porque  ella  in- 
fiere un  ataque  al  derecho  de  propiedad  ^antizado  por  el  artículo  15 
de  la  Constibicion  nacional,  privando  de  este  derecho  a  los  q^ue  adqui- 
;rieron  propiedades  que  antes  pertenecían  a  los  indíjenas  i  en  cuya 
adquisición  psocedieron  con  arreglo  a  las  leyes. 

El  artículo  11.^  dice  asi: 

''Hasta  que  por  una  lei  especial  no  se  permita  la  enajenación  de 
los  reguardos,  continuarán  los  indíjenas  poseyéndolos  en  común ;  i 
será  nula  toda  enajenación  que  de  ellos  se  haga,  aunque  sea  a  pre- 
tiesto  de  venta  de  mejoras." 

I  la  Corte  considera  aue  esta  disposición  es  contraria  a  lo  dis- 

Suesto  en  el  artículo  6.^  ae  la  Constitución  nacional,  por  el  cual  los 
¡stados  convinieron,  por  Qunto  jeneral,  en  que  la  propiedad  raíz  no 
puede  adquirirse  con  otro  carácter  que  el  de  enajenable  i  divisible  a 
voluntad  esclusiva  del  propietario  i  de  trasmisibie  a  los  herederos 
ponforme  al  derecho  común. 

Por  las  enunciadas  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal, 
con  la  unanimidad  que  requiere  el  artículo  72  de  la  Constitución 
nacional,  suspende  los  artículos  10  i  11  de  la  lei  90,  de  19  de  octubre 
de  1859,  del  Estado  soberano  del  Cauca,  sobre  protección  de  indíjenas» 
disponiendo  se  remita  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios 
para  los  efectos  de  la  última  parte  del  artículo  constitucional  citado. 
Publiquese  esta  resolución,  i -dejándose  copia  de  ella,  comuniqúese 
al  Presidente  del  Estado  soberano  del  Cauca. 

José  MAnfA  YnxAMizáB  O.—J.  M.  'Pébsz.—Jil  Coluníe.— José 
Aba6jo.-^uan  AaiTBTiH  Ubioobchba. 

El  Secretario^  Safad  E.  SañfOander. 

Es  copia  conforme. — Secretaría  de  la  Corte  Suprema  federal. — Bo- 
go^á,  treinta  i  uno  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  dos. 

El  Secretario,  Bqfad.1!.  Bamtander. 
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IKFOBICB  DE  LA.  COMISIÓN  DEIi  SeNADO. 


El  señor  Manuel  Benavídez  Oampos  pidió  a  la  Oorte  Suprema 
federal  la  suspeiiBion  de  la  lei  90  del  Estado  del  Cauca,  sobre  pro^ 
teccion  de  indíjenas,  espedida  en  19  de  octubre  de  1869.  El  peti- 
cionario llama  la  atención  a  los  artículos  10  i  11,  como  contrarios  al 
6.^  de  la  Constitución  nacional,  único  que  cita  en  su  apoyo. 

"  Art.  10.  ^n  nulos  los  contratos  de  enajenación  de  todo  o  parte 
de  los  resguardos  de  indíjenas,  que  se  hayan  hecho  sin  autorización 
de  las  Cámaras  de  provincia,  conforme  al  articulo  4.^  de  la  lei  de  22 
de  junio  de  1850,  o  a  virtud  de  autorizaciones  dadas  por  leyes  anterio- 
res ;  lo  mismo  que  los  contratos  de  imposición  de  censo  o  hipoteca 
Bobre  los  mismos  reguardos,  aunque  tales  negociaciones  se  nayan 
efectuado  a  pretesto  de  venta  o  donación  de  las  mejoras  que  en  ellos 
se  hayan  hecho  por  los  indíjenas  u  otros  poseedores. 

''  Parágrafo.  ÍJa  disposición  del  articulo  anterior  no  afecta  las 
enajenaciones  que,  conforme  a  derecho,  deban  reputarse  válidas  a 
tiempo  de  la  publicación  de  esta  lei.'* 

"  Art.  11.  Hasta  que  por  una  lei  especial  no  se  permita  la  enaje- 
nación de  los  res^ardos,  continuarán  los  indíjenas  poseyéndolos  en 
común ;  i  será  nula  toda  enajenación  que  de  ellos  se  haga,  axmque  sea 
a  protesto  de  venta  de  mejoras." 

El  Procurador  jeneral  de  la  Nación  es  de  opinión  que  debe  sus- 
penderse únicamente  el  artículo  11,  i  la  Suprema  Corte  decreta  la 
suspensión  de  ambos  artículos,  10  i  11. 

Veamos  las  razones  que  se  han  presentado.  En  concepto  del  señor 
Procurador  jeneral,  del  conjunto  de  las  disposiciones  de  la  lei  no  apa- 
rece la  violación  de  los  derechos  de  libertad  e  igualdad,  comd  cree 
!denayidez,  sino  las  reglas  establecidas  por  el  lejislador  para  asegurar 
b  facilitar,  como  tuvo  por  conveniente,  el  goce  de  los  bienes  de  los 
indíjenas,  administrados  BÚn  en  comunidad.  Apoya  este  razonamiento 
en  "  el  poder  que  tienen  las  Lejislaturas  de  los  Estados,  en  uso  de 
la  soberanía  de  éstos,  para  estatuir  todo  lo  concerniente  al  derecho 
civil  de  la  respectiva  sección,  i  en  consecuencia  reglamentar,  como  a 
bien  tengan,  la  administración  de  los  bienes  poseídos  en  comunidad, 
como  los  resguardos  de  indíjenas,  que  por  su  naturaleza  i  oríjen  han 
sido  objeto  de  leyes  especiales." 

Al  tratar  del  artículo  10  observa  :  *^  que  por  él  no  se  j)rohibe  la 
enajenación  ni  la  división  de  los  resguardos  de  indíjenas,  sino  que  se 
declaran  nulas  las  enajenaciones  anteriores  no  autorizadas  por  la  lei; 
disposición  que,  según  el  parágrafo  del  citado  artículo,  no  afecta  las 
enajenaciones  que  deban  reputarse  válidas  conforme  a  derecho." 

Pero  con  relación  al  articulo  11  dice  el  Procurador  jeneral :  "  Es 
evidente  la  objeción  del  solicitante,  porcjue  contiene  una  prohibición 
espresa,  hecha  a  los  indijenas^de  enajenar  i  dividir  los  res¡guardos,  hasta 
que  por  una' lei  especial  se  les  permita;  lo  cual  es  contrario  a  la  semnda 

Sarte  del  citado  artículo  6.^  de  la  Constitución,  que  obliga  a  los  JBsta- 
os  a  consagrar  en  su  lejisladon  el  principio  de  que  la  propiedad  raíz 
no  puede  adquirirse  con  otro  carácter  que  el  de  enajenable  i  divisible 
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a  Tolimtad  esolusiya  del  propietaria,  i  de  trasmisible  a  Iob  herederos 
conforme  al  derecho  oomtUL' 

Después  de  copiar  el  articulo  10,  la  Suprema*  Corte  dice :  **  Esta 
disposición  la  considera  la  Corte  inconstitucional :  primero,  porque  se 
refiere  a  hechos  verificados  antes  de  la  espedicion  de  la  misma  lei, 
dando  a  ésta  un  efecto  retroactivo,  contra  lo  dispuesto  en  el  artículo 
24  de  la  Constitución  nacional ;  i  lo  se^pmdo,  porque  ella  infiere  un 
ataque  al  derecho  de  propiedad  garantizado  po!r  el  artículo  16  de  la 
Constitución  nacional,  privando  de  este  derecho  a  los  que  adquirieron 
propiedades  que  antes  pertenecian  a  los  indíjenas,  i  en  cuja  adquisi- 
ción procedieron  conforme  a  las  leyes." 

V  uestra  comisión  se  adhiere  en  un  todo  al  parecer  del  Procurador 
|eneral,  pues  no  cree  que  el  artículo  10  tenga  efecto  retroactivo,  ni  que 
infiera  im  ataque  a  la  propiedad,  flubo  un  tiempo,  ciudadanos  Sena- 
dores, en  que  los  indíjenas  no  podian  vender  la  parte  o  el  derecho  que 
tenían  en  sus  resguardos,  sin  haber  llenado  antes  ciertas  formalidades, 
i  por  consiguiente,  no  tenian  valor  los  contratos  hechos  con  menospre- 
cio de  la  lei,  ni  eran  verdaderos  propietarios  los  que  adqprieron 
contrariando  disposiciones  terminantes.  Jíl'o  atendamos  a  la  lejislaoion 
que  está  vijente,  sino  a  la  que  arreglaba,  de  un  modo  escepcional,  la 
propiedad  de  los  indíjenas. 

Los  lejisladores  ael  Cauca  han  sentado  un  principio  reconocido  en 
toda  lejislacion,  a  saber :  que  son  nulos  los  actos  prohibidos  por  la  leí. 
Si  alguna  duda  nos  quedara,  desaparecería  con  la  lectura  del  parágra- 
fo del  articulo  tantas  veces  citado. 

Siendo  el  artículo  11  evidentemente  contrario  al  6.^  de  Constita- 
cion^  vuestra  comisión  os  propone  el  sigoie^te  proyecto  de 

BBSOLUOION. 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le 
confiere  el  inciso  6.%  artículo '  51  de  la  Constitución,  declara  nulo  el 
artículo  11  de  la  lei  de  19  de  octubre  de  1859,  sobre  protección  de 
indgenas,  espedida  por  la  Lejislatora  del  Estado  soberano  del  Cauca.'* 

Ciudadanos  Senadores. 

EujEmo  Baéna— J.  Mendosa— D.  Caicedo— Cablos  MABxm — 
Manuel  Puta  Azuebo. 

Senado  de  PlenipotendarioB— Bogotá,  mayo  21  de  1872. 

El  anterior  proyecto  de  resolución  ha  sido  adoptado  por  el  Senado 
de  FlenipotendarioB  en  los  dos  debates*  re^tmentaríos  que  taviercoi 
logar  en  las  sesiones  de  los  dias  20  i  21  del  presente  mes. 

El  Presidente,  CabTiOS  Mabiin. 

El  Secretario,  JuUo  JE.  Pérez. 
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c. 

•  * 

♦ 

TAI«IDEZ  déla  parte  9.%  arlicalo  1.*  de  la  leí  33d,  áélH  de  se» 
tlembre  de  1§719  del  JEttado  soberano  del. Canea,  sobre 

rentas  1  contrlbnelones. 

AcüEBDD  de  IA  SUPBEICA  COBTE. 

m 

Corte  Suprema  federal. — ^Bogotá,  10  de  febrero  de  1872. 

Vista  la  solicitad  .elevada  a  este  Tribunal  por  yarios  colombianos 
habitantes  de  Qoibdó,  en  el  Estado  del  Cauca,  para  que  se  suspenda 
la  ejecución  de  la  parte  segunda,  artículo  1.^  de  la  lei  del  mismo  JBsta- 
do,  señalada  con  el  número  322,  que  dispone  lo  siguiente  : 

*^  Por  derechos  del  consumo  del  tabaco  o  aguardiente  que  se  in- 
troduzcan a  los  municipios  de  Atrato,  Buenaventura,  Barbacoas  i  San 
Juan,  se  pagarán : 

**IHai  'pecoe  por  cada  carga  de  tabaco  estranjero. 

*^  OcJio  pesos  por  cada  carga  de  tabaco  de  producción  nacional ;  i 

*^Un)yeco  diUP'jerUa  centavos  por  cada  veinticuatro  litros  de  aguar- 
diente de  caña  i  sus  compuestos,  nacional  o  estranjero,  esceptuando  el 
destilado  en  los  mismos  municipios ; " 

Yisto  el  dictamen  del  Procurador  jeneral  de  la  Nadon,  que  coad- 
yuva la  solicitud  de  suspensión,  por  ju2^r  contraria  aJ  inciso  5.^,  ar- 
tículo 15  de  la  Oonstítucion  de  la  BepuDÜca,  la  parte  trascrita  de  la 
citada  lei  322,  en  cuanto  por  ella  se  establece  un  impuesto  que  no  tiene 
el  carácter  de  jeneral ; 

Visto  también  el  alegato  producido  en  sostenimiento  de  la  lei 
denunciada,  por  el  vocero  a  quien  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado  del 
Oauca  di6  el  encargo  de  defenderla ; 

Vistos  los  incisos  6.^  i  10.^,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional, 
por  los  cuales  se  garantiza  a  los  habitantes  i  taranseuntes  en  Colombia : 

**  La  propiedad ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  sino  por  pexia 
o  contribución  jeneral  &o.  , 

*  *^  La  igualdad;  i  en  consecuencia  no  es  lícito. . .  • .  imponer  obli- 
gaciones especiales  que  hagan  a  los  individuos  a  ellas  sujetos  de  peor 
oondicion  que  los  demás;'' 

I  coKsmsnANDO  : 

Que  un  impuesto  es  jeneral  en  tanto  que  grava  a  todos  los  miem- 
bros de  la  comunidad  que  se  hallen  en  las  circunstancias  previstas  por 
la  lei  que  lo  establece,  como  lo  es,  por  ejemplo,  el  de  Aduanas,  que  lo 
pagan  todos  los  consumidores  de  mercancías  que  se  introducen  a  la 
JUepúbUca,  i  no  lo  seria  si  solo  estuviesen  sujete»  a  ál  los  habitantes  de 
un  listado; 

Que,  por  lo  mismo,  carece  ^  aquella  condición,  i  es  inconstttucio* 
nal,  el  decretado  por  el  lejislador  del  Cauca  en  la  parte  de  la  lei  qué  be 
examina,  pues  no  lo  p^an  todos  los  que  en  el  Estado  oonBainan  tabaco 
i  aguardiente  de  la  producción  allí  señalada^  sinembargo  de  que  su 
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Írodncto^  se  destinan  a  subyenir  a  los  gastos  del  Gobierno  del  mismo 
¡stado,  sino  que  grava  únicamente  a  los  habitantes  de  caatro  mtrnici- 
Í)ios ;  i  aunque  contribuyan  también  para  el  mismo  fin,  en  otra  forma, 
os  deinas paucanos,  no  por  eso  deja  ae  pesar  esclusivamente  sóbrelos 
que  habitan  las  secciones  señaladas  en  la  lei,  la  contribución  de  consu- 
mo que  ella  establece ;  . 

Que  es  así  mismo  contrarío  dicho  impuesto  a  la  garantía  10/,  ar- 
ticulo 15  de  la  Constitución  de  la  Bepública,  porque  sujeta  lou  habi- 
tantes de  los  municipios  de  Atrato,  Buenaventura,  San  Juan  i  Barbar 
coas,  a  una  obligación  que  no  soportan  los  demás  del  Estado  i  que 
hace,  por  lo  tanto,  a  los  unos  de  peor  condición  que  a  los  otros ; 

La  Corte  Suprema  federal  suspende  la  ejecución  de  la  parte  2  % 
artículo  1.*'  de  la  lei  822  del  Estado  del  Cauca,  **  adicional  i  reformato- 
ria de  la  259,  sobre  rentas  i  contribuciones."* 

Comuniqúese  al  Presidente  de  aquel  Estado,  i  remítase  el  espe^ 
diente  al  Senado  de  Plenipotenciarios. 

José  M.  Villamizab  G.— J.  M.  Pjébez.— Jil  Colunje.— Juan  A.  Unir 
COEOHEA. — José  Abaüjo.— -El  Secretario,  Safad  K  Santander. 

En  la  misma  fecha  notifiqué  la  resolución  anterior  al  señor 
Procurador  jeneral  de  la  Nación. 

QóníEZ.-^ Santander,  Secretario. 

Es  copia  conforme — Bogotá,  febrero  trece  de  mil  ochocientos 
setenta  i  dos. 

El  Secretario,  Bq/ad  K  Santander, 


Informe  de  ia  gohibion  del  Senado. 


La  comisión  a  la  cual  se  pasó  el  espediente  relativo  a  la  suspen- 
sión del  artículo  1.^  de  la  lei  322,  espedida  por  la  Lejislatura  del 
Estado  soberano  del  Cauca  en  18  de  setiembre  de  1871,  en  la  parte 
que  impone  derechos  .de  consumo  al  tabaco  i  al  aguardiente  que  se 
introduzcan  a  los  municipios  de  Atrato,  Buenayentura,  Barbacoas  i 
San  Juan,  después  de  haber  meditado  detenidamente  sobre  este  asunto^ 
pasa  a  esponeros  respetuosamente  su  concepto. 

!Qesae  luego  estraña  la  comisión  que  la  materia  tributaria,  que  es 
del  dominio  de  la  ciencia  económina,  se  pretenda  someter  a  la  tarifa 
de  los  derechos  individuales,  que  son  del  dominio  de  la  ciencia  política* 
Haciendo  tránsito  de  un  orden  de  ideas  a  otro,  no  «s  posible  razonar 
con  acierto,  ni  dejar  de  incurrir  en  verdaderos  absurdos. 

Beüstrando  en  la  Constitución  las  condiciones  a  que  se  sometie- 
ron los  [Estados  en  materia  tributaria,  solo  se  encuentran  las  conte- 
nidas en  los  números  3.®,  4.°,  5.®  i  7.°  del  artículo  8.°,  ninguna  de 
las  cuales  determina,  ni  la  clase,  /d  la  cuantía  de  los  impuestos  que 
los  Estados  o  la  Nación  pueden  decretar.  Estas  consideraciones  bas- 
tarían a  la  comisión  para  proponeros  que  se  d/doLtae  válida  la  parte 
emspandida  de  la  leí  mencionada. 
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Pero  ya  que  la  Corte  Suprema,  federal  ba  Bometido  la  D^ateiia  iari- 
butaria  al  esiarecho  cartabón  de  los  dereohos  individuales,  se  hm& 

})reciso  examinar  detenidamente  ni  la  parte  de  la  leí  suspendida  viola 
a  garantía  de  la  propiedad  i  la  de  la  igualdad  de  alguno  o  algunos  de 
los  habitantes  del  Cauca. 

El  número  5.^  del  articulo  15  de  la  Constitución  dispone  que  la» 
propiedad  del  colpmbiano  no  pueda  ser  tomada  por  la  autoridad  sino 

Sor  pena  o  contribución  jeneral,  con  arre^  a  las  leyes.  ¿Quiere  esto 
ecir  que  todas  las  penas  debQ>n  ser  pecuniarias,  i  todas  las  contribu- 
piones  iguales?  De  ninguna  manera.  Lo  (jue  la  Constitupon  ord^ia 
claramente  es  que  las  pen^s  pecuniarias  i  las  oantribuciones  tengan 
el  carácter  de  jenercdes  para  todos  los  q^ue  se  encuentren  en  idéntico 
caso,  i  que  esas  penas  i  esas  contribuciones  sean  impuestas  por  las 
leyes.  ^  . 

De  otro  modo,  $eria  necesario  que  en  toda  la  Bepiibfiea  rijiera  un 
solo  sistema  tributario,  i  este  precepto  no  solo  hada  imposible  sino 
absurda  la  federación,  pues  una  de  si;s  condiciones  esenciales,  como 
una  de  sus  ventajas  mas  preciosas,  es  la  amplitud  que  se  han  reserva- 
do los  Estados  para  establecer  i  cambiar  su  sistema  tributario. 

Si  la  igualdad  en  cuanto  a  la  cuantía  del  g^Av^men  hubiera  de 
ser  condición  precisa  de  las  contribuciones,  su  iniquidad  seria  tan 
manifiesta  como  insostenible.  ¿C^mo  pudiera  sostenerse  que  todos 
los  colombianos,  por  el  hecho  de  ser  iguales,  debiao^  pagar  uaa  misma 
contribución  o  impuesto  ? 

Véase,  pues,  el  absurdo  a  que  seriamos  conducidos  si  en  materias 
económicas  adoptáramos  como  criterio,  los  principios  de  la  ciencia 
política;  o  si  haciendo  una  evolución  inversa,  comenzando  por  la 
economía  i  pasando  a  la  política,  dijéramos :  supuesto  que  no  todos 
los  colombianos  pueden  pagar  la  misma  contribución,  no  todos  los 
colombianos  pueden  ser  reconocidos  iguales  ante  la  lei. 

El  sistema  tributario,  como  parte  de  la  ciencia  económica,  tiene 
reglas  aplicables  a  todos  los  países  i  a  todas  las  fonoas  de  gobierno. 
Que  los  asociados  gocen  de  mas  o  menos  libertad ;  que  tengan  o  nó 
ízales  derechos,  las  buenas  i  las  malas  contribuciones  pi^ucirán 
siempre  los  mismos  efectos  sobre  el  desarrollo  de  la  riqueza  públtoa. 

Lia  justicia  de  las  contribuciones,  hasta  donde  es  posible,  oonse^ 
guirla,  so  encuentra  en  la  proporcionalidad  de  las  facultades  econó* 
Qiicas  del  contribuyente.  La  forma  varia  sejgun  las  circunstancias.  En 
unas  partes  se  caX^a  la  facultad  ecqnómieai  del  contribuyente  por  el 
capital  apreciado ;  en  otras,  por  la  renta  probable  de  ese  capital,  i  en 
otras,  por  el  vabr  supuesto  de  los  consumos.  Pero  no  es  solo  la  lala- 
ción mas  o  menos  equitativa,  i  siempre  sujeta  a  errores  de  cálculo,  lo 
que  se  tiene  en  cuenta  para  determinar  la  bondad  de  las  contribuciones, 
amo  también  su  influencia  determinante  en  el  desarropo  de  la  riqueza 

Sública.  Estas  condiciones  no  se  van  a  estudiar  en  el  c%mpo  estrecho 
e  los  derechos  políticos,  sino  en  el  anchísimo  campo  ^i  ^ue  nacen 
i  viven  los  variados  hechos  económicos,  sujetos  a  cambios  muí  notables 
de  clima  a  clima,  de  lugar  a  lugar  i  de  tiempo  a  tiempo.  Asi^  en  la 
garantía  de  la  igualdad,  que  dista  tanto  de  la  proporcionalidad  r  de  las 
o^ioaa  condiciones  que.  entran  en  un  buen  sistema  tributaaño,  es  tan 
estraña  la  materia,  que  no  se  puede,  sin  manifiesta  iniquidad  i  sm 
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conocido  absurdOj  tomarla  como  criterio  para  decidir  sí  tal  o  cual 
contribución  debe  o  nó  sostenerse. 

Ahora»  paes,  si  las  garantías  de  la  propiedad  i  de  la  igualdad  de 
derechos  no  se  oponen  a  que  la  Nación  i  ios  Estados  adopten  diferen- 
tes sistemas  tributarios ;  si  esas  mismas  garantías  no  se  oponen  a  que 
en  las  secciones  municipales  que  han  establecido  todos  los  Estados  se 
cobren  diversos  impuestoe,  ¿como  puede  sostenerse  que  un  Estado  no 

{)ueda  decretar  contribuciones  diversas  en  los  diversos  municipios  que 
o  forman?  XJn  Estado  que  carece  de  costas  marítimas,  dérioside 
lagos  navegables ;  uii  Estado  en  el  cual  predomina  el  comercio,  otro 
en  el  cual  predominan  las  minas,  en  éste  la  agricultura,  en  aquél  las 
artes,  presentan  tan  variadas  condiciones  económicas,  que  el  sistema 
tributario,  equitativo  i  conveniente  a  uno,  podria  ser  inicuo,  imposible 
i  absurdo  en  otro.  I  lo  que  se  dice  de  los  Estados,  con  respecto  al 
Gobierno  de  la  Unión,  que  garantiza  a  todos  los  habitantes  de  Colom- 
bia loL  propiedad  i  la  igualdad,  eso  mismo  debe  decirse  de  las  diferentes 
secciones  territoriales  en  que  esté  dividida  la  administración  publica 
de  cada  Estado. 

ApUcando  ahora  estos  principios  al  punto  sometido  al  examen  de 
la  comisión,  ella  encuentra  c^ue  el  esten^mo  Estado  del  Cauca,  que 
es  minero,  agricultor,  comercial,  marítimo  i  manufacturero  a  la  vez,  no 
puede  adoptekr  un  sistema  tributario  uniforme  para  todas  las  poblacio- 
nes que  lo  componen,  i  que  se  encuentran  en  tan  variadas  condiciones 
económicas,  como  pueden  hallarse  los  Estados  de  la  Union  Colombiana. 
Asi,  la  industria  pecuaria  i  la  agrícola  no  pueden  ser  gravadas  en  los 
municipios  del  Chocó  i  de  la  Costa,  países  montuosos  en  que  no  puede 
haber  crias  de  animales  domésticos,  en  los  cuales  solo  predomina  la 
industria  minera.  ¿Cómo  haria  el  Estado  del  Cauca  para  conseguir  que 
esos  estensos  territorios  contribuyeran  proporcionalmente  para  los  gas- 
tos públicos,  si  no  hai  industria  agrícola  que  gravar?  Esto  seria  tan 
absurdo  como  exijirle  que  viviera  déla  contribución  del  laboreo  de  las 
minas  en  las  fértiles  llanuras  que  riega  el  Cauca,  o  que  en  las  alturas 
de  Pasto  i  Tuquerres  exijiera  un  impuesto-  sobre  industria  navegante. 
Ademas,  los  municipios  del  Atratoj  Buenaventura,  Barbacos  i 
San  Juan  forman  la  parte  litoral  del  Estado,  única  por  la  cual  puede 
introducirse  para  el  consumo  el  tabaco  i  el  aguardiente,  i  seguir  luego 
a  buscar  los  demás  consumidores  en  el  resto  del  Estado.  ¿  A  quién  se 
le  ha  ocurrido  que  deben  establecerse  aduanas,  u  otras  oficinas  recep- 
tora s  del  impuesto,  no  solo  en  el  litoral,  sino  también  en  cada  distrito, 
i  aun  al  lado  de  cada  consumidor,  para  hacer  efectiva  la  jerveralidad  i 
Ja  igvaldad  del  impuesto  ?  Este  seria  otro  absurdo  ridículo  que  no 
merece  los  honores  de  la  discusión. 

Fundada  en  estas  consideraciones,  cuyo  mérito  reconoceréis  fácil- 
mente, i  teniendo,  ademas,  en  cuenta  que  aun  en  caso  de  duda  debe 
^ta  resolverse  en  favor  de  la  soberanía  de  los  Estados,  la  comisión 
tiene  la  honra  de  proponeros  el  siguiente  proyecto  de 

RESOLUCIÓN  : 

"El  Senado  de  Plenipotenciarios  resuelve: 
**  Declárase  válida  la  parte  2.\  artículo  1.°  de  la  lei  número  322, 
adicional  i  reformatoria  de  la  259,  sobre  rentas  i  contribuciones,  espe- 
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<3ida  por  la  Lejislatnra  del  Estado  soberano  del  Cauca  el  18  de  setiem- 
bre de  1871.". 

Ciudadanos  Senadores.  , 

Bogotá,  mayo  38  de  1872. 

.  J.  Mendoza— EüJENio  Baéna~M.  Piata  Azüebo— Cablos  Mar- 
tin—D.  Cáicedo. 


Senado  de  Plenipotenciarios.— Bogotá,  mayo  24  de  1872. 

La  anterior  resolución  fué  adoptada  por  esta  Cámara  en  dos 
debates,  como  lo  previene  el  Beglamento,  los  cuáles  tuvieron  lugar  en 
las  sesiones  de  los  dias  23  i  24  del  mes  en  curso. 

El  Presidente,  Carlos  Mastín. — El  Secretario,  Jidio  E.  Pérez. 


CL 

«TAI^IDEZ  de  los  artículos  1945  a  1949  del  Código  €iTil  del  Esta- 
do soberano  de  Cundlnamarca. 


(No  hubo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte.) 
iKFOKBfE  DE  LA  COMISIÓN  DEL  SeNADO. 

Oiudadanos  Senadores, 

Vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados,  encargada  de  informaros  acerca  de  la  soucitud  del  señor 
Estanislo  Yergara,  pasa  a  emitir  su  concepto. 

El  señor  Vergara  pide  que  se  declaren  nulos  los  artículos  1945  a 
1949  del  Código  Civil  de  Cundinamarca,  por  estimarlos  contrarios  al 
articulo  6."  de  la  Constitución  nacional. 

Este  artículo  consagra  el  principio  ^'de  que  la  propiedad  raíz  no 
puede  adquirirse  con  otoo  caracter  qiie  el  de  enajenable  i  divisible  a 
vdwiitad  esdíisiva  del  propietario^  i  trasmisible  a  los  herederos  conforme 
al  derecho  común." 

I  los  citados  artículos  del  Código  Civil  de  Cundinamarca  dicen : 

"  Art.  1945.  Por  el  pacto  de  retroventa,  el  vendedor  se  reserva  la 
facultad  de  recobrar  la  cosa  vendida,  reembolsando  al  comprador  la 
cantidad  determinada  que  se  estipulare,  o  en  defecto  de  esta  estipula- 
ción, lo  que  le  haya  costado  la  compra." 

*^  Árt.  1946.  El  pacto  de  retroventa  se  sujeta  en  sus  efectos  con-* 
tra  terceros,  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  155d  i  1557." 

^'Art.  1947.  El  vendedor  tendrá  derecho  a  que  el  comprador  le 
restituya  la  cosa  vendida  con  sus  accesiones  naturales. 

'^  Tendrá  así  mismo  derecho  a  ser  'indemnizado  de  los  deterioros 
imputables  a  hecho  o  culpa  del  comprador." 

"Será  obligado  al  pago  de  las  espensas  necesarias,  pero  no  de  las 
invertidas  en  mejoras  útiles  o  voluptuarias  que  se  hayan  hecho  sin  su 
consentimiento. 
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"Art  1948.  El  derecho  que  nace  del  pacto  de  retarovtaita  no 
puede  cederse."  ' 

^'Art.  1^9.  El  tiempo  en  que  se  podrá  intentar  la  acción  de 
retroventa  no  podrá  pasar  de  cuatro  años  contados  desde  la  fecha  del 
contrato. 

"  Pero  en  todo  caso  tendrá  derecho  el  comprador  a  que  se  le  áé 
noticia  anticipada,  que  no  bajará  de  seis  meses  para  los  biened  raíces, 
ni  de  quince  dias  para  las  cosas  muebles ;  i  si  la  cosa  fuere  fructífera,  i 
no  diere  frutos  sino  de  tiempo  en  tiempo  i  a  consecuencia  de  trabajos 
o  inversiones  preparatorias,  ño  podrá  exijirse  la  restitución  demandas- 
da  sino  después  de  la  próxima  percepción  de  frutos." 

Se  ve,  pues,  que  estos  artículos  se  refieren  tan  solo  al  retracto 
convencionali  no  al  de  abolengo  o  jentilicio,ni  al  de  sociedad  o  comunión 
de  tan  antiguo  oríjen  i  que  reconocían  las  lejes  españolas,  pero  que  no 
se  hallan  establecidos  en  el  citado  Código  Civil  de  Cundinamarca.  Los 
motivos  que  tuvo  el  lejislador  de  dicho  Estado  para  abolir  el  retracto 
de  sanare  o  jentilicio,  antes  de  que  se  espidiera  la  Constitución 
nacional  de  Bionegro,  son  evidentes  para  vuestra  comisión.  Cada  siglo 
tiene  su  espíritu,  i  como  los  antiguos  fueros  con  este  retracto,  con  la 
troncalidad  i  con  los  vínculos  o  mayorazgos,  tendían  a  la  concentra- 
ción de  los  bienes  raíces  en  la  famiha,  coartaban  la  voluntad  del  ven- 
dedor :  el  espíritu  de  nuestro  siglo  i  sus  tendencias  son  en  favor  de  la 
libertad  i  de  la  desamortización,  i  de  impedir  la  acumulación  de 
grandes  fortunas  en  pocas  manos. 

El  retracto  era  la  facultad  que  a  algunos  competia  para  adquirir 
para  sí  la  cosa  comprada  por  otro  al  mismo  precio,  rescindiendo  el 
contrato  celebrado,  lo  que  podian  hacer  los  mas  próximos  parientes 
del  vendedor,  dentro  del  cuarto  grado,  con  el  fin  de  que  permaneciesen 
en  el  seno  de  cada  familia  sus  oienes  patrimoniales,  i  cuyo  derecho 
era  tan  personalísimo  e  intrasmisible,  que  no  pasaba  ni  al  heredero 
del  pariente  que  hubiese  fallecido  dentro  del  término  en  que  podía 
retiraer.  La  institución  del  retracto  tuvo  su  razón  de  ser,  una  razón 
lejítima,  como  demento  necesario  para  la  conservación  i  prosperidad 
de  las  familias,  que  descimsa  en  un  seotimiento  de  afección  ^ue  es  mm 
i^tural  en  todos  los  hombres,  i  bajo  este  punto  de  vista  esa  institución 
tiene  en  favor  suyo  consideraciones  morales  i  sociales  mui  poderosas. 

Pero  el  retracto  ámv^ncicmcil,  conocido  mas  comunmente  con  el 
nombre  de  pacto  de  retroúenta  o  caria  de  gracia^  tiene  lugar  cuando  el 
vendedor  se  reserva  el  derecho  de  recuperar  la  cosa  vendida,  reem- 
bolsando al  comprador  el  precio  de  la  venta  i  l6  demás  que  de  hubiere 
pactado  o  convenido  en  ella. 

Así,  mas  bien  que  retracto,  en  el  sentido  piopio  de  la  palabra,  es 
una  condición  espontánea  i  libre  de  la  compra  i  venta. 

Si  el  vendedor  puede  recoperar  la  cosa  dentro  de  cierto  término, 
i  segon  esa  condición,  es  ciato  que  tía  propiedad  no  pasa  irrevócable- 
zíróñte  al  comprador,  sino  que  queda  sujeta  a  una  conaidon  resolutoria 
con  todos  los  efectos  legales;  i  ese  detecho  ^ué  emana  de  la  enunciada 
condición,  {mede  el  vendedor  cederlo  o  enajenarlo  de  cualquiet  modo, 
si  iio  hubo  estipulación  en  contrario  o  limitación  establecida  en  el 
contrato,  tan  solo  en  su  favor  o  de  sus  herederos. 
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Bajo  eate  panto  de  vista^  vuestra  comisicn  no  encuentra  en  el 
pacto  de  retroventa  nada  que  se  oponga  a  la  voluntad  del  propietario^ 
i  mas  bien  ve  en  las  disposiciones  del  Código  Civil  de  Cundinamarca 
reconocido  el  principio  constitucional  a  ^ue  se  ha  aludido,  i  consagrado 
en  eUas  el  respeto  a  la  propiedad  particular.  El  consentimiento  libre 
de  las  partes  contratantes  es  la  base  esencial  de  este  contrato,  i  no  hai 
razón  ninguna,  a  lo  menos  para  vuestra  comisión,  que  pueda  justificar 
la  abolición  de  este  derecho,  o  sea  la  declaratoria  de  nulidad  que  se  ha 
solicitado.  ¿Porqué  no  ha  de  poder  el  vendedor  reservarse  la  facultad 
de  redimir  o  recobrar  la  cosa  vendida  mediando  la  restitución  del 
precio?  Si  el  vendedor  no  quiere  desapropiarse  para  siempre  de  su 
propiedad,  ¿porqué  no  ha  de  poder  estipular  la  condición  de  rescatarla 
cuando  quiera,  ó  oien  dentro  de  un  término  prefijado?  ¿En  qué  puede 
oponerse  el  ejercicio  de  esta  facultad  al  desarrollo,  de  la  agricultura 
i  del  comercio,  como  lo  asegura  el  señor  Vergara?  Por  esto  es  que  se 
llama  convencional  la  retroventa,  porque  se  establece  por  convención  i 
voluntad  de  los  contrayentes,  i*  en  nada  se  opone  este  pacto  a  la 
libertad  ni  a  la  emancipación  de  las  fincas. 

Por  tanto,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

bsbolvoion: 

"El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.^ 
artículo  51  de  la  Constitución  federal,  declara  válidos,  i  por  lo  mismo 
de  conformidad  con  el  espíritu  i  leka  de  la  citada  Constitueion,  los 
artículos  1946  a  1949  del  Código  Civil  del  Estado  de  Cundinamarca." 

"Comuniqúese,  publiquese  i  archivese." 
Bogotá,  junio  10  de  1872. 

j.  Mendoza.— Caklos  Mabtin.— D.  Caicedo.— Eujenio  Baéna. 
M.  Plata  Azuebo. 


/Senado  de  í'IenipoteDciaríos.— Bogotá,  jnDio  18  de  1872. 

La  anterior  resolución  fué  adoptada  por  está  Cámiura  en  dos 
debates,  como  k>  previene  el  Bdelam^nto,  los  cuales  tuvieron  lugar  en 
las  sesiones  de  los  días  12  i  13  dd  mes  en  ouiso. 

El  Presidente^    SaNTOS  AóosTa. 
El  Seeretano,  Jdio  E.  Pérez* 

Es  copia.--El  Secretario,  JuUo  E.  Pérez. 
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CIL 

TAIilDEZ  de  la  lei  adicional  al  Código  Judicial  de  Candína- 
marca,  sancionada  el  39  de  enero  de  I§72. 


Acuerdo  de  ia  Supbema  Cobte. 

En  Bogotá,  a  quince  de  julio  de  mil  ochocientos  setenta  i  dos,  se 
constitujó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  César  Contó,  i  demás  señores 
Majistrados,  doctores  José  María. Bójas  Garrido,  José  María  Yülami- 
jzar  Gallardo,  Juan  Manuel  Péíez  i  José  Araújo,  i  se  tomó  en  conside- 
ración la  solicitud  de  Juan  N.  Mejía,'  coadyuvada  por  el  señor  Procu- 
rador, para  que  se  suspenda,  en  lo  que  consideran  contraría  a  la 
Constitución,  la  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  adicional  al 
Código  Judicial,  sancionada  en  21  de  enero  del  presente  año. 

Él  señor  Majistrado  doctor  Bójas  Chirrido  presentó  el  siguiente 
proyecto  de 

resolución: 

"  La  lei  de  que  se  trata  tiene  por  objeto  reformar  el  procedimiento 
en  los  negocios  civiles  del  Estado;  i  como  esto  asunto  es  de  la  esclusi^ 
va  competencia  de  su  lejislacion,  a  la  cual  corresponde  también  cons- 
tituir legalmente  la  propiedad,  i  determinar  los  trámites  que  deben 
observarse  en  juicio  para  reclamarla,  defenderla  o  vindicarla,  es  evi- 
dente que  si  se  entrara  a  examinar  los  principios  de  lejislacion  que 
deben  tenerse  en  cuenta  para  espedir  leyes  justas,  respecto  de  la 
propiedad,  i  se  tomara  asidero  al  hallarlas  trasgredidas,  para  concep- 
tuar que  las  leyes  espedida^,  violando  dichos  principios,  eran  contrarias 
a  la  ;s:arantía  de  la  propiedad,  establecida  por  la  Constitución,  se 
echaría  por  tierra,  entonces,  la  soberanía  de  los  Estados,  haciéndoles 
nugatorio  el  derecho  de  lejislar  en  procedimiento  civil,  lo  cual  condu- 
ciría a  un  centralismo  que  abiertamente  rechazan  las  instituciones. 

^^  Las  razones  que  naya  contra  la  lei  de  que  se  trata  deben  hacerse 
valer  ante  la  respectiva  Lejislatura,  i  por  tanto,  la  Corte  niega  la  sus- 
pensión que  se  solicita.  Bemítase  el  espediente  al  Senado,  para  los 
efectos  de  la  última  j^arte  del  artículo  72  de  la  Constitución,  ddándose 
copia  de  esta  resolución  para  que  se  publique  en  el  "  Diario  Oficial  '* 
i  se  envíe  al  Gobernador  de  Cundinamarca* 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse  la  Corte,  se  con- 
cluyó el  presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i 
demás  señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

Césab  Contó. — José  M.  EdjAs  Gabbido. — José  Mabía  Villamizab 
G. — J.  M.  Pébez.— José  Araújo. — ^El  Secretario,  Rafad  E.  Santander. 

Es  copia  conforme — ^Bogotá,  julio  veinticinco  de  mil  ochocientos 
setenta  i  dos.  — El  Secretario,  Eafael  E.  Santander. 
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Informe  de  la  comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

El  señor  Juan  N.  Mejía  solicitó  la  suspensión  de  la  "  lei  adicional 
al  C<ídigo  Judicial,"  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
soberano  de  Cundinamarca  en  21  de  enero  de  1872,  i  sancionada  en 
22  del  mismo  mes.  La  Corte  Suprema  federal,  por  acuerdo  de  15  dfi 
junio  del  año  espresado,  negó  la  suspensión  solicitada,  apoyándose  en 
los  siguientes  fundamentos :  "  La  lei  de  que  se  trata  tíene  por  objeto 
reformar  el  procedimiento  en  los  negocios  civiles  del  Estado ;  i  como 
este  asunto  es  de  la  esclusiva  competencia  de  su  legislación,  a  la  cual 
corresponde  también  constituir  legalmente  la  propiedad  i  determinar 
los  tramites  que  deben  observarse  en  juicio  para  reclamarla,  defender- 
la o  vindicarla,  es  evidente  que  si  se  entrara  a  examinar  los  principios 
de  lejislacion  que  deben  tenerse  en  cuenta  para  espedir  leyes  justas 
respecto  de  la  propiedad,  i  se  tomara  asidero  al  bañarlas  tras^edidas 
para  conceptuar  que  las  le;^es  espedidas,  violando  dichos  prmcipios, 
eran  contrarias  a  la  garantía  de  la  propiedad  establecida  por  la  Cons- 
titución, se  echarla  por  tien-a  entonces  la  soberanía  de  los  Estados, 
haciéndoles  nugatono  el  derecho  de  lejislar  en  procedimiento  civil,  lo 
cual  conduciria  a  un  centralismo  que  abiertamente  rechazan  las  ins- 
tituciones. 

'^  Las  razones  que  haya  contra  la  lei  de  que  se  trata  deben  hacerse 
valer  ante  la  respectiva  Lejislatura  "  &c. 

liemitido  el  espediente  al  Senado  para  que  resuelva  en  definitiva 
sobre  la  nulidad  o  vahdez  de  la  lei  aludida,  cumple  a  los  infrascritos 
miembros  de  la  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados,  después  del  estudio  detenido  que  han  hecho,  manifestarQS 
sus  opiniones  i  proponeros  la  resolución  correspondiente. 

La  comisión,  aunque  está  de  acuerdo  en  el  fondo  con  la  doctrina 
de  la  Corte  Suprema,  no  acepta  los  términos  absolutos  en  que  está 
espresada,  porque,  aunque  la  lejislacion  civil  procedimental  sea  de 
la  esclusiva  competencia  de  los  Estados,  éstos  no  pueden  dictar  dis- 
posiciones que  puedan  afectar  derechos  adquiridos,  dándole  así  re- 
troactívidad  a  la  lei,  por  prohibirlo  el  artículo  24  de  la  Constitución 
nacional ;  de  modo  que,  en  concepto  de  la  comisión,  las  leyes  sobre 
asuntos  civiles  de  la  esclusiva  competencia  de  los  Estados,  pueden 
suspenderse  i  anularse  en  el  caso  que  se  les  dé  efecto  retroactivo,  por- 
que en  esta  parte  son  contrarias  a  la  disposición  constitucional  citada, 
que  solo  permite  la  retroactividad  en  materia  penal,  cuando  la  lei 
posterior  imponga  menor  pena. 

No  obstante  lo  anterior,  la  lei  cuya  suspensión  ha  negado  la  Corte 
Suprema  no  contiene  disposición  alguna  que  pueda  considerarse  en 
oposición  con  el  indicado  ai*tículo  24  de  la  Constitución  nacional, 
porque  en  ninguno  de  sus  artículos  así  lo  dispone ;  porquQ  los  dere- 
chos i  accionen  que  otorgue  la  lei  procedimental  solo  pueden  estable- 
•cerse  o  adquirirse  durante  su  vijenoia,  i  porque  habiendo  reconocido  el 
lejislador  cundinamarqués  el  mismo  principio  consimado  en  sus  Códi* 
gos,  de  que  "  la  lei  solo  puede  disponet  para  lo  futuro,  i  no  tendrá 
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jamas  efecto  retroactivo/'  los  tribunales  i  juzgados  del  Estado  soberano 
de  Candinamarca  no  podrian  interpretar  las  leyes  en  sentido  contrario 
al  principio  aludido  sin  hacerse  responsables. 

Las  razones  anteriores  motivan  que  la  comisión  os  presente  el  ^- 
guiente  proyecto  de 


besolucion: 


El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.*^ 
articulo  51  de  la  OonstitucioD  nacional,  declara  que  no  es  nula  la  "  lei 
adicional  al  Código  Judicial,"  espedida  por  la  Asamblea  Lejislatíva 
del  Estado  soberano  de  Oundinamarca  en  21  de  enero  de  1872,  i  san- 
cionada él  22  del  mismo  mes. 

"  Comuniqúese,  publiquese  i  devu^vase  el  espediente  a  la  Corte 
Suprema  federal." 

Bogotá,  12  de  febrero  de  1873. 
JuAU  Mendoza.— Jssüs  MabH  Ld^FSZ*-SEBXio  Asboleda. 

Seoretarfa  del  Senado. — ^Bogotá,  febrero  19  de  1876. 

La  anterior  resolución  fué  acordada  por  el  Senado  de  Plenípoien- 
ciaiios  en  dos  debates,  que  tuvieron  lugar  en  las  sesiones  de  loa  dias 
17  i  19  d^  este  mes. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez, 


CIII. 


If  CJIilDAD  del  articnlo  dO  de  la  lei  317,  de  16  de  •etlembrc  de 

18Tt,  del  JB«tado  soberano  del  Cauca. 


AOUEKPO  PS  LA  SüFl^EHA  COBTS. 
Corte  Suprema  federal — BogoU,  81  de  diciembre  de  1872. 

Visto  el  memorial  en.  que  el  colombiano  Crisanto  Valenzuela  soli- 
cita de  esta  superioridad  la  suspensión  de  los  artículos  20  i  1101  de  la 
lei  317  (Código  de  enjuiciamiento  civil)  del  ijatado  del  Cauca,  por 
creerlos  contrarios  al  inciso  1.°,  artículo  8.®  de  la  Constitución  nacional; 

Vistos  los  artículos  denunciados  como  inconstitucionales,  así 
concebidos : 

"  Art.  20.  El  Tribunal  i  Jueces  del  Estado  no  son  conipetentea 

f)ara  resolver  sobro  el  derecho  de  los  particulares  a  que  se  les  confieran 
os  beneficios  eclesiásticos  denominados  capellanías  colativas,  pues  tales 
beneficios  deben  ser  provistos  con  arreglo  a  lo  que  dispongan  los  esta- 
tutos de  la  respectiva  comunión  relijiosa;  i  los  títulos  que  se  confieran, 
serán  tenidos  por  el  Tribunal  i  Jueces  del  Estado  como  suficiente  do- 
cumento para  entrar  en  la  posesión  i  en  el  goce  de  los  bienes  que  a 
tales  beneficios  pertenezcan. 

"  Art.  1101.  Para  los  efectos  civilejs,  Uámanse  en  jeneral  capeUamas 
las  fundaciones  que  se  hacen  con  el  objeto  de  que  se  celebren  misas  o 


—  201  — 

Bepraotiqaen  obras  piadosas  relacionadas  con  el  cnlto.  Cnandolos 
bienes  o  rentas  afectas  a  la  fondacíon  no  sé  ceden  a  nna  congregación 
o  corporación  relijiosa,  sino  a  indivídaos  que  pneden  ser  eclesiásticos 
o  legos,  con  solo  la  carga  de  decir  o  mandar  decir  las  misas  o  ejecutar 
las  obras  piadosas  designadas  en  la  fundación,  las  capellanías  sou 
laicales,  llamándose  también  meroenariaSi  profanas^  patronizéos  de  legos, 
legados  píos  i  rnemorias  de  misas.  I  caando  la  fondacion  tíane  por 
objeto  inmediato  establecer  peora  uno  o  mas  mioistros  del  culto  ima 
renta  por  razón  de  su  oficio,  con  ciertas  condiciones  establecidas  por 
el  fundador  i  con  la  aprobación  o  aceptación  del  jefe  de  la  congrua* 
cion  reUjiosa,  entonces  es  capellanía  colativa  "  ; 

Oido  el  dictamen  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  que  apoya 
la  solicitud  de  suspensión ;  i  ^ 

Considerando  :  que  el  primero  de  los  artículos  coniados  implica  el 
reconocimiento  de  tribunales  distintos  de  los  que  lonnan  el  Poder 
Judicial  del  Estado,  con  la  potestad  de  administrar  justicia  en  deter- 
minados asuntos  civiles,  en  ios  cuales  sus  decisiones  surten  los  mismos 
efectos  que  las  sentencias  emanadas  de  los  tribunales  que  organiza  la 
lei,  siendo  así  que  ellas  deben  ser  tenidas  por  los  últimos  como  títulos 
bastantes  para  que  la  persona  en  cuyo  favor  se  dan  entre  en  la  pose- 
sión i  en  el  goce  de  los  bienes  pertenecientes  al  beneficio  eclesiástico, 
o  sea  capeUanía  colativa  que  Se  naya  conferido  ; 

Considerando :  que  esos  tribunales  de  orijen  distinto  al  que  deben 
tener  los  diferentes  ramos  en  que  se  divide  el  poder  público  para  su 
ejercicio,  irresponsables  ante  fa  lei,  toda  vez  que  los  que  los  forman  no 
son  funcionarios  públicos,  sinembargo  de  producir  sus  actos  efectos 
civiles  de  fuerza  obligatoria  en  los  negocios  en  que  ejercen  jurisdicción, 
no  reúnen  las  condiciones  conforme  a  las  cuales  deben  los  Estados  or- 
ganizar sus  gobiernos,  según  el  inciso  1.^,  artículo  8.^  de  la  Constitución 
nacional; 

Considerando :  que  el  Senado  de  Plenipotenciario»  anuló  en  sus 
Besiones  del  presente  año  los  artículos  108  i  1197  del  Código  Civil  de 
Cundinamarca,  el  primero  de  los  cuales  contenia  idéntica  disposición  a 
la  del  artículo  20  de  la  lei  del  Cauca  que  ahora  se  examina ;  i 

Considerando  finalmente,  que  no  se  halla  en  igual  caso  el  artículo 
1101  de  la  misma  lei,  pues  61  se  contrae  a  establecer,  para  los  efectos 
civiles,  la  diferencia  entre  oapdlanías  laicales  i  capeHanias  colativas,  lo 
que  no  contraria  disposición  alguna  de  la  Constitución  de  la  Bepública; 

La  Corte  Suprema  federal  resuelve  : 

Primero.  Suspender  el  artículo  20  de  la  lei  317,  de  16  de  setiem- 
bre de  1871,  del  Estado  del  Cauca ; 

Segundo.  Abstenerse  de  suspender  el  artículo  1101  de  la  misma  lei 

Comuniqúese,  publíquese  en  el  ''Diario  Oficial"  i  remítase  el 
espediente  al  Senado. 

Cesah  Coim)— José  M.  B/íjaq  Gabbido-— José  MABfAYjLLAjazAB  G. 
J.  M.  P£be2  —  Manü£L  M.  BAufBEZ  —  El  Secretario,  Bc^ad  E.  San- 
tander. 

En  2  de  enero  de  1873  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral  la 
resolución  anterior.  —  Cebón — Santander,  Secretario. 

Es  copia  conforme— Bogotá»  tres  de  ^nero  de  mil  ochocientos 
setenta  i  tres.  —  El  Secretario,  Bc/ad  E.  Santander^  36 
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Invobme  db  ía  ocnofiíON  del  Senaix). 

Ciudadanos  Senadores- 

La  Corte  Suprema  federal,  en  31  de  diciembre  del  año  próxima 
pasado,  resolvió,  de  conformidad  con  la  solicitad  del  señor  Crisanto 
•  Yalenznela,  la  suspensión  del  artículo  20  de  la  lei  317,  de  16  de  se- 
tiembre de  1871,  ¿di  Estado  del  Cauca,  que  se  publicó  ^i  la  "  Gaceta 
Oficial "  número  366,  i  se  abstuvo  de  suspender  el^  artículo  1101  da  la 
misma  lei,  negando  en  esta  parte  la  enunciada  solicitud. 

Vuestra  c<Haim(m  de  inspección  de  los  actos  lejidatiyos  de  los 
Estados  estima  fondada  la  resolución  de  la  Corte  Suprema  a  que  ha 
aludido. 

El  artículo  20  ja  citado  dice : 

"  El  tribunal  i  jueces  del  Estado  no  son  competentes  para  resol- 
Ter  sobre  el  derecho  de  los  particulares  a  que  se  les  confieran  los  be- 
neficios ecleabístioos  denommados  capdlanuis  colativas,  pues  tales  be- 
neficios deben  ser  provistos  con  arreglo  a  lo  que  dispongan  los  estatu- 
tos de  lá  respectiva  comunión  relijiosa ;  i  los  títulos  que  se  confieran 
serán  tenidos  por  el  tribunal  i  jueces  del  Estado  como  suficiente  doca- 
mento  para  entrar  en  la  posesión  i  en  el  goce  de  los  bienes  que  a  tales 
beneficios  pertenezcan.'* 

Es  evidente  que  esta  disposición  contraria  la  del  inciso  1.^,  w- 
tículo  S.^  de  la  Constitución  federal ;  porque,  en  obsequio  de  la  integri- 
dad nacional,  de  la  marcha  espedita  ae  la  Union  i  de  las  relaciones  psk- 
oíficas  de  los  Estados,  ¿stos  se  comprometieron  a  organizarse  conn>r- 
me  a  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo,  representativo,  alter- 
nativo i  responsable,  i,  como  habéis  visto,  la  enunciada  disposición  dai 
artículo  20  declara  que  el  tribunal  o  juez  del  Estado  no  son  competen- 
tes para  resolver  soore  él  derecho  de  los  particulares  en  materia  de 
capellanías  colativas,  i  que  esta  competencia  le  correspcmde  alas  auto- 
lioades  eclesiásticas,  aue  son  las  que  Uama  para  hacer  la  provisión  de 
ellas,  los  estatutos  de  la  comunión  católica,  dándole  a  sus  sentencias, 
o  sean  títulos  de  dicha  provisión,  la  fe  i  autenticidad  civiles  para  ob- 
tener la  posesión  i  el  ^oce  de  dichas  oí^llanías,  desnudando  asi  las 
atribuciones  jurisdiccionales  que  tienen  da  derecho  nuestras  autorida^ 
des  judiciales  que  constituyen  un  poder  independiente  (artículo  21  de 
la  citada  Constitución),  i  que,,  san  sujeción  al  examen  de  ninguna  auto- 
ridad estraña,  debe  decidir  los  negocios  i  controversias  de  su  esdusiva 
competencia. 

Esta  resolución  de  la  Cotbe^  sobre  la  cual  va  a  resolver  en  defini- 
tiva él  Senado,  está  de  acuerdo  con  otra  que  ella  dictó  i  motivó  la  del 
Senado  de  Plenipotenciarios,  proferida  en  1.^  de  mayo  de  1872,  que 
declaró  la  invattoez  del  artícíilo  106  del  Código  Judicial  del  Estado  de 
Cundinamarca^  que  está  concebida  en  términos  idénticos  a  la  del 
citado  artículo  20 ;  de  manera  que  la  nuüdad  de  óste  tiene  en  su  apoyo 
al  precedente  a  que  hace  referencia  vuestra  comisión. 

Con  respecto  al  artículo  1101  de  la  mencionada  lei,  o  sea  ád 
Código  á»  ^uiniamiento  dvil  del  Estado  del  Canoa,  no  militan  las 
minaas  razones,  i»  ea  concepto  de  vuestra  comisión^  este  artículo  no 
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contraria  tungona  di^podoion  eoiuBtitacional,  supuesto  <^ue  iKJam6ii1|9 
se  ocupa  en  establsGer  diferencia  entre  las  capeDoxiiias  ¡atoas  iedaiwa^ 
lo  que  -no  afecta  en  nada  absolutamente  la  Oonstitucion  nacional. 

Por  tanto,  yuestra  comisión  termina  el  presente  infnryy^fi  some- 
üexido  a  vuestra  deliberación  el  siguiente  proyecto  de 

besoluoion: 

■ 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  6.*,  ar- 
tículo 51  de  la  Constitución  federal,  declara  que  es  nulo  el  artículo 
20  de  la  lei  317,  de  16  de  setembre  de  1871,  espedida  por  la  Asamlíea 
Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Caúca,  por  ser  contrario  íil  inciso 
1.%  artículo  8.°  de  la  Constitución  de  la  ílacion ;  i  se  abstiene  de 
hacer  igual  declaratoria  respecto  al  artículo  1101  de  la  misma  lei, 
cuya  suspensión  i  nulidad  tamoien  han  sido  solicitadas,  por  no  estimarlo 
opuesto  a  la  Constitución, 

''  Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase." 
Bogotá,  12  de  febrero  de  1873. 

Juan  Mendoza— Jb;^s  M.  L^ípez  S. 

Secretaría  del  Senado— Bogotá,  febrero  12  de  1878. 

La  anterior  resolución  faé  acordada  por  el  Senado  de  Flenipoten- 
oiarios  en  dos  debates,  que  tuvieron  lugar  en  las  sesiones  de  los  días  17 
i  19  de  este  mes. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


cw. 


TA  LIBEZ  del  artíonlo  1809  del  Cédivo  Judicial  del  Estado  to- 

heTmnode  Candína  mjarea* 


■f*  %*• 


(No  ha1>o  acuerdo  de  la  Suprema  Corte  federoL) 

Infobme  de  la  oohihion  del  Senaixx 


£1  ciudadano  Manuel  María  Zaldtía  solicita  la  nulidad  del  artícu- 
lo 18Q2  del  Código  Judicial  dd  Estando  soberano  de  Cundinamarca, 
**  en  cuanto  dispone,  en  términos  jenerales,  que  no  se  pueda  s^nir 
ante  el  Tribunal  Superior  i  los  Juzgados  juicio  de  responsabilidad,  de 
oficio,  cuando  la  responáabilidad  yerse  por  consecuencia  de  sentencia 
o  de  auto  judicial  en  negocios  civiles  entre  particulares,  por  ser  con- 
trario al  ^principio  constitucional  de  |- Responsabilidad"  consignado  en 
lel  artícuÉ)  8.^  mciso  1.**  de  la  Constitución  federal  &c." 

jja  simple  lectura  del  articuló  18(@  del.  Código  Judicial  de  Cundi- 
namarca,  i  de  los  motiyos  en  que  el  señor  Z9¡Av^  apoya  m  pretensión. 
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Infobme  de  ía  oomeiON  del  Senado. 

Oindadanos  Senadores- 

La  Corte  Suprema  federal,  en  31  de  diciembre  del  ana  próxima 
pasado,  resolvió,  de  conformidad  con  la  solicitad  del  señor  Crisanto 
•  Yalenzaela,  la  suspensión  del  artículo  20  de  la  lei  317,  de  16  de  se- 
tienibre  de  1871,  del  Estado  del  Cauca,  que  se  publicó  en  la  "  Gaceta 
Oficial "  número  366,  i  se  abstuvo  de  suspender  e^  artículo  1101  de  la 
misma  lei,-  negando  en  esta  parte  la  enunciada  solicitud. 

Vuestro^  camÍ0Í(Hi  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados  estima  fondada  la  resolución  de  la  Corte  Suprema  a  que  ha 
aludido. 

El  artículo  20  ya  citado  dice : 

^'  El  tribunal  i  jueces  del  Estado  no  son  competentes  para  resol- 
ver sobre  el  derecho  de  los  particulares  a  que  se  lee  confieran  los  be- 
neficios eclesiásticos  denommados  capeUamas  oolaiivaa,  pues  tales  be- 
neficios deben  ser  provistos  con  arreglo  a  lo  que  dispongan  los  estatu- 
tos de  lá  respectiva  comunión  relijiosa ;  i  los  títulos  que  se  confieran 
serán  tenidos  por  el  tribunal  i  jueces  del  Estado  como  suficiente  docu- 
mento para  entrar  en  la  posesión  i  en  el  goce  de  los  bienes  que  a  tales 
beneficios  pertenezcan." 

Es  evidente  que  esta  disposición  contralla  la  del  inciso  1.^,  ar- 
tículo 8.^^  de  la  Constitución  feaeral ;  porque,  en  obsequio  de  la  integri- 
dad nacional,  de  la  marcha  espedita  de  la  Union  i  de  tas  relaciones  pa- 
cíficas de  los  Estados,  óstos  se  comprometieron  a  organizarse  conror- 
me  a  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo,  representativo,  alter- 
naÜYO  i  responsable,  i,  como  habéis  visto,  la  enunciada  disposición  del 
articulo  20  declara  que  el  tribunal  o  juez  del  Estado  no  son  competen- 
tes para  resolver  sobre  el  derecho  de  los  particulares  en  materia  de 
capellanías  colatiyas,  i  que  esta  competencia  le  corresponde  alas  auto- 
rioades  eclesiásticas,  aue  son  las  que  llama  para  hacer  la  provisión  de 
ellas,  los  estatutos  de  la  comunión  católica,  dándole  a  sus  sentencias, 
o  sean  títulos  de  dicha  provisión,  la  fe  i  autenticidad  civiles  para  ob* 
tener  la  posesión  i  el  ^oce  de  dichas  capellaníaj9,  desnudando  asi  las 
atribuciones  jurisdiccionales  que  tienen  de  derecho  nuestras  autorida^ 
dea  judiciales  que  constituyen  un  poder  independiente  i(artículo  21  de 
la  citada  Constitución),  i  que,:  sin  sujeción  al  examen  de  ninguna  auto- 
ridad estraoa,  debe  decidir  los  negocios  i  controversias  de  su  esclusiva 
competencia. 

Esta  resolución  de  la  Corte,  sobre  la  cual  va  a  resolver  en  defini- 
tiva el  Senado,  está  de  acuerdo  con  otra  que  ella  dictó  i  motivó  la  del 
Senado  de  Plenipotenciarios,  proferida  en  1.°  de  mayo  de  1872,  que 
declaró  la  invalidez  del  artícíilo  108  del  Código  Judicial  del  Estado  de 
Cundinamarca,  que  está  concebida  en  términos  idánticos  a  la  del 
citado  articulo  20 ;  de  manera  que  la  nulidad  de  óste  tiene  en  su  apoyo 
¿1  precedente  a  que  hace  referetucia  vuestra  comisión* 

Con  respecto  al  «eticólo  1101  de  la  mencionada  lei,  o  sea  del 
Código  de^uiciamienio  civil  del  Estado  del  Cauca,  no  militan  las 
miünas  razones,  i»  ea  concepto  de  vue«^  comiaieny  este  articulo  no 
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contraria  nisgimi^  diipo8Íoi(m  constitucional,  «opuesto  qae  ¿olam^nij^ 
se  ocupa  en  establecer  dif erenciia  entre  las  capellanías  latoas  i  odatifüas^ 
lo  que  no  afecta  en  nada  absolutamente  la  Constitución  nacional. 

Por  tanto,  yuescra  comisión  termina  el  presente  informe  some- 
tieudo  a  vuestra  deliberación  el  siguiente  proyecto  de 


besoluoion: 

ti 


El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.',  ar- 
tículo 51  de  la  Constitución  federal,  declara  que  es  nulo  el  artículo 
20  de  la  lei  317,  de  16  de  setembre  de  1871,  espedida  por  la  Asambjea 
Lejislatíva  del  Estado  soberano  del  Caúca,  por  ser  contrario  ál  inciso 
1.®,  artículo  8.°  de  la  Constitución  de  la  Nación  ;  i  se  abstiene  de 
hacer  igual  declaratoria  respecto  al  artículo  1101  de  la  misma  lei, 
cuja  sti&pension  i  nulidad  tamoien  han  sido  solicitadas,  por  no  estimarlo 
opuesto  a  la  Constitución. 

*'  Comuniqúese,  publíquese  i  devuSb^ase." 
Bogotá,  12  de  febrero  de  1873. 

Juan.  Mendoza— Je;^s  M.  L^Ipez  S. 

Secretarte  del  Seiuido— Bogotá,  febrero  12  de  1878. 

La  anterior  resolución  fué  acordada  por  el  Senado  de  Plenipoten- 
oiaríos  en  dos  debates,  que  tuvieron  lugar  en  las  sesiones  de  los  dias  17 
i  19  de  eQte  mes. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


CIV. 


TAE.IJDEZ  del  arttonlo  1M9  del  Código  JFndiclal  del  Estado  so- 

beimno  de  Ciad  Um  marca* 


'  I" 


(Ne  hubo  acuerdo  de  la  Soprema  Corle  federoL) 

Infobhe  de  la  comisión  del  SENADa 


£1  ciudadano  Manuel  María  Zaldia  solicita  la  nulidad  del  artícu- 
lo 1802  del  Código  Judicial  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca, 
'^  en  cuanto  dispone,  en  términos  jenerales,  que  no  se  pueda  s^uir 
ante  el  Tribunal  Superior  i  los  Juzgados  juicio  de  responsabilidad,  de 
oficio,  cuando  la  responsabilidad  verse  por  consecuencia  de  sentencia 
o  de  auto  judicial  en  negocios  civiles  entre  particulares,  por  ser  con- 
trario  al  jprin.cipio  constitucional  de  '' Besponsabílidad  "  consignado  en 
el  artícuK)  8.^  mciso  1.^  de  la  Constitución  federal  &c." 

Ija  simple  lectura  del  ai;tículó  1802  del.  Código  Judi^al  de  Oundí- 
namarca,  i  de  los  motivos  m  que  el  ^enor  Z^va  apoya  ^u  pretensipn. 
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iKfOBHE  DE  M  00MI8I0N  DEL  SeNADO. 

Ciudadanos  Senadores. 

La  Corte  Suprema  federal,  en  31  de  diciembre  del  ano  próximo 
pasado,  resolvió,  de  conÍDrnüdad  con  la  solicitud  del  señor  Crisanto 
•  Yalenzuela,  la  suspensión  del  artículo  20  de  la  lei  317,  de  16  de  se- 
tiembre de  1871,  del  Estado  del  Cauca,  que  se  publicó  ^i  la  ^'  Qaceta 
Oficial "  número  366,  i  se  abstuvo  de  suspender  el  artículo  1101  de  la 
misma  lei,-  negando  en  esta  parta  la  enunciada  solicitud. 

YuestrOí  eomim(Hi  de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados  estima  fondada  la  resolución  de  la  Corte  Suprema  a  que  ha 
aliidido. 

El  artículo  20  ^a  eitado  dice : 

**  El  tribunal  i  jueces  del  Estado  no  son  competentes  para  resol- 
ver sobre  el  derecho  de  los  particulares  a  que  se  íes  confieran  los  be- 
neficios eclesiásticos  denommados  capdlamaa  colativas,  pues  tales  be- 
neficios deben  ser  provistos  con  arreglo  a  lo  que  dispongan  los  estatu- 
tos de  lá  respectiva  comunión  relijiosa ;  i  los  títulos  que  se  confieran 
serán  tenidos  por  el  tribunal  i  jueces  del  Estado  como  suficiente  docu- 
mento para  entrar  en  la  posesión  i  en  el  goce  de  los  bienes  que  a  tales 
beneficios  pertenezcan." 

Es  evidente  que  esta  disposición  contraria  la  del  inciso  1.^,  ar- 
tículo 8.^  de  la  Constitución  f eaeral ;  porque,  en  obsequio  de  la  integri- 
dad nacional,  de  la  marcha  espedita  de  la  Union  i  de  las  relaciones  pa- 
QÍñoss  de  los  Estados,  éstos  se  comprometieron  a  organizarse  con£)r- 
me  a  los  principios  del  gobierno  popular,  electivo,  representativo,  alter- 
nativo i  responsable,  i,  como  habéis  visto,  la  enunciada  disposición  del 
artículo  20  declara  que  el  tribunal  o  juez  del  Estado  no  son  competen- 
tes para  resolver  sobre  el  derecho  de  los  particulares  en  materia  de 
capellanías  colativas,  i  que  esta  competencia  le  corresponde  alas  auto- 
ridades eclesiásticas,  que  son  las  que  Uama  para  hacer  la  provisión  de 
ellas,  los  estatutos  de  la  comunión  católica,  dándole  a  sus  sentencias, 
o  sean  títulos  de  dicha  provisión,  la  fe  i  autenticidad  civiles  para  ob- 
tener la  posesión  i  el  ^oce  de  dichas  capellanía^}  desnudando  asi  las 
atribuciones  jurisdiccionales  que  tienen  de  derecho  nuestras  autorida^ 
des  judiciales  que  constituyen  un  poder  independiente  i(artículo  21  de 
la  citada  Constitución),  i  que,:  sin  sujeción  al  examen  de  ninguna  auto- 
ridad estr£ma,  debe  decidir  los  negocios  i  controyersias  de  su  esclusíva 
eompetencia. 

Esta  resolución  de  la  Oútbef  sobre  la  cual  ya  a  resolver  en  defini- 
tiva el  Senado,  está  de  acuerdo  con  otra  que  eUa  dictó  i  motivó  la  del 
Senado  de  Plenipotenciarios,  proferida  en  1.®  de  mayo  de  1872,  que 
dedaró  la  invalidez  del  artícíüo  108  del  Código  Judicial  del  Estado  de 
Cundinamaroa^  que  está  concebida  en  términos  idántioos  a  la  del 
citado  artículo  20 ;  de  manera  que  la  nulidad  de  éste  tiene  en  su  apoyo 
el  precedente  a  que  hace  referelncia  vuestra  comisión. 

Con  respecto  al  artículo  1101  de  la  mencionada  lei,  o  sea  del 
Código  de^uiciamienio  civil  del  Estado  del  Cauca,  no  militan  las 
ndimas  razones,  i»  en  oonbepto  de  vuestra  oomisien,  este  artículo  no 
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contraría  nisgona  dM9posioiaa  conatituGional,  Bimuesto  qae  Bcism^xáfí 
se  ocupa  en  estableeer  diferencia  entre  las  capeliaDJas  laioaa  i  edatwoíf 
lo  que  Txo  afecta  en  nada  absolutamente  la  Constitacion  nacional 

Por  tanto,  yaestxa  comisión  termina  el  presente  infonne  some- 
üeudo  a  vuestra  deliberación  el  siguiente  proyeciao  de 

BESOLUOION : 

• 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  6.*,  ar- 
tículo 51  de  la  Constitución  federal,  declara  que  es  nulo  el  artículo 
20  de  la  lei  317,  de  16  de  setembre  de  1&71,  espedida  por  la  Asambíea 
Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Caúca,  por  ser  contrarip  al  inciso 
1.®,  artículo  8.**  de  la  Constitución  de  la  Nación  ;  i  se  abstiene  de 
hacer  igual  declaratoria  respecto  al  artículo  1101  de  la  misma  lei, 
cuya  suspensión  i  nulidad  tamoien  han  sido  solicitadas,  por  no  estimarlo 
opuesto  a  la  Constitución. 

'^  Comuniqúese,  publíquese  i  deYoáb^ase." 
Bogotá,  12  de  febrero  de  1873. 

Juan  Mesdoza—Jh^b  M.  L(Tpez  S. 


Secretarla  del  Senado— Bogotá,  febrero  12  de  1878« 

La  anterior  resolución  fué  acordada  por  el  Senado  de  Plenipoten- 
oiarios  en  dos  debates,  que  tuvieron  lugar  en  las  sesiones  de  los  días  17 
i  19  de  este  mes. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


CIV. 


TA£.II>EZ  del  artículo  1809  del  Cóingo  Judicial  del  Estado  so- 
berano de  Caadi  ijB  aijarca» 


■■■*  f 


(No  habo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte  fedend.) 

Infobme  de  la.  comisión  del  SENADa 


£1  ciudadano  Manuel  María  Zaldua  solicita  la  nulidad  del  artícu- 
lo 1802  del  Código  Judicial  dd  Estado  soberano  de  Cimdinamarca, 
*^  en  cuanto  dispone,  en  términos  jenerales,  que  no  se  pueda  s^nir 
ante  el  Tribunal  Superior  i  los  Juzgados  juicio  de  responsabilidad,  de 
oficio,  cuando  la  responsabilidad  verse  por  consecuencia  de  sentencia 
o  de  auto  judicial  en  negocios  civiles  entre  particulares,  por  ser  con- 
trario al  principio  constitucional  de  '' Besponsabilidad  "  consignado  en 
el  wtículo  8.^  mciso  1.^  de  la  Constitución  fed^al  &c." 

Ija  simple  lectura  del  ai;ticujió  \9KXi  del  Código  Jadi<4al  de  Cundi- 
namarca,  i  ae  los  motivos  en  que  el  ^enor  Z^ldua  apoya  ^  pretensión. 
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demuestran  la  carencia  de  razones  constitacionales  para  pedir  la  nuli- 
dad de  la  disposición  citada.  El  qne  no  pueda  seguirse  juicio  de  res- 
ponsabilidad, de  oficio,  por  consecuencia  de  sentencia  o  auto  judicial 
en  negocios  civiles  entré  particulares,  no  implica  la  irresponsabilidad 
de  los  majistrados  i  jueces,  porque  los  particulares  pueden  promover 
su  juzgamiento  i  castigo  por  medio  de  acusación.  Esta  disposición, 
que  siempre  ha  estado  consignada  en  el  Código  procedimentai  de  la 
Éepública,  tiene  por  objeto  el  evitar  los  constantes  denuncios  cjue 
todos  los  particulares  que  perdieran  pleitos  harían  contra  los  majis- 
trados o  jueces  que  hubieran  conocido  de  ellos,  por  la  tendencia  jene- 
ral  de  los  litigax\tes  a  creer  injusta  i  contraria  a  las  leyes  toda  provi- 
dencia judicial  adversa  a  sus  pretensiones.  El  Código  Judicial  de 
Cundinamarca  contiene  disposiciones  por  las  que,  tan  pronto  como  el 
litigante  ofrece  probar  la  il^alidad  del  £allo  o  del  auto,  se  admite  la 
acusación,  i  el  juicio  de  responsabilidad  sigue  el  curso  detallado  en  el 
mismo  Código. 

Por  lo  espuesto,  la  comisión  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLUaON  : 

''El  Senado  de  l^lenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.^ 
artículo  51  de  la  Constitución,  declara  váUdo  el  artícrdo  1802  del  Códi- 
go Judicial  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  en  cuanto  dispone 
que  no  pueda  seguirse  juicio  de  responsabilidad,  de  oficio,  cuando 
verse  por  consecuencia  de  sentencia  o  auto  judicial  en  negocios  civiles 
entre  particulares,  por  no  ser  contrario  a  ninguna  disposición  consti- 
tucionaL 

''  Comuniqúese,  publíquese,  á;c." 

Ciudadanos  Senadores. 

J.  Mendoza — J.  M.  López--Sebjio  Abboleda. 

Senado  de  Plenipotenci^rios-^Marso  6  de  1878. 

La  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  esta  Cámara  en  los 
dos  debates  i  en  los  términos  que*  previene  su  H(^lamento. 

El  Presidente,  Santos  Agosta. — ^El  Secretario,  Julio  E,  Pérez. 


CAL 

NÍULIBAD  del  articulo  33  de  la  lei  de  Comdinamarca  sobre  ün- 
puesto  directo,  sanclouada  el  13  de  agosto  de  1869. 


AOUEBBOS  DE  lA  SuPBEIMtA  CoBTE. 
Corte  Snprema  federal.— Bogotá,  6  de  julio  de  1872. 

Vistos. — ^Manuel  Maria  Zaldúa  ha  solicitado  la  suspensión  de  los 
artículos  32, 34  i  35  de  la  lei  sobre  impuesto  directo,  espedida  el  13  de 
agosto  de  1869  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundina- 
marca, que  están  concebidos  en  estos  términos : 
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"  Aürt.  82.  Ningan  deador  por  contríbacion  en  favor  del  Estado  o 
de  los  distritos  tiene  derecho  a  jestionar  ni  a  obtener  despacho  alguno 

Sara  peticiones  que  dirijan  a  los  funcionarios  o  empleados  públicos 
el  Estado  o  de  los  distritos,  en  favor  de  su  persona  o  bienes. ' 

^'Art  34.  En  todos  los  juicios  será  escepcion  dilatoria  contra  el 
actor  la  de  que,  siendo  contribuyente,  no  ha  pagado  el  último  semestre 
vencido  de  la  contribución.  Corresponde  al  reo  o  demandado  probar 
que  el  demandante  o  actor  es  contribuyente,  i  al  actor  comprobar  que 
ha  pagado  el  último  semestre  vencido;  la  prueba  del  primer  hecho  la 
constituirá  el  certificado  del  respectivo  Recaudador  en  cuya  oficina 
aparezca  el  demandante  como  contribuyente ;  i  la  del  segundo  hecho 
consistirá  en  el  certificado  o  recibo  del  mismo  Becaudador,  en  que 
conste  el  pago  del  último  semestre  vencido  de  la  contribución  a  que  se 
refiere  el  certificado  presentado  por  el  demandado." 

"  Art.  36.  Si  juzgada  la  escepcion  resultare  que  efectivamente  el 
actor  no  ha  pagado  la  contribución,  el  juicio  se  suspenderá  hasta  que  el 
demandante  presente  el  certificado  de  estar  a  paz  i  salvo  con  el  Tesoro 
del  Estado,  espedido  por  el  Secretario  de  Hacienda  o  por  el  Adminis^ 
trador  jeneral.  En  este  caso  el  auto  que  se  profiera  para  que  continúe 
el  juicio,  se  notificará  personalmente  al  demandado  o  a  su  apoderado, 
sin  cuyo  requisito  sera  nula  toda  actuación  posterior." 

fxinda  su  pretensión  el  reclamante  én  ^ue  estas  disposiciones  son 
contrarias  a  las  garantías  individuales  consignadas  en  el  artículo  16  de 
la  Constitución  nacional,  i  especialmente  a  la  definida  en  el  inciso  12, 
que  trata  del  derecho  de  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones 
que  se  dirijan  por  escrito  a  las  corporaciones  o  funcionarios  púbHcos. 
!No  es  deLmismo  parecer  el  Procurador  jeneral  de  la  ünion,  quien,  en 
su  esposícion  de  catorce  de  junio  próximo  pasado,  defiende  la  constítu- 
cionalidad  de  las  disposiciones  mencionadas,  i,  enconsecuencia,  pide 
que  no  se  decida  en  el  sentido  de  suspenderlas. 

La  cuestión  está  va  resuelta  por  la  Corte  respecto  del  artículo  32, 
cuya  suspensión  pidió  Antonio  Landínez  i  fué  denegarda,  como  puede 
verse  en  la  decisión  de  diez  i  nueve  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta, ' 
en  la  cual  se  adujeron  los  fundamentos  siguientes : 

^^  1.^  Que  solicitudes  idénticas  respecto  de  disposiciones  lejislati- 
vas  también  idénticas,  de  los  otros  Estados,  han  sido  resueljtas  nega- 
tivamente ;  i  la  resolución  respecto  de  la  de  Bolívar  ha  sido  confirmada 
recientemente  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios,  declarando  válida 
la  lei. 

^^  2.^  Que  la  enunciación  de  los  derechos  individuales,  tal  como  se 
encuentra  en  la  Constitución  nacional,  implica  el  reconocimiento  de 
.lo8f  deberes  consiguientes  al  Estado  social  i  a  la  existencia  del  Go- 
bierno, los  cuales  no  subsistirian  sin  los  medios  de  hacer  respetar  esos 
derechos,  habiendo  una  correlación  natural  i  forzosa  entre  ios  unos  i 
los  otros;  i  seria  absurdo  concebir  el  goce  de  aquéllos  sin  el  someti- 
miento a  éstos,  por  ser  el  juego  simultáneo  de  ellos  lo  que  constituye 
la  dignidad  humana,  cuya  protección  es  el  objeto  de  los  gobiernos 
llamados  libres. 

^'  3.^  Que  si  los  poderes  federales  deben  ser  mui  mesurados  en  el 
ejercicio  de  la  facultad  de  suspender  i  anulal:  las  leyes  de  los  Estados, 
como  se  desprende  del  espíritu  de  la  Constitución,  esta  mesura  debe 
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ser  mayor  tratándose  de  las  leyes  aobre  contribndoBes»  tenifiDdo  en 
ouenta  que  ellas  están  dictadas  para  resolver  la  mas  grave  dificultad 
que  ofrece  la  organización  i  ejercicio  del  gobierno  de  los  Estados»  i 
que  una  suspensión  puede  poner  en  serios, conflictos  la  paz  o  la  marcha 
de  dichas  entidades.  * 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  72  de  la  Oonsti- 
tucion  i  el  141  de  la  lei  de  22  de  mayo  de  1866,  sobre  procedimiento 
en  los  negocios  civiles  nacionales,  se  di6  cuenta  de  ese  fsillo  al  Senado, 
i  esta  corporación  se  ocupó  del  asunto  en  sus  sesiones  de  mil  ocho- 
cientos setenta ;  pero  dejó  la  cuestión  indecisa. 

La  Corte  ha  ejercido,  pues,  respecto  de  dicho  artículo  32,  la  atri- 
bución que  le  corresponde  con  relación  a  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados ;  i  la  final  decisión  sobre  su  validez  o  nuhdad  está  pendiente 
ante  el  Senado. 

Por  lo  tocante. a  los  artículos  34  i  35  de  la  lei  condinamarquesa  de 
que  se  trata,  observa  la  Corte  que  ellos  no  son  mas  que  tma  conse^ 
cuencia  o  desarrollo  de  lo  establecido  en  el  32 ;  i,  por  tanto,  pueden 
aplicárseles  los  razonamientos  que  se  han  copiado  del  fallo  de  mu  odio- 
cientos  setenta.  I  todavía  con  mayor  razón,  porque  el  artículo  32  es  mas 
jeneral,  comprende  toda  clase  de  peticiones  que  dirijan  a  los  foncioDA- 
ríos  públicos  del  Estado  los  deudores  de  contribuciones ;  mientras  que 
los  artículos  34  i  35  se  concretan  al  procedimiento  en  los  juicios,!  esta- 
tuyen que  pueda  alegarse  como  escepcion  dilatoria  el  no  hab^  pagado 
el  actor  el  ultimo  semestre  vencido  de  contribución. 

Por  estas  consideraciones,  administrando  justicia  en  nombre  de 
los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte 
Suprema  resuelve  no  suspender  los  uiiículos  34  i  35  de  la  lei  de  Cun- 
dinamarca,  espedida  el  13  de  agosto  de  1869,  sobre  impuiBsto  directo. 

Avísese  al  Gobernador  dsl  Estado,  publiquese  en  el  **  Diario  Ofi- 
cial," i  dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios. 

Oésab  Contó — José  M.  Ha  jas  Gabbido — José  Aba^i^jo. — José  M. 
YiriiÁKiZAn  G.— J.  M.   Pérbz.— El  Secretario,  Bqfad  E.  Santander. 

En  ocho  de  los  mismos  notifiqué  al  sefior  Procurador  jeneral  la 
resolución  anterior. 

Cebo^.— Santander^  Secretario. 

Conste  ane  los  sefiores  Majistrados  José  María  Bójaa  Oaorido  i 
José  Araájo  han  salvado  su  voto  en  la  resolución  qoe  antecede. 

Santander,  Secretario. 

Es  copia  loonforme. — ^Bc^otá,  julio  veintidós  de  mü  ochociesitos 
setenta  i  dos.— El  Secretario,  Bc^ad  JE.  Santander. 

Los  votos  delo^  sefiores  Hc^lstrados  Révfas  O-arrido  i  Aradjo  dioen  así  : 

EL  DEL  SEftOB  BdIJiB  OAfiBIDO   : 

**  En  la  resolución  de  esta  fecha,  dictada  por  esta  Stq>rema  Corte 
sobre  la  solicitud  que  elevó  Manuel  María  ^aldua  para  que  se  suspen- 
dieran los  artículos  32,  34  i  35  de  la  lei  de  13  de  agosto  de  1869,  del 
Sstado  soberano  de  Cnndinamarca,  sobre  impuesto  directo,  el  Befior 


—  207  — 

Majistrado  dooU>r  Bójas  Gkkrrido  salvó  sa  voto  en  los  tánuinos  sigmentes: 
*'  El  infrflbsoñto  Majistrado  difiere  de  sos  honorables  colegas  en  la 
anterior  resolución,  en  cuanto  considera  contrario  a  la  seguridad  per- 
sonal garantizada  por  la  Constitución,  el  artículo  32  de  la  léi  de  que 
trata,  el  cual,  por  esto,  áe^un  la  opinión  del  infrascrito,  debería  sus- 
penderse, si  ya  no  estuviera  decidido  el  punto  por  la  Corte,  como 
queda  espresado.  Por  tal  motivo  salva  su  voto. 

"  Bogotá,  6  de  juUo  de  1872. 

'*  José  MABfA  B<KrAs  Gabbedo— Costo — YiUAinSiAB  G.— Pébez— 
Abaújo—EI  Secretario,  Rafael  E.  Santa/nder.** 


EL  D£L  8EÑ0B  ABAÜJO: 

'^En  la  resolución  de  esta  fecha  dictada  por  esta  Suprema  Coi*te 
sobre  la  solicitud  que  elevó  Manuel  María  Zaldúa  para  que  i^  suspen- 
dieran los  artículos  32,  34  i  35  de  la  lei  de  13  de  agosto  de  1869,  del 
Estado  soberano  de  Cundinamarca,  sobre  impuesto  direoto,  el  señor 
Magistrado  doctor  Josó  Araújo  salvó  su  voto  en  los  términos  si- 
guientes: 

^*  El  infrascrito  Majistrado  difiere  de  sus  honorables  colegas  en  la 
anterior  resolución,  en  cuanto  considera  contrario  a  la 'seguridad  per- 
sonal garantizada  por  la  Constitución,  el  artículo  32  de  la  lei  de  que 
trata,  el  cual,  por  esto,  según  la  opinión  del  infrascrito,  deberia  sus- 
penderse, si  ya  no  estuviera  decidido  el  punto  por  la  Corte,  como  queda 
espresado. 

"  Juzga,  ademas,  el  infrascrito,  de  tan  elevada  importancia  los  dere- 
chos individuales  que  garantiza  el  artículo  15  de  la  Constitución ;  los 
estima  tan  sustsmciales  i  tan  esenciales  por  su  naturaleza,  que  no  son 
creados  sino  reconocidos  por  aquella  disposición,  considerando  quei 

S9rtenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  eñ  los  Estados  Unidos  de 
olombia  anteladamente  a  la  Constitución  ndsma,  no  comprendiendo^ 
por  lo  mismo,  que  tales  derechos  puedan  ser  suspendidos  o  alterados, 
sino  por  los  motivos  que  en  dicho  artículo  se  espresan,  pero  nunca 
como  un  recurso  fiscal,  que  parece  ser  el  motivo  del  artículo  32  de  la 
lei  cuya  suspensión  se  ha  sohcitado. 

*^  Por  «sta  razón,  pues,  salva  también  su  voto  en  la  resolucionta 
que  se  aludei 

"  Bogotá,  juKo  6  de  1872. 

*' José  Ara(jjo— Contó— KtfjAs  Gabbido— Pébez— Villamizab  G.~ 
Er Secretario,  Bqfad  E.  Santander" 

Es  copia  conforme— Bogotá,  julio  22  de  1872. 
El  Secretario,  Befad  E.  Santender. 


Corte  Saprema  federal.— Bogotá,  12  de  jnlío  de  1872. 

Yistos^^El  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  a  quien  el  Senado 
pasó  la  solicitud  de  Enrique  Camacho,  denunciando  el  articulo  32  de 
U.  lei  sobre  cobtrilmciones,  e^edida  en  el  año  de  mil  oohodentojft 
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sesenta  i  naeve  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Condinamarca»  para  aa 
anulación,  coadjiivó  a  la  mencionada  solicitad  en  su  memorial  de  ]^ri^ 
mero  de  julio  último,  agregando  como  argumento/ para  la  suspensión 
del  artículo  de  la  leí  citada,  las  resoluciones  del  Senado  de  Pleni^ten- 
ciarios  dictadas  en  las  sesiones  de  mü  ochocientos  sesenta  i  cinco  a 
mil  ochocientos  sesenta  i  siete,  declarando  nulas  dos  disposiciones  fis- 
cales de  los  Estados  soberanos  de  Santander  i  Boyaoi,  mucho  menos 
graves  que  el  articulo  denunciado  de  la  lei  de  Oundmamarca,  i  también 
el  razonamiento  de  la  mayoría  de  los  miembros  de  la  comisión  revisora 
de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  que  figura  en  el  espediente, 
i  la  aplicación  alarmante  que  el  Tribunal  de  Cundinamaroa  ha  dado 
al  artículo  motivo  del  pedimento  de  suspensión. 

Esta  cuestión  esta  ya  resuelta  por  la  Corte  cuando  Antonio  Lan- 
dínez  pidió  i  fuélQ  negacU  la  suspensión  del  artículo  32  de  la  lei  citada 
del  Estado  de  Gundinamarca,  como  puede  verse  en  la  decisión  de  diez 
i  nueve  ^e  marzo  de  mil  ochocientos  setenta,  en  la  cual  se  adujeron 
los  fundamentos  siguientes: 

"  1.^  Que  solicitudes  idénticas  respecto  de  disposiciones  lejislativas 
también  idénticas,  de  los  otros  Estados,  han  sido  resueltas  negativa- 
mente ;  i  la  resolución  respecto  de  la  de  Bolívar  ha  sido  confirmada 
recientemente  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios,  declarando  válida 
la  lei ; 

"  2.^  Que  la  enunciación  de  los  derechos  individuales  tal  como  se 
encuentra  en  la  Constitución  nacional,  implica  el  reconocimiento  de  los 
deberes  consiguientes  al  estado  social  i  a  la  existencia  del  Gobiemb, 
los  cuales  no  subsistiriaQ  sin  los  medios  de  hacer  respetar  esos  dere- 
chos, habiendo  una  correlación  natural  i  forzosa  entre  los  unos  i  los 
otros  ;  i  seria  absurdo  concebir  el  goce  de  aquéllos  sin  el  sometüniento 
a  éstos,  por  ser  el  juego  simultáneo  de  ellos  lo  que  constituye  la  digni- 
dad humana,  cuya  protección  es  el  objeto  de  los  gobiernos  llamados 
libres." 

"  3.^  Que  ^i  los  poderes  federales  deben  ser  mui  mesurados  en  el 
ejercicio  de  la  facultad  de  suspender  i  anular  las  leyes  de  los  Estados, 
como  se  desprende  del  espíritu  de  la  Constitución,  esta  mesara  debe 
ser  mayor  tratándose  de  las  leyes  sobre  contribuciones,  teniendo  en 
cuenta  que  ellas  están  dictadas  i)ara  resolver  la  mas  grave  dificultad 
que  ofrece  la  organización  i  ejercicio  del  Gobierno  de  los  Estaos,  i 
que  una  suspensión  puede  poner  en  serios  conflictos  la  paz  o  la  marcha 
de  dichas  entidades. ' 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  72  de  la  Constitu- 
eion  i  el  141  de  la  lei  de  22  de  mayo  de  1866,  sobre  procedimiento  en 
los  negocios  civiles  nacionales,  se  dio  cuenta  de  ese  fallo  al  Senado,  i 
esta  corporación  se  ocupó  del  asunto  en  sus  sesiones  de  mil  ochocien- 
tos setenta ;  pero  dejó  la  cuestión  indecisa. 

La  Corte  ha  ejercido,  pues,  respecto  de  dicho  artículo  32,  la  atri- 
bución que  le  corresponde  con  relación  a  los  actos  lejislativos  de  los 
Estados;  i  la  final  decisión  sobre  su  validez  o  nulidad  está  pendiente 
ante  el  Senado. 

Por  estas  consideraciones,  administrando  justicia  en  nombre  de 
los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte 
Suprema  resuelve  no  suspender  el  articulo  32  de  la  lei  de  Condina* 
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marca,  espedida  el  13  de  agosto  de  mil  oohooientos  sesenta  i  nueveí 
sobre  impuesto  directo. 

Avísese  ál  (Gobernador  del  Estado,  publíquese  en  el  "  Diario  Ofi- 
¿ial/'  i  remítase  el  espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios* 

Oésab  Ooin^o.— José  M.  Bó^as  Gabbido^J.  M«  Pébez-^osé  M. 
Yillamizáb  G.— José  Asaújo— El  Secretario,  Ec/ad  E.  Scmtanderé 

Los  señores  Majisirados  Bójas  Garrido  i  Araújo  salvaron  su  voto 
en  la  resolución  anterior—iSantóndfer,  Secretario. 

^  En  la  misma  fecha  notifiqué  al  señor  Procurador  jeneral  la  reso« 
lucion  anterior— Cebón — 8anUm1ei\  Secretario- 
Es  copia  conforme.—- Bo^tá,  julio  diez  i  siete  de  mil  ochocientoa 
setenta  i  dos.  —  El  Secretario,  JRo/od  E.  Saváartáer* 

Los  señores  Majístrados  José  Atarla  R^as  Garrido  i  José  ATatiJó  salvaron 

su  voto  en  estos  términos : 

''En  la  resolución  de  esta  fecha,  dictada  por  esta  Suprema  Ciarte  en 
la  solicitud  de  Enrique  Oamacho,  coadyuvadiA  por  el  Procurador  jene^ 
ral  de  la  Kacion^ara  que  se  suspenda  el  artículo  82  de  la  lei  del  Esta- 
do soberano  de  Cundinamarca,  sobre  impuesto  directo,  espedida  en  13 
de  agosto  de  1869,  los  seiíores  Hajistrados  doctores  3om^  M«  Eójas 

aamdo  i  José  Araujo  salvaron  sus  votos  én  los  mismos  términos  que  lo 
lieron  cuando  este  Supremo  Tribunal  resolvió,  en  6  del  corrien- 
te, la  solicitud  que,  sobre  el  mismo  asunto»  elevó  Hanuel  María  Zaldúa^ 
i  al  efecto  reproducen  sus  respectivos  razonamientos,  que  les  sirvie- 
ron de  apoyo  para  el  salvamento  de  su  voto  en  la  resolución  indicada." 

''Bogotá,  12  de  joUo  de  1872. 

''José  MaeTa  B<^JAS  Gabbido — José  Aba6jo — CIokto— YiLLAiazAB 
G.—PíREz- El  Secretario, -B(i^6ídí?.  StxfítarideT.^* 


Los  votos  a  que  se  refiere  el  anterior,  dicen  asi  \ 

El  del  señor  Hi^lstrado  doctor  José  Haría  R^as  Qarrido: 

"  En  la  resolución  de  esta  fecha,  dictada  por  esta  Suprema  Oorte 
sobre  la  solicitud  que  elevó  Manuel  María  Zaldúa  para  que  se  suspen- 
dieran los  artículos  32,  34  i  35  de  la  lei  de  13  de  agosto  de  1869, 
del  Estado  soberano  de  Oundinamarca,  sobre  impuesto  directo,  el 
señor  Majistrado  doctor  Bójas  Garrido  salvó  su  voto  en  los  términos 
siguientes: 

"El  infrascrito  Majistrado  difiere  de  sus  honorables  colegas  en  1a 
anterior  resolución,  en  cuanto  considera  contrario  a  la  seguridad  perso- 
nal garantizada  por  la  Cíonstitucion,  el  artículo  32  de  1&  lei  de  que  tra- 
ta, el  cual,  por  esto,  s^;un  la  opixdon  del  infrascrito,  aeberia  Suspen^ 
d^se,  si  ya  no  estuviera  decidido  el  punto  por  la  Corte,  como  q^ieda 
dspresado.  Por  tal  motivo  salva  su  voto." 

"B(^tá,  6  de  julio  de  1872. 

"José  M.  B<;jab  Gabmdo. -^ Cooto. ~Vn.i.A wa ak  G.— I^ésbí*-^ 
Aba0jo.-*E1  Seoretaiio,  Bttfad  E.  Satíüjmdét:'  37 
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EL  DEL  SEÑOB  MAJI8TBAIX)  XKXTTOR  JOSÉ  AEAtJJO  : 

"  En  la  resolución  de  esta  fecha  dictada  por  esta  Suprema  Corte 
sobre  la  solicitud  que  elevó  Manuel  Maiía  Zaldúa  para  que  se  suspen- 
dieran los  artículos  32,  34  i  35  de  la  lei  de  13  de  i^osto  de  1869,  del 
Estado  soberano  de  Cundinamarca,  sobre  impuesto  directo,  el  señor 
Majistrado  doctor  José  Ara^jo  salvó  su  voto  en  los  términos  siguientes: 

"El  infrascrito  Majistrado  difiere  de  sus  honorables  colegas  en  la 
anterior  resolución,  en  cuanto  considera  contrario  a  la  seguridad  per- 
sonal garantizada  por  la  Constitución,  el  artículo  32  de  la  lei  de  que 
trata,  el  cual,  por  esto,  según  la  opinión  del  infrascrito,  deberia  sus- 
penderse, si  ya  no  estuviera  decidido  el  punto  por  la  Corte,  como 
queda  espresado. 

"  Juz^,  ademas,  el  infrascrito,  de  elevada  importancia  los  dere- 
chos individuales  ^ue  garantiza  el  artículo  15  de  la  Constitución ;  lo» 
estima  tan  sustanciales  i  tan  esenciales  por  su  naturaleza,  que  no  son 
creados  sino  reconocidos  por  aquella  disposición,  jconsiderando  que 
pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de 
Colombia  anteladamente  a  la  Constitución  misma,  no  comprendiendo, 
por  lo  mismo,  que  tales  derechos  puedan  ser  suspendidos  o  alterados, 
sino  por  los  motivos  que  en  dicho  artículo  se  espresan,  pero  nunca 
como  un  recurso  fiscal,  que  parece  ser  el  motivo  del  artículo  32  de  la 
lei  cuya  suspensión  se  ha  solicitado. 

"  Por  esta  razón,  pues,  salva  también  su  voto  en  la  resolución  a  qm 
se  alude." 

*;  Bogotá,  julio  6  de  1872. 

"José  Abaüjo— Contó— Bíjas  Gabkido  —  Pérez  —  Villamizar 
G— El  Secretario,  Bc/ael  K  Santander:' 

Es  copia  conforme — ^Bogotá,  juUo  diez  i  siete  de  mil  ochocientos 
setenta  i  dos. 

El  Secretario,  Bqfad  E.  SamJtander. 


Ink>sme  de  la  oomision  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores. 

Vuestra  comisión  encargada  de  inspecionar  los  actos  lejislatiyos 
de  los  Estados  tiene  a  la  vista  tres  espedientes  en  que  los  señores 
Manuel  María  Zaldúa,  Enrique  Camacho,  Salvador  Bamos  i  el  señor 
Procurador  mismo,  doctor  Andrés  Cerón,  excitado  al  efecto  por  el 
Senado,  piden  a  la  Suprema  Corte  federal  la  suspensión  del  artículo 
32  dé  la  lei  sobre  impuesto  directo,  sancionada  en  Cundinamarca  a  13 
de  agosto  de  1669,  i  consiguientemente  la  de  sus  artículos  34  i  95, 
íntimamente  conexionados  con  el  pírimero.  La  Suprema  Corte  negó  la 
nulidad  solicitada,  i  toca  fiJiora  al  Senado  resolver  definitivamente 
sobre  ella,  i  a  vuestra  comisión  esponeros  su  manera  de  pensar  i 
proponeros  el  proyecta  que  ha  de  servir  de  base  a  vuestras  discusiones. 

En  asuntos  de  esta  especie,  el  medio  mas  sencillo  de  formar  juicio 
00  poner  al  lado  de  la  dii^sicion  cuya  nulidad  se  pide,  el  artículo 
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constitaciona^en  que  se  apoya  el  pedimento ;  esto  es,  al  lado  de  la  iei, 
el  hecho  que  se  jnzgat  yiolatorio  de  ella.  Para  decidir  en  estos  casos, 
no  se  necesitan  grandes  conociinientos  en  jurispradencia  ni  mneha 
filosofía :  el  sentido  común  basta  i  sobra  para  ello.  Este  es  el  principio 
en  que  se  fonda  la  institución  d^l  Jurado,  i  el  Senado  no  es  otra  cosa 
que  un  gran  Jurado  cuando  ejerce  la  atribución  que  le  confiere  el 
artículo  61  de  la  Constitución. 

Es  verdad  qpe  este  cuerpo  cuenta,  de  ordinario,  en  su  seno,  aboga- 
dos distinguidos ;  pero  bien  pudiera  componerse  de  comerciantes,  ha- 
cendados e  índustnales,  i  no  por  esto  le  corresponderia  menos  el  des- 
empeño de  aquella  atribución.  Es,  pues,  el  buen  sentido,  la  sana  razón, 
i  no  la  ciencia  jurídica  ni  la  profunda  filosofía,  el  que  debe  dictar  sus 
resoluciones. 

El  artículo  denunciado  dice  asi : 

"  Ningún  deudor  por  contribuciones  en  favor  del  Estado  o  de  los 
distritos  tiene  derecho  ajestíonar  ni  a  obtener  despacho  alguno  para  peti- 
ciones que  dirija  a  los  empleados  o  funcionarios  públicos  del  Estado  o 
de  los  oístrítos  en  favor  de  su  persona  o  bienes." 

El  artículo  15  de  la  Constitución,  en  su  inciso  12,  reconoce  i  garan- 
tiza a  todos  los  colombianos  i  transeúntes  "  d  derecho  de  obtener  pronta 
reBoLtuAon  en  las  ^oetidones  que  por  escrito  diryan  a  las  corporaciones,  au- 
toridades o  funcionarios  públicos  sobre  cualquier  asunto  de  interés  je- 
neral  o  particular." 

Ko  pueden  leerse  estas  dos  disposiciones  sin  que  salte  a  los  ojos 
l$C  contradicción  que  entre  ambas  existe ;  sinembargo,  tanto  el  señor 
Procurador  interino,  doctor  Madiedo,  como  tres  de  los  señores  Magis- 
trados de  la  Suprema  Corte,  han  sido  de  opinión  contraria  a  la  nulidad 
del  artículo  de  la  lei  citado,  apoyándose,  nó  en  el  sentido  literal  de  la 
Constitución,  sino  en  el  puramente  interpretativo.  Por  respetable  que 
sea  la  autoridad  de  tan  ilustrados  jurisconsultos,  i  por  filosófica  que 
pueda  ser  la  interpretación  que  den  a  la  lei  fundfianental,  vuestra 
comisión  prefiere  atenerse  al  sentido  recto,  mientras  no  se  compruebe 
que  éste  conduce  al  absurdo,  o  que  hai  alguna  otra  razón  poderosa 

Sara  buscar  el  interpretativo ;  pues  tiene  presente  que  la  primera  regla 
e  hermenéutica  es  no  interpretar  lo  que  no  que  no  necesita  de  inter- 
pretación. 

Que  la  voz  pronta,  de  que  usa  el  inciso  constitucional  citado,  sea 
de  significación  relativa  i  que  tenga  en  el  diccionario  varias  acepcio- 
nes, son  circunstancias  que  se  prestan,  bajo  la  pluma  del  señor  Procu- 
rador, a  argumentos  mas  o  menos  injeniosos,  pero  que,  sinembargo,  no 
pueden  convencernos  de  q|ue  el  lejislador  quisiera  decir  otra  cosa  que 
io  que  a  primera  vista  entiende  cualquier  lector  despreocupado. 

El  principal  argumento  que  contiene  el  auto  de  la  Suprema  Corte, 
es  el  de  que  la  enunciación  de  los  derechos  individuales  que  hace  la 
Constitución,  implica  el  reconocimiento  de  loe  deberes  consi^entes  al 
estado  social  i  a  la  existencia  del  gobierno,  o,  en  otros  términos,  el  de 
la  obligación  en  los  ciudadanos  de  suministrar  los  recursos  para  que 
la  autoridad  pueda  hacer  efectivos  esos  derechos.  Mas,  ¿  quién  no  ve 
que  este  ai|(umento  prueba  demasiado  ?  El  hecho  de  ser  ciudadano 
de  una  nación,  implica  el  deber  consi^ente  de  vivir  sometido  a  las 
leyes  i  a  las  autoridades  lejítímas,  i  no  por  esto  se  le  ocurre  hoi  a 
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nadie  pojier  faera  de  la  lei  a  los  rebeldes,  ni  jtusAificitt  las  pcosoripcumes. 
El  vivir  en  sodedad  unos  hombres  oon  otros,  implica  para  cada  uno  la 
oblimoíon  de  respetar  el  derecho  de  los  demás,  i,  sinembaí^,  a  ningcm 
lejisuulor  le  ha  parecido  justo  entregar  al  reo  de  un  defifco  común  a 
merced  del  ofendido ;  i  ¿  por  qué  ?  Porque  la  calidad  de  reo  no  despoja 
al  hombre  de  bus  derechos,  i  no  por  cometer  un  delito  queda  espulsado 
de  la  sociedad.  Ciertamente,  los  ciudadanos  tienen  el  deber  de  contri- 
buir para  los  gastos  públicos  ;  pero  por  ventura  ¿  no  hai  otro  medio  de 
hacer  que  lo  cumplan  que  el  de  privarles  a  elfos  i  a  sus  familias  i  depen- 
dientes de  todo  amparo  i  protección?  ¿No  hai  otro  medio  que  descono- 
cerles todos  los  derechos  que  la  Constitución  les  reconoce  i  garantiza, 
i  comprender  en  el  anatema  con  los  culpados  a  los  inocentes?  No ; 
esto  seria  suponer  impotente  a  la  sociedad  en  presencia  del  individuo 
i  sancionar  el  estado  de  guerra  entre  el  gobierno  i  el  ciudadano,  lo  que 
sería  absurdo.  El  medio  mas  eficaz  de  asegurar  el  pago  de  los  impues- 
tos, es  repartirlos  con  equidad  e  invertir  honradamente  sus  pzodactos 
en  servicio  de  la  comunidad.  Dadas  estas  dos  circunstancias,  son  rarcis 
los  Que  resisten  contribuir,  i  a  éstos  filcilmente  se  les  obliga  por  los 
medios  leales.  Una  ^an  resistencia  al  pago  de  nn  impuesto,  revela 
que  hai  en  él  algo  de  injusto,  algo  que  choca  con  el  buen  sentido  del 

ImeUo,  i  entonces  lo  que  aconsejan  la  razón  i  la  prudencia  es  correjir 
o  que  hava  de  injusto  en  la  lei  o  en  la  manera  de  ejecutarla. 

La  Constitución  no  enuncia  solamente  los  derechos,  como  dice  la 
Suprema  Corte :  los  reconoce  i  garantiza;  i  no  puede  ser  de  otro  modo, 
porque  ella  no  los  ha  oreado,  sino  que  los- halló  existentes ;  i  el  60^ 
biemo  es  para  protejerlos  i  ampararlos,  no  para  quitarlos.  Precisa- 
mente, arrogarse  la  facultad  de  quitar  al  hombre  sus  derechos  nai^nra- 
les,  es  lo  que  se  Uama  tiranía. 

No  desconoce  vuestra  comisión  que  este  medio  de  recaudar  im- 
puestos es  mui  sencillo ;  i  si  como  es  sencillo  fuera  justo,  de  seguro 
nabrian  echado  mano  de  el  todos  los  gobiernos  desde  el  principio  del 
mundo.  En  materia  de  contribuciones,  dice  nuestro  Secretario  de 
Hacienda  en  su  Memoria  (pajina  13; :  "  miántras  mas  se  acerca  un 
sistema  a  la  sencillez  absoluta;,  mas  se  aparta  de  la  equidad.'*  Sin  duda 

gr  esto  dos  de  los  señores  Majistrados  de  la  Suprema  Corte,  Araújo  i 
)jas  Garrido,  salvaron  su  voto,  i  la  validez  de  la  lei  de  Cundinamait»^ 
vino  a  ser  declarada  por  un  voto  solamente.  Si  la  sencillez  fuera  razón 
para  preferir  este  aistl^na  a  los  que  han  estado  en  uso  hasta  el  dia, 
deberíamos  renunciar  al  gobierno  democrático  representativo  i  ad<^ 
tar  el  monárquico  absoluto,  que  es  el  mas  sencillo  de  todos. 

Coán  alarmantes  i  funestas  serian  las  consecuencias  de  dejar  vi- 

Í'ente  una  disposición  como  la  contenida  en  los  artículos  32,  34 1 36  de 
a  lei  sobre  impuesto  directo  de  Cundinamarea,  lo  revela  bien  la  inter- 
pretación que  na  empezado  a  darle  algún  tribunal  del  mismo  Estado, 
decidiendo  que  el  deudor  el  Tesoro  no  tiene  derecho  de  apelar  de  mía 
sentencia  de  primera  instancia,  resultando  así  que  ésta  quede  ejecuto- 
riada i  que  se  cause,  acaso,  lamina,  nosolo  dd  deudor  de  un  impuesto, 
sino  de  toda  su  familia  i  tai  vez  de  sus  acreedores. 

Por  todas  estas  consideraciones,  i  tenien^  también  en  cuenta  que 
va  el  Senado  en  186&  i  1867  declaró  la  nulidad  de  dos  dieqpoflicioseB 
fiscales  de  Santander  i  Boyacá,  mucho  manos  gmvesqueelartionlo  d^ 
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npnciado  de  la  de  Cnndinamaircay  Tueabra  comisión  concluye  propo- 
niéndoos el  siguiente  proyecto  de 

BESOLÜCION : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  haciendo  uso  de  la  atribución 
que  le  connere  el  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  la  nulidad  del 
artículo  32  de  la  lei  ^^  sobre  impuesto  directo,"  espedida  por  la  Asam- 
blea Lejislativa  del  Estado  de  Cundinamarca  en  12  de  agosto  de  1869 
i  sancionada  el  13  del  mismo,  por  ser  contrario  al  inciso  12,  artículo 
15  de  la  Constitución. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase. 

Bogotá,  26  de  febrero  de  1873. 

Ciudadanos  Senadores. 

J.  MEin>ozA— Jesús  M.  Ló'fbz  S.— Sebjio  Abboleda. 

Senado  de  PlenipotéDciaríos — ^Marzo  6  de  1878. 

La  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  esta  Cámara  en  los 
dos  debates  i  en  los  términos  que  previene  su  ^Reglamento. 

El  Presidente,  Santos  Agosta — ^El  Secretario,  JvLio  E.  Pérez. 


QYl. 


TAIilDEZ  de  lot  artículos  16  a  33,  36 1  37  de  la  leí  103,  de  16  de 
setlenbre  de  1§7'3,  del  Estado  soberano  del  Magdalena. 


(No  bnbo  acuerdo  de  la  Suprema  Corte.) 
iNFOKBfB  DE  LA  COmSION  DEL  SeNADO. 


El  señor  Juan  Manuel  Barrera,  ciudadano  i  vecino  del  Estado 
sob^ano  del  Magdalena,  os  pide  declaréis  la  nulidad  de  los  artículos 
16  a  23, 26  i  27  de  la  lei  192,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislatíva  de 
dicho  Estado  en  16.de  setiembre  del  ano  próximo  anterior,  por  consi- 
derarlos yiolatorios  del  inciso  5.^,  artículo  8.^  de  la  Oonstitucion. 

Por  el  espresado  inciso,  los  Estados  se  comprometen  a  no  imponer 
ooniribucione^  sobre  Jos  ól¡jeto8  ave  tranaiten  for  su  territorio  8in  destinarse 
a  su  propio  consumo.  Los  artículos  denunciados  imponen  al  individuo 
a  quien  se  concede  un  privilejio  para  componer  un  camino,  la  obliga- 
ción de  prestar  una  fianza  hipotecaria  o  personal ;  le  permiten  entrar 
en  arreglos  con  la  Corporación  municipal  de  cierto  distrito  para  cons« 
truir  una  bodega,  i  le  autorizan,  en  fin,  para  cobrar  ciertos  derechos 
por  cada  carga  i  ñor  cada  bestia  no  cardada  que  transiten  por  el 
camino  u  ocupen  la  bodega,  todo  lo  cual  no  es,  en  manera  alguna, 
violatorio  de  nmguna  dispomcion  constitucional. 

Puede  la  lei  citada  ser  inconveniente,  puede,  acaso,  imponer  obli- 
gaciones despropordonadas  con  los  derechos  que  concede,  o  conceder 
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derechos  superiores  a  las  obKgacioBes  que  impone ;  mas  éste  do  es 
asunto  que  deba  examinar  el  Senado,  ni  que  haga  inconstitucional  ar- 
tículo ninguno  de  ella.  i    •     • 

Por  estas  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguien- 
te proyecto  de 

besolüoion: 

"  El  Senado  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  declara  válidos 
los  artículos  16  a  23,  26  i  27  de  la  lei  192,  de  16  de  setiembre  de  1872, 
que  concede  un  privilejio  esclusivo,  espedida  por  la  Asamblea  Lejisla- 
tiva  del  Magdalena  en  13  de  setiembre  del  mismo  año,  por  no  hallarlos 
contrarios  al  inciso  5.^  artícido  8.°,  ni  a  ninmna  otra  disposición  cons- 
titucional. Comuniqúese,  publíquese  i  circúlese." 

Bogotá,  marzo  7  de  1873. 

Ciudadanos  Senadores. 

J.  Mendoza — Serjio  Arboleda— Jesús  MakíI  LtfPEz  S. 

Seoado  de  Plenipotenciarios— Bogotá,  21  de  marzo  de  1873. 

La  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  esta  Cámara  en  los 
dos  debates  i  en  los  términos  que  previene  su  reglamento. 

El  Presidente,  Santos  Agosta.  —  El  Secretario,  Jvlio  E.  Pérez. 


cvn. 


If  UlilDAD  de  la  lei  de  31  de  enero  de  1878,  del  Estado  soberano 
de  Cnndiuamarca,  sobre  rejlstro  de  Inttmmentos  públicos. 


Acuerdo  de  la  Sxtfreka  Corte. 

En  Bogotá,  a  cuatro  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con  asis- 
tencia del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  César  Contó,  i  demás 
señores  Magistrados,  doctores  José  María  Bójas  Garrido,  José  María 
Yillamizar  G.,  Juan  M.  Pérez  i  Manuel  M.  Bamírez^  i  se  tomó  en  con- 
sideración la  solicitud  que'ha  hecho  José  Concepción  Bomero  para 
que  la  Corte  suspenda  la  *'  lei  sobre  rejistro  de  instrumentos  pábUcos," 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Cundi- 
namarca  i  sancionada  en  21  de  enero  ultimo.  El  señor  Majistrado 
doctor  Bójas  Garrido  presentó  el  siguiente  proyecto  de 

resolución  : 

'^  Esta  lei,  sin  duda  alguna,  tiene  efecto  retroactivo,  porque  fija  la 
intelijencia  que  debió  darse  a  las  leyes  civiles  sobre  rejistro  de  instru- 
mentos públicos  para  que  fueran  válidos,  respecto  de  hechos  consu- 
mados que  han  sido  fuente  de  derechos  i  obligaciones  civiles,  los  cua- 
les ya  no  vendrían  a  quedar  determinados,  según  la  intelijencia  i  apli- 
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eaoion  que  se  diera  a  las  lejes,  tales  como  se  hallaban  víjentes  cuando 
se  rejistraron  los  respectivos  documentos  en  que  constan  esos  contra- 
tos, sino  como  lo  dispone  la  lei  cuya  suspensión  se  solicita.  Cuando  se 
rejistraron  dichos  documentos,  no  pudo  tenerse  en  cuenta  la  lei  poste- 
rior ;  por  consiguiente,  la  aclaratoria  (yie  esta  lei  hace,  aplicada  a 
hechos  consumados,  se  retrotrae,  para  la  mtelijencia  de  las  leyes  civiles 
de  rejistro,  a  la  época  en  que  se  rejistraron  aquellos  documentos,  i 
*  actos  lejislativos  de  esta  especie  son  contrarios  a  la  Constitución. 

"  Por  tanto,  tidministr ando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Uni- 
dos de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  la  Corte,  por  unanimidad 
de  votos,  i  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  señor  ]^rocurador  de  la 
ünion,  suspende  la  ejecución  de  la  lei  citada  de  21  de  enero  ultimo, 
espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  de  Cundinamaroa, 
"sobre  rejistro  de  instrumentos  públicos,"  en  cuanto  al  efecto  retroac-' 
tivo  que  tiene  dicho  acto  lejislativo,  por  ser  en  esta  parte  contrario  a 
la  Constitución  de  la  Union." 

Discutido  que  fué  ^1  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  una- 
nimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse  la  Corte,  se  con- 
cluyó el  presente  acuerdo,  que  firma  el  señor  Majistrado  Presidente  i 
demás  señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario, 

Césab  CoKTo- José  MABfAB<f  JAS  Gabhedo— José  Mabü  Yilla- 
MiZAB  G.-^UAN  M.  Pébez— Manuel  Mab£í  BAUáos^— El  JSeoretario, 
Rafael  E.  Saidamier. 

Es  copia  conforme — ^Bo^otá,  cinco  de  marzo  de  mil  ochocientos 
setenta  i  tres.  —  El  Secretario,  Rqfad  K  Santander. 

Inpobue  de  la  comisión  bel  Senado. 


La  Corte  Suprema  federal,  a  solicitud  del  señor  José  C.  Homero  i 
de  acuerdo  con  la  opinión  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación, 
suspendió,  por  resolución  de  4  del  presente  mes,  la  lei  '*  sobre  rejistro 
de  mstrumentos  púbh'cos,"  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del 
Estado  soberano  de  Cundinamarca  i  sancionada  el  21  de  enero  últimor 
en  cuanto  al  efecto  retroactivo  que  tiene  dicho  acto  lejislativo,  por  ser 
en  esta  parte  contrario  a  la  Constitución  dé  la  Union. 

Bemitido  el  espediente  al  Senado  para  que  resuelva  en  definitiva 
sobre  la  validez  o  nulidad  de  la  lei  citada,  toca  a  vuestra  comisión  es- 

Soneros  su  concepto,  después  del  estudio  detenido  que   ha   hecha 
e  ella. 

El  artículo  l.«  declara  el  sentido  de  las  leyes  sobfe  rejistro,  en  es- 
tos términos :  '*  Los  títulos  constitutivos  de  hipoteca  que,  hasta  d' 
presente^  se  hayan  rejistrado  hn  el  libro  de  rejisixo  número  1.*  o  en  el 
libro  de  rejistro  2.^,  no  seinvaJida^n  por  esta  circunstancia,  pues  la 
condición  esencial  de  tales  documentos,«es  la  de  que  la  hipoteca  está 
convenientemente  rejistrada  en  elUbro  de  anotación  de  hipotecas  esta- 
blecido por  el  numero  3.®  del  artículo  2725  del  Código  Civil,  rejistro 
que  ha  debido  hacerse  como  se  dispone  en  dicho  Código." 
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Began  la0  disponcioiidB  del  diado  Código  CSt3  dd  Esla^ 
hace  maa  de  doce  afioe,  i  solo  reformadas  por  la  leí  que  nos  oenpa,  los 
títulos  saietof)  a  rejiatro  no  hacen  fe  en  jnieio  ni  ante  ningima  autori- 
dad, empleado  o  ftmcionario  público,  sí  no  han  sido  rejistradoe  en  la 
respecÜTa  oficina,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  mismo  Código ;  i  esos 
títulos,  según  la  clase  o  la  naturaleza  de  los  contratos  que  consten  en 
ellos,  deben  rqistrarse,  unos  en  el  libro  de  rejisfaro  número  L^  i  otros 
en  el  Ubro  número  2.^  De  manera  que  por  la  disposición  copiada  se 
declaran  válidos  áistmmentos  nulos  i  de  ningún  valor  por  las  leyes 
víjentes  al  tiempo  de  su  oiorgpamiento;  i,  en  consecuencia,  la  retroacti- 
vidad  del  dtado  artículo  1.^  viene  a  ser  clara  i  evidente. 

Al  articulo '2,^,  aclaratorio  también  de  las  dispoddones  sobre 
rejistro,  según  lo  espresa  el  artículo  3.^,  son  aplicables,  como  al  artíca- 
lo  1.^,  los  razonamientos  de  la  Corte  Suprema  contra  toda  la  lei. 
Dicen  asi : 

"  Esta  Id,  sin  duda  alguna,  tiene  efecto  retroactivo  porque  fija  la 
intelijencia  que  debió  darse  a  las  leves  dviles  sobre  rejistro  de  instru- 
mentos páblicos,  para  que  fueran  validos,  respecto  dé  hechos  consuma* 
dos  que  han  sido  fuente  de  derechos  i  obli^iones  civiles,  los  cuales 
ja  no  vendrían  a  quedar  determinados  según  la  intelijencia  i  aplicación 
que  se  diera  a  las  leyes,  tales  como  ue  nallaban  vijentes  cuando  se 
r^istraron  los  respectivos  documentos  en  que  constan  esos  contratos, 
sino  como  lo  dispone  la  lei  cuya  suspensión  se  solidta.  Cuando  se  re- 
jistraron  dich<)s  docomeDtos,  no  pudo  tenerse  en  cuenta  la  lei  posterior; 
por  consiguiente,  la  aclaratoria  que  esta  lei  hace,  aplicada  a  hechos 
conHumados,  se  retrotrae,  para  la  intelijencia  de  las  leyes  civiles  de 
rejistro,  a  la  época  en  que  se  rejistraron  aquellos  documentos,  i  actos 
lejislativos  de  esta  especie  son  contrarios  a  la  Constitución." 

Por  todo  lo  espuesto,  vuestra  comisión  tiene  d  honor  de  propo* 
ñeros  el  proyecto  de  resolución  siguiente  : 

**  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  6.% 
artículo  61  de  la  Constitución,  declara  nula  la  lei  sobre  rdistro  de 
instrumentos  públicos,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Esta- 
do^soberano  de  Cundinamarca  i  sancionada  d  21  de  enero  del  corriente 
año,  en  cuanto  al  efecto  retroactivo  que  tiene  dicha  lei,  por  ser  con- 
traria en  esta  parte  al  articulo  24  déla  Constitución  nacional. 

''Comuniqúese,  pubUquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte 
Suprema.*' 

Bogotá,  marzo  21  de  1873. 

Ciudadanos  Senadores. 

J.  Mendoba.— Jesús  MabíX  L^ez  S.— Sebjio  Abboi;eda. 


Sentdo  de  Pl«nipolendftri<ML— BogotA,  25  de  mano  de  187S. 

La  anterior  resoludon  ha  sido  adoptada  por  está  Cámara  en  los 
debates  i  en  los  tárminos  que  previene  su  Reglamento. 

El  Proddente,  SAim)6  Aoosta— El  Secretario,  JtíUo  E.  Pérez. 
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cvm. 

N  VIVIDA J>  del  artícelo  1«5  d«l  Códifo  Jíadlclal  del  fistado 

toberaao  del  Tollua* 


ACÜEBDO  DE  LA  SUPBEMA  OOB^TE. 

Ea  Bogotá,  a  seis  de  mayo  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres,  se 
constituyó  la  Corte  Soprema  federal  en  Sala  de  acnerdo,  coít  aristóioia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  Haría  Bójas  Ckirrido,  i 
demás  señores  Májistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamürez, .  César  Con«^ 
to,  Juan  M.  Pérez  i  José  M.  Villamizar  G.,  i  se  tomaron  en  considera^ 
don  las  solicitudes  que  han  hecho  Justino  Neira  D.  i  Tomas  Pízarro, 
para  que  la  Corte  suspenda  el  artículo  165  del  Código  Judicial  del  To- 
urna,  que  es  el  mismo  Código  Judicial  de  Cundinamarca,  por  estimar 
que  es  contrarío  al  inciso  7.  del  artículo  16  de  la  Constitución  nació* 
nal.  El  señor  Majistrado  doctor  Contó  presentó  el  siguiente  proyecto  de 

besolugion:.  •    r 

''Vistos — Justino  Neira  D.  solicitó  la  suspensión  del  artículo  165 
del  Código  Judicial  del  Estado  del  Tolima,  i  estando  en  curso  la  sus- 
tanciacion  del  negocio,  vino  otra  petición  en  el  mismo  sentido,  hecha 
por  Tomas  Hzarro,  que  ha  sido  acumulada  a  la  anterior  para  decidirse 
a  un  mismo  tiempo. 

^'Fúndanse  los  solicitantes  en  que  esa  disposición  es  contraria  a  la 
^antía  de  libre  espresion  del  pensamiento,  de  palabra  o  por  escrito ; 
1  el  Procurador  jeneral,  participando  de  esa  opinión,  pide  también  que 
se  suspenda  el  citado  artículo,  cuyo  tenor  es  el  siguiente  : 

'  Los  Secretarios  no  admitirán  a  las  partes  escritos  irrespetuosos 
o  que  sean  ofensiyos  a  los  magistrados  o  a  los  jueces,  o  injuriosoB  n 
las  partes,  bajo  la  multa  de  tres  a  doce  pesos,  i  sin  perjuieío  de  las 
demás  penas  que  tengan  por  las  leyes.' 

'^  Sasta  comparar  esta  disposición  con  la  garantía  otorgada  a  los 
habitantes  de  la  jRepúbUca  por  el  inciso  7.^  articulo  15  de  la  Consti- 
GÍon  nacional,  para  comt»render  oue  están  en  completa  contradicción  : 
por  este  incmo  se  garantiza  ^*  la  libertad  de  espresar  el  pensamiento, 
de  palabra  o  por  escrito,  sin  Umitacion  algma  "  ;  con  el  artículo  166 
del  Código  tolimense,  que  es  ebihismo  de  Oindinamaroa  espedido  en 
1858^  se  ponen  límites  a  esa  libertad,  atribuyendo  a  la  palabra  escrita 
en  pedimentos  judiciales  i  que  se  repute  irrespetuosa  o  injuriosjE^  con^ 
secuencias  qtte  pudieran  considerarse  como  un  cástíjfp  i  que  evidente- 
mente son  una  restricción.  Be  comprende  la  espedictcm  o  subsistencia 
de  disposiciones  legales  como  esa,  cuando  rejian  oirag  instümeiones 
políticas,  cuando  la  injuria  i  el  irrespeto  o  amenazas  de  palabra  sé 
oonsiderabaa  como  dehtos ;  pero  baio  el  imperio*  de  la  Constitucu»:  de 
1863,  la  palabra  en  este  país  (como  lo  ha  dicho  otra  vez  la  Oorti^  no 
es  ci^MSkSS  de  cansar,  legáunente  hablasido,  ofensa  alguna  de  aqueUmsi 
€ptéy  como  la  cáltunnta»  la  injuria,  la  amenassa,  ^1  inf^opeto^  oonMAeü 
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es  mas  queb  representación  sensible  de  las  ideas,  i  mientras  las  ideas 
no  se  traduzcan  en  hechos,  como  sucede  en  la  falsedad  i  fabáñoacion, 
el  uso  de  tales  o  cuales  espresiones,  de  un  estilo  mas  o  menos  culto  i 
oomedido,  es  del  todo  indiferente  a  los  ojos  de  la  lei  i  no  puede  aca- 
rrear consecuencias  parecidas  a  las  de  un  deUio  o  falta. 

^'  Por  estas  consideraciones,  administrando  iusticia  en  nombre  de 
los  Estados  unidos  de  Colombia  i  por  autoridaa  de  la  leí,  i  en  eierci- 
eio  de  la  atribución  7.*,  sección  3.*,  artículo  18  del  Código  Judicial, 
congruente  con  el  72  de  la  Constitución,  se  suspende  la  ejecución  del 
articulo  165  del  Código  Judicial  del  Tolima. 

''Notifíque8e,puDli(mese  en  el  Diario  Oficial^  comuniqúese  al  Poder 
Ejecutivo  de  aquel  Estado,  i  remitaskd  al  Senado  el  espediente,  dejando 
la  debida  constancia  de  esta  resolución." 

Discutido  que  fuó  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por 

unanimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  quó  ocuparse  la  Corte,  se  con- 
cluy^f '  el  presente  acuerdo,  que  firman  ei  señor  Majistrado  Ftesidente 
1  demás  señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  Josí  M.  BdJAs  GABBiDOr-MANUEL  M.  Bamííivz— 
Cébab  Contó— José  M.  Vn«T.AinzAB  O.— Jüíh  M.  Péhbz— El  Secreta- 
rio, Bqfad  E..  SardaindeT. 

Es  copia  conforme — ^Bc^tá,.  siete  de  mayo  de  mil  ochocientos  s»* 
tanta  i  tres.  —  El  Secretario,  BafaA  E.  Banimáer. 


IlOfOBlCBS  BE  LA  COMISIÓN  DEL  SBNADO. 

De  la  mayoría. 
Ciudadanos  Senadores* 

Por  petición  de  los  señores  Justino  Neira  D.  i  Tomas  Pizarro,  la 
Corte  Suprema  federal,  en  acuerdo  celebrado  el  dia  6  del  corriente 
mes,  suspendió  la  ejecución  del  artículo  165  del  Códi^  Judicial  dd 
Estado  del  Tolima,  que  es  el  mismo  del  Código  Judicial  de  Cundi- 
namarca. 

El  citado  artículo  dice  así : 

^'  Los  Secretarios  no  admitirán  a  las  partes  escritos  irrespetuosos 
o  que  sean  ofensivos  a  los  maj'istrados  o  a  los  jueces,  o  injuriosos  a  las 
partes,  bájala  multa  de  tres  a  doce  pesos,  i  sin  perjuicio  de  las  demás 
penas  que  ten^;an  iK>r  las  leyes.'' 

Ijos  peticionarios  se  fundan  en  que  la  preinserta  disposioion  es 
contraria  a  la  garantía  reconocida  en  el  inciso  7.^  del  artículo  15  de  la 
Constitución  nacional,  por  el  oiml ''  la  libertad  de  espresar  el  pensa- 
miento de  palabra  o  por  escrito^  no  tiene  limitación  a^una." 

Evidente  es  la  contradiecion  que  existe  entre  las  enunciadas  dispo- 
fiáciones.  La  del  Código  Judicial  estableoe  límites  a  esa  libertad,  i  una 
verdadera  restricción  que  la  haoe-nuntoría ;  siendo  también,  oomo  es, 
indudable  que  la  simnle  espresion^  áSí  pensamiento  o  de  las  ideas  no 

Suede  constituir  la  falta  o  el  delito^que  son  siempre  hechos  viólatenos 
a  la«  l67eii  penales.  '' Bajo  el  amparo  de  b  Gonstitadoaa  de  X86^  dice 
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la  Oorte»  la  palabra  en  este  país  bo  es  capaz  de  oansar,  legálmenia 
hablando,  ofensa  alguna  de  acuellas  qne,  como  la  calumnia,  la  injniia, 
la  amenaza,  el  irrespeto,  consisten  en  la  sola  espresion  del  pensamien- 
to. El  lenguaje  hablado  o  escrito  no  es  mas  que  la  representación 
sensible  de  las  ideas,  i  mientras  las  ideas  no  se  traduzcan  en  hechos, 
como  sucede  en  la  falsedad  i  falsificación,  el  uso  de  tales  o  cuales 
espresiones  de  un  estilo  mas  o  menos  culto  i  comedido,  es.  del  todo 
indiferente  a  los  ojos  de  la  lei  i  no  puede  acarrear  consecuencias  i)are- 
oidas  a  las  de  un  delito  o  falta." 

Por  tanto,  como  vuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  lejis- 
lativos  de  los  Estados  está  de  acuerto  con  este  concepto  de  la  Oorte, 
ella  termina  el  presente  informe  sometiendo  a  Tuestro  juicio  el  signien* 
te  proyecto  de 

BESOLUdON : 

'^  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  5.% 
artículo  51  de  la  Oonstitucion  federal,  declara  nula  la  disposición  del 
articulo  165  del  Oódigo  Judicial  del  Tolima,  por  ser  contaría  a  la 
garantía  que  espresa  d^inciso  7.^  del  artículo  lo  de  la  citada  Consti- 
tución." 

Oomunfquese,  publíquese  i  devuélTase  el  espediente  a  la  Corte 
Suprema  federal. 

Bogotá,  12  de  mayo  de  1873.  J.  Mendoza. 

Bogotá,  21  de  mayo  de  1878. 

Los  infrascritos  Senadores,  miembros  actuales  de  la  comidon  que 
inspecciona  los  actos  lejislatiyos  de  los  Estados,  aceptamos  las  conclu- 
siones del  presente  informe  i  las  sometemos  a  la  consideración  dd 
Senado.  —  M.  Itueraldb — ^Antonio  Del  Beal. 

Por  obediencia  al  Bellamente,  i  sin  haber  tenido  el  honor  de  ser 
llamado  a  discutir  la  cuestión.  —  Ssbjio  Aebousba. 

Senado  de  Plenipotenciarios.— Bogotá,  29  de  mayo  de  1878. 

El  Senado  adoptó,  en  los  tárminos  reglamentarios,  el  proyecto  de 
resolución  del  informe  anterior  de  la  mayoría  de  la  comisión  inspec- 
tora de  los  actos  lejislatiyos  de  los  Estados. 

El  Presidente,  Manuel  Fíata  AzuEsa— El  Secretario»  Jviio  K  Pér&u 


De  la  minoria, 

PbOTBOTO  P1UBSB8TiJ>0  A  LOS  H0H0BABL18  OIUPADiJIOS  ItUBEALDK  I  DXL  BbAI. 

POB  BL  QÜB  SÜ80BIBK. 

Oiudadanos  Senadores. 

Vuestra  actual  comisión  inspectora  de  los  actos  lejislatíTOS  de  los 
Estados  opina,  como  la  mayoría  de  la  comisión  anterior,  que  el  articu- 
lo l65  del  Oódigo  Judicial  del  Tolima,  por  el  cual  se  diqKme  cpie  los 
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eaoñtoA  irrespetoosos  u  ofenaivofi  a  los  majiatiradoB  o  jaeces  sean  ea  el 
acto  deyáelt(^  a  la  parte  que  los  preaente,  no  es  iiiconstítucíaiuil,iqaey 
por  lo  ZDifimo»  no  debe  ser  anulado. 

Como  en  este  asunto  la  opinión  de  la  Suprema  Corte  federal  es 
absolutamente  opuesta  a  la  de  vuestra  comisión,  según  Be  ve  {>or  su 
acuerdo  de  fecha  6  de  los  corrientes,  cree  ésta  de  su  deber  no  limitarse 
a  la  simple  cita  de  las  disposiciones  constitucionales  en  que  se  apoye, 
sino  entoar  en.  algunas  reflexiones,  que  serán  como  la  espresion  del 
aprecio  i  respeto  con  que  los  infrascritos  Senadores  miran  los  fallos 
del  Tribunal  Supremo  de  la  Union. 

Si  hubiese  de  entenderse  el  inciso  7.^,  artículo  15  de  la  Constítu- 
cion,  en  el  sentido  en  que  la  Suprema  Corte  lo  ha  aplicado  en  esta  vez, 
no  solamente  se  autorizaría  el  irrespeto  a  los  magistrados  i  jueces  i 
toda  especie  de  mentira  i  de  calumnia,  sino  también  el  perjurio ;  seria 
preciso  derc^ar  todas  las  penas  contra  este  acto  hasta  hoi  calificado 
de  delito,  1  pasarlo,  por  lo  mismo,  a  ser  colocado  entre  las  acciones 
inocentes ;  i  de  aUí  adelante  se  haría  indispensable  renunciar  en  juicio 
a  la  prueba  testimonial,  supuesto  que  a  nadie  podría  obligarse  a  de- 
clarar, porque  la  libertad  absoluta  de  hablar  incluye  la  libertad  abso- 
luta de  callar. 

Por  mucho  oue  la  sociedad  progrese  moralmente,  habrá  siempre 
en  su  seno  un  cierto  número,  mayor  o  menor,  de  hombres  díscolos  i 
audaces  que  desprecien  la  sanción  pública  i  procuren  imponer  miedo 
a  la  autorídad  i  al  pueblo  en  que  habiten,  ya  con  injurias  de  hecho, 
que  no  siempre  pueden  comprobarse  i  castigarse,  o  ya  empleando  la 
injuria  i  la  calumnia.  En  tal  situación  ¿podrán  los  juzgados  i  majis- 
tratuxai^  ser  permanentemente  desempeñados  por  hombres  dignos? 
/,  Podrá  conservarse  la  independencia  del  Poaer  Judicial,  condición 
indispensable  de  una  buena  administración  de  justicia  ?  Posible  es  que 
en  los  grandes  centros  de  población,  en  donde,  de  ordinario,  nai 
considerable  número  de  hombres  ilustrados  i  ejercen  mayor  influencia 
los  intereses  mercantiles  i  las  ideas  de  alta  moralidad, '  ta  sanción 
pública  alcance  el  poder  i  eficacia  necesarios  para  dar  garantías  a  la 
autoridad  judioiid;  mas  esto  no  sucederá  nunca  en  las  poblaciones 
pequeñas  i  en  la  jeneraUdad  de  los  distritos  rurales,  en  donde,  oor  la 
naturaleza  de  las  cosas,  predominan  los  pocos  hombres  que,  ecnando 
a  un  lado  todo  respeto,  miran  solo  a  su  interés  particular  i  procuran 
hacerse  temibles. 

Dar  a  la  disposición  constitucional  arriba  citada  la  intelij^ncia 
que  le  ha  dado^  la  Suprema  Corte,  conduciría  al  absurdo ;  pues  anularia 
eí  Poder  Judicial  i  consignaria  de  hecho  la  autoridad  efectiva  en  manos 
de  los  jaques  i  leguleyos  de  pueblo.  Por  fortuna,  la  Constitución  mis- 
ma espresa  terminantemente^  cói^o  debe  entenderse  el  inciso  7.^  del 
eirtículo  15.  Léase  la  definición  que  da  de  la  libertad  individual  en  el 
inciso  8.^  del  mismo  artículo,  i  se  verá  que  es  "la  fa<mltad  de  hacer  u 
omitir  todo  aquello  de  cuya  ejecución  u  omisión  no  resulte  daño  a  otro 
indimdno  o  a  la  comunidaa'*  Ahora  bien,  una  vez  que  la  lei  ha  definido 
una  palabra,  debe  tomársela,  en  todos  sus  pasajes,  en  el  sentido  que  el 
lejisIadoT  le  ha  dado,  salvo  el  caso  de  que  espresamente  dispcoéa  lo 
contrario.  Si)empre,  pues,  que  en  la  Cpnstítueion  hattemos  la  pwbra 
libertad  con  reladon  al  individuo^  debemos  entender  que  ella  no.  siguí*  * 
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fica  mas  aae  lo  espresado  en  el  inciso  3.^  ;  esto  es,  que  la  Constitiician 
DO  entiende  qne  por  ella  se  pnede  hacer  daño  a  otro  individuo  ni  a  la 
comunidad :  este  es  su  lípüte  preciso,  i  mas  allá  habrá  Hbre  albedrio, 
pero  no  libertad.  Dése  esta  acepción  a  la  palabra  en  el  inciso  7.^^  i 
toda  dada  desaparece,  i  el  concepto  del  señor  Procurador  i  el  fallo  de 
la  Suprema  Corte  Tienen  a  tierra,  faltos  de  fundamento  i  apoyo. 

l^or  las  consideraciones  espuestas,  vuestra  comisión  os  propone : 
El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  6.% 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  válida  la  disposición  del  artículo 
166  del  Código  Judicial  del  Tolima,  por  no  ser  evidentemente  contra- 
ria a  la  garantía  consignada  en  el  inciso  7.°  de^  artículo  15  de  dicha 
Constitución  i  hallarse  en  un  todo  conforme  con  el  inciso  3.^  del  mismo 
artículo.  « 

Comuniqúese,  publíquese'i  devuélvase  el  espediente  a  la  Suprema 
Corte  federal. 

Ciudadanos  Senadores. 

SEsno  Abboleda. 
Bogotá,  mayo  20  de  1873. 


Secretaría  del  Senado— Bogotá,  29  de  mayo  de  1878. 

Adoptado  el  proyecto  de  resolución  de  la  mayoría,  resolvió  el  Se- 
nado que  se  pubhcase  también  el  anterior,  de  la  minoría. 

£1  Secretario,  Jv¡m  E.  Pérez. 


CIX. 


Cl  Senaclo  se   abstiene  de  ejercer  la  facaltad  que  le  da  ef 

artículo  51  de  la  Censtltuclon,  respecto  de  la  lel  de  Cnmdlna- 

marca  sancionada  el  33  de  enero  de  1873* 


Acuerdo  de  la.  Süfbbui  Cobte. 

En  B<^tá,  a  quince  de  mayo  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Bójas  Garrido, 
\  demí^  sejlores  Majistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamírez,  Casar 
Contó,  Juan  M.  Pérez  i  Josa  M.  Yillamizar  G.,  i  se  tomó  en  conside- 
raoion  la  solicitiiid  que  hacen  varios  ciudadanos  para  que  la  Corte  Su- 
|»rQma  suspenda  el  artículo  1.°  i  demás  que  denuncian  de  la  lei  sobre 
autorizaeioa  a  la  Municipalidad  de  Bogoti,  espedida  por  la  ABamblea 
Leji^tíva  del  Estado  soberfUQo  de  Cundinamarca,  i  sancionada  el  22 
de  enera  de  1873.  El  sen<xr  Majistrado  doctor  Parea  presentó  el 
sigílente  proyecta  de 

besolüoion: 

'^  Yisto&loB  dos  mezaoriales  que  encabezan  este  espediente,  sobre 
sueq^ension  i  anulación  de  la  lei  que  confirió  varias  autorizaciones  a  la 
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Manicipalidad  de  Bogotá,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de 
Oondinamarca  en  22  de  enero  xQtímo ;  i  oido  el  concepto  del  Prooara- 
dor  jeneral  de  la  Nadon,  en  el  cual  coadjuva  dicho  fandonario  la 
solicitad  de  snspensiony  procede  la  Corte  a  pronunciar  la  decisión  que 
le  corresponde. 

La  lei  denunciada  tiene  por  objeto  autorizar  a  la  Municipalidad 
de  Bogotá :  1.^  Para  establecer  una  contribución  sobre  las  fincas  raicee, 
la  riqueza  íQueble  i  la  industria,  en  la  cantidad  que  sea  suficiente  jMura 
atender  a  los  gastos  ordinarios  i  estraordinazios  del  distrito,  particu- 
larmente a  los  que  demanden  la  policía  de  seguridad,  aseo  i  salubridad 
i  la  re&ccion  ae  los  puentes  arruinados  el  6  de  noviembre  del  aSo 
anterior ;  2.^  Para  formar  el  catastro  de  los  objetos  que  se  graven ; 
3.^^  Para  cobrar  el  doble  de  las  respectivas  cuotas  a  los  contribujentes 
omisos  i  morosos  en  el  pago;  i  4°  I^ara 'pedir  al  Bejistrador  de  mstni- 
mentos  públicos  i  a  los  iTotarios  de  la  cmdad  los  informes  que  estime 
necesarios  con  el  objeto  de  conocer  el  verdadero  valor  de  las  pro- 
piedades que  hayan  de  ser  gravadas. 

''Dispónese  también  en  la  lei  citada -que  los  Notarios  i  el  Bejistra- 
dor de  instrumentos  públicos  no  presten  su  oficio  a  personas  i  propie- 
dades que  no  hayan  satisfecho  al  Tesoro  del  Distrito  sus  respectivas 
cuotas. 

*'  No  se  ha  demostrado,  ni  podría  en  verdad  demostrarse,  que  las 
autorizaciones  espresadas  sean  contrarias  a  las  leyes  de  la  Union. 
Todas  ellas  versan  sobre  objetos  propios  de  la  lejialacion  local,  i  por 
consiguiente  no  ha  habido,  por  parte  de  la  Asamblea  de  Oundma- 
maroa,  estralimitaoion  alguna  de  facultades. 

'^Pero  se  arguye  contra  la  lei  acusada:  l.°Que  la  contribución  de 
que  ella  trata  no  es  jeneral  en  el  Estado,  puesto  que  gravará  únicamen- 
te a  los  habitantes  de  B<^otá,  siendo  bajo  este  aspecto  contraria  a  la 
garantía  de  la  propiedad,  tal  como  ésta  está  espUcada  en  el  incifio  6«^, 
artículo  15  de  la  Constitución  nacional ;  i  2.^  Que,  por  la  misma  razón 
de  no  ser  jeneral  la  espresada  contribución,  la  lei  que  la  establece 
pugna  también  con  la  garantía  de  la  igualdad,  tal  como  asta  se  en- 
cuentra establecida  en  el  inciso  10  del  mismo  artículo  oonstitucionaL 

"  El  vicio  de  tal  argumentación  consiste  en  dar  por  establecida,  i 
como  del  Estado,  una  contribución  que  no  ha  sido  creada  todavía,  i  que 
cuando  lo  sea,  será  esolusivamente  de  un  distrito.  Si  la  Asamblea  de 
Oundínamarca  hubiera  establecido  definitivamente  la  contribución 
como  del  Estado,  gravando  con  ella  a  los  habitantes  de  Bogotá  úni- 
camente, seria  el  caso  de  examinar  su  exequibilidad  a  la  luz  de  las 
disposiciones  constitucionales  que  se  invocan  ahora. 

**  Pero  como  la  contribución  de  que  se  trata,  una  vez  que  sea  eetar 
blecida,  será  únicamente  distritorial,  ella  gravará  a  los  habitantes  del 
distrito  que  se  encuentren  en  las  condiciones  que  el  respectivo  acto  de 
imposición  establezca,  es  decir,  gravará  con  la  única  jeneralidad  de  que 
quiso  hablar  el  inciso  5.^,  artículo  15  de  la  Oonstítuoion ;  porque  tam- 
poco seria  razonable  la  intelijencia  de  aquel  requisito,  en  el  sentido  de 
ser  necesario,  para  que  él  sea  cumplido,  que  toda  contribución  pese 
sobre  todos  los  asociados,  sin  esceptuar  uno  solo.  Tal  intelijencia  haría 
imposibles  las  contribuciones  púbhcas,  tanto  jenerales  como  municipa- 
les, porque  ninguna  puede  ser,  en  su  alcance,  tan  absoluta  o  universal 


—  228  — 

« 

**  Un  caso  idéntico  al  presente  faé  sometido  a  la  consideración  de 
la  CJorte,  con  motivo  de  la  lei  192  del  Estado  del  Canea,  espedida  el  3 
de  i^osto  de  1867»  en  cnyo  articulo  2.^  se  dispuso  lo  siguiente :  "  Las 
Municipalidades  no  podrw  imponer  gravamen  alguno  a  la  destilación, 
venta  ni  importación  del  a^ardiente  de  caña  i  sus  compuestos ;  pero, 
con  escepcion  de  las  Municipalidades  de  Pasto,  Obando,  Túquerres  i 
Caldas,  podrán  las  demás  imponer  derechos  sobre  la  destilación  en 
alambique  perfeccionado,  o  cuando  ésta  se  haga  en  el  mismo  estable- 
cimiento, en  tres  o  mas  aparatos  comunes  a  un  tiempo.'*  Se  soUcit6 
la  suspensión  de  este  articulo,  por  considerarlo  contrario  a  las  garan- 
tías de  la  propiedad  i  la  igualdad,  tales  como  están  consignadas  en  los 
incisoa  6.°  i  10,  articulo  16  de  la  Constitución  nacional,  las  mismas  que 
se  invocan  en  el  caso  eñ  cuestión  respecto  de  una  lei  cundinamarquesa 
mui  semejante.  La  Corte  no  accedió  a  la  suspensión,  dio  cuenta  al 
Senado,  i  éste  declaró  válida  la  citada  lei  192,  por  considerarla  consti- 
tucional, como  se  ve  en  la  resolución  de  2  de  marzo  de  1869,  publicada 
en  el  numero  1480  del  "  Diario  Oficial,"  correspondiente  al  6  de  marzo 
del  mismo  año,  en  donde  se  publicó  también  el  respectivo  informe  da 
la  comisión  de  actos  lejislativos  de  los  Estados. 

'^  La  disposición  mencionada  en  ultimo  lugar,  en  él  estracto  de  la 
lei  acusada,  que  se  ha  hecho  en  esta  decisión,  no  es  tampoco  contrann 
a  ninguna  lei  federal:  así  lo  ha  decidido  ja  la  Corte  en  algunos  otro0 
casos,  con  razones  que,  por  falta  de  motivos  para  desechiurlas,  repro- 
duce aquí,  en  apoyo  de  la  referida  disposición. 

''Basta  lo  es^uesto,  en  concepto  de  la  Corte  Suprema  federal,  para 
decidir,  como  decide,  en  sala  de  acuerdo,  que  no  hai  motivo  para  ejer-^ 
cer,  respecto  de  la  lei  cundinamarquesa  de  22  de  enera  ultimo,  sobre 
autorización  a  la  Municipalidad  de  Bogotá,  la  atribución  conferida  a 
este  Supremo  Tribunal  en  el  artículo  72  de  la  Constitución  federal. 

**  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Cmidmamarca, 

SubKquese  en  el ''  Diario  Oficia^"  i  dése  cuenta,  con  remisión  del  espe- 
íente,  al  Senado  de  Plenipotenciarios." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  C^to  lo  aprobó  por 
unanimidad. 

I  como  no  habiera  otro  asunto  de  mé  ocuparse,  se  emicluy tf  el 
presento  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  I^esidento  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  Bó^as  Gabbhk). — Manuel  M.  BAKÍttEz.- 
Césab  Contó.— José  MásfA  Villamizab  G.— Juan  M.  Pébez. 

El  Secretario,  Bqfad  K  Santander. 

Es  copia  conforme.— Bogotá,  diez  i  sieto  de  mayo  de  nñl  ochocien-- 
tos  setenta  i  tres. 

El  Secretario,  Bqfad  K  Sardander. 


Infobhe  db  la  cokihion  del  Senado. 
Ciudadanos  Senadores* 

La  lei  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  sancionada  en  22 
de  enero  del  año  corriente,  "  sobre  autoriJEadon  a  la  Municipalidad 
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de  Boffoiá,*'  ha  sido  denunciada  como  contraria  al  inciso  5.^,  artícolo 
15  de  la  Constitacion  federal. 

Fúndanse  los  peticionarios  en  qne  sn  artículo  1°  antoriza  a  la 
Municipalidad  de  ¿ogotá  para  *'  imponer  una  contribución  en  el  dis- 
trito soore  las  fincas  raíces,  riqueza  mueble  e  industria,  suficiente  pa» 
atender  a  las  necesidades  del  distrito,  así  ordinarias  como  estraordi- 
narias,"  estableciendo  en  su  artículo  3.^  medios  coercitivos  mui  fuertes. 

La  Oorte  Suprema  federal,  en  acuerdo  de  15  del  presente,  declaró 
que  no  hai  motivo  para  ejercer  r^pecto  de  dicha  lei  la  atribución  con- 
cedida a  la  Oorte  por  el  artículo  72  de  la  Constitución. 

La  esposioion  de  principios  i  los  razonamientos  de  la  Suprema 
Oorte  nada  dejan  que  desear,  en  la  cuestión  de  la  constítucionalidad 
de  la  lei        . 

I  como  esto  es  lo  único  que  se  ventila,  pues  que  lo  perjudicial  n 
oneroso  de  la  disposición  no  mculta  al  Senado  para  anularla,  vuestra 
comisión  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

• 
resolución: 

^'  El  Senado  ^o  encuentra  motivo  para  ejercer,  respecto  de  ía  lei 
de  Onndinamarca  de  22  de  enero  de  esto  afio,  la  facultad  que  le  con- 
cede la  atribución  5.^  artículo  51  de  la  Oonstitucion  federsd.'^ 

*^  Oomuniquese  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  i  a  la  Oorto^  Supre- 
ma, devolviendo  el  espediente  con  copia  de  la  presente  resolución,  que 
será  publicada." 

Bogotá,  mayo  30  de  1873. 

Ciudadanos  Senadores. 

^  Matsk)  Itdbraii>k— Sebjio  Abboleda— Autonio  Del  Beal. 


Senado  de  Pleaipotenciarios.— Bogotá,  4  de  janio  de  1878. 

La  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  esta  Cámara  en  los 
dos  debates  i  en  los  tánninos  que  previene  su  Beg^amento. 

El  Presidente,  M.  Plata  Azuebo. 

El  Secretario,  Julio  JSl  Pére». 
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ex. 

TA£fIDEZ  áe  Im  iii<BltM  !••  1  3.''  del  artfcnlo  35#  del  Código 
Político  i  Mimlcipal  de  Santander»  espedido  en  1869* 


ActnBKDO  BE  lA  SUPBEICA  CoBTE. 

En  Bogotá,  a  veintinaeve  de  setiembre  de  mil  oohooientoB  setenta 
i  tres,  se,  constítayó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con 
asistencia  del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  M.  Bójas 
Garrido,  i  demás  señores  Majistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamirea, 
César  Contó,  Juan  M.  Pérez  i  José  M.  Villamizar  G. ;  i  se  tomó  en 
consideración  la  solicitud  que  hacen  Nepomuceno  Toseano,  José  Maiia 
Yalenzuela  i  otros,  para  que  se  suspenda  el  artículo  359  del  Código 
PoUtíco  i  Municipal  del  Estado  soberano^  de  Santander. 

El  señor  Majistrado  doctor  Bamirez  presentó  él  siguiente  pro^ 
yeeto  de 

BESOLÜOION: 

"Nepomuceno  Toseano,  José  María  Yalenzuela,  Guilermo  Muller, 
Gabriel  G.  Cásseres,  Nepomuceno  Castro,  Nicolás  Qrosco  i  Baimundo 
Bodríguez,  Tecinos  de  iBucaramanga,  i  Pedro  Elias  Mantilla,  de  Pie* 
decuesta,  se  han  dirijido  a  esta  Corte  solicitando  que,  en  ejercicio  de  la 
facultad  que  le  concede  el  artículo  72  de  la  Constitución  de  la  ünioni 
decrete  la  suspenden  de  los  incisos  1.°  i  2.^  del  artículo  369  del  Código 
Político  i  Municipal  del  Estado  de  Santander,  espedido  por  la  Asam*» 
blea  Lejislativa  en  sus  sesiones  de  mil  ochocientos  sesenta  i  nueve, 
eomo  ccmtrarios  al  inciso  4.^  del  artículo  8.^  de  la  antedicha  Constitut- 
eion,  que  dice  así:  'En  obse<}uio  de  la  integridad  nacional,  de  la  maiw 
cha  espedita  de  la  Union  i  de  las  relaciones  pacificas  entre  los 

Estados,  éstos  se  comprometen 4.^  A  no  gravar  con  impuestos, 

antes  de  haberse  ofrecido  al.  consumo,  los  productos  que  sean  materia 
de  impuestos  nacionales,  aun  cuando  se  ha^an  declarado  libres  de  los 
derechos  de  importación ;  ni  los  productos  atinados  a  la  esportaoion, 
euya  libertad  mantendrá  el  Gobierno  jenerál.' 

"  Los  petioionarioe  acompañaron  a  su  memorial  varios  documen- 
tos para  comprobar  que  los  Cabildos  de  los  distritos  de  Bucaramanga 
i  Bionegro,  apoyados  en  los  incisos  1.^  i  2.^  del  citado  artículo  3^, 
hablan  decretado  el  cobro  de  un  derecho  de  pasaje  por  los  puentes  de 
*  Suratá '  i '  Carpinteria,'  sobre  las  cargas  de  mercancías  estraujeras 
que  se  introducen,  i  sobre  las  de  café,  sombreros,  qtiina  i  otros  aiticu- 
los  destinados  a  la  esportacion :  que  los  puentes  son  de  antigua  data, 
i  que  fueron  gestos  al  servicio  del  púbhco  sin  que  se  cobrasen  dere* 
cfaoB  de  pasaje.  99 
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^^  Sostancíadfk  la  relacionada  solicitad,  i  agregado  en  copia  auten- 
tica  el  artículo  de  cuya  suspensión  se  trata,  el  Procurador  de  la  Na*- 
cion  ha  espresado  tm  concepto  en  el  sentido  de  que  no  se  acceda  a  lo 
pedido ;  i  la  Corte,  para  reáolver,  entra  a  considerar  el  asunta. 

"  £1  artículo  3S9  de  que  se  trata  dice : '  Los  derechos  de  pasaje 
por  los  puentes,  cabuyas  i  demás  vehículos  de  comunicación  ^ue 
corresponden  a  una  ciudad»  villa,  parroquia  o  aldea,  que  se  han  exijido 
hasta  ahora,  o  so  exijan  en  lo  sucesivo  conforme  a  las  leyes,  no  podráu 
exceder  de  las  cuotas  siguientes: 

*  Veinte  centavos  por  cada  carga  de  efectos  o  mercancías  es- 
tranjeras ; 

*  Diez  centavos  por  cada  carga  de  efectos  valiosos  o  manufactura- 
dos del  país ; 

'  Cinco  centavos  por  cada  carga  de  granos,  legumbres  &c. ; 

'Cinoo  centavos  por  una  persona  a  caballo: 

<  Dos  i  medio  centavos  por  una  persona  a  pi^,  por  tma  e&bessa  de 
ganado  i  por  una  bestia  suelta; 

'  I  a¿  lo  demás  en  la  respectiva  proporción.' 

'^El  artículo  copiado,  como  se  ve,  no  establece  el  cobro  de  ningún 
impuesto :  limítase  a  fijar  las  cuotas  que  pueden  exijirse  por  los  pasajes 
do  puentes,  cabuyas  i  demás  vehículos  de  comunicación  correspondien- 
tes a  las  ciudades,  villas,  parroquias  i  aldeas;  pero  como  para  el  caso 
es  in¿Uferente  que  la  Lejislatuia  del  Estado  decrete  el  impuesto  o  que 
autorice  su  establecimiento  a  las  corporaciones  municipales,  débese 
desde  luego  examinar  ai  aquella  disposición  es  violatoría  del  inciso  4^ 
del  artículo  8.°  de  la  Constitución. 

.  '^La  Corte  no  estima  que  deban  confundirse  loe  derechos  qu^  se 
cobran  en  remuneración  de  un  servicio,  ocm  los  impuestos  que  se  esta* 
bleceñ  sobre  determinados  obietos  sin  consideración  alguna  o  por  solo 
el  destino  que  se  les  dé.  M  derecho  que  se  cobra  ai  pusar  pot  un 
puente  o  cabuva,  no  es  propiamente  un  impuesto  sobre  la  industria  o 
propiedades  del  pasajero,  sino  el  precio  del  servicio  prestado  por  el 
puente  o  cabuya,  cuya  construcción  i  sostenimiento  presupone  la 
mversion  de  un  capital  Si  no  se  levantaran  puentes  sobre  los  ríos,  o 
no  se  facilitara  por  otros  medios  su  pasaje,  necesariamente  se  impoáir 
bilitaria  el  tranco  o  se  aumentaria  considerablemente  el  gasto  de 
conducción  de  los  artículos,  i  el  consumidor  tendria  que  pagarlos  rnafi^ 
caros  indudablemente. 

'^  Consideraciones  acaso  menos  fuertes  decidieron  al  Senado  de 
Plenipotenciarios  a  declarar,  por  resolución  de  31  de  mayo  de  1870, 
válido  el  inciso  6.°  del  artículo  19  de  la  lei  de  9  de  setiembre  de  1867, 
del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  'sobre  conservación  i  mejora 
de  las  vias  centrales,'  en  cuanto  srava,  por  razón  de  peajcy  con  die£ 
centavos  de  peso  cada  carga  de  sal  de  los  particulares,  por  no  estimar- 
lo contrario  al  espíritu  de  la  Constitución  nacional ;  pues  ai  bien  es 
cierto  que  se  necesitan  erogaciones  para  mantener  los  caminos  en 
buen  estado,  i  que  el  derecho  de  peaje  se  exije  como  remuneracicm  del 
servido,  en  lo  cual  se  fundó  el  Senado  para  declarar  la  validez  de  la 
disposición  supracitada,  no  es  menos  evidente  que  las  mismas  i  aun 
mayores  consiaeraciones  pueden  presentarse  en  apoyo  de  toda  dispge- 
sicion  por  la  cual  se  exija  alguna  cuota  a  los  que  hagan  uso  de  los 
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Lentes,  cabuyas,  Ao.,  establecidos  para  la  mayor  faieilidad  i  comodidad 
[el  tráfiooii 

**  Por  estas  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal,  adminis- 
trando justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por 
autoridad  de  la  lei,  resuelve  no  suspender,  como  no  suspende,  los 
incisos  1."  i  2.^  del  artículo  869  del  Código  Político  i  Mujdcipal  del 
£stado  soberano  de  Santander,  por  no  e&tunarlos  contrarios  ai  inciso 
4,^  del  artículo  8.^  de  la  Constitución  nacional.  Publíquese  en  el 
'  Diario  Oficial '  esta  decisión  i  remítase  copia  de  ella  al  Poder  Ejecu^ 
tivo  del  Est^o  de  Santander,  pasándose  ai  Senado  de  Plenipotencia- 
xios  el  espediente  orijinal  para  su  decisión  ulterior,  dejándose  en  la 
Secretaría  la  copia  respectiva." 

Discutido  que  fuá  el  auterioir  proyecto»  la  Corte  lo  aprobó  por 
unanimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asxmto  de  quá  oonparse,  se  concluyó  el 
presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  B^jab  Gahrox)— Manubl  M.  BamAez— 
Oésab  Coinx>-*J.  M.  Pébbz.— -José  M.  Yillamizab  O.— El  Secreta- 
lio,  Bqfad  K  Santander. 

Es  copia  conforme. — ^Bogotá,  treinta  de  setiembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  i  tres. — El  Secretario,  Bqfad  E.  Santander. 


iNFOmCE    DE    LA    COMISIÓN  DEL  SENADO. 

Oiudadanos  Senadores  PlenipotenciarioB. 

Yuestra  comisión  de  inspección  de  los  actos  de  las  Lejislaturas  de 
los  Estados  ha  examinado  la  solicitud  que  los  señores  Nepomuceno 
Toscano,  Josa  María  Yalenzuela,  Quillermo  MuUer,  Gabriel  Q.  Cásse- 
res,  Nepomuceno  Castro,  Nicolás  Orosco  i  Baimundo  Bodríguez,  ve- 
cinos de  Bucaramanga,  i  Pedro  Elias  Mantilla,  de  Piedecu^ta,  diíi- 
jieroñ  en  el  mes  de  majo  del  año  próximo  pasado  a  la  Corte  Suprema 
federal,  para  que,  en  ejercicio  de  la  facmbid^giie  le  concede  el  ar- 
tículo 72  de  la  Constitución  nacional,  deoretasB  la  sqsp^ision  de  los 
incisos  1.^  i  2.^  del  lurtfculo  869  del  Código  PáEtíoo<x!lirtBÍcipal  del 
Estado  Soberano  de  Santander,  espedido  por  la  AsambkfrlaninatiTa 
<en  sus  sesiones  de  1869,  por  estimarlos  contrarios  al  inciso  ér  del  m^ 
tícülo  8.^  de  la  mencionada  Constitución.  '       > 

El  articulo  359  del  referido  Código  de  Santander,  que  en .  copia 
autorizada  está  agregado  al  espediente,  dice  lo  que  sigue :  ''Loe  dim* 
cho6  de  pasaje  por  los  puentes,  cabuyas  i.  demás  Yenículoa.dé  comiF' 
oicacion  ^ue  corresponden  a  una  ciudad»  TÜla,  parroquia  o  alSea^  iraé 
se  han  exijido  hasta  ahora,  o  se  exijan  en^  lo  sucesivo  confonne  a  las 
leyes,  no  podrán  exceder  de  las  cuotas  siguientes :  Veinte  ceiitaros  :por 
cada  carga  de  efectos  o  mercancías  estranjeras;  diee  ceiitaFaB  por 
«ada  carga  de  efectos  valiosos  o  manufáetorados  del  país ;  dnoo  cen* 
tayos  por  cada  carga  de  granos,  legumbres,  &o. ;  oinoo  oentaTOS  por 
tma  peiBona  a  caballo ;  dos  i  medio  centayos  por  una  persona,  a  piá, 
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|)or  una  cabeza  de  ganado  i  por  una  bestia  saeUa;  i  así  b  damas  eú 
la  respectiva  proporción." 

i  la  dispoBidon  constitacional  que  los  que  representaron  conade* 
ran  infrinjida,  es  ésta : 

'^  Art.  4.^  En  obseqnio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marcha 
espedita  de  la  ünion  i  de  las  relaciones  pacíficas  entre  los  Estados, 

éstos  se  comprometen 4^  A  no  gravar  con  impuestos,  antes  de 

haberse  ofrecido  al  consumo,  los  prMuctos  que  sean  materia  de  im- 
puestos nacionales,  aun  cuando  se  hayan  declarado  libres  de  los  dere* 
chos  de  importación,  ni  los  productos  destinados  a  la  eaportacion,  cuya 
libertad  mantendrá  el  Gobierno  jeneral." 

Los  ciudadanos  que  representaron  han  juzgado  inconstitucional 
dicho  artículo  359  del  Código  Político  i  Municip^  de  Santander,  por*" 
que,  en  virtud  de  lo  que  en  él  se  establece,  las  Oorporaciones  munici- 

Sales  de  los  distritos  de  aquei  Estado  pueden  muí  nien  decretar,  i  los 
labildoB  de  Bucaraman^a  i  Bionegro  han  decretado  va,  respectiva* 
mente,  el  cobro  de  pasaje  por  los  puentes  de  "  Suratá  *  i  ''Carpintea 
ría,"  de  las  cargas  que  los  atraviesan  o  cruzan,  sin  esceptuar  Isa  que 
se  compongan  de  efectos  estranjeros,  que  son  materia  de'  impuestos 
nacionales,  ni  las  de  producción  nacional,  destinadas  a  la  esportacion, 
cuya  libertad  ed  de  cargo  del  Gobierno  de  la  Union  mantener  o  hacer 
efectiva» 

Vuestra  comisión  considera  que  hai  diferencia  esencial  entre  un 
impuesto  o  contribución  jeneral  i  la  cuota  que  se  ezije  i  paga  por 
pasar  un  puente.  La  contribución  que  es  jeneral,  pues  con  este  canc- 
ter  es  que  puede  establecerse,  para  que  afecte  a  todas  las  personas 
que  se  encuentren  colocadas  en  unas  mismas  o  iguales  eirounstanoias 
o  condiciones,  es  un  atributo  de  la  soberanía ;  se  impone  con  el  objeto 
de  crear  recursos  para  sostener  la  administración  de  los  negocios  co- 
munes, i  Ao  est^  al  arbitrio  de  los  que  deben  ser  contribuyentes  pagar 
o  no  pagar  la  contribución,  sino  que  les  es  forzoso  lo  primero,  si  tienen 
medios  de  hacerlo,  so  pena  de  verse  ejecutados  i  privados  de  los  bienes 
que  haya  lugar  a  embargóles. 

Lo  que  se  cobra  por  pasar  un  puente  no  es  una  contribución  pro* 
píamente  diohai  sino  la  retribución  o  indemnización  del  servicio  que 

S resta  el  doiño  o.  administrador  del  puente  al  que,  sin  haberlo  costea* 
o,  se  apEÓMcha  de  él  para  pasarlo  o  hacer  pasar  sus  animales  i  car* 
gas.  A  nadie  se  obliga  a  servirse  de  los  puentes  que  estén  colocados 
en  ciertos  puntos  de  tránsito,  ni  a  pagar  cuota  alguna,  aunque  no  se 
sirvan  de  ellos ;  de  modo  que  es  justo  indemnizar  a  la  persona  o  enti- 
dad política  que  invierte  algún  capital  para  ofrecer  a  los  transeúntes  un 
vehículo  cualquiera  ^ue  les  proporciona  ventajas  i  comodidades  i  les 
hace  menos  dispendioso  i  molesto  el  tránsito. 

Por  razón  idéntica  no  es  contribución  lo  que  se  exije  en  las  ofiai- 
nas  postales  por  conducir  una  carta  o  un  pliego  de  un  punto  a  otiro. 
No  se  obliga  a  los  particulares  a  consignar  su  correspondencia  en 
dichas  oficmas ;  pero  los  que  espontáneamente  la  consignan,  deben 
indemnizar  el  servicio  que  presta  el  correo. 

En  fuerza  de  las  preoiddentes  consideraciones,  vuestra  oomision 
termina  opinando  del  mismo  modo  que  lo  hizo  la  C!orte  Suprema  fede- 


—  22d  — 

)nif  esto  es,  qne  no  son  contrarias  a  la  Oonstituoion  las  disposiciones 
acttsadaSi  i  proponiéndoos  qne  adoptéis  el  siguiente  proyecto  de 

HEsOLümoN : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5/ 
del  artículo  51  de  la  Constitución  política  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  declara  definitiyamente  válidos  los  incisos  1*^  i  ¿.^  del 
artículo  359  del  Oódigo  Político  i  Municipal  del  Estado  soberano 
de  Sfljottander,  espedido  por  la  Asamblea  LejislatiVa  en  sus  sesiones 
de  1869,  por  no  considerarlos  contrarios  a  la  mencionada  Oonstitucion. 

B<^otá,  a  12  de  marzo  de  1874 

MAinjEEi  EzKQuiEL  Gobrales.— AousiiN  Abias.— J.  SXkghez. 

Senado  de  Plenipotenciarios — Bogotá,  mario  26  de  1874. 

La  imterior  resolución  ha  sido  adoptada  en  la  forma  reglamentaria, 
en  los  dias  23  i  26  del  corriente,  por  el  Senado  de  Plenipotenciarios. 

Publíqoese,  junto  con  el  informe,  en  el  periódico  oficial,  i  co- 
muniqúese. 

El  Presidente,  Pablo  Abosbkena» 
El  Secretario,  Jtdio  K  Pérez. 


CXI. 


tIUIíIDAto  del  decreto  numero  6§  del  JGstado  soberano  del  Cau- 
ca, de  96  de  octubre  de  1873,  sobre  auxilio  pai*a  construir  una 

Iglesia  en  el  distrito  de  morales» 


AOUEBDO  DE   lA    SuPREMA  OoBTE,    ' 

En  Bc^otá,  a  veintiséis  de  enero  de  mil  ochocientos  seteuta  i  cna- 
tro,  se  consntajó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con 
asistencia  del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  M.  Éójas 
Garrido,  i  demás  señores  Majistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamíi^, 
José  María  Yillamizar  G.,  Manuel  Maria  Madiedo  i  Bafael  Boclia  G. ; 
i  as  tomó  en  consideración  la  solicitud  que  hace  el  señor  Procurador 
jeneral  de  la  Nación  para  que  se  suspenda  el  decreto  número  68,  espe^ 
dido  por  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca,  fecha  30  de  octubre 
láltimo,  por  el  cual  se  cede  al  distrito  de  Morales  el  derecho  de  degüello 
para  la  construcción  de  una  iglesia. 

El  señor  Majistrado  doctor  Yilamizar  G.  presentó  el  siguiente 
proyecto  de 

EESOLÜdON  • 

*^  Yistós.— El  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nacicm  se  ha  dirijido 
a  este  Supremo  Tribunal  solicitando  que  suspenda  la  ejecución  del 
decreta  kgislatíTO  numero  68,  de  30  de  octubre  de  1873,  que  espidió 
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la  Lejislatara  del  Eatado  del  Cauca,  i  se  halla  inserto  en  el  núntero  18 
del  '*  Bejistro  Oficial/'  de  que  se  acompa¿6  un  ejemplar  autenticado 
por  el  señor  Secretario  de  lo  Interior  i  Belaciones  Ksteriores. 

"El  texto  del  decreto  es  como  sigue: 

'  Artículo  1.^  Oédense  al  distrito  de  Morales,  por  el  támino  de 
cuatro  años,  los  derechos  de  de^eDo  que  se  cobran  por  cuenta  del 
Estado  en  dicho  distrito,  para  aplicarlos  esclusivamente  a  la  ^ñstruc-» 
cion  de  una  iglesia. 

'Artículo  2.^  El  Presidente  del  Estado  dictará  las  providencia» 
necesarias  para  que  tenga  cumplimiento  lo  dispuesto  en  el  artíoulo  an* 
terior;  i  corresponde  al  cabildo  de  dicho  distrito  euidar*  que  las 
cantidades  que  se  recauden  se  apliquen  con  regularidad  al  objeto  a  que- 
so destinan,  i  disponer  que  se  lleve  cuenta  comprobada  de  su  inversión.' 

^'  Piensa  el  Procurador  que  las  disposiciones  trascritas  son  contra- 
rias al  parágrafo  del  artículo  23  de  la  Constitución  nacional,  que  dice  i 

'Para  los  gastos  de  los  oultoe  establecidos  a  que  se  establezcan  en 
los  Estados  Unidos,  no  podrán  imponerse  contribuciones.  Todo  culto 
se  sostendrá  con  lo  que  los  respectivos  relijionarios  suministren,  vo- 
luntariamente.' 

''Basta,  en  efecto,  la  simple  lectura  de  las  dispomciones  que 
acaban  de  ser  copiadas,  para  advertir  que  la  lei  del  Oauca  se  halla  en 
contradicción  evidente  con  el  precepto  constitucional;  pueala  primera 
destina  una  parte  de  las  rentas  publicas  formadas  con  las  contribu- 
ciones forzosas  impuestas  ^or  la  lei  a  los  miembros  del  Estado,,  a  un 
servicio  gue,  según  lo  prescribe  la  Constítucionj  debe  ser  atendido  con 
las  contnbuciones  voluntarias  de  los  respectivos  reUjionarios. 

"  Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando  justicia  e& 
nombre  de  los  Estados  unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei, 
suspende  la  ejecución  del  decreto  número  68,  de  fecha  30  de  octubre 
de  1873,  espedido  por  la  Lejislatura  del  Estado  del  Cauca. 

''Bemítastí  el  espediente  al  Senado  con  copia  de  este  acuerdo; 
comuniqúese  al  Presidente  del  Este.do  del  Cauca,  i  publfquese  por 
la  imprenta."     . 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por 
unanimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  conelayó  el 
presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  B<íjas  Q-abmix).— Manuel  M.  BakíIkez. — 
José  M.  Villamizar  G.  -  Eafael  *  Bocha.  G. — ^Manuel  MasCa  Ma- 
piJSDO.— El  Secretario,  Rafael  E,  Santander. 

Es  copia  conforme — ^Bogotá,  29  de  enero  de  1874 
El  Secretario,  Bc/ad  K  Santander. 

Intobbie  de  la  gomisioh  del  Senado. 

Oiudáidanos  SenadoríDS. 

La  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Oauea  espidió  en  26  de 
ocj;ubre último,  i  el  Poder  Ejecutivo  del  mismo  Estado  sancionóen 
31  del  propio  mes,  el  decreto  número  68,  qtre  lie  hulla  pobl^ado.  3i  jA 
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numero  18  del  "  Bejistro  Oficial,"  órgano  do  dicho  Gobierno,  revestida 
de  la  correspondiente  nota  de  autenticidad,  por  el  cual  se  ceden  al 
distrito  de  Morales  (municipio  de  Popayan),  por  el  término  de  cuatro 
años,  los  derechos  de  degüello  que  se  cobran  por  cuenta  del  Estado 
«a  a^el  distrito,  para  apUcarlos  esclusivamente  .  a  la  construcción  de 
una  Iglesia. 

El  Procurador  jeneral  de  la  Nación  solicito  de  la  Corte  Suprema 
federal,  en  uso  de  sus  atribuciones  constitucionales,  en  31  de  diciem- 
bre de  1873, 1&  suroension  del  mencionado  acto  lejislatívo,  por  consi- 
derarlo contrario  al  parágrafo  único  del  artículo  23  de  la  Constitución. 
Apoyándose  en  el  mismo  fundamento,  la  Corte  Suprema  suspendió 
•el  decreto  de  que  se  trata,  i  decidió  enviar  al  Senado  de  Plenipoten- 
ciarios el  espediente  creado,  a  fin  de  que  este  cuerpo  decida  definiti- 
vamente acerca  de  la  validez  o  nulidad  del  acto  mencionado,  como 
contrario  a  la  lei  fundamental  de  la  Bepublica. 

I  los  infrascritos,  que  juzgamos  evidente  la  pugna  que  existe 
entre  el  acto  de  la  Lejislatura  del  Cauca,  de  que  se  ha  hecho  referencia, 
i  eHexto  constitucional  citado,  os  proponemos  el  siguiente  proyecto  de 

BESOtüCION . 

''El  Senado  de  Plenipotenciarios^ 


ct 


"Que  el  decreto  numero  68,  espedido  por  la  Lejislatura  del  Estado 
^lobérano  del  Cauca,  en  26  de  octubre  áltirao,  sancionado  por  el  Poder 
Ejecutivo  en  31  del  mismo,  auxiliando  al  distiíto  de  Morales  para 
la  construcción  de  \ma  iglesia,  es  contrario  al  parágrafo  único  del 
artículo  23  de  la  Constitución,  en  virtud  del  cual  no  es  permitido  im- 
poner contribuciones  para  los  castos  de  los  cultos  establecidos  i  que 
sé  establezcan  en  los  Estados  Unidos,  los  que  han  de  sostenerse  con 
suministros  voluntarios; 

"En  uso  de  la  facultad  que  le  está  conferida  en  el  inciso  5.^,  ar- 
tículo 51  de  la  Constitución, 

"  Declara  nulo  el  decreto  número  68,  espedido  por  la  Lejislatura 
del  Estado  soberano  del  Cauca  en  26  de  octuore  último,  i  sancionado 
en  31  del  mismo  mes  por  el  Poder  Ejecutivo,  auxiliando  al  distrito  de 
Morales  (municipio  de  Popayan)  pai-a  la  construcción  de  una  iglesia.'* 

Bogotá,   marzo  21  de  1874 

Ciudadanos  Senadores. 

Makuel  íJzbquiel  Corrales.— Agustín  Abus/— Jacobo  SXííchez. 


Senado  de  Plenipotenciarios.— Bogotá,  81  de  marzo  de  1874, 

La  anterior  resolución  fué  adoptada  por  el  Senado  en  la  forma 
ptefvenida  por  el  Beglamento,  i  en  las  sesiones  de  los  días  28  i  31 
del  ocMTienie. 

Comuniquei9é  i  publíquese. 

£1  PieiBÍdante,  Pahu)  Abosxicena. 
El  Secretario,  JiOio  K"  Péreñ. 
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cxn. 

TA£.1DEZ  del  lucilo  3,*   del  artfcnlo  176  del  CMlf •  «vil  de 

Candína  naarca* 


ACfUEBDO   DE  lA  OOBTB   SXJPBBMA   ÜEDERAL. 

En  Bogotá,  a  yeinte  de  agosto  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres, 
se  oonstituyo  la  Corte  Saprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con  asis- 
tencia del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  Múía  Bójas 
Garrido,  i  demás  señores  Majistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamirez, 
César  Contó,  Juan  M.  Pérez  i  José  María  Yillamizar  G.,  i  se  tomó  en 
consideración  la  solicitud  hecha  por  Heliodoro  Jaramillo  para  que 
la  Corte  suspenda  la  3/  causal  de  divorcio  que  trata  de  las  injurias  de 
palabra  que  hacen  imposible  la  vida  conyugal,  según  lo  prescribe  el 
articulo  176  del  Código  Civil  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca. 
El  señor  Majistrado  doctor  Yillamizar  G.  presentó  el  sigoiente  pro- 
yecto de 

BESOLÜGIOK : 

*' Vistos. — ^Heliodoro  Jaramillo  ha  solicitado  de  la  Corte  que  sus- 
penda la  ejecución  del  inciso  3.^,  artículo  176  del  Código  Civil  de 
Cundinamarca,  en  cuanto  señala  como  causal  de  divorcio,  entre  otras, 
las  graves  i  frecuentes  injurias  i  los  ultrajes  de  palabra  que  hacen  im* 
posibles  la  paz  i  el  sosiego  domésticos. 

"  Qido  el  dictamen  ael  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  favorable 
a  la  lei  cundinamarquesa,  i  terminada  la  sustanciacion  que  para  el  caso 
establece  el  Código  Judicial,  va  la  Corte  a  dictar  la  resolución  que  le 
corresponde. 

^^  lias  razones  en  que  el  peticionario  apoya  su  solicitud  son,  en 
sustancia,  las  siguientes : 

'^' Que  estando  garantizada  a  los  residentes  i  transenntes  en  Co- 
lombia la  libertad  de  espresar  sus  pensamientos  de  palabra  o  por  eserito, 
sin  limitación  alguna,  el  uso  que  se  haga  de  la  palabra  hablíula  o  es* 
crita,  cualquiera  que  él  sea,  no  apareja  responsabilidad  ninguna  civil 
ni  criminal ;  que  el  ddito  de  injurias,  tal  como  se  hallaba  definido  en 
el  Código  Penal,  se  cometía  por  medio  de  la  palabra  i  se  castiga  en  los 
cónyujes  con  el  divorcio,  que  es  una  verdadera  pena,  pues  el  artículo 
194  del  Código  Civil  de  Cundinamarca  llama  criminales  las  causas  por 
que  puede  pedirse  i  obtenerse  la  separación ;  que  habiendo  dejado  de  ser 
la  injuria  un  delito  en  todos  los  demás  casos,  no  debe  subsistir  como 
tal  i  aparejan  pena  tratándose  de  las  relaciones  entre  consortes,  pues 
no  es  permitido  hacer  distinciones  donde  la  lei  no  distingue. 

^^La  anterior  argumentación  reposa,  como  se  ve,  en  el  supuesto  de 
que  el  divorcio  se  ha  establecido  como  castigo  al  ognyuje  que  da  lugar 
a  él,  lo  cual  no  es  exacto,  a  juicio  de  la  Corte. 

"  Es  cierto  que  la  injuria  estaba  erijida  en  delito  por  la  lejidaGion 
de  Cundinamarca,  pero  no  se  caatigaba  <|Qn  el  divorcio  ooande  aquella 
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{ftlta  se  cometía  entre  cónyujés,  lo  que* demaestra  que  no  fué  por  ser 
delito  por  lo  que  se  incluyó  entre  las  causales  de  que  trata  el  surtícu}o 
176  del  Código  Civil,  aino  porque,  como  allí  mismo  se  dice,  las  graves 
i  frecuentes  injurias  pueden  hacer  imposibles  la  paz  i  el  sosiego  domes* 
ticos.  En  consideración  tan  solo  a  los  resultados  que  podía  ser  capas; 
de  producir  en  la  sociedad  doméstica  la  causa  referida,  se  le  asignaron 
efectos  puramente  civiles,  £Ín  que  por  eso  se  coarte  o  restrinja  en  lo 
mínimo  la  libertad  de  que  habla  el  inciso  7.^,  articulo  15  de  |a 
Oonstítucion. 

"  Los  derechos  individuales  que,  según  este  artículo,  el  Gobierno 
general  i  los  Gobiernos  de  los  Estados  tienen  §1  deber  de  reconocer 
1  garantizar,  son  los  llamados  inmanentes,  o  sea  los  <jue  pertenecen 
al  hombre  como  individuo  de  la  especie  humana  i  son  mherentes  a  su 
naturaleza.  Mas  los  que  nacen  délas  múltiples  i  complicadas  relaciones 
civiles  entre  los  asociados,  no  fueron  materia  de  ninguna  provisión 
constitucional. 

"  Así,  en  lo  tocante  a  contratos,  por  ejemplo,  pueden  los  Estados 
darles  existencia  legal,  sometiéndolos,  en  cuanto  a  su  celebración  i  efec^ 
tos,  a  las  formalidades  i  prescripciones  de  la  lei,  o  dejar  el  arreglo  de 
todo  lo  que  a  ellos  concierne  a  la  voluntad  de  los  interesados,  i  su  cum- 
plimiento a  la  fe  privada  de  los  mismos.  Los  derechos  i  las  obligaciones 
que  los  contratos  producen  son,  pues,  mera  creación  de  la  lei  en  cuan- 
to ella  da  o  rehusa  su  sanción  para  hacerlos  efectivos;  i,  consiguientemen- 
tei^  el  Ifijislador  es  libre  también  para  determinar  las  causas  de  estincion 
de  tales  derechos  i  délas  obligaciones  correlativas.  Esto.es  lo  c^ue  ocu- 
rre en  el  caso  de  la  lei  de  Cundinamarca  que  se  examina, 

^^  Establecido  el  matrimonio  como  institución  de  derecho  civil,  se 
fijaron  las  condiciones  mediante  las  cuales  seria  reconocido  i  subsisti- 
ría don  faerza  obligatoria  para  los  contrayentes,  como  así  mismo  las 
causas  de  separación  o  divorcio  i  de  disolución  de  la  sociedad  conyugal. 
La  lei,  en  vez  de  permitir,  como  |)udo,  la  separación  ppr  la  sola  volun- 
tad de  alguno  de  los  cónvujes,  quiso  que  no  se  efectuase  sino  por  moti- 
vos determinados  de  car¿c¡ter  grave,  capaces  de  turbar  la  paz  doméstir 
ca  i  desorganizar  la  f  aouilia,  contrariando  los  fines  con  que  el  matrimonip 
se  ha  establecido. 

"  A  mérito  de  lo  espuesto,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando 
justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad 
de  la  lei,  declara  que  el  inciso  3.<»  del  artículo  176  del  Código  Civil  de 
Cundinamarca  no  es  contrario  a  disposición  nipguna  de  la  Constitución 
nacional,  en  la  |)arte  que  señala  como  causa  de  divorcio  las  graves  i 
frecuentes  injurias  entre  los  cónyujes,  i  se  abstiene  de  suspenderlo. 

-'Comuniqúese  al  Gobernador  del  Estado  de  Cundinamarqa^  pu- 
bliquese  i  dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  los 
votos  de  los  señores  Majistrados  doctores  Eamírez,  Contó,  irérez  i 
YíUamizar  G. 

El  señor  Majistrado  doctor  Bójas  Gbxrido  salvó  su  voto  en  los 
términos  <jae  pasan  a  espresarse : 

''El  infrascrito  Majistrado  no  está  de  acuerdo  con  sus  honorables 
colegas  en  la  decisión  anjberior,  i  por  eso*  salva  su  voto,  fundado  en  las 
razones  siguientes:  30 
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^  El  número  7.^,  artícnlo  15  de  la  GoBstitacion»  garantiza  el  dere- 
cho indÍYÍdaal  de  la  espresion  del  pensamiento  en  estos  términos : 

'  7.^  La  libertad  de  espresar  sos  pensamientos,  de  palabra  o  por 
escrito,  sin  limitación  alguna, 

''  En  virtud  de  este  derecho  ilimitado  desapareció  el  delito  de 
injurias  consistente  en  la  palahra  dichay  por  constituir  ella  una  simple 
espresion  del  pensamiento,  la  cual  en  lo  criminal  estaba  limitada  oon 
la  prohibición  de  la  lei  que  erijia  en  delito  la  injuria  de  palabra. 

"  Si  esta  espresion,  que  ya  no  es  delito,  fuera  causal  de  divorcio, 
se  hallaría  prohibida  por  una  lei  civil,  i  la  espresion  del  pensamiento 
por  medio  de  la  palabra  tendría  ese  limite  le^al  contra  lo  establecido 
en  la  Constitución,  que  la  reconoce  sin  limitacum  alguna, 

'^  Toda  causal  de  divorcio  que  no  provenga  de  la  voluntad  simul- 
tánea de  los  contrayentes  en  el  acto  de  verificarse,  es  una  obligación 
que  la  lei  impono  al  con  juje  que  no  quiere  divorciarse ;  si  esta  obli- 

g ación  se  denva  de  la  espresion  de  un  pensamientOy  la  espresion  esti 
mitada ;  porque  el  derecho  tiene  su  límite  donde  la  obligación  comien- 
za. Las  ooligaciones,  sean  civiles  o  penales,  entrañan  siempre  alguna 
prohibición,  i  las  prohibiciones  limitan  los  derechos. 

*'  Si  el  derecho,  pues,  es  ilimitedo,  como  en  el  caso  presente,  res- 
pecto de  él  no  puede  establecer  ninguna  prohibición  Ja  lei  civil  ni 
penal.  No  es  bastante  decir  que  la  lei  civil  determina  las  condiciones 
de  los  contratos,  i  que  bajo  este  concepto  es  que  establece  la  causal 
indicada  de  divorcio,  porque  de  la  misma  manera  la  lei  penal  det»- 
mina  las  condiciones  de  los  deUtos,  i  bajo  este  concepto  pooria  imponer 
pena  a  la  injuria,  lo  cual  nadie  sostiene. 

"  La  garantía  constitucional  no  se  reduce  a  prohibir  que  se  erijas 
en  delito  Tas  injurias,  sino  que  se  estiende  a  garantizar  la  libexted  de 
espresion  del  pensamiento,  de  palabra  o  por  escrito,  sin  Umüacion 
alguna,  sea  civil  o  penal. 

*'La  injuria  puede  ser  de  palabra  o  de  acción,  según  el  ^Diccionario 
de  la  lengua  en  que  está  escrito  el  artículo  de  cuya  suspensión  sa  trata. 
Este  artículo  no  espresa  la  clase  de  injuria,  i  como  no  puede  oonrrirse 
a  la  definición  del  Código  Penal,  porque  ella  se  refería  solo  al  delito, 
que  ya  no  esxiste,  es  claro  que  el  articulo  establece  come  causal  de 
divorcio  las  injurias,  sean  de  palabra  o  de  acción.  En  el  primer  caso 
ap&ias  hai  espresion  de  pensamiento  por  medio  de  palaora,  ^ue  na 
debe  limitarse.  Al  segundo  caso  no  alcanza  la  garantía  constitucional; 
de  modo  que  mui  bien  puede  establecer  la  lei  como  causal  de  divorcio 
las  injurias  de  acción,  pero  no  las  de  palabra. 

''Las  condiciones  que  las  leyes  establecen  en  los  contratos w 
refieren  a  la  determinación  de  la  vdunJUxd-y  que  es  lo  que  constítuye  las 
obligaciones  civiles,  i  no  a  la  libertad  de  espresar  el  pensamiento  de 

palabra*  o  por  escrito.  .    .    ^       ,  ^ 

^  Puede  espresarse  un  pensamiento  de  palabra  o  por  escrito  ^ara 
manifestar  la  determinación  de  la  voluntad^  formada  en  virtud  del  juicio. 
La  lei  civil  establece  que  esta  determinación  sea  fuente  de  obligaciones; 
porque  a  ella  no  se  refiere  lo  ilimitado  de  la  garantía  constitodonalt 
sino  a  la  espresion  del  pensamiento,  la  cual,  como  se  ve,  solo  sirve  do 
prueba  de  la  determinación  de  la  wAuntad,  pero  no  es  la  ^causa  dfl  1» 
obligación  misma. 
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^  Por  estas  razones  opina  el  infrascrito  Majistrado  que  debe  sus- 
penderse el  inciso  *  3.^  del  artículo  176  del  Comgo  Civil  de  Cundina- 
marca^  en  cuanto  es  contrario  a  la  Constitución  nacional,  por  com- 

Srenderse  en  él  las  injurias  de  palabra,  que  solo  constituyen  espresion 
e  pensamiento,  ^como  causal  de  divorcio  o  separación  entre   los 
cónyujes," 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse  la  Corte,  se  con- 
cIotó  el  presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  majistrado  Presidente 
i  demás  señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Oficial  mayor,  por 
enfermedad  del  Secretario. 

El  Presidente,  JoséM.  EtfJAS  Gabbido.— Manuel  M  RAMfBE?,— 
Césab  Contó,— Juan  M.  Pérez.— José  M.  Villamizar  G.— Por  el 
Secretario,  el  Oficial  mayor,  Joaquín  Fsguerra, 

Es  copia  conforme — ^Bogotá,  veintitrés  de  agosto  de  mil  oclioclen- 
tds  setenta  i  tres. 

El  Secretario,  Bqfad  K  SarUa/nder. 


Infobme  de  la  comisión  del  Senado. 


A  la  Corte  Suprema  federal  ocurrió  el  señor  Heliodoro  Jaramillo, 
denunciando  como  inconstitucional  el  inciso  3.^  del  artículo  176  del 
Código  Civil  de  Cundinamarca,  sancionado  el  8  de  enero  de  1859,  i  pi- 
diendo, en  consecuencia,  que  la  Corte  suspendiese  sus  efectos  o  su 
ejecución,  en  virtud  de  la  atribución  que  le  está  conferida  por  el  artí- 
<mlo  72  de  la  Constitución  nacional. 

Funda  el  señor  Jaramillo  su  petición  en  que,  siendo  una  garantía 
de  los  liabitantes  de  Colombia  "  la  libertad  de  espresar  sus  pensamien- 
tos de  palabra,  o  por  escrito,  sin  limitación  alguna,"  no  pueden  servir 
de  causal  de  divorcio  o  separación  de  los  casados  ''  las  graves  i  fre- 
cuentes injurias  "  que  uno  de  los  cónyujes  baga  al  otro,  como  lo  pres- 
cribe la  disposición  del  Código  que  queda  citada. 

Si  la  disposición  legal  acusaida  fuese,  en  concepto  de  vuestra  comi- 
fiáon,  realmente  opuesta  al  inciso  7.''  del  artículo  15  déla  referida  Cons- 
titución, se  limitaria  a  proponeros  resolvieseis  que  el  Senado  no  tenia 
de  qué  ocuparse,  puesto  que  habiéndose  sancionado  i  promulgado  el 
Código  Civil  de  que  se  trata  antes  de  que  se  espidiese  la  Constitución, 
babia' quedado  aquél  derogado  por  esta,  en  todo  lo  que  estuviera  en 
pugna  u  oposición.  Así  se  na  resuelto  por  el  Senado  en  los  casos  en 
que  han  sido  denunciados  como  inconstitucionales  los  actos  lejislativos 
espedidos  por  los  Estados  antes  de  haberse  promulgado  dicha  Consti- 
tución. (Véanse  las  resoluciones  del  Senado  marcadas  con  los  números 
7,  8, 10, 11, 13  i  14  del  Códieo  respectivo.) 

Vuestra  comisión,  por  el  contrario,  juzga  que  el  mencionado  inciso 
3.^  del  artículo  176  en  nada  contraría  el  numero  7.^  del  artículo  15  de 
la  carta  f  andaxnental  del  país.  El  primero  dice  así : 

'|ijrt.  176.  Son  causas  para  que  los  cónyujes  puedan  pedir  la  sepa- 
*^  radon  o  divorcio : 


ii 


tt 


**  3.»  Las  graves  i  frecuentes  injurias,  los  ultrajes,  el  trato  crtiel  í 
**  los  maltratamientos  de  obra,  si  con  ellos  peligra  la  vida  de  los  consor^ 
"  tes,  o  se  hacen  imposibles  la  paz  i  el  sosiego  domédticos." 

I  la  disposición  constitucional  que  el  señor  Jaramillo  considera 
infrinjida,  está  concebida  en  estos  términos  : 

"  Art.  15.  Es  base  esencial  e  invariable  de  la  Union  entre  los  Es- 
tados, el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral 
*  i  de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  Uno  de  los  Estados,  de  los  dere- 
chos individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en 
"  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  a  saber. ..... 

"  7"  La  libertad  de  espresar  sus  pensamientos  de  palabra  o  por 
escrito,  sin  limitación  alguna." 

En  la  luminosa  esposicion  de  la  doctrina  constitueional  que  et  se^* 
ñor  Procurador  jeneral  de  la  Ünion  presenta  a  la  Corte  Suprema,  con 
ocasión  al  denuncio  del  señor  Jaramillo,  dijo :  "  Sucede  por  lo  común 
que  la  breve  enunciación  de  los  principios  fundamentales  de  organi¿á-^ 
cion  de  los  poderes  públicos,  o  de  los  derechos  individuales  consigna- 
liados  en  las  constituciones  políticas,  causan  estravío  en  algunos  ánimos 
reáexivos,  i  no  poca  confusión  de  ideas." 

I  efectivamente,  ciudadanos  Senadores,  una  cosa  es  tener  libertad 
absoluta  o  completa  de  espresar  sus  pensamientos  por  escrito  i  de  pa- 
labra, i  otra  es  hacer  imposible  la  paz  i  el  sosiego  domésticos,  con  las 
frecuentes  i  graves  injurias  del  uno  al  otro  cónyuje,  cuando  la  base 
esencial  del  matrimonto  os  la  armonía  i  buena  intelijencia  entre  los  Ca- 
sados, i  la  deferencia  i  consideración  que  mutuamente  se  guaixlen  ;  así 
como  si  se  hubiese  establecido  como  causal  de  divorcio  el  abandono 
que  uno  de  los  cónyujes  hiciera  en  absoluto  del  otro,  no  podria  soste* 
nerse  que  tal  prescripción  seria  opuesta  al  inciso  8.^  del  mismo  artículo 
15,  que  consagra  la  garantía  de  'Ma  libertad  de  Viajar  en  el  territorio  de 
los  Estados  Unidos  i  de  salir  de  él,"  porque  esa  indiferencia  o  abando- 
no que  hiciera  en  absoluto  uno  de  los  cónyujes  respecto  del  otro,  au- 
sentándose del  país  i  olvidando  stis  obligaciones,  lejos  de  ser  una  con- 
dición del  contrato  matrimonial,  es  evidentemente  contrario  al  objeto 
de  ese  contrato. 

La  Corte  üó  tuvo  por  conveniente  acceder  a  la  solicitud  del  señor 
Heliodoro  Jaramillo,  aunque  uno  de  los  Majistrados  disintió  de  la  Opi- 
nión de  los  demás,  i*fué  de  parecer  que  debia  suspenderse  la  ejecución 
del  inciso  mencionado. 

Vuestra  comisión  considera  que  en  el  territorio  de  los  Estados 
Unidos  de.  Colombia  es  ilimitada  la  espresion  del  pensaíniento  por  es- 
crito i  de  palabra ;  i  así  es  que,  conforme  al  inciso  3.®  del  referido  artí- 
culo 15  déla  Constitución  federal,  está  consagrada  la  libertad  individual, 
que  no  tiene  mas  límites  que  la  libertad  de  otro  individuo.  Pero  éomo 
con  la  espresion  de  un  pensamiento  injurioso  a  uno  de  los  casados  i 
proferida  por  el  otro,  se  crea  una  situación  doméstica  anormal,  es  decir, 
im  hecho  que  desconcierta  o  desnaturaliza  esencialmente  la  índole,  así 
como  destruye  los  fines  del  contrato  de  asociación  conyugal,  se  sigue, 
con  sobrada  lójica,  que  las  injurias  frecuentemente  proferidas  estraK- 
mitan  la  libertad  de  la  espresion  del  pensamiento,  toda  la  vez  que  de 
ella  resulta  un  hecho  que  daña  al  cónyuje  ofendido,  quien,  al  celebrar 
con  entera  espontaneidad  el  contrato  de  matrimonio,  tuvo  en  mira  la 


felicidad  derivada  del  mutuo  buen  trato  i  de  la  vida  cordial  de  los  es- 
posos, -por  cierto  uno  de  los  principales  fines  de  osa  antigua  como 
"Uiliversalmente  establecida  asociaóión,  -  i  no  el  desprecio  i  la  deshonra 
consiguientes  a  ese  estado  de  cosas  que  orijinan  las  injurias  graves  con 
que  uno  de  los  dos  casados  ofende  a  su  consorte. 

Así,  pues,  es  mui  cierto  que  en  Colombia  no  tiene  limitación  la  es- 
presion  del  pensamiento  ;  pero  d  hecho  de  interrumpir  un  acto  publico 
u  oficial  cualquiera  por  medio  de  la  palabra,  por  ejemplo,  no  está  ga- 
rantiizsado  por  la  Constitución.  Interrumpir  un  acto  es  cosa  mui  distinta 
de  la  garantía  de  la  palabra. 

Los  contratos,  verbales  o  escritos,  no  son  simples  espresiones  del 
pensamiento  :  son  compromisos,  i  como  tales  son  hechos  respecto  de  los 
cuales  no  ha  dejado  ni  querido  hacer  mención  el  inciso  7."  dúl  artículo 
15  de  la  Constitución  federal. 

El  señor  Jaramiilo  asienta  en  su  memorial  güe  la  injuria  apareja 
responsabilidad  entre  los  casados;  que  queda  erijida  en  delito  i  sujeta, 
por  tanto,  a  la  pena  de  la  separación';  mas  no  es  exacto  que  la  injuria 
que  haga  un  consorte  al  otro  esté  constituida  ep  dehto.  Para  decretar- 
le el  divorcio  no  se  sigue  im  juicio  criminal,  ni  se  impone  pena  alguna 
de  las  determinadas  en  el  Código  Penal.  El  juicio  sigue  los  trámites  de 
la  via  civil  ordinaria,  i  en  él  recae  una  decisión  semejante  a  la  que  re- 
caería o  podría  recaer,  siempre  que  se  ventile  o  examine  si  se  ha  faltado 
a  una  de  las  condiciones  esenciales  del  contrato,  o  a  uno  cualquiera  de 
los  deberes  que  de  él  se  derivan ;  i  a  nadie  se  ha  ocurrído  hasta  ahora 
aseverar  que  cuando  se  falla  anulando  o  rescindiendo  un  contrato  o 
decidiendo  que  por  alguna  de  las  partes  se  ha  violado  o  dejado  de 
cumplir,  se  impone  pena  a  uno  de  los  contratantes. 

La  sociedad  conyugal  no  se  ha  establecido  para  que  los  esposos 
vivan  insultándose  o  injuriándose,  ni  para  que  el  de  carácter  pacifico  i 
moderado  sea  victima  del  desprecio  i  de  las  ofensas  del  mas  inconside- 
rado i  de  carácter  díscolo.  No ;  i  si  uno  de  ellos,  con  el  uso  de  la  pala- 
bra, olvidara  todos  los  miramientos  que  mutuamente  se  deben,  ultrajara 
sin  cesar  al  otro  cónyuje,  e  hiciera  de  esa  manera  imposibles  la  paz  i 
el  sosiego  domésticos,  ese  que  así  procediera,  no  contaría  jamas  con  el 
amparo  de  la  garantía  de  la  libertad  de  la  palabra,  porque  en  ese  caso 
so  se  trataría  absolutamente  de  ésta,  sino  de  un  hechOf  de  una  situación 
creada,  para  la  cual  no  se  ha  establecido  en  ningún  país  el  vínculo  del 
matrímonio,  sino  para  objetos  sagrados  mui  distintos.  Al  consorte 
ofensor  no  se  le  impondrá  silencio,  porque  esto  lo  resiste  la  Constitu- 
ción ;  pero  se  le  puede  justamente  separar  del  que  recibe  1»  injuría, 
porque  no  está  en  dicho  Código  consagrada  la  tolerancia  de  las  injurías 
entre  los  casados. 

No  hai  derecho  contra  el  derecho,  se  ha  dicho  mui  bien  ;  i  el  cón- 
yuje  ofendido  lo  tiene  para  que  el  contrato  de  matrímonio  celebrado 
BO  se  relaje. 

Por  consiguiente,  vuestra  comisión,  en  Hdéríto  de  lo  que  d^ja  es- 
puesto, se  atreve  a  proponeros  que  adoptéis  el  proyecto  de  resolución 
que  simie : 

El  Senado  de  Plenipotenciaríos,  en  uso  de  la  atribución  6.^  del 
artículo  51  de  la  Constitución  de  la  Union, 


—  \1^^  — 

EESÜELVE  : 

Declárase  válido  el  inciso  3.°  del  artícnlo  176  del  Código  Civil  dd 
Estado  soberano  de  Cundinamarca,  sancionado  el  8  de  enero  de  1869, 
porque  no  es  contrarío  al  inciso  7.^  del  artículo  15  de  la  Constitocicm 
nacional. 

Bogotá,  marzo  23  de  1874. 

Manuel  Ezeqüiel  Coiíkales.— Agustín  Ahiab. — Jaoobo  Sanchbz 

Senado  de  PleiiipoteDciarios— Boorotá,  81  de  marzo  de  1874. 

Discutida  la  anterior  resolución  según  lo  previene  el  reglameintOy 
fue  adoptada  en  los  dias  30  i  31  del  corriente.  Tubliquese  en  el  "  Dia- 
rio oficial "  i  comuniqúese  a  quien  corresponda. 

El  Presidente,  Pablo  Arosemena. 

El  Secretario,  Julio  K  Pérez. 


cxin. 


del  artículo  35  I  demás  que  fie  refieren  al  ramo  de 
aguardientes  de  la  let  2S  del  Kstado  de  Boyacá,  sancionada 

el  12  de  setiembre  de  I96§. 


Acuerdo  de  la  Sufbeica  Cobte  federal. 

En  Bogotá,  a  primero  de  diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  i 
tres,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con 
asistencia  del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  M.  Bójas 
Garrido,  i  demás  señores  Majistrados,  doctores  Manuel  M.  Ramírez, 
Cesar  Contó,  Juan  M.  Pérez  i  José  María  Villamizar  G.,  i  se  tomó  en 
consideración  la  solicitud  que  hace  Agustin  Landínez  para  que  se  sos* 

Senda  el  artículo  35  i  sus  análogos  de  Ik  leí  XXYln  del  Estado  de 
^ojacá  sobre  aguardientes. 

El  señor  Majistrado  doctor  Pérez  presentó  el  siguiente  proyecto  de 

res  OLU  cion: 

*^  Estando  aún  pendiente  en  esta  Suprema  Corte  la  sustanoíacion 
de  una  solicitud  de  Agustin  Landínez  para  que  se  suspendiera  el 
artículo  35  i  sus  análogos  de  la  lei  XaVUI  del  Estado  de  Boyacá, 
ocurrió  el  mismo  Landínez  al  Senado  de  Plenipotenciarios  solicitando 
la  anulación  de  las  mismas  disposiciones  legales ;  i  como  ya  aquella 
corporación  habia  resuelto  no  ocuparse  en  los  asuntos  de  esta  clase 
sin  haberse  decidido  previamente  por  esta  Suprema  Corte  sobre  la 
suspensión  del  respectivo  acto  lejislativo,  dispuso,  para  que  tal  decisión 
fuese  provocada,  la  remisión  al  Procurador  jeneral  de  la  ünion  de 
la  sohcitad  de  Landínez  sobre  anulación,  en  parte,  de  la  referida 

lei  xxvin. 
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"Becibido  en  esta  superioridad  el  nuevo  espediente  í  acumulaclo 
al  de  la  suspensión  solioitada  por  el  mismo  Landínez,  se  hacen,  para 
decidir  el  punix),  las  siguientes  consideraciones,  una  vez  que  el-  asunto 
Ka  sido  ya  sustanciado  de  la  manera  que  la  lei  previene. 

"  Aunque  Landinez  no  espresa  en  ninguno  de  sus  escritos  la  fecha 
de  la  lei  a  que  se  refiere,  la  Corte  da  por  sentado  que  ésta  es  la  de  12 
de  setiembre  de  1868,  organizando  i  fijando  el  sistema  rentístico  del  Es- 
tado, porque  con  esa  fecha  la  ha  designado  en  su  vista  el  Procurador 
de  la  ünion,  i  porque  esa  fué  la  lei  que  estableció  en  Boyacá  el  mo- 
nopolio del  aguardiente,  contra  el  cual  se  dirijen  las  observaciones 
de  Landinez. 

'^  Esto  sentado,  he  ac[uí,  a  la  letra,  el  aitículo  35  de  la  lei  citada : 

*  Axt.  35.  La  producción  del  aguardiente  no  es  ubre  en  el  Estado. 
No  puede  obtenerse  el  derecho  a  destilar  i  vender  aguardientes  sino 
por  medio  de  remate  público  conforme  a  esta  lei. 

*  Parágrafo.  Compréndese  en  este  derecho  la  facultad  de  cobrar 
Tin  impuesto  de  40  centavos  por  cada  ocho  litros  de  licores  alcohólicos 
que  se  den  a  la  venta.' 

"  Del  artículo  trascrito  no  resulta  que  el  Estado  de  Bojacá  haya 
hecho  otra  cosa  que  reservarse  como  arbitrio  rentístico  cierto  ramo 
de  industria :  la  producción  del  aguardiente. 

"I  ¿pudo  hacer  eso  dentro  de  la  esfera  de  su  acción  constitucional? 

*^  Besponde  afirmativamente  el  inciso  9.^,  artículo  15  de  la  Cons- 
titución federal,  que  dice  así: 

*  9.°  La  libertad  de  ejercer  toda  industria  i  de  trabajar  sin  usurpar 
la  industria  de  otro,  cuya  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente 
Ifts  leyes  a  los  autores  de  inventos  útiles,  ni  la  que  se  reserven  la  Union 

0  los  Estados  como  arbitrio  rentístico,  i  sin  embarazar  las  vias  de  co- 
municación, ni  atacar  la  seguridad  i  salubridad.' 

"  En  cuanto  a  los  ademas  artículos  conexionados  con  el  35,  Lan- 
dinez no  los  cita ;  pero  la  Corte  sí  los  ha  examinado  cuidadosamente, 
i  tampoco  ha  encontrado  en  ellos  motivo  alguno  que  autorice  su  sus- 
pensión. Tienen  por  objeto  todos  ellos  asegurar  en  favor  del  Estado  los 
productos  o  rendimientos  del  monopolio  establecido  por  el  artículo  35, 

1  en  ese  desarrollo  no  se  ha  trasgredido  ningún  precepto  de  las  leyes 
nacionales. 

"Que  la  lei  de  que  se  trata  sea  contraria  al  espíritu  eminentemente 
democrático  de  nuestro  sistema  de  gobierno,  que  sea  tiránica  i  veja- 
toria para  los  contribuyentes,  que  sea  poco  o  nada  liberal  i  filosónco 
ese  arbitrio  rentístico,  todas  éstas,  que  son,  mas  o  menos,  las  razones 
alegadas  por  Agustin  Landinez  en  apoyo  de  su  soUcitud,  serán  muí 
buenas  para  derogar  o  reformar  la  lei  acusada,  pero  nó  para  fundar 
la  suspensión  de  ella,  porque  ésta  no  puede  ni  debe  tener  otro  funda- 
mento que  la  estralimitacion  clara  i  manifiesta  del  lejislador  seccional 
en  la  espedicion  del  acto  lejislatívo  denunciado. 

'*  Por  tanto,  la  Corte  Suprema  federal  resuelve  que  no  se  está  en 
el  caso  de  ejercer,  respecto  de  la  lei  XXVill  del  Estado  de  Boyacá, 
sancionada  en  12  de  setiembre  de  1868,  la  atribución  conferida  a 
este  Supremo  Tribunal  en  el  artículo  72  de  la  Constitución  federal. 

^'  Dése  cuenta  al  Senado  de  Plenipotenciarios,  comuniqúese  al  Po- 
der Ejeeutivo  del  Estado  de  Boyaoá,  i  públiquese  en  el  Diario  OfidaV* 
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Disentido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corto  lo  aprobó  por  tma« 
nimidad. 

I  fcomo  no  hubiera  otro  asunto  de  que  ocuparse,  se  conclayó  e][ 
presento  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demias 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  E(íjas  Garrido.-- -Ma2íTjEL  M.  BAHfsEz. — 
César  Contó.  — Juan  M.  Pérez. — José  M.  Villamizar  G. — El  Secre- 
tario, Bafod  JE.  Santander. 

Es  copia  conforme — Bogotá,  diez  do  diciembre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  tres. 

El  Secretario,  Rafael  É.  Saiüander. 


Infobme  pe  la  comisión  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores, 

El  señor  Agustín  Landínez  denunció  tanto  al  Senado  como  a  la 
Suprema  Corte  federal^  i  como  contrarias  a  la  Constitución,  según  sa 
concepto,  las  disposiciones  de  los  artículos  35  i  sus  análogos  de  la  lei 
28  del  Estado  soberano  de  Boyacá.  Besuelto  por  el  Senado,  en  las 
sesiones  del  año  próximo  pasado,  que  la  solicitud  se  pasara  a  la  Corte, 
fueron  acumulados  ambos  memoriales,  respecto  de  los  cuales,  i  previa  la 
sustanciacion  del  negocio,  se  resolvió  por  dicha  Corte,  en  acuerdo  cele- 
brado por  unanimidad  de  votos  de  los  cinco  Mujistrsidos,  i  de  confor- 
midad eon  la  opinión  del  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  ^'  que 
no  se  estaba  en  el  caso  de  ejercer ,  relativamente  a  la  mencionada  leí, 
sancionada  en  doce  de  setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  i  ocho,  la 
atribución  que  le  está  conferida  por  el  artículo  72  de  la  Constitución 
federal." 

La  lei  28,  "  organizando  i  ñjando  el  sistema  rentístico  del  Estado 
de  Boyacá,"  en  su  artículo  35  prescribe  lo  siguiente  : 

"  La  producción  del  aguardiente  no  es  libre  en  el  Estado.  No  puo- 
de  obtenerse  el  derecho  a  destilar  i  vender  aguardiente  sino  por  medio 
de  remate  público,  conforme  a  esta  lei." 

"  Parágrafo.  Compréndese  en  este  derecho  la  facultad  de  cobrar 
un  impuesto  de  cuarenta  centavos  por  cada  ocho  litros  de  licores  alco- 
hólicos que  se  den  a  la  venta." 

I  los  demás  artículos  que  tienen  analojía  con  el  copiado,  dau  com- 

Sleto  desarrollo  a  la  idea  de  establecer  el  arbitrio  rentístico  en  la  pro- 
uccion  del  aguardiente. 

El  señor  Landínez  aduce  algunas  razones  contra  las  espr^sadas 
disposiciones,  las  cuales,  al  estimarse  mui  buenas,  podrían  servir  para 

S remover  la  reforma  o  derogatoria  de  esas  miomas  disposiciones,  pero 
e  ningún  modo  lo  son  para  demostrar  su  inconstitucioDalid^d.  Porqne, 
en^efecto,  el  inciso  9.^  ael  artículo  15  de  la  Constitución  nacioipal,  que 
es  el  que  tiene  íntima  conexión  con  el  punto  que  se  ventila,  garantiza : 
^' La  libertad  de  ejercer  toda  industria  i  de  trabajar  sin  usurpar  la 
industria  do  otro,  cuja  propiedad  hayan  garantizado  temporalmente 
las  leyes  a  les  autores  de  inventos  útiles,  ni  la  que  se  reserven  la  Union 
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O  lod  Estados  como  arbitrio  rentístico,  i  sin  embarazar  las  yias  de  oo« 
mrinicacion,  ni  atacar  la  seguridad  i  salubridad." 

De  manera  que,  aunque  en  el  Estado  de  Boyacá  los  particulares 
no  tienen  libertad  de  ejercer  la  industria  de  producir  i  vender  aguar- 
diente,  pues  solo  a  los  arrendadores  o  rematadores  del  derecho  de 
verificar  esas  oper&ciones  les  es  licito  su  ejercicio,  no  se  puede  sostener 

aae  los  artículos  correspondientes  de  la  citada  lei,  que  tratan  del  ramo 
e  aguardientes,  sean  opuestos  a  tal  garantía ;  porque  antes  bien,  la 
libertad  en  el  ejercicio  de  la  industria  está  limitada  por  el  derecho  de 
propiedad  que  adquieren  o  tienen  adquirido  temporalmente,  conforme 
a  las  leyes  naciondes,  los  autores  de  inventos  útiles,  i  por  el  derecho 
que  la  Éepública  como  los  Estados  se  han  reservado  sobre  las  mismas 
industrias  como  fuentes  de  recursos  fiscales  o  arbitrios  rentísticos. 

Vuestra  comisión  concluye  suplicándoos  que,  si  lo  tenéis  a  bien, 
como  ella  lo  cree,  impartáis  vuestra  aprobación  al  siguiente  proyecto : 
"  El  Senado  de  Jrlenipotenciarios,  usando  de  la  atribución  que  le 
da  el  inciso  6.^  del  artículo  51  de  la  Constitución  federal, 

besuelve: 

*'  Son  válidos,  por  no  ser  contrarios  a  dicha  Constitución,  el  artículo 
85  i  los  demás  que  se  refieren  al  ramo  de  aguardientes,  de  la  lei  28  del 
Estado  soberano  de  Boyacá,  sancionada  el  doce  de  setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  i  ocno^' organizando  i  fijando  el  sistema  rentístico 
del  Estado." 

Bogotá,  marzo  16  de  1874. 

J.  SÁNCHEZ.— AoirsTiN  Abiab— Manttsl  Ezeqtjiel  Cobbaub». 

Senado  de  Plenipotenciaríos. — Bogotá,  marzo  81  de  1874. 

La  resolución  con  que  termina  este  informe  ha  sido  aprobada  por 
el  Senado  en  dos  debates,  que  tuvieron  lugar  en  los  dias  30  i  31  del  mes 
que  termina  hoi. 

Comuniqúese  i  désele  publicidad. 
El  Presidente,  Pablo  Abosemena* 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


CXIV- 


TAI<IDE2  del  artículo  !.•  de  la  lei  356  delCstadodel  Canea, 
de  30  de  seUcmbre  de  1§79»  adicional  al  Código  de  IHinat.    . 

Aoüebdo  de  la  Cobte  Supbeka  fedebal. 

_  * 

En  Bogotá,  a  dos  de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
del  señor  Majistrado  Residente,  doctor  José  María  Rojas  Garrido,  i 
demás  señores  Majisfarados,  doctores  Manuel  M.  Ramírez,  César  Contó, 

31 
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Jtian  M.  Párez  i  José  M.  Yillamizar  G.»  i  se  tomó  en  comddencíoii  Is 
solÍGÍtad  de  Manuel  José  Echey erri  i  Manuel  José  Ayala,  diñjida  al  Se- 
nado i  presentada  a  la  Ciorte  por  el  Procurador  jeneral  de  la  Nación, 
sobre  que  se  anule  el  articulo  1.^  de  la  leí  356,  adicional  a  la  66  del 
Código  de  Minas,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislatiya  del  Estada 
soberano  del  Cauca  en  20  de  setiembre  de  1872, 

'  El  señor  Majistrado  doctor  Yillamizar  G.  presentó  el  mgnienio 
proyecto  de 

BESOLUOION. 

"  Vistos — ^Manuel  J.  EcheTorri  i  Manuel  J.  Ájala  ocurrieron  al 
Senado  de  Plenipotenciarios,  en  sus  sesiones  del  presente  año,  solici- 
tando decretase  la  anulación  del  artículo  1.°  de  la  lei  del  Estiado  del 
Cauca,  señalada  con  el  numero  366,  de  1872,  adicional  a  la  66  (Código 
de  Minas).  No  habiendo  el  Senado  resuelto  tal  solicitad,  mandó  qoB 
se  pasara  al  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  i  este  fancionario  la  na 

{>resentado  a  la  Corte  con  tma  esposicion  en  que  sostiene  la  yalidez  de 
a  lei  denunciada  i  espresa  el  concepto  de  que  no  debe  suspenderse  su 

ejecución. 

*^  El  artículo  1.^  de  la  lei  del  Cauca  se  halla  concebido  así: 
*  La  esplotacion  de  las  minas  de  esmeraldas,  declarada  libre  por 
la  Nación,  i  las  de  cal,  yeso  i  demás  sustancias  semejantes  o  de  igasl 
naturaleza,  está  sujeta  a  las  reglas  establecidas  en  el  título  6.^,  ar- 
tículos  48  a  60  inclusive  de  la  lei  66,  para  las  minas  de  sulfato  de 
hierro;  siendo  igusJmente  aplicables  las  disposiciones  de  dicha  lei' 
^'Opinan  los  peticionarios  (jue  la  disposición  anterior  es  contraria 
a  la  del  artículo  1.  de  la  lei  nacional  de  31  de  mayo  de  1870,  que  declaró 
libre  la  esplotacion  de  las  minas  de  esmeraldas,  i  autorizó  a  los  Estados 
para  lejislar  sob  e  la  materii»  como  a  bien  lo  tuviesen,  manteniendo  él 
principio  de  la  libertad  de  esplotacion  por  los  particulares,  porque  d 
artículo  60  del  Código  de  Minas  concede  al  dueño  del  terreno  en  que 
estuviese  la  de  esmeraldas,  el  escluavo  derecho  para  esplotarla  aun  sm 
necesidad  de  solicitar  el  permiso  de  ninguna  autoridad;  i  conforme  al 
artículo  51  del  mismo  Código,  'si  el  propietario  no  es^lota  las  mineras, 
cualquier  individuo  podrá  esplotar  la  que  denuncie  i  obtendrá  el 

Sermiso  correspondiente ;  pero  previamente  se  le  notificatá  al  dueño 
el  terreno  que  él  puede  hacer  la  esplotacion  si  ól  da  principio  dentro 
de  treinta  días,  i  SI  pasado  este  termino  el  propietario  no  hubiere  de- 
clarado que  va  a  emprender  el  trabajo,  i  ñjado  la  época,  que  no  será 
mayor  de  tres  meses,  se  dará  al  denunciante  fel  permiso  ¿c 

"  Las  anteriores  disposiciones  hacen  depender,  según  los  peticio- 
narios, la  esplotacion  de  las  minas  de  esmeraldas,  del  capricho  i  el 
interés  egoista  de  los  dueños  de  terrenos,  pues  bastará  que  estos  ejecu* 
ten  algunos  trabajos,  aun  sin  intención  de  continuarlos,  para  impedir  a 
otros  el  ejercicio  de  una  industria  que  la  lei  nacional  ha  declarado  en- 
teramente libre. 

*^  Terminada  la  susiuiciacion,  i  agregados  en  copia  al  espediente 
los  artículos  del  Código  de  Minas  a  que  se  refiere  1^  lei  356  del  Cauca, 
para  Resolver  se  considera  lo  siguiente : 

"  Abolido  por  la  lei  de  81  de  ma^^o  de  1870  el  monopolio  qae  h, 
TSwion  habia  eonsorvado  sobre  las  minas  de  esmeraklaB,  los  E¿Udóft 


—  248  — 

Bo  pneden  restablecerlo  eu  provecho  su^o  m  de  otra  algnna  entidad» 
por  prohibirlo  espresamente  la  citada  lei  al  prevenir  en  bu  artículo  1.^ 
<¡ae  se  mantenga  el  principio  de  la  libertad  de  esplqtacion.  Pero  con 
este  principio  no  es  incompatible  lo  dispuesto  en  los  artículos  50  i  61 
del  Código  de  Minas  del  Cauca,  reproducidos  en  la  leí  356;  pues  conce- 
diendo a  los  propietarios  de  terrenos  donde  haya  minas  de  esmeraldas, 
la  preferencia  para  beneficiarlas,  no  se  establece  un  monopolio  en  favor 
de  determinadas  personas,  ni  se  restrinje  la  libertad  de  ejercer  esta  in- 
dustria, siendo  así  que  pueden  dedicarse  a  ella  cuantos  se  encuentren 
en  id^tioas  circunstancias,  del  mismo  modo  que  pueden  consagrarse  a 
la  agricultura,  por  ejemplo,  los  que  tengan  voluntad  i  posean  Tos  ele- 
mentos necesarios  para  cultivar  la  tierra.  Si  a  los  que  carden  de  ellos 
les  está  prohibido  apoderarse  de  una  heredad  ajena  para  esplotarla, 
no  por  eso  la  industria  agrícola  deja  de  ser  libre. 

"  A  las  demás  disposiciones  del  Código  de  Minas  q|ue  manda  ob- 
servar la  lei  356,  no  les  hacen  objeción  alguna  los  peticionarios,  ni  la 
Corte  encuentra  en  ellas  nada  que  sea  contrario  a  la  Constitución  o  a 
las  leyes  de  la  la  ünion. 

**  Por  los  fundamentos  espuestos  i  reproduciendo  los  que  contie- 
ne la  vista  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  la  Corte  Stmrema 
federal,  administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de 
Oolombia  i  ^or  autoridad  de  la  lei,  se  abstiene  de  suspender  la  ejecu- 
ción de  la  lei  del  Cauca,  de  1872,  señalada  con  el  numero  356. 

^'  Comuniqúese  esta  resolución  al  Presidente  del  Estado  del  Cauca, 
remítase  copia  con  el  espediente  al  Senado,  i  publíquese." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por 
unanimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  conclirjró  el 
presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  Btf jas  Garrido — Manuel  M.  BAMfíiEz — 
Césab  Cooto— Juan  M.  Pércz.^  José  MARfA  Villamizah  G.— El  Secre- 
tario, Bq/ad  K  Saniaruler. 

Es  copia  conforme. — ^Bogotá,  tres  de  octubre  de  mil  ochocientos 
setenta  i  ixes,— El  Secretario,  Bc/ad  E.  Santander. 


iNFORfiOS  DE  LA  COMISIÓN  DEL  SSNADa 

Oiudadanos  Senadores, 

Los  señores  Manuel  J.  Echeverri  i  Manuel  M.  Ayala  han  solicitado 
del  Senado  de  Plenipotenciarios  la  declaratoria  de  nulidad  del  artículo 
l.<»dela  lei  nánero  366  del  Estado  soberano  del  Cauca,  de  20  de 
setiembre  de  1872,  considerándolo  en  pugna  con  la  lei  nacional  de  31 
de  mayo  del  mismo  año,  ^^  sobre  abolición  del  mohopolio  fiscal  de  las 
xninas  de  esmeraldas." 

El  Código  de  Minas  del  Estado  soberano  del  Cauca  establece  (ar- 
tfoulos  48  a  60)  ciertas  reglas  para  la  esplotacion  de  las  minas  de  eul- 
íbAo  de  hierro,  i  el  artícalo  denunciado  aplica  las  mismafl  disposiciones 
a  las  minas  de  esmeraldas,  lo  que,  en  concepto  de  los  peticionarips, 
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contraría  la  libertad  decretada  por  la  leí  de  la  ünion  a  que  nos  re- 
ferimos. 

A  juicio  de  vuestra  comisión,  qne  se  halla  perfectamente  de  acuer- 
do con  las  ideas  sostenidas  sobre  este  asunto  por  el  Procurador  íene- 
ral  i  la  Corte  Suprema,  la  Lejislatura  del  Cauca  no  ha  traspasado  sa 
esfera  legal  de  acción  en  el  artículo  1.^  de  la  citada  lei  356.  Pareco 
evidente  que  fijar  las  reglas  para  la  esplotacion  de  las  minas  de  esme- 
raldas i  decir  a  quién  corresponden,  no  es  contrario  a  la  libertad  decro*- 
tada  por  los  lejisladores  de  1872. 

Por  tanto,  sometemos  a  vuestro  examen  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLUCION  : 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  considerando  que  el  artículo  1.^ 
de  la  lei  del  Estado  soberano  del  Cauca,  número  356,  de  20  de  setiem- 
hfe  de  1872,  no  es  contrario  a  la  nacional  de  31  de  majo  de  1870,  sobre 
abolición  del  monopolio  fiscal  de  las  minas  de  esmeraldas, 

"  Declara  válido  el  artículo  1.^  de  la  lei  del  Estado  soberano  del 
Oauca,  número  356,  de  20  de  setiembre  de  1872,  "  adicional  al  Código 
de  Minas." 

Bogotá,  marzo  20  de  1874. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

MAKimL  EZGQUIEL  CoBBALES.— AOUSTIN  AbIAS.— JaOOBO  SaNCHEZ. 


Senado  de  Plenfpotenciarios.^Bogotá,  81  de  marzo  de  1874. 

La  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  el  Senado,  en  la  forma 
reglamentaria,  en  los  dias  30  i  31  del  corriente. 

Comuniqúese  i  désele  publicidad  en  el  periódico  oficial. 

El  Presidente,  Pablo  Abosemena. 
Él  Secretario,  Jüio  E.  Pérez. 


cxv. 


NULIDAD  del  articulo  9.«  de  la  leí  38  de  policía  del  Estado  de 
Santander,  sancionada  ol  11  de  octubre  de  1§73« 


ACUEEIDO   DE  LA  SuPREMA  CoBTE    FEDERAL. 

En  Bogotá,  a  diez  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  cuatro, 
se  constituyó  la  Corte  Suj^ema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con  asis- 
tencia del  señor  Magistrado  l^residente,  doctor  José  M.  Bójas  Garrido, 
i  demás  señores  Magistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamírez,  Cáiar  Contó, 
José  Maria  Yillamizar  G.  i  Manuel  M.  Madiedo ;  i  se  tomó  en  conside- 
'racion  la  solicitud  que  hacen  yarios  vecinos  de  "  La  Cabrera,"  en  el 
Estado  de  Santander,  sobre  suspensión  del  artículo  2.^  de  la  lei  33  de 
policía,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  de  dicho  Estado  el  8  de 
octubre  de  1873. 


—  2tó  — 

El  señor  Majistrado  doctor  Bamírez  presentó  el  sigaiente  pro* 
yecto  de 

RESOLUCIÓN. 

"Varios  vecinos  del  distrito  de  *La  Cabrera,'  en  el  Estado  de 
Santander,  dirijieron  a  esta  Suprema  Corte  un  memorial,  en  el  que 
solicitan  la  suspensión  del  artículo  2.^  de  la  lei  33  de  policía,  espedida 
por  la  Asamblea  Lejislativa  de  dicho  Estado  el  8  de  octubre  de  1873, 

Íor  ser  contrario  al  inciso  5.°,  artículo  15  de  la  Constitución  de  la 
Tnion. 

"  Surtidas  las  dilijencias  de  cyie  tratan  los  artículos  A  i  B  de  la 
reforma  37  de  la  lei  76  de  1873,  i  sustanciada  la  petición  en  los  tér- 
minos prescritos  en  el  capitulo  10,  título  11,  libro  2.*^  del  Código 
Judicial,  ha  llegado  el  dia  de  que  la  Corte  se  ocupe  del  asunto,  esta- 
bleciendo los  fundamentos  de  su  resolución. 

**  El  artículo  de  cuya  suspensión  se  trata,  i  que  se  rejistra  en  la 
*  Gaceta  de  Santander,'  número  868,  agregada  a  este  espediente,  dice 
así:  'Artículo  2.°  Los  caminos  que  no  tuvieren  la  anchura  fijada  en 
el  artículo  anterior  (20  metros  los  centrales  i  12  metros  los  comunales), 
se  ensancharán,  tomando  la  faja  correspondiente  de  los  predios  lin- 
dantes, sin  que  los  poseedores  de  dichos  terrenos  tengan  derecho  a 
indemnización  alguna  por  la  faja  de  tierra  que  se  les  tome  ni  por  las 
cercas  que  se  les  manden  derribar  para  daries  la  amplitud  prescrita ; 
i  solo  en  el  caso  de  que  se  dirija  una  via  por  por  un  terreno  en  donde 
no  haya  existido,  se  pagará  a  su  actual  poseedor  el  valor  del  suelo. 
Parágrafo.  No  obstante  lo  dispuesto  en  este  artículo,  si  los  caminos 
hubieren  sido  construidos  de '  nuevo  en  los  últimos  veinte  años  pos- 
teriores al  de  1821,  los  dueños  de  la  faja  de  tierra  que  sea  necesario 
tomar  serán  indemnizados  de  las  rentas  del  Estado  o  del  distrito, 
respectivamente.' 

^'  La  disposición  constitucional  que  se  considera  vtdnerada  con  el 
artículo  preinserto  está  concebida  en  estos  términos  : '  Artículo  15.  Es 
base  esencial  e  invariable  de  la  ünion  entre  los  Estados  el  reconoci- 
miento i  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral  i  de  los  Gobiernos 
de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que 
pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de 

Colombia,  a  saber 5.^  La  {>ropiedad ;  no  pudiendo  ser  privados 

de  ella  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  con  arreglo  a  las  leves,  o 
cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  púbUca,  judicialmen- 
te declarado  i  previa  indemnización ' 

"  Contrarios  son  los  pareceres  que,  en  el  asunto  de  la  antedicha 
solicitud,  han  dado  el  Procurador  jeneral  do  Santander  i  el  Procurador 
jeneral  de  la  Nación.  Este,  aboyando  la  petición  de  los  vecinos  de  '  La 
Cabrera,'  sostiene  la  inconstitucionalidad  del  supracitado  artículo  2.^ 
de  la  lei  33,  i  reclama,  en  consecuencia,  la  suspensión  ^mientras  que  el 
Procurador  de  Santander,  partiendo  del  supuesto  de  que  los  caminos 

gúblicos  deben  tener  20  metros  de  anchura,  conforme  al  articulo  21  de 
b  lei  11,  parte  3.^  tratado  1.°  de  la  Becopilacion  Granadina,  sostiene 
que  son  usurpadas  las  fajas  de  terreno  que,  dejando  los  caminos  con 
menos  de  dicna  anchura,  hagan  parte  de  los  predios  colindantes ;  ^ue 
no  tienen  los  que  se  titulan  dueños  de  dichas  fajas  derecho  para  exijir 
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indemnización ;  i  que  al  no  conceder  ésta,  no  se  viola  el  inciso  6.^  del 
artículo  15  de  la  Oonstitacion.  Esta  ai^umentacion,  que  sedace  i  fasci- 
na por  el  momento,  pierde  toda  su  fuerza  desde  que  se  la  someta  a  un 
examen  dentro  del  circulo  estrecho  de  la  Constitución. 

'^Para  la  Corte  es  claro,  como  lo  demuestra  el  Procurador  de  la 
Nación,  que  el  artículo  2.°  de  la  citada  lei  33  de  Santander  es  viola- 
torio  del  inciso  6.°,  artículo  15  de  la  Constitución  de  la  ünion,  en 
cuanto  por  él  se  manda  disponer  de  la  propiedad  particular  sin  previa 
indemnización;  no  siendo  satisfactorias  las  observaciones  en  contrario 
del  Procurador  del  Estado,  apoyadas  en  la  lei  11,  parte  3/,  tratado  1.^ 
de  la  Becopilacion  Granadina,  pues  ademas  de  que  esta  lei  no  esclnyó 
el  derecho  de  ser  indemnizados  los  propietarios  de  los  terrenos  que 
fuera  necesario  tomar  para  dar  a  los  caminos  públicos  la  amplitud 
en  ella  señalada,  debia  presuponerse  dicha  indemnización  para  la 
aplicación  de  dicha  lei  por  lo  establecido  en  el  artículo  1y7  de  la 
Cfonstitucion  de  1821.  Por  otra  parte,  los  caminos  públicos,  respecto 
de  los  cuales  no  tuvo  aplicación  la  precitada  lei  11,  se  encuentran  en 
el  mismo  caso  que  lo  estañan  s'n  la  espedicion  da  esta  lei,  i  deben. 

Sor  consiguiente,  las  respectivas  lejislaturas,  respetar  en  la  espedicion 
e  leyes  sobre  la  materia,  las  garantías  consignadas  en  la  Constitución 
de  la  ünion. 

''Por  estas  consideraciones  i  las  que  ha  hecho  valer  el  Procurador 
de  la  Nación,  la  Corte  Suprema  federal,  administrando  justicia  en  nom- 
bre de  los  «Estados  unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  la  lei,  i  eoa 
ejercicio  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitución, 
decreta  la  suspensión  solicitada  del  artículo  2.^  de  la  lei  33  de  policía, 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Santander  el  8  de 
octubre  de  1873,  en  cuanto  dispone  que  los  poseedores  délas  fajas  de 
terreno  que  se  tomen  para  ensanchar  los  caminos  no  sean  indemnizados 
por  el  valor  de  dichos  terrenos,  ni  por  el  de  las  cercas  que  se  les  manden 
derribar  para  darles  la  amplitud  prescrita.  Copia  de  esta  decisión  se 

Sublicará  en  el  "  Diario  Ofícal"  i  se  enviará  al  Poder  Ejecutivo  de  didbo 
¡stado,  i  el  espediente  orijinal  se  remitirá  al  Senado  oe  Plenipotencia- 
rios para  su  decisión  ulterior,  dejándose  también  copia  de  esta  re- 
solución en  el  archivo  de  la  Corte. 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por 
onañimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el 
presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  B^jas  Garrido.-— Manuel  M.  Bakí^ez.— 
César  Contó.— José  M.  VillamizarG. — ^Manuel  MarTa  MADi£Da--> 
El  Secretario,  Bafad  E.  Santander. 

Es  copia  conforme — ^Bogotá,  13  de  marzo  de  1874. 

£1  SeozetariOy  Bqfad  E.  Sanixmder. 
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Iim)BK£   DE    IS   COMISIÓN  DEL  SENADO. 

Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios. 

La  Corte  Suprema  federal,  en  acuerdo  celebrado  el  10  del  presente 
mes,  i  después  de  haber  concedido  audiencia  a  los  señores  Procurador 
del  Estado  soberano  de  Santander  i  Procurador  jeneral  de  la  Nación^ 
suspendió  los  efectos  del  artículo  2.°  de  la  leí  33,  de  policía,  espedida 

Sor  la  Asamblea  Lejislatiya  de  dicho  Estado  en  sus  sesiones  ordinarias 
e  1873)  *'  en  cuanto  dispone  que  los  poseedores  de  las  fajas  de  terreno 
Sie  se  tomen  para  ensanchar  los  cammos  no  sean  indemnizados  por 
valor  de  dicnos  terrenos,  ni  por  el  de  las  cercas  que  se  les  mande  de- 
rribar para  darles  la  amplitud  prescrita." 

Tal  acuerdo  tuyo  lugar  por  haber  sido  acusado  dicho  artículo  por 
varios  vecinos  del  distrito  de  "  La  Cabrera"  como  contrario  al  inciso  5.*^ 
del  artículo  15  de  la  Constitución  de  la  jKepública,  i  haber  coadyuvado 
la  petición  el  señor  Procurador  nacional. 

Por  dicho  inciso  se  garantiza  la  propiedad  de  los  habitantes  i  tran* 
seuntes  en  los  Estados  U  nidos  de  Colombia ;  no  pudiendo  ser  privados 
de  eUa  sino  por  pena  o  contribución  jeneral,  con  arréalo  a  las  leyes,  o 
cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad  pública,  judicialmente 
declarado  i  previa  indemnización ;  i  aunque  es  cierto  que,  conforme  al 
artículo  21  de  la  lei  11,  parte  3,*  tratado  1.**  de  la  Becopilacion  Grana- 
dina, los  caminos  públicos  debieran  tener  veinticinco  varas  o  veinte 
metros  de  ancho,  lo  es  también  que  en  la  época  en  que  se  espidió  esta  lei 
rejia  la  Constitución  de  1821,  en  cuyo  artículo  l77  se  prescribía  lo 
siguiente: 

"  Ninguno  podrá  ser  privado  de  la  menor  porción  de  su  propiedad, 
ni  asta  podrá  ser  aplicada  a  usos  pubUcos  sin  su  propio  consentimiento 
o  el  del  cuerpo  l^islativo ;  cuando  alguna  pública  necesidad,  legalmente 
comprobada,  exijiere  que  la  propiedad  de  algún  ciudadano  se  aplique 
a  usos  semejantes,  la  condición  de  una  justa  compensación  debe  pre- 
suponerse." 

Indudable  es,  pues,  que  así  por  la  Constitución  de  1821,  bajo 
cuyo  imperio  se  dio  la  lei  de  12  de  octubre  del  mismo  año,  que  es 
la  citada  de  la  Becopilacion  Granadina,  como  por  la  que  rije  actucd- 
mente,  no  podia  entonces,  ni  se  puede  ahora,  dar  a  los  caminos  públi- 
cos la  latitud  de  veinte  metros  a  costa  de  los  propietarios  de  los  terre- 
nos adyacentes,  sino  por  el  contrario,  previa  indemnización. 

Es  posible  que  en  casos  mui  raros  los  dueños  de  dichos  terrenos 
se  hayan  usurpado  una  porción  más  o  menos  considerable  de  los  que 
hicieran  parte  de  los  caminos,  antes  o  después  de  la  promulgación  de 
la  lei  recopilada  de  que  se  ha  hecho  mención,  i  que  aparezcan  siendo 
propietarios  de  una  mja  o  zona  de  tierra  sin  un  título  lejítimo;  pero  no 
seria  aquál,  en  este  supuesto  caso,  un  medio  acertado  ae  hacerles  de- 
volver lo  apropiado  indebidamente,  i  de  obtener  que  se  recupere  por  el 
público  lo  que  le  pertenezca ;  porque  hai  vias  judiciales  espeditas  que 
podrían  dar  ese  resultado,  sin  necesidad  de  vtmierar,  por  medio  de  dis- 
posiciones de  carácter  jeneral  i  estensivas  a  los  que  no  se  encuentrtuí 
mi  idántiioas  drouMtaiunas,  los  terminantes  preceptos  de  la  Constitu- 
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Por  estas  consideraciones  i  las  qne  sirven  de  fandamento  al  acaer<« 
do  de  la  Oorte  Suprema  federal,  vuestra  comisión  se  permite  propo- 
neros que  os  sirváis  adoptar  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLÜCION  . 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.* 
del  articulo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  definitivamente  nulo 
el  articulo  2.^  de  la  lei  33  de  policía,  espedida  por  la  Asamblea  Lejisla- 
tiva  del  Estado  soberano  de  Santander  en  8  de  octubre  de  1873,  i  san- 
cionada el  11  del  mismo  mes,  en  cuanto  por  él  se  dispone  que  los  po- 
seedores de  las  fajas  de  terreno  que  se  tomen  para  ensanchar  los  cami- 
nos públicos  no  sean  indemnizados  de  su  valor,  ni  por  el  de  las  cercas 
que  se  les  mande  derribar  para  dar  a  dichos  caminos  la  amplitud  pres- 
crita en  dicha  lei,  por  ser  de  ese  modo  contrario  al  inciso  5.^  del  arÜ* 
culo  15  de  la  referida  Constitución." 

Bogotá,  marzo  29  de  1874. 

Manuel  Ezequiel  Cóbrales.— Agustín  Abtas. — J.  Sánchez. 


Senado  de  Plenipotenciarios — Bogotá,  8  de  abril  de  1874. 

La  antecedente  resolución  ha  sido  adoptada  por  el  Senado  en  la 
forma  reglamentaria  i  sesiones  del  7  i  8  del  que  cursa. 
Comuniqúese  i  publiquese. 

El  Presidente,  B.  Mercado. — El  Secretario,  Jvlio  E.  Pérez. 


CXYL 


IVUIilDAD  del  acto  lejlslatlvo  del  Estado  del  Tolima,  de  16  de 
octubre  de  1§73|  promoviendo  la  erección  de  un  Obispado, 


Acuehdo  de  ia  Sotrema  Cobte. 

En  Bogotá,  a  veintiséis  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  cua« 
tro,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  sala  de  acuerdo,  con 
asistencia  del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  M.  Bójas  Ga- 
rrido, i  demás  señores  Majistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamírez,  Joeá 
M.  Yillamizar  G.,  Manuel  M.  Madiedo  i  Bafael  Bccha  G. ;  i  se  tomó 
en  consideración  la  solicitud  del  Procurador  jeneral  de  la  Nación  rela- 
tiva a  la  excitación  que  le  hizo  el  Poder  Ejecutivo  para  la  suspensión 
de  un  decreto  espedido  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  sobera- 
no del  Tolima,  sobre  erección  de  un  Obispado  en  esta  sección  de  la 
Eepublíca. 

El  señor  Majistrado  doctor  Madiedo  presentó  el  siguiente  pro- 
yecto de 

RESOLUCIÓN. 

^  ^'El  señor  Secretario  de  lo  Interior  i  Belaciones  Esteriores  de  la 
Unión,  en  nota  del  diez  i  nueve  de  noviembre  de  mil  odiodlentoB 
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setenta  i  tres,  sección  segunda,  número  veintinueve,  excitó  al  señor 
Procurador  jeneral  de  la  Nación,  de  orden  del  ciudadano  Presidente 
do  la  misma,  para  que  solicitase  de  esta  Suprema  Corte  la  suspensión 
del  decreto  dictado  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  del  Tolima, 
en  diez  i  seis  de  octubre  próximo  pasado,  ^promoyiendo  la  erección 
del  Obispado  del  Tolima,'  e  inserto  en  el  periódico  oficial  de  aquel 
Estado,  titulado  'El  Constitucional,'  número  doscientos  cuarenta  i  nueve, 
que,  debidamente  autorizado,  se  acompañó  a  la  excitación  referida. 

"El  decreto  materia  de  la  excitación  del  Poder  Ejecutivo  nacio- 
nal dice  así : 

*  Artículo  primero.  El  Poder  Ejecutivo  jestionará  cerca  de  la  Santa 
Sede,  de  la  manera  que  crea  conveniente,  la  creación  de  un  Obispado 
qué  comprenda  en  su  jurisdicción  todo  el  territorio  del  Touma, 
pudiendo  ofrecer  el  Colejio  de  San  Simón  de  Ibaguó  para  establecer 
el  Seminario  de  la  diócesis. 

'  Parágrafo.  Los  gastos  que  ocasione  esta  jestion  se  considerarán 
incluidos  en  el  presupuesto  respectivo. 

'Articulo  X segundo.  Los  gastos  de  que  trata  el  parágrafo  del  aiv 
tículo  -primero  no  podrán  exceder  de  quinientos  noventa  i  nueve 
pesos  ($  599). 

'Artículo  tercero.  El  Poder  Ejecutivo  solicitará  del  Metropoli- 
tano i  de  su  Señoría  Ilustrisima  el  Obispo  de  la  diócesis  de  Popayan, 
con  todo  el  respeto  e  interés  debido,  coadyuven  de  la  manera  mas 
eficaz  la  jestion  de  que  trata  el  artículo  primero.' 

"  Accediendo,  en  parte,  el  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación 
a  la  excitacio^  de  que  va  hecho  mérito,  se  presentó  ante  la  Corte  con 
su  esposicion  de  treinta  i  uno  de  diciembre  último,  a  la  cual  acompañó 
la  nota  excitativa  de  que  va  se  ha  hablado,  con  el  ejemplar  del  perió- 
dico que  a  él  le  acompaño  el  señor  Secretario  de  lo  Interior  i  Belacio- 
oiones  Esteriores,  i  dada  al  asunto  la  tramitación  que  detallan  los 
artículos  mil  doscientos  setenta  a  mil  docientos  setenta  i  tres  del  Código 
Judicial,  este  Supremo  Tribunal  considera : 

''Primero.  Que  la  facultad  conferida  por  el  artículo  setenta  i  dos 
de  la  Constitución  nacipnal  a  la  Corte  Suprema  para  suspender  los 
actos  lejislativos  de  los  Estados,  no  es  absoluta  smo  concreta  a  los 
casos  en  que  dichos  actos  '  sean  contrarios  a  la  Constitución  o  a  las 
leyes  de  la  Union,'  i  según  el  artículo  setenta  i  dos  de  la  Constitución, 
a  pedimento  del  Procurador  jeneral  o  de  cualquier  ciudadano  ;  por  lo 
que  se  hace  preciso  examinar  si  el  decreto  de  cnya  suspensión  se  trata, 
vulnera  alguno  o  algunos  de  los  textos  constitucionales  o  de  alguna  lei 
nacional,  i  en  qué  términos  está  concebido  el  pedimento  del  señor  Pro- 
curador solicitando  su  suspensión : 

"  Segundo.  Que  los  fundamentos  legales  del  Poder  Ejecutivo  na- 
cional para  provocar  la  suspensión  del  decreto  de  que  aguí  se  trata, 
son :  1.  el  parágrafo  del  artículo  veintitrés  de  la  Constitución,  que  des- 
conoce toda  contribución  para  los  gastos  de  los  cultos  establecidos  o 
que  se  establezcan  en  los  Estados  Unidos,  con  la  única  admisión  de  su- 
ministros vduntarios ;  i  2.^  el  inciso  diez  i  seis  del  artículo  quince  cons- 
titucional, que  reconoce  en  los  colombianos  la  garantía  de  '  la  profesión 
libre,  pública  o  privada  de  cualquiera  relijion,con  tal  que  no  se  ejecuten 
hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  por  ob- 

32 
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•  *  u,A.^T  U  Dftz  púbUca* ;  no  han  sido  acojidos  sino  Kmítedamento 
^*?eíSr&Kr  jeaeral  en  ea  pedimento  de  qne  ya  se  ha  hecho 

mérito.  ,     -      ProcTirador  ieneral,  en  su  va  citada  espo- 

.  •  l:fSnt?rnno  de  ¿cimbre  últíio.  si  bien  se  ¿a  hecho  ca^go 
sioion  del  treinta  ^^'^^  Eieoutivo  nacional,  no  ha  prohijado  los 
t  i^'i^^torresí  exS^n  p^  pedir  la  suspensión  del  decreto 
?r?*T^mbleí delEstedo  sóbelo  del Tolima por  el  cual  se  dispone 
^*r^%íf£  cSí2 Wel  Obispado  del  mismo  Estado ;  hecho  que.  a^ 
sohcitar  i».«'^*^T_'^dio¿o8Íciones  constitucionales  que  acatan  do 
en  presencia  ^^J^.^^°^trmie  la  jurisdicción  de  la  Corte  para 

f^  ToC  SnTorq^é  ^e  aqueUos^  a  los  cuales  se  ha  estendido 
d^oidu;  de  otros  puntos  q  »^  ^^  ^^^^^  legal  para 

proceder  de  oüoio  en  e^  nacional;  i  el  señor  ^ocurador  je- 

setenta  i  ¿os  deja  ^  mencionada  solicitud,  a  pedir  la  suspen- 

'  "^'^^"^  U  SrtfStí^^^el  artículo  primero  del  decreto  de  que  se 
mon  de  la  parte  ^rom»  u  'pudiendo  ofrecer  el  Coleuo  de 

^  <S;^de  Ib±'  pt  fesffir  el  &ario  de  la  di6cesis;^ar. 
San  Simón  de  Iba^e  par  indudablemente  se  halla  en  pugna 

*«^f  ^%í,ífolS  artíS  ventitres  de  la  Constitución  que  en  su 
con  el  parágrafo  del  anwiuo  ^^^^  ^  sostendrá  con 

^timo  perfodo  ?f_®^^PS-í^og  Ministren  vduntariamerUe;'  i  es 
lo  que  los  '^^P^^^J^^ jt TSeTdel  Tolima  del  Oolejio  de  San 
á^°  '^r  ttaS  P«a  Seminario  de  la  diócesis  proyectada,  no  como 
Simón  de  jf^^  üdividuos  particulares  que  aplicaran  su  propiedad 
ana  ^^^^''\^l  ^eau  propio  cidto  re^ioso  individual,  sino  como 
r"?Ü  Sbhcos  en  ej?Sio  de  funcioLs  oficiales  i  con  el  carao- 
{unoionanos  públicos  en^^^        obligatorio,  siendo,  como  eran,  no  los 

ter  áñ  iiaa»,***°,*XS  i  determinados  reUjionarios,  sino  de  todos 
representantes  de  ciertos  i  ^^^^¿^^^do  Íus  lejítimas  facultades 
los  habitantes  f^^fX^^^  odo  úW^io  del  parágrafo  del  artículo 
'  ^Tt^s'^dfla  C^^ÍSuSon?  que,  como  ya  . le  ha  dicho,  i  después 
vemtitres  de  la  ^o"  .j^  ^  ^^a  el  sostenimiento  de  cualqmer  otdto 
de  rechazar  toda  cof*^^"^do  dispone  que -'todo  culto  se  sostendrá 
''^T'Z  l^sCptXTSjSnK  Suministren  volurUariame^. 
^°^  „  ri^^^J  Ou?  en  idéntico  i  aun  mas  espreso  caso  se  encuentra 
,  IwWJarticuo  primero  citado  del  áecreto  de  cuya  suspen- 
el  parábalo  ^f^r^y,,„cer  que 'los  gastos  que  ocasione  esta  jestion 
sion  se  trata,  a^es*»"  obispado  proyectado)  se  considerarán  como 
í^l^ai*  eTefrospectiVo  pfesupuW ;'  porque  los  presupuestos  ren. 
mcluidos  en  el  re^e  ['  ^  j^s  mismos  con  fuerza  obhgatona 
tíBtioos  de  los  Estados  son  ley  y^  ^^ 

para  tod^  «'St^^eín^íp^^tS  p^^afo  iel  Ac-lo  vein^tres  de  la 
B,o, mm  en  pugna  con  eip  ^^  ^^  ^^  ^^^  ^  ^  ^^ 

C)on8titucion,  que  Proüibe  que^  fos  permite  por  via  de  summistros  vo- 
?°,^''rttrSnSrre¿p:^.os;  i%l  ^or  Procurador  ha 
Im^rtm  de  1°«¿®T  g^epension  de  esa  parte  del  decreto,  con  cuya 
gSt^^?  Sitocionaí  (artículo.^t^ta  i  dos  de  la  Constitución) 

P'^^t^^XaSstoSdeSdS;  la  Corte  Suprema " federal. 
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en  ejeroicio  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artículo  setenta  i  dos  de  la 
Constitución  nacional,  i  habida  consideración  a  lo  espuesto  por  el 
señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  administrando  justicia  en  nom- 
bre de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por  autoridad  de  lei,  acordó 
suspender:  primero,  la  parte  final  del  sjrtícnlo  primero  del  decreto 
espedido  por  la  Asamblea  del  Estado  soberano  del  Tolima  en  diez  i 
seis  de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres  i  que  Ueva  por  rubro 
'  decreto  de  diez  i  seis  de  octubre  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres, 
promoviendo  la  erección  del  Obispado  del  Tolima,'  desde  las  pala- 
bras-' pudiendo  ofrecer  el  Colejio  de  San  Simón  de  Ibagué  para  estable- 
cer el  SemÍDario  de  la  diócesis' ;  i  segundo,  el  parágrafo  del  espresado 
articulo  primero  del  decreto  precitado,  por  considerar  tales  disposicio- 
nes contrarias  al  pará^afo  del  artículo  veintitrés  de  la  Constitución 
nacional  i  haberse  pedido  su  suspensión  por  el  señor  Procurador  jeneral 
de  la  Nación,  conforme  al  artículo  setenta  i  dos  del  mismo  Código. 
Déjese  la  debida  constancia,  publíquese  en  él  periódico  oficial  de  la 
Union,  comuní<j^uese  al  Gobernador  del«  Estado  soberano  del  Tolima,  i 
pásese  el  espediente  al  Senado  de  la  Union  para  los  efectos  de  la  atri- 
Dooion  quinta  del  artículo  cincuenta  i  uno  de  la  Constitución  nacional." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por 
unanimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse,  se  concluyó  el 
presente  acuerdo,  que  firman  el  señor ^Majistrado  Presidente  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  in&ascrito  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  B^jas  Gabrido. — Maküel  M.  EAHfEBz. — 
José  M.  Vuxamizab  G. — Manuel  M.  Madiedo. — Bafael  Bocha  G. — 
El  Secretario,  Bafad  E.  SaTdamder. 

Es  copia  conforme. — ^Bogotá,  yeintínueve  de  enero  de  mil  ocho- 
cientos setenta  i  cuatro. 

El  Secretario,  Bafad  E.  Santander. 


Inforice  de  la  cokision  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores- 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  del  Tolima  espidió  el  siguiente 
decreto,  que  fué  sancionado  por  el  Poder  Ejecutivo  en  16  de  octubre 
de  1873:  ^ 

"  Art.  1.^  El  Poder  Ejecutivo  jestionará  cerca  de  la  Santa  Sede, 
**de  la  manera  que  crea  conveniente,  la  creación  de  un  Obispado  que 
**  comprenda  en  su  jurisdicción  todo  el  territorio  del  Tolima,  pudiendo 
"ofrecer  el  Colejio  de  San  Simón  de  Ibagué  para  establecer  el  Semi- 
'^narío  de  la  diócesis. 

"  Parágrafo.  Los  gastos  que  ocasione  esta  jestion  se  considerarán 
^  incluidos  en  el  Presupuesto  respectivo." 

Tan  pronto  como  el  ciudadano  Presidente  de  la  B^ública  tuTO 
conocimiento  del  acto  lejislativo  gue  se  ha  insertado,  ordenó  al  señor 
Secretario  de  lo  Interior  i  Belaciones  Esteriores  que,  a  nombre  del 
Poder  Ejecutivo,  excitase  al  señor  Procurador  jeneral  do  la  Nación  a 
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fih  de  qne  solicitara  de  la  Corte  Suprema  federal  la  suspensión  del  ar* 
tículo  1.°  del  espresado  decreto,  por  creerlo  contrario  a  la  Constitución. 

El  señor  Secretario  de  lo  Literior,  en  la  nota  que  dirijió  al  señor 
Procurador  con  fecha  19  de  noviembre  último,  es  de  concepto  que  no 
solo  es  contrario  al  parágrafo  del  artículo  23  de  la  Constitución,  sino 
también  a  los  derechos  individuales  consignados  en  los  incisos  10  i  16 
de  la  Constitución,  que  consagra,  respectivamente,  la  igualdad  i  libertad 
relijiosa. 

Las  disposiciones  que  inserta  el  señor  Procurador  en  la  espresada 
nota  son  las  siguientes  : 

"  Art.  15.  (Es  base  esencial  e  invariable  de  la  Union  entre  los 
"  Estados  el  reconocimiento  i  garantía,  por  parte  del  Gobierno  jeneral 
**  i  de  los  Gobiernos  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que 
'^  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de 
"  Colombia,  a  saber :) 

'*  16.  La  profesión  libre,  pública  o  privada  de  cualquiera  relijion, 
"  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  na- 
"  cional  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública." 

I  el  artículo  23 :  "  Para  sostener  la  soberanía  nacional  i  mantener 
la  seguridad  i  tranquilidad  públicas,  el  Gobierno  nacional,  i. el  de  los 
Estados  en  su  caso,  ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección  so- 
bre los  cultos  relijiosos,  segnn  lo  determina  la  lei. 

Parági'afo.  Para  los  gastos  de  los  cultos  establecidos  o  que  se 
"  establezcan  en  los  Estados  Unidos,  no  podrán  imponerse  contribu- 
"  ciones.  Todo  culto  se  sostendrá  con  lo  que  los  respectivos  relijionarios 
"  suministren  voluntariamente." 

I  como  también  alude  el  señor  Secretario  al  inciso  10,  artículo  15, 
es  conveniente  tenerlo  presente ;  dice  así : 

"  La  i^aldad ;  i,  en  consecuencia,  no  es  lícito  conceder  privílejios 
"  o  distinciones  legales  que  cedan  en  puro  favor  o  beneficio  de  los 
''  alaciados ;  ni  imponer  obligaciones  especiales  que  hagan  a  los  indi- 
"  viduos  a  ellas  sujetos  de  peor  condición  que  los  demás." 

Sostiene  el  señor  Secretario : 

1.°  Que  en  materia  de  relijion  no  pueden  los  Estados  lejíslar  sino 
en  el  sentido  de  ejercer  el  derecho  que  les  da  el  artículo  23,  o  en  el  q^ue 
se  refiere  a  las  restricciones  impuestas  a  la  libertad  relijiosa  por  el  inciso 
li  del  artículo  15 ;  porque,  aun  cuando  el  artículo  16  declara  que 
"  Todos  los  asuntos  de  gobierno,  cuya  ejecución  no  deleguen  los  Es- 
tados, espresa,  especial  i  claramente,  al  Gobierno  jeneral,  son  de  la 
esclusiva  competencia  de  los  mismos  Estados";  este  principio  estáres- 
triniido,  conforme  a  nuestras  instituciones,  no  solo  por  las  delegaciones 
hechas  al  Gobierno  jeneral,  sino  también  por  los  derechos  individuales 
reconocidos  i  garantizados  en  el  artículo  15 ; 

2.°  Que  el  decreto  espresado  puede  decirse  también  que  es  contra- 
rio al  principio  de  igualdad,  por  cuanto  envuelve  un  pnvilejio  a  loB 
miembros  de  la  comunión  católica  ;  i 

3.^  Que  prohibiendo  terminantemente  el  artículo  23  el  estableci- 
miento de  contribuciones  para  los  gastos  de  los  cultos,  i  ordenando 
que  éstos  se  sostengan  con  lo  que  voluntariamente  suministren  los  res- 
pectivos relijionarios,  el  acto  lejislativo  espresado  es  a  todas  luces 
violatorío  de  esa  disposición  constitucional. 
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Él  señor  Procurador  jencral  está  de  acuerdo  con  la  doctrina  es- 
puesta  por  el  señor  Secretario  en  lo  relativo  a  la  violación  del  parágrafo 
23 ;  pero  no  es  de  concepto  que  se  hayan  infrinjido  por  la  Asamblea 
del  Tolima  los  incisos  1.  i  16,  que  consagran  la  igualdad  i  la  libertad 
relijiosas ;  i  concluye  pidiendo  a  la  Corte  la  suspensión  del  artículo  1.° 
del  decreto  i  su  parágrafo ;  pero  no  espresamente  de  la  primera  parte 
de  dicho  articulo,  por  no  creer  que  el  simple  hecho  d^  jestionar  la 
creación  de  un  obispado  sea  un  acto  violatorio  de  la  Constitución. 

La  Corte  Suprema,  apreciando  las  razones  espuestas  por  el  señor 
Secretario  de  lo  Literior  i  Belaciones  Esteriores,  i  en  vista  del  denun- 
cio hecho  por  el  señor  Procurador,  se  limitó  a  suspender  la  última  par- 
te del  articulo  1."  i  el  parágrafo  del  mismo  artículo;  {)orque,  ademas  de 
ser  contrarios  a  la  Constitución,  eran  el  objeto  especial  déla  denuncia ; 
i  en  cuanto  a  lo  restante  del  decreto,  como  no  estaba  comprendido  en 
el  denuncio,  i  la  Corte  no  debe  proceder  de  oficio,  se  abstuvo  de  dictar 
resolución  alguna,  obrando  así  en  vista  del  artículo  72  de  la  Constitu- 
ción, que  dice  lo  siguiente : 

"  Corresponde  a  la  Corte  Suprema  suspender  por  unanimidad  de 
votos,  a  pedimento  dd  Procurador  jeneral  o  de  ciwuquier  ciudadano^  la 
ejecución  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  en  cuanto  sean  con- 
trarios a  la  Constitución  i  a  las  leyes  de  la  Union,  dando  en  todo  caso 
cuenta  al  Senado  para  que  éste  decida  definitivamente  sobre  la  validez 
o  nulidad  de  dichos  actos." 

Vuestra  comisión,  en  vista  de  los  antecedentes  que  se  acaban  de 
relacionar,  procede  a  emitir  su  concepto. 

Desde  que  se  promulgó  la  Constitución  de  1853  qued(T  establecido 
en  nuestras  mstituciones  el  principio  de  la  emancipaxdon  relijiosa  o  la 
Iglesia  libre  en  el  Estado  libre.  I  desde  entonces  quedaron  estinguidas 
las  relaciones  entre  el  Estado  i  la  Iglesia  católica,  definidas  en  los  de- 
rechos de  patronato,  tuición  i  protecciony  derechos  que  imponían  a  la 
Bepública  las  obligaciones  correlativas  de  sostener  el  culto  católico  en 
toda  su  estension,  a  saber  :  la  edificación  i  reparación  de  las  Iglesias, 
la  demarcación  de  la  diócesis  i  beneficios ;  la  dotación  de  los  prelados  i 
ministros,  i  el  reconocimiento  de  las  dignidades  i  empleados  eclesiásti- 
cos, como  autoridades  i  funcionarios  públicos. 

A  la  Bepública  no  le  quedó  en  materias  relijiosas  sino  un  derecho 
que  proviene  de  su  soberanía  i  nó  de  las  relaciones  aue  tenga  con  las 
comuniones  relijiosas :  el  de  suprema  inspección  sobre  ¡os  cdios,  el  cual 
comprende  la  facultad  de  permitir  o  nd  el  ejercicio  de  una  relijion  (jus 
reformawJi)  i  el  de  reprimir  todo  hecho  de  carácter  relijioso,  incompa- 
tible con  la  soberanía  nacional,  o  que  tenga  por  objeto  turbar  la  paz 
pública. 

La  Constitución  de  1853  garantizó  a  todos  los  granadinos  la  pro^ 
fesion  libre,  púUioa  i  privada,  ae  la  relijion  que  a  lien  tengan,  can  tal  que 
no  turben  la  paz  pública,  ni  ofendan  la  sana  moral,  ni  impidan  a  los  otros 
d  gerdcio  de  su  culto  (inciso  5.°,  artículo  5.° ) 

Solo  el  reconocimiento  de  este  derecho,  con  las  restricciones  <JU6 
él  contiene,  fuá  desde  entonces  objeto  de  gobierno  en  materias  relijio- 
sas; i  por  esto  fué  ^ue  inmediatan^ente  después  de  espedida  esa 
Constitución  se  sancionó  la  lei  de  15  de  junio,  por  la  cual  se  declaró 
que  cesaba  la  intervención  de  la  autoridad  civil  en  los  negocios  relati- 
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-TOS  al  culto ;  cpve  ninguna  corporación  relijiosa  tendría  carácter  piiblico, 
i  que  las  decisiones  eclesiásticas,  de  cualquiera  naturaleza  que  fueran, 
no  tendrían  fuerza  le^al  alguna,  i,  en  fin,  que  cesaba  todo  fuero  i  todos 
los  derechos  i  obligaciones  inherentes  al  ejercicio  de  cualquiera  relijion, 
cuyos  actos  no  estuvieran  restrinjidos  por  las  instituciones. 

La  proclamación  de  ese  principio  produjo  grande  alarma  en  ks 
personas  aíiliadas  en  los  estremos  de  los  partidos.  Los  que  no  podían 
concebir  que  existiera  un  gobierno  sin  relijion,  o  sin  que  tuviera  el  deber 
de  sostener  i  protejer  alguna,  creyeron  que  el  catolicismo  iba  a  desapa- 
recer i  que  una  sociedad  atea  reemplazaría  a  la  que  había  heredado 
de  la  Metrópoli  la  fe  romana.  Los  liberales  de  la  anti^a  escuela  temie- 
ron que  la  abolición  de  los  derechos  de  patronato,  tuición  i  protección, 
que  entrenaban  el  poder  teocrático,  traería  la  ruina  déla  !Bepublica, 
porque  las  libertades  publicas  ya  no  dependerían  sino  de  los  dictados 
ae  los  que  gobernaban  las  conciencias  sin  restrícion  alguna.  Pero  los 
hechos  ulteriores  han  demostrado  que  unos  i  otros  se  equivocaban.  La 
historía  ha  comprobado  que  nada  ha  sido  tan  funesto  para  la  libertad 
de  los  pueblos  como  la  alianza  de  los  poderes  espirítual  i  temporal ; 

Jorque  dondequiera  que  ha  existido  han  desaparecido  los  derechos  del 
ombre. 

Pocos  años  trascurrieron  después  de  promulgada  esa  Constítucion 
para  (jue  llegase  a  ser  objeto  de  una  convicion  jeneral  la  bondad  del 
principio  de  la  emancipación  relijiosa. 

En  1858  se  sancionó  la  primera  Constitución  federal ;  los  que  con- 
currieron a  BU  espedicion  eran  miembros  del  partido  conservador  en 
mas  de  las  dos  terceras  partes,  i  la  Ubertad  relijiosa  quedó  conEÍgnada 
en  estos  tárminos:  La  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cualquiera 
rdijion;  pero  no  s&rá  permitido  d  ejercicio  de  actos  que  inrheniapjxz 
piMica  o  que  sean  calificados  de  punibles  por  leyes  preexistentes.  (IiicísoY.', 
artículo  56). 

I  ademas,  entre  las  prohibiciones  que  tenían  los  Estados,  estaba 
contenida  la  de  'Hntervenir  en  asuntos  rdijiosos.**  (Inciso  3.",  artículo  11). 

A  este  grado  había  ya  llegado  la  opinión,  cuando  los  convencio- 
nales de  Bíonegro,  en  presencia  de  los  conflictos  creados  por  la  resis- 
tencia de  los  prelados  i  ministros  católicos  a  los  principios  prodama* 
dos  por  la  revolución  de  1860,  consignaron  el  articulo  23,  i  la  libertad 
relijiosa,  con  una  amplitud  desconocida  hasta  entonces. 

La  Constitución  de  1853  hacia  depender  esta  libertad,  no  solo  de 
la  paz  pública,  sino  también  de  la  sana  moral  i  de  los  obstáculos  cp» 
opusiera  al  ejercicio  de  otro  culto;  la  de  1858,  de  los  actos  que  fuesen 
calificados  ds  punibles  por  leyes  existentes.  De  manera  que  las  leyes 
que  establecieran  la  sene  de  casos  en  que  una  relijion  no  fuese  confor- 
me con  la  sana  moral  o  los  hechos  que  debieran  calificarse  de  punil^ 
en  asuntos  relijiosos,  podían  reaucir  a  muí  estijechos  límites  ese 
derecho,  que  es  sin  duda  el  que  con  mas  propiedad  puede  llamarse 
inalienable  e  immescriptiJble, 

Pero  el  Código  de  Eionegro  dio  tal  estensiou  a  ese  derecho,  que 
solo  lo  restrinjió  ^  los  casos  en  que  fuese  incompatible  con  la  soberanía 
xiacional  o  con  la  paz  pública,  es  decir,  con  la  conservación  de  1»  B^ 
pública. 

Para  hacer  eficaces  esas  recrtricdones,  se  tmemó  el  áesecho  da 
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saprema  inspección  sobre  los  cultos ;  i  para  garantizar  la  libertad  de 
conciencia,  prohibió  el  establecimiento  de  contribuciones,  i  ordenó  que 
todo  culto  se  sostuviese  con  los  suministros  voluntarios  de  los  respecti- 
vos relijionarios. 

La  Constitución  de  1858  habia  prohibido  a  los  Estados  intervenir 
en  asuntos  rdijiosos ;  pero  la  de  1863  les  concedió,  lo  mismo  que  al  Go- 
bierno jeneral,  el  derecho  definido  en  el  artículo  23,  que  tantas  veces  se 
lia  citado,  i  que  es  la  salva^ardia  del  poder  civil. 

En  consecuencia,  la  leí  del  Estado  del  Tolima  que  ordena  al  pQder 
Ejecutivo  del  Estado  jestionar  la  erección  de  un  Obispado  i  asigna 
bienes  i  fondos  para  ese  objeto,  ademas  de  ser  contraría  a  los  priacipios 
que  han  proclamado  todos  los  partidos  en  las  instituciones  que  alter- 
nativamente han  dado  a  la  Nación  en  los  úlimos  veinte  anos,  ha  violado : 

1.^  La  libertad  relijiosa,  porque  ha  aplicado  bienes  i  rentas  que 
pertenecen  todos  a  los  ciudadanos  del  Tolima,  católicos  i  no  católicos, 
al  sostenimieikto  de  un  culto  especial ; 

2.^  La  igualdad,  porque  fomentar  una  relijion  determinada,  es 
favorecer  a  los  respectivos  rehjionaríos,  haciendo  de  peor  condición  a 
lois  demás ;  i 

3.°  El  parágrafo  del  artículo  23,  que  prohibe  el  establecimiento  de 
contribuciones  para  los  gastos  de  los  cultos  i  ordena  ^ue  todos  se  sos* 
tcDgan  con  los  suministros  voluntarios  de  los  respectivos  relijionarios. 

Mas,  como  solo  han  sido  denunciados  espresamente  por  el  se* 
ñor  Procurador,  la  última  parte  del  artículo  1.*^  i  el  parágrafo  del 
mismo  articulo,  el  Senado,  lo  mismo  que  la  Corte  Suprema,  no  puede 
ampliar  su  resolución  sobre  lo  que  no  ha  sido  objeto  del  denuncio,  i  así, 
Taedtra  comisión  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

BESOLUCION : 

VA  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  que 
tiene  por  el  inciso  5.*^,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  definiti- 
vanaente  nulo  el  acto  lejislativo  espedido  por  la  Asamblea  del  Estado 
del  Tolima,  que  titula :  "Decreto  de  diez  i  seis  de  octubre  de  mü  ochocientos 
setenta  i  tres  proniovieTuio  la  creación  de  un  Obispado^'  en  loe  puntos 
óguientes : 

1.°  La  parte  del  artículo  1.^  que  dice  :  "pidiendo  ofrecer  d  Cól^'io 
de  San  Simón  de  Ibougúé  para  estamecer  d  Seminario  de  la  Diócesis  "  ;  i 

2.°  El  parágrafo  del  mismo  artículo,  redactado  así :  "  Los  gastos 
que  ocasione  estajestion  se  considerarán  incluidos  en  d  presupuesto  respec^ 
tivOy^ ;  por  cuanto  estas  disposiciones  son  contrarias  a  la  Constitución. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la  Corte 
Suprema  federal 

Bogotá,  25  de  marzo  de  1874. 

MaNUEÍL  EzEQUIEIi  COBBALSS.— J.  SaNCHEZ.— AGUSTÍN  AbIAS. 


Senado  de  Plenipotenciarios. — Bogotá,  16  de  abril  de  1874. 

La  anterior  resolución  fué  aprobada  unánimemente  por  el  Senado 
en  sos  sesiones  del  13  i  14  del  corriente. — Comuniqúese  i  publíquese* 

El  Presidente,  Bascon  GkfMSz.— El  Secretario,  Jidio  R  Pérez. 
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ex  VIL 

TilI«IDCZ  de  los  artfcnlofi  IT  i  33  de  la  lei  del  Estado  del  Toll- 
ina, de  6  de  diciembre  de  ISTO,  adicional  al  C6dlgo  CItíI- 


'  Acuerdo  de  la  Süfbeiía  Cobte  federal. 

En  Bogotá,  a  veinticaatro  de  setiembre  de  mil  ochocientos  setenta 
i  tres,  se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con 
asistencia  del  señor  Majistrado  Presidente,  doctor  José  María  Bójas 
Garrido,  i  demás  señores  MsCjistrados,  doctores  Manuel  M.  Bamirez, 
César  Contó,  Juan  M.  Pérez  i  José  María  Yillamizar  G. ;  i  se  tomó 
en  consideración  la  solicitud  que  hace  Nepomuceno  Apache  para  míe 
se  suspenda  el  artículo  17  de  una  lei  adicional  i  reformatoria  del 
Código  Civil  del  Tolima. 

£1  señor  Majistrado  doctor  Bamírez  presentó  el  siguiente 
proyecto  de 

BESOLU  CION. 

"  Nepomuceno  Apache  dirijió  a  esta  Siiprema  Corte  un  memorial 
manifestando  que  el  artículo  17  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima  de  6  de 
diciembre  de  1870,  i  el  artículo  final  (32)  de  la  propia  lei,  el  primero 
reformatorio  del  artículo  2394  del  Código  Civil  de  aquel  Estado^  i  el 
segundo  en  cuanto  deroga  el  artículo  2415  del  citado  Código,  son  con- 
trarios a  la  garantía  consignada  en  el  número  5,  artículo  15  de  la  Cons- 
titución de  la  Union,  i  pide,  en  consecuencia,  que  se  decrete  la  suspen- 
sión de  los  artículos  supracitados. 

"Habiéndose  pedido  al  Gobernador  del  Tolima  copia  autorizada 
de  la  lei  do  6  de  diciembre  i  la  debida  constancia  sobre  si  el  Código 
Civil  de  Cuudinamarca  está  vijente  en  aquel  Estado,  el  dicho  Gober- 
nador contestó,  respecto  de  lo  primero,  que  la  citada  lei  se  encuentra 
en  la  colección  que  remitió  como  auténtica  a- la  Secretaría  de  la  Corte, 
i  respecto  de  lo  segundo,  que  efectivamente  rije  en  el  Tolima  el  Código 
Civil  de  Cundinamarca,  por  disponerlo  así  el  artículo  1.^  de  la  lei  de  $ 
de  diciembre  (debo  ser  6)  ya  citada. 

"  El  Procurador  de  la  Nación,  en  su  vista  de  15  del  corriente, 
manifiesta  que,  en  sa  concepto,  no  es  inconstitucional  el  artículo  17 
a  que  se  refiere  el  peticionario,  i  prescinde  de  discurrir  sobre  el 
artículo  final,  pidiendo,  en  conclusión,  que  no  se  acceda  a  tal  solicitud. 
"  El  artícTilo  17,  cuya  suspensión  se  pide,  dice  asi :  *Una  vez  apro- 
bados por  el  Poder  Ejecutivo  los  padrones  de  indíjenas,  no  se  admitirá 
acción  alguna  para  el  efecto  de  obtener  la  inscripción  o  radiación  de 
al^un  individuo  en  el  padrón.  Estas  inscripciones  se  reputarán  como  el 
único  título  de  derecho  al  resguardo,  bien  sea  al  Indíjena  o  a  su  repre- 
sentante lejítimo,  por  haber  enajenado  sus  derechos ; '  i  el  contenido 
del  artículo  2394  del  Código  Civil  es  el  siguiente :  *E1  Administrador  de 
la  comunidad  debe  tener  un  padrón  exacto  de  todos  los  comuneros,  con 
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^t^teeioh  de  las  cuotas  de  bus  derechos,  én  el  cual  üÁa  anotáudose 
sucesivamente  todos  los  cambios  que  oeurran.  «*»Faira  fotmar  por  prianei» 
xa  vez  este  padrón,  si  los  comuneros  no  son  oonoeidos  de  un  modo 
auténtico,  ef  Juez,  a  sdizcitud  del  Administrador,  los  citará  por  edictos 
£J8^ós  en  lugares  públicos  de  la  cabecera  del  distrito  en  que  se  halle  la 
finca  común,  para  que  presenten  al  administrador  los  títulos  que  com«» 
purueben  su  derecho,  dentro  de  nh  plazo  de  sesenta  dias-*»  Siendo  noto- 
rio e  indudable  el  derecho  de  un  individuo,  debe  inchiirsele  en  el  padrón, 
aun  cuando  no  se  haya  presentado  a  solicitarlo.  Los  caaos  dudoios  o  Ubi* 
jioaoB  6e  decidirán  por  d  jvob^ 

"  El  artículo  24X5  del  Cód^  Ciyil^  derogado  por  el  32  de  la  lei  de 
6  de  diciembre  de  1870,  está  concebido  en  estos  términos :  '  En  caso 
de  reclamación  do  los  interesados,  o  de  que  sea  notoria  e  indudable  la 
jrregolarídatd  o  in^^xactitud  de  los  avalúos,  podrá  el  Prefecto  ordenar  su 
rectificación  al  tk^iipo  de  exéminctr  el  padrón.  El  Poder  Ejecutivo  dis-' 
pondrá  el  modo  como  deba  precederse  a  la  rectificación,  en  que  edem» 
pre  intervendrá  uno  por  lo  menos  de  los  peritos  que  hubieren  hecho  el 
primer  avaluó.' 

'^  La  disposición  constitucional  que  se  considera  violada  por  la  lei. 
de  6  de  diciembre  ya  relacionada,  dice  así :  '  5.**  La  propiedad ;  no 
pudiendo  ser  privados  de  ella  sino  por  pena  o  contribución  jeneral, 
con  arreglo  alas  leyes,  o  cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de 
necesidad  pública,  juoicialmente  declarado  i  previa  indemnización • 

^  Ahora  Uen,  lo  que  claramente  aparece  de  las  disposiciones 
legales  tolimenses  que  quedan  trascritas,  es  que  la  Lejisiatora  del 
Estado  reformó  el  artácnlo  289á  del  Código  Civil,  suprimiendo  el 
recurso  de  ocurrir  al  Juez  en  los  C£sos  dudosos  o  litijiosos  respecto  a 
ki  inclusión  de  algunos  individuos  en  el  respectivo  padrón,  ttábdole 
él  carácter  de  definitiva  a  la  aprobación  que  imparta  el  Poder  Ejecutivo 
a  los  padrones  de  indiienas ;  i  ya  se  ve  que  esto  no  constituye  una 
violaron  de  la  propiedad,  ni  aun  siquiera  se  suprimen  j)or  el  artículo 
17  citado  las  fórmulas  protectoras  del  derecho  de  los  indíjenas,  una 
vez  que  esa  aprobación  no  puede  darla  el  Poder  Ejecutivo  sino  oyendo 
el  informe  del  respectivo  Prefecto,  quien  no  puede  evacuarlo  sino  des- 
pués de  haberse  larasladado  a  los  distritos  respectivos  i  examinado  las 
cosas  por  sí  mismo,  dando  audiencia,  con  término  suficiente,  a  los  in- 
teresados, para  convencerse  de  la  exactitud  i  justicia  de  las  inscripcio- 
nes, o  hacer  las  rectificaciones  del  caso  en  vista  de  las  pruebas  que 
sobre  cada  innovación  deberán  crear  o  exijir,  según  lo  disponen  los  ar- 
tículos 2ÍÍ0  i  2411  de  dicho  Código  que  quedaron  vijent€«. 

**  T^npcco  puede  estimarse  como  violatorio  del  derecho  'de  pro- 
piedad el  articulo  final  (32)  de  la  citada  lei  de  6  de  diciembre,  por 
cuanto  en  ^  de  deroga  el  articulo  2415  del  Códmo  Civil.  Este  articulo 
ha  sido  sustituido  con  el  que  en  la  lei  lleva  el  numero  22,  i  si  en  aquél 
se  estabtedan  trámites  i  fórmulas  protectores  del  derecho,  lo  mismo  se 
ha  hecho  en  óste,  aunque  alterando  algunas  de  ellas,  en  virtud  de  una 
facultad  que  nadie  podrá  disputarles  a  los  ^biernos  de  las  secciones. 

'*!  por  estas  consideraciones,  la  Corte  iSu{>rema  federal,  adminis- 
trando justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  i  por 
atitidridad  de  la  lei,  resuelve  no  suspender  los  artículo^  17  i  82  de  la 
lelidel  ToUma,  de  6  de  dkiemfore  de  1870,  que  adiciona  i  reforma  él 

38 
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Código  OítíI.  Copia  de  esta  decifiíon  se  pnblioará  en  el  '*  Diario  OBr^ 
dal  i  ae  enráurá  al  Poder  Eiecntivo  del  Estado  del  Tolima,  i  el  e»- 
pediente  orijinal  se  remitirá  al  Senado  para  sa  decisión  nlt^ior,  de- 
jándose copia  de  esta  resolución  en  la  Secretaiía." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  apiobó  por 
unanimidad. 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  quá  ocuparse,  se  condujo  el 
presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  Majistrado  Presidente  i  demaa 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretaria 

El  Presidente,  José  M.  IU^jas  Gabbido — ^Manuel  M.  Bamüobz — 

CÉSAB  Contó— José  María  VelIíAMIZab  G.— Juan  M.  Pébiz.— El  Secie* 
tario,  Bqfad  K  SaritaTuier. 

Es  copia  conforme. — ^Bogotá,  veinticinco  de  setiembre  de  mil 
ochocientos  setenta  i  tres.— El  Secretario,  Safad  K  Santa/nder,. 


9 

Infobme  pe  la  couibiqn  del  Senado. 

Ciudadanos  Senadores, 

Nepomuceno  Apache  ha  denunciado  como  contrarios  a  la  Constí* 
tucion  nacional  el  artículo  17  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  de  6  da 
diciembre  de  1870,  i  el  artículo  32,  final  de  la  misma  leL 

En  el  espediente  no  se  encuentra  la  copia  auténtica  de  los  actoa 
lejislatiyos  denunciados ;  pero  ellos  se  insertaxon  en  el  Acuerdo  de  la 
Corte  Suprema  federal  de  24  de  setiembre  de  1873,  los  cuales  están 
redactados  en  los  términos  siguientes : 

*^  Ari  17.  tina  vez  aprobados  por  el  Poder  Ejecutivo  los  padrones 
^'  de  indíjenas,  no  se  admitirá  acción  alguna  para  el  efecto  de  obtener 
'*  la  inscripción  o  radiación  de  algún  individuo  en  el  padrón.  Estas  ins* 
<'  cripciones  se  reputarán  como  el  único  título  de  derecho  al  resguardo, 
"  bien  sea  al  indíiena,  o  a  su  representante  lejítimo,  por  haber  enajo" 
''  nado  sus  derecnos." 

El  articulo  32  deroga  él  2415  del  Código  Civil  de  Cundinamarca^ 
vijente  en  el  Tolima. 

El  artículo  2416  dice : 

"  En  caso  de  reclamación  de  los  interesados,  o  de  que  sea  notoria 
*'  e  indudable  la  irregularidad  o  inexactitud  de  los  avalúos,  podrá  el 
"  Prefecto  ordenar  su  rectificación  al  tiempo  de  examinar  el  padrón. 

"  El  Poder  Ejecutivo  dispondrá  el  modo  como  debe  procederse  a  la 
'^  rectifieacion,  en  que  siempre  intercederá  uno  por  lo  minos  de  los  pe- 
^*  ritos  que  hubieren  hecho  el  avalúo '* 

Deduce  el  denunciante  que  los  actos  lejislativos  espresados  (ar- 
tículos 17  i  32  de  la  lei  de  6  de  diciembre  citada)  atacan  el  derecho 
de  propiedad^  por  cuanto  el  artículo  17  ha  derogado  la  parte  final  del 
artículo  2394  del  Código  Civil,  ^ue  dispone  que  los  casos  dudosas  o  li^i^ 
jiosos  se  decidirán  ^or  el  Juez,  i  el  artículo  32,  por  cuanto  ha  derogado 
el  artículo  2416  ya  msertado. 

Los  terrenos  denominados  Besguardos  o  pertenecientes  a  oomuni-» 
dades  de  indíjenas,  han  sido  objeto  de  disposiciones  especiales  que  el 
código  Civil  contiene  en  muchos  artículos.  En  ellos  se  determinan  las 
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condiciones  neoesarias  para  tener  derecho  a  esos  terrenos ;  el  modo  dé 
formar  el  padrón  de  los  indíjenas  o  partícipes;  los  reqtiisitos  para 
aprobar  dicho  padrón ;  el  avalúo  de  los  terrenos,  su  mensura,  distnbn- 
eion,  adjudicación,  ¿c.  ¿ce,  Scc 

Los  actos  lejislativos  denunciados  solo  modifican  las  disposiciones 
referidas  en  ciertos  puntos  : 

1.^  En  que  terminan  toda  reclamación  relativa  a  la  inclusión  o  es- 
clusion  de  individuos  en  el  padrón  desde  el  momento  en  que  este  docu- 
mento es  aprobado  por  el  ^oder  Ejecutivo ;  i    * 

2.^  En  que  ordenan  que  sea  por  la  vía  administrativa,  i  no  por  la 

Í'udicial,  que  se  hagan  las  reclamaciones  sobre  todo  lo  relativo  a  la 
ormaeion  del  padrón. 

Pero  estas  disposiciones  en  nada  violan  el  derecho  de  propiedad. 
Por  los  artículos  2409  a  2411  del  Código  Oivil  se  dispone  lo  conveniente 
a  fin  de  que  el  padrón  de  los  indíienas  se  hi^a  con  la  mavor  exactitud, 
de  modo  que  nadie  sea  peijudicado,  i  la  aprobación  que  debe  impartir- 
le el  Poder  Ejecutivo  exije  requisitos  que  aseguran  todavía  mas  ios  de- 
rechos de  los  participes. 

En  mérito  de  esta%  consideraciones,  vuestra  comisión  os  propone 
^ue  confirméis  el  Acuerdo  de  la  Corte  Suprema  federal,  adoptietnao  el 
supliente  proyecto  de 

BESOLUCION. 

*'  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  inciso  6.  del  artículo  61  de  la  Constitución,  declara 
válidos  los  artículos  17  i  32  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  de  6  de 
diciembre  de  1873,  adicicmal  i  reformatoria  del  Código  Civil,  por  no 
ser  contrarios  a  la  Constitución  ni  a  las  leyes  nacionales. 

"  Comuniqúese  i  publíquese." 

Bogotá,  abrü  21  de  1874. 

Honorables  Senadores. 

AaüBiiN  Arus.— > Jaoobo  Sánchez.-— Oaspab  DCkz. 

Senado  de  Plenipotendaríofl — Abril  25  de  1874. 

Jja  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  esta  Cámara  en  loa 
tárminos  i  debates  reglamentarios. 
Comuniqúese  i  publíquese. 
El  Presidente,  Bamon  OáMSZ.— El  Secretario,  Jvlio  E.  Péitz. 


:vin, 


M DlilDAD  del  artículo  13  de  la  lei  49  de  Boyacó  de  7  de  se* 

tlenibre  de  1869« 


ACÜEBDO   DE  LA  SUFBEBCA  CoBTE    FEDEBAL. 

En  Bogotá,  a  cinco  de  enero  de  mil  ochocientos  setenta  i  cuatro, 
se  constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con  asis- 
tencia del  señor  Majistraao  Presidente,  doctor  José  Maria  Bójas '  Ga- 
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Xtidó,  i  demás  señores  IMDijisfcracbs,  doctotes  Manuel  M.  BamfreE,  0¿^ 
sar  CoBto,  José  María  Yillamiaar  G.  i  Manuel  M.  Madiedo,  i  se  tonuS 
en  consideración  la  solicitud  que  hace  Bonifacio  Torres  para  que  ss 
suspenda  el  artículo  13  de  la  lei  49  de  1869  del  Estado  soberano  da 
Boyacá. 

El  señor  Majistrado  doctor  Bamírez  presentó  el  siguiente  pro<- 
yeotodé 

BESOLÜCIOK. 

*^  Con  fecha  veinte  de  marzo  del  ano  próximo  pasado,  i  desde  la 
ciudad  de  Santa  Rosa  de  Yiterbo,  Estado  de  BojadL,  se  dirijió  Bcnu- 
fació  Torres  al  Senado  de  Plenipotenciarios  solicitando  la  declaratoria 
de  nulidad  del  articulo  13  de  la  lei  49  de  1869,  espedida  por  la  Asam- 
blea de  dicho  Estado,  i  de  todas  las  anteriores  i  posteriores  disposición 
nes  que  existan  en  el  nusmo  sentido,  declarando,  por  punto  jeneralf  ser 
nulo  todo  mandato  que,  conia*ariando  el  principio  constitucional  ocmi* 
signado  en  el  número  12  del  artículo  15,  priva  a  los  contribuyentes  del 
derecho  de  obtener  pronta  resolución  en  sus  peticiones. 

*'  £1  Senado,  por  una  resolución  jeneral,  mandó  pasar  al  Procura- 
dor de  la  Nación  todas  las  solicitudes  dirijidas  a  aauel  cuerpo  sobre 
nulidad  de  las  leyes  de  los  Estados,  para  que  dicho  lundonano  las  dirr 
rijiera  a  esta  superioridad  con  el  respectivo  informe. 

"  Oomo  resultado  de  la  providencia  del  Senado,  el  Procurador  se 
dirijió  a  esta  Suprema  Oorte  pidiendo  la  suspensión  del  estado  artículo 
13,  oomo  contrario  al  número  12  del  articulo  15  de  la  Oonstitaciini 
federal. 

'*  Sustanciada  la  petición  oomo  lo  prescribe  el  capítulo  10,  título 
11,  libro  2.^  del  Oódigo  Judiciaí,  ha  llegado  el  easo  de  que  la  Oorte  rs-r 
suelva,  en  sala  de  acuerdo,  si  debe  ejercer,  oon  relación  al  acto  lejisla 
tivo  de  la  Asamblea  de  Boyacá,  a  que  se  refiere  U  peticiop^  la  faoültad 
que  le  concede  el  artículo  72  de  la  Constitución. 

"  El  acto  lejislativo  de  que  se  trata,  i  que  en  copia  auWntica  se 
halla  agregado  ñi  espediente,  dice  así :  *  Artículo  13.  Los  deudores  de 

Slazo  cumplido  a  las  rentas  públicas,  al  solicitar  servicio  de  los  emplea- 
os en  el  ramo  civil,  aeompafiarán  a  8U9  solicitudes  él  comprobante  de 
estar  a  p«E  i  salvo  en  sus  oueaiM.  Ski  eonMefieneia»  esí  mx  deber  de 
dichos  empleados  prestar  a  los  deudores  el  apoyo  de  sus  ¿^cij^nea  ler 
gales,  siempre  que  se  les  presente  por  el  interesado  respectivo  el  com- 
probante indicado. 

^Parágrafo  1.^  La  presentación  del  comprobante  dicho  se  hará 
constar  en  los  autos,  en  copia^  devolviendo  el  orijinal  al  interesado  o 
interesados. 

*  Parágrafo  2.^  Los  empleados  que  contravinieren  a  lo  dispuesto 
€sa  este  articulo  serán  juzgados  i  penados  conforme  a  las  leyes.'  . 

'^  Tal  es  la  disj^osiciouque  se  estima  violatoria  del  inciso  12,  artí- 
culo 15  de  la  Constitución.  Éste  inciso  está  redactado  en  los  siguientes 
términos  : '  El  derecho  de  obtenjer  pronta  resolución  en  las  peticiones 
que  por  escrito  dirijan  a  las  corporaciones,  autoridades  ó  funcionarios 
públicos,  sobre  cualquier  asunto  de  interés  jeneral  o  particubüt.* 

''  Besde  luego  se  oompzende  que  el  moiiipo  para  eaitimaiM  eD0Ír«r 
xiasiMdos  disposiciones  irmioritas^no  puede  ser  otroqueeldelústáraár 
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iftds  at)solatos  oon  qae  aparece  ei^esado  el  reconocimiento  i  la  garantíii 
del  derecho  de  obtener  pronta  resolución  en  el  número  12  del  artículo 
16 ;  i  la  obligación  que  se  impone  a  los  peticionarios  en  el  articulo  13 
de  la  lei  boyaoense  número  49,  de  presentar  el  comprobante  que  acre- 
dite estar  a  paz  i  salvo  en  sus  cuentas.  Como  el  Senado  anuló  las  leyes 
de  Santander  i  Bajaca  de  1864,  i  la  de  Gundinamarca  de  1869,  i  de- 
claró yálida  la  de  Bolívar  de  1868,  que  tratan  del  mismo  asunto,  conte- 
luendo  disposiciones  semejantes,  no  puede  decirse  cuál  sea  la  doctrina 
constitucional  reconocida.  Mas  aún,  estas  contrarias  decisiones,  oriji- 
nadas,  sin  duda,  del  distinto  personal  de  la  corporación  que  las  espidió» 
lian  venido  a  poner  en  duda  el  alcance  de  la  garantía  consignada  en 
.el  citado  inciso  12,  con  relación  a  la  facultad  que  tienen  los  Gobiernos 
de  los  Estados  para  lejislar  en  materia  civil. 

*^  Es  un  hecho  potorio  que  no  hai  en  la  Union  Colombiana  un  solo 
Sstado  cuya  lejislacion  no  contenga  disposiciones  que,  mas  o  menos 
directamente,  no  se  relacionen  con  el  derecho  de  petición.  Todos  los 
códigos  sobre  procedimientos  judiciales  prescriben  requisitos  para  la 
redacción  de  los  libelos  de  demanda,  así  como  para  la  presentación  de 
los  memoriales  sobre  rentmcias  de  términos  i  desistimientos  de  las  ac- 
ciones i  recursos  interpuestos.  En  casi  todos  los  Estados  está  mandado 
«Lsar  papel  timbrado  para  los  escritos  que  se  presenten  a  los  funeiona- 
ríos  i  corporaciones  públicas,  como  un  arbitrio  fiscal,  i  en  algún  Esta- 
do en  que  no  se  ha  establecido  el  papel  timbrado,  se  ha  prescrito,  sinem^ 
bargo^  que  se  use  precisamente  en  los  procesos  civiles  i  criminales 
papel  florete  español.  En  todos  estos  casos,  i  en  muchos  otros  que  pu* 
dieran  citarse,  son  inadmisibles  las  peticiones  escritas  que  se  presentan 
BU  contravención  a  las  disposiciones  a  que  deben  respectivamente  su- 
jeterse,  conforme  a  las  leyes  del  respectivo  Estado ;  i  apesar  de  esto> 
desde  que  se  estableció  en  el  país  la  forma  federal,  solo  han  sido  ma- 
teria obligada  de  solicitudies  de  suspensión  los  actos  de  las  Asambleas 
qu«  contienen  medios  indirectos  para  hacer  efectivo  el  pago  de  los  im- 

Su^stos  que  gravan  la  riqueza  mueble  e  inmueble,  objetando  estos  me* 
ioSs  7A  como  contrarios  al  derecho  de  propiedad,  ja  como  opuestos 
al    de  obtener  pronta  resolución.   De  este  linaje  es  la  disposición 

au^  al  i)resente  se  examina,  que  es  la  consignada  en  el  artículo*  13 
B  la  lei  4&  de  1869,  espedida  por  la  Asamblea  de  Bovacá,  i  a  la  cual 
^  refieren  las  solicitudes  de  Bonifacio  Torres  i  el  Procurador  de  la 
!Nacion.  No  incumbe  a  la  Corte  revisar  las  disposiciones  anteriores  i 

Sosteriores  que  en  el  mismo  sentido  del  citado  artículo  13  haya  espe- 
ido  la  Asamblea  de  Bojacá,  como  lo  pretende  Torres  (para  lo  cual 
tendria  que  hacer  un  estudio  de  toda  la  lejislacion  del  Estado),  |)orqa6 
las  resoluciones  que  en  la  materia  debe  espedir  este  Supremo  Tribunal 
han  de  recaer  sobre  los  actos  lejielatívos  que  específicamente  se  apun- 
ten en  las  respectivas  solicitudes,  según  se  edije  de  los  aartíoulos  14  i 
72  de  la  Constitución. 

"  Por  mas  jenerales  que  sean  los  términos  en  que  está  redactado 
él  inciso  12  del  artículo  15  de  la  Constitución,  para  la  Corte  es  induda^ 
ble  que  €1  debe  ser  entendido  i  aplicado  sm  peijoioio  de  lo  que  esta^  • 
blezca  la  lejislacion  cjvil  de  cada  Estado,  como  mateña  sujeta  a  loa 
^kibiernoflloealeS';  pues  de  lo  contrario  se  4;endria  qoe  ir  a  parar  al 
absurdo  de  suspender  como  inconstitucionales  las  leyes  que  no  pemüri 


-.  262  — 

ten  a  los  menores  i  a^  los  locos  establecer  demandas  por  sí  mkmofl^ 
obligando  a  los  jueces  a  seguir  los  juicios  que  éstos  promovieran.  Ooo* 
siguientemente  quedaria  restrínjida  la  facultad  de  los  Gobiernos  locar 
les  en  materia  de  impuestos,  i  exentos,  hasta  cierto  punto,  los  habi- 
tantes de  los  Estados,  de  contribuir  para  los  gastos  públicos,  con  vio- 
lación de  lo  establecido  en  algunas,  si  no  en  todas,  de  las  resi>ectiYas 
constituciones. 

"  Por  otra  parte,  es  preciso  no  confundir  estos  dos  hechos,  esen- 
cialmente distintos  :  el  desconocimiento  de  un  derecho,  i  el  estisibleci- 
miento  de  las  formalidades  o  condiciones  para  ejercitarlo.  El  artículo 
13,  que  se  está  examinando,  no  desconoce  el  derecho  de  petición :  por 
el  contrario,  1q  acata  i  manda  observar.  Solo  establece  una  condición 
respecto  de  los  individuos  que  hayan  causado  a  deber  alguna  suma 
a  las  rentas  públicas  i  no  estén  a  paz  i  salvo  en  sus  cuentas ;  del 
mismo  modo  que  los  artículos  199,  200,  446  i  739*del  Código  Judicial 
de  la  IJnion  han  establecido  re(]^uisitos  para  la  redacción  de  ios  libelos 
de  demanda  i  para  la  presentación  de  los  memoriales  en  que  se  renun- 
cian términos  i  se  desiste  de  pleitos  o  de  recursos,  sin  que  a  nadie 
le  hojB,  ocurrido  tachar  de  inconstitucionales  los  citados  aitículoB 
del  dodigo  Judicial 

'^En  una  solicitud  semejante  que  fué  denegada,  por  decisión  de  19 
de  marzo  de  1870,  se  adujeron,  entre  otros,  los  siguientes  fundamentos : 
'  Que  la  enunciación  de  los  derechos  individuales,  tal  como  se  encuentra 
en  la  Constitución  nacional,  implica  el  reconocimiento  de  todos  los  de- 
beres consiguientes  al  estado  social  i  a  la  existencia  del  Gk>bierno,  los 
cuales  no  subsistirían  sin  los  medios  de  hacer  respetar  esos  derechos, 
habiendo  una  correlación  natural  i  forzosa  entre  los  unos  i  los  otros,  i 
sería  absurdo  concebir  el  goce  de  aquéllos  sin  el  sometimiento  de  éstos» 
por  ser  el  juego  simultáneo  de  ellos  lo  que  constituye  la  dimiidad  hu- 
mana, cuya  protección  es  el  objeto  de  los  Gbbiemos  Uamados  Ubres. 

«  ^  Que  si  los  poderes  federales  deben  ser  muí  mesurados  en  el  ejer- 
cicio de  la  facultad  de  suspeoider  i  anular  las  leyes  de  los  Estados, 
como  se  desprende  del  espírítu  de  la  Constitución,  esta  mesura  debe 
sermayor  tratándose  de  las  leyes  sobre  contríbuciones,  teniendo  en 
cuenta  que  ellas  están  dictadas  para  resolver  la  mas  grave  dificultad 
que  ofrece  la  organización  i  ejercicio  del  Gobierno  de  los  Estados,  i  que 
una  suspensión  puede  poner  en  seríes  conflictos  la  paz  o  la  marcha  de 
dichas  entidades.' 

^''Perlas  anteríores  consideraciones,  la  Corte  Suprema  federal* 
administrando  justicia  en  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia 
i  por  autoridad  de  la  lei,  resuelve  no  suspender  el  artículo  13  de  la  leí 
49  de  1869,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de  Boyacá,  que  adi- 
ciona i  reforma  las  leves  28  i  29  de  dicho  Estado,  por  no  ser  contrarío 
a  los  artículos  14  i  7Í  de  la  Constitución. 

"  Copia  de  esta  decisión  se  publicará  en  el  *^  Diarío  Oficial "  i  se 
enviará  al  Poder  Ejecutivo  del  Estado  de  Boyacá.  El  espediente  ori- 
jinal  se  remitirá  al  Senado  para  su  decisión  ulteríor,  dejándose  copia 
de  la  presente  resolución." 

Discutido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó 
por  unanimidad. 
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I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qné  ocuparse,  se  concluyó  el 
presente  acuerdo,  que  firman  el  señor  M^istrado  Presidente  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Oficial  mayor,  por  ausencia 
del  Secretario. 

El  Presidente,  José  M.  B^jas  GARRnx).— Manuel  M.  EamTbez. — 
Gésab  Contó.— José  M.  Villamizab  G. — ^Manuel  Mabía  Madiedo.— 
Por  el  Secretario.— El  Oficial  mayor,  Joaquín  Esguen^a, 

Es  copia  conforme — ^Bogotá,  enero  17  de  1874. 
El  Secretario,  Rafad  K  Santander. 


Informe  de  la  oomision  bel  Senado. 


Desde  el  distrito  de  Santa  Bosa,  en  el  Estado  de  Boyacá,  se 
dirijió  el  ciudadano  BoniEacio  Torres  al  Senado,  por  medio  del  memo- 
rial fechado  el  20  de  marzo  de  1873,  pidiéndole  que  declarase  la 
nulidad  del  artículo  13l  de  la  lei  49  de  jBoyacá,  de  7  de  setiembre  de 
1869,  i  de  todas  las  anteriores  i  posteriores  disposiciones  que  existen 
en  el  mismo  sentido,  por  ser  conixarias  a  la  garantía  constitucional  de 
^  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones  (|ue  por  escrito  se  dirijan 
a  las  corporaciones,  autoridades  o  funcionanos  públicos,  sobre  cual- 

Suier  asunto  de  interés  jeneral  o  particular,"  consa^ada  en  el  inciso  12 
el  artículo  15  de  la  Constitución  política  de  la  Union. 

El  Senado  acordó  que  la  petición  del  señor  Torres  fuese  pasada 
al  señor  Procurador  jeneral  de  la  Nación,  con  el  objeto  de  que  ella 
se  examinara  i  resolviera  por  la  Corte  federal,  según  lo  prescribe  el 
artículo  72  de  la  propia  Constitución,  i  efectivamente  dicho  funcio- 
nario ocurrió  con  el  espresado  memorial  al  Supremo  Tribunal,  coad- 
yuvando la  solicitud  del  señor  Torres. 

Al  considerarse  por  la  Corte  este  asunto,  tuvo  en  cuenta  para  re- 
solverlo, al^tenióndose  de  suspender  los  efectos  del  artículo  13  de  la 
leí  49  del  Estado  de  Boyacá,  entre  otras  razones,  ósta : 

**  Como  el  Senado  anuló  las  leyes  de  Santander  i  Boyacá  de  1864, 
^i  la  de  Cundinamarca  de  1869,  i  declaró  válida  la  de  Bolívar  de  1868, 
''que  tratan  del  mismo  asunto,  conteniendo  disposiciones  semejantes, 
''no  puede  decirse  cuál  sea  la  doctrina  constitucional  reconocida." 

'I  Mas  aiin :  estas  contrarias  decisiones,  orijinadas,  sin  duda,  del 
".distinto  personal  de  la  corporación  que  las  espidió,  han  venido  a 
"poner  en  duda  el  alcance  ae  la  garantía  consimada  en  el  citado  in- 
"ci£0  12,  con  relación  a  la  facultad  que  tienenios  Gobiernos  de  los 
"Estados  }>ara  lejislar  en  materia  civü. 

Sometido  este  nuevo  caso  al  examen  del  Senado,  vuestra  comisión 
no  puede  monos  que  reconocer  que  ya  se  hace  preciso  establecer  la 
Verdadera  doctrina  constitucional  que  en  lo  sucesivo  sirva  de  fundamen- 
to al  resolver  las  solicitudes  que  sobre  la  misma  materia  se  sometan  a  su 
criterio;  haciendo  desde  luego  una  detenida  comparación  de  los  argu- 
mentos hechos  en  uno  i  otro  sentido  por  las  comisiones  inspectoras  de 
los  actos  lejislativos  de  los  Estados,  para  deducir  cuáles  son  los  mas 
colorines  i  están  en  completa  anuoma  con  el  piincipio  consignado  en  el 
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inciso  12  de  nuestra  Constítacion.  Porque^  en  realidad»' ambas  doctlínM, 
que  esencialmente  son  opuestas,  no  pueden  aveninse  oon  eee  prixicipie«r 
Una  sola  será  la  verdadera,  i  falsa  la  otra  ;  i  desde  luego  conviene  exa- 
minarla para  dejar  asentada  la  que  consulta  no  solo  la  letra  ekxo  eL 
espíritu  de  la  instituoion,  que  segtu  amenté  será  la  verdadera. 


Lei  de  Boyaca  de  1864. 

A  solicitud  de  algunos  vecinos  del  distrito  de  Sogamoso,  el  Senado, 
en  sus  sesiones  de  noviembre  de  1867,  de  claró  definitivamente  nulo  el 
artículo  40  de  la  lei  de  19  de  diciembre  de  1864  orgánica  de  las  con- 
tribuciones i  rentas,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado 
soberano  de  Boyacfí,  de  acaerdo  con  lo  que  el  Solador  señor  Mana^ 
W.  Carvajal  propuso  en  su  informe,  que  se  reíistra  a  las  pajinas  109  a 
111  del  Código  de  resoluciones  dictadas  por  el  Senado.  , 

Veamos  lo  que  disponia  el  artículo  anulado,  i  loa  fundam^itos  con* 
signados  en  su  informe  por  la  comisión  : 

"  Art  40.  La  Corte  del  Estado,  los  Jueces  de  circuito,  los  de  dis- 
'^trlto,  los  Notarios  i  los  Bejistradores  de  instrumentos  públicos  i 
''privados,  no  les  prestarán  su  oücio  a  los  contribuyentes  que  no 
**  comprueben  haber  pagado  el  impuesto.  El  comprobante  constará  del 
**  recibo  del  Becaudaaor,  o  de  la  lista  de  contribuventes  que  menfioa^ 
**  mente  remitirán  los  Becaudadores  a  las  oficinas  publicas  del  respeetivQ 
"  distrito.  *' 

^'  Cuando  los  individuos  que  no  siendo  contiibayentes  soliciten  dci 
**  los  Becaudadores  respectivos  el  comprobante  de  tales,  áitod  tienen 
^' obligación  de  espedirles  una  boleta  que  testifique  que  no  son  eon^ 

*' tribuyentes." 

I  la  comisión  que  examinó  las  precedentes  disposiciones  dijo  ni 

Senado: 

"  Los  que  defienden  la  constitucionalidad  de  estas  disposicionee^ 
las  califican  como  un  medio  coercitivo  empleado  para  llevar  a  efecto 
el  impuesto ;  i  razonan  de  este  modo :  Si  los  Estados  tienen  la  facultad 
de  imponer  contribuciones  para  los  gastos  de  su  adminiatracion,  tieAétt 
la  correlativa  de  establecer  alguna  sanción  vAtñ  los  que  no  CttnqpUm 
con  el  deber  de  pagar.  Si  los  habitantes  de  Éoyacá  tienen  el  derecho 
de  obtener  pronta  resolución  en  las  pjetíoiones  que  dirijan  a  los  funcio- 
narlos púbhcos,  i  de  que  se  les  administre  justicia,  también  tienen  ei 
deber  de  pagar  el  servicio ;  i  mui  bien  se  puede,  como  un  medio  ooer* 
citivo,  establecer,  no  que  se  les  quite  ese  derecho,  sino  que  xh>  se  les 
otorRue  hasta  que  prueben  haber  cumplido  por  su  parte  con  uno  de 
sus  aeberes."  ^ 

^'  Si  se  sentara  el  precedente,  agregan,  de  anular  una  lei  eomo  Ui 
de  que  se  trata,  no  quedaría  a  los  Estados  medio  alguno  para  haeet 
efectivas  las  contribuciones  ;-cualquÍ6ra  c[ue  se  establedeía  ñmm 
tachado  de  inconstitucional.  Lo  seria  la  leí  que  impone  derechos  da 
aduana,  porque  ataca  la  libertad  de  industria ;  lo  aeiia  la  de  papd 
mellado,  que  existe  en  algunbs  Estados,  porque  suspende  ^l  deredbo 
de  obtener  pronta  resolueion,  toda  ves  que  sin  pagar  esle  impoeab^  tm 
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Jpúedea  oir  dolicitadda  Iob  funoionarios  públicos;  lo  Berílsm  todusí 
porque  todas  HmifjtTi  alguna  libertad*  Las  dispoBiciones  de  que  se 
trata  no  implican  la  negación  de  un  derecho  constitucional ;  exijen 
«p^as  la  prueba  de  haberse  cumplido  un  deben" 

^'  Contra  los  precedentes  razonamientos  hai  que  observar : 

'^  1.^  Que  es  base  esencial  e  invariable  de  la  IJnion  entre  los  Es^ 
tadoSy  el  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del. Gobierno  jeneral 
i  de  los  Gobiernos  de  todos,  i  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos 
individuales  consa^ados  en  los  diez  i  seis  incisos  del  artículo  16  de 
la  Oonstituoion  nacional ; 

"2^  Que  en  él  catálogo  de  esos  derechos  figuran^ el  de  que  los 
habitantes  i  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia  no  pue- 
den ser  penados  sin  ser  oidos  i  vencidos  en  juicio ;  i  el  de  obtener 
pronta  resolución  en  las  peticiones  que  por  escrito  dirijan  a  las  corpo-^ 
raciones,  autoridades  o  funcionarios  públicos  sobre  cualquier  asunto 
de  interés  jeneral  o  particular ;  i 

'^  3.^  Que  el  medio  coercitivo  empleado  por  la  lei  de  Boyacá  para 
hacer  eficaces  las  contribuciones,  conculca  estas  dos  garantías.  En 
efecto,  si  los  tribunales  de  justicia,  notarios  i  rejistradores  de  instru- 
mentos públicos  i  privados,  niegan  su  oficio  a  los  contribuyentes  que  no 
justifiquen  la  solución  del  impuesto,  resulta  que  tales  contribuyentes 
tienen  prohibición  temporal  ae  ejercer  los  derechos  civiles  de  testar  ; 
de  ser  nombrados  herederos  o  legatarios ;  de  contraer  mairimonió  civil ; 
de  nombrar  o  ser  nombrados  tutores,  curadores,  arbitros,  apoderados, 
Ao* ;  de  hacer  constar  sus  contratos  por  escritura  pública ;  de  deman- 
dar en  juicio  sus  derechos,  i  de  ejercer,  en  fin,  todo  acto  civil  en  que 
.por  razón  de  su  oficio  deben  intervenir  los  funcionarios  públicos  espre- 
aados*  I  como  la  prohibición  temporal  de  ejercitar  tales  derechos,  o  sea 
la  suspensión  de  ellos,  es  una  verdadera  pena,  es  evidente  que  los  indt^ 
viduos  que  no  justifiquen  el  pa^o  de  la  contribución  vienen  a  ser  pena- 
dos sin  ser  (Ádos  i  vencidos  en  juicio/' 

"  Si  la  no  satisfacción  del  impuesto  fuera  un  delito,  debe  preceda 
juicio  para  la  imposición  de  la  pena ;  i  si  no  lo  es,  es  un  absurdo  em-* 
plear  tina  coacción  que  tiene  todos  los  caracteres  de  una  verdadera 
pena.  No  se  alague  oue  está  en  manos  del  contribuyente  hacer  cesar  el 
entredicho  a  que  se  le  sujeta,  consignando  la  contríoucion ;  porque  no 
es  raro  que  se  le  impongan  gravámenes  superiores  a  sud  recursos,  o  que, 
por  causas  independientes  de  su  voluntad,  se  vea  reducido  a  la  impo-> 
tencia  absoluta  de  pagar." 

El  Senado,  como  antes  os  lo  ha  dicho  vuestra  comisión,  declaró 
nulo  el  artículo  copiado  de  la  lei  de  Boyacá,  así  como  otro  artículo 
conexionado  con  aquél. 

n, 

Lei  de  Bolívar  de  1868; 

Natural  es,  ciudadanos  Senadores^  que  después  de  haber  insertado 
én  este  informe  los  argumentos  que  principalmente  sirvieron  al  Senado 
en  1867  para  anular  la  referida  lei  de  Boyacá,  contraiga  su  examen 
Vuestra  comisión  a  los  que  sirvieron  también  al  Senado  para  resolver 
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en fiéntído  opuesto  la  ÉoUoitad  qae  el  señor  Antomo  J.  Tono  Isúsopai!» 
qae  se  anulase  la  leí  de  Bolívar,  de  10  de  noTÍembre  de  I8689  ^  de  im* 

Suesto  sobre  la  renta/'  con  el  objeto  de  compararlos  i  ayerígaar  cnálea 
8  ellos  tienen  mayoi  solidez,  o  son  los  que  en  realidad  la  tienen  i  se 
avienen  en  un  todo  con  las  instituciones  fundamentales. 

El  artículo  20  de  dicha  lei  "  de  impuesto  sobre  la  renta,'^  a  que  el 
señor  Tono  contrajo  supeticion,  dice  lo  supliente : 

'^  Artículo  80.  El  Tribunal  Superior  de  justicia  i  demás  Juagados 
'*  no  podrán  oir  en  juicio,  ni  prestar  sus  oficios,  a  los  deudores  del  im- 
*'  puesto  que  se  establece  por  esta  lei,  si  dichos  deudores  son  actores 
'<  o  demandantes. 

'^  Los  Notarios  públicos  i  los  Bejistradores  de  instrumentos  pá- 
**  Micos  tampoco  prestarán  sus  oficios  a  los  que  sean  deudoc^es  al  Es- 
*^  tado  por  el  referido  impuesto ;  i,  en  consecuencia,  no  autorisarán 
'*  actos  o  contratos,  ni  los  narán  constar  en  el  libro  de  rejistro,  cuando 
'*  los  que  de  ellos  aparezcan  como  acreedores  o  favorecidoB  sean  deudo- 
'**  res  al  Estado  por  razón  del  impuesto  va  mencionado." 

Sustandabnente,  ciudadanos  Senadores,  el  artículo  copiado  de  la 
lei  de  Bolívar  contiene  el  mismo  precepto  que  la  de  Bojaoá ;  i  por 
tanto,  es  menester  consignar  las  razones  que  el  Senado,  no  obstante  la 
igualdad  de  casos,  tuviera  en  cuenta  para  determinar  lo  contrario  a  lo 
que  anteriormente  habia  establecido  como  doctrina  constitiuÁonal. 

Tratándose  de  dicha  lei  de  Bolívar,  la  comisión  inspeetora  de  los 
actos  lejislativos  de  los  Estados,  que  en  1870  todavía  se  componía  de 
cinco  Senadores,  no  pudo  presentar  dictamen  unánime,  i  así  íu^  ^ue  el 
de  la  mayoría,  compuesta  de  los  Senadores  Manuel  de  J.  Quijano, 
Marco  A.  Estrada  i  Justo  Arosemena,  ^ue  terminaba  propcmiendo  la 
nulidad  del  artículo  20  de  la  referida  leí,  fué  desechado ;  1  se  aprobó 
por  la.  corporación  el  suscrito  {>or  la  minoría,  compuesta  de  Ibs  Sena- 
dores Bamon  E.  Palau  i  Antonio  Ferro,  que  aconsejaba  se  adoptase, 
como  fué  adoptedo,  el  proyecto  de  declaratoria  de  valides  de  la  men- 
cionada disposición. 

Beservandose  vuestra  comisión  hacer  valer  varios  de  los  argtimen- 
tos  de  aquella  comisión  (la  de  la  mayoria)  cuando  se  ocupe  dei  examen 
de  la  lei  de  Boyacá  de  que  ahora  se  trate,  consignará  los  pocos  que 
espuso  la  minoría  en  su  reroectivo  informe,  publicado  en  el  nám^ 
1947  del  "  Diario  Oficial." 

'^  Vuestra  comisión  de  inspección  de  actos  lejislativos  de  loe  Esta- 
dos," dijo  la  minoría^,  '*  reconoce  la  fuerza  de  los  argumentos  en  que  la 
Corte  Suprema  ha  apoyado  su  fallo ;  porque  es  de  todo  punto  inoispa-. 
table  que  los  ciudadanos  no  pueden  exijir  con  justicia  los  servicios  qae 
les  presta  la  sociedad,  si  se  deniegan  a  pagar,  en  la  proporción  <juo  les 
toca,  el  valor  de  esos  servicios ;  i  lo  es  tembien,  (jue  alas  condiciones 
esteblecidas  para  que  la  fuerza  social  i  la  fe  pubhca  den  al  ciudadano 
su  apoyo,  no  se  les  puede  suponer  el  mismo  carácter  que  tenia  la  de- 
negación absolute  que  un  Estado  hiciera  de  prestar  su  autoridad,  o  la 
de  la  fe  púbUca,  a  un  ciudadano. 

"  Si  el  principio  contrario  hubiera  de  admitirse,  una  g^ftn  parte, 
casi  la  totalidad  de  la  lejislacion  civil  de  los  Estados,  quedaría  someti- 
da a  la  tacha  de  nulidad,  por  violación  de  las  garantías  individuales 
comprendidas  en  el  artículo  15  de  la  Constitución  nacional ;  pues  bien 
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Mbek  qne  tanto  las  le^  Bostantíyas  como  las  adjetivas  hacea  depen- 
diente el  derecho  de  ciertos  trámites  i  condiciones  que  están  estable- 
cidas como  necesarias  para  su  ejercicio  i  reconocimiento." 

m. 

t 

Leí  49  de  Boyaca  de  1669. 

El  ciadadano  Bonifacio  Torres  ha  solicitado,  como  ya  se  ha  dicho, 
la  declaratoria  de  nulidad  del  artículo  13  de  la  indicada  lei,  que  es  del 
tenor  siguiente : 

*^^t.  13.  iLos  deudores  de  plazo  cumplido  a  las  rentas  públicas, 
^  al  solicitar  servicio  de  los  empleados  en  el  ramo  civil,  acompañarán  a 
^  sos  solicitudes  el  comprobante  de  estar  a  paz  i  salvo  en  sus  cuentas. 
*^  En  consecuencia,  es  un  deber  de  dichos  empleados  prestar  a  los  deu- 
'*  dores  el  apoyo  de  sus  funciones  legales,  siempre  que  se  les  presente 
*^  por  el  iuteresado  respectivo  el  comprobante  indicado. 

'*  Parágrafo  1.^  lía  presentación  del  comprobante  dicho  se  hará 
''  constar  en  los  autos,  en  copia,  devolviendo  el  orijinal  al  interesado  o 
^  interesados.      '       ^ 

*'  Parágrafo  2.^  Los  empleados  que  contravinieren  a  lo  dispuesto 
^  en  este  artículo,  serán  jugados  i  penados  conforme  a  las  leyes." 

En  lo  esencial,  nada  tiene  de  nuevo  la  precedente  disposLCÚm,  que 
no  contuviera  el  artículo  40  de  la  lei  del  mismo  Estado  de  Boyaoá  de 
19  de  diciembre  de  1864,  i  el  artículo  20  de  la  de  Bolívar  de  1868, ''  de 
impuesto  sobre  la  renta,"  pues  todos  ellos  se  dirijen  a  exijir  la  compro*- 
bacion  de  que  no  son  deuaores  al  Tesoro,  para  poder  emplear  los  ser- 
vicios de  los  empleados  públicos ;  de  modo  que  éstos  tienen  prohibición 
de  prestar  sus  oncios  a  los  particulares  mientras  tal  comprobación  no 
se  naga. 

Cei  Suprema  Corte  federal,  censurando  esta  última  disposición  de 
la  lei  de  Boyacá,  espuso :  '^  Es  un  hecho  notorio  que  no  hai  en  la  TTnioñ 
C^ombiana  un  solo  Estado  cuya  lejislacion  no  contenga  di^)06ioiones 
(|ue,  mas  o  menos  directamente,  no  se  relacionen  con  el  derecho  de  jus- 
ticia. Todos  los  Códigos  sobre  procedimientos  judiciales  prescriben  re- 
quisitos para  la  redacción  de  los  libelos  de  demanda,  asi  como  para  la 
''  presentación  de  los  memoriales  sobre  renuncias,  de  términos  i  desis- 
«'  fixnientos  de  las  acciones  i  recursos  interpuestos.  En  casi  todos  los  Es- 
''  tados  está  mandado  usar  papel  timbrado  para  los  escritos  que  se  prese^- 
**  ten  a  los  funcionarios  i  corporaciones  públicas,  como  un  arbitrio 
"  fiscal,  i  en  algún  Estado  en  que  no  se  ha  establecido  el  papel  timbra- 
do, se  ha  prescrito,  sinembargo,  que  se  use  precisamente  en  los  pro- 
cesos civiles  i  criminales  papel  florete  español.  En  todos  estos  casos, 
**  i  en  muchos  otros  que  pudieran  citarse,  son  inadmisibles  las  peticio- 
nes escritas  que  se  presentan  en  contravención  a  las  disposiciones  a 
<]^ue  deben  respectivamente  sujetarse  conforme  a  las  leves  del  respec- 
^  tivo  Estado ;  i  a  pesar  de  esto,  desde  que  se  estableció  en  el  país  la 
^'  forma  federal,  solo  han  sido  materia'  obligada  de  solicitudes  de  sus- 
*^  pensión  los  actos  de  las  Asambleas  que  contienen  medios  indirectos 
"  para  hacer  efectivo  el  pago  de  los  impuestos  que  gravan  la  riqueza 
^'  mueble  e  inmueble,  objetando  estos  medios,  ya  como  contrarios  al 
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^  derecho  de  propiedad,  ya  como  opuestos  al  de  obtener  pronta 
*'  solncion  " 

Yuestra  comisión  juzga  mni  conveniente  ezaminai'  si  estos  razona- 
mientos tienen  alguna  fuerza  indestructible. 

Ko  Te  vuestra  comisión,  en  los  ejemplos  citados  por  la  Corte  fede- 
ral, absoluta  paridad  en  el  caso  que  se  ventila,  como  se  permite  respe- 
tuosamente  esponerlo,  antes  de  seguir  adelante. 

Prescribir  que  los  líbelos  de  demandas  civiles  contengan  cierto^ 
requisitos,  como  el  nombre  de  la  persona  a  quien  se  demanda  i  la 
razón  o  causa  por  que  ésta  se  entabla,  no  es,  a  juicio  de  vuestra  comi- 
sión, suprimir  ni  suspender  el  derecho  que  constitucionalmente  se  tiene 
a  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones  que  se  dirijan  a  las 
corporaciones  o  funcionarios  públicos  sobre  cualquier  asunto  de  interés 
jeneral  o  particular.  Lo  primero  mas  bien  favorece  la  intención  del 
demandante,  porque  no  solo  da  mas  claridad  a  la  acción  que  se  instau- 
ra, sino  que  es  de  esencia  de  ésta  que  se  esprese  de  quién  se  pide  i  con 
qué  derecho.  ¿De  qué  serviria  demandar  el  cumplimiento  de  una 
obligación  sin  espresar  el  nombre  de  la  persona  obligada  ?  ¿  Cómo 
podría  xm  Juez  decidir  que  el  demandado  pasara  la  suma  determinada 

Sor  el  actor,  sin  que  éste  espresara  que  aquS  se  la  debia  por  contrato 
e  mutuo,  o  por  compraventa,  por  depósito,  por  herencia,  &c.  &o?  Su- 
primidos tales  requisitos,  nadie  podna  saber  qué  cosa  se  pedia  en  el 
escrito,  quién  debería  darla  i  por  qué  motivo :  eÚos  se  han  establecido 

Sara  dar  a  las  peticiones  judiciales  cierto  valor  i  firmeza,  esenciales  al 
erecho  que  se  quiere  hacer  efectiva 

Cosa  mui  distinta  es,  por  cierto,  exijir  de  un  demandante  la 
prueba  de  que  no  es  deudor  al  fisco,  para  hacer  que  tenga  curso  legal 
su  acción.  Aunque  el  escríto  contuviera  con  toda  la  darídad  del  caso 
los  requisitos  que  son  imprescindibles  en  los  de  esa  naturaleza,  nada 
adelantaría  .el  actor  si  no  acompañaba  el  comprobante  de  no  deber 
al  Tesoro  público. 

El  inciso  12  del  artículo  15  de  la  Constitución  de  la  Bepdblica  na 
garantiza  el  derecho  de  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones 
que  se  redacten  en  papel  común ;  de  modo  que,  si  en  algunos  Estados 
debe  hacerse  uso  de  papel  timbrado,  esto  no  contraría  la  garantía 
constitucional,  i  desde  luego  que  el  memorial  se  estiende  en  papel 
correspondiente,  no  puede  haber  inconveniente  legal  para  que  ee 
considere  i  resuelva  la  solicitud. 

Los  habitantes  i  transeúntes  por  Bojacá,  aunque  estendieran  em 
.  escritos  en  el  papel  sellado  qtle  en  aquel  Estado  se  halla  establecido, 
no  por  eso  estarian  relevados  de  la  obligación  de  justificar  que  no 
adeudan  nada  al  Tesoro ;  de  manera  que  aunque  pagasen  el  impuesto 
de  timbre,  se  encontrarían  en  las  mismas  condiciones  en  que  estuvie- 
ran los  particulares  en  los  Estados  en  que  no  hai  tal  impuesto,  pero 
que  exíjen  también  comprobantes  iguales  a  los  referidos  para  nxerecer 
la  atención  de  los  empleados  públicos. 

Si  se  llevaran  las  cosas  hasta  ese  estremo,  podría  conducirnos 

hasta  el  absurdo.   Así,  por  ejemplo,  se  supondría  ser  contrario  al  prin- 

/3Ípio  constituciouají  consagrado  como  garantía,  el  hecho  de  exijirse  a 

un  francés  que  demandase  judicialmente  a  un  holandés,  i  de  éste  que 
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oontestase,  que  redactaran  sos  escritos  en  el  idioma  patrio,  i  nó  en 
el  que  respeotiyamente  conociesen  dichos  estrahjeros  como  nativo* 

Habría  que  suprimir  los  trámites  dilatados  que^  prescriben  las 
lejes  para  sustanciar  los  juicios,  i  que  los  hacen  casi  mteAninables, 
poique  la  garantía  no  se  limita  a  obtener  resolución,  sino  a  obte- 
nerla pronÉon 

Pero  nada  de  esto,  ciudadanos  Senadores,  se  opone  a  la  garantia 
constitucional ;  i  sí  es  opuesta  a  ella  la  disposición  de  la  lei  de  Bojacá 
que  está  examinándose. 

lios  que  opinan  por  la  constitucionalidad  de  semejantes  disposi- 
ciones i,  por  tanto,  en  favor  de  su  validez,  presentas  al  debate  como 
poderoso  argumento,  éste : 

Si  los  Estados  tienen  lafacuUad  de  imponer  contribuciones  para  los 
gastos  de  su  adminisirajcion,  tienen  la  carrdativa  de  estcMeoer  alguna  san- 
ción para  los  qve  no  cumplan  con  d  deber  de  pagar;  pnes  si  cada  habitante 
o  transeúnte  en  los  Estados  Unidos  de  Cclomoia  tiene  derecho  de  obtener 
prcnía  resdticion  en  las  peticiones  que  dirijan  a  hs  funcionarios  públicos^  i 
de  qve  se  les  administre  justiday  también  tienen  d  deber  de  pagar  d  servicio; 
i  como  un  medio  coercUv^  se  establece,  nó  que  se  le  quite  ese  derecho^  sino 
míe  no  se  le  otorgue  hasta  que  pruebe  haber  cumplido  por  su  parte  con  uno 
ae  aus  mas  indeclinables  deberes.  Si  es  base  esencial  e  invariable  de  la 
Union  entre  los  Estados  d  reconocimiento  i  la  garantía,  por  parte  del 
Gobierno  jeneral  i  de  los  Gobiernos  de  todos  i  cada  uno  de  los  Estados, 
de  los  derechos  individuales  que  pertenecen  a  los  habitantes  i  transeúntes^ 

aue  enumera  el  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  ¿cómo  se  pue- 
e  sostener  que  el  comprendido  en  el  inciso  12  de  dicho  artículo,  de 
obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones  que  los  particulares  dirijan 
a  los  empleados  púbHcos,  se  pueda  suspender  temporalmente  ? 

No  hai  facultad  de  privar  en  absoluto  de  ese  derecho»  dicen  los 
partidarios  de  la  doctrina  favorable  a  la  lei  de  que  se  trata ;  pero  puede 
suspenderse.  ¿De  qué  disposición  constitucional  deducen  tal  conse- 
cuencia ?  pregunta  vuestra  comisión.  * 

Porque,  en  realidad,  si  los  Estados  tuvieran  facultad  para  suspen- 
der dicho  derecho,  como  medio  coercitivo  empleado  contra  los  deudo- 
res, la  tendrían  sin  duda  alguna  para  negárselo  en  absoluto.  Mas,  en 
el  sentir  de  vuestra  comisión,  no  la  tienen  para  una  ni  otra  cosa. 

Los  Estados  celebraron  un  pacto  social,  no  con  los  individuos 
particulares,  sino  con  cada  uno  de  los  demás  Estados  colombianos,  en 
virtud  del  cual  se  consideró  como  base  esencial  e  invariable,  es  decir,  no 
sujeta  a  suspensión  ni  recortes  por  ninguna  de  las  partes  contratantes, 
d  reconocimiento  por  sus  Gobiernos  de  los  derechos  mdividuales  puntua- 
lizados en  la  Constitución.  De  modo  que  desde  que  un  Estado  suspende, 
¿quiera  sea  temporalmente,  el  ejercicio  de  todos  o  de  cualquiera  de  esos 
derechos,  deja  de  reconocerlos,  porque  los  desconoce  o  niega ;  i  por  lo  mis- 
mo, en  ese  estado  de  cosas  se  falta  a  la  base  de  la  unión  entre  los 
Estados ;  i  no  solo  se  falta  a  ella,  sino  que  deja  de  ser  invariable  para 
convertirse  en  caprichosa  e  inconstante. 

Si  reconocemos  en  los  Estados  facultad  para  suspender  uno  cual- 
quiera de  los  derechos  individuales   garantissados,  tendriamos  que 
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reconocérsela  para  suspenderla  como  medio  coerottiTo,  tio^  tres^  euúko 
de  esos  mismos  derechos ;  tendríamos  que  concedérsela  para  suspen- 
derlos temporalmente  todos.  ¿En  qué  podríamos  fonaamos  para 
reconocerles  facultades  de  suspender  imo  de  esos  derechos  i  no  todos? 
Vuestra  comisión  no  descubre  que  haya  razón  para  lo  uno,  i  n6  pura 
lo  otro ;  antes  bien,  cree  que  ese  sería  el  resultado  lójico  de  la  opinión 
contraría  a  la  que  ella  ríene  sosteniendo  o  haciendo  conocer. 

I  siguiendo  en  ese  camino  los  sostenedores  de  la  doctrina  eonag- 
nada  en  el  artículo  13  de  la  lei  49  de  Bojac^,  bien  podrán  sostener 
mañana  ^ue  es  potestativo  a  los  Gobiernos  de  los  Estados  sancionar 
en  su  lejislacion  que  los  deudores  al  Tesoro  no  tienen^  mientras  lo 
sean,  seguridad  jxrsoncd ;  de  suerte  que  podrían  ser  atacados  impune- 
mente por  otro  individuo  o  por  la  autoridad :  que  los  mismos  deudores 
al  fisco  podrán  ser  presos  o  detenidos  por  deudas  a  los  particulares,  i 
prívados  de  una  porción  cualquiera  de  su  propiedad  que  alguien  les 
arrebate  por  la  fuerza,  en  tanto  que  no  justifique  la  solución  del 
impuesto. 

El  que  es  deudor  al  fisco  no  tiene  hbertad  de  espresar  sus  pensar 
mientos  por  la  imprenta,  ni  de  circular  lo  impreso.  No  se  trata  dcf 

Erivérsela  en  absoluto  sino  de  suspendérsela  como  medio  coercitivo, 
^  asta  que  pruebe  haber  cumplido  por  su  parte  con  uno  de  sus  mas 
indeclinables  deberes. 

Los  que  son  deudores  al  Tesoro  público  no  pueden  ejercer  púbU- 
camente  actos  de  su  relijion ;  para  que  les  sea  permitido  profesarla  de 
ese  modo,  es  menester  que  comprueben  que  ya  han  pagado  la  con- 
tríbucion. 

Todo  lo  que  vuestra  comisión  acaba  de  espresar  en  los  párrafos 
anteríores,  se  sostendría  i  contestaría.  Helado  el  caso,  por  los  partida- 
ríos  de  semejante  doctrina ;  i  si  eUa  hubiera  de  aceptarse  definitiva- 
mente por  el  Senado,  caería  en  tierra  lo  mas  hermoso,  lo  mas  sagrado 
i,  por  lo  mismo,  lo  mas  digno  de  aplauso  i  respeto  de  cuanto  contiene 
nuestra  Constitución  federal. 

Vuestra  comisión  ni  se  preocupa  con  la  idea  de  que  por  un  mo- 
mento vacile  el  Senado  en  un  punto  tan  cardinal  como  el  qne  se  ventila. 
Antes  bien,  se  promete  que  las  razones  que  ha  aducido,  como  las  <jne 
se  consignaron  en  el  informe  de  la  mayoría  de  la  comisión  qne  exammé 
la  lei  de  Bolívar  de  1868,  "  de  impuesto  sobre  la  renta,"  seíán  acojidaft 
por  el  Senado ;  a  cuyo  efecto  termina  proponiéndole  que  apruebe  el 
siguiente  proyecto  de 

BESOLÜOION. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  ejercácio  de  la  atríbucion  5.*  del  artículo  51  de  \&  Coioekixí'' 
cion  nacional, 

besuelve: 

Declárase  nulo  i  de  ningún  valor  lo  dispuesto  en  el  artículo  18  i^ 
la  lei  49  de  Bovacá,  de  7  de  setiembre  de  1869, ''  que  adiciona  i  t^' 
ma  las  leyes  28  i  29,"  por  ser  contrarío  al  inciso  12  del  artículo  IS  d® 
la  misma  CSonstitacion,  que  garantiza  el  derecho  de  obteaar  prfmtft 
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r&dcincSañ  en  las  petíoiones  qne  por  eeoriio  diiijaa  los  particulares  a 
los  fonoionarioB  pubUcos. 

Bogotá,  marzo  30  de  1874     ' 

Manuel  Ezequiel  Cobeales.— Jacobo  Sánchez. — Agürtin  Abias. 

Senado  de  PlenipoteDciaxios. — Abril  28  de  1874. 

La  anterior  resolución  ha  sido  adoptada  por  el  Senado  en  la  for- 
ma  que  previene  el  Beglamento. 

Comuniqúese  i  publíquese. 

El  Presidente,  Bamok  O^icez. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 


0X1  A, 

TALlJ>fiZ  de  lo«  artículos  1.%  d.«  I  3.*  de  la  leí  de  €iiiidlnainar<^ 

de  d3  de  enero  de  1973.  reformatoria  del  Código  Civil,  1  nulidad 

de  los  artículos  4.«,  5.'',  d.*»  1  7  •  de  la  mienta  leí  sobre 

matrimonio  dril. 

Acuerdo  de  la  Sufbeha  Cobtb. 

En  Bogotá,  a  once  de  marzo  de  mil  ochocientos  setenta  i  tres,  se 
constituyó  la  Corte  Suprema  federal  en  Sala  de  acuerdo,  con  asistencia 
del  señor  Magistrado  Iñresidente,  doctor  Cesar  Contó,  i  demás  señgres 
Majistrados,  doctores  José  Maria  Bójas  Garrido,  José  María  Yillami- 
zar  G.,  Juan  M.  Pérez  i  Manuel  M.  Bamirez,  i  se  tomaron  en  conside- 
ración las  solicitudes  que  han  hecho  Antonio  Landínez,  Segundo  Orte- 
ga i  otros  ciudadanos,  para  que  la  Corte  suspenda  la  lei  cundinamar- 
qoesa  de  28  de  enero  último,  reformatoria  del  Código  Civil,  en  la  parte 
que  trata  del  matrimonio.  El  señor  Majistrado  doctor  Pérez  presenil 
el  siguiente  proyecto  de 

BESOLÜCIOK . 

''  Habiendo  sido  objeto  de  tres  solicitudes  de  suspensión  la  lei  del 
Estado  de  Cundinamarca,  de  28  de  enero  de  este  año,  reformatoria  del 
Código  Civil,  la  Corte  orden<í  la  acumulación  de  los  respectivos  espe- 
'  dientes,  i  surtida  en  todos  ellos  la  tramitación  legal,  se  está  ya  en  el 
caso  de  decidir  acerca  de  las  espresadas  solicitudes,  con  cuyo  objeto  se 
procede  al  examen  de  todas  i  cada  una  de  las  disposiciones  de  la  lei 
acusada. 


"  Los  artículos  1.^  i  2.^  no  han  aido  objeto  de  arffamentos  especia- 
les  por  parte  de  ninstmo  de  los  solicitantes,  aunque  el  primero  de  elIo£^ 
Segundo  Ortega,  pide  la  suspensión  de  toda  la  lei.  No  se  concibe,  por 
otea  parte,  cómo  podría  dunostrarse  una  impi^aoion  especial  de  esas 
émjpomáoiskt». 
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"  El  artioolo  1.^  estíende  indefinidamente  el  término  de  izeintac^ai^ 
contados  desde  la  celebración  del  matrimonio,  que  concedió  el  artículo 
259  del  Código  Civil  para  otorgar  el  instrumento  público  de  lejitimarion 
de  los  hijos  naturales  de  los  contrayentes,  i  el  artículo  2.^  deja  susbsift* 
tentes,  para  la  impugnación  del  reconocimiento  de  los  hijos  mencio* 
nados,  las  causas  establecidas  en  el  artículo  346  del  mismo  Códi^. 

"  Como  se  ve,  los  artículos  espresados  no  envuelven  riolacion  de 
ninguna  lei  nacional,  i  no  hai,  por  lo  mismo,  razón  para  suspender 
sus  efectos. 

IL 

"  El  artículo  3.''  dice  así : 

'  Artículo  3.^  Los  hijos  habidos  por  una  mujer,  i  los  cuales  no 
sean  lejítímos  conforme  a  la  lei,  son  siempre  respecto  de  la  madre  BOñ 
hijos  naturales  para  todos  los  efectos  civiles,  aun  cuando  haya  reoono^ 
cimiento  por  instrumento,  público.  En  caso  de  que  se  dispute  la 
maternidad,  se  seguirán  las  r^las  establecidas  en  el  título  del  Código 
Civil  denominado  '  Maternidad  disputada.' 

'  Párrafo.  No  gozará  de  los  derechos  de  madre  natural  la  que 
haya  abandonado  a  su  hijo  o  lo  haya  espuesto  en  casa  de  espósítos  lt 
otro  lugar  semejante. 

*  Én  los  términos  de  este  articulo  quedan  reformados  los  artículos 
40,  433  i  484  del  Código  CiviL'    ^ 

"  El  señor  Procurador  acusa  dicho  artículo  como  inmoral  e  incons' 
titucional :  lo  primero,  por<jue  respecto  de  la  madre  hace  iguales  en 
derechos  a  todos  los  hijos,  sm  escluir  a  los  de  la  criminosa  procedencia, 
como  los  adulterinos  i  los  iucestuosos ;  i  lo  segundo,  porque  es  contrario 
a  la  libertad  i  a  la  igualdad  tales  como  están  garantizadas  en  la  Cons- 
titución federal,  toda  vez  que,  dice,  '  con  la  validez  del  citado  artículo 
les  sobrevendrá  un  daño  grave  a  los  hijos  naturales,  pues  los  derechos 
que  hoi  les  garantiza  la  lei  serán  ilusorios  en  gran  parte,  por  los  ^ue 
se  les  conceden  ahora  a  los  hijos  habidos  por  una  mujer  en  cuaUjmer 
tiempo  i  en  todo  estado  o  circunstancia  que  se  encuentre,  lo  que  indu- 
dablemente cede  en  puro  favor  o  beneficio  de  los  que  se  pretende 
agraciar ' 

"  No  ha  podido  la  Corte  persuadirse  de  la  inconstitucionalidad 
atribuida  al  artículo  inserto.  En  manera  alguna  cree  afectada  con  tal 
disposición  la  libertad  de  ningún  individuo,  pues  no  se  alcanza  a  des- 
cubrir cuál  sea,  en  el  caso  que  se  examina,  el  hecho  de  cuya  ejecución 
u  omisión  pueda  resultar  daño  o  perjuicio  a  alguien.  En  cuanto  a  la 
igualdad,  lejos  de  haber  sido  conculcada  en  beneficio  de  unos  hipos 
con  perjuicio  de  otros,  ha  quedado  de  un  modo  absoluto  establecida 
entre  todos  los  ilejítimos,  que  son  a  los  que  se  contrae  el  artículo,  paos 
que  a  todos  ellos  concede  los  mismos  derechos  reapecto  de  la  madre, 
am  necesidad  de  reconocimiento  espreso  por  parte  de  ésta. 

"  Lo  que  el  lejialador  de  Cundinamaroa  hizo,  al  sancionar  la  dispo- 


tratándose  de  matnmonio  lejítimamente  contraído, 
paternidad  debe  ser  comprobada ;  empero,  la  maternidad,  por  el  con- 
trario, necesita  una  impugnación  bien  demostrada  para  ser  desconocí- 
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||a  p(x  la  leí.-  I  cotno  «se  principiQ»  lo  auamo  qno  el  que  establece  la 
agualdad  respecto  de  la  madre,  entve  todos  los  hijos  ilegítimos,  no  soa 
ecMxtrarios  a  lalejislacioB  nacional,  tampoco  lo  es  la  disposición  que 
loB  consagra  en  la  del  Estado  de  Guodinamarca. 

*^  En  cuanto  al  parágrafo  del  artículo  3»^,  nada  hai  en  él  objetable 
bajo  el  aspecto  indicado.  Esoept^ase  ez^  su  primera  parte,  de  la  dis« 
posición  del  artículo,  a  las  madres  que  abandonen  sus  hijos  o  loa 
espongan  en  cadas  de  espósitos  u  otros  establecimientos  semejantes;  i 
en  la  segunda  parte  se  espresa  cuáles  son  los  artículos  del  Código  Civil 
que  quedan  reformados. 

^^  Como  se  ye,  es  claró  que  tales  disposiciones  no  pecan  contra 
preeepto  alguno  de  las  leyes  de  la  Union» 

^'Prescinde  la  Corte  de  la  razón  de  inmoralidad,  p(M:que  ella  sola^. 
por  bien  demostrada  que  estuyiera,  no  seda  bastante  para  suspender 
el  articula 

m» 

*'  El  artículo  4^  impono  en  su  primera  parte,  a  los  que  se  casen  de 
un  modo  relijiosó,  el  deber  de  leiitimar  su  unión  por  medio  de  la 
práctica  de  las  formalidades  establecidcbs  por  la  lei  dvil;  i  hasta 
ahí»  el  artículo  es  perfectamente  exequible,  porque  el  precepto  esta- 
blecido en  dicha  parte,  que  es  el  siguiente:  ^'la  lei  no  reconoce,  para 
los  efectos  civiles,  otros  matrimonios  que  los  contraidos  con  aiireglo 
a  «lia,"  en  nada  se  opone  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  federales. 

*^  Empero»  el  lejiBlador  cundinamarques  debió  limitarse  a  negar  la 
protección  de  la  lei  a  los  matrimonios  no  celebrados  con  arreglo  a  sus 
prescripciones,  o,  lo  que  es  lo  mismo,  a  no  reconocer  en  dichas 
uniones  ningún  efecto  civil.  Para  el  artículo  que  se  examina,  esa  es  la 
única  sanción  posible:  con  cualquiera  otra  se  corre  el  riesgo  de 
tropezar,  como  sucedió  al  lejislador  citado,  con  la  libertad  relijiosa, 
que  es  una  de  las  garantías  constitucionales  de  los  habitantes  de  Co** 
lombia.  (Inciso  16,  articulo  15  de  la  Constitución). 

**  En  efecto,  siendo  la  celebración  del  matrimonio,  ante  el  ministra 
del  culto  respectivo,  un  acto  reMjioso,  tanto  respecto  de  los  contrayen- 
teb,  como  del  ministro  mismo,  tal  acto  no  es  susceptible  de  otras  con- 
diciones que  las  que  tengan  por  objeto  prevenir  ataques  a  la  soberanía 
nacional  o  perturbaciones  de  la  paz  pública,  poiqtte  éstas  son  las 
únicas  restricciones  impuestas  a  la  garantía  de  que  se  trata.  I  como  tal 
no  es  ni  puede  ser  el  objeto  de  la  condición  o  deber  impuesto  en  la 
segunda  parte  del  artículo  4^  a  los  contrayentes  de  matrimonios  relijio- 
eos,  i  a  los  miuistros  que  los  autoricen,  semejante  condición  sí  afecta 
inconstítucionalmente  la  garantía  de  la  libeitad  relijiosa,  tanto  mas, 
cuanto  que  en  el  parágraÍK>  1.^  del  citado  artículo  se  establece  el  medio 
coercitivo  de  las  multas,  para  asegurar  en  cada  caso  el  cumplimiento 
de  la  condición  impuesta. 

**  Si  como  se  ha  didio  i  es  la  verdad,  la  libertad  relijiosa  de  los  eo- 
lotúbianos  no  tiene  otra  limitacioií  que  la  de  no  atacar  con  ella  la 
BdbeíM&ík  de  la  Nadon,  ni  turbar  la  pas  pública,  es  clara  la  inconstiiu- 
«itaalidftd^  toda  condición  que  no  tienda  a  asegurar  la  efectividad  de 
aquella  restricción»         \        -  8$ 
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'^  Deben,  pues,  ser  suspendidos  la  segunda  parte  del  artímdo  4^  i 
sns  dos  parágrafos.  Del  segundo  de  ástos  nada  nai  necesidad  de  deeir 
especialmente,  porque  teniendo  él  por  objeto  determinar  la  inTersioa 
que  debe  darse  a  las  multas  de  que  se  trata  en  el  parágrafo  1.^,  es 
evidente  que  el  primeramente  citado,  esto  es,  el  segundo,  debe  quedar 
comprendido  en  la  suspensión  del  primero,  por  la  estrecha  oonexion 
de  ambos. 

IV. 


fC 


Por  el  artículo  6.^  se  prohibe,  bajo  pena  de  multa,  a  loe  ministroff 
de  los  cultos,  casar  relijiosamente  a  una  persona  con  otra  distinta  de 
aquella  con  quien  esté  unida  en  matrimomo  civil. 

'*  A  este  articulo  es  aplicable  la  razón  de  inconstítncionalidad  con 

que  se  ha  declarado  inexequible  en  parte  el  artículo  4.^,  pues  por  &, 

,^ también  se  impone  una  condición  a  uñ  acto  relijioso,  no  con  la  mira 

de  amparar  la  soberanía  nacional  i  la  paz  pública,  sino  para  un  objeto 

de  lejislacion  civil. 

''  Pero  hai  mas  todavía :  como  el  artículo  6.^  establece  un  nuevo 
impedimento  para  el  matrimonio  relijioso,  resulta  que  el  lejislador 
civil  ha  estendido  su  acción  a  un  asunto  de  la  esclusiva  competencia 
de  la&  comunidades  relijiosas,  i  de  esta  manera  ha  afectada  también 
la  libertad  garantizada  a  aquéllas. 

"  Dicho  artículo,  pues,  debe  ser  también  suspendido,  i  como  el  6.**, 
contraido  únicamente  a  determinar  cuáles  son  los  funcionarios  pábhoos 
competentes  para  imponer  las  multas  de  que  trata  el  artículo  6.^,  no 
podría  subsistir  independientemente  de  éste,  su  suspensión  es  una  con- 
secuencia necesaria  de  la  del  5,^ 


V. 

«  El  artículo  7.**  dice  así : 

'  Art.  7.^  Decláranse  válidos  los  matrimonios  celebrados  hasta  el 
dia  de  la  sanción  de  esta  lei,  i  después  de  la  de  3  de  junio  de  1858 
sobre  matrimonio  civil,  que  no  lo  nayan  sido  por  leyes  posteriores, 
celebrados  solamente  con  la  concurrencia  de  los  ministros  oe  los  cultos 
conforme  a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  del  que  profesen  los 
contrayentes^  siempre  que  en  éstos  hayan  concurrido,  ál  tiempo  de  la 
celebración  del  matrimonio,  las  condiciones  exijidas  por  el  Código 
Civil  para  su  celebración.  Decláranse  asimismo  lejitimados  por  subiS- 
guiente  matrimonio  los  hijos  nacidos  de  estas  uniones. 

'Parágrafo  1.^  Escéptúanse  de  los  beneñcios  de  esta  revalidación 
los  cónyujes  que  en  vida  del  otro  hayan  contraído  matrimonio  civil  con 
otra  persona ;  pero  ^ueda  subsistente  la  lejitimacion  de  los  hijos  naci- 
dos en  el  matrimonio  relijioso. 

*  Parágrafo.  2.°  Para  los  efectos  de  lo  que  se  dispone  en  este  ar- 
tículo, los  ministros  de  los  cultos  en  cada  distrito  pasarán  copias  de  las 
partidas  de  matrimonio  a  que  él  se  refiere,  al  respectivo  Notario  o  Juez 

£a<i^i^omiial,  i  la  copia  auténtica  de  estas  partidas  será  la  que  únicaH^caír 
)  sernrá  de  prueba  del  matrimonio  a  que  se  refiere.' 
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^  ^  ^*  OcMtto  después  de  establecido  en  OundinamarGa  el  matmaonio 
civil,  fueron  validados  algunos  solamente  de  los  contraidos  de  un  modo 
relijioso,  quiso  seguramente  la  ABamblea  de  Gundinamarca,  i  éste  pa- 
rece haber  sido  el  objeto  del  artículo  7.*^,  hacer  desaparecer  aquella 
desigualdad,  declarando  yálidos  también  los  matrimonios  relijiosos  que 
no  lo  eran  según  el  tenor  de  las  leyes  anteriores  a  la  de  28  de  enero 
-ultiino. 

"  Pero,  por  laudable  que  fuera  la  intención  del  lejislador,  es  lo  cierto 
que,  estendiendo  los  efectos  de  la  disposición  que  se  examina  a  actos 
anteriores  a  ella,  a  los  cuales  da  un  carácter  legal  de  que  carecian,  ha 
dado  a  dicha  disposición  un  efecto  retroactivo  que  ni  en  las  leyes  na- 
cionales ni  en  las  de  los  Estados  permite  el  artículo  24  de  la  Constitu- 
ción federal,  sino  es  en  materia  penal,  cuando  la  lei  posterior  imponga 
menor  pena ;  siendo  de  advertir  que  la  retroactividad  del  artículo  en 
cuestión  no  seria  completamente  inofensiva,  pues  con  ella  quedarían 
mas  o  manos  gravemente  vulnerados  los  derechos  de  todos  aquellos  a 
quienes  puede  favorecer  la  invalidez  o  ineficacia  de  los  matnmonios 
relijiosos  que  se  ha  querido  validar  ahora.  Esos  derechos  no  serán  tal 
vez  loe  mas  justos,  pero  están  ya  legalmente  adquiridos,  i  la  lei  no 
puede  desconocerlos. 

'TEn  cuanto  a'  los  parágrafos  del  artículo  7.°,  como  ellos  no  son  sino 
un  desarrollo  de  la  disposición  principal  que  aquél  contiene,  no  siendo 
éste  exequible,  tampoco  deben  serlo  los  dichos  parágrafos,  debiendo 
correr  la  misma  suerte  que  el  artículo  a  que  pertenecen. 

"  Por  las  consideraciones  que  preceden,  la  Corte  Suprema  federal, 
reunida  en  Sala  de  acuerdo,  i  atendida  la  disposición  del  artículo  72  de 
la  Constitución  nacional, 

BESDELVE  : 

•*  Primero.  No  hai  In^ar  a  suspender  los  artículos  1.^,  2.^  i  3,**  de 
la  lei  del  Estado  de  Cundmamaroa,  de  28  de  enero  último,  reformatoria 
del  Código  Civil ; 

*^  Segundo.  No  hai  lugar  tampoco  a  suspender  la  primera  parte 
del  artículo  L°y  concebida  en  estos  términos : 

^  Los  contrayentes  de  matrimonio  que  quieran  solemnizarlo  por 
saedio  de  los  ritos  de  la  relijion  a  que  pertenecen,  tienen  el  deber  de 
lejitimar  el  contrato  matrimonial  por  medio  de  la  práctica  de  las  for- 
malidades enjidas  por  la  lei  para  el  matrimonio  civil.' 

**  Tercero.  Suspéndese  la  ejecución  de  la  segunda  parte  del  artículo 
4.^  i  suá  dos  parágrafos ;  i 

''Cuarto.  Suspéndese  igualmente  la  ejecución  de  los  artículos  6.^, 
6.^  i  7.*"  de  la  lei  citada. 

**^  Comuniqúese  esta  resolución  al  Poder  Eiecutivo  del  Estado  de 
Cundinamarca,  pubKquese  en  el  "  Diario  Oficial,"  i  dése  cuenta  con  el 
espediente  al  Senado  de  Plenipotenciarios  para  su  resolución  ulterior." 

IDiscntido  que  fué  el  anterior  proyecto,  la  Corte  lo  aprobó  por  una- 
simidad* 

I  como  no  hubiera  otro  asunto  de  qué  ocuparse  la  Corte^  se  concluyó 
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el  presente  acnerdo,  cpie  firmim  el  señor  Majisfarado  Presideiito  i  demás 
señores  Majistrados  con  el  infrascrito  Secretario. 

El  Presidente,  CÉr\s,  Contó.— José  M.  E<)J:vs  Gabbiix). — José 
M.  ViLLAMiZAE  G.— JüA2i  M,  PíiRLz— MaiíU£L  M.  BuíMíelez. — El  Secre- 
tario, Bqfad  E,  Santr.jider. 

Es  copia  conforme. — ^Bogotá,  diez  i  nueve  de  marzo  de  mil  ocho- 
cientos setenta  i  tres. — El  Secretario,  Bqfad  E.  Sankmder, 


InSüKBEB  I>E  la  HAlOBfA  DE  LA  COMISIÓN  DEL  SeNADO  £K  1873. 

Oiudadanos  Senadores. 

El  señor  Arzobispo  da  Bogotá  pide  la  nulidad  de  los  ajiáculos  4.% 
S.^,  6.^  i  par^rafo  2.  del  artículo  7.^  de  la  lei  reformatoria  del  Código 
Civil,  espiadida  por  la  Lejislatura  de  Cnndinamarca  en  23  de  en^o  del 
presente  año! 

Las  disposiciones  lejislatiyas  que  se  acusan  son  las  qae  Tan  a 
insertarse : 

"  Art.  4.^  Los  contrayentes  de  matrimonio  que  quieran  solemni- 
zarlo por  medio  de  los  ritos  de  la  relijion  a  que  pertenecen,  tienen  el 
deber  de  Icjitimar  el  contrato  matrimonial  por  medio  de  la  práctica  de 
las  formalidades  exijidas  por  la  lei  para  el  matrimonio  civil.  Al  efecto, 
es  un  deber,  tanto  de  los  contrayentes  mismos  como  de  los  ministros 
de  los  cultos  ante  quienes  se  inicio  la  celebración,  dar  parto  de  ello  al 
funcionario  páblico  encargado  de  la  celebración  del  matrimonio  civil, 
dentro  de  tercero  dia  después  de  iniciado  el  matrimonio  relijioso." 

"  Parágrafo  1°  Castigase  la  omisión  en  el  cumplimiento  de  este 
deber  con  una  multa,  que  impondrá  el  Alcalde  del  distrito  en  que  debe 
celebrarse  el  matrimonio  civil,  de  cincuenta  centavos  a  cien  pesos  sobre 
cada  uno  de  los  cónyujes ;  i  de  cinco  a  v^inticinoo  pesos  sobre  el  minis- 
tro  que  hubiera  autoriiado  el  makimonio  reUjiooo.^ 

^'  Parágrafo  2.^  El  producto  de  estas  multas  se  aplica  por  mitad 
a  los  fondos  de  instrucción  publica  primaria  del  distrito  i  de  los  esta- 
blecimientos públicos  de  beneficencia  del  distrito,  o  de  la  eaaital  del. 
departamento,  si  no  los  hubiere  en  suyiéh  La  multa  será  x^eeaudada  por 
el  Beeaiidador  del  Estado  en  el  distnto,  i  figurará  en  las  cuentas  qne 
deben  xeodirse  al  Administrador  departamental  de  Hacienda." 

"  Art.  5."  El  ministro  relijioso  que,  a  sabiendas,  case  a  una  perso-* 
na  con  otra  distinta  de  aquella  con  quien  esté  unida  en  matrimonio 
civil,  incurrirá  en  una  multa  de  veinte  a  doscientos  pesos.'* 

"  Art.  6.°  Cualquier  empleado  en  el  ramo  de  inskuoci<m  póblica 
podrá  decretar  i  hacer  efectiva  la  multa  de  que  habla  el  artículo  5.^^  1^ 
cuál  ingresará  a  los  fondos  del  Estado,  con  apUcacion  al  ramo  de  ins- 
trucción pública." 

"Art.  7.°  Decláranse  válidos  los  matrimonios  celebrados  hasta  el 
dia  de  la  sanción  de  esta  lei,  i  después  de  la  de  3  de  junio  de  1853, 
sobre  matrimcmío  civil,  que  no  lo  hayan  sido  por^  leyes  posteriores, 
celebrados  solamente  con  la  concurrencia  de  los  ministios  de  los  cultos, 
conforme  a  los  cánones  o  constituciones  relijiosas  del  que  profesen  los 
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eontarayentes,  sienipre  que  en  éstos  ha^an  concurrido,  al  tiempo  de  la 
eelebraoion  del 'matrimonio,  las  condiciones  exijidas  por  el  Cóaígo  Civil 
para  su  celebración.  Decláranse  así  mismo  lejitunados  por  subsiguiente 
matrimonio  los  hijos  nacidos  de  estas  tmiones. 

"  Parágrafo  1.°  Esceptúanse  de  los  beneficios  de  esta  revalidación 
los  cónyujes  que  en  vida  del  otro  hajan  contraído  matrimonio  civil  con 
otra  persona ;  pero  queda  subsistente  la  lejitimacion  de  los  hijos  nacidos 
en  el  matrimonio  relmoso." 

"  Parágrafo  2.°  Para  los  efectos  de  lo  que  se  dispone  en  este 
artículo,  los  ministros  de  los  cultos  en  cada  distrito  pas^n  copia  de 
las  partidas  de  matrimonio  a  que  ál  se  refiere,  al  respectivo  Notario  o 
Juez  parroquial,  i  la  copia  auténtica  de  estas  partidas  será  la  que 
únicamente  servirá  de  prueba  del  matrimonio  a  que  se  refiere." 

El  señor  Arzobispo  no  cita  la  disposición  constitucional  que,  en 
BU  opinión,  viole  el  acto  lejislativo  que  se  acusa ;  pero  se  infiere  que 
sea  el  inciso  16  del  artículo  15,  porque  el  referido  prelado  asegura 
**  que  las  restricciones  de  parte  de  la  íei  (de  Oundinamarca)  no  sola- 
mente son  atentatorias  contra  la  Ubertad  de  la  Iglesia  i  el  libre  ejer- 
cicio pastoral,  sino  que  son  una  completa  violación  de  las  garantías 
individuales"  (?)  I ! 

Debemos,  pues,  examinar  si  la  disposición  constitucional  <j^ue  con- 
signa el  derecho  individual  de  la  libertad  de  conciencia  ha  sido  con- 
trariado por  la  lei  de  Cundinamarea  que  se  ha  acusado. 

El  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución,  garantiza  el  siguiente 
derecho: 

"  La  profesión  libre,  pública  o  privada,  de  cualquiera  relijion,  con 
tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional, 
o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  píi.z  publica." 

Este  derecho,  que  ha  sido  calificado  por  la  encíclica  de  1864  como 
nn  delirio,  i  que  el  ByUabns  condena  como  uno  de  los  errores  mas  pestí- 
lendalea  (números  TJ,  78  i  79),  es,  sinembai^o,  reclamado  entre  no- 
sotros por  el  Jefe  de  la  Iglesia  católica  de  Colombia. 

Pero  no  es  de  este  contrasto  que  debemos  ocupamos,  sino  de  la 
dootri&a  constitucional  aphcable  al  caso. 

La  libertad  de  la  conciencia  relijiosa  esi;á  ^rantizada  por  nuestras 
oonstítuciones ;  pero  los  actos  de  esas  conciencias  están  sujetos  a  la 
inspección  que  el  Gobierno  jeneral  i  los  de  los  Estados  tienen  derecho 
de  ejercer  por  el  artículo  23  do  la  Constitución  federal.  Ese  derecho 
de  inspeccKHi  üene  por  objeto  impedir  que  se  ataque  la  soberanía  na- 
cional o  se  comprometan  la  seguridad  i  tranquilidad  públicas. 

Todo  acto  relijioso  que  no  sea  compatible  con  las  condiciones 
constitucionales  referidas,  no  solo  debe  impedirse  sino  castigarse  con 
la  severidad  i  eficacia  que  exije  la  dignidad  nacional. 

El  artículo  28  citado  dice : 

''Para  sostener  la  soberanía  nacional  i  mantenerla  seguridad  i 
tranquilidad  públicas,  el  Gobierno  nacional,  i  los  de  los  Estados,  en  su 
caso,  ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  cultos 
relijiosos,  según  lo  determine  la  lei." 

Es,  pues,  inoonofiBo  que  en  Colombia  no  hai  libertad  de  profesar 
la  relijion  que  usurpe  la  sob^anía  nadkmal  i  ataque  el  orden  soeiaL 

La  autoridad  ae  la  Iglesi»  católica^  que  por  tento  tiempo  estuvo 
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colocada  sobre  el  poder  civil,  no  cesa  de  reolamar  las  ptero^ÜTas  que^ 
ha  perdido ;  i  por  esto  nos  hallamos  constantemente  discatiendo  esos 
^  fueros  que  ja  es  imposible  concederle. 

El  matrimonio,  base  de  la  familia,  ha  sido  para  el  catolioísmo  una 
de  las  principales  fuentes  de  su  poder,  i  haciendo  del  contrato  conyn^l 
un  sacramento,  ha  pretendido  siempre  que  ese  acto  sea  de  su  escíosLTa 
competencia. 

Ningún  embarazo  tienen  los  ministros  del  culto  católioo  en  desco- 
nocer el  matrimonio  civil,  es  decir,  la  lei  ante  la  cual  debieran  inclinar- 
se, al  mismo  tiempo  que  reclaman  la  absoluta  independencia  i  libertad 
de  su  iglesia,  invocando  el  principio -contenido  en  proposiciones  conde- 
nadas por  el  Syllábm. 

Sin  ocurrir  a  otras  pruebas,  traigamos  a  la  vista  la  solicitad  que 
os  ha  dirijido  el  prelado  arquidiocesano,  i  tomemos  nota  de  las  siguien- 
tes frases  :  "no  reconociendo  la  Iglesia  d  matrimonio  civü,  i  pudiendo  pre^ 
sentarse  casos  en  los  cuales  los  ave  lo  hayan  contraído  no  quieran  cantinvar 
endy  no  hai  razón  por  la  cucl  la  Iglesia  haya  de  abstenerse  de  sancionar 
dviatrimomo  de  tma  de  esas  personas  con  una  tercera^  cwando  no  medie 
impedimento  canónico." 

De  manera  que  el  prelado  colombiano  no  solo  desconoce  la  lei, 
sino  que  se  cree  coü  derecho  a  violarla  i  a  ampsurar  el  adulterio  que, 
como  no  ignoráis,  está  erijido  en  delito  en  el  Estado  de  Cundinamarca, 
autorizando  así  las  uniones  que  la  lei  prohibe  i  condena.  ¿I  esto  no  es 
un  ataque  a  la  soberanía  del  país?  Qué!  el  lejislador  de  Cundinamarca 
no  tiene  derecho  para  imponer  una  pena  a  los  autores  de  un  delito  i  a 
sus  cómplices  i  auxiliadores  ?  Vuestra  comisión  se  abstiene  de  hacer 
las  innumerables  reflexiones  a  que  da  lugar  el  memorial  que  se  os  ha 
dirijido,  para  ocuparse  directamente  de  las  disposiciones  lejislativas 
que  se  han  denunciado  como  contrarías  a  la  Constitución. 

A  la  primera  parte  del  artículo  4.^  no  hai  objeción  que  hacerle : 
se  trata  de  imponer  a  los  contraventes  de  matrimonio  que  quieran 
solemnizarlo  con  ritos  relijiosos,  el  deber  de  legitimar  el  contrato  matri* 
monial,  a  fin  de  que  esas  uniones,  que  la  leí  desconoce,  no  sean  un 
jérmen  de  discoroia  entre  las  famÚias.  La  segunda  parte  exije  de  los 
ministros  de  los  cultos  ante  quienes  se  inicie  el  conbrato  matrimonial, 
i  a  los  mismos  contratantes,  el  deber  de  dar  parte,  dentro  de  tercero  día^ 
al  funcionario  encargado  de  presenciar  el  matrimonio  civil. 

Es  contra  esta  disposición  que  el  Reverendo  Arzobispo  protesta, 
califícándola  de  una  completa  violación  de  la  libertad  en  d  ^ercido  dd  sa^ 
grado  ministerio  que  les  está  garantizado  por  la  Constitución. 

Pero  en  vista  de  ésta  protesta,  i  con  relación  a  la  disposición 
lejislativa  citada,  tiene  que  preguntarse:  ¿se  ataca  la  libertad  de 
conciencia  porque  se  ordena  a  los  ministros  de  los  cultos  que  parti- 
cipen a  ciertos  funcionarios  públicos  la  ejecución  de  hechos  relativos 
a  su  ministerio,  que  interesan  vitalmente  al  orden  social  ?  ¿  Se  impide 
con  esa  lei  la  administración  de  los  sacramentos,  la  práctica  del 
culto  púbUco,  la  predicación  de  la  doctrina  relijiosa,  o  algún  acto  de 
los  que  las  Constituciones  garantizan  ? 

Se  protesta  contra  una  lei  <}ue  impone  im  simple  deber  a  individuos 
de  cierta  profesión.  Qué !  ¿  la  leí  no  puede  exijir  del  individuo  cuyos 
derechos  sociales  reconoce  i  defíenae,  ningún  servicio  relativo  a  U 
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EroCsEáon  qae  ejerce  ?  ¿No  debe  obligarse  al  médico  a  que  reconozca  tma 
erida  o  tm  enyenenamiento  ?  ¿No  debe  ser  llamado  el  arquitecto  a  reco- 
nocer el  edificio  que  amensiza  ruina  ?  Singular  sociedad  seria  aquella  en 
que  sus  miembros  estuvieran  exentos  de  todo  deber  relativo  a  la  pro- 
tesion  que  ejercieran  I 

Los  ministros*de  los  cultos,  por  las  instituciones  nacionales,  i  es- 
presamente  por  las  que  rijen  en  el  Estado  de  Cundinamarca,  están 
colocados  en  una  situación  privilejiadia.  Verdad  es  que  no  tienen  dere- 
cho a  elejir  ni  a  ser  elejidos ;  pero  en  compensación  están  esceptuados 
de  los  servicios  onerosos  que  pesan  sobre  los  demás  ciudadanos,  i 
desempeñan  sus  funciones  con  aosoluta  independencia,  siempre  que  sus 
actos  no  comprometan  el  orden  social. 

Mas  si  pretenden  autorizar  la  unión  conyupial  desconociendo  a  la 
vez  el  matrimonio  civil,  este  es  un  ataque  a  la  soberanía  popular,  que  en 
ningún  caso  debe  tolerarse,  porque  tal  hecho  es  incompatible  con  la 
independencia  nacional. 

De  consiguiente,  todos  los  actos  lejislativos  ^ue  tengan  por  objeta 
prevenir  esas  usurpaciones,  por  desgracia  demasiado  frecuentes  toda- 
vía  en  nuestro  presente  estado  social,  no  solo  tienen  los  Estados 
derecho  'perfecto  de  espedirlos,  sino  que  es  un  deber  de  los  mas  impe- 
riosos para  mantener  la  dignidad  del  poder  civil. 

Sabido  es  que  el  matrimonio  es  un  contrato  cuya  iniciación  se 
verifica  en  lo  jeneral  ante  los  ministros  de  los  cultos,  i  especialmente 
ante  los  párrocos  católicos ;  i  sucede  con  frecuencia  que  los  contrayen- 
tes no  lejitiman  su  unión  ante  los  funcionarios  encargados  de  celebrar 
el  matrimonio  civiL  Este  vicio  social,  que  abate  el  poder  civil  i  com- 

E remete  la  suerte  de  las  familias,  es  el  que  ha  querido  corre Jr  el  lejis- 
idor  de  Oundinamarca,  de  un  modo  poco  eficaz  en  nuestro  concepto, 
pero  en  uso  de  sus  derechos  i  sin  contrariar  en  nada  las  institu- 
ciones vijentes. 

Pero  si  a  los  ministros  de  los  cultos  les  es  tan  gravoso  el  simple 
servicio  que  les  exije  la  lei  de  Oundinamarca,  ¿  por  qué  se  prestan  a 
autorizar  la  unión  de  los  sexos  (][ue  la  lei  desconoce  ?  ¿Por  qué  no  exijir 
de  los  contrayentes,  como  condición  esencial  para  bendecir  las  nupcias, 
que  éstas  se  celebren  previamente  conforme  a  la  lejislacion  del  país  en 
^ue  viven  i  qae  tantos  derechos  les  reconoce  i  garantiza  ?  ¿  Por  qué 
invocar  la  independencia  de  su  iglesia  pretendiendo  la  dependencia  del 
poder  civil  ? 

Lo  repetiremos  una  vez  mas :  la  disposición  legal  que  estamos 
examinando,  lejos  de  ser  contraria  a  la  Constitución  nacional,  es  con- 
forme a  su  letra  i  espíritu. 

El  pará^fo  1.^  del  mismo  artículo  4^  establece  la  sanción  consi- 
guiente al  deber  impuesto  en  la  disposición  que  hemos  examinado. 
Establecido  el  derecmo  de  lejislar  sobre  la  mateiría,  ninguna  objeción 
puede  hacerse  a  los  medios  coercitivos  que  el  lejislador  establezca  para 
nacer  efectivo  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  que  dicte.  ^ 

El  artículo  5.^  impone  la  multa  de  veinte  pesos  a  doscientos  al 
ministro  del  culto  que,  a  sabiendas,  case  a  una  persona  con  otra  dis- 
tinta de  aquella  con  <}uien  está  unida  en  matrimonio  civil 

Si  alguna  objeción  puede  hacerse  a  este  acto  lejisiativo,  es  la 
lenidad  de  la  pena»  Los  reyes  oatíHicos  de  España  i  los  cristianísimoe  do 
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Franoia  castigarían  esa  infracción  de  la  leí,  6sa  nsatpacioii  de  la  pridiío* 
cion  civil,  con  la  ocnpacion  de  las  temporalidades  del  respectivo  idídíb* 
tro  i  el  estrañamiento  perpetuo  o  por  largo  tiempo  del  territorio  nacionaL 

Yí\  so  ha  hablado  antes  de  la  doctrina  espuesta  por  el  prelado  ar» 
quidic-rcsano  sobre  este  punto,  fundájirlose  en  que  la  Iglesia  descxmooe 
el  matrimonio  civil;  así  es  que  la  Iglesia,  o  sean  sus  prelados,  pretenden 
no  solo  la  subordinación  del  poder  civil  a  los  ritos  eclesiásticos,  sino 
también  la  justificación  del  adulterio  i  de  todas  las  faltas  proTementes 
de  la  relajación  del  vínculo  conyugal. 

Si  en  algún  caso  debia  hacerse  eficaz  el  derecho  de  inspección  de 
cultos,  sería  en  aouel  en  que  los  ministros  de  los  cultos  disolviesen  por 
medio  de  actos  relijiosos  las  familias  oi^anizadas  por  ministerío  del 
matrimonio  civil,  invocando  el  desconocimiento  de  una  lei  cuyo  obede- 
cimiento debe  exijirse  de  un  modo  absoluto. 

Nadie  desconócela  el  derecho  que  tengan  todos  los  rclijionarios 
existentes  en  Colombia  de  celebrar  ritos,  administrar  sacramentos  i 
ejercer  todos  los  demás  actos  relativos  a  la  creencia  que  profesen  ;  pero 
las  instituciones  no  permiten,  ni  podrían  pennitir,  la  tolerancia  de  he* 
chos  relijiosos  que  tuvieran  por  objeto  desconocer  las  leyes,  amparar 
los  delitos  i  trastornar  la  paz  de  las  familias. 

Tales  son,  en  concepto  de  vuestra  comisión,  las  consecuencias  que 
tendría  la  anulación  del  artículo  5.^  qne  se  ha  examinado. 

El  artículo  6.^,  que  también  ha  sido  acusado,  designa  los  emplea- 
dos que  pueden  decretar  i  hacer  efectivas  las  multas  de  que  hab^^^  el 
artículo  0.^,  i  su  aplicación  al  ramo  de  instrucción  pública.  JSstablecido 
el  derecho  de  eríjir  en  delito  un  hecho  que  peiiudica  a  la  sociedad,  na- 
tural es  la  facultad  que  tiene  el  lejislador  de  aesignar  la  pena  i  el  fon- 
cionarío  que  debe  aplicarhi. 

No  pide  el  Reverendo  Arzobispo  la  anulación  del  artículo  7.^  sino 
del  par^gi^o  2."  de  dicho  articulo»  Pero  la  comisión  tiene  a  la  vista 
un  memoríal  del  señor  Juan  Moreno  en  que  denuncia  como  contraria 
a  la  Constitución  la  disposición  del  citado  artículo,  por  la  cual  se 
declaran  válidos  los  matrimonios  que  se  hayan  celebrado  ante  los 
•  ministros  de  los  cultos,  i  esta  nueva  jestion  le  obliga  a  entrar  en  el 
examen  de  todo  el  artículo. 

Establecida  la  emancipación  de  la  Iglesia  i  del  Estado  por  la 
Constitución  nacional  de  Í853,  el  matrimonio  celebrado  ante  los  mi- 
nistros de  los  cultos  quedó  completamente  sin  efectos  civiles,  i  así  lo 
•declaró  espresamente  la  lei  nacional  de  20  de  junio  del  nodsmo  ana 

Bajo  el  réjimen  federal,  cada  Estado  lejisló  sobre  la  materia,  i  d 
de  Condinamarca  declaró,  por  el  artículo  134  del  Código  Civili  1a 
validez  "de  los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros 
de  los  caitos,  conforme  a  los  cánones  i  constituciones  relijiosas  a  opB  . 
los  contca^rentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el  matrimo^uo. 
Esta  disposición  comenzó  a  rejir  en  l.^'  de  enero  de  1860«  ^ 

En  30  de  agosto  de  1864  se  sancionó  una  lei,  que  en  su  lotícalo  1. 
establece  lo  siguiente : 

"  Desde  la  publicación  de  la  presente  lei,  solo  prododrán  efectos 
civiles  i  políticos  los  matrimonios  que  se  celebren  ante  los  Kotarios  o 
Jueces  de  distrito  con  las  formalidades  establecidas  ea  los  artíenktt  119 
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i  131  del  Oódigo  CítíI.  Esta  disposioion  comprende  a  los  matrimonios 
celebrados  fuera  del  territorio  del  Estado." 

En  vista  de  estas  disposiciones^  los  efectos  del  artículo  7.^  que 
estamos  examinando  han  sido  declarar  válidos  los  matrimonios  celebra- 
dos ante  los  ministros  de  los  cultos  desde  1853  a  1859  inclusive,  i  desde 
1864  hasta  23  de  enero  del.  presente  año,  en  que  se  espidió  dicha  lei. 

No  seria  estraña  esta  disposiéipn,  si  para  declarar  la  validez  de 
aquellos  actos  se  consultase  la  voluntad  de  los  contrayentes,  como  lo 
dispuso  la  lei  nacional  de  8  de  abril  de  1856  con  respecto  a  los  ma- 
trimonios de  coDLCÍGncia  celebrados  después  de  la  lei  de  20  de  junio 
de  1853. 

Pero  el  lejislador  de  Cundinamarca,  con  una  sola  plumada,  declaró 
váüdo  i  lejítimo  todo  aquello  que  se  habia  hecho  en  contravención 
a  las  leyes  que  establecen  la  esclusiva  competencia  del  poder  público 
en  todos  los  actos  que  determinan  el  estado  civil  de  las  personas. 

La  disposición  que  examinamos  es  contraria  al  artículo  24  de  la 
Constitución,  que  dice : 

"  Ninguna  disposición  lejislativa  tendrá  efecto  retroactivo  <en  el 
Gobierno  ieneral  ni  en  el  de  los  Estados ;  escepto  en  materia  penal, 
cuando  la  lei  posterior  imponga  menor  pena." 

^  Escrito  ya  lo  que  precede,  le  ha  sido  pasado  a  vuestra  comisión 
de  inspección  de  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  el  espediente 
enviado  por  la  Corte  Suprema  federal  sobre  la  suspensión  de  la  lei 
cundinamarquera  de  28  de  enero  último,  que  ha  sido  objeto  de  las 
anteriores  consideraciones,  i  cuya  suspensión  ha  sido  solicitada  por 
los  señores  Antonio  Landinez,  Segundo  Ortega  i  otros  ciudadanos,  i 
resuelta  en  parte  por  la  Corte  con  fecha  11  de  los  corrientes. 

La  resolución  de  la  Corte  está  concebida  en  estos  términos : 

"1.®  No  hai  lugar  a  suspender  los  artículos  1.?,  2.°  i  3.®  de  la  lei 
del  Estado  de  Cundinamarca,  de  28  de  enero  último,  reformatoria  del 
Código  Civil; 

''  2.^  No  hai  lugar  tampoco  a  suspender  la  primera  parte  del  ar- 
tículo 4.^,  concebida,  &a. ; 

^'3.^  Suspéndese  la  ejecución  de  la  segunda  parte  del  artículo  4.^  i 
sus  dos  parágrafos ;  i 

"4.°  Suspéndese  igualmente  la  ejecución  de  los  artículos  6.°,  6.°  i 
7.^  de  la  lei  citada. 

"  Comtmíquese*''  &c. 

La  comisión  que  informa  está  completamente  de  acuerdo  con  las 
opiniones  de  la  Corte,  i  consiguientemente  con  lo  resuelto  por  ésta, 
respecto  a  la  validez  de  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos 
1.^,  2.°  i  3.°  i  primera  parte  del  artículo  4.°  de  la  lei  de  Cundinamarca 
tantas  veces  citada.  Está  también  de  acuerdo  con  la  invalidez  del  ar- 
tículo 7.°  del  preindicado  acto  lejislativo. 

Pero  no  opina  vuestra  comisión  del  mismo  modo  con  respecto 
a  la  suspensión  decretada  por  aquel  elevado  Tribunal,  de  la  segunda 

Í)arte  del  artículo  4.""  i  sus  dos  parágrafo^,  i  de  los  artículos  5.°  i  6.^  de 
a  lei  en  referencia.  Las  razones  que  apoyan  esta  opinión  han  3ido 
espuestas  ya  en  este  informe;  i  como  las  que  invoca  la  Corte  en 
sostenimiento  de  la  suspensión  decretada,  no  las  estima  suficientes 
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« 

la  comisión  para  variar  de  concepto,  insiste  en  creer  constitadonalea 
las  disposiciones  suspendidas. 

En  fuerza  de  las  anteriores  consideracionesi  vuestra  comisión  00 
propone  el  siguiente  proyecto  de 

besolüoion; 

''  £1  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  5.*  stríbneíon 
que  le  confiere  el  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los 
artículos  L»,  2.°,  3.°,  4.°,  5.°  i  6.^  de  la  lei  del  Estado  de  Gundina- 
marca,  reformatoria  del  Código  Civil,  espedida  el  23  de  enero  del  pre- 
sente año,  i  declara  nulo  el  articulo  7.°  de  la  misma  lei,  como  contrario 
al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional. 

■ 

''  Comuniqúese,  publíquese  i  archívese.'* 
Bogotá,  marzo  28  de  1873. 
Ciudadanos  Senadores. 

J.    MEKDOZA.— j£8tTS   M.  LtfPEZ  8. 

Por  obediencia  al  reglamento  i  reservándose  el  derecho  de  infor* 
mar  separadamente. — Sebjio  Abboleda. 


InfOBME  de  IA  MINOBfA  DE  LA.  OOMISlOH  BEL  SEKAlk)  EN  1873. 

Ciudadanos  Senadores- 

Siente  mui  de  veras  el  infrascriio  hallarse  en  completo  desactterda 
con  sus  honorables  colegas  en  la  cuestión  que  sometisteis  a  su  examen^ 
sobre  nulidad  de  la  lei  de  Cundinamarca,  de  28  de  enero  próximo  ante^ 
rior,  reformatoria  del  Código  Civil ;  i  dice  completo  desacuerdo,,  porque 
no  solo  difieren  en  el  fondo  de  la  cuestión  i  en  la  manera  de  tratarla» 
sino  también  en  todos  sus  accidentes.  Cree  la  mayoría  nulo  lo  que  el 
infrascrito  tiene  por  válido,  i  reputa  aquélla  válido  lo  que  en  concepto 
del  último  es  nulo :  ella  os  presenta  su  informe,  por  falta  de  tiempo 
para  redactarlo  de  nuevo,  según  ha  dicho,  recargado  de  apreciaciones 
contra  el  clero  i  la  Iglesia  católica  a  que  pertenecemos  la  mayor  parte 
de  los  colombianos,  mientras  que  el  infrascrito  ha  pretendido  í  preferi- 
ria  de  buena  voluntad  que  se  tratase  este  negocio  bajo  el  punto  de  vista 
puramente  constitucional,  por  no  herir  dos  cuerdas  delicadas   que 
pueden  desnaturalizar  el  debate,  las  pasiones  de  partido  i  las  convic- 
ciones relijiosas :  la  mayoría  ha  tomado,  para  fimdar  su  informe,  el 
espediente  promovido  por  el  señor  Arzolbispo,  sobre  el  cual  no  ha 
dictado  fallo  alguno  la  suprema  Corte,  i  el  infrascrito,  conformándose 
a  lo  resuelto  por  el  Senado,  ha  deseado  fundar  el  suyo  en  aquellos  que 
han  sido  resueltos  ya  por  aquel  Supremo  Tribunal :  los  Senadores  de 
la  majoria,  en  fin,  o{)inan  por  lo  jeneral  en  contra  de  lo  dictaminado 
por  dicha  Corte,  i  el  infrascrito  difiere  de  ella  solo  en  un  punto  que, 
por  lo  mismo,  procurará  discutir  de  preferencia  en  este  informe. 

Lo  dicho  basta  para  que  comprendáis,  ciudadanos  Senadores, 
por  qué  el  que  suscribe  ha  retardado  el  despacho  de  esta  comisión :  ha 
temido  que  el  debate,  colocado  fuera  del  terreno  constitucional,  exklte 
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de  nuevo  los  ánimos,  qae  afortunadamente  se  haUan  en  calma,  i  ha 
esperado,  ademas,  que,  mediante  esta  calma,  en  el  corso  del  presente . 
año,  la  Lejislatura  del  Estado,  impulsada,  como  se  ha  mostrado,  de 
sentimientos  conciliadores,  reforme  espontáneamente  la  lei  en  cuestión, 
evite  al  Senado  discusiones  odiosas  i  remedie,  con  jeneralcontenta- 
niiento  de  los  pueblos,  el  conflicto  en  que  hoi  se  haUan  entre  sus 
deberes  civiles  i  sus  deberes  relijiosos.  JPero,  habiendo  exijido  esta 
honorable  corporación  que  se  le  dé  cuenta  del  asunto  que  motiva  este 
escrito,  cumple  el  que  suscribe  su  deber,  i  ruega  a  los  ciudadanos 
Senadores  se  dign^i  perdonarle  la  tardanza  i  dispensarle,  ademas,  si 
entra,  mal  de  su  grado,  a  un  terreno  lejos  del  cual  habria  querido 
mantenerse. 

Antes  de  tratar  la  cuestión  en  su  parte  fundamental,  conviene 
hacer  algunas  reflexiones  jenerales  i  recordar  los  antecedentes  histó- 
ricos de  la  lei  cuya  nulidad  se  pide,  porque  en  éstos  deben  hallarse 
las  razones  que  la  motivaron,  que  es  indispensable  conocer  para 
juzgarla  con  acierto. 

El  matrimonio  fué  un  acto  relijioso  antes  que  un  contrato  regla- 
mentado por  la  lei  civil.  No  la  espada  ni  el  cetro,  sino  la  voz  del  mi- 
sionero, sacó  en  todo  tiempo  a  los  hombres  del  estado  salvaje,  para 
constituirlos  en  sociedad  civil  i  política.  Someterles  a  leyes  morales  i 
penetrarles  de  sus  obligaciones  como  individuos  miembros  de  ima 
familia,  fué  antes  que  organizados  en  cuerpo  de  nación,  hacerles  com- 
prender que  eran  ciudadanos  i  persuadirles  de  sus  deberes  i  derechos 
como  tales.  La  familia  ha  sido,  i  tiene  que  ser  siempre,  en  virtud  de 
las  lej^es  que  rijen  a  la  humanidad,  el  fundamento  de  la  sociedad  civil 
i  política ;  i  tan  cierto  es  esto,  que  no  se  podrá  citar  un  solo  caso  de 
escepcion  en  la  historia  del  jénero  humano. 

jLa  organización  que  las  enseñanzas  relijiosas  dan  a  la  familia,  in- 
fluyen directamente  en  las  ideas,  en  las  costumbres  sociales  i,  por  con- 
secuencia necesaria,  en  las  instituciones  civües  i  políticas  que  rijen  a 
los  pueblos.  Dad  nueva  forma  a  la  familia,  si  es  que  lo  podéis,  i  habréis 
cambiado  completamente  el  carácter  de  la  sociedad,  i  habréis  hecho 
una  revolución  en  el  orden  moral,  en  el  orden  social,  en  el  orden  civil  i 
en  el  orden  poUtico  :  así  fué  como,  mudando  la  lei  de  la  f amiHa,  se  tras- 
formó  la  cruel  sociedad  pacana  en  esta  sociedad  culta  i  caritativa  en 
que  nos  ha  tocado  nacer,  i  así  fué  como  las  civilizadas  rejiones  del 
África  setentrional  se  convirtieron  rápidamente  en  morada  de  berberis- 
cos i  guarida  de  los  piratas  de  Tripoli  i  Arjel.  Al  matrimonio  cristiano, 
a  esta  institución  aamirable  que,  dando  derechos  al  débü,  concilio  la 
subordinación  de  la  mujer  con  el  respeto  debido  a  sus  encantos ;  la 
relación  material  de  los  sexos  con  la  virtud  seductora  de  la  pureza,  i  la 
sumisión  de  los  hijos  al  padre,  con  el  amor  i  la  ternura  desconocido^ 
de  los  antiguos ;  a  esta  institución,  que  supo  unir  la  Ubertad  con  el 
orden,  se  debe  la  enorme  diferencia  que  se  advierte  entre  la  civilización 
de  los  antiguos  i  la  civilización  de  los  moderaos,  i  entre  esa  civilización 
estéril  i  egoísta  de  las  naciones  de  Oriente  i  demás  pueblos  no  cristia- 
nos i  esta  otra  civilización,  siempre  espansiva,  siempre  progresista,  que 
ahimbra  en  las  rejiones  de  Occidente,  ricas  en  ciencias,  en  artes,  en 
sentimientos  delicados  i  nobles  i  en  virtudes  sociales.  A  la  Iglesia  cató- 
lica que,  en  ana  lucha  de  siglos,  impuso,  por  la  fuerza  portentosa  de 
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sa  palabra,  la  leí  de  la  familia  crifltianai  no  ménoB  qae  a  los  ci viliaados 
criegos  i  romanos,  a  los  bárbaros  i  salvajes  de  todas  las  razas  i  de  todos 
tos  climas,  se  debe  esclusivamente  esto  que  hoi  llamamos  libertad  i 
civilización.  Ella  fué,  i  solo  ella,  quien,  organizando  la  fanailia  en  su 
forma  actual,  hizo  posibles  las  instituciones  políticas  de  la  edad  moder- 
na ;  quien,  uniformando  a  los  pueblos  en  la  profesión  de  una  misma 
moral  privada,  preparó  el  advenimiento  de  la  democracia  pacífica ; 
quien,  penetrando  a  los  individuos  de  respetp  por  una  autoridad  espiri- 
tual, suma  e  infalible,  i  enseñando  en  el  seno  de  la  familia  a  respetar  los 
derechos  i  libertad  del  padre,  de  la  esposa  i  del  hijo,  dio  los  elementos 
con  que  debian  formarse  estas  sociedades  en  que  prevalece  el  derecho 
sobre  la  fuerza  i  en  que  se  equilibran  la  autoridad  i  la  libertad  ;  la  auto- 
ridad que  es  el  orden,  i  la  libertad  fuente  perenne  del  progreso  humano. 

La  Iglesia,  poder  puramente  espiritual,  inalterable  en  sos  dogmas 
i  enseñanzas,  no  reconoce,  en  su  calidad  de  Iglesia,  el  matrimonio  civil, 
ni  lo  puede  reconocer  en  el  sentido  de  someterse  a  él,  sin  dejar  de  ser  la 
Iglesia  católica,  sin  borrar  la  historia  de  diez  i  ocho  siglos,  sin  renun- 
ciar a  su  misión  providencial  de  hacer  efectivas  sobre  la  tierra  la  liber- 
tad del  hombre  i  la  hbertad  de  las  naciones.  Pero  no  reconocer  una 
institución  como  lei  ^ue  la  obligue,  es  cosa  mui  diferente  de  descono- 
cerla como  lei  que  rija  a  otra  sociedad ;  i  la  mayoría  de  la  comisión, 
cambiando  un  verbo  por  otro  i  atribuyendo  a  los  ministros  de  la  reli- 
jion  como  individuos,  lo  que  se  dice  de  la  Iglesia  en  conjunto  como 
sociedad  espiritual,  ha  incurrido  en  im  error  i  deducido,  por  supuesto, 
consecuencias  falsas  La  Iglesia  no  desconoció  jamas  las  leyes  del 
imperio  romano ;  pero  no  las  reconoció  nunca  como  obligatorias  en  su 
seno.  Los  fieles,  como  ciudadanos,  estaban  sometidos  ai  emperador  i 
a  sus  leyes,  i  antes  ^ue  desconocerlas,  iban  al  martirio ;  mas,  como 
miembros  de  la  Iglesia,  obedecían  a  sus  cánones  i  preceptos  morales 
Fué  así  como  el  mundo  se  rejeneró ;  i  gracias  a  eso,  pudieron  aparecer, 
la  familia  cristiana  que  tantos  goces  nos  brinda,  i  estas  socieaades  li- 
bres, en  que  domina,  no  el  César  divinizado,  sino  la  mayoría  popular 
sometida  a  las  leyes  eternas  de  la  justica. 

Contra  este  réjimen  saludable  que  habia  imperado  sobre  Europa 
por  cerca  de  diez  i  ocho  siglos,  se  pronunció  la  f^rancia  revolucionaria, 
estableciendo  el  matrimonio  puramente  civü ;  i,  despojándole  así  de  su 
carácter  sagrado,  relajó  los  tmculos  de  la  familia,  desmoralizó  la  socie- 
dad, i  abrió  de  nuevo  el  camino  al  cesarismo.  Las  consecuencias  hasta 
hoi  producidas  por  este  suceso,  son  una  lección  terrible  para  los  pue- 
blos, i  las  que  están  por  venir  aterran  la  imajinacion  del  hombre 
previsor. 

Parece,  sinembargo,  que  para  las  naciones  son  siempre  inutíles  l»s 
enseñanzas  de  la  historia  cuando  no  las  reciben  en  cabeza  proj^i^' 
Aceptadas  entre  nosotros  la  absoluta  independencia  de  la  Iglesia  i  la 
indiferencia  del  Gk)biemo  en  materia  de  reUjion  i  de  culto,  se  hizo  in- 
dispensable dar  una  lei  que  organizara  el  matrimonio  como  contrato 
puramente  civil.  De  dos  maneras  podia  resolverse  el  diñcil  piobl^Baa 
que  se  presentó  entonces  al  lejislador.  Era  la  primera,  reconocer,  como 
sucede  en  los  Estados  Unidos,  en  donde  no  se  ha  tratado  nunca  de 
perseguir  a  ninguna  rolijion,  los  matrimonios  celebrados  conforme  a 
todos  los  ritos  relijiosos,  con  tal  de  que  no  autorizasen  la  poligamia  m 
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]a  tmion  de  los  sexos  dentro  de  ciertos  grados  de  oonsanguinidad  i  afi- 
nidad ;  i  la  sumida,  no  desconocer  la  lejitimidad  de  los  matrimonios  así 
celebrados,  pero  reservar,  no  obstante,  a  los  xjue  se  hicieran  civilmente, 
determinados  derechos,  prerogativas  i  distinciones  que  sirvieran  a  los 
contrayentes  de  estímulo  para  conformarse  a  la  lei ;  pero  ni  una  ni  otra 
cosa  quiso  hacerse.  Por  lo  dispuesto  en  20  de  junio  de  1853,  vino  a  ser 
amancebamiento  punible  la  unión  matrimonial  consagrada  por  la  reli* 
jion  de  los  granadnos ;  fueron  privados  de  sus  derechos  de  hijos  lejíti* 
mos  los  niños  venidos  al  mundo  con  las  bendiciones  de  la  Islesia  i  la 
aprobación  jeneral  de  la  sociedad,  i  se  despojó  a  los  párrocos  nasta  del 
derecho  de  certificar  sobre  matrimonios  i  bautismos.  Desde  entonces 
se  introdujo  el  desorden  en  las  familias,  no  hubo  rejistro  civil,  <^uedó 
autorizada,  en  cierto  modo,  la  desmoralización,  i  se  halló  el  Gobierno 
hasta  sin  los  medios  de  obtener  datos  estadísticos  en  qué  fundar  con  acier- 
to sus  providencias.  Entonces  se  vio  por  primera  vez  en  nuestra  tierra 
ahijes  que  la- sociedad  reputaba  lejílimos,  despojados  de  sus  haberes 
hereditarios,  ya  por  mujeres  de  iHala  vida  a  quienes  la  lei  llamaba  viu- 
das i  madres  lejítimas,  o  ja  por  hermanos  desnaturalizados  que  desco- 
nocían los  naturales  derechos  de  sus  hermanos.  De  entonces  acá,  las 
Asambleas  lejislativas  han  cambiado  frecuentemente  la  lejislacion  civil 
en  materia  de  matrimonios  i  testamentos,  según  las  conveniencias  tran- 
sitorias de  los  partidos  i  acaso  también  ^o  que  es  peor)  según  el 
querer  interesaao  de  tales  o  cuales  individuos  de  influencia.  No  lo 
estrañemos :  cuando  se  dejan  los  principios  eternos  de  la  justicia  para 
reemplazarlos  con  los  dictados  de  la  razón  humana,  sucede  en  lo 
moral  lo  que  acontece  en  lo  físico,  luego  que  se  abandona  la  tierra 
firme  para  lanzarse  al  océano,  sin  cesar  ajitado  de  vientos  i  tempestades. 

Lia,  lei,  que  debe  ser  la  espresion  de  la  voluntad  jeneral,  fuá  en 
Nueva  Granada,  desde  1863,  en  lo  relativo  a  matrimonios,  la  espre- 
sion de  doctrinas  que  la  Nación  unánimemente  condenaba;  salvo 
raras  escepciones,  nadie  se  sometió  a  ella,  nadie  la  obedeció :  chocaba 
con  las  iifeas,  costumbres  i  preocupaciones  populares;  algo  mas: 
diocaba  hasta  con  el  idioma  castellano  que,  formado  bajo  el  influjo 
de  las  enseñanzas  cristianas,  no  se  presta  para  espresar  ideas  que  son 
eontrarias  a  ellas.  Si  de  esto  se  quisiera  una  prueba,  no  seria  preciso 
ir  a  buscarla  mui  lejos,  pues  bastaría  leer  la  lei  de  Oundinamarca  de 
cuya  nulidad  tratamos. 

La  resistencia  jeneral  i  las  dificultades  de  ejecución  consiguien- 
tes, obligaron  al  lejislador,  tres  años  después,  a  espedir  una  nueva 
lei  de  matrimonio  (8  de  abril  de  1856),  en  cuyos  artículos  30  i  68  se 
reconocieron  como  validos,  para  los  efectos  civiles,  los  matrimonios  reli- 
giosos contraidos  ya,  o  que  en  adelante  se  contrajeran ;  pero,  como 
insistiese  todavía  en  someter  el  contrato  a  condiciones  que  no  se 
conformaban  con  las  costumbres,  la  nueva  lei  fué  poco  monos  infruc- 
tuosa que  la  anterior. 

En  vista,  sin  duda,  de  tan  tristes  resultados,  el  Estado  de  Oundi- 
namarca, tan  luego  como  se  adoptó  el  rójimen  federal,  espidió  (año 
de  1858)  su  Oódigo  Civil,  que  empezó  a  rejir  el  1.°  de  enero  de  1860, 
que  e^  su  artículo  134  declaró  válidos  todos  los  matrimonios  celebrados 
a&te,  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  a  los  cánones  i 
constituciones  relijiosas  a  que  los  contrayentes  se  hubieran  sujetado. 
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Por  medio  de  este  indulto  o  amnistía,  aconsejado  por  la  política,  se 
puso  por  entonces  término  al  conflicto  social ;  pero  suijió  de  nueyo» 
en  30  d^  agosto  de  1864;  en  ca^a  fecha  volvió  ei  lejislador  a  estatuir 
que  solo  producirían  efectos  civiles  i  políticos  los  matrimonios  hechos 
ante  los  Notarios  o  Jueces  de  distrito.  Con  esto  reapareció  el  desorden 
en  las-  familias,  se  reprodujo  el  descontento,  i  hubo  la  sociedad  de 
presenciar,  por  segunda  vez,  esas  contiendas  ¡udiciales  indignas,  en 
aue,  so  capa  de  legalidad  i  de  justicia,  se  pretende  despojar  a  las 
ramilias  que  la  opinión  tiene  por  lejítimas,  en  favor  de  otras  a  quienes 
ella  condena  por  espurias.  Acostumbrados  los  pueblos  a  verificar  el 
matrimonio  con  una  sola  ceremonia  sumamente  sencilla,  no  era  posi- 
ble ^ue  de  un  día  a  otro  se  habituasen  a  practicar  nuevas  fórmulas  i 
duphcar  dilijencias.  Instituciones  de  esta  clase  no  se  arraigan  en  las 
constumbres  sino  al  cabo  de  muchos  años  i  tal  vez  de  siglos.  £n  mas 
de  setenta  años  el  Gobierno  francés  no  ha  podido  hacer  popular,  en 
aquella  culta  nación,  el  sistema  métrico  decimal;  ¿cómo  pretender, 
pues,  aquí,  que  en  cada  cuatro  años  sa  amolde  nuestro  pueblo,  atrasa- 
do i  diseminado  en  vastísimos  desiertos,  a  una  nueva  lejislacion  civil  ? 
Convengamos  en  que  es  desacordado  el  Gk>biemo  que  introduce  nove- 
dades sin  un  grave  motivo  que  las  autorice,  cuando  estas  novedades  han 
de  causar  una  revolución  social. 

Sin  duda  con  la  mira  laudable  de  remediarlos  males  causados  por 
la  lei  de  1864,  la  Lejislatura  de  Cundinamarca  espidió,  en  28  de  enero 
del  corriente  ¿ño,  la  lei  adicional  al  Código  Civil ;  mas  esta  quinta  lei, 
esta  quinta  revolución  no  ha  sido  mas  afortunada  que  las  anteriores  ; 
ha  desagradado  tanto  a  los  que  abogan  por  el  matrimonio  civil,  como 
a  los  partidarios  del  rehjioso,  según  lo  dejan  ver  las  solicitudes  por 
unos  1  otros  elevadas  a  la  Suprema  Corte  i  al  Senado ;  ella  ha  violado 
a  un  tiempo  los  principios  consi^ados  en  la  Constitución  política  i  loa 
consagrados  perlas  creencias  rebjiosas  del  pueblo.  Dicha  lei  ha  querido 
conciliar  lo  inconciliable ;  aceptar  a  un  tiempo  el  error  i  la  verdad^  i 
sentarlos  uno  al  lado  de  otro  con  iguales  títulos  i  derechos. 

En  diez  i  nueve  años,  ciudadanos  Senadores,  en  diez  i  nueve  años 
se  ha  mudado  cinco  veces  en  Cundinamarca  la  lejislacion  civil  en  la 
materia  de  matrimonios,  que  por  su  naturaleza  debe  estar,  mas  que 
otra  alguna,  firme  i  establemente  organizada,  i  cuando  se  tropieza  con 
las  dificultades  que  son  consiguientes  a  empresa  tan  difícil,  se  pretende^ 
para  no  confesar  la  propia  temeridad,  echar  de   ellas  la  culpa  a 
la  Iglesia  católica,  de  quien  se  dice  que  ha  hecho  del  matrimonio 
la  base  de  su  poder ;  que  lo  ha  elevado  a  sacramento  para  conver- 
tirlo en  un  acto  de  su  esclusiva  competencia ;  que  por  ella  estamos  en 
continuas  discusiones,  pues  pretende  i  no  cesa  de  reclamar  prerpg&ti- 
vas  que  ha  perdido  i  que  es  ya  imposible  concederle,  i  se  llega  al  estre- 
mo d!e  manifestar  sorpresa  de  que  los  ministros  de  esarelijon  no  tengan 
embarazo  de  asegurar  que  la  Iglesia,  como  Iglesia,  poder  puramente 
espiritual  e  inalterable  en  sus  enseñanzas,  no  reconoce  el  matnxnomo 
civil ;  lei  ante  la  cual,  se  agr^a,  deberían  esos  ministros  inclinar  la 
frente  respetuosos.  Los  que  asfse  espresan,  no  se  han  detenido,  ria. 
duda,  a  considerar  lo  que  son  en  esta  materia  todas  las  reliiiones  da 
este  mundo.  No  hai  una  sola  que  no  haya  organizado  la  familia  i  en  la 
cual  el  matrimonio  no  sea  como  una  especie  de  dogma.  Si  de  la  Igl^si^ 
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católica  dice  la  mayoría  de  la  comisión  ^'qne  ella,  o  sean  sus  preíados^i 
pretenden  justificar  el  advilterío  i  todas  las  faltad  provenientes  de  la 
,  relajación  del  vínculo  conyugal,"  porcjue  no  se  somete  a  la  lei  de  matriz 
monio  civil,  lo  propio  tendrá  que  decir  de  todas  las  relijiones  nacidas  i 
por  nacer;  i  si  por  ello  hemos  de  castigar  a  los  sacerdotes  católicos, 
Iiabremos  de  castigeir  también,  igualmente,  a  los  ministros  de  todos  los 
cultos  i  acabar  de  una  vez  con  cuaatas  creencias  existen,  para  que  no 
quede  otro  dios  que  el  dios  Bepública,  que  será  bien  luego  reempla-* 
¿Bido  por  el  dios  César.  A  esto  quedarla  reducida  la  garantía  consignada 
en  el  mciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución.  Para  que  se  vea  que  el 
infrascrito  no  exajera ;  para  que  se  vea  que  sus  honorables  colegas  to- 
man en  esta  vez  el  cammo  de  la  intolerancia  absoluta,  llama  la  aten-» 
cion  de  los  ciudadanos  Senadores  a  aquel  pasaje  del  informe  en  que  se 
contesta  a  la  reclamación  que  hace  el  señor  Arzobispo  para  lá  i  su  grei^ 
de  la  espresada  garantía.  En  él  se  hace  befa  de  tal  soucitud  i  se  trae 
malamente  a  cuento  la  Encíclica  del  Sumo  Pontífice,  de  8  de  diciembre 
de  1864,  i  algunas  proposiciones  del  Syllabus,  a  las  cuales  se  atribuyen 
espresiones  que  no  se  encuentran  en  ellas.  El  infrascrito  lamenta  que 
se  hagan  burlas  de  esta  especie  en  presencia  del  Senado  i  en  documen- 
tos de  un  carácter  tan  serio  cual  deben  ser  los  informes  de  las  comisio- 
nes lejislativas.  La  política  aconseja  al  estadista  guardar  miramientos, 
no  solo  con  las  creencias  relijiosas,  sino  hasta  con  las  preocupaciones 
de  los  pueblos,  i  las  conveniencias  sociales  nos  imponen  a  todos  ^1  deber 
de  no  chocar  nunca  con  las  convicciones  que  en  materia  de  rehjion 
tengan  los  hombres  con  quienes  vivimos  en  sociedad. 

Pero  dejando  a  un  Ismío  estos  recuerdos  enojosos,  pasa  el  infrascri- 
to a  tratar  mas  especialmente  de  la  lei  que  motiva  este  informe. 

Su  artículo  7.^  declara  válidos  los  matrimonios  celebrados  según 
él  rito  relijioso  de  los  contrayentes,  con  posterioridad  a  la  lei  de  20  de 
juni.0  de  1853,  i  lejitima,  ademas,  a  los  hijos  nacidos  de  tales  uniones. 

El  parágrafo  1.^  del  mismo  artículo  esceptua  del  beneficio  de  la 
revalidación  a  los  cónyujes  que,  hallándose  unidps  por  matrimonio 
relijioso,  hayan  contraído  después  matrimonio  civil  con  otras  peronas ;  i 

El  párrafo  2.^  ordena  a  los  ministros  de  la  relijion,  que  pasen 
copia  de  las  partidas  de  matrimonio  al  Notario  respectivo  o  al 
Juez  parroquial 

El  artículo  4^  dispone  que  los  contrayentes  que  quieran  solemnizar 
su  matrimonio  con  litos  relijiosos,  lo  lejitimen  con  las  formalidades 
que  exije  la  lei,  e  impone  pena  de  multa,  tanto  a  los  esposos  como  a 
a  los  ministros  ante  quienes  se  inicie  el  matrimonio,  si  no  dan  parte 
de  lo  hecho,  dentro  de  tercero  dia,  al  funcionario  público  a  quien 
corresponde  celebrar  el  matrimonio  civil. 

M  artículo  5.°  prohibe  a  los  ministros  de  la  relijion,  bajo  multa 
de  20  a  200  pesos,  que  casen  (así  dice)  a  una  persona  con  otra'  distinta 
de  aquella  con  quien  se  halle  unida  en  matrimonio  civil. 

El  artículo  6.^,  en  fin,  atribuye  la  misión  de  decretar  las  multas, 
cobrarlas  i  hacerlas  ingresar  al  Tesoro  del  Estado,  con  aplicación  a 
la  instrucción  publica,  a  cualquiera  de  los  empleados  de  este  ramo. 

CorAra  las  citadas  disposiciones  hubo  inmediatamente  solicitudes 
en  sentidos  cmuestos,  dinjidas  tanto  al  Senado  como  a  la  Suprema 
Corte.  Pidió  al  Senado  la  nulidad  del  artículo  7.^  el  señor  Juan  Moreno, 
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i  la  Aé  los  artículos  4.^  5.^  6.""  i  parágrafo  2."^  del  7.^  iné  soUcitaila  por 
el  seBor  Arzobispo.  Sobre  estas  dos  solicitades  nada  debo  proponer 
espresamente  el  infrascrito,  por  cuanto  la  Suprema  CSorte  no  na  toma- 
do aún  conocimiento  de  ellas. 

Ante  el  esDresado  Tribunal  supremo  de  la  Union  demandaron  que 
fuera  suspendido  el  artículo  7.^  once  ciudadanos  vecinos  de  -Oundina- 
marca ;  que  se  suspendiera  la  lei  íaiegramente,  lo  pidió  el  señor  Segan- 
do Ortega,  i  que  la  suspensión  se  refiriese  solo  a  ios  artículos  4.^,  S.\ 
6.**  i  pamgrafo  2.°  del  7.*^,  fué  el  objeto  de  otro  memorial  suscrito  por  el 
señor  Antonio  Landínée. 

La  Suprema  Corte,  previa  la  acumulación  de  dichas  solicitudes  i 
sus  respectiYOs  espedientes,  i  oido  el  concepto  del  Procurador  jeneral 
de  la  Nación,  resolvió  en  11  de  marzo  suspender  la  2.^  parte  del 
artículo  4.°,  los  dos  parágrafos  del  mismo  i  los  artículos  6.'  i  7.^ 

La  suspensión  del  último  fuó  apoyada,  tanto  por  el  señor  Procu- 
rador como  por  los  señores  Majistrados,  en  el  í^rtículo  24  de  la  Constí* 
tucion;  según  el  cual,  ninguna  lei  puede  tener  efecto  retroactivo  en  la 
Nación  ni  en  los  Estados,  escepto  en  materia  penal,  cuando  la  lei 
posterior  imponga  pena  menor. 

Ün  efecto,  a  primera  vista  la  contradicción  parece  clara ;  pero  va 
desvaneciéndose  a  medida  que  se  reflexiona  sobre  las  dos  disposi- 
ciones i  se  recuerda  que  los  Estados,  en  su  calidad  de  soberanos, 
pueden  obrar  absolutamente  como  tales,  en  tanto  que  no  violen  las 
condiciones  del  pacto  federaL 

El  infrascrito  se  ha  preguntado:  ¿tiene  realmente  efecto  retroae- 
tivo  la  disposición  citada?  ¿Tiene  ósta  el  carácter  de  las  leyes  que 
crean  derechos  i  obligaciones,  o  es  mas  bien  una  gracia,  una  amnistía? 
Por  último:  ¿este  acto  sale  evidentemente  de  la  esfera  de  la  acción 
constitucional,  como  lo  exije  el  artículo  14  de  la  Constitución,  para  que 
pueda  ser  suspendido  i  anulado  ?  Después  de  meditar  sobre  estas  cues- 
tiones, el  infrascrito  ha  formado  un  juicio  del  todo  opuesto  al  de  la 
Suprema  Corte  federal.  / 

una  lei  tiene  efecto  retroactivo  cuando  crea  derechos  o  impone 
obligaciones  con  relación  a  hechos  de  un  tiempo  pasado.. En  el  presen- 
te caso,  la  disposición  contenida  en  el  artículo  7.    seria  retroa<^va,  si 
al  revalidar  los  matrimonios  i  lejitimar  los  hijos  nacidos  de  ellos^  crea- 
ra realmente  derechos  o  impusiera  obligaciones  que  sin  ella  no  existi- 
rian.  Ahora  bien,  pregúntesele  a  la  universalidad  de  los  colombiaaios 
qué  entienden  por  matrimonio  lejítimo,  cómo  se  celebra  en  Colombift» 
i  deisde  cuándo  obliga  a  los  contrayentes ;  i  todos,  sin  escluir  a  los  au- 
tores de  la  lei  de  matrimonio  civil,  ni  a  los  honorables  miembros  del 
Senado,  responderán  que  en  toda  la  Bepública  i  en  cada  uno  de  bos 
Estados,  por  universal  asentimiento,  se  na  tenido  siempre,  i  se  tiene 
hoi  mismo,  por  lejítimo,  el  matrimonio  celebrado  ante  la  l^létía;  4^^ 
donde  quiera  se  miran  como  obligatorias  la  vida  i  cargas  conyugales 
desde  que  la  ceremonia  relijiosa  se  verifica ;  que  no  hai  un  solo  omom- 
biano  ^ue,  de  buena  fe,  califique  de  naturides  a  los  hijos  nacidos  w 
esas  uniones,  esto  es,  que  los  considere  nacidos  en  virtud  de  relaciones 
inmorales;  i  que,  por  el  contrario,  no  hai  en  el  país  un  solo' hombre 
que  se  estime,  que  sea  capaz  de  consentir  en  que  sus  hijas  contraigáis 
matrimonio  puramente  civil,  o  en  que  éstas  o  su  esposa  teng^ 
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relacioikes  intímftS;  ni  alternen  en  sociedad  con  tma  mujer  qne  se  halle 
casada  oíyflmente,  sin  las  bendiciones  de  la  Iglesia.  ¿Que  significa 
todo  esto?  Significa  que  todos  tenemos  conciencia  de  que  el  matrimo- 
nio puramente  civil  es  una  unión  indigna  i  yilipenaíosa,  un  hecho 
inmoial,  un  amancebamiento  autorizado.  Diga  lo  que  quiera  la  lei 
esoritay  las  costumbres,  las  eonviociones,  i,  para  decirlo  de  una  vez, 
la  Toz  soberana  del  pueblo,  lei  sobre  toda  leí  humana,  no  reconocen 
como  lejítímo  otro  matrimonio  que  el  relijioso.  Será  esto  un  desprecio 
de  la  leí,  pero  la  lei  a  su  yez  ha  sido  un  desprecio  del  querer  de  los 
pueblos,  i  si  el  legislador  debe  ser  el  representante  de  la  opinión  pú- 
blioa,  porque  el  pueblo  es  soberano,  él  se  halla  hoi  en  el  caso  de  dar 
oido  a  la  voluntad  de  su  comitente.  La  Lejislatura  de  Oundinamarca, 
pues,  ha  obrado  bien,  de  conformidad  con  los  principios  democráticos, 
al  sancionar  el  artículo  7.^  en  cuestión.  Antes  que  ella,  la  sociedad 
entera  habia  declarado  leiítimos  los  matrimonios  celebrados  conforme 
al  rito  rehjioso  desde  1853  para  acá,  i  todos  han  reconocido  en  los 
esposos  i  sus  hijos  los  derechos  i  obligaciones  de  tales. 

Por  otra  parte,  lo  dispuesto  en  el  espresado  artículo  7.^  no  es  nue- 
vo :  tiene  en  su  favor  la  sanción  de  los  hechos  aceptados  por  la  socie^ 
dad.  El  Código  Civil  de  Cundinamarca,  espedido  en  1858  i  que  empezó 
a  rejir  en  1.°  de  eneio  de  1860,  contenia  una  disposición  igua],  contra 
la  que  no  sabe  el  infrascrito  que  hubiera  reclamación  de  ninguna  espe- 
cie. Declarar  hoi  nulos  los  matrimonios  que  ja  el  lejislador  declaró 
una  vez  válidos,  eso  sí  ^ue  tendria  im  efecto  retroactivo,  pues  iria  a 
destruir  derechos  adquiridos,  de  los  cuales  fueron  puestos  en  posesión 
los  interesados. 

Xjo  esencial  del  contrato  de  matrimonio  es  la  unión  a  perpetuidad 
entre  un  hombre  i  una  mujer  hábiles  para  contraerlo,  con  el  objeto  de 
formar  una  familia.  Desde  que  ese  contrato  está  hecho,  gravan  sobre 
los  esposos  todas  las  obligaciones  consiguientes;  ¿  i  será  justo  que  a  los 

2ae  bian  llevado  las  caicas  i  deberes  del  matrimonio  se  les  prive  de  los 
ereohos  que  son  correlativos  a  esas  cargas  i  deberes?  Nó ;  lo  que 
aconsejan  la  justicia  i  la  equidad  es  que  la  lei  subsane  las  faltas  de  que 
adolezcan  esos  contratos,  pues  no  afectan  a  su  esencia^  ni  pasan  de  ser 
simples  violaciones  de  fórmulas. 

Es  verdad  que  los  cónyujes  unidos  ante  la  Iglesia  desde  1864,  o,  si 
se  quiere,  desde  1853  para  acá,  han  tenido  el  deber  }egal  de  formalizar 
su  matrimonio  ante  la  autoridad  civü,  i  que  por  haberlo  omitido,  han 
incurrido  en  un  delito ;  pero,  en  equidad,  ¿no  debe  serviiles  de  dis^ 
colpa  su  ignorancia  i  falta  de  malicia  ?  ¿Puede,  con  apariencia  siquiera 
de  r«U50n,  suponerse  en  ellos  la  voluntad  de  perjudicarse  a  sí  propios 
i  perjudicar  a  sus  hiios,  privándose  i  privándolos  a  ellos  de  todos  los 
derechos  civiles  que  la  leí  les  concede  i  asegura  desde  que  celebren  el 
Biatrimonio  civil?  No  por  cierto.  Hé  aquí,  pues,  un  caso  en  que  el  lejis- 
lador se  halla  en  el  deber  de  otor^r  una  amnistía,  pues  así  lo  exije  un 
grave  motivo  de  conveniencia  publica,  cual  es  el  de  lejitimar  a  tantos 
seres  inocentes  como  han  venido  al  mundo  en  virtud  de  aquellas  unio- 
nes, no  monos  lejitimas  ante  la  conciencia  de  los  contrayentes  que  ante 
la  conciencia  de  la  sociedad  entera.  I  no  se  diga  que  el  artículo  de  que 
se  ioata  no  está  redactado  en  forma  de  amnistía :  el  soberano  que  usa 
de  las  atribaeiones  que  le  corresponden^  no  está  sometido  a  ésta  ni 
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aquella  forma.  I  si  no,  que  se  diga  cuál  debe  ser  la  forma  de  la  atnriístfn^ 
AíDDÍstiar  es  olvidar  lo  pasado,  dar  como  no  cometidos  los  delitos  i 
colpas  que  el  soberano  quiere  perdonar ;  i  esto  es  precisamente  lo 
que  ha  hecho  la  Asamblea  de  Oundinamarca  respecto  de  las  faltas  ea 
que  han  incurrido  muchos  ciudadanos  en  materia  de  matrimonio,  tanto 

Sor  su  lei  de  28  de  enero  del  presente  año,  como  por  el  Código  Cütil 
e  1860. 

Se  diráy  tal  vez,  que  de  la  lei  civil  han  nacido  ^a  derechos  ptoa 
terceras  personas,  que  la  yalidacion  de  aquellos  matrimonios  anularía* 
Esto  puede  ser  cierto ;  pero  laspersonas  que  tales  derechos  han  adquirido 
(en  corto  número,  sin  duda,  si  lo  comparamos  con  el  de  los  inocentes 
perjudicados)  ¿estarán  persuadidas  de  la  realidad  de  ellos?  ¿tendrán 
conciencia  de  que  moralmente  les  pertenecen?  Kó :  todos  ellos  sienten 
que  no  les  vienen  por  el  recto  cammo  de  la  justicia.  I  aun  suponiendo 
la  mayor  buena  fe  de  su  parte,  ¿qué  será  mas  justo;  que  éstos  pierdan 
un  derecho  de  que  acaso  no  están  en  posesión  i  sobre  el  cual  no 
pueden  fundar  grandes  esperanzas,  o  que  se  sacrifique  el  derecho 
claro  de  muchísimos  inocentes?  ¿La  ConstitucioD  que  nos  rrje  impe- 
dirá al  lejislador  amparar  a  la  inocencia,  i  garantizara  el  procedimiento 
de  los  hombres  de  mala  fe?  Nó;  si  así  fuera,  esa  Constitución  no 
llensuria  su  objeto ;  pues  el  fin  de  todo  gobierno  es  hacer  que  rija  la 
justicia  i  reprimir  la  iniquidad. 

Las  observaciones  hechas  prueban  bien  que  hai  razones  muí 
poderosas  para  sostener  la  constitucionalidad  de  la  disposición  conte- 
nida en  el  mencionado  artículo  7° :  por  tanto,  no  puede  afirmarse  que 
se  halle  evidentemerUe/iiera  de  la  e^era  de  acción  amstüvcional  dd  Estaiío, 
que  es  la  condición  que  exije  el  articulo  14  de  la  Constitución  para 
que  una  lei  sea  anulada. 

Si  en  concepto  del  infrascrito  es  válido  el  artículo  7.^,  im>  sostíeae 
lo  mismo  respecto  de  su  parágrafo  2.^  La  ]^lesia  está  completamente 
separada  del  Estado,  i  sus  ministros  no  son  empleados  civiles  ni  müita-' 
res  a  quienes  la  lei  pueda  imponer  deberes  en  servicio  público,  i  mucho 
manos  de  una  manera  permanente.    Exijirles  que  pasen  copia  de  las 
partidas  de  matrimonio  al  Notario  o  al  Juez,  es  imponerles  la  obliga* 
cion  de  llevar  el  Bejistro  civil,  lo  cu£d  presupone  en  la  autoridad  {la 
facultad  de  inspeccionar  los  Ubros  i  de  disponer  el  modo  de  Uevarloa 
¿De  dónde  le  puede  venir  al  Gobierno  este  derecho?  Si  los  ministros 
de  la  relijion  llevan  un  rejistro  de  sus  actos,  en  que  se  asienta  la  razón 
de  los  matrimonios  i  nacimientos,  ese  rejisia*o  es  propiedad  suja,  o,  si 
se  quiere,  de  la  comunidad  a  que  pertenecen  i  con  cujas  contribuciixaes 
se  costea.  Se  hallan  en  el  mismo  caso  que  los  Ubros  i  demás  papeles  i 
propiedades  de  cualquier  particular  o  sociedad.  El  parágraio  2.**  ©s, 
pues,  yiolatorio  de  la  garantía  consignada  en  los  incisos  5.    i  13,  artí- 
culo 15  de  la  Constitución,  i  lo  es  también  del  iociso  10.°,  que  no  per- 
mite "  imponer  obligaciones  especiales  que  hagan  a  los  mdividuos  a 
ellas  sujetos  de  peor  condición  que  los  demás."  Bien  se  comprende 
que  la  autoridad  ha  hallado  dificultades  para  llevar  con  r^ulandad  el 
Bejistro  civil ;  pero  esto  no  le  da  derecho  a  apropiarse  el  rejistro  que 
Heve  la  Iglesia,  como  no  lo  tiene  ninguna  persona  para  apoderarse  d0 
los  bienes  de  su  vecino  por  haber  saudo  ella  mal  en  sos  empresfiB» 


—  291  — 

En  el  miflmo  caso  se  halla  la  parte  final  del  artíoolo  4o  La  lei  puede 
obligar,  sin  dada,  a  los  que  qnieran  contraer  matrimonio  a  casarse  con 
las  formalidades  por  ella  establecidas,  i  castigar  a  los  que  no  las  obser- 
ven. En  su  mano  está  imponer  penas  severas  al  amancebamiento,  i  a 
los  que  se  separen  de  su  cónyuje  lejítímo  o  abandonen  sus  deberes  con- 
yugales, sin  previa  sentencia  judicial ;  pero  de  todo  esto,  a  imponer  a  los 
ministros  de  la  relijion  los  deberes  de  ajentes  de  policía  i  penarlos  por- 

aue  no  los  cumplen,  ha^  una  enorme  diferencia.  Es  singular  que,  cuan- 
o  se  levanta  una  voz  jeneral  lamentando  que  la  autoridad  civil  tolera 
los  amancebamientos,  se  muestre  tanto  celo  contra  los  que  viven  en 
una  unión  l)endecida  por  la  Iglesia.  Las  ceremonias  con  que  los  miem- 
bros de  cada  comunidad  relijiosa  censaren  el  matrimomo,  son  cosas 
completamente  insignificantes  para  el  Gk>}:)iemo,  según  la  teoría  cons- 
titucional :  valen  menos  ^ue  las  danzas  i  banquetes  con  que  suelen  so- 
lemnizarlo. Según  el  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución,  con  tal 
que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  o 
que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  todo  acto  relijioso  es  del 
todo  inocente,  i  se  halla,  por  lo  mismo,  fuera  de  la  acción  de  la 
autoridad  pública :  no  puede  ser  prohibido,  ni  impedido,  ni  castigado 
idn  violar  el  inciso  3.^  del  mismo  artículo  15,  según  el  cual,  todos 
tenemos  "la  facultad  de  hacer  u  omitir  todo  aquello  de  cuya  ejecución 
ti  omisión  no  resulte  daño  a  otro  individuo  o  a  la  comunidad."  Lnpo- 
ner  a  los  individuos  la  obligación  de  dar  cuenta  a  un  funcionario 
púbUco  de  cualesquiera  actos  mocentes  ejecutados  en  privado,  i  some- 
terlos a  penas  por  la  x)mision,  es,  sin  disputa,  coartar  la  libertad  i 
cometer  un  atentado. 

Pero  "sucede  con  frecuencia,  dice  el  informe  de  la  mayoría,  que 
los  contrayentes  no  lejitiman  su  unión  ante  los  funcionarios  encargados 
de  celebrar  el  matrimonio ;  i  este  vicio  social,  que  abate  el  poder  civil, 
es  el  que  ha  querido  correiir  el  lejislador  de  Oundinamarca."  El  in- 
frasonto  cree  que  el  lejislador  hace  bien  en  procurar  la  corrección  de 
una  falta,  de  xm  vicio  social,  como  dice  la  comisión ;  pero  niega  que 
pueda  hacerlo  saliéndose  de  la  órbita  de  sus  facultades.  Decir  que  es 
vilipendioso  para  la  soberanía  del  Estado  que  no  se  obedezcan  sus 
leyes,  i  castigar  un  hecho  como  atentatorio  a  esta  soberanía,  cuando 
se  le  niega  que  tenga  derecho  de  lejislar  en  la  materia  de  que  se  trata, 
es  anuir  dando  por  probado  lo  mismo  que  se  disputa. 

La  fuerza  de  esta  observación  se  advierte  mejor  al  examinar  el 
artículo  6.^  de  la  citada  lei,  que  prohibe  a  los  ministros  de  la  relijion 

2ue  casen  a  una  persona  con  oi^a  distinta-,  de  aquella  con  quien  se 
alie  unida  en  matrimonio  civil. 

El  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución,  garantiza  la  profesión 
libre,  pública  o  privada  de  cualquiera  relijion,  con  tal  que  no  se  ejecu- 
ten hechos  iTUxmpaJtibles  con  la  soberanía  nacional,  o  que  tengan  yor  objeto 
t^irbar  la  paz  púbRoa.  Ahora  bien  :  la  ceremonia  por  la  cual  un  sacerdo- 
te cree  que  une  lejítimamente  a  un  hombre  con  una  mujer,  sean  ellos 
iMisados  o  solteros,  delante  de  la  lei,  ¿  es  de  algún  modo  incompatible 
con  la  soberanía  nacional,  ni  puede  tener  por  objeto  turbar  la  paz  pú- 
bhoa  ?  I  no  se  diga  que  es  un  desobedecimiento  a  la  lei  civil  i  un  ataque, 
por  lo  mismo,  a  la  soberanía  del  Estado,  ni  se  pretenda  que  deba 
castigarse  como  una  turbación  del  orden  social ;  porque,  en  primer 
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Ingar,  la  OonatátncioQ  faabU  de  Boberanía  naáoDal  i  nó  de  soberanía 

del  Iktado  ;  de  paz  pública,  í  nó  de  orden  social,  que  es  cosa  mai  dife- 
rente ;  i  en  segundo  lugar,  no  es  tamjpoco  aquel  becho  un  desobedeci- 
miento de  la  leí  del  Estado,  habiéndole  puesto,  como  lo  ha  hecho  la 
Constitución,  fuera  de  la  esfera  de  acción  de  la  autoridad  lejisl&tÍTa. 
La  mayoría  de  la  comisión  cree,  sinembargo,  que  puede  la  lei  entrarse 
en  los  dominios  del  culto,  apoyándose  en  él  artículo  23  de  la  Cionstita- 
cion,  que  dice  así:  ''Para  sostener  la  soberanía  nacional  i  mantener  la 
seguridad  i  tranquilidad  públicas,  el  Gobierno  de  la  Nación,  i  los  de 
los  Estados  en  su  caso,  ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección 
sobre  los  cultos  relijiosos,  según  lo  determine  la  lei."  De  este  ariícolo 
deduce  la  majoría  ser  inconcuso  que  en  Colombia  no  hai  libertad  de 
profesar  la  reUjion  que  ataque  el  orden  social,  i  asienta,  como  prin- 
cipío,  que  los  actos  de  la  amcieruda  están  sujetos  a  la  inspección  que  él  Oo^ 
hierno  jevuercH  id  de  los  Edados  tienen  d  derecho  de  geroer.  El  infrascrito 
opina  que  el  afamado  Torquemada  no  habría  dicho  mas :  quien  tales 
cosas  sostenga,  está  en  camino  de  establecer  la  iuquisicion.  Él  artículo 
23,  congruente  del  todo  con  el  inciso  16  del  artículo  15,  se  i*efiere,  como 
éste,  a  la  soberanía  nacional,  a  la  paz,  o  sea,  seguridad  i  tranauilidad 
públicas,  i  para  nada  menciona  la  soberanía  del  Estado  üi  el  arden 
social. 

Estamos  tan  habituados  a  tívít  en  el  seno  de  la  Iglesia  católica  i 
tan  hechos  a  la  práctica  de  sus  cánones  i  ritos,  i  al  lenguaje  que  bajo 
su  influencia  se  lia  formado,  que  nos  cuesta  trabajo  sacudir  esospreocu* 
paciones  para  colocamos  en  el  campo  en  que  nos  ha  situado  la  teoría  cons- 
titucional ;  i  los  lejisladores  mismos  no  aciertan  a  espresarse  en  el  nuevo 
idioma  que  debemos  hablar.  Todas  las  dificultades  que  ofrece^  el  artí- 
culo 5.^  provienen  precisamente  de  aquí.  En  ¿1  se  da  por  cierto  un 
hecho  legalmente  falso,  que  la  Constitución  no  admite,  i  que  antes 
bien  rechaza,  a  saber  :  que  un  sacerdote  puede  casar.  La  lei  no  reco- 
noce ni  puede  reconocer  otro  matrimonio  que  el  contraído  ante  la 
autoridad  civil.  Las  ceremonias  del  culto  no  significan  nada  para  ella. 
Que  dos  individuos  de  distinto  sexo  se  pongan  de  pié  delante  de  nxi  mi- 
nistro reUjioso,  i  que  éste  recite  algunas  oraciones  i  haga  tal  o  cual 
ceremonia,  es  una  práctica  baladí  con  la  cual  nada  tiene  que  ver  la  lei, 
que, no  puede  llamar  a  ese  matrimonio  sin  desconocerse  i  negarse  a  sí 
propia.  Esa  práctica  es  un  acto  inocente  que,  sin  violar  la  Gonistitacion, 
no  se  puede  prohibir  ni  castigar. 

Por  fortuna,  mientras  rija  la  lejislacion  actual,  no  hai  que.  temer 
que  haya  choque  ninguno,  por  razón  de  los  matrimonios,  entre  la  Iglesia 
católica  i  el  Estado  ;  pues  dicha  lejislacion  está  ca^  en  todo  de  acuer- 
do con  los  cánones  :  aquélla  i  éstos  establecen  el  matrimonio  a  perpe- 
tuidad, de  un  solo  hombre  con  una  sola  mujer ;  i  los  impedimentos, 
tanto  de  afinidad  como  de  consanguinidad,  son  para  ambas  entidades, 
poco  mas  o  menos,  los  mismos.  I  no  hai  riesgo  de  que  la  Iglesia  varíe  ; 
porque  ella  no  altera  sus  enseñanzas.  Desde  el  principio,  sin  que  la 
ciencia  moderna  le  diera  sus  lecciones,  ella  supo  que  el  matrimonio 
debia  ser  indisoluble,  que  la  poligamia  era  contraria  a  la  civilización* 
la  libertad  i  el  progreso ;  que  la  unión  conyugal  entre  parientes  próxi- 
nios  cedo  en  detrimento  f^co  e  intelectual  de  la  raza,  i  tiende  a  impe- 
dir la  distribución  de  la  riqueza  en  la  sociedad,  a  crear  familias  pri^«- 
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lejiadas  i  a  dificnltor  que-  se  unifique  la  Nadon  ligando,  como  deben 
libarse,  por  vínculos  de  sangre,  sus  diferentes  clases,  pueblos  i  provin- 
cias» Las  instituciones  de  la  Iglesia,  en  esto  como  en  todo,  tienden  a  la 
igualdad,  a  fundar  la  democracia  sobre  la  justicia  i  la  razón. 

No  es  cierto,  tampoco,  que  la  Iglesia  desconozca  el  matrimonio 
civil :  por  el  contrario,  algunos  doctores  suyos  sostienen  que  el  contrato, 
esto  es,  el  matrimonio  civD,  es  la  materia  del  sacramento.  Ella  no  di- 
suelve los  matrimonios  civiles  que  baila  cuando  avanza  en  su  camino 
estendiendo  la  luz  del  Evanjelio,  sino  que  los  revalida,  consagra  i  san- 
tifica. Si  bal  entre  sus  fieles  quienes,  olvidando  su  deber,  contraigan 
una  unión  ilícita,  no  se  propone  ella  que  renuncien  al  contrato  que  Can 
celebrado,  sino  que  se  empeña  en  lejitimarlo  i  bendecirlo.  Si  halla  entre 
sus  catecúmenos  hombres  unidos  a  varias  mujeres,  averigua  cuál  fué  la 
primera,  i  obbgándole  a  separarse  de  las  otras,  le  une  con  ella.  Yéase 
por  aquí  la  diferencia  que  nai  entre  la  Iglesia,  que  obedece  a  una  mo- 
ral inmutable,  i  los  gobiernos  civiles,  ajitados  por  todo  viento  de  doc- 
trina. La  lei  de  Oundinamaroa  que  examinamos  anula  en  su  parágrafo 
1.^  del  artículo  7.^  las  uniones  celebradas  por  contrato  privado  i  con- 
sa||gradas  por  la  relijion,  siempre  que  alguno  de  los  cónjujes  haya  incu- 
rrido en  la  indignidad  de  contraer  civilmente  segundo  miitrimonio.  Hé 
aquí,  ciudadanos  Senadores,  un  estímulo  dado  por  el  lejislador  a  los 
hombres  perversos  para  que  abusen  del  candor  i  sencillez  de  mujeres 
inocentes ;  hé  aquí  un  premio  otorgado  a  los  seductores  libertinos. 

Este  hecho  nace  temer  que  pudieran  con  el  tiempo  surjir  colisiones 
entre  la  Iglesia  católica  i  el  Estado,  porque  este  último  varíe  su  lejis- 
lacion.  Supóngase  (porque  todo  es  posible,  una  vez  que  se  acepta  por 
única  guia  la  razón  humana)  que  el  Estado  soberano  autoriza  el  ma- 
trimonio entre  hermanos  o  del  padre  con  la  hija ;  que  dos  individuos^ 
de  esta  manera  unidos  ante  la  Jei,  arrepentidos  de  su  falta,  piden  la 
absolución  de  la  Iglesia ;  que  ésta  los  separa  para  hacer  cesar  el  escán- 
dalo, i  los  une  con  otras  personas  con  quienes  morahnente  pueden  ser 
unidos.  ¿  En  este  caso  se  castigará  al  ministro  de  la  relijion  porque  tal 
hizo,  pretendiendo  q^ue  ha  atacado  la  soberanía  del  Estado,  tcurbado 
el  orden  social  i  Justificado  el  adulterio  ? 

Casos  semejantes  a  éste  pueden  presentarse  en  sentido  inverso. 
Hai  gran  variedad^  en  materia  de  matnmonios,  en  las  doctrinas  i  ]^rác- 
ticas  de  los  diversos  cultos.  En  algunos  ha  sido  permitido  el  matrimo- 
nio entre  hermanos;  el  musulmán,  el  mormon  i  muchos  otros  autorizan 
la  poligamia,  i  en  cada  cual  de  ellos,  por  supuesto,  los  ministros  obran 
de  buena  fe.  ¿Los  castigareis  porque  censaban  uniones  de  esa  especie  ? 
Nó,  porque  eso  seria  meterse  en  el  santuario  de  la  conciencia  i  decla- 
raros perseguidores  de  un  culto.  ¿  Qué  haréis,  pues  ?  Castigar  al  que 
viva  con  dos  o  mas  mujeres  i  al  que  se  halle  unido  en  vida  marital 
con  su  hermana ;  no  porque  esto  sea  cosa  autorizada  por  este  o  aquel 
culto,  sino  porqué  son  delitos  definidos  en  el  Código  Penal.  De  acuer- 
do con  este  principio,  si  entre  nosotros  se  quiere  mantener^  el  respeto  a 
la  autoridad  civil  i  moralizar  las  costumbres,  juzgue  i  castígoe  la  auto- 
ridad a  aquellos  que  vivan  unidos  maritablemente  sin  haoer  compa- 
rendo antes  a  forzoaüzar  su  contrato ;  castigue  a  aquel  que  abandone 
a^9u -consorte  sin  el  previo  juicio  de  divorcio;  i  castigue  mas  severa- 
mente aun  al  que,  después  de  abandonarle,  escandalice  a  la  sociedad 
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contrayendo  nna  unión  inmoral.  Este  es  el  dolo  camino  qu^  las  inslita* 
oiones  dejan  franco  i  el  solo  qne  la  razón  aconseja. 

El  infrascrito  no  se  cansará  de  repetirlo  :  ¡  fuera  las  ideas  de  Tor* 
quemada !  ]  fuera  las  medidas  inquisitoriales !  anatema  a  la  máxima 
funesta  de  que  los  actos  de  la  conciencia  están  sujetos  a  la  inspección 
que  el  Gobierno  jeneral  i  el  del  Estado  tienen  derecho  de  ejercer !  Esta 
máxima  fué  la  practicada  por  los  emperadores  romanos,  quienes  creye- 
ron que,  como  sumos  pontífices  del  paganismo,  tenian  derecho^  a  la 
suprema  inspección  de  los  cultos,  i  a  exijir  de  los  cristianos  que  rindie- 
•  ran  homenajes  de  adoración  a  sus  estatuas,  como  a  representantes  de 
la  soberanía  nacional.  Gran  número  de  los  mártires  que  hicieron  sus 
nombres  inmortales,  que  hoi  venera  el  mundo  católico,  i  a  los  cuales 
somos  en  gran  parte  deudores  de  la  Ubertad  civil  i  poÚtica  que  al  pre- 
sente disfrutamos,  fueron  entregados  al  verdugo  i  murieron  entre  tor- 
mentos por  el  delito  de  lesa  majestad,  de  lesa  soberanía  ¡  Oh,  cuan  cierto 
es  que  la  humanidad  ha  sido  siempre  la  misma  I        * 

La  minoría  de  vuestra  comisión  concluye  ya  este  informe,  dema- 
siado largo,  pidiéndoos  dispenséis  lá  fatiga  que  haya  causado  a  vuestra 
atención,  i  reservándose  el  derecho  de  esponer  en  el  debate  las  muchas 
reflexiones  que  surjan  de  tan  importante  materia,  i  que  omite,  por  ser 
imposible  consignarlas  en  un  escrito  como  el  presente ;  i  cumphendo 
con  el  Beglamento,  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

resolución: 

''  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  5.\ 
artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los  artículos  1.^,  2.^  i  3.^» 

Srímera  parte  del  4.^  i  el  artículo  7.^  de  la  lei  adicionsd  al  Código  Civil 
e  Cundinamarca,  sancionada  el  28  de  enero  del  presente  año,  por  no 
ser  ninguno  de  ellos  evidentemente  contrario  a  la  Constitución ;  i  de- 
clara nulos  la  segunda  parte  del  artículo  4.^,  el  articulo  5.^,  el  artículo 
6.^  i  el  parágrafo  2.^  deí  artículo  7.^,  por  ser  evidentemente  violatorios 
de  las  garandas  constitucionales,  i  especialmente  de  la  consignada  ea 
el  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución. 

"  Comuniqúese,  publíquese  i  archívese." 

Ciudadanos  Senadores.  Sebjio  AHBOLEa>A. 

Bogotá,  mayo  13  de  1873. 

Secretaría  del  Senado.— Mayo  28  de  1878. 

Son  copias  (](ue  se  publican  por  resolución  del  Senado. 

Julio  jK  Pérez» 


InFOBMES  DE  ZAS  MISMAS  GOMISIOKES  EN  1874. 

Oiudadanos  Senadores* 

La  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Cundinamarca  espidió  en 
28  de  enero  de  1873  el  acto  lejislativo  titulado  **  Lei  reformatoria  del 
Código  Civi],"  el  cual  contiene  siete  artículos,  i  existe  en  copia  aután* 
tica  en  el  respectivo  espediente. 
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Esta  leí  ia6  dentmciada  como  contraria  a  la  Constitución,  por  ra« 
ríos  ciudadanos,  quienes  pidieron  a  la  Corte  Suprema  suspensión,  eS" 
peciahnente  la  de  los  artículos  4.^  i  siguientes.  Él  mui  Beverendo  Ar- 
zobispo de  la  Arquidiócesis  solicitó  del  Senado  la  anulación  de  los 
artículos  4.*^,  5.°,  6.'  i  parágrafo  2.°  del  artículo  7.°,  i  el  señor  Juan 
Moreno  el  artículo  7.^ 

La  Corte  Suprema  federal  suspendió  la  segunda  parte  del  artículo 
4.**,  i  los  artículos  5.°,  6.°  i  7.^,  por  ser  evidentemenmente  contrarios  a 
la  Constitución ;  i  se  abstuvo  de  suspender  las  demás  disposiciones 
de  la  citada  lei. 

La  comisión  de  inspección  de  actos  lejislatiyos  de  los  Estados,  que 
en  las  sesiones  del  ano  de  1873  estuvo  a  cai^o  de  los  ciudadanos  Sena- 
dores Mendoza,  López  i  Arboleda,  no  estuvo  de  acuerdo  en  opiniones : 
los  dos  primeros  propusieron  únicamente  la  anulación  del  artículo  7*^9 
como  contrarío  al  artículo  24  de  la  Constitución,  i  válidos  todos  los 
demás ;  i  el  último  propuso  la  nulidad  de  la  segunda  parte  del  artículo 
4.°,  de  los  artículos  5.?  i  6.®  i  del  parágrafo  2.°  del  ai-tíoulo  7.** 

Largamente  ban  discutido  todos  los  funcionarios  encargados  de 
examinar  las  disposiciones  de  la  lei  citada,  i  se  ban  hecho  cargo  de 
muchas  de  las  cuestiones  a  c^ne  han  dado  lugar  las  disposiciones  que 
ella  contiene.  Vuestra  comisión  procede  a  examinar  dicho  acto  lejisla- 
tivo  i  a  esponer  brevemente  su  concepto  para  proponer  lo  que,  en  su 
opinión,  debe  resolver  definitivamente  el  oenado. 

L 

Los  artículos  1.^,  2.^  i  3.^  no  son  contrarios  a  la  Constitución  ni  a 
lei  nacional  alguna  :  la  lejislacion  civil  de  los  Estados  puede  determinar 
todo  lo'  qne  crea  conveniente  para  la  lejitimacion  de  los  hijos  naturales 
i  pala  la  calificación  de  éstos.  Las  razones  espuestas  en  el  acuerdo  de 
la  Suprema  Corte  son,  en  concepto  de  vuestra  comisión,  decisivas,  i  por 
lo  tanto  no  hai  motivo  alguno  para  anular  los  espresados  artículos* 

n.   . 

El  artículo  4.°  dispone  en  su  {)rimera  parte  -  que  los  contrayentes 
de  matrimonio  que  quieran  solemnizarlo  por  medio  de  ritos  relijiosos, 
tienen  el  deber  de  lejitimar  el  contrato  matrimonial  practicando  las 
formalidades  exijidas  para  el  matrimonio  civil ;  i  en  la  segunda  parte 
ordena,  tanto  a  los  contrayentes  como  a  los  ministros  de  los  cultos  ante 
quienes  se  inicie,  (fie  den  parte  de  ello  .al  funcionario  encargado  de 

Sresenciar  el  matrimonio  civil  dentro  de  tercero  dia  después  de  inicia- 
o  el  matrimonio  relijioso. 

El  parágrafo  1.^  castiga  la  omisión  en  el  cumplimiento  de  este 
deber  con  multas  de  50  centavos  a  100  pesos  a  cada  uno  de  Iq^  cónyujes ; 
i  de  6  a  20  pesos  al  ministro  <^ue  hubiere  autorizado  el  matrimonio  re- 
lijioso ;  i  el  parágrafo  2.^  da  cierta  aplicación  al  producto  de  las  multas. 
En  concepto  de  vuestra  comisión,  este  artículo  i  sus  parágrafos 
atacan  la  libre  profesión  de  una  relijion,  porque  impone  ooli^aciones 
que  provienen  de  la  práctica  de  un  hecno  puramente  relijioso.  El 
matrimonio  que  presencia  el  ministro  de  un  culto,  no  es  un  acto  civil 
que  las  leyes  reconoceSi  sino  un  sacramento  o  ceremonia  relijiosa  que 
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practican  los  que  profesan  ciertas  creencias.  Imponer  penas  a  los  que 
intervengan  en  esa  ceremonia  como  contrayentes  o  ministros,  si  no  dan 
cuenta  de  ese  acto  a  los  funcionarios  encargados  de  la  celebración  del 
matrimonio  civil,  es  poner  trabas  al  libre  ejercicio  de  una  reUjion,  en 
la  ejecución  de  hechos  que  no  son  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  ni  que  tienen  por  objeto  turbar  la  paz  pública-;  únicos  casos 
en  los  cuales  puede  la  lei  intervenir  o  restrinjir  los  actos  relijiosos,  con* 
forme  al  inciso  16  del  artículo  15  de  la  Constitución.  Debe,  pues,  anu- 
larse el  artículo  4.^  i  sus  parágrafos  espresados. 

ra. 

El  artículo  6.^  conmina  con  una  multa  al  ministro  relíjioso  que  a 
sabiendas  case  a  una  persona  con  otra  distinta  de  aquella  con  quien 
esté  unida  en  matrimonio  civil ;  i  el  artículo  6.^  determina  el  empleado 
que  puede  imponer  la  multa,  i  dibpone  la  aplicación  que  deba  dársele*. 

jEjI  lejislador  cundinamarques  ha  querido  dar\e  efectos  legales  a  las 
uniones  o  matrimonios  de  conciencia,  sin  duda  con  los  ^mas  plausibles 
fines ;  pero  ha  tenido  que  contrariar  las  instituciones  nacionales.  Si  el 
matrimonio  relijioso  no  tiene  efectos  legales,  ¿  con  qué  objeto  se  les  im- 
ponen condiciones  para  su  celebración  a  los  ministros  de  los  cultos? 
Ademas  de  ser  esto  enteramente  inútil,  se  ataca,  como  en  el  articulo 
4.^,  la  libertad  relijiosa ;  se  imponen  obligaciones  especiales  a  los  miem- 
bros de  los  cultos,  e  interviene  la  lei  en  asuntos  que  son  del  esclusivo 
dominio  de  la  conciencia.  Deben,  por  lo  tanto,  anularse  los  artículos 
espresados. 

IV. 

Por  el  artículo  7.^  se  declaran  válidos  los  matrimonios  celebrados 
hasta  el  dia  de  la  sanción  de  esta  lei,  i  después  de  la  de  junio  de  1873, 
sobre  matrimonios,  qne  no  Jo  hayan  sido  por  leyes  posteriores,  en  los 
cuales  solamente  hubieran  intervenido  los  ministros  de  los  eolios 
conforme  a  los  cánones ;  i  declara,  por  consiguiente,  lejitimados  todos 
los  hijos  nacidos  de  tales  uniones. 

Él  parágrafo  1.^  esceptúa  de  los  beneficios  de  ese  artículo  a  los 
que  se  hubieren  casado  civilmente  con  otra  persona  distinta  de  aquella 
con  la  cual  estuviere  unida  por  el  matrimonio  relijioso. 

El  parágrafo  2.^  dispone  que  los  ministros  de  los  cultos  pasen  en 
cada  distrito  copia  de  las  partidas  de  matrimonio  a  los  Notarios  o 
funcionarios  públicos. 

Este  artículo  i  sus  parágrafos  no  solo  contienen  la  violación  del 

Srincipio  de  emancipación  relijiosa  que  se  observa  en  la  Bepública 
esde  que  se  promulgó  la  Constitución  de  1853,  sino  que  es  una  viola- 
ción flagrante  del  artículo  24  de  la  Constitución,  por  cuanto  le  da  efeo« 
to  retroactivo  a  un  acto  que,  cuando  se  ejecutó,  era  simplemente  nn 
hecho  relijioso,  sin  que  tuviese  influencia  alguna  legal  en  el  estado  civil 
de  las  personas. 

Esta  disposición  debe,  por  lo  tanto,  ser  anulada.  Mas,  antes  de 
pr^ntaros  el  respectivo  proyecto  de  resolución,  los  que  suscriben  han 
creído  conveniente  hacer  algunas  breves  apreciaciones  sobre  los  con- 
ceptos emitidos,  en  los  informes  de  las  comisiones  que  han  estudiado  Ift 
lei  que  ha  sido  denunciada  como  contraria  a  la  Constitución. 
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Los  (ntidadfinos  Senadores  Mendoza  iTiopez  S.  han  creído  que  el 
lejttlador  de  Oondinamarca,  al  imponer  cleros  obligapiones  a  los  con- 
trayentes de  un  matrimonio  relijioso  i  a  los  m^stros  que  han  interveni- 
do en  su  celebración,  ha  hecho  uso  del  dere¿^d  que  al  Gobierno  jene- 
ná  i  a  los  de  los  Estados  les  concede  el  artíc«4o  23  de  la  Constitución, 
en  estos  términos: 

**  Para  sostener  la  soberanía  nacional  i  ^mantener  la  seguridad  i 
^  tranquilidad  púbHcas,  el  Gobierno  jenera],  i  los  de  los  Estados  en  su 
**  caso,  ejercerán  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  cultos 
^  reMoBOs,  8egtm  lo  determine  la  lei,* 

Mas,  este  derecho,  que  es  la  salva^airdia  de  la  soberanía  nacional 
i  la  defensa  del  poder  ciril,  no  puede  ejercerse  sino  en  los  únicos  casos 
en  que  los  hechos  relljiosos  sean  incompatibles  con  la  soberanía  nacio^ 
nal,  o  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública ;  porque  solo  a  estos 
puntos  se  refiere  el  espresado  artículo  23,  i  i^lo  estas  restricciones  con- 
tiene el  derecho  individual  de  profesar  libremente  cualquiera  relijion, 
conforme  al  inciso  16  del  artículo  15. 

Si  los  actos  lejislativos  de  los  Estados  estienden  a  otros  puntos  el 
derecho  de  suprema  inspección,  o  aumentan  las  prescripciones  de  la 
libertad  relqioea,  salen  evidentemente  de  su  órbita  constitucional,  i  el 
Senado  tiene  el  deber  de  anularlos. 

La  celebración  de  las  nupcias  conforme  al  rito  católico,  es  un  he- 
cho que  puede  tener,  i  tiene  en  el  Estado  de  Cundinamarca,  ciertos 
efectos  sociales ;  pero  no  se  podrá  demostrar  que  ese  hecho^  rdyioso 
ataque  la  soberanía  nacional  ni  comprometa  la  paz  pública.  Él  carece 
absolutamente  de  efectos  civiles,  en  términos  que  los  casados  por  el 
rito  católico  pueden  contraer  matrimonio  civil  con  ^rsonas  distintas 
de  aquellas  con  las  cuales  estái  unidas  por  ceremonias  relijiosas ;  i  los 
enlaces  verificados  ante  los  fcmcionarios  civiles  son  los  que  cambian  ei 
estado  civil,  dan  lejitimidad  a  los  hijos,  patria  potestad,  derechos  he- 
reditarios, i  producen  todos  los  efectos  leales  del  contrato  matrimonia!, 
sin  que  l^almente  tenga  influencia  a%una  el  matrimonio  relijioso 
contraído  anteriormente. 

I  fli  este  acto  relijioso  no  presenta  obstáculo  alguno  para  la  ejecu- 
ción de  la  lei  civil,  ^  podrá  impedirse,  restrinjirse  o  someterlo  a  reglas 
que  embaracen  su  hbre  ejecución  ? 

Yerdad  es  que  las  leyes  sobre  matrimonio  civil  no  han  tenido  su 
debida  observancia,  porque  la  Mesia  católica  en  Colombia  lo  ha 
desconocido,  i  ha  ensenado  que  solo  el  celebrado  conforme  a  sus  ritos 
es  leíítimo;  i  también  j>or  el  descuido,  neglijencia  o  desprecio  con 
que  u>B  que  han  contraído  el  matrimonio  eclesiástico  han  mirado 
esa  institución. 

Pera  es  un  hecho  que  ella  va  aceptándose  a  despecho  de  las  resis- 
tencias que  se  le  han  opuesto ;  i  si  ha  habido  necesidad  de  que  una 
sanción  dolorosa  exija  el  cumplimiento  de  la  lei,  eÜa  al  fin  correjirá 
el  vicio  sociiil  de  que  nablan  los  ciudadanos  Mendoza  i  López. 

Ya  hoi,  la  mmeza  con  la  cual  se  han  sostenido  los  fueros  del 
poder  dvil,  los  males  que  han  sufrido  los  que  no  han  lejitimado  sus 
vínculos  conyugales,  i  el  imperio  del  principio  de  la  emancipación  reli- 
jiosib  han  hecho  lo  bastante  para  impedir  iodo  paso  de  retroceso  e» 
matcóáas  de  tanta  importancia  como  ósta  para  la  completa  emancipa- 

3o 
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cien  eclesi^ca ;  pete    |ira  esto  es  preciflo  que  el  Iqidador  no 
las  nupcias  que  se  oel    ran  ante  los  ministros  de  loe  cultos»  sino 
relijiosos  que  no  debes  ¿ner  efectos  de  nin^;ana  clase  en  el  orden 

Si  la  Iglesia  católit  ¿desconoce  el  matrimonio  cítíI,  iDÍánt¡ra«  ese 
desconocimiento  no  se  i  Luufieste  con  hechm  que  ataquen  la  sobermnía 
nacional  o  la  paz  pi^blica,  la  lei  nada  tiene  que  disponer. 

Si  los  ministros  de  Ite  cultos  u  otros  inoividvos  pretenden  impedir 
los  hechos  relijiosos  r^  la  Constitución  permite»  el  Código  Penu  im- 
pone los  castigos jOTOsiguientes  a  estos  delitos. 

En  esta  materia,  pues,  vuestra  comisión  ha  tenido  aue  sepanurse 
déla  doctrina  espuesta  por  los  ciudadanos  Mendoza  i  López. 

El  informe  del  señor  Senador  Arboleda  contiene  una  extensa  t6^ 

Etica  a  las  opiniones  manifestadas  por  la  mayoría  de  la  comisión,  haoe 
k  apolojía  de  la  influencia  del  catohcismo  en  la  organización  de  la  lamí* 
lia,  1  una  amarga  censura  de  las  leyes  que  han  desconocido  el  matri- 
inonio  católico.  Pretende  demostrar  la  constitacionalidad  del  artículo 
7.^,  que  declara  válidos  los  matrimonios  celebrados  conforme  a  loe  ritos 
relijiosos  de  los  contrayentes,  dando  las  sigaientes  razones  :  1.*  Que 
el  matrimonio  católico  es  el  que  reconocen  como  Iqítímo^  los^  colom- 
bianos ;  2.^  Que  el  matrimonio  puramente  civil  es  una  unicm  indima, 
vilipendiosa,  &c. ;  3/  Que  el  lejislador  de  Cundinamarca^  ha  espedido 
una  amnistía  en  &ivor  de  los  que  han  desobedecido  la  loi  de  miZtrimo* 
nio  civil ;  i  4.»  Que  el  artículo  7.^  no  es  un  acto  legislativo  que  haya 
salido  eviderdemefide  de  la  esfera  constitucional  del  Estado  pasa  que 
pueda  anularse  por  el  Senado. 

Haciendo  completa  abstracción  de  todas  las  apreriacioBeB  <]pie 
puedan  contribuir  a  lastimar  el  sentimiento  relijioso,  vuestra  oomisiaír 
solo  se  ocupará  de  la  doctrina  constitucional.  ^    ^^ 

Aceptado  por  todas  las  parciaUdadespolític^  el  principio  de  la 
emancipación  myioauy  preciso  era  que  el  poder  civil  reivindicara  todos 
aquellos  asuntos  que  eran  de  su  esclusiva  competencia,  i  sobre  los 
cuales  ejercía  la  Iglesia  una  jurisdicción  casi  esclusiva*  Bor  esto  fuá 
por  lo  que,  tan  pronto  como  se  espidió  la  Constítuoioa^  1853,  se 
espidieron  las  leyes  de  16  i  20  de  junio  del  mismo  año;  la  primera 
**  dedaraindo  ^e  cesaba  toda  intervención  de  la  autoridad  civu  en  h$ 
negocAoa  relativos  al  cidto;^^  i  la  segunda,  ** sobre  matrimonio***  Esta  lei, 
i  todas  las  que  la  Nación  (durante  el  rójimen  central)  i  los  Estados 
han  espedido  ulteriormente,  habrán  sido  calificadas  de  ii>f  ^gnas,  vili- 
pendiosas &c.  &XS.  por  el  espirito  relijionario ;  pero  ellas^nan  sido 
dictadas  en  uso  áií  derecho  perfecto  que  han  tenido  la  Nación  i  los 
Estados  para  lejislar  en  la  materia,  sean  cuales  fueren  las  opiniones 
refractarias  a  la  emancipación  relijiosa.  ^  ¿    • 

Entre  las  disposiciones  que  contenia  la  lei  de  l5  de  junio,  era 
una  de  las  mas  importantes  la  que  declaraba  sin  fuerza  legal  algoB^ 
las  decisioDes  o  actos  emanados  de  las  autoridadef  eclesiásticas»  sm 
limiiacioh  alguna.  -^  ^ 

La  lei  sobre  matrimonio  estableció  todo  lo  conveniente  pfl^  J^ 
celebración  de  este  contrato,,  con  absoluta  prescindencia  de  los  miiMS- 
tros  de  los  cultos  i  ceremonias  rdijiosas. 

La  lei  de  8  ^e  abrií  de  1856,  en  su  artículo  SO,  dio  valides  a  lo» 
matrimonios  celebrados  conforme  al  rito  -reUjioso  de  los  contrayentefli^ 
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« 

oon  1»!  0T16  éstos  oompareoiesen  (mte  el  notario  o  juez  del  distrito  de 
la  Tocinoad  da  la  mujer,  espresasen  que  había  habido  mutuo  i  libre  con- 
sentíntiento  para  celebrar  el  matrimonio,  i  comprobasen  que  tenían  to- 
das las  condiciones  leales  para  celebrar  ese  contrato. 

Pero  el  artículo  7.^  de  la  leí  de  Oundinamarca,  sin  tener  en  cuenta 
para  nada  la  roluntad  de  las  personas  que  hubieran  contraído  matri^ 
momo  conforme  a  los  ritos  reujíosos,  los  declara  Uxiidos  legalmente.  En 
un  momento  dado  aparece  cambiado  el  estado  civil  dé  muchas  personas; 
adquiridos  derechos  que  las  leyes  no  habían  otorgado ;  condenados 
siuohos  indÍYÍduos  a  perder  derechos  que  habían  aquirido  legalmente; 
trastornados  muchos  contratos  i  transacciones ;  perdidos  o  ganados 
muchos  bienes  hereditarios ;  lejitimados  los  hijos  naturales,  i,  en  fin, 
efectuada  una  completa  revolución  en  el  foro,  en  las  familias  i  hasta  en 
«1  oosneicio. 

Por  esto  fué  que  apenas  se  espidió  la  espresada  leí,  ocurriercín 
muchos  ciudadanos  ante  la  Corte  Suprema  a  solicitar  su  suspensión, 
i  ésta  fuá  Concedida  inmediatamente,  por  ser  evidentemente  contraria 
a  la  Oonstítucíon. 

.  La  observación  que  tte  hace  de  que  el  matrimonio  católico  es  el 
que  reconocen  como  le^timo  los  colombianos,  puede  aplicarse'  a  los 
Estados  en  donde  la  lejislacion  civil  no  ha  emancipado  el  matrimonio 
de  la  autoridad  eclesiástica ;  pero  no  es  aplicable  al  Estado  de  Cundí- 
namarca  ni  a  otros  de  la  ünion,  en  los  cuales  no  tiene  validez  alguna 
el  matrimonio  eclesiástico. 

Considerar  como  una  amnistía  el  artículo  7.^  en  favor  de  todos 
los  casados  conforme  a  los  ritos  relí jiosos,  es  una  suposición  infundada. 
El  no  hacer  uso  de  un  derecho  no  es  cometer  un  deuto  ni  falta  alguna. 
A  nadie  se  le  impone  el  deber  de  casarse;  contraer  matrimonio 
relijíoso  no  es  un  delito  ni  falta  que  merezca  castigo^  i  mucho  monos 
que  sea  una  falta  jeneral  que  merezca  amnistía. 

Mucho  menos  puede  sostenerse  que  el  artículo  7.^  no  ha  sido  un 
acto  lejislativo  que  ha  salido  evidentemente  de  la  esfera  constitucional 
de  los  Estados.  Su  efecto  retroactivo  es  de  tal  evidencia  que  no 
necesita  demostración  alguna,  i  por  esto  es  que  la  Corte  Suprema  i 
todos  los  funcionarios  que  han  examinado  la  leí  de  Cundinaniarca, 
con  escepcíon  del  señor  Arboleda^  han  encontrado  que  tal  disposición 
es  violatoria  del  artículo  24  del  Código  fundamental. 

En  mérito  de  lo  espuesto,  vuestra  comisión  os  propone  el  siguiente 
proyecto  de 

besolucion: 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercido  de  la  atribución  que 
le  confiere  el  inciso  5.^,  articulo  51  de  la  la  Constitución,  declara  valí-/ 
dos  los  artículos  1.^,  2.^  i  3.^  de  la  lei  de  Cundinamarca,  espedida  el  23 
de  enero  de  1873,  por  la  cual  se  reforma  el  Código  Civil,  i  nulos  los 
artículos  4.^,  5.^,  6.  ,  i  7.^  de  la  misma  lei,  por  ser  contrarios  a  la  Cons- 
títuoion  nacional. — Comuniqúese  i  publíquese. 

Bogotá,  abril  21  de  1874.  J.  Sancbdbz.— AeusxiN  Abias. 

En  cumplimiento  del  artículo  88  del  Reglamento,  i  reservándome 
el  derecho  de  presentar  informe  separado,  fimo  el  presente. 

Oaspak  DfAZ. 
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Ciudadanos  Senadores  Plenipotenciarios- 

El  infrascrito,  tercer  miembro  de  vuestra  comisión  de  inspeocioa 
de  actos  lejislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados^  ha  tenido  la  des- 
gracia de  estar  en  desacuerdo  con  sus  honorables  colegas  en  dos  pun- 
tos del  informe  sobre  inconstitucionalidad  de  la  leí  espedida  por  la» 
Asamblea  del  Estada  de  Candinamarca  en  23  de  enero  de  187o,  que 
fue  denunciada  por  el  Be  verendo  señor  Arzobispo  i  por  otros  oiudada-. 
nos.  Cumple,  pues^  con  el  deber  reglamentario  de  informaros  separa- 
damente. 

Habiendo  sido  ya  tratada  la  cuestión  con  grande  amplitud  i  em- 
dicion  por  la  Corte  Suprema  federal,  por  la  comisión  que  tuvo  a  sa 
cargo  el  negocio  en  las  sesiones  del  año  pasado,  i  últimamente  por  sus 
dos  honorables  colegas,  al  infrascrito  solo  cumple  ocuparse  de  los  pun- 
tos de  la  disidencia. 


Es  el  primero,  la  primera  parte  del  artículo  4^  de  la  lei  citada, 
que  dice  así  :  "  Los  contrayentes  de  matrimonio  que  quieran  solemni- 
'^  zarlo  por  medio  de  los  ritos  de  la  relijion  a  <}ue  pertenecen,  tie- . 
''nen  el  deber  de  lejitimar  el  contrato  matrimonial  por  medio  de  la 
''práctica  de  las  formalidades  exijidas  por  la  lei  para  el  matri- 
"monio  civil." 

Esta  primera  parte  del  artículo  4."  solo  dice  lo  que  muchas  leyes 
han  venido  diciendo  desde  1853,  a  saber : 

"El  matrimonio  puramente  relijioso  no  produce  efectos  políticos 
ni  civiles."   Por  mas  ípsignificante  que  las  leyes  hayan  querido  hacer 
el  acto  de  contraer  matrimonio  mediando  solamente  formalidades 
relijiosas,  la  verdad  es  que,  con  raras  escepciones,  los  colombianos 
estiman  eáo  como  bastante  para  aparecer  casados  ante  la  sociedad,, 
para  lejitimar  su  posteridad  .en  el  concepto  público,  i  para  tranquilizar 
su  conciencia.  I  de  que  las  cosas  sucedan  así  no  se  puede  inculpar  a. 
nadie,  o  mejor  dicho,  todos  somos  culpables,  porque  todos  obedecemos' 
a  las  enseñanzas  recibidas  en  la  niñez,  a  las  impresiones  aue  nos. 
causan  lo  que  vemos  i  palpamos  diariamente,  i  son  contados  los  que 
pueden  librarse  de  la  influencia  de  los  principios  dominantes  en  su, 
época.  Las  inculpaciones  que  a  este  respecto  se  nacen  al  clero  católico, 
son  injustas,  porgue  él  a  nadie  le  impide  que  se  case  como  a  bien 
tenga ;  pero  faltaría  a  su  deber  si  no  dijera  a  los  creyentes:  ''la Iglesia, 
no  reconoce  los  matrimonios  que  no  van  consagrados  por  la  benduicion' 
sacerdotal,"  o  lo  que  es  lo  mismo :  ''  las  uniones  en  que  eso  falta  no 
son  el  sacramento  instituido  por  la  Iglesia."  En  el  actual  estado  dd 
nuestra  lejislacion,  esas  doctrinas  son  inofensivas  a  los  poderes  nacio- 
nales ;  así  como  son  i  deben  ser  inofensivas  a  la  Iglesia  las  fórmulas 
i  requisitos  que  el  poder  civil  establece  para  que  esos  actos  produzcan* 
efectos  que  en  nada  se  rozan  con  las  creencias  relijiosas. 

Aun  considerada  esa  parte  del  artículo  como  una  simple  adverten- 
cia, seria  útil  conservarla  para  precaver  a  los  incautos.  Se  quieren  radi- 
car costumbres  nuevas,  oostunjibres  que  pugnan  con  hábitos  inveterados, 
conveniente  es  multiplicar  las  enseñanzas  en  el  sentido  en  que  se  qo^B^; 
re  dirijir  la  sociedad. 


—  8M  — ' 

'  P^o  1*  mayoría  de  la  coznísion  cree^  yiQ  esa  parte  del  articulo 
pugnaconfara  el  derecho  de  profesar  la  relijiou  que  a  bien  se  tenga,  por 
cuA&to  impone  obligaciones  i)or  la  ejecución  de  un  acto  relijioso.  Mui 
respetable  es  para  el  infrascrito  la  opinión  de  sus  ilustrados  colegas, 
pero  Bo  puede  ver  las  cosas  de  la  misma  manera.  La  lei,  con  esa  dis- 
posición, no  interviene  en  asuntos  de  la  conciencia  :  lo  único  que  hace 
es  notificar  a  los  contrayentes  de  matrimonio  relijibso,  que  ese  acto  no 
producirá  efectos  completos,  aquellos  que  en  la  Bepública  son  del  do* 
minio  del  lejislador,  si  no  se  llenan  ciertas  formalidades. 

Conviene  hacer  notar  que  la  Corte  Suprema  no  le  encontró  obje* 
eion  a  esa  parte  del  artículo,  por  lo  que  la  opinión  del  infrascrito  está 
en  perfecto  acuerdo  con  la  de  esa  respetable  corporación. 

n. 

El  segundo  punto  de  desacuerdo  está  en  las  disposiciones  conté-. 
nidas  en  el  artículo  7.^  de  la  lei  en  cuestión,  en  la  parte  que  concede 
efectos  civiles  i  políticos  a  los  matrimonios  celebrados  ante  los  minis* 
tros  de  los  cultos  después  de  la  promulgación  de  la  lei  nacional  de  20 
de  junio  de  1853  hasta  la  publicación  de  la  lei  del  Estado,  de  30  de 
agosto  de  1864.  La  Corte  Suprema  suspendió  el  artículo  7.^  íntegra- 
mente ;  la  mayoría  de  las  comisiones  que  en  el  año  pagado  i  en  el  pre- 
sente han  hecho  estudio  del  asunto,  creen  que  las  disposiciones  allí 
contenidas  son  contrarias  a  la  Constitución,  i  por  consiguiente  nulas. 
lia  Corte  i  la  mayoría  de  las  comisiones  fundan  su  opinión  en  el  artí- 
culo 24  de  la  Constitución,  que  dice :  "  Ninguna  disposición  lejislativa 
tendrá  efectos  retroactivos  en  el  Gobierno  jeneral  ni  en  el  de  los  Esta- 
dos &c.'* 

Para  mejor  contraer  la  cuestión,  copiaré  la  parte  del  artículo  7.^ 
en  que  está  la  disidencia.  Dice  así :  "  Decláranse  válidos  los  matrimo- 
nios celebrados  hasta  el  dia  de  la  sancion-de  esta  lei,  i  después  de  la 
de  junio  de  1853  sobre  matrimonio  civil,  que  no  lo  hayan  sido  por 
*'  leyes  posteriores,  celebrados  solamente  con  la  concurrencia  de  los 
*\  nxmis&os  de  los  cultos,  conforme  a  los  cánones  o  constituciones  re- 
*'  lijiosas  del  que  profesen  los  contrayentes,  siempre  que  en  éstos 
^1  hayan  concurrido,  al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio,  las' 
'' condiciones  exijidas^r  el  Código  Civil  j^ara  su  celebración.  Declá- 
*'  ranse  así  mismo  lejitimados  por  subsiguiente  matrimonio  los  hijos 
"  nacidos  de  estas  uniones.*' 

Para  establecer  el  alcance  del  artículo  24  de  la  Constitución  con 
aplicación  a  la  lejisladon  de  Cundinamarca  i  en  especial  a  la  parte  del 
artículo  7.^  de  la  lei  de  23  de  ma^o  de  1873,  que  dejo  copiada,  es  indis- 
pensable averiguar  cuál  era  la  lejislacion  vijente  en  ese  Estado  a  tiem- 
po de  promulgar  la  Constitución ;  porque  si  las  leyes  federales,  inclusive 
la  misma  Constitución,  que  es  la  lei  de  las  leyes,  no  pueden  tener  efec-' 
tos  retroactivos,  no  podran  anularse  con  apoyo  de  ese  artículo  24  le^es 
que  estaban  vijentes  cuando  la  Constitución  se  espidió ;  i  monos  los 
efectos  de  esas  leyes,  míe  constituyen  ya  hechos  consumados.  En  con- 
cepto del  miembro  disidente  de  La  comisión,  ese  es  el  punto  sustancial 
en  el  asunto,  i  sobre  él  llama  la  atención  del  Senado. 
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El  artíealo  7..^  copiado  i^lo  peca  de  inoficioso  en  lo  retatíra  a  k» 
):natrimomo8  celebrados  hasta  la  publicación  de  la  lei  de  30  de  agoabor 
de  1864 ;  porqae  ya  respecto  de  ellos  se  babia  dispoesto  lo  mismo ;  i  es 
lo  que  me  propongo  patentizar  al  Senado. 

Las  leyes  nacionales  de  20  de  junio  de  1853  i  de  8  de  junio  de 
18S6,  fueron  las  primeras  qué  establecieron  el  matrimonio  civil  en  la 
Bepública :  en  ellas  se  dispuso  que  en  lo  sucesivo  eolo  pj^pducirian  efec- 
tos civiles  i  políticos  los  matrimonios  que  se  celebraran  ante  los  minia-^ 
tros  de  los  cultos.  Estas  leyes  fueron  derogadas  por  el  artículo  134  del 
Código  Civil  de  Cundinamarca,  que  dijo :  ''Son  válidos,  para  los  efecto^ 
**  civiles  i  políticos,  los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos 
**  ministros  de  los  cultos,  conforme  a  los  cánones  o  constituciones  reli- 
.  **  jiosas  a  <^ue  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el 
"  matrimomo." 

Pero  ahora  se  dice :  "  esa  lei  peca  contra  el  artículo  24  de  la  Cons- 
titución, porque  se  le  dieron  efectos  retroactivos ;  i  por  tanto,  adolece 
de  nulidad."  Entremos,  pues,  en  esa  cuestión. 

El  C<5'digo  Civil  de  Cundinamarca  se  sancionó  en  8  do  enero  de 
1869,  bajo  la  vijencia  de  la  Constitución  de  22  de  mayo  de  1858.  Esa 
Constitución,  en  su  articuló  50,  solo  permitió  la  suspensión  i  íinulaciou 
de  los  actos  de  las  Lejislaturas  de  los  Estados  en  cuanto  fueran  confa^- 
rios  a  la  Constitución  o  a  las  leyes  de  la  Confederación.  En  ninguna  de 
las  disposiciones  de  ese  Código  se  consignó  el  principio,  sin  duda  mui 
conveniente,  de  que  las  leyes  no  pudieran  tener  efecto  retroactivo  ;  i 
como  la  Confederación  solo  se  reservó  el  poder  lejislativo  en  las  mate- 
rias de  la  competencia  del  Gobierno  jeneral,  es  incuestionable  que  el 
artículo  134  del  Código  de  CuncUnamarca  no  habia  podido  anularse 
conforme  a  los  preceptos  de  esa  Constitución.  El  Estado  pudo  también 
derogar  las  leyes  nacionales  sobre  matrimonio,  porque  desde  entonces 
este  asunto  fuó  de  la  competencia  de  los  Gobiernos  seccionales. 

Tampoco  puede  anularse  hoi  ese  artículo  134,  porque  lo  resiste  el 
artículo  24  de  la  Constitución  vijente,  ique  prohibe  dar  a  las  leyes  federa- 
les efectos  retroactivos ;  i  efectos  retroactivos  se  darían  a  esa  lei  federal 
la  Constitución )  desde  el  momento  en  que  el  Senado  negara  al  Estado 
le  Cundinamarca  la  facultad  con  que  revalidó  los  matrimonios  que  la 
lei  de  18¿3  declaraba  nulos. 

El  artículo  tantas  veces  citado  del  Código  de  Cundinamarca  solo, 
estuvo  vijente  hasta  la  publicación  de  la  lei  de  30  de  agosto  de  1864. 
Esta,  en  su  artículo  1.^,  dijo :  *^  Desde  la  publicación  de  la  presente  lei, 
solo  producirán  efectos  civiles  i  políticos  los  matrimonios  que  se  cele- 
bren ante  los  notarios  i  jueces  del  distrito,  con  las  formalidt^des  estable- 
cidas en  los  artículos  119  i  131  del  Código  Civil." 

Por  lo  espuesto  se  comprende  a  ue,  conforme  a  la  lejialacion  de 
Cundinamarca,  los  matrimonios  celebrados  ante  los  ministros  de  los 
cultos  desde  1853  hasta  1873,  están  colocados  en  dos  catearías  dife- 
rentes :  los  celebrados  hasta  1864,  revalidados  por  una  leí  que  no  es 
aniüable  por  el  Senado ;  i  los  celebrados  desde  1864  hasta  la  espedi- 
cion  de  la  lei  de  23  de  enero  de  1873,  revalidados  por  una  lei  sujeta 
a  suspensión  i  nulidad. 

Ahora  bien :  el  artículo  7.®  de  la  lei  denunciada,  en  la  parte  de 
que  nos  venimos  ocupando,  reválida  los  matrimonios  que  no  hayan 


í 
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rido  reVálicladoB  por  leyed  posteriores  a  la  de  1863.  Allí,  pues,  se 
ratifica  implíoitameiite  la  Tahdez  del  urtícalo  134  del  Código  CitíI,  que 
es  la  lei  poeterior  a  qae  se  hace  la  referencia.  Si  en  absoluto  se  anulara 
el  artículo  7.^,  se  comprenderia  que  el  Senado  negaba  a  la  Lejislatura 
de  Cundinamarca  la  potestad  de  hacer  esa  ratificación ;  i  esa  intelijen- 
cia  quedaría  justificada  por  la  jeneraUdad  con  que  hasta  ahora  ha 
sido  tratada  la  cuestión,  tomandq  por  punto  de  partida  la  lei  nacional 
qne  estableció  el  matrimonio  civil ;  i  porque  el  Código  Civü  en  ese 
punto  ha  sido  mui  combatido.  Pendiente  está  en  el  Senado  una  recla- 
mación directa  pidiendo  la  anulación  de  los  efectos  del  artículo  134, 
reclamación  en  que  los  Majistrados  no  han  estado  de  ocuerdo.  Es  por 
esto  que  el  infnBtscríto  ha  creído  conyeniente  que  el  Senado  haga  la 
distinción  debida,  distinción  que  costará  i  prevendrá  muchas  cues- 
tiones; i  este  es,  en  lo  relativo  al  artículo  7.°i  el  punto  en  desacuerdo. 


m. 

En  fuerza  de  lo  espuesto,  os  propone  el  siguiente  proyecto  de 

besolüoion: 

**  El  Semado  de  Plenipdtenciarios,  en  uso  de  la  atribución  6.^  ar* 
tículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara :  1.^  son  válidos  los 
avenios  1.^,  2.°  i  3.°  de  la  lei  del  Estado  de  Cundinamarca,  de  23  de 
majo  de  1873,  reformatoria  del  Código  Civil ;  2.^  Declara  válida  la 
parte  del  artículo  4.^,  que  dice  :  *  Los  contrayentes  de  matrimonio  que 
quieran  solemnizarlo  por  medio  de  los  ritos  de  la  relijion  a  qne  perte- 
necen, tienen  el  deber  de  lejitimar  el  contrato  matrimonial  por  medio 
de  la  práctica  de  las  formalidades  exijidas  por  la  lei  para  el  matrimonio 
civil ' ;  3.^  Es  válida  la  primera  parte  úÁ  artículo  7.^  en  cuanto  revalida 
los  matrimonios  anteriores  a  la*publicacion  de  la  lei  de  30  de  agosto 
de  1864 ;  i  4.^  Se  declaran  nulos,  la  secunda  parte  del  articulo  4.^  i  los 
artículos  6.^,  6.^  i  7.^,  éste  con  la  restnccion  espresada. 

**  Comuniqúese  i  publíquese." 

f 

Bogotá,  29  de  abril  de  1874. 

Gaspab  DfAZ. 

Es  copia  que  se  publica  por  disposición  del  Senado* 

Bogotá,  mayo  7  de  1874. 

Por  el  Secretario  —  El  Oficial  mayor,  Jidio  Corredor. 


RESOLUCIONES  DEL  SENADO 

SN  BJSBCICIO 

DE  LA  ATRIBUCIÓN  5.'  DEL  ARTICULO  51 

CONSTITUCIÓN    NACIONAL. 


(Oontiniiaoion  de  la  serie  de  las  dictadas  en  los  t^os  de  1864  a  1869). 


ANO    DE   1870. 


LXV. 

Bogotá,  2  de  manso  de  1870. 

£1  Senado  de  ^Plenipotenciarios  declara  nulo  el  artículo 
3.®  de  lá  lei  80,  de  20  de  octubre  de  1868,  espedida  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  del  Magdalena,  eu 
cuanto  grava  las  cargas  que  transitan  ñiettt  del  ferrocarril  do 
que  allí  se  trata,  por  oponerse  esa  disposición  a  los  incisos  4.^ 
i  5.°,  artículo  8,  ,  i  6.°  i  10,  artículo  15  de  la  Constitución 
nacional. 

El  Presidente,  Esbquiel  Hójáb. 

£1  Secretario,  Husiacio  de  la  Torre  N. 

(Véase  la  pá¡\nñ  5.*) 

LXVI. 

Bogotá,  2  de  mano  de  1670. 

£1  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  que  la  lei  de  15 
de  noviembre  de  1866,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa 
del   Estado   soberano  de  Panamá,   sobre  contribuciones,  al 
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frjar  cuota»  superiores  a  las  establecidas  por  la  leí  20,  P.  2.% 
T.  1.®  de  la  Recopilación  Granadina,  no  contraria  ninguna  lei 
nacional,  i  en  consecuencia  es  válida:  1.°  porque  la  lei  recopi- 
lada que  se  alega,,  quedó  derogada  por  la  de  2  de  junio  de 
1849,  sobre  franquicias  a  las  provincias  del  Istmo  de  ranamá  ; 
i  2.''  porque  en  todo  caso,  la  erección  del  Estado  soberano  de 
Panamá  en  1855,  áxó  a  ésto  facultades  iüxnitadM  para  establecer 
sus  propias  contribuciones. 

El  Presidente,  Ezequiel  Rojas. 

El  Secretario,  Euéiacio  de  la  T(nre  N. 

(Véase  la  püjina  8.') 


Lxvn. 

Bogotá,  5  de  mareo  de  1870. 

^  El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válidos  el  articula 
11  i  su  parágrafo  único  de  la  Constitución  delEstado  soberano 
del  Tolima. 


El  Presidente,  Justo  Aeosemeiía. 
El  Secretario,  Uusiaeto  de  h  Torre  N, 


(Véase  la  pajina  11.) 


Lx vm. 

£1  Senado  de  PlenipotenciarioB  de  los  EstadoB  Unidos  de  Colombia  lemelve ; 

Declárase  válida  la  lei  del  Estado  de  Cundinamarca,  de  12 
de  agosto  de  1^69,  adicional  a  la  de  II  de  setiembre  de  1863, 
sobre  reconocimiento  del  distrito  Mosquera. 

£1  Presidente,  Justo  Aboskmena. 

El  Secretario,  Emiacio  de  la  Torre  N. 

(Véase  la  miifialSj 

LXIX 

Bogotá,  II  de  marzo  de  1870. 
El  Senado  de  PlempotenciavioB  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  resuelve ; 

Declárase  válido  el  artículo  20  de  la  lei  de  impuesto  sobre 
la  renta,  del  Estado  de  Bolívar,  sancionad»  .«}  (tía  10  de  ttor; 
viembre  de  1868 ;  articulo  cuya  suspensión  tolidtd  ée  lá^  Corto 


—  $07  ^ 

I  .         .  / 

Stlprema  federal  Antonia  J.  Tobo,  por  creer  ms  disposiciones 
contrarias  al  articulo  15  de  la  Constitución  de  la  Bepáblica. 


El  Presidente,  Dionisio  E.  Vémz. 
El  Secretario,  Mtstaeia  de  la  Torre  N. 


(Véase  la  pajina  19.) 


LXX. 

Bogotá,  21  de  mareo  de  1870. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  ejercicio  de  la  atribución  5.*,  artículo  51  de  la  Consti- 
tución, declara  nulo  el  inciso  11  del  artículo  2.®  de  la  lei  '181 
del  Estado  soberano  del  Cauca,  de  23  de  octubre  de  1863,  sobre 
división  territorial,  en  la  parte  que  hace  relación  a  .los  límites, 
por  el  norte,  del  municipio  de  Quindío,  con  el  Estado  soberano 
de  Antiog^uia,  por  no  hallarse  dentro  de  su  esfera  de  acción 
constitucional. 


El  Presidente,  Jusio  Arosemena. 
El  Secretario,  Busiacio  de  la  Torre  N. 


(Véase  la  pajina  27.) 


LXXI. 

Bogotá,  81  de  mayo  de  1670. 

Él  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  inciso  5.^ 
del  artículo  19  de  la  lei  de  9  de  setiembre  de  1867  del  Estado 
soberano  de  Cundinamarca,  **  sobre  conservación  i  mejora  de 
las  vias  centrales,"  en  cuanto  grava,  por  razón  de  peaje,  con 
diez  centavos  de  peso  cada  carga  de  cal  de  los  particulares, 
por  no  estimarlo  contrario  al  espíritu  de  la  Constitución  nacional. 

El  Presidente,  Rup.erto  Aiííola. 

■ 

El  Secretario,  Emtacio  de  la  Torre  N. 

(Véase  la  pajina  86.) 


Lxxn. 

Bogotá,  81  de  mayo  ée  1870. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Esf adoB  Unidos  de  Colombia  resuelve : 

Decláiwide  válidos  los  artículos  S."",  23  i  28  de  la  lei  del 
Estado  soberano  del  Tolima^  de  23  d^  noviembre  de  1868,  en  la 


que  se  dispone  la  formación  del  catastro  de  la  riqueza  inmueble^ 
de  ese  Estado. 

El  Presidente,  Rüpeeto  Anzola. 
El  Secretario,  JEustoúio  de  la  Torre  N. 

(VéABe  la  pffiaa  42.) 


Lxxm. 

Bogotá,  81  de  ma^ro  de^l870. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia,  en  usp  de  la  atribución  que  le  señala  el  inciso  5.^ 
del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  válidos  los 
artículos  7.°,  8.°,  9.^  10  i  13  de  la  lei  259,  "  sobre  rentas  i 
contribuciones,"  del  Estado  soberano  del  Cauca,  levantando, 
por  lo  mismo,  la  suspensión  decretada  por  la  Corte  Suprema 
federal  en  la  ejecución  del  último  artículo — Comuniqúese. 

El  Presidente,  Ruperto  Anzola, 
El  Secretario,  MJustacio  de  la  Torre  N. 

(Véasolap^inafil.) 


LXXIV. 

Bogotá,  16  de  junio  de  1870. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válido  el  artículo 
6.^  de  la  lei  de  18  de  noviembre  de  1869,  espedida  por  la  Asam-* 
blea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  reformatoria 
de  su  Código  Penal,  por  estar  el  dicbo  articulo  conforme 
a  la  letra  i  espíritu  de  la  Constitución  nacional. 

El  Presidente,  Manuel  de  J.  Quijano. 

El  Secretario,  Euatacto  de  la  Torre  N. 

(Véase  la  p^ina  6S.) 


LXXV. 

Bogotá,  15  de  junio  de  Í870. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 5.',  artículo  51  de  la  Constitución,  declara :  que  no  es  nula 
la  lei  XII  del  Estado  soberano  de  Santander,  de  21  de  octubre 
de  1869, ''  autorizando  al  Presidente  del  Estado  para  concedei: 
privilejio  para  navegar  por  vapor  el  rio  Carare,"  porque  no 


-^  809  — 

viola  el  inciso  8.^,  artículo  49  dé  la  Constitución  federal,  ni  al- 
guna otra  de  sus  disposiciones. 

El  Presidente,  MANqp)L  de  J.  Qüijano. 
El  Secretario»  Uusiacio  de  la  Torre  iV. 

(Véase  la  pajina  65) 

LXXVI. 

Bogotá,  15  de  junio  de  1870. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válidos  los  artícu- 
los 2.°,  3.*^  i  4.°  de  la  lei  2/,  adicional  i  reformatoria  de  la  de 
contribución  comercial,  espedida  en  5  de  enero  de  1869,  por  la 
Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Panamá,  por  no 
ser  contrarios  al  inciso  5.°,  artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

El  Presidente,  Aníbal  Cuerea. 

El  Secretario,  Uusiacio  de  la  Torre  N. 

(Véase  la  p^ina  68.) 


ANO  DE  1871.- 


xxxvn, 

BógoU,  9  de  marzo  de  1871. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios^ 

Declárase  nula  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  26 
de  octubre  de  1866,  concediendo  privilejio  fesclusivo  para  la 
navegación  del  rio  Sinú  en  buques  de  vapor. 

El  Presidente,  Aquilko  Pakra. 

El  Secretario,  JEustacio  de  la  Torre  N. 

(Véase  la  pajina  71.) 


Lxxvra. 

Bogotá,  9  de  marzo  de  1871. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  <jué 
le  concede  la  atribución  5.*  del  artículo  51  de  la  Constitución 
federal,  declara  nulo  el  artículo  21  de  la  lei  del  Estado  sebera-» 
no  del  Magdalena,  fecha  22  de  octubre  de  1868,  orgánica  de  los 
bienes  i  rentas  del  Estado,  i  marcada  con  el  número  83,  ünica- 


^  sao  — 


mente  en  cuanto  él  se  refiere  a  licores  estranjeros  que  no  sean 
el  aguardiente  de  caña  i  sus  compuestos. 


El  Presidente,  Aqüileo  Pahra.    , 
El  Secretario,  Eustacia  de  la  Tone  N. 


(Véase  U  pajina  78.) 


LXXÍX. 

Bogotá,  15  de  marzo  de  1871. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nula  la  "  lei  del 
Estado  soberano  de  Bolívar  de  23  de  noviembre  de  1869,  sobre 
limpia  i  canalización  del  caño  de  Trupillo  i  ciénagas  de  la  ciudad 
de  Barranquilla,'*  por  reputarla  contraria  a  los  incisos  6.**  i  16, 
artículo  17  de  la  Constitución  federal. 

El  Presidente,  Aqüileo  Paera. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez, 

(Véase  la  pajina  80.) 


LXXX. 

Bogotá,  16  de  marzo  de  1871. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nula  la  lei  del  Es- 
tado soberano  de  Bolívar,  dé  21  de  setiembre  de  1870,  reforma- 
toria del  capítulo  3.°  de  la  lei  sobre  limpia  i  canaliz^^cion  del 
caño  de  Trupillo  i  ciénagas  de  la  ciudad  de  Barranquilla,  por 
reputarla  contraria  a  los  incisos  6.''  i  16  del  artículo  17  de  la 
Constitución  federal. 


El  Presidente,  Aqüileo  Parra. 
El  Secretario,  Jidio  E.  Pérez, 


(Véase  la  pÁfina  88.) 


LXXXI. 


Bogotá,  21  de  marzo  de  1871. 
El  Senado  de  PlenipotenciaríoB, 

^  En  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  inciso  5.°  del 
articulo  51  de  la  Constitución  nacional,  resuelve  : 

J^e<^]aí^e  nulo  el  artículo  73  de  la  Constitución  política 
del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  espedida  el  8  de  novfem- 
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bre  de  1870,  porque  la  Asamblea  constituyente  de  dicho  Esta-- 
do  no  ha  tenido  facultad  para  hacer  tal  declaratoria. 

El  Presidente,  A.  González  Gabazo. 

El  Secretario,  Jutío  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  87.) 

LXXXII. 

BogoU,  27  de  msrao  de  1871* 
El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  do  Colombia, 

En  uso  de  la  atribución  que  le  confiei*e  el  inciso  5.°  del 
artículo  51  de  la  Gonstitucion, 

Anula  el  artículo  1579  del  Gddigo  Judicial  del  Estado  so- 
berano de  Antioquia,  sancionado  el  1.°  de  junio  de  1866,  por 
ser  contrario  a  los  incisos  4.°  i  10.^  del  artículo  15  de  la  Gons- 
titucion nacional. 

El  Presidente,  Aquileo  Pakra. 

£^  Secretario,  Jxúio  JE.  Pérez. 

(Véase  la  p^^ii»  90.) 


Lxxxin. 

Bogotá,  27  de  manso  de  1871. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  facultad  que 
le  concede  la  atribución  5.*,  artículo  51  de  la  Gonstitucion 
nacional,  declara  nulos  el  inciso  5.?  del  artículo  4.**  i  los  ar- 
tículos 61,  62,  63,  64  i  65  de  la  lei  del  Tolima,  orgánica  del 
sistema  rentístico  del  Estado,  espedida  por  la  Asamblea  consti- 
tuyente de  dicho  Estado  con  fecha  4  de  diciembre  de  1870. 

El  Presidente,  Aquileo  ParrA. 

El  Secretario,  JvMo  E.  Pérez^ 

(Véase  la  páiina  97.) 

LXXXIV. 

Bogotá,  4  de  abril  de  1871. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad 
que  le  concede  el  artículo  61  de  la  Gonstitucion,  declara  nula, 
la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  21  de  octubre  de  1870, 
adicional  a  la  de  20  de  octubre  de  1867,  sobre  policía  jeneral. 

El  Presidente,  Garlos  Martin. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  p^ina.  1060 
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LXXXV. 

Bogotá,  1.*  de  mayo  d«  1871. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu^ 
cion  5/.  articulo  51  de  la  Constitución  federal,  declárala  nuli- 
dad  del  artículo  302  del  Código  Judicial  del  Estado  soberano 
de  Cundinamarca,  sancionado  en  -11  de  noviembre  de  1858,  por 
ser  contrarío  al  inciso  4.^,  artículo  15  de  la  Constitución 
nacional. 

El  Presidente,  Carlos  Martik. 

El  Secretario,  Jvíio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  no.) 


LXXXVI. 

Bogotá,  8  de  mayo  de  1S71. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 5.*,  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  nulo  el 
inciso  9.**,  artículo  1.°  de  la  lei  4.*  de  18  de  enero  del  presente 
año,  sobre  concesión  de  un  privilejio  para  construir  un  acue* 
ducto  en  la  ciudad  de  Panamá,  espedida  por  la  Asamblea  consr- 
tituyente  de  dicho  Estado,  por  ser  el  citado  inciso  contrario  a 
la  garantía  de  la  libertad  establecida  en  el  mimero  3.^,  articulo 
15  de  la  Constitución  federal,  i  válido  el  inciso  11,  artículo  1.*^ 
de  la  precitada  lei,  cuya  nulidad  ha  sido  también  solicitada,  por 
no  considerarlo  contrario  a  la  Constitución  i  leyes  de  la  Union. 

Comuniqúese  publíquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente,  Justo  Aeosbmena* 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pi^ma  116.) 

LXXXVIl. 

Bogotá,  26  de  mayo  de  1871. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  ejercicio  del  inciso  5.*^,  artículo  51  de  la  Constitución, 
resuelve : 

1.°  Decláranse  nulos  los  incisos  2.**  i  4.°  del  articulo  66,  i 
los  artículos  69  i  71  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  orgánica 
del  sistema  rentístico  del  Estado,  espedida  en  4  de  diciembre 
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de  1870,  por  ser  contraria  al  inciso  5.^,  artículo  8.^,  e  inciso  9.^, 
artículo  15  de  la  Constitución;  i  . 

2.^  Decláranse  válidos  los  demás  artículos  del  parágrafo 
1.^  del  capítulo  7.^  de  la  misma  lei.  . 

El  Presidente»  Maboo  A.  Estbaba. 
El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véase  U  piyina  119.) 


^mrnmm 


LXXXYHL 

Bogotá,  25  de  mayo  de  1871. 
El  Senado  de  Plenipotenciartos, 

En  ejercicio  de  la  atribución  5/,  artículo  51  de  la  Consti- 
tución federal,  resuelve : 

1.**  Decláranse  nulos  los  incisos  1.°  a  5.°,  7.*^,  11  i  13  del 
artículo  3.^  de  la  lei  86  del  Estado  soberano  de  Boyacá,  sancio- 
nada en  6  de  noviembre  de  1870,  adicional  i  reformatoria  de 
las  5/  i  20/  sobre  inslmccion  primaria  i  secundaria,  en  cuanto 
dichas  disposiciones  comprenden  los  establecimientos  de  ins- 
trucción que  no  sean  costeados  con  fondos  públicos ;  i 

2.^  Decláranse  válidos  el  inciso  12  del  artículo  3.°  i  el  ar- 
tículo 1 6  de  la  misma  lei  citada,  por  cuanto  no  se  ha  compro- 
bado que  el  Colejio  de  Jesus-María-i-José  de  Chiquinquirá  sea 
un  establecimiento  de  propiedad  particular  i  no  costado  con 
fondos  públicos. 

El  Presidente,  Maeco  A.  Estrada. 

El  Secretario,  Jtdio  E.  Pérez. 

(Véaie  la  pajina  124.) 


Bogotá,  25  de  mayo  de  1871. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  ejercicio  del  inciso  5.^,  artículo  51  de  la  Constitución, 
resuelve : 

1.®  Declárale  válida  la  lei  71  del  Estado  de  Boyacá,  espe- 
dida en  ejecución  del  articulo  23  de  la  Constitución,  i  por  la 
cual  se  declaran  nulas  ciertas  obligaciones;  i 

2.^  Decláiíase  nula  la  lei  85  del  mismo  Estado  de  Boyacá^ 
que  declara  ciertos  bienes  como  de  propiedad  de  los  distritos. 

El  Presidente,  Margo  A.  Esibada. 
£1  Secretario,  JuHo  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  129.)  áO 
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xo. 

Bogotá,  81  de  mayo  do  1871, 
El  Senado  de  FlenipotenoiarioB» 

En  ejercicio  de  la  facultad  que  le  confiere  el  inciso  5.^  del 
articulo  51  de  la  Constitución,  declara  nido  ei  artículo  19  i  sa 
parágrafo  de  la  lei  XLIX  del  Estado  soberano  de  Boyacá^ 
sancionada  el  11  de  setiembre  de  1869. 


£1  Presidente»  Masco  A.  Estsaba. 
El  Secretario,  Jxúiú  R  Pérez. 


(VéawlapiiiiiaHS.) 


ANO   DE   1872. 


X<5l 

Bogotá,  8  de  abril  de  1872. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válida  la  lei  303, 
espedida  por  la  Legislatura  del  Estado  del  Cauca,  sancionada 
en  29  de  agosto  de  1871»  adicional  a  la  espedida  en  virtud  de  la 
Lei  7/,  Parte  .5.*,  Tratado  1.^  de  la  Recopilación  Granadina,  so- 
bre adjudicación  i  repartimiento  de  tierras  baldías  para  nuevos 
Í robladores,  por  no  estimarla  contraria  a  la  Constitución  i  leyes 
ederales. 

El  Presidente,  Felipb  Péksz: 
El  Secretario,  JvMo  H.  Pérea, 

(Véase  la  p^ina  166.) 

xcn. 

Bogotá,  8  de  abril  de  1872. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  ejercicio  de  la  atribución  5/,  artículo  51  de  la  Constí- 
tucioh,  declara  vílidos  el  artículo  10  i  el  parágrafo  del  artículo 
12  déla  "Lei  142  sobre  división  territorial,'*  espedida  el  18 
de  mayo  de  1871  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  sobe- 
rano del  Magdalena. 

El  Presidente,  M,  Pi^ta  Aotkeo. 

El  Secretario^  JuUo  JE.  Péreg. 

(Véase  la  pajina  168.) 
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xcnL 

Bogotá,  18  de  abril  de  187X 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  válida  la  lei  288, 
espedida  por  la  Lejií^latura  del  Estado  soberano  del  Cauca,  por 
la  cual  da  un  voto  de  nulidad  a  la  lei  nacional  de  25  de  abril 
de  1871,  sobre  empleos  militares- 

El  Presidente,  M.  Plata  Azubeo. 

El  Secretario,  Jvlio  E.  Pérez. 

.    (Véase  la  p4ioA  166.) 


XCIV. 

Bogotá,  18  de  abril  de  1872« 
^El  Senado  de  Plenipotenciarios  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 

En  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  inciso  5.^  del 
artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  válido  el  artícu- 
lo 4.''  de  la  lei  de  30  de  octubre  de  1&71,  adicional  i  reforma- 
toria del  Código  Judicial,  espedida  por  la  Asamblea  del  Estado 
soberano  del  Tolima. 


El  Presidente,  M,  Plata  Azueeo. 
El  Secretario,  Julio  JE.  Pérez. 


(Véase  fat  pajina  170.) 


xcv. 

Bogotá,  l.«  de  mayo  de  1872, 
El  Senado  de  Flenipotenciarios, 

Bn  ejercicio  de  la  atribución  5/,  artículo  51  de  la  Constituí* 
eion  federal,  declara  nulo  el  inciso  1.^,  artícido  1.^  de  la  lei  de  14 
de  noviembre  de  1870,  sobre  vias  de  comunicación,  espedida  por 
la  Leiislatura  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  en  cuanto 
de  tal  disposición  se  pueda  deducir  autorización  para  dedarar 
como  «vias  centrales  del  Estado,  o  como  caminos  públicos  del 
mismo,  los  de  propiedad  particular,  sin  decretar  la  espropiacion 
en  los  términos  en  que  la  autoriza  el  inciso  5.^,  artículo  51  de 
la  Constitución. 

El  Presidente,,  M.  Pxata  Azüiceo. 
El  Secretario,  JüUo  JE.  Pérez. 

(ttoe  la  piyioa.  174.) 
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XCVL  • 

Bogotá,  !.•  de  mayo  de  1872. 
El  Senado  de  Plenipotenciaxips, 

En  ejercicio  de  la  atiibucion  5/,  artículo  51  de  la  CoQstí- 
tucion,  declara  nulos  los  artículos  108  i  X 197  del  Código  Judi- 
cial de  Cundinamarca,  por  ser  opuestos  al  inciso  1.^,  artículo  8.^, 
i  al  21  de  la  espresada  Constitución. 

El  Presidente,  M.  Plata  Azukbo. 
El  Secretario,  Julio  K  Pérez. 

(Véate  la  pinina  175.) 

xcvn. 

Bogotá,  4  de  mayo  de  1372^ 
El  Senado  de  Plenipotenoiarioa, 

En  USO  de  la  atribución  5.\  artículo  51  de  la  Constitución,, 
declara 

El  artíóulo  5.**  de  la  lei  de  16  de  diciembre  de  1862,  sancio- 
nada por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Bolívar ; 

Los  artículos  9,  10  i  11  de  la  lei  de  23  de  noviembre  de 
1866,  del  mismo  Estado ; 

Lm  leyes  de  17  de  noviembre  de  1868 ;  de  26  de  octubre 
de  1869 ;  de  14  de  setiembre  de  1870 ; 

Cuyas  disposiciones  todas  son  relativas  a  la  nave^u^ion  por 
vapor  del  Dique  de  Cartajena,  para  la  cual  aquel  Estado  ha 
concedido  privilejios  esdusivos,  o  auxilios,  o  lo  na  reglamenta- 
do como  lo  ha  creído  conveniente,  no  contrarían  precepto  alguno 
de  la  Constitución  de  la  Bepública,  por  cuanto  aquel  canal  ha 
exijido  canalización  artificial,  i  solo  baña  el  territorio  del  mis- 
mo Estado. 


El  Presidente,  M.  Plata  A^ubro. 
El  Secretario,  JúUo  U.  Pérez. 


tVéaaelapálínane.) 


xcvm. 


Bogotá,  18  de  mayo  de  1872. 


£1  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  nulo  el  parágrafo 
único  del  artículo  1.°  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar 
** sobre  división  territorial,*'  espedida  en  29  de  octubre  de  1870, 
«n  cuanto  dicho  parágrafo  pueda  afectar  los  límites  territoriales 


—  '¿n  — 


de  los  Estados  de  Bolívar  i  el  Magdalena,  cuestión  que  corres- 
ponde decidir  a  la  Suprema  Corte,  conforme  al  inciso  6.**  del 
artículo  71  de  la  Constitución. 


El  Presidente,  Cáblos  Mabtin. 
El  Secretario,  JuUo  E.  Pérez. 


(Véase  la  pajina  188.> 


•       XCEL 

Bogotá,  21  de  mayo  de  1872. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  uso  de  la  atribución  que  le  confiere  el  inciso  5.°,  artículo» 
51  de  la  Constitución,  declara  nulo  el  artícido  11  de  la  lei  de  19 
de  octubre  de  1859,  sobre  protección  de  indíjenas,  espedida  por 
la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca. 

El  Presidente,  Cáelos  Mabtdí. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez^ 

(Véase  U  pá|ÍDa  187.) 

C. 

Bogotá,  24  de  mayo  de  1872. 
El  Senado  de  Plenipot^noiaríos  resuelve: 

Declárase  válida  la  parte  2.',  artículo  1.*^  de  la  lei  322,  adi- 
donal  i  reformatoria  de  la  259,  sobre  rentas  i  contribuciones, 
espedida  por  la  Lejislatura  del  Estado  soberano  del  Cauca  el  18 
de  setiembre  de  1871. 

El  Presidente,  Cáelos  Mabtin. 
£1  Secretario^  Julio  E.  Pérez 

(Véasela  püjina  191.) 


CL 

Bogotá,  ISJde  Junio  de  1872. 
El  Senado  de  Pleiiipotenüiaríos, 

En  ejercido  de  la  atribución  5.^  artículo  51  de  la  Consti- 
tución federal,  declara  válidos,  i,  por  lo  mismo,  de  conformidad 
con  el  espíritu  i  letra  de  la  citada  Constitución,  los  artículos 
1945  a  1949  del  Código  Civil  del  Estado  de'Cundinamarca. 

El  Presidente,  Saiitos  Agosta. 

£1  Secretario,  JuUo  E.  Pérez.  (Véase  la  pijíoa  i95.) 
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ANO    DE   1873. 


en. 

Bogotá,  19  de  febrero  de  1871» 
El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  ejercicio  de  la  atríbucioii  5/,  artículo  51  de  la  Consti- 
tución nacional,  declara  que  no  es  nula  la  "  lei  adicional  al  Có- 
digo Judicial/'  espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estada 
soberano  de  Cundinamarca  en  21  de  enero  de  1872  i  sancionada 
el  22  del  mismo  mes. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente,  José  I.  Díaz  Ghanados. 

El  Secretario,  Julio  K  Pérez. 

(Véase  la  p^ina  198.) 

cm. 

Begotá,  19  de  febrero  de  187S. 
El  Senado  de  Plenipotenciarioe, 

En  uso  de  la  atribución  5.\  artículo  51  de  la  Constitución 
federal,  declara  que  es  nulo  el  articulo  20  de  la  lei  317,  de  16  de 
setiembre  de  1B71,  espedida  por  la  Asamblea  Lejislatíva  del 
Estado  soberano  del  Uauca,  por  ser  contrario  al  inciso  1.^,  ar- 
ticulo 8.^  de  la  Constitución  de  la  Nación ;  i  se  abstiene  de 
hacer  igual  declaratoria  respecto  al  artículo  1101  de  la  núsma 
lei,  cuya  suspensión  i  nulidad  también  han  sido  solicitadas,  por 
no  estimarlo  opuesto  a  la  Constitución. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase. 

El  Presidente,  José  I.  Díaz  Granados. 
El  Secretario,  JuUo  K  Péree. 

(Véase  la  pajina  200.) 

Bogoü»  6  de  marso  de  1879. 
El  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  uso  de  la  atribución  5.*,  artículo  51  de  la  Constitución» 
declara  válido  el  artículo  1802  del  Cddigo  Judidal  del  Estado 
soberano  de  Cundinamarca,  ea  cuanto  dispone  que  no  pueda 
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seguirse  juicio  de  responsabüidad,  de  ^oficio,  cuando  verse  por 
consecuencia  de  sentencia  o  auto  judicial  en  negocios  civiles 
entre  particulares,  por  no  ser  contrario  a  ninguna  disposición 
constitucional. 

Comuniqúese,  publíquese  &c. 

El  Presidente,  §aiítos  Agosta. 

El  Secretario,  JuJio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pinina  208). 


cv. 


Bogotá,  6  de  marzo  de  1878. 


El  Senado  de  Plenipotenciarios,  haciendo  uso  de  la  atribu-- 
cion  que  le  confiere  el  artículo  51  de  la  Constitución,  declara 
la  nuudad  del  artículo  32  de  la  lei  "  sobre  impuesto  directo," 
«espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  de  Cundina^ 
>inarcaeii  12  de  agosto  de  1869,  i  sancionada  el  13  del  mismo, 
]>or  ser  contrario  al  inciso  12,  articulo  L5  de  la  Constitución* 

Consoníquese,  publíquese  i  devuélvase^ 

El  Presidente,  Santos  Agosta. 
El  Secretario,  Julio  U.  Pérez. 

(Véaae  la  p^iDa  204). 

OVI. 

Bogotá,  21  de  mano  de  1878. 

El  Senado  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  declara 
válidos  los  artículos  16  a  23,  26  i  27  de  la  lei  192,  de  16  de 
setiembre  de  1872,  que  concede  un  privilejio  esclusivo,  espedi- 
da por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Magdalena  en  13  de  setiem- 
bre del  mismo  año,  por  no  bailarlos  contrarios  al  inciso  5.*', 
artículo  8.^,  ni  a  ninguna  otra  disposición  constitucional. 

ComujQLÍquese,  publíquese  i  cu*cúlese. 

El  Presidente,  Santos  Agosta. 
El  Secretario,  Jtdto  K.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  218.) 

CVH- 

Bogotá,  25  de  marzo  de  1878. 
£1  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  dercicio  de  la  atribución  5.\  artículo  51  de  la  Constitu* 
cion,  dedíura  nula  la  lei  sobre  rejistro  de  instrumentos  públicos, 
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espedida  por  la  Asamblea .  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Cundinamarca  i  sancionada  el  21  de  enero  del  corriente  año,  en 
cuanto  al  efecto  retroactivo  que  tiene  dicha  lei,  por  ser  con- 
traria en  esta  parte  al  artículo  24  de  la  Constitución  nacional. 
Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Corte  Suprema. 

El  Presidente,  Santos  Agosta. 

El  Secretario,  Juíio  E.  Pérez. 

(Véase  la  pajina  214.) 


cvm. 

Bogotá,  29  de  mayo  de  1878. 
£1  Senado  de  Plenipotenciarios, 

En  uso  de  la  atribución  5.*,  artículo  51  de  la  Constitucicn 
federal,  declara  nula  la  disposición  del  artículo  165  del  Código 
Judicial  del  Tolima,  por  ser  contraria  a  la  garantía  que  espresa 
el  inciso  7.^  del  artículo  15  de  la  citada  Constitución. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente,  M.  Plata  Azubeo. 

El  Secretario,  Julio  JE,  Peres. 

(Véase  )a  pajina  217.) 


CIX. 

Bogotá,  4  de  junio  de  1878. 

El  Senado  no  encuentra  motivo  para  ejercer,  respecto  de 
la  lei  de  Cundinamarca  de  22  de  enero  de  este  año,  la  facultad 
que  le  concede  la  atribución  5.\  artículo  51  de  la  Constitución 
federal. 

Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo  i  a  la  Corte  Suprema, 
devolviendo  el  espediente  con  copia  de  la  presente  resolución, 
que  será  publicada. 


El  Presidente,  M.  Plata  Azuebo. 
El  Secretario,  JuUo  K  Pérea. 


(Véase  la  p^ina  221.) 
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AÑO  DE  1874. 


ex. 

Bogotá,  26  de  marzo  de  1874« 
El  Senado  de  Plenipotenciariosy 

En  ejercicio  de  la  atribución  5/  del  artículo  51  de  la  Cons- 
titución política  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  declara 
válidos  los  incisos  1.°  i  2.°  del  artículo  359  del  Código  Político 
i  Municipal  del  Estado  soberano  de  Santander,  espedido  por  la 
'  Asamblea  Lejislativa  en  sus  sesiones  de  1869,  por  no  conside- 
rarlos contraríos  a  la  mencionada  Constitución. 


El  Presidente,  Pablo  Abosemena. 
£1  Secretario,  Jiúiú  E.  Pére». 


(VésM  la  pajina  225.) 


CXI. 

Bogotá^Sl  de  mano  de  1874. 
El  Senado  de  PlenipotenciarioB,  oonsiderando : 

Que  el  decreto  número  68,  espedido  por  la  Lejislatura  del 
Estado  soberano  del  Cauca,  en  26  de  octubre  últuno,  sancio- 
nado por  el  Poder  Ejecutivo  en  31  del  mismo,  auxiliando  al 
distrito  de  Morales  para  la  construcción  de  una  iglesia,  es  con- 
trario al  parágrafo  único  del  artículo  23  de  la  Constitución,  en 
virtud  del  cual  no  es  permitido  imponer  contribuciones  para  los 

fastos  de  los  cultos  establecidos  i  que  se  establezcan  en  los 
Istados  Unidos,  los  que  han  de  sostenerse  con  suministros  vo- 
luntarios ; 

En  uso  de  la  &cultad  que  le  está  conferida  en  el  inciso  5.^, 
artículo  51  de  la  Constitución, 

Declara  nulo  el  decreto  número  68,  espedido  por  la  Lejís^ 
latura  del  Estado  soberano  del  Cauca  en  26  de  octubre  último, 
i  sancionado  en  31  del  mismo  mes,  por  el  Poder  Ejecutivo, 
auxiliando  al  distrito  de  Morales  (municipio  de  Popayan)  para 
la  construcción  de  una  iglesia. 

El  Presidente,  Píjblo  Abosemena. 

El  Secretario,  Jutío  E.  Péresi. 

(Véase  la  página  229).  41 


cxn. 

Bogotá,  81  da  mvzo  de  1874. 
El  Senado  de  Flenipotenciaríos, 

En  uso  de  la  atribución  5/  del  artículo  51  de  la  Constita- 
cion  de  la  Union,  resuelve : 

Declárase  válido  el  inciso  3.^  del  artículo  176  del  Crfdigo 
Civil  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca,  sancionado  el  8  de 
enero  de  1869,  porque  no  es  contrario  al  inciso  7.**  del  artículo 
15  de  la  Constitución  nacional. 

El  Presidente,  Pablo  Abossbcena. 

El  Secretario,  Jvlm  E.  Pérez. 

(Véase  la  piyina  282.) 

cxm. 

Bogotá, '91  de  marzo  de  1874. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  usando  de  la  atribución 
que  le  da  el  inciso  5.®  del  artículo  51  de  la  Constitución  federal, 
resuelve : 

Son  válidos,  por  no  ser  contrarios  a  dicha  Constitución,  el 
artículo  35  i  los  demás  que  se  refieren  al  ramo  de  aguardientes* 
de  la  lei  28  del  Estado  soberano  de  Boyacá,  sancionada  el  12  de 
setiembre  de  1868,  organizando  i  fijando  el  sistema  rentístico 
del  Estado. 

El  Presidente,  Pablo 

El  Secretario,  Jiú^  E. 

(Véase  ta  páiina  288.) 

CXIV. 

Bogotá^  SI  de  iiiarzo<de  1874. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  considecando  que  el  ar- 
tículo 1.**  de  la  lei  del  Estado  soberano  del  Cauca,  numero  356, 
de  20  de  setiembre  de  1872,  no  es  contrario  a  la  nacional  de  31 
de  mayo  de  1870,  sobre  aboHdon  del  monopolio  fiscal  de  las 
minas  de  esmeraldas. 

Declara  válido  el  artículo  1.^  de  la  lei  del  Estado  soberano 
del  Cauca,  número  35$,  de  20  de  setiembre  de  1872,  '^adicional 
sd  Código  de  Minas.** 

£1  Presidente,  Pj&blo  Abosbicedia. 

El  Seeretario»  JvXo  JB.  Pém. 

(VéaaeU  pajina  241.) 


:íi}:irti.'ii:tii 
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cxv. 

BogoU,  8  de  abril  de  1874. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atríbu^ 
cion  5.*  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  declara  de- 
finitivamente nulo  el  artículo  2.°  de  la  lei  33,  de  policía, 
espedida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de 
Santander,  en  8  de  octubre  de  1873,  i  sancionada  el  11  del 
mismo  mes,  en  cuanto  por  él  se  dispone  que  los  poseedores  de 
las  fajas  de  terreno  que  se  tomen  para  ensanchar  los  caminos 
públicos,  no  sean  indemnizados  de  su  valor,  ni  por  el  de  las  cer- 
cas que  se  les  mande  derribar  para  dar  a  dichos  caminos  la 
ampUtud  prescrita  en  dicha  lei,  por  ser  de  ese  modo  contrario 
al  inciso  5.°  del  artículo  15  de  la  referida  Constitución. 

El  Presidente,  R.  Mebcado. 

El  Secretario,  Julio  U.  Péresí. 

(Véase  la  pinina  244.) 

a 

CXVI. 

Bogotá,  14  de  abril  de  1874. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  tiene  por  el  inciso  5.°,  artículo  51  de  la  Constitución, 
declara  definitivamente  nulo  el  acto  legislativo  espedido  por  la 
Asamblea  del  Estado  del  Tolima,  que  titula :  Decreto  de  diez  i  eeÍ8 
de  octubre  de  mü  ochocientos  setenta  i  tres^  promoviendo  la  creación  de 
un  Obispado^  en  los  puntos  siguientes : 

1.®  La  parte  del  artículo  1.°  que  dice :  pudiendo  ofrecer  d 
Colefio  de  San  Simón  de  Ibagué  para  establecer  el  Seminario  de  la 
Diócesis  ;  i 

2.°  El  parágrafo  del  mismo  artículo,  redactado  así :  Los 
gastos  que  ocasione  esta  jestion^  se  considerarán  incluidos  en  el  presu- 
puesto respectivo  ;  por  cuanto  estas  disposiciones  son  contrarias  a 
la  Constitución. 

Comuniqúese,  publíquese  i  devuélvase  el  espediente  a  la 
Corte  Suprema  federal. 

El  Presidente,  Ramón  Gómez. — El  Secretario,  Jidio  E.  Pérez. 

(Véase  la  p^ina  24ai) 

cxvn. 

Bogotá,  26  de  abril  de  1874. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  inciso  5.^  del  artículo  51  de  la  Constitu- 
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cion,  declara  válidos  los  artículos  17  i  32  de  la  lei  del  Estada 
,  del  Tolima,  de  6  de  diciembre  de  1873,  adicional  i  refprmatoria 
del  Cddigo  Civil,  por  po  ser  contrarios  a  la  Constitución,  ni  a 
las  leyes  nacionales. 

Comuniqúese  i  publíqüese. 

El  Presidente,  Ramón  Gómez. 

El  Secretario,  Julio  E.  Pérez. 

(Véane  la  pajina  266). 


cxvin. 

Bogotá,  28  de  abril  de  1874. 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción 5.*  del  artículo  51  de  la  Constitución  nacional,  resuelve  : 

Declárase  nulo  i  de  ningún  valor  lo  dispuesto  en  el  artículo 
13  de  la  lei  49  de  Bovacá,  de  7  de  setiembre  de  1869,  "que 
adiciona  i.  reforma  las  leyes  28  i  29,"  por  ser  contrario  al  inciso 
12  del  artículo  15  de  la  misma  Constitución,  que  garantiza  el 
derecho  de  obtener  pronta  resolución  en  las  peticiones  que  por 
escrito  dirijan  los  particulares  a  los  funcionarios  públicos. 

El  Presidente,  Ramón  Gómez. 


El  Secretario,  Julio  JE.  Pérez. 


(Véase  la  pajina  259.) 


cxix. 


Bogotá,  15  de  mayo  de  1874. 


El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribu- 
ción que  le  confiere  el  inciso  5,^  artículo  51  de  la  Constitución, 
declara  válidos  los  artículos  1.°,  2.^  i  3.°  de  la  lei  de  Cundina- 
marca,  espedida  el  23  de  enero  de  1873,  por  la  cual  se  reforma 
el  Código  Civü,  i  nulos  los  artículos  4.^,  5.^  6.^  i  7.°  de  la 
misma  lei,  por  ser  contrarios  a  la  Constitución  nacional. 

Comuniqúese  i  publíqüese. 

El  Presidente,  Jacobo  Sanchsz. 
El  Secretario,  Jtdio  E.  Pérez.  - 

(Véaae  la  pajina  271,  i  el  "  Diario  Oficial ''  de  30  de  mayo,  número  3176). 
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dida  por  la  Asamblea  Lejislativa  del  Estado  soberano  de  Bolívar.    19      806 
LXX.-i-Nalidad  del  inciso  11,  artículo  2.*  de  la  lei  181  del  Estado  sobera- 
no del  Cauca,  de  28  de  octubre  de  1868,  sobre  división  territorial.    27      807 
LXXI. — ^Validez  del  inciso  5.*,  artículo  19  de  la  lei  de  9  de  setiembre  de 
1867,  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca.  sobre  conservación 

i  mejora  de  las  vias  centrales . . ...    86      807 

LXXTT. — ^Validez  de  los  artículos  5.<>,  28  i  28  de  la  lei  de  28  de  noviembre 
de  1868,  del  Estado  soberano  del  Tolima,  sobre  la  formación  del 

catastro  de  la  riqueza  inmueble  del  Estado . ....    42      807 

LXXin.— Validez  de  ios  artículos  7.»,  8.«,  9.<>,  10  i  18  de  la  lei  259,  de  25 
de  setiembre  de  1869,  del  Estado  soberano  del  Cauca,  sobre  ren- 
tas i  contribuciones.... . ....... 51      808 

LXXrV.— Validez  del  artículo  6.*  de  la  lei  de  18  de  noviembre  de  1869,  del 
Estado  soberano  de  Bolívar,  reformatoria  del   Código    Penal 

del  Estado 68      808 

liXXV.— Validez  de  la  lei  12  de  21  de  octubre  de  1869,  del  Estado  soberano 

de  Santander,  sobre  navegación  por  vapor  del  rio  Carare ....    65      308 

LXXVI.— Validez  de  los  artículos  2.*,  8.<'  i  4.*  de  la  lei  de  :5  de  enero  de 
1869,  del  Estado  soberano  de  Panamá,  sobre  contribución  co- 
mercial   .  . . . 68      809 


Año  de  1871. 

LXXVII.— Nulidad  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  26  de  octa- 
bre de  1866,  sobre  navej^acion  por  vapor  del  rio  Sinú.... ......    71      809 

liXXVm.— Nulidad  del  artículo  21  de  la  lei  del  Estado  del  Magdalena,  de  22 

de  octubre  de  1868,  orgánica  de  los  bienes  i  rentas  del  Estado..    78      809 
LXXIX.— Nulidad  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  28  de  no- 
viembre de  1869,  sobre  limpia  i  canalización  del  cafio  de  Tmpillo.    80     810 


—  826  — 

2f6MBBOB.  OOVTBNXDO.  PX/IKAS. 

LXXX. — ^Nulidad  de  la  lei  del  Estado  soberaoo  de  Bolívar,  de  21  de  setiem- 
bre de  1870,  adicional  i  reformatoria  de  la  de  28  de  noviembre 
de  1869 88      810 

LXXXI. — Nulidad  del  artículo  78  de  la  Constitución  del  Estado  soberano  de 

Cundinamarca,  de  8  de  noviembre  de  1870. -  «— 87      810 

LXXXn.— Nulidad  del  artículo  1579  del  C6di{2[o  Judicial  del  Estado  soberano 

de  Antioquia,  de  !.•  de  junio  de  1866 90      Sil 

LXXXIII. — Nulidad  del  inciso  6.'',  artículo  4.*,  i  artículos  61  a  65  do  la  lei  del 
Estado  soberano  del  Tolima,  de  4  de  diciembre  de  1870,  "  orgá- 
nica del  sistema  rentístico  del  Estado."...- 97      811 

LXXXIV.— Nnlidad  de  la  lei  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  de  21  de  octubre 

del870,8obre  policía jeneral 106      811 

LXXXy.— Nulidad  del  artículo  802  del  Código  Judicial  del  Estado  de  Cun- 
dinamarca, de  11  de  noviembre  de  1858 . •. 110      812 

LXXXVI. — Nulidad  del  inciso  9.*,  artículo  I.»  de  la  lei  4.»  de  18  de  enero  de 
1871,  espedida  por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado  sobe- 
rano de  Panamá,  i  validez  del  inciso  11  del  mismo  artículo 115      812 

LXXXVn.— Nulidad  de  los  incisos  8.«  i  4.«  del  artículo  66,  i  los  artículos  69  i 
71  de  la  leí  del  Estado  del  Tolima  de  4  de  diciembre  de  1870,  i 
validez  de  los  demás  artículos  del  parágrafo  1.*  del  capítulo  7.* 

de  la  misma  lei 119      812 

LXX:2(yiII.->Nulidad  de  varios  incisos  del  artículo  3.*  de  la  lei  86  del  Estado 

soberano  de  Boyacá,  de  6  de  noviembre  de  1870 124      818 

LXXXIX. — ^Validez  de  la  lei  71  del  Estado  soberano  de  Boyacá,  i  nulidad  de 

la  86  del  mismo  Estado 129      813 

XC^Nulidad  del  artículo  19  i  su  parágrafo  de  la  lei  XLIX  del  Estado 

soberano  de  Boyacá,  de  11  de  setiembre  de  1869 • 148     814 

AxLO  de  187S. 

XCI. — ^Validez  de  la  lei  808  del  Estado  soberano  del  Canea,  de  29  de 

agosto  de  1872 ^ 156      814 

XCII.7-yalidez  del  artículo  10  i  el  parágrafo  del  artículo  12  de  la  lei  142 

del  Estado  soberano  del  Magdalena,  de  18  de  mayo  de  1871. .  168      814 

XCin. — ^Validez  de  la  lei  288  del  Estado  soberano  del  Cauca,  que  dio  un 
voto  de  nulidad  a  la  lei  nacional  de  1871  "  sobre  empleos  mi- 
litares."   ■. ..  166      816 

XGIV.— Validez  del  artículo  4.o  de  la  lei  de  80  de  octubre  de  1871,  del 
Estado  soberano  del  Tolima,  reformatoria  del  Código  Judicial  del 

Estado 170      816 

XCY. — ^Nulidad  del  inciso  1.^,  artículo  1.*  de  la  lei  de  14  de  noviembre 

de  1870  del  Estado  soberano  de  Cundinamarca....  .... .  174      816 

XCVI.— Nulidad  de  los  artículos  108  i  1197  del  Código  Judicial  del  Estado 

soberano  de  Cundinamarca 175      816 

XC VII.— Validez  de  varías  leyes  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  relativas 

a  la  navegación  por  vapor  del  dique  de  Cartajena..... . ..  178      316 

XOVIII. — ^Nulidad  del  parágrafo  único  del  artículo  1.*  de  la  lei  de  29  de  oc- 
tubre de  1870,  del  Estado  soberano  de  Bolívar,  sobre  división 
territorial 188      816 

XCIX. — Nulidad  del  artículo  11  de  la  lei  de  19  de  octubre  de  1859  del  Es- 
tado soberano  del  Cauca,  sobre  protección  de  indíjenas .  187      817 

C— Validez  de  la  parte  2.*,  artículo  l.«  de  la  lei  322,  de  18  de  setiem- 
bre de  1871,  del  Estado  soberano  del  Cauca,  sobre  rentas  i  con- 
tribuciones   191      817 

GI.— Validez  de  los  artículos  1945  a  1949  del  Código  Civil  del  Estado 

soberano  de  Cundinamarca. ............ 195      817 


CU.—- VaKdez  de  la  leí  adicional  al  Código  Judicial  de  Cundinamarca, 

sancionada  el  22  de  enero  de  1872 * 198      818 

Cin.— Nulidad  del  artículo  20  de  la  lei  817,  de  16  de  setiembre  de  1871, 

del  Estado  coberano  del  Cauca - 200     818 


—  327  — 

HüUBBOS.  COSTBiriDO.  "  PÁJllTAS. 

OIY.— Validez  del  artículo  1802  del  Código  Judicial  del  Estado  sobeilmo 

de  GuDdinamarca ^... 208      818 

GV. — ^Nulidad  del  artículo  82  de  la  lei  de  Gandinamarca  sobre  impuesto 

directo,  sancionada  el  18  de  agosto  de  1869 204      819 

GVI.— Validez  de  los  artículos  16  a  28,  26  i  27  de  la  lei  192,  de  16  de 

setiembre  de  1872,  del  Estado  soberano  del  Magdalena «  218      819 

CVII. — Nulidad  de  la  lei  de  21  de  enero  de  1878,  del  Estado  soberano  de 

Cnndinamarca,  sobre  rejistro  de  instrumentos  públicos... ..  214      819 

CVIII.— Nulidad  del  artículo  166  del  Código  Judicial  del  Esiado  soberano 

del  Tolima 217      820 

CIX. — El  Senado  se  abstiene  de  ejercer  la  facultad  que  le  da  el  artículo 
61  de  la  Constitución,  respecto  de  la  lei  de  Cundinamarca  sancio- 
nada el  22  de  enero  de  1878 221      820 


GX.— Validez  de  los  incisos  !.•  i  2.«  del  artículo  869  del  Código  Político 

i  Municipal  de  Santander,  espedido  en  1869 225      821 

OXI. — Nulidad  del  decreto  número  68  del  Estado  soberano  del  Cauca, 
de  26  de  octubre  de  1878,  sobre  auxilio  para  construir  una  igle- 
sia en  el  distrito  de  Morales 229     821 

OXn.— Validez  del  inciso  8.»  del  artículo  176  del  Código  Civil  de  Cnndi- 
namarca   - 282     822 

OX[II. — ^Validez  del  artículo  86  i  dornas  que  se  refieren  al  ramo  de  aguar- 
dientes de  la  lei  28  del  Estado  de  Boyacá,  sancionada  el  12  de  se- 
tiembre de  1868 288      822 

CXrV.— Validez  del  artículo  1.»  de  la  lei  866  del  Estado  del  Cauca,  de  20 

de  setiembre  de  1872,  adicional  al  Código  de  Minas «. «  241      822 

CXV.— Nulidad  del  artículo  2.*  de  la  lei  88  de  policía  del  Estado  de  San- 
tander, sancionada  el  11  de  octubre  de  1878 • ...  244     828 

CXVI.— Nulidad  del  acto  lejislativo  del  Estado  del  Tolima,  de  16  de  octu- 
bre de  1878,  promoviendo  la  erección  de  un  Obispado....  ......  248      828 

CXVII.— Validez  de  los  artículos  17  i  82  de  la  lei  del  Estado  del  Tolima,  de 

6  de  diciembre  de  1870,  adicional  al  Código  Civil 256      828 

OXVm.— Nulidad  del  artículo  18  de  la  lei  49  de  Buyacá  de  7  de  setiembre 

de  1869 259      824 

GXIX.— Validez  de  los  artículos  l.«,  2.«  i  8.*  de  la  lei  de  Cundinamarca  de 
28  de  enero  de  1878,  reformatoria  del  Código  Civil,  i  nulidad  de 
los  artículos  4«*,  5.*,  6.*  i  7.*  de  la  misma  lei  sobre  matrimonio 
tívU ^ . — . ....  271     824 


p'iisr. 
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